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D.  JOSÉ  MAJUA  lAMESA  T  NAVARRO 


Obra  publicada  bajo  la  dirección  de 

D.  ANTONIO  DE  J.  LOZANO 

Abogado  y  Escribano  Público, 

Director  del  periódico  "Gkuí»  Práctica  de  Derecho," 

y  quien  se  encargará 

dé  los  formularios  correspondientes  á  todos  los  Juicios  y  de  las  tablas 

de  concordancias  con  los  Códigos  Mexicanos, 

que  irán  al  final  de  cada  tomo. 
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ADVERTENCIA  DE  LOSEDITOEES 


La  obra  del  reputado  jurisconsulto  español  Don  Jo- 
sé María  Manresa  y  Navarro,  comentando  la  última 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  de  la  Península  ibérica, 
es  por  la  que  nos  hemos  decidido  para  repartirla  por 
entregas  á  los  suscritores  del  periódico  Guía  Práctica 
de  Derecho  j  una  vez  que  hemos  terminado  la  publica- 
ción del  Nuevo  Código  de  Comercio  mexicano,  compa- 
rado con  el  que  dejó  de  regir  y  con  los  principales  Có- 
digos de  igual  naturaleza  de  Europa. 

Pensábamos  publicar  primeramente  los  Comentarios 
al  último  Código  Civil,  escritos  por  el  mismo  afamado 
autor,  y  aun  así  lo  anunciamos,  pero  la  circimstancia 
de  que  dicha  obra  ha  estado  sufriendo  muchas  inte* 
rrupciones  en  su  salida  por  entregas,  é  ir  publicadas 
muy  pocas  de  éstas,  nos  ha  hecho  cambiar  de  idea,  no 
sin  que  estemos  decididos  á  darla  á  luz  tan  luego  como 
esté  más  avanzada  su  publicación,  si  no  terminada. 

Como  el  señor  Manresa  ajustó  sus  Comentarios  á  la 
jurisprudencia  y  práctica  del  foro  español,  para  el  que 
escribía,  haciendo  igual  cosa  con  los  formularios  que 
publica  al  final  de  cada  tomo  de  su  magnífica  obra,  el 
Director  del  periódico  mencionado.  Guia  Práctica  de 
Derecho,  que  lo  es  el  Sr.  lie.  D.  Antonio  de  J.  Lozano, 
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se  encargará  de  hacer  á  su  tiempo,  en  el  curso  de  la 
publicación,  las  observaciones  que  se  crean  convenien- 
tes, asi  como  de  formar  tablas  de  concordancias  con 
los  Códigos  de  Procedimientos  Civiles  y  de  Comercio 
mexicanos,  y  de  escribir  los  formularios,  que  irán  tam- 
bién al  fin  de  cada  tomo  que  publiquemos,  con  arreglo 
á  la  práctica  y  jurisprudencia  de  la  Eepública,  á  fin 
de  hacer  de  este  libro,  de  acuerdo  con  nuestro  progra- 
ma, una  obra  útil,  práctica  y  de  positivo  provecho  pa- 
ra todo  el  mundo 
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Son  tan  importantes  las  reformas  hechas  en  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  de  1855  por  la  que  ha  principiado  á  regir  el  día 
1?  de  Abril  de  1881,  que  ya  no  puede  llenar  su  objeto  la  obra 
qué,  con  el  título  de  Ley  db  Bkjuiciaiciibhto  civil  cohrktaba  y 
EXPLICADA,  publiqué  con  mis  compafieros  Sres.  Miquel  7  Reus 
comentando  aquella  ley.  Es  preciso  acomodar  dicha  obra  4  la 
legislación  vigente  para  que  pueda  ser  consultada  con  provecho, 
j  como  la  nueva  ley  dinere  esencialmente  de  la  anterior  en  el 
fondo  7  en  la  forma,  no  es  posible  realizarlo  sino  escribiendo  7 
publicando  unos  nuevos  ccnnentarios,  aunque  conservancb  de 
aquellos  lo  que  no  ha7a  sufrido  modificación.  Tal  es  el  objeto  do 
la  presente  obra. 

No  reproduciré  aquí  la  introducción  de  la  anterior,  en  la  que 
se  expusieron  á  grandes  rasgos  la  importancia  de  las  le7es  de 
procedimientos  7  los  principios  á  que  debían  subordinarse,  por- 
que me  propoi^o  limitar  la  presente  á  lo  que  sea  indispensable 
para  la  rectrinteligencia  7  aplicación  de  la  nueva  le7  conforme 
á  su  letra  v  á  su  espíritu.  Sin  embargo,  creo  conveniente  com- 
pletar la  breve  Ee$eña  histórica  de  nuestro  procedimiento  civil^ 
que  aquella  contiene,  exponiendo  los  trámites  que  ha  seguido  la 
reforma  de  la  le7  7  las  causas  ó  motivos  que  la  Imn  impulsado. 

En  el  examen  critico  de  la  le7  de  Enjuiciamiraito  civil  dé 
1855,  que  contiene  también  diefaa  introducción,  d<ispués  de  hacer 
el  justo  7  merecido  elLog^o  de  aquella  ley,  7  de  los  distinguidos 
jurííA3onst|Itos  Gue  lá  re&ctaron,  por  hal>er  dado  á  nuestros  pro- 
cedimientos judiciales  la  organización  de  que  antes  carecían,  in- 
trodttciendci  las  reformas  oue  la  eienoía  7  la  experiencia  aconse- 
jaban, decíamos  {pi%.  XXII  dei  tomo  1^  lo  siguiente: 

"Fero  en  medio  de  estas  ventajas  que  ofrece  la  nueva  107,  j  de 
la  bondad  intrínseca  que  encierran  por  lo  general  sus  disposicio- 
nes, es  sensible  que  se  encuentren  algunas  innovaciones  peligro- 
sas; que  se  ha7a  dejado  demasiada  latitud  en  algunos  términóf  7 
actúíuáónes,. limitándose. otros. de  una  inanera inconsideradn,  es- 
pecialmente los  que  se  refi«eii  á  los  jueoes  pai^  dictar  ciertas 
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providencias;  que  se  haya  descuidado  el  tecnicismo  legal,  y  que 
8U  redacción  sea  en  muchos  casos  ambigua  y  confusa;  que  no  ha- 
ya habido  más  cuidado  en  la  distribución  de  los  títulos  y  en  su 
articulación,  expresándose  muchas  veces  un  mismo  pensamiento 
en  diferentes  artículos,  lo  cual  hace  que  algunos  de  ellos,  mira- 
dos aisladamente,  sean  incomprensibles,  y  que  un  mismo  precep- 
to, consignado  en  las  disposiciones  generales,  se  encuentre  luego 
repetido  en  otras  partes;  y  finalmente,  que  adolezca  de  notables 
vacíos,  defecto  el  menos  disculpable  de  todos  los  de  la  nueva  ley 
de  Enjuiciamiento.  Un  código  que  tiene  la  pretensión  de  domi- 
nar solo  en  la  arena  jurídica,  y  que  por  su  disposición  final  de- 
roga todas  las  leyes,  decretos,  reglamentos,  órdenes  y  fueros  en 
que  se  hayan  dictado  reglas  para  el  enjuiciamiento  civil,  debió 
haber  previsto  todos  los  casos;  debió  haber  trazado  cuidadosa- 
mente la  marcha  de  todos  los  procedimientos  y  actuaciones,  so 
pena  de  dejar  ancho  campo  al  arbitrio  judicial,  ó  de  que,  pres- 
cindiendo de  esa  derogación,  se  tenga  que  recurrir  á  lo  antiguo, 
preferible  cien  veces  á  la  carencia  de  toda  regla*" 

Er tiempo  nos  ha  dado  la  razón,  viniendo  á  demostrar  que  no 
era  exajerado  nuestro  juicio.  Para  suplir  omisiones  y  corregir 
defectos,  unos  de  la  ley  y  otros  de  su  mala  aplicación,  se  hicie- 
ron algunas  reformas  parciales.  Pero  esto  no  bastaba:  era  nece- 
saria la  revisión  total  de  la  ley,  y  atendiendo  el  Gobierno  á  las 
exigencias  de  la  opinión  pública,  m£ínifestadas  en  la  prensa  y  en 
las  Cortes,  en  12  de  Septiembre  de  1878  el  Ministro  <te  Gracia  y 
Justicia,  Sr.  Calderón  y  Collantes,  comunicó  al  Presidente  de  la 
Sección  primera  de  la  Comisión  general  de  Codificación  la  si- 
guiente Real  <5rden; 

**S.  M.  el  Rej  (Q,  D.  G.)  se  ha  dignado  mandar  que  la  Comi- 
sión codificadora,  que  dignam^^te  preside  V.  E.,  se  dedique  con 
la  mayor  actividad  posible  al  examen  de  las  reformas  que  deben 
introducirse  en  la  Ley  del  Enjuiciamiento  civil.'' 

En  cumplimiento  de  esta  Real  orden,  dicha  Sección,  compues- 
ta entonces  de  los  Sres.  D.  Manuel  Alonso  Martínez^  presidente, 
D  Juan  González  Acevedo,  D.  Benito  Gutiérrez  y  Don  José  Ma- 
ría Manresa,  vocales  (1),  se  dedicó  sin  levantar  mano  al  examen 
y  reforma  de  la  ley.  De. la  meditación  y  estudio  con  que  se  rea- 
lizaron e^tos  trabajos  dan  testimonio  las  extensas  discusiones,  ex- 
tractadas y  consignadas  en  el  libro  de  actas, por  el  ^secretario  de 
la  misma  sección  D.  José  María  Anteqiaera.  Y  no  decimos  más 
sobre  este  punto  por  consideraciones  personales  que  comprende- 
rán nuestros  lectores. 

Discutidas  y  aprobadas  las  reformas  y  adiciones  que  en  con- 

(1)  También  era  y  es  yocal  de  dicha  sección  D.  Francisco  de  Cárdenas;  pero 

Í)or  hallarse  en  Roma  desempeBando  el  cargo  de  Embajador  de  Espafia  cerca  de 
a  SaAta  Sede,  no  pudo*  tomar  parte  en  estos  traba  jo». 
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cepto  de  la  Comisión  debían  hacerse  en  la  ley,  para  que  respon- 
diera al  mejor  servicio  de  la  administración  de  justicia  y  á  lo 
que  la  ciencia  y  la  experiencia  aconsejaban,  de  conformidad  con 
lo  acordado  formuló  aquella  las  bases  que  el  Gobierno  habría  de 
presentar  á  las  Cortes  á  fin  de  obtener  la  autorización  necesaria 
para  realizar  la  reforma.  El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  Sr. 
Alvarez  Bugallal,  aceptó  dichas  bases,  y  con  ligeras  modifica- 
ciones las  incluyó  en  el  proyecto  de  ley  que  presentó  al  Senado 
en  2  de  Febrero  de  1880.  La  Comisión  de  este  Cuerpo  Colegisla- 
dor, compuesta  de  distinguidos  jurisconsultos,  también  introdujo 
en  ellas  algunas  modificaciones,  y  por  último  después  de  lumino- 
sas discusiones  fueron  aprobadas  por  el  Senado  y  el  Congreso,  y 
sancionadas  por  la  Corona,  en  los  términos  que  resultan  de  la  ley 
de  21  de  Junio  de  1880. 

Asi  que  fué  sancionada  esta  ley,  se  dio  el  encargo  al  Señor 
Manresa,  como  vocal  ponente  de  la  Sección  primera  de  la  Comi- 
sión de  Codificación,  de  revisar  y  redactar  definitivamente  el  pro- 
yecto del  Enjuiciamiento  civil  con  sujeción  á  las  bases  aprobadas 
por  dicha  ley  y  á  lo  acordado  por  la  Sección.  Hizo  aquél  este 
trabajo,  consultando  y  conviniendo  los  puntos  que  podían  ofre- 
cer dificultad  con  el  Ministro  Sr.  Bugallal,  el  cual  dio  además 
corregidos  algunos  títulos  de  la  jurisdicción  voluntaria  y  redac- 
tados los  que  tratan  de  los  apeos  y  prorateos  de  foros  y  de  los 
actos  de  jurisdicción  voluntaria  en  negocios  de  comercio,  confor- 
me á  las  observaciones  emitidas  por  miembros  correspondientes 
de  la  Comisión  de  Códigos  y  letrados  de  nota  de  algunas  provin- 
cias, á  quienes  tuvo  á  bien  consultar  sobre  estas  materias  (1),  se- 
gún se  consigna  en  la  Real  orden  de  3  de  Febrero  de  1881,  in- 
serta en  la  edición  oficial  de  la  Ley. 

Según  se  adelantaban  estos  trabajos,  se  fueron  imprimiendo 
para  facilitar  su  revisión  y  corrección,  formándose  los  cinco 
ci^adernos  impresos,  que  se  mencionan  en  la  Real  orden  antes  ci- 
tada, y  que,  como  en  ella  se  expresa,  se  pasaron  con  dicho  objeto 
á  la  Sección  primera  de  la  Comisión,  en  Noviembre  y  Diciembre 
de  1880.  Habían  sido  agregados  á  la  misma  los  Sres..  Romero 
Ortíz,.  Albacete,  Jgon  y  Kuiz  Cañábate,  que  con  los  Sres.  Alonso 
Martínez,  Gutiérrez  y  Manresa,  pues  el  Sr.  Gonzales  Acevedo  ha- 
bía ya  fallecido,  se  dedicaron  al  detenido  examen  del  proyecto, 
haciendo  todavía  en  él  algunas  correcciones  de  estilo^  adiciones 
y  enmiendas,  así  de  fondo  como  de  forma,  que  consideraron  con- 
venientes para  perfeccionarlo.    Y  con  otras  modificaciones  que, 


(1)  Sobre  los  apeos  y  prorateos  de  foros  fué  consultado  D.  Kafael  López  La- 
go, de  la  Céruña,  y  sobre  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  en  negocios  de  co- 
mercio D.  Manuel  Duren  y  Bas;  de  Barcelona,  y  D.  Manuel  de  Lecanda,  de  Bil- 
bao, loa  la-es  abogados  de  nota  y  miembros  correspondientes  de  la  Comisión  de 
Codificación  para  el  proyecto  de  Código  civil. 
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áuE  detpues  de  tan  minuciosa  revisión,  el  Ministre  de  Gracia  j 
Justicia  Sr.  Bugallal  creyó  conreniente  introducir,  principalmen- 
te en  el  juicio  de  testamentaria  y  en  los  interdictos,  adicionando 
además  el  titulo  XIV  del  libro  II  con  la  sección  2.  ^  que  trata 
**del  aseguramiento  de  los  bienes  litigiosos,"  sobre  cuyos  extre- 
mos fué  consultada  nuevamente  dicha  Sección,  quedó  ultimado  el 
proyecto,  íal  como  fué  aprobado  y  publicado  por  el  Real  decretó 
de  3  de  Febrero  de  1881,  para  que  como  ley  del  Reino  principia- 
ra.^ regir  el  l,^  de  Abril  siguiente. 

Hemos  creído  conveniente  hacer  esta  exacta  resefia  para  que 
vean  nuestros  lectores  que  no  se  ha  procedido  con  ligereza  en  la 
reforma  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Diferentes  Gobiernos 
y  de  distintas  opiniones  la  habían  creído  necesaria:  en  las  dispo- 
siciones transitorias  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  de  1870 
se  fijaron  ya  bases  para  realizarla,  y  la  opinión  pública  la  recla- 
maba con  urgencia.  En  la  discusión  del  proyecto  de  ley  de  bases 
tomaron  parte  los  jurisconsultos  más  notables  del  Congreso  y  del 
Senado,  de  todos  los  lados  de  las  Cámaras,  y  solo  un  Senador 
impugnó  la  reforma,  no  por  inconveniente  en  su  fondo,  sino  por 
creerla  innecesaria.  Y  si  á  la  opinión  casi  unánime  que  prevale- 
ció en  ambos  Cuerpos  Colegisladores  sobre  la  bondad  de  las  ba- 
ses, á  que  se  ha  sujetado  la  reforma  de  la  ley,  se  agrega  la  de  los 
individuos  de  la  Comisión  de  Códigos  j  la  del  Gobierno  que  la 
ha  aprobado,  se  tendrá  la  garantía  de  acierto  que  puede  apetecerse 
en  lo  humano.  ¿Y  cómo  no,  cuando  ha  mediado  el  asentimiento 
de  tantos  y  tan  distinguidos  jurisconsultos  (exclusión  hecha  del 
autor  de  estos  comentarios),  que  han  llevado  á  esa  obra  el  contin- 
gente de  sus^conocimientos  teóricos  y  prácticos  y  de  su  larga  ex- 
periencia en  la  aplicación  y  examen  de  la  ley  como  magistrados, 
catedráticos  y  abogados  de  notoria  reputación? 

No  será  perfecta  la  nueva  ley,  porque  no  hay  obra  de  los  hom- 
bres aue  goce  de  ese  privilegio;  pero  no  podrá  negarse  que  con 
laudable  celo  se  ha  procurado  remediar  los  males  v  abusos  reve- 
lados por  la  práctica.  Si  no  se  consiguiese  este  resultado,  creemos 
que  no  será  por  insuficiencia  ó  defecto  de  la  ley,  sino  por  negli- 
gencia ó  abuso  de  los  que  deban  cumplirla.  En  la  misma  ley  en- 
contrarán los  jueces  y  tribunales  medios  suficientes  para  im- 
pedir que  se  eluda  su  cumplimiento,  como  tienen  el  deber  de 
hacerlo. 

Si  la^  ley  de  1855  fué  considerada,  y  con  razón,  como  un  pro- 
greso importante  en  nuestras  instituciones  judiciales,  habrá  de 
convenirse  en  que  la  de  1881  ha  dado  un  paso  muche  más  avan- 
zado y  radical  por  ese  camino.  Bastaría,  para  demostrarlo,  citar 
las  disposiciones  relativas  á  la  publicidad  de  todos  loa  medios  de 
prueba,  caducidad  de  la  instancia  y  recurso  de  revisión.  No  lle- 
nará las  exigencias  de  los  que  aspiran  á  reducir  el  procedimiente 
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á  unas  cuantas  reglas  6  principios  fundamentales,  dejando  lo  de- 
más al  libre  arbitrio  judicial;  sistema  combatido  por  Air.  Bonnier 
j  otros  publicistas,  porque  conduce  á  una  reacción  exajerada  j 
es  incompatible  con  las  instituciones  liberales.  En  mi  opinión,  la 
mejor  ley  de  procedimientos  es  la  que  deja  menos  campo  al^r- 
bitrio  judicial,  dadas  las  ciicunstanciasde  la  sociedad  en  que  vi- 
vimos: de  otro  modo  no  serviría  de  garantía  j  salvaguardia  á  los 
derechos  civiles.  Lo  que  importa  es  procurar  en  las  contiendas 
judiciales  la  economía  posible  de  tiempo  y  de  ^stos,  sin  menos- 
cabo del  sagrado  derecho  de  la  defensa  ni  del  acierto  en  los  fallos, 
y  este  Im  sido  el  objeto  principal  de  la  reforma. 

Los  que  tachan  la  nueva  ley  de  casuística  y  demasiado  extensa, 
no  tienen  en  cuenta  que  se  ha  procedido  bajo  el  pié  forzado  de  la 
de  1855,  sin  otras  facultades  que  la  de  modificarla  y  adicionarla 
con  sujeción  ¿  las  bases  aprobadas  por  la  de  21  de  Junio  de  1880. 
En  cumplimiento  de  esta  ley  y  á  consecuencia  de  la  de  1868  es- 
tableciendo la  unidad  de  fueros,  ha  sido  preciso  adicionarla  con 
las  quiebras  y  demás  proeedimientos  especiales  en  negocios  de 
comercio,  dedicando  diez  títulos  á  estas  materias,  y  once  más  á 
otras,  tampoco  incluidas  ni  previstas  en  la  ley  anterior.  Ha  sido 
necesario  asi  mismo  refundir  en  ella,  por  la  propia  razón,  las 
disposiciones  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  y  de  otras  le- 
yes, en  cuanto  se  referían  á  procedimientos  civiles,  á  fin  de  ^ue 
estén  todos  reunidos  en  un  sólo  código.  Por  esto  y  por  la  división 
ordenada  y  metódica  que  se  ha  hecho  de  las  materias,  para  faci* 
litar  su  consulta,  la  nueva  ley  tiene  21  títulos  y  767  artículos 
más  que  la  anterior,  no  .obstante  haberse  sujetado  á  un  mismo 
procedimiento  todos  los  casos  que  son  de  él  susceptibles,  como 
por  ejemplo  los  incidentes  y  apelaciones,  corrigiendo  el  defecto 
de  que  sobre  este  punto  adolecía  la  ley  antigua.  Y  en  cuanto  á 
la  tacha  de  casuismo,  sería  fundada  si  la  ley  acometiera  el  im- 
posible de  prevenir  individualmente  cuantos  casos  puedan  pre- 
sentarse en  la  práctica,  lo  cual  no  puede  decirse  de  la  que  da  re- 
glas para  la  marcha  de  los  procedimientos  que  naturalmente  pue- 
den ofrecerse  en  cada  clase  de  juicios.  De  todos  modos,  en  mi  opi- 
nión, es  esto  preferible  á  la  arbitrariedad  judicial,  que  con  di- 
versos criterios  tendría  que  suplir  la  fftlta  de  reglas  precisas  j 
que  dar^  el  lamentable  resultado  de  que  no  fuese  igual  la  admi- 
nistración de  justicia  para  todos  los  espaColes. 

Para  comprender  la  importancia  y  extensión  de  la  reforma 
basta  examinar  las  diez  y  nueve  bases  contenidas  en  la  ley  de  21 
de  Junio,  que  se  insertará  á  continuación.  Además  de  haberse 
desenvuelto  todas  ellas  en  la  nueva  ley,  se  han  introducido  al- 
gunas otras  reformas  y  adiciones  no  menos  importantes,  en  vir- 
tud de  la  autorización  concedida  al  Gobierno  por  la  última  de 
dichas  bases.   En  los  comentarios  respectivos  me  haré  cargo  de 
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todas  estas  innovaciones,  omitiendo  aquí  su  reseña  por  no  hacer 
más  extenso  este  prólogo. 

Voy  á  concluir  indicando  el  plan  que  seguiré' en  ésta  obra. 

No  me  propongo  escribir  un  comentario  filosófico  ni  crítico 
de  la  nueva  ley,  sin  renunciar  por  esto  á  la  crítica  imparcial  de 
las  disposiciones  que  la  merezcan.  Mis  comentarios  serán  esen- 
cialmente prácticos,  como  los  de  la  ley  de  1865.  Según  consigné 
en  la  introducción  de  aquella  obra,  partidario  de  una  reforma 
concienzuda,  en  que  se  hermanen  los  preciosos  elementos  de  nues- 
tras antiguas  leyes  con  los  grandes  adelantos  de  la  época,  lejos 
de  poner  obstáculos  á  la  nueva  ley,  deseo  allanarlos  con  mis  co- 
mentarios y  facilitar  su  aplicación  con  mis  observaciones. 

Se  insertará  el  texto  integro  de  la  ley,  tomado  de  la  edición 
oficial^  publicada  por  el  Ministerio  dé  Gracia  y  Justicia,  expur- 
gándolo de  las  erratas  de  imprenta  que  contiene  dicha  edición, 
salvadas  en  su  última  página.  Este  es  el  texto  legítimo,  pues  el 
de  la  misma  ley,  publicada  en  la  Gaceta  de  Madrid^  ha  salido 
con  errratas  y  equivocaciones  tan  trascendentales,  que  alteran  el 
sentido  de  algunos  artículos. 

A  continuación  de  cada  artículo,  ó  de  los  que  convenga  agru- 
par, siguiendo  siempre  el  orden  de  su  numeración  conforme  á  la 
ley,  se  pondrá  el  Comentario  correspondiente.  En  él  indicaré  la 
concordancia  de  los  artículos  de  que  se  trate  con  las  disposicio- 
nes anteriores,  ó  las  innovaciones  que  se  hayan  hecho;  y  para 
facilitar  su  inteligencia  y  ajilicación,  procuraré  aclarar  las  du- 
das y  resolver  las  cuestiones  á  que  puedan  prestarse  en  la  prác- 
tica. Las  discusiones  de  la  Sección  primera  de  la  Comisión  ge- 
neral de  Codificación,  en  las  que  tuve  hi  honra  de  tomar  parte, 
y  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  me  servirán  de  guía 
en  estos  trabajos. 

Después  de  cada  título,  se  pondrán  los  Formularios  (1.)  corres- 
pondientes al  mismo,  acomodados  al  nuevo  procedimiento.  Y  al 
final  de  la  obra  irá  un  índice  alfabético^  que  facilite  su  consulta. 

(1)  Véase  respecto  á  formularios  lo  que  sé  dice  en  la  anterior  ''Advertencia 
de  los  Editores."  ■ 
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LaIBRO  primrro 

disposiciones  comíjiíes  a  la  jurisdicción  contenciosa 
t  a  la  voluntaria 


INTBODUOCION 

La  ley  de  1855  estaba  dividida  en  dos  partes,  dedicada  la  pri- 
mera, según  su  epígrafe,  a  Ib.  jurisdicción  contenciosa^  j  la  se- 
gunda á  la  voluntaria.  A  pesnr  de  esta  división,  el  título  prime- 
ro de  aquella  contenía  disposiciones  generales^  que  eran  de 
apiicación  á  las  dos;  pero  sin  haber  reunido  en  él  todas  las  que 
tienen  este  mismo  carácter  j  sin  hab^r  hecho  la  conveniente. se- 
paración de  materias  por  secciones,  que  hubiera  facilitado  su 
estudio  y  consulta.  En  la  nueva  ley  se  han  corregido  estos  de- 
fectos. *      ^ 

Como  realmente  es  un  Código  de  procedimientos  civiles,  aun- 
que conservando  su 'modesto  título  de  Ley,  ha  sido  dividida  en 
tres  libros.  Se  han  incluido  en  el  1^,  según  lo  expresa  su  epígra- 
fe, las  disposiciones  comunes  á  la  jurisdicción  contenciosa  y  á  la 
voluntaria,  esto  es,  las  que  son  de  aplicación  general  á  los  pro- 
cedinuentos  de  una  y  otra  jurisdicción:  contiene  el  2"  las  que  re- 
gulan los  procedimientos  que  son  propios  de  la  jurisdicción  con- 
tenciosa; y  el  3?  ías  que  se  refieren  á  los  actos  de  la  voluntaria. 

La  nueva  Ley,  lo  propio  que  la  anterior,  no  lia  creido  necesa- 
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rio  definir  lo  que  lia  de  entenderse  por  jurisdicción  contenciosa 
ni  por  Yoluntaria,  j  se  ha  limitado  á  determinar  los  juicies  j 

Erocedimientos  que  son  propios  de  aquella  con  el  hecho  de  ha- 
erlos  incluido  en  el  libro  2.,  j  lo»  actos  propios  de  esta  inclu- 
yéndolos  en  el  3?  Sin  embargo,  de  la  declaración  que  hace  en  el 
art.  1811  se  infiere  el  sentido  en  que  usa  dichas  denominaciones, 
definiéndolas  por  tanto  á  posteriori;  definiciones  que  están  de 
acuerdo  con  la  ciencia. 

'*Se  considerarán  actos  de  jurisdicción  voluntaria^  dice  dicho 
artículo,  todos  aquellos  en  que  sea  necesaria  ó  se  solicite  la  in- 
teryención  del  juez,  sin  estar  empeñada  ni  promoverse  cuestión 
alguna  entre  partes  conocidas  j  determinadas."  Luego,  serán 
actos  de  jurisdicción  contenciosa  todos  aquellos  en  que  sea  ne- 
cesaria la  intervención  del  juez  por  haberse  empeñado  ó  promo- 
vido cuestión  entre  partes  conocidas  y  determinadas.  Y  conforme 
á  estas  deñnicionesj  jurisdicción  contenciosa  será  la  que  ejercen 
los  jueces  en  virtud  de  su  investidura  para  conocer  de  las  cues- 
tiones, contiendas  ó  litigios  que  se  promueven  entre  dos  ó  más 
partes,  y  fallarlos  con  arreglo  á  derecho;  y  jurisdicción  volun- 
taria^ la  que  se  ejerce  por  el  juez  en  todos  los  actos  en  que  por 
su  naturaleza,  por  el  estado  de  las  cosas  ó  por  voluntad  de  las 
partes  no  hay  contienda,  cuestión  ó  litigio. 

Dedúcese  de  lo  dicho  que  el  carácter  esencial,  que  establece 
una  marcada  diferencia  entre  ima  y  otra  jurisdicción,  consiste  en 
que  la  primera  se  ejerce  por  el  juez,  como  indica  Yoet,  inter  in 
vitos,  es  decir,  entre  personas  ^ue,  no  liabiéndose  podido  poner 
de  acuerdo  entre  si,  se  ven  precisadas  á  deducir  sus  pretensiones 
ante  los  tribunales  para  que,  interponiendo  su  pública  autoridad, 
administren  justicia  con  arreglo  á  las  leyes;  al  paso  que  la  vo- 
luntaria se  ejerce,  tío  inter  invitos,  sino  inter  volentes,  es  decir, 
á  solicitud  dé  una  sola  parte  á  quien  interesa  la  práctica  de  al- 
guna diligencia  judicial,  ó  entre  varias  personas  que,  hallándose 
de  acuerdo  en  sus  respectivas  pretensiones,  buscan  el  ministerio 
del  juez  para  imprimirles  un  sello  de  autenticidad. 

Téngase  presente  que  aun  cuando  en  muchos  casas  puedan  en- 
contrarse en  armonía  las  voluntades  é  intereses  de  las  partes,  no 
por  eso  puede  decirse  que  la  sentencia  ó  decisión  dada  en  una 
materia  sujeta  á  litigio,  deja  dei  pertenecer  á  la  jurisdicción  con- 
tenciosa, puesto  que  existe  ésta  siempre  que  hay  poder  ó  facultad 
para  obligar  á  una  de  las  partes  á  que  haga  ó  deje  de  hacer  lo 
que  la  otra  reclama  de  éllá.  Más  no  sucede  lo  mismo  en  cuanto 
á  la  jurisdibción  voluntaria;  los  actos  que  son  objeto  de  éattL 
pueden  pasar,  y  pasan  con  frecuencia  al  dominio  de  la  contencio- 
sa, lo  cual  ñutítíd»  siempre  que  se  presenta  alguno  á  combatirlos. 
Voluntariajurisdictio,  dice  Argentreo,  transit  in  contentiosam 
intsrventu  jitsti  ádversarii:  desde  el  momento  en  que  esto  ocu- 
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rra,  deben  suitanoiarse  con  arreglo  ú  los  trámite?  eitablecidos 
para  el  juicio  á  que  eorretposdan. 

Ampliaremos  esta  materia  en  la  introducción  del  libro  III. 


TITULO  PEIMERO. 

DE  LA  COMPARECBNCIA  EN  JUICIO. 

La  palabra  ''comparecencia"  sis^ifica  en  lo  jurídico  el  acto  Je  comparecer  6 
presentarse  alguna  persona  ante  el  juez,  ya  sea  expontáneamente  para  deducir 
cualquiera  pretensión  6  mostrarse  parte  en  un  negocio,  ya  en  TÍrtud  de  llama- 
miento ó  intimación  de  la  misma  autoridad,  que  le  obligue  á  yerificarlo  para  la 
práctica  de  alguna  diligencia  judicial.  La  le^  usa  dicha  palabra  en  rarios  luga- 
res, no  sólo  con  referencia  á  los  litigantes,  sino  también  á  los  testigos  y  demás 
personas  que  deban  comparecer  á  la  presencia  judicial  para  cualquier  acto  6  di- 
ligencia. 'Mandato  de  comparendo, '  y  por  contracción^  simplemente  ^'compa- 
rexvdo,''  solfa  llamarse  el  de.>pacho  ó  mandamiento  expedido  al  efecto;  pero  en  el 
éia  no  está  en  uso  asta  denominación,  aunque  ee  técnica,  sino  en  algunos  tribu- 
nales aclesiásticos. 

En  el  presente  título  se  trata  de  la  "comparecencia  en  juicio"  con  relación  so- 
lamente á  los  que  tienen  derecho  á  ser  parte  en  cualquier  asunto  judicial,  to- 
mándose la  palabra  " juicio"  en  sentido  lato,  pues,  como  lo  demuestra  el  artículo 
siguiente,  se  refiere,  no  sólo  á  los  asuntos  de  la  jurisdicción  conteneiosa^  sino 
también  á  los  de  la  Toluntaria.  Todo  el  que  tenga  que  comparecer  en  juicio,  ya 
como  demandante  en  reclamación  de  derechos  o  para  promoyer  diligencias  en 
que  deba  interrenir  la  autoridad  judicial,  ya  como  demandado,  y  aun  S'n  serlo, 
como  interesado  en  el  asunto  para  oponerse  ó  hacer  uso  de  su  derecho,  está  com- 
prendido en  las  disposiciones  de  éste  título  y  tiene  que  subordinarse  á  las  reglas 
que  en  él  se  determinan. 

Nótese  que  la  nueva  ley,  separándose  del  método  seguido  en  la  anterior,  trata 
en  primer  término  de  lo  que  se  refiere  á  la  persona  délos  litigantes.  Nos  parece 
lógica  esta  noredad  y  conforme  ai  orden  natural  de  las  cosas.  En  lo  ciril,  por 
regla  eeneral,  no  puede  haber  juicio  ni  actuaciones  judiciales  sin  personas  in- 
teresaaas  que  las  promuevan:  luego  de  ellas  debe  tratarse  en  primer  lupar,  y  de 
cuanto  se  relaciona  con  las  mismas. 


Artículo  V 

£1  que  liaya  de  comparecer  en  juicio,  tanto  en  asuntos  de  la 
jurisdicción  contenciosa  como  de  la  voluntaria,  deberá  verificar- 
lo ante  el  Juez  ó  Tribunal  que  sea  competente,  y  en  la  forma  or- 
denada por  esta  ley. 

La  ley  de  1855  se  limitó  á  decir  en  su  art.  1.  ®:  "Toda  demanda  debe  inter- 
ponerse ante  Juez  competente."  Aceptando  la  nueva  ley  este  principio,  que  es 
de  orden  público,  lo  consiena  también  en  su  art.  1.  ® ,  pero  en  términos  más  ge- 
nerales: ampUándolo  á  todo  el  que  haya  de  comparecer  en  juicio,  tanto  en  asun- 
tos de  la  jurisdicción  contenciosa,  como  de  la  voluntaria,  l'or  juez  ó  tribuna- 
competente  se  entiende  el  aue  con  arreglo  á  la  ley  tiene  jurisdicción  para  cono- 
cer del^  asunto  que  ante  él  naya  de  ventilarse.  Si  no  la  tuviese,  serían  nulos  los 
pr  ccdimientos,  como  lo  reconoce  la  misma  ley  al  conceder  el  recurso  de  casa- 
ción por  incompetencia  de  jurisdicción  (artículo  1693). 

El  verbo  '  deberá,"  empleado  en  el  artículo  que  estamos  comentando,  denota 
que  es  ineludible  su  precepto, 'y  que  por  lo  tanto  no  pueden  los  interesados  dejar 
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de  cumplirlo  compareciendo  ante  juez  incompetente.  No  obsta  á  este  precepto  el 
caso  de  sumisión  expresa  ó  tácita,  porque  entonces  la  misma  ley  dá  cQmj^etencia 
al  juez  que  no  la  tendría  sin  la  voluntad  de  las  partes.  Para  el  cumplimiento  de 
esta  disposición,  véanse  las  reglas  que  se  establecen  en  la  sección  segunda  del 
título  II  de  este  libro. 

Y  no  sólo  exige  la  misma  que  la  comparecencia  en  juicio  sea  ante  juez  ó  tri» 
bunal  competente,  sino  también  que  se  verifique  en  la  forma  ordenada  por  esta 
ley.  Ademas  de  lo  que  se  determina  sobre  esto  punto  en  los  artículos  siguientes 
como  regla  general,  deberá  observarse  lo  que  se  ordena  especialmente  para  cada 
juicio  ó  acto  de  jurisdicción  voluntaria  en  sus  títulos  respectivos. 

SECCIÓN  PRIMERA. 

DE  LOS  LITIGANTES.  PROCURADORES    Y  ABOGADOS. 


Artículo  2.  ^ . 

Sólo  podrán  comparecer  en  juicio  los  que  estén  en  el  pleno 
ejercicio  de  sus  derechos  civiles. 

Por  los  que  no  se  hallen  en  este  caso  comparecerán  .sus  repre- 
sentantes legítimos,  ó  los  que  deban  suplir  su  incapacidad  con 
arreglo  á  derecho. 

Por  las  corporaciones,  sociedades  y  demás  entidades  j  iridicas, 
comparecerán  las  personas  que  legalmente  las  representen. 

I. 

El  art.  12  de  la  ley  de  1855  está  reproducido  literalmente  en  los  dos  primeros 
párrafos  del  que  vamos  á  comentar,  y  se  ha  adicionado  el  tercero  para  hacer 
mención  de  todos  los  que  pueden  comparecer  en  juicio,  pues  aunque  la  jurispru- 
dencia, en  la  necesidad  de  suplir  la  omisión  de  la  ley,  nabía  considerado  com- 
prendido en  el  párrafo  2.  ®  lo  que  ahora  se  declara  en  el  3.^  ,  es  conveniente  que 
la  lev  haga  esta  declaración  para  alejar  todo  motivo  de  duda. 

Tengase  presente  que  este  artículo  se  refiere  á  la  persona  de  los  mismos  liti- 
gantes, ya  sean  demandantes  ó  demandados:  no  habla  de  los  requisitos  que  de- 
ben concurrir  en  el  mandatario  ó  procurador  para  comparecer  en  juicio  a  nom- 
bre de  su  mandante;  sino  del  derecho  personal  y  directo  que  compete  á  cual- 
quiera para  personarse  á  hacerse  representar  en  juicio,  según  que  pueda  ó  no 
comparecer  por  sí,  con  arrcfi^lo  á  lo  que  se  prt  ceptúa  en  los  dos  artículos  que  si- 
lguen. Bajo  tal  concepto  ordena  el  párrafo  1.  ^  ,  qUe  sólo  podrán  comparecer  en 
juicio,  es  decir,  sólo  podrán  personarse  directamente  ó  autorizar  á  otros  p«ra 
que  se  personen  por  ellos,  ios  que  se  hallen  en  el  pleno  ejercicio  de  los  derechos 
civiles.  ¿Y  cuáles  son  éstos? 

Para  enumerarlos  necesitamos  definir  lo  aue  se  entiende  por  "derechos  civi- 
les,'' que  no  son  otros  ^ue  los  que  proceden  de  la  ley  civil,  que  es  la  que  arregla 
las  relaciones  de  los  ciudadanos  entre  sí  v  con  respecto  á  otras  comunidades  6 
corporaciones,  ^ue  para  el  efecto  se  consideran  como  una  entidad,  como  perso- 
nas morales  ó  jurídicas.  Estos  derechos  Dueden  ser  "activos  ó  ¡Mtsivos,"  según 
que  se  refieran  á  el  acto  de  ejercerlos,  ó  á  la  capacidad  de  adquirirlos:  entre  los 
primeros  se  cuentan  el  de  patria  potestad,  el  que  va  inherente  á  la  autoridad 
marital,  el  de  contratación,  el  de  la  libre  administración  y  disposición  de  los 
bienes,  tanto  **inter  vivos"  como  "mortis  causa;'' y  entre  los  segimdos  la  aptitud 
para  ser  nombrado  tutor  ó  curador,  y  para  suceder  por  testamento  ó  "ab-intes- 
tato,"  ó  para  adquirir  "inter  vivos.'  Téngase  cuidado  en  no  confundir  estos 
derechos  con  los  políticos,"  que  son  los  que  según  la  ley  fundamental  del  Es- 
tado van  inherentes  á  la  condición  del  ciudadano,  ^  sea  los  que  establecen  las 
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relaciones  de  éste  con  los  poderes  constituidos,  según  la  forma  política  del  go- 
bierno de  la  nación;  por  ejemplo,  el  derecho  electoral  pasiro  y  activo,  y  el  de 
aptitud  para  desempeñar  los  diferentes  cargos  públicos,  según  el  mérito  y  capa- 
cidad de  cada  uno. 

Conocidos  los  derechos  civiles  de  que  habla  el  artículo,  lógico  es  deducir  que 
los  menores  de  edad,  los  hijos  de  familia  mientras  se  hallen  sujetos  á  la  pjttria 
potestad,  las  mujeres  casadas,  los  locos,  idiotas,  sordo-mudos  y  pródigos,  no 
pueden  comparecer  en  juicio,  porque  no  gozan  de  fu  plenitud  del  ejercicio  de 
los  derechos  civiles:  podrán  tener  algunos  derechos,  pero  no  poseen  el  ''pleno 
ejercicio,"  que  es  la  condición  necesaria  qi|c  marca  el  artículo  para  ello.  La 
nueva  ley  no  ha  alterado  en  esta  parte  la  jurisprudencia  anti^a,  antes  por  el 
contrario  ha  sancionado  sus  disposiciones,  siguiendo  las  huellas  de  todas  las 
legislaciones  modernas  de  Europa.  En  el  mismo  caso  que  los  anteriores  se 
encuentran  los  sentenciados  criminalmente  á  la  pena  de  interdicción  civil,  que 
se^ún  el  art.  43  del  Código  penal  vigente  priva  al  penado,  mientras  la  está  su- 
friendo, de  los  derechos  de  patria  potestad,  tutela,  curaduría,  participación  en 
el  consejo  de  familia,  de  la  autoridad  marital,  de  la  administración  de  bienes, 
y  del  derecho  de  disponer  de  los  propios  por  actos  entre  vivos:  no  así  los  con- 
denados á  inhabilitación  perpetua  ó  temporal  de  derechos  políticos,  profesión  ú 
oficiO;  porque  la  ley  habla  de  derechos  civiles,  entro  los  que  no  se  cuentan  lo» 
anteriores,  como  ya  hemos  demostrado. 

Al  consignar  la  ley  en  el  primer  párrafo  un  principio  inconcuso  de  derecho 
público,  no  ha  podido  menos  de  conocer  que  los  intereses  de  las  personas,  á  quie- 
nes alcanza  la  prohibición  de  comparecer  en  juicio,  podían  hallarse  comprome- 
tidos en  un  litigio,  y  por  consecuencia  que  no  era  justo  quedasen  abandonados, 
sin  proveer  al  correspondiente  remedio  para^  semejante  caso.  Y  en  verdad  que 
ora  esto  tante  más  necesario,  cuanto  que  los  individuos  que  no  están  en  el  pleno 
ejercicio  de  sus  derechos  civiles,  pertenecen  á  una  categoría  que  ha  side  mirada 
siempre  por  todas  las  legislaciones  del  mundo  con  la  mayor  protección,  otorgán- 
doles toan  clase  do  privilegios.  Por  esta  razón  ha  dicho  la  íey  en  el  segundo  pá- 
rrafo de  este  artículo,  que  por  los  que  no  se  hallen  en  el  caso  de  disfrutar  el  ple- 
no ejercicio  do  sijs  derechos  civiles  "comparecerán  sus  representes  leirítimos 
6  los  que  deban  suplir  su  incapacidad  con  arreglo  á  derecho."  El  artículo  se  re- 
fiérela lo  que  dispone  el  derecho  civil  sobre  este  punto,  y  según  él  (1)  los  repre- 
sentantes legítimos  délos  incapacitados  para  comparecer  enjuicio  son:  el  padre, 
y  en  su  defecto  la  madre,  por  el  hijo  legítimo  no  emancipacido,  el  marido  por 
su  mujer,  y  los  tutores  y  curadores  por  los  menores,  locos,  idiotas,  sordo-mudos, 

ródigos  y  demás  incapacitados.  Creemos  conveniente  recordar  aquí  lo  que  se 
jalla  dispuesto  especialmente  sobre  la  CApacidad  de  algunas  de  dichas  personas 
para  comparecer  en  juicio  resolviendo  á  la  vez  las  dudas  que  suelen  ocurrir  en 
la  práctica  acerca  de  tan  importante  materia. 

II. 

**H}jos  de  familia." — Nuestras  antiguas  leyes  no  les  permitían  comparecer 
por  sí  en  juicio,  aunque  fuesen  mayores  de  edad,  sin  licencia  de  sus  padres,  pues 
como  no  salían  de  la  i»tria  potestad  mientras  no  fuesen  emancipados,  no  esta- 
ban en  el  pleno  ejercicio  de  los  derechos  civiles,  y  sólo  por  excepción  se  les  auto- 
rizaba para  poder  litigar  sin  dicha  licencia,  siendo  mayores,  por  razón  del  pe- 
culio castrense  y  cuasi-castrense  y  en  los  casos  en  que  les  era  permitido  hacerlo 
contra  sus  padres. 

Esta  jurisprudencia,  y  las  leyes  en  que  estaba  fundada,  han  sido  esencialmen- 
te modificadas  por  la  ley  de  Enjuiciamiento  y  t>or  la  del  Matrimonio  civil  de  18 
de  Junio  de  1870,  como  vamos  á  exponer.  Nos  referimos  á  Us  disposiciones 
contenidas  en  el  capítulo  Y  de  esta  ley,  que  al  ser  modificada  respecto  á  los  ma- 

(1.)  Leyes  7. "  y  11,  tít.  2.  ®  ;  1. »» ,  tít.  3.  ®  ;  2. »  y  10,  tít.  5.  ®  .  y  12,  tít.  22, 
Partida  3.»  ;  U,  tít.  17,  Part.  4.»' ;  13  y  17,  tít.  1«,  Part.  e.*» ;  11.  tít.  1.®  ,  li- 
bro 10,  NoT.  Reo.,  y  artículos  45,  64  y  65  de  la  1^  del  Matrimonio  c  ivil  de  19 
de  Junio  de  1870. 
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trimonioB  canónicos  por  el  decreto  del  Ministerio-Regencia  del  Reino  de  9  da 
Febrero  de  1875,  se  exceptuaron  de  la  áerogwáón,  mandando  aplicarlas  para  los 
efectos  civiles  de  todos  ios  matrimonios,  cualquiera  que  sea  la  forma  legal  en 
que  se  hava  celebrado  este  contrato. 

Dicba  lev  del  Matrimonio  civil  por  su  art.  64  concede  á  la  madre,  en  defecto 
del  padre,  la  patria  potestad,  de  que  antes  carecía,  sobre  sus  hijos  legítimos  no 
emancipados,  y  declara  á  la  vez  que  "se  reputará  emancipado  de  derecho  el  hi- 
jo legítimo  desde  que  hubiere  entrado  en  la  mayor  edad;"  ordenando  en  el  65 
lue,  como  consecuencia  de  tal  i>ote8tad,  el  padre,  v  en  su  defecto  la  madre,  teñ- 
irán derecho  á  representar  en  juicio  á  sus  hijos  legítimos  no  emancipados  en 
todos  los  actos  jurídicos  que  les  sean  provechosos.  Por  consiguiente,  hoy  los 
hijos  de  familia^  mayores  de  veinticinco  años  (y  de  veinte  en  Aragón)  pueden 
comparecer  en  juicio  por  sí  mismos,  sin  necesidad  de  licencia  de  sus  padres, 
pues  se  hallan  en  el  pleno  goce  de  los  derechos  civiles;  j  si  fuesen  menores  de 
edad,  serán  representados  por  su  padre,  6  por  la  madre  si  éste  hubiese  fallecido 
6  estuviese  incapacitado,  fuera  de  los  casos  expresados  en  el  artículo  1995,  en 
que,  previa  la  habilitación  del  juez,  podrán  ser  representados  por  un  curador 
para  pleitos. 

Dispone  la  misma  lev  en  su  art.  66  que  el  "padre,  y  en  su  defecto  la  madre,  no 
adquirirán  la^ropidacf,  el  usufructo  ni  la  aaministración  de  los  bienes  adqui- 
ridos por  el  hijo  con  su  trabajo  ó  industria,  si  no  viviere  en  su  compañía,"  y 
afiade  en  el  67,  que  el  hijo  "se  reputará^  como  emancipado"  para  la  administra- 
ción y  usufructo  de  dichos  bienes.  Equipara,  pues,  al  peculio  castrense  y  cuasi- 
castrense,"  de  que  no  hace  mención  dejándolo  subsistente  por  tanto,  lo  que  gana 
con  su  trabajo  ó  industria  el  hijo  legítimo  que  no  vive  en  compañía  de  sus  pa- 
dres, y  lo  declara  emancipado  para  la  administración  y  usufructo  de  estos  bie- 
nes, como  lo  estaba  por  la  de  aquellos  peculios.  ¿Podra  el  hijo  comparecer  por 
sí  en  juicio  en  lo  aue  se  refiera  á  dichos  bienes?  Téngase  presente  que  ese  hijo 
será  menor  de  edad,  pues  si  fuese  mayor  de  veinticinco  años  estaría  emancipado 
de  derecho  para  todo,  se^ún  la  declaración  del  art.  64;  y  siendo  menor,  no  pue- 
de comparecer  por  sí  en  juicio,  porque  no  está  en  el  pleno  goce  de  los  deredios 
civiles.  Por  consiguiente  deberá  ser  representad*  por  su  padre,  ▼  en  su  defecto 
por  la  madre,  conforme  al  núm.  1.®  del  art.  65  de  la  citada  ley  del  Matrimonio 
civil,  puesto  que  para  este  efecto  la  ley  no  lo  declara  emancipado,  sino  tan  sólo 
para  la  administración  y  usufructo  de  aquellos  bienes. 

Esta  misma  doctrina  es  aplicable  á  los  menores  emancipados  ó  no  sujetos  á  la 
patria  i)ote8tad,  sin  otra  diferencia  que  la  de  ser  representados  per  su  curador, 
ae^ún  tiene  declarado  recientemente  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  17  de 
Diciembre  de  1880,  publicada  en  la  "Gaceta"  de  16  de  Febrero  siguiente.  Un 
capitán  de  reemplazo,  menor  de  edad,  reconoció  una  deuda  en  acto  de  concilia- 
ción convenido,  obligándose  á  pagarla  con  240  rs.  mensuales  de  su  sueldo.  He- 
cha por  el  juzgado  la  retención  de  esta  suma,  había  percibido  el  acreedor  algu- 
nas mensualidades,  cuando  el  curador  de  aquel  presentó  demanda  ordinaria 
pretendiendo  se  declarase  la  nulidad  de  dicho  convenio,  y  que  se  condenara  al 
acreedor  á  la  devolución  de  las  cantidades  que  había  recibido,  fundándose  en 
que  aquel,  por  ser  menor  de  edad,  no  pudo  comparecer  en  juicio  ni  obligarse  sin 
asistencia  de  su  curador.  Se  opuso  el  damandado  alegando,  entre  otras  razones, 

2ue  la  ley  6<  f ,  tít.  1 7  de  la  Partida  4.  ^  concede  á  los  hijos  menores  la  propie- 
ad  del  peculio  castrense,  facultándolos  para  disponer  de  él  libremente,  cuya  ley 
era  aplicable  al  caso  porque  el  deudor  había  obligado  únicamente  bienes  de  esta 
clase.  Y  la  Audiencia,  confirmando  la  sentencia  de  primera  instancia,  absolvió 
de  la  demanda  al  demandado.  M  Tribunal  Supremo,  en  virtud  de  reeurso  de 
casación  interpuesto  por  el  curador,  ha  casado  esta  sentencia,  accediendo  á  los 
dos  extremos  ae  la  demanda,  por  los  fundamentos  siguientes: 

"Considerando  que  la  prohibdcióu  contenida  en  la  lev  11,^  tít.  2.  ®,  Partida 
3.  *  en  sus  palabras,  "menor  seyendo  alguno  de  edad  de  veinticinco  años,  non 
pueden  facer  contra  él  demanda  ninguna  en  juicio,  á  menos  que  sea  delante 
aquel  que  lo  ha  de  guardar  á  él  é  á  sus  bienes,  no  distingue  de  personas,  cua- 
lesquiera que  sean  su  estado  y  condición,  ni  de  la  clase  de  los  bienes  que  se  de- 
manden, fijándose  solamente  en  que  las  demandadas  no  hayan  cumplicro  la  edad 
antes  dicha  de  veinticinco  años:    añadiendo  en  otros  dos  considerandos,  que  el 
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acto  de  conciliación,  verdaderamente  judicial  por  sus  consecuencias  cuando  hay 
oonrenio,  celebrado  por  el  menor  sin  asistencia  de  su  curador,  obligando  su  pa- 
ga de  capitán  de  reemplazo,  no  debió  tener  efecto,  y  al  no  declararlo  así  la  Sala 
sentenciadora,  había  infringido  dicha  ley. 

Queda,  pues,  sancionado  por  la  jurisprudencia  que  los  menores,  estén  ó  no 
sujetos  á  la  patria  potestad,  no  pueden  comparecer  por  sí  en  juicio,  ni  aun  por 
SH  peculio  castrense  é  cuasi  castrense,  sin  asistencia  de  sus  padrea  ó  de  su  curador. 
¿Podrán  los  hijos  comparecer  en  juicio  contra  sus  padres?" — La  ley  2.  *,  tí- 
tulo 2.  "^ ,  de  la  Partida  3,  ^ ,  prohibe  al  hijo  litigar  con  su  padre  "por  el  debdo 
de  la  naturaleza  ct  del  señorío  que  há  sobre  él,  et  otrosí  porque  vire  con  él  de 
80  uno,"  exceptuando,  sin  embargo,  de  esta  regla  general  los  casos  especiales 
que  menciona,  y  son:  1.  ®  en  todo  lo  que  refiere  á  sus  peculios:  2.  ®  si  acaeciese 
contienda  entre  el  padre  y  el  hijo  en  razón  de  su  linaje,  ó  le  negase  alimentos 
pudiendo  dárselos:  3.  ^  si  desgastase  ó  "malmetiese  su  peculio  adrenticio;  y 
4.  ^  si  el  hijo  pretendiese  salir  de  la  potestad  de  su  padre,  porque  "le  diese  tan 
fuerte  yida  que  la  non  pediese  sofrir,  ó  le  aconsejase  ole  diese  carrera  para  facer 
alguna  maldat."  En  todos  estos  casos,  aunque  el  hijo  no  necesitaba  la  licencia 
de  su  padre  para  litigar  con  él,  debía  nedir  previamente  la  "venia"  al  juez,  por- 
que "natural  razones  et  derecha  que  los  fijos  hayan  reverencia  et  fagan  honra 
a  sus  padres."  £n  la  práctica  estaca  reducida  esta  venia  judicial  á  la  fórmula 
que  se  ponia  al  principio  de  la  demanda,  diciendo:  '^previa  la  venia  en  derecho 
necesaria."  £n  este  úUimo  punto  creemos  derogada  dicha  ley:  por  lo  demás,  son 
tanjustas  y  prudentes  sus  disposiciones,  quesera  raro  el  caso  en  que  un  hijo 
tenga  que  litigar  con  sus  padres,  que  no  esté  comprendido  en  las  excepciones 
que  establece:  pero  si  se  viese  en  la  dura  neoesidaa  de  hacerlo,  no  tendrá  que 
pedir  al  juez  la  venia  ni  habilitación  para  comparecer  en  juicio,  según  lo  pre- 
viene el  art.  1998.  Si  es  mayor  de  edad,  podrá  comparecer  por  sí  mismo,  median- 
te á  que  so  halla  en  el  pleno  ejercicio  de  sus  derechos  civiles,  único  requisito 
que  exige  el  artículo  que  cementamos;  y  si  fuere  menor,  deberá  habilitarse  de 
curador  para  pleitos,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  1997  de  la  presente  ley* 

III. 

"Menores  casados." — ¿Podrán  comparecer  en  juicio  los  menores  de  25  años  y 
mayores  de  18  que  estuviesen  casados  y  velados?  Hé  aquí  una  cuestión  muy  de- 
.  batida  entre  los  prácticos  y  que  debemos  resolver  con  arreglo  al  principio  con- 
signado en  el  artículo  que  comentamos.  Se&rún  las  leyes  Becopilaaas  (1),  el  hijo 
casado  jr  velado  queda  emancipado  por  este  solo  hecho,  y  adquiere  el  usufructo 
de. sus  bienes  adventicios  y  la  facultad  de  administrar  éstos  y  los  de  su  mujer 
como  si  fuere  mayor  de  edad.  La  práctica  de  los  tribunales  y  d  común  sentir 
de  los  autores  de  más  nota  (2)  han  interpretado  estas  leyes  diciendo,  que  aun- 
que se  concede  á  aquellos  el  beneficio  de  administrar  y  manejar  sus  bienes  para 
que  puedan  atender  á  las  cargas  de  la  sociedad  conyugal,  estimulándoles  de  este 
modo  á  contraer  matrimonio,  no  debe  ni  puede  suponerse  que  el  legislador  haya 
querido  dejarlos  en  absoluta  libertad,  y  reducidos  completamente  á  la  clase  de 
mayores;  y  por  consecuencia  opinan  que  no  pueden  vender  ni  enajenar  sus  bie- 
nes, ni  tampoco  comparecer  enjuicio  sin  la  intervención  del  curador.  Interpre- 
tarás, pues,  de  esta  manera  dichas  leyes,  y  no  hallándose  en  su  virtud  tales  per- 
sonas en  el  pleno  ejercicio  de  sus  derechos  civiles,  toda  vez  que  en  cuanto  á  la 
contratación  son  considerados  como  menores,  es  indudable  que  según  la  pres- 
cripción de  la  nueva  ley  tampoco  podrán  comparecer  en  juicio  los  que,  aunque 
casados  y  velados,  no  hayan  cumplido  la  major  edad. 

'  K8  de  notar  que  la  ley  ya  cirada  del  Matrimonio  civil,  después  de  ordenar  en 
el  urt.  45  que  el  marido  administrará  los  bienes  de  su  mujer,  excepto  aquellos 
cií^fa  administración  corresponda  á  la  misma  por  la  ley,  y  estará  facultado  ''pa- 
r»  i^resentarla  enjuicio,"  salvo  los  casos  en  que  ésta  pueda  hacerlo  por  si  misma 

"Tí}  Ley  7,  *,  tít.  2.  ^,  y  3. ««,  tft.  5.  ®,  lib.  10,  Nov,  Rec. 

(^  Vela,  Disert.  5.  *;  Sala,  Derecho  Real  de  España;  Kodriguez.  Institu- 
ciones prácticas;  Zúñiga,  Elementos  de  Práctica  Forense;  Gutiérrez  (D.  Benito), 
Ibtadios  fundamentales  sobre  el  derecho  civil  español,  y  otros. 

•> 
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con  arreglo  á  derecho,  en  el  siguiente  46  dice:  "El  marido  "menor  de  18  años" 
no  podrá,  sin  embargo,  ejercer  los  derechos^  expresados  en  el  párrafo  anterior 
(uno  de  ellos  la  comparecencia  en  juicio),  ni  tampoco  administrará  sus  propios 
bienes  sin  el  consentimiento  de  su  padre;  en  defecto  de  éste,  del  de  su  ma- 
dre, y  á  faltado  ambos  sin  la  competente  autorización  judicial,  que  se  le  conce- 
derá en  la  forma  y  en  los  casos  prescritos  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil." 
¿De  esta  prohibición  impuesta  al  marido  monor  de  18  años,  deberá  deducirse 
que  el  mryor  de  esta  edad  puede  hoy  comparecer  por  sí  en  juicio,  sin  interven- 
ción de  su  padre  ni  de  curador?  No  sería  aventurado  suponer  que  éste  fué  el  pen- 
samiento del  legislador,  teniendo  en  cuenta  que  esa  disposición  ha  sido  tomada 
del  proyecto  de  Código  civil,  en  el  cual  se  establece  la  mayor  edad  á  los  veinte 
anos;  que  el  matrimonio  produce  de  derecho  la  emancipación;  que  ésta  puede 
ser  otorgada  al  mayor  do  18  años,  y  que  el  emancipado  tendrá  la  libre  adminis- 
tración de  sus  bienes  (artículos  60, 142,  272,  273  y  276).  Sin  embargo,  en  mate- 
ria tan  grave  y  trascendental  sería  peligroso  proceder  por  deducciones:  el  hecho 
es  que  la  ley  del  Matrimonio  civil  no  lia  dispuesto  nada  sobre  este  punto,  y 
mientras  no  sean  modificadas  nuestras  antiguas  leyes,  lo  seguro  y  legal  será  no 
reconocer  en  el  marido  mayor  do  18  años  y  menor  de  25  (ó  de  20  en  Aragón) 
capacidad  legal  para  comparecer  por  sí  en  juicio,  puesto  que  no  tiene  la  Ubre 
administración  de  sus  bienes,  debiendo  verificararlo  con  intervención  de  cura- 
dor, ó  con  el  consentimiento  de  sus  padres.  Apoya  esta  opinión  la  doctrina  es- 
tablecida en  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  17  de  Diciembre  de  1880,  an- 
tes mencionada. 

IV. 

"Mujeres  casadas." — Respecto  déla  mujer  casada,  declara  la  ley  del  Matri- 
monio civil  en  su  art.  45,'como  ya  se  ha  dicho,  que  el  marido  está  facultado  pa- 
ra representarla  en  juicio,  salvo  loss  casos  en  que  ésta  pueda  hacerlo  por  sí  mis- 
ma con  arreglo  á  derecho;  y  con  la  propia  salvedad  ordena  en  el  49,  que  la 
mujer  casada  no  puede  comparecer  en  juicio  sin  licencia  de  su  marido,  añadien- 
do en  el  50,  que  será  nulo  lo  que  hiciere  sin  dicha  licencia,  á  no  ser  que  el  ma- 
rido lo  ratificare  expresa  6  tácitamente.  Lo  mismo  sustancialmente  que  estaba 
ordenado  por  las  leyes  55,  56  y  58  de  Toro,  que  son  las  11,  12  y  14,  título  1.  ®, 
lib.  10,  Nov,  Reeop. 
Los  casos  en  que  la  mujer  casada  puetle  comparecer  por  sí  en  juicio  con  arre- 

lo  á  derecho,  son  todos  aquellos  en  que  se  vea  obligada  á  litigar  con  su  marido. 

ia  ley  5.  ** ,  tít.  2.  ^  ,de  la  Partida  3,  ** ,  prohibía  á  la  mujer  demandar  á  su  ma- 
rido, porque  entre  ellos  "debe  ser  siempre  muy  verdadero  amor  ct  grant  ave- 
nencia;" pero  bien  podría  demandar  "que  le  tornase  aquello  que  le  había  toma- 
do sin  razón  de  lo  suyo,  ó  quel  ficiese  enmienda  de  otro  gran  tuerto  ó  daño," 
esto  es,  si  dilapidase  sus  bienes  dótales  ó  parafernales,  ó  por  lo  que  se.refiera  á 
la  administración  de  ellos.  Pero  además  de  estos  casos  pueden  ocurrir  otros  en 
que  la  mujer  ten^a  que  demandar  á  su  marido,  y  en  todos  ellos  puede  compare- 
cer por  sí  en  juicio,  sin  necesidad  de  habilitación,  como  lo  ordena  al  art.  1998 
de  esta  ley.  ÍSo  así  eií  los  que  se  determinan  en  el  art.  1995,  en  los  cuales  no 
puede  hacerlo  sin  que  preceda,  la  habilitación  judicial.  Todos  estos  casos  son  ex- 
cepciones de  la  regla  general  establecida  en  el  párrafo  1.  °  del  artículo  que  es- 
tamos comentando:  la  incapacidad  de  la  mujer  se  suple  por  la  ley  ó  por  el  juez 
en  casos  de  necesidad,  y  con  la  licencia  del  marido  en  toao  caso. 

Otra  excepción  establece  la  ley  del  Matrimonio  civil.  Según  su  art.  53,  la  mu- 
jer casada  podrá,  sin  licencia  del  marido,  "ejercer  los  derechos  y  cumplir  los 
deberes  que  le  correspondan  respecto  á  los  hijos  legítimos  ó  naturales  reconoci- 
"dos,  que  hubiere  tenido  de  otro,  y  á  los  bienes  de  los  mismos."  Entre  esos  de- 
rechos se  hallan  los  inherentes  á  la  patria  potestad,  que  dicha  ley  concede  á  la 
madre,  en  defecto  del  padre,  sobre  sus  hijos  legítimos  no  emancipados;  y  siendo 
el  de  representarlos  en  juicio  el  primero  de  tales  derechos,  consignados  en  el 
art.  65,  es  evidente  que  la  mujer  casada  puede  comparecer  en  juicio,  sin  licencia 
de  su  marido,  para  representar  á  sus  hijos  legítimos  no  emancipados,  que  tuvie- 
re de  otro  matrimonio,  y  sobre  los  cuales  conserve  la  patria  potestad. 
Téngase  presente,  por  último,  que  según  el  art.  47  de  la  ley  antes  citada,  el 
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marido  no  puede  representar  en  juicio  á  su  mujer,  cuando  esté  separado  de  ella 
por  sentencia  firme  de  divorcio;  cuando  se  halle  ausente  en  ignorado  paradero, 
y  cuando  esté  sentenciado  á  la  pena  de  interdicción  civil.  En  e)  primer  caso, 
podrá  la  mujer  comparecer  por  sí  en  juicio,  si  en  virtud  del  divorcio  hubiere  ad- 
quirido la  libre  administración  de  sus  bienes:  en  el  segundo,  no  podrá  hacerlo 
sino  en  virtud  de  habilitación  judicial  conforme  á  los  artículos  1994  y  siguien- 
tes; y  en  el  tercero,  se  observará  lo  que  vamos  á  exponer. 


"Interdicción  civil.'* — Una  de  las  leyes  de  18  de  Junio  de  1870,  comprensiva 
de  varias  materias  heterogéneas,  en  su  artículo  4«  ^  da  reglas  complementarias 
del  43  del  Código  penal  para  determinar  los^  efectos  civiles  de  la  pena  de  inter- 
dicción hasta  que  se  publique  el  Código  civil.  De  dichas  reglas,  fas  que  tienen 
relación  con  la  materia  de  este  comentario  disponen  lo  siguiente:  Si  el  penado 
con  la  interdicción  civil  fuese  soltero  y  estuviere  emancipado,  ó  casado  y  sepa- 
rado de  su  cónyuge  por  sentencia  de  aivorcio,  se  le  proveerá,  según  su  edad,  de 
curador  ejemplar  ú  ordinario,  á  fin  de  que  administre  sus  bienes.  Si  estuviere 
casado  v  no  separado  por  sentencia  de  divorcio  de  su  mujer,  se  encargará  ésta 
de  la  administración  de  los  bienes  de  la  sociedad  conyugal,  y  si  fuere  de  menor 
edad  se  la  preverá  de  curador;  habiendo  de  ser  preferidos  para  este  cargo  suce- 
sivamente el  padre,  madre,  abuelos,  hermanos  y  parientes  más  próximos  de  la 
nienor.  La  esposa  que  fuese  mayor  de  edad  podrá  disponer  libremente  de  los 
bienes  de  cualquiera  clase  que  le  pertenezcan,  Y  los  hijos  del  penado  menores 
de  edad,  estarán  sometidos  al  poder  de  su  madre,  y  si  no  la  tuvieren,  á  la  auto- 
ridad del  tutor  ó  curador,  que  será  el  mismo  que  fuere  nombrado  para  el  padre. 

Besulta,  pues,  que  el  condenado  á  la  pena  de  interdicción  civil  no  puede  com- 
parecer en  juicio,  por  sí  ni  poi  otro,  ni  dar  licencia  para  ello  á  su  mujer,  porque 
está  privado  de  los  derechos  civiles.  Esta  podrá  verificarlo  por  sí,  y  en  repre- 
sentación de  sus  hijos  menores  y  del  marido,  sin  necesidad  de  habilitación;  y  sí 
el  penado  fuese  soltero,  ó  estuviese  separado  de  su  mujer  por  sentencia  firme  de 
divorcio,  comparecerá  por  ól  en  juicio  el  curador  ejemplar  ú  ordinario,  que  ha- 
btó  de  nombrársele  según  sea  mayor  ó  menor  de  edad. 

Téngase  presente,  por  último,  con  relación  al  párrafo  sesfundo  del  artículo  que 
estamos  comentando,  gue  los  tutores  y  curadores  no  pueden  comparecer  en  jui- 
cio por  sus  menores  ó  incapacitados  sin  el  indispensable  requisito  del  discerni- 
miento judicial  de  sus  cargos,  pues  esta  omisión  invalida  la  representación  legal 
de  aquellos,  como  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  29  de 
Marzo  de  1865.  Y  vamos  á  concluir  este  comentario  examinando  el  párrafo  3.  ® 

VI. 

"Personas  jurídicas."— Se  dá  este^  nombro,  y  también  el  de  "personas  mora- 
les," á  las  corporaciones,  establecimientos,  compañías  y  demás  asociaciones  re- 
conocidas ó  permitidas  por  la  ley,  en  razón  á  que,  correspondiéndoles  colectiva- 
mente derechos  y  obligaciones,  no  puede  menos  de  ser  considerada  cada  una  de 
esas  colectividades  como  una  persona  para  el  ejercicio  de  sus  derechos  y  cum- 

Slimiento  de  sus  obligaciones.  Q^n  realmente  de  derechos  civiles,  aunque  no 
e  todos,  y  como  no  están  incapacitadas  para  el  ejercicio  de  los  que  les  pertene- 
oen,  no  podían  ser  comprendidas  con  propiedad  en  el  párrafo  2.  ^  del  artículo 
que  comentamos.  Por  esto  se  ha  adicionado  el  párrafo  3.  *^  en  el  que  se  ordena, 
que  por  las  corporaciones,  sociedades  y  demás  entidades  jurídicas,  comparecerán 
en  juicio  las  personas  ciue  legalmente  las  representen. 

No  habría  sido  propio  de  esta  ley  determinar  cuáles  sean  esas  personas:  esto 
ootresponde  á  las  legres  especiales,  reglamentos,  ordenanzas  ó  estatutos  por  ^ne 
«e  rija  cada  colectividad.  Así,  por  ejemplo,  el  Código  de  Comercio  determina 
filien  ha  de  tener  la  representación  de  las  diferentes  compañías  mercantiles  au- 
torúsadas  por  el  mismo,  y  las  leyes  municipal  y  provincial  de  2  de  Octubre  de 
1877,  confieren  á  los  procuradores  síndicos  la  representación  del  Ayuntamiento 
y  al  Gobernador  la  de  la  provincia.  Esto  no  puede  ofrecer  duda,  y  si  la  hubiese. 
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se  resolrerá  por  lo  que  determinen  los  estatutos  6  disposiciones  por  que  se  rija 
la  persona  jurídica  de  que  se  trate. 

Téngase  presente,  por  último,  que  en  algunos  casos  las  personas  que  tienen  la 
representación  legal  de  una  corporación,  no  pueden  hacer  uso  de  ella  sino  lle- 
nando prériamente  ciertos  requisitos.  Según  el  art,  86  de  lá  ley  municipal  an- 
tes citada,  es  necesaria  la  autorización  de  la  Diputación  provincial  para  enta- 
blar pleitos  á  nombre  de  los  pueblos  menores  de  4,000  habitantes,  excepto  cuan- 
do sea  demandado  el  Ayuntamiento  y  para  utilizar  cualquier  interdicto:  luego, 
síq  que  preceda  dicha^  autorización,  no  podrá  el  alcalde  comparecer  en  juicio  á 
nombre  del  Ayuntamiento.  T  lo  propio  habrá  de  entenderse  en  todos  los  casos 
en  que  el  director,  administrador  ó  representante  de  una  corporación  ó  sociedad 
no  pueda  hacer  uso  de  esta  representación  sin  autorización  especial  para  com- 
parecer en  juicio.  No  están  comprendidos  en  este  caso  aquellos  en  que  sea  nece- 
sario entablar  prériamente  la  vía  gubernativa,  sobre  lo  cual  véase  el  núm.  7.  ® 
del  art.  633. 

Artículo  3". 

La  comparecencia  en  juicio  será  por  medio  de  procurador  le- 
galmente  habilitado  para  funcionar  en  el  Juzgado  ó  Tribunal 
que  conozca  de  los  autos,  y  con  poder  declarado  bastante  por  un 
Letrado. 

El  pí>der  se  acompañará  precisamente  con  el  primer  escrito,  al 
que  no  «e  dará  curso  sin  este  requisito,  aunque  contenga  la  pro- 
testa de  presentarlo. 

Artículo  4^? 

No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  podrán  los  in- 
teresados comparecer  por  sí  mismos,  ó  por  medio  de  sus  adminis- 
tradores ó  apoderados,  pero  no  valiéndose  de  otra  persona  que  no 
sea  procurador  habilitado,  en  los  pueblos  donde  los  haya: 

IV  En  los  actos  de  conciliación. 

2°  En  los  juicios  de  que  conozcan  en  primera  instancia  los 
Jueces  municipales. 

3°  En  los  juicios  de  menor  cuantía. 

4"  En  los  de  arbitros  y  amigables  componedores. 

5"  En  los  juicios  universales,  cuando  se  limite  la  compare- 
cencia á  la  presentación  de  los  títulos  de  créditos  ó  derechos,  ó 
para  concurrir  á  juntas. 

6"  En  los  incidentes  de  pobreza,  alimentos  provisionales  em- 
bargos preventivos  y  diligencias  urgentes  que  sean  preliminares 
del  juicio. 

7"  En  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria. 

I. 

Estos  artículos  resuelven  la  cuestión  tan  debatida  sobre  si  debe,  ó  no,  sei  obli- 
gatoria  la  com|>areccncia  en  juicio  por  medio  de  procurador.  Antes  de  la  ley  de 
1855  lo  había  sido  en  los  tribunales  supremos  y  superiores,  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  la  ley  1.  **,  tít.  31,  lib.  5,  Nov.  Rec;  mas  en  los  juzgados  inieriorea, 
según  la  práctica  más  general,  se  permitía  á  las  partes  interesadas  comparecer 
por  sí  mismas,  á  no  ser  que  tuviesen  su  residencia  fuera  de  la  cabeza  del  parti- 
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do,  Ó  que  ei  litigante  no  ofreciese  seguridad  <5  garantía  bastante  para  entregarle 
los  autos;  práctica  que  se  creía  apoyada  en  las  leyes  1.  **  y  2.  **,  tít.  3.  °,  libro 
11  de  dicho  Código. 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855,  en  su  art.  13,  cuyas  disposiciones  es- 
tán comprendidas,  aunque  con  modificaciones  importantes,  en  los  dos  que  vamos 
á  comentar,  resolvió  la  cuestión  en  sentido  afirmativo,  como  lo  ha  hecho  tam- 
bién la  actual.  No  dejaron  sus  autores  de  examinar  detenidamente  esa  cuestión, 
y  se  decidieron  por  conservar  la  intervención  obligatoria  de  los  procuradores  en 
ciertos  juicios,  si  bien  ampliando  las  excepciones,  por  creerlo  necesario  en  el 
estado  actual  de  las  cosas.  Con  la  novedad  que  se  introduce  (artículos  519  y 
520)  de  no  entregar  los  autos  originales  á  las  partes  sino  cuanao  es  imprescin- 
dible, podrá  prepararse  el  terreno  para  llegar  á  esa  reforma.  La  razón  de  ana- 
logía, que  invocan  los  partidarios  de  la  libre  defensa,  fundados  en  lo  que  se  ha- 
lla estaolecido  para  los  tribunales  contencioso-administrativos,  no  tiene  fuerza, 
en  nuestra  opinión,  pues  aparte  de  la  índole  especial  de  esos  procedimientos  y 
de  los  negocios  que  a  ellos  están  sujetos,  el  hecho  es  que  se  obliga  á  los  interesa- 
dos, con  raras  excepciones,  á  comparecer  ante  el  Consejo  de  Estado  por  medio 
de  abogado  del  Colegio  de  Madrid,  lo  que  es  igual  en  principio  á  la  intervención 
del  procurador.  De  todos  modos  no  podía  hacerse  esa  reforma  en  la  nueva  ley, 
porque  en  la  de  bases  no  fué  autorizado  el  Gobierno  para  introducir  tan  radical 
modificación. 

II. 

La  comparecencia  en  juicio  por  medio  de  procurador  ha  sido  autorizada  en 
todos  tiempos,  conao  exigida  por  la  necesidad.  Ya  la  ley  3.  *,  tít.  3.  ®,  lib.  2.  ® 
del  Fuero  Juzgo  dijo:  "Si  algún  omme  non  sabe,  ó  non  quiere  decir  su  querella 
por  sí,  déla  en  escripto  á  su  personero."  **De  los  personoros"  es  el  epígrafe  del 
tít.  5-  ®  de  la  Part.  3.  *,  cuya  ley  1.  **  los  define  diciendo:  * 'Personero  es  aquel, 
que  recabda  ó  face  algunos  pleitos  ó  cosas  agenas,  por  mandado  del  dueño  dellas. 
É  ha  nome  "personero"  porque  paresce,  ó  está  en  juicio,  ó  fuera  del,  en  lugar  de 
la  persona  de  otri."  En  el  proemio  los  llama  también  ''ayudadores"  de  los  de- 
mandantes y  demandados,  y  en  las  27  leyes  que  contiene  habla  de  quién  puede 
nombrar  y  ser  nombrado  procurador,  para  qué  inicios,  en  quó^  forma,  de  sus 
obligaciones,  y  responsabilidad,  y  de  cómo  y  cuándo  acaba  su  oficio.  Hcemos  es- 
ta indicación,  aunque  dichas  leyes  han  sido  sustituidas  por  otras  disposiciones 
modernas,  para  que  se  vea  que  ya  en  aquellos  tiempos  estaba  organizado  el  car- 
^o  de  procurador,  dé  cuya  intervención  en  los  juicios  se  habla  también  en  todas 
as  compilaciones  posteriores.  La  diferencia  principal  entre  agüellas  leyes  y  lo 
que  hoy  rige,  consiste  en  que  entonces  era  potestativo  en  los  litigantes  valerse 
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cer  este  ear^o  sino  los  autorizados  para  ello  con  arreglo  á  la  ley. 

Así  se  deduce  del  art.  3.®  que  estamos  comentando.  Según  él,  "la  compare- 
cencia en  juicio  será  por  medio  de  procurador,"  no  siempre,  como  decía  el  art.  13 
de  la  ley  de  1855;  sino  en  los  casos  no  exceptuados  por  el  art*  4.  ^  ,  y  añade:  que 
el  procurador  ha  de  estar  "legalmente  habilitado  para  ñincionar  en  el  juzgado 
6  tribunal  que  conozca  de  los  autos,"  con  lo  cual  se  determina  claramente  que 
sólo  las  personas  que  reúnan  estos  requisitos,  y  no  otras,  podrán  comparecer  en 
juicio  á  nombre  de  otro.  De  suerte  que  la  representación  de  los  litigantes  en  los 
juicios  solo  pueden  tenerla  los  procuradores  .judiciales:  si  otra  persona  tuviese 
para  ello  poder  del  interesado,  habrá  de  sustituirlo  á  favor  de  cualquiera  de  di- 
chos procuradores. 

A  este  propósito  no  estará  demás  recordar  que  el  Tribunal  Supremo  tiene  de- 
clarado en  sentencias  de  21  de  Mayo  de  1862  y  16  de  Junio  de  1864,  que  el  par- 
ticular que  tiene  poder  amplio  de  otra  persona  para  un  objeto  determinado,  y 
par»  practicar  hasta  lograrlo  todas  las  diligencias  necesarias,  bien  en  sentido 
judicial  ó  en  otro  concepto,  se  entiende  facultado  para  sustituir  ese  poder  en 
cnanto  á  pleitos  á  favor  dé  un  procurador,  lo  propio  que  cuando  contiene  la  cláu- 
sula expresa  de  sustitución,  puesto  que  la  ley  no  permito  á  las  partes  compare- 
cí en  juicio  sino  por  medio  de  procurador. 
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III. 


Según  el  mismo  art.  3.  ®  ,  el  procurador  ha  de  acreditar  su  representación  con 
poder,  que  acompañará,  declarado  bastante  por  un  letrado.  No  es  nueyo  este  re- 
quisito; ya  lo  exigieron  los  Reyes  Católicos  en  las  Ordenanzas  de  Madrid  do  4 
de  Diciembre  de  1502  (ley  d,^  ,  tít.  á.®  ,  lib.  11,  Nov*  Rec),  explicando  la  ra- 
zón ó  causa  de  este  mandato,  y  determinando  sus  efectos.  "Porque  acaesce  mu- 
chas reces,  dice  la  ley  citada,  que  se  hacen  procesos  baldíos  por  los  que  se  dicen 
procuradores  de  los  actores  ó  reos,  que  no  lo  son,  ó  no  tienen  poderes  bastantes; 
^  habiendo  fecho  y  gastado  en  los  dichos  pleitos  muchas  costas  y  gastos,  después 
e  pasado  mucho  tiempo  se  anulan,  y  dan  por  ningunos  por  defecto  de  los  po- 
deres, de  que  á  las  partes  se  recrecen  mucha»  costas,  y  reciben  mucho  daño;  or- 


I 


denamos  y  mandamos,  que  luego  que  los  dichos  procuradores  parecieren  á  po- 
ner demanda,  ó  á  responder  á  ella,  trayan  sus  poderes,  y  antes  que  se  presenten 
en  juicio,  los  abogados  de  las  partes  lo  señalen  en  las  espaldas  de  sus  firmas, 
diciendo  que  son  hastantes;  porque  si  después,  por  defecto  de  poder  que  no  sea 
bastante,  el  proceso  fuere  dado  por  ninpuno,  sea  obligado  el  tal  abogado  á  pa- 

far  á  la  parte  las  costas  y  daños "  También  el  art.  205  de  las  Ordenanzas 
e  las  Audiencias  y  el  64  del  Reglamento  de  los  Juzgados  de  primera  instancia 
prohiben  á  los  procuradores  hacer  uso  de  los  poderes  que  reciban  de  las  partes, 
sin  que  previamente  hayan  sido  declarados  bastantes  por  algún  letrado.  Estas 
disposiciones,  lo  propio  que  la  de  la  nueva  Ley,  se  han  fundado  sin  duda  para 
mandarlo  así  en  las  mismas  razones  expuestas  por  la  recopilada. 

Nada  dispone  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  respecto  á  la  responsabilidad  del 
abogado  en  el  caso  de  q^ue  se  declarase  no  ser  bastante  el  poder  que  hubiese  au- 
torizado con  su  firma:  incurrirá,  pues,  en  la  determinada  por  la  ley  de  la  Nov. 
Rec.  antes  transcrita,  y  habrá  de  pagar  á  la  parte  las  costas  v  daños  que  se  le 
hubieren  seguido.  Grave  es  la  responsabilidad  que  contrae  el  abogado  al  bas- 
tantear  un  poder,  lo  que  suele  hacerse  muchas  veces  sin  previo  examen  y  fiando 
en  la  reputación  del  notario  autorizante.  Nos  permitimos  aconsejar  á  nuestros 
compañeros  que  sean  escrupulosos  en  esta  materia,  toda  vez  que  si  el  proceso 
quedase  baldío,  como  dice  la  ley,  por  defecto  ó  vicio  del  poder,  sobre  la  indem- 
nización de  perjuicios  y  costas  á  la  parte,  sufriría  notoriamente  la  reputación 
del  que  lo  hubiese  bastan  teado. 

No  es  necesario  que  dicho  letrado  sea  el  mismo  que  haya  de  defender  á  la  parte 
en  el  litigio  en  que  se  presente  el  poder:  la  ley  sólo  exige  que  sea  declarado  bas- 
tante por  "un  letrado,"  y  se  llenará  este  requisito  con  la  firma  de  cualquier 
abogado,  siempre  que  esté  legfalmente  habilitado  para  el  ejercicio  de  la  profesión 
conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  10,  y  como  se  viene  practicando. 

La  obligación  de  comparecer  en  juicio  por  medio  de  procurador  se  impone  lo 
mismo  al  demandante  que  al  demandado:  si  alguno  de  ellos  no  cumpliese  con 
este  precepto  de  la  ley,  deberá  el  juez  no  dar  curso  al  escrito,  como  se  ordena 
expresamente  para  el  caso  de  no  acompañarse  el  poder,  y  mandará  que,  pidien- 
do en  forma  el  interesado,  ó  compareciendo  por  medio  de  procurador,  se  acorda- 
rá providencia.  Lo  mismo  deberá  hrcerse  ai  el  procurador  presenta  el  poder  sin 
haber  sido  previamente  declarado  bastante  por  un  leerado;  y  como  esto  consti- 
tuye la  falta  prevista  en  el  núm.  1.  ®  del  art.  443,  podrá  el  juez  corregir  disci- 
plinariamente al  procurador  que  en  ella  incurriese.  No  debe  haber  tolerancia 
en  este  punto  por  ser  trascendental  para  el  procedimiento,  pues  la  insuficiencia 
ó  falta  de  poder  dá  lugar  á  una  excepción  dilatoria,  y  después  al  recurso  de  ca- 
sación por  quebrantamiento  de  forma. 

Esto  mismo  justifica  el  precepto  del  párrafo  2.  ^  del  art.  3.®  ."£1  poder,  dice, 
86  acompañará  precisamente  con  el  primer  escrito,  al  que  no  se  dará  curso  sin 
este  requisito,  aunque  contenga  la  protesta  de  presentarlo.''  Lo  mismo  sustan- 
cialmente  se  ordeno  en  el  art.  18  de  la  ley  de  1855,  con  el  objeto  de  corregir  el 
abuso,  que  se  cometía  en  algunos  juzgados,  de  comparecer  los  procuradores  sin 
acompañar  el  poder  de  la  parte,  haciendo  la  protesta  de  presentarlo,  que  mu- 
chas veces  no  cumplían,  otras  daba  lugar  á  reclamaciones  de  nulidad,  y  casi 
siempre  á  dilaciones,  entorpecimientos  y  gastos.  Al  comentar  dicho  art,  13,  ca- 
lificamos de  dura  esta  disposicióp  porque  podría  haber  casos  en  que  la  urgencia 
y  perentoriedad  del  negocio  no  diera  tiempo  para  otorgar  el  poder  y  sacar  la 
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copia,  aun  estando  la  parte  interesada  en  la  misma  cabeza  del  partido.  Hoy  La 
desaparecido  este  inconyeniente,  toda  vez  que  en  esos  casos  urgentes  puede  la 
parte  comparecer  por  sí  misma,  conforme  al  art.  4.°  No  hay,  pues,  razón  ni 
pretexto  alguno  para  faltar  al  precepto  lep^al,  para  cuya  mayor  eficacia  se  ha  adi- 
cionado que  "no  se  dé  curso  al  escrito"  si  no  se  acompaña  el  poder,  declarado 
bastante  por  un  letardo. 

Con  arreglo  á  la  ley  21,  tít.  5.  ® ,  Part.  3.  ^  ,  cuando  el  poder  que  presentaba 
el  procurador  era  dudoso,  se  le  admitía  sin  embargo  si  daba  caución  de  "rato," 
esto  es,  de  que  su  principal  tendría  por  firme  lo  que  él  hiciese  en  su  nombre. 
¿Podrá  hoy  tener  cabida  esta  caución  en  el  caso  de  la  ley  citada?  De  ningún 
modo:  el  procurador  no  puede  ser  admitido  en  el  juicio  sin  presentar  el  poder, 
y  este  poder  ha  de  estar  precisamente  bastanteado  por  un  letrado,  á  quien  la  ley 
hace  responsable  de  las  consecuencias  que  se  sigan  si  no  fuese  bastante.  Todas 
estas  precauciones  excluyen  el  caso  de  la  duda,  y  por  lo  tanto  no  puede  tener 
cabida  la  caución  antedicha.  Mucho  menos  puede  tenerla  por  comparecer  el  pro- 
curador sin  acompañar  el  poder,  toda  vez  que  esto  tampoco  es  hoy  legalmente 
posible.  Entiéndase  que  hablamos  de  los  procurfidores  judiciales  ó  de  oficio:  no 
nos  referimos  á  las  demás  personas  á  quienes  el  derecho  civil  permite  ser  gesto- 
res de  negocios  ágenos. 

IV. 

Después  de  establecer  el  art.  3.9  la  regla  general  de  que  la  comparecencia  en 
juicio  será  por  medio  de  procurador,  se  determinan  en  el  4.  ®  las  excepciones 
de  esta  regla;  excepciones  taxativas,  que  ni  aún  por  analogía  podrán  ampliarse 
á  otros  casos  fuera  de  los  determinados.  La  antigua  ley  los  comprendió  en  el 
mismo  art.  13,  limitándolos  á  cuatro:  actos  de  jurisdicción  voluntaria  y  de  con- 
ciliación, juicios  verbales  y  de  menor  cuantía,  y  diciendo  simplemente  gue  en 
ellos  "podrían  comparecer  los  interesados  directamente."  La  ley  orgánica  del 
Poder  judicial  de  15  de  Septiembre  de  1870,  en  sus  artículos  855  y  856  estableció 
la  misma  regla  general  y  las  mismas  cuatro  excepciones,  añadiendo  en  el  858, 
que  los  procuradores  podrían  asistir  en  los  casos  exceptuados  como  apoderados 
délas  partes,  pero  que  si  recaía  condena  de  costas,  no  se  comprendieran  en  ella 
sus  derechos;  y  nada  dijo  sobre  si  los  interesados  podrían  comparecer  por  sí  6 
por  otra  persona,  que  no  fuese  procurador.  Después,  la  ley  de  18  de  Junio  de 
1877,  reformando  el  juicio  de  desahucio,  se  limitó  también  á  decir  que  **los  liti- 
gantes están  dispensados  en  estas  demandas  de  la  representaeión  de  procurador." 

Por  estas  disposiciones  se  consideró  modificado  el  art.  13  déla  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  y  dándoles  una  interpretación  lata,  los  jueces  municipales  per- 
mitían que  los  interesados  fueran  representado^  por  cualquiera  persona.  Sin 
duda  esto  era  lo  legal,  pero  todos  los  que  hemos  tenido  intervención  en  los  asun- 
tos judiciales  conocíamos  y  lamentábamos  los  abusos  é  inconvenientes  á  que  este 
sistema  se  prestaba,  sobre  todo  en  Madrid  y  en  las  grandes  poblaciones.  A  re- 
mediar en  lo  posible  estos  males  tiende  el  art.  4.  ® 

Ordena  el  referido  artículo  que,  en  los  casos  que  en  él  se  mencionan,  *'podrán 
los  interesados  comparecer  en  juicio  por  sí  mismos,  ó  por  medio  de  sus  adminis- 
tradores ó  apodorados,  pero  no  valiéndose  de  otra  persona  que  no  sea  procura- 
dor habilitado,  en  los  pueblos  donde  los  haya,"  Aunque  nos  parece  claro  y  ter- 
minante este  precepto,  como  ha  dado  lugar  á  diversas  interpretaciones,  nos 
creemos  en  el  deber  de  explicarlo,  indicando  á  la  vez  su  objeto. 

Al  permitir  la  ley  á  los  interesados  que  comparezcan  por  sí  mismos  en  los 
actos  judiciales  expresados  en  el  art.  4.  ® ,  no  se  ha  propuesto  prohibir  en  abso> 
luto  la  intervención  de  procurador:  lo  deja  á  voluntad  de  las  partes,  como  lo  dá 
á  entender  bien  claramente  al  emplear  el  verbo  "podrán,"  de  suei-te  ^ue  es  po- 
testativo en  dichos  actos  valerse  ó  no  de  procurador.  Si  se  hubiese  limitado  á 
«stablecer  la  excepción  sin  prevención  de  otra  clase,  como  se  hizo  en  la  ley  or- 
gánica del  Poder  judicial  y  en  la  que  reformó  el  juicio  de  desahucio,  habría  con- 
tinuado el  abuso  de  intervenir  en  esos  actos  personas  extrañas  que  bo  ofre- 
cen las  garantías  de  los  procuradores,  y  que  no^  estando  sujetas  á  arancel  suelen 
ser  más  gravosas  que  estos  para  las  gentes  sencillas  que  de  ellas  se  valen,  lo  cual,, 
aparte  de  otras  consideraciones,  contrariaba  el  propósito  de  la  ley.    Y  si  se  hu- 
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bie3C  dicho  tan  sólo,  como  en  la  ley  antigua,  que  los  interesados  podrán  compa- 
recer "directamente,"  se  habría  dado  lugar  á  otro  inconveniente  no  menos  grave; 
el  de  no  admitir  otra  representación  que  la  del  mismo  interesado  ó  la  do  un  pro- 
curador judicial  en  su  nombre,  con  las  molestias,  gastos  y  nerjuicios  consiguien- 
tes para  los  que  por  ausencia  ú  otras  causas  tienen  confiada  la  administración 
de  su  caudal  ó  la  gestión  de  sus  negocios  á  una  persona  de  su  confianza  con  el 
carácter  de  administrador  ó  apoderado. 

Para  salvar  todos  estos  inconvenientes  y  conciliar  intereses  sin  perjuicio  de  la 
buena  administración  de  justicia,  se  ha  ordenado  en  el  art.  4.  °que  en  los  casos 
á  que  se  refiere,  "podrán  los  interesadosjcomparecer  por  sí  mismos  ó  "por  medio 
de  sus  administradores  ó  apoderados,"  dando  á  entender  claramente  que  no  se 
refiere  á  un  apoderado  especial  para  aquel  negocio,  aunque  presente  poder  gene- 
ral  para  pleitos;  sino  á  les  administradores  ó  apoderados  propiamente  tales,  aue 
no  pueden  ni  deben  confundirse  con  los  agentes  oficiosos  de  pleitos,  ó  sea  á  jos 
que  tienen  á  su  cargo  la  gestión  de  los  negocios  de  una  casa,  ó  la  administración 
dol  todo  ó  parte  de  sus  bienes,  en  vii;tud  de  poder  otorgado  previamente  por  el 

fírincipal  con  facultad  de  comparecer  por  él  en  juicio  cuando  sea  necesario  para 
os  asuntos  de  la  misma  administración  que  les  está  confiada.  "Pero  no  valién- 
dose de  otra  persona  que  no'sea  procurador  habilitado,"  dice  el  mismo  artículo  á 
continuación  de  las  palabras  anteriores,  con  lo'cual  se  completa  el  pensamiento 
de  la  ley,  que  no  puede  ser  otro  que  el/^ue  acabamos  de  indicar.  Como  sólo  hay 
procuradores  habilitados  en  las  poblaciones  que  son  cabeza  de  partido  judicial, 
se'añade:  "en  los  pueblos  donde  los  haya,"  para  significar  que  no  es  absoluta,  ni 
podía  serlo,  dicha  exclusión,  y  que  no  se  pongan  dificultades  al  que  tenga  que 
comparecer  en  juicio  ante  el  juez  municipal  de  un  pueblo  donde  no  haya  procu- 
radores judiciales,  para  que  sea  reprasentado  por  cualquiera  persona  á  quien 
confiera  sus  poderes,  como  es  de  necesidad  cuando  no  pueda  comparecer  por  sí 
mismo.  Lo  contrario  implicaría  la  denegación  de  justicia  en  algunos  casos, 
cuyo  absurdo  no  puedo  suponerse  en  la  ley. 

Tenemos,  pues,  por  indudable  que,  conforme  á  la  letra  y  al  espíritu  del  art. 
4.  ®  que  estamos  comentando,  en  los  casos  que  el  mismo  exime  de  la  interven- 
ción forzosa  de  procurador,  los  interesados,  á  su  elección,  podrán  compareer  en 
juicio  por  sí  mismos,  ó  por  medio  de  sus  administradores  ó  apoderados  á  quie- 
nes tengan  confiado  el  cuidado  de  sus  bienes  ó  la  gestión  de  sus  negocios,  con 
poder  que  les  faculte  además  para  representarlos  en  juicio,  ó  valiéndose  de  pro- 
curador judicial,  con  exclusión  de  toda  otra  persona  en  los  pueblos  donde  haya 
procuraaores;  exclusión  que  no  alcanza  ni  podía  alcázar  á  las  poblaciones  don- 
de no  existen  estos  funcionarios,  en  las  cuales  se  podrá  comparecer  ante  los  jue- 
ces municipales  por  medio  de  cualquiere  persona  mayor  de  edad,  que  no  esté  in- 
capacitada, y  tenga  poder  bastante  para  ello.  Bajo  la  denominación  de  "inte- 
resados" deben  entenderse  todos  los  comprendidos  en  el  art.  2.  ^ ,  ésto  es,  no 
sólo  ios  interasados  directamente  en  el  asunto  judicial,  sino  también  las  perso- 
nas que  tienen  la  representación  legal  de  corporaciones  ó  de  incapacitados. 

Según  nuestras  noticias,  los  jueces  municipales  de  Madrid  han  tomado  el 
acuerdo  de  no  admitir,  en  los  juicios  verbales  y  de  desahucio,  otra  representa- 
ción que  la  conferida  por  medio  de  poder  á  los  procuradores  judiciales,  cuando 
no  comparecen  los  interesados  por  sí  mismos  en  persona;  de  suerte  que  no  ad- 
miten las  damandas  que  estos  presentan  por  medio  de  sus  administradores  ó  apo- 
derados generales  ni  de  los  administradores  particulares  de  casas  que  varios  pro- 
pietarios tienen  con  poder  bastante  para  coorar  sus  alquileres,  desahuciar  á  los 
mquilinos  y  exigir  el  cumplimiento  de  los  contratos  que  con  estos  celebran.  No 
alcanzamos  la  razón  que  habrán  tenido  para  semejante  acuerdo,  que  además  de 
implicar  una  extralimitación  de  sus  facultades,  si  es^  que  lo  han  adoptado  como 
regla  de  carácter  general,  es  opuasto,  no  sólo  al  espíritu,  sino  también  á  la  letra 
y  al  precepto  terminante  de  la  ley,  (jue  permite  en  dichos  casos,  sin  ningún  gé- 
nero de  duda,  la  comparecencia  en  juicio  "por  medio  de  los  administradores  ó 
apoderados."  Es  de  esperar  de  la  ilustración  de  dichos  funcionarios  que  con  me- 
jor acuerdo  ns  pongan  obstáculos  al  cumplimiento  de  la  ley,  evitando  las  quejas 
y  reclamaciones  á  que  esa  medida  está  dando  lugar  por  los  perjuicios  que  ocasio- 
na Los  jueces  podrán  interpretar  la  ley  cuando  sea  ambigua  6  dudosa;  pero 
cuando  és  clara  y  terminante,  como  en  el  caso  actual,  tienen  el  deber  ineludible 
de  aplicarla  conforme  al  sentido  recto  de  sus  palabras. 
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En  cuanto  á  los  casos  de  excepción  que  establece  dicho  artículo  4.  ® ,  son  tan 
concretos  y  terminantes,  que  no  creemos  pueda  ofrecer  dificultad  su  inteligencia. 
Los  de  los  números  1.  *^,  2.  ®,  3.  ®  y  7.  ®,  son  los  mismos  de  las  leyes  anterio- 
reS;  habiéndose  adicionado  los  restantes;  adicción  justificada  por  la  ídole  ó  por 
la  urgencia  de  los  negocios  á  que  se  refieren.  En  el  número  2.  ^  están  compren- 
didos los  juicios  verbales  y  do  desahucio,  de  que  conocen  en  primera  instancia 
los  jueces  municipales.  Kespecto  de  los  expresados  en  el  número  5.  ® ,  nótese  la 
limitación  qne  contiene;  de  suerte  que  el  que  se  proponga  reclamar  en  los  jui- 
cios unirersales  contra  los  acuerdos  de  las  juntas  ó  resoluciones  judiciales,  pro- 
mover cualquier  otro  incidente,  ó  ejercitar  una  acción,  deberá  comparecer  por 
medio  de  procurador,  pues  la  excepción  está  limitada  á  la  comparecencia  para 
presentar  los  títulos  de  crédito  en  los  concursos  y  quiebras,  é  los  documentos 
que  justifiquen  el  derecho  del  que  acude  á  los  otros  juicios  universales,  y  para 
concurrirá  juntas  de  acreedores  ó  de  interesados  en  la  masa  común  de  bie- 
nes. Al  establecerlo  así  la  ley,  ha  sancionado  lo  que  estaba  admitido  en  la  prác- 
tica. 

En  el  número  G.  ®  S3  han  agrupado  cuatro  casos  exceptuados  de  la  interven- 
ción necesaria  do  procurador,  de  los  cuales,  tres  no  estaban  comprendidos  en  la 
ley  anterior.  El  de  los  incidentes  de  pobreza  es  el  primero  de  ellos,  á  fin  de  fa- 
cilitar á  los  pobres  el  medio  de  conseguir  ese  beneficio,  sin  trabas  ni  dilaciones, 
gestionado  por  sí  mismos,  y  sin  perjuicio  de  nómbrales  abogado  y  fprocurador 
cuando  lo  soliciten,  como  se  previene  en  el  art,  27.  Es  el  sesudo  el  de  los  ali- 
mentos provisionales,  cothprandidos  antes  en  los  actos  de  jurisdición  voluntaria: 
había  necesidad  de  hacer  mención  de  ellos,  por  haberlos  incluido  la  nueva  ley 
entre  los  asuntos  de  la  conteciosa.  El  tercero  es  el  de  los  embargos  preventivos, 
tan  urgentes  en  muchos  casos,  que  sería  inútil  intentarlos  si  se  obligara  al 
acreedor  á  valerse  de  procurador,  á  quien  hubiese  de  otorgar  poder.  Y  por  la 
misma  razón  se  han  incluido  en  cuarto  lugar  las  deli^encias  urgentes  que  sean 
preliminares  de  cualquier  juicio,  como  las  que  autoriza  el  art.  602,  el  recoci- 
miento de  la  firma  de  un  documento  privado  y  cualquiera  otra  de  igual  índole, 
Al  juez  corresponderá  apreciar  la  urp^encia  del  caso  para  los^ectos  de  que  se 
trata,  y  luego  que  se  practique  la  diligencia  urgente,  para  utilizarla  en  el  juicio 
que  corresponda  deberá  comparecer  el  interosado  por  medio  de  procurador. 

Chreemos  que  bastan  estas  ligeras  indicaciones  para  la  inteligencia  y  recta 
aplicación  de  las  excepciones  contenedas  en^el  art,  4,  *^,  al  que  nos  remitimos 
Como  complemento  de  esta  materia,  véase  el  art.  11  y  su  comentario. 


Artículo  5" 

La  aceptación  del  poder  se  presume  por  el  hecho  de  usar  de 
él  el  procurador. 

Aceptado  el  poder,  queda  él  procurador  obligado; 

1?  A  seguir  el  juicio  mientras  no  haja  cesado  en  su  cargo  por 
alguna  de  las  causas  expresadas  en  el  art.  9" 

2**  A  trasmitir  al  abogado  elegido  por  su  cliente,  ó  por  él  mis- 
mo cuando  á  ésto  se  extienda  el  mandato,  todos  los  documentos, 
antecedentes  é  instrucciones  que  se  le  remitan  ó  pueda  adquirir, 
haciendo  cuanto  conduzca  á  la  defensa  de  su  poderdante,  bajo  la 
responsabilidad  que  las  leyes  imponen  al  mandatario. 

Cuando  no  tuviese  instrucciones  ó  fueren  insuficientes  las  re- 
mitidas por  el  mandante,  hará  lo  que  requiera  la  naturaleza  ó 
índole  del  negocio. 

3?  A  recoger  de  poder  del  abogado  que  cese  en  la  dirección 
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de  un  negocio,  las  copias  de  lo§  escritos  y  documentos  y  demás 
antecedentes  que  obren  en' su  poder,  para  entregarlos  al  que  se 
encargue  de  continuarlo. 

4*?  A  tener  al  cliente  y  al  letrado  siempre  al  corriente  del  cur- 
so del  negocio  que  se  le  hubiere  confiado,  pasando  al  segundo 
copias  de  todas  las  providencias  que  se  le  notifiquen. 

,  5*?  A  pagar  todos  los  gastos  que  se  causaren  á  su  instancia, 
inclusos  los  honorarios  de  los  abogados,  aunque  hayan  sido  ele- 
gidos por  su  poderdante. 

En  este  artículo  se  han  refundido  el  14  y  el  15  de  la  ley  de  1855,  parte  del  885 
y  el  886  de  la  orgánica  del  Poder  judicial.  En  el  primero  de  estos  dos  artíciüos  se 
ampliaron  las  obligaciones  de  los  procuradores,  exj)resadasen  el  14  de  aquella,  y 
aceptando  la  nueva  ley  las  que  son  propias  de  la  misma,  pues  las  bay  reglamen- 
tarias que  no  pertenecen  á  este  lugar,  las  ha  ampliado  y  aclarado  sobre  los  pun- 
tos que  espondremos  en  este  comentario. 

La  procuraduría  es  una  especie  de  mandato,  y  así  como  este  contrato  bilate- 
ral no  queda  perfeccionado  hasta  que  el  mandatario  acepta  el  cargo  que  le  con- 
fiere el  mandante,  del  mismo  modo  el  procurador  no  queda  obligado  ni  contrae 
responsabilidad  alguna  para  con  su  poderdante,  ni  para  con  las  personas  que  in- 
tervienen en  el  juicio,  hasta  tanto  que  acepta  el  poder.  Esta  aceptación  puede 
ser  "expresa  ó  tácita:"  se  hace  del  primer  modo,  consignándola  el  procurador 
en  el  poder,  lo  cual  se  verifica  más  generalmante  poniendo  al  pié  del  mismo  y 
bajo  su  firma,  "acepto  este  poder;"  ó  en  hoja  separada,  según  «e  halla  estable- 
cido enMadrid  y  en  otras  capitales,  como  impuesto  á  favor  del  colegio  de  prro- 
curadores,  en  cuyos  fondos  ingresan  los  derechos  de  la  aceptación:  y  «s  tácita, 
cuando  de  las  gestiones  del  procurador,  ó  por  hacer  uso  del  poder,  se  infiere  ha- 
berlo aceptado.  En  la  práctica  antigua  era  cuestionable  si  el  procurador  estaba 
obligado  á  aceptar  el  poder  expresamente,  puesto  que  de  otro  modo  no  podría 
hacer  constar  la  fecha  de  la  aceptación  en  el  libro  que  debía  llevar  para  anotar 
los  poderes,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  211  de  las  Ordenanzas  de  las  Au- 
diencias y  en  el  65  del  Beglamento  de  los  Juzgados  de  primera  instancia.  La 
ley  de  1865  puso  fin  á  estas  dudas,  declarando  por  el  art.  15,  cuyo  precepto  se 
reproduce  en  el  que  estamos  comentando,  que  "la  aceptación  del  poder  se  presu- 
me por  el  hecho  de  usar  de  él  el  procurador." 

No  se  entienda  por  esto  que  queda  prohibida  la  aceptación  expresa;  ni  la  ex- 
cluye ni  debía  excluirla  la  ley:  ésta  no  ha  hecho  más  que  determinar  el  hecho 
en  virtud  del  cual  se  tendrá  por  aceptado  el  poder,  quitando  así  todo  pretexto 
para  dudas  y  cuestiones.  Los  procuradores,  por  lo  tanto,  podrán  ó  no  aceptar 
expresamente  el  poder;  mas  tengan  entendido  que  si  hacen  uso  de  él,  es  lo  mis- 
mo que  si  lo  hubiesen  aceptado  expresamente,  y  desde  aquel  momento  contraen 
para  con  el  poderdante  y  para  con  las  personas  que  intervienen  en  el  juicio  las 
obligaciones  consiguientes  á  su  encargo.  Si  no  les  cenviene  aceptarlo,  deberán 
devolverlo  tan  pronto  como  sea  posible,  para  que  no  sea  nerjudicado  el  poder- 
dante, y  de  cuyos  perjuicios  serían  responsables.  Esta  es  la  primera  obligación 
que  les  impone  el  art.  885  de  Ja  ley  .orgánica  antes  citada,  y  que  no  se  ha  creido 
necesario  reproducir  en  la  presente,  dándola  por  entendida  conforme  á  las  leyes 
del  mandato. 

La  aceptación  del  poder,  expresa  ó  tácita,  impone  al  procurador  las  obligacio- 
nes que  se  determinan  en  el  artículo  que  estamos  comentando.  Las  examinare- 
mos por  el  orden  que  en  él  están  colocadas,  sin  repetir  literalmente  su  contexto, 
toda  vez  que  puede  verse  en  el  mismo  artículo. 

1.  **  El  procurador  que  promueve  un  pleito  á  nombre  de  su  poderdante,  ó  se 
muestra  parte  en  el  que  otro  ha  promovido,  queda  obligado  á  seéuir  aquel  pleito 
hasta  su  conclusión,  pues  con  este  objeto  le  íué  otorgado  el  poder,  y  sólo  podrá 
eximirse  de  esta  obligación  por  alguna  de  las  causas  que  se  expresan  en  el  art. 
9.  ®  Lo  mismo  ordenaron  las  dos  leyes  citadas  al  principio.  No  llenará  cumpli- 
damente este  deber,  si  se  limita  á  seguir  el  juicio:  debe  hacerlo  además  con  el 
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mismo  celo,  actividad  y  eficacia  con  que  el  hombre  diligente  cuida  de  sus  propios 
negocios.  "Negligentes,  nin  perezosos,  dice  la  le^  26,  título  6,  ® ,  Part,  3.  *,  non 
deben  ser  los  pessoneros,  en  los  pleitos  que  recibieren  en  su  encomienda;  mas  de- 
ben andar  on  ellos  lealmente,  é  con  acucia.  Ca  si  por  engaño  ó  por  culpa  de 
ellos,  el  señor  del  pleito  .perdiesse,  ó  menoscabasse  alguna  cosa  de  su  derecho, 
tenudos  serian  de  lo  i^echar  de  lo  suyo."  En  el  seguimiento  del  juicio  se  com- 
prenden la  interposición  de  las  apelaciones  y  recursos  que  procedan;  no  dar  lu- 
gar á  que  le  apremien  ni  acusen  la  rebeldía,  ni  dejar  de  acusarla  á  la  parte  con- 
traria^ cuando  á  ello  haya  lugar,  y  todas  las  demás  gestiones  relativas  á  la  tra- 
mitación. De  todo  esto  deberá  cuidar  el  procurador  si  ha  de  sep^ir  el  juicio  con 
actiyidad  y  eficacia,  y  de  otro  modo  incurrirá  en  la  responsabilidad  de  los  daños 
y  perjuicios  que  ocasione  á  su  representado,  y  en  la  que  le  impone  personalmen- 
te la  ley  en  los  casos  de  los  arts.  308,  518  y  otros. 

2.  "  De  los  términos  en  que  está  redactada  la  segunda  obligación  que  el  art> 
5.  ®  impone  al  procurador,  reformando  ligeramente  los  del  núm.  2.  ^  del  art. 
885  de  la  ley  orgánica,  así  como  éste  reformó  á  su  vez  el  núm.  3.  °  del  art.  14 
de  la  ley  de  1855,  se  deduce  que  corresponde  al  litigante  la  elección  del  abogado 
que  haya  de  dirigir  el  pleito,  v  que  sólo  podrá  hacerla  el  procurador  "cuando  á 
esto  se  extienda  el  mandato;  es  decir,  cuando  el  poderdante  le  haya  facultado 
pM*a  ello.  Hecha  la  elección  de  abogado,  debe  entregarle  el  procurador  inme- 
diatamente (tres  días  fijó  para  ello  la  ley  8.  *,  tít.  31,  libro  5.  °  de  la  Novísima 
Becopilación,  bajo  la  pena  de  privación  de  oficio),  todos  los  documentos,  ante- 
cedentes é  instrucciones  relativas  al  pleito  que  le  hubiere  remitido  el  poderdan- 
te, y  los  que  él  pueda  adquirir.  También  deberá  hacer  cuanto  conduzca  á  la  de- 
fensa de  su  parte,  con  arreglo  á  las  instrucciones  que  de  ella  hubiere  recibido, 
y  si  no  las  tuviese  ó  fueren  insuficientes,  hará  lo  que  requiera  la  índole  ó  natu- 
raleza del  negocio;  todo  bajo  la  responsabilidad  que  las  leyes  imponen  al  man- 
datario, y  siguiendo  las  instrucciones  del  letrado  elegido,  que  es  el  director  fa- 
cultativo del  pleito,  y  á  quien  para  estas  cosas  debe  estar  subordinado. 

En  cuanto  á  instrucciones  de  la  parte,  la  ley  10,  tít.  22,  libro  5.  ®  de  la  Noví- 
sima Eecopilación  imponía  á  los  abogados  la  obligación  de  tomar  una  relación 
por  escrito  firmada  de  la  parte,  y  si  no  supiere,  de  otra  peráona  en  su  nombre, 
comprensiva  del  hecho  que  motiva  el  pleito  y  de  todo  lo  que  pertenece  á  su -de- 
recho y  defensa,  á  fin  de  poderse  saber  en  su  caso  si  hicieron  cuanto  estaba  de  su 
Earte  para  la  buena  defensa  del  litigio.  Con  respecto  á  los  procuradores,  nada  se 
abia  dispuesto  sobre  este  particular;  pero  vista  la  obligación  que  les  impone  el 
núm.  2.  ^  del  artículo  que  estamos  comentando,  bueno  será  que  recojan  dichas 
instrucciones  para  poder  acreditar  en  todo  tiempo  que  obraron  con  arreglo  á  las 
mismas,  y  salvar  así  su  responsabilidad  que,  por  la  naturaleza  del  mandato  y 
con  arreglo  á  la  ley  26,  tít.  5.  ® ,  Partida  3.  *  antes  citada,  consistirá  en  indem- 
nizar á  la  parte  de  las  costas,  daños  y  perjuicios  que  le  ocasionare  por  no  haber 
hecho  cuanto  era  necesario  para  su  defensa. 

3.  *  La  tercera  obligación  que  se  impone  al  procurador,  no  consignada  en  las 
leyes  anteriores,  resoonde  á  una  necesidad  creada  por  el  nuevo  sistema  de  proce- 
dí mientos,  establéciao  en  la  presente  ley.  Según  los  artículos  515  y  siguientes, 
á  i  odo  escrito  y  documento  que  se  presente  en  los  juicios  declarativos,  debe  acom- 
pasarse copia  para  entregarla  á  la  parte  contraria,  y  con  vista  de  estas  copias  y 
las  de  las  providencias  deben  evacuarse  los  traslados  y  deducirse  las  demás  pre- 
tensiones, sin  que  puedan  entregarse  á  las  partes  los  autos  originales  sino  en  los 
casos  expresamente  determinados  en  la  ley.  Es,  pues,  indisi)ensable  que  todos 
estos  antecedentes  obren  en  poder  del  abogado,  y  por  esto  se  impone  al  procura- 
dor la  obligación  de  recogerlos,  cuando  el  letrado  cese  en  la  dirección  de  un 

,  pleito,  para  entregarlos  al  que  haya  de  continuarlo.  Esta  obligación  del  procu- 
rador supone  en  el  letrado  el  deber  de  entregar  dichos  antecedentes  así  que  cese 
por  cualquier  motivo  en  la  dirección  del  negocio,  y  si  se  negase  á  verifi  cario, 
faltando  á  ese  deber  j  al  decoro  profesional,  podrá  el  juez  apremiarle  á  ello  con 
la  corrección  disciplinaria  que  la  gravedad  del  caso  exija,  por  faltar  notoria- 
mente á  las  prescripciones  de  esta  lev. 

4.  *  Que  la  dirección  facultativa  del  pleito  corresponde  al  letrado,  es  de  sen- 
tido común,  y  se  deducía  de  la  ley  recopilada  que  antes  hemos  citado,  y  de  otras 
disposiciones:  debe,  por  tanto,  tener  conocimiento  de  cuantas  providencias  re- 
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caigan,  no  sólo  para  estar  al  corriente  del  eurso  y  estado  del  pleito,  sino  tam- 
bién para  poder  entablar  los  recursos  que  procedan  contra  los  que  causen  per- 
juicio á  su  cliente  y  no  estén  ajustadas  á  derecho.  Los  procuradores  celosos  y 
diligentes  no  han  aejado  nunca  de  cumplir  este  deber,  salvando  á  la  vez  su  res- 
ponsabilidad; pero  también  los  había  que  lo  descuidaban  por  no  creerse  obliga- 
dos á  poner  en  conocimiento  del  letrado  las  providencias  que,  á  su  juicio,  eran 
de  mera  tramitación  ó  no  p^odían  causar  perjuicio.  La  nueva  ley  na  salido  al 
encuentro  de  esta  mala  práctica,  imponiendo  expresamente  al  procurador  la  obli- 
gación de  pasar  al  letrado,  director  del  negocio,  copia  de  todas  las  providencias 
que  en  él  recaigan  y  se  le  notifiquen,  además  de  tenerle  siempre  al  corriente,  lo 
mismo  que  á  la  parte  interesada,  del  curso  del  pleito,  como  estaba  ordenado  por 
la  ley  orgánica. 

5.  ^  La  última  obligación  que,  conforme  estaba  mandado  en  las  leyes  ante- 
triores,  impone  á  los  procuradores  el  artículo  que  estamos  comentando,  es  la  de 
pasfar  todos  les  gastos  que  se  causaren  á  su  instancia,  refiriéndose  á  los  "gastos 
del  juicio,"  que  son  todos  los  que  en  él  se  hacen  con  relación  á  las  actuaciones. 
Bajo  tal  denominación  deben  comprenderse  no  sólo  las  costas  6  derechos  de  los 
actuarios  y  alguaciles  y  del  mismo  procurador,  sino  también  el  papel  sellado  y 
los  honorarios  de  los  abogados,  peritos,  etc.  Nótese  que  sólo  se  les  impone  la 
obligación  de  pagar  los  gastos  causados  "á  su  instancia,"  de  lo  cual  se  infiere 
que  no  tienen  talobligación  respecto  de  los  causados  á  instancia  déla  parto  con- 
traria, cuando  la  suya  fuese  condenada  en  las  costas;  esto  es  un  efecto  de  la 
sentencia,  que  debe  ejecutarse  en  los  bienes  de  la  parte  condenada,  y  no  en  loa 
del  procurador  que  la  ha  representado,  como  lo  declara  ley  27,  tít.  5.  ® ,  Parti- 
da 3.  * 

Cuando  el  abogado  es  elegido  por  su  cliente,  y  no  por  el  procurador,  preten- 
dían algunos  procuradores  que  no  estaban  obligados  á  pagar  á  di?ho  letrado 
sus  honorarios,  sino  que  éste  debía  entenderse  directamente  con  la  parte  que  lo 
había  nombrado.  La  nueva  ley  ha  puesto  fin  á  estas  cuestiones,  declarando 
que  el  procurador  debe  pagar  los  honorarios  del  abogado,  aunque  haya  sido  ele- 
gido por  su  poderdante,  como  es  justo,  puesto  que  aquel  tiene  la  representación 
de  este  para  todos  los  efectos  del  pleito,  y  que  la  misma  ley  le  concede,  por  los 
artículos  7.  ®  y  8.  ® ,  medios  exoeditos  para  habilitarse  de  fondos  y  reintegrarse 
délo  que  hubiere  suplido  páralos  gastos  del  pleito.  Esa  obligación  del  procu- 
rador está  limitada  á  los  honorarios  que  el  letrado  de  su  parte  hubiere  deven- 
gado en  el  mismo  pleito,  y  no  á  los  devengados  fuera  de  él  por  consultas  ú  otros 
conceptos,  respecto  de  los  cuales  deberá  entenderse  directamente  con  su  cliente, 
como  se  deduce  de  los  artículos  12  y  424, 

La  nuev^a  ley  se  ha  limitado  en  el  presente  artículo  á  las  cinco  obligaciones 
expuestas,  porque  son  las  que  se  relacionan  más  general  y  directamente  con  los 
rocedimientos  judiciales,  sin  que  deba  entenderse  que  excluye  los  demás  de- 
eres  que  las  ordenanzas  y  reglamentos  imponen  á  los  procuradores,  además 
de  los  consignados  en  otros  artículos.  Debemos  recordarlos  que,  conforme  á  lo 
prevenido  en  los  números  9.  ®  y  10  del  art.  885  do  la  le^  orgánica  del  Poder 
judicial,  deben  llevar  un  libro  de  conocimientos  de  negocios  pendientes,  y  otro 
de  cuentas  con  los  litigantes,  con  los  abogados  y  con  los  auxiliares  y  subalter- 
nos que  devenguen  honorarios  ó  derechos,  y  dar  á  sus  clientes  cuentas  docu- 
mentadas de  los  gastos  judiciales  é  inversión  de  las  cantidades  recibidas,  Y  no 
deben  olvidar,  por  último,  que  sobra  todas  sus  obligaciones  está  la  de  ser  fieles 
á  las  partes  que  representan,  absteniéndose  muy  cuidadosamente  de  revelar 
sus  secretos  á  la  contraria,  ni  de  favorecer  las  pretensiones  de  la  misma:  esto 
constituye  el  feo  delito  de  prevaricación,  "que  há  en  sí  ramo  de  traición,"  como 
dice  la  ley  11,  tít,  16,  Partida  7.  **,  y  es  castigado  por  los  artículos  371  y  372 
del  Código  penal  hoy  vigente. 


I 


Artículo  G'? 

Mientras  continúe  el  procurador  en  su  cargo,  oirá  y  firmará 
los  emplazamientos,  citaciones,  requerimientos  y  notificaciones 
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de  todas  clases,  inclusas  las  de  sentencias,  que  deban  hacei^e  á 
su  parte  durante  el  curso  del  pleito  y  hasta  que  quede  ejecutada 
la  sentencia,  teniendo  estas  actuaciones  la  misma  fuerza  que  si 
interviniere  en  ellas  directamente  el  poderdante,  sin  que  le  sea 
lícito  pedir  que  se  entiendan  con  éste. 

Se  exceptúan: 

1"  Los  emplazamientos,  citaciones  y  requerimientos  que  la  ley 
disponga  se  practiquen  á  los  mismos  interesados  en  persona. 

2"  Las  citaciones  que  tengan  por  objeto  la  comparecencia 
obligatoria  del  citado. 

Una  disposición  análoga  contcnian  el  artículo  6.  ®  de  la  ley  de  1855  y  el  nú- 
mero 7.  ®  del  885  de  la  orgánica  del  Poder  judicial.  En  uno  y  otro  se  hablaba 
solamente  de  emplazamientos,  citaciones  y  notificaciones,  inclusas  las  de  sen- 
tencias, y  aunque  anadian  *'de  todas  clases,"  en  algunos  juzgados  se  interpre- 
taban en  sentido  restrictivo  estas  disposiciones,  excluyendo  de  ellas  los  rcqueri' 
mientes  y  las  notificaciones  de  ^roridencias  ^ue  se  dictaban  para  la  ejecución 
de  las  sentencias,  cuyas  diligencias  se  entendian  pe.rsonalmente  con  los  mismos 
litigantes,  dando  lugar  á  dilaciones  y  gastos.  Para  evitarlos,  la  nueva  ley  ha 
dado  á  esta  materia  la  conveniente  amplitud,  ordenando  en  este  artículo  que  se 
entiendan  con  el  procurador,  mientras  no  cese  en  su  cargo,  los  emplazamientos, 
citaciones,  "requirimientos"  y  notificaciones  de  todas  clases  *'que  deben  hacerse 
á  su  parte  durante  el  curso  del  pleito  y  hasta  que  quede  ejecutada  la  sentencia," 
sin  que  lejsea  lícito  pedir  que  se  entiendan  con  el  poderdante.  Por  ser  claro  y  ter- 
minante este  precepto  y  ^rque  la  excepción  confirma  la  regla,  no  puede  caber 
duda  en  que  todas  las  diligencias  y  actuaciones  han  de  entenderse  con  el  procu- 
rador, sin  otra  exclusión  que  las  comprendidas  en  las  dos  excepciones  que  esta- 
blece el  propio  artículo,  las  cuales  están  limitadas  á  los  emplazamientos,  citacio- 
nes y^  requerimentos  (no  las  notificaciones)  que  la  ley  ordene  se  hagan  á  los  mis- 
mos interesados  en  persona,  y  á  las  citaciones  que  tengan  por  objeto  la  compa- 
recencia obligatoria  del  citado. 

Pero  téngase  presente,  que  esto  ha  de  entenderse  respecto  del  procurador  que 
se  haya  personado  en  ell pleito  presentando  el  poder,  y  después  de  tenerle  por 
parte.  Mientras  esto  no  ocurra,  aunque  el  procurador  tenga  poder  del  litigante, 
y  aunque  lo^represento  en  otro  juicio,  no  tiene  su  representación  en  el  pleito,  en 
que  no  se  ha  mostrado  parte,  y  de  consiguiente  no  puede  tener  aplicación  al  mis- 
mo lo  que  dispone  este  aitículo.  Por  esta  razón,  aunque  se  halle  ausente  el 
mandado  y  conste  gue  tiene  nombrado  procurador,  ha  de  hacérsele  personal- 
mente el  emplazamiento  de  ]a  demanda,  conforme  á  lo  que  previene  el  artículo 
525;  pero  si  el  procurador  te  personase  en  los  autos  antes  de  llevarse  á  efecto  di- 
cha ailigencia,  no  será  necesario  hacerla  al  poderdante,  que  por  ese  hecho  se 
mafiesta  enterado  de  la  citación,  y  realiza  su  objeto  compareciendo  en  el  juicio 
por  medio  del  procurador  á  quien  ha  conferido  su  representación  para  todos  los 
efectos  legales.  Abona  esta  doctrina  lo  que  ordena  el  artículo  279. 

.  Graves  son  los  deberes  que  con  motivo  de  esta  disposición  pesan  sobre  los  pro- 
oitadores  de  los  litigantes.  Para  no  incurrir  en  responsabilidad  ni  exponerse  á 
justas  reclamaciones,  deberán  cumplir  con  diligencia  la  obligación  4.  **  del  art. 
5^^  enterando  sin  dilación  ásus  clientes  de  los  fallos  que  recaían,  y  de  los  re- 
querimientos y  citaciones  que  se  les  hagan,  y  muy  especialmenle  de  los  empla- 
zamientos para  liomparecer  ante  el  tribunal  superior  ó  el  Supremo,  cuándo  haya 
sido  admitida  una  apelación  ó  cualquier  otro  recurso.  Tengase  presente  la  nove- 
dad introducida  por  el  art.  840,  según  el  cual,  si  el  apelante  no  comparece  en  el 
tribunal  superior  dentro  del  término  del  emplazamiento,  se  declara  desierto  el 
recurso  sin  necesidad  de  aue  se  acuso  la  rebeldía,  quedando  de  derecho  firme  la 
matenda  ó  el  auto  apelado;  y  lo  propio  está  prevenido  por  los  demás  recursos. 
^^to  sucediera  por  negligencia  del  procuraaor  en  dar  opo^-tunamenté  el  aviso 
4*4n  poderdante,  podría  éste  exigirle  los  daños  y  perjuicios  que  ge  le  hubieren 
otttti^iado. 
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Artículo  7" 

Si  después  de  entablado  un  negocio,  el  poderdante  no  habilita- 
re á  su  procurador  con  los  fondos  necesarios  para  continuarlo, 
podrá  éste  pedir  que  sea  aquel  apremiado  á  verificarlo. 

Esta  pretensión  se  deducirá  en  el  Juzgado  ó  Tribunal  que  co- 
nozca del  pleito,  el  cual  accederá  á  ella,  fijando  la  cantidad  que 
estime  necesaria  y  el  plazo  en  que  haya  de  entregarse,  bajo  aper- 
cibimiento de  apremio. 

•    .Artículo  8". 

Cuando  un  procurador  tenga  que  exigir  de  su  poderdante  mo  - 
roso  las  cantidades  que  este  le  adeude  por  sus  defechos  y  por  los 
gastos  que  le  hubiere  suplido  para  el  pleito,  presentará  ante  el 
Juzgado  ó  Tribunal  en  que  radicare  el  negocio,  cuenta  detallada 
y  justificada;  y  jurando  que  le  son  debidas  y  no  satisfechas  las 
cantidades  que  de  ella  resulten  y  reclame,  mandará  la  Sala  ó  el 
Juez  que  se  requiera  al  poderdante*  para  que  las  pague,  con  las 
costas,  dentro  de  un  plazo  que  no  excederá  de  diez  días,  bajo 
apercibimiento  de  apremio. 

Igual  derecho  que  ios  procuradores  tendrán  sus  herederos,  res- 
pecto á  los  créditos  de  esta  naturaleza  que  aquellos  les  dejaren. 

Verificado  el  pago,  podrá  el  deudor  reclamar  cualquier  agra- 
vio, y  si  resultaiiB  haberse  excedido  el  procurador  en  su  cuenta, 
devolverá  el  duplo  del  exceso,  con  las  costas  que  se  causen  hasta 
el  completo  resarcimiento. 

Aunque  la  ley  de  1855  impuso  á  los  procuradores  la  obligación  de  pagar  los 
gastos  del  juicio  que  se  causaren  á  su  instancia,  nada  determinó  sobre  los  me- 
dios de  que  podrían  valerse  para  la  habilitación  de  fondos  y  reembolso  de  lo  aue 
hubieren  suplido  por  cuenta  de  sus  poderdantes.  De  est«  silencio  de  la  ley  dedu- 
cían algunos  jueces  y  tribunales  que  debía  procederse  en  tales  casos  conforme  á 
lo  prevenido  en  los  artículos  219  y  220  de  las  ordenanzas  de  las  Audiencias  de 
19  de  Diciembre  de  1835,  al  paso  que  otros  consideraban -derogados  ostos  artícu- 
los por  el  1415  de  aquella  ley,  y  obligaban  á  los  procuradores  á  demandar  para 
ello  á  sus  clientes  en  vía  ordinaria.^  Esto  dio  lugar  á  la  instrucción  de  un  expe- 
diente, que  fué  resuelto  por  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  de  conformidad 
con  el  parecer  de  la  Sala  de  Gobierno  del  Tribunal  Supremo,  declar-ando  por 
Real  orden  de  26  de  Junio  de  1861,  que  se  hallaban  vigentes  dichos  dos  artícu- 
los de  las  ordenanzas  y  que  debían  observarse  en  interés  de  la  expedita  admi- 
nistración de  justicia. 

Estas  disposiciones  se  han  reproducido  casi  literalmente  en  los  dos  artículos 
que  estamos  comentando,  modificando  su  redacción  para  hacerlos  extensivov  á 
todos  los  juzgados  y  tribunales,  é  indicando,  de  acuerdo  con  la^lráctica  antigua, 
que  debe  emplearse  el  procedimiento  de  apremio  del  juicio  ejecutivo  contra  el 

Í»oderdante,  tanto  para  que  habilite  á  su  procurador  de  los  fondos  necesarios  á 
a  continuación  del  plcite,  como  para  que  pague  lo  que  le  adeude  por  sus  dere- 
chos y  por  los  gastos  que  hubiere  suplido.  En  ambos  casos  el  procurador  debe- 
rá deducir  su  pretensión  en  el  juzgado  6  tribunal  que  esté  conociendo  del  pleito, 
con  la  diferencia  de  que  para  la  kabiUtación  de  fondos  bastará  exponga  que  ca- 
rece de  ellos,  y  para  el  reembolso  de  los  suplidos  necesita  presentar  cuenta  de- 
tallada y  justificada,  y  jurar  que  le  son  debidas  y  no  satisfechas  las  cantidades 
que  de  ella  resulten. 
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En  uuoy  otro  caso  debe  mandar  el  jaez  ó  tribunal  se  requiera  al  poderdante 
para  que,  en  el  plazo  que  se  fije  en  la  providencia  y  bajo  apercibimiento  de  apre- 
mio, entregue  al  procurador,  en  el  primero,  la  cantidad  que'estime  necesaria  el 
mismo  juez  ó  tribunal,  y  en  el  segundo  la  aue  resulte  déla  cuenta,  con  las  cos- 
tas. Si  el  poderdante  no  entregase  los  fondos  dentro  del  plazo  señalado,  se  ex- 
pedirá el  apremio  á  instancia  también  del  procurador,  precediéndose,  en  su  vir- 
tud, al  embargo  de  bieneB  y  á  hacer  efectivas  la  cantidad  principal  y  las  costas 
por  la  vía  de  apremio,  establecida  en  los  artículos  1481  y  siguientes.  Contraes- 
tas  providencias  no  se  permite  al  deudor  recurso  ni  reclamación  alguna  si  no 
verifica  previamente  el  pago:  en  cambio,  si  resultare  haberse  excedido  el  procu- 
rador, debe  obligársele  por  la  misma  vía  de  apremio  á  qne  devuelva  el  duplo 
del  exceso  con  las  costas.  Esto  os  lo  que  ordenan  los  artículos  7.  ®  y  8.  ® 
con  notoria  justicia,  y  en  términos  tan  claros,  que  creemos  no  darán  lugar  á 
dudas. 

Los  agentes  de  negocios  no  pueden  utilizar  este  procedimiento  para  exigir  de 
sus  principales  morosos  las  cantidades  que  les  adeuden,  aunque  procedan  de 
gastos  hechos  en  asuntos  judiciales,  porque  no  tienen  el  carácter  de  procurado- 
res de  los  tribunales,  en  cuyo  beneficio  ha  sido  establecido  en  consideración  á  la 
obligación  que  la  misma  ley  les  impono  de  pagar  todos  los  gastos  del  pleito  que 
se  causen  á  su  instancia.  Así  lo  tiene¡dec!araaoel  Tribunal  Supremo  en  senten- 
cia de  22  de  Junio  de  1865.  En  cuanto  á  los  abogados,  véase  el  art.  12  y  su  co- 
mentario. 

Artículo  9'.' 

Cesará  el  procurador  «n  su  representación: 

1"  Por  la  revocación  expresa  ó  tácita  del  poder,  luego  que 
conste  en  los  autos.  Se  entenderá  revocado  tácitamente  por  el 
nombramiento  posterior  de  otro  procurador  que  se  haya  persona- 
do en  el  mismo  negocio. 

2"  Por  el  desistimiento  voluntario  del  prociíradbr  ó  por  cesar 
en  su  oñcio,  estando  obligado  á  poner  con  anticipación  uno  y 
otro  caso  en  conocimiento  de  sus  poderdantes,  judicialmente  ó 
por  medio  de  acta  notarial." 

Mientras  no  se  acredite  el  desistimiento  en  los  autos  por  uno 
de  estos  dos  medios,  y  se  le  tenga  por  desistido,  no  podrá  el  pro- 
curador abandonar  la  representación  qi^e  tuviere. 

3*?  Por  separarse  el  poderdante  de  la  acción  ó  de  la  oposición 
que  hubiere  formulado. 

4"  Por  haber  trasladado  el  mandante  á  otro  sus  derechos  sobre 
la  cosa  litigiosa,  luego  que  la  trasmisión  haya  sido  reconocida 
por  providencia  ó  auto  firme,  con  audiencia  de  la  parte  contraria. 

5"  Por  haber  terminado  la  personalidad  con  que  litigaba  su 
poderdante. 

6^  Por  haber  concluido  el  pleito  ó  acto  para  que  se  dio  el  po- 
der, si  fuese  para  él  determinadamente, 

7*?  Por  muerte  del  poderdante  ó  del  procurador. 

En  el  primero  de  estos  dos  casos,  estará  obligado  el  procura- 
dor á  poner  el  hecho  en.  conocimiento  del  Juez  ó  Tribunal,  tan 
pronto  como  llegue  á  su  noticia,  para  que  se  tenga  por  termina- 
da su  representación,  acreditando  en  forma  el  fallecimiento;  y  si 
riop  resentare  nuevo  poder  de  los  herederos  ó  causa-habitantes 
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del  finado,  acordará  el  Juez  ó  Tribunal  que  se  les  cite  para  que 
dentro  del  plazo  que  les  fijará  se  personen  en  los  autos,  bajo 
apercibimiento  de  lo  que  haya  lugar. 

Cuando  fallezca  el  procurador,  se  hará  saber  á  su  poderdante 
con  el  objeto  expresado. 

Este  artículo  concuerda  con  el  17  de  la  lejr  de  1855  y  con  el  887  de  la  orgánica 
del  Poder  judicial.  Comparando  sus  disposiciones  se  verá  que  sustancialmente 
son  iguales,  pues  en  los  tres  se  fijan  los  mismos  siete  casos,  en  que  debe  cesar  la 
representación  del  procurador:  las  ligeras  modificaciones,  que  se  hicieron  en  la 
redacción  de  laiey  orgánica,  no  tuvieron  otro  objeto  que  expresar  con  más  cla- 
ridad el  pensamiento  á  fin  de  salvar  algunas  dudas  á  que  se  prestaba  el  de^  la 
primera  ley  de  Enjuiciamento,  y  á  este  fin  se  dirigen  también  las  que  se  han  in- 
troducido en  el  de  la  nueva  ley. 

Nótese  ante  todo  que  es  imperativo  el  precepto  de  este  artículo:  "Cesará,"  di- 
ce, y  por  tanto  tiene  ^ue  cesar  el  procurador  en  su  representación  siempre  que 
ocurra  alguno  de  los  siete  casos  que  en  el  mismo  artículo  se  fijan,  siendo  necesario 
en  todos  ellos,  cuando  haya  de  continuarse  el  pleito,  que  la  parte  interesada 
otorgue  nuevo  poder.  Este  poder  podrá  conferirse  al  mismo  procurador,  en  los 
casos  en  que  haya  cesado  su  representación  por  haber  terminado  la  persona- 
lidad del  poderdante  trasmitiendo  sus  derechos  y  tendrá  que  otorgarse  á  favor 
de  otro,  siempre  que  la  causa  de  la  cesación  se  refiera  á  la  persona  del  procura- 
dor. Examinemos  ahora  cada  uno  de  dichos  casos,  comprendidos  casi  todos  ellos 
en  las  leyes  23  y  24,  tít.  5.  ®  de  la  Partida  3.  * 

1.  ®  Dicha  ley  24  autorizaba  al  duefio  del  pleito  para  variar  de  procurador, 
á  su  voluntad  antes  de  comenzarlo  por  demanda  é  por  respuesta,  y^  con  ciertas 
restricciones  cuando  mediaba  el  cuasi-contrato  de  la  litis  contestación.  En  este 
caso  debía  hacerlo  saber  al  juez  y  á  la  parte  contraria,  la  cual  podía  oponerse  si  le 
causaba  perjuicio:  también  podía  oponerse  al  procurador  si  se  creía  deshonrado, 
en  cuyo  caso  debía  aquel  decir  manifiestamente  que  no  lo  tenía  por  sospechoso, 
y 'que  ¡lo  dejaba  en  su  buena  opinión  y  fama,  fórmula  que  aun  suele  usarse 
por  cortesía  en  la  revocación  de  poderes,  ó  justificar  la  sospecha  que  tuviere  de 
su  fidelidad;  y  enumera,  por  último,  las  cansas  que  podían  dar  lugar  á  una  re- 
vocación fundada.  Creemos  que  todo  esto  ha  sido  modificado,  puesto  que  el  nú- 
mero 1.  ®  artículo  9.  ®,  que  estamos  comentando,  no  pone  ninguna  de  esas  res- 
tricciones. Según  él,  todo  litigante  puede  revocar  el  poder  á  su  voluntad,  expre- 
sa ó  tácitamente,  en  cualquier  estado  del  pleito.  Será  "expresa"  la  revocación, 
cuando  se  haga  por  escritura  pública,  como  se  otorgó  el  poder;  y  creemos  que 
también  podrá  hacerse  por  escrito  presentado  en  los  mismos  autos  y  ratificado 
á  la  presencia  judicial,  puesto  que  la  ley  no  determina  la  forma  en  que  haya  de 
hacerse  esta  revocación.  No  así  respecto  de  la  "tácita,"  para  la  cual  sólo  con- 
cede el  medio  de  personarse  en  el  mismo  negocio  otro  procurador  con  poder  de 
fecha  posterior,  por  cuyo  hecho  se  entenderá  revocado  el  anterior,  aunque  no  lo 
haya  sido  expresamente.   Y  ordena  asimismo  que  cesará  el  procurador  en  su  re- 

Í)re8entación  por  la  revocación  expresa  ó  tácita  del  poder,  luego  que  conste  en 
os  autos:"  de  consiguiente,  mientras  no  se  haga  constar  en  los  autos,  no  pro- 
ducirá efecto  alguno  la  revocación,  y  no  obstante  ella  será  legítima  la  represen- 
tación del  procurador  y  válidas  las  gestiones  que  practicare,  y  las  notificacio- 
nes que  se  le  hicieren. 

2.  ®  El  mandato  para  comparecer  en  juicio  se  funda  en  la  confianza,  y  cuan- 
do esta  llega  á  faltar  es  conveniente  su  terminación,  aunque  solo  sea  por  volun- 
tad de  una  de  las  partes,  no  obstante  ser  un  contrato  bilateral.  Por  esto  se  au- 
toriza al  mandante  para  que  revoque  el  poder  cuando  lo  crea  conveniente,  y  en 
justa  reciprocidad  se  permite  también  al  procurador  que  lo  renuncie  y  desista 
voluntariamente  de  la  representación  de  aquel.  Pero  como  este  acto  pudiera 
ocasionar  perjuicios,  tanto  al  poderdante  como  al  litigante  cohtrario,  se  impo- 
ne al  procurador  la  obligación  de  ponerlo  anticipadamente  en  conocimiento  de 
aquel  para  que  confiera  á  otro  su  representación.  Lo  propio  deberá  hac«r  cuan- 
do cese  en  su  oficio  por  cualquier  causa;  adición  hecha  en  la  nueva  ley,  pues  la 
antigua  sólo  se  lemitó  al  caso  del  desistimiento,  no  obstante  que  el  de  la  cesa- 
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ción  estaba  previsto  en  el  art.  221  de  las  ordenanzas  de  las  Audiencias.  £n  am- 
boa  casos,  ha  de  darse  conocimiento  á  los  poderdantes,  judicialmente  6  por  me- 
dio de  acta  notarial,  y  mientras  no  se  acredite  esta  circunstancia  en  los  autos, 
y  además  recaiga  providencia  teniendo  al  procurador  por  desistido,  no  podrá 
abandonar  la  representación  que  tuviere  y  serán  válidos  y  eficaces  los  emplaza- 
mientos, citaciones  y  notificaciones  que  se  le  hicieren  aun  después  de  renuncia- 
do el  poder.  Así  lo  dispone  el  núro.  2.  ®  dol  artículo  que  comentamos. 

Si  el  procurador  adopta  la  vía  judicial,  deberá  presentar  escrito  en  el  juzgado 
ó  tribunal  que  conozca  del  negocio,  manifestando  su  desistimiento  ó  que  va  á 
cesar  en  el  oficio,  y  pidiendo  se  haga  saber  á  su  pode|dante  para  que  nombre 
otr6  procurador  que  lo  represente.  En  iguales  términos  deberá  hacerse  el  re- 
querimiento por  acta  notarial,  do  la  que  el  procurador  presentará  en  los  autos 
copia  fehaciente,  y  luejío  que  haya  llenado  este  requisito  ó  esté  hecha  la  notifi- 
cación, recaerá  la  pi|^vidoncia  teniéndole  por  desistido  6  por  terminada  su  re- 
presentación, en  la  que  cesará  desde  la  notificación  de  esta  providencia. 

La  ley  so  refiere  en  dicho  número  2.  ®  á  la  cesación  voluntaria:  si  esta  fuese 
forzosa,  por  incapacidad  del  procurador  ó  por  remoción  del  cargo,  necesaria- 
mentó  tendrá  que  cesar  en  su  rejjresentacion,  y  cuando  no  sea  posible  que  el 
mismo  procurador  lo  ponga  anticipadamente  en  conocimiento  de  los  litigantes, 
habrá  de  practicarse  lo  que  después  expondremos  nara  el  caso  de  muerte. 

3.  ®  El  caso  tercero  está  redactado  en  la  nueva  ley  lo  mismo  que  en  las  ante- 
riores. Si  el  poderdante  se  separa  de  la  acción  ó  de  la  oposición  gue  hubiere  for- 
mulado, queda  terminado  el  negocio,  y  sin  objeto  la  representación  del  procura- 
dor.^ Si  éste  presentase  el  escrito  de  separación,  conforme  á  las  instrucciones  que 
hubiere  recibido  de  su  principal,  y  no  tuviere  poder  especial  para  ello,  no  cesará 
su  representación  en  el  pleito  hasta  que,  ratificado  el  escrito  por  el  poderdante, 
se  le  tenga  por  separado  de  la  acción  ó  de  la  oposición. 

4.  ®  En  la  ley  ae  1855  se  dijo  que  cesaría  la  representación  del  procurador  en 
el  caso  de  este  número,  ó  sea  cuando  el  mandante  hubiere  trasmitido  á  otro  sus 
derechos  sobre  la  cosa  litigiosa,  'iuego  que  la  trasmisión  hava  sido  reconocida 
"por  ejecutoria."  con  audiencia  de  la  otra  parte."  La  ley  orfranica  reprodujo  es- 
ta misma  disposición,  pero  cambiando  la  palabra  ^'ejecutoria"  por  las  de  *'pro- 
yidencia"  ó  "auto  firme."  La  nueva  loy  ba  aceptado  es>ta  última  redacción,  por 
estar  más  en  armonía  con  el  tecnicismo  forense  y  con  el  procedimiento  que  debe 
emplearse.  Dedúcese  de  lo  que  se  ordena  en  este  nóm.  4.  ®,  que  el  que  durante 
el  pleito  haya  adquirido  los  derechos  de  uno  do  loa  litigantes  sóbrela  cosa  liti- 
giosa, debe  personarse  en  los  autos  acreditándolo  en  legal  forma  para  que  se  le 
tenga  por  parte  en  lugar  del  cedente.  De  este  escrito  debo  darse  audiencia  á  la 
parte  contraria,  por  la  novedad  que  se  introduce  en  las  condiciones  del  pleito: 
si  esta  parte  se  allana,  ge  dictará  providencia  teniendo  por  hecha  la. cesión  6 
trasferencia  y  por  parte  al  cesionario  en  lugar  del  cedente;  j>ero  si  se  opone,  de- 
berá dictarse  esta  resolución,  ó  la  aue  proceda,  en  auto  motivado,  y  cuando  sea 
firme  este  auto  ó  la  providencia  indicada,  cesará  el  procurador  del  cedente  en  su 
representación  y  le  sustituirá  el  que  lo  sea  del  cesionario. 

Con  relación  á  esta  materia,  en  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  23  de  Mar- 
zo de  1863  se  estableció  la  doctrina  de  que,  debe  cesar  la  representación  del  pro- 
curador luego  que  el  poderdante  enajena  ó  trasmite  sus  derechos  sobre  la  cosa 
litigiosa:  el  comprador  debe  presentarse  en  el  pleito,  desde  que  los  adquiere,  á 
gestionar  y  defender  su  propio  derecho,  comprobando  la  adquisición  en  legal 
forma;  y  de  otro  modo,  si  aq^l  sigue  gestionando,  es  nulo  lo  que  se  actúe  en  re- 
presentación de  quien  no  era  ya  dueño  y  entabló  la  demanda  en  este  concepto. 
En  el  caso  á  que  esta  sentencia  se  refiere,  el  mif^mo  procurador  compró  la  cosa 
litigiosa,  y  sin  embargo  había  seguido  gestionando  en  el  pleito  á  nombre  del 
vendedor  su  poderdante;  é  interpuesto  el  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma,  fundado  en  la  fiilta  de  personalidad  del  procurador,  se  casó  la 
sentencia  mandando  reponer  los  autos  al  estado  que  tenían  el  día  que  se  realizó 
la  venta.  ^' 

5.  ®  Este  caso  estt  copiado  también  de  la  ley  de  1855.  Si  termina  c  desapa- 
rece la  personalidad  con  que  litigaba  el  poderdante,  natural  es  que  cese  el  procu- 
rador en  la  representación  que  de  él  tenía.  Así,  por  ejemplo,  si  el  procurador 
representa  á  un  menor  ó  á  una  mujer  casada  en  virtud  de  poder  otorgado  pore 
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curador  de  aquél  6  por  el  marido  de  ésta,  y  el  curador  cesa  en  su  cargo  por  re- 
moción ó  por  haber,  llegado  su  pupilo  á  la  mayor  edad,  ó  queda  TÍudala  mujer, 
tendrá  que  cesar  el  procurador  en  su  representación  por  haber  terminado  la  per- 
sonalidad del  poderdante.  No  puede  tener  aplicación  esta  doctrina  al  caso  en 
que  la  personalidad  del  poderdante  haya  sido  otorgada  por  la  ley  al  cargo,  y  no 
a  la  persona,  como  la  que  tienen  los  procuradores  síndicos  por  el  art.  §6  de  la 
ley  Municipal  de  1877,  v  tenían  antes  los  alcaldes  respecto  del  pueblo  ó  común 
de  vecinos.  No  cesará  la  representación  del  procurador  porgue  naya  yariado  la 
persona  del  alcalde  que  le  otorgó  el  poder,  na  dicho  el  Tribunal  Supremo  en 
sentencia  de  11  de  Abril  de  1860. 

Tiene  declarado  asimifmo  en  sentencia  de  20  de  Junio  de  1863,  que  el  poder 
conferido  i>or  una  comunidad  caduca  desde  el  momento  en  que  ésta  queda  extin- 
guida, y  cesa  por  tanto  la  representación  y  personalidad  de  su  procurador,  con 
arreglo  á  lo  preyenido  en  los  casos  5.  ®  y  7.  ®  de  este  artículo. 

6.  ®  También  está  copiado  este  caso  de  la  ley  de  1855.  Ei  poder  determina  las 
facultades  del  procurador,  y  si  aquel  fué  limitado  para  un  pleito  6  cualquier 
otro'acto,  concluido  el  nes^ocio  para  que  fué  otorgado,  cesa  naturalmente  la  re- 
presentación del  procurador.  Cuando  el  poder  no  terga  limitación,  podrá  el  pro- 
curador seguir  el  pleito  en  todas  sus  instancias  y  recursos,  á  no  ser  que,  por  ra- 
zón de  su  oficio,  solo  esté  facultado  para  actuar  en  la  primera  instancia,  en  cuyo 
caso,  terminada  esta,  cesará  en  su  representación  y  tendrá  la  parto  que  dar  po- 
der á  un  procurador  de  la  Audiencia  para  seguir  la  apelación,  y  en  su  caso  á  otro 
para  el  Tribunal  Supremo,  sin  perjuicio  de  recobrar  el  primero  su  reprensenta- 
ción  cuando  yuelvan  los  autos  al  juzgado  de  primera  instancia  para  la  ejecución 
de  la  sentencia.  Esto  es  de  práctica  corriente. 

7,  ®  La  ley  d©  1855  decía  solamente  en  este  mismo  número  del  art.  17:  'Por 
muerte  del  poderdante  ó  del  procurador."  La  orgánica  del  Poder  judicial  aña- 
dió: ''En  el  primer  caso,  desde  que  se  pueda  suponer,  atendida  la  distancia  y 
medios  de  comunicación,  que  se  na  sabido  la  muerte  del  poderdante."  Esto  era 
vago,  y  daba  lugar  á  dudas  y  cuestiones,  por  lo  cual  se  ha  modificado  este  se- 
gundo párrafo,  para  hacerlo  más  práctico,  en  los  términos  consignados  en  el 
núm.  7.  ®  que  estamos  comentando. 

En  cuanto  á  la  muerte  del  poderdante,  la  ley  23,  tít.  5.  ®  de  la^  Partida  3.  f 
distinguía  si  había  acaecido  ai|^s  ó  después  de  contestado  el  pleito:  en  el  pri- 
mer caso  cesaba  la  representación  del  procurado,  porque  hasta  entonces  no  se 
había  consumado  el  cuasi-contrato  que  produce  todo  litigio;  más  en  el  segfundo, 
el  procurador  continuaba  su  encargo  en  representación  de  los  herederos,  mien- 
tras éstos  no  le  revocasen  el  poder  que  le  otorgara  su  causa-habiente.  La  nueva 
ley  no  establece  ninguna  distinción;  ya  muera  el  poderdante  antes  ó  después  de 
contestada  la  demanda,  se  entiende  concluido  el  encargo  del  procurador,  y  los 
herederos,  ó  quien  tenga  la  representación  de  la  herencia,  deben  otorgar  nuevo 
poder  á  favor  del  mismo  ó  del  que  les  parezca  más  conveniente. 

Pero,  ¿desde  cuándo  cesará  en  dicho  casóla  representación  del  procurador? 
Para  resolver  esta  duda,  á  que  daba  lugar  la  ley  de  1855,  se  adiciono  en  la  orgá- 
nica el  párrafo  antes  copiado,  el  cual  daba  lugar  á  otro  inconveniente  no  menos 
grave,  por  hacer  depender  la  cesación  del  procurador  de  un  hecho  inseguro  y 
expuesto  á  debate,  cual  era  determinar  el  día  en  que  "pudiera  suponerse"  se  ha- 
bía sabido  la  muerte  del  poderdante.  Por  esto  sin  duda  no  se  ha  aceptado  en  la 
nueva  ley  esa  disposición,  ordenando  en  su  lugar  ^ue  en  dicho  caso  "estará  obli- 
gado el  procurador  á  poner  el  hecho  en  conocimiento  del  juez  ó  tribunal,  tan 
pronto  como  llegue  á  su  noticia,  para  que  se  tenga  por  terminada  su  represen- 
tación, acreditando  en  forma  el  fallecimiento."  De  este  modo  no  se  hace  depen- 
der de  presunciones  un  hecho  tan  importante  que  puede  dar  lugar  á  la  nulidad 
de  Icfs  procedimientjs.  El  procurador,  luego  que  ten^a  noticia  de  haber  falleci- 
do BU  poderdante,  se  apresurará  á  cumplir  la  obligación  que  se  le  impone  de  po- 
nerlo en  conocimiento  del  juzgado  ó  tribunal,  pues  de  otro  modo  sería  respon- 
sable de  los  perjucios,  y  no  cesará  mientras^  no  se  dicte  la  providencia  teniendo 
por  terminada  su  representación,  siendo  válido  todo  lo  que  naya  gestionado  has- 
ta entonces,  y  sin  q^ue  pueda  ser  impugnado  por  falta  de  personalidad. 

También  se  previene  que  el  procurador  acredite  en  forma  el  fallecimiento  del 
poderdante,  lo  que  deberá  verificar  presentando  la  correspondiente  certificación 
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del  Be^stro  ciril.  Podrá  suceder  que  no  tenga  á  su  disposición  este  documento* 
no  por  esto  dejará  de  poner  el  hecho  en  conocimiento  del^  tribunal  tan  pronto 
como  llegue  á  su  noticia  por  conducto  verídico,  sin  perjuicio  de  reclamar  el  do- 
cumento: el  tribunal  acordará  que  acreditándose  en  forma  el  fallecimiento  se 
proveerá,  y  mientras  tanto  quedará  en  suspenso  la  representación  del  procu- 
rador. 

Si  los  herederos  ó  causa-habientes  del  finado  tienen  interés  en  la  terminación 
del  i>leito,  no  dejarán  de  mandar  sin  dilación  sus  poderes  al  procurador  para 
continuarlo;  pero  podrá  suceder  que  lo  dilaten,  y  previendo  la  l^  el  caso,  orde- 
na también  que  en  la  misma  providencia  en  que  se  tenga  por  terminada  la  re- 
presentación del  procurador,  se  acordará  la  citación  de  aquéllos  para  que,  den- 
tro del  plazo  que  fije  el  juez,  se  personen  en  los  autos,  bajo  apercioimiento  de  lo 
que  haya  lugar.  £1  tribunal  señalará  ei  plazo  que  en  su  pruaencia  estime  nece- 
sario, teniendo  en  consideración  la  distancia  y  medios  de  comunicación  y  las 
demás  circunstancias  del  caso,  como  tombién  los  graves  efectos  que  produce  di- 
cho apercibimiento,  y  que  luego  indicaremos. 

Para  el  caso  del  fallecimiento  del  procurador,  se  añade  también  en  el  artículo 
que  estamos  comentando,  que  se  hará  saber  á  su  poderdante  "con  el  objeto  ex- 
presado," esto  es,  para  que  dentro  del  plazo  que  so  le  fije  se  persone  en  los  autos 
por  medio  de  otro  procurador,  bajo  apercibimiento  de  lo  que^  haya  lugar.  No 
exige  la  ley  para  este  caso  que  se  acredite  en  forma  el  fallecimiento,  y  es  porque 
no  puede  menos  de  ser  notorio  en  el  juzgado  ó  tribunal  donde  el  finado  ejercía 
su  oficio:  bastará  acreditarlo  por  diligencia  del  actuario  para  que  el  juez  ó  tri- 
bunal acuerde  se  ponga  en  conocimiento  áú  poderdante,  citándolo  con  el  objeto 
antes  expesado.  Creemos  conforme  al  espíritu  de  la  ley,  caja  tendencia  es  evitar 
dilaciones  en  los  pleitos,  ^ue  se  dicte  de  oficio  dicha  providencia,  como  corres- 
pondiente al  orden  del  juicio,  sin  necesidad  de  que  lo  solicite  la  parte  contraria. 

No  sólo  en  el  caso  de  muerte,  sino^  también  en  todos  los  d^nás  en  que  haya 
cesado  el  procurador  sin  <}uedar  terminado  el  pleito,  deberá  prevenirse  á  los  li- 
tigantes o  sus  oausa-habientes'  que  hayan  quedado  sin  representación,  que  se 
personen  en  los  autos  por  medio  de  procurador  dentro  del  plazo  que  se  le  fije, 
"bajo  apercibimiento  de  lo  que  haya  lugar."  Réstanos  indicar  los  efectos  de  es- 
te apercibimiento. 

Cuando  sea  demandante  el  que  se  halle  en  dicho  caso  y  ocurra  durante  la  pri- 
mera instaneia,  trascurrido  el  termino  señalado  sin  haberse  personado  en  los 
autos,  se  le  tendrá  por  desistido  de  la  demanda,  condenándole  en  las  costas.  Si 
fuere  el  apelante  ó  el  recurrente  en  casación,  so  declarará  desierto  el  recurso  con 
las  costas,  mandando  devolver  los  autos  al  juzgado  ó  tribunal  inferior  para  que 
se  lleve  á  efecto  la  sentencia,  que  en  tales  casos  queda  firme  de  derecho,  confor- 
me á  lo  prevenido  en  los  artículos  840, 1716  y  otros,  Y  si  tuere  el  demandado, 
apelado  ó  recurrrido  en  casación,  se  le  señalarán  los  estrados  del  juzgado  ó  tri- 
bunal para  notificarle  las  providencias  que  recaigan,  siguiendo  los  autos  su  cur- 
so, begún  se  previene  en  los  artículos  291,  527,  843  y  otros.  Creemos  que  estas 
providencias  no  deben  dictarse  de  oficio,  sino  luegpo  que  acuse  la  rebeldía  la  par- 
te contraria,  pues  quedando  al  arbitrio  judicial  el  s^alamiento  de  término,  no 
tiene  el  carácter  de  improrogable  para  los  efectos  del  art.  312-  Tales  deben  ser, 
á  nuestro  juicio,  los  efectos  del  apercibimiento  antes  indicado,  conforme  al  es- 
píritu do  la  ley,  y  así  se  practica  en  el  Tribunal  Supremo. 


Artículo   10. 

Los  litigantes  seráa  dirigidos  por  letrados  habilitados  legal- 
mente  para  ejercer  su  profesión  en  el  Juzgado  ó  Tribunal  que 
conozca  de  los  autos.  No  podrá  proveerse  á  ninguna  solicitud 
que  no  lleve  la  firma  de  letrado. 

Exceptúanse  solamente: 

1*?  Los  actos  de  conciliación. 
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2*?  Los  juicios  de  que  conocen  en  primera  instancia  los  Jueces 
municipales. 

3"  Los  actos  de  jurisdicción  voluntaria. 

En  este  último  caso  será»  potestativo  valerse  ó  no  de  letrados. 

4"  Los  escritos  que  tengan  por  objeto  personarse  en  el  juicio, 
acusar  rebeldías,  pedir  apremios,  próroga  de  términos,  publica- 
ción de  probanzas,  señalamiento  de  vistas,  su  suspensión,  nom- 
bramiento de  peritos  y  cualesquiera  otras  diligencias  de  mera 
tramitación. 

Cuando  la  suspensión  de  vistas,  próroga  de  término  ó  diligen- 
cia que  se  pretenda,  se  funde  en  causas  que  se  refieran  especial- 
mente al  letrado,  también  deberá  éste  firmar  el  escrito,  si  fuere 
posible. 

L 

Grand  j  y  empeñada  ha  sido  y  es  la  discasidn  sobre  la  uecesidiad  y  conycnien- 
ciadela  interyención  del  ministerio  del  abogado  en  las  contiendas  jurídicas. 
Partidarios  unos  de  la  libre  defensa,  quieren  que  las  partes  sean  completamente 
libres  para  defender  sus  derechos  enjuicio,  sin  sujetarlas  á  los  oficios  de  una 
persona  v,\xe  tal  vez  no  necesiten.  Otros,  por  el  contrario,  croen  que  los  abogfa- 
dos  son  ruedas  necesarias  en  la  complicada  máquina  do  la  administración  de 
justicia,  y  que  esa  institución,  tan  venerable  por  su  antigüedad  como  por  los  ser. 
Vicios  que  ha  prestado,  es  una  garantía  para  las  i)artes,  en  cuyo  beneficio  fuó 
creada,  y  á  cuyas  espontáneas  gestiones  debió  su  origen.  Sin  entrar  en  tan  de- 
batida cuv.»«tión.  porque  no  cumple  á  nuestro  objeto,  debemos,  sin  embargo,  dejar 
consignado  un  hecho  importante:  siempre  que  se  ha  dejado  y  se  deja  á  voluntad 
de  las  partes  personarse  en  juicio  s'n  valerse  do  letrados,  raro  es  el  caso  en  que 
lo  hacen  sin  buscar  su  dirección  científica.  Esta  es  la  mejor  demostración  de  su 
utilidad,  y  eato  mismo  justifica  la  disposición  del  artículo  que  examinamos,  el 
oual  r^roduce  lo  que  sobre  este  punto^  ordenó  el  19  de  la  ky  de  1855,  y  lo  que 
después,  cuando  imperaban  los  principios  de  la  más  amplia  libertad,  se  consig- 
nó también  en  los  arts.  855»  856  y  857  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial 
de  1870. 

Dos  preceptos  contiene  el  párrafo  1.  ®  de  esto  art.  10,  dirigidos  á  un  mismo 
fin,  aunque  se  refieren  á  diferentes  personas:  el  primero  habla  con  los  litigan- 
tes, el  segundo  con  el  juez.  Fuera  de  los  casos  taxativamente  exceptuados  en  el 
mismo  artíu'ulo,  se  impono  á  los  litigantes  la  obligación  imprescindible  do  va- 
lerse de  letrados  para  interponer  sus  reclamaciones,  y  sí  no  lo  hicieren,  él  juez 
HO  puede  proveer  sobre  ellas. 

Al  prevenir  la  ley  que  Jos  litigantes  sean  dirigidos  por  letrados,  añade  otra 
justa  restricción,  establecida  también  en  todas  las  leyes  anteriores;  la  de  que]oc< 
abogados  soan  de  los  que  se  hallen  "habilitados  legalmente  para  ejercer  su  pi  o- 
fesion  en  el  juzgado  ó  tribunal  que  conozcan  de  los  autos."  ^  No  era  de  la  com- 
petencia de  'a  ley  de  Enjuiciamento  determinar  estos  requisitos,  y  por  eso  se  ha 
referivlo  á  los  ''ietrados  habilitados  legalmente."  En  nuestros  comentarios  ú 
la  ley  de  1855  indicamos  los  que  so  hallaban  en  este  caso,  con  relación  á  las  dis- 
posiciones entonces  yisrentes:  en  el  día  ha  do  estarse  á  lo  que  ordena  la  ley  or- 
gánica del  Poder  judicial  eñ  su  tít.  21,  artículos  859  y  siguientes,  cuyas  disposi- 
ciones no  reproducimos,  por  no  creerlo  necesario,  y  también  porque  es  de  espe- 
rar sean  reformadas  en  cuanto  restringen  de  una  manera  inconveniente  el  liore 
ejercicio  de  la  abogacía. 

Téngase  presente  que  aunque  un  letrado  esté  habilitado  legalmente  para  ejer- 
cer la  abogacía,  no  puedo  sor  abogado  "directa  ni  indirectamente"  en  pleito  al- 
guno en  que  su  padre,  hijo,  yerno  ó  suegro  fueren  jueces,  en  los  tribunales  supe- 
riores; y  en  loíi  juzgarlos  en  que  hubiere  un  sólo  juez,  "no  puedo  abogar  en  ma- 
nera alguna"  padre,  ni  hijo,  ni  yerno,  ni  hermano,  ni  cuñado  de  tal  juez.  Así  lo 
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diaponc  la  ley  7,  ^  tít.  22,  lib.  5.  °  de  la  Novísima  R<ícopilación,  cuya  observan- 
cia se  encargó  por  acuerdo  del  Tribunal  Supremo  en  circular  de  26  de  Febrero 
de  1862,  advirtiéndose  en  ella  que  no  son  los  jueces  y  magistrados  los  que  deben 
abstenerse  de  conocer  en  tales  caeos:  sino  los  letrados,  á  quienes  está  prohibido 
y  no  debe  permitirse  el  ejercicio  de  la  abogacía  en  los  juzgados  de  primera  ins- 
tancia, cuando  sean  desempeñados  por  padre,  hijo,  yerno,  hermano  ó  cuñado  del 
abogado.  £n  las  Audiencias  y  Tribunal  Supremo,  está  limitada  la  prohibición 
á  los  pleitos  ó  negocios  que  correspondan  ala  Sala  á  que  pertenezca  cualquiera 
de  dichos  parientes  del  abobado.  Y  lo  mismo  previene  la  ley  6.  **.  título  3,  ®, 
lib.  11,  Novísima  Recopilación,  con  relación  ai  escribano  6  secretario  que  deba 
actuar  en  el  pleito.  En  un  juzgado  de  primera  instancia  ejercía  la  abogagía  un  hijo 
del  juez:  éste  se  abstenía  de  conocer  en  los  negocios  que  dirigía  su  hijo  como  le- 
trado, que  eran  casi  todos,  resultando  que  ef  sustituto  toníia  que  despachar  el 
juzgado.  Para  corregir  este  abuso,  se  tomó  dicho  acuerdo  recordando  el  puntual 
cumplimiento  de  la  lev  recopilada,  que  en  tales  casos  prohibe  en  absoluto  el  ejer- 
cicio de  la  abogacía  al  hijo  del  juez. 

Para  que  sea  eficaz  la  obligación  impuesta  á  los  litigantes  de  valerse  de  letra- 
dos hábiles  para  la  dirección  de  sus  asuntos  judiciales,  se  ordena  en  el  mismo 
artículo  10,  que  "no  podrá  proveerse  á  ninguna  solicitud  que  no  lleve  la  firma  de 
letrado."  De  suerte  que,  fuera  de  los  casos  exceptuados,  cuando  se  presente  al- 
gún escrito  sin  dicha  firma,  el  juez  no  puede  dictar  otra  providencia  que  la  de 
"pidiendo  con  dirección  de  letrado,  se  proveerá;"  y  lo  mismo  cuando  hubiere 
firmado  el  escrito  un  letrado  que  no  esté  habilitado  para  ejercer  la  profesión. 
Si  prooadiese  el  juez  de  otro  modo,  si  acordara  providencia  al  escrito  en  que  fal- 
te la  firma  de  letrado,  podrá  incurrir  en  responsabilidad,  pero  no  será  nula  tal 
providencia  ni  las  actuaciones  sucesivas,  tooa  vez  que  la  ley  no  ha  sancionado 
que  fóe  defecto  sea  motivo  de  nulidad,  como  lo  tiene  declarado  el  Tribunal  Su- 
premo en  sentencias  de  11  y  14  de  Septiembre  de  1857,  y  29  de  Febrero  de  1860. 

£n  esta  última  sentencia  y  en  las  de  17  de  Dieiembre  de  1859  y  14  de  Septiem- 
bre de  1861,  declaró  también  el  propio  Tribunal  Supremo,  que  "la  prohibición 
contenida  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  proveer  las  sobre  solicitudes  que 
se  aduzcan  sin  firma  de  letrado  no  derogfa  ni  contraría,  la  doctrina  legal  de  que, 
propuesta  la  apelación  y  constando  debidamente,  queda  interrumpido  el  lapso 
del  termino  señalado  para  la  int^posieión  de  este  recurso,"  el  que  deberó  admi^ 
tirse  si  se  reproduce  después  subsanando  la  falta  de  dicha  firma.  Como  las  dis^ 
posiciones  de  la  nueva  le^r  sobre  esta  materia  son  iguales  á  las  de  la  ley  ante- 
rior, debe  considerarse  subsistente  dicha  doctrina  del  Tribunal  Supremo  que,  en 
interés  de  la  defensa,  las  ha  interpretado  en  sentido  lato. 

No  estará  demás  recordar  que  los  letrados  deben  firmar  con  firma  entera,  co- 
mo es  de  práctica  corriente,  fundada  en  que  no  hav  disposición  alguna  que  les 
permita  poner  media  firma  ó  rúbrica,  y  en  que  así  estaba  mandado  por  la  ley 
4.  ** ,  título  22,  libro  5.  ® ,  Novísima  Recopilación,  y  por  los  artículos  191  de  las 
ordenanzas  de  las  Audiencias  do  1835,  y  57  del  Baglamento  de  los  Juzgados  de 
primera  instancia  de  1844. 

ÍI. 

"Excepciones."--Cinco  estableció  el  art.  19  de  la  ley  dfe  1855  á  la  regla  genoi- 
ral  de  que  los  litigantes  sean  dirigidos  por  letrados,  á  saber:  los  actos  de  juris- 
dicción voluntaria,  los  de  conciliación,  los  juicios  verbales,  los  de  menor  cuan- 
tía, y  los  escritos  llamados  vulgarmente  **de  cajón,"  que  por  ser  de  mera  trami- 
tación siempre  se  habían  encomendado  á  los  procuradores.  Las  mismas  cinco 
excepciones  estableció  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  en  sus  artículos  856  y 
^7.  La  nueva  ley  las  ha  reducido  á  cuatro,  excluyendo  los  pleitos  de  menor 
cuantía.  Se  ha  tenido  para  esto  en  cuenta  que  las  cuestiones  de  derecho  suelen 
ser  tanlimportantes  y  complicadas  en  dichos  pleitos  como  en  los  de  mayor  cuan- 
tía, 7  habiéndose  aumentado  la  de  aquellos  nasta  1.500  pesetas,  no  había  razón 
para  excluirlos  de  la  dirección  del  letrado.  Así  lo  aconsejaba^también  la  expe- 
rieneia,  pues  cuando  eraVotestativoen  estos  juicios,  como  lo  permitía  la  primera 
de  dichas  layes,  valerse  o  no  de  letrado,  por  regla  general  buscaban  su  dirección 
los  litigantes;  y  después,  cuando  lo  prohibió  la  ley  orgánica,  permitiendo,  sin 
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embarco,  que  los  abogados  pudieran  asistir  sólo  con  el  carácter  de  auxiliares 
de  las  partes,  sobre  las  cuestiones  y  dificultades  á  que  esto  daba  lugar,  se  com- 
putaban más  esos  negocios  por  falta  de  dirección  facultativa  responsable,  difi- 
cultando en  muchos  casos  su  fallo  con  peligro  de  faltar  á  la  iusticift.  Pesando 
los  inconyenientes  de  xmo  y  otro  sistema,  la  nuera  ley  se  ha  decidido  por  exigir 
la  dirección  del  letrado  en  los  pleitos  de  menor  cuantía,^  como  más  conveniente 
á  los  fines  de  la  justicia,  aunque  resulte  más  cara  su  administración,  lo  cual  pue- 
de evitarse  por  otros  medios. 

Con  relación  á  las  cuatro  excepciones  que  se  conservan,  se  ha  hecho  también 
alffuna  modificación  que  conviene  tener  presente.  En  cuanto  á  los  actos  de  con- 
ciuación  y  juicios  veroales,  véase  el  art.  11  y  su  comentario.  El  número  2,  ®  se 
ha  hecho  extensivo  á  todos  los  juicios  de  que  conocen  en  primera  instancia  los 
meces  municipales,  para  comprender  en  ellos  los  de  desahucio,  dispensados  ya  de 
la  dirección  de  letrado  por  la  ley  de  1»  de  Junio  de  1877,  como  era  conveniente 

Sor  estar  reducidos  á  cuestiones  de  hecho.  El  número  3.  ^  se  limita  á  los  actos 
e  jurisdiccinn  voluntaria,  pero  dejando  al  arbitrio  j  voluntad  de  los  interesa- 
dos valerse  ó  no  de  letrado,  como  lo  permitía  la  primitiva  ley,  en  consideración 
á  la  importancia  que  suden  tener  alguno  de  esos  asuntos,  por  estar  subordina- 
dos á  graves  cuestiones  de  derecho. 

Y  <^n  cnanto  á  los  escritos  expresados  en  el  número  4.  ®,  nótese  que,  además 
do  ampliar  la  relación  que  de  ellos  se  hizo  en  la  ley  de  1855,  se  añade:  "v  cuales- 
quiera otras  diligencias  de  mera  tramitación;"  de  suerte  que  sólo  pueden  v  de- 
ben presentarse  con  dirección  de  letrado  los  escritos  que  se  refieran  al  fondo 
del  pleito  y  los  que  tengan  por  objeto  la  interposición  de  un  recnrso,  ó  alguna 
cuestión  de  derecho  aunque  se  relacione  con  el  procedimiento:  los  demás  no  ne- 
cesitan de  esa  dirección,  y  deben  ser  firmados  solamente- por  el  procurador,  ó  por 
la  misma  parte  si  este  no  interviene.  Cuando  estos  escritos  tengan  por  objeto  la 
suspensión  de  una  vista  ó  de  eualquiera  otra  diligencia  judicial,  o  la  próroga 
de  un  término,  por  causas  que  se  refieran  especialmente  al  letrado,  también  de- 
berá este  firmar  el  escrito,  si  fuere  posible."  No  siéndolo  por  enfermedad  ú  otro 
motivo,  deberá  expresarlo  el  procurador  en  el  escrito,  además  de  justificar  la 
causa  que  haga  necesaria  la  suspensión  ó  próroga,  cuya  causa  habrá  de  ser  al- 
guna de  las  expresadas  en  los  números  6.  ® ,  7.  ®  y  8.  ®  del  artículo  323.  En  ta- 
les casos,  el  ahogado  no  debe  levar  honorarios  por  la  firma  de  esos  escritos, 
como  lo  exigen  la  jusHcia  y  el  decoro  profesional.  Cuando  se  falte  á  estas  pres- 
cripciones de  la  ley,  ri  Ictadas  para  corregir  abusos,  el  juez  deberá  acordar  de  pla- 
no no  haber  lugar  á  U  póroga  ó  suspensión  solicitada. 


Artículo  11. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  los  artículos  4"  y  10,  tanto  los 
procuradores  como  los  abogados  podrán  asistir  con  el  carácter 
de  apoderados  ó  de  hombres  buenos  á  los  actos  de  conciliación, 
ó  con  el  de  auxiliares  de  los  interesados  á  los  juicios  verbales, 
cuando  las  partes  quieran  valerse  expontáneamente  de  ellos. 

En  estos  casos,  si  hubiere  condenación  de  costas  á  favor  del 
que  se  haya  valido  de  procurador  ó  de  letrado,  no  se  comprende- 
rán en  ellos  los  derechos  de  aquél,  ni  los  honorarios  de  éste. 

La  ley  de  1855  ordenó  en  su  art.  210  que,  en  los  actos  de  conciliación,  cada 
parte  se  presentara  acompañada  de  un  hombre  bueno,  y  por  el  1172  autoiixó  la 
concurrencia  á  los  juicios  verbales  de  la  persona  elegida  por  cada  interesado 
para  hablar  en  su  nombre;  disposiciones  que  ha  conservado  la  nueva  ley  en  sus 
artículos  470  y  730.  Como  á  la  vez  estaba  prohibida  la  dirección  dé  letrado  en 
dichos  actos,  se  daban  casos  en  que  los  abogados  concurrían  á  los  de  coneilia- 
ción  con  el  carácter  de  hombres  buenos,  y  á  los  juicios  verbales  con  el  de  auxi- 
liares de  los  interesados  para  hablar  en  su  nombre,  y  no  pocas  veces  exigieron 
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se  les  permitiera  ocupar  el  asiento  de  preferencia  destinado  á  los  abogados  y 
í^asta  vestir  la  toga,  á  lo  quese  negaban  los  jueces,  con  razón  á  nuestro  juicio, 
Pues  no  concurrían  con  el  carácter  de  abogados.  Y  también  se  suscitaron  cues- 
tiones sobre  quién  debía  pagar  los  honorarios  de  éstos  y  los  derechos  de  los  pro- 
curador.es,  cuya  intervención  era  entonces  ]  otestativa,  cuando  recaía  conaena 
de  costas  á  la  parte  contraria. 

La  ley  orgánica  del  Poder  judicial  se  propuso  sin  duda  resolver  estas  cuestio- 
nes, á  cuyo  fin  ordepó  en  su  artículo  858,  que  tanto  los  procuradores  como  los 
abogados  podrían  asistir  con  el  carácter  de  apoderados  ó  de  hombres  buenos  á 
los  actos  de  conciliación,  ó  con  el  de  auxiliares  de  los  interesados  cuando  estos 
quisieren  expontáneamente  valerse  de  ellos;  pero  que  en  estos  casos,'  si  hubiere 
condenación  en  costas  á  favor  del  que  se  hubiere  valido  de  procurador  ó  de  le- 
trado, no  se  comprenderían  en  ella  los  derechos  de  aquél  ni  los  honorarios  de 
éste. 

Esta  disposición,  cuya  justicia  es  notoria  porque  conciiia  todos  los  intereses, 
ha  sido  reproducida  en  el  artículo  que  estamos  comentando,  con  la  adición  de 
que  la  concurrencia  con  el  carácter  de  ''auxiliares"  deberá  entenderse  **á  los  jui- 
cios yerbales,"  expresión  que  había  omitido  la  ley  orgánica,  y  por  consiguiente 
también  á  los  de  desahucio  de  que  conocen  los  jueces  municipales.  Queda,  pues, 
resuelto  que  aunque  conforme  al  art.  4.  °  pueden  los  interesados  comparecer 
por  medio  de  jprocurador  en  los  actos  de  conciliación  y  juicios  verbales,  si  se 
valen  de  este  funcionario,  tendrán  que  abonarle  sus  derechos  como  es  justo,  pe- 
ro sin  esperanza  de  reintegro  en  ningún  caso,  aunque  sea  condenada  en  costas 
la  parte  contraria,  puesto  aue  la  ley  manda  que  en  tal  caso  no  se  comprenderán 
en  dicha  condena  los  derecnos  del  procurador.  Y  lo  propio  ordena  respecto  de 
los  honorarios  de  los  abogados,  cuando  las  partes  quieran  valerse  de  ellos  para 
dichos  actos. 

Téngase  presente  que,  aunque  la  ley  permite  la  asistencia  de  letrados  á  los 
actos  de  conciliación  y  juicios  verbales,  es  solo  "con  el  carácter  de  apoderados 
6  de  hombres  buenos  en  aquellos,  y  con  el  "de  auxiliai-es  de  los  interesados" 
en  estos,  y  no  con  el  de  abogados,  cuya  intervención  como  tales  en  dichos  actos 
está  además  prohibida  por  el  art.  10:  de  consiguiente,  cuando  concurran  á  ellos, 
no  tendrán  derecho  á  vestir  la  toga  ni  á  ocupar  asiento  de  preferencia. 


Artículo  12. 

Los  abogados  podrán  reclamar  del  procurador,  y,  si  éste  no 
interviniera,  de  la  parte  á  quien  defiendan,  el  pago  de  los  hono- 
rarios que  hubieren  devengado  en  el  pleito,  presentando  minuta 
detallada  y  jurando  que  no  les  han  sido  satisfechos. 

Deducida  en  tiempo  esta  pretensión,  el  Juez  ó  Tribunal  acce- 
derá á  ella  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  8?;  pero  si  el  apre- 
miado impugnare  los  honorarios  por  excesivos,  se  procederá  pre- 
viamente á  su  regulación,  conforme  á  lo  que  se  dispone  en  los 
artículos  427  y  siguientes. 

Este  artículo,  sin  precedentes  en  la  legislación  anterior,  responde  á  ujia  ne- 
cesidad generalmente  reconocida.  En  la  práctica  antigua  estaba  admitida  la 
vía  de  apremio  para  hacer  efectivos  los  honorarios  de  los  abogados,  cuando  pre- 
sentaban su  cuenta  jurada,  considerándolos  con  el  carácter  de  crédito  alimenti- 
cio, y  el  art.  192  de  las  ordenanzas  de  las  Audiencias  suponía  ese  procedimiento 
al  facultar  á  la  Sala  que  conociera  del  pleito  para  hacer  la  regulación  de  los 
honorarios  impu|;nados  por  excesivos,  mandando  que  lo  que  aquella  determina- 
se, se  ejecutara  sin  ulterior  recurso.  Pero  después  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  de  1855,  en  la  que  nada  se  dijo  sobre  esta  materia,  aunque  en  algunos  juz- 
gados y  tribunales  se  siguió  la  práctica  antigua,  fué  más  general  la  opinión  de 
que  la  ley  no  dejaba  al  abogado  otro  recurso  que  el  de  la  vía  ordinaria  para  ha- 
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C3r  efectivos  aus  honorarios,  fuera  dol  caso  en  que,  por  haber  recaído  condena 
de  costas,  se  incluía  su  minuta  en  la  tasación  aa  las  mismas. 

De  aquí  resultaba  que  el  letrado  era  de  peor  condición  que  los  procuradores  y 
curiales.  En  favar  de  aquellos  so  hizo  la  declaración  contenida  en  la  Real  orden 
de  25  de  Junio  de  iSol,  de  que  se  hace  mención  en  el  comentario  de  los  artícu- 
los 7.  ®  y  8.  ®  Los  escribanos  y  demás  curiales  han  conserrado  el  recurso  de 
hacer  presente  su  reclamación  al  juez,  el  cual  acuerda  que  se  haga  la  regulación 
de  las  costas  que  les  sean  debidas,  y  después  de  aprobada  se  procede  á  su  exac- 
ción por  la  vía  de  apremio.  Sólo  para  el  abogado  no  había  un  recurso^breve  y 
sumario,  y  como  esto  no  era  justo,  la  nueva  ley  lo  ha  establecido  en  el  artículo 
que  estamos  comentando.  Aunque  es  claro  su  contexto,  llamaremos  la  atención 
sobre  los  puntos  que  lo  merecen  para  su  recta  inteligencia. 

Nótese  que  la  ley  habla  de  los  honorarios  ''devengados  en  el  pleito"  y  do  "mi- 
nuta detallada,"  dando  á  entender  que  en  esta  ha  de  expresarse  partida  por  par- 
tida, y  no  en  globo,  el  importe  de  los  honorarios  que  se  reclaman  por  cada  es- 
crito, informe  oral,  etc.,  con  sus  fechas,  y  que  no  han  de  comprenderse  honora- 
rios no  devengados  en  aquel  pleito,  como  se  previene  también  por  regla  gene- 
ral en  el  art.  424,  aungue  deba  abonarlos  la  misma  parte.  De  lo  cual  se  deduce 
también  que  el  procedimiento  dé  apremio,  que  aquí  se  establece,  sólo  puede  uti- 
lizarse para  reclamar  honorarios  devengados  en  actuaciones  judiciales,  y  en  los 
mismos  autos  donde  existan  los  datos  necesarios  para  justificarlos  y  apreciar  su 
importancia:  los  que  no  se  hallen  en  este  caso,  no  gozarán  de  dicho  privilegio, 
y  tendrá  el  letrado  que  reclamarlos  en  vía  ordinaria. 

"Deducida  en  "tiempo"  esta  pretensión,"  dice  el  párrafo  2.  ®  de  este  artículo, 
"el  juez  ó  tribunal  accederá  á  ella  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  8.  ®,  esto  es, 
mandando  al  procurador,  y  en  su  defecto  ala  parte,  que  pague  la  cuenta  con  las 
costas,  dentro  de  un  plazo  que  no  exceda  de  10  días,  bajo  apercibimiento  de 
apremio.  Luego  no  puede  accederse  á  la  pretensión  y  debe  recliazarse  de  plano 
cuando  no  se  deduzca  "en  tiempo,"  ó  sea  cuando  se  presente  después  de  trascu- 
rridos los  tres  años  que  la  ley  9.^.,  tít.  11,  libro  10  de  la  Novísima  Recopila- 
ción concede  á  los  letrados  y  procuradores  para  pedir  sus  honorarios,  mandan- 
do que  no  sean  obligadas  las  partes  á  pagarlos  cuando  hubieren  corrido  los  tres 
años  después  que  los  devengaron,  á  no  ser  que  antes  se  hubiere  contestado  de- 
manda sobre  ello,  y  prohibe  además  la  renuncia  de  esta  prescripción.  t)e  aquí 
la  necesidad  de  que  sea  detallada  la  minuta,  para  ver  por  ella  y  por  Jos  autos  si 
ha  prescrito  ó  no  la  acción. 

Al  apremiado  sólo  se  concede  el  recurso  de  impugnar  los  honorarios  por  exce- 
sivos, no  por  indebidos,  puesto  que  sin  resultar  su  justificación  de  los  autos  que 
se  tendrán  á  la  vista,  el  juez  ó  la  Sala  no  puede  acordar  el  pago  ni  despachar  el 
apremio.  Para  librarse  de  éste,  habrá  de  presentar  la  impugnación  dentro  del 
plazo  concedido  para  aquél,  en  cuyo  caso  se  suspenderá  el  pago  hasta  que  se 
naga  y  apruebe  la  regulación  de  los  honorarios  por  los  trámites  establecidos  en 
los  artículos  427  y  428,  sin  ulterior  recurso.  La  impugnación  que  se  funde  en 
cualquiera  otra  causa,  no  suspenderá  la  via  de  apremio,  sin  perjuicio  del  dere- 
cho del  reclamante,  que  podrá  utilizar  para  que  se  discuta  y  decida  en  el  juicio 
correspondiente. 

Indicaremos,  por  último,  que  del  precepto  de  la  ley  se  deduce,  que  cuando  me- 
die procurador  en  el  asunto,  contra  éste,  y  no  contra  su  representado,  deberá 
dirigir  el  abogado  su  reclamación.  No  servirá  al  procurador  la  excusa  de  que 
carece  de  fondos,  puesto  que  los  artículos  7.  ®  y  8.  ®  les  conceden  medios  expe- 
ditos para  habilitarse  de  ellos,  y  el  art.  5.  ®  le  impone  la  obligación  de  hacer 
estos  pagos.  Si  falleciere  el  procurador,  creemos  que  contra  sus  herederos  podrá 
dirigir  la  reclamación  el  abogado,  puesto  que  el  heredero  sucede  en  todos  los 
derechos  y  obligaciones  de  su  causante;  y  que  así  lo  ha  estimado  la  nueva  ley 
se  deduce  del  párrafo  2.  °  del  artículo  8,  ®  ,  por  el  cual  se  concede  á  los  herederos 
del  procurador  el  mismo  derecho  que  éste  tiene  para  exigir  de  su  poderdante 
moroso,  por  la  vía  de  apremio,  el  pago  de  las  cantidades  que  le  adeude  por  sus 
derechos  y  suplementos. 
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SECCIÓN  SEGUNDA. 

DE    T.ADEl'ENSA    POR    POBEE. 

Nucótras  leyes,  como  las  de  todos  los  países  cristianos,  inspirada3  en  la  virtud 
sublime  de  la  caridad,  dispensaron  siempre  la  mayor  protección  á  los  pobres  y 
desvalidos.  En  lo  judicial,  no  sólo  lea  concedieron  la  defensa  gratuita,  sino  tam- 
bién el  }>rÍTÍlegio,  que  ya  les  había  otorgado  en  Roma  el  Emperador  Constanti- 
no (ley  única,  tít.  14,  fib.  3.  ®  ,  Cód.  de  Just.)  de  que  sus  pleitos  se  ventilasen 
en  primera  instancia  ante  el  Bey,  y  después  ante  las  CUancillerías  y  Audiencias 
por  "caso  de  Corte,"  como  medio  de  ampararlos  contra  los  poderosos  (leyes  91 
del  Estüo;  5.  ^  ,  tít.  3.  ®  ,  y  41,  tít.  18,  Partida  3. »» ;  y  9.  »• ,  tít.  4.  ®  ,  líb.  11, 
Novísima  Recopilación),  Suprimidos  los  casos  de  corte,  primero  por  la  Consti- 
tución de  1812,  y  después  expresamente  por  el  artículo  36  del  Reglamento  pro- 
visional de  1835,  se  les  conservó  el  derecho  á  la  defensa  gratuita,  fundado  en  el 
principio  de  que  la  justicia  debe  ser  igual  para  todos,  y  dejaría  de  serlo  si  no  se 
administrase  gratuitamente  al  qu-  carezca  de  recursos  para  la  defensa  de  sus 
derechos. 

Pero  había  demostrado  la  experiencia  que  se  abusaba  de  esa  facultad  hasta  el 
punto  de  que,  en  muchos  casos,  el  litigante  rico  necesitaba  contra  el  pobre  de  la 
protección  que  nuestras  antiguas  leyes  dispensaron  á  los  pobres  contra  los  ri- 
cos y  poderosos.  No  eran  raros  los  casos  en  que  la  declaración  de  pobreza,  ob- 
tenida á  veces  por  quien  realmente  no  era  pobre,  se  utilizaba,  como  arma  terri- 
ble de  la  mala  fe  y  la  temeridad,  para  obligar  á  una  transacción  sobre  derechos 
inaaginarios,  á  que  se  prestaba  la  parte  contraria  para  librarse  de  los  dispendios 
y  disgustos  de  un  pleito  que  podría  causar  su  ruina.  Las  pretensiones  más  ab- 
surdas, los  recursos  más  temerarios,  las  cavilosidades  más  infundadas  se  presen- 
taban ante  los  tribunales,  escudadas  por  esa  patente  que  les  libertaba  de  toda 
responsabilidad;  y  ciertamente,  un  estado  de  cosas  que  se  prestaba  á  tantos  y  tan 
punibles  abusos,  necesitaba  una  reforma  prudente  y  hasta  radical. 

Esta  reforma  se  intentó  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855,  y  aunque 
algo  se  remedió,  no  so  ha  conseguido  por  completo  corregir  los  abusos.  Por  esto, 
entre  las  bases  para  la  reforma  de  diclia  ley,  aprobadas  por  la  de  21  de  Junio  de 
1880,  se  encuentra  la  4.®' ,  que  dice  así:  "Adoptar  las  medidas  más  conducentes 
para  depurar  el  estado  de  fortuna  de  los  litigantes  que  pretendan  disfrutar  del 
beneficio  de  la  asistencia  judicial  gratuita,  y  evitar  que  los  declarados  legalmen- 
te  pobres  abusen  de  esta  cualidad  para  promover  y  sostener  pleitos  conoeida- 
meute  temerarios." 

En  su  cumplimiento,  se  han  hecho  en  la  nueva  ley  las  reformas  que  se  han 
creído  conducentes  al  objeto  de  dicha  base,  y  sobre  las  cuales  llamaremos  la 
atención  en  sus  respectivos  comentarios.  No  abrigamos  la  presunción  de  que  se 
corregirán  por  completo  los  abusos,  porque  no  es  posible  preveer  todo  lo  que  po- 
drá inventar  la  malicia  de  un  litigante;  pero  es  de  esperar  que,  entendida  y  apli- 
cada la  ley  rectamente  por  los  jueces  y  abogados,  se  consiga  el  objeto  de  ese  be- 
neficio: dar  al  pobre  los  medios  necesarios  para  el  amparo  y  defensa  de  sus 
derechos,  cuando  sean  legítimos,  y  no  para  fines  reprobados  por  la  moral  y  Us 
leyes. 

En  la  ley  de  1855  se  trató  de  la  defensa  por  pobre  en  el  título  V  do  su  primera 
parte.  Ya  hemos  indicado  que  en  la  actual  se  ha  seguido  otro  método,  dando 
colocación  en  primer  término  á  todo  lo  que  se  refiere  á  la  persona  de  los  litigan- 
tes y  condiciones  ó  circunstancias  para  comparecer  en  juicio,  y  como  á  la  per- 
sona de  los  litigantes  se  refiere  la  defensa  por  pobre,  lógico  es  que  de  ella  se  tra- 
te en  este  h\gar. 

Artículo  13 

La  justicia  se  admiuistrará  gratuitamente  á  los  pobres  que  por 
los  Tribunales  j  Juzgados  seí^n  declarados  con  derecho  á  este  be- 
neficio. 
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Este  artíeulo,  en  el  que  se  han  refundido  las  disposiciones  del  179  y  180  de  la 
ley  de  1855,  contiene  un  principio  6  regla  general,  cuya  aplicación  está  subordi- 
nada al  resultado  de  las  pruebas  7  á  la  declaración  que,  apreciándolas,  hanfan 
los  tribunales.  Como  ya  hemos  indicado,  la  justicia  no  sería  igual  para  todos  si 
no  se  administrara  gratuitamente  á  los  pobres,  que  por  falta  de  recursos  se  ha- 
llen imposibilitados  de  sufragar  los  gastos  del  pleito;  y  mientras  no  pueda  ser 
gratuita  para  todos,  ha  de  administrarse  al  pobre  tan  cumplida  y  con  la  misma 
actividad  y  eficacia  que  al  que  paga  derechos.  Así  lo  encargó  á  los  jueces  y  ma- 
gistrados, bajo  su  más  estrecha  responsabilidad,  el  Reglamento  provisional  pa- 
ra la  administración  de  justicia  de  1835,  por  su  artículo  2.  ^  ,  siguiendo  el  espí- 
ritu de  nuestras  antiguas  leyes  y  costumores,  y  lo  mismo  ^a  de  practicarse  en 
lo  sucesivo  conforme  á  la  nuova  ley,  la  cual  facilita  los  medios  para  ello. 

Siembre  que  la  ley  concede  un  beneficio  á  clases  determinadas,  el  individuo 
que  aspire  á  utilizarlo  ha  de  acreditar  que  concurren  en  él  las  circunstancias 
exigidas  para  ello.  Por  esto  prescribe  el  artículo  que  estamos  comentando  como 
regla  ganeral,  que  "la  justicia  se  administrará  gratuitamente  á  los  pobres  que 
por  los  tribunales  y  juzgados  sean  declarados  con  derecho  á  este  beneficio."  No 
basta,  pues,  ser  pobre  en  realidad  para  obtener  la  defensa  gratuita:  es  indispen- 
sable justificar  que  el  interesado  se  halla  en  algunos  de  los  casos  que  la  misma 
ley  determina  en  los  artículos  15  y  siguientes,  y  que  el  juez  ó  tribunal  comi- 
tente, conforme  á  lo  prevenido  en  el  21,  le  declare  con  derecho  á  ese  beneficio, 
el  cual  ha  de  considerarse  limitado  al  pleito  ó  negocio  para  el  que  se  conceda, 
sin  poder  utilizarlo  en  otro,  si  á  ello  se  opusiese  el  colitigante,  como  se  ordena 
en  el  35. 

De  aquí  se  deduce,  que  cuando  se  deniegue  la  defensa  por  pobre,  por  estimar 
el  tribunal,  apreciando  las  pruebas  en  uso  de  sus  facultades,  que  el  interesado 
no  se  halla  en  ninguno  de  los  casos  determinados  por  la  ley  para  gozar  de  ese 
beneficio,  no  puedo  reputarse  infringido  el  art.  13  que  estamos  comentando,  yes 
inútil  é  improcedente  invocarlo  para  fundar  en  él  el  recurso  de  casación  contra 
la  sentencia  definitiva  que  declare  no  haber  lugar  á  dicho  beneficio.  Así  lo  tiene 
declarado  el  Tribunal  Supremo  en  multitud  de  casos,  siempre  que  se  ha  citado 
como  motivo  de  casación  la  infracción  del  art.  179  de  la  anticua  ley, 
^  Lo  dispuesto  en  el  segundo  extremo  de  este  artículo  es  aplicable  solamente  á 
los  individuos  ó  personas  jurídicas  particulares,  y  para  litigar  sobre  derechos 
propios,  como  se  previene  en  el  art.  20;  pero  no  á  las  que,  por  tener  ca- 
rácter oficial  ó  público  y  por  circunstancias  especiales,  la  ley  concede  expresa- 
mente el  beneficio  de  litigar  como  pobres:  concedido  el  beneficio  por  la  ley,  de- 
ben respetarlo  y  aplicarlo  los  tribunales,  sin  necesidad  de  la  declaración  previa 
que  ordena  dicho  art.  13.  Se  hallan  en  este  caso,  según  declaración  expresa  del 
art.  17  de  la  ley  de  beneficencia  de  20  de  Junio  de  1849,  todos  los  establecimien- 
tos de  esta  clase,  tanto  los  públicos,  como  los  costeados  con  fondos  propios,  do- 
nados ó  legados  por  particulares. 

La  misma  declaración  se  ha  hecho  en  la  instrucción,  aprobada  por  Keal  de- 
creto de  27  de  Abril  de  1875,  para  el  ejercicio  del  protectorado  del  Gobierno  en 
la  beneficencia.  Después  de  definir  en  su  art.  5.®  que  "son  instituciones  de  be- 
i^cencia  los  establecimientos  ó  asociaciones  permanentes  destinados  á  la  sa- 
tisfacción gratuita  de  necesidades  intelectuales  ó  físicas,  como  casas  de  mater- 
nidad, escuelas,  colegios,  hospitales,  pósitos,  montes  de  piedad,  cajas  de  ahorros 
y  otros  análogos,  ó  fundaciones  sin  aquel  carácter  de  permanencia,  aunque  con 
destino  semejante,  conocidas  comunmente  con  los  nombres  de  patronatos,  me- 
morias, legados,  obras  y  causas  pías,"  en  el  art.  6.  ^  ,  reproduciendo  el  17  de  la 
ley  antes  citada,  dioe  así:  "Las  instituciones  de  beneficencia,  bien  sean  actores, 
bien  demandados,  "litigarán  como  pobres,"  así  en  los  negocios  contencioso- ad- 
ministrativos, como  en  los  ordinarios." 

En  dichas  instituciones  se  hallan  comprendidas  las  Escuelas  Pías,  las  cuales 

fozan  también  del  beneficio  de  litigar  como  pobres,  según  se  declaró  por  Beal 
rden  de  21  de  Diciembre  de  1857,  resolviendo  á  la  vez  <pie  dicho  beneficio,  con- 
cedido por  disposiciones  generales  á  los  citados  establecimientos  de  beneficencia, 
subsistía  en  todo  su  vigor  y  no  se  hallaba  de  modo  alguno  en  contradicción  con 
lo  que  previene  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  el  título  de  la  defensa  por  po- 
bre.   Lo  propio  deberá  entenderse  con  relación  á  la  nueva  ley.    En  cstn  dis- 
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poeiciÓD  no  están  comprendidas  las  Igrlesias,  y  por  tanto  la  eaestión  de  de- 
íénia  por  pobre,  solicitada  por  un  cara  párroco,  queda  reducida  al  hecho  de  si 
el  cura  ó  la  Igflesia  tiene  la  dotación  suficiente  para  gozar,  6  no,  del  beneficio 
de  pobreza,  como  declaró  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  18  de  Octubre 
de  1864. 


Artículo  14. 

Los  que  sean  declarados  pobres  disfrutarán  los  beneficios  si- 
guientes: 

1.  ^    £1  de  usar  para  su  defensa  papel  del  sello  de  pobres. 

2.  ®  El  que  se  les  nombre  abogado  y  procurador,  sin  obliga- 
ción de  pagarles  honorarios  ni  derechos. 

3.  ^  La  exensión  del  pago  de  toda  clase  de  derechos  á  los  au- 
xiliares y  subalternos  de  los  Tribunales  y  Juzgados. 

4.  ^  El  de  dar  caución  juratoria  de  pagar  si  vinieren  á  mejor 
fortuna,  en  vez  de  hacer  los  depósitos  necesarios  para  la  interpo- 
sición de  cualesquiera  recursos. 

5.  ®  El  de  que  se  cursen  y  cumplimenten  de  oficio,  si  así  lo 
solicitaren,  los  exhortes  y  demás  despachos  que  se  expidan  á  su 
instancia. 

Está  copiado  esto  artículo  del  181  de  la  ley  de  1855,  adicionándole  el  núm. 
5.  ®  .  de  gran  beneficio  para  los  pobres.  Conforme  á  lo  preyenido  en  el  art.  24 
del  reglamento  de  los  Juzgados,  confirmado  por  el  229  do  dicha  ley,  los  exhor- 
tos  y  demás  despachos  se  entregaban  á  los  procuradores,  los  cuales  tenían  la 
obligación  de  presentarlos  donde  hubieran  de  cumplimentarse  y  de  deyolverlos 
después  á  su  juzgado.  Unas  veces  por  falta  de  relaciones  en  el  lugar  donde  ha- 
bía de  darse  cumplimiento  al  exhorto,  y  casi  siempre  por  falta  de  recursos  que 
no  estaba  obligado  el  procurador  á  suplir,  este  seryício  se  prestaba  con  dificul- 
tad y  embarazo,  dando  lugar  á  dilaciones,  y  á  yeces  también  á  que  quedaran  in- 
defensos  los  pobres  por  no  practicarse  en  tiempo  diligencias  importantes  de 
prueba.  La  nueya  ley  ha  obviado  estas  dificultades  incluyendo  entre  los  benefí- 
cios  de  la  pobreza  la  facultad  concedida  al  litigante  pobre  de  solicitar  que  se 
cursen  y  cumplimenten  de  oficio  los  exhortes  que  se  expidan  á  su  instancia.  De- 
ducida esta  pretensión,  el  juez  está  en  el  deber  de  acceder  á  ella  y  de  hacer  que 
se  expida  y  dé  curso  al  exhorto  sin  dilación,  porque  ei  suya  la  responsabilidad, 
^rigiéndolo  de  oficio  al  exhoitado,  el  cual  debe  acusar  el  recibo  y  cuidar  tam- 
bién de  su  pronto  cumplimiento  y  devolución  extendiéndose  todas  las  diligen- 
cias en  papel  del  sello  de  oficio,  como  se  previene  en  el  art  293. 

Bespecto  de  los  otros  cuatro  beneficios,  de  los  cuales  siempre  han  gozado  los 
pobres  en  nuestros  tribunales,  conforme  á  las  leyes  antiguas  y  á  las  moder- 
nas, nos  limitaremos  á  ligeras  indicaciones,  porque  no  necesitan  de  mayor  ex- 
plicación. 

Én  cuanto  al  1.®  ,  ó  sea  al  uso  del  papel  del  sello  de  pobres,  el  Real  decioto 
de  12  de  Setiembre  de  1861,  sobre  papel  sellado,  lo  autorizó  por  sus  artículos  30 
y  31,  que  no  han  sufrido  modificación,  como  lo  habían  autorizado  todas  las  dis- 
posiciones anteriores  sobre  la  materia.  Para  el  caso  de  reintegro,  véase  la  no- 
vecUd  importante  que  contiene  el  art.  36  de  )  a  presente  ley« 

Ckmio  complem^iCo  de  loa  números  2.  ^  y  3.  ^ ,  véase  lo  que  disponen  los  ar- 
tícolos  36,  37,  38,  99  y  40.  La  e^^ención  del  pago  de  derechos  no'puede  menos  de 
alcanzar  también  á  los  peritos,  de  c^ue  tenga  necesidad  de  valerse  la  parte  po- 
bre para  cual<^niéra  diligencia  judicial,  siempre  que  los  elija  de  los  que  estén 
MfT^gados  al  juzgado  ó  presten  en  él  sus  servicios,  considerándolos  para  este 
efecto  como  auxifíares  dei  mismo. 

Y  en  cuanto  á  dar  caución  juratoria  en  vez  de  hacer  los  depósitos,  de  que  ha- 
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bla  el  núm.  4.®  ,  téngase  presente  que  ha  de  entenderse  limitado  á  lo3  ''depósi- 
tos necesarios  para  la  interposición  de  cualesquiera  recursos,  como  dice  la  ley; 
pero  no  cuando  el  depósito  ten^a  el  carácter  de  fianza  para  responder  de  cual- 
quiera obligación  que  se  contraiga  en  el  juicio.  Está,  pues,  reducido  este  bese- 
ncio  á  eximir  á  los  pobres  del  depósito  que  la  ley  exige  ])ara  interponeif  los  ve- 
cursos  de  casación  y^  de  revisión,  supliéndolo  con  la  caución  juratoria,  siempre 
que  se  hubiere  solicitado  la  defensa  por  i)obre  antes  de  la  citación  para  senten- 
cia en  la  segunda  instancia,  como  se  joreTÍene  en  el  párrafo  2.  ^  del  art.  26.  Di- 
cha caución  ha  de  ser  de  ''pagar  sí  viniere  á mejor  fortuna/'  sobre  lo  cual  véase 
el  art.  39. 

Do  todos  estos  beneficios  disfrutarán  los  pobres  no  solo  cuando  sean  declara- 
dos tales,  y  desde  que  lo  sean,  como  pudiera  deducirse  del  presente  artículo  y 
del  anterior,  sino  también  desde  ^ue  formulen  su  pretensión  de  pobreza  según 
lo  ordena  el  artículo  27,  sin  perjuicio  en  este  caso  de  lo  que  so  resuelva  en  de- 
finitiva. 


Artículo  15. 

Sólo  podrán  ser  declarados  pobres: 

1"  Los  que  vivan  de  un  jornal  ó  salario  eventual. 

2"  Los  que  vivan  sólo  de  un  salario  permanente  ó  de  un  suel- 
do, cualquiera  que  sea  su  procedencia,  que  no  exceda  del  doble 
jornal  de  un  bracero  en  la  localidad  donde  tenga  su  residencia 
habitual  el  que  solicitare  la  defensa  por  pobre. 

3"  Los  que  vivan  sólo  de  rentas,  cultivo  de  tierras  ó  cría  de 
ganados,  cuyos  productos  estén  graduados  en  una  suma  que  no 
exceda  de  la  equivalente  al  jornal  de  dos  braceros  en  el  lugar  de 
su  residencia  habitual. 

4"  Los  que  vivan  sólo  del  ejercicio  de  una  industria  ó  de  los 
productos  de  cualquier  comercio,  por  los  cuales  paguen  de  con- 
tribución una  suma  inferior  á  la  fijada  en  la  siguiente  escala: 

En  las  capitales  de  provincia  de  primera  clase,  65  pesetas. 

En  las  de  segunda,  50  pesetas. 

En  las  de  tercera  y  cuarta  y  demás  poblaciones  que  pasen  de 
20,000  almas,  40  pesetas. 

En  las  cabezas  de  partido  judicial  de  término  que  no  est^ 
comprendidas  en  alguno  de  los  casos  anteriores,  y  demás  pobla- 
ciones qu©,  excediendo  de  10,000  habitantes  no  pasen  de  20,000, 
30  pesetas. 

En  las  cabezas  de  partido  judicial  de  ascenso  y  entrada  y  de- 
más poblaciones  que,  excediendo  de  5.000  habitantes  no  pasen  de 
10.000  25  pesetas. 

En  las  demás  poblacioües,  20  pesetas, 

5*?  Los  que  tengan  embargados  todos  sus  bienes  ó  los  hayan 
cedido  judicialmente  á  sus  acreedoses,  y  no  ejerzan  industria,  ofi- 
cio ó  profesión,  ni  se  hallen  en  el  caso  del  artículo  17. 

En  estos  casos,  si  quedaren  bienes  después  de  pagar  á  los  acree- 
dores, se  aplicarán  al  pago  de  las  costas  causadas  á  instancia  del 
deudor  defendido  como  pobre. 
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Artículo  16. 

Guarido  alguno  reuniere  dos  ó  más  modos  de  vivir  de  los  de- 
signados en  el  articulo  anterior,  se  computarán  los  rendimientos 
de  todos  ellos,  y  no  podrá  otorgársele  la  defensa  por  pobre  si 
reunidos  excedieren  de  los  tipos  señalados  en  el  artículo  prece- 
dente. 

Artículo  17. 

No  se  otorgará  la  defensa  por  pobre  á  los  comprendidos  en 
cualquiera  de  los  casos  expresados  en  el  artículo  15,  cuando,  á 
Juicio  del  Juez,  se  infiera  del  número  de  criados  que  tengan  á  su 
servicio,  del  alquiler  de  la  casa  que  habiten  ó  de  otros  cuales- 
quiera signos  exteriores,  que  tienen  medios  superiores  al  jornal 
doble  de  un  bracero  en  cada  localidad. 

Artículo  18. 

Tampoco  se  otorgará  la  defensa  por  pobre  al  litigante  que  dis- 
frute una  renta  que,  unida  á  la  de  su  consorte  ó  al  producto  de 
los  bienes  de  sus  Iiijos,  cuyo  usufructo  le  corresponda,  constitu- 
yan acumuladas  una  suma  equivalente  al  jornal  de  tres  braceros 
en  el  lugar  donde  tenga  la  familia  su  residencia  habitual. 

Articulo  19. 

€uando  litigaren  unidos  varios  que  individualmente  tengan 
derecho  á  ser  defendidos  por  pobres,  se  les  autorizará  para  liti- 
gar como  tales,  aun  cuando  los  productos  unidos  de  los  modos 
de  vivir  de  todos  excedan  de  los  tipos  que  quedan  señalados. 

1. 

Concuordan  estos  cinco  artículos  con  los  182  á  186  de  la  ley  de  1855,  pero  con 
modifféaciones  y  adiciones  importantes  que  lueg^o  indicaremos.  Comprenden  to- 
dos los  casos  en  que  los  jueces  y  tribunales  pueden  hacer  la  declaración  do  po- 
breza á  favor  de  los  que  aspií-en  á  los  beneficios  expresados  en  o(  artículo  14, 
'*pues  sólo  podrán  ser  declarados  pobres"  los  oue  reúnan  las  circunstancias  ó  se 
haHen  en  alguno  de  los  casos  que  estos  artículos  determinan,  y  por  esto  vamos 
á  examinarlos  en  un  solo  comentario.  Haremos  previamente  una  ligera  reseña 
de  la  antiffüa  jurisprudeiicia,  por  la  gne  se  verán  los  diversos  sistemas  que  se 
han  seguido,  menos  racionales  y  equitativos  que  el  adoptada  por  la  nueva  ley, 
aunque  ésta  tampoco  haya  llegado  á  la  perlección.  ¡Efs  tan  difícil  depurar  la 
fortuna  de  un  individuo  aue  tiene  interés  en  ocultarla! 

Antií^iiamente  80  consideraba  como  pobre  á  todo  el  que  no  dbfrutaba  un  cau- 
dal de  3,000  maravedís.  Posteriormente  se  dejó  la  calificación  de  la  pobreza  al 
arbitrio  judicial,  teniéndose  on  cuenta  paVa  ello  la  clase  de  las  personas  y  lo  que 
cádá  cual  necesitaba  par»  su  stwtento.  La  Keal  cédula  del2ao  Mayo  de  1824 
dispuso  en  su  art.  61  que  gozarán  del  beneficio  áopobies  los  jornaleros  y  bra<«- 
roii  que  so  mantienen  de  un  jornal  y  no  tengan  propiedad  qué  produzca  300  du- 
élalos; las  viudas  que  no  tengan  viudedad  que  exceda  do  400;  los  pósitos  píos 
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administrado^por  eclesiásticos;  las  diputaciones  desanidad  en  sus  recursos  y 
libros,  y  el  que  tenga  yínculo,  legado  yitalicie,  memoria  6  capellanía,  sueldo 
|>or  el  u-obiemo  6  renta  de  cualquiera  clase  que  no  pase  de  SOO  ducados.  Estos 
tipos  fueron  disminuidos  por  Keal  orden  de  30  de  Septiembre  de  1834,  según  la 
cual  el  beneficio  del  uso  del  papel  sellado  de  pobres  se  debía  dispensar  á  las  cor- 
poraciones y  personas  que  obtuyiesen  renta  de  cualquiera  clase  6  sueldo  por  el 
Gobierno,  que  no  pasara  de  150  ducados  anuales,  y  á  las  yiudas  c[ue  no  gozaran 
más  de  200  de  yiuaedad.  Y  por  el  art.  626  de  los  aranoeles  judiciales  de  1845  se 
preyino,  que  para  la  declaración  de  pobreza  no  debían  atender  los  tribunales  y 
luzgados  sólo  á  la  renta  ó  sueldo  que  la  parte  que  lo  solicite  disfrutare,  sino  á 
las  demás  circunstancias  que  influyan  para  reputarla  en  clase  de  yerdaaero  i>o- 
bre,  ya  por  la  cantidad  de  su  renta,  sueldo,  salario  6  productos  de  su  industria, 
ya  también  por  la  pobloción,  familia,  casa  que  habite  y  demás  circunstancias  de 
este  género. 

Tales  fueron  las  alteraciones  que  sufrió  esta  materia  en  yarios  períodos  de 
iniestra  historia,  y  tal  la  legislación  yigen te  al  publicarse  la  primera  ley  de  En- 
juiciamiento ciyil.  Como  se  acaba  de  yer,  la  antigua  jurisprudencia  había  con- 
signado un  tipo  fijo  é  inyariable,  sin  atender  á  la  categoría  de  la  persona,  ni  á 
las  diyersas  localidades:  los  aranceles  citados  dieron  un  paso  hacia  las  buenas 
doctrinas,  pero  dejaron  en  pié  los  inconvenientes  del  anterior  sistema,  erigien- 
do en  precepto  el  arbitrio  judicial.  La  ley  de  1855,  aceptándolo  en  principio,  lo 
desenvolvió  de  un  modo  más  completo,  estableciendo  reglas  precisas  en  lo  posi- 
ble, y  dejando  al  arbitrio  judicial  la  parte  que  debe  tener  siempre  en  una  mate- 
ria que  no  puede  sujetarse  á  reglas  matemáticas.  Y  la  nueva  ley  ha  seguido  es- 
te mismo  sistema,  modificando  algunas  disposiciones  y  adicionando  otras,  con 
el  objeto  de  evitar  abu&os  y  fraudes  que  había  enseñado  la  experiencia,  sin  que 
en  ninsnín  caso  se  niegue  la  defensa  gratuita  al  que  realmente  la  necesito  para 
el  ejercicio  de  sus  legítimos  derechos. 

veamos  ahora  cuáles  son  esas  reglas  y  hasta  donde  alcanza  el  arbitrio  judi- 
cial, según  los  artículos  que  son  objeto  de  este  comentario. 

II. 

En  cuatro  grupos  clasificó  el  art.  182  de  la  antigua  ley  á  los  que  tienen  dere- 
cho á  ser  declarados  pobres  para  litigar.  La  nueva  ley  en  su  art.  15  conseva  las 
mismas  cuatro  clases,  adicionando  una  más  con  el  núm,  6.  ®  -Como  la  jurispru- 
dencia de  los  tribunales  ha  resuelto  ya  casi  todas  dudas  á  que  pudiera  prestarse 
la  inteligencia  de  estas  disposiciones,  nos  limitaremos  á  las  indicaciones  más 
precisas  para  determinar,  conforme  á  dicha  jurisprudencia,  las  personas  com- 
prendidas en  cada  una  de  esas  clases  ó  grupos. 

1.  ®  "Los  c[ue  vivan  de  un  jornal  ó  salario  eventual."  Según  el  Diccionario 
de  la  Academia,  y  la  acepción  vulgar  de  estas  palabras,  por  "jornal"  se  entien- 
de el  estipendio  que  gana  el  trabajador  en  un  dia  entero  por  su  trabajo;  y  por 
"salario,"  el  estipendio  ó  recompensa  aue  los  amos  dan  mensualmenteálos 
criados,  ó  el  que  se  da  por  su  trabajo  á  los  que  ejecutan  algunas  comisiones  6 
encargos  por  cada  día  que  se  ocupan  en  ellos  ó  por  el  tiempo  que  emplean  en  fe- 
necerlos. Así,  por  ejemplo,  el  estipendio  que  recibe  un  jornalero  cuando  es  ajus- 
tado para  hacer  una  operación  de  labranza  dada,  para  la  sementera,  para  la 
vendimia,  etc.,  sólo  puede  ser  calificado  de  jornal;  pero  si  el  ajuste  de  ese  mismo 
bracero,  en  vez  de  em  limitación,  tiene  el  carácter  de  una  prolongación  indefi- 
nida sin  atender  á  su  trabajo  diario,  entrando  bajo  el  concepto  de  criado  de  la- 
branza, entonces  no  se  llama  jornal  lo  que  percibe,  sino  salario. 

De  aquí  se  deduce  que  con  arreglo  al  número  1.  ^  que  examinamos,  los  tribu- 
nales deben  declarar  pobres:  1.  ®  á  los  que  vivan  sólo  de  un  jornal;  esto  es,  á  los 
jornaleros  y  braceros  que  viven  de  su  trabajo  diario,  sin  atender  á  la  mayor  6 
menor  permanencia  de  su  ocupación;  y  2.  ®  á  los  que  vivan  de  un  salario  even- 
tual, cualquiera  que  sea  su  importancia,  y  siempre  qae  se  obtenga  por  u  ntra- 
biyo  corporal  6  mecánico,  pues  de  otro  jnodo  sena  "sueldo,"  y  correspondería 
aplicar  al  caso  la  disposición  del  núm.  2.  ^  Es  preciso  ademas,  que  el  interesa- 
dlo no  cuente  con  otros  recursos  que  el  jornal  ó  salario  eventual.  Jastificado  este 
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extremo,  único  <][ue  exige  la  ley,  no  es  necesario  justificar  ni  el  importe  del  sala- 
rio ni  del  doble  jornal  de  un  bracero  en  la  localidad,  para  que  proceda  la  decla- 
ración de  pobreza  del  que  sólo  riva  de  un  jornal  ó  salario,  siempre  que  sea  eren- 
tual,  como  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  21  de  Mayo  de 
1880. 

2.  ®  Los  que  vivan  sólo  de  un  salario  permanente,  ó  de  un  sueldo,  cualquiera 
que  sea  su  procedencia,  lo  mismo  del  Estado,  que  de  una  empresa  á  particular, 
siempre  que  no  excedí  del  doble  jornal  de  un  ^'bracwo/'  Esta.palabra  ha  de  en- 
tenderse en  su  acepción  común,  por  ''el  peón  que  se  alquila  para  cavar  ó  hacer 
alguna  obra  de  labranza,"  como  dice  la  Academia  de  la  Lengua,  y  no  por  el  que 
trabaja  con  sus  brazos  ó  corporalmente  en  cualquier  oficio:  estos  suelen  ganar 
más  salario  que  aquellos,  y  la  ley  se  refiere  al  jornal  que  gane  un  bracero  ó  jor- 
nalero  de  labranza. 

La  ley  de  1855  añadía:  *'en  cada  localidad,"  y  en  su  art.  185  definió  esta  fra- 
se diciendo  que  para  estos  efectos  debía  entenderse  por  localidad  ''la  cabeza  del 
partido  judicial  en  que  habite  el  que  pida  la  defensa  por  pobre."  De  aquí  resuU 
taba  una  desigualdad  notable,  pues  es  mucho  más  cara  la  vida  en  una  capital  de 
importancia  y  especialmente  si  m  fabril  ó  comercial,  que  en  una  aldea  ó  pobla- 
ción agrícola  agregada  al  partido  judicial  de  amella,  y  sin  embargo  so  les  igua- 
laba para  la  declaración  de  pobreza.  ^  La  insticia  exije  que  sirvan  de  base  a  di- 
cha declaración  las  necesidades  precisas  de  la  vida, .las  cuales  están  subordina- 
das á  las  circunstancias  de  cada  localidad,  á  las  que  se  acomoda  tambivn  el  jor- 
nal de  los  braceros,  y  por  estas  consideraciones  S3  ha  oreido  justo  modificar  en 
ese  extremo  las  disposiciones  de  la  antigua  ley,  ordenando  en  la  nueva  que  para 
los  efectos  de  que  se  trata  se  atienda  al  jornal  que  p;ai.e  un  bracero  ''en  la  loca- 
lidad donde  tenga  su  residencia  habitual  el  que  solicitare  la  defensa  por  pobre." 
Beberá,  pues,  justificarse  este  extremo  con  certificación  de  la  autoridad  local  ó 
por  medio  de  testigos,  á  fin  de  que  el  tribunal  pueda  apreciar,  cuando  sea  nece> 
sario,  si  el  salario,  sueldo  ó  rentas  del  demandante  exceden  ó  no  del  importe  de 
dos  jornales  de  un  bracero  en  el  pueblo  ó  localidad  donde  aquél  resida  habi- 
tuaimcnte. 

3.  ^  "Los  que  vivan  sólo  de  rentas,  cultivo  de  tierras  ó  cría  de  ganados,  cu- 
yos productos  estén  graduados  en  una  suma  que  no  exceda  de  la  equivalente  al 
jornal  de  dos  braceros  en  el  lugar  de  su  residencia  habitual."  En  este  número 
se  ha  hecho  la  misma  reforma  que  en  el  anteriorj  por  las  razones  antes  indica- 
das, respecto  á  la  localidad  para  determinar  la  importancia  del  jornal  de  los  bra- 
ceros, estableciendo  que  sirva  de  tipo  el  que  ganen  donde  resida  habiturlmente 
el  demandante,  y  no  precisamente  en  la  cabeza  del  partido  judicial,  como  antes 
estaba  mandado.  En  li^  designación  de  "rentas,  cultivo  de  tierras  y  cría  de  ga- 
nados," han  de  considerarse  comprendidas  las  utilidades  y  productos  de  toda 
clase  con  que  cuente  el  que  pida  la  declaración  de  pobreza,  cop  exclusión  de  lo^ 
que  procedan  de  la  industria  ó  del  comercio,  porque  estos  se  rigen  por  el  núme- 
ro siguiente. 

4.  ®  ^  '*Los  que  vivan  sólo  del  ejercicio  de  una  industria  ó  de  los  productos  de 
cualquier  comercio,por  los  cuales  paguen  de  contribución  una  suma  inferior  á  la 
fijadaenla  escala,"  que  establece  el  art.  15  en  su  núm.  4.  ®  y  que  no  reproducimos 
aquí,  i^rque  puede  consultarse  en  ellmismo  artículo.  Téngase  presente  que  en  las 
dos  ediciones  oficiales  de  la  ley,  el  párrafo  4.  ^'de  dicho  número  contiene  una  erra- 
ta de  imprenta,  salvada  en  la  ''fe  de  erratas"  de  las  mismas,  y  de  lo  cual  no  se 
han  cuidado  algunas  ediciones  particulares  quo  tenemos  á  la  vista:  dice  40,000 
"almas,"  y  deben  ser  90,000.  Se  comprende,  con  sólo  fijarse  en  el  párrafo  si- 
guiente del  mismo  número,  que  aquél  se  refiere  á  las  "poblaciones  que  pasen  de 
20,000  almas."  Al  insertar  el  artículo  á  la  cabeza  de  este  comentario»  hemos  co- 
rregido dicha  errata. 

Comparando  la  escala  del  núm.  4.  ^  del  art.  15  que  estamos  examinando  con 
la  del482  de  la  ley  de  1855,  se  verá  que  se  han  hecho  alffunas  modificaciones, 
aconsejadas  por  la  equidad,  tanto  en  la  graduación  de  Tas  poblaciones,  para 
igualar  las  que  pueden  considerarse  con  la  misma  importancia,  como  en  el  ti- 
po de  la  contribución  industrial,  elevándolo  á  65  pesetas  en  las  de  primera  cla- 
se, en  vez  de  las  50  fijadas  anteriormente,  y  con  un  aumenoo  de  10  pesetas  en 
las  dos  clases  que  siguen,  y  de  5  en  la  cuarta,  dejando  las  dos  últimas  como 
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antes  estaban.  No  se  eche  en  olvido  que  aquí  sólo  se  trata  de  la  contribución 
industrial,  única  que  admite  la  ley  como  dato  regulador  de  la  riqueza  de  los 
que  sólo  Tiyen  del  ejercicio  de  la  industria  6  del  comercio,  sin  que  para  este 
áecto  pueda  agregarse  á  ella  ladeconsumos  ni  ninguna  otra,  según  lo  declaró  el 
Tribuna]  Supremo  en  sentencia  de  27  de  Junio  de  1859.  Tampoco  han  de  tomar- 
se en  consideración  los  recargos  para  la  provincia  ó  el  municipio,  que  son  even- 
tuales y  diferentes  en  cada  localidad,  sino  solamente  la  cuota  para  el  Tesoro, 
<](ue  es  la  fija,  y  como  se  halla  establecido  para  todos  los  casos  en  que  sirve  de 
tipo  la  contribución*  Cuando  el  interesado  la  pague  por  otros  conceptos  ade- 
más de  la  industrial,  se  regulará  su  riqueza  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art. 
16,  ó  en  el  17,  según  los  casos. 

Nótese  que  eneste  grupo  4.  °  la  ley  comprendetan  sólo  á  los  que  ejercen,yas€a 
individualmente  ó  eu  compañía,  la  intlustria  ó  el  comercio  y  viven  desús  pro- 
ductoí>,  y  no  á  los  dueños  de  establecimientos  industriales  ó  mercantiles,  que  los 
tienen  cedidos  ó  entregados  á  un  tercero  para  que  los  explote,  percibiendo  el 
dueño  una  renta  fíja  ó  una  parte  proporcional  de  los  ]droductos.  Al  que  se  halle 
en  este  caso  ha  de  aplicársele  la  disposición  del  número  3.  ^.  Y  aunque  la  ley 
sólo  habla  aquí  de  industria  y  de  comercio,  creemos  que  la  escala  de  contribu- 
ción que  se  establece  es  aplicable  á  los  que  ejercen  cualquiera  de  las  profesiones 
sujetas  á  la  contribución  industrial,  como  se  ha  practicado  hasta  ahora, 

5.  °  "Los  que  tengan  embargados  todos  sus  bienes  ó  los  havan  cedido  judicial- 
mente á  sus  acreedores."  Esta  clase  ha  sido  adicionada  en  la  nueva  ley,  como 
ya  hemos  dicho.  Aquel  á  quien  á  instancia  de  sus  acreedores  hayan  sido  em- 
bargados todos  sui  bienes,  en  cuya  generalidad  se  comprenden  los  frutos  y  ren- 
tas, queda  reducido  á  la  clase  de  pobre,  y  sin  embargo  los  tribunales  no  le  con- 
cedían el  beneficio  de  la  defensa  gratuita,  porque  se  consideraban  suyos  los  bienes 
mientras  no  se  realizaba  la  venta.  Lo  mismo  sucedía  con  los  concursados,  que  vo- 
luntaria ó  necesariamente  ceden  todos  sus  bienes  á  sus  acreedores,  Justo  era 
facilitar  á  unos  y  otros  los  medios  necesarios  para  la  defensa  de  sus  legítimos 
derechos,  y  así  lo  ha  hecho  la  nueva  ley,  incluyéndolos  entre  los  que  pueden  ser 
declarados  pobres. 

En  el  embargo  de  los  inmuebles  y  de  los  establecimientos  industriales  ó  de 
comercio,  será  necesario  que  se  hayan  comprendido  sus  frutos,  rentas  y  produc- 
tos, para  que  tenga  aplicación  la  disposición  que  estamos  examinando,^  pues  de 
otro  modo  el  embargo  no  sería  de  "todos  los  bienes,"  y  quedando  á  disposición  del 
interesado  las  rentas  y  productos,  si  éstos  exceden  del  doble  jornal  de  un  brace- 
ro, no  puede  ser  declarado  pobre,  como  tampoco  cuando  los  ten^a  hipotecados  6 
dados  en  garantía,  siempre  que  perciba  ñus  productos.  (Sentencias  del  Tribunal 
Supremo  de  13  de  Marzo  de  1862  y  18  de  Septiembre  de  J865.)  Lo  propio  se  en- 
tenderá cuando  el  embarcfo  sea  de  sueldos  o  pensiones,  y  excediere  del  importe 
de  los  dos.  jornales  la  parte  que  no  puede  ser  embargada  conforme  á  lo  preveni- 
do en  el  artículo  1451. 

A  la  vez  que  la  ley  concede  ese  beneficio  á  los  que  tengan  embargados  .todos 
sus  bienes,  de  suerte  que  realmante'carezcan  de  recursos  para  su  defensa,  ha  es- 
tablecido limitaciones  no  menos  justas  y  convenientes,  a  fin  de  evitar  abusos  y 
fraudes.  Si  el  interesado  ejerce  industria,  oficio  ó  profesión,  que  le  produzca  lo 
que  ganen  dos  braceros  en  la  localidad,  no  podrá  ser  declarado  pobre,  aunque 
tenga  embargados  todos  sus  bienes,  puesto  que  cuenta  con  recursos  para  litigar 
sin  el  beneficio  de  la  defensa  gratuita.  Si  á  pesar  del  embargo  de  todos  los  bie- 
nes, ó  de  haberlos  cedido  á  sus  acreedores  declarándose  en  concurso  ó  en  quiebra, 
sigue  viviendo  con  las  mismas  comodidades  que  antes,  caso  que  suele  no  ser  raro, 
infiriéndose  de  signos  exterioi-es,  á  juicio  del  juez,  que  cuenta  con  medios  supe- 
riores al  jornal  doble  de  un  bracero,  tampoco  debe  ser  declarado  pobre,  porque 
se  halU  comprendido  en  la  disposición  del  art.  17.  Así  lo  ordena  la  ley  con  no- 
toria justicia. 

No  es  menos  manifiesta  la  del  precepto  del  último  párrafo  del  art.  15.  "En 
estos  casos,  si  quedaren  bienes  después  de  pagar  á  los  acreedores,  so  aplicarán  al 
pago  do  las  costas  causadas  á  instancia  del  deudor  defendido  como  pobre."  Para 
ordenarlo  así  la  ley  con  referencia  á  los  casos  del  número  5.  ®,  habrá  tenido  en 
cuenta  que  el  ejecutado  y  el  concursado  están  obligados  por  la  misma  ley  á  pa- 
gar toiL'is  las  costas  del  juicio,  y  comprendidos,  por  tanto,  en  la  disposición  del 
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artículo  36,  según  el  cual  la  declaración  de  pobresa  no  libra  al  litigante  de  la 
obligación  de  pagar  las  costas  en  que  haya  fciao  condenado,  si  se  le  encontraren 
bienes  en  que  nacerlas  efectivas.  Si  es  de  equidad  facilitar  la  defensa  al  oue  por 
desgracia,  ó  acaso  por  su  culpa,  carece  de  recursos  en  el  acto,  también  es  ae  jus- 
ticia que  cobren  sus  honorarios  y  derechos  los  que  le  prestan  ese  importante  ser- 
tíoío  cuando  resulten  bienes,  y  hasta  donde  estos  alcancen. 

Hemos  examinado  los  cases  que  comprende  el  art.  15,  relatiyos  todos  4  los  li- 
tigantes que  sólo  tienen  un  modo  de  yirir;  pero  una  misma  persona  puede  con- 
tar con  dos  ó  más  medios  de  los  designados  en  dicho  artículo,  v  para  este  caso 
ordena  el  16,  que  "se  computarán  los  rendimientos  de  todos  ellos,  y  no  podrá 
otorgarse  la  defensa  por  pobre  si,  reunidos,  excedieren  de  los  tipos  sefialados  en 
el  artículo  precedente."  Xo  mismo  ordenó  el  183  de  la  antigua  ley;  y  como  esa 
computación  depende  del  resultado  de  las  pruebas,  y  no  es  fácil  hacerla  matemá- 
ticamente, porque  no  es  posible  sumar  cantidades  heterogéneas,  cuales  son  la 
contribución  industrial  y  las  rentas  y  salarios,  no  puede  menos  de  quedar  este 

Sunto  en  tales  casos  á  la  apreciación  de  los  tribunales,  á  quienes  corresponde  la 
e  las  pruebas,  según  la  jurisprudencia  constante  del  Tribunal  Supremo. 

III. 

Después  de  establecer  la  ley  los  casos  peñérales  en  que  debe  otorgarse  la  de- 
fensa por  pobre,  se  hace  cargo  de  los  particulares  ó  de  excepción  que  pueden  ocu- 
rrir, y  determina  lo  que  ha  ae  hacerse  en  cada  uno  de  ellos,  de  acuerdo  también 
con  lo  resuelto  por  el  Tribunal  Supremo. 

El  primero  y  el  de  aplicación  más  frecuente,  es  el  que  se  establece  en  el  art. 
17,  copiado  literalmente  del  184  de  la  ley  de  1855.  No  son  pocas  las  personas  que 
yiyen  con  comodidad  y  hasta  en  la  opulencia,  y  sin  embargo  no  pagan  contri- 
bución ni  son  conocidos  los  bienes  y  rentas  oue  les  pertenezcan:  basta  para  esto 
reducir  el  capital  mueble  ó  inmueble  á  metálico  y  emplearlo  en  papel  del  Esta- 
do ó  en  acciones  de  Bancos,  ó  darle  colocación  en  el  extranjero;  y  aun  sin  em- 
plear estos  medios,  no  faltan  otros  para  ocultar  la  riqueza.  A  los  que  se  hallan 
en  estos  casos  les  es  fácil  justificar  que  son  pobres  en  sentido  legal;  pero  como 
esto  se  hace  en  fraude  de  la  ley  y  en  peijuicio  del  colitigante,  de  los  curiales  y 
de  la  Hacienda  pública,  justo  era  salir  al  encuentro  de  semejante  abuso,  que  la 
experiencia  demuestra  ser  bien  frecuente,  y  á  este  fin  se  dirige  la  disposición 
del  artículo  antes  citado. 

Ordénase  en  él,  que  "no  se  otorgará  la  defensa  por  pobre  á  los  comprendidos 
en  cual(^uiera  de  los  casos  expresados  en  el  artículo  15,  cuando,  "á  juicio  del 

Í'uez,  se  infiera"  del  número  de  criados  que  tengan  á  su  servicio,  del  alquiler  de 
a  casa  que  habiten,  "ó  de  otros  cualesquiera  signos  exteriores."  que  tienen  me- 
dios superiores  al  jornal  doble  de  un  bracero  en  cada  localidad."  Las  palabras 
que  hemos  subrayado  demuestran  que  en  estos  casos  la  ley  confía,  como  era  de 
necesidad,  al  pnidente  arbitrio  de  los  tribunales  la  apreciación  de  la  riqueza  del 
litigante,  para  el  efecto  de  otorgarle  ó  no  los  beneficios  de  la  pobreza. 

Quedan,  pues,  subordinados  los  artículos  15  y  16  al  17,  de  suerte  que,  aunque 
el  interesado  justifique  cumplidamente  ^ue  es  pobre  por  hallarse  en  los  casos 
(]ue  determinan  aquellos  dos  artículos,  si  de  cualesquiera  signos  exteriores  se 
infiere,  á  juicio  del  juez  ó  del  tribunal,  que  cuenta  con  medios  superiores  al  do- 
ble  jornal  de  un  bracero  en  la  localidad  de  su  residencia  habitual,  procede  de- 
negarle la  defensa  gratuita.  Y  será  inútil  en  tales  casos  inteponer  el  recurso  do 
casación  invocando  la  infracción  del  art.  15  ni  de  otro  alguno,  como  se  hace  con 
demasiada  frecuencia,  pues  no  puede  prosperar  por  dos  razones:  1.  ^,  porque  la 
ley  ha  confiado  al  prudente  arbitrio  ae  los  tribunales,  "á  juicio  del  juez,"  y  es 
por  tanto  de  sus  facultades  discrecional&i,^  la  apreciación  de  si  Je  los  signos  ex- 
teriores "se  infiere"  que  no  es  pobre  el  litigante;  y  2.  * ,  porque  el  tribunal  sen- 
tenciador forma  éste  juicio  por  el  resultado  de  las  pruebas,  apreciadas  en  con- 
junto, y  como  esta  apreciación  es  de  su  competencia,  el  Tribunal  Supremo  tiene 
que  sujetarse  á  ella,  si  no  se  alega  y  resulta  (cosa  bien  difícil  por  cierto),  ^ue  al 
hacerla  se  ha  cometido  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  legal.  Tal  es  la  jurispru- 
dencia constante  del  Tribunal  Supremo,  consignada  en  multitud  de  sentencias: 
nos  limitaremos  á  citar,  para  no  consultar  otros  semestres,  las  de  10  de  Enero, 
18  de  Febrero,  2  y  29  de  Marzo  y  24  de  Junio  de  1880. 
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El  art.  18  contiene  otro  caso,  no  previsto  en  la  ley  de  1855,  pero  que  ha  sido 
sancionado  por  la  jurisprudencia,  aunque  con  más  restricción  que  ahora  se  esta- 
blece. Han  sido  frecuentes  les  casos  en  que  el  marido  ha  pretendido  la  defensa 
por  pobre,  por  carecer  de  bienes  propios,  no  obstante  ser  rica  su  mujer  6  ten|r 
el  usufructo  legal  de  los  bienes  de  sus  hijos  no  emancipados;  y  la  misma  preten- 
sión han  deducido  las  mujeres  pobres,  autorizadas  para  litigar  por  sus  maridos 
ricos,  y  los  padres  cuando  lo  hacían  á  nombre  de  sus  hijos  aue  carecían  de  bie- 
nes. 'Én  todos  estos  casos  el  Tribunal  Supremo  ha  decíarado  no  haber  lugar  á 
la  defensa  gratuita  cuando,  acumuladas  las  rentas  de  unos  y  otros,  resultaba 
que  excedían  del  doble  jornal  de  un  bracero  (1).  Esta  jurisprudencia  so  ha  con- 


(1)  Las  razones  en  que  se  ha  fundado  el  Tribunal  Supremo  para  establecer  es- 
ta doctrina  son  las  siguientes: 

Los  cónyuges,  que  riven  de  consuno,  se  consideran  en  derecho  una  sola  per- 
sona, son  comunes  los  provechos  y^  las  cargas  del  matrimonio,  y  corresponde  al 
marido  la  administración  de  los  bienes  y  la  representación  legal  de  su  mujer,  la 
cual  no  tiene  personalidad  propia  para  comparecer  en  juicio,  por  cuyas  razones, 
y  para  evitar  fraudes  en  penuicio  de  los  colitigantes  y  de  la  Hacienda  pública, 
no  procede  otorgar  el  beneficio  de  pobreza  á  la  mujer  casada  que  litiga  con  li- 
cencia de  su  marido,  si  éste  es  rico,  aunque  ella  carezca  de  bienes  propios;  y 
tampoco  debe  otorgarse  dicho  beneficio  al  marido  pobre,  cuando  la  mujer  es  ri- 
ca, aunque  no  administre  los  bienes  de  ésta,  siempre  que  las  utilidades  de  los 
mismos  ingresen  para  sostener  las  cargas  del  matrimonio.  ("Sentencias  de  25 
de  Noviembre  de  1864  y  3  de  Junio  de  1865.") 

Con  arreglo  á  los  artículos  182  y  183  (hoy  15  y  16)  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  la  mujer  casada  no  puede  ser  declarada  pobre  para  litigar  cuando  dis- 
fruta de  una  renta  que,  unida  á  la  de  su  marido,  es  mayor  que  la  equivalente  al 
jornal  de  dos  braceros  de  la  localidad  en  que  viven;  pues  siendo  comunes  los 
frutos  de  los  bienes  de  los^  cónyuges,  deben  sufragarse  con  ellos  los  gastos  judi- 
ciales que  ocasione  todo  litigio  que  se  sostenga  por  cualquiera  de  los  consortes. 
("Sentencia  de  17  de  Junio  de  1865  y  24  de  Diciembre  de  1866.") 

"Considerando  que  la  reunión  para  el  objeto  indicado  (el  de  graduar  la  renta) 
de  los  productos  de  los  bienes  del  marido  y  de  su  esposa,  sobre  estar  fundada  en 
los  principios  generales  del  derecho  relativos  á  la  sociedad  conyugal  v  su  admi- 
nistración legal,  se  halla  definida  de  un  modo  claro  en  el  núm.  3.  ®  del  art.  182 
(hoy  15)  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  donde,  sin  hacer  distinción  sobre  la 
procedencia  de  la  renta,  ni  sobre  la  propiedad  de  los  bienes  que  la  produzcan,  se 
fija  el  importe  que  habrá  de  tener  "aquella  de  que  se  viva;"  calificación  que  no 
puede  menos  de  alcanzar  á  todas  las  rentas  para  cuya  percepción  y  consumo 
existe  un  derecho  expedito,  derecho  que  indudablemente  ie  asiste  al  marido  so- 
bre los  productos  de  los  bienes  suyos  y  de  su  esposa,  ínterin  dura  el  matrimonio: 

"Considerando  que  la  circunstancia  de  tener  que  litigar,  tanto  el  uno  como  el 
otro  cónyuge,  no  afecta  nada  á  la  doctrina  que  se  acaba  de  sentar,  porque  la  mu- 
jer, constante  el  matrimonio,  siempre  disfruta  el  concepto  de  pobre  o  rica  para 
litigar  por  referencia  á  su  marido,  el  cual,  así  como  no  altera  su  condición  por 
el  mayor  ó  menor  número  de  pleit^^s  propios  que  sostenga  mientras  sus  medios 
no  decrezcan  del  tipo  que  la  ley  fija,  tampoco  puede  ni  debe  alterarla  por  la  coin- 
cidencia de  quo  la  muier  sustente  litigios  al  mismo  tiempo  que  aquél: 

"Consideramdo  que  la  existencia  del  pleito  ó  pleitos  acerca  de  los  bienes  que  el 
recurrente  posee  por  herencia  paterna,  no  es  un  motivo  para  que  los  productos 
de  estos  bienes  deban  eliminarse  de  la  computación  hecha  por  la  ejecutoria,  por- 
que mientras  por  sentencia  firme  no  sea  desposeído,  nadie  más  que  él  puede  ser 
considerado  como  dueño  de  aquellos  productos."  ("Sentencia  de  18  do  Setiembre 
de  1865.") 

La  misma  doctrina  ha  sido  confirmada  posteriormente  en  senteocias  do  23  de 
Abril  de  1866.  4  de  Noviembre  de  1875,  29  de  Abril  de  1880  y  otras.  En  la  de 
1875  se  añadió,  que  no  altera  dicho  principio  el  ^ue  la  mujer  haya  intentado  de- 
manda de  divorcio,  mientras  no  recaiga  sentencia  firme  que  extinga  ó  altere  la 
sociedad  conyugal.  Sin  embargo,  según  declaración  hecha  en  otra  sentencia  de 
6  de  Abril  de  1878,  "en  contiendas  judiciales  de  un  cónyuge  con  otro  desaparece 
la  unidad  de  persona  y  de  litigante,  y  por  consecuencia  mecosaria  no  pueden  acu- 
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vertido  hoy  en  precepto  legal  por  el  art.  18  que  estamos  comentando,  aunque 
con  una  modificación  en  beneficio  de  las  familias  que  cuenten  con  escasos  re- 
cursos. 

Según  dicbo  artículo,  no  puede  otorgarse  la  defensa  por  pobre  al  litigante  que 
disfrute  una  renta  qáe,  unida  á  la  que  por  cualquier  concepto  pertenezca  á  su 
consorte  ó  al  producto  de  los  bienes  de  sus  hijos  cuyo  usufructo  le  corresponda 
por  la  ley.  constituyan  acumuladas  una  Buiúa  equiralente,  no  al  doble  jornal, 
como  ha  dicho  el  Tribunal  Supremo  porque  entonces  no  había  otro  tipo  regula- 
dor, sino  ''al  jornal  de  tres  bracerod*  en  el  lugar  donde  tenga  la  familia  Bvt  resi- 
dencia  habitual.  T  lo  propio  habrá  de  entenderse  eú  el  caso  de  aue,  careciendo 
de  bienes  y  rentas  el  cónyuge  que  litigue,  ingresen  en  la  sociedad  conyugal  por 
los  otros  conceptos  indicados  las  equivalentes  al  jornal  de  tres  braceros.  La  fey, 
para  aumentar  este  tipo,  ha  tenido  en  consideración  que  no  es  equitativo  redu- 
cir á  una  situación  precaria  A  la  familia  del  litigante  que  vive  con  el  producto 
de  los  bienes  de  su  consorteó  desús  hijos;  pero  si  las  rentas,  pensiones  ó  sueldos 
fuesen  propios  del  cónyuge  que  litigue,  cesa  la  razón  de  la  ley,  y  deberá  seguirse 
en  tal  caso  la  regla  general  del  art,  IS,  esto  es,  será  declarado  pobre  si  no  exce- 
den del  doble  jornal  de  un  bracero  en  la  localidad  donde  tenga  el  litigante  su 
residencia  habitual,  y  no  en  la  que  resida  su  familia,  como  se  determina  en  el 
art.  18,  por  si  se  diera  el  caso  de  que  vivan  separados. 

El  último  caso  de  excepción  es  el  que  se  determina  en  el  artículo  19,  igual  al 
186  de  la  antigua  ley.  Bealmente  es  una  aclaración  racional  v  justa,  á  fin  de 
que  no  pueda  dudarse  que  cuando  litigaren  unidos  varios  individuos  que,  sin  te- 
ner entie  sí  la  relación  ó  dependencia  que  antes  hemos  explicado,  tengan  dere- 
cho cada  uno  de  por  sí  ó  individualmente  á  ser  defendidos  por  pobres.  Tos  tribu- 
nales deben  Concederles  este  benéfico,  aun  cuando  los  productos  unidos  de  los 
modos  de  vivir  de  todos  eUos  excedan  de  los  tipos  antes  señalados.  En  tales  ca- 
sos, nq  sería  justo  acumular  ó  sumar  los  salarios,  sueldos,  rentas  y  demás  utili- 
dades de  los  litigantes,  como  si  constituyesen  una  sola  fkmilia,  para  determinar 
si  era  ó  no  proceidente  otorgarles  á  todos  reunidos  el  beneficio  de  la  pobreza;  si- 
no que  esta  declaración  ha  de  hacerse  respecto  de  cada  litigante  en  particular, 
tomando  en  consideración  las  utilidades  ó  medios  de  subsistencia  con  aue  cuen- 
te e}  que  solicite  la  defen^  gratuita.  Lo  propio  se  entenderá  cuando  el  padre  y 
los  hijos  emaucipados  litigaren  unidos,  sosteniendo  en  un  pleito  unas  mismas 
pretensiones,  pues  este  no  es  el  caso  del  art.  18,  que  hemos  explicado  anterior, 
mente.  Si  los  litigantes,  que  constituyan  familias  diferentes,  vivieren  tan  solo 
de  las  rentas  de  bienes  poseídos  en  .común,  no  servirá  de  tipo  el  total  de  la  ren- 
ta, sino  la  pai^  que  á  cada  uno  co.rresponaa:  así  se  deduce  del  precepto  legal  y 
de  la  declaración  hecha  por  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  24  do  Marzo 
del86ó. 

La  ley  obliga  á  litigar  unidos  á  los  que  en  cualqider  juicio  sostengan  una  mis- 
ma causa,  como  puede  verse  en  los  artículos  531, 1244  y  otros.  Si  todos  fueren 
pobres,  de  suerte  que  individualmente  tengan  derecho  á  la  defensa  ^atuita,  el 
artículo  18  ordena,  como  hemos  visto,  que  se  lea  conceda  este  beneficio,  y  en  tal 
<3a8o  ninguna  dificultad  puede  ofrecer  el  que  hagan  unidos  su  defensa  en  concep- 

mularse  los  ingresos  ni  apreciarse  en  común  los  signos  exteriores  para  obtener 
en  conjunto  una  suma  ó  domostraéión  de  riqueza,  que  no  existe  por  separado;" 
y  en  tales  casos  la  mujer  bobre  tiene  derecho  á  que  el  marido  rico  le  abone  litis- 
expensas; y  si  ambos  son  pobres,  á  que  se  le  otorgue  este  beneficio. 

Y  en  cuanto  á  los  hijos  constituidos  bajo  la  patria  potestad,  en  sentencia  de 
16  de  Febrero  de  1876,  se  consigpó  la  doctrina  de  que,  si  el  padre  es  rico,  no  tie- 
ne derecho  el  hijo  á  ser  declarado  pobre  para  litigar  con  un  tercero,  en  razón  á 
que,  *'si  bien  el  derecho  de  ser  defendido  como  pobre  es  personal,  este  principio 
no  excluye  la  necesidad  de  tener  eu  cuenta  las  circunstancias  que  concurren  en 
casos  especiales,  como  cuandd  se  trata  de  personas,  cuyos  derechos  son  insepara- 
bles de  los  de  otros,  como  por  ejemplo  lasi  mujeres  casadas  y  las  personas  que  es- 
tán en  potestad  paterna  ó  materna,  ▼  otras ;'^  y  estando  el  hijo  bajo  la  potestad 
del  padre,  además  de  hallarse  éite  obligado  á  cumplir  los  deberes  oúe  le  imponen 
la  naturaleza  y  las  leyes,  el  derecho  que  ejercita  el  hijo  puede  refluir  en  benefi- 
cio del  padre,  aumentanclo  el  peculio  cuyo  usufructo  le  corresponde. 
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to  de  pobres,  bajo  la  representación  del  procurador  y  dirección  del  letrado  que 
86  les  nombraran  de  oficio,  si  no  los  eligen  de  común  acuerdo.  Pero  puede  suce- 
der que  unos  sean  pobres  y  otros  ricos,  caso  no  previsto  en  la  ley  de  Enjuicia- 
miento, sin  duda  por  no  ser  de  su  competencia  el  reeolverloA  Para  este  caso  está 
preyenido  por  el  art.  31  del  Beal  decreto  de  12  de  Setiembre  de  1861  sobre  papel 
sellado,  reproducido  con  ligeras  modificaciones  en  la  orden  del  Begetite  del  Rei- 
no de  31  de  Diciembre  de,  1869,  que  "cuando  unos  linteresados  sefin  pobres  en 
sentido  legal  y  otros  no,  ó  sea  parte  el  Estado  6  corporaciones  igualmente  pri- 
vilegiadas, cada  cual  suministrará  el  .pi^l  que  á  su  clase  corresponda  para  las 
actuaciones  que  hayan  de  practicarse  á  su  instancia  ó  en  su  interés.  Las  que 
sean  de  interés  común  á  unos  jr  otros  se  extenderán  en  el  de  oficio,  agregándose 
en  el  de  pagos  al  Estado  el  equivalente  á  la  ^arte  del  sello  de  ricos  que  á  los  que 
litigan  en  este  concepto  corresDondería  satisfacer  si  todos  estuviesen  en  igual 
condición."  Esta  misma  regla  nabrá  de  seguiree  para  aplicar  en  tales  casos  los 
demás  beneficios  de  la  defensa  por  pobre:  el  litigante  que  goce  de  este  bene^cio 
estará  dispensado  de  pagar  la  parte  Je  costas  que  le  correspondan,  de  las  causa- 
das en  común  con  el  rico,  del  cual  sólo  podrán  exigirse  las  que  sean  de  su  cuenta. 

Artículo  20. 

El  beneficio  de  la  defensa  por  pobre  sólo  se  concederá  para  li- 
tigar derechos  propios. 

El  cesionario  que  lo  tenga  no  podrá  utilizarlo  para  litigar  lo» 
derechos  del  cedente,  ó  los  que  haya  adquirido  de  un  tercero  á 
quien  no  corresponda  dicho  beneficio,  fuera  del  caso  en  que  la 
adquisición  haya  sido  por  título  de  herencia. 

Por  este  artículo,  sin  concordante  en  la  ley  anterior,  se  eleva  á  precepto  legal 
lo  que  era  de  jurisprudencia.  Por  razones  de  conveniencia  y  de  justicia,  que  no 
creemos  necesario  exponer  porque  las  conocerán  nuestros  lectores,  había  dicho 
el  Tribunal  Supremo  en  repetidos  casos,  que  es  individual  y  persenalísimo  el  be- 
neficio de  la  defensa  por  pobre,  y  sólo  jmede  concederse  para  litigar  sobre  dere- 
chos propios  (1).  Aplicando  este  principio  había  declarado  también,  que  no  se 
extendía  dicho  bendScio  á  las  sociedades  mercantiles  ó  industriales,  ni  á  sus  ge- 
rentes ó  directores,  ni  á  los  síndicos  de  lo»  concursos,  ni  á  los  aíbaeeas  6  testa- 
mentarios, á  no  ser  iustificando  que  la  herencia  por  éstos  representada,  ó  que 
todos  y  cada  uno  de  los  acreedores  representados  por  los  síndicos,  6  de  los  indi- 
viduos que  formen  la  colectividad  ó  compañía  y  sean  responsables  de  sus  opera- 
ciones, se  hallan  en  las  condiciones  que  la  ley  exige  para  obtraer  individual- 
mente la  defensa  gratuita  (2). 

En  cuanto  á  la  cesión  de  derechos  litigiosos,  como  este  caso  se  presta  á  abusos 
más  que  otro  alguno,  pues  por  regla  general  se  ha<^n  tales  cesiones  á  favor  de 

frsonas  pobres  para  que  litiguen  como  tales»  en  fraude  de  los  derechos  de  la 
acienda  y  de  los  auxiliares  de  los  tribunales,  hasidoeonstante  la  jurispruden- 
cia del  Supremo  declarando  que  no  puede  otorgársela  defensa  gratuita  al  cesio- 
nario pobre,  si  no  justifica  á  li,  vez  que  también  reunía  el  cedente  laa  condicio- 
nes exigidas  por  la  ley.  para  obtener  dicho  bei^eficio  (3). 

(1)  Sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  22  de  Diciembre  da  Í860, 30  de  Se- 
tiembre de  1864, 10  de  Enexo  ^e  X874,  26  de  Febrerode  1875/y  otras. 

(2)  Sentencias  de  22  de  Diciembre  do  1860, 10  de  Enero  y  14  de  Marzo  de 
1874, 15  de  Abril  de  1879,  3  y  18  de  Juniq  de  1880. 

(3)  Sentencias  de  30  de  Abril  de  1873, 14  de  Diciembre  de  1874,  26  de  Febrero 
y  21  de  Abril  de  1870,  9  de  Octubre  á,e  1877  y  otras.—Hallándose  un  pleito  en 
segunda  instancia,  una  de  las  partes,  que  era  ri^,  cedió  sus  derechos  á  mn  po- 
bre, el  cual,  acompañando  Ja  escritura  de  cesión». se  ;mostró  parte  en  el  pleito» 
solicitando  á  la  vez  se  le  recibiera  información  de  pobíreza:  la  Audiencia  de  Ma- 
drid le  tuvo  por  parte,  declarando  no  haber  lugar  á  recibir  la  información,  en 
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Toda  esta  jurisprudencia  queda  sancionada  por  el  artículo  que  estamos  comen- 


derechos  ¿ei  (^ente  6  los  que  haya  adquirido  cíe  un  tercero  á  quien  no  corres- 
ponda dicho  beneficio;  de  suerte  que,  para  utilizarlo  el  cesionario  pobre,  tiene 
que  justificar  que  también  era  pobre  elcedenfce.  T  nótese  que  la  ley  no  se  limita 
alac^ión,  sino  que  hace  extensiro  su  precepto  á  la  adquisición  por  compra, 
donación,  renuncia  ó  cualquier  otro  títmo  traslatiro  del  dominio  de  los  dere- 
chos litigiosos,  con  una  sola  excepción;  la  del  unirersal  de  herencia,  porque  ex- 
cluye la  presunción  de  fraude  ó  dolo  que  Ueran  en  sí  los  otros  títulos.  La  ex- 
cepción confirma  la  regla  general,  y  es  indudable  por  tanto  que  las  palabras 
"cesionario"  y  **cedente,"  empleadas  por  la  ley,  han  de  entenderse  en  el  sentido 
lato  que  acabamos  de  indicar,  aplicándolas  á  todo  el  que  adquiera  de  otro  por 
cualquier  título  que  no  sea  el  de  herencia  los  derechos  litigiosos. 


Artículo  21. 

La  declaración  de  pobreza  se  solicitará  siempre  en  el  Juzgado 
ó  Tribunal  que  conozca  ó  sea  competente  para  conocer  del  plei- 
to ó  negocio  en  que  se  trate  de  utilizar  dicho  beneficio,  j  será 
considerada  como  un  incidente  del  asunto  principal. 

Dos  declaraciones  importantes  contiene  este  artículo:  en  su  primera  parte  se 
determina  el  juez  ó  tribunal  competente  para  conocer  de  la  declaración  de  po- 
breza, y  en  la  secrunda  se  fija  la  naturaleza  de  esta  solicitud,  ordenando  que  se 
considere  como  un  incidente  del  asimto  principal.  La  ley  de  1855  no^  hizo  ex- 
presamente esta  segunda  declaración,  aunque  se  deducía  de  sus  dispesiciones,  y 
así  lo  entendieron  los  tribunales;  pero  importaba  hacerla  por  las  consecuencias 
[ue  de  ella  se  deducen,  y  para  evitar  las  dudas  á  que  se  prestaba  el  artículo  187 
le  dicha  ley,  con  el  que  concuerda  el  que  estamos  comentand(»,  si  bien  modifi- 
cada su  redacción  con  el  objeto  indicado. 

Sentado  el^  principio  de  que  la  declaración  de  pobreza  ha  de  ser  considerada 
como  un  incioente  api  asunto  prinópal,  no  podía  menos  de  establecerse  como 
consecuencia  del  mismo,  que  será  juez  competente  para  conocer  de  ella  el  que  lo . 
sea  para  el  pleito  ó  asunto  principal  en  que  haya  de  utilizarse,  ó  el  juez  ó  tribu- 
nal que  esté  conodendo  del  mismo  al  tiempo  de  entablar  esa  pretensión.  Así  lo 
ordena  este  artículo,  usando  el  adrerbio  ^'siempre"  para  indicar  que  su  precepto 


I 


I  juzgado  ó  tribunal  que  conozca  ó  sea  competente  para 
del  pleito  ó  negocio  en  que  se  trate  de  utilizar  dicho  beneficio.'' 

En  efecto,  puede  ocurrir  que  se  solicite  la  declaración  de  pobreza  para  promo- 
ver un  pleito  ú  otro  negocio  Judicial,  ó  para  continuarlo  con  este  beneficio  des- 
pués de  entablado.  En  el  primer  caso,  que  sólo  comprende  al  demandante,  debe 
solicitarse  ante  el  inez  de  primera  instancia  '*que  sea  competente''  para  conocer 
del  pleito  principal;  y  al  hacerlo,  además  de  contener  la  demanda  de  pobreza  los 

razón  á  que  el  cedente  no  se  había  deiéndldo  por  pobre;  y  el  Tribunal  Supremo, 
por  sentencia  de  30  de  Setiembre  de  1864,  declaró  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  que  se  interpuso  contra  dicha  providencia,  fundándose  en  que  por  ella 
se  haU«  resuelto  una  cuestión  de  derecho,  que  debía  ventilarse  y  decidirse  pre- 
viamente  para  evitar  dili^ncias  evidentemente  inútiles»  pues  el  cesionario  no 
puede  gozar  de  ese  beneficio  si  no  corresponde  también  al  cedente. — T  por  otra 
sentencia  de  3  de  Febrero  de  1876,  se  declaró  que  la  renuncia  y  repudiación  de 
una  herencia  hecha  por  clhco  hermanos  ricos  debía  considerarse  como  cesión  de 
sus  derechos  á  ñivor  de  otro  hermano  pobre  que  la  aceptó,  el  cual  por  tanto  no 
tenht  derecho  á  los  beneficios  de  la  pobreza  para  litigar  sobre  la  herencia,  por- 
que no  lo  tenían  los  renunciantes. 
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requisitos  del  art.  23,  es  indispensable  expresar  en  ella  con  toda  claridad  la  ac- 
cionxrincipal  aue  se  intenta  deducir,  6  entablarlaen  forma  pidiendo  por  otrosí 
la  d^aración  de  pobreza,  á  fin  de  que  pueda  apreciarse  si  es  6  no  competente 
el  juez  de  quien  se  solicita  dicha  dedaraoión,  sin  que  baste  la  expresión  yagra  de 
tener  que  eiercitar  ciertas  acciones,  6  las  que  puedan  convemrle,  como  tiene 
declarado  el  Tribunal  Supremo,  decidiendo  competencias,  por  sentencias  de  11 
de  Setiembre  y  3  de  Octubre  de  1866.  También  tiene  declarado  en  otra  de  5  de 
Marzo  de  1863,  que  el  incidente  de  pobreza,  instruido  y  resuelto  en  un  juz- 
gado, no  puede  lijar  la  competenda  del  mismo  juzgado  para  conocer  de  la  de- 
manda principal  en  razón  á  que  aquel  ha  de  subordinarse  á  ésta,  y  no  al  con- 
trario. 

En  el  segundo  caso,  ó  sea  cuando  se  pida  la  declaración  de  pobreza  después 
de  incoado,  al  pleito  para  continuarlo  con  este  beneficio,  están  comprenoidos 
tanto  el  demandante  como  el  demandado.  En  estos  casos,  debe  solicitarse  dicha 
declaración  en  el  iuzeado  6  tribunal  que  esté  conociendo  del  negocio,  cualquie- 
ra que  sea  su  grado  ó  categoría.  Sí  los  autos  se  hallan  en  la  Audiencia  en  vir- 
tud de  apelación,  se  pedirá  ante  la  bata  en  que  radiquen,  la  cual  conocerá  del 
incidente  en  primera  instancia,  con  el  recurso  de  súplica  para  ante  la  misma 
Sala,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  759;  y  lo  propio  si  se  hallaren  en  el  Tri- 
biiTial  Supremo  por  recurso  de  casación. 

i'ara  determinar  el  juez  6  tribunal  de  quien  deba  solicitarse  la  declaración  de 
pobre,  ténffase  presente;  que  según  el  artículo  389,  queda  en  suspenso  la  juris- 
dicción del  juez  para  conocer  de  los  autos  principales  y  de  sus  incidencias,  sin 
otras  excepciones  que  las  establecidas  en  el  390,  desde  el  momento  en  que  admi- 
te una  apelación  en  ambos  efectos.  Be  consiguiente,  dictada  esta  providencia, 
ya  no  se  puede  promover  en  el  .juzgado  el  incidente  de  pobreza,  aunque  se  pre- 
sente la  solicitud  antes  de  remitir  los  autos  id  tribunal  supeiior,  ante  el  cual 
deberá  acudirse  con  dicha  pretensión;  y  ante  el  Tribunal  Supremo  después  que 
la  Audiencia  haya  admitido  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma,  ó  haya  mandado  dar  la  certificación  para  interponerlo  por  infracción 
de  ley. 


Artículo  22. 

Cuando  el  que  solicite  ser  defendido  como  pobre  tenga  por  ob- 
jeto entablar  una  demanda,  se  esperará,  para  dar  curso  á  esta,  á 
que  sobre  el  incidente  de  pobreza  haya  recaído  ejecutoria. 

No  obstante,  los  Jueces  accederán  á  que  se  practiquen,  sin 
exacción  de  derechos,  aquellas  actuaciones  de  cuyo  aplazamiento 
puedan  seguirse  perjuicios  irreparables  al  actor,  suspendiéndose 
inmediatamente  después  el  curso  del  pleito. 

Artículo  23. 

Cuando  se  solicite  la  defensa  por  pobre,  tanto  por  el  actor  co- 
mo por  el  demandado,  después  de  contestada  ó  al  contestar  la 
demanda,  se  sustanciará  en  pieza  separada,  la  cual  se  formará  á 
costa  del  que  pida  la  pobreza. 

Sólo  podrá  suspenderse  en  este  caso  el  óurso  del  pleito  princi- 
pal, por  conformidad  de  ambas  partes. 

El  primero  de  estos  dos  artículos  es  igual  ni  188  de  la  ley  de  1855,  y  el  se- 
gundo, aunque  concuerda  con  el  189  y  el  190  de  la  misma,  introduce  en  ellos 
modificaciones  importantes,  dirigidas  á  poner  su  preoepto  en  armonía,  con  la 
naturaleza  de  estos  incidentes,  y  á  comprender  toaos  los  casos  que  pueden  ocu- 
rrir, salvando  algunas  dudas  que  se  ofrecían  en  la  práctica. 
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Cuando  se  solicite  la  declaración  de  pobreza  con  el  objeto  de  promover  tin 
pleito  ó  de  entablar  cualquiera  demanda  con  ese  beneficio,  ya  se  nida  como  in- 
cidente previo  sin  formular  la  demanda  principal,  ya  por  medio  ae  otrosí  en  la 
misma  demanda,  ha  de  expresarse,  para  dar  curso  á  esta,  á  que  recaiea^senten- 
cia  firme  en  el  incidente  de  pobreza.  De  este  modo  se  entra  en  el  pleito  cono- 
ciendo la  condición  del  demandante,  y  se  evita  el  abuso  de  que,  procurando  és- 
te dilaciones  en  el  incidente  de  pobreza,  para  que  dure  tanto  como  el  pleito 
principal,  moleste  injustamente  al  litigante  contrario  al  amparo  de  aquel  bene- 
ficio, al  que  quizás  no  tenga  derecho.  Es  arbitro  el  actor  ae  presentar  su  de- 
manda cuando  lo  crea  conveniente,  y  si  para  ello  necesita  la  declaración  de 
pobreza,  suya  será  la  culpa  si  no  la  hubiere  solicitado  con  la  anticipación  opor- 
tuna. 

Podría  suceder  en  algún  caso  que  de  la  dilación  s&  siguieran  perjuicios  al 
demandante,  y  previéndolo  la  ley  ordena  en  el  mismo  art.  22,  que  se  practiquen 
sin  exacción  de  derechos,  ó  sea  con  los  beneficios  de  la  pobreza,  aquellas  actua- 
ciones de  cuyo  aplazamiento  puedan  seguirse  perjuicios  irreparaoles  al  actor, 
suspendiéndose  inmediatamente  después  el  curso  del  pleito  hasta  que  recaiga 
sentencia  firme  en  el  incidente  de  pooreza.  Así,  por  ejemplo,  si  está  próxima  á 
prescribir  la  acción,  podrá  el  demandante  presentar  la  demanda  pidiendo  se  em- 
place sin  dilación  al  demandado  para  que  se  interrumpa  el  término  de  la  pres- 
cripción, ^  hecho  esto  se  sustanciará  el  incidente  de  pobreza,  que  en  tal  caso  se 
habrá  solicitado  por  un  otrosí;  y  lo  propio  se  practicará  cuando,  á  la  vez  que  la 
declaración  de  pobre,  pida  el  demandante  que  se  practique  previamente  alguna 
de  las  diligencias  expresadas  en  el^  art.  502..  ó  un  embargo  preventivo,  ó  la  in- 
tervención judicial  de  la  cosa  litigiosa  que  permite  él  1419,  ó  cualquiera  otra 
actuación  ae  cuyo  aplazamiento  puedan  seguírsele  "perjuicios  irreparables,"  á 
juicio  del  juez,  á  cuyo  prudente  arbitrio  deja  la  ley  la  calificación  de  la  urgencia, 
fuera  de  los  casos  determinados  por  la  misma.  ^  En  todo  caso  han  de  limitarse 
las  actuaciones  á  las  diligencias  que  el  juez  estime  comprendidas  en  el  precepto 
estricto  de  la  ley,  sin  permitir  ninguna  otra,  y  suspendiendo  el  curso  del  pleito 
hasta  que  recaiga  sentencia  firme  en  el  incidente  de  pobreza. 

Fuera  del  caso  q«e  acabamos  de  explicar,  limitado  al  demandante,  siempre 
que  éste  ó  el  demandado  soliciten  la  declaración  de  pobreza  después  de  entabla- 
do  el  pleito,  no  puede  suspenderse  el  cyrso  del  mismo  sino  por  conformidad  de 
ambas  partes,  á  cuyo  fin  ha  de  sustanciarse  el  incidente  en  pieza  separada,  que 
se  formará  á  costa  del  que  pida  dicha  declaración.  Al  ordenarlo  así  el  art.  23, 
ha  modificado  esencialmente  lo  que  disponía  el  189  de  la  ley  anterior,  el  cual 
dejaba  al  arbitrio  del  demandante  la  continuación  ó  suspensión  del  curso  del 
pleito  y  por  consiguiente  la  formación  de  la  pieza  separada,  haciendo  desigual 
.  la  condición  de  los  litigantes,  con  perjuicio  del  demandado  cuando  tenía  inte- 
rés en  que  se  terminara  pronto  el  pleito,  como  sucede  en  muchos  casos.  Ahora 
ya  no  pueden  cometerse  los  abusos  á  que  ese  sistema  se  prestaba:  ambos  litigan- 
tes están  sujetos  á  una  re^la  fija,  sin  que  dependa  de  los  cálculos  ó  de  la  míHafó 
de  uno  de  ellos  la  suspensión  del  curso  del  pleito  principal,  cualquiera  que  sea . 
el  estado  en  que  se  halle  después  de  entablada  la  contienda. 

Para  dar  cumplimiento  á  dicha  disposición,  el  qne  solicite  la  defensa  por  po- 
bre después  de  contestada  ó  al  contestar  la  demanda,  podrá  expresar  si  desea  la 
suspensión  ó  continuación  del  curso  del  pleito  principal.  Si  opta  por  la  conti- 
nuación ó  no  dice  nada,  el  juez  se  limitará  á  mandar  que  se  forme  la  p*eza  se- 
parada, y  hecho  dará  á  aquel  y  á  esta  el  curso  correspondiente;  y  si  pide  la  sus- 
pensión, se  hará  saber  al  litigante  contrario  que  manifieste  si  está  ó  no  confor- 
me con  ella,  sin  perjuicio  do  formar  la  pieza  separada,  en  la  que  en  todo  caso  ha 
de  sustanciarse  la  pobreza  conforme  á  los  artículos  23  y  746,  por  ser  de  los  inci- 
dentes que  no  oponen  obstáculo  al  seguimiento^  de  la  demanda  principal.  Tén- 
gase presente  que  esta  no  puede  suspenderse  sino  por  conformidad  expresa  de 
ambas  partes,  sin  que  su  silencio  pueda  interpretarse  por  conformidad  tácita. 
Para  la  formación  de  la  pieza  separada  se  tendrá  presente  lo  que  disponen  loa 
artículos  747  y  748,  que  son  aplicables  á  este  caso. 
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Artículo  24. 

Cuando  el  actor  no  haya  solicitado  la  defensa  por  pobre  antes 
de  presentar  su  demanda,  si  la  pide  después,  no  podrá  otorgársele 
si  no  justifica  cumplidamente  que  ha  venido  al  estado  de  pobre- 
za después  de  haber  entablado  el  pleito. 

Artículo  25. 

El  litigante  que  no  liaya  sido  defendido  por  pobre  en  la  pri- 
mera instancia,  si  pretende  gozar  de  este  benefíeio  en  la  segunda, 
deberá  justificar  que  con  posterioridad  á  aquella,  ó  en  el  curso 
de  la  misma,  ha  venido  al  estado  de  pobreza.  No  justificándolo 
cumplidamente,  no  se  le  otorgará  la  defensa  por  pobre. 

Artículo  26. 

La  regla  fijada  en  el  artículo  anterior  será  aplicable  asi  mis- 
mo al  que,  no  habiendo  litigado  como  pobre  en  la  segunda  ins- 
tancia, solicitare  que  se  le  defienda  como  tal  para  interponer  ó 
seguir  el  recurso  de  casación. 

En  este  caso  no  estará  dispensado  del  depósito  si  no  hubiere 
solicitado  la  defensa  por  pobre  antes  de  la  citación  para  senten- 
cia en  la  segunda  instancia. 

Los  pleitos  siempre  dan  ocasiona  gastos  y  disgustos,  que  suelen  agrararse 
cuando  es  pobre  la  parte  contraria,  y  cuya  circunstancia  inclina  á  veces  á  una 
transacción,  á  la  que  en  otro  caso  no  se  prestaría  el  que  confía  en  la  justicia  de 
su  causa:  justo  es,  por  tanto,  que  al  entrar  en  el  debate  sepa  cada  litigante  la 
condición  de  su  contrario,^  y  a^ue  esta  no  se  altere  durante  el  pleito  sino  por  cau- 
sas justificadas.  A  este  principio  de  equidad  y  de  justicia  responden  varias  dis- 
posiciones de  la  nueva  ley  sobre  la  defensa  por  pobre,  y  en  especial  las  de  los  tres 
artículos  que  vamos  á  comentar: 

La  ley  de  1855,  por  sus  artículos  191  y  192,  negaba  el  beneficio  de  la  defensa 
gratuita  en  la  secunda  instancia  y  en  el  recurso  de  casación  al  litigante  que  no 
se  hubiere  defendido  por  pobre  en  la  instancia  anterior,  á  no  ser  que  justificase 
'  cumplidamente  que  con  posterioridad  á  la  misma  habla  venido  á  ese  estado;  pe- 
ro permitía  solicitar  dicno  beneficio  sin  restricciones  en  cualquier  estado  del 
pleito  durante  la  primera  instancia.  Era  notoria  la  inconsecuencia,  y  además 
excesivamente  duro  y  restrictivo  el  precepto  legal,  hasta  el  punto  de  que  habría 
sido  imposible  en  la  mayor  parte  de  los  casos  obtener  la  defensa  gratuita  en  la 
segunda  instancia,  si  los  tribunales,  ateniéndose  al  espíritu  más  bien  que  á  la 
letra  de  dichos  artículos,  no  lo  hubiesen  interpretado  en  sentido  lato,  otorgan- 
do dicho  beneficio,  no  sólo  al  que  con  posterioridad,  sino  también  al  que  du- 
rante el  curso  de  la  instancia  anterior  nabía  tenido  la  desgracia  de  quedar  re- 
ducido al  estado  de  pobreza.  En  la  nueva  ley  se  han  salvado  estas  inconve- 
niencias. 

Según  el  artículo  24,  el  demandante  que  haya  entablado  el  pleito  como  rico, 
no  puede  ya  obtener  durante  la  primera  instancia  la  declaración  de  pobreza  si 
no  justifica  cumplidamente  que  ha  venido  á  ser  pobre  después  de  haber  presen- 
tado su  demanda.  No  se  ha  comprendido  en  esta  disposición  al  demandado,  sin 
duda  en  consideración  á  que  no  va  al  pleito  por  su  propia  voluntad,  y  tiene  qué 
comparecer  en  un  término  preciso  y  perentorio,  en  el  que  quizá  no  haya  podido 
reunir  las  pruebas  de  su  pobreza,  y  por  otras  consideraciones  que  exigen  no  se 
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le  imponga  tal  limitación;  pero  realmente  la  tiene,  puesto  que,  si  no  pide  la  de- 
fensa gratuita  durante  la  primera  instancia,  para  ootenerla  en  la  segunda  ó  en 
el  recurso  de  casación,  tiene  que  someterse  á  las  condiciones  que  imponen  á  todo 
litípnte  los  artículos  25  y  26. 

Para  la  a|»lieación  práctica  de  estos  artículos  téngase  presente  que  no  podrá 
prosperar  la  demanda  de  pobreza  cuando  se  presente  ante  la  Audiencia  ó  Tribu- 
nal Supremo,  si  él  interesado  no  alega  y  ofrece  justificar  los  dos  requisitos  que 
exije  la  1^,  á  saber:  1,  ®  gue  se  baila  comprendido  en  alguno  de  los  casos  del 
art.  15;  y  2,^  que  ha  venido  á  tal  estado  por  hecbos  ocurridos  con  posteriori- 
dad á  la  instancia  anterior,  ó  "en  el  curso  de  la  misma."  Además  de  estes  re- 
quisitos deberá  contener  la  demanda  los  expresados  en  el  art.  28,  y  conforme 
a  lo  prevenido  en  el  29  no  se  podrá  darle  curao  si  careciere  de  ellos.  Admitida  á 
la  demanda  de  pobreza  y  sustanciado  el  incidente,  si  resultare  de  las  pruebas 
que  no  ha  variado  durante  el  pleito  la  situación  económica  del  que  solicita  di- 
cho beneficio,  ó  que  cuenta  con  los  mismos  recursos  y  medios  para  vivir  ^ue  an- 
tes de  entablarlo,  no  podrá  otorgársele,  aunque  realmente  sea  pobre:  cúlpese  á 
sí  mismo  el  que  renunció  voluntariamente  á  la  defensa  gratuita,  no  solicitándo- 
la antes  de  entablar  el  pleito  si  era  el  actor,  ó  en  el  curso  de  primera  instancia 
si  fuere  el  demandado^ 

Eran  frecuentes  los  casos  en  que  el  litierante,  que  había  perdido  el  pleito  en  la 
segunda  instancia,  promovía  ante  la  Audiencia  el  incidente  de  pobreza  después 
de  notificarle  la  sentencia  definitiva,  con  el  fin  manifiesto,  que  se  realizaba  aun- 
que después  se  le  dene^a  dicho  beneficio,  de  eximirse  de  los  gastos  del  recur- 
so de  casación,  y  especialmente  del  depósito  de  las  mil  pesetas  cuando  era  in- 
dispensable para  la  admisión  del  recurso.  A  corregir  este  abuso,  que  se  conver- 
tía en  una  ctefraudación  de  los  intereses  de  la  Hacienda,  de  los  curiales  y  del  li- 
tigante contrario,  se  dirijo  el  párrafo  2.  ®  del  art,  26,  adicionado  al  192  de  la 
ley  antigua,  por  el  cual  se  previene  que  no  estará  dispensado  del  depósito  para 
el  recurso  de  casación  el  litigante  que  no  hubiere  solicitado  la  defensa  por  pobre 
antes  de  la  citación  para  sentencia  en  la  segunda  instancia, 


Artículo  27. 

A  todo  el  que  solicite  en  forma  la  declaración  de  pobreza  se 
le  defenderá  desde  luego  como  pobre,  nombrándole  de  oficio  abo- 
gado y  procurador,  si  lo  pidiere,  sin  perjuicio  de  lo  que  se  re- 
suelva en  definitiva. 

También  se  nombrarán  abogado  y  procurador  de  oficio  al  que 
lo  solicite  con  objeto  de  entablar  la  demanda  de  pobreza. 

Ya  se  indicó  al  final  del  comentario  al  art.  14,  que  no  sólo  han  de  gozar  do  la 
defensa  gratuita  los  o[ue  sean  declarados  pobres  por  sentencia  firme,  como  en  él 
se  ordena,  sino  también  los  que  soliciten  la  declaración  de  pobreza  y  desde  el 
escrito  en  que  la  pidan,  según  se  previene  en  el  que  estamos  comentando,  y  se 
venía  practicando  conforme  á  lo  que  disponían  aunque  incidentalmente  los  ar- 
tículos 188  y  189  de  la  ley  anterior.  Pero  nótese  aue  para  obtener  dicho  benefi- 
cio, exige  la  ley  que  se  "solicite  en  forma''  la  declaración  de  pobreza,  cuya  for- 
ma no  puede  ser  otra  que  la  qu^  se  determina  en  el  art.  28,  y  en  su  caso  en  los 
artículos  24^  25  y  26,  como  se  ha  dicho  en  eí  comentario  anterior.  Y  la  conse- 
cuencia legítima  de  ese  precepto  legal  es  que,  si  no  se  solicita  en  forma,  no  debe 
darse  curso  á  la  demanda,  como  expresamente  lo  ordena  el  29,  previniéndose  á 
la  parte  que  pida  en  forma  y  condenándola  á  que  reintegre  el  papel  y  pague  los 
derechos. 

El  art.  4®,  núm.  6.  ®,  autoriza  álos  interesados  para  comparecer  por  sí 
miamos  en  los  incidentes  de  pobreza,  sin  necesidad  de  valerse  de  procurador,  pe- 
ro el  art.  10  no  los  exoe];^áa  de  la  dirección  de  letrado,  á  no  ser  que  estuviese 
exceptuado  el  asunto  principal.  En  el  artículo  que  estamos  comentando  está  la 
explicación  de  ese  precepto:  exigiendo,  como  exige  la  ley,  que  se  **solicite  en  for- 
ma'' la  pobreza  para  dar  curso  á  la  demtnda  con  este  beneficio,  justo  es  que  se 
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habilite  de  letrado  al  que  lo  pida  para  deducir  en  forma  su  solicitud.  Por  esto 
se  ordena  que  se  nombre  abo&^ado  y  también  procurador  de  oficio  al  que  lo  sóli- 
to con  objeto  do  entablar  la  demanda  de  pobreza,  en  cuyo  caso  deberá  limitarse 
la  petición  del  interesado  á  este  solo  extremo,  extendiendo  el  escrito  en  ^pel 
de  pobres.  Presentada  en  forma  la  demanda,  será  defendido  desde  lueg^o  el  inte- 
resado como  pobrOj  tanto  en  d  asunto  principal  como  en  el  incidente;  y  sólo  en 
el  caso  de  que  lo  pida,  se  le  nombrará  aDogado  de  pobres  par&  su  defensa  en  am- 
bos asuntos,  y  procurador  si  no  quiere  intervenir  por  sí  mismo  en  el  incidente 
de  pobreza:  todo  sin  perjuicio  de  lo  que  ordena  el  art.  40  y  de  lo  que  se  resuelra 
en  defínitiya,  quedando  obligraido  al  reintegro  del  papel  y  pago  de^  honorarios  y 
derechos,  si  le  fuesen  denegados  los  beneficios  de  ia  defensa  gratuita. 

Artículo  28. 

Esta  demanda  se  formulará  del  modo  prevenido  en  el  art.  524 
para  las  demandas  ordinarias,  expresándose  además  en  ella: 

1"  El  pueblo  de  la  naturaleza  del  demandado  (léase  deman- 
dante), el  de  su  domicilio  actual  y  el  que  haya  tenido  en  los  cin- 
co años  anteriores. 

2*?  Su  estado,  edad,  profesión  ú  oficio  y  medios  de  subsisten- 
cia. 

3"  Si  fuere  casado  ó  viudo,  el  nombre  y  pueblo  de  la  natura- 
leza de  su  consorte  y  los  hijos  que  tengan, 

4"  La  casa  ó  cuarto  en  que  habiten,  con  expresión  de  la  calle 
y  número,  y  del  alquiler  que  paguen. 

5"  Los  bienes  de  su  consorte  y  de  sus  hijos,  cuyo  usufructo  le 
corresponda,  y  la  renta  que  produzcan. 

6"  Y  acompañará  una  certificación,  expedida  por  la  Autoridad 
ó  funcionario  competente,  de  no  pagar  contribución  de  ninguna 
clase  en  el  año  económico  corriente  y  en  el  anterior,  ó  de  la  que 
pague,  acompañando  en  este  caso  los  recibos  del  último  trimes- 
tre que  hubiere  satisfecho,  y  otra  certificación,  en  su  caso,  para 
acreditar  si  se  halla  ó  no  inscrito  en  las  listas  electorales,  y  en 
qué  concepto. 

Artículo  29. 

No  se  dará  curso  á  las  demandas  que  no  contengan  los  requi- 
sitos expresados  en  el  articulo  anterior. 

Si  alegare  el  demandante  no  haber  podido  adquirir  las  certifi- 
caciones expresadas  en  el  núm.  6?  de  dicho  artículo,  las  reclama- 
rá el  Juez  de  oficio,  pero  no  se  dará  curso  á  la  demanda  mientras 
no  se  unan  á  los  autos. 

Estos  dos  artículos,  adicionados  en  la  nueva  ley,  tienen  por  objeto  llevar  á  los 
autos  los  datos  necesarios  á  fin  de  poder  apreciar  con  acierto  si  reúne  los  rec^ui- 
sitos  legales  para  ser  declarado  pobre  el  que  solicita  este  beneficio.  Se  previene 
en  primer  lugar,  que  se  formule  la  demanda  de  pobreza  del  modo  prevenido  en 
el  art.  524  para  las  ordinarias,  esto  es,  exponiendo  sucintamente  y  numerados 
los  hechos  y  los  fundamentos  de  derecho,  y  fijando  con  claridad  y  precisión  lo 
que  se  pida  y  la  persona  contra  quien  se  proponga  la  demanda,  que  conforme  á 
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lo  prevenido  en  el  art.  30,  será  aquella  contra  quien  litigue  6  se  proponga  litigar 
el  que  pida  la  pobreza,  y  el  ministerio  fiscal  en  representación  del  Estado.  Así 
se  practicaba  generalmente,  aunque  no  lo  prevenía  expresamente  la  ley  de  1855, 
aplicando  á  este  caso  lo  que  se  hallaba  establecido  para  toda  clase  de  oemanbas. 
J&sa  misma  fórmula  habrá  de  emplearse,  aunque  se  pida  la  pobreza  ]>or  otrosí 
en  el  escrito  de  demanda,  ó  en  cuilquiera  otro  durante  el  curso  del  pleito. 
^  Pero  no  basta  exponer  en  párrafos  numerados,  como  hasta  ahora  se  ha  prac- 
ticado, los  hechos  aue  conducen  á  demostrar  la  condición  de  pobre  del  litigante, 
por  eiemplo,  que  solo  viye  de  un  jornal  ó  salario  eventual,  que  su  sueldo,  rentas 
ó  utilidades  no  exceden  del  doble  jornal  de  un  bracero,  ó  que  se  halla  en  cual- 
quiera de  los  otros  casos  del  artículo  15.  Exige,  además,  el  28,  que  se  expresen 
también  todas  las  circunstancias  personales  del  que  solicite  la  declaración  de 
pobreza,  determinadas  en  los  cinco  primeros  números  del  mismo  artículo,  y 
que  se  presenten  los  documentos  indicados  en  el  sexto;  datos  que  conducirán  á 
averiguar  el  estado  de  fortuna  ó  los  medios  de  subsistencia  con  c[ue  cuente  el  in- 
teresado, tanto  por  sí  mismo,  como  por  lo  que  perciba  de  los  bienes  de  su  con- 
sorte y  de  sus  hijos  cuyo  usufaucto  le  corresponda,  á  fin  de  poder  aplicar  con 
rectitud  en  su  caso  las  disposiciones  de  los  artículos  16, 17  y  18.  Y  servirán  asi- 
mismo al  litigante  contrario  y  al  ministerio  fiscal  para  hacer  las  indagaciones 
convenientes  a  fin  de  oponerse,  ó  no,  á  la  demanda  de  pobreza. 

Por  regla  general,  el  que  pedía  la  declaración  de  pobreza  se  limitaba  á  probar 
con  testigos  los  hechos  en  quo  la  fundaba,  y  el  promotor  fiscal  ó  el  litigante 
contrario  tenían  que  pedir  se  reclamase  de  la  administración  económica  la  cer- 
tificación oportuna  soore  si  pagaba  ó  no  alguna  contribución  y  que  concepto,  y 
á  veces  otra  del  Registro  de  la  propiedad  relativa  á  los  bienes  y  darechos^  reales 
que  estuviesen  inscritos  á  favor  de  aquél.  La  ley  impone  ahora  esa  obligación 
al  demandante,  porque  á  él  le  incumbe  la  prueba,  ordenando  que  acompañe  á  su 
demanda  la  certificación  de  la  administración  económica,  ó  de  la  autoridad^  ó 
funcionario  que  deba  darla,  para  acreditar  que  no  paga  contribución  por  ningún 
concepto,  ó  la  que  pague,  tanto  en  el  año  económico  co^'riente  como  en  el  ante- 
rior; y  si  resultare  que  fué  contribuyente  en  cualquiera  de^  dichos  años,  deberá 
acompañar  también  el  recibo  del  último  trimestre  que  hubiere  satisfecho.^ 

Al  exigir  la  ley  que  dicha  certificación  se  refiera  á  los  dos  años  antes  indicados, 
no  puede  ser  con  el  propósito  de  que  se  deniegue  la  defensa  gratuita  al  que  en 
cualquiera  de  ellos  hubiere  pagado  una  cuota  de  contribución  superior  á  la  fijada 
en  el  núm.  4.  ®  del  art.  15,  si  se  trata  de  la  industrial,  ó  que  revele  haber  poseí- 
do bienes  que  produzcan  una  renta  superior  al  doble  jemal  de  un  bracero;  esto 
sería  injusto  si  por  causas  legrítimas  hubiera  tenido  el  interesado  que  abandonar 
su  industria  ó  enajenar  sus  bienes.  Pero  podrá  suceder,  y  no  son  raros  los  casos, 
que  lo  hubiese  hecno  con  dolo  á  fin  de  aparecer  como  pobre  sin  serlo  realmente: 
en  tal  caso,  la  certificación  podrá  servir  de  antecedente  para  impugnar  la  pobre- 
za y  considerar  al  interesado  comprendido  en  el  art.  17,  si  el  juez,  apreciando  las 
demás  pruebas  suministradas  por  las  partes,  estimase  que  de  los  signos  exterio- 
res se  infiere  que  tiene  medios  superiores  al  jornal  doble  de  un  bracero,  y  que  no 
procede  por  tanto  concederle  los  beneficios  de  la  pobreza. 

La  otra  certificación  para  acreditar  si  el  interesado  se  halla  ó  no  inscrito  en 
las  listas  electorales,  y  en  qué  concepto,  serrirá  también  para  probar  su  posición 
social,  pues  para  que  un  individuo  sea  incluido  en  el  censo  electoral  como  elector  ó 
elegible,  se  exigen  por  la  legislación  aetnal  ciertas  condiciones,  de  las  que  puede 
deducirse  si  tiene  o  no  bienes.  Si  el  litigante  se  halla  inscrito  como  contribu- 
yente por  una  cuota  que  exceda  á  la  fijada  por  la  ley  para  ser  declarado  pobre,  no 
podrá  otorgársele  este  beneficio  á  no  ser  que  justifique  cumplidamente  ser  inexac- 
to lo  que  resulta  del  censo  electoral,  cuyo  hecho  podría  dar  lugar  á  responsabi- 
lidades de  otro  orden.  Dice  la  ley  que  esta  certificación  so  acompañará  "en  su 
caso,"  dando  con  ello  á  entender  que  no  debe  exigirse  cuando  se  trate  de  una  mu- 
jer, un  menor  ó  una  corporación,  que  carecen  de  derecho  electoral. 

Después  de  determinar  la  ley  en  el  art.  2ñ  los  requisitos  para  las  demandas  de 
pobreza,  or^na  en  el  29  que  no  se  dará  curso  á  la  que  no  contenga  dichos  re- 
quisitos, con  la  sola  excepción  de  los  expresados  en  el  núm.  6.  ^.  ^ue  son  las  cer- 
tificaciones  relativas  á  la  contribución  y  al  censo  electoral.  Si  el  interesado  ale- 
gare que  no  las  acompaña  por  no  haber  podido  adquirirlas,  está  obligado  el  juez 
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á  reclamarlas  de  oficio,  pero  Q¡n  dar  curso  á  la  demanda  de  pobreza  hasta  que 
las  reciba  y  se  unan  á  los  autos.  De  esa  obligación  se  deduce  que  tienen  también 
'  la  de  dirigir  de  oficio  los  recuerdos  necesarios  para  que  se  libren  estos  documen- 
tos, en  los  casos  de  dilación.  En  cumplimiento,  pues,  de  dichas  disposiciones, 
cuando  en  la  demanda  de  pobreza  no  exprese  el  demandante  todas  las  circuns- 
tancias  que  con  relación  á  su  persona  se  determinan  en  los  números  1.  *^  al  5.  ^ 
del  art.  28,  ó  no  la  formulare  numerando  los  hechos  y  los  fundamentos  de  dere- 
cho, no  podrá  recaer  otra  providencia  que  la  de  "pidiendo  en  forma  se  provee- 
rá," puesto  que  el  artículo  29  previene  en  términos  imperativos  que  no  se  dé  cur- 
so á  tilles  demandas;  y  mientras  no  la  presente  debidamente  formulada,  no  se 
le  concederán  los  beneficios  del  art.  27,  según  hemos  dicho  en  su  comentario.^ 
No  debemos  concluir  el  presente  sin  llamar  la  atención  sobre  la  errata  de  im- 

§  renta  que  contiene  el  núm.  1.  ®  del  art,  28,  que  ya  hemos  salvado  en  su  texto: 
o:ide  dice  "demandado,"  debe  decir  "demandante:"  aií  resulta  del  original  ma- 
nuscrito que  hemos  consultado  para  mayor  seguridad.  Es  tan  notoria  esa  erra- 
ta, que  basta  el  sentido  común  para  comprenderla:  determina  el  artículo  los  re- 
quisitos que  ha  de  contener  la  demanda  de  pobreza,  y  exige  cjue  el  que  la  pre- 
sente exprese  en  ella  el  pueblo  de  bu  naturaleza,  el  de  su  domicilio  en  los  cineo 
años  anteriores,  su  estado,  edad,  profesión  ú  oficio  y  "medios  de  subsistencia," 
en  su  caso  el  pueblo  de  la  naturaleza  de  su  consorte  y  los  hijos  que  tengan,  la 
casa  ó  cuarto  que  habite  y  "el  alquiler  que  pague,  y  los  bienes  de  su  consorte  6 
de  sus  hijos  cuyo  usufructo  le  corresponda,  y  la  renta  que  produzcan,"  acompa- 
ñando además  las  dos  certificaciones,  y  recibos  de  la  contribución,  expresados  en 
el  núm.  6.  ®  Sería  absurdo  suponer  que  la  ley  había  querido  obligar  al  "de- 
mandante" á  suministrar  estos  datos  y  noticias  con  relación  á  la  persona  del 
"demandado,"  prohibiendo  dar  curso  á  la  demanda  que  no  los  contenga.  Aparte 
de  la  imposibilidad  material  de  adquirirlos  en  la  mayor^  parte  de  los  casos,  de 
seguro  absoluta  Cuando  sean  muchos  los  demandados  y  siempre  siempre  embara- 
zosa, ¿á  qué  conduciría?  A  nada  absolutamente,  como  no  fuese  para  nacer  impo- 
sible ó  dificultar  toda  demanda  de  pobreza,  lo  cual  sería  una  iniquidad,  ¡Y  sin 
embargo,  ha  habido  algún  juez  que  se  ha  negado  á  dar  curso  á  una  demanda  de 
pobreza  porque  no  contenía  la  expresión  de  los  datos  antedichos  con  relación  á 
la  persona  del  demandado!  ¡Parece  inverosímil!  "El  saber  de  las  leyes,  como 
dice  la  ley  13,  tít.  1.  °  de  la  Partida  1.  **,  non  es  tan  solamente  en  aprender  é 
decorar  las  letras  dellas,  más  el  verdadero  entendimiento  de  ellas."  Por  lo 
mismo  que  os  tan  patente  la  errata,  ha  pasado' desapercibida  en  las  dos  ediciones 
oficiales  de  la  ley  y  en  la  de  la  "Gaceta,  sin  haberla  salvado  en  la  "fé  de  erra- 
tas;" pero  la  salvarán  Iss  tribunales  con  su  recto^  criterio,  sin  incurrir  en  el  ab- 
surdo á  que  conduce,  y  en  cumplimiento  del  sabio  aforismo  de  la  ley  de  Par- 
tida. 

Artículo    30. 

Las  demandas  de  pobreza  se  sustanciarán  y  decidirán  por  los 
trámites  establecidos  para  los  incidentes,  con  audiencia  del  liti- 
gante ó  litigantes  contrarios  y  del  Ministerio  fiscal  en  represen- 
tación del  Estado. 

Cuando  se  deduzca  esta  demanda  antes  de  entablarse  el  pleito, 
se  emplazará  á  los  que  deban  contestarla,  para  que  dentro  de 
nueve  días  comparezcan  con  este  objeto. 

Si  no  compareciere  el  litigante  contrario,  se  sustanciará  sólo 
con  el  Ministerio  fiscal: 

La  ley  de  1855  sa  limitó  á  decir  (artículos  IsV,  194  y  195)  que  la  Jjustificatíón 
de  pobre  se  haría  precisamente  con  citación  de  la  persona  con  quien  se  haya 
de  litigar,  á  la  cual  se  daría  traslado  de  la  pretensi^n,^  sustanciándola  fpor  los  . 
trámites  establecidos  para  los  incidentes.   Estas  disposiciones  dieron  lugar  á  la 
duda  de  si  debería  ser  oído  el  ministerio  fiscal,  á  quien  no  se  mencionaba  en 
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ellas;  duda  que  (nú  resuelta  por  Real  ^rden  de  3  de  Febrero  do  1858,  declarando 
que  en  las  justifícaeiones  de  pobreza  debía  continuarse  dando  audiencia  &  los 
promotores  fiscales  en  primera  instancia  ▼  4  los  fiscales  de  S.  M.  en  la  segunda, 
eegún  se  hallaba  prerenido  en  el  art.  41  de  la  instrucción  de  1.^  de  Octubre  de 
1851  y  demás  disposiciones  entonces  rigentes  sobre  papel  sellado,^  las  cuales 
no  estaban  derogadas  por  los  artículos  187  y  194  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil. 

En  esta  declaración  y  en  que  la  instrucción  antedicha  prevenía  aue  fuesen 
citados  también  los  administradores  de  Hacienda  pública,  se  fundó  el  tribunal 
Supremo  para  dictar  su  sentencia  dé  18  de  ]^íarzo  de  1862,  casando  la  que  ha- 
bía pronunciado  la  Audiencia  de  Burgos  en  un  incidente  de  pobreza  por  haber- 
se  omitido  dicha  citación.  Pero  después  se  publicó  el  Beal  decreto  de  12  de 
Agosto  de  1861,  hojr  vigente,  reformando  la  legislación  sobre  papel  sellado,  y 
por  el  art.  57  de  la  instrucción  de  10  de  Noviembre  del  mismo  año  para  llevar- 
lo á  efecto,  se  encomendó  solamente  al  ministerio  fiscal  la  representación  de  la 
Hacienda  en  las  informaciones  ó  juicios  de  pobreza,  cesando  por  consiguiente 
la  citación  é  intervención  de  dichos  administradores.  Hoy  la  representación  de 
la  Hacienda  pública,  tanto  en  estos  como  en  todos  los  demás  negocios  en  que  la 
misma  tenga  interés,  corresponde  al  ministero  fiscal  del  fuero  ordinario,  en  to- 
dos sus  grados,  conforme  al  art.  2.  ^  del  decreto  de  9  de  Julio  de  1869,  declara- 
do ley  del  Keino  por  la  de  10  de  Enero  de  1877. 

Aceptando  estos  antecedentes,  el  artículo  que  estamos  comentando  ha  fijado 
con  claridad  la  tramitación  que  ha  de  darse  á  las  demandas  de  pobreza,  orde- 
nando que  se  sustancien  y  decidan  por  los  trámites  establecidos  ]^ara  los  inci- 
dentes, con  audiencia  del  litigante  ó  litigantes  contrarios  y  del  ministerio  fiscal 
en  representación  del  Estado.  Se  rigen ,  pues,  por  las  disposiciones  del  tít.  3.  ^ 
del  libro  2.  *^,  y  por  tanto,  presentaida  la  demanda  con  tantas  copias  de  la  mis- 
ma y  de  los  documentos  cuantas  sean  las  otras  partes  litigantes  incluso  el  mi- 
nisterio fiscal,  y  formada  en  su  caso  la  pieea  separada  oonforme  á  lo  prevenido 
en  los  artículos  23  y  747,  se  dará  traslado  por  seis  dias  para  cada  una  de  las  par- 
tes, sin  entregarles  los  autos  (artículos  519  y  520),  y  se  sustanciará  el  incidente 
por  los  trámites  establecidos  en  los  arts,  749  y  siguientes.  Si  se  hubiere  promo- 
vido ante  el  juez  de  primera  instancia,  su  sentencia  será  apelable  en  ambos 
efectos;  y  si  ante  la  Audiencia  ó  el  Tribunal  Supremo,  será  la  sentencia  supli- 
cable  para  ante  la  misma  Sala  (artículos  758  y  759). 

Ordena  además  el  art.  30,  que  cuando  se  deduzca  la  demanda  de  pobreza  antes 
de  entablarse  el  pleito  principal,  6  sea  en  el  caso  del  art.  22,  se  emplazará  á  los 
que  deban  contestarla,  que  son,  como  se  ha  dicho,  los  que  d€i>an  ser  demanda- 
aos  en  dicho  pleito  y  el  ministerio  fiscal,  para  que  dentro  de  nueve  días  compa- 
rezcan con  aquel  dbjeto,  lo  cual  deberá  entenderse  respecto  de  aqueles,  pues  el 
segundo  está  presente  por  razón  de  su  cargo;  y  por  esto  se  añade,  que  si  ne  com- 
parece el  litigante  contrario,  se  sustancie  sólo  con  el  ministerio  fiscal.  La  ley 
supone  que  en  tal  caso  aquél  renuncia  á  su  derecho,  deduciéndose  de  su  precep- 
to que  no  han  de  notificársele  «n  estrado  las  providencias,  como  caso  compren- 
dido en  la  excepción  final  del  art.  281;  sino  que  ha  de  prescindirse  por  comple- 
to del  litigante  que  no  comparece  después  do  emplazado,  sin  pexjuicio  de  tener- 
le por  parte  si  lo  verifiea  ñiera  del  término,  pero  sin  retroceder  en  el  procedi- 
miento. Y  también  se  deduce  que  cuando  se  promueva  el  incidente  de  pobreza 
después  de  entablado  el  pleitf  principal,  no  procede  ni  debe  hacerse  dicho  em- 
plazamiento, como  por  regla  general  se  halla  establecido  para  todos  los  inci- 
dentes, en  razón  á  que  ya  se  llenó  esa  formalidad  para  el  juicio  y  todas  sus  in- 
cidencias: en  tal  caso  debe  limitarse  el  juea  á  dar  traslado  per^  seis  dias  luego 
3ue  esté  formada  la  pieza  separada.  Si  el  liti^nte  oontrarid  hubiere  sido 
eclarado  rebelde  en  el  pleito  principal,  se  le  notificarán  en  estrados  la  provi- 
dencia del  traslado  y  las  demás  que  recaiean;  y  si  estando  presente  ó  siendo 
parte  en  el  juicio  no  evacúa  el  traslado,  se  k»¡té  lo  que  previene  el  art.  521. 
^  Debemos  indicar  por  último,  que  contra  las  sentencias  que  dicten  las  Audien- 
cias ea  estos  incidentes,  tanto  en  segunda  instancia  como  en  el  icourso  de  sú- 
plica, procederá  el  de  casación  cuando  tengan  el  carácter  de  definitivas,  confbr'« 
me  á  lo  prevenido  en  los  artículos  403  y  404;  y  según  el  1690,  las  que  recaen  so- ' 
bre  un  incidente  tienen  ese  carácter  cuando  ponen  término  al  pleito  principal . 
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kacicndo  iin|>osible  su  continuación.  Aplicando  estas  reglas,  que  tambióu  eran 
de  la  legislación  anterior  desde  que  se  estableció  el  recurso  de  casación,  el  Tri- 
bunal Supremo,  con  una  jurisprudencia  invariable  consignada  en  multitud  de 
sentencias,  ha  fijado  los  casos  en  que  procede  la  admisión  de  dicho  recurso.  No 

Srooede,  cuando  la  sentencia  otorga  los  beneficios  de  la  pobreza,  porque  con  esta 
eclaración  no  se  pone  término  al  pleito  principal;  y  procede,  cuando  los  denie- 
ga, en  razón  á  que,  imponiendo  al  litigante  la  obligación,  que  no  puede  cumplir 
en  el  supuesto  de  ser  pobre,  de  sufragar  los  gastos  necesarios  para  seguir  el 
pleito,  tal  sentencia  le  imposibilita  para  su  continuación  y  lo  termina  de  hecho. 
Y  téngase  presente  además  q«e  cuando  se  promuere  el  incidente  de  pobreza  en 
la  Audiencia,  contra  la  sentencia  que  esta  dicte  es  indispensable  utilizar  el 
^  recurso  ordinario  de  súplica  <5^ue  concede  el  art.  402,  sin  cuyo  requisito  no  pro- 
<^edo  la  admisión  del  extraordinario  de  casación,  como  tiene  declarado  tamoién 
constantemente  el  Tribunal  Supremo. 

Artículo  31. 

Siempre  que  se  deniegue  la  defensa  por  pobre,  se  condenará 
en  las  costas  de  la  primera  instancia  al  que  la  haya  solicitado. 

En  caso  de  apelación,  se  impondrán  las  de  la  segunda  instan- 
cia á  quien  corresponda  con  arreglo  á  derecho. 

El  art.  196  de  la  ley  de  1855  estableció  la  regla  general  y  absoluta  de  que, 
siempre  que  se  denegara  la  defensa  por  pobre,  se  condenara  en  costas  al  que  la 
hubiere  solicitado,  y  el  Tribunal  Supremo  había  declarado  en  sentencias  de  26 
Mayo  y  10  do  Diciembre  do  1879,  14  de  Enero  de  1880  y  otras  muchas,  que  la 
condenaci.ín  de  costas  en  los  incidentes  de  pobreza  se  rije  por  dicho  artículo,  y 
no  es  aplicable  al  caso  la  ley  2.  '*,  título  19,  libro  11  de  la  Ñor.  Kec,  ni  la  ju- 
risprudencia en  6u  yirtud  establecida  de  que  no  pueden  imponerse  al  apelado  en. 
ningún  caso  las  costas  do  la  segunda  instancia,  ni  tampoco  al  apelante  cuando 
se  re7oca  en  su  beneficio  la  sentencia  apelada;  de  suerte  que  era  un  punto  in- 
controreí tibie  el  de  que.  siempre  que  se  denegara  la  defensa  por  pobre, *debía 
ser  condenado  en  todas  las  costas^  del  incidente,  así  de  la  primera  como  de  la 
segunda  instancia,  el  que  la  hubiese  solicitado.  Esto  no  era  justo  en  muchos 
casos,  y  se  separaba  do  la  regla  general  sin  razón  que  lo  justifícase.  La  condena 
de  costas  supone  siempre  temeridad  ó  mala  fé  en  el  litigante:  ¿y  puede  suponer- 
se tal  cosa  en  el  qtne,  habiendo  obtenido  fallo  faTorable  en  primera  instancia,  se 
re  precisado  á  litigar  en  la  s^unda  por  apelación  de  su  contrario? 

Por  estas  consideraciones  la  nuera^  ley  ha  reformado  dicho  artículo,  según 
aconsejaban  la  experiencia  y  la  justi<»a,  ordenando  en  el  31.  que  "siempre  que 
se  «ieniegue  la  defensa  por  pobre,  se  condenará  en  las  costas  de  la  "primera  ios- 
tancia''  al  que  la  haya  solicitado;''  pero  "en  el  easo  de  apelación,  se  impondrán 
las  de  la  segunda  instancia  á  quien  corresponda  con  arreglo  á  derecho."  El  pre- 
cepto es  claro  y  terminante:  cuando  se  deniegue  la  declaración  de  pobreza,  nan 
de  inu>onerse  *%n  todo  caso"  las  costas  de  la  primera  instancia  al  que  la  hubie- 
re pedido,  sin  que  tengan  facultad  los  tribonanes  para  apreciar  en  este  caso  la 
buena  ó  mala  fé  de  los  litigantes.  Y  res|)eoto  de  la  segunda  instancia,  se  obser- 
varán la  ley  recopilada  y  1»  jurisprudencia  antes  mencionadas:  cuando  se  con^ 
firme  la  sentencia  denegatoria  de  dieho  beneficio,  se  impondrán  también  las 
costas  á  U  misma  parte,  porque  será  la  apelante;  pero,  si  habiendo  obtenido  de- 
claración fayorable  en  primera  instancia,  apela  el  contrario  y  so  revoca  la  sen- 
tencia, no  pueden  imponecse  alapelade  las  costas  de  la  segunda  instancia,  de- 
biendo cada  parte  pagar  las  sovas,  aunque  habrá  precisión  de  condenarle  en  las 
de  primera  instancia,  por  habérsele  denefi^o  la  defensa  por  pobre. 

Artículo  a2 

Luego  que  sea  ñrme  la  sentencia,  «e  practicará  la  tasación  de 
las  costas,  con  inclusión  del  papel  sellado  que  deba  reintegrarse, 
y  se  procederá  á  hacerlas  efectiyas  por  la  vía  de  apremio. 
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La  sentencia  de  que  habla  este  artículo  es  aquella  en  que  se  declare  no  haber 
lugar  á  la  defensa  por  pobre,  expresada  en  el  artíoulo  anterior;  y  como  neoeta- 
riamente  ha  de  contener  la  condesa  de  costas  de  la  primera  instancia,  y  en  su 
caso  también  de  la  segunda,  seprún  lo  expuesto  en  el  comentario  que  precede,  en 
cuya  condena  ra  incluido  el  reintegro  del  papel  sellado,  se  ordeaa  que,  luego 
que  sea  firme  tal  sentencia,  se  practique  la  tasación  de  costas  y  se  proceda  á  ha- 
cerlas efectiras  por  la  vía  de  apremio.  Son  tan  conocidos  y  corrientes  estos  pro- 
cedimientos, que  no  necesitamos  explicarlos,  porque  son  los  de  la  ejecución  de 
toda  sentencia  que  contenga  igual  condena.  La  tofeuición  de  costas  se  practicará 
conforme  á  lo  prevenido  en  los  artículos  421  y  simientes.  Cuando  no  haya  bie- 
nes bastantes  para  cubrirlas,  el  juez  de  primera  instancia  á  quien  corresponda 
su  ejecución  por  la  yía  de  apremio,  tendrá  presente  lo  que  se  ordena  on  el  art. 
38,  cuya  aplicación  á  este  caso  tenemos  por  indudable. 

Artículo  33. 

La  sentencia  concediendo  ó  negando  la  defensa  por  pobre,  no 
produce  los  efectos  de  cosa  juzgada. 

En  cualquier  estado  del  pleito  podrá  la  parte  á  quien  interese 
promover  nuero  incidente  para  su  revisión  y  revocación,  siem- 
pre que  asegure,  á  satisfacción  del  Juez,  el  pago  de  las  costas  en 
que  será  condenada  si  no  prospera  su  pretensión. 

De  esta  fianza  estará  exento  el  Ministerio  fiscal  cuando  pro- 
mueva dicho  incidente. 

Artículo  34. 

En  el  caso  del  artículo  anterior,  no  se  otorgará  la  defensa  por 
pobre  al  litigante  á  quien  hubiese  sido  denegada,  si  no  justifica 
cumplidamente  que  ha  venido  á  ese  estado  por  causas  posterio- 
res á  la  sentencia  que  le  negó  anteriormente  aquel  beneficio. 

No  se  dará  curso  á  su  nueva  demanda  si  no  se  funda  en  dicho 
motivo. 

La  fuerza  estable  y  permanente  de  cosa  juzgada,  que  por  las  leyes  3.  *  y  13,. 
tít.  22  de  la  Partida  3.  ^  se  da  á  las  sentencias  que  terminan  y  a<;aban  los 
juicios,  no  tiene  aplicación  á  las  que  recaen  en  los  incidentes  de  pobreza,  las 
cuales  se  hallan  sujetas  á  los  cambios  de  fortuna  y  medio  de  subsistencia  de  los 
interesados,  á  quienes  se  conceda  ó  deniega  por  ellas  dicho  beneficio*  Esta  doc- 
trina había  sentado  el  Tribunal  Supremo  en  rarias  sentencias  y  especialmente 
en  la  de  26  de  Febrero  de  1875.  Y  en  otras  de  8  de  NoTiembre  de  1877  y  6  de 
Diciembre  de  1878  declaró,  que  aun  cuando  no  obsta  á  un  litigante  el  que  se  le 
hava  denegado  por  sentencia  firme  el  beneficio  de  pobreza  para  que  nueda  ser 
oido  de  nuevo,  y  aun  en  la  misma  instanciai  sobre  la  concesión  de  dicho  benefi- 
cio, es  sin  embaído  indispensable  alegar  y  probar  que  por  algún  hecho  nuero, 
ocurrido  'Mespu^  de  la  referida  sentencia,"  Tino  en  realidad  á  ser  pobre. 

Esta  doctrina  ha  sido  elevada  á  precepto  legal  por  los  dos  artículos  que  esta-» 
mos  comentando,  sin  concordantes  en  la  ley  anterior.  Declara  el  33,  que  *'la 
sentencia  eoneediendo  ó  negando  la  defensa  por  pobre  ao  produce  los  efectos  de 
cosa  juzgada/'  y  por  consiguiente,  que  "en  cualquier  estado  del  pleito  podrá  la 
parte  á  quien  interese  promover  nuevo  incidente  para  su  revisión  y  revocación." 
La  ley  habla  aquí  en  términos  generales,  conoediendo  la  facultad  de  promover 
el  nuevo  incidente  **á  la  partea  quien  interese:"  si  por  haber  adquirido  bienes  ó 
nuevos  medios  de  subsistencia  ha  cambiado  la  fortuna  del  litigante  á  quien  se 
otorgó  la  defensa  gratuita,  interesará  á  su  contrario  y  al  Ministerio  fiscal  pro- 
mover el  incidente  para  que  se  deje  sin  efecto  la  sentencia  que  lo  declaró  pobre; 


Digitized  by  VjOOQ IC 


64  GUIA  PRACTICA  DE  DERECHO 

y  si  esta  hubiere  sido  denegatoria  de  dicho  beneficio,  interesará  promoverlo  al 
mismo  litigante  que  por  hechos  postereriores  se  rea  reducido  al  estado  de  po- 
breza. 

Pero  á  la  vez  ^ue  la  ley  concede  dicha  facultad  á  uno  y  otro  litigante,  ha  es- 
tablecido condicüiones  á  fin  de  reducir  esos  incidentes,  que  siempre  han  de  sus- 
tanciarse en  pieía  separada,  á  los  casos  que  sean  de  justicia,  y  que  suf^  el  con- 
veniente con«ctivo  el  que  los  promueva  con  temeridad.  A  este  fin  ordena  el 
mismo  artículo  33,  que  la  parte  á  quien  interese  podrá  promover  dicho  inciden- 
te "en  cualquier  estado  del  pleito,"  '^siempre  que  asegure,  á  satisfacción  del  juez, 
el  pago  de  las  costas  "en  que  será  condenada,"  si  no  projpera  su  pretensión." 
Luego  ha  de  ser  oondenaoo  necesariemente  en' las  costas  oel  incidente  el  que  lo 
haya  promovido,  siempre  que  se  desestime  su  pretensión,  lo  cual  habrá  de  en- 
tenderse conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  31;  esto  es,  en  las  costas  de  la  pri- 
mera instancia  en  todo  caso,  y  en  las  de  la  segunda  y  del  recurso  de  casación 
cuando  proceda  con  arreglo  á  derecho.  (Véase  el  comentario  de  dicho  artículo.) 
Y  para  que  no  sea  ilusoria  esta  condena,  no  se  dará  curso  á  la  demanda  promo- 
viendo el  incidente,  si  la  parte  no  asegura  previamente  el  pago  de  las  costas,  á 
satisfacción  del  juez.  De  esta  fianza  sólo  exime  la  ley  al  Ministerio  fiscal,  per- 
eque en  él  no  puede  suponerse  temeridad:  está,  pues,  obligado  á  prestarla  todo 
litigante,  aunque  este  declarado  pobre,  tanto  porque  así  lo  ordena  el  art.  33  sin 
otra  excepción  que  la  antedicha,  como  porque  no  se  halla  comprendida  entre  los 
beneficios  que  concede  el  artículo  14  á  los  que  sean  declarados  pobres.  ^  El  juez, 
y  lo  mismo  la  Audiencia  cuando  ante  ella  se  promueva  el  incidente,  teniendo  en 
consideración  las  circunstancias  de  las  personas,  admitirá  la  clase  de  fianza  que 
estime  suficiente,  sin  dar  audiencia  á  la  parte  contraria,  puesto  que  ha  de  ser  á 
satisfacción  de  aquel,  y  por  tanto  bajo  su  resposanbilidad. 

Además  de  la  fianza  antes  expresada,  cuando  promueva  el  incidente  el  litigan- 
te á  quien  por  sentencia  firme  hubiere  sido  denegada  la  defensa  por  pobre,  no 
podrá  otórgasele  este  beneficio  si  no  justifica  ''cumplidamente"  que  ha  venido 
al  estado  de  pobreza  por  causas  ó  hecnos  nuevos,  ocurridos  después  de  dicha  sen- 
tencia. En  la  nueva  demanda  de  pobreza  debe  alegar  estos  hechos  ó  motivos,  lo 
cuales  tan  indispensable  como  que,  si|no  se  funda  en  ellos,  no  puede  darse  curso  á 
la  demanda,  y  ha  de  ser  rechazada  de  plano.  Así  lo  ordena  el  art.  34,  de  acuerdo 
con  la  jurisprudencia  antes  indicada  y  con  el  principio  que  ha  servido  4e  funda- 
mento á  los  artículos  24,  25  y  20.  Admitida  la  demanda,  se  defenderá  desde  lue- 
:o  como  pobre  al  litigante,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  27,  sin  perjuicio 
ie  lo  <}ue  se  resuelya  en  definitiva. 

Indicaremos  por  último,  que  aunque  no  produce  los  efectos  de  cosa  juzgada  la 
sentencia  (][ue  otorga  la  defensa  por  pobre,  no  puede  menos  de  causar  estado  y 
producir  dichos  efectos  mientras  el  litigante  contrario  á  quien  interese,  no  pro- 
mueva el  incidente  que  para  la  revisión  y  revocación  de  la  misma  autoriza  el 
artículo  33,  alegando  y  justificando  cumplidamente  que  por  hechos  posteriores  á 
dicha  sentencia  ha  cambiado  de  posición  y  mejorado  de  fortuna  el  que  obtuvo 
á  su  favor  la  declaración  de  pobreza,  el  cual  seguirá  gozando  de  este  beneficio 
mientras  no  recaiga  otra  sentencia  firme  que  le  prive  de  él.  Así  lo  tiene  declarado 
el  Tribunal  Supremo  en  sentenda  de  13  de  Febrero  de  1879,  con  cuya  doctrina 
están  de  acuerdo  las  disposiciones  de  la  nueva  ley. 


í 


Artículo  35. 

La  declaración  de  pobreza,  hecha  en  un  pleito,  no  puede  uti- 
lizarse en  otro,  si  á  ello  se  opusiere  el  colitigante. 

Oponiéndosa,  deberá  repetirse,  con  su  citación  y  audiencia,  la 
sustanciación  del  incidente  hasta  dictar  nueva  sentencia  sobre  la 
pobreza. 

Concuerda  este  artículo  con  el  197  de  la  ley  de  1855,  aunque  modificada  su  re- 
dacción. -Fúndase  su  precepto  en  el  principio  de  derecho  de  que  lo  resuelto  en 
un  juicio  no  debe  perjudicar  al  que  no  ha  litigado  en  él.   Podrá  suceder  que  el 
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nuero  colitigante  del  declarado  pobre  tengfa  mediofl  para  impugnar  la  declaración 
de  pobreza,  y  como  esta  no  pnede  peijudicarle  por  no  haber  sido  parte  en  el  in- 
cidente, justo  es  que  se  sustancie  oe  naero  con  su  citación  y  audienda. 

El  que  esté  declarado  pobre  por  sentencia  firme  podrá  pt^morer  el  nnero  plei- 
to en  tal  concepto,  acompañando  á  la  demanda  testimonio  de  aquella  declara- 
ció»;  si  el  contrario  se  conforma  expresa  ó  tácitamente,  «e  le  otorgarán  en  el 
nueyo  pleito  los  beneficios  de  la  defensa  gratuita  sin  neoetidad  de  otra  declara- 
ción; pero  si  se  opone,  tendrá  aquél  que  promover  el  incidente  de  pobreea  yjui- 
tificar  de  nueyo  ésta  circunstancia  con  citación  ▼  audictoeia  de  su  contrario, 
quedando  mientras  tanto  en  suspenso  el  curso  de  la  demanda  principal,  confor- 
me á  lo  preyenido  en  el  art.  22.  Y  si  fi:^re  el  demandado  el  que  se  halle  en  di- 
cho caso,  se  defenderá  como  pobre  acreditando  haber  recaído  esta  declaración  á  su 
favor  en  otro  pleito;  pero  si  se  opone  el  demandante,  se  le  prevendrá  que  pida  en 
forma  la  declaración  de  pobrt  za,  y  mientras^  no  la  pida,  no  podrá  consMÓrseie 
dicho  beneficio.  En  este  caso  deberá  sustanciarse  en  pieza  separada  el  incidente 
de  pobreza,  conforme  al  art.  23. 

Artículo  36. 

La  declaración  de  pobreza,  hecha  en  favor  de  cualquier  liti- 
gante, no  le  librará  de  la  obligación  de  pagar  las  costas  en  que 
haya  sido  condenado,  si  se  le  encontrasen  bienes  en  que  hacerlas 
efectivas. 

Artículo  37. 

Venciendo  el  declarado  pobre  en  el  pleito  que  hubiere  promo- 
vido, deberá  pagar  las  costas  causadas  en  su  defensa,  siempre  que 
no  excedan  de  la  tercera  parte  de  lo  que  en  él  haya  obtenido  en 
virtud  de  la  demanda  ó  reconvención. 

Si  excedieren,  se  reducirán  á  lo  que  importe  dicha  tercera  parte. 

Artículo  38. 

Cuando  no  haja  bienes  bastantes  para  cubrir  lo  derechos  de  la 
Hacienda  y  los  que  pertenezcan  á  los  abogados,  procuradores  y 
demás  interesados  en  las  costas,  todos  percibirán  á  prorata  la 
parte  que  les  corresponda. 

Artículo  39.  * 

Estará  además  el  declarado  pobre  en  la  obligación  de  pagar 
las  costas  expresadas  en  el  artículo  37,  si  dentro  de  tres  años 
después  de  fenecido  el  pleito  viniese  á  mejor  fortuna. 

Se  entiende  qu6  ha  venido  á  mejor  fortuna: 

1.*^  Por  haber  adquirido  salario  permanente,  sueldo,  rentas 
ó  bienes,  ó  estar  dedicado  al  cultivo  de  tierras  ó  cria  de  ganados, 
cuyos  productos  sean  ó  estén  graduados  en  una  cantidad  superior 
al  jornal  de  cuatro  braceros  en  cada  localidad. 

2.  ^  Por  pagar  de  conlribucidn  de  subsidio  cuotas  dobles  á  las 
designadas  en  el  núm.  4.  ®  del  art.  15. 


Los  artículos  198, 199  y  200  de  la  ley  de  1855  están  reproducidos  en  los  dos 
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S rimeros  y  el  último  de  los  que  acftban  de  insertarse,  habiéndose  adicionado  la 
isposición  del  38^ 

Estaba  mandado  por  el  artículo  33  del  Beal  decreto  de  12  de  Septiembre  de 
1861  sobre  papel  sellado,  que  "el  reintegro  del  papel  sellado  en  las  causas  y  plei- 
tos tendrá  preferencia  absoluta"  sobre  los  créditos  de  "todos"  los  demás  acree- 
dores por  costas."  Esta  preferencia  era  violenta  é  injustificada:  si  para  la  de- 
fensa de  los  ^bres  sufre  el  Estado  el  grayámen  del  papel,  no  es  menos  pesada  la 
carga  que  se  impone  4  todos  los  que  intervienen  en  los  juicios  sin  otra  retribu- 
ción que  [sus  honorarios  ó  derechos,  con  la  diferencia  de  que  aquel  deja  de  ga- 
nar y  éstos  de  percibir  lo  que  legítimamente  les  corresponde  por  su  trabajo;  y 
como  además,  si  los  créditos  de  aquel  son  privilegiados,  también  lo  son  los  de 
éstos  por  su  carácter  de  alimenticios,  y  todos  se  devengan  á  la  vez  y  para  un 
mismo  objeto,  no  era  justo  que  la  Hacienda  se  reintegrara  por  completo  del  pa- 
pel sellado  cuando  no  nabía  bienes  bastantes  para  cubrir  todas  las  costas.  La 
disposición  antes  citada,  que  daba  lugar  á  esta  injusticia,  ha  sido  derogada  por 
la  nueva  ley  al  ordenar  en  su  artículo  38  que  "cuando  no  haya  bienes  bastantes 
para  cubrir  los  derechos  de  la  Hacienda  y  los  que  pertenezcan  á  los  abogados, 
procuradores  y  demás  interesados  en  las  costas,  todos  percibirán  á  prorata  la  par- 
te que  les  corresponda." 

Hemos  anticipado  estas  indicaciones  para  llamar  la  atención  sobre  la  impor- 
tante novedad  que,  en  beneficio  de  todos  los  funcionarios  que  auxilian  la  admi- 
nistración de  justicia,  introduce  dicho  artículo  38.  Examinemos  ahora  por  su 
orden  lo  que  dispone  éste  y  los  demás  artículos  que  son  objeto  del  presente  co- 
mentario, los  cuales  determinan  los  dos  casos  en  que  el  litigante  pobre  está 
oblierado  á  pagar  costas;  el  primero  cuando  haya  sido  condenado  en  ellas,  y  el 
segundo  cuando  haya  ganado  el  pleito. 

ri. 

En  la  base  4.  ^  de  las  aprobadas  por  la  ley  de  21  de  Junio  de  1880  para  [a 
reforma  del  Enjuiciamento  civil  se  previno  que  se  adoptaran  las  medioas  más 
conducentes  á  fin  de  evitar  que  los  declarados  pobres  abusen  de  esta  cualidad 
para  promover  y  sostener  pleitos  conocidamente  temerarios.  A  los  fines  de  esta 
oase  responde  el  art.  36,  el  cual,  reproduciendo  lo  que  estaba  ya  prevenido  en  el 
198  de  la  ley  anterior,  impone  al  litigante  pobre  la  obligación  de  pagar  las  cos- 
tas en  que  ha^a  sido  condenado,  si  se  le  encontrasen  bienes  en  que  hacerlas  efec* 
tivas.  La  jurisprudencia  observada  antes  de  la  ley  de  1855  no  estaba  conforme 
con  este  precepto:  el  art.  624  de  los  aranceles  judiciales  de  1846  había  prevenido 
que  cuando  alguno  de  los  litigantes  fuese  defendido  por  pobre,  no  satisfaciera 
derechos  algunos,  ni  su  parte  se  cargase  á  ninguno  de  los  colitij^antes;  y  sólo  en 
el  caso  de  ser  condenado  en  costas  su  contrario,  que  había  litigado  como  rico, 
tendrían  derecho  los  subalternos  para  reclamarle  la  parte  de  derechos  corres- 
pondientes al  píJbre.  Este  precepto  dio  lugar  á  que  se  dudase  si  cuando  el  i)obre 
era  condenado  en  costas  podía  exigirse  su  pago,  toda  vez  que^  tuviese  bienes 
en  que  hacerlas  efectivas:  duda  que  fué  resuelta  en  diverso,  sentido  por  los  tri- 
bunales, y  que  dio  lugar  á  que  se  declarase  por  Real  orden  de  3  de  Octubre  de 
1847,  mandada  obseryar  puntualmente  por  otra  de  10  de  Noviembre  de  1853, 
"que  el  litigante  pobre  no  puede  ser  compelido  al  pago  de  las  costas  mientras 
no  venga  á  mejorar  fortuna,  aunque  haya  sido  condenad»  en  ellas  por  su  teme- 
ridad manifiesta." 

Si  la  primera  parte  de  esta  disposición  se  fundaba  en  uu  principio  de  evidente 
justicia,  la  segunda  sancionaba  lo  que  ninguna  ley  di*be  permitir,  el  premio  de 
la  mala  fe  y  de  la  temeridad.  Norabuena  que  el  litigante  pobre  no  esté  obligado, 
mientras  no  venga  á  mejor  fortuna',  á  pagar  las  causadas  en  su  propia  defensa; 
pero  exténder  este  beneficio  á  los  gastos  que  "temerariamente"  ha  causado  á  su 
contrario,  y  no  permitir  que  éste  pueda  reembolsarse  cuando  aquél  tenga  bienes 
suficientes  para  ello,  no  lo  creemos  muy  conforme  á  la  razón  ni  á  una  estricta 
justicia.  Así  sucedió  sin  embargo;  y  prevalidos  los  litigantes  de  una  declara- 
ción tan  expresa,  no  temían  promover  los  pleitos  más  descabellados,  ni  las  pre- 
tensiones más  temerarias,  persuadidos  de  que  sin  riesgo  alguno  pedían  fatigar 
á  su  contrario  ocasionándole  toda  clase  de  gastos  y  molestias.   Y  decimos  sin 
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riesjTo  alguno,  porque  no  es  tan  común  el  que  un  litigante  pobre  venga  á  mejor 
fortuna,  así  como  es  muy  fácil  ocultar  su  nuero  estado,  6  cuMido  menos  burlar 
la  ley  con  cesiones  fraudulentas  y  con  otros  medios  de  que  saben  ralerse  aquellos 
que  proceden  de  mala  fe. 

Tan  graves  inconvenientes  se  han  salvado  y  se  salvarán  con  la  disposición  que 
etamos  examinando.  "La  declaración  de  pobreza  hecha  en  favor  de  cualquier  li- 
tigante, dice,  no  le  librará  de  la  obligación  de  pagar  las  costas  en  aue  haya  sido 
condenado,  si  se  le  encontrasen  bienes  en  que  hacerlas  efectivas.  Nótese»  en 
primer  lugar,  que  esa  obligación  sólo  recae  cuando  el  declarado  pobre  haya  sido 
condenado  en  costas;  de  ningún  modo  cuando  no  exista  tal  condenación:  en  se- 
gundo lugar,  que  las  costas  que  debe  satisfacer  no  son  las  causadas  en  su  defen- 
sa, porque  éstas  no  van  incluidas  en  dicha  fórmula,  y  el  litigante  pobre  tiene 
derecho  á  que  se  le  defienda  gratuitamente;  sino  las  ocasionadas  á  su  contrario 
y  que  por  su  culpa  desembolsé:  así  lo  convence  el  precepto  de  la  ley  al  decir  que 
deberá  pagar  las  costas  en  que  haya  sido  "condenado.'' 

Nótese  además  que  la  ley  determina  una  obligación,  j^  no  establece  limitación 
de  ningún  género,  ni  en  cuanto  á  la  cantidad  de  los  bienes  que  j^sea  el  conde- 
'  nado,  ni  con  respecto  al  tiempo  dentro  del  que  pueda  hacerse  efectiva  dicha  obli- 
gación. ^  Lo  que  hace  deducir  lógicamente,  que  cualquiera  que  sea  la  importan- 
cia de  dichos  bienes,  aun  cuando  no  basten  para  tenerle  por  rico,  se  le  podrá 
exigir  el  pago  de  las  costas  hasta  donde  alcancen,  y  si  no  bastaran  á  cubrir  su 
importe,  ó  no  los  tuviera,  quedará  responsable  á  su  abono  en  cualquier  tiempo 
en  que  mejore  de  fortuna,  pues  siendo  la  condenación  de  costas  una  pena,  no 
puede  ni  debe  hallarse  sujeta  al  término  de  tres  años  que  establece  el  art.  39, 
concreto  sólo  en  su  texto  literal  á  lo  que  dispone  el  37.  i  _ 

En  resumen:  la  ley  ha  querido  castigar,  cual  merece,  la  temeridad  de  un  liti- 
gante de  mala  fé,  haciéndole  entender  que.  aun  cuando  le  protege  favorecién- 
dole con  la  defensa  gratuita,  cesará  esa  protección  desde  el  momento  en  que  apa- 
rezca indigno  de  sus  favores;  y  por  lo  tanto,  si  es  condenado  en  costas,  como  di- 
*  cha  condenación  supone  la  sin  razón  con  que  ha  litigado,  deberá  pagar  á  su  con- 
trario los  desembolsos  que  por  tal  motivo  le  haya  ocasionado,  si  se  le  encuentran 
bienes  con  que  efectuarlo:  Con  esta  amenaza  permanente,  que  se  convertirá  en 
realidad  cuando  llegue  el  caso,  se  habrá  opuesto  un  freno  poderoso  al  abuso  que 
se  había  hecho  sentir  en  la  práctica  antigua,  y  que  demandaba  un  eficaz  correc- 
tivo. El  que  falta  á  sabiendas  á  la  buena  fé  ante  los  tribunales  de  justicia,  no 
merece  consideración  de  ningún  género. 

III. 

Ya  hemos  visto  que  el  litigante  pobre  tiene  la  obligación  de  pagar,  con  los 
bienes  que  tenga,  las  costas  causadas  á  su  contrario,  cuando  haya  sido  condena- 
do expresamente  á  su  paffo,  sin  que  en  esa  obligación  estén  comprendidas  las  de 
su  propia  defensa,  lo  cusu  se  refiere  al  caso  en  que  haya  perdido  el  pleito.  Vea- 
mos ahora  lo  que  establece  la  ley  para  cuando  lo  gane  ó  resulte  vencedor. 

Para  este  casQ  ordena  el  art.  37,  de  acuerdo  con  el  199  de  la  ley  de  1855,  que 
"venciendo  el  declarado  pobre  en  el  pleito,  deberá  pagar  las  costas  causadas  en 
su  defensa,  siempre  que  no  excedan  ae  la  tercera  parte  de  lo  que  en  él  haya  ob- 
tenido "en  virtud  de  la  demanda  ó  reconvención.  Estas  últimas  palabras,  adi- 
■cionaidas  en  la  nueva  ley,  resuelven  la  duda  á  que  se  prestaba  la  anterior  por 
haber  limitado  su  precepto  al  demandante,  ó  sea  al  declarado  pobre  que  resulta- 
re vencedor  en  el  pleito  que  hubiere  promovido,  de  suerte  que  parecía  excluido 
el  demandado  de  la  obligación  de  pa|i:ar  las  costas  de  su  defensa,  ni  aun  con  la 
tercera  parte  de  lo  que  hubiese  obtenido  por  mutua  petición.  Ahora  ya  no  puede 
haber  duda  en  que  el  precepto  de  la  ley  se  refiere  lo  mismo  al  demandante  que 
al  demandado,  como  es  justo:  la  tercera  parte  de  lo  que  aquél  haya  obtenido  en 
virtud  de  bxi  demanda,  y  éste  por  consecuencia  de  su  reconvención,  queda  sujeto, 
hasta  donde  alcance,  al  nago  de  las  costas  de  su  respectiva  defensa. 

Podrá  suceder  que  al  {aliarse  el  pleito  á  favor  del  litigante  pobre,  sea  conde- 
nado en  costas  su  contrario:  en  tal  caso,  de  éste  deberán  exieirse  las  de  la  defen- 
sa de  aquel;  pero  si  careciere  de  bienes  para  pagarlas  en  todo  ó  en  parte,  los  in- 
teresados en  ellas  podrán  reclamar  su  pago  total  ó  parcial  de  su  defendido,  sólo 
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hasta  donde  alcance  la  tercera  parte  de  lo  que  perciba  por  razón  del  pleito.  La 
ley  no  hace  distinción  de  casos:  destina  en  g;eneral,  y  con  notoria  justicia,  9I  pa- 
go de  las  costas  causadas  en  la  defensa  del  litigante  pobre  la  tercera  parte  de  lo 
que  éste  haya  obtenido  en  el  pleito,  y  si  no  pueden  hacerse  efectiras  de  su  con- 
trario condenado  en  ellas,  justo  es  que  dé  esa  participación  á  los  que  le  han  de- 
fendido, sin  peijuicio  de  reclamar  de  éste  su  reintegro,  cuando  sea  posible.  En 
mte  sentido,  que  está  de  acuerdo  con  la  práctica  establecida,  creemos  debe  en- 
tenderse el  art.  37. 

Es  preciso  no  olvidar  las  palabras  de  la  ley  para  no  incurrir  en  una  equiro- 
cada  inteligencia  de  dicho  precepto:  la  obligación  del  litigante  pobie  se  concre- 
ta  á  abonar  las  costas  cuando  no  excedan  de  la  tercera  parte  de  lo  que  en  el 

Sleito  haya  "obtenido:"  los  aranceles  judiciales  de  1846  en  su  art.  625  dijeron, 
e  la  tercera  parte  de  lo  que  "perciba;'  verbos  ambos  que  tienen  la  misma  ten- 
dencia é  igual  significación.  De  aquí  se  deduce  que  no  siempre  que  sea  vence- 
dor el  litigante  pobre,  vendrá  obligado  á  pagar  las  costas,  sino  sólo  en  el  caso  de 
que  "obtenga**  algo  del  pleito,  y  cuya  tercera  parte  pueda  estar  tenida  al  cum- 
plimiento de  dichA  obligación.  Y  así  es  la  verdad:  un  litigio  puede  versar  sobre 
reclamación  de  un  derecho  que  no  tenga  una  material  apreciación,  y  en  cee  ca- 
so, aun  cuando  venza  la  parte  pobre,  no  se  la  podrá  obligar  á  que  abone  la»  cos- 
tas, porque  nada  "obtiene,"  nada  "percibe"  del  pleito  para  el  efecto  del  artículo. 
Así,  por  ejemplo,  si  litiga  sobre  el  reconocimiento  de  una  servidumbre  de  luces 
ó  de  paso,  y  vence  en  el  pleito,  habrá  conseguido  una  declaración  de  mucha  es- 
tima para  él,  peo  que  verdaderamente  no  puede  ger  apreciada  por  el  objeto  de 
que  su  tercera  parte  se  reserve  al  pago  de  las  costas.  Lo  mismo  podrá  deoirse 
cuando  el  pleito  verse  sobre  filiación  ó  sobre  la  declaración  de  cualquier  derecho 
considerado  en  abstracto.  De  modo  que  la  obligación  de  satisfacer  dichas  cos- 
tas sólo  podrá  existir  cuando  la  reclamación  haya  girado  sobre  la  pertenencia 
de  una  cosa,  que  en  el  comercio  humano  puede  ser  debidamente  valuada,  y  pue- 
da su  tercera  parte  destinarse  al  objeto  que  menciona  el  artículo  que  examina-, 
mos,  mediante  su  enajenación  si  fuere  necesai  io. 

No  será  infructuoso  advertir,  para  evitar  dudas  y  cuestiones,  que  en  este  ar- 
tículo, así  como  en  otros,  la  ley  usa  en  sentido  genérico  la  palabra  "costas," 
comprendiendo  los  derechos  de  arancel,  así  como  los  honorarios  de  los  aboga- 
dos, peritos  y  demás  funcionarios  que  intervienen  en  los  procedimientos,  según 
se  consigna  expresamente  en  el  art.  38.  Tampoco  estará  demás  indicar,  que  no 
pudiendo  exceaer  las  costas  aue  se  cobren  del  importe  de  la  tercera  parte  que  ob- 
tenga el  vencedor,  y  debiendo  reducirse  á  ella  cuando  excedieren,  la  reducción 
debe  ser  proporcional,  y  á  prorata  percibirá  cada  uno  la  parte  que  le  toque  de 
las  que  haya  devengado,  como  lo  ordena  el  párrafo  último  del  art.  37.    En  esta 

f>rorata  entrará  también  la  Hacienda  por  el  reintegro  del  papel  sellado,  cesando 
a  preferencia  absoluta  que  antes  tenía  sobre  los  créditos  de  todos  los  demás  in- 
teresados en  las  costas,  según  hemos  dicho  al  principio  de  este  comentario,  de 
acuerdo  con  lo  que  previene  el  artículo  38. 

La  ley  no  podía  privar  á  los  que  estuviesen  en  la  clase  de  pobres,  de  que  in- 
tervinieran en  los  juicios  auxiliados  de  todos  los  beneficios  á  que  son  acreedores 
por  su  especial  condición;  pero  tampoco  era  justo  que  llevase  su  precepto  hasta 
un  extremo  que  excediera  los  límites  de  la  prudencia,  ^i  la  exención  del  pago  de 
las  costas,  causadas  en  la  defensa  del  litigante  pobre,  se  funda  en  su  estado  de 
pobreza,  en  la  imposibilidad  en  que  se  encuentra  de  sufragar  todos  los  gastos 
de  un  procedimiento,  esa  exención  debía  cesar  desde  el  instante  en  que  mejora- 
se de  fortuna,  desde  el  momento  en  que  tuviese  medios  bastantes  para  recom- 
pensar los  trabajos  que  en  su  obsequio  habían  hecho  los  funcionarios  encarga- 
dos de  defenderle  en  juicio,  y  los  demás  que  habían  -tenido  intervención  en  él 
bajo  el  mismo  concepto.  Fundadas  en  estos  principios,  dispusieron  las  Ordenan- 
zas de  las  Audiencias  en  su  art.  199,  que  si  el  pobre,  á  quien  hubiere  defendido 
algún  abogado,  viniere  á  mejor  fortuna,  bastante  para  satisfacerle  los  derechos 
que  hubiese  devengado  en  la  defensa,  pudiera  exigírselos  éste,  lo  mismo  que  los 
demás  curiales  en  ig^ual  caso.  Dos  vacíos  importantes  tenía  esta  disposición, 
que  dieron  lugar  á  mil  cuestiones  y  á  graves  conflictos:  no  determinaba  cuándo 
debía  entenderse  que  un  litigante  pobre  había  venido  á  mejorar  fortuna,  ni  fijó 
tampoco  término  alguno  para  que  prescribiese  el  derecho  de  reclamar. 
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A  fin  de  evitar  tales  inconyenientes,  preceptuó  el  art.  200  de  la  ley  anterior, 
y  se  ha  reproducido  en  el  39  de  la  nuera  ley,  que  el  declarado  pobre  está  obliga- 
do á  pagar  las  costas  causadas  en  su  defensa,  si  dentro  de  tres  años  después  de 
fenecido  el  pleito  viniere  á  mejor  fortuna.  Ante  todo  debe  notarse  que  la  ley  no 
establece  distinción  alguna  en  su  precepto:  siempre  que  dentro  del  tiempo  fija- 
do venga  á  mejoi*  fortuna,  tendrá  obligación  de  pagarlos  derechos  ú  honorarios 
4evengados  en  su  defensa,  ora  sea  vencedor  ó  vencido,  á  no  ser  que  condenado 
en  las  costas  su  contrario,  éste  las  hubiese  satisfecho.  £1  plazo  de  los  tres  afios, 
que  sin  duda  se  ha  fijado  en  consideración  á  qué  por  el  mismo  término  se  pres- 
criben los  honorarios  de  los  letrados  y  procuradores,  según  la  ley  9,  título  11, 
libro  10  de  la  Nov.  Rec.,  debe  contarse  desde  que  haya  **fenecido"  el  pleito,  co- 
mo dice  dicho  art.  89,  bien  por  sentencia  firme  ó  por  convenio  de  las  partes. 
^  Por  último,  con  el  objeto  de  obviar  todos  los  incouvenientes  de  la  antigua  ju- 
risprudencia, la  nueva  ley  ha  obrado  con  previsión  al  determinar  cuándo  se  en- 
tiende que  un  litigante  pobre  ha  venido  á  mejor  fortuna,  en  vez  de  haberlo  de- 
jado al  arbitrio  judicial.  Así  lo  expresa  en  el  mismo  art.  39,  diciendo  que  se  en- 
tiende que  ha  venido  á  mejor  fortuna:  1.  ® ''por  haber  adquirido  salario  perma- 
nente, sueldo,  rentas  ó  bienes,  ó  estar  dedicado  al  cultivo  de  tierras  ó  cría  de 
ganados,  cuyos  productos  sean  ó  estén  graduados  en  una  cantidad  superior  al 
jornal  de  cuatro  braceros  en  cada  localidad;  y  2.  ®  por  pagar  de  contribución  de 
subsidio  cuotas  dobles  á  las  designadas  en  el  número  4.  ^  del  art.  15."  Ha  pro- 
cedido la  ley  con  notoria  equidad  al^  doblar  las  cuotas  de  dicho  artículo  para 
este  caso,  teniendo  sin  duda  en  consideración  que  por  razones  que  afectan  al  or- 
den social,  no  sería  conveniente  dejar  sin  efecto  los  beneficios  que  la  ley  conce- 
de al  litigante  pobre  sino  en  el  caso  de  que  en  poco  tiempo  haya  mejorado  no- 
tablemente  de  lortuna. 

Concluiremos  indicando  que  no  se  olvide  lo  que  establece  el  párrafo  último 
del  art.  15  para  el  caso  especial  á  que  se  refiere,  el  cual,  por  tanto,  no  se  ri- 
ge por  las  disposiciones  de  los  artículos  que  han  sido  objeto  de  este  comen- 
tario. 


Artículo  40. 

El  que  liaya  sido  declarado  pobre,  podrá  valerse  de  abogado  y 
procurador  de  su  elección,  si  aceptan  el  cargo. 

No  aceptándolo,  se  le  nombrarán  de  oficio,  pero  con  sujeción 
á  lo  que  prescribe  en  los  artículos  siguientes. 

Salicionando  lo  que  estaba  admitido  en  la  práctica,  aunque  no  dispuesto  ex- 
presamente en  la  lev  de  1855,  por  este  artículo  se  conceden  dos  medios  al  litigan- 
te, que  tenga  derecno  á  la  defensa  gratuita  para  promover  ó  seguir  el  pleito,  ya 
sea  demandante  ya  demandado:  ó  valerse  de  abogado  y  procurador  de  su  elec- 
ción; ó  pedir  que  se  le  nombren  de  oficio.  Podrá  suceder  que  haya  encontrado 
abogado  que  se  encargue  de  su  defensa,  y  no  procurador,  ó  al  contrario:  en  tal 
caso  el  nombramiento  de  oficio  se  limitará  á  aquel  de  estos  funcionarios  que  so- 
licite el  interesado.  Todo  en  el  supuesto  de  que  el  negocio  de  que  haya  de  enta- 
blar ó  sefifuir,  no  sea  de  los  exceptuados  de  la  intervención  de  procurador  y  di- 
rección de  letrado  por  los  artículos  4.  ®  ]r  10,  pues  si  lo  fuese,  podrá  compare- 
cer por  sí  mismo,  ó  pedir  dicho  nombramiento  para  la  más  acertada  dirección* 

Cuando  el  litigante  pobre  se  valga  de  abogado  y  procurador  de  su  elección,  9 
de  cualquiera  de  ellos,  es  necesario  que  éstos  acepten  el  cargo:  para  ello  deber' 
aquel  presentar  un  escrito  designándolos,  en  cuya  virtud  los  tendrá  el  juez  po| 
nombrados  y  mandará  se  les  haga  saber  para  su  aceptación.  También  podra  el 
interesado  valerse  del  medio  de  otorgar  poder  en  forma  á  favor  del  procurador, 
y  si  éste  comparece  en  los  autos  hacienao  uso  del  poder,  según  el  art.  5.^  se 
supone  que  lo  acepta,  como  se  supone  también  la  a^septación  del  letrado  por  el 
hecho  de  presentarse  la  demanda  ú  otro  escrito  bajo  su  dirección  y  con  su  fir- 
ma. £n  los  denás  casos  es  indispensable  que  conste  en  los  autos  la  aceptación 
expresa  del  procurador,  á  fin  de  que  pueda  exigírsele  el  cumplimiento  de  las  obli- 
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'paciones  ,que  contrae  como  mandatario,  y  para  ello  el  medio  más  expedito  es  el 
indicado  anteriormente. 

Si  aceptan  el  abogado  y  procurador  elegidos  por  el  litigante  pobre,  se  ercar- 
garán  desde  luego  de  su  representación  y  defensa,  sin  necesidad  de  los  requisi- 
tos que  determinan  los  artículos  41  y  siguientes,  los  cuales  no  tienen  aplicación 
al  caso  en  que  acepte  el  letrado,  aunque  no  lo  xerifique  el  procurador.  Si  no 
aceptan,  mandará  el  juez  que  se  nombren  de  oficio,  pero  luego  que  el  interesado 
presente  la  relación  que  previene  dicho  art.  41,  cuando  se  trate  del  que  haya 
obtenido  la  declaración  de  pobreza  para  promover  un  pleito,  como  lo  ordena  el 
42  con  limitación  á  este  easo.^  Dicho  nombramiento  se  verificará  por  los  de- 
canos de  los  respectivos  Colegios,  y  donde  no^  los  haya,  por  el  secretario  del 
juzgado  de  priméis  instancia  bajo  la  inspección  del  juez,  conforme  á  los  ar- 
tículos 867  y  868  á%  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  de  1870  y  á  la  práctica  es- 
tablecida, oegún  ésta,  no  se  realiza  el  nombramiento  de  ofiicio,  y  hasta  se  deja 
sin  efecto  después  de  realizado,  siempre  que  el  interesado  designa  otro  abogado 
ó  procurador,  que  aceptan  expontáneamente  su  representación  y  defensa;  prác- 
tica que  creemos  debe  conservarse,  porque  no  se  opone  á  ningún  precepto  de  la 
ley,  antes  Inen,  es  conforme  á  su  espíritu,  y  favorece  al  litigante  pobre,  el  cual 
no  tiene  que  someterse,  como  hemos  indicado,  á  las  condiciones  de  los  artículos 
41  y  siguientes,  ni  se  expone  á  las  consecuencias  del  46,  cuando  es  de  su  elección 
el  letrado  que  se  encarga  de  su  defensa,  al  paso  que,  si  se  le  nombra  de  oficio, 
tiene  que  someterse  á  U)  que  prescriben  dichos  rrtículos. 

Téngase  presente  que  el  abogado  elegido  por  un  litigante  pobre,  que  acepta  la 
defensa  del  mismo  no  hallándose  en  turno  para  levantar  esta  carga,  se  entiende 
que  la  acepta  con  las  condiciones  que  la  ley  le  impone,  puesto  que  tenía  libertad 
para  renunciarla;  y  sólo  quedaría  relevado  de  esta  obligación  mediando  pacto 
expreso  por  el  que  el  litigante  se  hubiese  obligado  á  pagarle  sus  honorarios, 
cualquiera  que  fuese  el  éxito  del  negocio.  No  mediando  este  pacto,  sólo  tendrá 
derecho  á  percibir  sus  honorarios  á  prorata  y  por  cuenta  de  la  tercera  parte  de 
lo  que  aquel  haya  obtenido  en  el  pleito,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  37,  ó 
si  mejorase  de  fortuna  en  los  casos  que  determina  el  39.  Así  lo  tiene  declarado 
el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  17  de  Junio  de  1876.  Lo  mismo  deberá  en- 
tenderse respecto  de  los  procuradores. 

No  estará  demás  advertir,  para  evitar  dudas,  que  aunque  el  art,  40,  que  esta- 
mos comentando,  se  refiere  "al  que  haya  sido  declarado  pobre,"  es  preciso  re- 
cordar que,  según  el  27,  ha  de  ser  defendido  desde  luego  como  pobre  todo  el  que 
solicite  en  forma  la  declaración  de  pobreza,  y  que,  conforme  al  23,  esta  solicitud 
ha  de  sustanciarse  en  pieza  separada  siempre  que  se  deduzca  después  de  contes- 
tada, ó  al  contestar  la  demanda,  sin  que  pueda  suspenderse  en  este  caso  el  curso 
del  pleito  principal  sino  por  conformidad  de  ambas  partes.  Esto  supuesto,  sólo 
en  el  caso  del  art.  22,  que  es  cuando  se  solicita  la  defensa  gratuita  para  enta- 
blar una  demanda,  poorá  y  deberá  estar  declarado  pobre  por  sentencia  firme  el 
litigante  que  haga  ó  pida  el  nombramiento  de  abogado  y  procurador;  pero  no 
en  los  demás  casos,  y  sin  embargo,  no  podrá  prescindirse  en  ellos  de  dicho  nom- 
bramiento, al  que  le  dá  además  derecho  el  atr.  27.  Por  estas  consideraciones  y 
para  conciliar  dichos  artículos,  tenemos  por  indudable,  que  la  intención  del  le- 
gislador en  el  artículo  40,  no  ha  sido  limitar  su  precepto  al  que  haya  sido  de- 
clarado pobre  por  sentencia  firme,  sino  que  se  refiere  á  todo  litigante  que  tenga 
derecho  á  ser  defendido  con  los  beneficios  de  la  pobreza  y  tenga  precisión  de  va- 
lerse de  abogado  y  procurador  para  continuar  un  pleito  ya  comenzado,  sin  per- 
juicio de  la  sentencia  firme  que  recaiga  en  el  incidente  de  pobreza.  Ténganse 
Í presentes  estas  observaciones  al  aplicar  el  art,  48,  en  el  que  se  emplea  la  misma 
ocución. 


Articulo  41. 

El  que  haya  obtenido  la  declaración  de  pobreza  para  promo- 
ver un  pleito  ó  deducir  cualquier  demanda,  deberá  presentar  al 
Juzgado,  en  papel  común  ó  del  sello  de  pobres,  una  relación  cir- 
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cunstanciada  de  los  hechos  en  que  funde  su  derecho,  y  los  docu- 
mentos ó  expresión  de  los  medios  con  que  cuente  para  justifi- 
carlos. 

Artículo  42. 

Luego  que  el  declarado  pobre  cumpla  lo  prevenido  en  el  ar- 
ticulo anterior,  se  le  nombrarán  de  oficio  procurador  y  abogado 
que  se  encarguen  de  su  representación  y  defensa,  y  se  entregarán 
los  autos  al  procurador  para  que  los  pase  al  estudio  del  letrado. 

Artículo  43. 

Si  el  letrado  estimare  que  son  insuficientes  los  hechos  consig- 
nados en  la  relación;  podrá  pedir  dentro  de  diez  días  que  se  re- 
quiera al  interesado  para  qne  los  amplíe  ó  aclare  sobre  los  ex- 
tremos que  aquél  designe. 

Artículo  44. 

Cuando,  con  dicha  ampliación  ó  sin  ella,  estime  el  letrado  que 
es  insostenible  el  derecho  que  quiere  hacer  valer  el  pobre,  podrá 
excusarse  de  la  defensa,  haciéndolo  presente  al  Juzgado  dentro 
de  diez  días  en  escrito  suscintamente  razonado. 

Artículo  45. 

En  este  caso,  el  Juzgado  pasará  los  autos  al  Colegio  de  Abo- 
gados, para  que  dos  letrados  en  ejercicio,  de  los  que  paguen  las 
tres  primeras  cuotas  de  contribución,  den  su  dictamen  sobre  si 
puede  ó  no  sostenerse  en  juicio  la  acción  que  se  proponga  enta- 
blar el  declarado  pobre. 

Si  no  hubiere  Colegio,  el  Juez  nombrará  á  dos  de  los  letrados 
más  antiguos  del  mismo  Juzgado  para  que  den  dicho  dictamen; 
y  si  no  los  hubiere  hábiles,  remitirán  los  autos,  por  conducto 
del  Juez  respectivo,  al  Colegio  de  Abogados  más  próximo. 

Artículo  46. 

Si  el  dictamen  de  dichos  dos  letrados  fuere  conforme  con  el  del 
nombrado  de  oficio,  se  negarán  al  interesado  los  beneficios  de  la 
defensa  por  pobre  en  aquel  asunto,  sin  perjuicio  de  su  derecho 
para  promoverlo  como  rico. 

Artículo  47. 

Cuando  los  dos  letrados,  ó  uno  de  ellos,  opinare  que  procede 
entablar  la  acción  ó  que  es  dudoso,  por  lo  menos,  el  derecho  que 
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pretenda  el  declarado  pobre,  se  le  nombrará  de  oñcio  otro  abo- 
gado, para  quien  será  obligatoria  la  defensa. 

El  desarrollo  de  la  base  4.  '^  >  de  las  aprobadas  por  la  ley  de  21  de  Junio  de 
1880  para  la  reforma  de  la  de  Enjuiciamento  cÍ|TÍ1,  fué  objeto  de  serias  delibe- 
raciones en  la  Comisión  de  Codificación.  Había  que  buscar  el  medio  de  evitar, 
como  en  dicha  base  se  ordena,  que  los  declarados  le^almente  pobres  abusen  de 
esta  cualidad  para  prprnorer  y  sostener  pleitos  conocidan^nte  temerarios»  y  no 
se  encontró  por  último  otro  más  adecuado  y  cenveniente  que  el  establecido  en 
estos  siete  artículos,  relativos  todos  al  demandante,  ó  sea  al  que  haya  obtenido  la 
declaración  de  pobreza  para  entablar  un  pleito  ó  deducir  cualquier  demanda,  y 
en  el  48  que  se  i'efiere  al  demandado,  y  también  al  demandante  cuando  solicita 
dicha  declaración  por  haber  reñido  al  estado  de  pobre  después  de  comenzado  el 
pleito. 

Como  suele  suceder  con  toda  innoración,  estos  artículos,  sin  precedentes  en  la 
legislación  anterior,  han  sido  ya  objeto  de  alabanzas  y  de  censuras.  Nos  extra- 
limitaríamos del  objeto  de  esta  obra  si  entrásemos  en  polémicas  de  esa  dase: 
hemos  contraído  con  nuestros  lectores  el  compromiso  ae  explicar  la  ley,  acep- 
tándola tal  como  se  haya  escrita,  para  facilitar  su  inteligencia  y  recta  aplica- 
ción 69  la  práctica,  y  no  debemos  separarnos  de  este  propósito.  Sin  estas  conside- 
raciones, fácil  nos  sería  demostrar  que  la  ley  ha  llenado  su  misión,  proporcio- 
nando al  litigante  pobre  cuantos  medios  pueda  necesitar  para  la  defensa  gratui- 
ta de  sus  legítimos  derechos,  si  bien  adoptando  á  la  rez  las  medidas  conducentes 
á  eyitar  que  se  abuse  de  ese  beneficio  en  perjuicio  de  los  que  no  gozan  de  él,  y 
acaso  con  fines  reprobados  por  la  moral  y  las  leyes,  como  hemos  dicho  ya  en  la 
introducción  de  esta  sección  (pág.  75.)  De  todos  modos,  no  podrá  desconocerse 
que  los  artículos,  que  son  objeto  de  este  comentario,  responden  á  los  fines  y  pre- 
cepto de  la  base  antes  citada,  aprobaHa  por  las  Cortes  y  sancionada  por  la  Coro- 
na, y  esto  basta  para  justificar  sus  disposiciones,  puesto  que  el  Gobierno,  al 
aprobar  la  ley,  no  podía  separarse  de  dicna  base.  ¿Ofrecerán  dificultades  insu- 
perables en  su  aplicación,  como  algunos  suponen?  Creemos  que  no,  y  esto  es  lo 
que  nos  corresponde  demostrar. 

No  se  olride  que,  según  el  art.  40,  el  litigante  gue  haya  sido  declarado' pobre 
podrá  yalerse  de  abogado  y  procurador  de  su  elección,  y  sólo  en  el  caso  de  que  no 
acepten  los  elegidos,  ni  ningiino  de  los  que  podrá  nombrar  en  su  reemplazo,  como 
hemos  dicho  en  el  comentario  anterior,  y  sea  necesario  por  consiguiente  nom- 
brarlos de  oficio,  tendrá  que  sujetarse  á  lo  que  prescriben  estos  artículos.  Y  co- 
mo todos  ellos  se  refieren  á  la  dirección  facultatiya  del  pleito,  es  indudable  que 
sólo  deben  tener  aplicación  cuando  el  demandante  pobre  tenga  que  raierse  de 
letrado  nombrado  de  oficio,  de  suerte  que  si  encuentra  un  abogado  que  se  encar- 
de Toluntariamente  de  la  dirección  y  defensa  del  pleito,  le  que  le  será  bien  fácil 
si  le  asiste  la  razón,  no  tendrá  que  sujetarse  á  lo  que  estos  artículos  prescriben, 
aunque  haya  de  nombrársele  de  oficio  el  procurador.  La  experiencia  enseña  que 
cuando  son  legítimos  y  realizables  los  derechos  del  pobre,  suele  pedir  que  se  le 
nombre  de  oficio  el  procurador,  pero  rara  vez  deja  de  valerse  en  tal  caso  de  abo- 
bado de  su  elección.  Y  yéase  como  las  restricciones  que  aquí  se  establecen  que- 
jarán limitadas  en  la  práctica,  con  raras  excepciones,  á  los  casos  en  que  el  pobre 
se  proponga  promoveí  un  pleito  sin  razón  ó  con  derecho  muy  discutible,  ó  sobre 
contiendas  de  familia,  que  siempre  son  enojosas. 

Resulta,  pues,  que  sólo  en  el  caso  de  que  no  tenga  abogado  de  su  elección  el 
que  ha^a  obtenido  la  declaración  de  pobreza  para  promover  un  pleito  ó  deducir 
cualquiera  otra  demanda,  y  sea  necesario  nombrárselo  de  oficio,  tendrá  que  pre- 
sentar, antes  de  que  se  lleve  á  efecto  este  nombramiento,  la  relación  circunstan- 
ciada de  los  hechos  en  que  fíinde  su  derecho,  y  los  documentoe  ó  expresión  de  los 
medios  con  que  cuente  para  justificarlos,  que  preyiene  el  art.  41.  Si  se  limitase 
á  nedir  que  se  le  nombren  abogado  y  procurador,  ó  solamente  abogado,  el  juet 
deoerá  acordar,  según  el  art.  43,  que  luego  que  presente  dicha  relación,  ó  que 
cumpla  lo  preyenido  en  aquel  artieulo,  se  proyeerá  sobre  dicho  nombramiento. 

Hay  quien  provee  graves  dificultades  para  el  cumplimiento  de  estas  disposicio- 
nes, por  la'falta  de  instrucción  de  ^ne  generalmente  adolecen  los  litigantes  pebres, 
lo  cual  será  un  obstáculo  para  qué'  formen  y  presenten  la  relación  que  previene 
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el  art.  41.  No  opinamos  de  este  modo:  nadie  intenta  promorer  un  pleito  sin  reu- 
nir antes  los  antecedentes  y  documentos  en  su  caso  que  justifiquen  su  pretendido 
derecho,  y  si  el  interesado  carece  de  la  instrucción  necesaria  para  ello,  habrá 
tenido  que  yalerse  de  otra  persona,  la  cual  podrá  formarle  la  relación  exigida 
por  la  ley,  tomándose  todo  el  tiempo  que  guste,  puesto  que  ésta  no  fija  término 
para  presentarla  ni  determina  fórmula  para  su  redacción. 

Si  esa  relación  fuese  incompleta  ó  cstu? iese  mal  redactada,  la  misma  ley  pro- 
ree  el  remedio  facultando  i>or  el  art.  43  al  letrado  nombrado  de  oficio  para  pedir 
dentro  de  diez  días  se  requiera  al  interesado  á  fin  de  que  la  amplíe  ó  aclare  sobre 
los  extremos  que  aquel  designe.  Es  natural  que  en  ese  término  el  litigante  haya 
TÍsto  á  su  abogado  para  aclararle  los  hechos  y  darle  las  demás  instrucciones  que 
le  pida,  y  por  consi^iente  bajo  su  dirección  y  consejo  ^odrá  ampliar  la  rela- 
ción, si  fuese  insuficiente;  ampliación  que  será  innecesaria,  y  no  deberá  pedirse, 
cuando  el  letrado,  con  rista  de  la  primera  relación  y  de  los  demás  datos  que  le 
haya  facilitado  su  cliente,  se  decida  á  interponer  la  demanda.  Si  para  ello  nece- 
sita documentos,  que  éste  no  tenga  en  su  poder,  podrá  pedir  al  juzgado  que  se 
libren  en  papel  de  pobres.  Además,  ese  sistema  no  es  enteramente  nuero  en 
nuestros  prooedimientos:  ya  la  ley  10,  tít.  22,  libro  5.  ^  de  la  Noy.  Becop.  im- 
puso á  todo  litigante  la  obligación  de  dar  á  su  abogado  por  escrito  una  relación 
análoga,  firmada  por  el  interesado,  y  si  no  supiere,  por  otra  persona  en  su  nom- 
bre, como  hemos  dicho  en  la  pág.  50  de  este  tomo.  Tenemos  por  seguro  que  no 
dejará  de  promoyerse  ningún  pleito  porque  sea  imposible  al  interesado  presentar 
la  relación  de  que  se  trata. 

El  letrado  nombrado  de  oficio  que,  con  yista  de  dicha  relación  y  de  la  amplia- 
ción en  su  caso,  estime  que  es  insostenible  el  derecho  que  pretende  reclamar  el 
declarado  pobre,  y  que  por  esta  razón  no  quiera  encargarse  de  formular  la  de- 
manda, podrá  excusarse  de  la  defensa,  haciéndolo  presente  al  juzgado  dentro  de 
diez  días  en  escrito  sucintamente  razonado.  Para  ordenarlo  así  el  art.  44,  se 
habrá  tenido  en  consideración  que  tratándose  de  }a  preparación  de  una  deman- 
da, ningún  perjuicio  puede  resultar  á  la  parte  de  que  el  letrado  exponga  por  es- 
crito las  razones  que  tenga  para  creerla  insostenible,  antes  bien,  podrá  seryirle 
pAra  aducir  nueyos  hechos  ó  documentos  aue  aclaren  su  derecho,  y  cuya  amplia- 
ción deberá  admitírsele  por  ser  de  equidad  y  no  prohibirlo  la  ley.  £1  letrado, 
8Ín  embargo,  deberá  meaitar  mucho  ese  paso,  por  lo  que  podría  afectar  á  su  re- 
putación y  decoro  profesional,  si  los  dos  letrados,  que  han  de  examinar  después 
el  asunto,  estimasen  inmotiyadas  las  razones  en  que  se  haya  fundado  su  excusa. 
Tendrá  también  presente  aue,  según  el  art.  49,  ésta  no  puede  ser  admitida  si  no 
la  presenta  dentro  de  los  oiez  díaís  antedichos. 

Si  la  excusa  del  letrado  se  fundase  en  incompatibilidad  por  haberse  encarga- 
do de  la  defensa  de  la  parte  contraria,  ó  en  otros  motiyos  de  decoro  profesional, 
deberá  ser  admitida  y  nombrarse  otro  en  su  reemplazo.  Sólo  cuando  se  funde  en 
la  causa  antes  expresada  de  estimar  insostenible  el  derecho  que  quiere  hacer 
yaler  el  pobre,  mandará  el  juez  que  se  pásenlos  autos  al  colegio  de  Abogados 
para  que  dos  letrados  en  ejercicio,  designados  por  la  junta  de  gobierno  del  mis- 
mo, de  los  que  paguen  las  tres  primeras  cuotas  de  la  contribución  industrial, 
den  su  dictamen  sobre  si  puede  ó  no  sostenerse  en  juicio  la  acción  que  se  pro- 
ponga entablar  el  declarado  pobre.  Si  no^  hubiere  colegio,  el  juez  nombrará  con 
dicho  objeto  dos  letrados  de  los  más  antiguos  del  mismo  juzgado;  y  si  no  los 
hubiere  hábiles,  acordará  que  por  conducto  del  juez  de  primera  instancia  res- 
pectiyo  se  remitan  los  autos  ai  colegio  de  Abogados  más  próximo  para  que  los 
indiyiduos  del  mismo,  de  los  que  paguen  las  tres  primeras  cuotas  ae  contribu- 
ción, den  dicho  dictamen.  Así  lo  ordena  elart<  45,  cuyas  disposiciones  han  sido 
censuradas  por  unos,  porque  suponen  que  es  crear  un  tribunal  especial  que  falle 
anticipadamente  el  pleito;  y  por  otros,  porque  se  impone  una  carga  pesada  á  los 
letrados  qvíQ  pagan  las  primeras  cuotas,  en  mengua  de  los  de  i>obree,  que  tienen 
la  obligación  de  prestar  ese  senricio.  Ambas  opiniones  son  exajeradas,  y  carecen 
de  fundamento  á  nuestro  juicio. 

Los  letrados  no  han  de  dar  su  dictamen  oyendo  á  las  dos  partes,  como  lo  hace 
el  juez  p^a  dictar  su  fallo:  lo  dai'án  ateniéndose  á  los  hecnos  expuestos  en  la 
relación  del  demandante,  que  podrán  ser  incompletos  ó  inexactos,  y  á  los  docu- 
mentos que  haya  presentado,  que  podrán  ser  desyirtuados  por  otros;  y  han  de 
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limitarlo  á  manifestar  su  opinión,  dados  dichos  antecedentes,  "sobre  si  puede  6 
no  sostenerse  en  juicio  la  acción  que  se  proponga  entablar  el  declarado  pobre/' 
De  suerte  que  este  es  amparado  por  la  ley  con  él  nismo  procedimiento  que  em- 

Slea  de  ordinario  el  homore  prudente  antes  de  entablar  un  pleito  de  éxito  du- 
oso:  pedir  dictamen  á  dos  o  más  letrados  de  notoria  reputación,  y  se  supone 
3ue  la  tienen  los  que  pagan  las  primeras  cuotas.  ¿Puede  decirse  en  serio  que  ese 
ictámen  sea  el  fallo  anticipado  del  pleito? 

En  cuanto  á  la  carga  que  se  impone  á  dichos  letrados,  no  tan  i>esada  como 
exageradamente  se  supone,  no  hay  profesión  que  no  tenga  que  sufrir  las  que  la 
ley^  determina,  y  los  abogados  la  tienen  de  auxiliar  á  la  administración  de  jus- 
ticia y  deibnder  gratuitamente  á  los  pobres  en  los  casos  determinados  por  la  ley. 
Sería  ésta  censurable  si  impusiera  al  pobre  la  pena  de  privarle  de  los  oeneficios 
de  la  defensa  gratuita,  que  establece  el  art.  46,  sin  la  justificación  cumplida  de 
su  temeridad.  ¿T  cómo  dar  esta  garantía  al  pobre  sino  con  el  dictamen  de  dos 
letrados  de  acreditada  reputación,  que  confirmen  el  del  nombrado  de  oficio  pa- 
ra su  defensa?  No  hay  en  esto  mengua  para  los  abogados  de  pobres,  y  apelamos 
á  BU  propio  testimonio.  Por  regla  general  ocupan  estas  plazas  los  más  moder- 
nos, y  aunque  sean  muy  inteligentes  y  celosos,  les  falta  la  experiencia  que  sólo 
se  adquiere  con  largos  anos  de  práctica,  y  la  ley  ha  querido  buscar  esta  garantía 
de  acierto  en  beneficio  del  declarado  pobre.  Esta  es  sin  duda  la  razón  que  se  ha 
tenido  para  ordenar  lo  que  dispone  el  art.  45. 

Si  el  dictamen  de  los  dos  letrado"  que  paguen  las  primeras  cuotas  fuese  con- 
forme con  el  del  nombrado  de  oficio,  esto  es,  si  los  tres  opinaren  que  no  puede 
sostenerse  en  juicio  la  acción  que  se  proponga  entablar  el  declarado  pobre,  el 
juez  dictará  auto  motivado,  conforme  al  art.  369,  toda  vez  aue  resuelve  un  inci- 
dente y  es  de  perjuicio  irreparable  en  definitiva,  declaran ao,  en  cumplimiento 
de  lo  que  ordena  el  46,  que  el  interesado  no  tiene  derecho  á  los  beneficios  de  la 
defensa  por  pobre  en  aquel  asunto,  sin  perjuicio  del  que  le  asista  para  promo- 
verlo como  rico.  Este  auto  será  apelable  en  ambos  efectos  dentro  de  cinco  días, 
como  comprendido  en  los  artículos  382  y  384,  números  2.  ®  y  3.  ®  .  Dura  será 
esta  pena;  pero  ¿cómo  dar  cumplimiento  á  la  base  4.  ^  ya  citada,  sino  negando 
los  beneficios  de  la  pobreza  al  que,  abusando  de  esta  cualidad,  intenta  promo- 
ver un  pleito  conocidamente  temerario,  según  el  dictamen  de  tres  letraaos  im- 
I)arciale8?  No  puede  suponerse  que  esto  sea  una  denegación  de  iusticia,  puesto 
oue  el  interesado  puede  promover  el  pleito  como  rico,  ó  sea  sin  el  beneficio  de  la 
aefensa  gratuita,  que  la  ley  le  niega  para  este  caso,  por  no  ser  justo  que  se  val- 
ga de  él  para  molestar  y  perjudicar  á  su  contrario  sin  razón  derecha.  Se  ha  di- 
cho también  que  habría  sido  más  equitativo  reservarle  ese  beneficio  para  el  ca- 
so de  que  encontrara  abogado  que  voluntariamente  se  encargue  de  su  defensa, 
y  no  se  tiene  en  cuenta  que  la  ley  no  puede  amparar  la  temeridad  manifiesta,  y 
mucho  menos  en  perjuicio  de  tercero.   Ya  hemos  dicho  que  el  declarado  pobre 

I »odrá  litigar  en  este  concepto  valiéndose  de  abogado  de  su  elección,  siempre  que 
o  verifique  antes  que  den  su  dictamen  desfavorable  los  dos  segundos  letrados, 
porque  entonces  aun  no  está  justificada  su  temeiidad;  pero  después  de  ser  ésta 
notoria,  la  ley  no  debe  favorecerle  con  aauel  beneficio. 

Y  es  esta  tan  equitativa  para  el  declaraao  pobre,  que  basta  el  que  uno  de  diches 
letrados  opine,  no  ya  que  procede  la  acción  ó  que  puede  sostenerse  en  juicio, 
sino  que  es  dudoso  el  derecho  que  aquel  pretende,  para  que  se  le  ampare  con  to- 
dos los  beneficios  de  la  pobreza,  imponiendo  á  otro  abogado,  que  se  nombrará  de 
oficio,  la  obligación  de  defenderle,  como  lo  ordena  el  art.  47.  En  este  caso,  el 
juez,  luego  que  los  letrados  den  su  dictamen  en  dicho  sentido,  dictará  la  oportu- 
na providencia  para  que  se  verifique  el  indicado  nombramiento,  y  hecho,  se  en- 
tregarán los  autos  al  procurador  nombrado  anteriormente  para  que,  con  direc- 
ción de  aquel,  presente  la  demanda. 

Artículo  48. 

£n  el  caso  de  ser  declarado  pobre  el  demandado,  si  el  abogado 
á  quien  corresponda  su  defensa  se  excusare  por  creer  insostenible 
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la  pretensión  de  aquel,  dentro  de  seis  días  lo  manifestará  al  Juz- 
gado, el  cual  dispondrá  el  nombramiento  de  otro  abogado. 

Si  éste  se  excusare  también  por  la  misma  causa,  se  pasará  el 
asunto  al  Promotor  ñscal,  cuando  no  fuere  parte,  para  que  mani- 
fieste si  es  ó  no  sostenible  la  pretensión  del  pobre. 

Cuando  sea  parte  el  Ministerio  fiscal,  dará  este  dictamen  un 
abogado  que  no  sea  de  pobres,  elegido  por  el  Colegio  donde  lo 
haya,  j  en  su  defecto  designado  por  el  Juez. 

Si  el  Promotor  fiscal,  ó  el  tercer  abogado  en  su  caso,  estima 
insostenible  la  pretensión  del  pobre,  cesará  la  obligación  de  los 
abogados  para  la  defensa  gratuita;  pero  si  la  considera  sostenible, 
se  nombrará  un  tercer  abogado  de  oficio  el  cual  no  podrá  excu- 
sarse de  la  defensa. 

Lo  propio  se  practicará  cuando  el  actor  solicite  y  obtenga  la 
defensa  por  pobre  después  de  contestada  la  demanda,  ó  cualquiera 
de  las  partes  durante  la  segunda  instancia. 

Desde  luego  se  comprende  la  razón  de  la  ley  para  establecer  en  este  artículo 
reglas  diferentes  de  las  ordenadas  en  los  siete  que  preceden,  aunque  uno  y  otros 
se  refieren  al  litigante  pobre,  cuyo  letrado,  nombrado  de  oficio,  se  excusa  de  la 
defensa  por  creena  insostenible.  Aquellos  tratan  del  que  ha  obtenido  la  decla- 
ración de  pobreza  para  promover  un  pleito,  y  el  actual  del  que  la  pide  para  com- 
parecer en  él  como  demandado,  ó  para  continuarlo  después  de  comenzado:  el 
primero  va  al  pleito  por  su  voluntad,  y  el  segundo  obligado  por  su  contrario: 
no  habría  sido  justo,  por  tanto,  sujetarlos  á  las  mismas  condiciones,  j  de  aquí 
las  reglas  especiales  establecidas  para  el  demandado,  aplicables  también  al  de- 
mandante, ou-^ndo  habiendo  promovido  el  pleito  como  rico,  haya  venido  duran- 
te su  curso  al  estado  de  pobreza. 

Ante  todo  debemos  recordar  lo  expuesto  al  final  del  comentario  del  art.  40, 
sobre  la  inteligencia  que  dpbe  darse  á  las  palabras  "en  el  caso  de  ser  declarado 
pobre  el  demandado,  con  que  comienza  el  que  estamos  comentando.  A  pesar  de 
esta  locución,  por  las  razones  allí  expuestas  han  de  entenderse  aplicables  las 
disposiciones  de  f  ste  artículo  al  demandado  desde  que  pide  la  declaración  de  po- 
breza, sin  perjuiciqg^e  lo  que  se  resuelva  en  la  pieza  separada  gue  ha  de  formar- 
se para  sustanciar  este  incidente;  y  lo  propio  cuando  la  solicite  cualquiera  de 
los  litigantes  después  de  contestada  la  demanda,  tantc»  en  primera  como  en  se- 
gunda instancia,  pues  en  estos  casos  no  puede  ni  debe  esperarse  á  aue  recaiga 
sentencia  firme  soore  la  pobreza,  para  nombrar  al  interesado  abogado  de  oficio 
que  le  defienda,  si  no  lo  tiene  de  su  elección. 

Debemos  recordar  también  que,  según  dicho  artículo  40,  sólo^  debe  hacerse  el 
nombramiento  de  abogado  de  oficio  cuando  el  interesado  lo  pida,  ó  no  acepte 
el  «rlegido  por  el  mismo.  En  tal  caso,  si  el  letrado  á  quien  corresponda  la  de- 
fensa del  litigante  pobre  creyere  insostenible  la  pretensión  de  éste^  después  de 
haberle  oído  sobre  las  excepciones  v  medios  de  prueba  que  pueda  utilizar,  podrá 
excusarse,  manifestándolo  al  juzgado  dentro  de  los  seis  días  siguientes  al  en  que 
se  le  hayan  entregado  los  autos  ó  las  copias  de  los  mismos,  teniendo  presente 
que,  conforme  al  artículo  49,  no  se  le  admitirá  la  excusa  si  no  la  presenta  den- 
tro de  dicho  término.  Por  consideraciones  fáciles  de  comprender  la  ley  no  exi- 
je  para  este  caso  que  el  letrado  presente  no  excusa  en  escrito  razonado,  como  lo 
previene  para  el  del  art.  44,  y  deberá  por  tanto  limitarse  á  manifestar,  para 
no  perjudicar  la  defensa  del  pobre,  que  en  su  opinión  son  insostenibles  1^  acción 
ó  excepciones  que  éste  pretenda  utilizar  en  el  pleito,  sin  dar  otra  razón. 

Presentada  la  excusa  del  primer  letrado  nombrado  de  oficio,  acordará  el  juez 
que  se  nombre  otro^  á  quien  se  pasarán  también  todos  los  antecedentes,  y  si  éste 
opinare  como  el  primero,  podra  excusarse  igualmente  en  el  término  y  forma 
antes  indicados.  En  esté  caso,  se  pasarán  losantes  tX  promotor  fiscal,  y  si  se 
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hallan  en  segunda  instancia,  al  fiscal  de  la  Audiencia,  para  que  manifieste  si  es 
6  no  Bostenible  en  juicio  la  pretensión  del  pobre.  Cuando  sea  parte  en  el  pleito 
el  Ministerie  fiscal,  dará  este  dictamen  un  abobado  que  no  sea  de  pobres,  de- 
signado por  la  innta  de  gobierno  del  colegio,^  donde  lo  haya,  y  en  su  defecto,  por 
el  mismo  juez  o  tribunal  que  conozca  del  pleito.  Si  el  Ministerio  fiscal,  6  este 
tercer  abogado  en  tu  caso,  opinare  como  los  anteriores  considerando  insosteni- 
ble la  pretensión  del  litigante  pobre,  cesará  la  obligación  de  los  abogados  para 
la  defensa  gratuita;  pero  si  la  considera  sostenible,  el  juez  acordará  el  nombra- 
miento  de  un  tercer  abogado  de  oficio,  el  cual  no  podra  excusarse  de  la  defensa. 
Este  procedimiento  es  análogo  al  que  se  hallaba  establecido  para  los  negocios 
ciyiles  por  el  art.  878  déla  ley  oigánica  del  Poder  judicial  de  1870,  y  para 
los  recursos  de  casación  por  los  artículos  22  y  23  de  la  ley  de  22  de  Abnl  de 
1878. 

Es  de  notar  que,  á  diferencia  de  lo  establecido  en  el  art.  46,  en  los  casos  á  c^ue 
se  refiere  el  qne  estamos  comentando  no  se  priva  al  pobre  de  todos  los  beneficios 
de  la  pobreza,  sino  tan  sólo  del^  que  le  da  derecho  á  que  se  le  nombre  abogado 
que  se  encargue  de  su  defehsa  sin  la  obligación  de  pagarle  honorarios.  Así  es 
que,  si  encuentra  abogado  que  le  defienda,  seguirá  usando  el  papel  del  selle  de 
pobres  y  gozará  de  todos  los  demás  beneficios  que  determina  el  art.  14,  pues  la 
ley  se  limita  á  ordenar  que  cesará  la  obligación  de  los  abogados  para  la  defensa 
gratuita,  en  consideración  sin  duda  á  que  la  razón  y  la  moral  se  oponen  á  que 
sea  obligatoria  la  defensa  de  una  causa  injusta  en  neeocioi  civiles.  Nose^riya, 
sin  embargo,  al  litigante  de  los  demás  beneficios  de  la  pobreza,  porque  siendo 
demandado,  ó  estando  ya  incoado  el  pleito,  no  puede  suponerse  justificada  la^ 
temeridad  en  seguirlo,  como  en  el  caso  del  art.  46. 

¿Qué  c^fectos  producirá  esa  disposición  de  la  ley,  cuando  el  litigante  pobre  no 
encuentre  abogado  que  le  defienda,  y  el  negocio  sea  de  los  que  no  pueden  seguir- 
se sin  dirección  de  letrado?  Como  tendrá  en  el  pleito  su  legitima  representación 
por  medio  del  procurador  nombrado  de  oficio,  o  por  sí  mismo  si  el  negocio  fue- 
se de  los  exceptuados  de  la  interyención  de  procurador,  seguirán  los  autos  su 
curso  legal  hasta  dictarse  sentencia  definitiva,  aunque  no  podrán  admitírsele 
los  escritos  que  necesiten  de  la  firma  de  letrado;  y  en  las  vistas  podrá  expo- 
ner de  palabra  por  sí  mismo  lo  que  crea  oportuno  para  su  defensa,  con  la 
venia  del  que  presida  el  acto,  contrayéndose  á  los  hechos  como  lo  permite  el 
art.  331. 

Artículo  49. 

Los  abogados  que  dentro  de  los  plazos  fijados  en  los  artículos 
43,  44  y  48,  no  hagan  la  manifestación  á  que  respectivamente 
se  refieren^  se  entenderá  que  aceptan  la  defensa  del  pobre,  j  no 
podrán  excusarse  sino  por  haber  cesado  en  el  ejercicio  de  la  pro- 
fesión. 

La  disposición  de  este  artículo  es  tan  clara  y  sencilla  que  no  creemos  pueda 
ofrecer  dificultades  en  la  práctica.  Téngase  presente  que,  según  el  art.  303,  to- 
dos los  términos  judiciales,  á  cuya  clase  pertenecen  los  de  que  aquí  se  trata, 
empiezan  á  correr  desde  el  día  siguiente  al  de  la  notificación.  ^  El  procurador 
deberá  ser  diligente  en  pasar  los  autos  6  antecedentes  al  estudio  del  letrado  jr 
en  avisar  á  su  representado  para  que  dé  á  éste  las  instrucciones  oportunas;  y  si 
aquel  se  descuidara,  hará  bien  el  aoogado  en  hacer  constar  la  fecha  de  la  entre- 
ga para  salvar  su  responsabilidad.  Cuando  en  el  plazo  fijado  por  la  ley  no  haya 
podido  el  letrado  formar  juicio  sobre  si  debe  aceptar  la  defensa,  ó  excusarse,  po- 
drá pedir  prórora  conforme  al  art.  306,  puesto  que  dicho  término  no  está  com- 
prendido entre  los  que  el  310  declara  improrogables. 

Artículo  50. 
El  letrado  que  se  haya  encargado  de  la  defensa  de  una  parte 
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en  concepto  de  rica,  si  después  es  declarada  pobre,  estará  obli- 
gado á  seguir  defendiéndola  en  este  concepto,  cuando  no  haya  en 
el  Juzgado  abogados  especiales  de  pobres,  hábiles  para  ello. 

La  defensa  gratuita  de  los  litigantes  pobres  corresponde  por  turno  á  los  abo- 
gados designados  para  ello  en  cada  colegio  ó  juzgado,  en  compensación  de  lo 
cual  están  releyados  del  pago  de  la  contribución,  y  como  reciben  este  beneficio 
justo  es  que  sufran  aquella  carga.  Pero  sucede  en  algunos  i'uz^ftdos  que  por  ser 
reducido  el  número  de  letrados  que  en  él  ejercen  la  profesión,  no  los  hay  Lábiles 
para  la  defensa  del  pobre,  especialmente  si  este  principió  el  pleito  como  rico.  En 
tal  caso  es  obligatorio  para  el  letrado,  que  esturo  encargado  de  la  defensa  de 
aquella  parte,  seguir  defendiéndola  en  eonoepto  de  pobre,  cuando  solicite  y 
obtenga  este  beneficio  durante  el  curso  del  pleito.  Así  lo  ordena  con  notoria 
equidad  el  art.  50,  último  de  los  que  tratan  de  1^  defensa  por  pobre. 
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TITULO  SEGUÍíDO. 


DE  LA  COMPETENCIA  Y  DE  LAS  CONTIENDAS  DE  JURISDICCIÓN, 

I. 

No  puede  haber  asunto  judicial  en  lo  civil  sin  una  ó  más  personas  interesadas 
que  lo  promueyan,|7  sin  juez  competente  para  sustanciarlo  y  decidirlo,  ya  perte- 
nezcan á  la  jurisdicción  contenciosa,  ya  á  la  voluntaria.  Por  esto  la  nueva  lev, 
siguiendo  ese  orden  natural  de  las  ideas,  después  de  haber  ordenado  en  el  título 
I  todo  lo  que  se  refiere  á  las  ^rsonas,  trata  en  el  presente  y  los  tres  que  siguen 
de  lo  que  se  relaciona  con  el  juez,  cuáles  son  las  competencias,  recursos  de  ñier- 
za  en  conocer,  acumulaciones  y  recusaciones,  dejanao  para  después  lo  relativo 
á  las  actuaciones  y  resoluciones  judiciales.  Ya  hemos  indicado  que  nos  parecía 
este  método  más  racional  y  filosófico  que  el  seguido  en  la  lev  de  1855. 

"De  la  competencia  y  de  las  contiendas  de  jurisdiccién"  lleva  por  epígrafe  es- 
te título,  desenvolviendo  desj^ués  el  pensamiento  en  las  cuatro  secciones  en  que 
se  halla  dividido:  las  dos  primeras  contienen  disposiciones  generales  y  reglas 
para  determinar  la  competencia  de  los  jueces  v  tribunales  ante  quienes  deben  los 
interesados  acudir  con  sus  pretensiones,  y  en  las  otras  dos  se  establece  el  proce- 
dimiento para  sustanciar  y  decidir  las  contiendas  de  jurisdicción  6  de  atribu- 
ciones, llamadas  "cuestiones  de  competencia"  cuando  ocurren  entre  jueces  v  tri- 
bunales de  la  jurisdicción  ordinaria,  y  "conflictos  de  jurisdicción''  en  los  demás 
casos.  Para  que  el  epígrafe  indicase  con  el  laconismo  necesario  la  idea  de  estos 
dos  extremos,  se'  adoptó  sin  duda  la  frase  do  "contiendas  de  jurisdicción/'  la 
cual  sería  impropia,  como  algunos  opinan,  si  no  sp  hubiese  incluido  en  este  títn^ 
lo  la  materia  de  que  trata  la  sección  4.  ^ 

También  la  ley  de  1855  trató  de  estas  materias,  excepto  la  comprendida  en  di- 
cha sección  4.  * :  los  artículos  2.  ®  al  5.  ®  de  la  misma  contienen  reglas  ^nerales 
para  determinar  la  competencia  de  los  jueces,  sin  perjuicio  de  las  especiales  que 
estableció  en  sus  títulos  respectivos  para  los  ab-intestados,  testamentarías,  con- 
cursos, desahucios,  retractos,  interdictos  y  la  mayor  parte  de  los  actos  de  juris- 
dicción voluntaria;  y  en  el  título  2.  ®  de  su  primera  parte  dictó  reglas  para  pro- 
mover, sustanciar  y  decidir  la»  cuestiones  de  competencia. 

Por  el  decreto-ley  de  6  de  Diciembre  de  1868  se  estableció  la  unidad  de  fueros, 
refundiendo  en  el  ordinario  todos  los  especiales,  sin  excepción  en  cuanto  á  los 
asuntos  moramente  civiles.  Esta  importante  novedad,  reclamada  por  la  ciencia 
y  por  la  opinión  pública  y  preparada  i)or  Gobiernos  anteriores  al  de  la  revolu- 
ción, en  cujra  virtud  auedaron  suprimidos  para  dichos  asuntos  los  fueros  espe- 
ciales eclesiástico,  militar,  de  Ghierra  y  Marina  y  de  extranjería,  de  Hacienda 
?r  de  Comercio,  hizo  necesaria  la  reforma  de  algunas  disposiciones  de  aquella 
Oy,  publicada  cuando  existían  todos  estos  fueros  v  los  tribunales  á  ellos  corree- 
ponaientes.  Para  hacer  esta  reforma  se  aprovechó  la  ocasión  de  publicarse  en 
15  de  Setiembre  de  1870  la  ley  provisional  sobre  organización  del  Poder  iudicial» 
en  la  cual  se  introdujeron  casi  todas  las  disposiciones*del  presente  título,  como 
veremos  al  comentarlas,  v.  por  la  1.  ^  de  sus  disposiciones  transitorias  se  auto- 
rizó al  Gobierno  para  reformar  la  de  Enjuiciamiento  civil,  arreglando  la  juris- 
dicción y  competencia  de  los  jueces  y  tribunales  á  lo  que  en  aquella  se  estable- 
cía.  Esta  reforma  no  llegó  á  realizarse,  pero  desde  entonces  se  rigió  por  la  ley 
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orgánica  todo  lo  relativo  á  la  jurisdicción  y  á  las  cuestiones  de  competencia,  te- 
niendo por  derogadas  las  disposiciones  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  relatiras 
á  estas  materias,  como  en  aquella  se  mandaba. 

En  la  base  2.  *  de  las  aprobadas  por  la  ley  de  21  de  Junio  de  1880,  para  la  re- 
forma de  la  de  Enjuiciamiento  ciril,  se  mandó  refundir  en  ella,  con  las  amplia- 
ciones, modificaciones  y  reformas  que  se  considerasen  conyenientes,  las  disposi- 
ciones de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  sobre  competencias,  recusaciones, 
acumulaciones,  y  demás  asuntos  "peculiares''  del  Enjuiciamiento  ciril,  y  así  se 
ha  hecho  en  el  presente  titulo  y  en  los  demás  que  se  refieren  á  dichas  materias. 

Esta  reseña  nistórica,  á  la  rez  que  conduce  á  la  ilustración  de  la  materia  de 
que  tratamos,^  es  la  contestación  más  concluyente  que  debemos  dar  á  los  que  cen- 
suran á  los  autores  de  la  nueva  ley,  por  haber  incluido  en  ella  las  reglas  sobre 
jurisdicción  v  competencia,  contenidas  en  las  secciones  1.  ^  y  2.  '^  de  este  títu- 
lo, suponiendo  aquellos  que  son  imj>ropias  de  una  ley  de  procedimientos,  la  cual 
debió  limitarse  á  ordenar  los  relativos  á  las  cuestiones  de  competencia.  Contra 
esta  opinión  particular  invocaremos,  por  ser  mucho  más  autorizada  que  la  nues- 
tra, la  de  las  Cortes  y  Gobiernos  de  distintas  épocas  y  opiniones,  cuyas  resolu- 
ciones quedan  indi¿fcdas:  todos  los  que  se  han  ocupado  en  legislar  sobre  esta 
materia,  desde  la  ley  de  1855  hasta  la  fecha,  han  considerado  dichas  reglas  co- 
mo propias  y  peculiares  del  Enjuiciamiento  civil,  inclusos  los  autores  de  la  or- 
gánica del  Poder  judicial,  los  cuales,  si  las  comprendieron  en  esta  ley,  fué  para 
que  se  refundieran  en  aquella  al  reformarla,  como  se  mandó  expresamente,  y  se 
na  reproducido  en  la  ley  de  bases  de.  1880,  antes  citada.  Y  daoo  este  precepto 
legal,  ¿podían  los  autores  de  la  nueva  ley  prescindir  de  incluirlas  en  ella?  Esto 
aparte  de  que  pertenecerá  á  una  ley  orgánica  determinar  las  "atribuciones"  en 
g^eral  de  los  jueces  y  tribunales;  pero  fijar  la  "competencia"  de  los  mismos  en 
cada  caso  concreto,  como  base  del  procedimiento,  es  propio  y  peculiar  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil.  Tal  es  nuestra  opinión. 

II. 

Juez  cotnpetente:  jurisdicción:  competencia:  cuestiones  de  competencia.  To- 
das estas  palabras  juegan  en  el  presente  título,  Y  conviene  definirlas  y  expli- 
carlas para  la  mejor  inteligencia  de  las  disposiciones  que  contiene.  Son  tam- 
bién de  uso  touy  frecuenee  en  el  foro,  confundiéndolas  á  veces  como  sinónimas, 
cuando  tienen  distinta  significación. 

"Juez  competente"  se  llama  el  que  tiene  jurisdicción  para  conocer  del  negocie 

2ue  ante  él  se  ventila  ó  haya  de  ventilarse.  Toda  demanda  ó  pretensión  judicial 
ebe  interponerse  ó  deducirse  ante  juez  competente,  y  es  tan  esencial  ésta  cir- 
cunstancia, como  que  la  incompetencia  del  juez  produee  la  nulidad  de  lo  actua- 
do y  dá  lugar  al  recurso  de  casación:  de  aquí  la  importancia  que  tienen  las  re- 
glas  para  determinar  la  competencia,  y  que  conviene  consultar  en  cada  caso. 

"Jurisdicción  y  competencia,"  son  ideas  íntimamente  relacionadas,  como 
lo  demuestra  la  anterior  definición,  pero  aue  realmente  son  distintas,  y  es  nece- 
sario no  confundirlas.  "Jurisdiccióá"  es  la  potestad  de  que  se  hallan  revestidos 
los  jueces  para  administrar  justicia;  y  "competencia,"  la  facultad  que  tienen 
para  conocer  de  ciertos  negocios,  ya  por  la  naturaleza  misma  de  las  cosas,  ó  bien 
por  razón  de  las  personas:^  la  primera  es  el  género  y  la  segunda  la  especie.  No 
se  concibe  un  juez  sin  jurisdioción,  y  teniéndola  puede  carecer  de  competencia, 
al  paso  que  esta  no  puede  existir  sin  aquella:  para  que  un  juez  tenga  competen- 
cia se  requiere  que  el  conocimiento  del  pleito  ó  del  acto  en  que  intervenga,  esté 
atribuido  por  la  ley  á  la  autoridad  que  ejerza,  como  dice  el  art.  53.  La  jurisdic- 
ción emana  siempre  de  la  ley,  directa  é  inmediatamente;  nadie  puede  ejercerla 
sin  que  la  ley  le  haya  concedido  este  poder;  sólo  tienen  jurisdicción,  sólo  pue- 
den administrar  justicia  las  personas  á  quienes  les  ha  sido  conferido  este  poder 
con  arreglo  á  la  ley:  más  la  competencia  del  juez  para  conocer  de  un  negocio,  aun- 

2tte  se  deriva  también  de  la  ley,  unas  reces  trae  de  ella  su  origen  directa,  inme- 
iata  y  ^elusivamente,  como  en  los  casos  do  los  artículos  62  y  63,  y  otras  lo 
tiene  de  la  voluntad  de  las  partes,  cual  sucede  en  los  de  sumisión  expresa  ó  tá- 
cita, de  aue  tratan  los  artículos  66  al  61.  Partí  expresar  que  un  juez  "tiene  com- 
petencia '  para  conocer  de  un  a&iinto  determinado,  suele  decirse  que  "tiene  juris- 
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dicción/'  y  en  muchos  casos  es  impropio  este  lenguaje  por  la  razón  ya  indicada 
de  que  puede  tener  jurisdicción  y  carecer  de  competencia,  y  como  esta  no  puede 
existir  sin  aquella,  se  empleará  con  mfts  propiedad  la  primera  enunciativa. 

La  palabra  "competencia"  se  aplica  también  en  el  foro,  airf  al  derecho  de  juz- 
gar, como  á  la  cuestión  ó  controversia  que  se  suscita  e^tre  dos  ó  más  jueces  6 
tribunales  sobre  ese  mismo  derecho,  ó  sobre  á  cuál  de  ellos  corresponde  él  cono- 
cimiento de  un  negocio  entablado  judicialmente.  La  primera  de  estas  dos  acep- 
ciones es  la  más  conforme  con  la  etimología  de  la  palabra,  la  cual  se  deriva  del 
verbo  **«ompter,"  que  significa. corresponder,  pertenecer,  ser  propio  de...;  y  así 
decimos,  tal  negocio  corresponde  al  juez  tal,  ó  es  de  su  competencia.  En  ambos 
sentidos  se  emplea  dicha  palabra  en  el  presente  título,  y  para  que  la  segunda 
acepción  no  se  confunda  con  la  primera  letla  la  denominación  de  "cuestiones  de 
competencia."  Otra  voz  tiene  aamitida  la  ciencia  moderna  que  evita  la  confu- 
sión 6  inconvenientes  que  se  siguen  de  expresarse  con  una  misma  palabra  dos 
conceptos  diferentes:  esa  voz  es  la  de  ^'conflicto;"  pero  la  nueva  ley,  aceptan- 
do lo  que  era  ya  técnico  en  nuestras  leyes  y  jurisprudencia,  ha  conservado 
aquella  denominación,  y  á  ella  debemos  atenernos. 

Dichas  cuestiones  ó  conflictos  pueden  ser  de  jurisdicción  ó  de  atribuciones: 
"conflicto  de  jurisdicción"  es  el  promovido  entre  autoridades,  jueces  ó  tribu- 
nales que  ejercen  jurisdicción  de  diferente  orden,  como  la  civil  y  la  eclesiástica: 
?'  "conflicto  de  atribuciones"  es  el  que  tiene  lugar  entre  autoridades,  tribuna- 
es  ó  jueces  de  un  mismo  orden  ó  de  una  misma  clase,  como  entre  dos  jueces 
de  primera  instancia,  porque  en  realidad  la  cuestión  no  versa  sobre  jurisdicción, 
sino  sobre  quien  debe  ejercerla,  sobre  á  cual  de  los  dos  contendientes  "atribuye" 
la  ley  la  facultad  de  conocer  del  negocio.  Ambos  conflictos  pueden  ser  positivos 
y  negativos:  llámase  "positivo"  el  conflicto  cuando  los  dos  jueces  contendien- 
tes pretenden  ser  competentes  para  conocer  del  negocio,  y  *  "negativo"  cuando 
ambos  sostienen  que  no  les  corresponde  su  conocimiento  y  se  inhiben  ó  decla- 
ran incompetentes.  Para  expresar  estos  conceptos,  se  emplea  en  este  título  la 
palabra  "cuestión,"  como  puede  verse  en  los  artículos  110,  111, 112  y  otros. 

De  la  diversidad  de  fueros  surtían  en  muchos  casos  las  cuestiones  de  compe- 
tencia: suprimidos  todos  los  especiales,  como  ya  hemos  dicho,  quedan  estas 
cuestiones  limitadas  á  las  jjue  puedan  promoverse  entre  los  jueces  y  tribunales 
de  la  jurisdicción  ordinaria,  á  las  cuales  son  aplicables  las  tres  primeras  sec- 
ciones de  este  título.  También  pueden  ocurrir  entre  dichos  jueces  y  tribunales 
y  las  autoridades  del  orden  administrativo;  pero  estas  competencias  se  rijen 
por  disposiciones  especiales,  como  expondremos  en  la  sección  4.  ■" .  Dicha  su- 
presión de  fueros  nos  excusa  de  reproducir  aquí  la  doctrina  expuesta  en  las  pá- 
ginas  303  y  siguientes  del  tomo  1,  ®  de  nuestros  Comentarios  á  la  ley  de  1855, 
sobre  fueros  privilegiados  por  razón  de  las  personas  y  de  la  materia  litigiosa: 
los  relativos  a  las  personas  han  desaparecido  por  completo,  y  aunque^  existen 
todavía  algunos  asuntos  de  catéter  civil,  que  por  razón  de  la  materia  están 
exceptuados  del  conocimiento  de  la  jurisdicción  ordinaria,  sobre  ellos  haremos 
las  indicaciones  convenientes  al  comentar  los  artículos  53, 112  y  116. 

Creemos  suficientes  estas  explicaciones  para  pasar  al  examen  de  los  artículos 
que  contiene  el  presente  título,  sin  perjuicio  de  ampliarlas  al  comentarlos. 


SECCIOxV  PRIMERA. 

DISPOSICIONES     GENERALES. 


Artículo  51. 


La  jurisdicción  ordinaria  será  la  única  competente  para  cono* 
^jr  de  los  negocios  civiles  que  se  susciten  en  territorio  español 
entre  españoles,  entre  extranjeros  y  entre  españoles  y  extranje- 
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Artículo  52. 

Exceptúase  únicamente  de  lo  prescrito  en  el  articulo  anterior, 
la  prerención  de  los  juicios  de  testamentaria  y  ah-inteatato  de 
los  militares  j  marinos  muertos  en  campafia  ó  naregación,  cu- 
yo conocimiento  corresponde  á  los  Jefes  y  Autoridades  de  Gue- 
rra 7  de  Marina. 

Esta  prevención  se  limitará  á  las  diligencias  necesarias  para 
el  enterramiento  y  exequias  del  difunto,  formación  de  inventa* 
rio  y  depósito  de  los  bienes,  libros  y  papeles,  y  su  entrega  á  los 
herederos  instituidos  ó  á  los  que  lo  sean  ah-intestato  dentro  del 
tercer  grado  civil,  siendo  mayores  de  edad  y  no  habiendo  quien 
lo  contradiga. 

En  otro  caso,  y  cuando  no  se  hayan  presentado  los  herederos 
ó  sea  necesario  continuar  el  juicio,  se  pasarán  las  diligencias  al 
Juzgado  á  quien  corresponda  el  conocimiento  de  la  testamenta-  ' 
rk  ó  del  ab'intestatOy  dejando  á  su  disposición  los  bienes,  libros 
y  papeles  inventariados. 

Con  liiferfts  modificaciones,  más  de  redacción  que  de  concepto,  eoncuerdan 
estos  dos  artículos  con  el  267  y  268  de  la  le^  orgánica  del  Poder  judicial  de  1870 
y  el  1.  ^  y  7.  ^  del  decreto-1^  de  6  de  Diciembre  da  186j8  sobre  unificación  de 
fueros.  Bada  la  supresión  de  todos  los  fueros  espéjales,  consignada  también  en 
^  art.  7o  de  la  Constitución  de  1876  al  ordenar  que  no  se  estal^oerá  más  que  un 
sólo  fuero  para  todos  los  espa&oles  en  los  juicios  comunes»  cítíIcs  y  criminales,  su 
coñfiecueneia  natural  era  la  declaración  que  se  hace  en  el  art.  51  para  eritar  todo 
motiro  de  duda,  y  confirmar  implícitamente  dicha  supresión  en  cum^imiento  del 
precepto  constitucional,  de  <|ue  la  jurisdicción  ordinaria  es  la  ''única"  competen- 
te para  conocer  de  los  negocios  ciyiles  de  todas  clases  que  se  susciten  ó  promue- 
Tan  "en  territorio  espafiol,"  ^a  sea  entre  e^afiokn  sin  distinción  de  <  lases,  lo 
mismo  de  la  dril  que  de  la  nulitar  y  edesiá^ca;  ya  entre  extranjeros  entre  sí, 
ya  entere  espa&oles  y  extrajeres.  (Biespecto  de  estos  réase  el  art.  70.)  Toda  per- 
sona ó  corporación,  que  para  asuntos  eiriles  tenga  que  comparecer  ante  los  jue- 
ees  ó  tribunales  españoles,  ha  de  rerificarlo  ante  los  de  la  jurisdiceiótt  ordinaria 
due  son  los  jueces  municipales,  los  de  primera  instancia,  las  Audiencias  y  el 
Tribunal  Supremo.  Los  juap^ados  y  tribunales  militares  die  Gtierra  y  de  Marina 
y  los  eclesiásticos,  que  subsisten  en  el  día  para  otros  asuntos,  ya  no  tienen  ju- 
risdicción para  conocer  de  los  eiriles,  ni  aun  entre  loe  indiyiduoR  de  dichas  cla- 
ses; t  nada  decimob  de  los  de  fiacienda  y  de  Comercio,  porque  ya  no  existen.  < 

Solo  se  establece  una  excepción  de  esta  regla  general  y ,  absoluta;  excepción 
exigida  por  la  necesidad,  y  que  en  nada  m^oscaba  la  extensión  de  la  jurisdic- 
ción ordinaria.  Dicha  excepción,  consi|[nada  «i  el  art.  52,  como  lo  estaba  en 
las  disposiciones  anteriores  que  hemos  catado,  es  la  prevención  de  los  juicios  de 
testamentaría  y  ab-intestato  de  los  militares  y  marinos,  "muertos  en  oampaS» 
ó  navegación.''  Por  "campafia,"  para  estos  efectos,  deberá  entenderse  el  "seiri- 
cio  de  campafia,"  definido  en  el  tratado  7.  ®de  la  Ordenanza  general  del  Ejér- 
cito, que  es  el  que  prestan  las  tropas  destinadas  á  obrar  defensira  ú  ofensira- 
ipente  dentro  ó  fuera  de  los  dominios  espafioks  contra  enemigos  interiores  ó 
exteriores,  y  por  "narega^sión,"  siempre  aue  el  fidlacimiento  ocurra  á  bordo;  des- 
pués de  haber  salido  la  nare  del  puerto,  o  de  haberse  hecho  á  la  mar  para  asun- 
tordel  serrieio.  En  tales  oireanstandad  diffcil  sería  encontrar  un  Jues  ordina- 
rio 5[ue  previniera  el  juicio,  y  por  esto  lo  encomienda  la  ley,  no  á  los  jusgados 
militares,  sino  á  los  jefes  y  autoridades  de  Guerra  y  de  Múrina,  á  quienes  ei^- 
vieren  subordinados  los  que  mueran  en  campafia  ó  navegación. 

Beta  limitadón  de  la  ley  demuestra  que  no  comprende  en  su  precepto  á  todos 
los^  militares  y  marinos  en  activo  servicio,  sino  tan  sólo  á  los  que  mueran  en 
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campaña  ó  nayo^ación:  de  consigaiente  no  alcanza  la  excepción  álos  que  falles- 
can  estando  de  guarnición  en  una  plaza,  ó  en  los  arsenales,  6  prestando  cual- 
quier otro  serricio  en  territorio  espa&olque  ne  sea  el  de  campaña,  porque  allí 
existirá  un  juez  ordinario  que  pueda  prerenir  el  juicio.  Tampoco  alcanza  á  las 
mujeres,  hijos  y  criados  de  los  militares  y  marinos,  y  mucho  menos  á  los  retira- 
dos, ni  á  los  extranjeros,  que  antes  gozaban  del  fuero  militar,  porque  además 
de  no  mencionarlos  en  la  excepción,  estaban  excluidos  expresamente  por  los  nú- 
meros 2.  ®  y  6.  ®  del  decreto-lev  de  1868  antes  citado. 

El  mismo  art.  52  determina  las  diligencias  precisas  á  que  ha  de  limitarse  la 
prevención  del  juicio  de  testamentaría  ó  abintestato  en  tales  caaos;  á  las  nece- 
sarias^ para  el  enterramiento  y  exequias  del  difunto,  formación  del  inventario  y 
depósito  de  los  bienes,  libros  y  papeles,  y  su  entrega  á  los  herederos  testamenta- 
rios, ó  á  los  legítimos  dentro  del  tercet  grado  civil,  si  fueren  mayores  de  edad,  y 
no  habiendo  quien  lo  contradiga.  Si  se  hiciere  oposición  á  dicha  entrega  por 
el  que  se  crea  con  derecho  para  ello,  ó  no  se  hubieren  presentado  todos  los  inte- 
resados en  la  herencia,  ó  aeba  ser  necesario  el  juicio,  conforme  á  los  articules 
1,002  y  1,041,  por  estar  ausentes  ó  ser  menores  ó  incapacitados  todos  ó  alguno 
de  los  herederos,  y  también  cuando  sea  necesario  hacer  la  declaración  de  here- 
deros ab-intestato  con  intervención  del  caudal  en  los  casos  y  por  los  trámites 
establecidos  en  los  artículos  978  j  siguientes,  practicadas  dichas  diligencias  pre- 
ventivas, en  cuanto  sean  necesarias  ^ra  la  seguridad  y  conservación  de  los  bie- 
nes, el  jefe  ó  autoridad  que  las  haya  instruido  deberá  remitirlas,  tan  pronto  co- 
mo sea  posible,  al  juzgado  á  quien,  conforme  á  la  regla  5.  *  del  artículo  63,  co- 
rresponda el  conocimiento  de  la  testamentaría  ó  del  ab-intestato,  dejando  á  dis- 
posición del  mismo  los  bienes,  libros  y  papeles  inyentariados. 

Las  diligencias  preventivas  á  que  se  refiere  dicho  artículo  52,  habrán  de  con- 
cretarse á  los  bienes,  libros  y  papeles  (^ue  se  hallaren  en  poder  del  finado  al  tiem- 
po de  su  fallecimiento:  el  jdfe  ó  autoridad  militar  que  las  instruya,  no  puede 
nacerlas  extensivas  á  los  inmuebles  y  demás  bienes  que  aquel  tuviera  en  otra 
parte,  porque  carece  de  jurisdicción  para  ello^  y  porque  la  ley  las  encarga  á  los 
jueces  de  primera  instancia  ó  municipales  de  los  lugaresr  donde  se  hállenlos  bie- . 
nes,  como  puede  verse  en  la  regla  5.  *  del  art.  63  antes  citado,  y  en  los  artícu- 
los 964  y  1042. 

El  decreto-ley  de  6  de  Diciembre  de  1868,  en  su  art.  7.  ®  citado  al  principio 
de  este  comentario,  ordenó  que  los  jefes  y  autoridades  de  Guerra  v  de  Marina 
practicasen  dichas  diligencias  preventivas  "con  acuerdo  de  asesor,'  siempre  que 
fuera  posible.  Por  otro  decreto  del  mismo  Gobierno  provisional,  expedido  por  el 
Ministerio  de  la  Guerra  en  31  del  propio  Diciembre  para  el  cumplimiento  del 
anterior,  se  reprodujo  dicha  disposición,  pero  suprimiendo  lo  relativo  al  acuer- 
do de  asesor;  supresión  que  no  se  hizo  en  el  que  con  el  mismo  objeto  se  expidió 
por  el  de  Marina  en  8  de  Febrero  de  1869.  Se  publicó  después  la  ley  orgánica  de 
1870,  y  en  su  artículo  268  se  mandó  de  nuevo  que  dichas  diligencias  se  practica- 
ran con  acuerdo  de  asesor,  siempre  que  fuera  posible.  La  nueva  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  ha  puesto  término  á  las  dudas  que  resultaban  de  la  contradicción 
de  esas  disposiciones,  no  exigiendo  el  "acuerdo  de  asesor"  en  consideración  sin 
duda  á  la  dificultadle  encontrarlo  en  campaña  6  navegación,  y  al  carácter,  más 
bien  gubernativo  que  judicial,  de  las  diligencias  preventivas,  encomendadas  á 
los  jefes  militares,  las  cuales,  por  otra  parte,  son  tan  sencillas,  aue  no  exigen  el 
conocimiento^  del  derecho.  Cuando  sea  necesaria  la  aplicación  oe  éste,  deberán 
pasarse  las  diligencias  al  juzgado  de  primera  instancia  competente. 


Artículo  53. 

Para  que  los  Jaeces  j  Tribunales  tengan  competeneia,  se  re- 
quiere: 

1.  ^  Que  el  conocimiento  del  pleito  ó  de  los  actos  en. que  in- 
teryengan,  esté  atribuido  por  la  ley  á  la  autoridad  que  ejerzan. 

2.  ^   Que  les  corresponda  el  conocimiento  del  pleito  ó  acción 
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con  preferencia  á  los  demás  Jueces  ó  Tribunales  de  su  mismo 
grado. 

Bate  articulo,  repro4uciendo  lo  declarado  en  el  398  de  k  ley  orgánica  del  Po- ' 
der  judicial,  y  sin  concordante  en  la  de  Enjuiciamiento  anterior,  es^bleoe  "con- 
juntamente doi  requisitos  para  que  los  jueces  y  tribun^ües  tengan  oompetencia, 
cuales  son: 

1.  ®  *'Que  el  conocimiento  ^l  phito  ó  de  los  actos  en  que  intervengan,  esté 
atribuido  por  la  ley  á  la  autoridad  que  ejerzan:"'  esto  es,  que  estén  rerestidos  de 
jurisdicción  6  de  la  facultad  de  juzgar  sobre  la  contienda  6  negocio  que  se  some- 
tk  á  su  conoeimiento,  conforme  á  la  do<^ina  sentada  en  la  introducción  de  este 
título.  Así,  por  ejemi^o,  un  juez  municipal  no  puede  tener  competencia  para  co- 
nocer de  una  demanda  sobre  el  estado  eivíl  6  sobre  cantidad  que  exceda  de  250 
pesetas,  porque  carece  de  jurisdicción  para  conocer  de  estos  negocios;  y  por  la 
misma  razón  un  juez  de  primera  instancia  tampoco  la  tiene  para  conocer  de  un 
asunto  contencioso-administrativo,  porque  la  l^  atribuye  su  conocimiento  á  los 
tribunales  de  éste  orden,  ni  de  caucas  yacramentales  y  beneficíales,  por  estar 
reservadas  á  la  jurisdicción  eclesiástica,  como  propias  de  la  misma  exclusiva- 
mente.  *  ... 

2,  ®  **Que  les  corresponda  el  conocimiento  del  pleito  ó  acción  conj[>referenoia 
á  los  demás  jueces  ó  tribunales  de  su.  mismo  gruúo*'^  Ia  ley  orgániea  añadió: 
''seg6n  lo  que  en  el  presente  título,  se -mieeipribe;"  eoyaa  palabras  se  han  omitido 
en  &.  artículo  que  comentamos  sin  duda  por  considerarlas  superfinas,  pues  sin 
necesidad  de  ellas  no  puede  menos  dé  entenderse  que  la  indicada  preferencia  ha 
de  resolverse  por  las  reglas  para  determinar  la  oompetencia,  qae  se  establecen 

.en  la  sección  2.  ^  de  este  título.  Dos  jueces  de  primera  instancia  tienen  igual' 
jurisdicción  y  oompot^ncia.  para  conocer,  por  ejemplo,  de  una  demanda  por  ac- 
ción personal  sobre  cumplimiento  de  una  obligación;  pero  tendrá  la  preferencia 
aquel  á  quien  se  buoieren  sometido  las  partes,  y  no  mediando  esta  sumisión,  el 
del  lugar  en  que  la  obligación  deba  cumplirse,  conforme- á  los  aiizículos  56  y  62. 
Pues,  si  ^  demandante  hubiere  presentado  su  damanda  anta  el  juez  del  domici- 
lio del,  demandado,  y  entre  este  juez  y  cualquiera  de  aquellos  se  promoviese  cues- 
tión de  competencia,  deberá  decidirse  á  &vor  de  los  primeros,  porque  la  ley  les 
da  la  preíer^icia  para  conocer  de  aquel  negocio. 

Deberá  tenerse  muy  presente  la  disposición  de  este  artículo,  aue  eleva  á  pre- 
cepto l^al  lo  que  era  regla  de  jurisprudencia,  para  promover  y  decidir  las  cues- 
tiones de  competencia  y  ios  recursos  de  casación  por  incompetencia  de  jurisdic- 
ción. Y  nótese  que  las  palabras  "pleitos,  actos  y  acción,"  en  él  empleadas,  de-  ^ 
muestran  que  sus  disposiciones  son  aplicables,  lo  mismo  á  las  contiendas  que  son 
proi^aa  de  la  jurisdicción  contenciosa,  que  áios  actos  de  la  voluntaria.  ' 

.     Articulo  54. 

La  jurisdicción  civil  podrá  prorogarse  á  Juéíz  ó  Tribunal  que 
por  razón  de  la  majteriaf  de  la  cantidad  objeto  del  litigio  j  de  la 
jerarquía  que  tenga  en  el  orden  Judieials  {Hieda  conocer  del  asun^. 
to  que  ante  él  ste  proponga. 

La  importancia  de  este  artículo,  copiado  del  299  de  la  ley  orgánica  del  Poder 
judicial,  consiste  en  reconocer  que  es  proregiible  la  juriscBcción  civil  ordinaria, 
'sancionando  lo  que  sobre  esta  materia  estaba  admitido  por  la  jurisprudencia  de 
acuerdo  con  nuestras  leyes  antiguas. 

Nunca  han  sido  arbitros  los  litigantes  para  prorogar  jurisdicción  á  juez  qua 
no  la  tenga  para  conocer  del  asunto  de  que  se  trate,  porque  "quod  non  est,  nos 

rtest  prorogari,"  como  dijo  Gregorio  López  en  la  glosa  2.  *  oe  la  ley  7.  ^,  tít. 
,  Par^Ada  9,  * .  ^Un  juez  de  primera  instancia  carece  de  jurisdicción,  r  por  taa- 
tó  d  v;ompet6ncla,  para  conocer,  por  ejemplo,  sobre  el  cumplimiento  de  un  coa« 
trato  celebrado  con  la  Administración  para  un  servicio  publico,  porque  la  ley 
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IWBedeelarftdo  que  wlw  awatoc  coriMf  op4aii  4U^iiiÍ8ma]Admiikittraei¿A,en  U 
"«i»  gabemAtira  t  en  1»  contencioM:  tunpoeo  1»  tiene  pm  conoeer  en  primera 
IntUncia  de  un  pleito  cuyo  interés  no  exoeo»  de  250  pesetas,  parque  corresponda 
dicha  instancia  á  los  jueces  municipaleB,  7  no  la  tiene  asimismo  para  conocer 
en  segunda  instancia  de  un  pkito  de  mayor  euantta,  por  correroonder  asta  ins- 
tancia i  las  Audiencias.  Xmego  en  ninguno  de  estos  easos  puede  prologarse  la 
jurisdicción  á  nn  jues  de  primera  instancia,  por  carecer  de  ella  pava  conocer  del 
asunto;  en  el  1.  ^ ,  '*por  rasón  de  la  materia:"  en  el  2.  ® ,  "por  rasón  de  la  c" 


tidad  oUeto  dri  litigio,"  y  en  el  8.  ^ ,  '*por  la  jerarqufa"  é  grado  que  tienen  en 
el  orden  judicial.  Bsfii  tdodHna  está  do  acuerdo  con  lo  que  dispene  el  articula 
que  estamos  comentando. 

La  próroga  4»  jurisdicción  se  rerifiíca  por  medio  de  lo  sumisión  expresa  ó  tá->' 
cita  de  las  fortes,  y  como  de  ella  tra4A  la  ley  en  los  artículos  del  06  al  61,  en 
el  comentario  de  los  misinofl^  ampliaremos  esta  materia.  Véase  dichos  comen- 
tarios. 

Articulo  55. 

Los  Jueces  y  Tribunales  que  tengan  competencia  para  conocer 
de  un  pleito,  la  tendrán  también  para  las  excepciones  que  en  él 
se  propongan,  para  la  reconrenetdn  en  los  casos  que  proceda, 
para  todas  sus  incidencias,  para  llevar  á  efecto  las  providencias 
j  autos  que  dictaren,  y  para  la  ejecución  de  la  sentencia. 

El  mismo  precepto  contenía  el  art.  SOS  de  la  ley  org&níca  del  Poder  judiciaU 
Es  un  principio  constitucional,  consignado  en  el  art.  76  de  la  Constitución  ri- 
gente oe  1876«  como  en  todas  las  anteriores,  que  "á  los  tribunales  y  justado» 
pertenece  ezcrnsiyamente  la  potostad  de  aplicar  las  l^es  en  los  juicios  einles  y 
criminales,  sin  que  puedan  ejercer  otras  funciones  que  las  de  juagar  y  haeer  qu& 
se  ejecute  lo  juzgado;"  deduciéndose  del  78  oue  depen  ejercer  esas  funciones  en 
la  forma  y  con  la  extensión  que  determinen  las  leyes.  A  la  facultad  de  juzgar 
corresponde  la  de  sustanciar  y  decidir,  no  solo  la  cuestión  prin^pal  del  plmto, 
sino  también  todas  las  demás  cuestiones  é  incidentes  oue  en  él  se  pramueban;  y 
á  hkde  (ijecutsr  lo  juzgado,  la  de  Herar  á  efecto  todas  las  providencias,  autos  y 
sentencias  que  dictaren,  sobreentendiéndose  In^  que  sean  firmes,  y  ladece-^ 
nocer  de  cuantos  incidentes  ocurran  en  estas  diligencias  hasta  que  quede  crje- 
cutada  la  sentencia.  De  acuerdo  con  esta  doctrina,  y  para  la  apdicaáón  del  pre- 
cepto constitucional,  declara  el  presente  artículo  que  corresponde  todo  lo  ante- 
dicho id  juez  ó  tribunal,  que  tenga  competencia  para  conocer  del  pleito  ó  asun- 
to principal.  Estaos  la  regla  general,  aclarándose  en  el  art.  919  para  su  aplica- 
ción en  c»da  caso,  que  corresponde  la  qecoción  de  la  sentencia  al  juez  ó  tribu- 
nal ane  hubiere  conocido  del  asunto  en  primera  instancia. 

Nótese  que  al  menñonar  la  "reconvendón»"  se  allade,  "en  los  casos  en  que 
m  oceda,"  y  es  porque  el  juez  que  conozca  de  la  demanda,  no  puede  conocer  de 
la  reconrención  cuando  esta  rerse  sobre  cantidad  ó  materia  que  no  sea  de  su 
competencia,  como  se  declara  en  lea  artículos  6S,  regla  4.  *,  542, 069  y  781. 

La  doctrina  que  queda  expuMBsta  habfa  sido  sancionada  por  el  Tribunal  Su- 
premo en  las  decisiones  de  rariaa  competencias,  cuyas  sentencias  no  creemos  ne- 
Ci^^arío  citar  porque  no.  dicen  más  que  lo  que  se  ordena  en  el  presente  artículo: 
pMden  consultarse,  sin  emhaigo,  las  de  4  de  Marzo  de  1889,  21  de  Abril  de 
l$rO,  9  de  NoTiembre  de  1908, 12  de  Mayo  de  1866,  29  de  Diciembre  de  Io71  y 
IP  de  NoYÍembre  de  1872. 
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SECCIÓN  SEGUNDA. 

miCGLAft  PARA  DITERMIHAB  LA  OOMPKTBVCIA. 

Articulo  56. 

Será  Juez  competente  para  conocer  de  lof  pleitos  á  que  dé  ori- 
gen el  ejercicio  de  las  acciones  de  toda  clase,  aquel  á  quien  los 
lifteantes  es  hubierMí  sometido  eiyresa  ó  tácitamente. 

Esta  sumisión  sdlo  podrá  hacerse  á  Juez  que  ejerza  jurisdic- 
cidn  ordinaria  j  que  la  tenga  para  conocer  de  la  misma  clase  de 
negocios  j  en  el  mismo  grado. 

Artículo  57. 

Se  entenderá  por  sumisión  expresa  la  hecha  por  los  interesados 
renunciando  dará  j  teminaiileiiiMite  á  su  fuero  propio,  j  desig- 
nando con  toda  precisión  el  Juez  á  quien  se  sometieron. 

Articulo  58. 

Se  entenderá  hecha  la  sumisiótt  tácita: 

V.  Por  el  demandante,  en  el  mero  hecho  de  acudir  al  Juez  in- 
terponiendo la  detnanda. 

2*  Por  el  demandado,  en  el  hecho  de  hacer,  después  de  perso- 
pado  en  el  juicio,  cualquiera  gestión  que  no  sea  la  de  proponer 
en  forma  la  declinatoria. 

Artículo  59. 

En  las  poblaciones  donde  haya  dos  ó  más  Jueces  de  primera 
instancia,  el  repartimiento  de  los  negocios  determinará  la  com- 
potencia  relatiya  entre  ellos,  sin  que  puedan  las  partes  someterse 
á  uno  de  dichos  Jueces,  con  exclusión  de  los  otros. 

Artículo  M. 

La  sumisión  expresa  ó  tácita  á  un  Juzgado  ^ara  la  primera 
instancia^  se  entemhrá  hooha  para  la  segada  al  superior  jerár- 
quico del  miimo  á  quien  corresponda  conocer  de  la  apelación. 

Artieulo  61. 

En  ningún  caso  podrán  aometene  las  j^rtes,  expresa  ni  tácita- 
mente, nara  el  recurso  de  ap^ación,  á  Juez  ó  Tribunal  diferente 
de  aquel  á  quien  esté  subMtIinado  el  que  haya  conocido  en  pri- 
mera instancia. 
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£8to8  artículos  eoncuerdan  con  el  2.  ® ,  3.  ®  y  4.  ®  4e  J^  lej  de  Enjuiciamien- 
t0  ciyil  de  1855,  y  con  el  303  a1  307  de  la  orgánica  del  Poder  judicial  de  1870, 
excepto  el  59,  que  es  nuero  en  la  presente  ley.  Pero,  aonqne  oonenerdan  porque 
sustancialmente  todos  disponen  una  misma  cosa,  se  diferen^n  algo  en  la  re- 
dacción, habiéndose  adoptado  en  la  nuera  l^y  la  que  sa  ha  creído  más  conre- 
niente  para  expresar  con  claridad  lo  que  en  ellos  se  ordena  á  fin  de  alejar  en  lo 
posible  todo  motivo  de  duda. 

Hemos  dicho  en  el  comentario  del  art.  54,  que  la  próroga  de  jurisdicción  se 
Terifica  por  medio  de  la  sumisión  expresa  ó  tácita,  y  así  lo  demuestran  estos 
artículos,  T  es  tal  la  importancia  <}»e  la  ley  ^noed»  á  díoiio  acto,  que  el  59  da 
eompetenda  preferente  al  juez  á  quien  «e  faometen  las  par^  sien^re  que  ejerza 
jurisdicción  ordinaria  y  la  .tenga  Ipara  conocer  de  la  misma  clase  de  negocios 
en  el  mismo  grado,  ó  como  dice  dicho  artículo  54,  siempre  que  por  razón  de  la 
materia;  de  la  cantidad  objeto  del  litigio  y  de  la  jerarquía  que  tenga  en  el  or- 
den judicial,  pueda  conocer  del  asunto;  de  suerte  que  ambos  artículos  exigen, 
como  era  natural,  los  mismos  requisi^  para  la  próroga  de  jurisdicción  y  para 
que  las  partes  puedan  someterse  á  un  juez  que  no  sea  el  proj^io.  Por  la  impor- 
tancia indicada  y  por  ser  de  aplicación  frecuente  en  la  práctica,  debemos  tratar 
esta  materia  con  la  extensióh  conreniente,  no  obstante  la  claridad  y  precisión 
con  que  están  redactados  los  artíeuh»  qua  son  eláeto  de  este  comentario. 

Ya  hemos  indicado  en  la  introducción  de  este  título,  que  la  competencia  del 
juez  procede  de  la  ley  ó  de  la  voluntad  de  I<as  partes:  aciuella  es  la  regla  gene- 
ral,  y  ésta  es  una  excepción.  Los  litigantes,  para  el  ejercicio  de  toda  clase  de 
acciones,  tanto  reales  como  personales  y  mixtas,  pueden  someterse  á  un  juez, 
que  de  otro  modo  sería  incompetente;  es  decir,  pueden  llevar  su  contienda  ante 
un  juez,  incompetente  por  la  ley  para  eUos,  |»ero  que  se  hacQ  competente  desde 
el  momento  en  que  se  someten  a  su  jurisdicción.  De  aquí  el  que  á  esta  clase  de ' 
jurisdicción  se  le  haya  llamado  "prorogada,"  poraue  en  reaHdad  se  próroga, 
extendiéndola  más  allá  de  los  límites  fijados  por  la  ley,  á  personas,  cesas  ó  ac- 
ciona, que  de  otro  modo  no  serían  de  la  competencia  del  juez  á  quien  ha  sido 
Srorogada  la  jurisdicción;  y  como  esta  próroga  ó  sumisión  se  hace  por  voluntad 
e  las  partes,  por  eso  la  comnetencia  que  de  día  nace  es  preferente  á  cualauiera 
otra:  preferencia  que  le  da  el  artículo  56  de  la  nueva  le^,  de  acuerdo  con  el  2.  ^ 
de  la  antigua,  con  el  303  de  la  orgánica  del  Poder  judicial  y  con  nuestra  anti- 
gua jurisprudencia. 

II 

"La  sumisión  puede  ner  expresa  ó  tácita:'*  será  ''expresa"  cuando  los  intere- 
sados renuncien  *'clara  y  terminantemente"  al  fiíero  propio,  designando  "con 
toda  precisión"  el  juez  á  quien  se  someten;  y  "tácita,"  cuando  |por  los  actos  ó 
gestiones  que  ^ractiguen  ante  un  juez  incompetente,  den  á  entender  que  se  so- 
meten á  su  jurisdicción. 

Para  que  la  sumisión  se  tenga  por  "expresa"  y  produzca  sus  efectos,  es  nece- 
sario que  no  quede  la  menor  duda  de  la  intención :[  voluntad  de  los  interesados, 
no  sólo  en  cuanto  á  la  renuncia  del  fuero  propio,  sino  también  respecto  del  juez 
Á  quien  quieren  someterse:  cualquiera  de  las  dos  circunstancias  que  fyte,  no  po- 
drá tener  efecto  la  sumisión,  porque  la  ky  exige  las  eos  conjuntamente  en  su 
art«  57,  de  acuerdo  también  con  elS.  ^y  SOá  respectivamente  de  las  dos  leyes  an- 
tes citadas.  No  bastarán  conjeturas;  no  bastará  una  renuncia  general  y  de  fórmu- 
la ó  de  rutina,[como¡la8  que[8uelen  ponerse  en  algunas  escrituras:  es  necesario  gue 
la  renuncia  del  propio  fnero  sea  clara  ^  terminante,  y  lo  mismo  la  designación 
del  juez  á  quien  se  someten.  No  se  entienda  por  esto  que  hay  necesidad  de  de- 
signar el  juez  por  su  nombn  ptofio  y  apellido;  antes  ^en  creemos  ^lue  no  debe 
hacerse  así,  porque  i>odría  dar  margen  á  dudas  y  cuestiones.  Si  los  interesados, 
renunciando  su  propio  ñiero,  dijesen  que  se  sometían  á  DI  Fulano  de  Tal,  juez 
•de  Alicante,  por  ejemplo,  si  dicné  sujeto  cd^ara  por  diialquie^  motivo  en.eité 
juzgado,  vendría  luego  la  duda  de  si  la  sumisión  se  entendería  prorogada  á  su 
jiCMor. 
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Lo  conTenieate  y  más  conforme  es  que  las  partes,  en  el  documento  que  otor- 
guen al  efecto,  después  de  haeer  relación  del  negocio,  ^an  clara  y  terminante- 
mente que  renuncian  bu  propio  ñiero,  y  que  para  la  decisión  del  pleito  ó  pleitos 
que  puedan  originarse  de  aquel  asunto,  6  á  qie  pueda  dar  lugar  el  cumplimien- 
to del  contrato  á  que  se  refieran,  se  s<»Deten  al  fues  de  primera  instancia  de  tal 
Jarte  (1),  Si  en  aquella  localidad  hubim  dos  6  más  jueces,  la  sumisión  no  po- 
ra ser  á  uno  determinado,  sino  é  cualquiera  de  ellos,  conforme  al  artículo  59, 
que  después  explicaremos. 

La  sumisión  expresa  ¿podrá  hac^se  general  para  todos  los  pleitos  que  por 
cualquiera  concepto  puedan  ocurrir  entre  los  interesados?  Nada  dice  la  nuera 
1^,  ni  lo  dijo  tampoco  la  antigua;  pero  en  nuestro  concepto  su  espíritu  excluye 
esta  especie  de  sumisión.  Los  artículos  <iue  estamos  comentando  se  refieren 
siempre  á  negocios  determinados:  el  57  exige  que  ]a  renuncia  del  fuero  propio 
sea  clara  y  terminante,  y  mal  podrá  reunir  estas  circunstancias  si  no  se  sabe 
cual  es  el  fuero  ^ue  se  renuncia,  como  sucedería  en  una  sumisión  general,  pues  * 
no  existiendo  ni  pudiendo  prereerse  el  negocio  ó  pleito  sobre  que  nabía  de  Ter- 
sar la  acción,  es  imposible  detei  minar  cuál  es  el  fuero  que  se  renuncia.  Cree- 
mos, por  tanto,  que  la  sumisión  expresa  ha  de  recaer  siempre  sobre  negocio  co- 
nocido, así  como  la  tácita  no  puede  hacerse  sino  en  negocio  ya  entablacto  ó  pro- 
moyido,  ó  al  tiempo  de  promoTerlo. 

No  determina  la  ley  la  fórmula  déla  sumisión  expresa,  lo  cual  supone  que  deben 
seguirse  las  prescripciones  generales  del  derecho,  y  que  podrá  practicarse  ó  ha- 
cerse constar  por  los  mismos  medios  que  cualquiera  otra  obligación.  Siempre 
que  resulte  de  una  manera  clara  y  terminante,  que  los  interesados  han  renun- 
ciado su  propio  fuero  v  se  han  sometido  deliberada  y  expontáneamente  á  otro 
juez  determinado,  se  lloTará  á  efecto  aquella  renuncia  y  esta  sumisión.  Tales 
actos  podrán  consignarse  en  una  escritura  ptiblica,  en  un  documento  privado, 
en  un  acto  de  conciliación,  en  un  escrito  que  de  común  acuerdo  prei^onten  las 

§  artes  á  la  autoridad  iudicial,  en  suma,  podrán  acreditarse  por  los  mismos  me- 
ios  que  las  demás  obligaciones 
r- Explicado  ya  todo  lo  relatiyo  á  la  sumisión  expresa,  pasaremos  á  ocuparnos 
de  la  ^'tácita.''  Esta  es  la  que  se  deduce  de  los  actos  y  gestiones  de  los  interesa- 
dos, pero  de  actos  y  gestiones  que  no  dejen  ningún  género  de  duda;  que  sean  tan 
explícitos  é  indubitados  como  la  manifestación  clara  y  terminante  que  se  re- 

auiere  para  la  expresa;  ^ue  no  haya  lugar  á  duda  acerca  de  cuál  sea  la  roluntad 
e  las  partes.  Si  se  admitieser  toda  clase  de  presunciones,  habría  ocasión  para 
promover  contiendas  judiciales  que  la  ley  esta  siempre  en  el  deber  de  evitar,  y 
por  eso  la  nueva  en  su  art.  58,  siguiendo  nuestra  antigua  jurisprudencia  y  lo  es- 
tablecido en  el  4.  ®  de  la  de  1855  y  en  el  305  de  la  orgánica  del  Poder  judicial, 
sólo  admite  dos  hechos,  6  más  bien  uno,  como  prueba  de  la  sumisión  tácita  de 
las  partes  á  juez  incompetente:  en  el  actor,  el  oe  acudir  al  i'uez  interponiendo  la 
d^anda;  en  el  demandado,  el  de  contestar  ó  hacer,  después  de  personado  en  el 
juicio,  cualquiera  gestión  que  no  sea  la  de  proponer  en  fórmala  declinatoria (2). 


(1)  Cuando  en  un  contrato  renuncian  los  otorgantes  su  propio  fuero  y  el  que 
pueda  pertenecer  en  lo  sucesivo  tanto  al  renunciante,  como  á  sus  sucesores,  so- 
metiéndose y  sometiendo  á  éstos  á  la  jurisdicción  ordinaria  de  un  lugar  de- 
terminado, el  juez  de  este  lugar  es  el  competente  en  todo  tiempo  para  conocer 
de  aquel  negocio,  ("Sent.  del  Trib.  Sup.  de  11  de  Junio  de  1858  y  5  de  Abril  de 
1861,  decidiendo  competencias.'') 

Siendo  un  pacto  lícito  y  permitido  la  renuncia  del  fuero,  pasa  á  los  herederos 
la  obligación  de  cumplirlo.  ("Jd.  id.  de  6  de  Julio  de  1872.") 

Lo  pactado  entre  las  partea  sobre  este  particular,  obliga  á  sus  herederos,  lo 
mismo  ouo  si  se  tratase  del  cumplimiento  de  cualquiera  otra  de  las  cláusulas 
contenidas  en  el  contrato.  ("Id.  id.  de  9  de  Enero  de  1873.") 

(2)  Con  el  hecho  de  interponer  una  demanda  ante  un  juez  ordinario,  queda 
sometido  su  autor  á  la  jurisdicción  de  éste  para  aquel  negocio,  aun  en  el  caso 
de  haberse  el  juez  reservado  el  pwveer  pora  cuando  el  demandante  pida  en  for- 
ma. C'Sent.  en  comp.  de  30  de  Mayo  de  1860.") 

£1  hecho  de  someterse  un  litigante  en  un  juicio  á  juez  incompetente  no  le  su- 
jeta á  su  jurisdicción  para  otro  juicio,  ni  le  priva  de  la  facultad  de  someterse  ó 
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El  liecko  do  mostrara  ]^te  en  los  aatos  oo  liga  par»  nada  al  demandado:  con 
esto  no  hace  más  que  aoadir  al  llamamiento  de  nna  autoridad  constituida,  &  U 
cual  todo  ciudadano  está  obligado  á  obedecer  y  recetar;  no  haee  más  que  pro- 
porcionarse los  medios  de  aTeriguar  si  en  coBtrai4o  ka  tenido  razón  para  dedu- 
cir su  demanda  en  aquel  juzgado.  No  tendrá  pues  necesidad  de  hacer  en  el  escri- 
to, mostrándose  parte,'  la  protesta  usada  aatignaq^ente  con  la  fónnula  ''sin  que 
sea  risto  atribuir  á  V.  S.  más  jurisdiccíén  que  la  que  por  derecho  le  compete." 
Más,  si  después  de  personado  en  los  autos,  practica  cualquiera^  geeti<te,  oedt^ce 
cualquiera  solicitua  que  no  sea  la  de  proponer  en  forma  la  declinatoria  de  juris- 
dicción, aun  cuando  hiciera  la  protesta  antes  expresada,  quedará  por  este  solo 
hecho  sometido  al  juez  ante  quien  éí  actor  hubiese  presentado  su  demanda  y  cu- 
ya Jurisdiceidn  por  tanto  se  considerará  prorogada  tácitamente. 

Téngase  presente  que  la  declinatoria  de  iurisdiccién  está  justamente  califica- 
da por  la  ley  de  exoepcién  dilatoria  (1.  *  ¿éí  art.  588);  que  esta  clase  de  excep- 
ciones sólo  puede  proponerse  dentro  de  seis  días  contados  desde  el  siguiente  al 
de  la  notificación  de  la  proridencia  en  queso  mande  contestar  ala  demanda  (art. 
535);  que  este  término  es  improro|fable  (art.  310),  v  trascurrido  que  sea,  ya  no 
se  puede  utilizar  como  exoepcién  dilatoria  (art.  $12),  Es  rerdad  que  al  contestar 
á  la  demanda  podrá  el  demandado  alegar  la  incompetencia  del  juez,  como  lo 
permite  el  art.  535;  pero  conforme  al  58,  con  la  contestacién  quedará  sometido 
tácitamente  al  juez  que  conozca  de  la  demanda  por  no  haber  propuesto  "en  for- 
ma" la  declinatoria,  y  será  inútil  aquella  alegación.  Para  salrar  este  inconre- 
niente  aconsejamos  á  los  que  se  hallen  en  el  caso  de  hacer  uso  de  la  declinatoria, 
que  se  apresuren  á  preponerla  dentro  del  plazo  improrogable  que  señala  el  art 
535,  ^si  por  cualquier  motivo  no  pudiesenliacerlo,  que  no  intenten  ya  dicha  ex- 
cepción, y  hagan  uso  de  la  inhibitoria  acudiendo  al  juez  competente  para  ane 
entable  la  competencia  con  arreglo  á  los  artículos  84  y  siguientes,  absteniénao- 
ee  de  toda  gestión  en  el  pleito  para  que  no  pueda  argüírseles  de  haber  prorogado 
jurisdicción. 

Otro  caso  de  sumisión  tácita  que  enumeran  los  autores,  es  el  de  ''reconren- 
ción"  ó  mutua  petición.  El  actor,  por  el  mero  hecho  de  recurrir  al  juez  interpo- 
niendo su  demanda,  queda  obligaao  á  contestar  ante  ese  mismo  juez  á  la  que 
por  reeonrención  le  dirija  el  dcmaandado  en  aquel  mismo  pleito,  siempre  que  ha- 
ga uso  de  este  derecho  en  la  forma  y  en  los  casos  en  que  procede;  de  manera  que 
este  juez,  que  sería  incompetente  en  otro  caso  para  conocer  de  aquella  acción, 
se  hace  competente  y  queda  sometido  á  él  tácitai&ente  el  demandante  desde  el 
momento  en  que  presenta  su  demanda.  Este  caso  indudablemente  está  com- 
prendido en  el  núm.  1.  ®  deUart.  58:  ya  lo  habían  sancionado  la  jurisprudencia 
y  el  derecho  antiguo  (1)  por  razones  de  equidad  y  conyeniencia,  y  hoy  no  puede 
ofrecer  la  menor  duda  en  risti  de  lo  que  oisponen  el  art.  55  y  la  regía  4.  *  del 
^  de  la  presente  ley. 

III. 

*'¿Quién  puede prorogar  jurisdicción?"  ¿Quién  puede  someterse  expresa  ó  tá- 
citamente  a  juez  incompetente?  Nada  dice  la  ley  expresamente  sobreesté  parti- 

no  al  mismo  juez  en  otro  pleito  distinto.  ("Id.  id.  de  7  de  Mayo  de  1864  y  28  de 
Marzo  de  1865.") 

No  constiture  sumisión  tácita  para  el  juicio  principal  el  hecho  de  oponerse  el 
demandado  á  la  declaración  de  pobreza  solicitada  prériamente  por  el  demandan- 
te ante  juez  incompetente..  ("Id.  id.  de  9  de  Julio  de  1874.") 

Tampoco  puede  decirse  que  hay  sumisión  por  no  haberse  promorido  compe- 
tencia acerca  de  la  conciliación,  porque  este  acte  no  es  un  Ter^adero  juicio,  ni 
la  ley  le  dá  semejante  calificación.  (La  misma  sentencia.") 

Tampoco  constituyen  d  caso  de  sumisión  tácita  las  gestiones  judiciales  que 
tienen  por  objeto  una  medida  precautoria  6  prorisional,  pormie  no  son  una  rer- 
dadera  demanda,  como  las  relativas  á  eritar  la  eniijenaeiÓB  de  nna  finca,  ó  á  re- 
clamaciones contra  un  embargo  ó  secuestro.  (**Id^  id.  de  10  de  Jubo  de  1663  y 
10  de  Mayo  de  1876.") 

(1)  I-«yes  57.  tít.  6.  ® ,  Part.  1.  * ;  30,  tít.  4.  ® ,  y  4.  * ,  tít.  10.  Part.  8.  « 
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«alar,  y  en  iu  •iiencio  no  hair  más  que  imuir  1m  preaeripeiones  generaldf  del  de- 
recho 7  de  esta  miema  ler.  fin  el  art.  2.^  determina  las  personas  qoe  pueden 
comparecer  en  juicio;  es  lo  natnral  j  lógico  ^ue  esas  mismas  personas  sean  las 
que  puedan  kaeer  lefiamente  la  sumisión  á  juez*  incompetente,  de  que  hablan 
los.artíeulos  €6, 67  7  M. 

Siffuiettdo,  pues,  los  principiet  establecidos  por  el  derecho  anticue  7  el  nerísi* 
mo»  diremos  que  tedo  d  que  pueda  ebliMrse,  podrá  prorogar  jurisdicción.  Les 
menores,  los  locos,  los  ipcapacitados,  todos  los  ^ue  no  tienen  la  libre  adminis- 
tración de  sus  bienes  ni  ^eden  comparecer  en  juicio  por  sí  misuMS,  no  pnedffv 
por  lo  tanto  prorogtr  jurisdicción;  más  podrán  hacerlo  por  olios  ims  tutores  ó 
cardadores  (1). 

^iegün  opinión  de  algunos  autores,  los  procuradores  tampoco  pueden  prorogftr 
jnrisdiccion  sin  poder  especial:  estamos  conformes  con  esta  opinión  respecto  de 
la  sumisión  expresa,  cuando  se  haga  fuera  del  pleito;  entonces  sólo  á  la  parte 
corresponde  contraer  esa  obligación,  7  cuando  la  haga  un  procurador,  debe  ser 
con  p<Kler  especial;  pero  cnanao  la  sumisión  se  haga  en  el  pleito,  bastará  el  po- 
der general  que  para  él  tenga  sin  necesidad  de  otro  especial,  para  que  pueda  so-^ 
meterse  expresa  ó  tácitamente  á  un  juez  incompetente.  En  tales  casos  la  sumi- 
sión debe  ser  considerada  como  una  consecuencia  de  la  comparecencia  en  el  jui- 
cio. 7  estando  el  procurador  facultado  por  el  poder  para  todas  las  incidencias 
del  mismo,  creemos  que  per  el  hecho  de  interponer  la  demanda,  si  representa  al 
demandante,  ó  de  comparecer  en  los  autos  7  no  alegar  la  excepción  declinatoria, 
ei  lo  rerifíca  á  nombre  del  demandado,  se  entenderá  hecha  la  sumisión  tácitamen- 
te, porque  se  supone  que  obra  con  conocimiento  ó  por  mandato  de  su  principal, 
quedando  á  salro  el  derecho  de  éste  |>ara  exigirle  la  responsabilidad  en  su  caso. 
También  tiene  sancionada  esta  doctrina  el  Tribunal  Supremo  (2). 

Segón  las  le7es  6.  *  7  7.  *  tít.  11,  libro  10,  Not.  Rec,  por  regla  general  los 
labradores  no  podían  renunciar  el  fuero  de  su  domicilio  por  las  deudas  que  con- 
trajeren: este  pririlegio  lo  creemos  derogado  por  la  le7  de  Enjuiciamiento,  pues- 
to que  sus  disposiciones  son  obligatorias  á  toaos  los  españoles,  7  ni  al  hablar  de 
la  sumisión  expresa  7  tácita  ni  en  otro  lugar  hace  excepción  en  favor  de  ningu- 
na persona  ni  de  clase  determinada. 

La  próroga  de  jurisdicción,  en  virtud  de  la  sumisión  expresa  ó  tácita,  se  ve- 
rifica, como  hemos  indicado,  por  voluntad  de  ambas  partes  litijrantes,  tanto 
^ue  no  podría  tener  efecto  si  una  de  ^las  se  opusiere.  "¿Será  también  necesaria 
la  voluntad  del  juez?"  ¿Podrá  este  repeler  de  oficio  una  demanda  que  no  corres- 
ponda á  su  juzgado,  remitiendo  á  las  partes  á  que  jasen  de  su  derecho  ante  juez 
competente?^  Esta  duda,  que  había  sido  una  cuestión  debatida  por  nuestros  an- 
tiguos prácticos,  se  halla  resuelta  expresamente  en  la  presente  107,  ordenando  á 
teste  fin  en  su  artículo  74,  nuevo  en  la  misma,  que  en  ningún  caso  se  promoverán 
"de  oficio''  las  cuestiones  de  competencia  en  asuntos  civues;  pero  ei  juez  (|ue  se 
erea  incompetente  ^x  razón  de  la  materia,  podrá  abstenerse  de  conocei ,  oído  el 
ministerio  fiseal.  Ke«ervando  la  exposición  de  esta  materia  para  el  comentario 
de  dicho  artículo,  nos  limitaremos  á  indicar,  c^ue  según  su  precepto  terminante, 
el  juez  no  puecte  promover  de  oficio  competencia  alguna  positiva  ni  negativa; 
sólo  puede  hacerlo  á  instancia  de  parte,  7  per  consiguiente  siempre  ^ue  los  liti- 
gantes se  sometan  á  su  jurisdicción,  está  obligado  á  aceptar  el  conocimiento  del 
negocio  á  no  ser  que  sea  incompetente  por  raMn  de  la  materia.  Luego  no  es  ne- 
cesario que  concurra  su  voluntad,  sino  solo  la  de  los  litigantes  para  prorogar  la 
Jurisdicción,  si  la  tiene  para  conocer  del  asunto.  Esta  ha  sido  también  la  juris- 
prudencia hasta  ahora  observada. 


^  (1)    Así  lo  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  decidiendo  una  competen- 
cia; en  sentencia  de  18  de  Noviembre  de  1858. 

(2)  'H^onsi^erando  que  el  proonrador  D...,  en  nottbfe  de...,  se  mostró  parte  en 
el  juicio  pendiente  en  el  jvaíado  de  la  Audiétteia  de  VaUadelid,  tomó  los  autos, 
pidió  preroga  del  término  eoneedido  para  despacharlos  v  no  propuso  la  declina- 
toria, con  cuvos  actos  sometió  tácitamente  á  sus  poderdantes  al  ñiero  de  dicho 
juzgado.''  C'Sent.  en  comp.  de  13  de  Abril  de  1880.") 
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IT. 

^'Limitaciones  de  la  8umÍBÍ^ii/'— Seffún  el  párrafo  2*  ®  del  artículo  50  deben 
concurrir  dos  requisitos,  con  relación  a  la  persona  del  jnei ,  para  que  pueda  te- 
mer efecto  la  sumisii^n,  ya  sea  expresa,  ya  tacita,  á  saber:  1.  ^  ^ue  se  haga  á  juez 
que  ejerza  jurisdicción  ordinaria;  y  2.  ^  que  tal  juez  tenga  jurisdicción  para  co- 
seeer  de  la  misma  clase  de  negocios  y  «i  el  mismo  grado.  La  ley  de  1855  (arta. 
9.  ^  y  4.  ^ )  sólo  exigió  el  primer  requisito,  y  la  orgánica  del  Poder  judicial  (art. 
^08)  sólo  el  segundo,  en  consideración  quiz&s  &  que  la  supresión  de  raeros  habría 
hecho  innecesaria  la  declaración  del  primero,  sin  embargo,  la  misma  ley  había 
dicho  en  su  art.  267,  reproducido  en  el  51  de  la  presente,  aue  la  "jurisdicción 
ordinaria"  (refiriéndÍMe  á  la  del  "fuero  común,"  al  que  están  sujetos  todos  los 
que  no  gozan  de  fuero  prírilegiado),  sería  la  única  competente  para  conocer  de 
los  negocios  cítíIcs;  y  dada  esta  declaración,  qué  supone  la  existencia  de  otras 
jurisdicciones,  como  realmente  existen,  lógico  era,  y  conreniente  para  eritar 
dudas,  hacer  también  en  este  lugar  la  do  que  la  sumisión  sólo  podrá  hacerse  á 
juez  que  ejerza  jurisdicción  ordinaria,  lo  cual  está  conforme  con  los  principios 
de  la  ciencia  y  con  nuestra  jurisprudencia  antigua  (1). 

En  cuanto  al  segundo  reauisito,  para  eritar  repeticiones  véase  el  comentario 
del  art.  64  y  el  nárrafo  I  del  presente.  Aunque  la  ley  antigua  no  contenía  una 
declaración  análoga,  era  regla  de  jurisprudencia  que  no  podía  prorogarse  juris- 
dicción á  juez  que  no  la  tuyiera  para  conocer  de  la  misma  clase  de  negocios  y 
en  el  mismo  grado  ó  instancia  (2)- 

Otra  limitación,  puesta  por  la  ley  á  la  Toluntad  de  las  partes  en  esta  materia, 
es  la  que  contiene  el  art.  59.  Aunque  sin  concordante  en  las  lejres  anteriores,  y 
nuero  por  tanto  en  la  presente,  como  ya  se  ha  dicho,  su  disposición  es  conforme 
4  la  práctica  "genoralmente"  obserrada  y  jurisprudencia  establecida  desde  la 
declaración  hedía  por  la  Real  orden  de  21  de  Enero  de  lt50O  (3),  confirmada  por 

(1)  La  sumisión  de  loe  legos  á  los  jueces  eclesiásticos  sobre  cosas  profanas  es- 
taba prohibida  por  las  leyes  7.  * ,  tít.  1.  <^ ,  libro  4.  ® ;  6.  ® .  tít.  1.  ® ,  libro  10,  y 
7.  ^,  tít.  29,  libro  11,  Noy.  Bec.  El  art.  1203  del  Código  de  Comercio  también 
declaró  que  no  podía^  prorogarse  tácita  ni  expresamente  la  jurisdicción  de  los 
tribunales  de  Comercio  sobre  personas  y  cosas  ajenas  á  ella. 

(2)  Los  arts.  2.  ®,  3.  ®  y  4.  ®  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cítíI  (66, 67  y  58  de 
la  nueva)  han  de  entenderse  y  aplicarse  dentro  del  procedimiento  y  trámites  au- 
torizados por  las  leyes,  y  subordinados  por  tanto  á  las  que  determinen  las  ins- 
tancia^ y  recursos  en  los  juicios,  de  suerte  que  en  ningún  caso  la  sumisión,  ex- 
presa ó  tácita  de  las  partes,  puede  legitimar  instancias  y  recursos  extraordina- 
rios no  autorizados,  y  menos  aún  los  excluidos  por  la  ley.  En  tales  casos,  como 
la  incompetencia  es  radical,  no  puede  subsanarse  con  la  sumisión  y  consenti- 
miento de  las  partes,  que  sólo  pueden  prorogar  jurisdicción  cuando  esta  es  pre- 


rogable,  y  no  lo  es  para  legalizar  instancias  y  recursos  no  autorizados  por  las 
'  ores.  C'^nt.  del  Tribunal  Supremo  de  12  de  Octubre  de  1860.") 
^  (3)  ror  el  art.  16  del  Beglamento  de  los  Juzgados  de  primera  instancia  se  pre- 


vinp  que  en  el  ¡partido  donde  hubiere  dos  ó  más  jueces  se  repartieran  entre  ellos 
les  negocios  civiles,  estableciéndose  tumo  dejuz^rados^  Algunos  creyeron  dero- 
gada esta  disposición  por  la  primera  ley  de  fhijuiciamionto  civil,  como  contra- 
ria á  la  libertad,  que  ios  artículos  2.  ® ,  3.  ®  y  4.  ^  de  la  misma  concedían  á  los 
litigantes  para  someterse  al  juez  ordinario  que  tuvieran  por  conveniente.  Fun- 
dados en  esto,  los  jueces  de  primera  instancia  de  Valencia,  á  solicitud  de  varios 
escribanos,  acordaron  que  cesara  el  reparto  de  los  negocios  civiles  entre  los  mis- 
mos: y  revocado  este  acuerdo  por  la  Audiencia,  elevaron  al  Gobierno  la  corres- 
ponaiente  consulta,  sobre  la  cual  se  oyó  al  Tribunal  Supremo  de  Justicia  en 
pleno,  3r  fué  resuelta  por  "Real  orden  de  21  de  Enero  de  1860,"  la  cual  en  su 
parte  dispositiva  dice  así:— "Conformándose  S.  M.  con  el  parecer  del  Tribunal 
Supremo,  se  ha  dignado  resolver  que,  considerándose  en  los  asuntos  ciriles  á  to- 
dos los  jueces  de  una<  looalidad  como  si  no  hubiera  mfis  ^ue  uiio,  continúen  aoue- 
llos  repartiéndose  por  tumo»  de  acuerdo  con  lo  prevenido  en  él  art.  16  del  Ke- 

S lamento  de  Juzgados  de  1.  °  de  Mayo  de  1844,  que  no  está  derogado  por  la  ley 
e  Enjuiciamiento  civil.". 
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U  de  12  de  Junio  do  1868»  es  la  cual  se  fijaron  laa  reglas  que  habían  de  obser- 
varse jMira  el  repartimiento  de  los  negocios  ciriles.  Establecido  esta  como  obli- 
Ifatorio  por  el  art.  490  de  la  presente  ley,  por  haber  estimado  conreniente  el  Go- 
'  kienio  resolTor  em  ese  sentido  la  empaliada  cuMCidn  sobre  el  repartimiento,  y 
«levado  i  precepto  legal  con  sanción  penal  á  fin  de  corregir  las  freeurates  iafrae- 
ciones  que  de  aquellas  Beales  órdenes  se  cometían,  preciso  era  establecer  aauí 
]»ara  su  compl^dento  la  disposición  del  artículo  59.  como  excepción  alas  de  los 
tres  anteriores,  que  dan  eompetenoia  preferente  al  Juea  á  auien  se  sometan  las 
partes  ezpiesa  6  tácitamente.  Be  otro  modo  habría  sido  ilusoria  la  obUff^ción 
del  repartimiento,  y  pudiera  haberse  suscitado  de  nuevo  la  cuestión  que  fué  re- 
suelta por  la  Beal  óraen  de  21  de  Enero  de  1860,  antes  citada. 

Según  dicho  artículo,  *'en  las  poblaciones  donde  haya  dos  ó  más  jueces  de  pri- 
mera instancia,  el  repartimiento  de  los  negocios  determinará  la  competencia  re- 
lativa entre  ellos,  sin  que  puedan  las  partes  someterse  á  uno  de  dichos  jueces 
con  exclusión  de  los  otrbs."  £!ste  precepto  es  claro  y  terminante  y  no  puede  ofre- 
cer dudas.  Cuando  las  partes  hagan  renuncia  expresa  de  sQ  propio  iuero  some- 
tiéndose ai  de  Madrid,  por  ejemplo,  no  podrán  hacer  esta  sumisión  al  juez  del 
distrito  del  Congreso,  ni  á  otro  determinado,  sino  en  general  á  cualouiera  de  los 
jueces  de  Madrid,  á  quien  corresponda  el  conocimiento  del  negocio.  V  en  los  ca- 
aes de  sumisión  tácita,  no  pueden  llevar  las  partes  el  negocio  al  jusgado  que  me- 
jor les  parezca  de  los  diez  que  hay  en  Madrid,  sino  que  habrán  de  someterse  al 
juez  á  quien  corresponda  por  repartimiento.  Y  lo  propio  en  cualquiera  otra  po- 
hlación  donde  haya  dos  ó  más  jueces  de  primera  instancia. 

También  es  clara  y  terminante  la  disposición  de  los  artículos  60  y  61,  que  con- 
cuer*1an  con  el  306  y  307  de  la  1^  orgánica,  y  establecen  otra  limitación  á  la  vo- 
luntad de  las  partes.  En  ningán  caso  podrán  éstas  someterse  expresa  ni  tácita- 
.  mente  para  el  recurso  de  apelación  á  un  juez  ó  tribunal  que  no  sea  el  superior 
jerárquico  del  que  hubiere  conocido  en  primera  instancia,  y  la  sumisión  á  éste 
ae  entenderá  hecha  también  para  aquel. 


Artículo  62 

Fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita  de  que  tratan 
los  artículos  anteriores,  se  seguirán  las  siguientes  reglas  de  com- 
petencia: 

1*^  En  los  juicios  én  que  se  ejerciten  acciones  personales,  será 
Juez  competente  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obliga- 
ción, y  á  falta  de  éste,  á  elección  del  demandante,  el  del  domici- 
lio del  demandado  ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallándose  en 
él,  aunque  accidentalmente,  pudiera  liacerse  el  emplazamiento. 

Cuando  la  demanda  se  dirija  simultáneamente  contra  dos  á  más 
personas  que  residan  en  pueblos  diferentes  y  estén  obligadas  man- 
comunada ó  solidariamente,  no  habiendo  lugar  destinado  para  el 
cumplimiento  de  la  obligación,  será  Jue^  competente  el  del  do- 
micilio de  cualquiera  de  los  demandados,  á  elección  del  deman- 
dante. 

2*  En  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  reales  sobre  bie- 
nes muebles  ó  semovientes,  será  Juez  competente  el  del  lugárr  en 
que  se  hallen,  ó  e)  del  domicilio  del  demandado,  á  elección  del 
demandante. 

3*^  En  los  juicios  en  que  se  ejerciten  accione?*  reales  sobre  bie- 
nes inmuebles,  será  Juez  competente  el  del  lugar  eü  que  esté  sita 
la  cosa  litigiosa. 
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Cuando  la  accióa  real  se  ejercite  sobre  rarias  cosas  inmuebles, 
ó  sobre  una  sola  que  esté  situada  en  diferentes  jurisdicciones,  se- 
rá Juez  competente  el  de  cualquiera  de  los  lugares  en  cuya  ju- 
rísdicoión  estén  sitos  los  bienes,  á  elección  del  demandante. 

4?  En  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  mixtas,  será  Juez 
competente  el  del  lugar  en  que  se  hallen  las  cosas,  ó  el  del  domi- 
cilio del  demandado,  á  elección  del  demandante. 

I. 

fin  este  artículo,  oopiAdo  con  ligeras  modificaeiones  del  303  de  la  lejr  org^ni- 
ea,  que  á  su  res  concordaba  eon  el  5.  ®  de  la  de  finjuiciapúento  cifii  de  1865,  se 
establecen  las  reglas  generales  de  eompetencia  para  los  casos  en  ^ne  las  partes 
no  se  hayan  sometido  expresa  ni  tácitamente  a  un  jiies,  ciiya  jansdiooiMí  sea 
prorogable  conforme  á  lo  prerenido  en  los  artículos  que  preceden.  Ya  hemos  di- 
cho en  el  comentario  anterior  que  esa  sumisión  da  competencia  preferente  por 
voluntad  de  las  partes,  y  que  sólo  en  el  caso  de  que  estas  no  hayan  realizado  los 
actos  que  la  determinan,  tendrán  aplicación  las  reglas  generalei^iie  se  estable- 
oen  en  el  presente  artículo:  doctrina  confirmada  por  el  mismo  al  ordenar,  que 
"'fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita,  de  que  tratan  los  artículos  an- 
teriores, se  seguirán  las  reglM  de  competencia"  que  en  él  se  fijan. 

Según  estas  reglas,  la  competencia  dd  jues  se  determina  por  la  naturaleza  de 
la  acción  que  se  utilice,  por  lo  cual,  para  los  casos  en  que  sean  aplicables,  oi«te- 
na  el  art.  524  que  se  exprese  en  la  demanda  la  clase  de  acción  que  se  ejercite, 
dando  lugar  su  omisión  á  la  excepdón  dilatoria  de  defecto  legal  en  el  modo  de 
proj^ner  la  demanda  (6.  ^  del  art.  533).  Idemás,  no  son  raros  los  casos  en  que 
se  pierde  un  pleito,  no  per  falta  de  derecho,  sino  pMor  haber  equÍTOcado  la  acción. 
Por  estas  indicaciones,  que  demuestran  la  necesidad  de  fijar  con  precisión  en 
cada  caso,  fuera  de  los  determinados  en  el  art.  63,  si  es  ''real,  personal"  ó  "mix- 
ta"  la  acción  que  se  entable,  consideramos  de  utilidad  reproducir  aquí  la  doc- 
trina, que  sobre  esta  importante  materia  expusimos  en  nuestros  comentarios  á 
la  ley  de  1855,  como  precedente  indispensable  para  la  aplicación  de  dichas  re- 
glas. 

Tí. 

"Acción,"  en  el  sentido  de  que  se  habla,  es  el  medio  que  conceden  las  leyes  pa-«. 
ra  ejercitar  en  juicio  el  brecho  que  nos  compete.  Éstas  ideas  "acción"  y  "de- 
recho" son  tan  correlatiras,  que  con  la  mayor  frecuencia,  y  sin  faltar  al  teoni- 
cismo  del  lenguaje  forense,  se  toma  la  una  por  la  otra:  así  es  que  con  igual  pro- 
piedad decimos,  '^'tengo  "derecho"  para  reclamar  tel  cosa,"  que  "tengo  acción" 
para  reclamar  tal  otra."  Mas  es  necesario  no  confundirlas:  el  "derecho"  existe 
antes  que  la  "acción  judicial,"  j  de  consiguiente  con  absoluta  independencia  de 
esta;  así  es  aue  podemos  muy  bien  tener  '\lerecho"  á  una  cosa  sin  que  pongamos 
en  merdeio  la  '^Acción"  para  reclamar  ó  hacer  uso  de  ese  derecho,  al  paso  que  no 
puede  existir  la  "acción  sin  la  existencia  preria  del  "derecho"  que  por  ella  se 
haya  de  reclamar.  Aquélla  es  el  "medio,"  y  éste  el  "fin." 

Tampoco  debe  confundirse  la  acción  con  el  escrito  ó  demanda  por  medio  del 
cual  se  la  pone  en  ejercicio,  ó  se  deduce  ante  los  tribunales;  aquella,  como  aca- 
bamos de  decir,  es  el  medio,  y  el  escrito  la  "fórmula"  para  reclamar  el  cumpli- 
miento de  la  obligaeiÓA  ó  el  derecho  ^ue  nos  asiste.  Con  mucha  razón  dijo  rar- 
ladorio:  "ex  causa  seu  contraetu  nascitur  obligatio:  ex  obligatione  oritur  actio: 
ex  actione  exurgit  intentio:  ex  intentione  confiscitur  libellus." 

Eva  relación  íntima  que  hay  entre  la  acción  y  el  derecho  hace  que  la  natura- 
lesa  de  la  acción  se  detemme  por  la  nataraleza  del  derecho.  Así  es  que,  cuando 
reclamamos  un  derecho  "real,"  será  tambiéa  real  la  acción  que  para  ello  ejerci- 
timos;  si  el  derecho  es  "personal,"  la  acción  será  igualmente  personal;  y  cuan- 
do el  derecho  participe  de  una  y  otra  naturaleza,  la  acción  sera  "mixta.    Tal  es 
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la  diTbión  de  las  aecioBM  qam  tíene  admitida  la  jnrifpnideneia,  y  que  sanciona 
la  nueTa  ley  en  el  artíeolo  que  eetamea  oementaBda. 

Así  piet,  '*aooidn  leal"  es  la  que  ejereita  el  deMndante  para  reclamar  6  ha- 
cer yakr  «a  derecha  abeeluta  eofcv»  alnsa  eoea,  con  entera  inéraendenda  de 
toda  oblicacién  penoaal  por  parte  M  ifanaadedo.  AHÍ  donde  esuta  eee  deie- 
díko  abeomto,  míe  reoonocea  por  baee  la  eesa  misma  sin  eonsideradón  á  la  obli- 
gaeÜB  ajeaa,  4e  allf  surge  una  acción  real.  Bn  éetas  el  demandado,  en  tanto  lo 
es,  en  cuanto  poeee  la  ceea  que  se  reclama,  de  tal  manera,  aue  si  no  la  poeqreoe 
no  podría  ser  oenandado,  j  si  lo  ftiese,  la  abeoluciónde  la  demanda  tendría  que 
ser  el  resultado  del  pleito  (1).  La  acción  real  procede  contra  cualquiera  que  in- 
tente prirar  del  derecho  en  la  cosa  á  la  persona  á  quien  compete:  4  diferencia  de 
la  personal,  en  la  cual  el  «femandado,  en  tanto  lo  es,  en  cuanto  él  j  no  otro  es  el 
exclusiramente  obli^do  á  dar,  hacer  6  no  hacer  alfifuna  cosa,  de  manera  ^ue  la 
acción  no  puede  dirigirse  contra  otra  persona  que  la  espectalmefite  oblinda. 
Ferteneeen,  por  lo  tanto,  á  las  acoones  reales  todes  las  que  emanan  del  domi- 
nio y  de  la  propiedad  y  de  sus  diferentes  desmembraciones,  ó  sean  todas  las  "pe- 
titorias y  poMMrias  de  la  cosa."  como  la  que  tiene  el  duefio  de  una  cosa  eattra- 
yiada  paiareÍTÍndicarla  de  poder  de  quien  la  halle;  la  que  entablan  el  heredero 
ó  ti  le^^rio  de  oosa  específica  para  que  se  les  entretue  la  que  es  objeto  de  la 
herencia  ó  li|ndo;  la  que  intenta  el  usufructuario  para  reclamar  las  cosas  en 
que  tiene  ootunituido  el  usufructo;  la  que  se  dieduce  en  redamación  de  una  ser- 
TÍdumbre  real;  la  ^  se  ejerdta  en  el  juicio  plenario  de  posesión;  la  que  se  in- 
tmita  para  perseguir  la  prenda  ó  hipoteca  con  indepenoBncia  de  la  obligadón 
personal  del  dcMor;  la  que  entabla  la  mu^  para  recobrar  los  bienes  dóteles 
enajenados  por  su  marido  durante  el  matrimonio;  la  que  se  deduce  para  exi|^r 
el  cumplimiento  de  cargas  reales  afectas  á  bienes  inmuebles,  como  la  reparación 
de  una  pared  medianera;  en  suma,  todas  las  que  tienen  per  objeto  la  realización 
de  derechos  absolutos  en  la  cosa,  sin  obligación  alguna  "personal"  de  parte  del 
demandado. 

Estes  derechos  podemos  tenerlos  sobre  una  cosa  inmueble  ó  sobre  una  cosa 
mu^e,  de  donde  je  derira  la  subdiriiéón  de  las  acdones  reales  en  "muebles  é 
inmuebles;"  subdivisión  que  también  admite  la  ley  de  Enjuiciamiento,  con  ob- 
jeto de  detM'minar  onién  sea  el  jues  competente  para  conocer  de  unas  y  otras. 
"Acdóa  real  inmueble"  es,  por  tanto,  aquella  por  la  cual  se  redama  una  cosa 
inmneUe,  que  eomsponde  al  demandante  en  virtud  de  un  derecho  real  indepen- 
diente de  toda  obligación  personal;  y  "acdón  real  mueble"  es  la  que  se  crjerdta 
para  redamar  d  derecho  absoluto  que  se  tiene  á  una  cosa  mueble  o  semoriente, 
con  independencia  también  de  toda  obligación  personal.  Las  cosas  muebles,  lo 
mismo  9«ie  las  inmuebles,  lo  son  por  su  propia  naturaleza,  ó  por  el  uso  á  que  se 
las  destina,  ó  porque  la  ley  las  considera  tales,  drcunstancia  que  deberá  tener- 
se presente  para  determinar  la  acdón  que  corresponda.  Una  casa,  por  ejemplo, 
es  una  cosa  inmueble  por  su  naturaleza:  una  tinaja  lo  es  mueble,  también  por  su 
naturalesa;  pero  d  ¡esta  tinaja  se  coloca  empotrada  en  la  bodega  de  dicha  casa, 
ya  la  ley  la  considera  como  inmueble  por  el  uso  i  que  se  la  destina.  El  legata- 
rio de  cualquiera  de  estas  cosas,  para  reclamarles,  hará  uso  de  la  acción  real 
inmueble  en  d  primer  caso;  de  la  real  mueble  en  el  segundo,  y  de  esta  misma 
acción  en  el  tercero,  si  sólo  demanda  el  objeto  muebl»;  pero  si  lo  pide  como 
parte  del  edificio,  deberá  hacer  uso  d^  la  acción  real  inmueble.  Así  se  deduce 
también  de  los  artículos  lOSpárrafb^  2.^  y  111  párrafo  1.^  de  la  ley  Hipo- 
tecaria. 

"Acdón  personal"  es  la  que  ejerdta  d  demandante  para,  exigir  el  cumpli- 
miento de  una  obligadón  personal,  ó  para  reclamar  de  otrapersona  aue  dé,  na- 
ga ó  deje  de  hacer  todo  aquello  á  que  esturiere  obligada,  imídl  sería  especifi- 
car todas  las  acdones  personales,  pues  son  tantas  como  las  conrenciones  y  he- 


(1)  La  acción  reiTindicatoria,  cjerdtada  por  el  que  se  cree  dudlo  de  una  cesa^ 
sólo  puede  dirigirse  contra  el  tenedor  de  ella,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la 
ley  29,  tít.  3.  <=>,  Part.  3.  «  ("Sent.  del  Trib.  Supremo  de  10  de  Abril  de  1873.") 
Para  ejercitarla,  es  necesario  acreditar  el  domiiuo  de  la  cosa  que  se  trata  de  rd- 
Tíndicar.  ("Id,  de  28  de  Xoriembre  de  1870,  8  de  Julio  de  1871, 12  de  Enero  de 
1874,  22  de  Mayo  de  1880  y  otras.") 
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ckos  en  TÍrtud  de  los  cuales  pgede  «1  hombra  quedar  obligado;  pero  será  fóci 
distinguirlas  si  se  tiene  en  cuMita  que  allí  desde  existe  una  persona  obligada^ 
dar,  hacer  6  dejar  de  haeer  aWna  cosa*  de  tal  modo  que  sólo  de  ella^  de  sus 
herederos  pueda  reclamarse,  alU  existe  una  acción  personal.  Por  eso  estas  ac- 
ciones s61o  pueden  dirigirse  c<mtm  persona  determinada,  quees  la  especialmen- 
te  obligada  al  cumplimiento  de  lo  que  se  demanda,  á  dimreneia  délas  reales  que 
se  dirigen  contra  cualquiera  en  cu^  poder  se  halle  la  cosa.  Las  acdones  perso- 
nales se  deriran  de  los  contratos,  cuasi-HMmtratos,  delitoe  j  cuasi-delitos,  es  de- 
cir, de  todos  aquellos  actos  por  los  cuales  el  hombre  queda  obligado  á  dar,  ha- 
cer 6  dejar  de  hacer  alguna  cosa.  También  hay  alguxms  <]ue  se  deriran  de  la  le^, 
como  las  obligaciones  personales,  y  recíprocas  entre  les  indiriduos  de  una  fami- 
lia, por  ejemplo,  entre  los  que  deben  prestar  jr  redbir  alimentos.  Y  las  hay  asi- 
mismo que  tienen  su  origen  en  las  disposiciones  á  título  gratuito,  pero  sólo 
cuando  es  fungible  la  cosa  que  ha  sido  ol^jeto  de  la  doAamón  6  del  testamento: 
como  en  este  caso  no  se  ha  podido  trasmitir  ningún  derecho  real,  será  personal 
la  acción  para  reclamar  aquella  cosa,  toda  res  qne  sólo  el  donante  ó  su  heredero 
son  los  obii|^ades. 

Dúdase  si  será  real  ó  personal  la  acción  que  entable  el  heredero  ab-intestato, 
para  reclamar  solamente  la  nulidad  del  testamento,  dirigida  contra  el  heredera 
en  él  instituido.  Creemos  aue  esta  aoeión  es  personal,  y  nos  fundamos  para  ello 
en  que  no  se  dirige  ni  pueoíe  dirigirse  contra  otra  persona  que  coiftra  el  herede- 
ro instituido.  £s  Terdad  que  este  ninguna  obligación  ha  contraído  con  el  de- 
mandante; pero  representa  al  testador  y  eotá  obligado  á  sostener  sus  actos,  con- 
tra cuya  exijitencia  ó  ralidez  redama  el  demandante.  Otra  cosa  sería  si  la  ac- 
ción fuese  dirigida  á  pedir  la  herencia,  pues  entonces  participaría  de  la  natura- 
leza de  las  reales. 

''Acción  mixta" es  aquella  por  la  cual  reclamamos  un  derecho  qne  participa 
de  la  naturalesa  de  real  ^  de  personal;  v  siguiendo  los  principios  que  hemos 


adoptado  para  clasificar  las  acciones  real  y  personal,  diremos  que  es  aquella  en 
que  se  enercita  un  derecho  ireal,  pero  no  absoluto  é  independiente,  contra  la  per- 
sona  obligada  á  su  satisfacción  y  cumplimiento.  En  esta  clase  de  acciones  enu- 
meran los  autores  las  tres  llamadas  iamilie  erciseunde,  communi  diyidund» 
y!^nium  regundonun.'^  También  suelen  colocar  en  esta  clase  la  querella  de  in- 
oncioso  testamento  y  algunas  otras  con  más  ó  menos  propiedad,  fin  la  imposibi- 
lidad de  entrar  en  mscusiones  ajenas  de  esta  obra  y  que  a  nada  conducirían,  no- 
sotros creemos  que  para  el  objeto  de  la  ley,  que  es  el  de  ñm  la  competencia  del 
juez  que  ha  de  conocer  el  litigio,  por  ''acciones  mixtas'' deben  entenderse  todas 
aqueOas  en  que¡  reclamándose  un  derecho  real,  se  dirija  el  demandante  contra 
la  persona  que  inmediatamente  ha  contraído  la  obligación:  por  ejemplo,  si  ha- 
cemos use  de  I4  acción  hipotecaria  contra  el  deudor  mismo  que  hipotecó  la  finca 
que  se  persigue^  la  acción  será  mixta;  si  por  liaber  pasado  á  un  tercero  la  finca 
hipoteoida,  dirigimos  contra  éste  la  acción,  entonces  seM  real;  y  si  sólo  reda- 
mamos del  deudor  el  cunq)limiento  de  su  obligación  personal  sin  consideradón 
á  la  hipoteca,  esta  acdón  será  personal. 

Las  explicadones  anteriores  bastan,  en  nuesls'o  concepto,  para  poder  dasifi- 
car  las  acciones  á  fin  de  determinar  el  juez  competente  ante  quien  hajra  de  dedu- 
cirse la  demanda.  Las  dificultades  6  dudas  que  puedan  ocurrir,  se  resolreránfíi- 
cilmente  fijándose  en  las  cirounstandas  característicMs  de  cada  acdón,  que  he- 
mos procurado  presentar  con  toda  la  claridad  posible.  Ocioso  é  inútil  sería,  por 
lo  tanto,  detenernos  más  en  dio,  sobre  todo  cuando  para  el  ejercicio  de  aquellas 
acdones  que  alguna  duda  piuNlen  o&ecer  acerca  de  sudaeificadón,  la  nuera  ley, 
sin  duda  con  elobjeto  de  saiTar  estas  difieultadee,  determina  expresamente  el 
«uez  que  es  competente  para  conocer  de  dlat,  oem* podrá  rerse  en-^  artículo  d- 
guiente.  pasaremos,  jmes,  ala  exposición  del  eS,  en  la  cual  extractaremos  las 
sentencias  del  Tribunal  Supremo,  que  confirman  la  doctrina  que  acabamos  de 
exponer. 

III. 

Cuatro  son  las  reglas  generales  de  competenda,  que  se  está{>l^cen  en  este  ar- 
tículo, basadas,  como  hemos  dicho,  en  la  aatuiaTeza  de  la  acción»    Al  efecto  se 
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kaoe  distinción  de  Us  «ccionM  en  pen onales,  reales  sobre  bienes  muebles,  rea- 
les sobre  bienes  inmuebles  t  mixtas.  Las  «xaminaremos  por  este  orden,  que  es 
el  establecido  en  la  nuera  ley,  recordando  pré? lamente  que  sólo  son  aplicable* 
estas  reglas  á  los  casos  en  que  no  haya  haoldo  sumisión  expresa  ni  tacita  de 
las  partes,  ó  en  que  no  haya  sido  determinada  expresamente  la  competencia  por 
la  misma  ley,  pues  en  los  casos  de  excepción,  cuajes  son  estos*  no  puede  aplicar- 
se la  reala  general. 

I.""  * 'Acciones  personales/' — Estas  acciones  pueden  ejercitarse  ante  el  juez 
del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  ó  ante  el  del  domicilio  del  deman- 
dado, ó  el  del  lugar  del  contrato:  el  primero  es  preferente  á  los  otros  dos.  Si  las 
partes  al  hacer  el  contrato  determinaren  el  lugar  en  que  había  de  cumplirse  la 
obligación,  tácitamente  se  comprometieron  á  que  turiese  efecto  en  el  mismo  lu- 
gar todas  sus  incidencias;  y  siendo  una  de  ellas  el  pleito  oue  se  suscite  sobre  su 
cumplimiento,  ralidec,  etc.,  es  consiguiente  que  el  juez  ae  este  lugar  sea  com- 
petente para  conocer  del  mismo,  y  que  ki  sea  con  preferencia  á  cualquier  otro. 
JLa  designación  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  equirale  por  la 
l^  á  la  sumisión  de  las  partes  al  juez  de  aquel  lugar.  Cuando  las  partes  nada 
hubiesen  estipulado,  entonces  el  demandante  podrá  elegir  entre  el  juez  del  do- 
micilio del  demandado  y  el  del  lugar  del  contrato;  más  téngase  presente  que 
ante  este  último  no  podrá  acudir  sino  cuando  se  hallase  en  él  el  demandado, 
aunque  sea  accidentalmente,  y  de  manera  que  pueda  ser  allí  mismo  emplazado. 
Sin  esta  circunstancia  el  juez  del  lugar  del  contrato  no  podrá  conocer  del  pleito, 
y  el  actor  habrá  de  acudir  al  del  domicilio  del  demandado. 

En  algún  caso  no  dejará  de  ofreeer  dificultad  la  aplicación  de  la  regla  1.  * 
del  art.  62  en  lo  relativo  al  fuero  del  lugar  del  contrato.  Podrá  suceder  ^ue  el 
demandado  haya  ido  á  dicho  lugar  solo  momentáneamente  para  la  práctica  de 
s^^na  diligencia,  OTacuada  la  cual,  se  retire  del  pueblo  para  no  yolver  más. 
¿Bastará  esta  circunstancia  para  poder  ser  demanoado  en  aqu<il  lufi^ar?  Parece 
que  sí,  con  tal  que  pueda  ser  emplazado,  única  condición  que  la  ley  impone:  és- 
ta no  exige  la  resideneia  por  mucho  ni  poeo  tiempo:  sólo  dice  que  "si  hallándose 
en  él,  aunque  accidentalmente,  pudiera  hacerse  el  emplazamiento;"  de  consi- 
guiente, bastará  que  se  le  encuentre  en  el  lugar  y  que  pueda  ser  allí  mismo  em- 
f»lazadp  en  la  forma  que  determina  el  art.  274,  para  que  quede  sometido  á  aque- 
la  jurisdicción.  Como  se  parte  del  supuesto  de  que  el  demandado  no  tiene  su 
domicilio,  ni  aun  su  residencia  en  aquel  lagar,  no  podrá  tener  aplicación  lo  aue 
dispone  el  art.  266  para  hacerle  el  emplazamiento  entregando  la  cédula  á  las 
personas  oue  designa  el  268. 

Preyenia  ademas  el  párrafo  3.  ^  del  art.  5.  ^  de  la  ley  de  1855,  en  el  que  se 
trató  del  ejercicio  de  las  acciones  personales  para  los  efectos  de  la  competencia, 
que  el  que  no  turiere  domicilio  fijo  podría  ser  demandado  en  el  lugar  en  que  se 
encontrara,  ó  en  el  de  su  última  residencia.  Igual  disposición  contiene  el  art. 
69  de  la  nuera  ley  como  regla  general  para  todos  los  casos,  por  lo  cual  «e  ha  su- 
primido en  el  presente. 

Para  suplir  una  omimóá  de  la  ley  antigua,  se  ha  puesto  en  la  nuera  el  párra- 
fo 2.®  de  la  regla  1."*  que  estamos  examinando,  tomado  de  la  ley  orjj^nica. 
Según  él,  cuando  la  demanda  por  acción  personal  se  dirija  simultáneamente 
contra  dos  Ó  más  personas,  que  estén  obligadas  mancomunada  ó  solidariamente 
y  residan  en  pueblos  difinentes,  será  jves  comnetente  para  todas  el  del  lugur  es 
que  deba  cumplirse  la  obligación,  como  fuero  de  preferencia,  ncgún  ja  se  Tm  di- 
cho; pero  si  en  el  contrato  no  se  hubiefedeslgnsao  el  hxffar  de  au  cumplimiento, 
será  competente  el  jaes  deldomiciHo  de  cualquiera  délos  demandados,  á  elec- 
ción del  demandante.  Nótese  q«e  para  que  tenga  el  actor  esta  elección ,  exig^  la 
ley  que  la  obligaciéB  de  les  demandades  sea  "mancomunachi  6  ^olidark."  si  no 
lo  fuese,  si  eaoa  uno  de  estes  se  hubiese  ebügado  á  dar,  hacer  6  dejar  de  hacer 
al^na  cosa  por  sí  sólo,  aunque  las  obligaeiones  de  todos  ellos  nazeim  de  una 
misma  causa  jÓ  contrato,  eemo  son  indirtduales,  deberán  ser  demADdados  con 
separación  j  cada  uno  ante  juez  competente  para  él,  que  lo  «orñ  en  ía!  caao  el 
de  su  domicilio  (1). 


(1)  La  doctrina  expuesta  sobre  la  ealificaoién  de  las  acciones  personales  y  so- 
bre iél  juez  competente  para  conocer  de  les  pleitos  en  que  se  ejerciten  dichas  ae- 


Digitized  by  VjOOQ IC 


06  GUIA  PRÁCTICA  DE  DBBBCHO 

2.  ®  "AccioiLes  reales  sobre  bienes  muebles  6  semoTientes." — Eb  los  pleitos 
eñ  que  se  ejerciten  acciones  de  esta  clase  ae  eoneede  al  demandante  la  elección 

cienes,  se  halla  confirmada  por  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo.  Pres- 
cindiendo de  las  muchas  sentencias  en  que  se  hace  la  mima  de&armeión  qne 
contiene  la  regla  1.*  del  art.  62,  porque  tendríamos  que  ocupar  algmlae  plfi- 
nas  con  poca  utilidad  para  nuestroa  lectores,  nos  limitavemos  á  extractar  á 
continuaron  las  que  pueden  ofrecer  mayor  interés  por  las  euestiones  que  re- 
fluelTen. 

Son  personales  las  acciones  que  nacen  del  ^'contrato de arrendamiente/'j su- 
bordinadas por  tanto  ¿  lo  que  dispone  el  párrafo  3.  ® ,  art.  5.  ®  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  (hoy  regla  1.  *  del  art.  62  de  la  nuera  ley).  (Sent.  en  comp. 
de  30  de  Setiembre  de  1859.) 

Bel  ''contrato  de  seguro''  nace  una  acción  puramente  personal,  que  puede  uti- 
lÍMrse  contra  quien  represente  á  la  sociedad  aseguradora  conforme  á  svs  estatu- 
tos, y  para  la  competencia  ha  de  estarse  á  lo  que  dispone  dí^o  art.  5.  ® .  (Id. 
de  14  de  Febrero  de  1863.) 

En  el  "contrato  de  trasporte,"  el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación  es 
aquel  en  que  debe  ser  entregada  la  coaf^.  (Id.  de  11  de  Octubre  de  1856.) 

Cuando  una  persona  se  obliga  á  remitir  á  otra  alguna  cosa,  el  lugar  donde  re- 
side la  última  es  el  del  cumpUniieuto  de  la  obligacióm.  (Id.  de  24  de  Enero 
de  1859.) 

Cuando  en  las  "letras  de  cambio"  se  expresa  el  domicilio  del  pagador,  ese  es 
el  lugar  en  que  debe  cumplirse  la  obligación,  y  el  juez  del  mismo  es  el  compe- 
tente para  conocer  de  la  acción  personal  que  nace  de  aquellas.  (Id.  de  3  de  Abril 
de  1857.)  *-  M 

La  demanda  para  que  "se  eleve  4  instrumento  público  un  pMto"  6  promesa  de 
cesión  de  bienes,  no  es  otra  cosa  que  el  ejercicio  de  una  acción  meramente  per- 
sonal para  el  cumplimiento  de  la  obligación  en  que  se  funda,  y  no  está  en  m  ar- 
bitrio  del  demandante  acudir  al  juez  del  lugar  en  que  radican  los  bienes,  por- 
que hasta  que  se  formalice  el  contrato,  ningún  derecho  tiene  sobre  los  mismos 
bienes.  (Id.  de  23  de  Diciembre  de  1858.) 

Cuando  no  se  designa  expresamente  en  una  escritura  de  obligación  el  lugar 
del  cumplimiento  de  ésta,  debe  tenerse  por  tal  aquel  en  que  haya  de  verificarse 
la  entrega  de  la  cosa.  (Id.  de  28  de  Febrero  de  1862.) 

£1  lugar  donde  debe  cumplirse  y  por  consiguiente  demandarse  el  pago  de  los 
"jornales  de  un  obrero,"  es  aquel  en  que  éste  prestó  su  trabajo.  (Id.  de  9  de  Se- 
tiembre de  1862.) 

El  "agente  de  negocios"  debe  ser  retribuido  en  el  lugar  donde  presta  sus  ser- 
vicios al  comitente,  y  debe  por  tanto  considerarse  dicho  lugar  como  el  designa- 
do para  el  cumplimiento  de  la  obligación.  (Id»  de  IS  de  Enero  de  1879.)- 

La  pretensión  ^ue  sólo  tiene  por  objeto  obligar  al  inmediato  sucesor  á  que 
preste  su  conformidad  á  la  modificaci^  hecha  en  U  división  de  unos  mayeraz- 
£00,  ó  ejEpüiiga  Iqs  agravio»  que  lo  origine,  ito  buede  menos  de  estimarse  como 
deducida  en  virt^id  de  acción  persuQül.  (id.  de  13  de  Junio  de  1871.) 

También  es  pcrsonñl  la  accsán  prf'*Bocio,  y  cuAodo  no  conste  el  lugar  donde 
dcbA  cumplirle  ei  contrato,  ea  juez  conip&i4>i}te  c4  del  domicilio  del  demcandado. 
(Id.  de  1.=^  dtf  Abril  de  1871.) 

Si  an  empreaariQ  de  diligeacias  encargü  al  demandante  el  ''suministro  para 
el  ganado"  eñ  determinado  pueblo,  se  mñeie  que  ese  pueblo  es  el  lugar  donde 
debe  cupipUff  e  la  oblí^adóni  (Id.  d&  11  de  Octubre  de  1876»)   - 

Tiene  indud^iblem&nte  el  carác^ter  de  per&onal  U  aeeió»  qise  se  concreta  á  re- 
ülamar  las  peneiones  é  '"réditos  vencidos  de  un  cenao'* •  eonáígnativo»  (Id.  de  16 
de  Junio  de  1877,) 

Ociando  cu  la  e^Tcritura  ia  rüco  nocí  miento  de  iin  eense  se  pacta  termínmite- 
mentt)  que  Ige  réditos  imn  de  ser  puestos  j  pag^doe  en  un  delHrmlaado  pfWo, 
es  incuestionable  que  dicho  pueblo  es  el  lugar  en  que  debe  cumpliñe  la  obliga- 
dón,  y  que  el  jues  del  mismo  tiene  competencia  preferente  para  conocer  de  la 
demanda.  (Ia  misma  sentenda.)  . 

En  loa  contratos  de  "oomprA-neiita  al  por  menor."  el  lugar  del  cumplimiento 
4t  ia  obligación  es  el  del  contrato,  puee  se  entiena«D  actos  simnltáneos  la  en- 


Digitized  by  VjOOQ IC  ' 


LtíV  PE  tíííJtttCÍAtíiri^'írt  civth  97 

entre  el  lugar  en  que  se  hallen  dichos  bienes  y  el  ilel  domii^ilio  del  demandado: 
cualquiera  de  estos  dos  jueces  es  competente  para  conocer  del  pleito.  La  natu- 
raleza misma  de  los  bienc^s  indíAdos,  que  tanto  se  presta  á  su  ocultación  ó  tras- 
lación, exige  que  no  se  siga  con  todo  rigor  el  principio  del  fuero  de  la  cosa,  y 
por  eso  sin  duda  so  permita  al  demandante  que  pueda  deducir  su  acción  ante  el 
juez  del  lugar  dondo  se  encontrase  la  cosa  mueble  ó  semoviente  objeto  del  plei- 
to, 6  ante  el  del  domicilio  del  demandado.  Ya  la  ley  32,  tít.  2.  °  de  ia  Part.  3.  *« 
estableció  gue  "cuando  demandasen  algún  siervo  ó  bestia,  v  otra  «osa  mueble... 
aquél  á  quie:;  la  demandasen,  a*lí  debe  responder,  do  fuere  hallado  con  ella,  ma- 
guer el  sea  do  otra  tierra."  La  regla  segunda  del  artículo  que  estamos  comen- 
tando, igual  á  la  del  SOS  de  la  lejr  orgánica  v  al  párrafo  2.  ®  del  art.  5.  ®  de  la 
de  1855,  no  exige  esta  circunstancia  do  que  el  demanda'la  6tí  li.iilc  donde  esté  la 
cosa;  y  por  lo  tanto,  el  demandante  podrá  reclamarla  donde  la  halle,  y  deducir 
allí  su  acción  aunque  no  se  encuentre  en  el  mismo  lugar  la  persona  que  deba  ser 
demandada,  á  no  ser  que  prefiera  el  fuero  del  domicilio  do  la  misma. 

^  3.  *  ''Acciones  reales  sobre  bienes  inmuebles." — Para  el  ejercicio  de  estas  ac- 
ciones se  establece  en  absoluto  el  fuero  de  la  cosa,  como  lo  estableció  también  el 
párrafo  1.  ®  del  art.  5.  ^  de  la  ley  antigua  y  la  regla  3,  =*  d.^l  308  de  la  orgánica 
del  Poder  judicial.  Cuando  la  acción  real  se  ejercite  sobro  vaji;is  cosas  inmue- 
bles, ó  sobre  una  sola  queesté  situada  en  diferentei»  jurisdiccloM  s,  será  juez  com- 
pelen te  para  conocer  de  ella  el  de  cualquiera  de  los  lugarts  ^n  cuya  jurisdicción 
estén  sitos  los  bieno.i,  "á  elección  del  demandante."  Así  locii-pone  la  regla  3.  ** 
del  artículo  que  estamos  comentando:  de  Cw^te  modo,  sin  faltar  al  principio  de 
que  en  esta  clase  d*í  acciones  debo  sci^uirse  el  fuero  de  la  cosa,  se  evitan  les  in- 

trega  de  la  cosa  y  la  de  su  precio,  á  monos  que  se  hubiere  estipulado  expresa- 
mente í>tra  cosa.  (Id.  de  12  de  Enero  de  1880.) 

Según  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Sunremo.  la  obligación  al  pago  de  ali- 
mentos y  asistencia  "por  razón  de  pupilage  ó  como  huésped,  lleva  en  si  la  con- 
dición implícita  de  que  ha  do  ser  cumplida  en  el  mismo  punto  en  que  se  presta- 
se el  servicio.  (Id.  de  1.®  de  Octubre  de  1879.) 

El  lugar  en  que  radica  una  tinca  que  ha  sido  expropiada  por  causa  de  utilidad 
pública,  debe  entenderse  el  del  cumplimiento  de  Ja  obligación  para  la  entrega 
de  su  pi-ecio.  (Id.  de  1."=*  de  Junio  de  1877.) 

En  el  lugar  donde  "principió  á  cumplirse  una  obligación,"  debe  tener  su  per* 
fect)  término,  si  en  el  pacto  no  existe  nada  que  se  oponga  á  esta  fundada  inte- 
ligencia. C*Id.  do  18  de  Agosto  de  1863.") 

Cuando  el  cumplimiento  de  una  obligación  puede  eiectuarse  tanto  en  el  domi- 
cilio del  deudor,  como  en  el  lugar  del  contrato,  no  se  entiende  que  hay  determi- 
nado un  punto  fijo  donde  precisamente  deba  cumplirse  aquella:  en  tal  caso  la 
elección  no  puede  ser  del  deudor,  y  es  potestatiro  en  el  demandante  acudir  al 
juez  del  domicilio  del  demandado,  ó  al  del  lugar  del  contrato,  si  puede  allí  ser 
emplazado:  no  pudiendo  serlo,  el  único  juez  competente  es  el  del  domicilio  del 
deudor.  í"Id.  de  15  de  Febrero  y  29  de  Diciembre  de  1860.") 

Para  el  ejercicio  de  la  acción  personal,  no  puede  determinarse  la  comptencia 
de  jurisdicción  por  el  lugar  en  que  se  deba  cumplir  la  obligación,  cuanclo  la  de- 
manda no  tiene  este  objeto,  sino  el  de  la  nulidad  del  contrato  que  se  supone  ha- 
ber mediado:  en  este  caso  no  hay  otro  fuero  que  el  del  domicilio  del  demandado. 
("Id.  de  7  de  Mayo  de  1864,") 

Cuando  yarias  personas  tienen  que  responder  de  una  misma  obligación  per- 
sonal, aunque  sea  como  herederos  de  otra,  es  potestativo  en  el  denoandante  acu- 
dir al  juez  del  domicilio  de  cualquiera  de  ellas,  y  ante  él  tienen  que  comparecer 
las  demás,  por  no  poderse  dividir  la  continencia  de  la  causa.  ("Id.  de  25  de  Fe- 
brero de  1859") 

Para  el  efecto  de  la  compotencia  debe  reputarse  que  el  demandado  se  halla  en 
el  lugar  del  contrato,  y  que  puede  ser  allí  emplazado,  cuando  tiene  en  él  su  re- 
presentante, con  quien  se  celebró  el  mismo  contrato,  habilitado  además  del  opor- 
tuno poder  paVa  transigir,  comprometer  y  comparecer  en  juicio  como  actor  o  de- 
mandado en  nombre  de  aquél.  ("Id.  de  29  de  Diciembre  de  1860.") 
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convenientes  de  tener  que  seguir  varios  pleitos  fundados  ch  una  miftina  accioii, 
y  de  oue  pueda  dividirse  la  continencia  ae  la  causa  (1). 

La.  ley  ori^ánica  exigía  para  este  último  caso» que  la  acción  se  fundara  en  un 
sólo  título  singular  de  adquisición,  ó  que  el  inmueble  form&se  una  sola  heredad 
ó  coto:  así  suc  dora  por  regla  general;  pero  no  se  ha  creído  conveniente  consig- 
nar en  la  nueva  ley  esa  limitación,  que  tampoco  contenía  la  antigua,  para  evi- 
tar los  inconvenientes  antes  indicados.  Áuaque  la  demanda  se  funde  en  un  tí- 
tulo universal,  como  el  de  herencia,  ó  en  varios  títulos  singulares,  si  son  acu- 
mulables  las  acciones  conforme  á  lo  prevenido  en  los  arts.  153  y  siguientes,  no 
vemos  razón  que  obligue  á  seguir  tantos  pleitos  cuantas  sean  las  cosas  deman- 
dadas, puesto  que  con  ello  ningún  perjuicio  puede  causarse  al  demandado,  toda 
vez  que  podría  serlo  en  el  lugar  en  que  se  entable  el  pleito  respecto  de  la  cosa 
inmueble  que  en  él  radique.  La  inconveniencia  podría  nacer  de  dirigirse  una 
sola  demanda  contra  varios  individuos  por  diversos  títulos  ó  causas  de  pedir, 
pero  esto  lo  prohibe  el  art.  156. 

4.  *  "Acciones  mixtas."— S3  reproduce  en  la  regla  4.  **  del  presente  artículo 
(\3  lo  que  sobre  estas  acciones  estaba  prevenido  en  las  dos  leyes  antes  citadas. 
Come  participan  de  la  naturaleza  de  las  reales  y  de  las  personales,  es  consiguien- 
te qvLe  participen  también  del  fuero  de  ambas.  Poroso  el  demandante  puedo 
elegir  entre  el  lugar  en  que  esté  situada  la  cosa  y  el  del  domicilio  del  demanda- 
do; ambos  jueces  son  competentes,  y  el  demandado  está  obligado  á  someterse  á 
aquel  que  hubiere  elegido  el  actor.  Si  éste  prefínese  reclamar  únicamente  el 
cumplimiento  de  la  obligación  personal,  haciendo  abstracción  absoluta  de  la  co- 
sa, como  creemos  puede  hacerlo  porque  es  renunciar  un  bcnoifício  que  la  ley  lo 
concede,  la  acción  sería  puramente  personal:  en  tal  caso  habrán  ái  seguirse  las 
reglas  establecidas  para  esta  clase  de  acciones,  siendo  fuero  preferente  el  del  lu- 
gar en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  si  so  hubiese  designado  en  el  contrato, 
mora  .de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácica.  Cuando  se  entable  la  lección 
como  mixta,  y  se  elija  por  el  actor  el  fuero  de  la  cosa,  es  indudable  que  tendrá 
aplicación  la  segunda  parte  de  la  regla  3.  **  en  el  caso  de  que,  áiendo^varios  los 
inmuebles  litigiosos,  se  hallen  situados  en  difenrentes  jurisdicciones  (2). 


(1)  Prescindiendo  de  las  muchas  sentencias  del  Tribunal  Supremo  en  que  se 
hacen  las  mismas  declaraciones  que  contienen  las  reglas  2.  ^  y  3.  *^  del  art.  62, 
nos  limitaremos  á  extractar  las  siguientes: 

Es  real  la  acción  que  entabla  el  poseedor  de  bienes  inmuebles  para^  librarlos 
de  un  fl^arámen  que  sobre  olios  pesa.  ('*Sent.  en  comp.  de  27  de  Setiembre  de 
185d.") 

La  demanda  de  reivindicación  del  dominio  útil  de  una  finca  envuelve  el  ejer- 
cicio de  una  acción  real,  ("Id.  de  31  de  Marzo  de  1860.") 

La  gestión  promovida  por  el  que  s:anó  una  ejecutoria  sobre  mejor  derecho  á 
loi  bienoa  de  una  herencia  ó  fundación  para  que  se  intime  á  un  tercero,  poseedor 
legitimo  de  una  dj  las  fincas  que  por  aquella  le  fueron  adjudicadas,  á  fin  de  que 
le  TCüonozca  por  dueño  de  ella  y  la  deje  á  su  disposición;  envuelve  el  ejercicio  de 
lina  acción  reivindicatoría,  y  real  por  tanto.  Si  el  tercero  no  tué  parte  en  aquel 
pleito,  díiiha  petición  es  una  demanda  nueva,  y  el  juez  competente  para  conocer 
de  e!la  e$  el  del  lugar  donde  se  halle  la  finca,  conforme  al  párrafo  1.  ^  del  art. 
@.  °  do  I¡i  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (hoy  regla  3.  *  del  62). y  no  el  que  conoció 
del  primer  juicio  por  radicar  en  su  jurisdicción  otras  de  las  fincas  reivindicadas. 
("  IdíMH  du  19  de  Diciembre  de  1862  y  5  de  Octubre  de  1863.") 

"Lo  prevenido  en  los  párrafos  1.  ®  y  penúltimo  del  art.  6.  *^  de  la  ley  de  E.  C. 
se  refiere á  las  acciones  reales  y  mixtas  que  directamente  se  interpongan,  y  no  á 
las  que  iueidentalmente  se  deduzcan,"  pues  de  éstas  debe  conocer  el  juez  que  en- 
tienda Ó  hubie<)e  entendido  en  los  autos  sobre  lo  principal.  C*lá.  dj  28  de  Octu- 
bre de  1858.") 

(2)  Es  acción  mixta  la  que  en  parte  es  real  y  en  parte  personal,  ó  la  que  pro- 
cede juntamente  del  derecho  real  y  personal.  ("Sei  t.  en  cas.  de  O  de  Febrero  de 
1804.") 

La  constitución  de  hipoteca,  en  un  contrato  de  préstamo,  produce  la  acción 
hipotecaria  ó  mixta  que  participando  de  la  real,  puede  intentarle  en  el  lugar 
donde  radica  la  cosa  hipotecada.   ("Sent.  en  com.  de  22  de  Octubre  de  1858.") 
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^  ^iBdftti  mpamttm  Im  reglas  gíSiwnUe«  qut  (tef«nnÍBaii  Id  oompetenm*  d#  lof 
juecoB  para  conocer  de  las  dr^inentet  accioiMfl  que  pueden  deducirle  •ft.joioM; 
reglas,  quo  como  ya  hornos  dicht^  no  son  aplicables  á  los  casos  en  que  haya  ha- 
bido samisidn  expresa  ó  tácita  de  las  partes,  ni  á  aquellos  en  que  la  ley  designa 
expretainente  el  juee  competente  para  conocer  de  ellos.  81  se  corafparan  con 
nuestra  antigua  legislación  se  verá  que  la  diferencia  capital  consiste  en  bates 
dado  preferencia  al  fuero  de  la  cosa  en  las  acciones  reales,  cuando  según  la  ju- 
risprudencia antigua,  fundada  en  las  lej;es  32,  título  2.  ®,  Partida  3.  *,  y  18. 
tít.  1.  <^.  libro  ^.  ^  do  la  NoTÍsima  Kceopiltción,  era  preferente  em  todo  caso  el 
fu^o  del  domicilio  del  lieraandado. 

veamos  ahora,  en  el  comentario  que  sigue»  las  reglas  de  competencia  que  es- 
tablece la  1^  para  cosas  especiales,  reserrando  pata  el  del  art.  &9  la  expoiíción 
de  lo  que  ha  de  entenderse  por  ' 'domicilio"  del  demandado. 


Artículo  63. 

Para  determinar  la  competencia,  fuera  de  los  casos  expresados 
en  los  artículos  anteriores,  se  seguirán  las  reglas  siguientes: 

IV  En  las  demandas  sobre  estado  civil,  será  Juez  competente 
el  del  domicilio  del  demandado. 

2*  En  las  demandas  sobre  rendición  y  aprobación  de  las  citen- 
tas  que  deban  dar  los  administradores  de  bienes  ajenos,  será  Juez 
competente  el  del  lugar  donde  deban  presentarse  las  cuentas,  y 
no  estando  determinado,  el  del  domicilio  del  poderdante  ó  dueño 
de  los  bienes  ó  el  del  lugar  donde  se  desempeñe  la  administra- 
ción, á  elección  de  dicho  dueño. 

Z^  En  las  demandas  sobre  obligaciones  de  garantía  ó  comple* 
mentó  de  otras  anteriores,  será  Juez  competente  el  que  lo  sea  pa- 
ra conocer,  ó  esté  conociendo,  de  la  obligación  principal  sobre 
que  recayeren. 

Cuando  se  ejercitan  á  la  vez  una  accidn  real  y  otra  personal,  que  son  coigun- 
tas,  se  está  en  el  mismo  caso  que  si  se  ejercitara  una  acción  mixta,  y  es  potérta- 
tive  en  el  demandante  elegir  el  jues  del  doAicHio  del  demandado,  O  el  del  lu^ar 
de  la  cosa,  conforme  al  párrafo  4.  ®,  art.  5.  ®  de  la  ley- de  Enjuiciamiento  civil 
(hoy  regla  4.  *  del  art.  é2),  ("Id.  de  2f7  dé  Setiembre  áé  1859,  31  de  Marzo  y  15 
cb  Diciembre  de  1860.") 

En  igual  caso  se  halla,  por  participar  del  doblo  carácter  de  real  y  pers<Aial,  la 
acción  poi  la  que  se  reclama  el  abono  de  obras  ejecutadas  en  un  ferroca-rril,  la 
continuación  de  las  mismas  y  la  indemnización  do  dafioa-y  perjuicios.  ('*Id.  de 
6  de  Mayo  de  1860.") 

Debe  cali^earse  como  mixta  de  real  y  personal  la  aeción  que  se  dirige  4  rea^ 
mar  del  dueño  de  un  molino  el  abono  de  los  gastos  hechos  en  el  cauce  oue  con- 
duce las  aguas  al  mismo.  ("Sent.  en  castfción  de  28  de  Noviembre  de  1878."> 

Cuando  se  ejercitan  á  la  rez  diferentes  acciones,  unas  por  sí  sotas  peftoiiales 
y  otras  meramente  reales,  no  pueden  amalg^ímars^  para  constituir  utíñ  acción 
mixta,  y  no  procede,  por  tanto,  la  elección  entre  el  lugar  de  la  cosa  yel  del  do- 
micilio del  demandado,  que  concede  al  actor  el  párrafo  4.  ^  del  art.  5.  ®  de  la 
lef  de  E.  C,  debiendo  en  tal  caso  conocer  del  pleito  al  Juez  M  lugar  de  la  cosa, 
como  de  competencia  preferente,  en  consideración  á  la  acción  real.  ("Id.  de  9 
de  Febrero  de  1864/0  , 

•El  demandante  por  acción  mixta,  á  cuya  clase  pertenece  la  de  petición  de  he- 
rencia y  de  mejor  derecho  á  un  vínculo  con  abono  de  frutos  y  rentas,  está  ev  su 
deredu)  interponbndo  la  demanda  ante  el  juez  del  lugar  c&  que  radica  la  cosa 
recllimada,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  dicho  párrafo  4»  ®  del  art,  5,  ®  (hoy  re- 
gla 4.  «•  del  art.  62.)  ("Id.  en  comp.  de  21  de  Diciembre  de  1866.' ) 
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.    4*^  En  las  demandas  de  reconvención,  será  Juez  competente  el 
que  esté  conociendo  de  la  que  hubiere  promovido  el  litigio. 

No  es  aplicable  esta  regla  cuando  el  valor  pedido  en  la  recon- 
vención excediere  de  la  cuantía  á  que  alcancen  las  atribuciones 
del  Juez  que  entendiere  en  la  primera  demanda,  en  cuyo  caso 
éste  reservará  al  actor  de  la  reconvención  su  derecho  para  que 
ejercite  sutacción  donde  corresponda. 

5*  En  los  juicios  de  testamentaria  ó  ab-intestato^  será  com 
pétente  el  Juez  del  lugar  en  que  hubiere  tenido  el  ñnado  su  últi- 
,  mo  domicilio. 

Si  lo  hubiere  tenido  en  país  extranjero,  será  Juez  competente 
el  del  lugar  de  su  último  domicilio  en  España,  ó  donde  estuviere 
la  mayor  parte  de  sus  bienes. 

No  obstará  esto  á  que  los  Jueces  de  primera  instancia  ó  mu- 
nicipales del  lugar*donde  alguno  falleciere,  adopten  las  medidas 
necesarias  para  el  enterramiento  y  exequias  del  difunto,  y  en  su 
caso  á  que  los  mismos  Jueces  en  cuya  jurisdicción  tuviere  bie- 
nes, tomen  las  medidas  necesarias  para  asegurarlos  y  poner  en 
buena  guarda  los  libros  y  papeles,  remitiendo  las  diligencias 
practicadas  al  Juez  á  quien  corresponda  conocer  de  la  testamen- 
taría ó  ab-intestatOj  y  dejándole  expedita  su  jurisdicción. 

6"  Se  regirán  también  por  la  regla  anterior  los  juicios  de  tes- 
tamentaría que  tengan  por  objeto  la  distribución  de  bienes  entre 
los  pobres,  parientes  ú  otras  personas  llamadas  por  el  testador, 
sin  designarlas  por  sus  nombres. 

Cuando  el  juicio  tenga  por  objeto  la  adjudicación  de  bienes  de 
capellanías  ó  de  otras  fundaciones  antiguas,  será  Juez  competen- 
te él  de  cualquiera  de  los  lugares  en  cuya  jurisdicción  estén  sitos 
los  bienes,  á  elección  del  demandante. 

7*  En  las  demandas  sobre  herencias,  »su  distribución,  cumpli- 
miento de  legados,  fideicomisos  universales  y  singulares,  recla- 
maciones de  acreedores  testamentarios  y  hereditarios,  mientras 
estuvieren  pendientes  los  autos  de  testamentaría  ó  ah^intestato^ 
será  Juez  competente  el  que  conociere  de  estos  juicios. 

8?  En  los  concursos  de  acreedores  y  en  las  quiebras,  cuando 
fuere  voluntaria  la  presentación  del  deudor  en  este  estado,  será 
Juez  competente  el  del  domicilio  del  mismo. 
*  9*  En  los  concursos  ó  quiebras  ptomovidos  por  los  acreedo- 
res, el  (te  cualquiera  de  los  lugares  en  que  se  esté  conociendo  de 
las  ejecuciones. 

Será  entre  ellos  preferido  el  del  domicilio  del  deudor,  si  éste 
ó  el  mayor  nómero  de  acreedores  lo  reclamasen.  En  otro  caso, 
lo  será  aquel  en  que  antes  se  decretare  el  concurso  ó .  la  quiebra. 

10.  En  los  litigios  acerca  de  la  recusación  de  arbitros  y  ami- 
gables componedores,  cuando  ellos  no  accedieren  á  la  recusación, 
será  competente  el  Juez  del  lugar  en  que  resida  el  recusado. 
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11.  En  los  recursos  de  apelación  contra  los  arbitros,  en  los  ca- 
sos en  que  corresponde  según  derecho,  será  competente  la  Au- 
diencia del  distrito  á  que  corresponda  el  pueblo  en  que  se  haya 
fallado  el  pleito. 

12.  En  los  embargos  preyentnros  será  competente  el  Juez  del 
partido  en  que  estuvieren  los  bienes  que  se  hubieren  de  embar- 
gar, j  á  prevención,  en  los  casos  de  urgencia,  el  Juez  municipal 
del  pueblo  en  que  se  hallaren. 

13.  En  las  demandas  en  que  se  ejerciten  acciones  de  desahucio 
ó  de  retracto,  será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  estuviere 
sita  la  cosa  litigiosa,  ó  el  del  domicilio  del  demandado,  á  elec- 
ción del  demandante. 

14.  En  el  interdicto  de  adquirir,  será  Juez  competente  el  del 
lugar  en  que  estén  sitos  los  bienes,  ó  aquel  en  que  radique  la 
testamentaría  ó  ab-intestato,  ú  el  domicilio  del  finado. 

15.  En  los  interdictos  de  retener  y  recobrar  la  posesión,  en  los 
de  obra  nueva  j  obra  ruinosa,  y  en  ios  deslindes,  será  Juez  com- 
petente el  del  lugar  en  que  esté  sita  la  cosa  objeto  del  interdicto 
ó  deslinde. 

16.  En  los  expedientes  de  adopción  ó  arrogación,  será  Juez 
competente  el  del  domicilio  del  adoptante  ó  arrogador. 

1 7.  En  el  nombramiento  y  discernimiento  de  los  cargos  dé  tu- 
tores ó  curadores  para  los  bienes  y  excusas  de  estos  cargos,  será 
Juez  competente  el  del  domicilio  del  padre  ó  de  la  madre  cuja 
muerte  ocasionare  el  nombramiento,  y  en  su  defecto  el  del  domi- 
cilio del  menor  ó  incapacitado,  ó  el  de  cualquier  lugar  en  que 
tuviere  bienes  inmuebles. 

18.  En  el  nombramiento  y  discernimiento  de  los^^rgos  de 
curadores  para  pleitos,  será  competente  el  Juez  del  lugar  en  que 
los  menores  ó  incapacitados  tengan  su  domicilio  ó  el  del  lugar 
en  que  necesitaren  comparecer  en  juicio. 

19.  En  las  demandas  en  que  se  ejercitaren  acciones  relativas 
á  la  gestión  de  la  tutela  ó  curaduría,  en  las  excusas  de  estos  car- 
gos después  de  haber  empezado  á  ejercerlos,  y  en  las  demandas 
de  remoción  de  los  guardadores  como  sospechosos,  será  Juez  com- 
petente el  del  lugar  en  que  se  hubiere  administrado  la  guarda- 
duría  en  su  parte  principal,  ó  el  del  domicilio  del  menor. 

20.  En*  los  depósitos  de  personas,  será  Juez  competente^  el  que 
conozca  del  pleito  ó  causa  que  los  motive. 

Cuando  no  liubiere  autos  anteriores,  será  Juez  competen.te  .el 
del  domicilio  de  la  persona  que  deba  ser  depositada. 

Cuando  circunstancias  particulares  lo  exigieren,  podrá  decre- 
tar interina  y  provisionalmente  el  depósito  el  Juez  municipal 
del  lugar  en  que  se  encontrare  la  persona  que  deba  ser  deposita- 
da remitiendo  las  diligencias  al  de  primera  instancia  competen- 
te, y  poniendo  á  su  disposición  la  persona  depositada. 
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21  JBn  las  cu^^tionea  1)9  alimentos,  cusjido  ealos  se  pidan  inci- 
d#ptaliQ6iite  en  los  caiK>s  do  d^pdsitos  de  personas  <5en  un  juicio, 
satA  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  tenga  su  domicilio  aquél 
á  quien  se  pidan 

.  22.  £n  las  dili^ncias  ptra  elevar  á  escritura  páblíoa  los  tes- 
tamentos, codicilos  d  memjorias  o(i>cgad9S  Terbalmente,  ó  los  es- 
putos sin  interytuqión  de  notario  publico,  y  en  las  que  bajan  de 
practicarse  para  la  apertura  de  los  lestamentos  45  codicilos  cerra- 
dos,  será  Jue;^  competente  el  del  lugar  en  que  se  hubieren  otor- 
gado respectivamente  dichos  documentos. 

23.  £41  las  autorizaciones  pava  la  ¥e^a  de  bienes  de  menores 
ó  incapacitados,  será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  los 
bienes  se  hallaren,  ó  el  del  domicilio  de  aquellos  á  quienes  per- 
tenecieren. 

24.  En  los  expelientes  que  tengan  por  objeto  la  admini^ra- 
cti^a  de  los  bienes  de'un  ausenl;»,  cu  jo  paradero  se  ignore,  será 
Juea  competente  el  del  úUimo  domieilio  que  hubio»  tenido  en 
territorio  e*pafiol. 

25.  En  las  informaciones  para  dispensas  de  ley,  j  en  las  ha- 
bilitaciones para  comparecer  en  juicio,  cuando  por  dereolio  se 
requieran,  sei^á  Juez  competente  el  del  domicilio  del  que  las  so- 
licitare. 

26.  En  las  informacionea  para  perpetua  memoria,  será  Juez 
competente  el  del  lu^r  eu  que  hay^m  ocurrido  los  iiechos,  ó 
aquel  en  que  estén,  aunque  sea  accidentalmente,  los  testigos  que 
ha  jan  de  declarar. 

Cuando  estas  informaciones  se  refieran  al  estado  actual  de  co- 
sas inmpfbles,  será  Jue;$  competen)te  al  (tel  lugar  en  que  estuvie- 
ren 8it^. 

27.  En  los  apeos  j  pror^teos  de  foros  y  poüesidn  de  bienes  por 
acto  de  jurisdicción  voluntaria,  será  Juez  competente  el  del  lugar 
donde  radique  la  mayor  parte  de>  las  fincas. 

La  ley  de  1855  después  de.  establecer  en  bu  artículo  5.  ^  las  reglas  generales 
de  competencia,  explicadas  en  éí  comentario  que  precede,  ordenó  en  el  6.  ^  que 
dfchaa  regías  se  entendieran  sin  peijiiioio  de  £>  que  disponía  la  misma  ley  para 
casos  es])eoiales.  Y  con  efecto,  en  la  majwr  parte  de  los  juicios  y  de  los  actos  de 
jurisdicción  voluntaria  designó  el  juez  que  sería  competen  te  para  conocer  de  cada 
uno  de  ellos,  de  suerte  que  era  menester  consultar  en  cada  caso  el  título  repec- 
tiTO  de  dicha  ley  para  saber  á  qué  atenerse  sobre  esta  mateiia.  La 'orgánica  del 
Poder  judicial  reunió  en  su  artículo  30&  las  reglas  particulares  do  competencia, 
para  casos  especiales,  cuyo  método,  por  creerlo  más  conveniente,  se  ha  seguido 
en  la  nuera  ley,  como  puedo  verse  en  el  presente^  artículo.  Así  se  tienen  reuni- 
das todas  las  reglas  y  prescripciones  que  determinan  la  competencia  del  juchen 
enantes  casos  pueden  ocurrir,  y  será  más  fácil  su  consulta. 

Comparando  las  del  artículo  309  de  la  ley  orgánica  con  las  del  presente  se 
rerá  que  se  han  adicionado  en  este  las  rfglas  2.  * ,  6.  *,  16, 24  y  27;  aquella,  pa- 
ra.suplir  una  omisión  de  las  leyes  anteriores,  que  daba  lugar  á  dudas,  y  las  cua- 
tro restantes  para  determinar  la  com^tcncia  en  los  casos  á  que  se  refimn^  nuc. 
TOS  en  la  presente  ley:  que  se  ha  suprimido  la<  regla  ^  de  la  ley  orgánica  rclati- 
ya  á  los  casos  de  acumulación,  para  trasladar  sus  disposiciones  á  los  artículos 
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165  y  171  de  la  aetaal,  como  luntr  mia  oportuno;  ^  que  si  bien  se  ban  conáerva- 
do  niB  regfanteB  reglas  de  aquella,  se  les  ha  dado  diferente  colocación  |)ara  seguir 
en  lo  posible  el  orden  en  que  están  colocados  en  la  nuera  ley  los  juicios  y  actos 
á  que  se  refiere  cada  una  ae  ellas.  Y  decimos  *'en  lo  poíible,"  porque  en  algún 
easo  aparece  alterado  ese  orden  para  eritar  repeticiones,  iucIuTendo  en  una  mis- 
ma reéla  juicios  y  actos  diferentes,  como  sucede  en  la  14,  en  la  cual  se  han  in- 
incluido  los  interdictos"  y  los  "deslindes," 

Kesulta  también  del  examen  de  estas  reglas  especiales  y  de  su  comparación 
con  las  generales  del  artículo  ^,  que  se  rigen  unas  jr  otras  })or  los  nfismos  prin- 
cipios: preferencia  al  fuero  de  la  coba,  cuando  lá  acción  participa  de  la  naturale- 
za de  las  reales;  y  si  es  de  las  personales,  preferencia  al  fuero  del  lugar  en  míe 
deba  enmplirse  la  obligación  ó  ejecutarse  el  acto,  sobre  el  del  domicilio^  de  los 
interesados.  No  podía  dejarse,  sm  embargo,  á  la  aplicación  de  estos  principios 
la  determinación  de  la  competencia  en  los  diferentes  casos  comprendidos  en  el 
art.  63,  en  razón  á  que,  ya  por  la  naturaleza  de  la  acción,  ya  por  la  forma  del 
procedimiento,  no  sería  fácil  clasificarlos,  y  por  esto  se  ha  creido  más  conrenien- 
te,  para  salvar  dudas  y  cuestiones,  que  la  ley  establezca  y  ordene  quien  sea  el 
iaez  eompetente  en  cada  caso;  y  lo  ha  hecho  tan  cumplidamente,  que  las  reglas 
generales  del  artículo  62  apenas  tendrán  otra  aplicación  que  á  los  juicios  decla- 
ratiros  y  á  los  ojecutivos. 

¿Serán  tan  absolutas  estas  reglas  especiales  de  competencia,  que  excluyan  en 
todo  caso  la  sumisión  expresa  ó  tácita  de  las  partes?  Esta  duda,  á  que  se  presta- 
ba la  ley  amigua,  la  creemos  resuelta  en  sentido  negativo  por  el  mismo  artículo 
que  estamos  comentando.  Se  dice  en  él,  que  para  determinar  la  competencia  se 
seguirán  lap  reglas  que  establece,  "fuera  ae  los^  casos  expresados  en  los  artículos 
anteriores."  £dtas  palabras  demuestran  que  dichas  reglas  sólo  tendrán  aplica- 
eión  á  los  CÍI83S  no  expresa do^  en  los^ artículos  que  precedan,  y  como  entre  estos 
se^alla  el  50,  que  dá  competencia  preferente  al  juez  á  quien  los  litigantes  se  hu- 
biesen sometido  expresa  $  tácitamente,  es  evidente  que  cuando  medie  esta  sumi- 
sión, en  los  casos  en  que  prcicoda,  no  podrá  invocarse  la  regla  especial  para  de- 
terminar la  competencia. 

Que  esta  lia  de  ser  la  recta  inteligencia  de  la  ley  respecto  á  las  reglas  1.  ^  á 
9.  *  del  artículo  63,  no  puc«le  haber  duda,  en  razón  á  aue  se  refieren  á  asuntos 
de  la  jurisdicción  contcniiosa,  en  los  que  se  promueve  pleito  entre  dos  ó  más  liti- 
gantes, puerto  que  de  "pleitos"  y  de  "litigantes"  habla  el  56;  y  si  bien  en  la  re- 
convención de  aue  trata  la  regla  4.  •* ,  no  puede  prescindirse  del  juez  que  esté  co-  ' 
nociendo  de  la  demanda  principal,  téngase  presente  que  en  tal  caso  la  competen- 
cia de  dicho  juez  se  funda  en  la  sumisión  tácita  de  las  partes,  conforme  al  artícu- 
lo 58,  según  hemos  dicho  en  su  comentario.  Y  lo  propio  en  cuanto  á  las  reglas 
10  y  11,  pue^  la  eleccifin  de  los  arbitros  lleva  en  sí  la  sumisión  de  las  partes  al 
juzgado  y  Audiencia,  en  cuya  jurisdicción  ejerzan  aquellos  sus  funciones.^ 

La  duda  podrá  ocurrir  en  la  aplicación  de  las  demás  reglas,  por  referirse  á 
procedimientos  que  no  constituyen  "pleito,"  en  el  sentido  estricto  de  esta  pala- 
bra, al  tiempo  de  incoarlos,  como  sucede  en  los  embargos  preventivos,  desahu- 
cios, retractos,  interdictos  y  deslindes  á  que  se  refieren  las,reglas  12, 13, 14  y  15, 
y  en 'los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  de  qu©  tratan  las  restantes,  excepto  la 
21,  que  examinaremos  por  separado.  En  cuanto  á  dichos  actos,  dijo  el  Triounal 
Supremo  en  varias  decisiones  de  competencia,  después  de  regir  la  ley  orgánica 
de  1870,  en  la  cual  se  establecieron  las  reglas  de  que  se  trata,  y  no  obstante  las 
mismas,  que  según  el  propio  Tribtnal  tenía  declarado  en  repetidas  sentencias, 
en  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  no  tiene  cabida  la  cuestión  de  competen- 
cia, porque  está  la  concede  la  regla  1.  *•  del  artículo  )  ,208  de  la  ley  d^Enjuicia- 
miento  (la  de  1855)  al  juez  ante  quien  fe  acude,  y  sólo  puede  promoverse  cuando 
aquéllos,  perdiendo  su  carácter  de  jurisdicción  voluntaria,  se  hayan  convertido 
en  asunto3  iudicialmente  contenciosos.  (''Sentencias  de  22  de  Julio  y  80  de  Sep- 
tiembre de  1875,  6  de  Octubre  de  1876  y  2  de  Junio  de  1877.")  Esta  doctrina  re- 
conoce como  base  la  sumisión  del  actor,  por  el  mero  hecho  de  acudir  al  juez 
deduciendo  su  pretención,  y  aunque  la  nueva  ley  no  contiene  la  regla  antes  ci- 
tada de  la  antigua,  está  el  artículo  56  que  concede  competencia  preferente  para 
conocer  de  las  accionet  "de  toda  clase  al  juez  quien  se  hubieren  sometido  los 
interesados;  por  lo  cual  entendemos  que  há  de  considerarse  subsistente  la  juns- 
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prudencia  antes  citada  del  Tribunal  Supremo.  Sin  embargo,  para  evitar  la 
cuestión  de  competencia,  que  podrá  promover  el  que  tenga  derecho  á  oponerse 
luego  que  se  persone  en  los  autos  v  anuncie  su  oposición,  será  lomas  convenien- 
te en  todos  estos  casos  acudir  desde  luego  al  juez,  á  auien  se  concede  la  compe- 
tencia por  las  reglas  de  que  se  trata,  las  cuales  atienden  á  la  expedición  y  mejor 
acierto  en  el  procedimiento  v  resolución  de  estos  asuntos. 

Fuera  de  las  dudas  indicaola?,  cuya  resolución  está  en  la  misma  ley,  las  27  re- 
glas que  contiene  el  artículo  63  están  redactadas  con  tal  precisión  y  claridad, 
excepto  la  21,  que  no  croemos  puedan  ofrecer  difícultad  en  su  aplicación.  Algu- 
nas cuestiones  de  competencia  se  han  promovido  invccando  alguna  de  dichas 
reglas  con  relación  á  la  ley  orgánica,  y  al  decidirlas  el  Tribunal  Supremo  no  ba 
hecho  más  que  reproducir  lo  que  ordenaba  la  regla  invocada,  para  aplicarla  al 
caso  en  cuestión.  Por  esto  nos  parece  excusado  extractar  las  sentencias  que  á 
ellas  se  refieren,  pues  por  la  razón  indicada  carece^  de  interés,  y  tampoco  aebe- 
mos  ocuparnos  en  examen  individual  de  dichas  reglas,  remitiendo  á  nuestros 
lectores  al  texto  del  mismo  artículo. 

En  cuanto  á  la  regla  21,  no  podemos  menos  de  confesar  que  nos  ba  sori)ren- 
dido  su  redacción.  Creemos  poder  asegurar  que  la  sección  1.  ^  de  la  Comisión 
de  Codificación  aceptó  íntegra  la  regla  3.  **  del  art.  309  de  la  ley  orgánica  del 
Poder  .judicial,  que  dice  así:  "£n  las  cuestiones  de  alimentos,  cuando  estos  so 
pidan  incidentalmente  en  los  casos  de  depósito  de  personas  ó  en  juicio,  será  juez 
competente  "el  que  conozca  de  los  autos.  Cuando  los  alimentos  sean  el  objeto 
principal  de  un  juicio,  será  fuero  competente"  el  del  lugar  en  que  tenga  su  do- 
micilio aquel  á  quien  se  pidan."  Cotéjese  con  la  regla  21  del  artículo  que  esta- 
mos comentando  y  se  verá  que  se  han  suprimido  en  esta  todas  las  palabras  que 
van  subrayadas  ó  de  letra  cursiva.  No  tenemos  noticia  de  que  el  Gobierno  acor- 
dara tal  supresión,  y  solo  podemos  atribuirla  á  error  material  de  copia  gue,  en 
la  confianza  de  ser  esta  exacta,  ha  pasado  desapercibida  en  las  varias  revisiones 
de  la  nueva  ley. 

Tal  como  se  ha  publicado  en  las  ediciones. oficiales,  dicha  regla  21  está  en 
contradicción  con  otras  disposiciones  de  la  misma  ley.  En  el  art  55  se  ordena 
que  los  jueces  y t  ribunales  que  tengan  competencia  para  conocer  do  un  pleito, 
"la  tendrán  también  para  todas  sus  incidencias,"  Conforme  á  esta  regla,  que 
contiene  un  principio  inconcuso  de  derecho  procesal,  cuando  los  aliment(»s  te  pi- 
dan como  incidente  de  un  depósito  ó  de  un  juicio,  por  ejemplo,  el  de  testamen- 
taría ó  el  de  concurso,  no  puede  privarse  de  la  competencia  al  juez  que  conozca 
de  los  autos  principales,  y  así  lo  ordena  la  citada  regla  3.  ^  de  la  ley  orgánica. 
Además,  según  el  746,  los  incidentes  que  no  opongan  obstáculo  al  seguimiento 
de  la  demanda  principal,  en  cuyo  caso  se  halla  el  de  alimentos,  se  sustanciarán 
en  pieza  separada,  sin  suspender  el  curso  de  aquella,  lo  cual  óupone  que  h  i  de 
conocer  def  incidente  el  mismo  juez  que  conozca  del  juicio  principal.  El  art. 
1100  concede  al  juez  de  la  testamentaría  la  facultadle  señalar  alimentos  á  los 
herederos,  legatarios  y  cónyuge  sobreviviente;  el  1314,  al  juez  del  concurso  res- 
pecto del  concursado:  ol  1862  al  juez  que  intervenga  en  el  nombramiento  de  tu- 
tor ó  curador  respecto  del  menor  ó  incapacitado,  y  el  1916  faculta  también  al 
juez  que  hubi*»re  decretado  el  depósito  d '  una  persona  para  señalar  los  alimen- 
tos que  provisionalmente  haya  de  percibir.  Y  sin  embargo,  la  regla  21  del  art. 
63  ordena  que  en  todos  estos  casos,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  siempre  que  se  pidan 
"incidentalmente  los  alimentos,  será  juez  competente  el  del  lugar  en  que  tenga 
su  domicilio  aquel  á  quien  se  pidan,"  y  nada  dispono  para  el  caso  en  que  pean  el 
objeto  principal  del  juicio.  No  cabe  suponer  que  el  legislador  haya  querido  in- 
currir en  semejante  absurdo  ni  en  tal  contradicción. 

Por  fortuna  dentro  de  la  misma  ley  se  encuentra  el  medio  de  salvar  osa  anti- 
nomia sin  faltará  sus  preceptos.  Es  un  principio  de  recta  interpretación  que  lo 
que  en  una  ley  se  establece  como  regla  general  no  tiene  aplicación  á  los  casos 
especiales  previstos  en  la  misma  ley,  pues  la  excepción  excluye  la  regla,  y  así  lo 
ordena  además  la  presente  en  su  art.  71,  según  el  cual  las  reglas  del  63  se  en- 
tenderán sin  perjuicio  de  lo  que  disponga  la  ley  para  casos  espec'alea.  Partiendo 
do  este  principio,  siempre  que  inciden  taimen  te  se  pidan  alimentos  en  los  caaos 
antes  expresados  ó  como  incidente  de  cualquier  otro  juicio,  será  juez  comfoteute 
el  que  conozca  del  asunto  principal,  porque  así  lo  previene  la  ley  expresamente 
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&ik\uA  disposiciones  antes  citadas,  que^eian  sin  aplicación  á  dichos  casos  la  regla 
21  del  art.  63.  Y  cuando  la  demanda  de  alimentos  no  sea  incidental,  sino  el  objeto 
principal  de  un  juicio,  como  la  ley  nada  ha  ordenado  para  este  caso  por  la  omi- 
8Ídn  cometida  en  dicha  regla,  lo  legal  y  procedente  será  sujetarse  á  lo  que  dispo- 
ne el  art.  63  para  determinar  la  competencia  del  juez,  según  sea  personal,  real  ó 
mixta  la  acción  que  se  ejercite,  si  no  hubiere  mediado  sumisión  expresa  ó  tácita 
de  las  partes,  y  ya  sean  definitivos  ó  provisionales  los  alimentos  que  se  recla- 
men, como  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  cqmpetencia 
de  29  de  Octubre  de  1879,  por  la  razón,  que  también  concurre  ahora,  de  no  ha- 
ber hecho  distinción  la  ley  para  estos  electos 'entre  los  alimentos  de  ana  y 
otra  clase. 

Indicaremos,  por  último,  que  ademas  de  las  27  reglas  del  presente  artículo, 
ha  de  obserrarse  lo  que  disponga  la  ley  para  casos  especiales,  como  se  prerie- 
ne  en  el  71.  Véase  su  comentario. 


Articulo  64. 

£1  domicilio  de  las  mujeres  casadas,  que  no  estén  separadas 
legalmente  de  sus  maridos,  será  el  que  éstos  tengan. 

£1  de  los  hijos  constituidos  en  potestad,  el  de  sus  padres. 

£1  de  los  menores  ó  incapacitados  sujetos  á  tutela  ó  cúratela, 
el  de  sus  guardadores. 

Artículo  65. 

£1  domicilio  legal  de  los  comerciantes,  en  todo  lo  que  concier- 
ne á  actos  ó  contratos  mercantiles  j  á  sus  consecuencias,  será  el 
pueblo  donde  tuvieren  el  centro  de  sus  operaciones  comerciales. 

Los  que  tuvieren  establecimientos  mercantiles  á  su  csetgo  en 
diferentes  partidos  judiciales,  podrán  ser  demandados  por  accio- 
nes personales  en  aquel  en  que  tuvieren  el  pjincipal  estableci- 
miento, ó  en  el  que  se  hubieren  obligado,  á  elección  del  deman- 
dante. 

Artículo  66. 

£1  domicilio  de  las  compañías  civiles  j  mercantiles,  será  el 
pueblo  que  como  tal  esté  señalado  en  la  escritura  de  sociedad  ó 
en  los  estatutos  por  que  se  rijan. 

No  constando  esta  circunstancia,  se  estará  á  lo  establecido  res- 
pecto á  los  comerciantes. 

£xceptüanse  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores  las 
compañías  en  participación,  en  lo  que  se  refiera  á  los  litigios  que 
puedan  promoverse  entre  los  asociados,  respecto  á  los  cuales  se 
estará  á  lo  que  prescriben  las  disposiciones  generales  de  esta  lej. 

Artículo  67. 

£1  domicilio  legal  de  los  empleados  será  el  pueblo  en  que  sir- 
van su  destino.  Cuando  por  razón  de  él  ambularen  continuamen- 
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te,  66  e0tmi»ftúrán  domiciliados  en  ti  pueblo  en  ^ue  Ti?ieren 
máH  frecuentemente. 

Artículo  68. 

£1  domicilio  legal  de  los  militares  en  activo  servicio,  será  el 
del  pueblo  en  que  se  hallare  el  Cuerpo  á  que  pertenezcan  cuando 
se  hiciere  el  emplazamiento. 

Con  los  artíeulos  310  al  314  de  la  ley  orfránica  del  Poder  judicial  concuerdan 
easi  literalmente  los  cinco  que  son  objeto  de  esto  comentario.  Hemos  visto  en 
los  anteriores  que,  fuera  de  los  caBos  do  sumisión  expresa  6  tácita  y  de  aque- 
llos en  que  se  halla  designado  el  lu^^ar  del  cumplimiento  de  la  obIig:aci6n,  se 
ha  de  seguir  por  regla  general  en  las  acciones  personales  el  fuero  del  domici- 
lio del  demandado.  Aunque  asilo  estableció  también  la  ley  de  1885,  nadadis- 
puso  sobre  lo  que  debiera  entenderse  pbt  domicilio,  ni  aun  para  los  casos  en 
que  pudiera  ofrecer  dificultad  el  determinarlo,  lo  cual  daba  lugar  á  muchas 
cuestiones  de  oompetencia.  La  ley  orgánica  suplió  esta  omisión,  pues  aunque 
tampoco  definió  el  domicilio,  determinó  el  que  debía  entenderse  nara  ciertas 
personas  y  entidades  jurídicas,  respecto  de  las  cuales  podía  haber  duda.  T  lo 
propio  se  ha  hecho  en  la  nueva  ley,  sujetándose  ambas  á  las  prescripciones  de 
nu9ttra  antigua  jtoisprudencia. 

Koserrando  la  definición  del  "domicilio'' nara  el  comentario  del  art.  69,  co- 
mo lugar  más  oportuno,  nos  limitaremos  a  indicar  que  la  claridad  y  previ- 
sión con  que  están  redactados  los  cinco  que  preceden,  hacen  innecesaria  toda 
explicación  acerca  de  ellos:  cuando  ocurra  alguno  de  los  casos  á  que  se  re- 
fieren, bastará  consultar  el  texto  de  la  ley  para  resolverlos  con  acierto.  Tam- 
poeó  os  do  interés  extractar  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  en  que  se 
ha  hecho  apíicacién  de  dichos  artículos,  porque  no  hacen  más  que  repetir  lo 
que  en  ellos  se  ordena:  sólo  en  la  de  30  de  Octubre  de  1878,  decidiendo  una 
eompeteneia,  se  declaró  con  relación  al  art.  64,  que  el  domicilio  de  las  muje- 
ves  casa^a^,  que  no  estén  separadas  leg^lmente  de  sus  maridos,  se  entiende  y 
es  el  que  estos  tengan,  ''sea  cualquiera  el  tiempo  que^  baya  durado  la  separa- 
ción y  se  hallen  ó  no  empadronadas  en  población  distinta." 
'  Lepv^opie  deberá  entenderse  respecto  de  los  hifos  constituidos  bajo  la  patria 
Mieetad:  su  domicilio  legal  para  los  efectos  del  fuero  será  siempre  el  del  pa- 
dre, ven  su  defecto  el  de  la  madre  á  cuya  potestad  estén  sujetos  conforme  a  la 
ley  del  Matrimonio  civil;  así  como  el  de  los  menores  ó  incapacitados,  sujetos 
á  tutela  ó  cúratela,  lo  será  el  de  sus  guardadores,  aunque  por  razón  de  estudios 
6  por  cualquiera  otra  causa  tengan  su  residencia  habitual  en  diferente  pobla- 
ción. Así  lo  ordena  dicho  artículo  61,  teniendo  en  consideración  que,  según  lo 
f  revenido  en  el  2.  ® ,  los  menores  é  incapacitados,  lo  mismo  que  las  mujeres  ca- 
sadas, no  pueden  comparecer  por  sí  en  juicio,  por  no  estar  en  el  pleno  ejercicio 
és  los  derechos  civiles,  debiendo  hacerlo  por  ellos  sus  padres  ó  guardadores  y 
mu  maridos  respectivamente,  y  por  esto,  cuando  haya  de  seguirse  el  fuero  del 
domicilio,  la  ley  declara  que  aauellos  tienen  el  de  estos,  para  que  sean  deman- 
dados en  ol  lugar  donde  se  halla  la  persona  que  ha  de  comparecer  por  ellos  en 
el  juicio. 

indiearemoi,  por  último,  que  la  dispostción  del  párrafo  final  del  art.  64  es  ol 
complemento  de  his  reglas  17, 18  y  19  del  63.  Según  estas  reglas,  en  los  casos 
á  que  se  refieren  sobre  nombramiento,  excusas  y  remoción  de  tutores  ó  curado- 
res y  acciones  relativas  á  la  gestión  de  estos  cargos,  será  juez  competente,  en  al- 
teniativacon  otros,  á  elección  por  supuesto  del  demandante,  el  oel  "domicilio 
del  menor  ó  incapacitado."  y  para  alejar  todo  motivo  de  duda  sobro  este  punto, 
se  declara  en  el  art.  64,  oue  el  domicilio  legal  de  estos,  "cuando  estén  sujetos  á 
tutela  ó  cúratela,"  será  el  de  sus  guardadores.  De  consiguiente,  en  los  casos  en 
que  la  ley  designa  como  juez  competente  el  del  domicilio  de  un  menor  ó  incapa- 
ertado,  ■•  entenderá  el  de  su  guardador,  si  estuviesen  sujetos  á  tutela  ó  cúrate- 
la: y  no  estándolo,  pot  haberse  presentado  la  demanda  antes  del  discernimiento 
del  cargo,  ó  después  do  haber  cesado  el  guardador,  como  puede  suceder  en  algu- 
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iiúB  4e  los  CMOf  ¿  ^e  se  refieren  dichas  reglas,  edtoBoet  se  entoaénrái^  doni- 
cilio  4iBtl  menor  el  que  realmente  tenga,  puesto  que  en  tales  casos  no  existo  guar- 
dador Icgalmentebabilitado,  Esto  mismo  explica  la  raxdn  q«e  habrá  tenido  la 
ley  para  nablar  eñ  general  del  domicilio  del  menor  6  incapacitado  en  las  men- 
cionadas reglas,  haciendo  después  1»  declaración  de  que  el  domicilio  de  estos  se- 
rá el  de  sus  guardadores  en  el  caso  de  que  estén  sujetos  á  tutela  6  cúratela.  Le- 
jos de  existir  entro  dicha  disposición  la  oscuridad  y  contradicción  que  les  acha- 
ca no  ilustrado  expositor  do  la  nuera  ley,  nos  parecen  acertadas,  corgruentes  y 
conformes  á  los  buenos  principios,  y  hasta  necesarias  para  evitar  duda»,  excu- 
sar interpretaciones  y  comprender  todos  los  cpsos  que  pueden  ocurrir  en  la  prác- 
tica. 

Artículo  69. 

En  loi  casos  en  que  esté  señalado  el  domicilio  para  surtir  fue- 
ro competente^  si  el  que  ha  de  ser  demandado  no  lo  tuviere  en 
algún  punto  de  la  Península,  islas  Baletires  ó  Canarias,  será  Juez 
oompetezkte  el  de  su  residencia. 

Los  que  no  tuvieren  domicilio  ni  residencia  fija,  podrán  ser 
demandados  en  el  lugar  en  que  Fe  hallen,  ó  en  el  (k  su  última  re- 
sidencia) á  elección  del  demandante. 

Si  se  fija  la  atención  en  los  artículos  62  y  siguientes,  se  verá  la  importancia 

2  vé  tiene  el  "domicilio"  para  los  efectos  del  faero,  y  sin  embargo  no  ha  ^ido  de- 
nido por  la  ley  actual,  como  no  lo  fué' tampoco  por  la  do  1855  ni  por  la  orgá- 
nica de  1870,  dejando  por  tanto  bu  apreciación  á  las  reglas  ó  disposiciones  del 
derecho  común  y  de  la  jurisprudencia.  En  los  cinco  artículos  que  preceden,  la 
ley  ha  fijado  el  lugar  que  debe  entenderse  por  domicilio  le^al^  de  ciertas  perso- 
nas y  entidades  jurídicas,  pero  siempre  ein  defínir  el  domicilio.  Y  lo  propio  en 
el  69,  quejamos  á  comentar,  en  el  cual  ordena,  copiándolo  del  315  de  la  ley  or- 
gánica, que  "en  los  casos  en  que  "esté  señalado  el  domicilio  para  surtir  faero 
competente,''  si  el  oue  ha  de  ser  demandado  no  lo  turiere  en  itgún  punto  de  la 
P^iíasuia^  islas  Baleares  ó  Canarias,  será  juez  competente  el  de  su  "residencia." 
Conyiene,  pues,  precbar  lo  que  ha  de  entenderse  por  domicilio  para  los  efectos 
de  qioe  se  trata. 

"Kesidaneta,  domicilio  y  vecindad"  son  ideas  ó  hechos  diferentes,  pero  corre- 
latiroe,  que  nuestras  leyes  no  distinguen  ni  clasifican  de  una  manera  conTenien- 
te.  Tampoco  lo  hace  el  "Diccionario"  de  la  Academia,  á  raya  autoridad  podría- 
mos recurrir  para  salir  de  la  duda;  define  una  yoz  por  la  otra,  y  expresa  las  tres 
con  la  latina  "domicilium,"  lo  que  parece  indicar  que  las  considera  como  stnó- 
niioaa,  j  esto  no  es  ni  puede  ser  en  rigor  tecnológico  ni  jurídico.  La  misma  ley 
de  Enjuiciamiento  en  el  artículo  que  estamos  comentando  y  en  otros,  hace  dis- 
tinción entre  el  domicilio  y  la  residencia,  y  les  atribuye  derechos  diferentes. 
También  la  jurisprudencia  tiene  admitida  igual  distincién  y  marcados  los  act^s 
que  conatituyen  &  Una  y  el  otro,  y  la  vecindad,  de  la  cual  no  hace  mención  la 
ley  para  los  efectos  del  fuero. 

Por  la  residencia  en  un  lugar  con  casa  abierta  y  ánimo  de  permanecer  en  él. 
se  adquiere  el  domicilio:  este  ánimo  ó  intención,  cuando  no  consta  por  dedara- 
ción  del  interesado  ó  por  otros  actos  positivos,  se  deduce  del  hecho  de  tener  ó 
haber  adquirido  bienes  en  aquel  pueblo,  de  haber  trasladado  á  él  su  familia  ó 
intereses  muebks,  de  haberlo  hecho  asiento  de  la  profesión,  granjerias  ó  nego- 
cios resi^eetivos;  en  suma,  de  cualquier  hecho  que  indique  que  el  interesado  ha 
establecido  definítiyamente  su  residencia  en  aquel  punto,  abandonando  la  que 
antes  tenía  en  otro  lugar.  El  domicilio  adquirido  por  estos  medios  produce  la 
vecindad,  la  cual  se  auqulría  también  antiguamente,  según  se  infiere  de  las  le- 
yes 2.  *,  tít.  24,  Part.  4.  *;  6.  *,  título  4.  ®.  lib.  7.  ®,  Nov.  Rec.  y  otras,  por  el 
simple  hecho  de  permanecer  diez  años  en  un  lugar,  aunque  no  concurran  las  cir- 
cunstancias  antes  expresadas.  Cuando  el  ¡nterosaoo  haya  acudido  á  la  autoridad 
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municipal  solicitando  que  se  le  admita  como  vecino,  y  ésta  asíalo  haya  decreta* 
do,  no  puede  haber  duda:  hay  un  hecho  positivo  que  determina  la  vecindad,  y 
por  consiguiente  el  domicilio. 

En  las.  leyes  municipales  se  han  dictado  disi)osiciones  más  concretas  sobre  es- 
ta materia,  pero  bajo  el  punto  de  vista  de  las  misma»,  para  las  obligraciones  y  de- 
rechos de  los  vecinos  y  el  ejercicio  de  los  derechos  políticos.  La  de  8  de  Enero 
de  1845  decía:  "^e  consideran  como  vecinos,  para  los  efectos  de  esta  ley,  todos 
los  qne,  siendo  cabezas  de  familia  con  casa  abierta,  tengan  además  "un  aSo  y  un 
día  de  residencia,"  6  hayan  obtenido  vecindad  con  arreglo  á  las  leyes."  La  d?  2 
de  Octubre  de  1877,  hoy  vigente,  distingue  entre  vecinos  y  domiciliados.  Según 
ella  es  "vecino"  todo  español  "emancipado"  que  reside  habitualmente  en  un  tér- 
mino municipal  y  se  halla  inscrito  con  tal  carácter  en  el  padrón  del  pueblo;  y  es 
"domiciliado"  todo  español  que,  "sin  estar  emancipado,"  reside  habitualmente 
en  el  término,  formando  parte  de  la  casa  6  familia  de  un  vecino.  No  es  esta  la 
definición  que  corresponde  al  domicilio  que  surte  fuero,  puesto  que  sólo  se  refie- 
re á  los  que  no  están  emancipados;  pero  de  lo  que  dispone  la  ley  municipal  sobre 
esta  materia,  será  necesirio  partir  para  determinarlo  y  definirlo  (1), 

Ahora  bien:  ¿qué  se  entenderá  por  domicilio  para  loa  efectos  del  fuero?  Indu- 
dablemente el  lugar  en  que  tiene  su  residencia  habitual  el  demandado,  con  ca^a 
abierta,  ejerciendo  allí  su  profesión,  arte  ú  oficio,  ú  otra  cualquiera  manera  de 
vivir  conocida,  ó  manteniéndose  con  el  producto  do  sus  bienes.  La  residencia 
en  un  lugar  con  estas  circunstancias  por  espacio  de  seis  meses  á  lo  menos,  es 
bastante,  según  el  espíritu  del  art.  16  de  la  citada  ley  municipal,  para  que  se 
repute  6  considere  como  el  domicilio  del  demandado,  ante  cuyo  juez  podrá  serlo 
en  los  casos  en  que  se  siga  el  fuero  del  domicilio.  Sin  embargo,  téngase  presen- 
to que  no  se  pierde  el  domicilio  por  la  ausencia  temporal  del  lugar  en  que  se  vi- 
vo, sin  ánimo  expreso  ó  presunto  de  habandonarlo:  es  necesario  que  al  hecho  so 
reúna  la  voluntad  expresa  ó  presunta.  El  que  tiene  la  vecindad  legal  en  un  pun- 
to, y  reside  temporalmente  en  otro,  si  en  aquél  conserva  su  casa  abierta  y  sufre 
las  cirgas  de  vecino,  no  podrá  considerarse  como  domiciliado  en  el  segundo: 
mas  si  en  el  primer  punto  no  conserva  su  casa  abierta  ni  sufre  las  cargas  veci- 
nales, es  claro  que  ae  hecho  habrá  perdiHo  la  veciudad,  y  «u  domicilio  será  el 

(1)  Convendrá  tener  presentes  las  disposiciones  de  la  ley  municipal  de  2  de 
Octubre  de  1877,  que  tienen  relación  con  esta  materia.  Dicen  así: 

Art.  11.  Los  habitantes  de  un  término  municipal  se  dividen  en  residentes  y 
transeúntes.  Los  residentes  se  subdividen  en  vecinos  y| domiciliados. 

Art.  12.  Es  vecino  todo  español  emancipado  que  reside  habitualmente  en  un 
término  municipal  y  se  halla  inscrito  con  tal  carácter  en  el  padrón  del  pueblo. 
— Es  domiciliado  todo  español  que,  sin  estar  emancipado,  feside  habituaüncnie 
en  el  término,  formando  parto  de  la  casa  ó  familia  de  un  vecino. — Es  transeún- 
te todo  el  c(ue,  no  estando  comprendido  en  los  párrafos  anteriores,  se  encuentra 
en  el  término  accidentalmente. 

Art.  13.  Todo  español  ha  de  constar  empadronado  como  vecino  ó  domiciliado 
en  algún  municipio.  El  que  tuviere  residencia  alternativa  en  varios,  optará  por 
la  vecindad  en  uno  de  ellos.— Nadie  puede  ser  vecino  de  más  de  un  pueblo:^i  al- 
guno se  hallare  inscrito  en  el  padrón  de  dos  ó  más  pueblos,  se  estimará  como 
válida  la  vecindad  últimamente  declarada,  quedando  desde  entonces  anuladas 
las  anteriores. 

Art.  14.  La  cualidad  de  vecino  es  declarada  de  oficio  ó  á  instancia  de  parte 
por  el  Ayuntamiento  respectivo. 

Art.  15.  El  Ayuntamiento  declarará  de  oficio  vecino  á  todo  español  emanci- 
pado que  en  la  época  de  formarse  ó  rectificarse  el  padrón  lleve  dos  años  de  resi- 
dencia fija  en  el  término  municipal.  Tanrbién  hará  igual  declaración  respecto  á 
los  que  en  las  mismas  épocas  ejerzan  cargos  públicos  que  exijan  residencia  fija 
en  el  término,  aun  cuando  no  hayan  completado  los  dos  años. 

Art.  16.  El  Ayuntaniicnto,  en  cualquier  época  del  año,  declarará  vecino  á  to- 
do el  que  lo  solicite,  sin  que  por  ello  quede  exento  de  satisfacer  las  cargas  mu- 
nicipales que  le  correspondan  hasta  aquella  fecha  en  el  pueblo  de  su  anterior  re- 
sidencia.— El  solicitante  ha  de  probar  que  lleva  en  el  término  una  residencia 
efectiva  continuada  por  es  pació  de  sois  meses  á  lo  menos. 
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pueblo  en  que  resida:  la  ley  no  debe  proteger  los  fraudes  á  que  suele  dar  lugar  el 
residir  en  un  punto,  aparentando  ser  vecino  de  otro  (1). 

Explicado  ya  lo  que  ha  de  entenderse  por  domicilio,  veamos  lo  que  disponed 
art.  69,  objeto  de  este  comentario.  ''£n  los  casos,  dice,  en  que  esté  señalado  el 
domicilio  para  surtir  fuero  competente,"  cuyos  casos  son  los  expresados  en  las 
diferentes  reglas  de  los  artículos  62  y  63,  "si  el  que  ha  de  ser  demandado  no  lo 
tuviere  en  algún  punto  de  la  Península,  islas  Baleares  ó  Canarias,  será  juez 
competente  el  de  su  residencia."  No  se  mencionan,  y  están  por  tanto  excluidas 
las  posesiones  españolas  de  Ultramar,  porque  no  sería  justo  obligar  al  que  tie- 
ne derecho  á  entablar  su  demanda  en  la  Península,  á  que  acudióse  ante  los  tri- 
bunales de  Cuba,  Puerto-Rico  6  Filipinas,  si  el  demandado  hubiese  trasladado 
su  domicilio  á  aquellos  lejanos  países,  y  viceversa  cuando  la  nueva  ley  rija  en 
aquellos  dominios.  En  tales  casos,  y  lo  propio  en  el  de  que  el  demandado  se  ha- 
lle domiciliado  en  el  extranjero,  la  competencia  correspondiente  al  juez  del  do- 
micilio la  atribuye  la  ley  al  del  lugar  en  que  resida  el  demandado  en  el  supuesto 
de  hallarse  en  la  Península,  islas  Baleares  6  Canarias. 

Podrá  suceder  que  los  que  deban  ser  demandados  en  España  por  acción  per- 
sonal, así  naturales  como  extranjeros,  no  tengan  domicilio  ni  residencia  fija  en 
ninguno  de  dichos  tres  puntos:  previendo  la  ley  el  caso,  ordena  aue  estos  ''po- 
drán ser  demandados  en  el  lugar  en  que  se  hallen,  ó  en  el  de  su  ''última  residen- 
cia," á  elección  del  demandante."  Este  tendrá  que  optar  por  el  segundo  extre- 
mo, cuando  el  demandado  no  se  halle  en  ningún  lugar  de  la  Península,  islas 
Baleares  ó  Canarias,  y  también  cuando  se  ignore  su  domicilio  ó  residencia  ac- 
tual. Sobre  este  punto  la  ley  de  1855  se  limitó  á  decir,  al  final  del  párrafo  3.® 
de  su  art.  5.®  ,  que  "el  que  jio  tuviere  domicilio  fijo  podrá  ser  demandado  en  el 
lugar  en  que  se  encuentre,  ó  en  el  de  su  última  residencia":  sustancialmente  lo 
mismo  que  ahora  se  ordena,  de  acuerdo  con  la  ley  orgánica. 

Hemos  subrayado  las  palabras  "última  residencia"  para ^  llamar  la  atención 
sobre  ellas.  No  se  trata  ya  de  domicilio  ni  aun  de  residencia  habitual,  sino  de 
la  mera  residencia:  el  que  uo  tiene  domicilio  ni  residencia  fija,  puede  y  debe  ser 
demandado  por  acción  personal  allí  donde  se  le  encuentre,  ó  donde  haya  residi- 
do últimamente,  aunque  no  hubiera  sido  por  el  tiempo  necesario  para  adquirir 
domicilio;  basta  que  haya  residido,  que  haya  permanecido  algún  tiempo  en  un 
lugar,  para  que  pueda  ser  allí  demandado,  y  si  no  pudiese  ser  habido,  se  le  em- 
plazara en  la  forma  que  previene  el  art.  269.  La  ley  no  debe  prestar  protección 
á  esta  clase  de  personasT  y  algún  medio  había  de  concederse  al  que  se  encuentre 
en  el  caso  de  tener  que  demandarlas.  Lo  dicho  debe  entenderse  para  cuando  no 


ja  subsistentes  las  demás  reglas  de  competencia, 


(1)  Para  que  se  entienda  legalmente  trasladado  el  domicilia  ó  vecindad  de 
uno  á  otro  pueblo,  es  indi4pensable  que  el  interesado  haya  manifestado  formal- 
mente su  voluntad  ante  la  autoridad  local  de  su  nueva  residencia,  conforme  alas 
Reales  órdenes  de  20  de  Agosto  de  1849  y  30  del  mismo  mes  de  1853,  (hoy  con- 
forme á  los  arta.  14, 15  y  16  de  la  ley  Municipal  de  1877,  insertos  en  la  nota  an- 
terior),y  á  la  jurisprudencia  ]ra  establecida  por  el  propio  Tribunal  Supremo;  sin 
que  obste  para  ello  el  que  el  individuo,  de  quien  se  trate,  continúe  inscrito  en 
las  listns  electorales  de  su  antiguo  domicilio.  En  caso  de  duda,  debe  decidirse  á 
favor  del  juez  del  lugar  en- que  el  demandado  tenía  la  vecindad,  con  casa  abierta, 
pagando  ía  contribución  de  consumos,  cuando  se  verificó  el  acto  de  conciliación. 
("Sent.  en  comp.  de  8  de  Marzo  y  18  de  Noviembre  d«í  1859,  26  de  Marzo  da 
1861,  7  de  Agosto  y  21  de  Noviembre  de  1862.) 

Para  poderse  entender  como  traslación  de  domicilio  la  residencia  temporal  en 
otro  distinto  de  aquel  en  que  se  tiene  la  casa  y  la  mayor  parto  de  los  bienes,  y 
en  c|ue  se  pagan  los  impuestos,  es  necesario  que  se  demuestre  de  una  manera 
oficial  ó  publica  que  fue  el  ánimo  establecerse  definitivamente  en  el  nuevo  pun- 
to, con  objeto  d©  permanecer  en  él.  ('*Iden  de  24  de  Mayo  de  1877.") 
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Artículo  70. 

Las  precedentes  disposiciones  de  competencia  comprenderán  i. 
los  extranjeros  que  acudieren  á  los  Juzgados  españoles  promo- 
viendo actos  de  jurisdicción  voluntaria,  interviniendo  en  ellos,  ó 
compareciendo  en  juicio  como  demandantes  ó  como  demandado^» 
contra  españoles  ó  contra  otros  extranjeros,  cuando  proceda  que 
conozca  la  jurisdicción  española  con  arreglo  á  las  leyes  del  Rei- 
no ó  á  los  tratadoscon  otras  potencias. 

Este  artículo  concuerda  con  el  319  de  U  ley  orgánica  del  Poder  judicial:  la 
de  Enjuiciamiento  do  ld&5  nada  dispuso  sobre  este  punto.  Es  el  complemento 
del  art.  51,  pues  siendo,  según  este,  la  jurisdicción  ordinaria  la  única  compe- 
tente para  conocer  de  loh  negocios  civiles  que  se  susciten  en  territorio  esnafiol 
entre  Cüpanoles,  entre  extranjeros,  y  entre  espafiolea  y  extranjeros,  justo  era 
que  todos  estuviesen  sujetos  á  unas  mismas  reglas  de  competencia.  Así  lo  dis- 
P¡pne  el  artículo  que  estamos  comentando  al  ordenar  que  las  precedentes  dispo- 
siciones, esto  es,  todas  las  reglas  de  competencia  establecidas  en  los  artículos 
desde  el  56  al  69  inclusive,  "comprenderán  á  los  extranjeros  que  acudieren  i  los^ 
juzgados  españoles  promoviendo  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  interviniendo 
en  ellos,  ó  compareciendo  en  juicio  como  demandantes  ó  como  demandados, 
contra  españoles  ó  contra  otros  extranjeros."  Quedan,  pues,  sujetos  los  extran- 
jeros á  las  mismas  condiciones  que  los  españoles,  que  es  cuanto  podía  concedér- 
seles y  lo  que  está  conforme  con  los  principios  del  derecho  internacional  priva- 
do, generalmente  admitidos. 

Pero  añade  el  mismo  artículo  70,  que  lo  antedicho  se  ei^tenderá  **cuando  pro- 
ceda que  conozca  la  jurisdicción  española  con  arreglo  á  las  leyes  del  Reino  ó  á 
los  tratados  con  otras  potencias."  ¿Y  cuándo  procederá  que  conozcan  los  jueces 
españoles  de  pleitos  y  actos  judiciales  en  que  intervengan  extranjeros?  Debemos, 
indicarlo  para  llenar  el  objeto  de  esta  obra. 

Las  disposiciones  de  las  leyes  del  Keino,  vigentes  sobre  esta  materia,  se  ha- 
llan en  los  artículos  29,  32  y  33  del  Real  decreto  de  17  de  Noviembre  de  1852, 
sobre  extranjeros,  que  dicen  así: 

"Art.  29.  Los  extranjeros  domiciliados  y  transeúntes  están  sujetos  á  las  le- 
yes do  España  y  á  los  tribunales  españoles  para  el  cumplimiento  de  las  obliga- 
ciones que  contraigan  en  España,  o  fuera  de  España  siempre  que  sean  á  favor 
de  subditos  españoles." 

"Art.  32.  Los  extranjeros  domiciliados  y  transeúntes  tienen  derecho  á  que 
por  los  tribunales  españoles  se  les  administre  justicia,  con  arreglo  á  las  leyes, 
en  las  demandas  que  entablen  para  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  contrai- 
das en  España,  ó  que  deban  cumplirse  en  España,  ó  cuando  versen  sobre  bienes 
sitos  en  territorio  español." 

"Art,  33.  £n  los  negocios  entre  extranjeros  ó  contra  extranjeros,  auiraae  no 
^■pcedan  de  acción  real,  ni  de  acción  personal  por  obligaciones  ctuñtniatm  en 
España,  serán  sin  embargo  competentes  los  jueces  cspafiol^  cuando  se  trate  de 
evitar  un  fraude,  ó  adoptar  medidas  urgentes  y  provisionales  para  detener  á  un 
djeodor  que  intente  ausentarse  á  fin  de  eludir  el  pago,  ó  para  la  venta  de  efectos 
expuestos  á  perderse  en  almacenes,  ó  para  proveer  interinamente  de  guardador 
á  un  demente,  ú  otros  análogos," 

Estas  disposiciones  fueron  confirmadas  ó  aprobadas  implteitamente  por  la 
ley  de 4  de  Diciembre  de  1855,  que  después  de  declarar  que  el  territorio  espaSol 
es  nn  asilo  inviolable  para  todos  los  extranjeros  y  sus  propiedades,  les  concec^ó 
el  goce  de  todos  los  derechos  civiles  que  conceden  los  tratados  á  los  que  vienen 
á  Españ»  competentemente  autorizados  i)or  sus  gobiernos  respectivos. 

En  cuanto  a  tratados  con  otras  potencias,  de  cuya  observancia  no  puede  prea-» 
eludirse,  como  lo  reconoce  y  ordena  el  mismo  artículo  que  estamos  comentando^ . 
haremos  mención  de  los  más  notables  y  concretos  á  d^eehos  civiles^  Es  de  no>- 
tar  previamente,  que  en  el  Código  Napoleón  se  estableció  el  principio  da  la  más 
absoluta  reciprocidad  sobro  el  ejercicio  de  los  derechos  civiles,  ordenándose  en 
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ífU  artículo  11,  que  el  extranjero  diafmtaría  en  Francia  de  loa  miamos  deriíilios 
cÍYÍie8  que  se  concedieron  6  fueron  conoedidoa  á  lea  franoesea  por  loa  tratadaa 
con  la  nación  á  que  aauél  perteneciera;  y  el  miamo  principio  &e  conáigad  en  lea 
códigoa  civiles  que  publicaron  otraa  naciones  sirviéndolea  de  modelo  el  franeéa. 
También  en  el  artículo  26  del  proyecto  del  Código  civil  eapidíol  de  1851,  ae  dijo 
que  los  extran JOTOS  gozarían  en  Estañado  los  mismos  derechos  civileaqnagooen 
en  su  país  los  españoles,  salvo  lo  dispuesto  6  que  se  dispusiere  por  loa  tratadiM 
y  leyes  especiales.  Pero  el  modo  de  ser  de  la  sociedad  actual  exige  mayor  anmÜ- 
tud,  y  se  na  hecho  general  la  opinión  de  que  no  debe  ponerse  limitación  al  isfer- 
cieio  de  los  derechos  civiles,  igualando  en  este  punto  á  los  extranjeros  con  loo 
nacionales.  Así  vemos  ya  en  el  Código  civil  italiano,  publicado  eá  1865,  que  an 
artículo  3.  ^  dice:  "El  extranjero  disfrutará  de  todos  loa  derechos  cirilea  atri-^ 
buidos  al  ciudadano;"  y  en  el  artículo  26  del  portugués,  j^blicado  en  1867,  ae 
.  lee:  "Los  extranjeros  <)ue  viajen  ó  residan  en  Portugal,  tienen  los  mismos  de- 
rechos y  obligaciones  civiles  do  los  ciudadanos  portugueses  en  ctiañto  á  loa  actoa 
que  hayan  de  producir  sus  efectos  en  este  reino/' 

El  mismo  progreso  se  nota  en  loa  tratados  entre  laa  nacionea.  Exí  loa  que  fia- 
paña  oelebió  en  la  primera  mitad  de  este  siglo,  por  regla  general  no  ae  pactaron 
otros  derechos  civiles  que  los  de  adquirir  por  testamento  y  ab-inteatato,  poaees 
bienes  inmuebles  y  disponer  de  ellos,  sin  otros  gravámenes  para  los  extranjeros 
que  los  impuestos  á  los  nacionales.  Pero  en  el  celebrado  con  Francia  en  7.  de 
Enero  de  W2,  ya  se  estableció  lo  siguiente: 

"Art.  2.  ^  Los  españoles  en  Francia  y  los  franceses  en  España  gozarán  reeí*' 
procamente  de  una  constante  y  completa  protección  para  sus  jyersonaay  propior 
dades.  Tendrán  en  su  conaecuencia  libre  y  fácil  acceao  á  loa  tribunales  de  juati- 
cia  para  reclamar  y  defender  sus  derechos  en  todos  los  grados  de  la  jurisdicción 
establecida  por  las  leyes;  podrán  emplear  en  todas  las  instancias  loa  abogadea, 
procuradores  y  agentes  de  todas  clases  que  crean  á  propósito,  y  disfrutarán,  en 
fin,  bajo  este  concepto  de  los  mismos  derechos  y  ventajas  que  se  hayan  concedi- 
do ó  concedieren  á  los  nacionales." 

Una  d^eclaración  análoga  contiene  el  artículo  í,^  del  tratado  con  Italia  de  21 
de  Julio  de  1867,  añadiendo  en  el  5.  ^,  de  acuerdo  con  lo  establecido  respecto  de 
Francia  por  la  ley  española  de  20  de  Julio  de  1862,  que  ''las  altas  partes  contra- 
tantes reconocían  recíprocamente  en  todas  las  sociedades  anónimas  y  demáa 
comerciales,  industriales  y  de  crédito,  constituidas  ó  autorizadas  con  arreglo  á 
las  leyes  propias  de  cada  uno  de  los  Eatadoa,  la  facultad  de  ejercer  todoa  sus  de- 
rechos y  de  presentarse  en  juicio  ante  los  tribunales  á  fin  de  hacer  valer  ó  defen* 
der  su  razón  en  todos  los  territorios  de  los  estados  y  dominios  del  otro,  sinjmáa 
condición  que  la  de  sujetarse  á  las  leyes  vigentes  en  dichos  estados  y  dominios/' 

También  se  hizo  la  misma  declaración  para  el  libre  acceso  en  loa  tribunalea 
y  libertad  de  la  defensa,  conformándose  el  extranjero  con  las  leyes  del  país  y 
gozando  de  los  mismos  derechos  y  ventajas  concedidas  ó  que  se  concedan  á  loa 
nacionalea,  en  el  artículo  2.*^  del  tratado  celebrado  con  Rusia  en  23  de  Febrero 
de  1876,  y  del  celebrado  con  AustriarHungría  en  3  de  Junio  de  1880. 

Resulta  pues,  que  conforme  á  nuestras  &yes,  á  los  tratados  con  otraa  poten- 
cias y  á  las  reglas  de  derecho  internacional  privado  generalmente  admitidlas,  loo 
''extranjeros"  que  tengan  capacidad  para  comparecer  en  juicio  -oonfenn^á  laa 
leyea  de  su  país,  pues  esto  se  rije  generalmente^  por  el  estatuto  peraonal,  podrán^ 
hacerlo  ante  los  tribunales  españoles  "como  demandantes,"  en  todo  caso,  ya  Ka 
contra  un  español  ó  contra  otro  extranjero,  sin  otra  restricción  que  la  determi- 
nada en  el  artículo  534  de  la  presente  ley;  y  "como  demandados,"  siempre  que 
lo  asan  "por  acción  real"  aobre  bienea  6  dereehoe  reales  aitos  en  territorio  et|si<- 
fiol,  y  "por  acción  peraonal"  en  loa  casoaaiguientea:  1.  ^  cuando  U  o\AÍ9Wi6ñá^ 
ba  cumplirse  en  £¿)afia;  2.  ^  cuando  se  haya  contraído  en  Enana,  ya  atn.á  fli- 
vor  da  un  español  o  de  otro  extranjero;  3.  ^  cuando  habiéndose  contraído  k^ 
obligación  fuera  de  España,  aea  á  favor  de  subditos  españolea,  y  4.  ®  cuando  ae 
tvate  de  actoa  de  jurisdicción  voluntaria  que  deban  ejecutarse  en  Bapafia,  6  de> 
diljsenciaa  preventivas  y  urgentes  dirigidas  á  evitar  un  fraude  ó  peijmeto. 

ES|  todos  estos  casos,  pNara  que  los  extranjeros  puedan  ser  demandadoa  por  ae-^ 
cióa  peraonal  ante  lo«  tribunalea  eapafioles,  será  necesario  que  se  hallen^  te- 
rritorio español,  ya  aea  como  domietliados  6  como  tranaeuntea.  Así  se  Mnc949í> 
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1m  4iipoti6ioiiei  «ntes  copiadas  del  Real  decreto  de  17  de  Noyiembre  de  1852,  y 
ct  teüDÍén  lo  que  m  obserra  en  la  mayor  parte  de  las  naciones,  no  obstante  que 
•1  Código  eiril  francés  estableció  eo  su  art.  14,  qué  el  extranjero,  ''aunque  no 
retida  en  Francia,"  podría  ser  citado  ante  los  tribunales  franceses  por  obliga- 
ciMies  contraídas  á  ravor  de  un  francés;  al  paso  que,  según  la  jurisprudencia 
allí  establecida,  un  extranjero  no  puede  demandar  á  otro  extranjero  ante  los 
tríbunales  franceses,  sino  en  el  caso  de  que  los  dos  hayan  adquirido  domicilio 
•n  Francia.  Mr.  Foelix  y  otros  autores  franceses  impugnan  esta  jurisprudencia 
como  incouTeniente  y  contraria  al  derecho  de  gentes,  lo  mismo  aue  la  dispo- 
iición  de  su  Código  civil  antes  citada,  y  el  hecha  es  que  se  ya  modificando  por 
los  tratados  internacionales,  como  se  ha  hecho  en  el  celebrado  con  España  en 
1862,  aue  hemos  mencionado  anteriormente.  En  el  Código  civil  de  Portugal, 
despóei  de  establecer  en  su  art.  27,  que  "el  estado  y  la  capacidad  civil  de  los 
extranjeros  se  regularán  por  las  leyes  de  su  país,"  se  ordena  en  el  28  y  29,  que 
loa  extratt|eros,  ^que  se  encuentren  en  aquel  reino,"  poddin  ser  demandados 
ante  los  tribunales  portu^eses  en  cuanto  al  cumplimiento  de  las  obligaciones 
contraídas  en  país  extranjero  con  subditos  de  Portugal;  y  que  también  podrán 
serlo  por  otros  extranjeros  en  cuanto  á  las  obligaciones  contraidas  en  Portu- 
gal, salvo  el  caso  en  que  exista  tratado  ó  conrención  especial  que  expresa- 
naente  disponga  lo  contrarío.  Y  est«)  es  lo  ^ue  hoy  se  observa  más  generalmen- 
te como  i^la  de  derecho  internacional  privado,  agregándose  el  caso  do  que 
la  obligación  deba  tener  cumplimiento  en  el  país  donde  so  interponga  la  de- 
manda. 

Podrá  considerarse  como  excepcióa  de  estas  reglas  generales  lo  establecido  en 
los  tratados  celebrados  por  España  con  Turquía  en  1782  y  1840,  con  Marruecos 
en  1767  y  1799,  con  Trípoli  en  1784,  con  Túnez  en  1791,  con  China  en  1364,  con 
el  Japón  en  1868,  y  con  Annam  en  1880,  en  todos  los  cuales  se  reconoce  la  ju- 
risdicción áp  los  cónsules  españoles  para  conocer  en  dichos  países  de  las  cues- 
tione:» entre  españoles  v  contra  españoles,  dándoles  intervención  en  las  <^ue  es- 
tos promueva»  contra  los  subditos  de  aquellas  naciones.  Dicha  jurisdicción  de 
los  cónsules  se  halla  reglamentada  por  el  Real  decreto  de  29  de  Setiembre  dn 
1848.  Nada  Fe  establece  en  los  trataaos  para  el  caso  en  que  los  sóbditos  de  di- 
chas notencias  tengan  que  comparecer  ante  los  tribunales  españoles  como  de- 
mandantes ó  demandados  contra  un  español  ó  contra  subditos  de  otras  nacio- 
nes, y  por  consiguiente  estarán  sujetos  á  las  reglas  establecidas  para  los  demás 
extranjeros. 

Indicaremos  por  último,  que  ni  en  los  tratados  intornacionalüs  ni  en  el  Keal 
decreto  de  17  de  Noviembre  de  1852  se  establecen  reglas  especiales  de  competen- 
cia, y  por  esto  suple  tal  omisión  el  artículo  que  es  objeto  de  este  comentario, 
ordenando  que  las  establecidas  en  los  artículos  que  le  preceden,  comprenden  á 
les  extranjeros  que  acudan  á  los  tribunales  españoles,  como  demandantes  ó  como 
demandados,  contra  españoles  ó  contra  otros  extranjeros. 


Artículo  71. 

Las  reglas  establecidas  en  los  artículos  anteriores,  se  enten- 
derán sin  perjuicio  de  lo  que  disponga  la  ley  para  casos  espe- 
ciales. 

El  art*  6.^  de  la  ley  de  1855  decía:  "Las  reglas  establecidas  en  los  artículos 
anteriores  (2.^  al  5.^ ,  en  los  que  se  establecieron  las  reglas  generales  de  com- 
petencia) se  entenderán  sin  penuicio  de  lo  que  "dispone  esta  ley"  para  casos  es- 
pecíales." De  lo  que  "disponga  la  ley,"  dice  el  que  estamos  comentando,  acep- 
tando en  lo  demás  la  redacción  de  aquél,  si  bien  debiendo  entenderse  su  referen- 
cia á  los  artículos  56  al  70  de  la  nueva  ley.  Nótese  la  diferencia  capital  que 
existe  entre  uuo  y  otro:  la  excepción  ó  el  *'sin  perjuicio"  de  aquel,  se  limitaba 
alo  que  disponía  aquella  misma  ley  para  casos  especiales;  el  de  este  á  lo  gue 
"•dÍ8]>onga  la  ley"  en  general,  ó  en  cualquiera  otra  ley  que  no  sea  la  de  Enjui- 
ciamiento, pues  lo  que  esta  dispone  para  casos  especiales  se  halla  en  los  mismos 
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artículos  anteriores  á  (jue  se  refiere.  Concuerda,  pues,  k  disposición  de  este  ar- 
tículo, no  con  aquél,  sino  con  el  320  de  la  ley  orgánica,  según  el  cual  "se  estará 
á  lo  que  establezcan  las  leyes  especiales  que  en  determinados  negocios  fijen  otras 
re^as  de  competencia." 

Y  esto  es  lo  procedente  y  lo  conforme  á  la  jurisprudencia  establecida  por  el 
Tribunal  Supremo.  Una  ley  especial  no  se  considera  derogada  por  una  general, 
á  cuya  daefe  pertenece  la  de  Enjuiciamiento  civil,  si  esta  no  contiene  derogación 
expresa  de  aquella.  Especial  es  la  ley  Hipotecaría,  por  ejemplo:  en  sus  arts.  133, 
165,  321,  366,  397  y  otros,  se  designa  el  juee  competente  para  conocer  de  los  ca- 
sos especiales  á  que  se  refieren,  y  deberá  estarse  por  tanto  en  tales  casos  á  lo  que 
sobre  este  punto  establece  dicha  ley,  y  no  á  lo  que  prescribe  la  de  Enjuiciamien- 
to cítíI,  como  tiene  declarado  riitualmente  el  Tribunal  Supremo  en  sentencias 
de  28  de  Junio  de  1872,  9  de  Enero  de  1373, 7  de  Marzo  de  1878, 14  de  Agosto  de 
1879  V  otras.  Y  lo  propio  deberá  entenderse  respecto  de  cualquiera  otra  ley  es- 
pecial,  que  establezca  reglas  do  competencia  para  los  casos  á  que  se  refiera.  So- 
bre este  punto  no  puede  haber  duda,  yista  la  disposición  final  de  la  presente  ley. 


SECCIÓN  TERCERA. 

DE  LAS  CUESTIONES  DE  COMPETENCIA. 

Artículo  72. 

Las  cuestiones  de  competencia  podrán  promoverse  por  inhibi- 
toria ó  por  declinatoria. 

La  inhibitoria  se  intentará  ante  el  Juez  6  Tribunal  á  quien  se 
considere  competente,  pidiéndole  que  dirija  oñcio  al  que  se  esti- 
me no  serlo,  para  que  se  inhiba  y  remita  los  autos. 

La  declinatoria  se  propondrá  ante  el  Juez  ó  Tribunal  á  quien 
se  considere  incompetente,  pidiéndole  que  se  separe  del  conoci- 
miento del  negocio  y  remita  los  autos  al  tenido  por  competente. 

£m  la  introducción  de  este  titule  bemos  definido  las  cuestiones  de  competen- 
cia bajo  el  concepto  de  ser  las  controrersiaB,  que  se  suscitan  entre  des  o  más 
jueces  ó  tríbuikales,  lobre  á  cuál  de  ellos  corresponde  el  conocimiento  d«  un  ne* 
ffocio.  Esta  definieron  se  concreta  á  explicar  lo  que  hasta  abora  se  ha  entendi- 
do  por  ''competencia,"  en  la  acepción  especifica  de  que  estamos  tratando;  mas 
no  se  comprenden  en  e\\%  todas  las  cuestiones  de  competencia  á  que  se  refiere  el 
artículo  que  es  objeto  de  este  comentario.  La  nuera  ley,  teniendo  en  considera- 
ción qua  siempre  que  se  pone  en  tela  de  juicio  la  competencia  del  juez,  allí  exis- 
te con  propiedad  una  cuestión  de  competencia,  usa  de  esta  denominación  en  un 
sentido  lato,  abrazando,  tanto  los  conflictos  <][ue  se  suscitan  entre  dos  jueces 
sobre  jurísdiccion  ó  atribuciones,  como  las  contiendas  quepromueren  las  partes 
ante  el  mismo  juez  que  ha  tomado  conocimiento  del  nep^io,  acerca  de  su  com- 
petencia. Bajo  este  concepto,  dice  la  ley  en  el  art.  72,  siguiendo  lo  que  sobre  es- 
ta materia  tenía  ya  sancionado  la  jurisprudeacia  antigua  y  se  hallaba  estable- 
eido  en  el  82  de  la  ley  de  1855  y  en  el  357  de  la  orgánica  del  Poder  judicial,  que 
"las  cuestiones  de  competencia  podrán  promoverse  por  inhibitoria  ó  por  decli- 
natoria." Tenemos,  pues,  siguiendo  el  tecnicismo  de  la  ley,  que  "cuestiones  de 
competencia"  so^  todas  las  que  se  premueven  acerca  de  la  competencia  del  jue£ 
para  conocer  del  negocio  de  que  se  trate,  ▼  que  tales  cuestiones  sólo  pueden  pro- 
morerse  de  dos  modos:  por  "inhibitoria,  o  por  "declinatoria."  Fijaremos  ante 
todo  la  significación  de  estas  roces,  por  ser  indispensable  para  la  buena  inteli- 
gencia de  los  precepto» leffales  j  de  cuanto  yamos  á  exponer  sobre  ellos. 

Se  llama  "inhibitoria"  Ja  petición  que  el  que  ba  sido.demandado  ante  un  juez, 
á  quien  cree  incompetente,  hace  al  que  considera  competente  para  que  le  ampa- 
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rOj  y  sosteniendo  al  mismo  tiempo  su  jurisdicción,  reclame  de  aquel  el  conoci- 
miento del  negocio,  inyitándole  a  que  se  inhiba  y  lo  remita  los  autos;  y  ''decli- 
natoria/' según  el  diccionario  de  la  Academia,  "es  la  petición  en  ^ue  se  declina 
el  fuero,  ó  no  se  reconoce  á  uno  por  legítimo  juez/'  esto  es,  la  petición  que  el  que 
ha  sido  citado  por  juez,  á  quien  cree  incompetente,  deduce  ante  este  mismo  juez 
para  que  se  separe  del  conocimiento  del  negocio  y  remita  los  autos  al  competen- 
te. Batas  definiciones  están  ajustadas  á  lo  que  ordenan  los  dos  últimos  párrafos 
del  artículo  que  estamos  comentando,  los  cuales  cencuerdan  con  los  artículos 
358  y  359  de  la  le^^  orgánica,  y  con  iguales  párrafos  del  82  de  la  de  1855,  si  bien 
corregida  la  locución  impropia  que  en  éstos  se  había  empleado  (1). 

El  objeto,  pues,  de  estas  disposiciones  ha  sido  determinar  los  dos  únicos  me- 
dios que  podrán  emnlearse  para  reclamar  contra  la  incompetencia  del  juez,  y 
desliar  el  que  ha  de  conocer  de  cada  uno  de  ellos.  En  los  artículos  siguientes 
se  dictan  reglas  comunes  á  la  inhibitoria  y  á  la  declinatoria,  y  en  el  79  se  indi- 
ca la  forma  en  que  han  de  sustanciarBe  la  una  y  la  otra;  ¡lero  como  los  demás 
artículos  de  esta  sección  se  consagran  á  ordenar  el  procedimiento  para  las  inhi- 
bitorias, resulta  que  la  misma  ley  reconoce,  como  lo  indican  también  el  epígra- 
fe de  esta  propia  sección  y  los  artículos  80  y  siguientes,  que  las  verdaderas  cues- 
tiones de  competencia,  según  la  acepción  más  técnica  y  común  de  esta  enuncia- 
tira,  son  las  que  se  promueven  por  medio  de  la  inhibitoria. 

Artículo  73. 

La  inhibitoria  y  la  declinatoria  podrán  ser  propuestas  por  los 
que  sean  citados  ante  el  Juez  incompetente,  ó  puedan  ser  parte 
legítima  en  el  juicio  prromovido. 

(1)  "Considerando  que  la  ley  provisional  sobre  organización  del  Poder  judi- 
cial rio  establece  en  su  art.  357  (igual  al  72  de  la  nueva  ley)  más  formas  de  pro- 
mover las  cuestiones  de  competencia  que  por  inhibitoria  ó  por  declinatoria,  y 
que  esta  última,  según  el  art.  359,  se  ha  de  propone^*  ante  el  juez  ó  tribunal  á 

3uicn  se  considere  incompetente,  pidiéndole  en  primer  término  que  se  separe 
el  conocimiento  de  la  causa: 

"Y  considerando  que  por  parte  de  la  Compañía  del  ferro-carril  del  Norte  no 
se  promovió  en  el  pleito  de  este  recurso  cuestión  de  competencia  en  una  de  las 
dos  formas  expresadas,  ni  se  propuso  la  declinatoria  pidiendo  al  juez  que  be  se- 


por  el  contrario,  que  siguiese  conociendo  de  él  para  que,  partiendo  oe  su  incom- 

Setencia,  declarase  nula  la  ejecuciós  que  había  despachado,  cosas  que  en  el  or- 
en de  las  ideas  jurídicas  son  inconciliables  é  implicatorias  en  cualquiera  clase 
de  juicii{^  además  contrarias  á  las  prescripciones  terminantes  de  dichos  ar- 
tículos y  su  espíritu,  como  lo  sería  si  hallándose  uno  citado  y  emplazado  con 
traslado  de  una  demanda  ordinaria  por  un  juez  que  consideraba  incompetente, 
en  vez  de  proponer  declinatoria  pidiéndole  <)ue  se  separase  de  su  conocimiento  y 
la  remitiese  al  tenido  por  eompetente,  solicitase  que  declarara  nula  la  admisión 
de  esa  demanda,  su  traslado  y  emplazamiento  por  falta  de  competencia,  sin  ajus- 
tarse en  este  caso,  como  en  el  de  que  se  trata,  al  preoe|yto  expreso  del  easo  2.  ® , 
art.  305  de  la  misma  ley  orgánica  (58  de  la  nueva),  y  sin  impedir  se  entendiese 
que  se  daba  lugar  á  la  sumisión  tácita." 

Por  estas  consideraciones,  esto  es,  por  no  haberse  promovido  la  cuestión  do 
competencia  en  la  forma  que  previene  la  le^,  se  declaro  no  haber  lugar  al  recur- 
so de  casación  en  la  forma.  C'Sent.  del  Tribunal  Supremo  de  22  de  Noviembre 
de  1873.") 

No  basta  pedirle  al  juez  que  se  separe  del  conocimiento  del  pleito,  sino  tam- 
bién que  lo  remita  al  tenido  por  competente,  designándola;  y  si  se  omite  esta  de- 
signación, está  aquel  en  su  lugar  para  seguir  conociendo.  ("Id.  id.  de  17  de  Di- 
ciembre de  1878.") 
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liemos  dicho  en  el  comentario  anterior  que  tanto  la  inhibitoria  como  la  de- 
clinatoria han  de  promoverse  por  el  que  sea  citado  6  demandado  ante  un  juez 
incompetente,  y  la  razón  es  bien  óbria.  No  corresponde  al  demandado  la  elec- 
ción del  juez  que  ha  de  conocer  del  negocio;  esta  elección  es  del  demandante,  el 
cual  queda  sometido  tácitamente  al  juez  ante  quien  ha  presentado  su  demanda 
(art.  58),^  y  de  consigruiente,  una  vez  presentada,  no  tiene  ya  derecho  para  recu- 
sarlo de  incompetente.  El  demandado  se  encuentra  en  caso  muy  distinto:  se  ye 
precisado  á  comparecer  ante  el  juez  ^ue  le  cita;  y  si  éste  no  es  competente,  y  á 
sus  intereses  se  opone  el  seguir  el  litigo  ante  él,  justo  es  que  la  le^  le  conceda 
recursos  para  eximirse  de  su  jurisdicción,  toda  rez  que  es  un  principio  de  dere- 
cho público,  sancionado  por  nuestras  le^es,  que  nadie  puede  ser  juzgado  sino 
por  juez  competente.  Sin  embargo,  también  en  algún  caso  se  rerá  precisado  el 
demandante  á  promover  esas  cuestiones;  esto  será  cuando  sea  reconvenido  sobre 
cosa  ó  materia  de  que  no  pueda  conocer  el  juez  por  falta  de  jurisdicción:  en  tal 
caso,  si  éste  admite  la  reconvención,  tendrá  el  actor  necesidad  de  provocar  la 
cuestión  de  competencia  por  cualquiera  de  los  dos  medios  que  permite  la  ley. 
Pero  como  en  este  supuesto  el  demandante  es  á  la  vez  demandado,  siempre  re- 
sulta cierta  la  regla  de  cjue  el  demandado  es  quien  provoca  tales  cuestiones. 

Esta  doctrina,  admitida  como  inconcusa  por  la  jurisprudencia,  ha  sido  san- 
cionada por  el  artículo  que  estamos  comentando,  el  ctíal  concuerda  con  el  260 
de  la  ley  orgánica,  sin  precedente  en  la  antigua  de  Enjuiciamiento  civil.  Ordé- 
nase en  él  que  tanto  la  inhibitoria  como  la  declinatoria  podrán  ser  propuestas 
"por  los  que  sean  citados"  ante  el  juez  incompetente,  y  también  "por  los  que 
puedan  ser  parte  legítima  en  el  juicio  promovido.'' 

En  cuanto  á  los  primeros^  no  puede  ofrecer  dudas  ni  dificultades  la  aplicación 
de  la  ley.  Todo  el  que  sea  citado  ó  emplazado  para  que  comparezca  en  juicio 
ante  un  juez  á  quien  él  cree  incompetente,  tiene  el  dereofao  de  promover  la  cues- 
tión de  competencia  por  uno  de  los  dos  medios  indicados,  que  autoriza  el  ar- 
tículo precedente,  siempre  que  no  haya  practicado  gestión  alguna  en  cuya  vir- 
tud se  haya  sometido.á  la  jurisdicción  de  aquel  juez,  conforme  á  lo  prevenido  en 
los  artículos  57  ^  58.  Pero  téngase  presente  que  la  citación  ha  de  ser  para  com- 
parecer en  el  juicio  como  parte,  y  no  como  testigo  ó  en  otro  concepto,  gue  no 
imprima  ó  suponga  el  carácter  de  litigante,  según  tiene  declarado  el  Tribunal 
Supremo  (1). 

La  duda  podrá  surgir  respecto  de  los  que,  sin  haber  sido  citados  ó  emplazados, 
* 'puedan  ser  parte  legítima  en  el  juicio  promovido."  Para  resolverla  en  los  di- 
ferentes casos  que  pueden  ocurrir,  téngase  presente  que  ha  sido  admitida  por  la 
jurisprudencia  como  doctrina  legal  la  de  que  tiene  derecho  á  ser  parte  en  el  jui- 
cio todo  aquel  á  quien  pueda  perjudicar  su  resolución,  ó  que  tenga  interés  direc- 
to en  la  cuestión  que  se  ventila  (2).  No  son  raros  los  casos  en  que  el  demandan- 
te, por  conveniencia  ó  por  ignorancift,  deja  de  dirigir  su  demanda  contra  algu- 
no ae  los  interesados  en  el  pleito,  acaso  el  que  tiene  más  datos  para  combitir 
sus  pretensiones.  Cuando  esto  suceda,  no  puede  negarse  á  dicho  interesado  el 
ser  parte  en  el  juicio,  pues  aunque  por  regla  general  no  perjudica  la  sentencia 
al  qu^  no  ha  litigado,  sería  privarle  de  un  derecho  legítimo,  con  perjuicio  del 
mismo  porque  se  vería  obligado  á  seguir  otro  pleito,  y  de  la  causa  pública,  tan 


^1)  Por  sentencia  de  30  de  Agosto  de  1866  se  declaró  mal  formada  una  conw» 
petencia  que  el  Juez  de  Castropol  promovió  al  de  ^irádee  á  instancia  de  varios 
testigos  residentes  en  aquel  juzgado,  que  habían  sido  citados  para  campareoer 
ante  el  se^^undo  á  declarar  en  asunto  civil.  Se  fundó  dicha  resolución  en  que,  en 
asuntos  civiles  no  pueden  promoverse  cuestiones  de  competencia  por  los  que  no 
tengan  carácter  de  litigantes,  y  por  consiguiente,  la  oposición  de  un  testigo  á 
comparecer  ante  otro  juez  que  no  sea  el  de  su  domicilio,  no  produce  un  verdade- 
ro conflicto  de'jurisdiceión,  que  pueda  decidirse  como  cuestión  de  competencia; 
sino  una  cuestión  de  otra  índole,  que  debe  ventilarse  por  medio  de  los  recursos 
ordinarios  ó  de  queja  ante  el  superior  respectivo. 

(2)  ''Considerando  ane  no  puede  decirse  qne  carece  de  personalidad  para  liti- 
gar el  aue  tiene  interés  en  el  pleito  y  se  halla  revestido  de  todos  Ips  requisitos 
que  la  ley  exige  para  comparecer  en  el  juicio."  ("Sent.  del  Tribunal  Supremo, 
en  cas.  de  34  de  Mayo  de  1871.") 
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inter«9ada  en  que  se  disminuyan  los  litigios.  Por  estas  consideraciones,  la  ley 
4.  *  ,Itít,  23,  de  la  Partida  3.  * ,  concede  el  derecho  de  apefar  al  que  sin  ser  *  'señor 
del  pleito/'  esto  es,^  sin  haber  sido  parte  en  él,  ^'pertenezca  la  pro  6  el  daño  que 
viniere  de  aquel  juicio;"  y  entre  los  motivos  de  casación  por  Quebrantamiento 
de  ibrma^  que  determina  el  art.  19^3  de  la  presente  lejr,  ocupa  el  primer  lugar  la 
falta  de  emplazamiento  eni)rimera  6  segunda  instancia,  no  de  los  que  sean  par- 
te en  el  pleito,  sino  de  las  personas  que  "hubieran  debido  ser  citadas"  para  el 
juicio,  como  expondremos  en  su  comentario. 

Además,  esta  misma  ley  permite  en  varios  casos  que  se  personen  en  el  juicio 
los  que  no  han  sido  citaoos  ó  emplazados  personalmente,  determinando  en  unos 
taxativamente  los  que  han  de  ser  considerados  como  parte  legítima,  según  pue- 
de verse  en  el  art.  1038  respecto  de  las  testamentarias,  y  concediendo  en  otros  ese 
derecho  á  todos  los  que  tengan  interés  en  el  asunto  como  lo  disponen  los  artícu- 
los 1127,  1817, 1987,  2000  y  otros. 

En  todos  los  casos,  pues,  en  que  puede  personarse  en  el  juicio  como  parte  le- 
gítima el  que  tenga  interés  en  el  asunto,  aunque  no  haya  sido  citado  ni  empla- 
zado, si  está  conociendo  de  los  autos  un  juez  que  no  sea  competente,  podrá  aquél 
promover  la  cuestión  de  competencia,  siempre -que  no  se  haya  sometido  á  su  ju- 
risdicción expresa  ni  tácitamente,  emi>leanao  cualquiera  de  los  dos  medios  que 
permite  la  ley;  esto  es,  intentando  la  inhibitoria  ante  el  juez  á  quien  crea  com- 
petente para  que  reclame  el  conocimiento  del  negocio,  ó  promoviendo  la  decli- 
natoria ante  el  mismo  juez  que  esté  conociendo  de  los  autos  para  que  se  inhiba 
y  los  remita  al  competente.  No  puede  ser  obstáculo  para  ello  el  que  demandan- 
te y  demandado,  ó  ios  demás  interesados  se  hayan  sometido  al  juez  que  esté  co- 
nociendo, pues  si  aquel  tiene  derecho  á  ser  parte  legítima  en  el  juicio,  también 
lo  tiene  para  no  ser  juzgado  sino  por  el  juez  que  sea  competente,  y  el  artículo 
que  estamos  comentando  se  lo  concede  expresamente  para  proponer  la  inhibito- 
ria ó  la  declinatoria.  Excusado  parecerá  advertir  que  no  podrá  prosperar  su 
pretensión  si  no  acompaña  la  prueba  de  su  intrrós  en  el  asunto,  que  le  dé  dere- 
cho á  ser  parte  legítima  en  el  juicio. 

Téngase  presente  que  esta  doctrina  no  puede  tener  aplicación  al  caso  en  que 
el  que  comparezca  en  el  pleito,  después  de  incoado,  lo  haga  en  subrogación  de 
uno  de  los  litigantes,  bien  como  cesionario  del  mismo,  ó  por  haber  sido  citado 
deevicción,  ó  por  otro  concepto  análogo.  En  estos  casos,  como  no  acudo  al  plei- 
to por  su  propio  y  exclusivo  interés,  sino  para  sostener  derechos  que  afectan  á 
una  de  las  partes  ó  en  sustitución  de  la  misma,  tiene  que  subordinarse  á  las  con- 
diciones de  la  litis  ya  comenzada  y  someterse  al  juez  que  de  ella  esté  conocien- 
do, como  para  las  demandas  sobre  obligaciones  de  garantía  ó  complemento  de 
otras  anteriores  lo  ordena  la  regla  3.  *  del  art.  63. 

Todo  lo  expuesto  ha  de  entenderse  en  el  supuesto  de  que  haya  "juicio  promo- 
vido," como  dice  el  art.  73,  y  de  que  los  autos  tensfan  estado  para  poder  promo- 
ver la  cuestión  do  competencia,  sobre  lo  cual  véase  el  comentario  de  los  aitfcu- 
los  75  y  76. 

Artículo  74. 

^  En  ningún  caso  se  promoverán  de  oficio  las  cuestiones  de 
competencia  en  los  asuntos  civiles;  pero  el  Juez  que  se  crea  in- 
competente por  raz<5n  de  la  materia,  podrá  abstenerse  de  conocer, 
oido  el  Ministerio  fiscal,  previniendo  á  las  partes  que  us^'n  de  su 
derecho  ante  quien  corresponda. 

Este  auto  será  apelable  en  ambos  efectos. 

Ni  en  la  ley  de  1855  ni  en  la  orgánica  de  1870  se  encuentra  disposicióii  algu- 
na que  concnerde  con  este  artículo;  pero  de  lo  que  la  una  y  la  otra  ordenaron  so- 
bre esta  materia  se  deducía  claramente  la  intención  del  legislador  «te  que  sóloá 
instancia  de  parte,  y  nunca  de  oficio,  pudieran  promoverse  las  cu«stioiie8  de 
competencia  en  asuntos  civiles,  y  así  lo  había  declarado  también  d  Tribunal 
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Supremo.  Ahora  ya  noj)uedo  haber  duda:  la  nuera  ley,  aceptando  lo  quedo 
acuerdo  con  los  principios  de  la  ciencia  se  hallaba  establecido  por  la  jurispru- 
dencia, ordena  terminantemente  que  "en  nineún  caso  se  promoverán  de  oficio 
las  cuestiones  de  competencia  en  asuntos  civi^.'*  Esta  disposición  es  la  conse- 
cuencia natural  de  lo  que  prescriben  los  artículos  64  y  66:  según  ellos,  ea  proro- 
gMe  la  jurisdicción  civil,  y  tiene  competencia  preferente  el  juez  á  quien  se  hu- 
bieren sometido  las  partes  expresa  6  tácitamente:  luego  están  oblÍ£:ados  los  jue- 
ces á  aceptar  el  conocimiento  de  los  negocios  civiles  gue  los  litigantes  sometan 
á  su  jurisdicción,  y  no  pueden,  por  tanto,  inhibirse  ni  promover  de  oficio  cues- 
tión alguna  de  competencia,  como  ya  se  ha  dicho  en  la  pág.  168. 

Esta  reffla  general  tiene  una  excepción,  que  se  deduciría  de  los  dos  artículos 
antes  citados,  si  no  la  estableciera  expresamente  el  que  estamos  comentando.  No 
puede  prorogarse  jurisdicción  á  juez  que  no  la  tenga  para  conocer  del  asunto  por 
razón  de  la  materia,  de  la  cantidad  objeto  del  litigio,  ó  del  grado  ó  instancia  en 
que  se  halle  el  negocio,  como  lo  previene  el  art.  64  y  hemos  explicado  en  su  co- 
mentario (página  168).  En  tales^  casos  es  radical  y  absoluta  la  incompetencia, 
perqué  procede* de  la  falta  de  jurisdicción,  y  como  es  de  orden  público  que  nin- 
gún juez  ni  autoridad  traspase  el' límite  de  sus  atribuciones,  de  aquí  la  facultad 
que  el  artículo  que  estamos  comentando  concede  á  los  jueces  para  que  se  absten- 

Íran  de  conocer  cuando  se  crean  incompetentes  por  razón  de  la  materia,  aunquei 
os  interesados  no  propongan  la  declinatoria  ni  la  inhibitoria.  Y  lo  propio  de- 
berá entenderse  en  los  otros  dos  casos  del  art.  64,  aunque  no  los  menciona  el  ac- 
tual, pues  la  incompetencia  por  razón  do  la  cuantía  y  de  la  instancia  está  real- 
mente comprendida  en  la  que  se  deriva  de  la  materia  litigiosa,  como  se  deduce 
también  de  los  artículos  491  y  717. 

Tenemos,  pues,  que  por  regla  general  los  jueces  y  tribunales  no  pueden  pro- 
mover de  oficio  cuestiones  de  competencia  en  asuntos  civiles;  pero  si  se  les  pre- 
sentase una  demanda  sobre  materia,  cuvo  conocimiento  corr^onda  á  la*  Aami-> 
nistración  activa  ó  á  la  contenciosa,  ó  a  la  jurisdicción  eclesiástica,  únicos  ca-> 
sos  que  hoy  pueden  ocurrir  por  hallarse  sui)rimidos  los  demás  fueros  especiales,, 
podrán  abstenerse  de  conocer,  antes  de  admitirla  y  de  darle  curso,  dictando  auto 
motivado  conforme  al  art.  371,  en  el  que,  declarándose  incompttentes  por  razón 
de  la  materia,  prevendrán  á  la9  partes  que  usen  de  su  derecho  ante  quien  corres» 
ponda.  No  podrá  dictarse  este  auto  sin  oir  previamente  al  Ministerio  fiscal,  & 

auien  incumbe  la  deiensa  de  la  jurisdicción  ordinaria  y  velar  por  la  observancia 
e  la,  ley,  como  representante  de  la  misma:  trámite  indispensable,  y  por  cuy» 
omisión  incurriría  el  juez  en  responsabilidad. 

"Este  auto  será  apelable  en  ambos  efectos/'  cunduye  diciendo  el  presente  ar* 
tículo,  para  excluirlo  de  la  regla  general  del  SOS,  sin  que  esto  sljg^fique  que  en 
ningún  caso  deberá  intentarse  previa mrn te  el  recurso  de  reposición.  Téngase 
presente  que,  se^ún  el  art.  382,  sólo  son  apülables  sin  pedir  pré vilmente  reposi- 
ción las  sentencias  definitivas  y  los  autoa  resolutorios  de  excepct  /ues  dilatorias 
é  incidentes.  Tendría  la  re  «edición  este  carác&sr  si  se  dictara  á  instancia  de 
parte,  en  cuyo  caso  deberá  oirse  á  la  óontraria  y  al  Ministerio  fiscal,  y  la  sen- 
tencia que  recaiga  será  apelable  desde  luego  como  resolutoria  de  un  incidente; 
pero  cuando  el  juez  se  abstenga  de  conocer  antes  de  admitir  la  demanda,  y  siem- 
pre que  lo  haga  de  oficio,  sin  otra  sustanciación  que  la  audiencia  al  promotor 
fiscal,  y  por  consiguiente  sin  haber  oido  á  las  partes  sobre  esta  cuestión,  el  auto* 
es  de  los  comprendidos  en  el  art.  377,  y  podrá  por  tanto  la  parte  demandante* 
pedir  reposición  dentro  de  cinco  días,  exponiendo  las  razones  que  estime  para^ 
demostrar  que  el  asunto  es  de  la  competencia  de  la  jurisdicción  ordinaria.  La 
sustanciación  de  este  recurso  de  reposición  habrá  de  entenderse  con  el  promotor 
fiscal  Y  con  1&  parte  contraria  si  se  hubiere  nersonado  en  el  juicio,  y  si  fuese 
desestimado  podrá  entonces  apelarse  dentro  ae  tercero  día,  todo  conforme  á  \o% 
artículos  378,  379  y  380. 

Hemos  dicho  que  el  juez  podrá  abstenerse  de  oficio,  oido  el  Ministerio  fis- 
cal, antes  de  dar  curso  á  la  demanda,  cuando  se  crea  incompetente  por 
razón  de  la  materia.  "¿Podrá  hacerlo  también  desptfés  de  incoado  el  juicio?'' 
Lo  tenemos  por  indudable:  en  cualquier  estado  del  juicio  en  que  se  convenza  do 
que  la  materia  litigiosa  no  es  de  la  competencia  de  la  jurisdicción  ordinaria^ 
debe  oír  sobre  ello  al  promotor  fiscal  con  suspensión  del  procedimiento,  y  abs- 
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tenerse  de  conocer  previniendo  á  las  partes  que  usen  de  su  derecho  ante  quien 
corresponda  por  la  razón  ya  indicada  de  ser  radical  su  incompetencia  por  fidta 
de  jurisdicción,  y  así  se  díeduce  del  artículo  que  estamos  comentando,  el  cual  no 
pone  limitación  á  su  precepto.  No  obsta  la  sumisión  de  las  partes,  porque  según 
los  artículos  54  y  56,  ésta  no  puede  hacerse  á  jues  que  no  pueida  conocer  del  asun- 
to por  razón  dé  la  materia,  como  no  obsta  tampoco  para  que  la  Administración 
promueva  la  competencia  en  cualquier  estado  del  juicio,  mientras  no  haya  re- 
caído sentencia  firme,  aunque  este  conodendo  del  asunto  el  Tribunal  Supremo 
por  recurso  de  casación.  Por  estas  consideraciones,  si  los  autos  pasaren  por 
apelación  á  la  Audiencia,  y  ésta  entendiere  que  no  corresponde  á  la  jurisnicción 
ordinaria  el  conocimiento  del  asunto,  deberá  dictar  la  resolución  antes  indica- 
da, oyendo  previamente  el  Ministerio  fiscal,  como  lo  ha  hecho  el  Tribunal  Su- 
premo en  un  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  no  obstante  fu^  ^^^ 
por  escrito  ni  en  el  acto  de  la  rieta  hicieron  las  partes  reclamación  alguna  so- 
bre esc  particular. 

Artículo  75. 

No  podrá  proponer  la  inhibitoria  ni  la  declinatoria  el  litigan- 
te que  se  hubiere  sometido  expresa  ó  tácitamente  al  Juez  ó  Tri- 
bunal que  conozca  del  asunto. 

Artículo  76. 

Tampoco  podrán  promoverse  ni  proponerse  cuestiones  de  com- 
petencia en  los  asuntos  judiciales  terminados  por  auto  ó  senten- 
cia firme. 

^  Estos  dos  artículos  determinan  los  casos  en  que  no  pueden  promoverse  cues- 
tiones de  competencia,  con  relación  el  primero  á  la  persona  de  los  litigantes,  y 
el  segundo  al  estado  del  neg^o.  £1  75  concuerda  con  el  361  de  la  Inorgánica, 
la  cual  no  contiene  disposición  an&loga  á  la  del  76.  En  la  1^  de  1855  nada  se 
estableció  expresamente  sobre  lo  que  uno  y  otro  artículo  ordenan;  pero  se  dedu- 
cía de  sus  disposiciones,  y  en  ese  mismo  sentido  se  había  fijado  la  jurispruden- 
cia por  las  decisiones  del  Tribunal  Supremo,  de  suerte  que  ahora  se  eleva  á  pre- 
cepto legal  lo  que  ¿ntes  era  regla  de  jurisprudencia. 

I. 

En  cuanto  á  la  persona  de  los  litigantes,  como  á  nadie  es  lícito  ir  coníra  sus 
propios  actos,  el  litigante  que  por  su  voluntad  y  por  medio  de  los  actos  que  de- 
terminan los  arts.  56,  57  y  58  se  hubiere  sometido  expresa  y  tácitamente  al  juez 
q^ue  conozca  del  asunto  con  jurisdicción  prorogable,  no  puede  negarle  después  la 
competencia  en  el  mismo  asunto,  ni  promover  la  cuestión  por  ninguno  de  los 
d  s  medios  que  permite  el  art.  72.  Así  lo  había  declarado  el  Tribunal  Supre- 
mo íl),  y  lo  ordena  ahora  expresamente  el  art.  75,  v  como  es  prohibitivo  su  pre- 
cepto, no  podrá  prosperar  en  ningún  caso  la  inhibitoria  ni  la  declinatoria  que 
proponga  cualquier  litigante  después  de  haberse  sometido  expresa  ó  tácitamente 
al  juez  ó  tribunal  que  esté  conociendo  del  asunto.  Si  se  promueve  la  cuestión  de 

(1)  "Considerando  que  Toumé  reconoció  voluntariamente^  del  modo  más  ex- 
plícito la  jurisdicción  del  Juzgado  de  la  Magdalena  (ante  el  cual  promovió  el 
-juicio  de  testamentaría  como  albaoea  de  Gamacho),  y  que  obró  contra  sus  pro- 
pios hechos  promoviendo  la  inhibitoria  ante  el  Tribunal  de  Comercio"  (sobre  un 
incidente  de  dicho  juicio). — "Considerando  que,  así  como  las  partes  carecen  de 
derecho  para  variar  á  su  arbitrio  las  condiciones  de  los  juicios  y  las  formas  ex- 
ternas de  cada  uno  de  ellos,  tampoco  le  tienen  para  reconocer  y  á  la  ves  negar 
competencia  á  un  mismo  juez."  ("Sent.  en  apel.  de  1.  ®  de  Diciembre  de  1863.") 
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competencia  en  la  forma  que  para  cada  caso  se  indica  en  el  art.  79,  el  jaez  no 
podrá  prescindir  de  darle  curso  sustanciándola  por  los  trámites  correspondien- 
tes; pero  deberá  declarar,  al  resolver  el  insidente,  no  haber  lugar  á  la  declina- 
toria, si  se  hubiera  empleado  este  medio.  6  que  no  há  lu|[ar  al  requerimiento  de  ' 
inhibición,  y  si  ya  se  hubiere  hecho,  desistir  de  la  inhibitoria,  en  los  casos  res- 
pectivos de  los  arts.  86  y  95,  luego  que  conste  la  sumisión  del  que  hubiere  pro- 
movido la  contienda,  condenánoole  en  las  costas  por  su  notoria  temeridad. 

La  doctrina  que  acabamos  de  exponer  será  ai>li<»ble  á  todos  los  casos  en  que, 
conforme  á  los  arts.  54  y  56,  sea  prorogable  la  jurisdicción,  pues  si  no  lo  fuese, 
como  no  puede  producir  efecto  la  sumisión  y  es  nulo  todo  lo  que  se  actúe  ante 
juez  que  earezca  de  jurisdicción  para  conocer  del  asunto,  en  cualquier  estado  del 
juicio,  en  ^ue  se  note  la  falta,  podrá  promoverse  la  cuestión  de  competencia,  y 
aun  inhibirse  el  juez  de  oficio,  como  hemos  expuesto  en  el  comentario  anterior. 

Se  deduce  también  del  art.  75,  que  mientras  el  litigante  no  ejecute  acto  algu- 
no de  sumisión  expresa  ó  tácita  ante  el  juez  que  esté  conociendo  del  asunto,  pue- 
de promover  válidamente  la  cuestión  de  competencia  por  medio  de  la  inhibitoria 
6  de  la  declinatoria,  si  bien  no  podrá  utilizar  la  segunda  como  excepción  dila- 
toria cuando  haya  trascurrido  el  término  que  para  esto  concede  el  art.  535.  La 
declaración  de  rebeldía  no  priva  al  litigante  de  los  recursos  que  le  competan,  sin 
otra  limitación  que  la  de  aceptar  el  prooedimiento  en  el  estado  en  que  se  halle 
cuando  se  persone  en  los  autos  (art.  766):  de  consiguiente,  podrá  proponer  la  de- 
clinatorla  como  artículo  <te  previo  pronunciamiento,  ó  intentar  la  inhibitoria 
ante  el  juez  á  quien  crea  competente.  Véase  el  comentario  del  art.  79. 

II 

Con  relación  al  estado  del  negocio,  ordena  el  art.  76  que  en  los  asuntos  judí- 
ciales  terminados  por  auto  ó  sentencia  firme  üó  podrán  promoverse  por  los  tri- 
bunales, ni  proponerse  por  las  partes,  cuestiones  de  competencia.  Lo  mismo  es- 
taba ya  prevenido  paralas  competencias  con  la  Administración  por  el'reglamen- 
to  de  25  de  Setiembre  de  1863,  en  cuyo  art.  54  se  dice  que  los  gobernadores  no 
podrán  suscitar  contienda  de  competencia  en  los  pleitos  fenecic&s  por  sentencia 
pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada»  A  esta  sentencia  se  da  hoy  la  denomina- 
ción de  "sentencia  firme"  que  es  aquella  contra  la  cual  no  cabe  recurso  alguno 
ordinario  ni  extraordinario,  ya  por  su  naturaleza,  ya  por  haber  sido  consentida 
por  las  partes,  según  la  define  el  art,  369  de  la  presente  ley.  Los  mismos  efectos 
piy>dnce  el  auto  firme  que  ponga  término  al  pleito  haciendo  imposible  su  conti- 
nuación. En  todos  estos  casos  la  ley  no  permite  que  se  promueva  contienda  de 
competencia  por  respeto  á  la  cosa  juzgada,  y  porque  realmente  carecería  de  ob 
jeto  dicha  contienda. 

Tamhién  eí  Tribunal  Supremo  había  declarado  en  varios  casos  de  cometen- 
cia  (1)  que,  sobre  asuntos  o  juicios  terminados  sin  oposición  ó  por  sentencia  fir- 
me, no  podían  tener  tugar  cuestiones  de  competencia;  y  que  para  dicho  efecto^ 
-  lo  mismo  que  para  el  &  acumulación,  se  entendía  terminado  el  juicio  ejecutivo 
.  después  de  pronunciada  y  consentida,  ó  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  U 
sentencia  de  remate,  pues  las  actuaciones  posteriores  no  tienen  otro  concepfb 
que  el  de  diligencias  necesarias  para  el  cumplimiento  de  una  sentencia  ejecuto- 
ria (2).  ¿Deberá  considerarse  vigente  en  el  día  de  esta  juiisprudencia? 

Podrá  dar  lugar  á  esta  duda,  por  haberse  regido  hasta  ahora  por  una  misma 
regla  las  acumulaciones  y  las  competencias,  la  disposición  deí  art.^  167  de  la 
nueva  ley,  que  deroga  dicha  jurisprudencia  respecto  de  las  acumulaciones.  Or- 
dénase eh  él  que  en  los  juicios  ejecutivos  no  sera  obstáculo  para  la  acumulación* 
cuando  proceda,  el  que  haya  recaído  sentencia  firme  de  remate.  "Para  este  efec^ 
to,  añade,  no  se  tendrán  por  terminados  mientras  no  quede  pagado  el  ejecutan- 
te, ó  se  declare  la  insolvencia  del  ejecutado."  Nótese  que  la  ley  limita  su  precep- 
to á  los  casos  de  acumulación;  "para  este  efecto,"  y  de  consiguiente  sólo  para  él, 

(1)  Sentencias  de  17  de  Enero  de  1859, 14  de  Noviembre  de  1860, 1.  ®  de  Oc- 
tubre  de  1862,  20  de  Agosto  de  1864, 1 .  ®  de  Abril  de  1865  y  otras, 

(2)  Sentencias  de  11  de  Setiembre  de  1861,  6  de  Setiembre  de  1864,  28  de  Fe- 
brero y  14  de  Junio  de  1866,  10  de  Junio  de  1878  y  otras. 
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por  las  ra^^ones  que  expondremos  al  comentar  dicho  artículo.  Por  esta  limita- 
ción, y  porque  nada  áe  ha  innovado  ^ara  las  competencias,  tenemos  por  induda* 
ble  ^uc  para  estos  efectos  queda  subsistente  la  jurisprudencia  antes  expuesta  de 
considerar  terminados  los  juicios  ejecutivos  con  la  sentencia  de  remato,  loeigo 
que  sea  firme,  y  comprendidos  por  tanto  en  la  disposición  del  art.  76  que  esta- 
mos comentando.  El  ejecutado  gue  no  quiera  someterse  al  juez  incompetente 
que  esté  conociendo  de  la  ejecución,  deberá  proponer  la  declinatoria  ó  la  inhi- 
bitoria antes  de  que  sea  firme  la  sentencia  de  remate,  sin  practicar  ninguna  otra 
gfestión  en  los  autos  que  implique  su  sumisión  expresa  ó  tácita,*  y  no  obsta  el 
[ue  el  juez  requerido  reciba  el  oficio  de  inhibición  después  de  haber  pronuncia- 
do dicha  sentencia,  como  tam]90co  el^  que  el  ejecutado  no  haya  reclamado  de 
ella,  pues  apelar  y  persistir  al  mismo  tiempo  en  rehusar  por  incompetente  al  juez, 
serían  actos  contradictorios,  según  el  art.  58.  Así  lo  tiene  declarado  también  el 
Tribunal  Supremo.  (1).  .      .  - 

IIL 

Aunque  la  loy  sólo  habla  de  "juicios  terminados"  en  el  artículo  que  estamos 
comentando,  existen  otros  casos  en  que  por  razón  del  estado  del  neg^ocio  tampo- 
co pueden  promoverse  ni  proponerse  cuestiones  de  competencia.  \  amos  á  indi- 
carlos siguiendo  también  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo.^ 

Admitida  en  ambos  efectos  la  apelación  en  Cualquier  asunto  judicial,  el  juez 
que  de  él  haya  conocido  no  puede  promover  ni  admitir  cuestión  de  competencia 
sobre  el  mismo  negocio  ínterin  no  se  resuelva  la  apelación,  porque  mientras  tan- 
to queda  su  jurisprudencia  en  suspenso,  y  no  la  tiene  para  conocer  del  asunto 
principal  ni  de  sus  incidencias  (2),  fuera  de  las  exceptuadas  hoy  por  el  art.  390, 
respecto  de  ias  cuales  podrá  admitir  la  contienda.  Ue  consiguiente,  en  aquel  ca- 
so, si  el  juez  fuese  requerido  de  inhibición^  deberá  poner  en  conocimiento  del 
requirente  el  estado  del  «negocio  para  que  se  dirija  á  quien  corresponda,  devol- 
viéndole el  testimonio  que  le  habrá  remitido  conforme  á  lo  prevenido  en  el  ar- 
tículo 88. 

Tampoco  puede  suscitarse  cuestión  de  competencia  antea  de  halierse  intenta- 
do válidamente  una  acción  enjuicio.  Así  se  deduce  de  las  palabras  * 'juicio  pro- 
movido," empleadas  en  el  art,  73,  y  lo  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  en 
repetidos  casos  (3).  Es  consecuencia  de  este  principio  que  si  las  actuaciones  ju- 
diciales tienen  por  objeto  el  reconocimiento  de  una  firma  ó  la  confesión  judicial 
para  preparar  la  ejecución,  ó  cualesquiera  otras  diligencias  preliminares  de  vm. 
juicio,  como  no  equivalen  al  ejercicio  de  una  acción,  aun  cuando  se  dirijan  á 
prepararla,  sobre  el  conocimiento  de  tales  actuaciones  no  puede  promoverse 
cuestión  de  competencia.  Estas  cuestiones  deben  decidirse  con  arreglo  á  las  ac- 
ciones que  se  ejerciten,  aunque  sin  prejuzgar  su  oportunidad  ó  legítima  proce- 
dencia (á),  y  de  aquí  también  la  necesidad  de  esperar  para  promoverlas  á  que 
se  entable  la  correspondiente  demanda,  pues  mientras  tanto  no  hay  materia  ni 
fundamento  bastante  para  producir  conflicto  jurisdiccional. 

Respecto  délos  "actos  de  jurisdicción  voluntaria"  habla  declarado  el  Tribu- 
nal Supremo  (5)  que  no  tenía  cabida  en  ellos  la  cuestión  de  competencia,  por- 
que esta  la  concedía  la  regla  1."  del  art.  1208  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 

(1)  Sentencias,  en  competencia,  de  19  de  Noviembre  de  1662, 2  de  Junio  de 
1863, 13  de  Abril  de  1866  y  otras, 

(2)  Sentencia  en  competencia  de  29  de  Julio  de  1858. 

(3)  Sent,  en  comp.  de  9  de  Diciembre  de  1861, 21  de  Setiembre  de  1878  y  otras. 
En  ésta  se  establece  la  siguiente  doctrina:  "Considerando  que  para  estimarse 
entablada  leffalmente  una  competencia  de  jurisdicción  es  indispensable  que  ésta 
verse  sobre  el  conocimiento  de  una  demanda,  en  la  cual  se  haya  ejercitado  una 
acción  directa  y  concreta,  puesto  que  la  naturaleza  de  ésta  constituye  la  base 
esencial  para  determinar,  con  rreglo  á  las  disposiciones  de  la  ley,  que  juez  debe 
entender  en  el  juicio  que  en  su  virtud  haya  de  seguirse." 

(4)  Sent,  en  comp.  de  8  de  Julio  de  1878. 

(5)  Sent.  en  comp.  de  22  de  Julio  y  30  de  Septiembre  de  1875,  2  de  Junio  de 
1877  y  otras. 


** 
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de  1855  al  juez  ante  quien  se  presentaren,  y  sólo  podría  promoverse  cuando 
aquellos,  perdiendo  su  carácter  de  jurisdicción  voluntaria  por  la  oposición  de 
parte  legitiina,  se  conviertan  en  asuntos  esencialmente  contenciosos.  Creemos 
que  esta  jurisprudencia,  aunque  se  considere  subsistente  para  los  efectos  de  la 
sumisión  expresa  ó  tácita,  como  hemos  dicho  en  la  p^na  190  y  sic^iente,  ha 
sido  modificada  por  la  nueva  ley  en  cuanto  declaraba  inadmisibles  las  cuestio- 
nes de  competencia  en  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria.  En  las  reglas  16  y 
siguientes  del  art.  63  se  determina  el  juez  competente  para  conocer  de  cada  uno 
de  estos  actos,  y  serían  baldías  é  ilusorias  tales  reglas  si  el  que  deba  ser  oído  6 
tenga' derecho  a  oponerse  no  pudiera  promover  la  cuestión  de  competencia  para 
que  conozca  del  acto  el  juez  designado  por  la  misma  ley.  Por  esto,  y  por  la  no- 
vedad de  haber  incluido  el  presente  título  en  el  libro  I,  cuyas  disposiciones  son 
comunes  á  la  jurisdicción  contenciosa  y  á  la  voluntaria,  tenemos  por  indudable 
que  lo  mismo  en  la  una  que  en  la  otra  tienen  hoy  cabida  las  cuestiones  de  com- 
petencia, y  por  consiguiente  que  )>neden  promoverse  por  inhibitoria  y  por  decli- 
natoria o  a  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  por  los  que  tengan  derecho  á 
ser  ijarte  legítima  en  ellos,  sin  necesidad  de  esperar  á  que  se  conviertan  en  con- 
tenciosos. 

Artículo  77. 

El  que  hubiere  optado  por  uno  de  los  medios  señalados  en  el 
art.  72,  no  podrá  abandonarlo  y  recurrir  al  otro,  ni  emplear  am- 
bos simultánea  ó  sucesivamente,  debiendo  pasar  por  el  resultado 
de  aquel  á  que  hubiere  dado  la  preferencia.  * 

Artículo  78 

El  que  promueva  la  cuestión  de  competencia  por  cualquiera 
de  los  dos  medios  antedichos,  expresará  en  el  escrito  en  que  lo  ha- 
ga, no  haber  empleado  el  otro  medio. 

Si  resultare  lo  contrario,  por  este  solo  hecho  será  condenado  en 
las  costas  del  incidente,  aunque  se  decida  á  su  favor  la  cuestión 
de  competencia. 

Estos  dos  artículos  concuerdan  con  los  83  y  84  do  la  antigua  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  y  con  el  363  y  párraío  2.®  del  365  de  la  orgánica  del  Poder  judi- 
cial. £n  nuestra  antigua  práctica  el  litigante  que  era  vencido  en  la  declinato- 
ria, podía  luego  recurrir  á  la  inhibitoria,  aunque  no  al  contrario,  v  á  veces  se 
hacía  uso  simultáneamente  de  ambos  recursos.  La  ley  de  1855  cortó  esto  abuso, 
<[ue  daba  lugar  á  que  una  misma  cuestión  se  ventilara  dos  veces  entre  los  mis- 
mos litigantes,  con  el  peligro  de  fallos  contradictorios,  y  estableció  la  buena 
doctrina  que  se  reproduce  en  los  dos  artículos  que  estamos  comentando.  Dos 
medios,  la  inhibitoria  y  la  declaratoria,  concede  el  72  para  promover  las  cues- 
tiones de  competencia:  el  que  sea  citado  ó  ten^a  que  comparecer  ante  un  juez  á 
quien  crea  incompetente,  puede  elegir  cualquiera  de  dichos  dos  medios,  cuya 
elección  dependerá  de  las  circunstancias  de  cada  caso  apreciadas  por  el  letrado 
director;  pero  después  de  optar  por  uno  de  ellos,  está  obligado  á  pasar  por  el  re- 
sultado del  mismo,  sin  que  le  sea  lícito  abandonarlo  para  recurrir  al  otro,  ni 
emplear  los  dos  simultánea  ó  sucesivamente.  (1) 

(1)  Sen  varias  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  que  se  han  limitado  á  re- 
producir esta  disposición  de  la  ley,  por  lo  cual  no  es  de  interés  citarlas;  pero 
conviene  conocer  la  doctrina  que,  como  consecuencia  y  aplicación  práctica  de 
aquella,  se  establece  en  la  de  23  de  Mayo  de  1860.  Según  esta  sentencia,  el  juez 
^  tribunal  á  quien  conste  haberse  propuesto  la  declinatoria  ante  el  juez  que  co- 


Digitized  by  VjOOQ IC 


122  GUIA  PRACTICA  DE  DERECHO 

Para  que  pueda  ser  eficaz  dicha  disposición  del  art.  77,  y  (tomo  sanción  penal 
de  la  misma,  ordena  el  78: 1.  ® ,  que  el  ^ue  promuera  la  cuestión  de  competencia 
por  cualquiera  de  los  dos  medios  antedichos,  esto  es,  haciendo  uso  ya  ele  la  in- 
hibitoria, ó  bien  de  la  declinatoria,  deberá  expresar  en  el  escrito  en  que  lo  ha- 
ga, no  haber  empleado  el  otro  medio;  y  2.  ^ ,  que  no  obstante  esta  manifes- 
tación, «i  resultare  lo  contrario,  por  este  solo  hecho  será  condenado  en  las  cos- 
tas del  incidente,  aunque  se  decida  á  su  favor  la  cuestión  de  competencia. 

En  cuanto  al  primor  extremo,  nótese  que  es  imperativo  el  precepto  de  la  ley, 
y  no  puede  prescindirse  de  su  cumplimiento.  De  consiguiente,  si  en  el  escrito 
proponiendo  la  declinatoria  se  omitiera  la  expresión  de  no  haberse  empleado  la 
inhibitoria,  ó  al  contrario,  el  juez  deberá  abstenerse  de  darle  curso,  mandando 
á  la  parte  que  pida  en  forma,  ó  aue  luego  que  llene  el  requisito  exi^do  por  el 
art.  78,  se  acordará  lo  que  proceda,  que  será  lo  que  previene  el  85,  si  se  intenta 
la  inhibitoria,  ó  dar  traslado  á  la  parte  contraria  si  se  promueve  la  declinato- 
ria como  excepción  dilatoria  ó  como  incidente,  conforme  en  cada  caso  á  los  ar- 
tículos 637  y  749. 

Respecto  del  segundo  extremo,  téngase^  presente  que  la  condena  de  costas  á 
quo  83  refiere,  no  es  por  haber  intentado  simultánea  ó  sucesivamente  la  inhibi- 
toria y  la  declinatoria,  ni  por  la  omisión  de  expresar  en  el  escrito  que  no  se  ha- 
bía empleado  el  otro  medio;  sino  por  la  falsedad  en  asegurar  esta  circunstancia 
no  siendo  cierto.  Así  lo  declaró  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  27  de 
Agosto  de  1856,  sujetándose  al  precepto  terminante  de  la  ley.  "Si  resultare  lo 
contrario,"  dice  el  artículo  que  estamos  comentando,  esto  es,  si  resultare  ha- 
berse empleado  el  otro  medio,  cuando  en  el  escrito  se  hubiese  expresado  lo  con- 
trario, "por  este  solo  hecho"  de  faltar  á  la  verdad  será  condenaao  en  las  costas 
del  incidente  el  que  hubiere  promovido  la  cuestión  de  competencia,  aunque  esta 
se  decida  á  su  ímor.  La  ley  antigua  añadía,  "ó  aunque  ella  abandone  en  lo  su- 
cesivo;" palabras  que  se  han  suprimido  en  la  nueva,  sin  duda  por  innecesarias, 
pues  es  de  estricta  justicia  la  condena  de  costas  á  todo  el  que  abandona  una  ac- 
ción ó  incidente,  ó  desiste  y  se  aparta  de  actuaciones  judiciales  promovidas  por 
él  mismo. 

En  Iti  aplicación  práctica  de  estas  disposiciones  puede  ocurrir  que  el  que  haga 
uso  simultánea  ó  sucesivamente  de  los  aos  medios  de  que  se  trata,  omita  la  ex- 
presión de  haber  empleado  el  otro,  y  que  sin  embareo  que  el  juez  dé  curso  á  su 
selicitud.  En  tal  caso,  lo  mismo  que  cuando  se  falte  a  la  verdad  sobre  dicho 
punto,  como  el  art.  77  obliga  á  pasar  por  el  resultado  del  medio  á  que  el  litigan- 
te hubiere  dado  la  preferencia,  deberá  desestimarse  con  costas  la  se^^u^da  pre- 
tensión luego  que  resulte  haberse  utilieado  previamente  el  otro  medio.  Pero  si 
el  juez,  ante  quien  se  hubiere  propuesto  la  inhibitoria  después  de  entablada  la 
declinatoria,  insistiere  en  sostener  su  competencia,  como  ya  ha  ocurrido  varias 
veces,  será  preciso  sustanciarla  por  los  tramites  establecidos  en  los  artículos  85 
y  simientes,  para  que  resuelva  el  conflicto  el  superior  común^  pues  no  hay  otro 
medio  de  dirimir  la^contienda,  debiendo  suspender  sus  procedimien  tos  mientras 
tanto  el  juez  qne  conozca  de  la  declinatoria,  conforme  al  art.  89. 

Cuando  esto  ocurra,  si  el  incidente  sobre  la  declinatoria  estuviese  ya  determi- 
nado por  auto  ó  sentencia  firme,  habrá  de  estarse  á  su  resultado,  declarando  el 
tribunal  dirimente  no  haber  lugar  á  resolver  la  cuestión  de  competencia  por 
hallarse  ya  resuelta,  como  lo  declaró  el  Supremo  en  las  sentencias  de  14  de  se- 
tiembre de  1858  y  23  de  Mayo  de  1860.  En  otro  caso,  esto  es,  cuando  el  iuez  re- 
Sierido  hubiese  suspendido  el  procedimiento  durante  la  stistanciación  de  la  de- 
inatoria,  deberá  dirimir  la  contienda  el  tribunal  superior  á  quien  correspon- 
da decidirla,  puesto  que  no  existe  sentencia  firme  que  lo  impida,  y  es  indispen- 
flable  resolver  el  conilicto. 

^  En  todos  estos  casos  deben  imponerse  las  costas  de  la  cuestión  de  competen- 
cia á  la  parte  que  hubiere  intentado  la  inhibitoria  después  de  haber  propuesta 

noce  del  negocio,  debe  abstenerse  de  admitir  la  reclamación  de  inhibitoria,  y  de 
oficiar  á  este,  puesto  que  en  tal  caso  no  existen  medios  hábiles  para  entablar  la 
contienda  jurisdiccional:  no  haciéndolo  así,  procede  con  infracción  de  los  ar- 
tículos 83  y  84  (hoy  77  y  78)  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  no  hay  térmi* 
nos  hábiles  para  dirimir  la  contienda» 
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/a  declinatoria,  aunque  se  deeida  aquella  á  su  favor.  "Propuesta  por  declinato- 
ria la  cuestión  de  competencia,  no  puede  intentarse  por  inhibitoria  sin  incurrir 
en  la  condena  de  costas,"  ha  dicho  el  Tribunal  Bnpremo  ea  sentencias  de  28  de 
Agosto  de  1862  y  10  d«  Febrero  de  1878,  Además  de  estar  comprendido  este  ca- 
so en  el  espíritu  del  art.  78  (el  84  de  la  anti(pia  ley,  del  que  se  hace  aplicación 
en  la  segunda  de  dichas  sentencias),  cuando  en  el  escrito  no  se  haya  rallado  á 
la  rerdad,  que  es  el  hecho  concreto  á  que  dicho  artículo  se  refiere,  existe  otra 
rasón  que  exige  la  condena  de  costas,  cual  es  la  temeridad,  por  la  infracción  ma- 
nifiesta del  art.  77,  con  que  procede  el  que  promuere  la  inhibitoria  después  de 
haber  propuesto  la  declinatoria,  ó  hace  uso  simultáneamente  de  ambos  recursos. 
Corresponderá  al  juez  ó  tribunal  que  desista  de  la  cuestión  de  competencia  por 
resultar  haberse  empleado  el  otro  medio,  im^ner  dicha  condena,  deoiendo  acor- 
darla en  el  mismo  auto  en  que  desista  de  la  inhibitoria  ó  deniegue  la  declinato- 
ria; pero  si  formalisada  la  contienda,  tiene  que  dirimirla  el  superior  común,  no. 
son  JOS  jueces  contendientes  los  llamados  por  la  ley  para  imponer  dichas  cos- 
tas, sino  el  triJbunal  dirimente,  como  lo  declaró  el  Supremo  en  la  sentencia  ya 
citada  de  27  de  Agosto  de  1856.  Las  costas^  de  que  se  trata  no  pueden  ser  otras 
que  las  causadas  en  el  incidente  ó  cuestión  de  competencia,  que  se  resuel- 
ra  por  el  auto  ó  sentencia  en  que  se  impongan,  como  lo  confirma  el  párrafo  2.^ 
del  art.  1U8. 

Indicaremos,  por  último,  que  la  disposición  de  los  artículos  que  estamos 
com^tando,  ni  la  de  otro  alguno,  no  se  oponed  que,  resuelta  á  favor  de  un  juz- 
gado la  cuestión  de  competencia,  pueda  disputársela  otro  que  so  crea  con  mejor 
derecho  para  conocer,  siempre  que  lo  haga  a  instancia  de  parte  legítima  que  na 
haya  interrenido  en  el  incidente  ya  resuelto  (1),  pues  si  mterrino,  quedó  obli- 
gada dicha  parte  á  pasar  por  la  resolución  firme  que  se  hubiere  dictado,  sin  que 
le  sea  lícito  promover  de  nuevo  la  misma  cuestión  bajo  ningún  concepto.. 


Artículo  79. 

Las  declinatorias  se  sustanciarán  como  excepciones  dilatorias, 
6  en  la  forma  establecida  para  los  incidentes. 

Las  inhibitorias  por  los  trámites  ordenados  en  los  artículos 
que  siguen. 

Después  de  dictar  las  disposiciones  que  son  comunes  á  los  dos  medios  que  con*" 
cede  el  artículo  72  para  promover  las  cuestiones  de  competencia,  se  determina  en 
el  79  el  procedimiento  que  ha  de  emplearse  en  cada  uno  de  ellos.  Aunque  en  la  ley 
de  ISdS  no  se  consignó  expresamente  lo  que  en  este  artículo  se  ordena,  se  dedu- 
cía de  sus  disposiciones.  Y  en  la  orgánica  del  poder  judicial,  después  de  estable- 
cer el  procedimiento  para  las  inhibitorias,  se  diio  en  en  el  art.  392  que  "las  de- 
clinatorias se  sustanciarán  en  la  forma  que  establezca  para  los  incidentes  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil/'  olvidándose  de  que  la  forma  más  general  de^propo- 
nerlasy  sustanciarlas  era  la  de  lasexcepciones  dilatorias.  Esta  omisión  queda 
subsanada  por  el  artículo  que  estamos  comentando. 

"Las  declinatorias,  dice  este  artículo,  se  sustanciarán  como  excepciones  dila- 
torias, ó  en  la  forma  establecida  para  los  incidentes.''  Se  indican  los  dos  proce- 
dimientos, porque  los  ¡dos  pueden  emplearse,  no  á  elección  de  (los  litigantes, 
sino  el  que  corresponda  según  las  circunstancias  do  cada  caso.  Se  sustanciarán 
como  excepciones  dilatorias  cuando  se  propongan  como  tales  en  los  juicios  ea 
que  la  ley  lo  permite  y  dentro  desplazo  que  la  misma  determina,  y  en  los  demás 
casos  han  de  sustanciarse  en  la  forma  establecida  para  los  incidentes. 

En  los  juicios  ordinarios  de  mayor  cuantía,  la  declinatoria,  ó  sea  la  excepción 
dé  incompetencia  de  jurisdicción,  se  sustanciará  como  dilatoria,  por  los  trámi- 

(1)  De  la  decisión  del  Tribunal  Supremo  en  una  contienda  jurisdiccional  á  fa- 
vor de  uno  de  los  juigados  contendientes  no  puede  inferirse  que  quedó  estable- 
cida la  competencia  absoluta  de  este  juzgado,  de  suerte  que  ya  i>o  pueda  dispu- 
társela un  tercero,  si  lo  hay  con  mejor  derecho  para  conocer,  ("Sent.  en  comp, 
de  19  de  Febrero  de  lé57.'^^ 
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tea  que  determina  el  artículo  537,  si  se  propone  dentro  de  los  seis  días  siguientes 
al  de  la  notificación  de  la  providencia  en  que  se  mande  contestar  á  la  demanda 
(art-  535).  En  los  de  menor  cuantía;  puede  proponerse  también  como  dilatoria 
dicha  excepción  en  la  contestación  ala  demanaa  (art.  687);  en  los  yerbales,  en 
el  mismo  acto  de  la  comparecencia  para  el  juicio  (arts.  496  y  730),  y  en  los  eje- 
cutiyoii  al  tiempo  de  formalizar  la  oposición  (arts.  1,463, 1,4647  párrafo  último 
del  1,473).  Fuera  de  estos  casos,  siempre  aue  se  proponga  la  declinatoria,  tanto 
en  dichos  juicios,  con  exclusión  de  los  yerbees,  lo  ciml  podrá  suceder  cuando  se 
persone  el  demandado  después  del  período  en  que  puede  utilizarla  como  excep- 
ción dilatoria,  como  en  los  demás  no  mencionados  y  en  los  actos  de  jurisdicción 
yoluntaria,  ha  de  sustanciarse  por  los  trámites  establecidos  para  los  incidentes  en 
el  título  3.  ®  del  libro  2.  ® ,  con  suspensión  del  curso  de  la  demanda  principal 
por  ser  de  los  que  sirven  de  obstáculo  á  la  continuación  del  juicio  (art.  744).  Véa- 
,se,  pues,  como  no  queda  ni  podía  quedar  al  arbitro  ó  elección  de  los  litigantes 
emplear  una  ú  otra  forma  de  las  dos  que  disyuntivamente  se  indican  en  el  art. 
79  para  sustanciar  las  declinatorias;  y  no  se  olvide  lo  que  ordena  «1  75.  - 

Concluye  el  artículo  que  estamos  comentando  estableciendo  que  las  inhibito- 
rias se  sustanciarán  por  los  trámites  ordenados  en  los  artículos  que  siguen:  de 
suerte  que  el  procedimiento  que  se  ordena  en  la  presente  sección  es  sólo  para  las 
cuestiones  de  competencia  aue  se  promueven  por  medio  de  la  inhibitoria,  con 
intervención  de  dos  jueces  o  tribunales  que  se  disputan  el  conocimiento  del  ne- 
gocio, lo  cual  confirma  lo  que  y»  hemos  dicho  de  que  estas  sonr^  las  verdaderaai 
cuestiones  de  competencia,  segiin  la  acepción  más  técnica  y  común  de  esta  enun- 
ciativa. 


Artículo   80. 

Pueden  promover  y  sostener,  á  instancia  de  parte  legitima,  las 
cuestiones  de  competencia: 
1^  Los  Juzgados  municipales. 
2*?  Los  Juzgados  de  primera  instancia. 
3*?  Las  Audiencias. 

En  este  artículo,  ánmitación  de  lo  que  se  ordenó  en  el  352  de  la  ley  orgánica 
de  1870,  y  sin  concordante  en  la  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855,  se  determinan 
los  juzgados  y  tribunales  <\ue  pueden  promover  y  sostener  cuestiones  de  compe- 
tencia por  medio  de  la  inhibitoria,  que  son  todos  los  de  la  jurisdicción  t^rdina- 
ria,  con  exclusión  del  Tribunal  Supremo.  Esta  excepción,  hecha  también  en  el 
artículo  353  de  la  ley  orgánica,  se  funda  en  la  índole  especial  de  sus  funciones 
y  en  ser  el  superior  común  de  todos  los  tribunales  y  juzgados  de  dicha  jurisdic- 
ción, cuya  circunstancia  impide  tales  cuestiones  entre  estos  y  aquel,  por  las  ra* 
zones  que  indicaremos  en  el  siguiente  comentario. 

Los  jueces  municipales,  los  de  primera  instancia  y  las  Audiencias  pueden  pro- 
mover y  sostener  entre  sí,  como  se  ha  practicado  hasta  ahora,  cuestiones  de 
competencia,  sin  otra  limitación  que  la  que  se  establece  en  el  art.  81.  Un  juez 
municipal  puede  disputar  la  competencia  para  conocer  de  un  negocio  determi- 
nado á  otro  de  su  misma  clase  del  mismo  ó  de  diferente  partido  judicial,  y  tam- 
bién á  un  juez  de  primera  instancia  de  otro  partido  y  á  una  Audiencia,  que  no 
sea  la  del  distrito  á  c[ue  aquel  pertenezca,  y  vice  versa;  pero  nunca  al  juez  de 
primera  instancia  ni  á  la  Audiencia,  á  quienes  esté  subordinado,  ni  estos  contra 
aquel,  para  que  no  se  relajen  los  lazos  de  subordinación  y  disciplina.  T  lo  mis- 
mo ha  de  entenderse  reroecto  de  los  .ineces  de  primera  instancia  con  relación  á 
les  municipales  y  á  las  Audiencias.  Estos  casos  se  rigen  por  los  artículos  81  y 
82,  Véase  además  el  99,  en  el  que  se  determina  el  superior  común  á  quien  co- 
rresponde dirimir  la  contienda. 

Se  previene  también  en  el  que  estamos  comentando  que  tales  cuestiones  no 
podráüa  promoverse  ni  sostenerse  sino  "á  instancia  de  parte  legítima,"  confir- 
mando lo  establecido  en  el  74,  el  cual  prohibe  que  se  promuevan  de  oficio.  Sobre 
quien  sea  parte  legítima  para  ello,  véase  el  art.  73  y  su  comentario. 
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Indicaremos,  por  último,  aue  antes  de  la  supresión  de  los  fueros  espeeiales» 
decretada  por  el  decreto-ley  ae  6  de  Diciembro  de  1868,  podían  promorerse,  y  se 
promovían  con  frecuencia,  cuestiones  de  competencia  entre  los  juzgados  y  tribu» 
nales  de  la  jurisdicción  ordinaria  y  los  de  Hacienda,  de  Comercio,  de  Guerra  y 
de  Marina,  y  en  este  concepto  se  dictaron  las  disposiciones  del  título  2.  ^  de  la 
ley  de  1855,  dando  reglas  para  dirimirlas.  Hey  ya  no  nueden  tener  lugav  tale& 
cuestiones,  porque  no  existen  los  tribunales  especiales  ae  Hacienda  y  de  Comer- 
cio, y  aunque  se  consenran  los  de  Guerra  y  de  Marina,  carecen  de  jurisdicción 
y^  competencia  para  conocer  de  asuntos  ciriles.  Pero  sí,  á  pesar  de  esto,  se 
diera  el  caso  de  aue  algún  juzgado  militar  conociera  ó  pretendiera  conocer  de  un 
ajsunto  ciyil,  tendría  que  sustanciarse  la  cuestión  de  competencia  por  los  trámi- 
tes que  se  establecen  en  la  presente  sección,  y  desidirse  por  el  Tribunal  Supremo. 
No  así  los  aue  puedan  ocurrir  entre  la  jurisdición  ordinaria  y  I&  eclesiástica  y 
entre  aquella  y  la  Administración,  porque  se  ríjen  por  disposiciones  especiales, 
como  66  determina  en  los  artículos  112  y  117. 


Artículo  81. 

Ningún  Juez  ó  Tribunal  puede  promover  cuestión  de  compe- 
tencia á  su  inmediato  superior  jerárquico,  sino  exponerle,  á  ins- 
tancia de  parte  y  oído  el  Ministerio  fiscal,  las  razones  que  tenga 
para  creer  que  le  corresponde  el  conocimiento  del  asunto. 

El  Superior  dará  vista  de  la  exposición  y  antecedentes  al  Mi- 
nisterio fiscal  para  que  emita  su  dictamen;  y  sin  más  trámites, 
resolverá  dentro  de  tercero  día  lo  que  estime  procedente,  comu- 
nicando esta  resolución  al  inferior  para  su  cumplimiento. 

Artículo  82. 

Cuando  algún  J  uez  ó  Tribunal  entienda  en  negocios  que  sean 
de  las  atribuciones  y  competencia  de  su  inmediato  superior  je- 
rárquico ó  del  Tribunal  Supremo,  se  limitarán  éstos  á  ordenar 
á  aquel,  también  á  instancia  de  parte  y  oído  el  Ministerio  fiscal, 
que  se  abstenga  de  todo  procedimiento  y  le  remita  los  antece- 
¿entes. 

Artículo  83. 

£n  los  casos  de  los  dos  artículos  anteriores^  los  Jueces  y  Tri- 
bunales darán  siempre  cumplimiento  á  la  orden  de  su  inmediato 
superior  jerárquico,  sin  ulterior  recurso,  cuando  éste  sea  el  Tri- 
bunal Supremo.  Contra  las  resoluciones  de  las  audiencias,  y  sin 
perjuicio  de  su  cumplimiento,  las  partes  que  se  crean  agraviadas 
y  el  Ministerio  fiscal,  podrán  recurrir  dentro  de  ocho  días  á  la 
Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo.  Esta  Sida  pedirá  informe 
con  justificación,  ó  reclamando  los  autos,  á  la  de  la  Audiencia 
que  hubiere  dictado  la  resolución,  y  oyendo  después  ai  Ministe- 
rio fiscal,  resolverá  lo  que  estime  procedente. 

Igual  recurso  podrán  emplear  ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  respectiva,  los  que  se  crean  agraviados  por  iguales 
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resoluciones  de  los  Jueces  de  primera  instancia  en  su  relación 
con  los  municipales. 

Aunque  son  mu>;  raros  los  casos  en  que  los  jueces  de  primera  instancia  han 
promovido  á  los  tribunales  superiores  las  cuestiones  á  que  estos  artículos  se  re- 
fieren» no  han  deriado  de  suscitarse  entre  los  juzgados  municipales  y  los  de  pri- 
mera instancia,  disputando  aauellos  á  éstos  la  competencia.  Tenemos,  además, 
noticia  de  algún  caso  en  que,  habiendo  declarado  el  juez  de  primera  instancia, 
en  virtud  de  apelación,  t^ue  correspondía  al  municipal  el  conocimiento  de  un 
negocio  de  que  se  había  inhibido,  éste  se  negó  á  obedecer  y  cumplir  aquella  re- 
somción,  insistiendo  en  que  no  era  de  su  competencia  el  asunto,  lo  cual  dio  lu- 
gar á  un  procedimiento  criminal.  El  silencio  de  la  ley  de  1855  sobre  estas  con- 
tiendas daba  lugar  á  semejantes  >conflictos,  no  previstos  tampoco  en  la  orgánica 
de  1870,  y  era  necesario  por  tanto  dar  reglas  para  evitarlos,  6  resolverlos  en  su 
caso.  Aunque  sean  raros  y  sólo  puedan  provocarse  desconociendo  los  buenos 
principios  de  sumisión  y  respeto  que  todo  inferior  debe  á  su  superior  jerárqui- 
co, basta  la  posibilidad  de  que  ocurra  para  que  el  legislador  tenga  el  deber  de 
prevenirlos. 

En  nuestros  comentarios  á  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855,  haciéndo- 
nos cargo  de  la  falta  de  disposición  expresa  sobre  este  punto,  decíamos  lo  si- 
guiente (pág.  344  del  tomo  1.  ® ):  "Según  los  buenos  principies,  no  deben  em- 
peñarse competencias  entre  un  juez  de  paz  y  el  del  partido  á  que  pertenece,  y 
entre  un  juez  de  primera  instancia  y  la  Ausencia  de  quien  depende.  Todo  in- 
ferior en  cada  jerarquía  debe  obedecer  y  cumplir  las  órdenes  que  emanan  de  su 
superior  inmediato,  siempre  gue  no  haya  disposición  legal  que  se  lo  prohiba;  y 
es  tan  necesaria  la  observancia  de  este  principio  para  que  no  se  relaje  la  disci- 
plina, que  la  1^  exime  de  responsabilidad  criminal  al  que  obrare  en  virtud  de 
esa  obediencia  debida No  se  entienda  por  eso  que  el  juez  inferior  está  im- 
posibilitado para  defender  su  jurisdicción:  cuando  un  juez  de  primera  instancia 
vea  que  la  Audiencia  le  ha  privado  ó  quiere  privarle  del  conocimiento  de  un 
negocio  que  cree  de  su  competencia,  podrá  hacer  presente  á  ésta  por  medio  de 
una  exposición  respetuosa  las  razones  en  que  se  funda  para  reclamar  el  conoci- 
miento de  aquel  negocio:  y  si  la  Audiencia  desestimase  la  pretensión  del  juez, 
aun  queda  á  éste  el  recurso  de  acudir  en  queja  al  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
pero  dando  desde  luego  cumplimiento  á  lo  resuelto  ^or  la  Audiencia.  Iguales 
medios  podrá  emplear  un  juez  de  paz  cuando  el  de  primera  instancia  del  partido 
le  usurpa  alguna  de  sus  atribuciones,  si  bien  elevando  el  recurso  de  queja  á  la 
Audiencia  del  territorio.  Estos  procedimientos  están  fundados  en  lo  que  dicta 
el  sentido  común,  y  en  el  espíritu  de  la  ley  16,  tít.  4.  ® ,  lib.  5.  ° ,  Ñor.  Rec,  y 
«rtículo  2.  ®  del  Beal  decreto  de  22  de  Marzo  de  1837." 

De  conformidad  con  esta  doctrina,  la  nueva  ley  ha  llenado  ese  vacío  en  los 
artículos  que  estamos  comentando,  con  prudentes  restricciones,  dirigidas  á  es- 
trechar más  los  lazos  de  la  sumisión  v  respeto  que  todo  inferior  debe  á  su  supe- 
rior jerárquico.  A  la  vez  que  se  establece  el  principio  absoluto  de  que,  ni  de  ofi- 
cio ni  á  instancia  do  parte,  pueden  promoverse  cuestiones  de  competencia  entre 
un  juez  ó  tribunal  y  el  superior  á  quien  esté  subordinado,  se  permite  que  aquel 
exponga  á  éste  respetuosamente  las  razones  que  tenga  para  creer  que  le  corres- 
ponde el  conocimiento  del  negocio  pendiente  ante  el  segundo;  y  en  el  caso  con- 
trario, que  el  superior  ordene  á  su  subordinado  se  abstenga  de  todo  procedimien- 
to y  le  remita  loe  autos,  Pero  en  ambos  casos  ha  de  precederse  á  instancia  de 
parte,  nunca  de  oficio,  y  siempre  oyendo  al  Ministerio  fiscal,  y  estando  obligado 
el  inferior  á  obedecer  y  cumplir  lo  que  su  superior  resuelva  y  le  ordene. 

Como  esta  resolución  pudiera  ser  equivocada  ó  apasionada,  se  permite  recu- 
rrir contra  día  al  superior  inmediato  del  que  la  hubiere  dictado,  que  será  el 
mismo  á  ciuien  correspondería  dirimir  la  cuestión  do  competencia,  si  hubiera 
4Ído  posible  promovena  por  medio  de  la  inhibitoria.  Mas  tampoco  se  permite 
al  interior  entablar  este  recurso,  para  que  no  se  relaje  la  disciplina:  sólo  pueden 
entablarlo,  dentro  de  los  ocho  días  simientes  al  déla  notificación,  las  partes 
que  se  crean  agraviadas,  y  el  Ministerio  fiscal  por  lo  que  afecta  á  la  causa  pú- 
blica,  acudiendo  dilectamente  al  superior  común,  el  cual,  pidiendo  informe  con 
justificación  al  juez  ó  tribunal  que  hubiese  dictado  la  resolución  reclamada,©» 


Digitized  by  VjOOQ IC 


LEY  DB  ENJUICIAMIENTO  CIVIL  127 

Sidiéndole  los  autos,  según  estime  atendidas  las  circunstancias  del  caso,  y  oyen- 
0  después  á  su  fiscal,  resolverá  lo  que  estime  procedente  acerca  de  la  competen- 
cia para  conocer  del  asunto  de  que  se  trate;  resolución  que  habrá  4e  comunicar- 
se para  su  cumplimiento  á  ambos  jueces  6  tribunales. 

Éste  es,  en  resumen,  el  procedimiento  que  establecen  los  arts.  81,  82  y  83, 
«¡onciliándose  así  los  legítimos  derechos  de  los  litigantes  para  no  ser  juzgados 
sino  per  juez  compc^nte,  y  el  interés  ({ue  la  causa  pública  tiene  en  estas  con- 
tiendas, con  la  sumisión  y  respeto  del  inferior  al  superior,  á  la  rez  que  las  ga- 
rantías de  acierto  en  la  resolución  de  la  competencia.  La  claridad  y  precisión 
con  que  están  redactados  dichos  artículos,  nos  excusan  de  comentarlos  con  más 
extensión. 

La  1^  orgánica  se  limitó  á  establecer  en  su  art.  3^6,  que  ''cuando  algún  juz- 
gado ó  tribunal  entendiese  en  negocios  que  sean  de  las  atribuciones  y  compe- 
tencia del  Tribunal  Supremo,  se  limitará  éste  á  ordenar  que  se  abstenga  de  to- 
do procedimiento  elque  indebidamente  ejerciese  funciones  que  no  son  sujas,  y 
que  le  remita  los  antecedentes. ''  Difícil  será  que  ésto  ocurra,  ni  ha  ocurrido  en 
asuntos  civiles,  de  los  cuales  sólo  puede  conocer  el  Tribunal  Supremo  por  recur- 
so de  casación,  y  no  se  concibe  por  qué,  establecido  el  principio,  no  se  hizo  ex- 
tensivo á  todos  los  tribunales  respecto  de  los  inferiores  que  les  estén  inmediata- 
mente subordinados,  como  ahora  se  hace  en  el  art.  82  de  la  nueva  ley. 

Añadía  el  artículo  antes  citado  de  la  ley  orgánica,  que  ''también  podrá  orde- 
nar el  Tribunal  Supremo  que  sé  le  remesen  los  antecedentes  nara  examinar  si 
el  juzgado  ó  tribunal  conoce  de  negocios  que  estén  reservados  a  él  por  las  leyes.'' 
Esta  disposición  vino  á  restablecer  virtualmente,  aunque  sólo  para  este  caso,  la 
antigua  práctica  de  llamar  los  autos  "aH  eíFectum  videndi/'  ciue  eomo  abusiva  y 
contraria  á  los  buenos  principios  de  la  administración  de  justicia,  había  sido 
«endonada  por  la  ciencia  y  prohibida  expresamente  en  el  art.  59  del  Keglamen- 
to  provisional  de  1835.  Por  estas  consideraciones  y  por  ser  innecesaria  para  el 
fin  á  que  se  dirijo,  no  ha  sido  incluida  en  la  nueva  ley,  y  debe  tenerse  por  dero- 
gada tal  facultad,  de  la  que  ni  una  sola  vez  ha  hecho  uso  el  Tribunal  Supremo. 


Artículo  84. 

Las  inhibitoriag  se  propondrán  siempre  por  escrito  con  fírma 
de  letrado. 

Únicamente  se  exceptúan  de  esta  regla  las  que  se  refieran  á 
juicios  verbales,  cuya  cuantía  no  exceda  de  250  pesetas,  las  cua- 
les podrán  proponerse  y  sustanciarse  por  medio  de  comparecen- 
cias ante  el  Juez  municipal,  6  por  escrito,  sin  necesidad  de  firma 
de  letrado,  pero  oyendo  por  escrito  al  Fiscal  municipal. 

El  primer  párrafo  de  este  artículo  concuerda  con'  el  85  de  la  ley  de  1855  y  con 
igual  i>árrafo  del  365  de  la  orgánica  del  Poder  judicial,  aunque  modificada  su 
redacción  para  evitar  todo  motivo  de  duda.  £1  adverbio  "siempre,"  que  en  61  se 
emplea,  da  á  entender  que  en  todo  raso,  y  sin  otra  excepción  que  lá  establecida 
en  el  segundo  párrafo  del  mismo  artículo,  la  inhibitoria  ha  de  proponerse  por 
escrito  y  con  firma  de  letrado,  aun<](^ue  verse  sobre  un  acto  de  conciliación  o  de 
jurisdicción  voluntaria,  ó  sobre  un  juicio  de  desahucio,  que  por  el  art.  10  están 
exceptuados  de  dicha  firma.  Por  medio  de  la  inhibitoria  se  promueve  una  cues- 
tión de  derecho  de  grave  ti  ascendencia,  que  paraliza  además  el  curso  del  pleito 
y  afecta  al  orden  publico,  lo  cual  exige  la  dirección  facultativa  del  letrado  para 
proponerla,  y  lo  mismo  deberá  entenderse  para  impugnarla  (1).  Por  esto  la  ley 

(1)  El  Tribunal  Supremo  ha  declarado  mal  formadas  las  competencias  y  no 
haber  lugar  á  decidirlas,  siempre  que  se  ha  propuesto  la  inhibitoria  sin  la  dir 
rección  o  fírma  de  letrado  en  los  escritos  de  las  parte?,  considerando  esta  falta 
•como  urna  infración  de  las  formas  esenciales  del  procedimiento,  prevenidas  en  I» 
iey.  ("Sentencias  en  competencia  de  24  de  Setiembre  de  1877,  nos  de  5  de  Julio 
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obliga  á  valerse  de  abogado,  y  no  de  procurador,  de  cuya  intervención  podrá 
prescindirse  en  los  negocios  exceptuados  por  el  art.  4.  ® ,  cuando  en  cualquiera 
de  ellos  se  promuera  la  cuestión  ae  competencia. 

La  única  excepción  de  dicha  regla  general  que  exige  en  todo  caso  la  firma  de 
letrado  para  proponer  la  inhibitoria,  es  la  que  se  establece  en  el  párrafo  2.  ^  de 
este  mismo  artículo,  sin  precedente  en  las  leyes  anteriores.  Esta  excepción  so 
limita  á  los  juiciom  verbales,  cuya  cuantía  no  exceda  de  2^  pesetas,  y  por  con- 
siguiente á  los  que  han  de  sustanciarse  conforme  á  lo  prevenido  en  los  artículos 
715  y  simientes,  y  no  á  los  demás  asuntos  que  son  de  la  competencia  de  los  jue- 
ces municipales.  Para  evitar  gastos,  que  excederían  de  la  cuantía  litigiosa,  se 
permite  á  las  partes^  que  puedan  promover  y  sostener  las  cuestiones  de  compe- 
tencia en  dichos  juicios  por  medio  de  comparecencias  ante  el  juez  municipal,  ó 
por  escrito,  sin  necesidad  de  firma  de  letrado;  y  se  establece  esta  alternativa,  á 
elección  de  los  interesados,  á  fin  de  que  el  que  carezca  de  instrucción  para  expo- 
ner de  palabra  las  razones  en  que  funde  su  pretensión,  pueda  hacerlo  por  escri- 
to, que  podrá  redactarle  un  letrado  ú  otra  persona  perita.  La  expresión  de  la 
ley  ''sin  necesidad  de  firma  de  letrado"  da  á  entender  que,  aunque  no  es  necesa- 
ria, no  se  excluye  la  dirección  del  abogado,  ni  su  firma,  en  estos  apuntos,  como 
se  deduce  también  del  art.  101;  pero  el  decoro  profesional  obligará  á  no  ponerla, 
sino  en  casos  muv  especiales,  por  la  razón  indicada  de  que  no  excedan  losjgas- 
tos  á  la  cuantía  del  pleito. 

Cuando  se  proponga  la  inhibitoria  verbalmente  por  medio  de  comparencencia 
ante  el  juez  municipal  á  quien  se  crea  competente,  éste  la  hará  consignar  por  el 
secretario  en  el  papel  sellado  que  corresponda,  con  expresión  de  las  razones  que 
el  interesado  alegue  para  fundar  su  pretensión,  y  de  no  haber  empleado  la  decli- 
natoria, cuya  manifestación  deberá  hacer  conforme  al  artículo  78.  Tanto  en  di- 
cho caso,  como  cuando  se  proponga  por  escrito,  ha  de  darse  audiencia  al  fiscal  . 
municipal,  si  no  hubiese  sido  propuesta  por  éste  como  parte  en  el  juicio,  según 
se  previene  por  razones  bien  obvias  en  el  art.  85,  Dicho  fiscal  dará  su  dictamen 
por  eserito,  y  creemos  que  deberá  extenderlo  también  en  esta  forma  cuando  sea  él 
quien  promueva  la  cuestión  como  parte,  á  fin  de  qué  pueda  hacerlo  con  la  medi- 
tación necesaria  para  proponer  lo  que  sea  conforme  á  la  ley.  El  mismo  procedi- 
miento verbal  se  empleara  en  el  jui^ado  requerido,  dando  en  lo  demás  amóos  jue- 
ces la  sustanciación  que  para  estas  cuestiones  se  establece  en  los  artículos  si- 
guientes, con  los  recursos  y  términos  que  en  ellos  se  determinan,  hasta  remitir 
los  autos  al  juzgado  ó  tribunal  á  quien  corresponda  decidir  la  competencia,  con- 
forme á  lo  prevenido  en  el  art.  99. 


Artículo  85. 

£1  Juez  ó  Tribunal  ante  quien  se  proponga  la  inhibitoria,  oirá 
al  Ministerio  fiscal,,  fuera  del  caso  en  que  éste  la  haya  propuesto 
como  parte  en  en  el  juicio.  £1  Ministerio  fiscal  evacuará  la  au- 
diencia dentro  de  tercero  día. 

Artículo  86. 

Oído  el  Ministerio  fiscal,  el  J  vtez  6  Tribunal  mandará,  por  me- 
dio de  auto,  librar  oficio  inhibitorio,  6  declarará  no  haber  lugar 
al  requerimiento  de  inhibición. 


d«  1880  y  otras.")  Aunane  estas  sentencias  se  refieren  á  iuicioi  verbales,  excep- 
tuados hoy  de  la  firma  ¿e  letrado  por  el  párrafo  2.^  del  art.  84,  su  doctrina  es 
aplicable  á  las  que  se  promuevan  en  los  demás  juicios. 
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Artículo  87. 

EKauto  declarando  no  haber  lugar  de  requerimiento  de  inhibi- 
ción será  apelable  en  ambos  efectos,  si  lo  hubiere  dictado  un  Juez 
municipal  6  de  primera  instancia. 

Contra  los  que  dicten  las  Audiencias  hackoido  la  misma  decla- 
ración, tanto  en  apelación  como  en  primera  instancia,  sólo  se  dará 
en  su  caso  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma. 

Artículo  88. 

Con  el  oficio  requiriendo  de  inhibición  se  acompañará  testimo- 
nio del  escrito  en  que  se  haya  pejiido,  de  lo  expuesto  por  el  Mi- 
nisterio fiscal,  del  auto  que  se  hubiere  dictado,  y  de  lo  demás 
que  el  Juez  ó  Tribunal  estime  conducente  para  fundar  su  com- 
petencia. 

Estos  artículos  ordenan  el  procedimiento  que  ha  de  emplearse  en  el  juzgado  6 
tribunal,  donde  la  parte  interesada  promuera  la  inhibitoria,  para  acordar  si  pro- 
cede 6  no  el  requerimiento  de  inhibición  al  que  esté  conociendo  del  negocio,  y 
para  llevarlo  á  efecto  en  su  caso.  Concuerdan  sustancialmoité  con  los  artículos 
é6  á  69  de  la  ley  de  1855  y  con  los  366  á  371  de  la  orgánica  de  1B70,  pero  con  otra 
redacción  y  aceptando  las  modificaciones  que  ésta  nizo  en  aquélla  respecto  á  la 
interrencion  del  Ministerio  fiscal  en  estas  cuestiones. 

Antes  de  la  primera  ley  de  Enjuiciamiento  ciril,  se  daba  audiencia  á ,  didio 
Ministerio,  fundándose  esta  práctica  en  que  el  artículo  70  del  Eeglamento  pro- 
risional  de  1835  disponía  que  en  los  negocios  ciyiles  se  oyese  al  fiscal  siempre 
que  interesaran  á  la  causa  pública  ó  á  la  defensa  de  l^  real  jurisdicción  ordina- 
ria. La  citada  ley  de  Enjuiciamiento  modificó  esta  práctica,  ordenando  en  el 
artículo  86  que  solo  se  concediese  dicha  audiencia  cuando  el  juez,  ante  ^qmen  se 
entablara  la  inhibitoria,  ejerciese  jurisdicción  de  diferente  clase  que  el  que  esta- 
ba conociendo  del  asunto;  pero  fue  restablecida  por  el  art.  366  de  la  ley  orgáni- 
ca, mandando  "c^ue  los  jueces  v  tribunales  ante  quienes  se  proponga  la  inhibi- 
*toria,  oirán  al  Ministerio  fiscal,  cuando  no  fuere  éste  quien  la  nubiese  propues- 
to." Esto  mismo  se  previene  en  el  artículo  85  que  estamos  comentando,  sustitu- 
yendo las  últimas  palabras  con  las  de  "fuera  del  caso  en  que  éste  la  haya  pro- 
puesto "como  parte  en  el  juicio,"  para  qvth  no  quede  la  inenor  duda  de  que  en 
asuntos  civiles  el  Ministerio  fiscalno  puede  proponer  la  inhibitoria  sino  en  el 
caso  de  que  sea  parte  en  el  juicio,  y  haciendo  uso  de  su  derecho  como  litigante 
á  nombre  del  Estado  ó  de  las  Corporaciones,  cuyarepresenl^ión  le  corresponde. 
Con  la  supresión  de  los  fueros  esjpeciales  no  podía  ya  ocurrir  el  caso  á  que  se  re- 
feria  la  ley  de  1855,  y  dada  la  índole  de  estas  cuestiones^  consideradas  de  orden 
público,  no  debía  prescindirae  de  la  intervención  del  Ministerio  fiscal. 

Este  debe  evacuar  la  audiencia  dentro  de  tercero  día,  á  cuyo  fin  se  le  entr^a- 
rán  los  autos,  pues  no  se  impone  á  las  partes  la  obligación  de  acompañar  copias. 
y  es  tan  esencial  é  indispensable  esa  audiencia  por  ordenaba  la  Uv  imperati- 
vamente, que  si  se  prescinde  de  ella,  el  tribunal  dirimente  debe  declarar  mal 
formada  la  competencia  jr  que  no  há  lugar  á  decidirla,  devolviendo  á  los  jueces 
contendientes  sus  respectivas  actuaciones  para  que  se  subsane  la  falta,  come  lo 
ha  declarado  el  Tribunal  Si;4^remo  en  re|)etido8  casos  (1). 

Por  lo  demás,  el  procedimiento  oue  se  establece  es  igual  ai  que  venía  practi- 
cándose desde  que  en  1836  se  restableció  el  decreto  de  las  Cortes  de  19  de  Abril 
de  1813  dando  reglas  para  dirimir  las  com^tencias,  y  se  halla  ordenado  con  tal 

(1)  Sentencias  en  competencia  de  17  de  Neviémbrc  de  1877^  19  de  Setiembre 
y  4  de  Octubre  de  1879, 12  de  Junio,  5  de  Julio  y  15  de  Diciembre  de  1880  y 
otras. 
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claridad  en  los  artículos,  objeto  de  este  comentario,  que  bastará  consultarlos,  y 
á  ellos  nos  remitimos  y  á  los  ''formularios."  Sin  embargro,  no  estarán  demás  al- 
gunas liberas  obsenraciones. 

Estos  incidentes  aodtben  recibirse  á  jnrueba,  porque  la  ley  no  establece  este 
trámite.  La  parte  que  proponga  la  inhibitoria  debe  presentar  el  documento  6 
documentos  que  justifiquen  su  pretensión,  y  sino  los  tuviere,  podrá  desi&rnar  el 
archiro  ó  protocolo  donde  se  hallen,  pidiendo  que  se  traigan  á  los  autos  los  que 
no  hubiese  podido  j;>roporcionarsei  Si  se  hubiere  recibido  exhorto  para  el  empla- 


zamiento del  interesado,  es  probable  que  de  él  resulten  los  datos  necesarios  para 
fundar  la  inhibitoria,  y  podrá  pedirse  y  acordarse  su  retención,  como  siempre  se 
ha  practicado.  También  podrá  el  juez  acordar  "para  mejor  proveer,"  que  se  trai- 
gan á  la  vista  los  documentos  ó  autos  que  estibe  necesarios  para  resolver  sobre 
su  competencia,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  340;  pero  no  el  recibimiento 
á  prueba  por  la  razón  ya  indicada,  y  porq^ue  la  naturaleza  y  estado  del  negocio 
resisten  ese  trámite,  no  acbnitido  tampoco  en  la  anti|fua  práctica. 

Sin  más  trámites  que  él  escrito  de  la  parte  proponiendo  la  inhibitoria,  escrito 
que  ha  de  llevar  necesariamente  la  firma  de  letrado  hábil,  fuera  de  la  excepción 
establecida  en  el  art.  84,  y  el  que  contenga  el  dictamen  del  Ministerio  fiscal,  el 
juez  ó  tribunal  debe  dictar  su  auto  motivado,  en  la  forma  que  determina  el  art. 
'371,  sin  citación  ni  vista  pública,  declarando  haber  lugar  á  la  inhibitoria,  si  la 
estima  procedente,  ^  mandando  que  con  testimonio  de  los  escritos  y  demás  par- 
ticulares que  80  inídican  en  el  art.  86,  se  dirija  oficio  al  que  esté  conociendo  del 
asunto  requiriéndole  de  inhibición;  ó  declarando  en  otro  caso  no  haber  lugar  á 
dicho  requerimiento.  Este  auto  debe  dictarse  "sin  dilación,"  según  se  previene 
en  el  párrafo  2.  ®  del  art,  301,  puesto  que*  no  se  fija  término  en  la  ley,  y  como  lo 
exige  la  naturaleza  del  negocie,  6  á  lo-  más,  dentro  de  tercero  día,  que  es  el  tér- 
mino que  concede  el  art.  95. 

Contra  el  auto  declarando  haber  lugar  á  la  inhibitoria  no  se  da  recurso  algu^ 
no,  aunque  se  hava  dictado  contra  el  dictamen  fiscal,  pues  sólo  sirve  para  pro- 
mover la  cuestión  de  competencia,  que  será  resuelta  en  su  día  por  el  superior 
común,  Contra  el  en  que  se  declare  no  haber  lugar  al  requerimiento  de  inhibi- 
ción, como  cierra  la  puerta  á  la  contienda  con  perjuicio  de  la  parte  que  promo- 
vió la  inhibitoria,  se  da  él  recurso  de  apelación  en  ambos  efectos  dentro  oe  cinco 
días  (art.  382),  si  lo  hubiere  dictado  un  juez  municipal  ó  de  primera  instancia. 
Cuatído  haya  sido  dictado  por  la  Audiencia,  bien  sea  en  apelación  confirmando 
el  del  juez  de  primera  instancia,  bien  en  él  caso  de  haberse  propuesto  la  inhibi- 
toria ante  la  misma,  no  se  da  otro  recurso  que  el  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma.  Contra  el  auto  del  juez  de  primera  instancia  confirmando  el 
del  municipal  en  virtud  de  apelación,  no  se  da  ulterior  recurso,  porque  no  cabe 
en  los  juicios  verbales,  salvo  la  excepción  hecha  para  los  de  desahucio. 

La  ley  de  1855  se  limitó  á  establecer  para  estos  casos  (art.  88)  el  recit-so  de 
apelación  en  ambos  efectos:  la  orgánica  de  1870  añadió  (art,  370)  que  "contra 
los  autos  de  las  Audiencias  denegando  el  requerimiento  de  inhibición,  sólo  ha- 
brá *'en  su  caso"  recurso  de  casación;"  y  la  nueva  ley,  aceptándolo,  añade  para 
mayor  claridad  (art.  87)  que  este  recurso  será  el  de  "quebrantamiento  de  for- 
ma," de  suerte  ^ue  no  cabe  en  estos  casos  el  recurso  por  infracción  de  lev.  Nó- 
tese que  se  dice  "en  su  caso:"  ¿y  cuando  llegará  el  caso  de  entablar  aquel  recur- 
so? Sin  duda,  cuando  haya  l-ecaido  sentencia  definitiva  en  el  pleito,  como  lo  di- 
ce para  caso  análogo  el  art.  106  jl véase  con  su  comentario),  puesto  que  no  hace 
imposiblela  continuación  del  juicio  el  auto  de  que  se  trata.  Mas  como  para  con- 
tinuarlo, la  parte  que  promovió  la  inhibitoria,  que  será  la  demandada,  tendrá 
que  acudir  al  juzgado  (fonde  seentabló  la  demanda,  y  en  aquellos  autos  no  cons- 
tará la  denegación  de  la  inhibitoria,  será  conveniente  que  lo  acredite  en  ellos 
con  testimonio  <^  certificación  del  auto,  protestando  contra  la  competencia  del 
juez,  y  reservándose  aü  derecho  para  interponer  á  su  tiempo  el  recurso  de  ca- 
sación. 

Dicha  parte  no  podrá  reproducir  en  primera  instancia  la  cuestión  de  compe- 
tencia por  medio  de  la  declinatoria,  porque  lo  prohibe^l  art.  77;  pero  en  la  se- 
gunda instancia  podrá  pedir  que  se  subsane  la  falta  de  competencia  cometida  en 
la  primera,  á  fin  de  preparar  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma,  conforme  á  lo  prevenido  en  los  artículos  859  y  1696.  Acaso  se  crea  inne- 
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cosario  este  incidente,  visto  lo  que  se  ordena  en  el  último  páirafo  del  primero  de 
estos  dos  artículos,  cuando  la  misma  Audiencia  hubiere  dictado  el  auto  confir- 
mando no  haber  lugar  al  rec[uerimiento  de  inhibición:  sin  embargo,  como  la 
parte  contraria  no  ha  sido  oída  en  la  inhibitoria,  será  necesario  ventilar  con 
ella  la  cuestión  por  medio  de  dicho  incidente,  único  posible,  para  que  no  se 
alegue  contra  ej  recurso  de  casación  que  se  refiere  á  una  cuestión  no  propues- 
ta, debatida  ni  resuelta  en  el  pleito. 


Artículo  89. 

Luego  que  el  Juez  ó  Tribunal  requerido  reciba  el  oficio  de  in- 
hibición, acordará  la  suspensión  del  procedimiento,  y  oirá  á  la 
parte  ó  partes  que  hayan  comparecido  en  el  juicio;  y  si  éstas  no 
estuvieren  de  acuerdo  con  la  inhibición,  oirá  también  al  Minis- 
terio fiscal. 

Artículo  90. 

La  audiencia  á  las  partes,  de  que  trata  el  artículo  anterior,  se- 
rá sólo  por  tres  días,  pasados  los  cuales  sin  devolver  los  autos, 
seTrecogerán  de  oficio,  con  escrito  ó  sin  él,  y  oido  en  su  caso  el 
Ministerio  fiscal,  el  Juez  ó  Tribunal  dictará  auto,  inliibiéndose 
ó  negándose  á  hacerlo 

Artículo  91. 

Cuntía  el  auto  en  que  los  Juzgados  ó  Tribunales  se  inhibieren 
del  conocimiento  de  un  asunto,  podrán  entablarse  los  recursos 
expresados  en  el  art.  87. 

Artículo  &2. 

Consentido  ó  ejecutoriado  el  auto  en  que  los  Jueces  ó  Tribu- 
nales se  hubieren  inhibido  del  conocimiento  de  un  negocio,  se 
remitirán  los  autos  al  Juez  ó  Tribunal  que  hubiere  propuesto  la 
inhibitoria,  con  emplazamientx>  de  las  partes  por  término  de  quin- 
ce días,  para  que  puedan  comparecer  ante  él  á  usar  de  su  derecho. 

Artículp  93., 

Si  se  negare  la  inhibición,  se  comunicará  el  auto  al  Juez  ó 
Tribunal  que  la  hubiere  propuesto,  con  testimonio  de  los  escri- 
tos de  los  interesados  y  del  Ministerio  fiscal  en  su  caso,  y  de  lo 
demás  que  se  crea  conveniente. 

Artículo  94. 

En  el  oficio  que  el  Juez  ó  Tribunal  requerido  dirija  en  el  casa 
del  artículo  anterior,  exigirá  que  se  le  conteste,  para  continuar 
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actuando  si  se  le  deja  en  libertad,  ó  remitir  los  autos  á  quien  co- 
rresponda  para  la  decisión  de  la  competencia. 

£n  estos  artículos  se  establece  el  procedimiento  que  ha  de  seguirse  en  el  juz- 
gado 6  tribunal  requerido  de  inhibición  para  ventilar  la  cuestión  de  competen-^ 
cia.  Es  ig^ual  al  que  reñía  observándose  conforme  á  los  artículos  90  á  94  de  la 
antigua  ley,  y  372  á  877  de  la  orgánica  de  1870,  aceptándose  las  modificaciones 
que  ésta  introdujo  en  aquella  respecto  á  la  intervención  del  Ministerio  fiscal  y 
á  los  recursos  contra  los  autos  de  inhibición,  y  añadiéndose  la  prevención  al 
jues  requerido  de  que  "debe  acordar  la  suspensión  del  procedimiento"  lue^o  que 
reciba  el  oficio  del  requirente.  Debe  acordarse  esta  suspensión  en  la  primera 
providencia,  y  ha  de  durar  hasta  que  se  decida  la  cuestión  de  competencia  ó 
desista  de  ella  el  requirente,  pues  de  otro  modo  incurriría  el  juez  requerido  en 
la  responsabilidad  criminal  que  impone  el  art.  390^  del  Código  penal  al  funcio- 
nario público  que,  legalmente  réjiuerido  de  inhibición,  continuare  procediendo 
antes  que  se  década  la  contienda  jurisdiccional.  Véase  el  art.  114  de  esta  ley,  á 
cuyo  precepto  ha  de  ajustarse  la  suspensión  del  procedimiento. 

Conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  291,  el  oficio  de  inhibición,  con  el  testimo- 
nio que  previene  el  88,  deberá  entregarse  á  la  parte  ^ue  hubiere  promovido  la 
inhibitoria,  para  que  lo  presente  y  gestione  su  cumplimiento  en  el  juzgado  re- 
querido,^  fuera  de  los  casos  previstos  en  los  artículos  293  y  294.  Téngase  presen- 
te también  lo  que  ordena  el  290,  Luego  que  lo  reciba  el  juez  requerido,  dictará^ 
providencia  mandando  que  se  una  á  los  autos  á  que  se  refiera,  y  que,  con  sus- 
pensión del  procedimiento,  se  dé  audiencia  por  tres  días  improrogables,  con  en- 
trega de  los  autos,  á  la  parte  6  partes  que  hayan  comparecido  en  el  juicio.  En- 
tre ébtas  no  deberá  comprenderse  la  que  haya  promovido  la  inhibitoria,  la  cual 
sólo  puede  ser  oida  en  el  juzgado  requirente:  dichas  partes  serán  la  demandante 
^  los  demás  que  se  hubieren  personado  en  los  autoF,  ya  como  demandados,  si  lo 
fuesen  varios,  ya  por  tener  derecho  en  otro  concepto  á  ser  parte  legítima  en  el 
juicio. 

Si  se  allanaren  á  la  inhibición  todos  los  que  deben  ser  oidos,  el  juez  requerido 
accederá  á  ella  sin  más  trámites,  aunque  se  crea  competente,  pues  dicho  allana- 
miento equivale  á  la  sumisión  expresa  de  las  partes,  la  cual  da  competencia  pre- 
ferente según  el  art.  56,  Pero  si  todos  ó  alguno  se  opusieren,  y  sólo  en  este  ca- 
so, oirá  también  al  ministerio  fiscal  por  tres  días,  y  sin  más  tramites  ni  citación 
para  la  vista  dictará  auto  motivado  inhibiéndose  ó  negándose  á  hacerlo.  Si  se 
inhibiere,  contra  este  auto  podrán  encablarfie  los  recursos  expresados  en  el  art. 
87,  sobre  lo  cual  véase  el  comentario  anterior,  y  luego  que  sea  firme  se  practi- 
cará lo  que  previene  el  92.  El  emplazamiento  que  en  él  se  ordena'  deberá  hacerse 
solamente  á  la  parte  ó  partes  que  hubiesen  comparecido  ante  el  juez  requerido, 
entendiéndose  en  su  caso  con  los  procuradores,  y  la  remesa  de  los  autos  será  á 
costa  del  demandante.  Contra  el  auto  en  que  el  juez  requerido  declare  no  haber 
lugar  á  la  inhibición,  no  se  da  recurso  alguno,  y  se  practicará  lo  que  para  este 
caso  previéhen  los  artículos  93  y  94. 

Creemos  oue  con  estas  indicaciones  y  consultando  los  formularios,  no  ofrece- 
rá dificultad  la  aplicación  práctica  de  los'artículos  que  son  objeto  de  este  comen- 
tario. Y  concluiremos  recordando  que  la  falta  de  firma  de  letrado.en  los  escri- 
tos de  las  partes  y  la  omisión  de  la  audiencia  del  ministerio  fiscal  cuando  aqué- 
llas se  opongan  á  la  inhibición,  serían  faltas  sustanciales  del  procedimiento,  qu& 
darían  lugar  á  declarar  mal  forpiada  la  competencia,  como  hemos  dicho  en  los 
dos  comentarios  que  proceden,  de  acuerdo  con  la  jurisprudencia  establecida  por 
el  Tribunal  Supremo. 

.Artículo  95. 

Recibido  el  oficio  expresado  en  el  articulo  que  precede,  el  Juez^ 
ó  Tribunal  requirente  dictará  auto,  sin  más  sustanciación,  en  el 
término  de  tercero  día,  insistiendo  en  la  inhibitoria  ó  desistien- 
do de  ella. 
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Artículo  96. 

Centra  el  auto  desistiendo  de  la  inhibitoria  se  darán  los  re- 
cursos expresados  en  el  art.  87. 

Artículo  S7. 

Consentido  ó  ejecutoriado  el  auto  en  que  el  Juez  ó  Tribunal 
requirente  desista  de  la  inhibitoria,  lo  comunicará  por  medio  de 
oficio  al  requerido  de  inhibición,  remitiéndole  lo  actuado  para 
que  pueda  unirlo  á  los  autos  y  continuar  el  procedimiento. 

Artículo  98. 

Si  el  Juez  ó  Tribunal  requirente  insistiere  en  la  inhibitoria, 
lo  comunicará  al  que  hubiese  sido  requerido  de  inhibición,  j 
ambos  remitirán  por  el  primer  correo  sus  respectivas  actuacio- 
nes originales  al  superior  á  quien  corresponda  dirimir  la  con- 
tienda. 

Artículo  99. 

Cuando  los  Jueces  ó  Tribunales  entre  quienes  se  empeñe  la 
la  cuestión  de  competencia,  tuvieren  un  superior  común,  á  éste 
corresponderá  decidirla,  y  en  otro  caso  al  Tribunal  Supremo. 

Corresponde,  por  tanto: 

1"^  A  los  Jueces  de  primera  instancia,  decidir  las  competencias 
que  se  promuevan  entre  los  Jueces  municipales  de  su  partido 
respectivo. 

2"  A  las  Salas  de  lo  civil  de  las  Audiencias,  las  que  se  pro- 
muevan entre  los  Jueces  de  primera  instancia  y  los  municipales 
que  ejerzan  su  jurisdicción  dentro  del  distrito  r!í»  cada  Audien- 
cia, fuera  de  los  comprendidos  en  el  número  anterior. 

3"  A  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo,  en  los  demás  casos. 

Artículo  100. 

La  remesa  de  los  autos  se  hará  siempre  con  emplazamiento  de 
las  partes  por  término  de  diez  días  cuando  se  remitan  á  la  Au- 
diencia ó  al  Tribunal  Supremo^  y  de  cinco  días  si  se  remiten  al 
Juzgado  de  primera  instancia. 

Estos  artículos  ordenan  los  trámites  que  cierran  el  debate,  ó  ]3onen  fin  á  las 
contestaciones  entre  los  dos  jueces  6  tribunales  contendientes,  dejando  la  cues- 
tión suficientemente  ilustrada  para  su  resolución  definitiya.  y  determinan  el 
superior  coman  á  quien  coresponde  dirimir  la  contienda  jurisdiccional.  £n 
«líos  se  han  refundido  con  las  modificaciones  necesarias,  las  cuales  no  afectan 
al  i)rocedimiento,  los  artículos  95  al  102  de  la^  antigua  ley  de  Enjuiciamiento 
cítU,  y  378  al  383  de  la  orgánica  del  Poder  judicial. 

Luego  que  el  juez  6  tribunal  requirente  reciba  la  contestación  del  requerid» 
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por  medio  del  oficio  expresado  en  el  art.  93,  debe  acordar  que  se  una  á  los  autos 
con  el  testimonio  que  á  él  ha  de  acompañarse,  y  que  se  traigan  á  la  vista  para 
la  resolución  que  corresponda,  sin  mas  sustansiación,  y  por  consiguiente  sin 
dar  audiencia  á  la  parte,  ni  al  ministerio  físeal.  Así  lo  dispone  el  art.  95,  refor- 
mando en  este  punto  la  práctica  anterior  á  la  primera  ley  de  Enjuiciamiento, 
que  aun  en  tal  caso  daba  audiencia  á  la  parte  y  al  ministerio  público  para  que 
expusieran  lo  que  entendieran  procedente.  El  juez  requirente,  enristade  todo, 
dentro  de  tercero  día  dictará  auto  motirado  insistiendo  en  la  inhibitoria,  ó 
desistiendo  de  ella.  Es  decir,  que  si  en  rista  de  lo  que  resulte  del  testimonio  y 
oficio  antes  indicados,  se  convence  de^  que  corres^nde  al  juez  requerido  el  co- 
nocimiento del  negocio,  acordará  desistir  de  la  inhibitoria,  comunicándolo  á 
éste,  á  fin  de  que,  teniendo  va  expedito  el  ejercicio  de  su  jurisdicción,  embarga- 
da 'poT  la  competencia,  pueda  continuar  el  procedimiento,  y  al  mismo  tiempo  le 
remitirá  lo  ante  él  actuado  pora  que  lo  una  á  los  autos.  Esta  remesa  será  sin 
emplazamiento  de  la  parte,  toda  vez  que  no  lo  exije  el  art.  97,  y  que  es  innece- 
sario atendida  la  clase  y  naturaleza  de  las  actuaciones:  bastará  que  se  le  haya 
hecho  saber  la  providencia.  Pero  si  aquél  no  encontrase  fundadas  las  razones 
expuestas  por  el  otro  juez  en  apoyo  de  su  competencia,  acordará  insistir  en  la 
innibitoria,  y  lo  comunicará  así  al  requerido  de  inhibición,  para  que  remita  sus 
autos  al  superior  correspondiente,  como  él  lo  verificará  también  de  lo  actuado 
en  su  juzgado.  Uno  y  otro  deberán  hacer  esta  remesa  por  el  primer  correo,  con 
emplazamiento  de  las  partes  respectivas^  por  término  de  diez  días  cuando  se 
remitan  los  autos  á  la  Audiencia  ó  al  Tribunal  Supremo,  y  de  cinco  días  si  se 
remiten  al  juzgado  de  primera  instancia  (artículos  98  y  100.) 

La  ley  de  1855  permitía  la  apelación  en  ambos  efectos^  del  auto  antedicho  del 
juez  requirente,  ^a  insistiera  en  la  inhibitoria,  ya  desistiera  de  ella;  pero  la  nue- 
ra ley,  por  las  mismas  razones  que  hemos  indicado  en  los  comentarios  anterio- 
res, sólo  permite  dicho  recurso  contra  el  auto  desistiendo  de  la  inhibitoria,  si 
lo  hubiere  dictado  un  juez  municipal  ó  de  primera  instancia,  y  en  su  caso  el  de 
casación  por  quebrantamiento  de  torma  cuando  lo  haya  dictado  una  Audiencia. 
Así  lo  oraena  el  art.  96,  refiriéndose  al  87,  en  cuyo  comentario  hemes  expuesto 
los  casos  y  forma  en  que  podrán  interponerse  dichos  recursos.  De  consiguiente, 
los  jueces  no  podrán  ejecutar  el  referido  auto  hasta  que  trascurran  los  cinco 
días  que  la  le^r  concede  para  apelar,  ó  sea  confirmado  por  el  tribunal  superior, 
caso  de  apelación,  como  se  deduce  claramente  del  artículo  97.  Contra  el  auto  in- 
sistiendo en  la  inhibitoria  no  se  da  recurso  alguno,  y  por  tanto  deberá  ejecutar- 
se desde  luego  lo  que  ordena  el  art,  98.  (1)  • 

Hemos  dicho  antes,  conforme  al  art.  98,  que  cuando  los  jueces  ó  tribunales 
contendientes  insistan  en  sus  pretensiones,  deben  remitir  sus  i-espectivas  actua- 


(1)  Como  ampliación  de  este  comentario,  convendrá  tener  presente  la  siguien- 
te doctrina  establecida  por  el  Tribunal  Supremo,  extractada  de  las  sentencias 
,que  se  citarán. 

Cuando  un  juez,  después  de  haber  requerido  á  otro  de  inhibición,  reconoce  la 
competencia  de  éste  para  conocer  del  negocio  que  motivó  la  contienda,  y  lo  deja 
en  libertad  para  que  obre  con  arreglo  á  las  leyes,  queda  expedito  el  ejercicio  de 
la  jurisdicción  del  requerido,  y  no  puede  serlo  de  nuevo  por  aquel  sobre  el  co- 
nocimiento del  mismo  asunto.  (Sent.  en  comp.  de  23  de  Marzo  de  1861.) 

Cuando  el  demandado  promueve  la  cuestión  de  competencia  por  medio  de  la 
inhibitoria,  si  interpone  la  apelación,  á  que  se  refiere  el  art.  96  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  por  haber  desistido  de  la  inhibitoria  el  juez  ante  quien  acu- 
dió, el  otro  juez  contendiente,  ó  sea  el  requerido,  no  debe  remitir  sus  actuacio- 
nes al  tribunal  superior  para  la  decisión  de  este  incidente,  ni  la  Sala  debe  ad- 
mitir al  demandante  como  parte  en  esta  apelación,  puesto  que  no  lo  era  en  el 
ramo  del  juzgado  donde  se  entabló  la  inhibitoria.  En  tal  caso,  el  fallo  de  la  Sa- 
la revocando  el  auto  apelado  y^  mandando  al  juez  que  sostenga  su  competencia, 
resuelve  una  cuestión  de  trámite,  y  no  puede  considerársele  con  carácter  de  de- 
finitivo para  el  efecto  de  que  pueda  admitirse  el  recurso  de  casación.  Formali- 
zado el  conflicto,  es  cuando  deben  remitir  sus  actuaciones  los  dos. jueces  conten- 
dientes, y  cuando  los  interesados  pueden  personarse  legítimamente  en  el  tribu- 
nal superior,  según  el  art.  104.  (Sent.  en  cas.  de  19  de  Junio  de  1863.) 
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cioncs  originales  al  superior  á  quien  corresponda  dirimir  la  contienda.  Para 
que  sobre  este  punto  importante  no  ocurra  la  menor  duda,  lo  determina  con 
toda  claridad  el  art.  99,  aceptando  la  regla  establecida  on  todas  las  leyw  ante- 
riores, desde  la  Constitución  de  1812,  cuyos  preceptos  sobre  esta  materia  se  de- 
senvolvieron en  el  decreto  de  las  Cortes  de  19  de  Abril  de  1813,  restaUecido  en 
1836/  Cuando  los  jueces  j  tribunales  entre  quienes  se  empeñe  la  cuestión  de 
competencia,  cualquiera  que  sea  la  clase  de  jurisdicción  que  ejerzan,  estén  su- 
bordinados á  un  mismo  superior  común,  á  éste  corresponde  decidir  la  contien- 
da, jr  en  cualquier  otrcí  caso  al  Tribunal  Supiemo.  Esta  es  la  regla  getieral  que 
sanciona  dicho  artículo  99,  descendiendo  en  seguida  á  fijar  el  juez  ó  tribunal 
que  ha  de  tenerse  como  superior  común  de  les  contendientes  para  dicho  efecto 
en  los  diferentes  casos  que  pueden  ocurrir;  y  lo  hace  con  tal  precisión,  que  se- 
ría vano  empeño  tratar  de  exponerlo  con  mayor  claridad:  véftse,  por  tanto,  el 
mismo  artículo. 

Artículo  101. 

Kecibidos  los  autos  en  el  Juzgado,  se  pasarán  al  Promotor 
fiscal  por  tres  días,  y  en  vista  de  su  dictamen,  en  otro  término 
igual  dictará  el  Juez  sentencia,  cuando  no  hayan  comparecido 
las  partes. 

Si  éstas  se  hubieren  personado,  las  citará  á  una  comparecen- 
cia en  un  plazo  que  no  podrá  exceder  de  seis  días,  poniéndoles 
mientras  tanto  de  manifiesto  los  autos  en  la  escribanía. 

Si  comparecen  en  el  día  señalado,  las  oirá,  ó  á  sus  defensores, 
y  en  los  tres  días  siguientes  dictará  sentencia  decidiendo  la  com- 
petencia. 

Contra  esta  sentencia  no  se  dará  recurso  alguno,  fuera  del 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  en  los  juicios  de  de- 
sahucio. 

Se^ún  el  número  primero  del  art.  99,  correspondo  á  los  jueces  de  primera 
instancia  decidir  las  competencias  que  se  promuevan  entre  los  jueces  municipa- 
les de  su  partido  reBi>ectivo,  por  ser  el  suprior  común  de  los  eontendientes.  Ni 
la  antigua  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  la  orgánica  del  Poder  judicial,  deter- 
minaron  el  procedimiento  que  había  de  observarse  en  tales  casos;  omisión  que 
ha  suplido  la  nueva  ley  ordenándolo  en  el  presente  artículo  con  tal  claridad,  que 
no  puede  ofrecer  dudas,  y  sería  arbitrario  cualquier  procedimiento  que  no  se 
ajustara  á  la  letra  del  mismo  artículo,  el  cual  nosppreata  á  deducciones  ni  con- 
jeturas. Su  objeto  ha  sido  conciliar  la  brevedad,  tan  necesaria  en  estos  proce- 
dimientos, con  la  defensa  de  las  partes,  á  fin  de  que  puedan  ilustrar  al  juez 
Í>ara  que  sea  acertada  la  resolución,  y  creemos  que  ambas  cosas  se  han  conci- 
iado. 

Becuérdese  que  según  los  artículos  98  y  100,  en  el  caso  de  que  ee  trata,  los 
dos  jueces  municipales  contendientes  habrán  remitido  al  de  primera  instan- 
cia del  partido  sus  respectivas  actuaciones,  después  de  emplazadas  las  partes  que 
ante  cada  uno  de  ellos  hubieren  comparecido,  para  que  en  el  término  de  cinco 
días  se  personen  en  dicho  juzgado  de  primera  instancia  á  hacer  uso  de  su  dere- 
cho, si  les  conviene.  Luego  que  en  este  juzgado  se  reciban  los  autos  de  los  dos 
contendientes,  le  pasarán  al  promotor  fiscal  por  tres  días,  sin  esperar  á  que  pa- 
sen lo«  cinco  que  tienen  las  partes  para  comparecer.  ¿A  qué  conduciría  esta  di- 
lación? El  promotor  ha  de  aar  por  escrito  su  dictamen  por  lo  que  resulte  de  los 
autos,  sin  que  pueda  influir  para  nada  la  comparecencia  de  las  p|artes,  y  mien- 
tras tanto  habrán  trascurrido  los  cinco  días,  a  contar  desde  el  siguiente  al  del 
emplazamiento.  En  este  caso,  si  no  hubiere  comparecido  ninguna  de  las  partes, 
habrán  perdido  su  derecho  á  ser  oídas,  y  recogidos  los  autos  con  dicho  dictamen. 


Digitized  by  VjOOQ IC 


136  GUIA  PRACTICA  DE  DERECHO 

el  juez  los  llamará  á  la  yista  y  dentro  de  los  tres  días  siguientes  dictará  senten- 
cia diciendo  la  competencia,  fiólo  en  el  caso,  poco  menos  que  imposible,  de  que 
al  derolrer  los  autos  el  promotor  no  hubieren  trascurrido  los  cinco  días,  espe- 
rará el  juez  á  que  trascurran  para  dictar  la  indicada  proridencia  llamando  los 
autos  á  la  rista. 

Cuando,  antes  de  dictar  esta  prorídencia,  se  hubieren  personado  en  los  autos 
todas  6  alguna  de  las  partes,  lo  que  podrán  verificar  por  sí  mismas  6  por  medio 
de  procurador,  y  en  la  forma  que  permite  el  art.  84,  acordará  el  juez  la  citación 
de  las  mismas  a  una  comparecencia,  á  la  que  podrán  concurrir  también  el  pro- 
motor fiscal  como  parte  en  estos  iiicidentes,  j  los  abogados  defensores  de  aque- 
llas, señalando  para  ello  día  j  hora  dentro  de  los  seis  siguientes,  y  mandando 
que  mientras  tanto  se  les  pongan  de  manifiesto  los  autos  en  la  escribanía,  á  fin 
de  que  puedan  instruirse  de  ellos.  No  se  hará  dicha  citación,  ni  personalmente 
ni  en  estrados,  á  la  parte  que  no  hubiese  comparecido.  Si  en  el  día  y  hora  se- 
Salados  comparecen  todas  6  alguna  de  las  partes  6  sus  defensores,  el  juez  oirá  lo 
aue  aleguen  de  palabn  en  apoyo  de  sus  pretensiones  respectiras,  acreditando  por 
diligencia  la  celebración  del  acto  y  las  personas  que  hubiesen  concurrido,  pero 
sin  lerantar  acta  de  lo  que  expon^^an;  y  concurran  6  no,  dentro  de  los  tres  días 
siguientes  al  señalado  para  la  yista,  dictará  sentencia  decidiendo  la  compe- 
tencia. ^  ^ 

En  esta  sentencia  podrá  el  juez  de  primera  instancia  hacer  uso  de  la  facultad 
que  concede  el  artículo  108  para  imponer  las  costas  al  juez  municipal  y  á  la 
parte  que  hubieren  sostenido  6  impugnado  la  inhibitoria  con  notoria  temeridad, 
y  si  no  la  hubiere,  declarM*á  que  cada  parte  pague  las  causadas  á  su  instancia: 
no  haciendo  esta  declaración,  se  entenderán  las  costas  de  oficio.  También  man- 
dará en  la  propia  sentencia  que  con  certificación  de  la  misma,  y  previa  la  tasa- 
ción de  costas,  si  hubiese  recaído  esta  condena,  para  que  se  hagan  efectivas,  se 
remitan  todas  las  actuaciones  al  juez  municipal  declarado  competente,  ponién- 
dolo en  conocimiento  del  otro  por  medio  de  carta-órden,  conforme  al  ;art.  109. 

Concluye  el  artículo,  objeto  de  este  comentario,  declarando  que  contra  la  sen- 
tencia del  juez  de  primera  instancia  decidiendo  la  competencia  entre  dos  jueces 
municipales  de  su  partido,  no  se  da  recurso  alguno,  fuera  del  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  en  los  juicios  de  desahucio.  Tanto  aquella  regla,  co- 
mo esta  excepción,  responden  á  la  índole  y  naturaleza  de  los  asuntos  á  que  se 
refieren,  y  á  lo  establecido  en  el  artículo  1,694.  Dicho  recurso  de  casación  no 
podrá  interponerse  hasta  que  recaiga  sentencia  definitiva  en  el  juicio  de  desa- 
hucio. 

Téngase  presente,  por  último,  que  por  lo  que  afectan  al  orden  público  las 
cuestiones  de  competencia,  ha  de  precederse  de  oficio  para  dirimirlas  cuando  no 
comparecen  las  partes,  y  por  tanto  se  extenderá  en  tal  caso  las  actuaciones  en 
papel  del  sello  de  oficio,  sm  perjuicio  de  su  reintegro  cuando  haya  condena  de 
costas,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  artículo  246, 


Artículo  102. 

Luego  que  se  reciban  los  autos  en  la  Audiencia  ó  en  el  Tribu- 
nal Supremo,  se  pasarán  al  relator  para  que  forme  el  apunta- 
miento con  preferencia. 

Artículo  103. 

Formado  el  apuntamiento,  se  pasará  con  los  autos  al  Fiscal 
para  que  dentro  de  cuatro  días  emita  dictamen  por  escrito. 

Artículo  104. 
Si  se  hubieren  personado  las  partes,  ó  alguna  de  ella?,  se  le 
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comunicarán  los  autos  para  instrucción  por  tres  días  improro- 
gables  á  cada  una^  trascurridos  los  cuales  se  recogerán  de  oficio 
7  se  sefialará  día  para  la  vista. 

Esta  tendrá  lugar  precisamente,  con  abogados  ó  sin  ellos,  den- 
tro de  los  ocho  días  siguientes  á  la  devolución  ó  recogida  de  los 
autos. 

Artículo  105. 

Dentro  de  los  cuatro  días  siguientes  al  de  la  vista,  ó  al  de  la 
devolución  de  los  autos  por  el  Fiscal  cuando  no  se  hayan  perso- 
nado las  partes,  se  dictará  sentencia  decidiendo  la  competencia. 

Artículo  106. 

Contra  las  sentencias  de  las  Audiencias  en  que  se  decidan  cues- 
tiones de  competencia,  sólo  se  dará  el  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  después  de  fallado  el  pleito  en  defi- 
nitiva. 

Contra  las  del  Tribunal  Supremo  no  habrá  ulterior  recurso. 

Artículo  107. 

Las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  sobre  cuestiones  de  con- 
peteneia  se  publicarán,  dentro  de  los  diez  días  siguientes  á  su  fe- 
cha, en  la  Gaceta  de  Madrid^  y  á  su  tiempo  en  la  Colección  le- 
gislativa. 

En  estos  artículos  se  ordena  el  procedimiento  que  ha  do  sejniirse  en  las  Au- 
diencias y  en  el  Tribunal^  Supremo  para  decidir  las  cuestiones  de  competencia, 
cuando  les  corresponda  dirimirlas  conforme  á  lo  prevenido  en  los  números  2.  ^ 
y  3.  ®  del  art.  99.  Guarda  analogía  este  procedimiento  con  el  establecido  en  el 
art.  101  para  los  juzgados  de  primera  instancia,  pero  acomodándolo  á  la  organi- 
zación y  modo  de  ñinoionar  de  los  tribunales  colegiados.  En  los  que  ramos  á 
comentar  se  han  refundido  los  ai-ts.  103  á  112  de  la  antigua  ley,  simplificando 
el  pocedimiento  para  hacerlo  más  breve  sin  menoscabar  la  defensa  de  las  partes 
ni  la  instrucción  necesaria  para  la  justa  aplicación  de  la  ley,  y  dando  en  todo 
caso  al  Ministerio  fiscal  la  intervención  que,  restableciendo  nuestra  antigua 
práctica,  le  concedió  el  artículo  384  de  la  ley  orgánica. 

Recordaremos  como  en  el  comentario  anterior,  que  según  los  artículos  98  y  100, 
los  dos  jueces  ó  tribunales  contendientes  d^n  remitir  sus  actuaciones  al  que 
haya  de  dirimir  la  contienda,  con  emplazamiento  de  las  partes  por  término  de 
diez  días.  Luego  que  se  reciban  los  autos  en  el  tribunal  dii  imente,  ya  sea  la  Au- 
diencia ó  el  Supremo,  sin  esperar  á  que  se  trascurra  dicho  término,  se  pasarán 
a.1  relator  para  que  forme  el  apuntamiento  "con  preferencia,''  esto  es,  sin  guar- 
dar el  iSrden  riguroso  ó  tumo  que  previene  el  art.  320.  Formado  el  apuntamien- 
to, se  pasará  con  los  autos  al  fiscal  para  que  dentro  de  cuatro  días  emita  dicta- 
men por  escrito,  aun  en  el  caso  de  que  hubiere  propuesto  la  inhibitoria  como 
parte,  puesto  que  la  ley  no  distingue,  ni  hay  razón  para  distinguir,  dada  la  im- 
parcialidad de  dicho  ministerio. 

Mientras  tanto  habrán  trascurrido  los  diez  días  del  emplazamiento.  Si  se  hu- 
bieren personado  las  partes  ó  alguna  de  ellas,  devueltos  los  autos  por  el  fiscal, 
Be  comunicarán  para  instrucción  por  tres  días,  improrogables  á  cada  una  de  las 
que  hayan  comparecido,  principiando  por  la  que  promovió  la  inhibitoria,  y  pres- 
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cindi¿>ncIosc  de  la  quo  no  comparezca,  de  tuerte  que  ni  aun  en  estrados  se  le  han 
de  notiñcar  las  proTÍdencias,  pues  se  presume  que  ha  renunciado  al  derecho 
de  ser  parte  en  la  superioridad.  En  él  escrito  con  firma  de  letrado  derolriendo. 
los  autos,  se  expresará  quedar  la  parte  instruida,  pero  sin  manifestar  su  confor- 
midad  con  el  apuntamiento,  ni  pedir  reformas  ó  adiciones,  en  lo  otial  se  modifi- 
can los  artículos  105  y  106  de  la  antigfua  ley  que  lo  exigían:  si  el  apuntamiento 
contiene  alguna  omisión  6  inexactitud,  podra  el  letrado  llamar  la  atención  de 
la  Salalsobre  ello  en  el  acto  de  la  rista.  Tampoco  se  permiten  ni  han  de  admitirse 
escritos  de  apremio:  trascurridos  los  tres  días  se  recojerán  los  autos  de  oficio, 
empleándose  erprocedimiento  que  para  este  caso  establecen  los  artículos  308  y 
312,  Y  devueltos  ó  recogidos  los  autos,  se  señalará  día  para  la  vista,  pasándolos 
previamente  al  relator,  si  el  secretario  no  reúne  este  carácter,  para  que  haga  el 
señalamiento  el  presidente  de  la  Sala,  por  ser  de  sus  atribuciones  según  el  ar- 
tículo 321. 

"La  vista  tendrá  lugar  "prcsisamente,  con  abogados  ó  sin  ellos,"  dentro  de 
los  ocho  días  siguiente  á  la  devolución  ó  recogida  de  Jos  autos."  Así  lo  ordena 
el  párrafo  2.  ®  ael  artículo  IQá,  dando  á  entender  con  el  adrervio  "presisamen- 
te,  que  el  tribunal  dj^pmente  está  obligado  á  celebrar  la  vista  de  que  se  trata 
dentro  del  plazo  fijado  por  la  ley,  y  por  consiguiente  que  no  ha  de  darse  lugar 
á  la  suspensión  que  puedan  solicitar  las  partes,  aunque  se  funde  en>  alguno  de 
los  motivos  expresados  en  el  artículo  323.  Por  esto  se  añade  que  se  celebrará  la 
vista  en  el  día  señalado  "con  abogados  ó  sin  ellos,"  y  no  se  manda,  ni  debe  prac- 
ticarse la  citación  de  las  partes  para  ese  acto,  bastando  se  les  haga  saber  el  se- 
ñalamiento para  que  concurran  sus  letrados,  si  les  conviene.  También  podrá 
concurrir  el  fiscal,  en  cuyo  caso,  atendido  el  carácter  con  que  interviene,  deberá 
cerrar  el  debate  oral  con  su  informe,  á  no  ser  que  hubiere  propuesto  la  inhibi- 
toria, pues  entonces  es  considerado  como  parte  en  el  juicio,  y  el  érden  natural 
exige  que  hable  en  primer  lugar  el  abogado  de  la  parte  que  haya  promovido  la 
cuestión  de  competencia. 

Celebrada  la  vista,  ó  sin  ella  cuando  no  se  hubieren  personado  las  partes,  se 
dictará  la  sentencia  decidiendo  la  coropentencia,  y  haciendo  además  las  declara- 
ciones sobre  costas  y  remisión  de  los  autos  al  juez  inferior,  de  que  tratan  los  ar- 
tículos 108  y  109.  El  105  concede  cuatro  días  para  dictar  dicha  sentencia,  con- 
tados desde  el  siguiente  al  de  la  vista,  ó  al  de  la  devolución  de  los  autos  por  el 
fiscal  cuando  no  hayan  comparecido  las  partes,  y  según  el  106,  no  se  da  recurso 
.  alguno  contra  las  del  Tribunal  Su)>remo;  pero  contra  las  que  dicten  las  Audien- 
cias podrá  intiCrponerse  el  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma. 

Los  artículos  111  de  la  ley  de  1855  y  385  de  la  orgánica  de  1870  ordenaron  lo 
mismo  que  el  106  de  la  nueva;  pero  aquel  decía  que  contra  las  sentencias  de  las 
Audiencias  no  se  daba  otro  recurso  que  "el  de  casación  en  su  caso  y  lugar,"  y  el 
segundo  que  sólo  se  daba  el  recurso  "de  casación  en  su  caso."  Esta  locución  se 
prestaba  á  dudas  sobre  lo  que  debía  entenderse  por  "caso  y  lugar,"  y  «obre  si  en 
algún  caso  procedería  el  recurso  de  casación  en  el  fondo,  ó  sólo  sería  admisible 
el  de  quebrantamiento  de  forma  en  materia  de  competencia.  Contradictoria  fué  en 
sus  primeros  tiempos  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  declarando  unas 
veces  que  procedía  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  contraía  sentencia  que  de- 
cedía  la  inhibitoria,  porque  poniendo  término  á  la  única  cuestión  debatida,  tenía 
el  carácter  de  definitiva,  y  también  q^andb  se  daba  lugar  á  la  declinatoria;  y  otras 
veces,  que  en  uno  y  otro  caso  sólo  procedía  el  recurso  en  la  forma,  en  razón  á 
que  el  fallo  sobre  la  competencia  no  ponía  término  al  juicio  principal,  á  cujra  sen- 
tencia definitiva  debía  esperarse  para  interponer  dicho  recurso  fundándíolo  en 
la  incompetencia  de  jurisdicción.  Prevaleció  últimamente  ost^i  doctrina,  por  ser 
la  más  conforme  á  los  buenos  principios,  y  de  acuerdo  con  ella  se  declara  ahora 
en  el  artículo  106,  que  "contra  las  sentencias  de  las  Audiencias  en  que  se  deci- 
dan cuestiones  de  competencia," — generalidad  que  comprende  las  promoTidas 
por  inhibitoria,  y  por  declinatoria, — "solo"  se  dará  el  recurso  de  casación  "por 

Suebrantamiento  de  forma,  después  de  fallado  el  pleito  en  definitiva."  Con  esta 
eclaraeiónjde  la  ley,  cesará  toao  motivo  de  duda. 

Pero  téngase  presente  que  las  cuestiones  de  competencia,  á  que  dicho  artículo 
se  refiere,  son  las  que  tienen  lugar  entre  jueces  ó  tribunales  con  jurisdicción 
para  conocer  del  asunto  que  dé  lugar  á  la  contienda:  si  alguno  de  ellos  no  la  tu- 
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viere,  si  se  alegara  la  incompetencia  por  razdn  de  la  materia,  para  lo  cual  por 
regla  general  sólo  podrá  emplearse  la  declinatoria,  contra  el  fallo  de  la  Audien- 
cia declarando  incompetente  á  la  jurisdicción  ordinaria,  procederá  el  recurso  de 
.casación  por  infracción  de  ley  6  de  doctrina  legal,  porque  tal  sentencia  pone 
término  al  juicio;  y  el  mismo  recurso  podrá  entablarse  contra  la  sentencia  defi- 
nitiva del  pleito  en  el  caso  contrario,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  núm.  6.  ° 
del  artículo  1,692. 

En  el  último  de  los  artículos  que  son  objeto  de  este  comentario  se  reproduce 
lo  que  ya  estaba  mandado  por  el  112  de  la  ley  antigrua  y  el  386  de  la  orgánica, 
esto  es,  que  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  sobre  cuestiones  de  competen- 
cia se  publiquen  dentro  de  diez  días  en  la  "Gaceta  de  Madrid,"  y  á  su  tiempo  en 
la  * 'Colección  legislativa,"  y  así  viene  practicándose,  aunque  sin  sujetarse  á  di- 
cho término  el  diario  oficial.^  Esta  disposición  tiene  por  objeto  uniformar  la  ju- 
risprudencia (1),  y  como  no  tienen  tal  autoridad  las  decisiones  de  las  Audiencias, 
y  lejos  de  contribuir  á  dicha  uniformidad,  producían  el  electo  contrario,  se  ha 
creído  conveniente  suprimir  la  publicación  de  las  mismas  en  los  "Bolctine«i  ofi- 
ciales," que  ordenaba  el  artículo  antes  citado  de  la  ley  orgánica. 

Artículo  108. 

El  Tribunal  Supremo  podrá  condenar  al  pago  de  las  costas 
causadas  en  la  inhibitoria  kl  Juez  ó  Tribunal  7  á  la  parte  que 
la  hubieren  sostenido  ó  impugnado  con  notoria  temeridad,  de- 
terminando en  su  caso  la  proporción  en  que  deban  pagarlas,  ó  si 
han  de  ser  solamente  de  cuenta  de  las  partes. 

Cuando  el  que  haya  promovido  la  competencia  se  halle  en  el 
caso  del  párrafo  segundo  del  art.  78,  se  le  impondrán  todas  las 
costas. 

Las  mismas  declaraciones  pueden  hacer  las  Audiencias  j  los 
Jueces  de  primera  instancia,  cuando.decidan  cuestiones  de  com- 
petencia. 

Cuando  no  hicieren  especial  condenación  de  costas,  se  enten- 
derán de  oficio  las  causadas  en  la  competencia. 

Concuerda  el  presente  artículo  con  el  113  de  la  ley  de  1855  y  con  el  387  de  la 
orgánica  de  1870.  Además  de  aceptar  la  reforma  que  éste  hizo  en  aquél,  se  ha 
adicionado  el  párrafo  segundo,  cuya  disposición,  contenida  en  la  ley  antigua,  8« 
había  omitido  en  la  orgánica,  y  se  ha  dado  á  toda  la  redacción  conveniente  para 
su  mayor  claridad,  sin  introducir  en  el  fondo  innovación  alguna. 

Trátase  de  la  condena  de  costas  en  las  cuestiones  de  competencia;  condena, 
que  sólo  en  un  caso  es  obligatoria,  quedando. en  los  demás  al  prudente  arbitro 
del  tribunal  dirimente.  Es  obligatoria,  cuando  el  que  haya  promovido  la  com- 
petencia por  medio  de  la  inhibitoria  se  halle  en  el  caso  del  párrafo  segundo  del 
artículo  78,  esto  es,  cuando  hubiese  expresado  en  el  escrito  no  haber  empleado 
la  declinatoria,  y  resultare  lo  contrario.  Por  este  sólo  hecho  de  faltar  á  la  ver- 
dad debe  ser  condenado  en  las  costas  del  incidente,  dijo  dicho  artículo  (véase  su 
comentario),  y  de  acuerdo  con  él  se  previene  en  el  párrafo  segundo  del  actual 

(1)  Tanto  los  Jueces  de  la  jurisdicción  ordinaria,  como  los  de  laa  privilegia- 
das, deben  tener  presente,  además  de  las  disposiciones  vigentes  en  la  materia,  la 
jurisprudencia  establecida  por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  en  las  decisiones 
de  competencias,  para  ajustarse  á  ella  y  no  promoverlas  ni  sostenerlas  contra  lo 
ya  resuelto  en  c^os|dela  misma  naturaleza,  a  fin  de  evitar  graves  entorpecimien- 
tos en  la  administración  de  justicia  y  sensibles  perjuicios  á  lo»  intereses  de 
las  partes.  ("»Sent.  en  comp.  de  IS  de  Septiembre  de  1860,  30  de  Enero  de  1861, 
25  de  Abril  y  24  de  Mayo  de  1862.) 
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que  en  tal  caso  "ae  le  impondrán  todas  las  costas/'  y  ^or  consiguiente  todas  las 
cauradas  en  la  cuestión  de  «ompetencia,  tanto  en  los  juzgados  6  tribunales  con- 
tendientes, como  en  el  dirimente.  Nótese  (^ue  es  imperatiyo  el  precepto  déla  ley, 
y  por  tanto  los  tribunales  no  pueden  prescindir  por  ningún  concepto  de  impo- 
ner todas  las  costas  á  la  parte  que  se  halle  en  el  caso  á  que  se  refiere:  por  esto 
hemos  dicho  que  es  obligatoria  esa  condena,  y  asilo  declaró  el  Tribunal  Supre- 
mo en  sentencia  de  14  de  Mayó  de  1859,  fundándose  en  el  precepto  expreso  de  la 
ley,  y  en  que  semejante  falta  ú  ocultación  de  la  verdad  es  siempre  voluntaria  y 
maliciosa.^  No  existe  esta  presunción  en  los  demás  casos,  y  por  esto  se  deja  al 
tribunal  dirimente  la  facultad  de  apreciar  la  buena  ó  mala  fó  con  que  se  ha^a 
promovido  ó  impugnado  la  competencia,  para  el  efecto  de  hacer  ó  no  especial 
condenación  de  costas. 

Tres  declaraciones  puede  hacer  sobre  este  punto  el  tribunal  dirimente  en  la 
sentencia  en  que  decida  la  competencia:  1.^  imponer  las  costas  á  una  de  las 
partes  y  al  juez  ó  tribunal  que  haya  sostenido  las  ^retensio^ies  de  acjuella:  2.  ^ 
que  son  de  cuenta  de  las  partes;  y  3.  *  que  deben  entenderse  de  oficio.  Veamos 
los  casos  en  que  corresponde  hacer  cada  una^e  estas  declaraciones,  conforme  al 
artículo  que  estamos  comentando. 

Corresponderá  hacer  la  primera  declaración,  cuando  el  juez  ó  tribunal  y  la 
parte  huoiesen  sostenido  la  competencia  promoviendo  ó  impugnando  la  inhibi- 
toria ''con  notoria  temeridad;"  esto  es,  cuando  aparezca  claramente  que  su  pre- 
tensión  es  infundada  y  sin  apovo  alguno  legal ,  ó  contraria  á  la  ley.  Este  hecho 
es  de  la  apreciación  exclusiva  del  tribunal  dirimente,  como  lo  es  siempre  del  tri- 
bunal sentenciador  la  de  la  buena  ó  mala  té  de  los  litigantes  para  el  efecto  de 
imponerles  las  costas  de  la  primera  instancia,  según  repetidas  declaraciones  del 
Supremo.  Podrá  suceder  que  siendo  notoria  lo  temeridad,  provenga  de  un  error  ó 
preocupación  más  ó  menos  disculpable,  y  de  aquí  la  equidad  con  que  ha  proce- 
dido la  ley  no  haciendo  obligatoria  en  estos  casos  la  condena  de  costas,  sino  fa- 
cultando al  tribunal  dirimente  para  imponerlas,  según  lo  estime  justo.  Este 
apreciará  para  ello  todas  las  circunstancias,  y  sólo  en  el  caso  de  que,  á  su  juicio, 
la  temeridad  sea  notoria  y  sin  disculpa  por  haberse  procedido  de  mala  fé  contra 
ley  clara  y  terminante,  impondrá  las  costas  al  juez  y  á  la  parte  que  se  hallen 
en  este  caso,  entendiéndose  de  todas  las  costas  de  la  competencia  y  aeterminan- 
do  la  proporción  en  que  deban  pagarlas.  Al  hacer  esta  prevención  el  artículo 
que  estamos  comentando,  demuestra  claramente  que  ha  de  recaer  la  cadena  con- 
tra el  juez  y  la  parte  conjuntamente,  y  no  contra  uno  de  ellos,  lo  cual  es  justo 
porque  los  dos  han  incurrido  en  la  misma  temeridad. 

Podrá  hacerse  la  segunda  declaración,  esto  es,  que  sean  de  cuenta  de  las  par- 
tes todas  las  costas  de  la  competencia,  cuando,  por  no  existir  la  temeridad  no- 
toria de  que¡  antes  hemos  haolado,  el  tribunal  dirimente  no  encuentre  motivo 
bastante  para  imponerlas  á  uno  solo  de  los  jueces  y  partes  contendientes.  £n 
este  caso  la  declaración  procedente  será  la  de  que  cada  parte  pague  las  costas 
causadas  á  su  instancia  y  las  comunes  por  mitaid,  como  se  deducía  del  art.  115 
de  la  ley  antigua,  refundido  también  t  n  el  que  estamos  comentando.  £1  tribu- 
nal ó  juzgado  dirimente  está  facultado  para  imponer  esta  condena,  no  sólo  á  la 
parte  ó  partes  que  ante  él  hubieren  comparecioo,  sino  también  ^  las  que  no  se 
hayan  personado;  á  todos  los  aue  hayan  sido  parte  en  los  juzgados  contendien- 
tes é  intervenido  en  la  cuestión;  y  en  su  virtnd  cada  parte  pagará  las  costas 
causadas  en  el  juzgado  ó  tribunal  inferior  ante  el  cual  sostuvo  sus  pretensiones, 
y  las  de  su  defensa  en  el  dirimente,  siendo  por  mitad  las  restantes,  ó  por  partes 
iguales,  si  fueren  más  de  dos,  á  no  ser  que  el  tribunal  dirimente  estime  justo  es- 
tablecer otra  proporción. 

Podrá  suceder  que,  por  defecto  ó  insuficiencia  de  la  ley,  ambas  partes  sosten- 
gan con  fundamento  legal  la  cuestión  de  competencia:  en  tal  caso  el  tribunal 
dirimente  podrá  relevarles  del  pago  de  las  costas,  como  es  justo,  declarándolas 
de  oficio.  Y  téngase  presante  que  de  derecho  se  tendrá  por  hechít  esta  declara- 
ción, cuando  no  contenga  la  sentencia  especial  condenación  de  costas,  se^n  lo 
prevenido  en  el  párrafo  último  del  presente  artículo.  Por  esto  debe  cuidar  el 
tribunal  dirimente  de  no  omitir  en  ningún  caso  la  declaración  sobre  costas,  á 
fin  de  que  los  auxiliares  no  se  vean  privados  de  sus  legítimos  derechos  sino  en  el 
caso  de  que  haya  motivos  muy  justificados  para  eximir  de  su  pago  á  las  partes. 
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¿Procederá  algún  recure*  contra  la  condena  de  costas  en  los  casos  antes  ex- 
puestos? La  ley  antigua,  en  el  párrafo  último  de  so  art.  113,  dijo  que  "contra  es- 
ta condena  no  se  da  recurso  alsfuno;"  j  el  Tribunal  Supremo,  en  la  sentencia  de 
casación,  7a  citada,  de  14  de  Mayo  de  1859,  declaró  que  este  precepto  se  refería 
y  estaba  limitado  al  párrafo  2.  ®  del  mismo  artículo,  ó  sea  al  caso  en  que  deben 
imponerse  ks  costas  á  una  parte  por  haber  hecho  uso  á  la  xez  de  la  innibitoria 
y  de  la  declinatoria,  asegrurandó  falsamente  lo  contrario,  que  es  también  el  caso 
del  párrafo  2  ®  del  artículo  que  estamos  comentando.  La  nueva  ley  no  contie- 
ne aeclaración  alguna  sobre  dicho  extremo,  sin  duda  por  crewk  innecesaria 
por  no  haber  razón  para  excluir  el  caso  de  las  reglas  generales.  Se  regirá,  pues, 
por  estas  rAglas,  y  para  aplicarlas  debidamente  es  necesario  distinguir,  si  la 
condena  de  costas  ha  sido  impuesta  al  juez  ó  tribunal,  ó  si  lo  ha  sido  alas  partes. 

En  el  primero  de  estos  dos  casos,  se^ún  el  art.  450,  la  condena  de  costas  ha  de  . 
ser  considerada  como  corrección  disciplinaria,  y  el  juez  ó  tribunal  á  quien  hu- 
biere sido  impuesta,  como  no  fué  oido  pretiamen te,  tiene  el  derecho  de  reclamar 
contra  ella,  solicitando  dentl^  de  cinco  días  la  audiencia  en  justicia  conforme  á 
lo  prevenido  en  el  452,  cuyo  recurso  se  regirá  por  lo  que  ordenan  los  arts.  453  y 
siguientes.  De  este  recurso  sólo  puede  aprovecharse  el  juez  ó  tribunal,  y  no  la 
parte  que  juntaipente  con  él  hubiere  sido  condenada  en  las  costas  de  la  compe- 
.  tencia. 

Y  en  el  segundo  caso,  como  la  imposición  de  costas  á  las  partes  es  un  acceso- 
rio de  la  cuestión  principal  en  la  que  ya  fueron  oidas.  no  puede  concederse  otro 
recurso  que  el  autorizado  por  la  ley  contra  la  sentencia  que  la  contenga.  Según 
los  arts,  101  f  106,  contra  las  sentencias  que  decidan  cuestiones  de  competencia, 
si  son  del  Tribunal  Supremo  ó  délos  jueces  de  primera  instancia,  no  se  da  re- 
curso alsfuno;  y  si  fueren  dictadas  por  las  Audiencias,  s#lo  se  da  el  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma.  (íuando,  en  virtud  de  este  recurso,  sé  case  la 
sentencia  y  quede  sin  efecto  la  decisoria  de  la  competencia,  ciuedará  tambión 
anulada  por  este  medio  indirecto  la  condena  de  costas;- pero  directamente  con- 
tra esta  condena,  en  ninguno  de  los  casos  de  que  se  trata..no  pueden  las  partes 
utilizar  recurso  alguno,  cualquiera  que  sea  el  tribunal  dirimente,  porque  no  lo 
permite  la  ley.  '  »     . 

Artículo  109. 

£1  Tribunal  que  haya  resuelto  la  competencia,  remitirá  el 
pleito  y  las  actuaciones  que  haya  tenido  á  la  vista  para  decidir- 
la, con  certiñcación  de  la  sentencia,  al  Juez  ó  Tribunal  declara- 
do competente,  y  lo  pondrá  en  conocimiento  del  otro. 

También  cuidará  de  que  se  haga  efectiva  la  condenación  de 
costas  que  hubiere  impuesto,  librando  al  efecto*,  previa  su  tasa- 
ción, las  órdenes  oportunas. 

Este  artículo  concuerda  con  el  388  de  la  ley  orgánica,  habiéndose  refundido 
.  en  él  lo  que  disponían  el  114  y  el  116  de  la  antigua  de  Ejuiciamiento' civil.  ^  Su 
precepto  es  claro  y  terminante,  y  no  puede  ofrecer  dudas  su  recta  aplicación, 
ror  esto  nos  limitaremos  á  indicar,  que  lo  que  se  ordena  eii  su  párrafo  1.  ®  ha 
de  Díandarlo  el  tribunal  dirimente  en  la  misma  sentenrcia  eti  qu®  ¿tecida  la  com- 
petencia,  como  también,  en  su  caso,  que  se  haga  la  tasación  de  coetas.  Esta  ha 
de  limitarse  á  las  causadas  en  las  actuaciones  del  tribur  al  dirimente,  y  deberá 
practicarse  conforme  á  lo  prevenido  en  los  artículos  422  y  siguientes,  teniendo 
también  presente  lo  que  ordena  el  421  para  dejar  de  practicarla  si  la  parte  ó  par- 
tes condenadas  las  pagasen  desde  luego.  El  conocimiento  que  ha  de  darse  al  juz- 
gado ó  tribunal  que  haya  perdido  la  competencia,  aerÁ  por  medio  de  carta-órden. 

Nótese  que  est«  artículo  se  refiere  al  casp  en  que  se  haya  decidido  la  compe- 
tencia á  favor  de  uno  de  los  juzgadps  ó  tribunales  contenoientes;  pero  si  se  de- 
clarase mal  formada  y  que  no  há  lugar  á  decidirla,  se  devolverán  á  cada  juzgado 
sus  respectivas  actuaciones,  con  certificación  de  la  sentencia,  como  viene  prac- 
ticándose. 
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,  Artículo  110. 

Cuando  la  cuestión  de  competencia,  entre  dos  ó  más  Tribunales 
ó  Jueces,  fuere  negativa  por  rehusar  todosí  entender  en  un  nego- 
cio, la  decidirá  el  superior  común  ó  el  Tribunal  Supremo  en  su 
caso,  siguiendo  para  ello  los  mismos  trámites  prescritos  para  las 
demás  competencias. 

1 

Ya  hemos  dicho  (pág.  152)  que  se  da  el  nombre  de  "competencia  negativa"  a 
conflicto  6  cuestión  que  se  promueye  entre  dos  ó  más  jueces  6  tribunales,  cuan- 
do todos  sostienen  Que  no  les  corresponde  el  conocimiento  de  un  negocio  y  se 
inhiben  6  declaran  incompetentes;  6  como  dice  el  articule  que  vamos  á  exami- 
nar, cuando  todos  rehusan  entender  en  un  negocio.  La  ley  de  1855  no  previo  es- 
te caso,  más  frecuente  que  ahora  en  lo  civil  por  la  diversidad  do  fueros  que  en- 
tonces existía,  7  la  orgánica  de  1870  suplió  este  vacío  en  su  art.  389,  del  que  ha 
sido  copiado  casi  literalmente  el  110  de  la  nueva  ley. 

Según  la  doctrina  expuesta  en  los  comentarios  de  los  artícutos  54,  56  y  74,  los 
jueces  ordinarios  están  obligados  á  aceitar  el  conocimiento  de  los  negocios  ci- 
viles que  los  litigantes  sometan  á  su  jurisdicción,  y  no  pueden  inhibirse  ni  pro- 
mover de  oficio  cuestión  alguna  de  competencia^  á  no  ser  que  se  crean  incompe- 
tentes por  razón  de  la  materia,  de  la  cuantía  litigiosa,  ó  del  grado  ó  instancia 
en  que  se  halle  el  negocio.  De  esta  doctrina  legal  se  deduce  que  sólo  en  estos  ca- 
sos de  excepción  podrá  surgir  una  competencia  negativa,  pues  si  se  tratara  de  un 
asunto,  en  el  que  puedan  las  partes  prorogar  jurisdicción,  faltaría  á  la  ley  y  á  su 
deber  el  juez  que  rehusara  entender  en  él  sin  que  se  promoviera  en  forma  la  de- 
clinatoria ó  la  inhibitoria;  y  haciendo  uso  la  parte  interesada  de  este  segundo 
remedio,  la  cuestión  sería  de  competencia  positiva,  y  no  de  la  negativa. 

Por  estas  consideraciones  serán  raros  los  casos  en  que  se  promuevan  cuestio- 
nes de  competencia  neg[ativa  en  asuntos  civiles,  y  creemos  que  sólo  podrán  ocu- 
rrir ciÉindo  se  declare  incompetente  un  juez  por  razón  de  la  cuantía  litigiosa  ó 
en  virtud  de  la  declinatoria,  y  remitidos  los  autos  al  tenido  por  competente,  és- 
te lehusare  conocer  por  creerse  también  incompetente.  Pero  cuando  ocurran, 
deberán  sustanciarse  por  los  trámites  establecidos  en  esta  sección  ^ara  las  com- 
petencias positivas,  y  decidirse,  como  éstas,  por  el  superior  común  de  ambos 
contendientes,  y  si  no  lo  tuvieren,  por  el  Tribunal  Supremo,  conforme  al  art. 
99.  Así  lo  ordenad  que  estamos  comentando. 

Más  frecuentes  suelen  ser  las  competencias  negativas  por  raz6n  de  la  materia; 
pero  éstas  no  pueden  ocurrir  hoy  entre  jueces  ordinarios,  sino  entre  éstos  y  los 
eclesiásticos  ó  la  Administración  pública,  y  como  tales  cuestiones  deben  venti- 
larse y  resolverse  por  las  disposiciones  especiales  que  á  ella  se  refieren,  según  los 
artículos  112,  113  y  117,  no  están  comprendidas  en  las  del  pref^ente. 

Artículo  111. 

Las  cuestiones  de  competencia  O  de  atribuciones  que  se  pro- 
muevan entre  dos  Salas  de  un  Tribunal,  las  decidirá  la  Sala  de 
gobierno  del  mismo,  oyendo  por  escrito  al  Fiscal,  sin  otra  sus- 
tanciacipn  y  sin  ulterior  recurso,  como  no  sea  el  de  casación 
ciMiid  oproceda  contra  la  sentencia  definitiva  del  pleito. 

1';-  H  =^iiscitarse  cuestión  entre  las  Salas  de  un  mi^mo  tribunal  sobre  á  cuál 
deeí;  is  corresponde  el  conocimiento  de  un  negocio.  Como  cua^uiera  quesea 
la  resolución,  mo  altera  esencialmente  la  competencia,  tales  cuestiones,  nadidas 
generalmente  de  la  duda  á  que  da  lugar  la  índole  del  negoeio  ó  la  especialidad 
del  caso,  pueden  considerarse  como  pertenecientes  al  régimen  6  gobierno  inte- 
rior de  los  tribunales,  y  por  cato  sin  duda  no  se  mencionaron  en  la  ley  de  1855 
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ni  en  la  orgánica  de  1870,  y  venían  rigiént^ose  por  el  art.  78  de  las  ordenanzas 
de  las  Audiencias  de  1835,  en  el  que  se  hallaba  previsto  el  caso.  Esto  no  obs- 
tante, por  su  trascendencia  é  importancia  en  las  tontiendas  judiciales  t  por  su 
relación  con  el  procedimiento,  creemos  que  tienen  su  lugar  propio  en  la  ley  de 
Enjuiciamiento,  y  estimándolo  así  los  autores  de  la  nuera  ley,  se  incluyo  en 
ella  este  artículo,  cuya  clara  redacción  nos  excusa  el  comentarlo.  Nótese  (^ue 
aunque  se  atribuye  á  la  Sala  dfe  gobierno  la  decisión  de  la  contienda  sin  ulterior 
recurso,  la  parto  que  se  crea  agraviada  y  pierda  el  pleito,  puede  utilizar  el  de, 
casación  por  quebrantamiento  de  la  Ibrma,  fundado  en  la  incompetencia  de  .ju- 
risdicción, con  lo  cual  se  da  á  ios  litigantes  la  garantía  de  no  ser  juzgados  sino 
por  el  tribunal  competente. 


Artículo  112. 

Las  cuestiones  de  jurisdicción  promovidas  por  Jueces  ó  Tribu- 
nales seculares  contra  Jueces  ó  Tribunales  eclesiásticos,  se  sus- 
tanciarán y  decidirán  con  sujeción  á  las  reglas  establecidas  para 
los  recursos  de  fuerza  en  coiipcer. 

Artículo  113. 

Cuando  los  Jueces  y  TTibunales  eclesiásticos  estimaren  que 
les  corresponde  el  conocimiento  de  un  negocio  en  que  entiendan 
los  Jueces  ó  Tribunales  seculares,  podrán  requerirles  de  inhibi- 
ción, y  si  no  se  inhibieren,  recurrir  en  queja  al  superior  inme- 
diato de  éstos,  el  cual,  después  de  oir  al  Ministerio  fiscal,  resol- 
verá lo  que  creyere  procedente. 

Contra  esta  resolución  no  se  dará  recurso  alguno. 

El  primero  de  estos  artículos  concuerda  cou  el  IJld  de  la  ley  de  185«>,en  la  cual 
nada  se  dispuso  sobre  lo  que  ordena  el  segundo:  los  dos  están  copiados  de  los  ar- 
tículos 390  y  391  de  la  orgánica  de  1870.  Tienen  por  objeto  exceptuar  de  las  re- 
glas generales,  establecidas  en  esta  sección  para  decidir  las  cuestiones  de  com- 
petencia, las  que  de  esta  clase  se  promuevan  entre  la  jurisdicción  ordinaria  y  la 
eclesiástica;  y  como  el  buen  método  exige  que  á  la  regla  general  siga  la  excep- 
ción, ó  su  inaicación  por  lo  menos,  como  aquí  se  hace,  á  reserva  de  desenvolver- 
la en  capítulo  aparte  cuando  su  importancia  lo  requiera,  por  esto  creemos  con- 
veniente la  colocación  6n  esto  lu^ar  de  dichos  dos  artículos,  como  lo  hicieron 
también  las  dos  leyes  antes  citadas.  -Respetamos,  sin  embargo,  la  opinión,  aun- 
que no  la  creemos  acertada,  de  los  que  suponen  falta  de  método  en  la  ley  por  no 
haber  colocado  dichos  artículos  en  el  títtílo  que  trata  de  los  recursos  de  fuerza; 
7  nos  limitamos  á  esta  indicación,  porque  la  cuestión  carece  de  importancia 

Suesto  que  se  reconoce  como  buena  la  excepción  establecida  y  no  ofrece  oacuri- 
ad  ni  inconvenientes  de  otro  orden,  que  exigieran  la  reforma  del  método  se- 
guido en  las  leyes  anteriores. 

Puede  suceder  que  un  juez  eclesiástico  conozca  de  un  negocio  íjue  sea  de  la 
competencia  de  la  .jurisdicción  ordinaria,  la  cual  redame  su  conocimiento,  y  al 
i3ontrario. ;  Aunque-  estas  reclamaciones  entrañen  una  verdadera  cuestión  de 
com^encia,  por  las  razones  que  indicaremos  en  el  título  siguiente  no  deben 
ventilarse  por  los  trámites  establecidos  en  esta  sección  para  las  competencias 
entre  jueces  de  una  misma  clase«  y  con  prudente  previsión  se  ordena  encestes 
artículos  lo  que  ha  de  hacerse  en  uno  y  otro  caso  para  que  cada  jurisdicción  se 
mantenga  dentro  del  límite  de  sus  atribuciones. 

El  art.  112  se  refiere  al  caso  en  que  un  juez  ó  tribunal  eclesiástico  esté  cono- 
ciendo de  un  negocio  que  sea  de  la  competencia  de  un  juez  ó  tribunal  secular  6 
civil,  y  siguiendo  lo  que  se  hallaba  ya  establecido  por  nuestras  antiguas  layes  y 
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por  la  jurisprudencia  constante  de  los  tribunales,  ordena  que  la  reclamación» 
que  en  tal  caso  haya  de  hacer  el  i^fftando  al  primero  en  defensa  de  su  jurisdic- 
ción, se  sustanciará  y  d^idirá  por  las  reglas  establecidas  para  los  recursos  de 
fuerza  en  conocer,  de  los  cuales  se  trata  en  el  título  3.  ®  de  este  libro. 

Y  en  el  art.  113  se  refiere  al  caso  contrario,  ó  sea,  cuando  un  jues  6  tribunal 
civil  esté  conociendo  de  un  negocio  aue  sei^  de  la  competencia  de  la  jurisdicción 
eclesiástica.  Para  este  caso,  supliendo  la  omisión  de  la  ley  de  1855  y  de  las  an- 
teriores, omisión  que  había  dado  lugar  á  conflictos  (1),  ordena  que  el  juez  ecle- 
siástico podía  requerir  de  inhibición  al  secular,  y  si  no  se  inhibiere,  podrá  recu- 
rrir en  queja  al  superior  inmediato  de  éste,  el  cual,^  después  de  oir  al  ministerio 
fiscal,  resolverá  lo  que  estime  procedente,  sin  ulterior  recurso.  Convendrá  indi- 
car la  aplicación  práctica  de  esta  disposición,  y  lo  haremos  con  sujeción  á  los 
principios  admitidos  en  esta  misma  ley. 

El  juez  ó  tribunal  eclesiástico  deberá  oír  á  su  fiscal  para  acordar  el  requeri- 
miento de  inhibición,  el  qué  hará  por  medio  de  oficio,  acompa&ando  testimonio 
ó  copia  certificada  del  escrito  de  la  parte  que  lo  hubiere  pedido,  del  dictamen 
fiscal,  del  auto  que  haya  dictado  y  de  lo  demás  que  estime  conducente  para  fun- 
dar su  competencia.  Recibido  el  oficio  por  el  juez  secular  requerido,  acordará 
que  se  una  á  los  autos  de  su  razón,  y  dará  audiencia  por  tres  días  á  cada  une  de 
los  que  sean  parte  en  el  .juicio  y  al  ministerio  fiscal,  y  con  vista  de  lo  que  ex- 
pongan dictará  auto  inhibiéndose  ó  negándose  á  ha^rlo.  Si  se  inhibiere,  luego 
que  sea  firme  este  auto,  que  será  apelable  en  ambos  efectos,  remitirá  los  autos 
al  juzgado  eclesiástico  con  emplazamiento  de  las  partes  por  término  de  quince 
días  para  que  puedan  comparecer  ante  él  á  usar  de  su  derecho.  Y  si  no  accedie- 
se á  la  inhibición,  comunicará  su  auto  al  ecleMástico  con  testimonio  de  los  escri- 
tos de  las  partes  y  del  ministerio  fiscal.  Este  procedimiento  es  igual  al  que  para 
caso  análogo  se  establece  en  los  artículos  85  y  siguientes,  y  téngase  presente  que 
conforme  al  114  el  juez  secular  no  debe  suspender  sus  procedimientos  por  el  re* 
querimiento  de  inhibición  que  le  haga  el  eclesiástico. 

Negada  por  el  juez  ó  tribunal  secular  la  inhibición  solicitada  por  el  eclesiás- 
tico, no  queda  á  éste  otro  recurso  que  el  de  queja  al  superior  inmediato  de  aquél, 
por  medio  de  exposición  razonada  y  justificada.  Luego  que  el  tribunal  superior 
reciba  dicho  recurso,  lo  comunicará  al  fiscal  para  que  emita  su  dictamen.  Aun- 

Sie  la  ley  no  lo  dice,  podrá  para  mejor  proveer,  si  lo  estima  necesario,  mandar 
juez  que  esté  conociendo  del  negocio,  que  informecon  justificación,  y  con  vis- 
ta de  todo  dictará  auto  resolviendo  lo  que  crea  procedente,  cuyo  auto  será  firme 
desde  luego,  porque  no  se  da  contra  él  recurso  alguno.  Deberá  comunicarse  es- 


(1)  En  1868,  el  provisor  juez  eclesiástico  de  la  diócesis  de  Canarias  interpuso 
la  Audiencia  de  aquel  territorio  un  recurso,  que  tituló  de  queja  y  protección, 
contra  el  juez  de  primera  instancia  de  Las  Palmas,  solicitando  se  declarase  la 
nulidad  de  lo  actuado  por  éste  en  un  juicio  de  desahucio  de  la  cftsa  rectoral  y 
(jue  dejara  expedita  la  jurisdicción  de  aquel.  La  Audiencia  mandó  al  juez  que 
informara  con  justificación,  y  en  su  vista  dictó  auto  declarando  justo  y  proce- 
dente dicho  recurso,  con  otros  pronunciamientos,  y  apercibiendo  al  juez  de  pri- 
mera instancia  para  que  no  pusiera  obstáculos  á  la  jurisdieción  eclesiástica.  Con- 
tra este  auto  se  interpuso  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  d^  £orma,  el 
cual  fué  estimado  por  el  Tribunal  Supremo,  casando  y  anulando  dicho  auto  en 
sentencia  de  24  de  Diciembre  de  1870»  estableciendo  la  siguiente  doctrina: 

"Considerando  en  orden  á  la  competencia  de  aquel  tribunal  superior  (la  Au« 
diencia  de  Caiiarias)  que  ni  9I  reglamento  provisional  para  la  aülministración 
de  justicia,  ni  otra  ley  alguna,  le  atribuye  jurisdicción  para  conocer  del  llama- 
do recurso  de  queja  y  protección  aue  entabló  el  provisor  de  aquella  diócesis,  ni 
este  pretendido  recurso  tiene  señalada  tramitación  en  la  lev  de  Enjuiciamiento 
civil,  úniea  ley  de  procedimientos  que  rige  en  la  actualidad;  por  todo  lo  cual  la 
Audiencia  ha  conocido  de  este  incidente  con  notoria  incompetencia  de  jurisdic- 
ción, y  cometido  por  consecuencia  la  nulidad  de  que  habla  la  causa  7.  ^  del  art. 
1013  de  dicha  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Hoy  ya  no  tiene  aplicación  esta  doctrina,  porque  el  artículo  113  de  la  nue- 
ra Ley  establece  el  procedimiento  y  determina  la  competencia  para  conocer  de 
taleí  recursos. 
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ta  resolución  en  la  forma  ordinaria  al  juez  6  tribunal  eclesiástico,  y  si  so  decía- 
rase  que  le  corresponde  el  conocimiento  del  negocio,  se  comunicará  también  al 
juez  secular,  ordenándole  aue  se  inhiba  ^r  remita  los  autos  al  eclesiástico:  or- 
den que  aquel  está  obligaao  á  cumplir  sin  dilación,  por  la  razón  indicada  de 
no  darse  recurso  alguno  contra  lo  que  resuelva  el  Tribunal  superior  del  re- 
querido* 

Téngase  presente  que  los  artículos  que  estamos  comentando  se  refieren  sola. 
-  mente  á  las  competencias  entre  jueces  seculares  y  eclesiásticos.  Si  estas  tuyie- 
ren  lugar  entre  dos  jueces  eclesiásticos  sujetos  á  un  mismo  Metropolitano,  á  és- 
te corresponde  decidir  la  cuestión,  la  cual  se  sustanciará  con  arreglo  á  las  pres. 
cripciones  de  esta  sección,  puesto  que  dichos  tribunales  han  de  regirse  por  la 
presente  ley  de  Enjuiciamiento.  Y  cuando  ocurran  entre  autoridades  eclesiásti- 
cas que  no  reconozcan  un  prelado  común  superior,  la  decisión  corresponderá  al 
Tribunal  de  la  Bota.  JSsta  es  la  práctica  generalmente  seeuida,  conforme  con 
los  principios  que  rigen  en  la  materia,  á  pesar  de  que  la  ley  17,  tít.  2.  ®,  lib. 
2.  •  de  la  Sov,  Eecop.  declara  procedente  en  estos  casos  el  recurso  de  "fuerza 
en  conocer  y  proceder,"  en  virtud  del  derecho  protecterio  del  Santo  Concilio  de 
Trente. 


Artículo   114. 

Las  inhibitorias  y  las  declinatorias  suspenderán  los  procedi- 
mientos, fuera  del  caso  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  has- 
ta que  se  decida  la  cuestión  de  competencia. 

Durante  la  suspensión,  el  Juez  ó  Tribunal  requerido  de  inhi- 
bición podrá  practicar^  á  instancia  de  parte  legítima,  cualquiera 
actuación  que  á  su  juicio  sea  absolutamente  necesaria,  y  de  cu- 
ya dilación  pudieran  resultar  perjuicios  irreparables. 

Este  artículo  concuerda  con  el  394  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  pero 
mo£fícada  su  redacción  como  era  necesario  para  aplicarlo  solamente  á  los  asun- 
tos civiles,  pues  el  de  la  ley  orgánica  comprendía  también  las  causas  criminales. 
En  la  antigua  del  Enjuiciamiento  civil  no  se  encuentra  disposición  concreta  so- 
bre este  punto:  sin  embargo,  conforme  á  la  jurisprudencia  establecida  (1),  la 
suspensión  del  procedimiento  se  practicaba  con  más  rigor  que  ahora  se  estable- 
ce, por  el  temor  de  incurrir  en  la  responsabilidad  criminal  que  el  Código  penal 
imponía  é  impone  al  juez  que  legalmente  requerido  de  inhibición  continúe  pro- 
cediendo. 

Ya  se  dijo  en  el  art.  89  que  el  juez  requerido  de  inhibición  debe  abordar  la 
suspensión  del  procedimiento  luego  que  reciba  el  oficio  del  requií-ente:  pero  nó- 
tese que  el  que  estamos  comentando  hace  extensivo  este  precepto  á  la  declinato- 
ria: "las  inhibitorias :y  las  declinatorias,  dice,  suspenderán  los  procedimientos 
hasta  que  se  decida  la  cuestión  de  comj^etencia."  ror  esto,  y  de  acuerdo  con  es- 
to principio,  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción,  que  es  la 
declinatoria,  suspende  la  contestación  á  la  demanda  hasta  que  se  decida  ejecu- 
toriamente el  artículo,  que  será  siemi)re  previo  (artículos  532  y  533);  y  cuando 
se  proponga  con  otras  excepciones,  el  juez  no  puede  resolver  sobre  éstas  sino  en 
el  caso  de  declararse  competente  desestimando  la  declinatoria  (art.  538). 

Esta  regla  general  sólo  tiene  una  excepción,  que  no  contenía  expresamente  el 
art.  394  de  la  ley  orgánica:  la  del  caso  en  que  el  requerimiento  de  inhibición  á 
un  juez  secular  proceda  de  un  juez  ó  tribunal  eclesiástico.  Por  razones  de  Esta- 
do y  de  orden  i)üblico  no  puede  permitirse,  siguiendo  nuestra  anticua  jurispru- 
dencia, que  la  jurisdicción  eclesiástica  coarte  ni  interrumpa  la  acción  de  la  jus- 
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ticia  civil  ordinaria,  y  de  aquí  el  que  se  kayan  establecido  las  reglas  especiales 
á  gue  se  refieren  los  artículos  112  y  113  para  dirimir  los  conflictos  de  jurisdic- 
ción ó  invasión  de  atribuciones  que  entre  una  y  otra  puedan  ocurrir.  Conforme 
á  estas  reglas,  un  juez  ó  tribunal  eclesiástico  puede  requerir  de  inhibición  á  otro 
secular;  pero  tal  requerimiento  no  produce  el  efecto  de  suspender  los  procedi- 
mientos, ni  sirve  de  base  para  gue  entre  ambos  jueces  se  formalice  una  cuestión 
de  competencia:  si  el  juez  secular  no  se  inhibe,  seguirá  conociendo  del  asunto, 
sin  perjuicio  de  lo  que  resuelva  su  superior  inmediato,  si  el  eclesiástico  entabla 
el  recurso  de  gueja  que  permite  el  art.  113. 

En  la  práctica  anterior  á  la  ley  orsfánica,  por  la  interposición  de  la  declina- 
toria no  se  consideraba  al  juez  privado  de  jurisdicción  para  conocer  á  la  vez  de 
cualquier  otro  incidente  que  pudiera  suscitarse  en  el  mismo  asunto,  y  sólo  gue- 
daba  en  suspenso  la  contestación  á  la  demanda  principal.  No  así  en  las  inhibi- 
torias, en  virtud  de  las  cuales  era  absoluta  la  suspensión  de  los  procedimientos, 
como  hemos  indicado,  y  el  juez  i-equerido  no  se  creía  facultado  para  sustanciar 
ni  resolver  incidente  alguno  que  naciera  de  aquel  asunto,  aunque  tuviera  el  ca- 
rácter de  urgente.  De  este  rigorismo  resultaban  á  veces  perjuicios  irreparables, 
y  á  remediarlos  se  dirige  la  facultad  que  el  párrafo  2.  ®  del  presente  artículo 
concede  al  juez  requerido  para  que  durante  la  suspensión,  ó  sea  mientras  se  sus- 
tancia y  decide  la  competencia,  pueda  acordar,  á  instancia  de  parte  legítima,  y 
nunca  de  oficio,  la  práctica  de  cualquiera  actuación  ó  diligencia  que,  á  su  juicio, 
sea  absolutamente  necesaria,  y  de  cu^a  dilación  pudieran  resultar  perjuicios 
irreparables  para  la  parte  que  la  solicite.  Podrán  considerarse  en  este  ¿aso  las 
medidas  necesarias  para  atender  á  la  administración,  custodia  y  conservación 
de  los  bienes  embargados  ó  litigiosos,  ó  á  la  seguridad  y  depósito  de  las  perso- 
nas, que  se  determinan  para  un  caso  análogo  en  el  art.  390,  y  cualesguiera  otras 
de  i^al  índole.  La  ley  deja  al  prudente  arbitrio  del  juez,  "á  su  juicio,"  la  apre- 
ciación de  la  necesidad  y  urgencia  de  la  medida,  la  cual,  por  tanto,  será  ejecu- 
tada desde  luego,  no  obstante  apelación,  la  que  sólo  podrá  admitirse  en  un  efec- 
to, conforme  al  art.  383. 

Artículo  115. 

Todas  las  actuaciones  que  se  hayan  practicado  hasta  la  deci- 
sión de  de  las  competencias,  serán  válidas,  sin  necesidad  de  que 
so  ratifiquen  an'e  el  Juez  ó  Tribunal  que  sea  declarado  compe- 
tente. 

Según  las  leyes  li*  y  15,  tít.  22  de  la  Partida  3.  *«,  es  nula  la  «enteucia  que  sea 
dada  por  juez  incompetente,  ó  que  no  tenga  poderío  para  juzgar,  ó  esté  incapa- 
citado. Partiendo  de  este  principio,  al  establecerse  el  recurso  de  nulidad  en 
1838,  y  después  el  de  casación  por  la  ley  de  1855,  entre  las  causas  que  dan  lugar 
á  dicho  recurso  por  quebrantamiento  de  forma,  se  determinó  la  incompetencift 
de  jurisdicción,  y  así  se  reproduce  en  el  art.  1693  de  la  nueva  ley.  Como  el  efec- 
to legal  de  este  recurso  es  la  reposición  de  los  autos  al  estado  que  tenían  cuando 
se  cometió  la  falta,  se  estimaba,  como  consecuencia  itideclinable  de  este  precep- 
to, la  nul'dad  de  todo  lo  actuado  ante  el  juez  declarado  incompetente.  De  toío 
«sto  se  deducía  la  necesidad,  cuando  se  daba  lugar  á  la  inhibitoria  ó  á  la  declina- 
toria, de  reproducir  la  demanda  ante  el  juez  competente,  y  de  ratificar  ante  el 
mismo  todo  lo  actuado  en  el  juzgado  incompetente,  y  así  se  practicaba. 

Pero  esta  práctica,  aungue  conforme  á  la  ley,  era  contraria  al  interés  público 
y  las  más  veces  perjudicial  á  los  litigantes,  1o.«í  cuales  tenían  que  sufrir  las  dila- 
cionpa  y  gastos  consiguientes  á  la  ratificación  ó  reproducción  de  todo  lo  actua- 
do. Con  el  objeto,  sin  duda,  de  evitar  estos  perjuicios,  se  dictó  el  art.  398  de 
la  ley  orgánica  de  1870,  del  cual  es  copia  exacta  el  que  editamos  comentando. 
Por  él  se  da  validez  y  eficacia  á  todo  lo  actuado  en  el  juzgado  incompetente,  sin 
necesidad  de  que  so  ratifique  ante  el  juez  ó  tribunal  que  sea  declarado  compe- 
tente. Debe  cesar,  ^or  tanto,  la  práctica  antigua  de  reproducir  la  demanda,  li- 
raitánílofíe  !a  parte  interesada  a  pedir  en  el  juzgado,  á  quien  se  remitan4fIos  au- 
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tos,  lo  que  proceda  para  que  sigan  sii  curso  en  el  estado  en  que  Be  hallaban 
cuando  se  promovió  la  cuestión  de  competencia. 

Aunque  habla  dicho  artículo  de  "todas  las  actuaciones"  que  se  hayan  pi'acti- 
cado  "h&afa,  la  decisión"  de  la  competencia,  no  puede  menos  de  entenderse  con 
la  limitación  que  exige  el  114  que  le  precede.  Sesún  éste,  promovida  la  cuestión 
de  competencia  por  medio  de  la  inhibitoria  ó  de  la  declinatoria,  el  juez  que  esté 
conociendo  está  oblififado  á  suspender  los  procedimientos  hasta  que  se  decida  la 
contienda,  y  sólo  se  le  autoriza  para  acordar,  á  instancia  de  parte,  la  práctica 
de  cualquiera  actuación  que  sea  absolutamente  necesaria  y  de  cuya  dilación  pu- 
dieran resultar  perjuicios  irreparables,  Pues  bien,  el  art.  115  se  refiere  necesa- 
riamente á  estas  actuaciones  y  á  las  practicadas  antes  del  requerimiento  de  in- 
hibición: en  las  unas  y  las  otras  procedió  el  juez  legalmente;  respecto  de  éstas, 
porque  la  ley  no  le  permite  inhibirse  de  oficio,  y  de  aquellas,  porque  le  faculta 
para  elle,  lo  cual  justifica  el  que  se  las  considere  válidas  sin  necesidad  de  que  se 
ratifiquen.  Pero  no  puede  referirse  á  lo  actuado  ile^lmente  contra  el  precepto 
expreso  de  la  ley  y  hasta  incurriendo  en  responsabilidad  criminal,  en  cayo  caso 
se  ñauan  las  actuaciones  relativas  á  la  demanda  principal  y  sobre  cualquier  in- 
cidente c[ue  no  sea  de  notaria  urgencia,  practicadas  después  del  requerimiento 
de  inhibición.  Creemos,  por  tanto,  qne  sólo  podrán  tenerse  por  válidas  estas  ac- 
tuaciones cuando  las  ratifiquen  los  interesados  expresa  4  tácitamente.  Deberá 
entenderse  que  existe  la  ratificación  tácita  cuando  insten  la  continuación  del 
procedimiento  sin  pedir  la  nulidad  de  lo  actuado  con  ese  vicio;  pero  si  la  pide 
alguna  de  las  partes,  lo  procedente  será  decretarla,  porque  es  nulo  lo  que  se  ac- 
túa en  ese  periodo  de  suspensión.,  como  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  (1). 


SECCIÓN  CUARTA. 

DE  LOS  KECURSOS  DE  QUEJA  CONTRA  LAS  AUTORIDADES 
ADMINISTRATIVAS. 

Aunque  extrañas  á  disposiciones  análogas  de  nuestras  actuales  leyes  procesa- 
les las  que  contiene  esta  "Sección"  y  el  siguiente  "Título  III,"  sin  embargo  los 
reproducimos  con  sus  comentarios  correspondientes  á  fin  de  que  se  conozca  en 
^oda  su  inteí?ridad  por  nuestros  suscritores  la  ley  Española  de  que  se  ocupa  este 
libre. 


Artículo   116. 

Los  G-obernadores  de  provincia  son  las  únicas  Autoridades 
que  podrán  suscitar  en  nombre  de  la  Administración  competen- 
<íias  positivas  ó  negativas  á  los  Juzgados  y  Tribunales  por  exce- 
so de  aribuciones,  en  el  caso  de  que  éstos  invadan  las  que  corres- 
pondan al  orden  administrativo, 

(])  Según  la  ley  12,  tít.  22,  Part.  3.  **,  es  nulo  lo  qué  ejecuten  los  jueces  que 
carecen  de  jurisdicción,  y  no  teniéndola  los  que  sobre  ella  contienden  mientras 
no  se  decida  la  competencia,  se  deiiva  de  aquí  la  doctrina  legal,  admitida  por  la 
jurisprudencia  de  los  Tribunales,  de  que  es  también  nulo  cuanto  se  practique  en 
aquel  período  con  relación  al  punto  cuestionable.  ("Sent.  en  cas.  de  10  de  Ju- 
nio de  1865.") 

Declarada  la  incompetencia  de  un  .Juzgado  para  conocer  de  una  demanda,  es 
indudable  que  el  secuestro  de  bienes,  su  anotación  preventiva,  y  todo  cuanto  hu- 
biese acordado  en  aquel  asunto  el  Juez  incompetente,  adolece  del  vicio  de  nuli- 
dad.' ("Id.  id,  de  10  de  Mayo  de  1876.") 
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Artículo    117. 

Las  competencias  positivas  ó  negativas  que  la  Ádministració]i 
suscitare  á  los  Jueces  y  Tribunales,  se  sustanciarán  y  decidirán 
en  la  forma  establecida  por  las » leyes  y  reglamentos  que  la  de- 
terminen. 

I 

En  la  base  2.  '*  de  las. aprobadas  por  la  lev  de  21  de  Junio  de  1880  para  la  re- 
forma de  la^  del  Enjuiciamiento  civil,  se  ordenó  que  se  refundieran  en  ésta,  con 
las  ampliaciones,  modificaciones  y  reformas  que  se  considerasen  convenientes, 
las  disposiciones  de  la  ley  ors[ánica  del  Poder  judicial  sobre  competencias.  En  - 
tre  estas  disposiciones  se  hallan  las  de  sus  artículos  286  y  287,  que  se  han  re- 
producido  literlmente  en  los  dos  que  son  objeto  de  este  comentario.  Podrá  de- 
cirse que,  em  rigor,  estas  disposiciones  son  propias  de  las  leyes  orgánicas  de  la 
Administración:  sin  embarco,  se  incluyeron  en  la  del  Poder  .judicial,  en  consi- 
deración sin  duda  á  la  relación  íntima  que  tienen  con  las  atribuciones  y  proce- 
dimientos de  los  juzgarlos  y  tribunales  ordinarios,  y  por  esta  misma  considera- 
ción, y  en  cumplimiinto  .de  la  base  antes  indicada,  se  han  incluido  en  la  pre- 
sente. 

Y  creemos  que  no  puede  decirse  con  fundamento  que  estén  aquí  fuera  de  su 
lugar,  ni  que  sean  impertinentes  ó  supépfluas.  Es  un  deber  de  los  jueces  y  tri- 
bunales, como  de  toda  autoridad,  sostener  la  jurisdicción  y  atribuciones  que  la 
Constitución  y  las  leyes  les  confieren,  y  á  la  ley  corresponde  determinar  los  me- 
dios que  ha^an  de  emplearle  para  dirimir  los  conflictos  á  que  da  lugar  la  inva- 
sión de  atribuciones.  Estos  conflictos  son  fn-.iientcs  entre  las  autoridades  ju- 
diciales y  las  administrativas,  pues  aunque  se  ha  procurado;  desde  que  existe  el 
régimen  constitucional,  deslindar  sus  respectivas  atribuciones,  antes  confundi- 
das, no  se  ha  conseguido  fijar  el  límite,  ni  era  fácil  realizar  ese  objeto,  como  lo 
demuestra  la  multitud  de  competencias,  que  aún  se  promueven  después  de  tan- 
tos años,  y  cuya  resolución  se  publica  en  la  "Gaceta."  Lo  natural  es  que  la  au- 
toridad invadida  requiera  de  inhibición  á  la  invasora,  como  so  establece  en  la 
sección  anterior;  pero  por  consideraciones  de  orden  público,  á  fin  de  que  la  ac- 
ción administrativa  no  sea  embarazada  por  nada  ni  por  nadie,  para  c^ue  pueda 
llenar  su  objeto  de  procurar  el  bien  general  de  los  administrados  y  satisfacer  la»^ 
necesidades  públicas,  á  veces  urgentísimas  ó  ineludibles,  se  ha  concedido  á  la 
Administración  el  privilegio  de  qu3  ninguna  otra  autoridad  pueda  requerirle  de 
inhibición,  á  la  vez  que  elja  puede  hacerlo  á  todas  las  demás.  ^Y  no  era  proce- 
dente y  de  notoria  conveniencia  consignar  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  es- 
ta excepción,  á  veces  olvidada  por  los  que  debían  cumplirla,  y  ordenar  el  proce- 
dimiento á  que  en  tales  casos  hayan  de  sujetarse  los  jueces  y  tribunales?  Pues  á 
este  fin  se  dirijen  las  disposiciones  de  la  presente  sección. 

En  confirmación  de  lo  que  acabamos  de  exponer,  es  de  notar,  que  en  la  ley  do 
gobierno  y  administración  de  las  provincias  de  25  de  Setiembre  de  1863,  entre 
las  atribuciones  de  los^  gobernadores  consignadas  en  su  art.  10,  se  expresó  la  de 
'^provocar  compotencias  á  los  tribunales  y  juzgados,  cuando  éstos  invadan  las 
atribuciones  déla  Administración."  Esto  mismo  se  repitió  en  el  núm.  8.  ®  del 
art.  81  de  la  ley  orgánica  provincial  de  21  de  Octubre  de  1868,  publicada  á  raíz 
de  la  revolución.  Pero  se  suprimió  dicha  atribución  en  la  nueva  ley  provincial 
de  20  de  Agosto  de  1870,  como  también  en  la  de  2  de  Octubre  de  1877.  vigente 
en  la  actualidad,  no  obstante  haberse  adicionado  en  esta,  entre  las  reformas  que 
hizo  á  la  de  1870,  el  art.  69  que  dice:  "Corresponde  al  Rey  decidir  las  competen- 
cias de  jurisdicción  y  atribuciones  entre  las  Autoridades  administrativas  y  los 
tribunales  ordinarios  y  especiales.  Las  Comisiones  provinciales  serán  siempre 
consultadas  sobre  las  providencias  declarando  la  competencia  ó  incompetencia 
en  esos  conflictos." 

¿Se  hizo  esta  supresión  para  privar  á  ios  gobernadores  de  provincia  de  la  fa- 
cultad antes  expresada?  De  ningún  modo,  puesto  que  han  seguido  y  siguen  ojcr- 
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ciéndola,  sin  qiio  á  nadie  se  le  haya  ocurrido  ponerla  en  duda.  Luego  no  pude» 
ser  otra  la  caiisa  de  tal  supresión  en  las  dos  últimas  leyes  prorindales,  que  la. 
de  hallarse  consignada  dicha  facultad  en  el  art.  286  de  la  lev  orgánica  del  Po- 
der judicial,  publicada  también  en  187C,  y  haber  considerado  aquellos  legisla- 
dores que  en  esta  1^  tenía  su  colocación  más  propia  y  adecuada.  Y  como,  ade- 
más,  el  Gobierno  estaba  obligado  por  la  ley  de  bases  á  refundir  en  la  de  Enjui- 
ciamiento civil  todas  las  disposiciones  de  aquella  relativas  á  competencias,  según, 
ya  se  ha  dicho,  resulta  demostrada  U  falta  de  fundamento  con  que  algunos  cen« 
suran  la  nuera  ley  por  haberse  incluido  en  ella  los  dos  artículos  que  8on  objeten 
de  este  comentario. 

II 

Entrando  ya  en  el  examen  de  estos  artículos,  debemos  llamar  la  atencióa 
acerca  de  que,  según  el  116,  los  gobernadores  de  provincia  son  las  ^'únicas"  au- 
toridades que  pueden  suscitar  en  nombre  de  la  Administración  competencias 
Sositivas  o  negativas  á  los  juzgados  y  tribunales.  En  el  Real  decreto  de  6  de 
unió  de  1844,  primera  disposición  en  qiie  se  dictaron  reglas  para  estas  compe> 
tencias,  sólo  se  dijo  que  podrían  promoverlas  los  jefes  políticos,  hoy  gobernado- 
res de  provincia;  pero  en  el  de  4  de  Junio  de  1847  ya  se  les  dio  exclusivamente 
esta  facultad,  lo  propio  que  en  el  reglamento  de  25  de  Setiembre  de  1863.  Según, 
la  1^  de  esta  fecha,  el  gobernador  era  la  autoridad  superior  en  el  orden  admi- 
nistrativo y  económico  de  cada  provincia  y,  en  tal  concepto  y  en  el  de  represen- 
tante del  poder  ejecutivo,  era  la  única  autoridad  que  podía  promover  competen- 
cias á  los  tribunales  y  juzgados,  cuando  éstos  invadieran  la  jurisdicción  o  atri- 
buciones que  por  lale^  correspondan  á  los  funcinarios,  autoridades  ó  tribunales 
del  orden  administrativo. 

De  esta  facultad  de  los  gobernadores  estuvieron  excluidos  en  su  origen  los  ne- 
gocios de  Hacienda,  respecto  de  los  cuales  se  reconoció  en  los  intendentes,  como 
autoridad  superior  del  ramo  en  cada  provincia,  la  misma  facultad  concedida  á 
los  jefes  políticos  para  promover  competencias  á  los  tribunales  y  juzgados,  y  asf 
resulta,  de  varias  aecisiones  de  competencia  dictadas  á  consulta  del  Consejo  Heal, 
hasta  que  por  Keal  decreto  de  28  de  Diciembre  de  1849  fueron  suprimidas  aque- 
llas autoridades,  confiriéndose  las  atribuciones  de  ambas  á  los  gol'omadores  de 
provincia  que  entonces  se  crearon  (1). 

Otra  excepción  se  estableció  á  favor  del  Tribunal  de  Cuentas,  organizado 
por  la  ley  de  25  de  Agosto  de  1851.  En  el  artículo  218  de  su  reglamento  de  2  de 
•setiembre  de  1853  se  dijo:  "Cuando  los  tribunales  ó  juzgados  del  fuero  común 
ó  fueros  especiales,  ó  los  jefes  superiores  y  dependencia»  centrales  de  la  Admi- 
nistración usurpen  la  jurisdicción  ó  la»  atribuciones  del  Tribunal  de  Cuentas, 
propondrá  el  presidente  la  oportuna  competencia,  que  se  sustanciará  y  resolve- 
rá en  la  forma  que  dispone  el  Real  decreto  de  4  de  Junio  de  1847.''  No  se  ha  re- 
producido esta  disposición  en  la  nuuva  ley  orgánica  del  mismo  Tribunal  de  2G 
de  Junio  de  1870,  ni  en  el  reglamento  para  su  ejecución  de  9  de  Noviembre  de 
1871;  de  suerte  que  quedó  sin  efecto  dicha  excepción,  y  al  publicarse  la  nueva 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  era  repela  general  y  absoluta  la  establecida  en  el  art. 
286  de  la  orgánica  del  Poder  judicial  de  1870,  reproducido  en  aouella,  de  que 
los  gobernadores  de  provincia  son  las  únicas  autoridades  que  pueden  promover 
cuestiones  de  competencia  á  los  juzgados  y  tribunales. 

(1)  En  1869  se  dio  nueva  organización  á  la  administración  económica  de  las 
provincias,  creándose  los  jefes  económico^con  más  facultades  <)ue  tenían  los  ad- 
ministradores. Se  dudó  SI  tendrían  la  de  promover  competencias  en  los  asuntos 
de  Hacienda,  y  á  (^uién  correspondía  emitir  el  dictamen  que  daban  los  suprimi- 
dos Consejos  provinciales,  y  por  orden  del  Recente  del  Reino  de  6  de  Abril  de 
1870  se  declaro  como  regla  general:  que  los  Crobernadores  de  las  provincias  eran 
los  únicos  que  tenían  la  facultad  para  provocar  competencias  en  los  asuntos  de 
Hacienda;  y  que  interinamente  y  nasta  que  se  dictase  una  resolución  definitiva, 
correspondiera  en  dichos  asuntos  á  las  Salas  contencioso-administrativas  de  las 
Audiencias  emitir  el  dietámen  que  las  disposiciones  anteriores  habían  reservadc^ 
á  IOS  Consejos  provinciales. 
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Pero  después  de  publicada  la  presente  ley  se  ha  establecido  una  excepción  á 
la  regla  general  de  su  art.  116.  Una  de  las  reformas  hechas  en  Hacienda  por 
las  varias  leyes  publicadas  en  Diciembre  último  de  1881,  ha  sido  la  de  crear  los 
delegados  de  Hacienda  como  autoridad  económica  superior  en  las  prorincias,  y 
se  les  ha  dado  la  facultad  de  que  tratamos  en  los  asuntos  de  este  ramo.  La  base 
24,  de  las  aprobadas  por  la  ley  de  31  de  Diciembre  de  1881  para  el  procedimien- 
to en  las  reclamaciones  económico-administrativas,  dice  así:  ''Los  delegados  de 
Hacienda  en  las  provincias  son  las  autoiidades  únicas  encargadas  de  provocar 
las  competencias  á  los  tribunalas  ordinarios  en  las  cuestiones  referentes  á  dicho 
ramo.  Estas  competencias  se  sustanciarán  y  decidirán  en  la  forma  establecida 
en  los  artículos  57  y  siguientes  del  reglamento  de  25  de  Setiembre  de  1863,  re- 
formado en  22  de  Octubre  de  1886,  para  la  ejecución  de  la  ley  de  gobierno  v  ad- 
ministración de  las  provincias,  sancionada  en  la  primera  de  dichas  fechas.  Es- 
ta  misma  disposición  se  repite  en  los  artículos  61  y  62  del  reglamento  para  la 
ejecución  de  aquella  ley,  aprobado  también  en  31  de  Diciembre  de  1881,  aña-^ 
diéndoso  en  el  art.  65  que  se  oirá  al  abogado  del  Estado  de  las  administracio- 
nes económicas  en  los  casos  en  que,  cuando  el  gobernador  promueve  la  compe- 
tencia, debe  ser  oída  la  Comisión  provinciíJ.^ 

Tal  es  el  estado  actual  de  nuestra  legislación  sobre  la  materia  de  que  trata- 
mos. Los  jueces  y  tribunales  no  pueden  en  nineún  caso,  como  se  previene  en  el 
art.  118,  suscitar  cuestiones  de  comnetencia  á  las  autoridades  del  orden  admi- 
nistrativo^ ni  del  económico,  á  £n  de  que  ne  se  embarace  la  marcha  de  la  Ad- 
ministración, al  paso  que  estas  pueden  promoverlas  contra  aquellos  para  recla- 
mar los  negocios,  cuyo  conocimiento  corresj)onda  á  dichas  autoridades.  Pero 
no  todos  los  que  crean  invadidas  sus  atribuciones,  aunque  sean  las  de  la  juris- 
dicción contencioso-administrativa,  pueden  suscitar  tales  conflictos,  sino  sola- 
mente los  gobernadores  de  provincia  y  los  delegados  de  Hacienda;  éstos  en  cuan-^ 
to  á  los  asuntos  de  su  ramo,  y  aquellos  respecto  de  los  demás,  á  cuyas  autorida- 
des deben  acudir  los  demás  funcionarios  de  la  Administración,  cualquiera  que 
sea  su  categoría,  desde  los  alcaldes  hasta  los  Ministros  de  la  Corona,  inclusas 
las  Diputaciones  y  Comisiones  provinciales,  para  que  promuevan  la  competen- 
cia si  la  estiman  procedente.  Por  consecuencia,  si  un  juez  ó  tribunal  fuese  re- 
querido de  inhibición  por  cualquiera  autoridad  ó  corporación  del  orden  admi- 
nistrativo ó  económico  que  no  sea  el  gobernador  ó  el  delegado^  no  debe  aceptar 
la  contienda  ni  suspender  sus  procedimientos,  contestándolo  así  al  requirente 

Sara  los  efectos  oportunos;  y  si  la  aceptare  y  se  sustanciara,  la  resolución  será 
eclarar  mal  formada  la  comjietencia  y  que  no  ha  lugar  á  decidirla:  así  sé  ha 
declarado  á  consulta  del  Consejo  de  Estado,  y  antes  del  Consejo  Real,  en  cuantos 
casos  de  esta  clase  han  ocurrido,  como  también  siempre  que  na  sido  promovida 
la  competencia  por  la  autoridad  judicial. 

Los  gobernadores  y  delegados  no  pueden  reclamar  los  negocios  de  que  estén 
conociendo  los  jueces  ó  tribunales,  sino  en  el  caso  desque  corresponda  su  cono- 
cimiento á  la  Administración  activa  ó  á  la  contenciosa  "en  virtud  de  disposi- 
ción expresa,"  cuyo  texto  deben  citar  y  exponer  en  el  roquerimieuto  de  innibi- 
ción.  Así  lo  ordenan  los  artículos  5¿  y  57  del  reglamento  de  1863,  que  luego  se 
insertará,  y  está  sancionado  por  la  jurisprudencia  constante  del  Consejo  de  Es- 
tado, sesún  la  cual  no  es  lícito  á  la  autoridad  administrativa  provocar  compe- 
tencia á  los  tribunales  dei'usticia  sino  cuando  el  requerimiento  de  inhibición 
pueda  fundarse  "en  ley  ó  disposición  expresa  de  carácter  general,"  que  atribuya 
á  la  Administración  el  conocimiento  del  negocio.  (1)  Esto  aparte  ae  las  prohi- 
biciones que  establece  el  art.  54  de  dicho  reglamento. 

Indicaremos,  por  último,  9ue  tanto  los  jueces  municipales  y  los  de  primera 
instancia,  como  las  Audiencias  y  el  Tribunal  Supremo,  pueden  ser  requeridos 
de  inhibición  por  los  gobernadores  y  delegados,  cuando  conozcan  de  negocios 
pertenecientes  á  la  Administración,  que  no  sean  de  los  exceptuados  por  el  art. 
54  del  reglamento  ya  citado.  En  cuanto  al  Supremo  como  tribunal  de  Casación, 
debiera  hallarse  excluido,  tanto  por  la  naturaleza  especial  de  su  jurisdicción 


(1)  Decisiones  de  competencia,  á  consulta  del  Consejo  de  Estado,  de  11  de 
Junio  y  15  de  Julio  de  1870,  22  de  Marzo  de  1872,  y  otras  muchas,  anteriores  y 
posteriores  á  éstas. 
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que  nadie  puede  disputarle,  por  ser  exclusivas  sus  atribuciones,  como  porque 
•*el  recurso  de  casación  presupone  la  existencia  de  una  ejecutoria  que  se  trata  de 
anular  6  casar,  y  cuyo  carácter  de  firme  é  irrevocable  no  pierde,  mientras  el 
Tribunal  Supremo  no  declare  que  ha  lugar  al  recurso."  Se  consignó  esta  doc- 
trina en  el  aecreto  de  11  de  Noviembre  de  1870,  publicado  en  la  "Gaceta"  del 
día  15  del  mismo  mes,  por  el  que,  de  conformidad  con  lo  consultado  por  el  Con- 
sejo de  Estado,  se  declaró  que  no  debió  suscitarse  una  comjpetencia  que  el  go- 
bernador de  la  provincia  de  Gerona  promovió  al  Tribunal  Supremo  en  autos  de 
que  estaba  conociendo  por  recurso  de  «asación;  añadiéndose  en  los  mismos  con- 
siderandos que,  per  1^  razón  antedicha,  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia 
en  dichos  autos  era  ejecutoria  cuando  el  gobernador  requirió  de  inhibición  al 
Tribunal  Supremo,  y  que  por  tratarse  de  un  negocio  fenecido  por  sentencia  pa- 
sada en  autoridad  de  cosa  juzgada,  no  debió  suscitarse  la  competencia,  según  lo 
dispuesto  en  el  art.  54  del  reglamento  ya  citado  de  1863. 

Este  fué  el  primer  caso  de  competencia  suscitada  al  Tribunal  Supremo:  ocho 
años  después  ocurrió  otro  caso  enteramente  igual,  y  son  los  únicos  que  han  te- 
nido lugar  hasta  ahora.  El  gobernador  de  Cádiz  promovió  esta  segunda  com- 
petencia, á  cuyo  requerimiento  se  opuso  el  Tribunal  Supremo,  invocando  la  re- 
solución del  caso  anterior  y  alegando  otras  razones  no  menos  atendibles,  por  ha- 
llarse, como  aquellas,  ajustadas  á  la  ley  y  á  los  buenos  principios. 

Sin  embarco,  de  acuerdo  también  cen  el  Consejo  de  Estaao,  se  resolvió  este 
caso  en  sentido  contrario  al  anterior,  decidiendo  la  competencia  á  favor  de  la 
Administración  por  Real  decreto  de  15  de  Junio  de  1878,  publicado  en  la  *'Ga- 
ceta"  del  6  de  Agosto  siguiente.  Para  estimar  que  el  gobernador  de  Cádiz  pudo 
suscitar  esta  contienda,  se  fiíndó  dicha  resolución  en  que  el  recurso  de  casación 
solo  se  da  contra  las  sentencias  definitivas,  y  en  manera  alguna  contra  las  que 
se  han  declarado  **firmes,"  porque  contra  éstas  no  cabe  recurso  alguno  ordina- 
rio ni  extraordinario,  seprún  el  art.  668  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial: 
"que  las  sentencias  definitivas  contra  las  cuales  so  interpone  un  recurso  ordina- 
rio ó  extraordinario,  no  pueden  menos  de  quedar  en  suspenso  durante  la  sus- 
tanciación  del  recurso,  toda  vez  que  el  fallo  puede  ser  en  su  día  anulado  ó  re- 
vocado; y  por  lo  tanto  no  cabe  estimar  en  tal  caso  que  el  litigio  está  fenecido 
por  sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  circunstancia  que  sólo  con- 
curre cuando  se  ha  declarado  sentencia  firme." 

Compárese  esta  doctrina  con  la  que  sirvió  de  fundamento  á  la  decisión  de  la 
competencia  de  1870,  antes  citada,  y  se  verá  que  están  en  manifiesta  contradic- 
ción«  Salvos  los  respetos  debidos  á  la  ilustración  del  Consejo  de  Estado,  cree- 
mos que  en  el  se^ndo  caso  se  separó  de  los  buenos  principios  por  haber  desco- 
nocido la  naturaleza  y  objeto  del  recurso  de  casación.  Según  la  legislación  por 
que  se  rige  hoy  y  se  regía  este  recurso,  lo  mismo  en  1878  que  en  1870,  la  sen- 
tencia definitiva  de  segunda  instancia  no  pierde  su  carácter  de  firme  é  irrevoca- 
ble por  la  circunstancia  de  haberse  interpuesto  contra  ella  el  recurso  de  casa- 
ción: en  virtud  de  este  recurso,  el  Tribunal  Supremo  podrá  casarla  y  anularla, 
si  estima  que  es  contraria  á  la  ley;  pero  no  puede  confirmarla  ni  revocarla,  por- 
que no  es  tribunal  de  alzada.  También  se  puede  rescindir  y  anular  una  senten- 
cia firme  en  virtud  del  recurso  de  revisión,  para  cuya  interposición  concede  cin- 
co años  el  art,  1800  de  la  presente  ley:  ¿y  no  sería  absurdo  suponer  que  hasta  el 
trascurso  de  este  plazo  no  puede  reputarse  firme  ninguna  sentencia,  porque  pu- 
diera ser  anulada  en  su  día,  y  por  consiguiente,  que  puede  la  Administración 
mientras  tanto  suscitar  la  contienda  de  competencia?  Como  esto  es  insosteni- 
ble, aparte  de  la  irregularidad  é  inconveniencia  del  procedimiento,  es  de 
esperar  que  el  Consejo  de  Estado  vuelva  á  la  buena  doctrina,  si  se  presenta  otro 
caso. 

Y  vamos  á  concluir  este  punto,  cit^indo  otra  decisión  de  competencia,  dictada 
de  conformidad  también  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado,  que  con- 
firma nuestra  opinión.  Se  siguió  un  juicio  ordinario  en  rebeldía  de  un  Ayunta- 
miento, y  quedo  firme  la  sentencia  ae  primera  instancia  por  no  haber  apelado 
nincruna  de  las  partes:  después,  á  instancia  del  mismo  Ayuntamiento,  el  gober- 
nador suscitó  la  competencia,  y  por  decreto  de  6  de  Julio  de  1870,  publicado  en 
la  '^Gtceta"  de  16  de  Agosto  siguiente,  se  declaró  mal  formada  y  que  no  había 
debido  suscitarse.    Se  fundó  esta  resolución,  en  que  las  sentencias  dictadas  en 
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rebeldía  ponen  fin  al|  juicio  y  tienen  autoridad  de  cosa  juzgada,  si  dentro  del 
término  que  fija  la  le^  de  Enjuiciamiento  ciril  el  litigante  rebelde  no  soUeita^e 
ser  oído  j  la  'Audiencia  del  territorio  así  lo  acordare:  v  ''que,  mientras  esta 
eventualidad  no  llegare  á  conrertirse  en  hecho,"  la  prohibición  establecida  en 
el  art.  54  del  reglamento  de  25  de  Setiembre  de  1863  es  aplicable  á  los  litigios 
terminados  por  sentencia  dictada  en  rebeldía." 

Aplicando  esta  doctrina  á  nuestro  caso,  empleando  vSus  mismas  palabras,  di- 
remos que  mientras  no  lle^e  á  conrertirse  en  hecho  la  erentualiaad  de  que  el 
Tribunal  Supremo  declare  haber  lugar  al  recurso  de  casación  y  case  y  anule  la 
sentencia,  esta  pone  fin  al  juicio  y  tiene  autoridad  de  cosa  juzgada,  y  por  con- 
siguiente, está  comprendida  en  la  prohibición  antedicha,  y  el  gobernador  no 
puede  suscitar  contienda  de  competencia  en  el  negocio  ^a  termisado  por  dicha 
sentencia.  Los  casos  son  idénticos:  si  el  recurso  de  audiencia  contra  la  senten- 
cia dictada  en  rebeldía  es  extraordinario,  también  lo  es  el  de  casación:  ambas 
sentencias  ponen  fin  al  juicio:  aunque  cabe  contra  ellas  un  recurso  extraordina- 
rio, éste  no  les  prira  de  su  carácter  de  ejecutorias  ó  de  pasadas  en  autoridad  de 
cosa  juzgada,  tanto  que  la  una  y  la  otra  pueden  ejecutarse:  en  las  dos  depende 
de  una  "erentualidad"  el  que  lleguen  á  adquirir  aefinitivamente  el  carácter  de 
**firma8,"  según  el  nuevo  tecnicismo  legal:  de  consiguiente,  si  la  una  está  com- 
prendida en  la  prohibición  del  núm.  3  del  art.  54  del  reglamento  de  1S(53,  nece- 
sariamente ha  de  estarlo  también  la  otra. 

III. 

No  es  de  la  competencia  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ordenar  el  procedi- 
miento para  promover,  sustanciar  y  decidir  los  conflictos  de  jurisdicción  y  atri- 
buciones que  ocurran  entre  la  Administración  del  Estado  y  los  tribunales  de 
justicia,  por  depender  de  diferentes  Ministerios  las  autoridades  que  en  ellos  han 
de  intervenir  y  tener  que  sujetarse  á  disposiciones  especiales.  Por  esto  se  orde- 
na en  el  art.  117,  copiado  del  287  de  la  ley  orgánica,  que  "las  competencias  po- 
sitivas ó  negativas,  que  la  Administración  suscitare  á  los  jueces  y  tribunales,  se 
sustanciarán  y  decidirán  en  la  forma  establecida  por  las  leyes  ^  reglamentos 
que  la  determinan."  En  el  párrafo  2.®  de  este  mismo  comentario  hemos  indi- 
cado ya  cuales  sean  estas  leyes  y  reglamdntos,  y  que  lo  vigente  hoy  sobre  esta 
materia  es  el  de  25  de  Setiembre  de  1863  en  sus  artículos  52  al  73,  en  los  cuales 
se  reprodujo  con  ligeras  modificaciones  el  Keal  decreto  de  4  de  Junio  de  1847, 
que  había  regido  hasta  entonces. 

Quedaría  incompleta  esta  materia  si  no  insertáramos  en  este  lugar  la  parte 
de  dicho  reglamento,  á  que  deben  sujetarse  los  jaeces  y  tribunales  para  sustan- 
ciar las  comijetencias  que  les  promueva  la  Administración.  Y  debemos  advertir 
que  el  Consejo  de  Estado  exige  con  tanto  rigor  la  observancia  de  todos  y  cada 
uno  de  los  trámites  que  en  él  se  determinan,  que  considera  como  vicio  sustan- 
cial del  procedimiento  la  inobservancia  de  cualquiera  de  ellos,  por  insignifican- 
te que  parezca,  declarándose,  siempre  que  ocurre  al^na  de  estas  omisiones, 
mal  formada  la  com[)etencia  y  que  no  ha  lugar  á  decidirla,  con  correcciones  dis- 
ciplinarias á  los  que  incurren  en  semejantes  faltas,  como  puede  verse  en  multi- 
,  tud  de  desiciones  de  esta  clase.  Para  conocimiento  de  nuestros  lectores,  llama- 
remos la  atención  sobre  los  trámites  que  se  hallan  en  este  caso,  por  medie  ^  de 
"notas"  á  los  artículos  de  dicho  reglamento  que,  copiados  de  la  edición  oficial, 
se  insertan  á  continuación. 


"Reglamento  de  25  de  Setiembre  de  1863,  para  la  ejecución  de  la  ley  relativa 
al  gobierno  j  administración  de  las  provincias,  sancionada  en  la  misma  fecha, 
con  las  modificaciones  acordadas  por  Real  orden  de  22  de  Octubre  de  1866.% 

Art.  52.  Corresponde  al  Rey,  en  uso  de  las  prerogatives  constitucionales, 
decidirlas  competencias  de  jurisdicción  y  atribuciones  que  ocurran  entre  las 
Autoridades  administrativas  y  los  Tribunales  ordinarios  y  especiales. 

Art.  53.  En  las  cuestiones  de  atribución  y  de  jurisdicción  que  se  originen  en- 
tre estas  autoridades,  sólo  los  Gobernadores  de  provincia  (1)  podrán  proponer 

(1)  También  Ion  delegado?  de  Hacienda  pueden  hoy  promover  contienda^»  de 
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contienda  de  comi>etencia.  Únicamente  las  suscitarán  para  reclamar  los  nezo- 
cios  cuyo  conocimiento  corresponda,  en  virtud  de  disposición  expresa  (1),  á  los 
mismos  Gobernadores,  á  las  Autoriclades  aue  de  ellos  dependan  en  sus  respecti- 
vas provincias,  6  á  la  Administración  póblicaen  general. 

Las  partes  interesadas  podrán  dedudir  ante  la  Autoridad  administrativa  las 
declinatorias  que  creyeron  convenientes. 

Art.  54.  Los  Gobernadores  no  podrán  suscitar  contienda  de  competencia  (2): 

1.  ^  En  los  juicios  criminales,  á  no  ser  que  el  castigo  del  delito  6  falta  haya 
sido  reservado  por  la  ley  á  los  funcionarios  de  la  Administración,  ó  cuando,  en 
virtud  de  la  naisma  ley,  deba  decidirse  por  la  autoridad  administrativa  alguna 
cuestión  previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los  Tribunales  ordinarios  ó  es- 
peciales nayan  de  pronunciar. 

2.^^  En  los  pleitos  de  comercio 'dui*ante  la  primera  instancia  (3),  y  en  log 
juicios  que  se  signan  ante  los  Alcades  como  Jueces  de  paz  (4), 

3,  ^  En  los  pleitos  fenecidos  por  sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa  juz- 
gada (5). 


competencia  á  los  tribunales  ordinarios,  pero  únicamente,  y  con  exclusión  do 
los  fi^obernadores,  en  los  negocios  ó  cuestiones  referentes  á  dicho  ramo.  ("Ba^e 
24  de  la  ley  y  art.  61  del  reglamento  de  31  de  Diciembre  de  18S1,  para  el  proce- 
dimiento en  las  reclamaciones  económico-administrativas.'^ 

(1)  La  ''disposición  expresa"  ha  de  ser  de  ley,  reglamento  ú  otra  disposición 
de  carácter  general,  que  atribuya  á  la  Administración  el  conocimiento*  del  ne- 
gocio, como  ya  se  ha  dicho  en  la  pág.  150. 

(2)  Y  tampoco  los  delegados  de  Hacienda. — Para  evitar  la  repetición  de  ad- 
vertencias análogas  en  otros  artículos  de  este  reglamento,  téngase  presente  que 
lo  que  en  ellos  se  previene  respecto  de  los  gobernadores  de  provincia,  es  aplica- 
ble á  los  delegados  de  Hacienda,  cuando  estos  promuevan  la  competencia. 

(3)  Nótese  que  se  habla  de  *  "pleitos,"  y  no  de  tribunales  de  Comercio,  y  como 
pleitos  de  comercio  existen  hoy  lo  mismo  que  antes,  aunque  fueron  suprimidos 
sus  tribunales  especiales,  ha  de  considerarse  vidente  esta  disposición.  Karo  será 
el  caso  en  que  pueda  pretender  la  Administración  que  le  corresponde  el  conoci- 
miento de  un  negocio  de  comercio;  pero  si  ocurriese,  sólo  cuando  pase  á  segunda 
Ínstasela  podrá  promoverse  la  com^tencia,  pues  durante  la  primera  lo  prohibe 
esta  disposición,  en  consideración  sin  duda  á  que  por  regla  general  son  de  ca- 
rácter urgente  los  asuntos  de  dicha  clase,  como  lo  exigen  los  intereses  del  co- 
mercio, y  no  sería  conveniente  embarazar  su  marcha. 

(4)  Cuando  en  1863  se  publicó  este  reglamento,  existían  ya  los  jueces  de  paz, 
creados  en  1855,  con  todas  las  atribuciones  judiciales  en  lo  civil  que  antes  tenían 
los  alcaldes:  sólo  á  descuido  puede  atribuirse  el  que,  al  trasladar  á  él  esta  dis- 
posición del  Real  decreto  de  4  de  Junio  de  1847,  se  repitiera  lo  de  los  "juicios 
ante  los  alcaldes,"  cuya  jurisdicción  civil  estaba  ya'suprimida,  como  después  lo 
ha  sido  también  la  criminal.  Las  atribuciones  judiciales  que  tuvieron  los  al- 
caldes como  jueces  de  paz  y  después  los  funcionarios  de  este  nombre,  residen  hoy 
en  los  jueces  municipales,  creados  por  la  ley  orgánica  de  1870,  pero  ampliadas  á 
cantidades  y  negocios  da  que  aquellos^  no  podían  conocer,  pues  su  jurisdicción 
estabariimitada  á  los  juicios  de  conciliación  y  á  los  verbales  cuya  cuantía  no 
excediera  de  200  reales.  Esto  da  lugar  á  la  duda  de  «í,  en  los  juicios  verbales 
que  pasen  de  esta  cantidad,  y  en  los  de  desahucio  de  que  conocen  hoy  los  jueces 
municipales,  podrán  los  gobernadores  y  delegados  suscitar  competencia.  Cree- 
mos que  si,  porgue  estos  juicios  no  se  seguían  ante  los  alcaldes,  únicos  á  que  se 
limita  la  excepción,  y  porque  no  existe  la  razón  en  que  ésta  se  fundaba,  según 
se  consignó  en  el  Real  decreto  de  21  de  Marzo  de  1865  decidiendo  una  compe- 
tencia, de  no  tener  representación  en  los  juzgados  de  paz  el  ministerio  público, 

Suesto  que  hoy  la  tiene  en  los  juzgados  municipales.  Los  actos  de  conciliación 
eben  se^ruir  excluidos,  porque  además  del  precepto  legal,  hoy  no  tienen  el  carác- 
ter de  juicios.  En  cuanto  á  les  de  desahucio,  del  Real  decreto  de  21  de  Diciembre 
de  1880  decidiendo  una  competencia  á  favor  de  la  autoridad  judicial,  se  deduce 
la  doctrina  que  sostenemos. 

(5)  Lo  mismo  que  ^'sentencia  firme,"  que  es  la  denominación  que  se  da  en  la 
presente  ley  á  la  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  entendiéndose  por  tal, 
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4.  ^  Por  no  haber  precedido  la  autorización  correspondiente  para  perseguir 
en  juicio  á  loa  empleados  en  concepto  de  tales. 

5.  ^  Por  falta  de  la  que  deben  conceder  los  mismos  Gobernadores  cuando  se 
trate  de  pleitos  en  que  litiguen  los  pueblos  6  establecimientos  públicos  (1). 

Sin  embargo,  en  los  dos  casos  precedentes  quedará  expedito  á  los  interebados 
el  recurso  de  nulidad  á  que  pueda  dar  margen  la  omisión  áe  dichas  formali- 
dades. 

Art.  55,  Así  los  Jueces  y  Tribunales,  oído  al  Ministerio  fiscal,  ó  á  excitación 
de  éste,  como  los  Gobernadores,  oídos  los  Consejos  proTinciales  (2),  se  declararán 
incompetentes,  aunque  no  intervenga  reclamación  de  Autoridad  extraña,  siem- 
pre que  se  someta  á  su  decisión  algún  negocio  cuyo  conocimiento  no  les  perte- 
nezca (3) 

Art.  56.  £1  Ministerio  fiscal  así  en  la  jursdicción  ordinaria  como  en  las  espe- 
ciales, j  en  todos  los  grados  de  cada  una  de  ellas,  interpondrá  de  oficio  declina- 
toria ante  elJuez  ó  Tribunal  respectivo  siempre  que  estime  que  el  conocimiento 
del  negocio  litigioso  pertenece  á  la  Administración.  Cuando  el  Juez  ó  Tribunal 
no  decretase  la  inhibición  en  virtud  de  la  declinatoria,  el  Ministerio  fiscal  lo  ad- 
vertirá así  el  Gobernador,  pasándole  suscinta  relación  de  las  actuaciones  y  co- 
pia literal  del  pedimiento  de  declinatoria. 

Art.  57,  El  Gobernador  que  comprendiese  pertenecerle  el  conocimiento  de  un 
negocio  en  que  se  halle  entendiendo  un  Tribunal  ó  Juzgado  ordinario  ó  especial 
(4),  le  requerirá  inmediatamente  de  inhibición,  manifestando  las  razones  que  le 

según  el  artículo  369,  aquella  contra  la  cual  no  cabe  recurso  alguno  ordinario 
ni  extraordinario,  ya  por  su  naturaleza,  ya  por  haber  sido  consentida  por  las 
pa  rtes.  Véase,  sin  embargo,  lo  que  hemos  expuesto  anteriormente  sobre  el  re- 
curso de  casación,  p.  151.  No  tienen  dicho  carácter,  para  los  efectos  de  la  com- 
petencia, las  sentencias  recaidas  en  los  juicios  ejecutivos,  en  los  interdictos,  ni 
en  cualquiera  otro  en  que  expedita  á  las  partes  su  acción  para  el  juicio  ordina- 
rio, y  por  lo  tanto,  no  puede  estimarse  fenecido  el  pleito  para  dichos  efectos. 
(^ 'decisiones  de  competencia  á  consulta  del  Consejo  de  Estado  de  8  de  Agosto  de 
1858,  25  de  Noviembre  de  1867,  24  de  Marzo  de  1870,  22  de  Junio  de  1871  y 
otras." 

(1)  Según  se  ha  declarado  repetidas  veces,  la  falta  de  reclamación  gubernati- 
va que  ha  de  preceder  á  la  judicial  no  es  motivo  suficiente  para  fundar  la  com- 
petencia administrativa,  toda  vez  que,  siendo  aquel  un  trámite  previo,  semejan- 
te al  acto  conciliatorio,  su  omisión  sólo  puede  constituir  un  vicio  del  procedi- 
miento, que  debe  apreciar  el  tribunal  que  entiende  del  asunto."  ("Decis,  de 
comp.  á  consulta  del  Consei'o  de  Estado,  de  27  de  Noviembre  de  1880:  id.  id,  de 
3  de  Junio  de  1864, 11  de  Junio  de  1870, 19  de  Abril  de  1878  y  otras  muchas.") 

(2)  Hoy  las  Comisiones  provinciales  ("art.  69  de  la  ley  provincial  de  2  de  Oc- 
tubre de  1877,")  y  en  los  asuntos  de  interés  de  la  Hacienda,  los  abogados  del 
Estado  de  las  administraciones  económicas  (*'art.  65  del  reglamento  de  31  de 
Diciembre  de  1881  para  el  procedimiento  económico  administrativo.") 

(3)  Las  cuestiones  de  competencia  entre  la  Administración  y  los  tribunales 
de  justicia  deben  decidirse  cuando  aparezcan,  cualesquiera  que  sean  el  estado 
del  pleito  y  los  actos  de  aquiescencia  ó  sumisión  de  las  partes,  porque  no  cabe 
prorogar  la  jurisdicién  de  uno  á  otro  orden,  y  porque  son  del  orden  público  ta- 
les cuestiones.  ("Reales  decretos  sentencias  á  consulta  del  Consejo  de  Estado,, 
de  5  de  Julio  de  1848  y  de  11  de  Marzo  de  1867,  y  decisiones  de  coínpet.  de  30  de 
Julio  de  1866,  16  de  (Jctubre  de  1867  y  otras.") 

(4)  El  "negocio"  á  que  este  artículo^  se  refiere  ha  de  ser  "litigioso,"  como  se 
dice  expresamente  en  el  artículo  anterior,  de  suerte  que,  para  que  haya  lugar  á 
dirimir  los  conflictos  de  jurisdicción  y  atribuciones  entre  las  autoridades  admi- 
nistrativas y  las  judiciales,  es  indispensable  que  en  ellos  "se  dispute  á  un  tribu- 
nal el  ejercicio  de  su  jurisdicción  contenciosa."  De  esta  doctrina  consignada  en 
Keal  decreto  de  12  de  Julio  de  1849,  decidiendo  una  competencia  entre  el  Jefe 
político  y  el  Juez  de  primera  intancia  de  Castellón  sobre  á  quien  correspondía 
rubricar  los  libros  de  los  comerciantes,  se  deduce  que  no  pueden  suscitarse  di- 
chos conflitos  para  disputar  á  un  juzgado  ó  tribunal  el  ejercicio  de  su  jurisdic- 
ción voluntaria,  ni  el  ae  las  atribuciones  de  otra  índole,  fuera  de  la  contencio- 
sa, que  les  confiera  la  ley. 
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asistan,  y  siempre  el  texto  de  la  disposición  en  que  se  apoye  para  reclamar  cl  ne- 
gocio (1). 

Art.  68.  El  Tribunal  ó  Juzgado  requerido  de  inhibición,  luego  que  reciba  el 
exhorto  suspenderá  todo  proosdimiento  en  el  asunto  á  que  se  refiera,  mientras 
no  se  termine  la  contienda  por  desistimiento  del  Gobemodor  ó  por  decisión  de 
B.  M.,  so  pena  de  nulidad  de  cuanto  después  se  actuare  (2). 

Art.  59.  En  seguida  avisará  'el  requerido  el  recibe  del  exhorto  al  Goberna- 
dor y  lo  comunicará  al  Ministerio  fiscal  por  tres  días  á  lo  más,  y  por  igual  tér-^ 
mino  á  cada  una  de  las  partes. 

Art.  60.  Citadas  estas  inmediatamente  y  el  Ministerio  fiscal,  con  señalamien- 
to dt  día  para  la  vista  del  artículo  de  competencia,  el  requerido  proveerá  auto 
motivado  declarándose  competente  6  incompetente  (3). 

Art.  61.  Cuando  un  Juez  o  Tribunal  de  primera  instancia  dicte  este  auto,  si 
las  partes  ó  el  Ministerio  fiscal  apelaren  de  él,  se  sustanciará  el  artículo  en  se- 
gunda instancia  con  los  mismos  términos  y  por  los  mismos  trámites  que  en  la 
Írimera,  y  el  definitivo  que  recayere  no  será  susceptible  de  ulterior  recurso, 
'ampoco  lo  será  el  que  se  dictare  en  la  segunda  ó  tercera  instancia  cuando  el  Go- 
bernador suscitase  en  ellas  la  contienda  de  competencia  por  no  haberla  deduci- 
do en  las  anteriores  (4). 


(1)  No  queda  cumplida  esta  disposición  cuando  ninguna  de  las  citas  legales, 
contenidas  ei^  el  requerimiento  de  inhibición,  se  dirije  á  demostrar  que  el  cono- 
cimiento del  asunto  está  reservado  á  la  Administración;  y  mucho  menos  cuando 
no  se  cita  disposición  alguna  legal,  aunque  se  expongan  las  razones  en  que  la 
Administración  funde  su  competencia.  Tampoco  se  cumple  con  sólo  citar  una 
.ley  ó  reglamento,  cuando  contienen  varios  artículos  ó  disposiciones,  sino  que  es 
necesario  expresar  el  texto  del  artículo  en  virtud  del  cual,  por  pertenecer  el  asun- 
to á  las  atribuciones  de  la  Administración,  se  reclama  para  esta  el  conocimiento 
del  mismo.  Y  no  basta  para  suplir  tales  defectos  en  c^ue  el  Gobernador  cite  la 
disposición  lefifal  en  el  oficio  Insistiendo  en  el  requerimiento,  porque  el  juzgado 
debe  apreciar  las  razones  legales,  en  que  se  funde  la  competencia,  durante  la 
discusión  que  con  este  motivo  ha  de  tener  lugar,  según  dispone  el  artículo  56  y 
siguientes  de  este  reglamento.  ("Decis.  de  comp.  á  consulta  del  Consejo  de  Es- 
tado, de  24  de  Agosto,  31  deJ)ctubre  y  26  de  Noviembre  de  1871;  19  de  Abril  y 
15  de  Junio  de  1878;  20  de  Kciembre  de  1880  y  otras.") 

(2)  Pendiente  el  confíito,  ninguna  de  las  Autoridades  tiene  jurisdicción  para 
conocer  del  negocio  v  son  nulas  todas  las  actuaciones  qiie  se  practiquen  por 
cualquiera  do  ellas  después  del  requerimiento,  debiendo  limitarse  estrictamen- 
te á  sustanciar  el  incidente  de  competencia  en  la  forma  que  ordena  este  regla- 
njento,  sin  acordar  para  mejor  proveer  6  bajo  cualquier  otro  pretexto  actuacio- 
ciones  y  diligencias  probatorias  ni  con  otro  objeto.  ("Id.  id.  de  11  de  Enero  y 
de  Junio  de  1867,  21  de  Abril  de  1879, 15  de  Junio  de  1888  y  otras.") 

(3)  La  falta  de  audiencia  al  Ministerio  fiscal  y  á  cada  una  de  las  partes,  in- 
clusa la  que  hubiere  promovido  la  inhibitoria  ante  el  Gobernador,  si  es  parte  en 
el  pleito;  la  de  citación  de  aquél  y  de  éstas  para  la  vista;  la  de  señalamiento  de  ^ 
día  para  la  misma  y  su  celebración,  aunque  no  comparezcan  las  partes,  y  la  de 
motivar  con  resultados  y  considerandos  e\  auto  en  que  el  juez  ó  tribunal  se  de- 
clare competente;  en  una  palabra,  la  omisión  de  cualquiera  de  los  trámites,  que 
establecev  los  artículos  59  y  60,  constituyen  un  vicio  sustancial  del  procedi- 
miento que  impide  la  tramitación  del  asunto  mientras  aquella  no  se  subsane  y 
dirimir  cl  connito,  declarándose  mal  formada  la  competencia  en  tales  casos,  y 
que  no  há  lugar  á  decidirla.  (''Id.  id.  de  1.  ®  de  Septiembre  de  1864,  25  de  No- 
viembre de  1870,  dos  de  19  deAbril  y  15  de  Junio  de  1878  y  otras  muchas.")  Es 
de  lamentar  la  frecuencia  con  que  se  incurre  en  las  faltas  que  quedan  indicadas, 
y  debemos  advertir  que  en  casi  todas  las  decisiones  de  competencias  de  estas  cla- 
se, con  la  fórmula  de  'Ío  acordado"  se  imponen  advertencias  y  correcciones  dis- 
ciplinariarias  á  los  Jueces  y  Audiencias  que  se  olvidan  de  lo  que  previenen  estos 
artículos  del  reglamento. 

(4)  Téngase  presente  que  contra  el  auto  motivado  que  dicte  el  juez  de  primera 
instancia  declarándose  competente  ó  incompetente,  se  da  el  recurso  de  apelación 
en  ambos  efectos,  y  de  consiguiente  no  pueae  ejecutarlo  mientras  no  sea  confir- 
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Art.  62.  El  requerido  que  se  hubiere  declarado  intompctente  por  sentenci* 
firme,  remitirá  los  autos  dentro  desej^undo  día  al  Gobernador  (1),  haciendo  po- 
ner al  Escribano  actuario  en  un  libro  destinado  á  este  objeto  un  sucinto  extrac- 
to de  ellos  y  certificación  de  su  remesa. 

Art.  63.  Cuando  el  requerido  se  declare  competente  por  sentencia  firme,  exhor- 
tará inmediatamente  al  Gobernador  para  que  deje  expedita  su  jurisdicción,  ó  de 
lo  contrario  ten^a  por  formada  la  competencia.  En  el  exhorto  se  insertarán  los 
dictámenes  deducidos  por  el  Ministerio  fiscal  en  cada  instancia,  y  los  autos  mo- 
tiyados  con  que  en  cada  una  se  haya  terminado  el  artículo.  (2) 
I  Art.  64.  El  Gobernador,  oido  el  Consejo  provincial  (3),  dirigirá  dentro  de  loa 


mado  por  la  Audiencia  ó  quede  firme  por  el  trascurso  de  los  cinco  días  que  la  ley 
concede  para  apelar.  En  la  segunda  instancia  se  han  de  observar  los  trámites 
prevenidos  en  los  artículos  59  y  60  de  este  reglamento.  No  se  da  recurso  alguno 
contra  el  auto  de  la  Audiencia,  ya  sea  en  apelación,  ya  cuando  el  requerimiento 
de  inhibición  se  haya  hecho  á  la  misma,  lo  cual  debe  suceder  siempre  que  le  co- 
rresponda el  conocimiento  de  los  autos  por  haber  admitido  el  juez  una  apelación 
en  ambos  efectos,  aunque  sea  sobre  algún  incidente.  En  tales  casos,  si  se  dirije 
al  juez  el  requerimiento  de  inhibición,  debe  contestar  que  ha  cesado  su  jurisdic- 
ción por  haber  admitido  una  apelación  en  ambos  efectos,  aunque  todavía  no  hu- 
biere remitido  los  autos,  para  que  Ja  autoridad  requirente  se  dirija  á  la  Audien- 
cia. Toda  esta  doctrina  ha  sido  sancionada  en  vanas  decisiones  de  competencias 
con  la  Administración,  que  no  citamos  porque  se  funda  en  lo  que  ordena  el  pre- 
sente artículo  61. — No  obstante  el  precepto  del  mismo  de  «lue  el  auto  de  la  Au- 
diencia "no  será  susceptible  de  ulterior  recurso,"  los  síndicos  de  la  quiebra  de 
la  compañía  de  los  ferro-carriles  del  Noroeste  de  España  interpusieron  el  de  ca- 
sación por  infracción  de  la  ley  contra  la  sentencia  de  la  Audiencia  de  Madrid,  ' 
que  confirmó  el  auto  del  Juez  de  primera  instancia,  inhibiéndose  á  favor  de  la 
Administración  á  requerimiento  del  Gobernador  civil,  en  cierto  pleito  que  aque- 
llos habian  promovido  contra  la  nueva  compañía.  Se  fundó  dicho  recurso  en  el 
número  6.  ^  del  artículo  1692  de  la  nueva  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  Sala 
tercera  del  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  á  su  admisión  en  auto  de 
18  de  Octubre  de  1881,  publicado  en  la  "Gaceta"  de  29  de  Noviembre  siguiente, 
que  dice:  "Contideranao  que,  con  arreglo  al  artículo  117  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  las  competencias  que  la  Administracléa  suscitare  á  los  Jueces  y 
Tribunales,  se  sustanciarán  y  decidirán  en  la  forma  establecida  por  las  leyes  y 
reglamentos  que  la  determinen:  Considerando  que  según  el  artículo  61  del  re- 
glamento para  la  ejecución  de  la  ley  relativa  al  gobierno  jr  administración  de 
las  provincias  de  25  do  Septiembre  de  1863,  que  está  también  vigente,  cuando 
un  Juez  ó  Tribunal  de  primera  instancia  dicte  auto  declarándose  competente  ó 
incompetente,  y  si  apelare,  el  definitivo  que  recayere  en  segunda  iestancia  no 
será  susceptible  de  ulterior  recurso:  Y  considerando,  por  tanto,  que  el  de  casa- 
ción de  que  so  trata  no  es  almisible."  La  misma  declaración  se  ha  hechoen 
otro  caso  igual  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  Juzgado  de  Manresa,  por  auto  do 
11  de  Febrero  del  presente  año  de  1882,  publicado  ea  la  "Gaceta"  de  8  de  Abril. 

(1)  O  al  delegado  de  Hacienda,  en  su  caso.  Véase  la  "nota"  1.^  al  artícu- 
lo 54. 

<2)  Se  considera  también  como  vicio  sustancial  del  procedimiento,  que  im- 
pide dirimir  el  conflicto,  la  omisión  en  el  exhorto  del  dictamen  deljpromotor 
fiscal  y  del  auto  del  juez,  declarándose  competente,  como  también  la  ael  dicta- 
men del  fiscal  y  auto  ó  sentencia  de  la  Audiencia»  si  hubiere  habido  apelación; 
en  este  caso  han  de  insertarse  en  el  exhorto,  ó  acompañarse  por  copia  certifica- 
da, los  dos  dictámenes  fiscales  y  los  dos  autos,  sean  ó  no  conformes,  á  cuyo  fin 
deberán  insertarse  los  de  la  Audiencia  en  la  certificación  devolviendo  los  autos 
al  juzgado.  C^Decis.  de  compet,  de  3  de  Enero  de  1849, 14  de  Diciembre  de  186^ 
y  otras.") 

(3)  Véase  la  **nota"  1.  "  al  art.  55.— Como  garantía  de  acierto,  se  exige  para 
U  validez  del  acuerdo  de  la  Autoridad  administrativa  insistiendo  ó  no  en  esti- 
marse competente,  que  el  gobernador  oiga  á  la  Comisión  provincial  y  el  dele- 
gado de  Hacienda  al  abogado  del  Estado:  la  omisión  de  este  trámite  constituye 
un  vicio  sustancial  del  procedimiento,  que  impide  la  decisión  del  conflicto* 
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tres  días  de  haber  recibido  el  exhorto  nuera  comunicación  al  requerido,  insis- 
tíendo  6  no  en  estimarse  competente. 

Art.  65.  Si  el  Gobernador  desistiere  de  la  competencia,  quedará  sin  más  trá- 
mites expedito  el  ejercicio  de  su  jurisdicción  al  requerido,  y  proseg^uirá  cono- 
ciendo del  negocio  (1). 

Art.  66.  Si  insistiese  el  Gobernador,  ambos  contendientes  remitirán  por  el 
primer  correo  al  Presidente  del  Ck)nsejo  de  Ministros  las  actuaciones  que  ante 
cada  cual  se  hubieren  instruido  (2;,  haciendo  poner  al  Oficial  público  á  quien 
lespectiyamente  corresponda  esta  diligencia  un  extracto  y  certificación  en  los 
términos  pretenidos  por  el  art.  62,  y  dándose  mutuo  ariso  de  la  remesa,  sin  ul- 
terior procedimiento. 

Art,  67.  El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros  acusará  á  los  contendientes 
el  recibo  de  los  autos  que  le  hubiesen  remitido;  y  dentro  de  los  dos  días  de  reci- 
bidos los  respectivos  á  cada  uno  los  pasará  al  Consejo  de  Estado. 

Art.  68.  £1  Consejo  de  Estado,  oyendo  á  su  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia,  la  cual  dará  al  expediente  la  instrucción  que  crea  necesaria,  consulta- 
rá la  decisión  motivada  que  estime  dentro  de  dos  meses,  contados  desde  el  día 
en  que  se  le  pasen  las  actuaciones. 

Art.  69.  El  Consejo  de. Estado  remitirá  la  consulta  original  al  Presidente  del 
Conseje  do  Ministroi,  acómpimada  de  todas  las  diligencias  relativas  á  la  con- 
tienda. Al  mismo  tiempo  dirigirá  el  Consejo  de  Estado  copias  literales  do  la 
consulta  al  Ministro  de  la  Gol^mación,  y  al  Ministro  ó  Ministros  de  quienes 
dependan  los  otros  Jueces  y  Autoridades  con  quienes  se  hubiese  seguido  la  com- 
petencia. 

Art.  70.  Si  el  Ministro  de  la  Gobernación,  y  el  Ministro  ó  Ministros  de  quie- 
nes dependan  los  otros  Jueces  y  Autoridades  con  quienes  se  hubiese  seguido  la 
competencia,  estuviesen  conformes  con  la  decisión  consultada,  lo  maniiestarán 
así  al  Presidente  del  Consejo  de  Ministros. 

Art.  71.  Cuando  los  Ministros  á  quienes  se  refiere  el  artículo  anterior,  ó  cual- 
quiera de  ellos,  no  estuviere  conforme  con  la  decisión  consultada,  lo  manifestará 
al  Presidente  del  Consejo  de  Ministros  para  que  la  someta  á  la  resolución  del  Con- 
sejo que  preside.  Antes  de  que  esto  se  verifique,  el  Ministro  ó  Ministros  que  no 
estuviesen  conformes  podrán  reclamar  los  autos  originales  que  hayan  sido  obje- 
to de  la  competencia,  á  fin  de  instruirse  y  sostener  las  atribuciones  de  su  ramo. 

Art.  72.  La  decisión  que  adopte  S.  M.  á  propuesta  del  Consejo  de  Ministros  ó 
de  su  Presidente,  será  irrevocable;  se  extenaerá  motivada  y  en  forma  de  Beal  de- 
creto, refrendado  por  el  referido  Presidente,  y  para  su  cumplimiento  se  comuni- 
cará á  los  contendientes  dentro  de  un  mes  contado  desde  la  fecha  de  la  constata. 

Art,  73.  Los  términos  señalados  en  los  artículos  de  este  reglamento  que  se 
refieren  á  las  competencias  de  jurisdicción  y  atribuciones,  serán  fatales  é  im- 
prorogables  (3). 

mientras  no  sea  debidamente  subsanado.  ("Decís,  de  compet.  de  11  de  Junio, 
15  de  Julio  y  5  do  Noviembre  de  18T0,  7  de  Noviembre  de  1873,  19  de  Abril  de 
1878  y  otras  muchas.) 

(1)  La  providencia  del  gobernador,  y  en  su  caso  la  del  delegado  do  Hacienda, 
desistiendo  de  su  competencia  tiene  la  misma  fuerza  que  una  sentencia  ejecuto- 
ria y  que  el  decreto  que  decide  la  contienda;  y  después  de  haber  desistido  aquél, 
no  hay  términos  hábiles  para  c[ue  vuelva  á  reclamar  el  negocio,  quedando  expe- 
dita la  jurisdicción  del  requerido  para  seguir  conociendo  del  mismo.  ("Decis. 
de  compet.  de  7  de  Aíarzo  de  1866,  9  de  Agosto  y  3  de  Diciembre  d^  1870  y 
•tras.") 

(2)  Las  Autoridades  contendientes  deben  remitir  á  la  Presidencia  del  Consejo 
de  Ministros  todas  las  actuaciones  originales,  relativas  al  negocio  sobre  que 
verse  la  contienda,  sin  que  baste  un  testimonio  parcial  de  ellas,  ni  el  expediente 
sobre  la  competencia  seguida  en  ramo  separado  de  los  autos  principales,  porque 
de  otro  modo  no  puede  formarse  cabal  juicio  de  la  cuestión  de  competencia  ni 
resolverse  con  el  debí  Je  conocimiento.  Esta  falta  constituye  un  vicio  esencial, 
que  impide  decidir  el  conflicto  mientras  no  sea  subsanada.  ("Decis.  do  compet. 
de  25  de  Noviembre  de  1866,  30  de  Enero  de  1867, 5  y  27  de  Mayo  y  10  de  Agos- 
to de  1870  y  otras.") 

(3)  La  cualidad  de  ''improrogables"  t¡ue  se  da  á  e^tos  términos,  no  invalida 
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Artículo  118. 

Los  Jueces  y  Tribunales  no  podrán  suscitar  cuestiones  de  com- 
petencia á  las  Autoridades  del  orden  administrativo. 

Sin  embargo,  podrán  sostener  la  jurisdicción  y  atribuciones 
que  la  Constitución  y  las  leyes  les  confieren,  reclamando  contra 
las  invasiones  de  dichas  Autoridades  por  medio  de  recursos  de 
queja  que  elevarán  al  Gobierno. 

Artículo  119. 

Podrán  promoverse  los  expedientes  de  recurso  de  queja: 

1"  A  instancia  de  parte  agraviada. 

2"  En  virtud  de  excitación  del  Ministerio  fiscal. 

3"  De  oficio. 

Artículo  120. 

Solo  las  Salas  de  gobierno  de  las  Audiencias  y  la  del  Tribu- 
nal Supremo,  podrán  recurrir  en  queja  al  Gobierno  contra  las 
invasiones  de  la  Administración  en  las  atribuciones  judiciales. 

Artículo  121. 

Los  Juzgados  municipales  y  los  de  primera  iustancia,  cuando 
sean  invadidas  sus  atribuciones  por  Autoridades  del  orden  admi- 
nistrativo, lo  pondrán  en  conocimiento  de  la  Sala  de  gobierno 
de  la  Audiencia,  para  que  esta  pueda  formular  el  recurso  de  que- 
ja, si  lo  estima  procedente. 

Al  efecto  los  Juzgados  municipales  remitirán  á  los  de  prime- 
ra instancia  de  su  partido  los  expedientes  en  que  consten  los  he- 
chos relativos  al  exceso  de  atribuciones  cometido  por  los  agentes 
del  orden  administrativo,  y  los  segundos  los  pasarán  con  su  in- 
forme á  la  Audiencia  respectiva. 

Cuando  los  expedientes  nacieren  en  los  Juzgados  de  primera 
instancia,  serán  remitidos  direótamente  á  la  Audiencia. 

Si  se  formaran  en  las  Salas  de  justicia  de  las  Audiencias  ó  del 
Tribunal  Supremo,  se  pasarán  después  de  instruidos  á  la  respec- 
tiva Sala  de  gobierno. 


lo  que  los  gobernadores  y  los  jueces  6  tribunales  practicaren  después  de  trascu- 
Trittos,  ni  hace  caducar  el  derecho  respectivo  de  aichas  autoridades  para  soste- 
ner su  competencia,  "ya  porque  no  es*á  declarado  así  expresamente,  ya  también 
porque  estos  términos  se  conceden,  no  para  el  uso  de  un  derecho  renunciable, 
sino  para  el  cumplimiento  de  un  deber  que  ti^ne  por  principal  fin  conservar, 
mediante  las  contiendas  de  jurisdicción  y  atribuciones,  la  mútua^  independencia 
constitucional  del  orden  judicial  y  el  administrativo.'*  ("Decis.  de  compt. 
consulta  del  Consojo  Reaí  de  27  de  Octubre  de  1847. 
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•Artículo  122. 

Las  Salas  de  Gobierno  de  las  Audiencias,  recibidos  que  sean 
los  expedientes  á  que  se  refiere  el  artículo  que  antecede,  ó  en  vis- 
ta de  los  que  ante  ellas  se  hayan  comenzado  ó  instruido,  y  la  del 
Tribunal  Supremo  en  su  caso,  los  pasarán  al  Ministerio  fiscal 
para  que  con  toda  preferencia  emita  su  dictamen. 

Artículo  123. 

En  vista  del  dictamen  fiscal  y  completando  el  expediente  si 
fuere  necesario,  resolverán  las  Salas  de  gobierno  de  las  Audien- 
cias, ó  la  del  Tribunal  Supremo  en  su  caso,  si  debe  ó  no  elevar- 
se el  recurso  de  queja. 

Cuando  acordaren  que  debe  elevarse,  lo  harán  en  una  esposi- 
ción  fundada,  á  no  ser  que  aceptaren  el  dictamen  fiscal  sin  adi- 
ción alguna. 

Artículo  124. 

El  Gobierno  resolverá  estos  conflictos  en  la  forma  que  deter- 
minen las  leyes  y  reglamentos. 

I 

Kn  la  ley  orgánica  del  Conaejo  de  Estado  de  17  de  Agosto  de  1860,  al  fijar  las 
atribuciones  de  este  alto  Cuerpo,  so  dijo  en  su  art.  45:  "El  Consejo  de  Estado 

será  oído  necesariamente  y  en  pleno: 10.  ®   Sobre  los  recursos  de  abuso  de 

poder  ó  de  incompetencia  que  eleven  al  Gobierno  las  autoridades  del  orden  ju- 
dicial contra  las  resoluciones  administrativas."  La  necesidad  de  estos  recursos 
era  notoria,  puesto  que  la  autoridad  judicial  había  quedado  desarmada  y  sin 
medios  ex^yeditos  i>ara  defender  su  jurisdicción  de  las  invasiones  de  las  autori- 
dades administrativas,  desde  que  por  las  reformas  iniciadas  en  1844  se  la  privó 
de  la  facultad  de  suscitar  competencias  á  las  mismas. 

En  decreto  del  Eegente  del  reino  de  21  de  Mayo  de  1870,  decidiendo  una  com- 
petencia entre  el  gobernador  de  Albacete  y^  el  juez  de  Alcaráz,  cuyas  autoridades 
se  habían  requerido  mutuamente  de  inhibición,  se  consignó  que  el  juez  de  pri- 
mera instancia  no  debió  requerir  de  inhibición  al  gobernador,  porque  sólo  los 
gobernadores  pueden  promover  competencia;  pero  "que  no  por  eso  qneda  sin 
recurso  la  autoridad  judicial  contra  las  invasiones  de  la  administrativa,  pi;es 
tiene  los  de  incompetencia  ó  abuso  de  poder  que  puede  elevar  al  Gobierno  con- 
tra las  resolcciones  do  este  orden,"  citando  á  este  propósito  el  níímero  10  del 
art.  45  de  la  ley  orgánica  del  Consejo  de  Estado. 

Sin  embargo,  los  jueces  y  tribunales  no  podían  utilizar  dichos  recursos  de  un 
modo  eficaz,  por  no  naberse  dictado  las  reglas  necesarias  para  su  procedimiento 
y  resolución.  La  ley  orgánica  del  Poder  judicial  de  15  de  Setiembre  de  1870  lle- 
nó ese  vacío,  consagrando  á  esta  materia  un  capítulo,  el  8.  ^  del  título  6.  ® ,  que 
contiene  los  artículos  290  al  297,  cuyas  disposiciones  se  han  refundido  en  loa 
que  son  objeto  de  este  comentario,  quedando  así  organizado  el  procedimiento 
para  los  recursos  de  queja  que  las  autoridades  judiciales  se  vean  en  la  necesidad 
de  promover  contra  las  administrativas  que  invadan  ó  usurpen  las  atribuciones 
de  aquellos. 

Aunque  de  la  facultad  exclusiva  concedida  á  los  gobernadores  por  el  art.  116 
para  promover  las  competencias  que  ocurran  entre  las  autoridades  administra- 
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tivas  y  las  judiciales,  se  deducía,  y  así  lo  había  sancionado  constantemente  la 
jurisprudencia  del  Consejo  Keal,  confirmada  después  por  la  del  Consejo  de  Es- 
tado, que  los  jueceav  tribunales  no  pueden  suscitar  cuestiones  de  competencia 
á  las  autoridades  del  orden  administratiyo,  se  ha  consignado  expresamente  esta 
prohibición  en  el  art.  118.  á  fin  de  que,  siendo  ya  precepto  legal,  no  haya  moti- 
To  para  alegar  que  puede  hacerse  lo  que  la  ley  no  prohibe.  JPor  las  razones  de 
interés  público  que  ya  hemos  indicado,  no  podía  establecerse  ni  tolerarse  la  re- 
ciprocidad en  esta  materia;  pero  tales  como  quedan  organizados  los  recursos  de 
queja  contra  las  invasiones  ae  las  autoridades  administratiras,  los  jneees  y  tri- 
bunales podrán  sostener  su  jurisdicción  y  atribuciones  con  las  mismas  garan- 
tías que  si  lo  Terificaran  por  medio  de  la  contienda  de  competencia.  Aquéllos,, 
como  éstas,  se  resuelven  por  el  Rey,  oyendo  al  Consejo  de  Estado  en  pleno,  y 
dando  al  expediente  la  instrucción  necesaria  para  conocer  las  razones  de  una  y 
otra  parte:  la  diferencia  capital  consiste  en  que  el  requerimiento  de  inhibición 
produce  la  suspensión  del  procedimiento  en  el  negocio  principal,  y  no  se  da  este 
efecto  al^  recurso  de  queja,  á  fin  de  que  no  se  embarace  la  marcha  de  la  Admi- 
nistración, lo  cual  pudiera  ser  en  perjuicio  de  los  intereses  públicos  á  ésta  en- 
comendado?, y  á  veces  de  gravísimas  é  irreparables  consecuencias. 

II 

Así  como  en  el  orden  administrativo  sólo  los  gobernadores  de  provincia  están 
facultados  para  suscitar  competencia  á  las  autoridades  judiciales,  también  en 
el  orden  judicial  sólo  las  Salas  de  gobierno  de  las  Audiencias  pueden  recurrir 
en  queja  contra  las  autoridades  administrativas  por  exceso  de  atribuciones.  De 
este  modo  se  establece  la  'debida  reciprocidad,  y  aparte  de  otras  razones  de  inte- 
rés público  y  de  gobierno,  se  evitarán  los  inconvenientes  que  resultarían  de 
permitir  la  provocación  de  unos  y  otros  conflictos  á  las  mismas  autoridades  que 
se  crean  lastimadas.  Estas  deben  instruir  el  expediente,  del  que  resulte  la  in- 
vasión de  sus  atribuciones;  pero  no  pueden  formalizar  por  sí  mismas  la  con- 
tienda ó  el  recurso  de  queja,  sino  su  superior  antes  indicado,  al  que  remitirán 
los  antecedentes  para  que,  con  menos  pasión  y  mayor  ilustración,  resuelva  si 
existe  motivo  bastante  para  provocar  el  conflicto  6  elevar  la  queja  al  Gobierno. 
Y  hemos  dicho  que  esa  facultad  es  de  las  Salas  de  gobierno  de  ías  Audiencias, 
porque  esta  es  la  regla  general,  pues  aunque  también  se  confiere  á  la  del  Tribu- 
nal Supremo,  es  sólo  para  el  caso,  que  rara  vez  podrá  ocurrir,  de  que  sean  inva- 
didas su  jurisdicción  ó  atribuciones  ^or  las  autoridades  administrativas. 

En  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  se  atribuyó  dicha  facultad  á  las  Au- 
diencias y  al  Tribunal  Supremo  en  general,  como  puede  verse  en  su  art.  292  y 
siguientes.  Esto  dio  lugar  á  que  se  creyera  que  el  conocimiento  de  estos  asuntos 
correspondía  ¿  las  Salas  de  justicia,  sin  tener  en  cuenta  que,  conforme  á  lo  pre- 
venido en  el  núm.  2.  ®  del  art.  616  de  aquella  ley,  eran  propios  de  las  Salas  de 
gobierno,  tanto  por  su  índole,  como  ^rque  al  determinar  taxativamente  en  loa 
artículos  275  y  siguientes  las  atribuciones  d^  las  Salas  de  justicia,  no  se  men- 
cionaron los  recursos  de  que  tratamos.  Para  evitar  toda  duda  se  declara  ahora 
expresamente  en  el  art.  120  de  la  nueva  ley,  que  "sólo  las  Salas  de  gobierno" 
de  las  Audiencias  y  la  del  Tribunal  Supremo  en  su  caso,  podrán  recurrir  en 
queja  al  Gobierno  contra  las  invasiones  de  la  Administración  en  las  atribucio- 
nes judiciales. 

Para  ello,  conforme  á  lo  que  previene  el  art.  121,  el  juez  municipal,  el  de  pri- 
mera instancia  ó  la  Sala  de  justicia,  cuyas  atribuciones  sean  invadidas,  instrui- 
rá el  oportuno  expediente  para  hacer  constar  los  hechos  relativos  al  abuso  de 
poder  ó  exceso  cometido  por  la  autoridad  ó  agente  del  orden  administrativo 
arrogándose  el  conocimiento  de  un  negocio  que  es  de  la  comeetencia  de  la  auto- 
ridad judicial.  Podrá  promoverse  dicho  expediente,  según  el  art.  119,  á  instan- 
cia de  la  parte  agraviada,  ó  del  ministerio  fiscal,  y  también  de  oficio.  No  deter- 
mina la  ley  su  tramitación,  porque  no  es  posible:  el  juez  que  lo  instruya  se  val- 
drá en  caaa  caso  de  los  meaios  más  adecuados  para  hacer  constar  el  abuso, 
admitiendo  los  documentos  é  informaciones  pertinentes  que  presente  la  parte 
actora.  Uno  de  esos  medios  podrá  ser,  caso  necesario,  el  de  dirigir  atenta  comu« 
aicación  á  la  autoridad  ó  agente  administrativo  para  que  manifieste  si  ha  dic- 
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tado  a  resolneión  ó  ejecutado  el  hecho  que  constituya  el  abuso;  pero  sin  reque* 
mlede  inhibición,  porque  lo  prohibe  el  art.  118.  Aunque  la  ley  no  lo  previene, 
como  tampoco  lo  prohibe,  creemos  aue,  cuando  estos  expedientes  se  instruyan  de 
<^cto  6  i  inatanoia  de  parte,  deberá  darse  audiencia  al  ministerio  fiscal,  por  si  tu- 
Tiese  que  proponer  alguna  diligencia  que  conduxca  al  esdareeimiento  de  los  he- 
chos. 1  luego  que  tenga  el  expediente  la  instrucción  necesaria,  el  juez  é  Sala  de 
justicia  aue  10  hubiere  formado,  lo  pasará  con  su  informe  á  la  Sala  de  gobierno 
de  la  Auoiencia  respectira,  rerificándolo  los  jueces  municipales  por  conducto  del 
de  primera  instancia^  el  cual  podrá  completar  la  instrucción,  si  lo  estimase  ne- 
cesarlo,  para  dar  su  informe  con  acierto. 

Los  artículos  122  y  123  determinan  con  daridad  el  procedimiento  que  ha  de 
seguirse  en  la  Sala  de  gobierno  para  resolyer  si  procede  ó  no  elerar  el  recurso 
de  queja.  £stá  limitado  á  oir  el  oictámen  del  fiscal,  y  sería  un  abuso,  cometido 
«n  un  cato  de  que  tejemos  notida,  anterior  á  la  nueva  ley,  admitir  á  ^os  inte> 
jesados  como- parte,  darles  audiencia,  formar  apuntamiento  j^  cdebrar  vista  pü- 
olica  con  asistencia  de  letrados:  nada  de  esto  puede  hacerse,  porque  lo  rechaxa 
la  índole  gu^rnativa  del  asunto,  razón  por  la  cual  la  1^  só^  previene  la  au- 
diencia del  ministerio  fiscal.  A  instancia  de  éste  Ó  de  oficio,  pffl!ra  la  Sala  acor- 
dar  lo  que  estime  necesario  para  completar  la  instrucción  oel  expediente  á  fin 
de  resolverlo  con  acierto.  Si  estima  que  no  procede  el  recurso  de  9ueja,  se  co- 
municará esta  resoludón  al  juex  respectivo,  archivándose  el  expediente  sin  ul- 
terior recurso;  y  en  el  caso  contrario,  la  Sala  elevará  d  expediente  original  al 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  con  exposición  razonada,  á  no  ser  que  aceptare 
d  di^tám^i  fiscal  sin  adición  alguna. 

"El  Osbierno  resdverá  estos  conflictos  en  la  forma  que  determinen  las  leyes 
y  reglamentos."  Esto  dice  el  art.  124,  último  de  los  que  estamos  examinando, 
y  no  procedía  dadr  otra  cosa  en  la  ley  de  Knjuidamiento  civil,  por  no  ser  de  su 
competenda  dar  reglas  al  Gobierno  para  la  resoludón  de  tales  conflictos.  Es- 
tas reglas  se  dictaron  en  los  artículos  296  y  297  de  la^ley  orgánica  del  Poder 
judidal,  establedéndose  un  procedimiento  análogo,  porque  también  son  análo- 
gos los  casos,  al  que  se  ordeno  en  el  reelamento  de  1863  para  decidir  las  compe- 
tencias con  la  Administración.  Gomóla  autoridad  administrativa  no  tiene  in- 
tervención en  d  expediente,  lue^o  aue  se  recibe  éste  en  el  Ministerio  de  Grada 
y  Justida,  se  <^e  á  dicha  autoridad,  por  conducto  del  lifinisterio  de  quien  de- 
penda, sobre  el  exceso  de  atribuciones  que  haya  dado  lugar  al  recurso,  fijándole 
un  término,  que  no  puede  pasar  de  diez  días,  para  que  conteste.  Kecibida  esta 
contestación,  so  pasa  d  expediente  á  informe  dd  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
conforme  á  su  ley  «orgánica,  y  en  vista  de  su  consulta  el  Gobierno  resuelve  lo 

3ue  estima  procedente,  declarando  en  su  caso  que  corresponde  á  la  autoridad  iu- 
icial  el  eonodmiento  dd  asunto  que  ha  dado  motivo  al  recurso.  Esta  resolu- 
ción se  dicta  en  forma  de  Eeal  decreto,  refrendado  por  el  Presidente  del  Conse- 
jo de  Ministros,  y  so  publica  en  la  *'Gaceta"  y  en  la  *'Colección  legislativa." 

III 

Un  ca83  que  acaba  de  ocurrir,  nos  obliga  á  ampliar  algún  tanto  esta  materia. 
La  parte  agraviada  por  una  resolución  administrativa  que  ella  cree  de  la  com- 
petencia de  la  jurisdicción  ordinaria,  pero  que,  si  así  se  declara,  corresponded 
á  un  juez  de  primera  instancia  el  conocimiento  del  negocio,  ha  acudido  ante  la 
Sala  de  gobierno  del  Tribunal  Supremo  promoviendo  el  expediente  de  recurso  de 
queja.  ¿Es  esto  procedente?  ¿Puede  acudirse  con  dicho  objeto  ante  los  jueces, 
las  Audiendas  ó  el  Tribunal  Supremo  indistintamente  ▼  á  toI untad  de  la  parte 
agraviada?  No,  sin  duda  alguna.  £1  ejercicio  de  este  derecho  necesariamente 
lia  de  estar  subordinado  alas  reglas  de  las  cuestiones  de  corapetevieia,  por  su 
analogía  con  las  mismas.  Así  cd;mo  la  ky  obliga  á  prmmvrér  la  inhibitoria  an- 
te el  juez  ó  tribunal  á  auien  se  considem  competente  <art.  72),  dd  initroo  modo 
la  parto  agraviada  tenm  que  promover  d  recurso  de  queja,  si  quiere  hacer  uso 
de  este  derecho,  ante  el  juez  ó  tríbunaleoya  jurisdicdón  haya  sido  invadida  por 
una  autoridad  ó  agente  dd  orden  administrativo.  Esto  es  lo  conforme  á  la  rec- 
ta razón  y  á  los  buenos  principios,  y  aunque  la  nueva  ley  no  lo  hajr»  consigna- 
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do  expresamente  en  la  presente  seccián,  sin  duda  por  creerlo  innecesario,  en  esa 
regla,  que  rige  y  ha  regido  siempre  para  toda  cuestión  de  competencia,  están 
inspiradas  las  disposiciones  reguladoras  de  esto^  recursos  de  qii€4a,  que  soplen 
el  remedio  de  la  inhibitoria,  prohibido.por  razones  de  órdsn  público  contra  los 
acotos  y  procedimientos  de  la  Administnición. 

No  se  opone  á  esta  doctrina  él  precepto  del  art,  120,  que  concede  á  las  Salas  de 
gobierno,  tanto  de  las  Audiencias  como  del  Tribunal  Supremo,  la  facultad  de 
recurrir  en  queja  contra  las  invasiones  de  la  Administraron  en  la»  atribucio- 
nes judiciales.  Esta  disposición  sólo  tiene  por  objeto  consignar  el  ptineibio  de 
que  esa  facultad  corresponde  exclusivamente  á  las  Salas  de  gobierno,  así  como 
en  el  art.  116  se  consignó  el  de  qué,  en  el  caso  contrario,  sólo  los  gobernadores 
de  provincia  podrán  suscitar  competencias  á  los  jjuzgadosy  tribunales.  Si  en 
aquel  artículo  se  habló  dé  las  Audiencias  y  del  Tribunal  Supremo,  no  fué  para 
concederles  la  facultad  "á  prevención,"  ni  fué  ésta  la  intención  del  legislador, 
como  lo  demuestra  la  frase  **en  su  caso"  puesta  en  el  122;  sino  para  salvar  el 
principio,  á  que  responden  los  artículos  81,  82  y  83,  de  que  las  Audiencias  no 

Íueden  bajo  ningún  concepto  api-eciar  la  conducta  de  su  superior  gerár^uico  el 
'ribunal  Hupremo,  ni  determinar  si  es  ó  no  de  la  competencia  del  mismo  el 
asunto  sobre  que  ver«í^  la  cuestión.  Por  esto  no  se  ha  concedido  exclusivamente 
á  las  Salas  do  ¿^obierno  de  las  Audiencias  la  facultad  de  que  se  trata,  y  se  ha  he- 
cho extensiva  á  la  del  Supremo  por  si  aíis^ha  vez  ocurre  el  caso  de  que  sean  in- 
"vadidas  sus  atribuciones  por  algún  funcionario  de  la  Administración. 

Así,  pues,  cuando  una  autoridad  del  orden  administrativo  hubiere  invadido 
la  jurisdcción  ó  atribuciones  del  Tribunal  Supremo  ó  de  cualquiera  de  sus  Sa- 
las, la  parte  agraviada  podrá  promover  ante  este  mismo  Tribunal  el  expediente 
de  recurso  da  queja;^  pero  sólo  en  este  caso  que,  como  ya  se  ha  dicho,  rara  vez 
podrá  ocurrir,  especialmente  en  asuntos  civiles.  En  todos  los  demás  casos,  la 
parte  agraviada  tendrá  que  acudir  por  regla  general  ante  el  iuez  ó  tribunal  cu- 

? 'a  jurisdicción  haya  sido  invadida,  y  siendo  la  Audiencia  aeberá  hacerlo  ante 
a  Sala  de  justicia  á  la  cual  corresponda  conocer  del  asunto  principal:  nunca 
ante  el  Tribunal  Supremo,  si  no  es  de  su  eompetencia  el  negocio, 

Y  decimos  **por  regla  gen'íral,"  porque,  según  se  deduce  &í  artículo  122,  tam- 
bién pueden  incoarse  é  instruirse  estos  recursos  ante  las  Salas  de  gobierno  de 
las  Audiencias.  De  este  modo  se  facilita  y  será  más  eficaz  la  defensa  de  la  juris- 
dicción ordinaria,  pues  la  parte  agraviada  podrá  acudir  ante  el  juez  municipal 
ó  el  de  primera  instancia,  y  si  por  circunstancias  especiales  teme  que  no  sea  bien 
atendida  su  reclamación,  podrá  elevarla  directamente  á  la  Sala  de  gobierno  de 
la  Audiencia  de  quien  aquél  dependa.  Pero  téngase  presenté  que,  según  el  ar- 
tículo anterior  121,  en  estos  expedientes  debe  informar  el  juez  de  primera  ins- 
tancia, cuya  jurisdicción  ó  la  de  cualquiera  de  los  jueces  municipales  de  su  par- 
tido haya  sido  invadida.  De  consiguiente,  cuando  se  presente  la  reclamación 
ante  la  Sala  de  gobierno,  ésta  deberá  pedir  informe  al  juez  respectivo,  encargán- 
dole la  práctica  de  las  diligencias  (jue  estime  convenientes,  ó  que  informe  con 
justificación,  á  fin  de  dar  al  expediento  la  instrucción  necesaria  para  poder  re- 
solver con  acierto  si  debe  ó  no  elevarse  el  recurso  de  queja.  Lo  propio  se  enten- 
derá respecto  de  las  Salas  de  justicia,  cuando  sean  invadidas  sus  atribuciones: 
la  de  jE^ODierno  carece  de  jurisaicción  civil  y  criminal,  y  quedaría  incompleto  el 
-expediente  si  no  se  oyera  á  la  directamente  interesada.  Igual  procedimiento  ha- 
brá de  emplearse  en  el  Tribunal  Supremo,  cuando  el  recurso  »e  funde  en  la  inva- 
sión de  la  jurisdicción  ó  atribuciones  de  culquiei-a  de  sus  Salas 

Dudan  algunos  gi  el  recurso  de  que  se  trata  podrá  emplearse  contra  los  abusos 
de  poder  délos  Ministros  de  la  Coroia,  cuando  invadan  las  atribuciones  de  la 
autoridad  judiciaL  Tenemos  por  indudable  la  resolución  afirmativa.  For  muy 
•levada  (^ue  sea  la  autoridad  de  un  Ministre,  y  por  más  que  sólo  las  Cortes  pue- 
dan exigirle  la  responsabilidad  de  sus  actos  conforme  á.  la  Constitución,  puede 
equiroearse  al  resolver  un  expediente  é  invadir  las  atribuciones  de  la  autoridad 
jndieial,  cuya  independencia  del  Poder  ejecutivo  reconoce  la  misma  Constitm- 
cióa.  Para  ooBseryar  esta  independeBcii^,  la  cual  desaparecería  desde  el  momcB- 
te  ml  que  un  Ministro  pudiera  cometer  sin  oorreotivo  dicho  abuso^  precise  ¿a 
oiie  se  eeneeda  algún  recurse»  y  no  hay  otre  establecido  ni  más  adecuado  oue  el 
<a4  4«e}a  de  i|iie  estames  tratando,  per  cuyo  mmíq  vleno  á  reselver  el  oeaflioto 
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el  Hay,  como  Jefe  supremo  y  regulador  de  todas  las  jurisdicciones,  después  de 
oír  el  ilustrado  dictamen  del  Consejo  de  Estado  en  pleno. 

El  Ministro  de  Hacienda,  por  ejemplo,  resuelve  un  expediente  sobre  propie- 
dad de  teirrenos  y  despoja  de  su  dominio  á  un  particular:  el  de  Fomento  conoce 
de  cuestiones  sobre  propiedad  de  minas,  ó  de  aguas,  reservadas  expresamente 
por  .la  ley  á  los  tribunales  de  justicia:  el  de  Gt>l¿rnación  resuelve  como  mejor 
le  parece  un  expediente  sobre  abusos  de  un  gobernador  6  de  otro  funcionario 
que  constituyen  un  delito,  y  se  niega  á  pasar  el  tanto  de  culpa  al  tribunal  com- 
petente. En  tales  casos,  que  afectan  al  orden  público,  porque  de^  orden  público 
son  las  cuestiones  de  competencia,  cualquiera  que  sea  la  autoridad  invasora, 
¿no  ha  de  haber  remedio  contra  semejantes  abusos,  ni  recurso  para  que  se  cum- 
pla la  ley?  Así  como  cuando  la  autoridad  iudicial  invade  las  atribuciones  de  la 
Administración,  puede  el  Gobernador  deía  provincia  promover  la  cuestión  de 
competencia,  cualquiera  que  sea  la  autoridad  cuyas  atribuciones  hayan  sido  in- 
vadidas, desde  el  alcalde  hasta  el  Ministro,  del  mismo  modo  podrán  en  el  caso 
contrario  las  Salas  de  gobierno  de  los  tribunales  promover  el  recurso  de  queja, 
aunque  sea  contra  un  Slinistro,  por  ser  el  único  medio  que  concede  la  ley  para 
dirimir  tales  conflictos. 

Aparte  de  estas  consideraciones,  nuestra  opinión  está  apoyada  en  la  ley.  La 
orgánica  del  Consejo  de  Estado,  en  el  número  10  de  su  art.  45,  dispone,  como 
ya  se  ha  dicho  al  principio  de  este  comentario,  que  será  oido  dicho  Consejo  ne- 
cesariamente y  en  pleno  sobre  los  recursos  de  abuso  de  poder  ó  de  competencia 
que  eleven  al  Gobierno  las  autoridades  del  orden  judicial  contra  las  ''resolucio- 
nes administrativas."  Nótese  que  la  ley  habla  en  general,  sin  limitación  ni  ex- 
cepción al^na,  no  contenida  tampoco  6n  las  disposiciones  de  que  tratamos;  y 
como  lo  mismo  es  "administrativa '  la  resolución  de  un  Ministro,  que  la  de  un 
alcalde  ó  de  cualquiera  otro  funcionario  de  la  Administración,  es  indudable  que 
la  ley  autoriza  expresamente  el  recurso  ^  de  queja,  lo  mismo  contra  aquél  que 
contra  éstos,  cuando  invadan  las  atribuciones  de  la  autoridad  judicial. 

Indicaremos,  por  último,  que  cualquiera  que  sea  la  materia,  ya  civil,  ya  cri- 
minal, que  dé  motivo  al  recurso  de  queja  de  que  se  trata,  éste  ha  de  acomodarse 
á  las  disposiciones  que  han  sido  objeto  del  presente  comentario.  ^  Aunque  estas 
disposiciones  se  estaclecieron  en  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  y  eran  por 
tanto  aplicables  á  todos  los  casos,  no  se  incluyeron  en  la  Compilación  general 
de  las  relativas  al  Enjuiciamiento  criminal,  en  consideración  sin  duda  á  que 
pertenece**  á  la  clase  de  procedimientos  civiles,  y  por  esto  se  han  incluido  en  la 
presante  ley. 

Al  entrar  en  prensa  este  pliego  hemos  sabido  que  la  Sala  de  gobierno  del  Tri- 
bunal Supremo  acababa  de  resolver  el  caso  antes  indicado  de  acuerdo  con  la 
doctrina  expuesta,  mandando  á  la  parte  agraviada  que  acuda  á  donde  corres* 
ponda. 
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.TITULO    TEKCEKO. 


DE  LOS  RECURSOS  DE  FUERZA  EN  CONOCER. 


I 

La  ley  1.  *,  tít.  10,  de  la  Partida  7.  **  define  la  palabra  "fuerza,"  diciendo 
"ser  coea  <jue  es  fecha  á  otro  torticeramente,  de  que  non  so  puede  amparar  el 
que  la  rescibe."  Kn  esta  definición  genérica  está  comprendida  la  especie  de  que 
se  trata  en  el  presente  título.  El  exceso  que  cometen  los  jueces  eclesiásticos 
cuando  conocen  de  asuntos  que  no  son  de  su  jurisdicción,  es  "cosa  fecha  á  otro 
torticeramente,  de  que  non  se  puede  amparar  el  que  la  rescibe:"  tanto  es  así, 
que  se  vó  en  la  necesidad  de  implorar  ellteal  auxilio  para  que  se  le  ampare  y 
defienda  contra  esa  fuerza  ó  abusos  de  los  jueces  eclesiásticos. 

De  aquí  el  que  con  razón  sea,  y  haya  sido  siempre,  técnica  en  nuestro  foro  la 
palabr»  "fuerza,"  para  expresar  dichos  excesos  de  la  jurisdicción  eclesiástica,  y 
que  se  liaga  uso  de  la  misma  toz  en  otras  locuciones  propias  de  esta  materia. 
Así,  se  dice  aue  **hacen  fuerza"  los  jueces  y  tribunales  eclesiásticos,  cuando  co- 
meten la  violencia  ó  excesos  indicados:  "protestar  contra  la  fuerza,"  cuando  la 
parte  agraviada  hace  la  protesta  de  impetrar  el  Real  auxilio  para  el  caso  dé  que 
el  juez  (clesiástico  no  acceda  á  la  petición  deducida  ante  él  á  fin  de  que  se  sepa- 
re del  c^^nocimiento  del  negocio:  "impetrar  el  Eeal  auxilio  contra  la  fuerza,"" 
cuando  so  acude  á  los  tribunales  seculares  competentes,  por  medio  del  recurso 
de  que  tratamos:  que  se  "alza  la  fuerza"  cuando  se  declara  haber  lugar  al  recur- 
so; y  "auto  de  fuerza"  el  que  dictan  los  tribunales  superiores  ó  Supremo,  acce- 
diendo al  recurso  interpuesto  ante  ellos. 

De  lo  dicho  se  deduce  también,  que  por  "recurso  de  fuerza"  se  entiende  el  re- 
medio que  conceden  las  leyes  contra  las  instrucciones  y  excesos  de  la  jurisdic- 
ción eclesiástica,^  ó  sea  la  reclamación  ó  queja  que  el  que  se  siente  agraviado  por 
un  juez  eclesiástico  deduce  ante  el  tribunal  secular  competente,  implorando  su 
protección  para  que  obligue  á  aquel  á  que  se  abstenga  del  conocimiento  de  un 
negocio  que  no  es  de  su  competencia. 

"i 

Nuestras  leyes  concedieron  el  recurso.de  fuerza  para  todos  los  casos  en  qiie  se- 
xteralimitaban  ó  abusaban  de  sus  atribuciones  las  autoridades  eclesiásticas. 
"Los  Reyes  de  Castilla,  se  dijo  ya  en  una  ley  de  D.  Juan  I  (1),  de  antij^a  cos- 
tumbre aprobada,  y  usada  y  guardada,  pueden  conocer  y  proveer  de  las  injurias, 
vitlencias  y  fuerzas  que  acaescen  entre  los  preladocT,  y  clérigos  y  eclesiásticas 

Sersonas,  fobre  las  Iglesias  ó  Beneficióte."  Así  es  que  siempre  se  ha  hecho  uso 
e  este  remedio,  no  solo  en  los  asuntos  judiciales,  sino  también  en  los  de  admi- 
nistración y  gobierno;  pero  el  conocimiento  de  estos  últimos,  llamados  más  ge- 
neralmente "recursos  de  protección,"  corresponde  hoy  al  Consejo  de  Estado  en 

(1)  Ley  1.  *,  tít.  2.  ®,  libro  2.  ©,  Nov.  Rec. 
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la  vía  conBuItira,  habiéndose  concretado  por  tanto  la  nuora  ley,  como  lo  yerifi 
c6  la  de  1855,  á  tratar  de  los  que  yersan  sobre  asuntos  indicíales,  cuyos  recurso 
son  los  denominados  propiamente  "de  fuerza,"  y  los  tínicos  exceptuados  de  la 
resolución  del  Gobierno  y  consulta  de  dicho  Consejo  (1). 

Es  ajeno  á  la  índole  de  nuestra  obra  examinar  el  origen  y  fundamento  de  es- 
tos recursos:  basta  saber  que,  así  por  derecho  como  por  costumbre  inmemorial,, 
ha  pertenecido  siempre  á  los  reyes  de  Espafia,  y  por  su  delegación  á  los  tribu- 
nales ordinarios,  alzar  las  tuerzas  ^ue  los  jueces  eclesiásticos  hacen  en  las  cau- 
sas de  que  conocen,  seffún  se  consigna  en  rarias  leyes,  y  especialmente  en  las 
2.^  y  17  del  tít.  2.®  , lib.  2.®  ,  Ñor.  Rec.;  y  que  esta  suprema  regalía  se  funda, 
en  el  deber  que  todo  soberano  tiene  de  proteger  á  sus  subditos,  y  en  la  potestad, 
de  hacer  que  se  cumplan  las  leyes.  "El  remedio  de  la  fuerza,  se  dice  en  una  ley 
de  D.  Felipe  II  (la  8.*' ,  tít.  2.®  ,  lib.  2.® ,  Ñor.  Rec.),  es  el  más  importante  y 
necesario  que  puede  haber  para  el  bien  y  quietud  é  buen  gobierno  de  los  reinos, 
sin  el  cual  toda  la  República  se  turbaría,  y  se  seguirían  grandes  escándalos  é  in« 
conyenientes." 

Tampoco  interesa  entrar  en  la  cuestión  tan  debatida  acerca  de  si  son  ó  ne 
judiciales  los  procedimientos  ane  á  este  fin  se  emplean.  Sobre  uno  y  otro  extre- 
mo ha  aceptado  la  nuera  ley  el  derecho  preexistente,  sin  introducir  innoracio- 
nes,  ^ue  hubieran  podido  suscitar  conflictos  entre  la  potestad  temporal  y  la  ecle- 
siástic.a. 

III. 

"Parca  fué  la  Comisión  (dijo  á  este  propósito  el  Si\  Gómez  de  la  Serna,  indi- 
viduo de  la  que  redactó  la  lev  de  Enjuiciamiento  ciril  de  1855,  en  su  exposición 
de  motivos  de  la  misma)  en  las  reformas  que  introdujo  en  los  recursos  de  fuer- 
za. Así  la  exigía  su  delicada  índole:  de  otro  modo  tal  vez  se  hubieran  de  nuevo 
suscitado  esas  interminables  cuestiones  entre  el  sacerdocio  y  el  imperio,  <}ue 
tantas  complicaciones  han  producido  en  diversas  ocasiones.  Sin  desatender  nin- 
guna de  las  prerogativas  de  la  potestad  temporal,  sin  introducir  ningún  cambio 
en  sus  relaciones  con  la  potestad  eclesiástica,  partiendo  del  estado  antiguo,  hu- 
yendo de  exageraciones  peligrosas  en  cualquier  sentido,  conservó  la  Comisión 
nuestro  derecho  público  anterior,  y  sólo  en  el  orden  de  los  procedimientos  hizo 
las  modificaciones  que  conceptuó  convenientes  y  que  no  podían  servir  de  pro- 
testo á  resucitar  pretensiones  que  por  tanto  tiempo  habían  sido  abandonadas.'' 

La  misma  conducta  ha  observado,  de  acuerdo  con  el  Gobierno,  la  Comisión 
encargada  de  redactar  la  nueva  ley,  y  por  esto  se  ha  limitado  á  establecer  el 
procedimiento  para  los  recursos  de  fuerza  en  conocer,  dando  por  suprimidos  los 
otros  dos  que  estuvieron  admitidos  hasta  la  supresión  del  fuero  personal  ecle- 
siástico por  el  decreto-ley  de  6  de  Diciembre  de  186S,  que  estableció  la  unidad 
de  fueros. 

Tres  eran  los  recursos  de  fuerza  que  podían  interponerse  contra  los  jueces  y 
tribunales  eclesiásticos,  según  el  Itrt.  1103  de  la  ley  de  1855,  la  cual  aceptó  so- 
bre este  punto  lo  que  se  hallaba  admitido  por  la  jurisprudencia,  de  acuerdo  con 
nuestro  antiguo  derecho.  Estos  recursos  se  denominacan  "en  conocer,  en  el  mo- 
do de  proceder,  y  en  no  otorgar,"  y  el  art.  1104  de  dicha  ley  lo»  definió  dicien- 
do: "El  de  la  pi*imera  clase  procede  guando  el  juez  eclesiástico  conoce  de  una 
causa  profana,  no  sujeta  á  su  jurisdicción:  el  de  la  segunda,  cuando  conociendo 

(1)  Con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  núm.  3.  ^  del  art.  45  de  la  ley  orgánica 
de  17  de  Agosto  de  1860,  "el  Consejo  de  Estado  será  oido  necesariamente,  y  en 
pleno,  sobre  todos  los  asuntos  concernientes  al  Real  patronato  de  Espafia  e  In- 
dias, Y  sobre  los  recursos  de  protección  y  fuerza,  á  excepción  de  los  consignados 
en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  como  propios  de  los  tribunales/'  Antiguamen- 
te estos  asuntos  eran  de  la  competencia  del  Consejo  de  Castilla  (leyes  del  tít. 

3,  ®,  y  9.  *  á  14,  tít.  2.  ®,  lib.  2.  ^  Novísima  Recopilación);  y  después  lo  fueron 
de  la  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  si  bien  fas  Audiencias  en  algún  caso 
eonocían  de  los  recursos  de  fuerza  ó  de  protección  de  regulares  (art.  58,  atrib. 

4.  *,  y  art.  90,  atribuciones  4.  **,  9.  *  y  10  del  Reglam.  provis,  para  la  admin* 
de  justicia). 
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el  eclesiástico  de  causa  de  su  competencia,  no  obserra  los  trámites  establecidos 
por  las  leyes;  y  el  de  la  tercera,  cuando  deniega  una  apelación  procedente." 

En  aquella  época  los  jueces  eclesiásticos,  no  sólo  ejercían  la  jurisdicción  pro- 
pia y  esencial  de  la  Iglesia  relatira  á  las  cosas  espirituales  y  delitos  eclesiasti^ 
eos,  sino  también  la  que  el  Poder  temporal  les  había  delegado  sobre  las  perso- 
nas de  los  clérigos  en  lo  ciyil  y  en  lo  criminal,  cuya  delegación  constituía  el 
fuero  eclesiástico  por  razón  de  las  personas.  De  aquí  la  necesidad  de  los  recur- 
sos de  fuerza  para  amparar  á  los  ciudadanos  contra  los  abusos  y  excesos  que 
pudieran  cometer  los  jueces  eclesiásticos,  ^a  conociendo  de  asuntos  que  no  eran 
de  su  competencia,  ya  faltando  á  los  trámites  ó  denegando  los  recursos  estable- 
cidos por  fas  leyes  de  procedimientos,  que  son  la  garantía  de  los  derechos  de  las 
partes  litigantes.  Y  de  esa  delegación  también,  la  obligación  que  tenían  los 
prorisores  nombrados  por  los  prelados  para  ejercer  la  jurisdicción  eclesiásti- 
ca de  obtener  la  Real  cédula  auxiliatoria,  sin  cuyo  requisito  no  podían  ejer- 
cerla. 

Pero  con  la  supresión  del  fuero  de  los  eclesiásticos,  decretada  por  el  art.  l.'^ 
del  decreto-ley  ya  citado,  de  6  de  Diciembre  de  1868,  sujetándolos  á  la  jurisdic- 
ción ordinaria  en  todos  los  negocios  ciTiles  y  en  las  causas  criminales  por  de- 
litos comunes,  cesó  la  razón  de  las  restricciones  antes  indicadas.  Por  esto,  sin 
duila,  se  dijo' en  el  art.  3.®  del  mismo  decreto-ley,  que  *'los  ordinarios  y  me- 
trojrolitanos  nombrarán  libremente,  con  arreglo  á  los  Cánones,  los  prorispres  y 
oficiales  que  hayan  de  ejercer  su  jurisdicción,  y  los  agraciados  entrarán  en  el 
desempeño  de  sus  funciones  sin  necesidad  de  cédula  auxiliataria;"  y  después, 
llevando  á  efecto  estas  reformas,  por  la  I.**  de  las  disposiciones  transitorias  de 
la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  de  15  de  Setiembre  de  1870,  al  autorizar  al 
Gobierno  para  reformar  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  ordenó  que  se  supri- 
miera el  título  XXlI  de  la  primera  parte  de  esta  ley,  que  es  el  que  trata  de  los 
recursos  de  fuerza,  en  razón  á  que  sus  disposiciones  quedaban  derogadas  per  ha- 
ber sido  sustituidas  por  otras  en  aquella  misma  ley  orgánica. 

Y  con  efecto,  en  el  capítulo  V  de  su  título  VI  se  estableció  el  procedimiento 
para  lo3  ''recursos  de  íuerza,"  pero  sólo  **en  conocer,"  quedando  por  tanto  su- 
primidos los  de  *'fuerza  en  el  modo  de  proceder  y  en  no  otorgar,"  como  se  ha 
iiecho  también  en  la  nueva  ley.  Y  la  razón  es  obvia:  quedando  subsistente  la 
jurisdicción  eclesiástica,  aun€|ue  limitada  á  lo  que  es  propio  y  esencial  de  la 
Iglesia  por  razón  cíe  la  mateiia  y  no  de  las  personas,  puede  ocurrir  que  invada 
las  atribuciones  de  la  jurisdicción  ordinaria,  y  para  este  caso,  necesario  era  con- 
servar los  recursos  de  fuerza  en  conocer,  cerno  medio  admitido  y  autorizado  de 
dirimir  tales  conflictos.  Pero  cuando  aquella  jurisdicción  conozca  en  asuntos 
de  su  exclusiva  competencia,  como  la  Iglesia  la  ejerce  por  derecho  propio,  sin 
dependencia  ni  delegación  alguna  del  Poder  temporal,  sería  atentar  contra  ese 
derecho  y  coartar  injustamente  su  libertad,  si  se  permitiera  que  los  tribunales 
ordinarios  examinaran  y  corrigieran  sus  procedimientos  por  medio  délos  re- 
cursos de  fuerza  en  el  modo  de  proceder  y  en  no  otorgar.  Los  interesados  tie- 
nen garantidos  sus  derechos  con  los  recursosT  de  apelación  y  de  queja  que  las 
leyes  civiles  y  canónicas  les  conceden  para  ante  el  superior  jerárquico  corres- 
pondiente. 

IV. 

Es  propiamente  una  cuestión  de  competencia  la  que  da  lugar  al  recurso  de 
fuerza  en  conocer:  así  se  reconoce  también  en  el  art.  112,  pero  ordenando  que 
tales  conflictos,  cuando  hayan  de  promoverse  por  los  jueces  seculares  contra  los 
eclesiásticos,  se  sustanciarán  y  decidirán  con  sujeción  á  las  reglas  establecidas 
en  el  presente  título.  Este  precepto,  que  lo  era  también  de  nuestro  antiguo  de- 
recho, se  funda  en  razones  muy  poderosas.  En  primer  lugar,  los  jueces  secula- 
res y  los  eclesiásticos  no  reconocen  un  superior  común,  que  pudiera  dirimir  la 
contienda.  Además,  éstos  para  hacerse  obedecer  de  aquellos,  abusando  de  su 
ministerio,  suelen  compelerles  con  censuras  eclesiásticas,  produciendo  conflic- 
tos y  perturbaciones,  que  debe  reprimir  la  potestad  Real,  ya  por  afectar  al  or- 
den público,  ya  por  el  deber  y  el  derecho  que  tiene  de  proteger  á  todos  sus  sub- 
ditos y  hacer  que  se  cumplan  las  leyes.  Por  estas  y  otras  razones,  no  menos  im- 
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portantes,  se  establecieron  de  inmemorial,  y  se  han  conservado  los  recursos  de 
fuerza  de  que  tratamos,  para  impedir  Ip  intrusiones  de  la  jurisdicción  eclesiás- 
tica en  el  terreno  popio  de  la  secular. 

Pero,  aun  cuando  por  medio  de  estos  recursos  se  resuelve  una  cuestión  de  com- 
petencia, su  especialidad  é  importancia  e^ijía  tratarlos  con  la  separación  debi- 
da, como  se  ha  hecho  en  todat  las  leyes  anteriores,  y  no  como  una  sección  de 
las  competencias  comunes.  Al  ordenar  el  procedimiento  para  éstas,  se  estable- 
ció en  los  artículos  112  y  113  la  excepción  Se  que  ahora  se  trata,  para  que  no  se 
confundiera  cou  ellas  este  caso  especial,  y  evitar  el  error  en  que  pudieran  incu- 
rrir los  jueces  seculares  aceptando  ó  promoviendo  por  los  trámites  comunes 
tales  contiendas  con  los  jueces  eclesiásticos.  Yóanse  dichos  artículos  y  su  co- 
mentario. 

Con  e-;tos  antecedentes  pasaremos  al  examen  de  los  artículos  que  contiene  el 
presente  título,  recordando,  como  se  deduce  de  la  doctrina  expuesta,  que  cuan- 
do los  jueces  eclesiásticos  conozcan  de  los  asuntos  de  su  competencia  que  indi- 
caremos en  el  comentario  siguiente,  no  pueden  ser  perturbados  en  el  ejercicio 
de  su  jurisdicción,  aunque  procedan  arbitrariamente,  por  medio  délos  recursos 
de  fuerza  **en  el  modo  de  proceder  y  en  no  otorgar,"  que  han  sido  suprimidos, 
no  quedando  á  las  partes  afifraviadas  más  recursos  que  los  que  permiten  las  le- 
yes dentro  de  la  misma  jurisdicción  eclesiástica;  y  que  en  el  día  sólo  pueden  uti- 
lizarse el  de  "fuerza  en  conocer,"  cuando  la  hapra  el  juez  eclesiástico,  conociendo 
de  una  causa  profana,  no  sujeta  á  su  jurisdicción. 

Téngase  también  presente,  qué  á  las  disposiciones  de  este  título  habrán  de 
acomodarse  todos  los  recursos  de  fuerza  en  conocer,  cualquiera  <jue  sea  la  mate- 
ria sobre  que  versen:  ni  el  antieruo  derecho  hacía  distinción,  ni  la  hace  el  no- 
vísimo, antes  bien  el  capítulo  V  del  título  1.®  áo  la  Compilación  sobre  el  En- 
juiciamiento criminal  contiene  las  mismas  disposiciones  que  el  presento,  toma- 
das también  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicia!.  Ni  había  razón  para  estable- 
cer diferencia,  puesto  que  estos  procedimientos  son  do  naturaleza  civil,  aunque 
los  motive  un  juicio  criminal. 

Artículo  125. 

Procederá  el  recurso  de  fuerza  en  conocer,  cuando  un  Juez  ó 
Tribunal  eclesiástico  conozca  ó  pretenda  conocer  de  una  causa 
profana  no  sujeta  á  su  jurisdicción,  ó  llevar  á  ejecución  la  sen- 
tencia que  hubiere  pronunciado  en  negocio  de  su  competencia, 
procediendo  por  embargo  y  venta  de  bienes,  sin  impetrar  el  au- 
xilio de  la  jurisdicción  ordinaria. 

Concuerda  este  artículo  con  el  párrafo  1.®  del  1104  de  la  ley  de  1855,  y  está 
tomado  literalmedte  del3i^9dela  orgánica  del  Poder  judicial,  añadiendo  á  la 
palabra  "causa"  el  calificativo  "profana,"  empleado  en  aquella,  para  aclarar 
más  el  concepto. 

Según  esto  artículo,  solo  en  dos  casos  procedo  el  recurso  de  fuerza  en  conocer, 
casos  admitidos  en  nuestra  antigua  práctica,  y  autorizados  perlas  leyes  recopi- 
ladas. Tale  son: 

1.  ®  Cuando  un  juez  ó  tribunal  eclesiástico  conozca  ó  pretenda  conocer  de  un  a. 
causa  profana,  no  sujeta  á  su  jurisdicción. 

2.  ®  Cuando  pretenda  llevar  á  ejecución  la  sentencia  que  hubiese  pronuncia- 
do en  negocio  do  su  competencia,  procediendo  por  embars:o  y  venta  de  bienes, 
sin  impetrar  el  auxilio  de  la  jurisdicción  ordinaria. 

Para  la  recta  aplicación  del  primero  de  estos  casos,  téngase  presento  que  el 
decreto-ley  de  6  efe  Diciembre  de  1868,  á  la  vez  que  suprimió  el  fiíero  personal 
de  los  eclesiásticos  en  todos  los  negocios  civiles  y  en  las  causas  criminales  por 
delitos  comunes,  definió  lo  que  era  propio  de  la  jurisdicción  eclesiástica,  orde- 
nando en  su  art.  2.°  lo  siguiente:  "Los  tribunales  eclesiásticos  continuarán 
conociendo  do  las  causas  sacramentales,  beneficíales,  y  de  los  delitos  eclesiásti- 
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C03,  con  arreglo  á  lo  que  (iisponen  los  sagrados  Cánones.  También  será  de  su 
competencia  el  conocer  de  las  causas  de  dÍTorcio  y  nulidad  del  matrimonio,  se- 
g[ún  lo  prerenido  en  el  santo  Concilio  de  Trento;  pero  las  incidencias  respecto 
del  deposito  de  la  mujer  casada,  alimentos,  ''litis-expensas''  y  demás  asun- 
tos temporales,  corresponderán  al  conocimiento  de  la  jurisdicción  ordinaria.-' 
En  esta  disposición  están  resumidos  todos  los  asuntos  que  son  propios  de  la 
jurisdicción  especial  de  la  Iglesia,  así  en  el  orden  civil  como  en  lo  criminal,  sin 
que  se  haya  hecho  novedad  en  nuestro  antiguo  derecho,  ni  en  la  doctrina  gne  se 
observaba  en  España  sobre  este  punto.  ^  Pertenecen,  pues,  á  dicha  jurisdicción 
las  cuestiones  ó  negocios^  llamados  espirituales,  que  versan  sobre  la  fé,  sacra- 
mentos y  disciplina  eclesiástica,  con  inclusión  délos  pleitos  sobre  validez  ó  re- 
lajación de  votos  y  de  juramento?,  aun  en  negocios  profanos;  sobre  divorcio  y 
nulídad^del  matrimonio,  pero  sin  mezclarse  bajo  pretexto  alguno  en  las  causas 
profanas  y  temporales,  relativas  al  depósito  de  personas,  alimentos,  litis-exT>?n- 
f?as  y  restitución  de  dote,  cuyo  conocimiento  es  privativo  dj  ia  jaiisJicci  Ja  or- 
dinaria; y  además  el  conocimiento  de  las  demandas  concernientes  á  beneficios 
eclesiásticos  y^  al  derecho  de  patronato,  excepto  cuando  se  haga  uso  de  inter- 
dictos posesorios,  los  cuales  también  son  de  la  exclusiva  competencia  de  la  ju- 
risdicción ordinaria  (1).  A  estos  casos  está  limitada  hoy  la  competencia  de  la 
jurisdicción  eclesiástica:  si  intenta  conocer  ó  conoce  de^  cualesquiera  otros, 
llamados  "causas  profanas"  ó  temporales,  por  contraposición  á  aquellas  que 
se  denominan  "espirituales,"  procederá  el  recurso  de  fuerza  en  conocer,  cual- 
quiera que  sea  el  juez  ó  tribunal  eclesiástico  que  usurpo  la  jurisdicción  ordi- 
naria. 

(En  cnanto  al  caso  seorundo,  también  era  doctrina  antigua,  sancionada  por 
nuestras  leyes,  que  hacian  fuerza  los  jueces  eclesiásticos,  y  procedía  por  tanto  el 
recurso  "en  conocer,"  cuando  en  la  ejecución  de  las  sentencias  dictadas  contra 
legos  en  negocios  de  su  competencia,  procedían  á  la  prisión  de  aquellos,  ó  al 
embargo  y  venta  de  sus  bienes,  sin  impartir  el  auxilio  del  brazo  seglar ,|ó  sea  de  la 
Real  jurisdicción  ordinaria  (2).  Nótese  que  el  artículo  que  estamos  comentando 
se  limita  al  caso  de  embargo  y  venta  do  bienes,  y  no  menciona  el  de  prisión,  que 
por  lo  mismo  ha  de  tenerse  por  excluido,  en  consideración  sin  duda  a  que,  limi- 
tada la  jurisdicción  eclesiásticae  n  jo  penal  á  los  delitos  meramente  eclesiásticos, 
á  la  misma  debe  corresponder  la  ejecución  de  las  penas  que  imponga,  siempre 
que  puedan  cumplirse  en  los  establecimientos  correccionales  de  su  dependencia; 
y  si  hubieran  de  cumplirse  en  los  penales  del  Gobierno,  se  verá  en  la  necesidad 
de  impetrar  el  auxilio  de  la  jurisdicción  ordinaria,  porque  de  otro  modo  no  se- 
rán admitidos  en  ellos  sus  penados,  y  por  tanto  no  será  posible  el  caso  de  tener 
que  acudir  al  recurso  de  fuerza. 

Otros  dos  casos  de  recursos  de  fuerza  en  conocer  m(»ncionan  nuestros  autores 
prácticos,  fundados  también  en  las  leyes  recopiladas,  á  saber:  1.  ^  Cuando  la 
JÍunciatura  y  los  Tribunales  superiores  eclesiásticos,  contra  lo  prevenido  en  el 
Concilio  de  Trento  y  en  los  concordatos,  impiden  y  perturban  el  ejercicio  de  la 
jurisdicción,  que  corresponde  en  primera  instancia  á  los  ordinarios,  inhibiéndo- 
doles  de  ella,  y  avocanao  así  el  conocimiento'  de  los  autos  (3);  y  2.  ®  si  promo- 
viéndose competencia  entre  dos  jueces  eclesiásticos  sobre  el  conocimiento  de  un 
negocio  en  primera  instancia,  impetra  el  agraviado  el  Real  auxilio  contra  la 
fuerza,  en  viitud  del  derecho  protecterio  del  Santo  Concilio  de  Trento  (4).  En 
estos  casos  no  procede  hoy  el  recurso  de  fuerza  en  conocer,  sino  el  de  protección, 
que  debe  resolver  el  Gobierno,  con  audiencia  del  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
conforme  ásu  I'^y  orgánica,  según  ya  se  ha  dicho,  y  por  esto  han  dejado  de  in- 
cluirse en  la  nueva  ley,  como  tampoco  lo  fueron  en  la  de  1855  ni  en  la  orgánica 
de  1870. 


íl)  Leyes  56  y  58,  tít.  6.«* .  y  S.»* ,  tít.  8.®  ,  Part.  1.^,7.»  ,  tít.  10,  Part. 
4.  »* ;  20,  tít.  1.  ®  ,  lib.  2. «  ,  Nov.  Roe.  y  C jncilio  de  Trento,  sea.  22,  cap.  8.  °  de 
Reforma. 

(2)  Leyes  4,  9  y  12,  y  nota  6,  *  del  tít.  1.  ® ,  y  ley  24  del  tít.  2.  ®  libre  2.  ® , 
de  la  Nov.  Rec, 

(3)  Ley  6.  *,  tít.  4.  ® ,  libro.  2.  *^.  Nov.  Rec. 

(4)  Lvy  17.  tít.  2.  =  ,  libro  2.  »,  Nov.  Rec. 
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Artículo  126. 

£1  Tribunal  Supremo  conocerá  de  los  recursos  de  fuerza  que 
se  interpongan  contra  la  Nunciatura  j  los  Tribunales  Superio- 
res eclesiásticos  de  la  Corte;  j  las  Audiencias  de  los  que  se  inter- 
pongan contra  los  demás  Jueces  ó  Tribunales  eclesiásticos  de  sus 
respectivos  distritos. 

Contra  las  resoluciones  que  sobre  ellos  se  dictaren  el  Tribunal 
Supremo  ó  las  Audiencias,  no  se  dará  ulterior  recurso. 

La  disposición  de  este  artículo  es  igual  á  la  del  1105  de  la  lejr  de  1855,  del  cual 
es  una  reproducción  casi  literal.  La  orgánica  del  poder  judicial  atribuyó,  por 
el  núm.  3.  ^  del  artículo  275,  á  las  Salas  de  lo  civil  de  las  Audiencias  el  cono- 
cimiento de  los  recursos  de  fuerza  que  se  introduzcan  contra  los  jueces  eclesiás- 
ti^s  sufragáneos  ó  metropolitanos,  "en  materia  ciyil;"  de  lo  cual  se  deduce  que 
cuando  la  fuerza  se  comete  "en  materia  criminal,''  el  conocimiento  del  recurso 
corresponderá á  la  Sala  de  lo  criminal,  aunque  se  olvidó  de  decirlp}al  determinar 
en  su  artículo  276  las  atribuciones  de  dicha  Sala,  omisión  cometida  también  en 
el  artículo  13  de  la  Compilación  sobre  el  Enjuiciamiento  criminal.  Y  la  misma 
ley  or^ránica,  en  sus  artículos  278,  núm.  2.  *,  y  280,  núm.  5.  ®,  atribuyó  el  co- 
nocimiento de  los  recursos  de  fuerza  contra  el  tribunal  de  la  Kota  déla  Nuncia- 
tura á  la  Sala  1.  ^  del  Tribunal  Supremo  en  los  negocios  civiles,  y  á  la  Sala 
3.  ^  en  los  negocios  criminales,  reproduciéndose  esta  segunda  disposición  en 
el'artículo  16^  de  la  Compilación  antes  citada. 

Nótese  la  diferencia  que  existe  entre  estas  disposiciones  y  la  del  artículo  que 
estamos  comentando..  Según  ellas,  el  Tribunal  Supremo  sólo  podía  conocer  de 
los  recursos  de  fueza  contra  el  tribunal  de  la  Nunciatura,  y  como  se  atribuía  á 
las  Audiencias  concretamente  el  conocimiento  de  los  que  se  interpusieran  con- 
tra los  jueces  eclesiásticos  sufragáneos  ó  metropolitanos,  resultaba  sin  determi- 
nar el  tribunal  competente  para  conocer  de  los  recursos  que  i>udieran  interpo- 
nerse contra  el  tribunal  de  las  Ordenes  militares  y^  el  de  la  ji^risdicción  castren- 
se, que  compete  al  Patriarcado  las  Indias,  considerados  ambos  como  tribu- 
nales superiores  oclesiásticos  con  residencia  en  la  corte.  Para  suplir  esta  omi- 
sión se  ha  restablecido  por  el  presente  artículo  el  1105  de  la  ley  de  1855.  que 
atribuye  al  Tribunal  Supremo  el  conocimiento  de  los  recursos  de  fuerza  contra 
la  Nunciatura  y  los  tribunales  superiores  eclesiásticos  [de  la  corte,  y  á  las  Au- 
diencias el  de  los  que  se  interpongan  contra  los  demás  jueces  ó  tribunales  ecl  e- 
siásticofide  su  respectivos  distritos,  como  siguiendo  la  antigua  jurisprudencia, 
estaba  mandado  por  la  facultad  4.  ^  del  artículo  58  y  8.  *^  del  90  del  reglamento 
provisional  para  la  administración  de  justicia,  y  por  los  artículos  261,  número 
6  y  266  de  la  Constitución  de  1812. 

Como  no  se  determina  en  vi  presente  artículo  á  cual  de  las  Salas  de  justicia 
del  Tribunal  Supremo,  ni  de  las  Audiencias,  corresponde  el  conocimiento  de  los 
recursos  de  fuerza  de  bu  respectiva  competencia,  respecto  de  estas  debe  consi- 
derarse vigente  lo  dispuesto  en  la  ley  orgánica;^  pero  en  cuanto  al  Tribunal  Su- 
premo, corresponde  hoy  á  su  Sala  3.  ^  el  conocimiento  de  todos  los  recursos  de 
fuerxa  que  son  de  su  competencia,  tanto  en  materia  civil  como  en  la  criminal, 
conforme  á  lo  prevenido  en  el  artículo  3.  ®  del  decreto,  con  fuerza  de  ley,  del 
Ministerio-Begencia  de  27  de' Enero  de  1875,  que  reformó  en  este  punto  lo  dis- 
puesto por  la  ley  orgánica. 

También  se  sanciona  por  el  párrafo  2.  ®  del  a,rtículo  que  comentamos,  lo  oue 
estaba  admitido  por  la  antigua  jurisprudencia.  Contra  los  "autos  de  fuerza,j^  ó 
sean  las  sentencias  que  dictan,  tanto  el  Tribunal  Supremo,  como  las  Audiencias, 
decidiendo  estos  recursos,  nunca  se  ha  concedido  ulterior  instancia,  como  se  de- 
duce de  la  ley  7.  '^j  tít.  2.  ^,  lib.  2.  ^  de  la  Novísima  Recopilación.  Ocurrió  du- 
da sobre  este  punto  por  haberle  suprimido  dieha  di  «posición  en  la  ley  or^nica, 
y  la  resolvió  i<  Tribunal  Supremo,  en  sentencia  de  casación  de  15  de  Diciembre 
de  1871.  decIar.nHo  que  'ia  improcedencia  de  todo  recurso  ulterior  contra  las 
resoluciones  su hro  uierza  eclesiástica  viene  sostenida  por  la  jurisprudencia  de 
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todos  los  tribunales,  y  lejos  de  contrariarse  en  las  disposiciones  de  la  ley  prori^ 
sional  sobre  organización  del  Poder  judicial,  se  ractifíca  implícitamente  en  lo» 
artículos  referentes  á  la  tramitación  de  dicho  recursos/'  Igual  declaración  hiso 
en  otra  sentencia  de  9  de  Marzo  do  1872,  por  considerar  rigente  el  párrafo  2.  ® 
del  artículo  1105  de  la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  cuya  reproducción 
en  el  actual  aleja  todo  motivo  de  duda. 

Pero  téngase  presente  que  la  prohibición  de  ulterior  recurso  se  refiere  á  las 
declaraciones  relativas  á  si  hace  ó  no  fuerza  el  juez  eclesiástico  que  deben  íecaer 
conforme  al  artículo  148,  y  no  á  las  sentencias  resolutorias  de  incidentes  que  se 
promuevan  en  los  recursos  de  fuerza  y¡r  pongan  término  á  los  mismos,  como  el 
de  tener  por  desistido  al  juez  eclesiásitico  del  conocimiento  del  negocio:  contra 
estas  sentencias  procede  el  recurso  de  casación  cuando  las  dicten  las  Audiencias, 
como  .leclaró  el  Tribunal  Supremo  en  la  de  24  de  Abril  do  1865, 

Artículo  127. 

Podrán  promover  el  recurso  de  fuerza  en  conocer:  • 

1"  Los  que  se  consideren  agraviados  por  la  usurpación  de  atri- 
buciones hecha  por  un  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico, 

2"  Los  fiscales  de  las  Audiencias  y  del  Tribunal  Supremo. 

Artículo  128. 

Los  Fiscales  Municipales,  los  Promotores  fiscales,  los  Jueces 
y  los  Tribunales  de  la  jurisdicción  ordinaria,  no  podrán  promo- 
ver directamente  recursos  de  fuerza  en  conocer. 

Cuando  supieren  que  alguna  Autoridad  judicial  eclesiástica  se 
haya  entrometido  á  entender  en  negocios  ajenos  á  su  jurisdicción, 
se  dirigirán  á  los  Fiscales  de  las  Audiencias  ó  al  del  Supremo, 
según  sus  atribuciones  respectivas,  dándoles  las  noticias  y  datos 
que  tuvieren  para  que  promuevan  ej  recurso,  si  lo  estimaren  pro- 
cedente. 

Aunque  en  el  artículo  llOtí  de  la  ley  de  1S55  se  estableció  que  podían  promo- 
ver los  recursos  de  fuerza  en  con  peer  la  parte  ag^raviada,  el  ministerio  fiscal  y 
los  jueces  y  tribunales  seculares  competentes,  se  previno  en  el  1125  que  los  promo- 
tores fiscales  y  fiscales  de  jurisdicciones  especiales  los  promoverían  dirigiéndose 
al  fiscal  de  la  Audiencia  respectiva  ó  al  del  Tribunal  oupremo  en  su  caso,  comu- 
nicándoles los  datos  conducentes  al  efecto;  ven  el  1127,  que  los  jueces  y  tribuna- 
les podrían  promover  dicho  recurso  poniendo  en  conocimiento  del  ministerio  fis- 
cal la  invasión  de  jurisdicción  cometida  por  el  juez  eclesiástico,  para  que  pida 
lo  que  proceda  en  derecho.  Con  estas  disposiciones  quedó  reducida  aquella  &- 
cuitad  á  lo  mismo  que  ahora  se  manda  con  jnás  propiedad  en  los  dos  artículos 
de  la  nueva  ley,  copiados  de  los  400  y  401  de  la  orgánica  del  Poder  judicial,  que 
son  objeto  de  este  comentario. 

Según  ellos,  sólo  pueden  promover  el  recurso  de  fuerza  en  conocer:  1.  ®  los 
que  se  consideren  agraviados  por  la  usurpación  de  atribuciones  hecha  por  un 
juez  ó  tribunal  eclesiástico;  y  2.  *^  los  fiscales  de  las  Audiencias  y  el  del  Tribunal 
>Supremo.  Se  prohibe  á  los  demás  funcionarios  del  ministerio  fiscal  y  á  todos  los 
jueces  y  tribunales  de  la  jurisdicción  ordinaria  el  que  promuevan  directamente 
dichos  recursos;  pero  se  les  impone  el  deber  de  dirigirse  al  fiscal  de  la  Audien- 
cia respectiva,  ó  al  del  Supremo  en  su  caso,  dándole  las  noticias  y  datos  que  tu- 
vieren para  que  promueva  el  recurao  si  lo  estimare  procedente,  cuando  aquellos 
supieren  que  alguna  autoridad  judicial  eclesiástica  se  había  entrometido  á 
conocer  de  negocios  ajenos  á  su  jurisdicción. 
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Y  lo  mismo  deberán  hacer  en  i^ual  caso,  aunque  el  artículo  128  se  refiere  so- 
lamente á  la  jurisdicción  ordinaria,  los  fiscales  y  tribunales  de  las  jurisdicciones 
de  Guerra  y  de  Marina,  cuando  un  juez  6  tribunal  eclesiástico  les^  usurpo  sus 
atribuciones  judiciales.   Subsistiendo,  como  subsisten  estas  jurisdicciones,  no 

f>uede  negfárseles  ese  medio,  único  autorizado  por  las  leyes,  para  defenderlas  de 
as  invasiones  de  la  jurisdicción  eclesiástica. 

La  ley  deja  á  la  apreciación  y  criterio  de  los  fiscales  do  las  Audiencias  y  del 
Supremo  en  su  caso,  el  promoyer  el  recurso,  "si  lo  estimaren  procedente;"  de 
suerte  que  aun  cuando  el  Tribunal  Supremo  ó  superior  entienda  que  es  proceden- 
te, no  puede  sustanciarlo  si  no  lo  promueve  al  fiscal.  Este  formará  su  juicio  por 
las  ''noticias  y  datos"  que  le  comuniquen  los  funcionarios  que  menciona  el  art. 
128,  y  también  por  los  que  pueda  adquirir  dii-ectamente,  como  lo  prevenía  el  1125 
de  la  ley  anticua,  y  con  vista  do  ellos  entablará  ó  no  el  recurso  según  lo  estime 
procedente. 

Pero,  ¿qué  noticias  y  datos  serán  suficiente-s  para  ello?  ¿Bastará  que  por  cual- 
quier conducto  llegue  á  conocimiento  del  ministerio  liscal  que  un  juez  eclesiás- 
tico está  conociendo  de  una  causa  que  no  es  de  su  competencia,  para  que,  sin 
otra  justificación,  pueda  promover  y  deba  ser  admitido  el  recurso?  No  puede  ha- 
ber sido  esta  la  intención  del  legislador:  no  es  posible  suponer  que  la  ley  auto- 
riza para  que  "sin  un  dato  seguro"  se  perturbe  la  jurisdicción  eclesiástica,  tan 
digna  de  consideración  como  cualquiera  otra,  reclamándole  los  autos  para  deci- 
dir el  recurso,  y  se  causen  á  la  vez  los  perjuicios  consiguientes  á  las  partes,  sin 
indemnización  de  ningún  géi.ero,  puesto  que  ni  aun  en  costas  puede  ser  conde- 
nado el  ministerio  fiscal. 

Por  estas  consideraciones  croemos  que  cuando  por  un  exhorto  recibido  del 
juez  eclesiástico,  ó  por  cualquier  otro  documento  digno  de  crédito,  consto  la  in- 
vasión cometida  por  dicho  juez,  podrá  interponerse  el  recurso  con  estos  datos, 
sin  otra  preparación;  pero  cuando  las  noticias  ó  datos  adquiridos  por  el  minis- 
terio fiscal,  ó  por  los  jueces  seculares,  no  tengan  un  carácter  oficiai  ó  fehacien- 
te, deberá  seguirse  la  práctica  antigua,  que,  sobre  ser  muy  racional,  no  se  opone 
á  la  letra  de  la  nueva  ley,  y  antes  bien  se  conforma  á  su  espíritu,  y  á  lo  que  or- 
dena para  los  recursos  á  instancia  de  parte  y  para  el  caso  pievisto  en  el  artícu- 
lo 113. 

Según  dicha  práctica,  el  promotor  fiscal  podrá  acudir  á  su  juzgado  manifes- 
tando las  noticias  que  tiene  de  la  invasión  cometida  por  el  eclesiástico,  y  pi- 
diendo se  le  oficie  para  que  se  inhiba  ó  separe  del  conocimiento  de  la  causa,  y,  la 
remita  con  emplazamiento  de  las  partes  al  juez  requirente,  protestando  de  lo 
contrario  hacer  uso  del  recurso  de  fuerza,  ó  manifieste  las  razones  que  tenga 
para  no  acceder  á  ello:  y  recibida  la  contestación,  si  fuere  negativa,  que  se  le 
entreguen  las  diligencias  originales.  El  juez  debe  acceder  á  esta  petición.  Lue- 
go que  el  eclesiástico  reciba  el  oficio  ó  exhorto,  deberá  resolver  lo  que  estime 
procedente,  oyendo  á  la^  partes  y  al  fiscal  de  su  juzgado,  y  dar  la  contestación 
oportuna.  Si  se  inhibe,  se  habrá  conseguido  el  objeto  por  este  medio  tan  senci- 
llo, sin  necesidad  de  apelar  al  recurso  de  fuerza;  y  si  no  se  inhibe,  ni  satisfacen 
las  razones  en  que  apoye  su  competencia,  el  promotor  remitirá  las  diligencias 
originales  al  fiscal  de  la  Audiencia,  ó  al  del  Tribunal  Supremo  en  su  caso,  por 
quien  se  interpondrá  el  recurso  con  estos  datos  oficiales,  y  sin  temor  de  que  re- 
sulte inexacta  la  noticia  de  la  invasión  del  eclesiástico.  Cuando  sea  el  juez  se- 
cular el  que  tenga  dicha  noticia,  la  consignará  en  una  providencia  mandando 
se  comunique  al  promotor  fiscal  para  que  pida  lo  que  proceda  en  derecho,  y  és- 
te podrá  deducir  la  misma  petición  antedicha. 

Es  verdad  que  la  ley  no  ordena  este  procedimiento;  pero  cuando  la  ley  man- 
da una  cosa  y  no  establece  el  procedimiento  para  su  ejecución,  se  entiende  que 
deja  al  criterio  judicial  la  adopción  del  que  considere  más  adecuado.  Podrá  por 
tanto  adoptarse  el  que  queda  expuesto,  ó  cualquiera  otro  que,  según  el  caso,  sea 
bastante  para  justificar  loa  motivos  que  induzcan  á  estimar  que  el  juez  eclesiás- 
tico se  ha  extralimitado  de  sus  atribuciones  y  competencia,  pues  sin  es^  justi- 
ficación el  tribunal  no  puede  declarar  la  admisión  del  recurso,  conforiée  á  lo 
prevenido  en  el  art.  138.  No  obsta  el  precepto  del  130,  según  el  cual  el  minis- 
terio fiscal  promoverá  el  recurso  "sin  preparación  alguna,"  porque  esto  no  se 
refiere  á  la  justificación  de  dichos  motivos,  sino  á  la  obligación  que  p^r  el  art. 
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131  simiente  se  impone  á  la  parte  afirrariada  de  intentar  antes  la  declinatoria 
ante  el  jaez  eclesiástico,  de  cuyo  requisito,  necesario  para  preparar  el  recurso 
cuando  lo  interpone  el  agraviado,  está  excento  el  ministerio  fiscal. 

No  estará  demás  adrertir,  que  este  recurso  puede  promorerse  en  cualquier 
estado  del  negocio,  en  razón  á  que  la  jurisdicción  eclesiástica  no  puede  nroro- 
garse,  ni  tácita  ni  expresamente,  sobre  cosas  ni  personas  ajenas  do  ella  (l).  Por 
lo  mismo  que  nada  dispone  la  nuera  ley  sobte  este  punto,  consideramos  subsis- 
tente la  jurisprudencia  antigua,  que  es  además  conforme  á  los  principios  que 
rigen  en  la  materia,  y  en  los  cuales  están  basados  los  artículos  54  y  56. 

Indicaremos,  por  último,  que  cuando  sea  la  parte  interesada  quien  promuera 
el  recurso,  deberá  hacerlo  por  medio  de  procurador  con  poder  oastante,  y  con 
dirección  de  letrado  (artículos  3.  *^  y  10).  Para  que  se  tenga  por  "bastante"  el 
poder,  creemos  necesario  que  sea  "especial;"  y  si  fuere  general  para  pleitos,  que 
contenga  la  especialidad,  que  ordinariamente  se  pone  en  todos,  de  que  el  pro- 
curador pueda  entablar  los  recursos  correspondientes  contra  las  fuerzas  que  ha- 
gan los  jueces  eclesiásticos.  Esta  era  la  antigua  jurisprudencia,  fundada  en  la 
ley  21,  tít,  2.  ®,  libro  2.  *=*  de  la  Ñor.  Rec,  que  creemos  subsistente  por  exigir- 
lo así  la  naturaleza  especial  de  estos  recursos,  y  porque  la  nueva  ley  nada  ha 
ordenado  en  contrario. 


Artículo  129. 

Los  que  considerándose  agraviados  por  un  Juez  ó  Tribunal 
eclesiástico,  quisieren  promover  el  recurso  de  fuerza  en  conocer, 
lo  propondrán  en  los  términos  que  prescribe  esta  ley. 

Artículo  130. 

El  Ministerio  fiscal  promoverá  el  recurso  directamente  y  sin 
preparación  alguna. 

Artículo  131. 

El  agraviado  preparará  el  recurso  ante  el  Juez  ó  Tribunal 
eclesiástico,  solicitando,  en  petición  firmada,  que  se  separe  del 
conocimiento  del  negocio  j  remita  los  autos  ó  las  diligencias 
practicadas  al  Juez  competente,  protestando,  si  no  lo  hiciere,  im- 
petrar la  Real  protección  contra  la  fuerza. 

Artículo  132. 

Cuando  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  denegare  la  pretensión 
hecha  con  arreglo  al  articulo  anterior,  podrá  el  agraviado  pedir 
testimonio  de  la  providencia  denegatoria,  y  obtenido,  se  tendrá 
el  recurso  por  preparado. 

Artículo  183. 

!^|^1  caso  de  que  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  denegare  di- 
cho «itimonio  ó  no  diere  providencia  separándose  del  conoci- 

U)  hevea  7.  *,  tít.  1.  ®,  libre  4.  ® ;  6.  ««,  tít.  1.  ®,  libre  10,  y  7.  «,  tít.'a»,  li- 
bro 11,  l%r.  Rec. 
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miento  del  negocio,  podrá  el  agraviado  recurrir  en  queja  á  la 
Audiencia  en  cuyo  territorio  ejerciere  aquel  su  jurisdicción,  ó  al 
Tribunal  Supremo  según  sus  respectivas  atribuciones,  en  con- 
formidad á  lo  establecido  en  esta  ley.  # 

Artículo  134. 

£1  Tribunal  ante  quien  se  interpusiere  la  queja,  si  fuere  com- 
pétente  para  conocer  del  recurso,  ordenará  al  Juez  ó  Tribunal 
eclesiástico  que  facilite  el  testimonio  al  recurrente,  en  el  térmi- 
no de  tercero  día  desde  aquel  en  que  reciba  la  Keal  provisión 
que  al  efecto  se  le  dirija. 

Artículo  135. 

Cuando  el  Juez  ó  tribunal  eclesiástico  no  cumpliere  con  lo  or- 
denado en  la  provisión  de  que  trata  el  artículo  anterior,  se  le  di- 
rigirá segunda  Real  provisión,  conminándole  con  la  pena  esta- 
blecida para  este  caso  en  el  Código  penal. 

Artículo  136. 

Si  no  obedeciere  á  la  segunda  Real  provisión,  el  Tribunal  que 
cpnozca  del  reaurso  mandará  al  Juez  de  primera  instancia  del 
partido  en  cuya  jurisdicción  residiere  el  Juez  ó  Tribunal  ecle- 
siástico, que  recoja  los  autos  y  se  los  remita,  y  que  proceda  des- 
de luego  á  la  formación  de  la  causa  criminal  correspondiente. 

En  este  caso  el  recurso  de  fuerza  quedará  preparado  con  la  re- 
mesa de  los  autos. 

Según  el  artículo  127,  sólo  la  parte  agraviada  y  el  ministerio  fiscal  pueden 
promorer  el  recurso  de  fuerza  en  conocer,  como  lo  hemos  expuesto  en  el  comen- 
tario  que  precede.  Ahora  pasa  la  ley  á  determinar  la  forma  en  que  ha  de  ejer' 
citarse  este  derecho»  y  ordena  por  el  art.  130  que  ''el  ministerio  fiscal  promoye- 
rá  el  recurso  directamente  y  sin  preparación  alguna,"  lo  cual  significa,  que  di- 
cho ministerio  está  excento  de  la  obligación  que  impone  el  art.  181  á  la  part^ 
agraviada  de  acudir  préyiamente  al  juez  eclesiástico  solicitando  que  se  separe 
del  conocimiento  del  negocio;  ñero  no  el  que  deba  ser  estimada  su  pretensión, 
sin  necesidad  de  justificar  de  algún  modo,  aunque  solo  sea  con  copia  simple  de 
las  proTidencias,  ^ue  el  juez  eclesiástico  está  conociendo  de  una  causa  profana 
no  siyeta  á  su  jurisdicción.  Sin  motiyos  bastantes  que  induzcan  á  estimar  co« 
mo  cierto  este  extremo,  el  tribunal  no  puede  dar  lugar  á  la  admisión  del  recur- 
so, ni  reclamar  los  autos  del  eclesiástico,  conforme  a  los  artículos  138  y  139. 

ror  la  ley  de  18{>5  tampoco  se  obligaba  el  ministerio  fiscal  á  preparar  el  re- 
curso; pero  interpuesto,  se  reclamaban  los  autos  (art.  1126),  y  con  yista  de  ellos 
resolvía  el  Tribunal  Supremo  ó  la  Audiencia  lo  que  estimaba  procedente.  Hoy, 
en  el  caso  de ^ue  tratamos,  no  pueden  reclamarse  los  autos  del  eclesiástico  sino 
después  de  admitido  el  recurso,  en  lo  cual  consiste  la  principal  novedad  que  la 
1<^  orgánica  introdujo  en  este  procedimiento;  y  como  no  puede  declararse  kh 
admisión  del  recurso  sin  motivos  bastantes  para  estimarlo,  de  aquí  la  necesidad 
de  que  el  ministerio  fiscal  presente  algún  aocumento  que  los  compruebe  para 
que  no  sea  desestimada  su  pretensión,  y  por  esto  insistimos  en  aconsejar  el  pro- 
cedimiento que  hemos  indicado  en  el  comentario  anterior. 


Digitized  by  VjOOQ IC 


174  GUIA  PRACTICA  DE  DERECHO 

La  parte  agraviada  uo  puede  proiaover  el  recurso  sin  prepararlo  previamen- 
te. Esta  preparación  consiste  en  acudir  al  juez  eclesiástico  solicitando  se  separe 
del  conocimiento  del  negocio  y  remita  los  autos  al  juez  competente,  protestando, 
si  no  lo  hiciere,  impetrar  la  Real  protección  contra  la  fuerza.  Dicha  solicitud 
ha  de  deducirse  po^  escrito,  "en  petición  firmada,"  dice  el  art.  131:  *'en  petición 
fundada,''  decía  el  404  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial:  creemos  que  al  co- 
rregir ese  adjetiro  para  aclarar  su  concepto  ó  expresarlo  con  más  precisión  en 
la  nueva  ley,  pues  en  lo  demás  aquel  está  copiado  de  éste,  se  intentó  decir  **en 
petición  razonada,"  y  que  debe  contener  dicho  art.  131  un  error  de  copia.  De 
todos  modos,  no  puede  ofrecer  duda  que  la  intención  de  la  ley  ha  sido  obligar  á 
la  parte  agraviada  á  que  razone  ó  motive  su  solicitud,  exponiendo  loa  funda- 
mentos legales  que  tenga  para  creor  incompetente  al  juez  eclesiástico.  Que  la 
petición  ha  de  ir  autorizada  con  la  firma  de  la  parte  ó  de  su  procurador,  es  cosa 
corriente  y  no  había  para  qué  decirlo. 

.Si  el  juez  eclesiástico  accedo  á  dicha  pretcnsión  y  remite  los  autos  al  juez  com- 
pei'.nte,  lo  que  deberá  verificar  con  emplazamiento  de  las  partes  para  que  acu- 
dan ante  óste  á  usar  de  su  derecho,  ee  habrá  conseguido  el  objeto  sin  dilaciones, 
gastos  ni  conflictos,  y  sería  ya  innecesario  el  recurso  de  fuerza.  Pero  como  lo 
más  frecuento  será  que  la  deniegue,  en  los  artículos  132  y  siguientes  se  ordena 
lo  que  ha  de  practicarse  en  este  caso  para  que  la  parte  agraviada  ootenga  testi- 
monio do  la  providencia  denegatoria,  con  el  cual  se  tendrá  por  preparado  el  re- 
curso; y  si  oí  juez  eclesiástico  se  negare  á  facilitar  dicho  testimonio  ó  á  dictar 
providencia,  para  obligarle  á  que  lo  verifique,  hasta  recojerle  los  autos,  con  lo 
cual  quedará  también  preparado  el  recurso,  y  proceder  contra  él  criminalmente 
por  8u  desobediencia  á  las  reales  provisiones  que  para  ello  so  le  habrán  dirigido. 
Estos  procedimientos  están  determinados  con  tal  claridad  en  los  artículos  prein- 
sertos, que  creemos  excusado  todo  comentario  sobre  este  punto:  nos  limitaremos, 
por  tanto,  á  ligeras  indicaciones  relativas  á  la  ejecución  de  algunos  de  ellos. 

Tanto  la  primera  Beal  provisión,  como  la  segunda  conminatoria,  llamada 
antiguamente  "sobre  carta/'  ciue  conforme  á  los  artículos  134  y  135,  en  virtud 
del  recurso  de  queja  ha  de  dirigirse  al  juez  eclesiástico  para  que  facilite  el  tes- 
timonio al  recurrente,  deberán  entregarse  al  procurador  de  éste,  quien  cuidará 
de  que  sea  presentada  á  dicho  juez  para  su  cumplimiento  (art.  291).  Por  la  ley 
12,  tít.  13,  lib.  4.  ®  de  la  Novísima  Recopilación  estaba  prevenido  que  las  pro- 
visiones libradas  en  recursos  de  fuerza,  cuyo  cumplimiento  tocase  á  los  jueces 
•  eclesiásticos,  no  se  dirigiesen  á  éstos  en  «lerechura,  sino  al  juez  real  ordinario 
-que  hubiere  en  el  pueblo,  quien  cuidaría  de  que  se  les  hiciese  saber  y  de  lo  de- 
más conducente  á  su  cumplimiento  (1).  En  las  disposiciones  modernas  se  ha 
abandonado  este  sistema  de  desconfianza,  que  por  lo  mismo  era  vejatorio,  y  se 
manda  que  las  reales  provisiones  se  dirigen  al  juez  eclesiástico  que  debe  cum- 
plirlas. 

Sep^ún  el  art.  135,  en  la  segunda  Real  provisión  ha  de  conminarse  al  juez  ecle- 
siástico '*con  la  pena  establecida  para  este  caso  en  él  Código  penal."  En  el  de 
1870,  hoy  vigente,  no  existe  otra  disposición  que  se  relacione  con  ésta  materia 
mág  que  la  oel  art,  392,  el  cual  ordena  que  "el  eclesiástico  que,  requerido  por  el 
tribunal  competente,  "rehusare  remitirle  los  autos  i>edidos  para  ja  decisión  de  . 
nn  recurso  de  fuerza  interpuesto,"  será  casti^do  con  la  pena  de  inhabilitación 
temporal  especial,"  y  en  el  caso  de  reincidencia  con  la  de  inhabilitación  perpe- 
tua especial.  Se  limita,  pues,  esta  disposición  al  caso  en  que  el  juez  eclesiástico 
rekue  remitir  los  autos  pedidos  para  la  decisión  de  un  recurso  interpuesto,  que 
es  el  del  art.  143  de  la  presente  ley:  y  como  el  del  135,  de  que  ahora  tratamos, 
no  se  refiere  á  "autos  pnídidos"  ni  a  recurso  interpuesto,"  sino  á  la  denegación 
del  testimonio  necesario  para  preparar  é  interponer  el  reourso,  resalta  que  en  el 

(1}  La  ley  24,  tít.  2.  ^,  lib.  2,  ^  de  la  Norísinuí  Keeopilaoión  previene  que 
<«on  los  RR,  obispM,  provitores  j  demás  jnaoes  eeletiéstiooe,  sólo  uaem  (Ub  es- 

eñbftnos)  la  atención  de  dar  retado  de  nrbanidiid,  anteo  4e  haeerles  la  notífioa- 
•oifo  de  los  despaoliot,  sin  qno  prooeda  papel,  carta  ni  mOBKirial,  ni  ooiáa  de  la 

preridenoia  ó  despacho;  y  que  so  loo  adoiita  á  hacer  ^«tas  notificaoionoo  sin  oan- 
.  «arlos  detonaión  ni  meiostia,  ó  dándolos  hora,  de  ouya  respnosta  ponfan  dili- 
.goneía. 
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Oódig^o  penal  hoy  TÍg:ente  no  hav  pona  establecida  para  oste  caso.  Ks  de  esperar 
que  80  subsane  esta  omisión  en  la  reíbima  próxima  á  publicarse  de  dicho  Códi- 
go. En  el  art.  1110  de  la  ley  de  1855  se  prevenía  que  la  denegación  del  testimo- 
nio se  castigase  con  la  pena  establecida  en  el  305  del  Código  penal,  entonces  vi- 
gente, que  comprendía  el  mismo  caso  del  392  del  actual;  pero  en  el  art.  408  de 
la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  del  que  está  copiado  el  que  estamos  copaen- 
tando,  se  omitió  ya  la  cita  del  articulo  del  Código  penal. 

La  orden  que  conforme  al  art.  136,  último  de  este  comentario,  ha  de  dirigir- 
se al  juez  de  primera  instancia  para  que  recoja  los  autos,  deberá  comunicársele 
en  la  forma  acostumbrada  por  medio  de  certificación  6  carta-órden.  Luego  aue 
la  reciba,  acordará  su  cumplimiento,  mandando  pase  el  escribano  á  recoger  los 
autos  de  poder  del  eclesiástico,  ó  de  su  notario,  ó  de  quien  los  tenga,  requirién- 
dolcs  para  que  loa  entreguen  en  el  acto.  Si  esto  no  bastase,  podrá  proceder  á 
ocuparlos  por  sí  mismo,  ó  por  medio  de  un  alguacil,  con  escribano.  Raro  será 
el  caso  en  que  el  juez  de  primeca  instancia  no  consiga  su  objeto,  procediendo  con 
prudencia;  pero  sí  así  no  fuese,  antes  de  provocar  un  conflicto,  convendrá  ciue 
dé  cuenta  al  tribunal  de  quien  proceda  la  orden,  para  que  resuelva  lo  que  estime 
más  conveniente.  Este,  además  del  procedimiento  criminal  ya  decretado,  podrá 
emplear  las  multas  y  los  demás  medio?  de  apremio  que  están  en  sus  atribuciones. 
Y  luego  que  el  juez  de  primera  instancia  recoja  los  autos,  deberá  remitirlos  al 
tribunal  de  quien  proceda  la  orden,  con  la  notificación  y  emplazamiento  de  las 
partes  que  previene  el  art.  144. 

También  ha  de  mandarse  al  juez  de  primera  instancia  en  la  misma  orden  an- 
tes indicada,  según  el  propio  artículo  136,  que  proceda  desde  luego  á  la  forma- 
ciói^  de  la  causa  criminal  correspondiente.  Pero  téngase  presente  que  según  el 
art.  13,  núm.  5.  ® ,  de  la  Compilación  de  las  disposiciones  vigentes  del  Enjui- 
ciamiento criminal,  corresponde  á  las  Salas  de  lo  criminal  de  las^  Audiencias 
conocer  en  única  instancia  de  las  causas  contra  los  jueces  eclesiásticos,  con  ex- 
cepción de  aquellos  que  deban  ser  juzgados  por  el  Tribunal  Supremo,  que  son 
los  cardenales,  arzobispos,  obispos  y  auditores  de  la  Bota.  De  consiguiente,  ins- 
truido el  sumario,  el  juez  de  primera  instancia  debrá  remitirlo  al  tribunal  á 
quien  corresponda  el  conocimiento  de  la  causa  para  que  la  prosiga  y  falle  con 
arreglo  á  derecho. 

Indicaremos,  por  último,  que  los  ocho  artículos  de  este  comentario  están  to- 
mados casi  literalmente  del  402  al  409  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial;  y 
concuerdan  con  el  1107  al  1110,  1113  y  1125  de  la  antigua  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil. 

Artículo  137. 

Presentado  ante  el  Tribunal  á  quien  corresponda  conocer  del 
recurso  el  testimonio  de  la  denegación  decretada  por  el  Juez  ó 
Tribunal  eclesiástico,  6  interpuesto  el  recurso  directamente  por 
>el  Ministerio  ñscal,  se  dictará  auto  admitiéndolo  ó  declarando  no 
haber  lugar  á  admitirlo. 

Artículo  138. 

El  Tribunal  declarará  la  admisión  cuando  haya  motivos  que 
induzcan  á  estimar  que  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  ha  salido 
•de  los  limites  de  sus  atribuciones  j  competencia. 

£ii  otro  caso  se  declarará  no  haber  luf  ar  á  la  admisión  del  re- 
«curso. 

Ártieule  139. 
S&  la  misma  proTideneia  en  que  elTribumal  admita  el  rM^ 
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SO  mandará,  por  medio  de  una  Real  prorisión,  que  el  Juez  ó  Tri- 
bunal eclesiástico,  dentro  de  tercero  día,  remita  los  autos,  á  no 
ser  que  ja  estuvieren  en  el  Tribunal  por  consecuencia  de  lo  or- 
denado en  el  art.  136. 

Artículo  140. 

En  la  Beal  provisión  que  se'despache  en  conformidad  con  lo 
establecido  en  el  articulo  anterior,  se  encargará  al  Juez  ó  Tri- 
bunal eclesiásaico  que  haga  emplazar  á  las  partes  para  que  come 
parezcan  dentro  de  diez  días  improrogables,  si  quisieren,  ant  - 
el  Tribunal  que  conozca  del  recurso,  á  hacer  uso  de  su  derecho. 

Artículo  141. 

Cuando  comparecieren  los  citados  en  virtud  de  lo  dispuesto  en 
el  artículo  anterior,  serán  parte  en  el  recurso.  Si  no  lo  hieieren, 
se  sustanciará  éste  sin  su  concurrencia,  parándoles  perjuicio  del 
mismo  modo  que  si  estuvieren  presentes. 

Artículo  142. 

Los  Jueces  j  Tribunales  eclesiásticos  podrán  citar  á  sus  res- 
pectivos Fiscales  para  que  comparezcan  como  parte  ante  la  ju- 
risdicción ordinaria. 

Este  mismo  carácter  tendrán  los  Jueces  y  Tribunales  eclesiás- 
ticos, cuando  se  presenten  en  el  recurso  para  sostener  sus  actos 
y  su  competencia. 

Artículo  143. 

Cuando  no  remitiere  el  Juez  ó  Tcribunal  eclesiástico  los  autos 
que  se  le  reclamen,  se  observará  lo  que  se  ordena  en  el  art.  136. 

Artículo  144. 

En  el  caso  de  que  el  Juez  de  primera  instancia,  cumpliendo  con 
lo  que  previene  el  artículo  136,  remesare  los  autos  al  Tribunal, 
mandará  notificar  la  providencia  en  que  lo  ordene  á  los  que  sean 
parte  en  ellos,  emplazándoles  á  los  efectos  que  establece  el  art.  140. 

Artículo  145. 

Remitidos  los  autos  por  el  Juez  de  primera  instancia  con  arre* 
glo  á  lo  preceptuado  ijd  loe  ^irtículos  anteriores,  se  tendrá  por 
admitido  el  recurso  por  el  hecho  de  entrar  los  autos  en  el  Tribu- 
nal á  cuyo  conocimiento  corresponda. 

Después  de  preparado  el  recurso  de  fuerza  en  conocer,  en  la  forma  que  deter* 
iráftan  los  artículos  á  fue  se  reBemel  anterior  comentario,  el  orden  natural  de 
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los  procedimientos  exige  que  se  trate  de  su  admisión,  y  á  este  fla  «•  dirigen  los 
qne  son  objeto  del  presente.  Estos  nuere  artículos  están  copiados  de  la  ley  or- 
gánica del  Poder  judicial,  en  la  cual  tienen  los  números  del  410  al  418.  y  con- 
cnerdan  con  los  artículos  1111,  1112  y  1113  de  la  de  Bnjuieiamiento  de  1855, 
respecto  de  los  cuales  la  principal  noredad  que  se  establece  es  la  de  que  el  Tri- 
bunal que  coBosca  del  recurso,  una  yes  interpuesto,  dicte  auto  motiyado  decla- 
rando Haber  6  no  lugar  á  su  admisión. 

Esta  noTodad  es  de  importancia  y  de  notoria  conveniencia.  Según  el  art. 
1111  de  la  ley  antigua,  por  el  solo  neclio  de  interponer  el  recurso,  y  sin  apre- 
ciar si  era  ó  no  fundado,  el  tribunal  cítíI  ordinario  debía  dirigir  Real  proTÍ- 
sión  al  eclesiástico  mandándole  que  remitiera  los  autos.  Hoy,  conforme  á  los 
artículos  138  y  1^59  do  la  nuera  ley,  no  puede  reclamar  los  autos  si  no  declara 
haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso,  y  no  puede  hacer  esta  declaración  sino 
,  en  el  caso  de  aue,  á  su  juicio,  existan  ''motiyos  que  induzcan  á  estimar  que  el 
juez  ó  tribunal  eclesiástico  ha  salido  de  los  límites  de  sus  atribuciones  y  com- 
petencia." Si  no  encuentra  estos  motivos  por  lo  que  resulte  de  los  documentos 
presentados,  debe  declarar  no  haber  lujp^ar  á  la  admisión  del  recurso;  y  como 
es  firme  esta  resolución,  según  el  párrafo  2.  ^  del  art.  126,  con  ella  queida  ter- 
niinadoel  asunto.  Así  se  consigue  el  que  no  se  perturbe  la  iurisdicción  ecle- 
siástica sin  motivo  racional,  y  se  evitan  á  las  partes  las  dilaciones,  gastos 
7  perjuicios  consiguientes  á  la  suspensión  de  las  actuaciones,  como  ya  hemos 
dicho. 

Solo  en  un  caso  se  tiene  por  admitido  el  recurso,  sin  necesidad  del  auto  antes 
indicado:  este  caso  es  el  del  art.  136,  ó  sea  cuando  el  juez  de  primera  instancia 
recoja  los  autos  y  los  remita  á  la  Audiencia,  ó  al  Tribunal  Supremo,  por  ha- 
berse negado  el  eclesiástico  á  facilitar  á  la  parte  agraviada  el  testimonio  de  la 
providencia  en  que  no  accedió  á  separarse  del  conocimiento  del  negocio.  En  tal 
caso,  *'se  tendrá  por  admitido  el  recurso  por  el  hecho  de  entrar  los  autos  en  el 
tribunal  á  cuyo  conocimiento  corresponda,''  como  lo  ordena  el  art.  145  en  con- 
sideración á  que,  existiendo  ya  aquellos  en  dicho  tribunal,  es  innecesario  el  auto 
previo  de  admisióp  y  debe  precederse  á  la  sustanciación  y  fallo  del  recurso. 
Aunque  dicho  art.  145  se  refiere  á  los  anteriores,  esta  referencia  no  puede  te- 
ner aplicación  sino  al  caso  del  136,  como  hemos  dicho,  porque  en  los  demás 
casos  no  se  recejen  los  autos  del  eclesiástico  sino  después  de  admitido  el  re- 
curso. 

Se^n  el  art.  137.  el  auto  de  admisión  antes  indicado  ha  de  dictarse  sin  sus- 
tanciación alguna,  con  vista  solamente  del  escrito  del  ministerio  fiscal,  cuando 
sea  este  quien  interponga  el  recurso;  y  si,  le  interpusiere  la  parte  agraviada, 
luego  que  presente  el  testimonio  de  la  denegación  del  juez  eclesiástico  con  que 
ha  debido  prepararlo.  Sin  embargo,  dicha  par^  tendrá  que  formular  el  recurso 
al  presentar  el  refeiido  testimonio,  pues  de  otrotmodo  faltaría  la  pretensión  que 
ha  de  servir  de  motivo  á  la  resolución  del  tribnnaL 

En  el  mismo  auto  en  ^ue  se  admita  el  recurso,  del^  mandar  el  tribunal  civil 
que  se  dirija  Eeal  provisión  al  eclesiástico  para  que  Cintro  d^  tercero  día  re- 
mita los  autos,  emplazando  á  los  que  sean  parte  en  los  mismos  á  fin  de  que 
dentro  de  diez  días  comparezcan  ante  aquél,  si  les  conviene,  á  hacer  uso  de  su 
derecho.  lAl  dar  cumplimiento  á  esta  Keal  provisión  puede  el  eclesiástico  ci- 
tar á  su  fiscal  para  que  com])iireBca  come  parte  ante  la  jurisdicción  ordinaria, 
le  cual  puede  verificar  también  el  mismo  juez  ó  tribunal  eclesiástico  para  sos- 
tener su  eompetencia.  Así  lo  disponen  con  claridad  los  artículos  1^,  140  y  142. 

Guando  el  juez  eclesiástico  no  dé  cumplimiento  á  la  Real  provisión,  la  cual 
se  le  dirigirá  por  conducto  de  la  parte  recurrente  como  se  ha  ex])uesto  en  el  co- 
mentario anterior,  luego  que  trascurran  los  tres  días  desde  el  siguiente  al  de 
su  recibo  sin  haber  remitido  los  autos,  le  observará  lo  que  se  ordena  en  el  ait, 
136.  Así  lo  dispone  el  143:  mas  como  aquel  á  su  vez  se  refiere  al  135,  será  preci- 
so observar  lo  que  en  los  dos  se  ordena.  Por  consiguiente,  dada  cu«nta  al  tri- 
bunal que  conozca  del  recurso,  á  instancia  de  parte  ó  de  oficio,  mandará  que  se 
dirija  al  eclesiástico  segunda  ÉLnl  provisión,  conminándole  con  la  pena  estable- 
eida  para  este  caso  concreto  en  el  art  292  del  Código  penal  de  1S70;  y  si  tampo- 
oo  obedeciere,  se  mandará  al  juez  de  primera  instancia  que  recoja  los  autos  y  los 
remita  con  emplazamiento  de  los  que  sean  parte  en  ellos,  por  si  quieren  perso- 
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liarse  en  el  reeat^o,  y  que  proceda  deade  luego  á  la  formaeión  de  la  causa  cri- 
minal correspondiente.  Véase  lo  que  sobre  estos  extremos  hemos  expuesto  en 
el  comentario  anterior. 

Lneffo  que  se  reciban  los  autos  en  el  tribunal  que  conozca  del  recurso  de  fuer- 
za,  ya  los  remita  el  juez  eclesiástico,  ya  el  de  primera  instancia,  se^  procederá  á 
sustanciar  y  decidir  dicho  recurso,  en  la  forma  y  con  las  declaraciones  y  efec- 
tos que  se  determinan  en  los  artículos  siguientes. 


Artículo  146. 

En  todo  caso,  recibidos  los  autos  en  la  Audiencia  ó  en  el  Tri- 
bunal Supremo,  se  sustanciará  el  recurso  en  la  forma  estableci- 
da en  esta  ley  respecto  á  las  apelaciones  de  los  incidentes. 

Artículo  147. 

El  Ministerio  fiscal  será  también  parte  en  los  recursos  que  no 
haya  promovido,  y  en  todo  caso  concurrirá  necesariamente  á  la 
viffta. 

Artículo  148. 

El  Tribunal  dictará  auto,  dentro  de  los  ocho  días  siguientes 
al  de  la  vista,  limitándose  á  las  declaraciones  que  siguen: 

1*!  No  haber  lugar  al  recurso,  condenando  en  costas  al  que  lo 
hubiere  interpuesto  y  mandando  devolver  los  autos  ál  Juez  ó 
Tribunal  eclesiástico  para  su  continuación  con  arreglo  á  derecho. 

No  se  podrá  imponer  dicha  condena  de  costas  al  Ministerio  fis- 
cal en  ningún  caso. 

2^*  Declarar  que  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  hace  fuerza 
en  conocer,  y  ordenar  que  levante  las  censuras  si  las  hubiere 
impuesto 

Se  podrá  en  este  caso  imponer  las  costas  al  Juez  o  Tribunal 
eclesiástico,  cuando  liubiere  por  su  parte  temeridad  notoria  en 
atribuirse  facultades  ó  competencia  que  no  tenga. 

Esta  providencia  se  comunicará  al  Juez  <5  Tribunal  eclesiás- 
tico por  medio  de  oficio. 

Artículo  149. 

.  De  todo  auto  en  que  se  declare  que  un  Juez  ó  tribunal  ecle- 
siástico hace  fuerza  en  conocer,  se  dará  cuenta  al  Gobierno, 
acompañando  copia  del  mismo  auto. 

Artículo  150. 

-  Cuando  se  declare  no  haber  lugar  al  recurso,  se  dev<il verán 
los  autos  al  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico,  con  la  certificación  co- 
rrespondiente, para  que  pueda  continuarlos  con  arreglo  á  derecho. 
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Artículo  151. 

Hecha  la  devolución  de  los  autos,  se  tasarán  j  regularán  las 
costas,  y  se  procederá  por  la  Audiencia  ó  por  el  Tribunal  Su- 
¡»^lno  á  disponer  lo  que  corresponda  para  hacerlas  efectivas, 
^npleando  para  ello  la  vía  de  apremio. 

Artículo  152t 

Si  se  declarase  que  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  hace  fuerza, 
se  remitirán  los  autos  al  Juez  competente,  con  citación  de  las 
partes  que  se  hayan  personado  en  el  Tribunal,  y  se  dará  noticia 
al  eclesiástico  por  medio  de  oficio. 

Concuerdan  con  los  artículos  1114  al  1124  de  la  ley  de  1855  y  están  copiados 
de  los  artículos  419  al  425  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  sin  otra  siltera- 
ción  que  la  de  haberse  adicionado  en  el  148  el  párrafo  que  dice:  "No  se  podrá 
imponer  dicha  condena  de  costas  al  ministerio  fiscal  en  ningún  caso."  Lo  mis- 
mo se  ordenaba  en  el  art.  1126  de  la  ley  anti^a,  y  la  omisión  de  este  precepto 
en  la  orgánica  daba  lugar  á  quejas  Audiencias  y  el  Tribunal  Supremo  se  vie- 
ran en  la  necesidad  de  imponer  las  costas  al  ministerio  fiscal,  cuando  era  recu- 
rrente y  so  declaraba  no  haber  lu|^ar  al  recurso.de  fuerza,  por  el  precepto  abso- 
luto del  art.  421  de  dicha  ley  orgánica.  Esto  era  opuesto  á  las  üinciones  oficia- 
les que  en  interés  del  Estado  y  de  la  causa  pública  ejerce  en  estos  asuntos  di- 
cho ministerio,  y  como  la  ley  no  había  previsto  de  qué  fondos  debieran  pagarse 
tales  costas,  sobre  ser  ineficaz  la  condena,  daba  lugar  á  conflictos:  por  esto  se 
ha  restablecido  la  buena  doctrina  de  que  el  ministerio  fiscal  nunca  pueda  ser 
condenado  en  costas  en  estos  asuntos,  aunque  se  declare  no  haber  lugar  al  re- 
curso por  él  interpuesto.  ^  ,  ^ 

En  la  ley  antigua  de  1855  se  ordenaron  especialmente  todos  los  ti-ámites  de 
este  procedimiento,  como  puede  verse  en  sus  artículos  1114  al  1121.  En  la  nuev* 
ley  se  ha  segnido  el  sistema  más  sencillo  y  conveniente  de  establecer  un  solo 
procedimiento  íjara  todos  los  casos  análogos,  y  por  esto  sa  dice  en  el  art.  146, 
que  "se  sustanciará  el  recurso  en  la  forma  establecida  en  esta  ley  resi)ecto  á  las 
apelaciones  4©  los  incidentes."  Véanse,  por  tanto,  los  artículos  887  y  siguientes^ 
pero  téagaso  presente,  que  si  bien  contorme  al  888,  no  han  de  pasarse  los  autos 
al  relator  hasta  que  se  persone  el  apelante  en  tiempo  y  forma,^  porque  ei  no  lo 
verifica,  así  que  trascurra  el  tiempo  del  emplazamiento,  de  oficio  debe  declarar- 
se desierto  el  recurso,  según  el  840;  en  el  presente  caso  el  papel  de  apelante  co- 
rresponde al  recurrente,  y  como  éste  es  ya  parte  en  el  recurso,  conforme  al  es- 
píritu de  dicho  art.  888,  luego  que  se  reciban  los  autos  en  el  tribunal  que  cono- 
ce del  reciirso,  deberán  pasarse  al  relator  para  que  forme  el  apuntamiento,  según 
estaba  prevenido  en  la  ley  antigua»  Y  así  deberá  practicarse  también,  mandán- 
dolo de  oficio,  cuando  por  cualquier  motivo  el  recuiTCnte  dege  de  ser  parte  ó  no 
inste  la  continuación  del  recur jo,  porque  en  tal  caso  debe  continuarlo  el  minis- 
terio fiscal  como  parte,  y  porque  estos  asuntos  son  de  orden  público,  por  el  in- 
terés que  tiene  el  Estado  en  que  no  se  usurpe  la  jurisdicción  ordinaria,  y  en  que^ 
cuanto  antes  sea  posible,  se  levanten  las  fuerzas  que  para  ello  puedan  hacer  los 
jueces  eclesiásticos.  ' 

Así  lo  tiene  declarado  también  la  Sala  de  gobierno  del  Tribunal  Supremo 
con  motivo  de  una  queja  que  se  dio  contra  una  Audiencia  por  haber  tenido  pa- 
ralizada durante  algunos  meses  la  sustanciación  de  un  recurso  de  fuerza  en  co- 
nocer, á  causa  de  no  haberse  personado^  el  recurrente.  De  conformidad  con  el 
dictamen  fiscal  acordó  dicha  Sala  manifestar  á  la  Audiencia  que  era  errónea  y 
en  alto  grado  perjudicial  al  interés  del  Estado  la  opinión  en  que  estaba  de  que 
en  semejantes  asuntos  nada  podía  hacerse  de  oficio  por  los  tribunales. 

Y  aun  prescindiendo  del  respeto  que  este  acuerdo  se  merece,  hoy  no  puede  ha- 
ber duda  sobre  dicho  punto  en  vista  de  lo  que  dispone  el  art.;  141.  Segfún  éi^ 
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caando  en  yirtnd  del  emplazamiento  oomparescan  los  citados  (que  deben  serlo 
todos  los  que  sean  parte  en  los  autos,  incluso  el  recurrente,  el  cual  habrá  tenido 
que  comparecer  en  el  juzgado  eclesiástico,  aunque  no  fuese  más  que  para  prepa- 
rar el  recurso),  "serán  parte  en  el  recurso;"  pero  "si  no  lo  lucieren,  se  sustan- 
ciará éste  sin  su  concurrencia/'  parándoles  perjuicio  del  mismo  modo  que  si  es- 
tuTieren  presentes."  £s,  pues,  evidente  que,  con  arreglo  al  precito  legal,  el  re- 
curso ha  de  sustanciarse  aun  cuando  no  comparezcan  las  partas,  y  por  consi- 
guiente de  oficio  en  este  caso;  y  puesto  que  ha  de  nrocederse  "sin  concurrencia" 
de  las  mismas,  no  habrá  que  notificarles  en  estraaos  las  proyidencias,  lo  cual 
modifica  lo  ^ue  dispone  para  las  apelaciones  el  art.  843  en  su  primera  parte.  Si 
tanto  los  litigantes  6  cualquiera  de  ellos,  como  el  fiscal  6  el  juez  eclesiástico 
«omparecieren  después  de  los  diez  dias  del  emplazamiento,  se  les  tendrá  por 
parte  y  se  entenderán  con  ellos  6  sus  procuradores  las  diligencias  sucesiyas,  pe- 
To  sin  retroceder  en  el  procedimiento,  como  se  ordena  en  la  segunda  parte  de 
dicho  artículo.^ 

"El  ministerio  fiscal  será  también  parte  en  los  recursos  que  no  haya  promo- 
TÍdo,  y  en  todo  caso  concurrirá  necesariamente  á  la  vissa."  Sobre  este  precepto 
del  art.  147,  sólo  es  de  obserrar  que  en  los  recursos  interpuestos  por  la  parte 
agraviada,  el  ministerio  fiscal,  a  quien  se  notificarán  toaas  las  providencias 
^esde  que  quede  admitido  el  recurso,  y  se  comunicarán  los  autos  para  instruc- 
ción conforme  al  art.  890,  no  ha  de  dar  su  dictamen  por  escrito,  y  por  esto  se 
le  obliga  á  concurrir  necesariamente  á  la  vista;  pero  no  para  sostener  el  recur- 
so en  todo  caso,  sino  lo  que  entienda  procedente  con  arreglo  á  derecl)o.  Deberá, 
por  tanto,  dicho  ministerio  sostener  la  defensa  de  la  jurisdicción  eclesiástica 
cuando  crea  que  el  juez  ó  tribunal  de  este  fuero  no  se  na  extralimitado  de  las 
atribuciones  que  le  competen,  como  se  declaró  por  Reales  órdenes  de  28  de  Agos- 
to de  1861  y  13  de  Marzo  de  1863. 

Bespecto  de  los  demás  artículos  que  son  objeto  de  este  comentario,  después  de 
lo  dicho  anteriormente,  nada  tenemos  que  observar:  los  encontramos  ciaros  y 
terminantes  en  sus  preceptos,  y  de  fácil  ejecución,  por  lo  cual  creemos  no  darán 
lugar  á  dudas  ni  diücultades  en  la  práctica. 

Sin  embargo,  podrá  ocurrir  un  conflicto,  al  que  no  se  ha  dado  solución  en  la 
nueva  ley,  porque  no  era  de  su  competencia;  el  de  que  el  juez  eclesiástico  rehu- 
se levantar  las  censuras  c[ue  hubiere  impuesto,  desobedeciendo  en  esta  parte  la 
g'ecutoria  que  se  haya  dictade  conforme  á  la  disposición  3.  ^  del  art,  148.  El 
Sdig-o  penal  de  1848  castigaba  expresamente  este  hecho  como  delito  en  su  art. 
305.  En  el  392  del  de  1870  se  suprimieron  las  palabras  "rehusare  levantar  las 
censuras  ó  la  fuerza,"  contenidas  en  aquel,  y  por  consiguiente  quedó  este  hecho 
excluido  de  la  categoría  de  los  delitos,  sin  que  se  nos  alcance  la  razón  c[ue  hu- 
biera para  ello,  puesto  que  casi  simultáneamente  se  publicó  la  ley  orgánica  que 
eontiene  la  misma  disposición  del  art.  148  de  la  presente.  De  es))erar  es  que  en 
el  nuevo  Código  penal  se  restablezca  ese  delito  como  medio  coercitivo  para  que 
los  jueces  eclesiásticos  no  eludan  el  cumplimiento  de  dichas  ejecutorias.  Mien- 
tras tanto  las  Audiencias  y  el  Tribunal  Supremo  podrán  emplear  los  apremios 
y  correcciones  que  permite  la  ley;  y  si  el  funcionario  judicial  eclesiástico  se  "ne- 

5 are  abiertamente"  ádar  el  debido  cumplimiento  á  la  ejecutoria,  podría  consi- 
erársele  incurso  en  la  responsabilidad  criminal  que  establece  el  art.  380  del 
mismo  Código  penal  de  1870. 
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TITULO  CUAETO. 
DE  LAS  ACUMULACIONES 


Con  exactitud  filológica  se  ha  hecho  técnica  del  foro  la  voz  '^acumulación," 

Sara  significar  la  reunión  ó  agregación  de  dos  ó  más  procesos  ya  incoados,  á  fin 
e  que,  yiniendo  á  formar  uno  solo,  se  continúen  y  decidan  en  un  mismo  juicio; 
6  el  ejercicio,  uso  ó  unión  de  yarias  acciones  en  una  demanda  para  ventilarlas  i 
la  res  en  un  solo  juicio,  3^  que  se  resuelvan  en  una  misma  sentencia:  asi  es  qu9 
la  "acumulación    ^uede  ser  "de  autos''  y  *'de  acciones," 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855  solo  trató  "de  la  acumulación  de  au-* 
tos,"  dedicando  á  esta  materia  el  título  4,  ^  de  su  1.  <^  parte;  y  como  hizo  caso 
omiso  de  la  "de  acciones/'  fué  preciso  que  esta  siguiera  rigiéndose  por  la  anti- 
gua jurisprudencia.  Con  tal  motivo^  al  comentar  en  nuestra  obra  anterior  di- 
cho título,  decíamos  en  la  introducción  del  msmo  lo  sig^uiente: 

"En  el  presente  título  trata  la  nueva  ley  (la  de  18^)  de  la  acumulación  de 
autos,  reduciendo  á  preceptos  y  reglas  fijas  la  doctrina  más  autorizada  de  nues- 
tros prácticos,  y  admitida  por  la  jurisprudencia,  acerca  de  los  casos  en  que  pro- 
cede v  de  los  trámites  para  realizarla;  pues  es  de  advertir  que  en  nuestro  anti- 
guo derecho  no  se  encuentra  disposición  alguna  que  trate  directamente  de  la 
acumulación  de  autos  ó  de  procesos:  las  hay.  sí,  que  hablan  de  la  acumulación 
de  acciones,  en  las  cuales  y  en  la  legislación  romana  se  funda  la  doctrina  de 
CarleTal,  Salgado,  Hevia  Bolaños,  Gómez  Negro,  Febrero  y  otros  escritores  prác- 
ticos, y  la  que  hasta  ahora  ha  prevalecido  en  nuestros  tribunales  relativamente 
á  la  acumulación  de  autos.  Esta  falta  ae  precepto  legal  naturalmente  daba  oca* 
sión  á  dudas  ^  á  pareceres  encontrados,  cuya  decisión  estaba  por  tanto  sujeta  al 
arbitrio  judicial,  con  los  inconvenientes  que  son  consiguientes  para  la  buen» 
administración  do  justicia,  á  los  cuales  ha  puesto  fin  la  ley  de  Enjuiciamienta 
con  la  sanción  del  título  de  que  vamos  á  ocuparnos." 

"Llama  desde  luego  la  atención  que  la  nueva  ley  (la  de  1855)  no  trate  de  la 
"acumulación  de  acciones.''  ¿Será  porque  la  considere  de  la  competencia  del  Có- 
digo civil?  Si  la  voz  "acción"  se^  toma  por  sinónima  de  "derecho,"  indudable- 
mente corresponde  al  código  civil  tratar  de  las  acciones,  determinando  su  natu- 
raleza, causas,  extensión,  efectos  y  demás  circunstancias;  pero  si  por  "acción" 
86  entiende  el  medio  que  conceden  las  leyes  para  ejercitar  en  juicio^  el  derecho 
que  nos  compete,  creemos  que  bajo  tal  concepto  son  de  la  competencia  del  códi- 
go de  procedimientos.  ¿Ko  corresponde  á  éste,  por  ventura,  fijar  las  reglas  bajo 
laf  cuales  se  han  de  deducir  en  juicio  las  acciones?  ¿Y  qué  otra  cosa  que  reglatf 
de  procedimiento  son  las  que  determinan  cuándo  pueden  deducirse  en  juicioi 
juntamente  6  en  una  misma  demanda  dos  ó  más  de  aquellas?  Además,  la  acu- 
mulación de  autos,  ¿no  es  en  último  término  la  acumulación  de  acciones?  ¿Ko 
0e  fundan  ambas  en  la  conveniencia  social  de  disminuir  los  litigios  y  las  costav. 
y  en  las  consideraciones  jurídicas  de  que  no  se  divida  la  continencia  de  la  cau- 
sa, y  de  evitar  que  puedan  pronunciarse  sentencias  eontradictorias  é  incompa- 
tibles? Si,  pues,  ambas  acumulaciones  reconocen  una  misma  cansa  y  tienen  un 
mismo  objeto,  de  las  dos  debiera  tratarse  en  el  código  de  procedimientos,  como 
se  ha  hecho  en  los  de  Francia,  Bélgica,  Holanda  y  otras  naciones,  y  más  cuan- 
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de  la  nuera  ley»  á  falta  de  código  cítíI  debidamente  organizado,  en  algunos  ea- 
808  se  ye  en  la  necesidad  de  hacer  declaraciones  que  indudablemente  correspon- 
den al  mismo." 

Tales  eran  nuestras  apreciaciones  al  comentar  la  primera  ley  de  Eiguicia- 
sniento  dril,  y  como  eran  de  la  misma  opinión  respetables  jurisconsultos,  se  lia 
suplido  esa  omisión  en  la  nuera  ley  diriaiendo  en  dos  secciones  el  presente  títu- 
lo, para  tratar  en  la  primera  de  la  acumulación  de  acciones  y  en  la  segunda  de 
la  de  autos  Por  el  examen  de  sus  disposiciones  se  yerá  que,  si  bien  son  nueros 
los  siete  artículos  que  contiene  la  primera,  en  el  concepto  de  no  haber  tratado 
de  la  acumulación  de  acciones  la  ley  de  1855  ni  la  orgánica  de  1870,  la  doctrina 
que  en  ellos  se  desenyuelTe  está  ajustada  á  nuestro  antiguo  derecho,  á  la  juris- 
prudencia de  loi  tribunales  y  á  les  principios  establecidos  en  otras  disposiciones 
de  esta  misma  ley. 


SECCIÓN  PRIMERA. 

DB  LA  ACUMULACIÓN  DE  ACCIONES. 

Artículo  153. 

£1  actor  podrá  acumular  en  su  demanda  cuantas  acciones  le 
competan  contra  el  demandado,  aunque  procedan  de  diferente^ 
títulos,  siempre  que  aquellas  no  sean  incompatibles  entre  si. 

Articulo  154. 

Será  incompatible  el  ejercicio  simultáneo  de  dos  ó  más  accio* 
nes  en  un  mismo  juicio,  y  no  podrán,  por  tanto,  acumularse: 

V.  Cuando  se  excluya  mutuamente,  ó  sean  contrarias  entre  sí, 
de  suerte  que  la  elección  de  la  una  impida  ó  haga  ineficaz  el  ejer- 
cicio de  la  otra. 

2"  Cuando  el  Juez  que  deba  conocer  de  la  acción  prmcipal 
sea  ine<nnpetMite,  por  razón  de  Im  materia,  ó  de  la  cuantía  liti- 
giosa, para  conocer  de  la  acumulada. 

3^  Cuando,  con  arreglo  á  la  Ley,  deban  ventilarse  y  decidirse 
las  acciones  en  juicios  de  diferente  naturaleza. 

Artículo  155. 

.  Xas  acciones  que  por  razón  de  la  cuantía  de  la  cosa  litigiosa 
deban  ejercitarse  en  juicio  yerbal,  podrán  acumularse  á  las  de 
mayor  ó  menor  cuantía, 

Én  estos  casos  se  determinará  lá  competencia  del  Juez,  y  la 
clase  de  juicio  declarativo  que  haya  de  seguirse,  por  el  ralor 
acumulado  de  todo  lo  que  sea  objeto  de  la  demanda. 

^  primero  de  eatoa  artiecdes  eetabkee  la  legla  cenerml,  el  Mpuide  laa  «iift|^ 
Ú9B»  y  el  teroero  eoBtiaae  osa  aokneíóii,  é  mSm  hkaa  mMEomméa  de  kn»* 
ffimda de  dichaa  eseepoioiMi.  Tavübíé» tA  1M«b «na  ampitatióa  j  el  li7  naa 
BmitaciAi  de  dküb»  regla  feaerai  — bge  k  an— laUmén  JB^omom;  pero  per  ta 
eqpecialidad  da  les  caaos  á  qneeetot  seieieroif  deWmoe  eauonnafiés  eeneepa- 
ra/pids. 
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I 

Por  reglsí  general,  el  actor  puede  acumular  en  su  demanda  cuantas  acciones 
le  competan^  contra  el  demandado,  aunque  procedan  de  diferentes  títulos,  sin 
otra  limitación  que  la  de  que  aquellas  no  sean  incompatibles  entre  sí.  Es  tan 
obvia  y  tan  conforme  al  buen  sentido  la  razón  de  este  precepto  del  art.  153,  que 
iNista  su  lectura  nara  comprenderla.  Además,  nada  nueyo  so  establece,  pues  lo 
mismo  que  se  ordena  en  este  artículos  estaba  declarado  por  la  ley  7.^,  tít.  10, 
Part.  3.  **,  la  cual  dice:  *Toner  puede  alguno  muchas  demandas  contra  su  con- 
tendor, mostrándolas  é  razonándolas  todas  en  uno;  solo  que  non  sea  contraria 
,  la  una  de  la  otra,  ca  si  tales  fuesen,  non  lo  podria  facer.'  La  misma  regla  se- 
ñera! con  la  misma  limitación  del  artículo  que  estamos  comentando,  el  cual,  á 
«sta  declaración  de  la  ley  de  Partida,  solo  añade  para  mayor  claridad  y  evitar 
dudas,  que  podrán  acumularse  las  acciones  "aunque  procedan  de  diferentes  tí- 
tulos." Así  estaba  admitido  también  por  la  jurisprudencia  de  nuestros  tribu- 
nales. 

Nótese  que  ambas  disposiciones  legales  emplean  el  yerbo  "poder,"  de  lo  cual 
ae  deduce  que  no  es  obligatorio,  sino  potestatiTO  en  el  actor  el  medio  de  acumu- 
lar en  una  demanda  dos  ó  más  acciones  que  tenga  contra  el  demandado.  Queda, 
pues,  á  su  elección  el  hacer  ó  no  uso  de  esft  facultad,  según  más  le  convenga, 
atendidas  las  circunstancias  de  cada  caso,  sin  que  pueda  calificarse  de  privile- 
gio en  peijuicio  de  su  contrario.  Cuando  este  contrajo  cada  una  de  sus  obliga- 
jCiones,  quedó  obligado  á  responder  de  ellas  con  separación,  y  si  el  actor  las  re- 
<;lama  en  una  sola  demanda,  lejos  de  ^rjudicarle,  le  favorece.  En  el  caso  con- 
trario, esto  es,  cuando  el  actor  ejercite  cada  acción  por  separado,  no  causa 
agravio  al  demandado,  porque  hace  uso  dé  su  derecho;  y  todavía  queda  á  éste  el 
que  la  ley  le  concede  para  pedir  la  acumulación  de  los  autos,  si  se  nallan  en  una 
misma  instancia  y  concurren  los  requisitos  que^  para  esta  acumulación  exijen 
los  artículos  161  v  162,  ó  para  utilizar  la  excepción  per<^ntoria  de  cosa  juzgada 
ú  en  uno  de  los  pleitos  hubiere  recaído  sentencia  firme,  ó  la  dilatoria  de  iitÍB- 
pendencia  si  se  hallaren  en  diferentes  instancias. 

II 

Siguiendo  el  orden  que  aconseja  la  lóg^ica,  después  de  establecer  la  ley  en  el 
»it.  153  la  regla  general,  pasa  á  fija/en  el  154  las  excepciones  6  exclusiones,|de- 
tenninando  taxactivamente  los  casos  en  que  ha  de  considerarse  incompatible 
el  ejercicio  simultáneo  de  dos  ó  más  acciones,  y  ñor  tanto  improcedente  su  acu- 
mulación en  un  mismo  juicio.  De  acuerdo  con  la  doctrina  más  autorizada  de 
nuestros  prácticos,  admitida  por  la  jurisprudencia,  reduce  á  tres  estos  casos,  que 
son: 

1.^  "Cuando"  las  acciones  "se  excluyan  mutuamente  ó  sean  contrarias  en- 
tre sí,  de  suerte  que  la  elección  de  la  una  impida  ó  haga  ineficaz  el  ejercicio  de 
la  0^." — Nos  parece  esto  tan  claro,  que  nos  asalta  el  temor  de  oscurecerlo  con 
explicaciones  innecesarias:  nos  limitaremos,  por  tanto,  á  indicar  algún  casa 
praetíco,  valiéndonos  de  los  mismos  ejemplos  ae  la  ley  de  Partida  antes  citada. 
Ocurriría  lo  ^[ue  la  ley  prohibe,  si  el  dueño  de  una  cosa  vendida  por  otro  sin  su 
Mandato,  pidiese  á  la  vez  la  cosa  y  el  precio  por  que  ñié  vendida:  ó  si  deman- 
dando alguno  la  propiedad  de  una  finca,  reclamase  al  mifimo  tiempo  el  derecho 
¿ñ  una  servidumbre  sobre  ella.  En  estos  dos  €»femplos  competen  al  actor  dos  ao- 
eionet:  en  el  1.  ®,  la  eleeoión  de  la  una  "impide"  el  ejeroicio  de  la  otra,  y  en  el 
2.  ^  lo  "hiu»"  ineficaz.  En  igual  caso  se  encontraría  el  que  teniendo  á  su  faver 
un  legado  altemativo  ó  cualesquiera  otras  acciones  de  esta  naturaleza,  deman- 
dase xas  dos  cosas  á  la  vez;  y  el  que  pidiendo  una  herencia  en  concepto  de  hei^ 
déro,  demandase  al  mismo  tiempo  una  eosa  particular  de  ella  c(mio  legatario. 
Su  una  palabra,  no  puede  tener  lugar  la  acumulación  de  acciones  siempre  que 
son  de  tal  naturales^  que  la  eleeoión  de  una  destruye  la  otra,  ó  cuando  esta  Se 
llalla^  comprendida  en  la  anterior,  ó  cuando  la  resolución  ae  la  una  produoe 
«eeneíalmente  excepción  de  cosa  juzgada  Respecto  de  la  otra.  Siempre  que  no 
concurran  estos  inconvenientes,  siempre  que  las  acciones,  aunque  sean  diversa» 
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6  dirigidas  á  fines  diferentes,  no  se  excluyan  ó  seam  contrarías  entre  sí,  pueden 
acumularse  en  una  misma  demanda,  y  también  cuando  puedan  utilizarse  subsi- 
diaría y  condicionalmente:  así,  en  los  casos  antes  indicados,  podrá  pedirse  la 
declaración  de  servidumbre  para  el  caso  de  que  no  se  acceda  á  la  de  la  propie- 
dad de  la  finca,  y  la  del  legado  de  una  cosa  particular  si  no  se  le  turiese  por  he- 
redero. También  puede  pedirse  á  la  vez  la  posesión  y  propiedad  de  una  misma 
cosa  (1),  aunque,  como  aconseja  la  lej[  de  Partida,  es  más  prudente  pedir  prime- 
ro la  posesión,  norque  al  que  sea  vencido  en  ella  le  queda  el  recurso  de  entablar 
luego  el  juicio  cíe  propiedad. 

2.  ^  ^'Cuando  el  juez  que  deba  conocer  de  la  acción  principal  sea  incompeten- 
te, por  razón  de  la  materia  ó  de  la  cuantía  litigiosa,  para  conocer  de  la  acumu- 
lada/'— Esta  disposición  está  basada  en  el  principio  consignado  en  el  art,  54; 
según  el  cual  no  puede  prorogarse  jurisdicción  á  juez,  que  no  lli  tonga  ;jara  co- 
nocer por  razón  de  la  materia  ó  de  la  cantidad  objeto  del  litigio.  £n  estos  casos 
es  radical  la  incompetencia  por  falta  de  jurisdicción  en  el  juez,  como  ya  hemos 
dicho  en  otro  lugar,  y  no  puede-  permitirse  al  actor  la  acumulación  de  acciones 
cuyo  conocimiento  corresponda  á  jurisdicciones  de  distinto  orden  ó  categoría. 
Así,  por  ejemplo,  en  una  demanda  civil  ordinaria  en  que  se  haga  uso  de  una  ac- 
ción reivindicatoría,  no  puede  ejercitarse  simultáneamente,  por  medio  de  la  acu- 
mulación, la  de  nulidad  de  una  venta  de  bienes  del  Estado,  otorgada  por  la  Ha- 
cienda, aunque  ambas  acciones  se  dirijan  contra  una  misma  persona,  porque  el 
juez  de  primera  instancia  es  incompetente  para  conocer  de  la  segunda  ''por  ra- 
zón de  la  materia;"  y  á  una  acción  ejercitada  ante  el  juez  municipal  demandan- 
do el  pago  de  200  pesetas,  no  puede  acumularse  otra  que  el  actor  tenga  sobre  co- 
sa que  valga  más  de  250  pesetas,  porque  dicho  juez  carece  de  jurisdicción  para 
conocer  de  ésta  ''por  razón  de  la  cuantía  litigiosa." 

La  única  excepción  que  tiene  esta  regla  es  la  que  establece  el  art.  155,  por  cu- 
ya razón  debemos  comentarlo  en  este  lugar.  Hemos  leído  en  una  obra  que  se  es- 
tá publicando,  que  "ninguno  de  los  preceptos  que  contiene  este  artículo  era  ne- 
cesario ni  puede  considerarse  acertado,"  y  tan  severa  censura  nos  obilga  á  decir 
algo,  para  demostrar  que  es  inmotivada,  sobre  el  objeto  y  fin  de  esa  disposición, 
en  que  sin  duda  no  se  ha  fijado  el  ilustrado  autor  de  tal  censura.  Sin  esta  cir- 
cunstancia poco  tendríamos  que  decir  i9obre  dicho  artículo,  porque  es  clara  su 
disposición  y  no  creemos  pueda  ofrecer  dificultades  en  la  práctica. 

Sabido  es  que  por  razón  de  la  cuantía  litigiosa  corresponde  á  los  jueces  de 
prinera  instancia  el  conocimiento  de  las  demandas  en  que  se  ejerciten  acciones 
que  deban  ventilarse  en  juicios  de  menor  ó  de  mayor  cuantía,  y  á  los  jueces  mu- 
nicipales el  de  las  que  deoan  ejercitarse  en  juicio  verbal.  Por  esta  razón,  y  coa- 
forme  á  la  regla  2.  ^  del  art.  154,  aquellas  acciones  nunca  podrían  acumularse 
á  éstas,  ni  éstas  á  aquellas.  Pero  en  la  nueva  ley,  con  el  fin  de  disminuir  el  nú- 
mero de  pleitos,  que  es  el  fin  de  las  acumulaciones,  y  teniendo  en  consideración 
que  quien  puede  lo  más  puede  lo  menos,  y  que  los  jueces  de  primera  instancia 
conocen  en  último  grado  v  sin  ulterior  recurso  de  todas  las  acciones  que  deben 
ventilarse  en  juicio  verbal  por  no  exceder  de  250  pesetas  el  valor  de  la  cosa  liti- 
giosa, se  ba  seguido  la  re^la  de  atribuir  á  dichos  jueces  competencia  para  cono- 
cer en  primera  instancia  de  estas  acciones,  siempre  que  se  ejercían  o  deban  de- 
ducirse como  incidentes  ó  consecuencia  de  otro  juicio,  cuyo  conocimiento  les 
^corresponda.  Así  se  halla  establecido  para  los  casos  de  reconvención  y  de  terce- 
ría en  los  artículo«i  63  regla  4.  ^ ,  488  y  542,  en  éste  por  el  hecho  de  declarar  im- 
procedente la  reconvención  en  los  juicios  de  mayor  cuantía  sólo  en  el  caso  de 
que  sea  el  juez  incompetente  "por  razón  de  la  materia,"  y  no  de  la  cuantía  liti- 
giosa. Y  siguiendo  la  misma  regla,  se  declara  en  el  art.  155,  objeto  de  este  co- 
mentario, que  "las  acciones  que  por  razón  de  la  cuantía  de  la  cosa  litigiosa  de- 
ban ejercitarse  en  juicio  verbal,  podrán  acumularse  á  las  de  mayor  ó  menor 
cuantía," 

¿Era  necesaria  esta  declaración?  Tan  necesaria,  como  que  sin  ella  habría  si- 
do ineludible  ejecutar  lo  contrario,  conforme  al  caso  2.  ®  del  art.  154,  que  pro- 
hibe, como  hemos  visto,  la  acumulación  de  acciones  cuando  el  juez,  que^  deba 
oonocer  de  la  principal,  sea  incompetente,  "por  razón  de  la  cuantía  litigiosa," 

(1)  Leyes  27,  tít.  2.  ®.  Part.  3.  «  y  4.  <,  tít,  8.  «.  lib.  11.  Nov.  Rec. 
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para  conocer  de  la  acumulada;  y  como  en  este  caso  se  hallan  los  jueces  de  pri- 
mera instancia  respecto  de  las  acciones  que  deben  ej^citarse  en  juicio  yerbal, 
ea  evidente  que  no  podrían  acumularse  estas  acciones  á  las  de  mayor  ó  menor 
cuantía  si  la  ley  no  lo  permitiera  estableciendo  expresamente  esta  excepción  á 
a  regla  g^eneral, 

¿T  por  qué  no  se  ha  declarado  á  la  res  que  las  acciones  de  menor  cuantía  son 
también  acnmulables  á  las  de  mayor  cuantía?  Por  la  sencillísima  razón  de  ser 
de  todo  punto  innecesario.  A  los  jueces  de  primera  instancia  corresponde  el  co- 
nocimiento de  unas  j  otras  acciones,  j  por  consiguiente,  para  la  acumulación 
de  las  mismas  no  existe  la  incompatibUidad  definida  en  el  caso  2.  ^  del  art.  154, 
ni  tampoco  latdel  caso  3.  ^,  porque  no  son  de  "diferente  naturaleza"  los  juicios 
en  que  ñau  de  ejercitarse,  y  están  por  tanto  comprendidas  en  la  regla  general 
del  153,  sin  necesidad  de  hacer  declaración  expresa  sobre  ello. 

La  única  duda  que  podría  ocurrir  á  consecuencia  de  tales  acumulaciones,  se 
resuelre  en  el  párrafo  2-^  del  mismo  artículo  155.  Cuando  se  acumulen  varias 
acciones  de  menor  cuantía  pudiera  pretenderse,  lo  cual  no  sería  un  absurdo,  aue 
se  dé  al  juicio  la  tramitación  establecida  para  los  de  dicha  clase,  aunque  tooas 
las  acciones  reunidas  den  á  la  cosa  litigiosa  un  valor  que  exceda  de  las  1500  pe- 
setas, que  son  objeto  del  juicio  de  mayor  cuantía;  y  lo  propio  de  las  que  deben 
ventilarse  en  juicio  verbal.  Para  salvar  esta  duda,  se  ordena  en  dicho  párrafo 
2.^^  que  ''en  estos  casos  se  determinará  "la  competencia  del  juez  y  la  clase  de 
juicio  declarativo"  que  haya  de  seguirse,  por  el  valor  acumulado  de  todo  lo  que 
sea  objeto  de  la  demanda."  En  su  virtud,  y  de  lo  que  disponen  los  artículos  4S3, 
484  y  486,  cuando  se  acumulen  varias  acciones,  y  computado  el  valor  de  todo  lo 
que  sea  objeto  de  la  demanda  no  exceda  de  250  pesetas,  será  ésta  de  la  compe- 
tencia del  juez  municipal  y  deberá  ventilarse  en  juicio  verbal;  si  excediendo  de 
dicha  suma,  no  pasa  de  15ÍX)  pesetas,  será  obieto  de  un  juicio  declarativo  de  me- 
nor cuantía,  y  de  la  competencia  por  tanto  del  juez  de  primera  instancia,  aun- 
que ejercitadas  separadamente  las  acciones,  cada  una  ae  ellas  debiera  serlo  en 
juicio  verbal;  y  si  excediese  de  las  1500  pesetas,  el  juicio  será  de  mayor  cuantía 
y  de  la  competencia  también  del  juez  de  primera  instancia.  Esto  respecto  de  la 
competencia  absoluta:  la  relativa,  si  se  la  disputan  dos  jueces  de  la  misma  cla- 
se, se  resolverá  por  las  reglas  que  la  determinan. 

Con  estas  explicaciones  que  demuestran  el  objeto  y  fin  del  art.  155  y  la  inteli- 
gencia que  ha  de  dársele,  nuestros  lectores  juzgarán  si  son  ó  no  necesarias  y 
acertadas  sus  disposiciones.  Y  vamos  al  caso  3.  ^  y  último  del  art.  154,  en  que 
no  pueden  acumularse  las  acciones  por  ser  incompatible  el  ejercicio  simultáneo 
de  fas  mismas. 

3.®  "Cuando,  con  arreglo  á  la  ley,  deban  ventilarse  y  decidirse  las  acciones  . 
en  juicio  de  diferente  naturaleza." — Esta  incompatibilidad  es  manifiesta,  y  se 
funda  en  la  misma  razón  que  se  ha  tenido  siempre  en  la  práctica  para  no  per- 
mitir  la  acumulación  de  autos  de  diferente  clase.  ^  Las  leyes  de  procedimientos 
son  la  jorarantía  de  los  derechos  civiles,  y  no  es  lícito  á  los  litigantes  modificar- 
las, ni  dar  á  los  juicios  sustanciación  distinta  de  la  establecida  por  la  ley,  como 
tendría  que  suceder  si  se  permitiera  la  acumulación  de  acciones  que  deban  ven- 
tilarse en  juicios  de  diferente  naturaleza,  dada  la  imposibilidad  de  sustanciar  á 
la  vez  en  unos  mismos  autos  dos  juicios  con  tramitación  diferente,  como,  por 
ejemplo,  el  ordinario  y  el  ejecutivo. 

Conforme,  pues,  á  dicha  disposición,  pueden  acumularse  en  una  demanda  con> 
tra  una  misma  persona  dos  ó  más  acciones  ordinarias,  dos  ó  más  ejecutivas,  dos 
ó  más  de  interdicto,  etc.;  pero  no  á  una  ordinaria  otra  ejecutiva,  ó  de  interdic- 
to, ni  viceversa,  por  ser  incompatible  su  ejercicio  simultáneo  en  un  sólo  juicio, 
que  es  lo  mismo  que  para  la  acumulación  de  autos  previene  el  art.  164-  Sin  em- 
bar|fo,  si  el  actor  ejercita  como  ordinaria  la  acción  ejecutiva  ó  cualquiera  otra 
de  juicio  especial,  como  puede  hacerlo,  podrá  acumularlas  á  otras  de  aquella 
clase,  pues  en  tal  caso  desaparecerá  la^  incompatibilidad  que  nace  de  la  diferen- 
te naturaleza  de  los  juicios.  Tampoco  existe  esta  incompatibilidad  entre  las  ac- 
ciones de  mayor  ó  menor  cuantía  y  verbales,  pues  aunque  han  de  ventilarse  en 
juicios  de  diferente  clase  ó  procedimiento,  son  de  la  misma  naturaleza,  y  es- 
tá salvada  aquella  diti cuitad  con  la  disposición  del  art.  155,  que  hemos  explicado 
anteriormente. 
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Ko  llenaríamos  cumplidamente^  el  objeto  de  esta  obra,  si  no  indicásemos  el 
procedimiento  que  habrá  de  seg^uirse  para  desestimar  la  acumulación  de  ac- 
ciones en  |cada  uno  de  los  tres  casos  de  incompatibilidad  que  define  el  artícu- 
lo 164. 

En  el  1\  ®  ,  6  sea  cuando  las  acciones  sean  contrarias  entre  sí,  ei  juez  no  po- 
drá prescindir  de  admitir  la  demanda  y  de  dar  al  juicio  la  tramitación  corres- 
pondiente, reservándose  para  definitiya  el  resolver  lo  que  proceda  sobre  la  ac- 
ción acumulada,  que  sea  incompatible  con  la  principal,  ^a  desestimándola,  ya  re- 
serrando  su  derecho  al  actor  para  otro  juicio,  ó  cualquiera  otra  declaración,  de 
suerte  que  no  se  haga  caso  omiso  de  ella,  pues  entonces  faltaría  á  lo  que  previe- 
ne el  art.  359  de  esta  ley.  En  apoyo  de  esta  doctrina  puede  verse  la  sentencia 
del  Tribunal  Supremo  de  25  de  Enero  de  1875.  De  otra  sentencia  del  mismo  l'ri- 
bunal  de  5  de  Marzo  de  1866  pudiera  deducirse  que  en  dicho  caso  procede  la  ex- 
cepción dilatoria  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda;  pero  tén- 
gase presente  ^ue  entonces,  conforme  á  la  ley  de  1855,  se  daba  más  latitud  á  es- 
ta excepción,  limitada  hoy  por  el  art.  533  de  la  actual  al  caso  en  (jue  no  se  lle- 
nen en  la  demanda  los  requisitos  á  que  se  refiere  el  524,  y  sería  improcedente 
einplear  etite  recurso. 

Én  el  caso  2.  ®  ,  si  el  juez  fuese  incompetente  "por  razón  de  la  materia"  para 
conocer  de  la  acción  acumulada,  deberá  practicarse  lo  que  para  caso  igual  orde- 
na el  art.  74,  esto  es,  abstenerse  de  conocer  de  ella,  oído  previamente  el  minis- 
terio fiscal,  previniendo  al  actor  que  respecto  á  dicha  acción  use  de  su  derecho 
ante  quien  corresponda,  y  dar  curso  á  la  demanda  sobre  los  demás  extremos.  T 
si  lo  fuese  por  razón  de  la  cuantía  litigiosa,"  podrá  desde  luego  y  sin  más  trá- 
mites dictar  un  auto  declarándose  incompetente  por  dicho  motivo,  y  ordena  al 
actor  que  respecto  de  la  acción  que  se  halle  en  dicho  caso  use  de  su  derecho  an- 
te quien  corresponda,  como  se  ordena  en  el  art.  491.  Pero  téngase  presente  que 
esto  sólo  podrá  ocurrir  en  las  demandas  que  se  presenten  en  los  juzgados  muni- 
cipales, pues  el  art.  155  atribuye  á  los  de  primera  instatcia  competencia  para 
conocer  ae  toda  clase  de  acciones  acumuladas  cuando  la  cuantía  de  todas  ellas 
exceda  de  250  pesetas,  y  si  no  pasan  de  esta  suma  deberá  ventilarse  la  demanda 
enjuicio  verbal  ante  el  juez  municipal.  También  podrá  ocurrir^  duda  sobre  el 
valor  dado  por  el  demandante  á  todas  ó  al^na  de  las  cosas  litigiosas,  y  en  tal 
caso,  cuando  esto  pueda  alterar  la  clase  de  juicio  declarativo  que  deba  seguirse, 
se  observará  lo  que  disponen  los  arts.  492  y  siguientes. 

Y  en  el  caso  3.®  ,  como  el  juez  tiene  el  deber  ineludible  de  observar  y  hacer 
que  se  observen  las  leyes  dd  procedimiento,  si  estima  que  alguna  de  las  accio- 
nes acumuladas  debe  ventilarse,  con  arreglo  á  la  ley,  en  juicio  de  diferente  na- 
turaleza del  que  haya  propuesto  el  actor,  deberá  dictar  auto  motivado  no  ad- 
mitiendo la  demanda  respecto  de  aquella  acción,  y  reservando  á  la  parte  du  de- 
recho para  gue  la  ejercite  en  el  juicio  correspondiente:  y  si  el  juez  no  lo  acor- 
dara así  y  diese  curso  á  la  demanda,  podrá  el  demandado  promover  sobre  ello 
un  incidente  de  los  comprendidos  en  el  art.  744. 

Cualquiera  de  los  autos  que  quedan  indicados  será  apelable  en  ambos  efec^ 
tes  dentro  de  cinco  días,  conforme  á  los  artículos  382  y  384,  y  á  los  ya  citados 
74  y  491. 

Articulo  156. 

Podrán  acumularse  j  ejercitarse  simultáDeamente  las  acciones 
que  uno  tenga  contra  rarios  individuos,  ó  varios  contra  uno, 
siempre  que  nazcan  de  un  mismo  titulo  ó  se  funden  en  una  mis- 
ma causa  de  pedir. 

CSon  un  ejemplo  se  entenderá  mejor  este  artículo.  Supongamos  un  cráditoiper- 
■onal:  muere  el  deudor,  y  la  obligaeión  de  pagarlo  ae  divide  entre  sus  heredero»: 
el  acreedor  tiene  acción  contra  cada  uno  de  éitos  y  puede  demanaarleí  indiri* 
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dnalmente  la  parte  del  crédito  de  que  eada  uno  deba  responder;  pera  puede 
aooomlar  estas  acciones  ei'ercitándoias  en  una  sola  demanda  contra  todos  los 
herederos,  porque  naoen  oe  un  mismo  título  y  se  fundan  en  una  nkisma  causa 
de  pedir.  For  la  propia  razón,  si  falleoe  el  acreedor,  y  se  diyide  el  crédito  entre 
sus  herederos,  cada  uno  de  éstos  puede  ejercitar  contra  el  deudor  la  acción  que 
le  corresponde  para  pedir  la  parte  del  crédito  que  le  haya  sido  adjudi<»da;  pe- 
ro también  pueden  reunirse  todos  y  acumular  sus  acciones  en  una  misma  de- 
manda contra  el  deudor  común.  Fuera  de  los  casos  en  que  las  acciones  se  fun- 
den en  un  mismo  título  ó  causa  de  pedir,  no  pueden  acumularse  las  que  varios 
individuos  tengan  contra  uno,  ó  uno  contra  varios,  porque  falta  la  identidad  de 
cosas  y  de  acciones,  que  es  uno  de  los  requisitos  inaispensables  para  la  acumu- 
lación, y  lejos  de  simplificar,  se  complicaría  el  procedimiento.  De  acuerdo  con 
esta  doctrina  está  la  establecida  por  el  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  casa- 
ción de  5  de  Marzo  de  1866  y  25  de  Eneio  de  1875. 


Artículo  157. 

No  se  permitirá  la  acumulación  de  acciones  después  de  contes- 
tada la  demanda,  quedando  á  salvo  el  derecho  del  actor  para  ejer- 
citarlo en  el  juicio  correspondiente. 

Artículo  158. 

Si  antes  de  la  contestación  se  ampliase  la  demanda  para  acu- 
mular nuevas  acciones  á  las  ya  ejercitadas,  el  término  para  con- 
testar se  contará  de  nuevo  desde  el  traslado  del  escrito  de  am- 
pliación. 

Aunque  la  acumulación  de  autos  puede  pedirse  en  cualquier  estado  del  pleito 
intes  de  la  citación  para  sentencia,  como  se  ordena  en  el  art.  163,  la  de  accio- 
nes no  puede  utilizarse  sino  en  la  demanda  ó  antes  de  la  contestación.  Esta  era 
doctrina  corriente,  admitida  por  los  prácticos  y^  por  la  jurisprudencia^  y  ahora 
precepto  leeal,  puesto  que  el  artículo  157  previene  que  no  se  permitirá  dicha 
acumulación  después  de  contestada  la  demanda.  Con  la  contestación  queda  en- 
tablado el  debate  judicial,  y  después  de  ella  no  pueden  deducirse  nuevas  preten- 
siones. Además,  el  ejercicio  de  fa  nueva  acción  equivaldría  á  una  nueva  deman- 
da que  existiría  nueva  contestación  y  nuevas  pruebas,  lo  cual,  en  vez  de  simpli- 
ficar y  hacer  menos  dispendiosos  los  litigios,  que  Cb  la  razón  económica  de  las 
acumulaciones,  produciría  naturalmente  el  efecto  contrario. 

Por  estas  consideraciones  creemos  conveniente  y  justa  la  disposición  de  dicho 
artículo,  con  la  cual  ningún  peri'uicio  puede  ocasionarse  al  actor,  pues  además 
de  ser  suya  la  culpa  ó  imprevisión  de  no  haber  acumulado  en  su  demanda  cuan- 
tas  acciones  compatibles  tuviera  contra  el  demandado,  le  queda  á  salvo  su  de- 
recho para  ejercitar  en  otro  juicio  la  acción  no  acumulada.  T  en  cuanto  al  de- 
mandado, también  le  queda  á  salvo  el  suyo  para  pedir,  si  le  conviene,  la  acu- 
mulación de  los  autos,  si  entiende  que  son  acumulables  ambas  demandas  por 
concurrir  los  reouisitos  exigidos  para  ello  por  los  artículos  161  y  162. 

£1 158,  sesudo  de  este  comentario,  tiene  por  objeto  resolver  dudas  y  dificul- 
tades que  habían  ocurrido  en  la  práctica.  En  algunos  casos  en  que  se  amplió  la^ 
demanda,  antes  de  la  contestación,  para  adicionarla  acumulando,  por  ejemplo»  á 
la  acción  reivindicatoria,  deducida  en  aquella,  la  de  nulidad  de  una  enajenación 
de  la  misma  finca,  suscitóse  incidente  sobre  si  era  procedente  tal  amplicación, 
j  caso  de  serlo,  si  debía  considerarse  como  una  nueva  demanda,  y  por  consi- 
guiente como  desistimiento  de  la  anterior,  y  ser  condenado  el  actor  en  todas  las 
costas  hasta  entonces  causadas.  La  nueva  ley  ha  puesto  término  á  estas  con- 
tiendas declarando  que,  mientras  no  se  haya  presentado  la  contestación  á  la  de- 
manda, puede  esta  ser  ampliada  para  acumular  nuevas  acciones  á  las  ya  ejerd-^ 
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tadas,  y  que  en  este  caso  el  término  para  contestar  se  contará  de  nuevo  6  empeza- 
rá á  correr  desde  el  traslado  del  escrito  de  ampliación,  esto  es,  desde  que  se  notifi- 
que al  demandado  la  proyidencia  teniendo  por  ampliada  é  adicionada  la  de- 
manda y  dándole  traslado  con  entrega  de  la  copia  del  escrito,  que  deberá  acom- 
pafiarse,  conforme  al  art.  515.  Establecido  el  procedimiento  por  la  ley,  las  pro- 
yidencias  ^ue  recaigan  serán  de  mera  tramitación,  y  no  hay  pretexto  para  ijro- 
moTOr  incidentes  ni  para  condenar  en  las  costas  antici;  adámente,  sin  perjuicio 
de  resolrer  en  defínitiya  lo  que  proceda. 

Artículo  159. 

Las  acumulación  de  acciones,  cuando  proceda  y  se  utilice  opor- 
tunamente por  el  actor,  producirá  el  efecto  de  discutirse  todas  en 
un  mismo  juicio  y  resolverse  en  una  sola  sentencia. 

Este  artículo  atribuye  á  la  acumulación  de  acciones  el  mismo  efecto  que  el 
186  á  la  de  autos;  el  deque  se  discutan  todas  en  un  mismo  juicio  y  se  resuelTan  ' 
en  una  sola  sentencia.  Éste  ei  á  la  yez  el  fin  que  se  propone  el  litigante  que  uti- 
liza ese  remedio  legal,  y  la  razón  de  autorizarlo  la  ley,  pues  de  ese  modo  dos  6 
más  pleitos  se  reducen  á  uno  con  economía  de  tiempo  y  ae  gastos.  No  solo  por 
lo  que  dispone  este  artículo,  sino  también  por  lo  que  ordena  el  359,  en  la  sen- 
tencia deben  hacerse  las  declaraciones,  que  exijan  todas  y  cada  una  de  las  accio- 
nes acumuladas,  cuando  hayan  sido  propuestas  y  discutidas  oportunamente  en 
el  pleitoj  y  si  no  se  pudiera  fallar  sobre  alguna  de  ellas  por  ser  incompatible  con 
la  principal,  se  llenará  lo  dispuesto  en  dichos  artículos  haciendo  esta  declara- 
ción, ó  reseryando  á  la  parte  su  derecho  para  otro  juicio,  como  tiene  declarado 
el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  25  de  Enero  de  1875. 


SECCIÓN  SEGUNDA. 

DE  LA    ACUMULACIÓN  DE    AUTOS. 

Artículo  160. 

La  acumulación  de  autos  sólo  podrá  decretarse  á  instancia  de 
parte  legitima. 

Lo  serán  para  este  efecto  los  que  hayan  sido  admitidos  como 
partes  litigantes  en  cualquiera  de  los  pleitos  cuya  acumulación 
se  pretenda. 

Aunque  interesa  á  la  sociedad  evitar  las  multiplicación  y  gastos  de  los  pleitos, 
ese  interés  es  indirecto,  y  debe  estar  áubordinado  al  de  los  particulares,  que  son 
los  interesados  principal  y  directamente  en  el  negocio,  y  á  cuya  justicia  pudiera 

Serjudicar  la  acumulación.  Por  esto  se  ordena  con  razón  en  el  primer  párrafo 
el  presente  artículo,  igual  al  156  de  la  ley  de  1855,  que  "la  acumulación  de  au- 
tos sólo  podrá  decretarse  á  instancia  de  parte  Tegítima;"  y  paraeritar  todo  moti- 
To  de  duda  sobre  este  particular,  se  ha  adicionado  el  párrafo  2,  ^,  por  el  cual  se 
declara  que  serán  "parte  legítima"  para  dicho  efecto,  no  los  gue  tengan  interés  en 
la  acumulación,  sino  solamente  "los  que  hayan  sido  admitidos  como  partes  liti- 
gantes en  cualquiera  de  los  pleitos  cuya  acumulación  se  pretenda."  De  suerte 
ue  el  interesado  en  los  pleieos  no  puede  pedir  la  acumulación,  aunque  haya  si- 
lo emplazado,  mientras  no  se  persone  en  forma  y  se  le  tenga  por  parte  legítima. 
¿Podrá  decretarse  "de  oficio  la  acumulación  de  autos  en  algún  caso?  Los  que 
opinan  por  la  afirmativa  se  fundan  en  lo  que  está  prevenido  para  los  juicios  uni- 
Tersales  de  ab-intcstato,  testamentarias,  concursos  y  quiebras,  sin  tener  en  cuen- 
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ta  que  con  ello  no  hace  otra  cosa  la  ley  que  determinar  las  causas  porque  en 
tales  casos  deberá  decretarse,  pero  dejando  á  salyo  el  principio  de  que  sólo  puede 
acordarse  á  instancia  de  parte.  Tanto  es  así,  ciue  en  los  casos  en  que  podría  ha- 
ber duda  sobre  quien  sea  parte  legítima  en  dichos  juicios  para  pedir  la  acumu- 
lación, lo  determina  expresamente,  como^  puede  Terse  en  los  artículos  1,004  y 
1,187.  No  insistimos  en  esto  porque  no  tiene  importancia  ni  puede  dar  lugar  á 
dudas:  la  disposición  del  artículo  160  es  clara  y  terminante,  y  sí  para  un  caso 
esnecial  hubiere  ordenado  la  ley  otra  cosa,  sería  una  excepción  de  la  regla  gene- 
ral que  en  este  artículo  se  establece. 

Artículo  161. 

Las  causas  porque  deberá  decretarse  son:  < 

1?  Cuando  la  sentencia  que  haya  de  dictarse  en  uno  de  los 
pleitos  cuya  acumulación  se  pida,  produzca  excepción  de  cosa 
juzgada  en  el  otro. 

2*  Cuando  en  Juzgado  competente  haya  pendiente  pleito 
sobre  lo^  mismo  que  sea  objeto  del  que  después  se  baya  promo- 
vido. 

3^  Cuando  haya  un  juicio  de  concurso  ó  de  quiebra,  al  que  se 
halle  sujeto  el  caudal  contra  el  que  se  haya  formulado  ó  formule 
cualquier  demanda. 

4^  Cuando  haya  un  juicio  de  testamentaría  ó  ah-intestato  al 
que  se  halla  sujeto  el  caudal  contra  el  que  se  haya  formulado  ó 
se  formule  una  acción  de  las  declaradas  acumulables  á  estos  jui- 
cios. 

5!  Cuando  de  seguirse  separadamente  los  pleitos,  se  divida  la 
continencia  de  la  causa 

Artículo  162. 

Se  entiende  dividirse  la  continencia  de  la  causa,  para  los  efec- 
tos de  la  disposición  que  contiene  el  párrafo  último  del  articulo 
anterior; 

V.  Cuando  haya  entre  los  dos  pleitos  identidad  de  personas,  co- 
S98  y  acción. 

2?  Cuando  haya  identidad  de  personas  y  cosas,  aun  cuando  la 
acción  sea  diversa. 

8?  Cuando  haya  identidad  de  personas  y  acciones,  aun  cuando 
las  cosas  sean  distintas. 

4?  Cuando  las  acciones  provengan  de  una  misma  causa,  aun- 
que se  den  contra  muchos  y  haya,  por  consiguiente,  diversidad  de 
personas. 

5^  Cuando  las  acciones  provengan  de  una  misma  causa,  aunque 
sean  diversas  las  personas  y  las  cosas. 

6?  Cuando  haya  identidad  de  acciones  y  de  cosas,  aunque  las 
personas  sean  distintas. 

Batos  dos  artículos  concuerdan  literalmente  con  los  157  y  158  de  la  ley  de 
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jl855»  y  como  la  doctrina  que  expasimos  al  comentarlos  en  nuestra  obra  an- 
terior no  ha  sufrido  modificación,  nos  limitaremos  á  reproducirla,  con  las  refe- 
rencias correspondientes  á  la  nuera  ley  y  cita  de  algunas  sentencias  del  Tribu- 
nal Supremo,  y  suprimiendo  lo  que  ya  no  sea  de  utilidad  práctica. 

La  acumulación  de  autos  no  puede  ni  debe  ser  arbitraria;  no  basta  que  sea  so- 
licitada pK>r  parte  iMfítima,  come  ordena  el  artículo  100,  para  que  el  juez  la  de- 
crete; es  indispensable  que  concurra  alguna  causa  que  la  justifique  y  la  haffa 
necesaria.  No  podemos  buscar  el  origen  legal  de  estas  causas  en  la  legislación 
antigua,  porque,  come  hemos  dicho  en  la  ''introducción''  de  este  titulo,  no  se 
encuentra  en  nuestros  códigos  disposición  alpruna  que  trate  expresamente  de  la 
acumulación  de  autos;  pero  las  tenía  establecidas  la  jurisprudencia,  siguiendo  la 
doctrina  de  nuestros  autores  prácticos,  tanto  antiguos  como  modernos.  La  ma- 
yor parte  de  ellos  fijan  cuatro  casos,  en  los  cuales  debe  decretarse  la  acumula- 
ción: 1.  ^,  cuando  la  decisión  de  uno  de  los  dos  pleitos  puede  servir  de  "excep- 
ción de  cosa  juzgada"  en  el  otro;  2.  ®,  por  razón  de  "litis-pendencia,"  que  es 
cuando  se  promuevan  dos  pleitos  con  un  mismo  objeto;  3.  ® ,  en  los  "juicios  uni- 

.  veraales"  que  atraen  á  sí  todos  los  particulares;  y  4.  ®,  cuando  de  seguirse  los 
piel  LOS  separadamente  puede  dividirse  "la  continencia  de  la  causa."  Algunos 
autores  reducen  á  la  litis-pendencia  y  continencia  de  la  causa  los  cuatro  casos 
antedichos,  y  otros,  no  sin  razón,  sostienen  que  la  acumulación  de  autos  está 
siempre  fundada  en  la  necesidad  de  evitar  que  se  divida  la  continencia  de  la  cau- 
sa, en  cuyo  caso  consideran  comprendidos  los  otros  tres  antes  enumerados. 

De  poca  utilidad  nos  sería  entrar  en  el  examen  crítico  do  estas  opiniones, 
puesto  que  en  último  término  todas  convienen  en  unas  mismas  causas  como  de- 
terminantes de  la  acumulación  de  autos;  causas  que  la  nueva  ley  autoriza  con 
su  sanción,  viniendo  asi  á  convertir  en  precepto  legal  lo  que  la  jurisprudencia 
tenía  admitido  como  conveniente.  Estas  causas  se  enumeran  circunstanciadamen- 
te en  los  dos  artículos  que  estamos  comentando,  sin  dejar  su  apreciación  al  ar- 
bitrio judicial.  Siempre  que  concurra  cualquiera  de  ellas  y  lo  solicite  parto  le- 
gítima, aunque  la  otra  se  oponga,  el  juez  está  obligado  á  mandar  la  acumulación: 
"deberá  decretarla,"  como  dice  el  artículo  161;  y  debe  hacerlo  única  y  exclusiva- 
menta  por  las  causas  que  la  ley  menciona,  y  no  por  nin;?unca  otra,  pues  la  in- 
clusión de  ellas  supone  la  exclusión  de  todas  las  dcnián  (1).  E-tas  cansas  son  las 
siguientes: 

1.  **  **Cuando  la  sentencia  que  haya  de  dictarse  en  uno  de  los  pleitos,  cuya 
acumulación  se  pid:,  produzca  excepción  de  cosa  juzgada  en  el  otro." — La  verdad 
legal,  lo  mismo  que  la  moral  y  la  física,  no  puede  ser  más  que  ima:  en  cada  ne- 
gocio, aquella  verdad  resulta  de  la  cosa  juzgada;  interesa  por  tanto  á  la  sociedad 
y  al  prestigio  de  los  tribunales  que  no  aparezcan  dos  cosas  juzgadas  en  sentido 
contrario,  ó  que  so  rechacen  y  excluyan  mutuamente,  ^i  se  promueve  un  pleito 
sobre  nulidad  de  un  testamento,  por  ejemplo,  y  en  otro  se  reclama  un  legado 
hecho  en  eso  mismo  testamento,  como  el  legado  quedará  sin  efecto  si  se  declara 
dicha  nulidad,  es  evidente  qne  esta  declaración  ha  de  producir  la  excepción  de 
cosa  juzgada  en  el  otro  negocio;  y  para  evitar  que  puedan  dictarse  sentencias 
que  se  excluyan  mutuamente,  es  necesaria  la  acumulación  do  los  autos  en  este 
caso,  y  lo  mismo  en  otros  muchos  quo  pudieran  citarse.  Mas  téngase  presente 
que,  para  que  proceda  dicha  acumulación,  es  indirpcnsaMe  que  ambos  pleitos  se 
hallen  pendientes  en  una  misma  instancia,  según  los  artículos  163  y  165:  si  es- 
tuviese terminado  alguno  do  ellos,  entonces  ya  no  procederá  la  acumulación,  si- 
no la  excepción  perentoria  de  "cosa  juzgada;"  y  si  &o  hallaren  en  diferentes 
instancias,  sólo  podrá  utilizarse  la  excepción  de  "liíis-peridencia." 

2,*^  "Cuando  en  juzgado  competente  haya  penflicDie  pleito  sobro  lo  mismo 
que  sea  objeto  del  que  después  se  haya  promovido." — Si  í-e  .siguieran  dos  pleitos 
con  un  mismo  objeto,  podría  muy  bien  suceder,  con  moiTC^ua  de  la  administra- 
ción de  justicia  y  del  prestigio  de  los  tribunales,  que  en  el  uno  se  absoMesey  en 
el  otro  se  condonase  al  demandado.  Para  evitar  este  grave  inconveniente,  y  la 


(1)  La  acumulación  de  autos  no  puede  decretarse  sino  por  las  causas  taxativa- 
mente señaladas  en  los  artículos  157  y  158  (hoy  161  y  162)  de  la  Isy  do  Enjuicia- 
miento civil.  ("Sent.  del  Tribunal  Supremo,  en  comp.  do  31  de  Diciembre  de 
1869.") 
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imposibilidad  de  ejecutar  dos  sentencias  contrarias,  manda  la  ley  que  el  jues  en 
tal  caso  deba  decretar  la  acumulación  de  los  autos,  si  la  pide  parte  legítima.  K6- 
tese  que  no  exige,  ni  podía  exi^r,  que  en  los  dos  pleitos  se  haya  hecho  uso  de  upa 
misma  acción,  o  que  sean  idénticas  las  demandas;  bastan  que  versen  sobre  un  mis- 
mo objeto,  aunque  se  pida  por  medio  de  acciones  diferentes.  Si  uno  pide  en  un 
juicio  la  nulidad  de  una  yenta,  y  en  otro  la  rescisión  de  este  contrato  por  lesión 
enormísima,  ó  si  en  el  uno  se  reclama  por  acción  personal  el  pago  de  mil  duros, ' 
y  en  el  otro  se  pide  lo  mismo,  pero  haciendo  uso  de  la  acción  real  contra  el  que 
posea  la  finca  especialmente  hipotecada  á  la  seguridad  de  la  deuda,  en  uno  y  otro 
caso  ambos  pleitos,  tienen  un  mismo  objeto»  que  es  el  de  que  quede  sin  efecto  la 
renta  en  el  primero,  y  el  cobro  de  los^  mil  duros^  en  el  s^fundo:  el  juez,  por  lo 
tanto,  deberá  decretar  la  acumulación,  si  la  pide  el  demandado,  quien  podrá 
elegir  entre  este  recurso  y  el  de  utilizar  como  dilatoria  la  excepción  de^  "litis- 
pendencia,''  que  también  le  concede  la  ley  (artículo  533.)  Exige  ésta  asimismo 
que  los  pleitos  pendan  en  juzgado  competente;  si  alguno  de  los  jueces  no  fuese 
competente,  el  recurso  que  entonces  procede  es  el  de  la  declinatoria  ó  la  inhibi- 
toria, esto  es,  promorer  la  cuestión  de  competencia,  más  ñola  acumulación 
ftropiamente  dicha,  aunque  el  últiipo  resultado  siempre  será  la  agregación  de 
os  procesos. 

3,  *  "Cuando  haya  un  juicio  dé  concurso  ó  de  quiebra,  al  que  se  halle  sujeto 
el  caudal  contra  el  que  se  haya  formulado  ó  formule  cualquier  demanda." — La 
naturaleza  de  los  juicios  universales  exige  que  se  ayoquen  á  ellos  cuantas  recla- 
maciones puedan  deducirse  contra  el  caudal  qu  3  sea  objeto  de  los  mismos:  así 
lo  teaía  establecido  la  jurisprudencia  antigua,  y  eso  mismo  sanciona  la  nueya 
ley.  Al  juicio,  pues,  de  concurso  han  de  acumiílarse  todas  las  demandas  deduci- 
das ó  que  se  deítuzcan  contra  el  caudal  concursado,  á  fin  de  que  pueda  graduarse 
en  una  misma  sentencia  el  lugar  que  cada  una  haya  de  ocupar  para  su  satisfac- 
ción. Para  que  por  esta  causa  tenga  lugar  la  acumulación,  no  oasta  qpe  el  deu- 
dor haya  solicitado  quita  6  espera,  ó  que  se  haya  pedido  la  formación  del  con- 
curso; es  necesario  que  éste  haya  de  sido  declarado  judicialmente,  como  lo  dispone 
el  artículo  1173,  y  lo  había  declarado  el  tribunal  Superno  en  sentencias  de  com- 
petencia de  13  de  Diciembre  de  1853,  27  de  Mayo  de  1854  y  19  de  Diciembre  de 
1874.  Véanse  además  los  artículos  1135,  1186,  1187  y  1319,  por  la  relación  que 
tienen  con  la  causa  3.  <^  que  estamos  examinando. 

4,  **  "Cuando  haya  un  juicio  de  testamentaría  ó  ab-intestato,  al  que  so  halle 
sujeto  el  caudal  contra  el  que  se  haya  formulado  ó  se  formule  una  acción  de  las 
declaradas  acumulablee  á  estos  juicios." — La  jurisprudencia' tenía  también  ad- 
mitido el  principio  qua  sanciona  esta  regla;  pero  en  su  aplicación  solían  ocurrir 
dudas  y  dificultades,  á  Us  cuales  ha  puesto  término  la  nueya  ley,  i  designando 
expresamente  los  casos  en  que  procede  la  acumulación  de  otros  autos  al  juicio 
universal  de  testamentaría  ó  de  ab-intestato.  l>ta  ncumulación  no  puede  hacer- 
se de  todas  las  demandas  que  se  deduzcan  contra  oi  <Mii''al,  sino  Holamcti^o  cíelas 
declaradas  acumulahles  á  estos  juicios,  -t-uja  declaraiiihi  su  iiace  en  el  artículo 
1003.  Véase,  como  también  el  1004. 

5,  ^  "Cuando  de  seguirse  separadamente  los  plí^¡ro«<,  ne  divida  la  continencia 
de  la  causa." — Por  "continencia  de  la  causa"  so  entiende  la  unidad  y  conexión 
que  deben  existir  en  todo  juicio  relativamente  á  la  acción,  á  la  cosa  litigiosa,  á 
la  persona  del  juez,  á  la  do  los  litigantes,  á  los  trámites  y  al, fallo  definitivo. 
Cuando  entre  dos  pleitos  existe  tal  analogía  que,  de  seguirse  por  separado,  se  que- 
brantaría, se  destruiría  esa- unidad  y  conexión,  se  dice  que  **se  divide  la  continen- 
cia de  la  causa";  y  para  evitar  los  inconvenientes  que  de  aquí  se  seguirían,  y  el 
peligro  de  que  se  pronuncien  fallos  contradictorios,  debe  decretarse  la  acumula- 
ción do.  los  autos  que  tengan  entre  sí  dicha  unidad,  conexión  ó  analogía. 

Todos  los  autores  prácticos  que  han  tratado  estamatoria,  fijan  seis  casos,  en 
los  cuales  hay  continencia  de  causa,  y  debe  por  lo  tanto  verificarse  la  acumulm- 
ción  de  los, autos  para  (juo  ésta  no-se  divida.  La  nueva  ley  ha  autorizado  con  su 
sanción  esos  mismos  seis  casos  admitidos  por  la  jurisprudencia,  fijándolos  en  el 
artículo  162.  Son  los  siguientes: 

1.°  "Cuando  haya  éntrelos  dos  pleitos  identidad  de  personas,  cosas  y  ac- 
ción.!'—Esto  es,  cuando  en  ambos  pleitos  litigan  las  mismas  personas,  se  de- 
manda una  misma  cosa  y  se  ha  hecho  uso  de  una  misma  acción.  Si  las  acciones 
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faesen  diferentes,  aunque  encaminadas  á  un  mismo  objeto,  entonces  el  caso  es- 
taría comprendido  en  la  causa  sesuda  antes  expuesta.  Existe  tal  analogía  y 
semejansa  entre  estos  casos,  que  bien  se  les  puede  considerar  idénticos;  y  poca 
6  ninguna  utilidad  resultaría  de  empeñarse  en  distinguirlos,  toda  rez  que  pro- 
ducen el  mismo  efecto,  cual  es  la  acumulación  de  los  autos.  Por  lo  demás,  está 
justificado  el  .precepto  de  la  ley,  pues  todo  el  mundo  comprende^  que  sería  una 
monstruosidaa  permitir  que  se  siguieran  dos  pleitos  sobre  una  misma  cosa  y  en- 
tre las  mismas  personas. 

2.  ®  "Cuando  haya  identidad  de  personas  y  cosas^^  aun  cuando  la  accién  sea 
diyersa." — £sto  sucedería,  por  ejemplo,  si  uno  ejercitase  en  un  pleito  la  acción 
petitoria,  y  en  otro  demandase  la  posesión  de  la  misma  finca,  dirigiendo  ambas 
acciones  contra  una  misma  persona. 

3.®  "Guando  ha^a  identidad  de  personas  y  acciones,  aun  cuando  las  cosas 
sean  distintas." — Si  uno  demandase  á  otro  el  pago  de  mil  duros,  por  ejemplo,  y 
en  otro  pleito  le  reclamase  la  entrega  de  doscientas  íanegas  de  trigo,  haciendo 
uso  en  ambos  juicios  de  la  acción  personal,  tendría  lugar  el  caso  de  que  se  tra- 
ta, y  de  consiguiente  procedería  lo  acumulación,  pues  aunque  son  distintas  las 
cosas  demandadas,  hay  identidad  de  personay  y  de  acciones,  por  ser  unas  mis- 
mas tanto  aquellas  como  éstas. 

4.^  "Cuando  las  accciones  prorengan  de  una  misma  causa,  aunque  se  den 
contra  muchos,  y  haya  por  consiguiente  dirersidad  de  personas.";— Este  caso  su- 

Sone  que  las  cosas  han  ae  ser  las  mismas,  á  diferencia  del  siguiente,  en  el  que 
eben  ser  diyersas.  Si  el  propietario  de  una  finca,  por  ejemplo,  la  arrendase  á 
rarios  colonos  por  indiriso  ó  en  camún  y  en  un  mismo  contrato,  es  eridento  que 
se  faltaría  á  la  continencia  de  la  causa  si  aquel  en  juicio  separado  se  dirigiese 
contra  cada  uno  de  éstos  en  demanda  del  precio  del  arriendo,,  aunque  sólo  fuese 
por  la  parte  que  correspondiera  á  cada  uno  de  ellos  proporcionalmente^pues  en- 
tonces las  acciones  procederían  de  una  misma  causa  y  de  una  misma  cosa,  y  los 
autos  deberían  acumularse  á  pesar  de  ser  dirersas  las  personas.  Pero  si  cada  co- 
lono recibió  en  arriendo  una  parte  determinada  de  la  finca,  ó  una  finca  diferen- 
te, aunque  todos  se  hubiesen  obligado  en  un  mismo  instrumento,  no  podrían 
ser  considerados  en  el  caso  de  que  se  trata,  en  razón  á  que  la  obligación  de  cada 
uno  es  independiente  de  la  de  los  demás,  y  aun  cuando  las  causas  y  cosas  de  de- 
ber sean  análogas,  no  son  unas  mismiis.  En  este  y  en  otros  casos  semejantes,  la 
obligación  de  cada  deudor  es  independiente  de  la  ae  los  otros;  cada  uno  debe  por 
causa  diferente,  aunque  análoga,  y  el  acreedor  estará  en  su  derecho  demandan- 
do á  cada  uno  en  juicio  separado,  sin  que  pueda  tener  lugar  la  acumulación  de 
los  autos,  porque  las  acciones  en  realidad  noprorienen  de  una  misma  causa.  Ifó- 
tese  <][ue  esto  caso,  lo  mismo  que  el  siguiente,  no  exige  que  las  acciones  scMín 
idénticas;  basta  que  prorengan  de  una  misma  causa,  y  por  tanto,  cuando  yarias 
personas  detentaren  una  cosa  perteneciente  á  otro,  y  éste  en  yirtud  del  derecho 
de  dominio  reclamase  la  posesión  de  ella  contra  unos,  y  en  juzgado  diferente  la 
propiedad  contra  otros,  los  autos  deberán  acumularse  como  comprendidos  en  es- 
te  caso  4.  ^ ,  pues  aunque  las  acciones  son  diferentes,  proyienen  de  una  misma 
causa,  cual  es  el  dominio,  yersan  sobre  una  misma  cosa  y  se  dan  contra  muchos. 
Este  caso  4.  ^  de  acumulación  de  autos  es  igual  á  la  causa  que  determina  para 
la  de  acciones  el  art.  156. 

5.  *  "Cuando  las  acciones  proyen^fan  de  una  misma  causa,  aunque  sean  diyer- 
sas l«s  personas  y  las  cosas.'^— Se  diferencia  este  caso  del  anterior,  como  ya  he- 
mos notado,  en  que  las  cosas  son  idénticas  en  aquél  y  en  éste' diferentes.  Suce- 
derá así,  por  ejemplo,  cuando  por  la  acción  de  tutela^  habiendo  sido  muchos  los 
tutores,  se  les  demanden  cosas  diferentes,  pertenecientes  al  menor;  ó  cuando 
siendo  yarios  los  herederos  de  otro,  cada  uno  de  ellos  en  tal  concepto  demanda- 
se una  cosa  diyersa  de  una  misma  persona,  y  al  contrarío,.  En  cada  uno  de  es- 
tos casos,  aun  cuando  se  haga  uso  de  acciones  diferentes,  todas  pioyienen  de  urna 
misma  causa,  y  aunque  son  diyersas  las  persoaas  j  las  cosas,  los  autos  }>or  aque- 
lla razón  deben  acumularse  á  fin  de  ^ue  no  se  diyida  la  continencia  de  la  causa. 

6.  "Cuando  haya  identidad  de  acciones  y  de  cosas,  aungue  las  personas  sean 
distintas." — En  este  caso  están  comprendidos  los  juicios  diyisoríos  ó  dobles,  co- 
mo les  llamaron  los  romanos.  Si  una  cosa  perteneciese  en  común  á  muchos,  y 
uno  de  los  duefios  pidiese  la  diyisión,  ó  intentase  cualquiera  otra  reclamación 
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Bobre  ella  en  im  juzgado,  j  otro  de  aquellos  dedujese  igual  solicitud  en  otro,  6 
ea  expediente  separado,  como  que  se  trata  de  una  sola  cosa  y  de  una  misma  ao- 
fkón,  si  no  se  acumulasen  les  autos,  se  dñridiría  la  continencia  déla  causa.  En 
igual  caso  se  encuentran  las  obügacioDes  solidarias;  si  dos  ó  más  personas  se 
hubiesen  obligado  maneliDtunada  6  solidariamente  al  pago  de  una  cantidad,  j 
d  acreedor  dirigiera  «u  áecidn  para  el  cobro  por  el  toido,  6  por  ia  parte  que  á 
proratH  le  correspondiese,  contra  uno  de  los  óbligndos,  é  hiciera  lo  mismo  en 
jucgado  6  pleito  düerente  contra  otro,  procedería  la  acumulación  de  estos  autos, 
como  comprendidos  en  el  caso  de  que  estamos  tratando.  No  así  cuando  la  obli- 
gación no  fuese  solidaria,  aunque  todos  los  deudores  se  bubiesen  obligado  en 
una  misma  escritura:  en  tal  caso,  como  cada  uno  no  resporde  más  que  de  su 
deuda  particular,  cada  obligación  es  independiente  y  dirersa  de  la  otra,  y  por  lo 
tanto  cada  uno  de  los  deudores  puede  y  debe  ser  demandado  ante  su  juez  compe- 
tente, como  antes  hemos  dicho  respecto  de  los  arrendatarios,  cuyo  caso,  aunque 
lo  hemos  comprendido  en  el  4.  ® ,  también  puede  comprenderse  en  el  presente, 
pues  la  diferencia  que  hay  entre  ellos  es  más  metafísica  que  real. 

Hemos  examinado  todos  los  cAsos  en  que,  con  arreglo  á  los  artículos  que  esta- 
mos comentando,  debe  decretársela  acumulación  de  autos.^  No  estará  de  más  ad- 
rertir  que  en  todos  ellos  se  da  por  supuesta  la  competencia  del  ities  para  cono- 
cer de  los  autos  que  se  acumulen,  pues  no  teniénd<irs,  existiría  ía  incomiatibi- 
lidad  que  se  declara  en  el  núm.  2.  ^  del  art.  154  pura  la  acumulación  de  acciones 


Artículo  163. 
í 
La  fteumulación  puede  pedirse  en  cimlqmer  estado  del  pleito 
antes  de  la  citación  para  sentencia  defii>[tiva. 

Artículo  164. 

Son  ácümnliftbles  entre  sí  los  juicios  ordinarios,  los  ejecutivos, 
los  interdictos,  j  en  general  los  que  sean  de  la  misma  clase,  siem- 
pre que  ooQourra  alguna  de  las  causas  apresadas  en  el  art.  161. 

Artículo    1^5, 

No  son  acumulabíes  los  autos  ^que  esturier^i  en  diferentes 
instanoiuff,  ni  los  ordinarios  que  estén  conclusos  para  sentencia. 

Arttoulo  166. 

No  procederá  la  acumalación  de  los  juicios  ejecutivos  eiitre  sí, 
ni  á  un  juicio  universal,  cuando  sólo  se  persigan  los  bienes,  hipo- 
tecados, salvo  el  caso  previsto  en  el  artículo  133  de  la  Lej  hipo- 
tecaria. 

Artículo  167. 

£n  dichos  juicios  ejecutivos  no  será  obstáculo  para  la  aoumu- 
lacióH,  cuando  proceda^  el  que  haja  recaído  sentencia  firme  de 
reqíate.  Para  este  efecto  no  se  tendrán  por  terminados  mientras 
nó  quede  pagada  el  ejecutante^  6  se  declare  la  tnsdvencia  del 
ejecutado. 

13 
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Ehifil  ooiMntMíiaaiiterior  b^mot^wmiQadolas  caucas  fija4*ttezaetípameiito 
por  la  ley,  en  TÍrtad  áe  laa  onales  debe  decrelarfl^  la  aomnnlaoídn  de  aute^:  to» 
das  e9a8  oaiiaas  a»j9ñevon  al  fondo  de  lan  cuestiones  litipastm.^  Ahora  Tamos  4 
aponer  las  rdativasl  la  forma,  ó  sea  las  que  detN'mmaa  si  |>rooede  óño'U 
asumulación  en  consideraeión  al  estado  y  naturalesa  do  los  jiiiet08«  De  suerte 
qne  para  decretero  la  acumn'.acién  de  antos,  no  basta  el  q«o  concurra  algmna'de 
aquellas  causas,  y  que  la  pida  parte  legítima;  os  necesario  además  <^ue  ambos 
juioíodi  tensan  estado  para  pedirla  y  sean  acumulablos  entare  sí.  Bl  eilenoio  do 
la  ley  anterior  sobre  esto^  puntos  importantes,  respecto  de  los  cuales  no  era  del 
tttdo  uniforme  la  opinión  de  nuestros  prácticos,  daba  lugar  á  cuestiones  que  ha 
rfisoelto  la  nueva  ley  en  los  cinco  artículos  que  son  objeto  de  «ste  comentario. 
\^ámofi  á  eizaminarlos  con  la  -separación  conveniente. 


¿Ci:^do  puede  pedirse  la  acumulación?" — "Bn  cualquier  estado  d^  juicio/' 
se  limitó  á  decir  la  ley  de  1855  en  su  art.  159;  v  como  el  juicio  tiene  astado  6  so 
halla  pendiente  desde  que  se  admite  la  demanda  en  primera  instancia  (l)'basta 
qué  recae  sentencia  firme,  la  letra  de  la  ley  autorizaba>  para  pedir  la  acumula- 
ción do  un  pleito  reoiéB  incoado  en  primera  instancia  á  otro  ^ue  se  hallaba  Mt 
lá  segunda  ó  en  recurso  de  casación.  Aparte  de  otros  inconvenientes,  ese  era  un 
medio  de  que  podría  valerse,  conforme  á  la  letra  de  la  ley,  el  litigante  de  mala 
fé  para  detener  por  algunos  meses  y  ^nn  por  a&os  el  curso  ^r  fallo  de  un  pleito, 
pues  pedida  la  acumulación  había  que  suspender  los  procedimientos,  y  después 
•de  decretada,  quedaba  en  suspenso  el  curso  del  pleito  que  estaba  más  próximo  á 
flu^teciainíi^]^,  hi^  qf/ifi  f\  otio  se;)kallase  on  cil  miswo  estl^^o.  TdfcÚBos  que 
«ra  un  medi'o  concedido  sólo  á  los  litigante?  4^  maU  i^,  p^^ue  Ias  do  bueni^  ié 
tenían  el  recurso,  como  lo  tienen  hoy,  de  proponer  á  su  tiempo  la  excepción  di- 
latoria de  litis-pendencia,  y  de  este  modo  sigue  su  curso  el  pleito  más  antiguo, 
y  queda  paralizado  el  más  modecno-Iiasta  que  en  aquel  recae  sentencia  firme. 

Vistos  los  inconvenientes  indicados,  trató  de  corregirlos  la  ley  orgánica  del 
Fodw  judicial,  4  p»y^  fin^  en  la  r^gjji  ¿O  do  w  »ft-  309,  4Af9>li49  de  é,9§igi^  el 
juez  competente  para  conocer  de  los  autos  acumw^^PB»  ordenó  lo  que  «ig\;ie:  "I^q 
dispuesto  en  los  dos  párrafos  anteriores  no  es  a]3licableiá  los  autos  que  estuvie- 
ron  en  diferentes  instanei»  nlé  los^oBcluaos  áára  aeutéaciai  los  onales  no  se- 
rán  acumulables."  Y  en  este  sentido  ha  fijado  después  la  jurisprudencia  el  Tri- 
bunal Supremo,  como  puede  verse, -en- las  sent^n^ÍM  de  22  de  Marzo  y  11  de  Oc- 
tubre de  1878,  24  de  Junio  de  1880  v  otras. 

£n  la  nueva  ley  se  ha  reproducido  dicha  disposición,  no  sólo  por  ser  conxp- 
nienteT  justa,  sino  también  en  cutñíplimiénto  oe  la  base  2.  ^  do  ks  aprobadas 
por  U -de  21  de  Junio  4e  1830.  ^g^  el  art.  163,  la  apumiiilaoiófi  pu^  pedirae 
en  cualquier  estado  del  pleito,  como  ordenaba  la  ley  antigua;  pero  añadiéndose 
la  limitación  de  que  ha  de  ser  ''antes  de  ^a  citación  nara  sentencia  definitiva." 
Esta  citación  produce  el  efecto  decerrar  el  debatojuaicia],y  ya  no  es  permitido 
á  las  partes  practicar  gestión  alguna,  ni  por  consiguiente  pedir  la  acumulación. 
Y  en  el  art.  165  se4)omplet2^el  ponsamiento  con  ^  precopto^  de.  la  ley  Mgfrj^, 
ordenái^dose  que  "no  son  acumulablos  los  autos  que  estuvieren  en  difóre^tes 
instancias,  ni  los  ordinarios  que  estén  conclusos  para  sentencia."  La  ley  orgá- 
nica d^ía,  "ni  los  conohisos'^  pata  sentencia,  ^  se  ha  aftadido  "ordiuarios," 
porque  sólo  en  ebta  dase  de  juicios  ha  establecido  la  nueva  ley  el  trámite  4^ 
''conclusión;"  jpero  respecto  de  los  demás  existe  la  prevención  del  art.  163  de 
que  ha  de  pedirse  la  acumulación  aptos  de  la  citación  para  sentencia,  y  por 
consiguiente  no  serán  acumulablos  los  autos  "después  de  este  trámite,  que  equi- 
vale á  la  declaración  expresa  de  hallarse  conclusos  para  sentencia. 


(X)  l?o  exista  juicio  iiasta  míese  contéstala  dem^ada:  «níontraB  ao  se  llene 
est^,  trámjjb^  no. .  puede  pedias?  la  acui^ulaeión,  y  en  tfl  casp,  pai^  q^  no  ^  ^ 
vida  la  continencia  de  i|t  caus»,  no  hay  otro  r^^curso  que  proponer  en  el  fegundó 
pleito  laeaicepción  dllatoriade  ÜtÍ8-p«ndencia,  Doctrina éstahiecida por  el^Fri* 
ounal  Supremo  en  sentencia  de  casación  de  17  de  Enero  de  1877. 
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"Juicios  no  acumulableB."— De  Ift  doctrina  expuesta  y  de  otras  flÍBpQfticÍ9ii«|B 
que  citaremos,  reéulta  que,  conforme  al  precepto  claro  y  termiíjiante  de  la  zuieya 
'ley,  no  puedo  pedirse  la  acumulación,  aunque  concurra  alguna  de  las  caucas  ex- 
presadas en  el  art.  161  y  la  pi4a  parte  legítima,  y  por  tanto  que  "no  son  acujmja- 
Jabíes  los  autos,"  en  los  casos  siguientes: 

1.  ^  Cuando  todos  6  alguno  de  ellos  estén  conclusos,  6  h^yan  sido  citadas  l^ 

S artes  para  sentencia  defínitiya;  no  para  la  que  deba  dictarse  en  cualquier  i^ei^ 
ente. 

2.  ^  Cuando  estuvieren  en  diferentes  instancias.  De  suerte  .que  si  unos  ajatofi 
están. en  la  primera  instancia,  y  otros  en  la  segunda  6  en  recurso  de  casación, 
n,o  son  acumulables,  ni  puede  prosperar  la  pretensión  que  á  esjbe  fin  ^é  dirija; 
pero  sí  son  acumulables  cuando,  siendo  de  umt  misma  cíase,  se  hallen  todos  en. 
un^a  misma  instancia,  ja  aea  la  primera  ó  la  segunda,  y  no  hajan  sido  citadaJB 
las  partes  i>ara  sentencia.  Si  unos  autos  se  hallasen  e»  la  Audiencia  por  apela^ 
ción  de  un  incidente,  cuando,  fallado  este,  ^e  devuelTan  al  juzgado,  estai^án  e|i 
^¡Ojodiciones  de  ser  acumulados  á  otros  aue  estén  en  la  primera  instancia,  y  lo 
pr9pio  respecto  de  los  que.se  hallen  en  el  Tribunal  Supremo  por  recurso  de  ca- 
sa ?i6n,  en  el  caso  de  que,  casaba  la  sentencia  por  quebrantamiento  je  forma,  se 
ropongan  al  estado  qi^e  tenían  cuando  se  comeció  la  infracción. 

3.  ^  Cuando  los  jacios  sean  de  diferente  clase  d  naturaleza,  como  se  deduce 
del  art.  164  que  luego  examinaremos,  salvo  la  excepción  de  los  juicios  umver- 
sales,  ó  sea  los  de  al^intestato,  testamentaría,  concurso  de  acreedores  y  quiebra, 
á  los  cuáles  deben  acumularse  todos  los  juicios  pendientes  y  que  se  promuevan 
contra  el  ci^udal  sujeto  á  los  mismos,  según  se  previene  en  las  causas  3.  ^  y  4,  ^ 
del  art.  161  y  en  las  demás  disposiciones  que  b^os  citado  al  comentarlas.  Fue- 
ira  de  este  caso,  en  ,que  por  la  necesidad  ao  grádi^ar  en  ana  misma  sentencia  el 
orden  de  preferencia  con  que  han  Ae  ser  satisfechas  cada  una.de  las  recliuna- 
eiones,  sé  acumulan  juicios  (le  diferente  tramitación,  aunque  acomodándose  los 
acumulados  a  la  del  juicio  universal,  como  previene  el  art.  187,  en  ningún  otro 
pueden  acumularse  los  juicios  si.  no  son  de  la  misma  clase,  porque  teniendo  sus- 
l^nciación  diferente,  no  podría  cumplirse  lo  que  ordena  el  primer  párrafo  de  di- 
«h  o  artículo.  Foresta  razÓn,  porque  es  más  rápido  y  privilegiado  el  procedi- 
miento de  los  juicios  ejecutivos  y  sumarios,  porque  la  sentencia  que  en  jáXoB 
recae  no  produce  excepción  dé  cpsa  juzgada  para  la  vía  ordinaria,  y  oorque  no 
debe  ser  permitido  al  demandado  privar,  con  buena  ó^  mala  fé,  al  actor  del  be- 
nencio  que  la  lejr  le  concede,  el  Tribunal  Supremo,  siguiendo  nuestra  antigua 
iurispiudencia,  tiene  declarado  .en  sentencias  de  31  de  Mayo  de  1854^  21  de  Ju- 
nio de  1859  y  ot^as,  que  no  procede  la.  acumulación  de  dichos  juicios  al  orcU- 
ñfirio. 

á.  ®  Cnjmdo  los  juicios  se  hallen  terminados  por  sentencia  fírm^  Aunque  la 
ley  no  lo  dice  expresamente,  se  deducé  del  artículo  163.  Si,  según  él,  no,  pue^ 
pedirse  la  acumulación  después  de  citadas  las  partes  pfira  sentencia  definitiva, 
^  claro  que  tampoco  puede  haeerpe  después  de  ser  esta  firm^  y  por  consiguien- 
te de^haberse  terminado  el  pleito,  como  para  las  competencias,  á  las  que  están 
asimiladas  las  acumulacionoft,  se  ordena  en  el  art.  76-  Sobre  este  puuío  ha  sido 
uniforme  la  opinión  de  nuestros  prócticos  v  la  jurisprudencia  xlel  Tribunal  Su- 
premo, el  cual,  siempre  que  peha  presen  taao  el  caso,,  lia  declarado  que  las  cues- 
tioiies  de  acumulación  de  autos,  lo  mi^mo  que  las  de  competencia,  no  pueden 
teíier lugar  cuando  los  juicios  se  hallan  terminados,  como  puede  verseen  las 
sentencias  de  11  de  Setiembre  de  1861,  6  de  Setiembre  de  1864, 14  de  Junio  ae 
1866,  3  de  Mayo  de  1871, 8  do  Abril  de  1872,  22  de  Marzo  de  1878  y  otraSr  ha- 
biendo jiplicaao  con  tanto  rigor  este  principio  , que  negaba  la  aeumulación  de 
loa  juicios  ejecutivos  á  ios  de  concurso  y  demás  umversalesxuando  en  aquello* 
lú^bfa  recaido. sentencia  firme  de  remate,  por  considerarlos  terminados,  lo  cual 
Ma  motivado  la  disposión  contraria  fiel  art.  167. 

;5.  ®  Jios  juicios  ^ecutiyos.cuí^D fio  sÓlo  .so  persigan  los  bienes  hipotecados, 
iíft^o  Jú^o  expop^r^osáliCoipentar  ^.art.  166. 
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ni. 

"Juicios  acumulables." — Los  autores  prácticos,  que  han  tratado  de  esta  ma^ 
teria,  si  bien  están  conformes  en  que  son  acumulables  entre  sí  los  jaicios  ordi- 
narios, sobre  lo  cual  tampoco  ha  habido  dada  en  la  práctica  de  los  tribunales, 
no  opinan  con  igual  conformidad  respecto  de  los  ejecutivos,  de  los  sumarios  y 
de  los  demás  que  estén  sujetos  á  procedimiento  especial,  decidiéndose  la  mayo- 
ría por  la  n(  gativa,  fundados  en  que  el  fin  á  que  tales  procedimientos  se  dirijen 
y  su  naturaleza  urgente  rechazan  la  acumulación.  Sin  embargo,  en  la  nueva  lej 
se  ha  seguido  la  opinión  contraria,  ordenándose  por  el  art.  164,  que  "son  acu- 
mulables entre  sí  los  juicios  ordinarios,  los  ejecutivos,  los  interdictos,  y  en  ge- 
neral los  que  sean  de  la  misma  clase;"  pero  no  en  absoluto,  sino  ''siempre  que 
concurra  alguna  de  las  causas  expresadas  en  el  art.  161."  Creemos  que  en  esto 
ha  sido  consecuente  y  lógica  la¡,nueva  ley.  Si,  según  dicho  artículo,  "deberá 
decretarse"  la  acumulación  siempre  que  concurra  alguna  de  las  causas  que  en  él 
se  expi*c8an,  ¿por  qué  no  aplicarlo  á  toda  clase  de  iuicios?  Con  OJ^a  restricción 
no  puede  haber  ningún  inconvenionte,  y  lejo  i  de  ello  se  conseguirá  el  fin  moral 
y  jurídico  de  las  acumulaciones.  Vamos  á  demostrarlo  con  hechos  prácticos. 

Supongamos  que  por  fallecimiento  del  acreedor  se  divide  un  crédito  p/rsonal 
entre  dos  de  sus  herederos,  y  que  cada  uno  de  éstos  entabla  por  separado  la  vía 
ejecutiva  contra  el  deudor  común  por  lo  que  á  cada  cual  corresponde.  No  se  ne- 
gará que  existe  en  estos  juicios  identidad  de  cosas  y  de  acción,  y  hasta  de 
personas,  puesto  que  los  ejecutantes  representan  al  primitivo  acrtedor,  y  quede 
Seguirse  las  ejecuciones  separadamente  puede  dividirse  la  continencia  de  la  cau- 
sa, recayendo  sentencias  contradictorias,  y  hastn  pudiera  darse  el  caso  de  que 
cobre  por  completo  uno  de  los  ejecutantes  y  el  otro  n^,  por  no  alcanzar  los  bie- 
nes del  deudor  á  cubrir  ambos  créditos.  ¿Qué  razón  habría  para  negar  la  acn- 
nuilación,  si  la  pidiese  parte  legítima?  ¿No  se  salvarán  con  ella  los  inconvenien- 
tes indicados,  y  se  evitarán  acaso  un  juicio  de  tercería  y  otras  reclamaciones? 

Es  frecuente  en  la  práctica,  que  se  entablen  á  la  vez  dos  interdictos  sobre  una 
misma  cosa,  el  uno  de  retener  por  el  supueseo  despojantCj  y  el  otro  de  recobrar 
por  el  que  se  dice  despojado.  Existe  también  en  este  caeo  identidad  de  personas, 
cosas  y  acción,  y  acumulando  los  dos  juicios  se  evitará  el  que  pueda  dividirse  la 
continencia  de  la  causa  y  que  recaigan  sentencias  contradictorias  é  imposibles 
de  ejecutar,  como  sucedería  si  se  estimaran  los  dos  interdictos. 

Bastan  estos  ejemplos  á  nuestro  propósito:  lo  mismo  puede  decirse  de  los  de- 
más juicios  especiales.  ¿Sería  justo  ni  conveniente  no  permitir  la  acumulación 
de  dos  juicios  de  concurso  ó  de  testamentaría  de  una  misma  personaf  Ahora 
bien:  si  las  testamentarías  fuesen  de  distintas  personas  fibadas,  si  fueren  dife- 
rentes los  concursados  en  cada  juicio,  si  los  interdictos  versaran  sebre  cosa» 
diversas,  ó  si  los  créditos  y  los  ejecutantes  fuesen  distintos  y  no  se  persiguieran 
nnos  mismos  bienes,  aunque  fuese  uno  mismo  el  deudor,  entonces  no  procedería 
la  acumulación  por  no  concurrir  ninguna  de  las  causas  expresadas  en  los  artí-t 
culos  161  y  162. 

En  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  á  los  cuales  son  también  aplicables 
estas  disposiciones»  como  todas  las  del  libro  I  de  la  presente  ley,  será  más  difícil 
que  concurran  dichas  causas;  pero  si  concurren,  y  son  los  actos  de  una  misma 
clase,  como  por  ejemplo,  en  los  deslirtdes  y  amojonamientos,  cuando  los  solici- 
ten separadamente  los  dos  dueños  colindantes,  es  indudable  que  conforme  é  es- 
tas disposiciones  deberán  acumularse  ambas  actuaciones. 

¿Serán  acumulables  los  juicios  de  menor  á  los  de  mayor  cuantía,  y  vií^-vers»? 
Lo  tenemos  por  indudable,  por  suj  uesto  siempre  que  concurra  alguna  de  las  cau- 
sas del  art.  161,  porque  ambos  j\ncios  son  orainarios  declarativos,  y  por  consi- 
guiente de  una  misma  clase  ó  naturaleza,  y  están  por  tanto  comprendidos  en  la 
letra  y  espíritu  del  art.  164.  el  cual  habla  en  fireneral  de  "juicios  ordinarios,"  sin 
hacer  distinción.  Es  verdad  que  tienen  tramitación  diferente,  pero  es  análoga, 
j  no  ofrece  dificultad  alguna  para  aue  se  sigan  en  un  sólo  juicio,  y  se  terminen 
por  una  misma  sentencia,  como  orciena  el  art.  186. 

No  opinamos  lo  mismo  respecto  de  los  juicios  verbales  con  relación  á  los  de 
mayor  y  de  menor  cuantía.  Para  la  acumulación  entre  estos  y  aquellos  existe 
el  inconveniente  de  corresponder  el  conocimiento  de  los  unos  á  los  jueces  mu-* 
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nicípales  y  el  de  los  otros  á  los  de  primera  instancia,  y  es  doctrina  corriente  que 
no  procede  la  acumulación  cuando  el  juez  es  incompetente  por  razén  de  la  ma- 
teria ó  de  la  cuantía  litigiosa  para  conocer  de  los  autos  que  hayan  de  acumu- 
larse, como  para  la  de  acciones  lo  ordena  el  número  2.^  del  art.  Vó4.  No  obsta, 
en  nuestro  concepto,  el  que  en  el  art.  155  se  haya  dispuesto  para  la  acumulación 
de  acciones  por  TÍa  de  excepción,  que  las  que  deban  ejercitarse  en  juicio  verbal 
podrán  acumularse  á  las  de  mayor  ó  menor  cuantía,  porque  á  la  vez  se  ordena 
^ue  en  estos  casos  se  determinará  la  competencia  del  juez  y  la  clase  del  juicio 
por  el  valor  acumulado  de  todo  lo  que  sea  objeto  de  la  demanda,  lo  cual  no  pue- 
tle  ser  en  la  acumulación  de  autos,  porque  cuando  ésta  se  pide  y  se  realiza,  ya 
están  incoados  los  juicios  ante  el  juez  competente  para  conocer  de  cada  uno  de 
-ellos,  y  no  puede  variarse  ni  la  competencia,  ni  la  clase  del  juicio. 

¿Podrán  acumularse  dos  lecursrs  de  casación?  Solo  en  un  caso,  que  aunque 
raro,  ya  ha  ocurrido;  cuando  los  dos  versdn  sobre  una  misma  sentencia,  lo  cual 
puede  suceder  si  los  dos  litifcantes  piden  certificación  de  la  sentencia  para  pre- 
parar el  recurro  y  lo  interponen  con  separación.  En  tal  caso  los  dos  recursos 
íleben  sustanciarse  reunidos  en  unos  mismos  auto87y  si  no  se  hace  desde  el  prin- 
cipio, deben  acumularse  lueg^o  que  se  note  la  equivocación;  pero  esto  mas  bien 
'que  acumulación,  es  la  subsanación  de  una  falta  cometida  en  el  procedimiento, 
^ue  hasta  de  oficio  debe  decretarse.  No  siendo,  pues,  este  un  caso  de  verdadera 
acumulación,  la^contestaeión,  ^ue  procede  á  la  pregunta  antes  formulada,  es  la 
negativa.  Ni  por  su  índole  especial,  limitada  a  resolver  si  se  ha  cometido  in- 
fracción de  ley  en  el  fondo  ó  en  la  forma  que  anule  la  sentencia  definitiva  del 
Sleito,  ni  por  su  carácter  de  extraordinarios  y  por  referirse  á  juicios  termina- 
os, son  susceptibles  de  acumulación  dichos  recursos.  Además,  sólo  son  acumu-  • 
iables  los  juicios  que  se  .^allen  en  una  misma  "instancia,"  y  los  recursos  de  ca- 
Bación  no  tienen  este  carácter. 

IV. 

"Sobre  la  acumulación  de  los  juicios  ejecutivos." — Dos  cuestiones  importan- 
tes relativas  á  esta  materia  se  resuelven  en  los  artículos  166  y  167.  Ya  hemos 
visto  que  los  juicios  ejecutivos  son  acumulables  entre  sí,  cuando  concurre  al- 
•gunadelas  caujas  del  art.  161,  y  que  lo  son  á  los  juicios  universales  siempre 
que  se  dirijen  contra  el  caudal  sujeto  á  los  miamos.  Respecto  del  primer  extre- 
mo, hemos  dicho  también  que  no  era  uniforme  la  opinión  de  nuestros  prácti- 
cos; pero  en  cuanto  al  segfundo  no  había  divergencia,  y  tanto  antes  de  la  ley  de 
1855,  como  después  do  ella  quo  lo  ordenó  expresamente,  en  todo  caso  se  acumu- 
laban los  juicio»  ejecutivos  á  los  aniversales,  aun  cuando  solo  se  persiguieran 
bienes  especial naen te  hipotecados;  y  aunque  esto  se  practicaba  sin  perjuicio  de 
graduar  el  crédito  con  la  preferencia  que  le  daba  la  nipoteea,  el  juicio  ejecuti- 
vo quedaba  sujeto  al  procedimiento  del  ab-in téstate,  testamentaría,  concurso 
6  quiebra,  y  el  acreedor  no  podía  cobrar  hasta  que  se  vendían  los  bienes  en  el 
juicio  universal,  lo  cual  solfa  suceder  después  de  algunos  años. 

La  misma  práctica  continuó  después  do  la  ley  Hipotecaria  de  1861;  pero  en 
la  reforma  que  de  ella  se  hizo  en  1870,  con  el  fin  de  favorecer  el  crédito  territo- 
rial se  adicionó  el  art.  133,  ordenándose  en  su  última  parte,  que  cuando  á  ins- 
tancia del  acreedor  se  despacne  la  ejecución  contra  los  bienes  nipotecados,  "no 
«e  suspenderá  en  nidgún  caso  el  procedimiento  ejecutivo  por  las  reclamacio- 
nes de  un  tercero,  si  no  estuvieren  fundadas  en  un  título  anteriormente  inscri- 
to, ni  por  la  muerte  del  deudor  ó  del  tercer  poseedor,  ni  por  la  declaración  óe 
quiebra,  ni  por  el  concurso  de  acreedores  de  cualquiera  de  ellos."  Esta  disposi- 
ción modificó  esencialmente  las  reglas  3.*  y  4.  *  del  art.  157  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  de  1855,  iguales  á  las  del  161  de  la  actual,  y  en  su  virtud  que- 
dó reformada  la  antigua  jurisprudencia,  siendo  ya  improcedente  la  acumulación 
de  los  juicios  ejecutivos  entre  sí,  y  á  los  universales,  cuando  en  aquellos  sólo  se 
persiguen  los  bienes  hipotecados,  como  lo  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo 
«n  setenólas  de  28  de  Junio  de  1872,  6  de  Setiembre  de  1877,  7  de  Marzo  de  1878, 
31  de  Diciembre  de  1879  y  otras. 

Esta  nueva  jurisprudencia,  fandada  en  la  reforma  de  la  ley  Hipotecaria,  se  ha 
«levado  á  precepto  legal  en  la  nueva  ley  de  Enjuiciamiento  civil.    Después  de 
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esUblaoer  la  reeU  general  de  que  los  juicios  ejeontiros  son^cmAolables  entré  «r 
y.á  los  unirersales  en  los  casos  que  hemos  inaioado.'se  orctona  conx)  ezoepción' 
dehesa  regla  en  el  art.  166  lo  siguiente:    "No  procederá  la  acumulación  de  los 

Í'uicios  ^'ecutÍTos  entre  sí,  ni  á  un  juicio  unirersal,  cuando  solo  se  persigan  loa 
bienes  hipotecados/'  Este  precepto  es  claro,  terminante  é  imperativo,  y  no  s» 
Si^ta  á  dudas  ni  cuestiones.  ''Cuando  solo  se  persigan  los  bienes  hipotecados.'' 
ice:  luego,  si  á  la  rez  se  persiguen  otros  bienes,  respecto  de  estos  procederá  la 
acumulación  al  juicio  universal,  sin  perjuicio  del  derecho  del  acreedor  para  con>- 
tinuar  la  ejecución  s  )lo  contra  los  hipotecados,  y  si  estos  no  aloanzaren  á'  cn*^ 
brir  él  crédito  y  sus  intereses,  por  la  aiferencia  deberá  ser  reconocido  ene)oon« 
curso  ó  juicio  universal  como  acreedor  escriturario,  ecmformeftl  párrafo  2;^  del^ 
art.  147  de  lá  ley  Hipotecaria. 

Se  afiade  en  el  mismo  artículo  166:  "Salvo  el  caso  pitevisto  en  el  tktt»  139Í  d» 
la  1^  Hipotecaria."  Esta  salvedad  solo  puede  referirse  á' lo  que  dispone' dieh'b' 
artículo  133  de  que  no  se  suspendere  el  procedimiento  ejecutivo  pOr  laft  reclama^ 
ciooes  de  un  tercero,  "si  úo  estuvieren  randadas  en  un  tífulo-anteriormente  ins*- 
crito:"  luego  deberó  suspenderse  dicho  procedimiento  cuando  la' redlsmacfióii 
del  tercero  esté  fundada  en  un  título  anteriormente  inscrito,  y  por  consigüieíK' 
te  en  tal  caso  procederá  la  acumulación  de  dos  juicio»  ejecutivos  eii  que  bÍáo  Éá' 
persigah  los  bienes  hipotecados.  Supongamos  oue  una  finca  ha  sido  hipoteca*- 
da  por  su  duefio  á  la  seguridad  de  dos  créditos  diferentes,  y  que  cada'uno  dé'hHi' 
acreedores  entabla  por  separado  la  ejecución  e^ibar^ánaose ,  en  ambas  la' finca - 
h^petecada.  Bstos  dos  juicios'  deberán  acumularse' si  lo  pide  el  acreeiibr  de  la* 
prunéra  hipoteca,  que  será  á*  quien  interese,  sobre  todo  si  el  segundo  lleva  mé^^ 
adelantados  sus  procedimientos,  porque  además  de  concurrir  la*  identidad 'de  co*¿ 
saa  y  de  acciones,  se  hallan  en  el  case  de  la  salvedad  antes  indicada. 

La  novedad  más  importante  sobre  esta  materia  consiste  en  la  declarádóií^e^ 
hace  el  art.  167.  Que  los  juicios  terminados  ^r  sentencia  firme  no  son  acumu- 
lables,  ha  sido  siempre  doctrina  corriente.-  Pero  ¿cuándo  se  considerarán  ter-> 
minados  los  juicios  ejecutivos  para  dicho  efecto?  Sobre  este  punto  había  diver-^ 
gencia  de  opiniones  y  de  jurisprudencia  con  fallos  contradictorios,  hasta  el  pun- 
to, de  que  en  una  misma  Audiencia  una  Sala  opinaba  que  dichos  juicioa  queda- 
ban terminados  con  la  sentencia  de  remate,  y  negaba  la- acumulación  délos  que 
•e  hallaban  en  este  caso  á  los  juicios  universales,  y  la  otra  Sala  la  otorgaba  fun- 
d&idose  en  que  el  juicio  ejecutivo  no  se  ultima  por  la  sentencia  de  remate,  sino 

?[ue  le  son  inherentes  los  trámites  sucesivos  hasta  realizarse  el  pa^o,  los  coales 
orman  su  complemento.  Y  lo  peor  del  caso  era  que  había  declaraciones  del  Tri» 
buñal  Supremo  en  uno  y  otro  sentido.  Este  Tribunal  fijó  por  último  la  jurispru"^ 
dencia  con  repetidas  decisiones,  en  las  que  estableció  la  doctrina  de  que  el  jui* 
cío  ejecutivo  queda  terminado  por  la  sentencia  firme  de  remate,  pues  las-  a¿tuat- 
cienes  posteriores  no  tienen  otro  concepto  que  el  de  diligencias  nefíesarias  para- 
el  cumplimiento  de  una  ejecutoriaj  y  por  consigniente  que  los  que  se  hallablm- 
en  este  estado  no  eran  acumulables  á  los  juicios  universales 
^  Eñ  el  "apéndice"  á  nuestros  comentarios  de  la  ley  anterior  (pág.  672)  ezpn» 
simos  nuestra  opinión  contraria  á  esta  doctrina,  porque  se  pestalKi  al  abuso  de 

Í|U6  un  deudor,  puesto  de  acuerdo  con  un  acreedor,  verdadero  ó  supuesto,  de« 
raudase  á  los  demás  acreedores;  y  porque  hacía  imponible  laf  graduación. de  eae 
crédito,  concediéndole  un  privilegio  que  la  ley  no  le  otoi^ba,  con  peijuioio  dé^ 
acreedores  preferentes.  Indicábamos  también  que  Id*  acumulación,  en  tades  ca« 
sos,  no  sería  para  resolver  sobre  la  existencia  ó  legitimidad  del  crédito,  sino 
para  graduarlo  en  el  lugar  que'le  corres^ndiéra,  lo  cvtfd  no  contrariaba  la  cota' 

Íuzgada,  aun  en  el  supuesto  de  que  pudiera  dSeirse  ebte  carácter  á  la  sentencia 
le  ^mate,  la  cual  no  lo  tiene  puesso  que  no  produce  excepoiófr  de<  cosa'julBu 
gada; 

Los  autores  de  la  nueva  ley,  después  de  bien  meditada  y  discutida  esta  materia, 
estiiharon  más  justa  y  conveniente  la  opinión  que  acabamos  de  indicar,  y  máti 
eoi^brhíe  á  los  buenos  principios,  que  fa  jurisprudencia  que  había  prevalecido 
en  (los  últimos  afiós;  T  restableciendo  la  práctica  artigua.  se  declara  en  d'ái^. 
167,' que  "en  dichos  Juicios  ejecutivos  ncéei^  obstáculo  parsí*  lá  acumulación', 
cuando  proceda,  el  que  haya  recaído  sentencia  firmo  de  remato.  Para  estéreo- 
to  nó  se  tendrán  pbr  terminados  mientras  nó  quede  pagado  el  ejecutante,  ó  s6 
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^declbre  hi  itasoireiida  del  cjeevtado.''  Cen  esta  dedaraei^  taH  clara  y  tenni-> 
fiante  heeiía  por  la  ley»  yún»  kaftrá  lugar  áétdasni  &pr&etdeaa  eontradtt^ 
torias.  .  .      , 

Y  en  enasto-  al  otíro  partícalar  antes  indicado,  se  determinan  también  u» 
efectos  de  la  aennralacion  ea  tales  casos,  ordenándose  para  el  reconocimiento  de 
créditos  en  los  concursos  de  acreedores  y  quiebras,  que  "no  podrán  someterse  á 
discnsién  los  créditos  respecta  de  los  cuales  hubiere  reeaído  sentencia  firme  de 
remate  en  los  juicios  ejecuti?os  acumulados  al  concurso.  Estos  «réditos  se  teti- 
di^n  por  reoono6idos,  aunque  sin  rariar  de  naturalesa  para  el  efecto  de  su  n^a- 
duación,  y  sin  perjuicio  del  derecho  de  los  síndicos  para  impugnarlos  en  él 
juicio  déclaratiyo  que  corresponda  según  su  cuantía."  Así  lo  dispone  el  artícu- 
lo 1266. 

Articulo   1^. 

SI  un  mismo  Juez  conoce  de  los  pleitos  cuya  acumulación  se 
pida  por  ante  el  mismo  actuario,  dispondrá^  que  este  vaja  á  ha- 
cer relación  de  los  autos. 

Si  se  siguieren  los  pleitos  por  distintas  escribanías^  dispon- 
drá que  los  actuarios  vayan  á  hacer  relación  de, ellos  en  misólo 
acto% 

Articulóles. 

Para  el  acto  de  que  habla  el  artículo  anterior,  se  citará  á  las 
partes  con  señalamiento  de  día  y  hora  en  que  haya  de  celebirsur- 
se,  dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  al  de  lá  providencia. 

Artículo  170. 

Terminada  la  relación,  y  oídos  los  defensores  de  las  partes  si 
se  hubieren  presentado,  el  Juez,  dentro  de  los  dos  dias  siguientes, 
dictará,  por  medio  de  auto,  la  resolución  que  estime  procedente. 
Este  auto,  es  apelable  en  ambos  efectos. 

£stos  artículos  determinan  el  procedimiento  que  ha  de  seguirse  para  la  acu- 
mulación de  ant^s,  cuando  radiquen  en  uft  mismo  juzgado,  ya  se  sigan  por  unk 
misma  escribanía,  :^a  por  escribanías  distintas.  £1  procedimiento  que  á  este  fin 
se  establees  es  el  mismo  que  estaba  ordenado  en  los  artículos  160,  161  y  162  de 
la  ler  de  18d€,  pero  con  la  adición  de  que  se  sefiale  día  y  hora  para  el  acto  en 
que  han  de  comparecer  el  actuario  6  actuarios  á  hacer  relación  de  los  pleitos,  y 
que  este  acto  tenga  luffar  dentro  de  los  ocho  días  siguientes  al  de  la  proridencia 
en  que  se  acuerde,  en  la  cual  ha  de  mandarse  también  la  citación  de  las  partes, 
pal  a  que  concurran,  si  les  conriene,  á  informar  al  juez  sobre  su  derecho.  Ten- 
gase  presente  que  esta  pr^erideBoia  ha  de  recaer  al  escrito  en  que  se  pida  la  acti- 
nnilación,  sin  «ás  trámites. 

Dicha  ley  anterior  pern&itía  que  informaran  "las  partes  ó  sus  defensores/'  sí 
asistían  al  acto,  y  ahora  solo  se  permite  el  informe  de  los  letrados  "defensotes 
de  las  p:irtes,"  cemo.  es  lo  procedente  por  tratarse  de  una  cuestión  de  derecho'. 
También  ordenaba  aquella  ley  míe  el  juez  dictara  * 'sentencia"  dentro  de  "tre9 
días;"  y  ahora  se  preriene  que  dentro  de  los  "dos  días"  siguientes  al  de  la  vista 
el  Juez  dicte  la  resolución  que  estime  procedente  *'por  medio  de  auto/'  desacuer- 
do edn  las  reglas  que  se  establecen  en  el  art.  309.,  pues  la  dase  del  ineideiíte 
no  merece  la  impprtanoia  de  una  sentencia. 

Dieho  auto,  ya  conceda  6  bien  deniegue  la  acnnralacióli,  eé  apelable  en  alhbc/i 
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-efectos  dentr©  de  cineo  días,  sin  pedir  previamente  reposieiÓB,  eos  forme  al  art. 
382,  iSi  la  aüumulaeién  se  pidiese  en  la  Audiencia  do  autos  pendientes  en  segun- 
da instancia,  del  auto  resolutorio  de  este  incidente  podrá  suplicarse  para  ante 
la  misma  Sala  dentro  de  cinco  días,  conformeal  artículo  402^  Y  contra  el  que 
diet-e  la  Audiencia,  tanto  en  segrunda  inátancia  como  en  el  recurso  de  súplica, 
no  precede  el  de  casación,  porque  no  pone  término  ai  juicio,  como  tiene  decla- 
rado el  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  22  de  Marzo  de  1875,  25  de  Junio  de 
1878  y  otros  muchas. 

Oreemos  que  bastan  estas  indicaciones  y  la  lectura  de  los  artículos  para  el  ob- 
jeto de  este  comentario. 


i; 


Artículo  171. 

Si  los  pleitos  se  siguieren  eu  Juzgados  diferentes,  se  preten- 
derá la  acumulación  ante  el  Juez  á  quien  corresponda  conocer 
de  ellos. 

Corresponderá  ^ste  conocimiento  al  Juez  ó  Tribunal  en  que 
radique  el  pleito  más  antiguo,  al  que  se  acumularán  los  más 
modernos. 

Exceptúan  se  de  esta  regla  los  juicios  de  testamentaria,  ah-in- 
testatOy  concurso  de  acreedores  y  quiebra,  á  los  cuales  deberá 
hacerse  siempre  la  acumulación  de  los  demás  autos,  cuando 
proceda. 

Este  artículo  y  los  demás  que  siguen  hasta  el  183  ordenan  el  procedimiento 
gue  ha  de  seguirse  para  la  acumulación  de  autos,  cuando  radiquen  los  pleitos  en 
iuzgados  diferentes.  Todos  ellos  concuerdan  eon  los  ai-tículos  163  al  174  de  la 
[ey  de  1855,  en  los  cuales  se  han  hecho  ligeras  modifícaciones  dirigidas  á  suplir 
alguna  omisión  para  hacer  más  expedito  y  breye  este  procedimiento,  y  ponerlo 
más  en  armonía  con  el  de  las  competencias,  al  que  siempre  ha  estado  equipara- 
do, y  con  las  prescripciones  generales  de  la  nueva  ley.  La  modifícación  más  im- 
portante es  la  que  contiene,  el  art.  171,  objeto  de  este  comentario,  por  lo  cual  y 
porque  determina  el  juez  comj)etente  para  conocer  de  los  autos  acumulados,  ra*» 
mos  á  examinarlo  con  separación. 

El  art.  l'OS  de  dicha  ley  anterior,  en  áu  párrafo  1.  ®,  concedía  á  los  litigan- 
tes, en  el  caso  de  que  se  trata,  la  facultad  do  pretender  la  aeumuhición  de  lor 
pleitos  "ante  cualquiera  de  los  jueces  que  conozcan  de  ellos;"  y  á  la  vez  ordenó 
en  el  párrafo  2.  ®,  que  el  pleito  más  moderno  se  acumularía  al  más  antiguo,  sal- 
vo el  caso  de  juicio  universal,  en  el  ojial  la  acumulación  se  haría  siempre  á  és- 
te; añadiéndose  en  el  art.  165  que  si  el  juez  á  qu'en  se  pidiera  la  acuraulaciÓBv 
la  creyere  procedente,  debía  oficiar  al  qiio  conociera  del  otro  pleito  para  gue  se. 
lo  remitiese.  Al  comentar  éstas  disposiciones  hicimos  »notar  la  contradicción 
que  entre  ellas  existía  hasta  el  punto  do  oponer^  la  una  al  cumplimiento  de  la 
otra,  pues  si  los  litigantes  tenían  el  derecno  de  pedir  la  acumulación  ante^ual- 
■quiera  de  los  jueces,  y  el  .juez,  á  quien  se  pidiera  y  la  estimase  procedente,  el 
deber  de  reclamar  los  jDleitos,  era  imposible  cumplir  el  otro  precepto  de  que  la 
acumulación  so  haga  siempre  al  pleito  más  antiguo  y  en  su  caso  al  juicio  uni- 
versal, lo  cual  sólo  podría  cumplirse  pretendiendo  la  aoumulaoióa  "antciel  jaez 
que  conozca  del  pleito  al  que  deban  acumularse  los  demás." 

Existía,  pues,  verdadera  antinomia  entre  esas  disposiciones,  y  era  preciso 
salvarla  como  se  ha  salvado  con  la  reforma  del  párrafo  1.  ®  de  dicho  art.  163 
^de  la  ley  anterior,  hecha  por  el  que  estamos  comentando*  En  este  se  ordena  que 
'se  pretenderá  la  acumulación  ante  el  juez  á  quien  corresponda  conocer  de  los 
Pleitos  que  deban  acumularse;"  y  ajoeptando  lo  que  estaba  provenido  en  el  resto 
■"e  aquél  y  en  la  regla  20  del  art.  3(¿  de  la  ley  orgánica,  se  declara  que  "corres-  . 
Pondera  este  conocimiento  al  juez  ó  tribunal  en  que  radique  el  pleito  más  anti- 
^aO|  al  que  96  acumularán  los  más  modernos;  exeeptuándose  de.  esta  regla  loa 
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juicios  de  testamentaría,  ab  intestato,  eoncurao  de  acreedores  y  quiebra,  á  los 
cuales  deberá  hacerse  siempre  la  acumulación  de  los  demás  autos,  cuando  pro- 
ceda." Por  consiguiente,  la  acumulación  ha  de  pretenderse  siempre  ante  el  juez 
ique  conozca  del  pleito  más  antiguo,  y  en  su  casó  del  juicio  universal. 

¿Podrá  ésto  ofrecer  alguna  difícult-ad  en  la  práctica?  Ninguna,  en  nuestro 
concepto;  es  lo  mismo  que  Tenía  practicándose.  Por  regla  general,  y  hasta  po- 
dría oecirse  absoluta,  la  acumulación  se  pretend'»  siempre  por  alguno  de  los  que 
son  parte  legítima  en  el  juicio  al  cual  han  de  acumularse  Tos  otros  pleitos,  por 
ser  á  quien  interesa,  y  el  que  se  halfe  en  este  caso  espedito  tiene  su  derecho 
para  solicitarla;  pero  si  en  algún  caso  interesara  á  un  tercero  que  no  sea  parte 
en  dicho  juicio,  podrá  personarse  en  él  con  este  objeto  acreditando  estar  admi- 
tido como  parte  litigante  en  cualquiera  de  los  otros  pleitos  cuya  acumulación 
se  pretenda,  pues  sin  este  requisito  no  puede  deducir  tal  pretensión  según  el  ar- 
tículo 160. 

Indicaremos,  por  últirato,  que  la  antigüedad  de  los  pleitos,  para  el  efecto  de 
la  acumulación  cuando  no  haya  juicio  universal,  deberá  determinarse  por  las 
fechas  de  l.<  presentación  de  las  demandas.  Karo  será  el  caso,  si  es  que  ocurre 
alguna  rez,  en  que  ambas  demandas  se  hubieren  presentado  en  un  mismo  dia: 

Í>or  esto  sin  duda  no  lo  ha  previsto  la  ley;  pero  si  ocurriese,  se  resolverá  con- 
brme  á  las  reglas  generales  de  competencia,  y  no  siendo  aplicable  ninguna  de 
ellas,  por  anología  podrá  resolverse  conforme  á  lo  que  dispone  la  regla  9.  *  del 
artículo  63  para  los  concursos,  esto  es.  se  dará  la  preferenvia  al  juzgado  del  do- 
micilio del  deudor,  si  este  y  la  mayoría  de  los  litigantes  lo  pidiesen,  y  en  otro 
caso  al  qne  hubiere  promovido  la  acumulación. 


Artículo  172. 

Del  escrito  pidiendo  la  acumulación  se  acompañarán  tantas 
copias  cuantas  sean  las  otras  partes  litigantes  en  el  mismo  plei- 
to en  que  se  pida,  á  quienes  serán  entregadas  para  que,  dentro 
^e  tres  días,  puedan  impugnar  dicha  pretensión,  si  les  conviniere. 

Artículo  173. 

Trascurrido  el  término  antedicho,  hayanse  presentado  ó  no  es- 
pirites de  impugnación,  sin  más  trámites,  el  Juez,  dentro  de  ter- 
cero día,  dictará  auto  estimando  ó  denegando  la  acumulación.  , 

Contra  el  auto  en  que  la  estime  no  se  dará  recurso  alguno. 
Contra  el  que  la  deniegue  se  admitiní,  el  de  apelación  en  un  solo 
efecto. 

Artículo  174. 

Cuando  el  Juez  estime  procedente  la  acumulación,  mandará  en 
el  mismo  auto  dirigir  oficio  al  que  cíMiozca  del  pleito,  reclamán- 
dole los  autos.  A  este  oficio  acompañará  testimonio  de  los  ante- 
cedentes que  el  mismo  Juez  determine  y  que  sean  bastantes  para 
dar  á  conocer  la  causa  por  que  se  pretende  la  acumulación. 

Artículo  175. 

Recibidos  el  oficio  y  (estimomio  por  el  otro  Juez,  se  dará  vis- 
ta de  todo  al  que  ante  él  haya  promovido  el  pleito,  por  el  tomi- 
llo improrogable  de  tercero  día. 
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Artíoulo  i7^. 

Pasado  dkho  terminó,  se  récogérá:ti  de  oficio  los  autos  si  fuere^ 
necesario,  j  el  Juez  dictará  auto  otorgando  ó  denegando  la  aeu- 
n&ulaci<5n. 

El  auto  en  que  la  otorgare  será  apelable  eñ  un  solo  efecto. 
Contra  el  que  la  deniegue  no  se  dará  recurso  alguno. 

Artículo  177. 

Otorgada  la  acumulación,  se  remitirán  los  autos  al  Juez  qiDe 
la  haja  pedido,  con  emplazamiento  de  las  psries  para  que,  dentro 
de  diez  días,  comparezcan  ante  él  á  usar  de  su  derecho. 

Artículo  178. 

Denegada  la  acumulación,  el  Juez  requerido  lo  comutiicará 
siií  dilación  al  requirente,  acompañando  á  su  oficio  testimonia 
de  los  antecedentes  que  estime  necesarios  pai'a  justificar  su  reso^ 
lución,  7  exigiendo  que  le  conteste  para  continuar  actuando  si  se 
le  deja  en  libertad,  ó  remitir  los  autos  á  quien  corresponda  de- 
cidir la  cuestión. 

Artíctilo  179^. 

£1  Juez  que  baja  pedido  la  acumul&ción,  luego  que  recibía  di- 
cho oficio,  desistirá  de  su  pretensión,  sin  más  trámites,  si  en- 
cuentra fundados  los  motivos  por  que  le  haya  sido  denegada,  con- 
testando sin  dilación  al  otro  Juez  para  que  pueda  continuar  pro- 
cediendo. 

Este  auto  será  apelable  en  un  solo  efecto. 

Artículo  180. 

Cuando  el  Juez  requerido  se  niegue  á  la  remisión  de  los  «utos 
por  creer  que  la  acumulación  debe  hacerse  á  los  que  penden  ante 
él,  recibidos  el  oficio  y  testimonio,  el  requirente  dará  vista  por 
tres  días  improrogables  á  la  parte  que  hubiere  pedMo  la  acumu- 
lación, y  evacuaida  la  vista  6  recogidos  los  autos,  dk^tará  la  re* 
idueión  que  estime  procedente. 

Artículo  181. 

En  el  caso  del  artículo  anterior^  fd^  el  Juez  que  hubiere  pedido 
la  acumulación  estima  que  ésta  debe  hacerse  á  los  autos  pendien- 
te» en  el  otro  Ju^do,  k)  llevarátá  elBof  o  en- la  forma  ordeiiiadt^ea 
eiartíknilo  177.  \ 

£1  auto  en  que  así  se  acuerde  será  apelable  en  nú  soto  eleoto^ 
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Artieülb  182. 

Si  el  Juez  que  hubiere  pedido  la  acumulación  no  creyere  bas- 
tantes loa  fundamentos  de  la  negativa  ó  pretensión  del  requerido, 
remitirá  los  autos  al  superior  correspondiente,  con  emplazamien- 
to de  las  partes,  avisándolo  al  otro  Juez  para  que  haga  igual  re- 
mesa dé  los  suyos. 

Se  entiende  por  dicho  superior  el  que  lo  sea  para  decidir  la» 
competencias. 

La  analofría  quo  existe  entre  las  cueetionet  de  oompeteizeia  y  ]as  aeamulaeio- 
nes  exige  que  sean  también  anák>aros  lol  procedimientos  para  sustanciarlas  y 
decidirlas.  Así  como  en  aquella?  existeá  dús  jueces  que  á* instancia  de  pilarte  le- 
gítimas se  disputan  el  conoetmiento  de  unos  autos,  también  en  éiitas  median  do» 
jneees  con  igual  pretensión  respecto  de  los  autos  cuya  acumulación  se  solicita 
por  parte  legítima.  En  nnaS'V  otras  existe  un  j«es  reqnirente  t  otro  requerido, 
7  li  se  comparaii  estos  artículos  con  los  84  al  100  de  esta  misma  ley  relatiros  á  las' 
eomiietencias,  se  rerá  la  semejanza  de  los  procedimientos,  primero  en  el  juigad<^ 
reqnirente  para  pr^orer  la  cuestión,  después  en  el  reqnmdo  para  contestar 
abanándose  ú  oponténdoe»,  y  por  último  en  aquél  y  éste  para  dar  por  terminado 
el  debate  y  remitir  sus  respeétiras  actuaciones  al  superier  común  á  fin  de  que 
decida  la  contienda.  Y  como  ya  hemos  explicado  esto»  pro^cedimieotos  en  los 
coBietttwrioe  de  diéhos  artículos',  en  ellos  podrá  consultarse  cualqtiier  duda  que 
pueda  ocurrir  al  aplicar  los  que  son  obj^o  del  presente. 

No  es  de  temer,  además,  qué  ocurran  tales  dudas,  porque  en  la  nueya  ley  se 
lia  ordenado  con  claridad  el  procedimiento  para  la^  acumulaciones  de  autos  en- 
tre juzgados  diferentes,  y  aplicándola  en  su  letra  sití  interpretaciones  arbitra-  • 
ñas,  se  eritarán  dificultades  y  so  llenará  el  ot).{eto  de  la  ley  de  abreviar  en  lo  po- 
sible estos  procedimientos,  sin  temor  de  que  faite  la  instrucción  necesaria  nara 
fallar  en  justicia.  No  se  ha  hecho  tampoco  en  ellos  novedad  alguna  dirigida  á 
modificarlos:  en  el  fondo  sen  los  mismos  de  la  práctica  antigua  y  de  la  ley  ante* 
rior,  pues  aunque  se  ñan  adicionado  los  artículos  172, 178, 180  y  181  y  se  ha  he- 
cho alguna  otra  modificación,  no  ha  sido  para  innovar,  sino  para  aclarar  con- 
ceptos ó  suplir  omisiones,  como  podrá  verse  comparancío  los  artículos  de  este 
comentario  con  sus  concordantes  de  la  ley  anterior,  en  la  cual  tienen  los  núme- 
rosdel  164  al  173. 

Hemos  dicho  que  el  procedimientot  de  las  acumulaciones  es  ajoáloge  al  de  laa 
competencias,  y  no  igual,  porijuo  si  bien  son  iguales  en  su  esencia  ó  en  el  fondo, 
existen  alpfiínas  diferencias  exigidas  i>or  la  diierente  índole  de  los  ¿asos.  La  prin«- 
oipal  consiste  en  la  intervención  del  ministerio  fiscal,  exigida  perla  le^^  en  las  cues- 
tiones de  competencia  por  inhibitoria  y  prohfbida  en  las  acumulaciones,  come 
■e  deduce  de  estos  artículos,  y  lo  previene  expresamente  el  188«  Las  ouestionee 
de  competencia  afectan  eí  orden  público,  porqiie  se  niega  á  uno  de  los  dos  juece» 
la  que  él  cree  correspónaerle  con  arreglo  a  la  ley,  y  esto  justifica  la  neeesaria  in- 
tervención del  ministerio  fiscal.  No  ocurre  esto  en  las  acumulaciones,  pues  aun- 
Íiue  también  afectan  al  orden  público,  es  en  el  conecto  de  la  disminueión  de 
c      *  '       " 


cesaría  la  intervención  del  ministerio  público,  y  puede  excusarse,  eemo  la  excusa 
la  nueva  ley  en  beneficio  de  la  brevedad  y  de  loe  litigantes* 

Es  verdad  que  el  Tribunal  Supremo  había  declarado  con  repetición,  como  paei- 
de  terse  en  las  sentadas  de  11  de  Junio  de  1878, 12  de  Junio  y  15  de  Diciembre 
de  láSD  y  en  otras,  qué  en  las  cuestiones  de  acumulación,  los  juagados  respecti- 
Toa  debían  dar  andiencia  al  ministerio  fiscal,  ain  cuyo  requisito  tfo  podía  resol- 
Teñe  el  confuto,  eoaforme  á  lo  prevenido  para  laa  competencia»  en  loa  artícaloa 
806  y  367  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  y  se  fundaba  en  que  dichas  oiea- 
tiones  debían  tramitarse  pomo  las  competencias,  con  arreglo  "al  espíritu '  de 
la  regla  20  del  artículo  309  de  la  misma  ley,  supliendo'así  loqu^  la  de  Enjuicia- 
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miento  cítü  entonces  vigente  había  omitido.  .Pero  hoy,  <iue  en  la  nueva  ley  se 
ha  prevenido  expresamente  que  no  se  dé  audiencia  al  ministerio  fiscal,  ya  no 
puede  tener  aplicación  esa  jurisprudencia,  que  ha  quedado  síq  efecto  por  ser 
contraria  á  la  ley. 

Las  cuestiones  de  competencia  se  promueven  por  medio  de  lá  inhibitoria  ante 
un  juez  que  no  tiene  conocimiento  del  pleito,  al  paso  que  las  acunaulaciones  han 
de  proponerse  ante  el  juez  que  está  conociendo  de  un  pleito  ya  incoado,  y  por 
consiguiente  con  partes  litigantes,  á  quienes  debe  concederse  la  facultad  de  im- 
pugnar la  acumulación,  si  la  creen  improcedente  y^  contraria  á  sus  intereses. 
En  aquellas  no  hay  parte  contraria  á  quien  dar  audiencia,  y  por  esto  se  ordena 
en  el;art.  85,  que  se  oiga  sólo  al  ministerio  fiscal:  no  así  en  las  acumulaciones,  y 
de  aquí  el  que  se  prevenga  en  el  artículo  172,  uno  de  los  adicionados,  que  "del 
escrito  pidiendo  la  acumulación  se  acompañarán  tantas  copias  cuantas  sean  las 
otras  partes  litigantes  en  el  mismo  pleito  en  que  se  pida,  á  quienes  serán  entre* 
gadas  para  que  dentro  de  tres  días  puedan  impugnar  dicha  pretensión,  si  les 
conviniere;  y  según  el  173,  trascurrido  dicho  término  que  tiene  el  carácter  de 
improrogable»  como  comprendido  en  el  número  10  del  artículo  810,  hayanse  pre- 
sentado ó  no  escritos  de  impugnación,  el  juez  debe  dictar  auto  dentro  de  los  tres 
días  siguientes. estimando  ó  denegando  la  acumulación,  sin  más  trámites,  de 
suerte  que  en  seis  días  ha  de  resolverse  el  incidente.  ¿Puede  darse  procedimiento 
más  bre?e  sin  nienoscabo  de  la  defensa  de  los  interesados?  Gomo  los  autos  no 
salen  de  la  escribanía,  pues  é  este  fin  se  dirige  la  entrega  de  las  coplas  sagún  el 
artículo  519,  no  puedo  haber  motivo  ni  pretexto  para  dilaciones,  ni  para  qudel 
juez  deje  de  dictar  su  auto  dentro  del  término  fijado. 

Los  demás  procedimientos  en  el  juzgado  requirente  son  iguales  á  los  estabU- 
,  cides  para  las  competencias  y  están  claramente  expresados  en  el  art.  174. 

En  el  juzgado.requerido  el  procedimiento  es  igual  al  de  las  competencias,  como 
puede  verse  comparando  los  artículos  175  al  178  en  que  se  ordena,  con  los  89  al 
94.  ^Sólo  es  de  notar  una  diferencia  más  aparente  que  real;  la  de  que  del  oficio 
y  testimonio  del  juez  requirente  ha  de  darse  vista  en  las  competencias,  á  la  "par- 
te ó  partes  que  hayan  comparecido  en  el  juicio"  (artículo  89),  que  per  regla  ge- 
neral no  puedo  ser  otra  que  la  demandante,  pues  el  demandado,  lejos  de  compa- 
recer, propuso  la  inhibitoria;  y  en  las  acumulaciones  sólo  "ai  que  haya  promovi- 
do el  pleito"  cuya  acumulación  se  reclame  (art.  175),  ó  sea  también  al  deman- 
dante, porque  el  demandado  deberá  ser  quien  haya  poelido  la  acumulación.  Esta 
audiencia  será  con  entrega  de  autos,  porque  no  hay  parto  á  quien  pueda  obligar- 
se á  presentar  las  copias  para  excusar  dicha  entrega. 

Podrá  suceder  que  además  del  demandante  j  demandado  haya  en  dicho  pleito 
otras  partes  litigantes,  y  partiendo  de  ésta  hipótesis  hay  quien  opina  qu ;  esos 
otros  litigantes  quedarán  completamente  desamparados  en  su  defensa  si  no  se  les 
oye  sobre  la  acumulación,  y  oue  visto  lo  que  dispone  el  artículo  172,  se  procsde- 
rá  conforme  al  espíritu  de  la  ley  dando  vista  á  todos  lo3  litigantes  en  el  segundo 
pleito  que  no  sean  parte  en  el  pendiente  ante  el  juez  requirente.  No  somos  de 
esta  opinión,  porque  cuando  el  precepto  de  la  ley  es  claro  y  terminante,  no  es 
lícito  apelar  á  su  espíritu  por  infriorirla,  dándole  una  interpretación  contraria 
á  su  letra.  En  el  caso  del  artículo  172  se  oye  á  todos  los  litigantes  que  quieran 
hacer  uso  de  este  derecho,  porque  no  interviniendo  el  ministerio  fiscal,  aucdaría 
incompleto  el  debate  si  no  se  les  oyese,  y  sus  razones  pueden  convencerá!  juez  de 
ser  improcedente  la  acumulación.  Pero  en  el  del  articulo  175,  obra  ya  en  autos 
el|escrito  pidiendo  la  acumulación:  nadie  más  interesado  en  impugnarla  que  el 
demandante  en  el  pleito  á  que  esta  se  refiere,  y  por  esto  manda  la  ley  que  se  le  dé 
vista:  con  lo  que  él  diga,  resulta  un  escrito  por  cada  parto,  con  las  razones  en 

Ítró  y  en  contra  que  apreciará  el  juez  para  dictar  su  fallo.  Esto  basta,  dada  la 
ndole  del  incidente,  y  el  ampliar  la  discusión  sólo  conduciría  á  dilaciones  y 
gastos.  En  el  caso  raro  de  que  haya  otros  litigantes  no  quedarán  indefensos, 
puesto  que  pueden  comparecer  é  informar  ante  el  tribunal  que  decide  la  cues- 
tión, á  cuyo  fin  ¡se  les  emplaza  como  pi  eviene  el  artículo  182.  En  estas  conii- 
deraciones  se  habrá  fundado  la  1^  para  ordenar  intencionadamente,  como  es 
de  suponer,  que  sólo  se  dé  vista  en  el  juzgado  requerido  "al  que  ante  él  haya 
promovido  el  pleito,"  sean  uno  ó  muchos;  y  como  el  precepto  er  claro  j  termi- 
nante, lo  infringiría  incurriendo  en  responsabilidad  el  juez  que  diese  vista  á  loft 
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demás  litigantes,  si  los  hubiere.  T  lo  propio  se  entenderá  para  el  caso  del  art. 
180,  seffán  el  cual  sólo  ha  de  darse  rista  á  la  parte  que  hubiere  promoyido  la 
acumulacién. 

^  Un  caso  puede  ocurrir  no  previsto  en  la  ley  de  1855;  el  de  que  el  juez  reque- 
rido se  niegue  á  la  remisión  de  los  autos,  no  por  estimar  improcedente  la  acu~ 
mulación,  sino  por  creer  que  debe  hacerse  á  los  que  penden  ante  él.  Para  orde- 
nar el  procedimiento  que  en  este  caso  ha  de  seguirse,  se  han  adicionado  los  ar- 
tículos 180  y  181:  véanse. 

El  juez  requerido  ]^uede  otorgar  6  denegar  la  acumulación;  y  si  la  debiega,  el 
requirente  puede  desistir  6  insistir  en  ella.  Si  no  llegan  á  ponerse  de  acuerdo, 
el  término  del  debate  tiene  que  ser  la  remesa  de  los  autos  pjor  el  uno  y  por  el 
otro  al  superior  común,  á  quien  corresponda  decidir  la  contienda.  Estos  proce- 
dimientos están  ordenados  con  precisión  en  los  artículos  177, 178,  179  y  182  y 
son  también  iguales  á  los  de  las  competencias.  En  este  último  se  declara^  que 
"se  entenderá  por  dicho  superior  el  que  lo  sea  para  decidir  las  competencias:" 
TÓase  por  tanto  el  art.  99  y  su  comentario. 

Nótese,  por  último,  que  contra  los  autos  en  que  el  juez  requirente  accede  á  la 
acumulación  y  el  requerido  la  niega,  no  se  da  recursa  alguno  porque  sirven  para 
la  instrucción  de  la  contienda  que  ha  de  decidir  el  superior  común.  Los  autos 
en  sentido  contrario  son  apelables  dentro  de  cinco  días,  porque  ponen  término 
á  la  cuestión;  pero  la  apelación  ha  de  admitirse  en  un  sólo  electo,  por  las  razo- 
nes y  á  los  fines  que  indicaremos  al  comentar  el  art.  185. 

Artículo  183. 

Las  actuaciones  sucesivas  de  este  incidente  se  acomodarán  á 
lo  prevenido  para  las  competencias;  pero  sin  dar  audiencia  al 
Ministerio  fiscal. 

Lo  mismo  ordenaba  sustancialraente  el  artículo  174  de  la^  ley  anterior,  de 
acuerdo  con  la  práctica  antigua.  Desde  que  los  jueces  contendientes  remiten  sus 
autos  al  superior  comtún  para  que  decida  la  contienda,  ya  no  hay  diferencia  al- 
guna entre  el  procedimiento  de  las  acumulaciones  y  el  de  las  competencias:  la 
sustanciación  de  aquellas  ha  de  acomodarse  á  lo  prevenido  para  éstas,  y  por 
consiguiente  deberá  observarse  lo  aue  disponen  los  artículos  desde  el  99  al  109 
inclusive,  "i>ero  sin  dar  audiencia  al  ministerio  al  fiscal."  En  las  competencias  se 
da  intervención  á  dicho  ministerio  desde  que  se  promueven  hasta  que  se  deciden, 
previniéndose  en  los  arts.  101  y  103  que  se  le  comuniquen  losantes  para  qne  emi-^ 
ta  su  dictamen  por  escrito,  comparezcan  ó  no  las  partes.  ^  Esto  es  lo  únic.  que 
de  dicho  procedimiento  no  tiene  aplicación  á  la  sustanciación  de  las  acumulsdo- 
nes.  porque  se  ha  creído  conveniente  no  dar  intervención  en  ellas  al  ministerio 
público,  por  las  razones  que  hemos  espuesto  en  el  comentario  anterior. 

Por  consiguiente,  cuando  corresponda  al  juez  de  primera  instancia  decidir  la 
cuestión  de  acumulación,  lo  cimI  tendrá  lugar  en  el  caso  de  que  ésta  se  haya  pro- 
movido entra  dos  jueces  municipales  de  su  partido,  estos  le  remitirán  los  autos 
oon  emplazamiento  de  las  partes  por  término  de  cinco  días,  y  se  observará  para 
decidirla  el  procedimiento  que  establece  el  artículo  101;  y  si  correspondiese  á  la 
Audiencia  ó  al  Tribunal  Supremo,  el  emplazamiento  será  por  dirz  días,  y  el  pro- 
cedimiento el  que  se  ordena  en  los  artículos  102  al  109.  En  cada  juzgado  debe- 
rán ser  emplazados,  no  sólo  los  litigantes  á  quienes  se  haya  dado  vista,  sino 
todos  los  que  sean  parte  legítima  en  cada  juicio,  puesto  que  el  artículo  182  or- 
dena sin  restricción  que  la  remesa  de  autos  se  verifique  **con  emplazamien- 
to de  las  partes,"  lo  cual  dá  á  todas  derecho  para  personarse  en  el  tribunal  diri- 
mente, si  les  conviniere. 


Artículo  184. 

Desde  que  se  pida  la  acumulacidn,  quedara  en  suspenso  la  sus- 
tanciación de  ios  pleitos  á  que  se  refiera. 
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Artículo  185. 

En  los  casoB  en  que  ninguno  de  los  Jue;:es  desista  de  su  pro- 
pósito, no  se  alzará  la  suspensión  hasta  que  el  superior  corres- 
pondiente haya  resuelto. 

Se  entenderá,  sin  embargo,  alzada  la  suspensión  cuando  se  hu- 
biere dictado  alguno  de  los  autos  que  con  arreglo  á  los  artículos 
il73,  176»  179  y  181,  son  apelables  en  un  solo  efecto,  sin  perjui- 
cio de  lo  que  proceda  luego  que  se  hubiere  dictado  ejecutoria  á 
consecuencia  del  recurso  interpuesto. 

Concuerdan  literalmente  con  los  artículos  175  y  176  de  la  ley  de  1855.  SieQdo 
el  objeto  de  la  acumulación  la  reunión  en  un  sólo  juicio  de  los  pleitos  sobre  que 
versa,  y  yendo  implícitamente  comprendida  en  ella  la  cuestión  de  competencia, 
es  consimiiente  que  se  suspenda  la  sustanciación  de  dichos  pleitos  desde  que  se 
-entable  hasta  que  (^uede  terminada  la  contienda,  bien  porque  el  juez  requesido 
acceda  á  Ik  pretensión  del  requirente,  ó  porque  éste  desista  de  su  pr.¡ pósito,  6 
por  la  decisión  superior,  y  así  lo  disponen  los  dos  artículos  que  estamos  comen- 
tando, siguiendo  también  en  ésti^  parte  la  práctica  antigua,  ror  lo  tanto,  mien- 
tras dure  la  sustanciación  del  incidente,  nada  podrá  practicarse  en  la  cuestión 
Íirincipal;  y  creemos  aplicable  á  este  caso,  por  su  analogía  é  identidad  do  razón, 
a  p^a  quael  airt.SOO  del  Código  penal  hoy  rigente  sanciona  contra  el  funoio- 
Dftrio  público  que,  legalpaente  requerido  de  inhibición,  pontinuaro  proc^iendo 
antes  que  se  decida  la  contienda.  £1  jue'^  requerido  racionalmente  no  puede  de- 
cretar la  suspensián  del  procedimiento  en  los  autos  que  ante  él  penden  sino 
cuando  reciba  el  oficio  reclamándole  el  pleito,  y  en  este  sentido  habrá  de  ent^- 
^tarse  respecto  dé  él  el  püecepto  del  artículo  184. 

i  £1  párrafo  2.  ^  del  art.  185  contiene  una  excepción  á^  la  regla  general  antes 
expuesta,  que  es  consecuencia  pxeoiaade  lo  que  se  ha  ordenado  en  Igs  artículos 
173, 176, 179  y  181.  Si  según  ellos,  «ólo  ha  de  admitirse  en  un  efecto  la  apela- 
ción Que  se  interponga  de  los  autos  en  que  el  juez,  á  quien  se  pide  la  acumula- 
ción, la  deniega  o  desiste  de  ella  en  yista  de  Us  razones  del  otro  juez,  y  de  la 
en  que  éste  la  otorga,  es  consiguiente  que  se  lleren  á  efecto  tales  provideBcias, 
y:  que  se  tenp^a  por  iJzada  la  suspensión ,-«in  perjuicio  de  lo  que  resuelva  el  tri- 
bunal superior.  Sin  duda  laley  ha  tenido  en  cuenta  que  siendo  oompetentee  am- 
bos jueces,  no  hay  peligro  en  que^sigan  sustanciando,  y  dada  la  disposición  del 
art.  187^  se  obtenddl  la  ventaja  de  poderse  diotar  más  pronto  la  sentencia,  si 
Uega  á  realizarse  la  aciunnlación. 

"Sin  perjuicio  "de  lo  que  proceda,"  luego  que  se  hubiere  dictado  eíecutoria  á 
consecuencia  del  necurso  interpuesto/'  dice  á  su  final  el  art.  185.  ¿Y  qué  será 
lo  .^ue  proceda?  Si  el  tribunal  superior  revoca  el  auto  denegatorio  de  la  acumu- 
lación á  que -se  refiere  el  art.  173,  procederá  á  lo  que  disponen  el  174  y  siguien- 
tes; y  en  los  otros  tres  casos,  lo  que  corresponda  iiasta  decidir  la  contienda  ñor 
todos  sua trámites,  volviendo  ¿quedar  en  suspenso  la  sustanciación  de  los  plei- 
tos. De  manera  que  el  fallo  del  tribunal  superior,  á  consecuencia  déla  apela- 
ción, no  pone  fin  al  incidente  de  acummlacióni  aunque  declare  ser  éste  proce- 
dente; no  hace  más  que  resolver  que  hay  méritos  para  que  el  iuez,  accediendo  á 
la  petición  de  la  parte,  lleve  adelante  la  cuestión  para  decidirla  en  la  forma  co- 
rrespondiente ó  por  los  trámites  establecidos. 

Artículo  186. 

En  vir/ud  de  la  acumulación,  los  autos  acumulados  se  segui- 
rán en  un  solo  juicio  y  serán  terminados  por  una  misma  sen- 
tencia. 
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Artículo  187. 

Cuando  se  acumulen  dos  ó  más  pleitos,  se  suspenderá  el  curso 
•del  que  estuviere  más  próximo  á  su  terminación,  hasta  que  los 
otros  se  hallen  en  el  mismo  estado. 

Esta  regla  no  es  aplicable  á  las  acumulaciones  que  se  hagan 
á  los  juicios  universales,  á  cuya  tramitación  se  acomodarán  des- 
<le  luego  los  que  se  acumulen  á  ellos. 

En  el  art.  177  de  la  ley  luiterior  te  dijo  que  ''los  efectos  do  la  acumulacidn" 
son,  que  los  autos  acumulados  se  sfgan  en  un  solo  iuicie,  j  sean  terminados  por 
una  misma  sentencia;"  pero  como  la  acumulación  de  autos  produce  además  otros 
efectos,  según  luego  veremos,  se  dice  ahora  eon  más  propiedad  en  el  186  de  la 
actual,  que  "en  virtud  de  la  acumulación'*  los  autos  acumulados  se  seguirán  en 
un  solo  juicio  y  serán  teny^inailos  por  una  misma  sentencia."  £1  mismo  efecto 
produce  la  acumulación  de  acciones  según  el  art.  159, 

Como  complemento  de  esta  disposición,  y  á  fin  de  que  á  ninguna  de  las  partes 
se  les  prive  cíe  su  legítima  defensa  en  cada  negocio,  se  ordena  justamente  en  el 
«rt.  187,  igual  *1 17:6  de  hi  ley  Anterior,  que.se  «uspenda  el  curso  del  pleito  que 
QsMivieira  B»ésiprózinio  á  su  terminación,  hasta  que  el  otro  aa  halle  en  el  mismo 
e9l»4o;  cuyo  precepto  Ueva  im^líciti^aenteU  de^ración  de.que^s  válido  lo  »o- 
tjiajo  en  uno  y  otro  iuioio.  Si  en  un  pleito  se  h^  heeho  publicaron  de  proban- 
JB4m,  por  ejemplo,  y  el  otro  está  en  estado  de  eonlastación,  se  suspenderá  el  curso 
de  aquiél^  aunque  eorrerán  unidos,  hasta, que  en  éste  se  haga  también  dicha  pn^ 
bm^^n»  y  eotonoeeae  poMnníiearáii  <  á  las  partea  para  alegar  de  bien  probad* 
e|i»  ^mkm  i  k  vea.  Mas  esta  f»gh  no  puede  tener  aplicaeión  á.  los  juioios  uni- 
Tertieles,  0n  los  cuales,,  poa*  teiker  nna  tramitación  especial,  es  necesario  quiese 
«nbordinenf  «liéten  y  4iceiMdeii  á  ella  todos  los  pleitos  que  á  los  mismos  se  aeu- 
mulen:  éatft.9P»:la.pi!áetioa  antigua  j  así  lo  sanciona  el  mimo  art.  187. 

Qtmseieotospranuc*  laaomnulabión,  como  oenteouencia  psreeisa  é  indeelina- 
Ued^  ella;  tales  sos:  .respetto  de  los  jaeces,  el  eonfcñr  a1  uno  exoluslvameate  el 
cDAeeinii^o^deios  negocios,  privando  del  mismo-al  que  cono^  de  la  demanda 
qm  eeia  mandado  acumular;  y  respecto  de  los  actuarios,  ^  de  radiear  en  «na 
sola  escribanía  todos  los  pleitos  acumulados,  debiendo  los  demás  escribanos  le- 
niitir  íitibesros  y  originales  loe  autos  al  que  aot4a«n  la  demanda,  á  cuyo  favor 
fle>hayadieclar»de|aaicuimilación,  sin  poder  exigir  estos  más  derechos,  aue  los 
-qpe  tuviesen  dersengados  hasta  entoaoes,  como  estaba  ordenado  por  la  ley  18» 
t^.  15,  lib.  7  de  la  JNovísima  Beec^ilack^. 
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TITULO  QUINTO. 


DE   LAS  RECUSACIONES. 


Con  razón  decía  el  Sr.  Conde  de  la  Cañada,  en  sus  ''Instituciones  prácticas/' 
al  tratar  de  esta  materia,  que  entre  todos  los  medios  v  modos  que  los  hombres 
tienen  de  defender  aus  facultades  y  derechos,  es  sin  duda  la  "reeusacióo"  uno  de 
los  más  cumplidos  y  seguros;  pues  siendo  un  remedio  preyontiro  que  se  anticipa 
al  daño,  es  como  todos  los  de  esta  especie  más  rentajoso  que  los  que  se  buscan 
para  reparar  el  mal  ya  sucedido.  Preriso  es  reconocer  aue  si  los  jueofs  como  ta- 
les, tienen  en  su  favor  la  presunción  de  imparcialidad,  como  hombres  pueden 
verse  rodeados  de  las  misn^as  pasiones  que  son  patrimonio  de  la  hnmmnidad:  el 
interés  personal  unas  Teces,  sus  afecciones  ó  enemistades  otras,  v  en  a%án  caso 
su  amor  propio  ofendido,  pueden  contribuir  á  reanimar  l*s  pasie«e8'<|ue  como 
magistrados  tenían  adormecidas;  fáltales  entenoes  el  prestigio  ouedebe  rodear- 
les, y  cuando  esto  ocurre,  existe  una  causa  de  '^abstención"  ó  ae  "'recusación." 
La  "abstención'^  es  el  hecho  espontáneo  del  juez  que  reconoce  no  tener  las 
condiciones  necesarias  de  imparcialidad:  la  "recusación"  es  el  hecho  del  litigan- 
te que  rehusa  tener  por  juee  al  que  segón  la  ley  es  competente  para  conocer  de 
la  contienda. 

Con  arreglo  á estos  principios,  que  son  una  deduccióa  lógica  de  la  vasón  y  de 
la  acción  de  la  justicia  humana,  las  legislaciones  de  todos  U>8  países  han  consig- 
nado en  sus  códigos .  el  remedio  de  la  recusación.  En  los  primeros  tiempos  de 
Boma,  cuando  las  contiendas  jurídicas  se  ÍWllaban  por  arbitros  nombrados  por 
las  mismas  partos,  las  recusaciones  eran  muy  raras;  pero  cuando  posteriormen- 
te se  organizaron  los  juicios  públicos,  y  los  jueces  eran  designados  por  la  suer- 
te, las  partes  podían  hacer  uso  del  derecho  de  recusarlos  en  el  momento  que  su 
nombre  salía  de  la  urna,  exclamando:  "Hunc  nolo,  timidus  est;"  y  si  la  causa 
de  la  recusación  era  injuriosa,  debían  bajo  juramento  decir:  "Ejero,  iniquos 
est." 

Derogado  después  el  sistema  formulario  de  los  primeros  tiempos,  las  partee 
peí  dieron  el  d  -recho  de  elegir  sus  jueces,  que  fueron  reemplazados  por  oficiales 
públicos,  los  cuales  no  siempre  ofre<'ÍHn  las  garantías  de  independencia  é  im- 
parcialidad. Organizóse  entonces  un  nuevo  método  de  recusación  en  armonía 
con  los  cambios  intniducidos  en  el  procedimiento,  cuya  mejora  se  debió  alas 
instituciones  de  los  emperadores.  Estas  exigieron  aue  los  modos  de  recusar  fue- 
ran determinados,  y  especificaron  el  tiempo  y  las  formas  para  utilizar  este  re? 
curso;  pero  poco  cuidadosas  de  la  dignidad  de  los  jueces,  no  concretaron  las 
causas  df*  recusación,  haciéndolos  de  esta  manera  el  blanco  de  las  recriminacio- 
nes de  los  litigantes. 

Casi  los  mismos  principios  vemos  consignados  en  nuestra  antigua  legislación: 
ni  en  el  Fuere  Juego,  ni  en  las  Partidas,  ni  en  el  Fuero  Keal  se  encuentran  es- 
pecificadas todas  las  causas  que  pueden  dar  lugar  á  la  recusación;  se  marcan  al- 
gunos impedimentos,  se  determinan  varias  causas,  pero  se  sienta  el  principio  de 
que  basta  manifestar  que  se  tiene  por  sospechoso  al  jues,  y  jure  la  parte,  si  se 
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]e  pidiere,  que  no  lo  hace  malkioBajnente,  piurtí  que  proceda  la  recaiación  (1). 
Lo0  grares  dafios  que  estas  lectiflaeiones  generake  ecasionaban,  requerían  un 
remedio  eficaz  eme  no  encontramos  en  las  le^rM  posteriores  á  las  Partidas.  El 
Ordenamiento  Keal  y  la  N^Tisvna  BoropUae^  ^m^'orarpu^  poco  los  inconre- 
nientes  aue  se  habían  tocado  hasta  entonces:  dejaron  subsistente  el  principio 
vago  de  las  recusaciones  generales  eon  r^necto  á  los  jueces  inferieres  (2),  y  solo 
en  cuanto  á  los  superiores  exigieroh  que  se  alegara  y  probase  causa  justa  (3). 
¿En  qué  principios  de  justicia  podía  fíxndarse  esta  desigualdad?  En  ninguno  ab-> 
solutamente,  eomo  lo  haceirer  et  Br.  Conde  de  la  Gafiaoaen  les  sfgnientee  p^ora- 
£>sci«eBa«{>enBÍtÍBnáos  tranríbár.  ^^ . 

"Xo  no  hallo  diferencia,  decía;,  ^tre  la  mayor  6  menor  autoridad  de  lot  Jue- 
ces que  se  recusan  para  quo  con  unos  haya  libertad  absoluta  de  hacerles  ofen- 
sas con  malicia  y  dofo  sin  permitirles  la  natural  defensa  de  ^u  honor  y  opinión, 
y  se  hayan  puesto  para  otros  tan  exactas  precauciones  á  fin  de  contener  y  co- 
rregir la  malicia  de  los  qoe  intentan  recusarles*  Que  Imbitra  alguna  düereneia 
en  la  mayor  pena  een  que  deben  ser  castigado*  los  que  no  juatÜAcan  a«s  recua»- 
fáowoB  oeatra  los  jueces  soperiofes,  era  muy  raionáble;  pere  d^ar  i  anos  ernté- 
ranéate  IndefBBses,  sin.  ^ue  puedan  ai  aun  saber,  loe  motÍFes  que  haylA  dado 
ipara'fler  reenaadesi  «parece  que  ne  es  eompatiUe  con  el  derecho  que  tienen  todoe 

e,  defendiéndose  de  lae  ealuniniaa  een  que  te 


á  mMBteoer  su  hooer  y  buen  nombre,  denndiéndoee  de  lae  ealuraniaa  een  que  i. 
intoit^'eseareeer.-^ror  último,  si  la  causa  de  la  reooiaei^  ee  Tiodadera  y  an- 
fietaAteaara  «espcohat  del  juea  inleríoiV'¿qué  repare  paede  tKier  la  parte  eti 
empis— ila  y  probarla^  6i «s  inoeemte,  «orno  k  de  parenÉeaeo  6  ambtad  anterior 
al  pleábeiv  Ugrari  la  paorte  m  intente,  y  ú  jues  quMará  tiin  «í^tíi»  en  el  públi- 
co; y  si  la  causa  fuese  criminosa,  importa  á  la  Bepública  su  castigo,  p«ea  een  el 
ejemoie  M  unos  se  oimtienen  lee*  demás  {á).'^ 

A  fia  deeowegir  esas  irregolairidadee'de  la  antigua  juriepradeneia;  la  ky  de 
BnjuieíamleBto  tÍTÜ  de  IBSfintrediqQ  en  esta  materia  áttlée  y  aeeHadae  Mfor- 
mas,  ietesmi— Mde  MtamúimwMmU  ke  oaasas  legales  de  TeiiMacié*,^y  erdeftando 

3ue  le» jueeoB  y. magistrados  ••  pédrían  sev,  leeusadee  mm^  "«een  eausa."  Pero 
9jé  enbeistente  la  wwnsiéti  '^sm  eaasa"  de  lea  subaltenee  ó  atxiUkíes  de  ka 
tribosales  f  jusgadee»  eÍ9  teúer  eñtaant»  que  eetee  AmttDnartée  sea  y  deben 
ser  tan  celosos  de  su  honra  e>ie  loa  masBaec  jueMü»  j  qi^ee-  d^'aba  abierta  k 
puerta  al  abuso  y  arbitrariedad  de  loa  litigantes,  sin  eorreetiro  de  ninguna  da- 
se para  los  que  se  defendían  en  cono^^  de  pobres.  También  se  oMdo  aquella 
ley  de  la  recusación  de  lee  jueces  de  pae  y  deeus  asesores,  y  de  determinarlos 
casos  en  que  debieran  abstenerse  de  conocer  los  funcionarios  de  k  administra- 
ción de  justick  sin  esperará  ser  reetaades.  BstasemÉóoMi  y  iefcitys  ae^erri- 
gieren  en  la  ley  orffaie»,  del  ?e4er  MtímX  ^4f|0,  curas  dtspVsiiionei,  en 
cumplimiento  de  lo  prerenido  en  el  oum.  1.  ^ ,  base  2< '  de  la  ley  de  21  de  Ju- 
nio de  1880,  se  han  mhndldo  eh  la  actual  con  algunas  codificaciones  que  ha- 
remos notar  al  ceteentarlas^  .  ;  <  • 
Indicaremos,  por  úlláasoi  ^pse^onjqiii  tembi4»  p«eiten  enr  «eoiiadee  lee  parí. 


619  al  626, 706,  709, 881  y  83^r  oeíao  se  había h^^en^ke  kyes  autn-iorof, 
limitando  el  presente  título  á  las  que  se  refieren  á  iodos  loe  íwicionaríes  que 
por  razón  de  su  cargo  interrienen  en  k  administra^éa  á^fu/tüSk 

ip^Uvmm  tíK  li  lib*  %  IW  Jfwiét Á^  *«WfcllW  V*k  J'fl^  *i  tít. 
7.  ®,  íib.  1.  ®  del  Fuero  Eaal. 

(2)  LeFes.l.  *,  tít.  5.  «^,  lib.  8. «  del  Qrdejiam,,  y  t «,  tfl,  t.  ^'M,  11, 1í6- 
TÍsima  See^  .....'■  ....  '.^     i  *f* 

(8)  Ií^6/-,.ttt.»«»>UMl.K*T,Beej  .  ^    .    '   «.^       r    \.<.     r 

(4)  "Instituciones  prácticas,"  Parte  8.  •*,  cap. «. «,  nimn^  Wt  M,  \"  "  ,    ^ 

14     ' 
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^10  QVIÁ.  PRACTICA  DE  DBBBOHO 

SECCIÓN  PRIMERA. 

DI9P0SICI0KE8    aEKBRALFS. 

Artículo  188. 

Los  Jueces  j  Magistrados,  cualquiera  que  sea  su  grado  j  je- 
rarquía, los  Asesores  de  los  Jueces  municipales  que  sustituyan 
á  los  de  primera  instancia,  r  los  auxiliares  de  los  Tribunales  j 
Juzgados,  sólo  podrán  ser  recusados  por  causa  legítima. 

En  este  artículo  ae  han  refundido  el  426  y  el  557  de  la  lev  orgánica  de  1870, 
-por  los  cuales  á  la  vez  que  se  confirmó  el  principio  consi^aao  en  el  120  de  la  de 
Enjuiciamiento  cítíI  de  1855,  de  que  los  jueces  j  magistrados  no  podrían  ser 
recusados  sino  con  causa,  se  amplio  dicho  príneip^'o  álos  auxiliares  de  los  tri- 
bunales j  juzgados,  reformando^  el  art.  140  de  la  ley  últimamente  citada,  que 
permitíag  como  se  había  permitido  hasta  entonces,  la  recusaoióa  de  tales  auxi- 
liares "sm  causa  ó  con  ella.''  Hov  ya  no  puede  ser  recusado,  sino  por  alguna  de 
las  causas  que  taxativamente  se  determinan  en  el  art.  189,  ningún  funcionario 
-do  la  administración  de  justicia,  aunque  pertenezca  á  la  dase  &  auxiliares;  re- 
forma moral  y  conyeniente,  por  las  razones  que  hemos  indicado  en  la  introduc- 
ción de  este  titulo. 

Nótese  que  en  esta  disposición  estún  comprendidos  todos  los  que  administran 
justicia,  "cualquiera  que  sea  su  grado  y  gerarquía,"  desde  el  jues  municipal  has- 
ta el  Presidente  del  Tribunal  Supremo,  como  también  los  asesores  de  los  jueces 
municipales  legos,  cuando  estos  sustituyan  á  los  de  primera  instancia,  pues  fue- 
ra de  este  caso  no  permite  la  nueva  ley  &  dichos  jueces  el  nombnamiento  de  ase- 
sor letrado.  En  los  artículos  194  y  218  se  mencionan  cirennstanciadamente  es- 
ios  funcionarios,  y  en  el  284  :|r  241  se  determinan  los  que  están  igualmente  eom- 
•prendidos  en  ella  como  auxiliares  de  los  tribunales  y  juzgados. 

Artículo  189. 

Son  causas  legitimas  de  recusación: 

1*  El  parentesco  de  consanguinidad  ó  afinidad,  dentro  del  cuar- 
to grado  civil,  con  cualquiera  de  los  litigantes. 

2^^  £1  mismo  parentesco,  dentro  del  segundo  grado,  con  el  le- 
trado de  alguna  de  las  partes  que  intervengan  en  el  pleito. 

Esto  se  entenderá  sin  perjuicio  de  hacer  cumplir  la  prohibi- 
ción que  tienen  ríos  abogados  para  encc^garse  de  la  defensa  de 
asuntos  en  que  débá,n  conocer  como  Jueces  sus  parientes  dentro 
de  dicho  grado. 

3?  Estar  ó  haber  sido  denunciado  por  alguna  de  las  partes  co- 
mo autor,  eóm|)lioe  <í  encubi^idor  de  un  delito^  6  como  autor  de 
Aína  falta.  »•  -  ,    . 

4?  Haber  sido  defensor  de  alguna  de  las  partes,  emitido  dicta- 
men sobre  el  pleito  como  letrado,  6  intervenido  tú  él  como  Fis- 
cal, perito  ó  testigo. 

5^  Ser  ó  haber  sido  tutor  ó  curador  para  bienes,  ó  haber  esta- 
do baje  la  tutela  ó  curaduría  de  alguna  que  sea  parte  en  el  pleito. 

6?  Ser  ó  haber  sido  denunciador  ó  acusador  privado  del  que 
recusa. 
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7?  Tener  pleito  pendiente  oon  el  recósante.  ^ 

8^  Tener  interés  directo  ó  indirecto  en  el  pleito  ó  en  otro  se* 
mejante. 
9^  Amistad  intima. 
10  Enemistad  manifiesta. 

VagA  é  indeterminada  era  sobre  este  punto  la  antiguai'urispradencia,  como 
▼a  hemos  indicado.  Algunas  leyes  de  Partida,  áeí  Fumo  Beal  y  de  la  Norísima 
Recopilación  (1)  determinaron  varias  causas  de  recusación;  pero  no  concretaron 
ú  ellas  solas  el  derecho  de  las  partes,  sino  que  permitían^  se  pudieran  utilizar 
cualesquiera  otras  análogas  ó  parecidas.  De  aquí  lá  incertidumbrey  el  abuso  en 
muchos  casos,  á  que  puso  término  la  ley  de  1855,  fijando  en  su  art.  121  las  cau- 
4sa8  legales  de  recusación.  Lo  mismo  se  hizo  en  el  428  de  la  ley  orgánica  del  Po- 
der judicial,  T  se  ha  repetid»  en  el  que  es  objeto  del  presente  comentario. 

Comparando  dichos  tres  artículos  so  yerá  que  sustancialmente  son  iguales  sus 
disposiciones,  habiéndose  adicionado  en  la  ley  orgánica  la  causa  2.  *",  no  conte- 
nida en  la  de  1855,  pero  sin  el  párrafo  2.  ^,  cuya  adición  se  ha  hecho  en  la  pre- 
sente. Las  diez  causas  de  recusación  que  contienen  son  las  únicas  que  la  ley  de- 
dara  ^'legítimas,"  y  excluyen  por  consiguiente  cualescjuiera  otras»  aunque  sean 
análogas-  Su  aplicación  no  ha  ofrecido  nasta  ahora  dificultad,  ni  creemos  pue- 
da ofrecerla  en  lo  sucesiro,  por  la  claridad  y  precisión  con  que  están  redactadas, 
por  lo  cual  véase  el  mismo  artículo,  y  nos  limitaremos  á  indicar  el  motivo  y 
alcance  de  las  adiciones  que  en  él  se  han  hecho. 

En  cuanto  á  la  causa  2.  ^  antes  indicada,  en  el  art.  428  de  la  ley  orgánica  se 
ordenó  solamente  que  se  considerase  como  causa  legítima  de  recusación  el  pa- 
rentesco de  consanguinidad  ó  afinidad,  dentro  del  segundo  grado,  del  juez  ó  au- 
xiliar con  el  letrado  defensor  de  alguna  de  laa  partes  que  intervengan  en  el  plei- 
to. Es  jiatural  que  el  abogado  se  interese  por  el  buen  resultado  del  pleito  que 
defiende,  y  como  ese  inter<S  pudiera  inducirle  á  ejercer  toda  su  influencia  para 
conseguirlo,  esto  justifica  dicna  causa  de  recusación;  pero  no  es  de  presumir  aue 
tal  interés  sea  igual  al  del  mismo  litigante,  y  por  esto  nos  parece  racional  y 
conveniente  que  el  parentesco  se  haya  Timitaao  al  segundo  grado. 

Esta  causa  de  recusación  daba  lugar  á  la  duda  de  si  en  su  virtud  había  que- 
dado derogado  el  impedimento  que  por  la  ley  7.  "^ ,  tít,  22.  lib.  5.^  de  la  Noví- 
flima  Becopilación  tenían  los  abogados  para  encargarse  de  la  defensa  de  asun- 
tes en  que  debieran  conocer  como  jueces  sus  padres,  hiios,  yernos,  hermanos  ó 
cidiadei,-^  sea  sus  parientes  dentro  del  segonao  grado  oe  consanguinidad  ó  afi- 
nidad. £1  mismo  impedimento  establecióla  ley  6.  *  ,  tít.  3.  ^  ,  lib.  11  de  dicho 
'Código  con  relación  á  los  escribanos,  ordenando  ''que  ningún  padre,  ni  hijo, 
yerno,  hermano  ni  cufiado  del  escribano,  ante  quien  pendiere  cualquier  causa, 
no  pueda  ser  abosado  ni  procurador  jra  ella."  Siendo  este  parentesco,  según  el 
justo  criterio  deaichas  leyes,  impedimento  para  el  abogado,  á  éste  corresponde 
abstenerse,  y  no  al  juez  ni  al  actuario,  y  por  esto  sin  duda  creyeron  los  autores 
de  la.  ley  de  1855  que  no  debía  comprenderse  entre  las  causas  de  recusación.  No 
lo  estimaron  así  los  de  la  ley  orgánica  de  1870,  dando  lugar  á  la  duda  antes  in- 
dicada, y  para  resolverla  se  ha  adicionado  en  la  causa  2.^  del  artículo  que  es- 
•tamos  comentando  la  prevencióii  de  que  lo  dispuesto  en  ella  *'se  entenderá  sin 
peagiúeio  de  haoer  cun^>lir  la  prohibición  que  tienen  los  abogados  para  encar- 
■sarse  de  la  defensa  de  asuntos  en  que  deban  conocer  como  jueces  sus  parientes 
dentro  de  dicho  grado.'' 

Combinando  estas  disposiciones,  todas  vigentes,  resulta  que  los  abogados  no 
pueden  encargarse  de  la  defensa  de  un  negocio  del  que  deban  conocer  como  jue- 
.ees  6  auxiliares  sus  parientes  dentro  del  segundo  grado  de  consanguinidad  ó 
afinidad;  de  suerte  que  «a  tales  «ases  no  son  los  jueces  ó  auxiliares  los  que  de- 
iben  abstenerse  de  conocer,  sino  los  letrados,  á  quienes  está  prohibido,  y  tienen 
•por  tanto  impedimento  legal  para  «jercer  la  abogacía  en  esos  asuntos.  Así  lo 

(1)  L^es  O  y  10,.tít.  4.  ©;  -6>,  tlt.  7.  ^,  y  24,  tít.  22,  de  la  Partida  8-  * :  10. 
4ít.  7.  ® ,  lib.  1.  ®  del  JPnero  fieal:  35  y  41,  tít  1.  ®,  lib.  5.  ® ,  14,  tít.  11  lib,  T,  <> 
jjre. *,  tít.  3.  ®,  lib.  11  deia Ñor.  Kec 
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deeUró  también  el  TrUMUMl  Supremo  en  pleno  del  20  de  Febrero  de  1862,  ca;ro 
'Miierdo  ee  oomnnioó  á^loe  Beíentes  de  las  Audienciae  por  ciroolar  :de  21  del  mis- 
mo mes  (1).  Y  como  la  dispoeicidn  que  estamos  comentando  ordena  que  se  ha- 
ga cumj^lir  dicha  prohibieidn,  los  jueces  están  en  el  deber  de  no  admitir  los  es- 
critos ni  la  interrención  ^e  letrados  que  se  hallen  en  ese  caso,  mandando  á  la 
parte  que  se  raiga  de  letrado  hábil  en  quien  no  concurra  tal  impedimento  lesal. 
Pero  puede  suceaer  que,el  juez  6  el  actuario  rengan  á  conocer  del  negocio  des- 
pués oe  incoado  bajo  la  dilección  de  un  letrado  que  sea  pariente  de  aquellos,  y 
eomo  en  este  caso  ya  no  es  posible  la  abstención  del  abogado,  no  hay  otro  re- 
medio que  separar  al  juez  ó  al  auxiliar  del  conocimiento  del  ni^ocio,  y  por  esto 
se  ha  conserrado  en  la  nuera  le¡y  esa  causa  de  recusación,  preriniendo  a  la  rez 
que  esto  se  entienda  sin  peijuiao  de  hacer  cumplir^  siempre  que  sea  posible,  la 
prohibición  de  la  ley  respecto  de  los  abogados.  X  lo  mismo  deberá  entender- 
se recmecto  de  los  procuradores,  puesto  que  tienen  igual  prohibición  por  la  ley 
recopilada. 


causa  t 

motiro  <  ^ 

ca,  pero  suprimiendo  las  palabras  "ó  en  otro  semejante/'  que  ahora  se  restable- 
cen, de  acuerdo  con  nuestra  antigua  jurisprudencia,  en  consideración  á  que  no 
ofrece  las  condioiones  necesarias  de  imparcialidad  eliuez  ó  auxiliar  que  tenga 
interés  en  un  i>leito  semejante  al  que  ante  él  se  rentila,  porque  es  de  presumir, 
dada  la  condición  humana,  que  faroreceHL  á  la  parte  que  sostenga  preteniiones 
leales  á  las  que  él  sostiene  en  el  otro  pleito  para  que  recaiga  el  fallo  en  el  sen- 
tido que  á  él  le  interesa* 

Era  también  motiro  de  recusación,  según  la  causa  4."  de  la  ley  anterior, 
"tener  el  juez  ó  al^^nno  de  sus  consanguíneos  ó  afines  dentro  del  cuarto  grado 
ciril,  directa  participación  en  cualquier  sociedad  ó  corporación  que  litiguen." 
Se  ha  omitido  esta  causa,  como  se  emitió  en  la  ley  orgánica,  no  para  suprimir- 
la, sino  porque  realmente  está  comprendida  en  las  causas  1.  '^  y  8.  '^  •  Si  el  j¡uez, 
ó  el  auxiliar,  tiene  particinación  en  la  sociedad  que  litiga,  os  claro  que  tiene 
interés  en  el  pleito,  por  lo  menos  indirecto,  que  es  la  causa  8« ' ;  y  si  esa 
participación  la  tienen  sus  parientes,  el  caso  está  comprendido  en  la  cau- 
sa primera. 


(1)  Esto  circular  del  Tribunal  Supremo,  cuya  doctrina  importa  eonoeer,dlce 
así:— ''Habiendo  llegado  á  conocimiento  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  que 
en  algún  juzgado  de  primera  instancia  los  hijos  de  los  jueces  ejercían  la  abogan 
cía,  absteniéndose  el  padre  de  conocer  como  juez  en  los  negocios  en  que  inter- 
renía  el  hijo  como  ahorrado,  contra  lo  dispuesto  en  la  ley  7.^  ,  tít.  22,  lib.  5.^ 
de  la  Norísima  Becopilación,  por  la  cual  se  preriene  que  en  las  Audiencias, 
ninguno  pueda  ser  abogado,  *'directe,  ni  indirecte,"  en  causa  alguna  en  qne  su 
padre,  hijo,  yerno  ó  suegro  fuesen  jueces;  y  que  en  los  demás  juzgados  en  que 
hubiere  un  solo  juez,  no  puede  abogar  en  manera  alguna  padre,  ni  hijo,  ni  ver- 
no,  ni  hermano,  ni  cufiado  de  tal  juez,  se  acordó  ini^ruir  el  oportuno  expedien- 
to para  areriguar  si  en  las  Audiencias  y  juzgados  se  cumplía  con  lo  dispuesto 
por  dicha  ley.  T  resultando  que  no  es  uniforme  la  práctica,  de  conformidad  con 
lo  propuesto  sobre  este  punto  por  el  Ministerio  fiscal,  se  ha  senrido  acordar  8. 
A.  OD  pleno  del  día  20  de  los  corrientes,  que  por  conducto  de  V .  8.  se  eneargue 
á  las  Salas  de  justicia  de  esa  Audiencia  y  á  los  juzgados  de  su  tenriterio,  que 
observen  y  hagan  obserrar  puntualmente  lo  que  dispone  la  citada' ley  T." ,  tít. 
^.  lib.  5.®  de  la  Norísima  Recopilación  sobre  el  ejercicio  de  la  abogacía,  en 
los  casos  á  que  la  misma  ley  se  refiere,  cualquiera  que  sea  la  práctica  en  contra- 
rio; teniendo  entendido  que  no  son  los  jueces  y  mugistrades  les  que  deb^  abs- 
tenerse de  conocer  en  toles  casos,  sino  fos  letittdos,  á  quienee  está  prohibido,  y 
no  debe,  por  tonto,  permitírseles  el  ejercido  de  la  abogacía,  en  los  asuntos  de 
que  deban  conocer  como  jueces  sus  padres  ó  cualouiera  otro  de  los  parientes  ex- 
presados en  dicha  le^  recopilada.— :Lo  que  de  orden  dé  S.  A.  participo  á  Y.  S. 
Mra  los  electos  consiguientes,  sirriéndose  acusarme  el  recibo.  Dios  guarde  á 
V.  S.  muchos  afios.  Madrid,  K  de  Febrero  1862.---B1  Secretorio  de  gobiernoa^ 
José  M.  Manresa  y  Kararro.~Sr.  Regente  de  la  Audiencia  de ** 
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IndioarémoBj  por  último,  que  ptra  qvewa  admisible  la  reoosaeióa,  cualaniera  . 
ave  sea  éL  Cbncioiiarío  oontra  qaiea  se  intente,  no  sólo  hadeñmdarse  en  alguna 
oe  las  dies  cansas  qne  taxi^iramente  se  det^rñiBian  en  el  ¡nvsente  artículo,  ex- 
presándola con  claridad  7  precisión;  sino  que  huí  de  llenarse  los  demás  requi- 
sitos que  se  ordenan  en  ios  artículos  191  al  195.  La  omisLSn  de  cualquiera  de 
ellos  impide  dar  curso  al  incidente,  como  lo  preriene  el  art*  195,  y  lo  declaró 
eL  Tribsmal  Supremo  ea  sentencias  de  16  de  Mayo  de  1S60  y  7  de  Febrero  de 

Artículo  190. 

Los  Magistrados,  Jueces  j  Asesores  en  quienes  concurra  al- 
guna de  las  causas  expresadas  en  el  articulo  anterior,  se  abs- 
tendrán del  conocimiento  del  negocio,  sin  esperar  á  que  se  les 
recuse. 

Lo  mismo  harán  los  auxiliares  de  los  Tribunales  y  Juzgados 
en  igual  caso. 

Contra  estas  resoluciones  no  habrá  recurso  alguno,  sin  perjui- 
cio de  lo  dispuesto  en  el  art.  216. 

L 

Ya  hemos  indicado  en  la  introducciÓB  de  este  tít«üo,  ^ue  la  ley  de  1855  no 
contraía  disposieíón  alguna  que  antorisase  á  los  ñincionarios  de  la  administra- 
cidii  de  justicia  nara  abstenerse  de  eonoctr,  sin  esperar  á  ser  recusados,  cuaado 
concurriese  en  ellos  alffún  impedimento  lefal.  Esto  di6  lugar  á  la  duda  ó»  si 
era  6  no  procedente  tai  abstttieión,  y  habimido  llegado  á  conocimiento  del  Tri- 
bunal Supremo  que  no  era  uniforme  la  rárisprudeneia  sobre  ese  punto,  instrui- 
do expediente,  acordó  en  pleno  de  6de  Mi^ro  de  18d2,  eoyo  acuerdo  se  comuni- 
có á  los  Regentes  de  las  Audiencias  en  90  del  mismo  mes,  para  que  estos  lo  hi- 
cieran á  las  Salas  de  Justicia  y  á  los  jueces  de  sn  territorio,  "que  en  punto  á 
abstención  de  oficio  por  causa  de  impedimento  legal,  aquellas  y  estos  debían 
aieMperarse  á  lo  que  sobre  el  particular  establecían  húi  leyes  ó  tenía  recibido  la 
jvisprudemoia  generaL"  • 

^  Yaffa  era  esta  resokción  en  cuanto  á  las  causas  que  debían  motirar  la  absten- 
cióh  de  oficio,  porque  el  Tribunal  Supremo  no  se  creyó  con  fiMmltades  para  de- 
terminarlas. La  ley  orgánica  del  Poder  judidal  de  1870  «tendió  á  esta  neoesi« 
dad,  ordenando  en  sus  artículos  429  y  558  lo  mismo  que  se  establece  en  d  pre- 
sente, en  el  cual  se  ha  empleado  el  yerbo  "abstenerse,  como  más  propio  que  el 
de  "inhibirse,''  asado  en  aquellos.  En  su  rirtud,  tanto  los  magistiaaos,  jueces 
y  asesores,  como  los  auxiliares  de  los  tribunales  y  juzgados,  en  quienes  concu- 
rra alguna  de  las  causas  legítimas  de  recusación  expresadas  en  el  artfonlo  an- 
terior 189,  tienen  el  deber  de  abstenerse  de  oficio^  sin  esperar  á  que  se  ks  recuse: 
"se  abstendrán  del  conocimiento  del  negocio,"  dice  la  re:|r  en  términos  impera- 
tires,  de  suerte  que  la  abstención  en  tales  casos  es  obligatoria,  cual  oenyie- 
ne  para  alejar  toda  sospecha  de  parcialidad,  y  conserrar  inoólume  el  decore 
y  prestigio  ám  los  funcionarios  ^ne  interrienen  en  la  administración  de  justicia. 
For  estas  mismas  oonskieraciones  se  ordena  que  contra  la  resolución  del  ftm- 
cionariov  ^le  se  abstioie  voluiitariamente  del  conocimiento  de  un  nef  oeio  por 
coálquiera  de  las  cansas  que  darían  lugar  á  su  recusación,  no  habrá  recurso  id- 
§^pi  7  po^  tantadeberá  ejeeutarse  desde  luego  pasando  el  oenedmíento  del  ne- 
goeiot  a  quien  corresponda.  Pero  es  posible  el  abuso  de  ralerse  de  ese  medio  pa- 
nteirltars»  compromisos  ó  per  otras  causas  que  no  eean  las  legítimas  de  reeu- 
saoidn;  r  como  tal  abvso,  cometido  por  un  jues  de  primera  instancia,  sería  de 
tcMOemieneia  para  la  adnánistraoión  de  justicia,  á  fin  de  precaTorlo  se  prerie- 
ne'que>  se  llorará  á  efeeto  sn  resoluoión  "slupeijuicio  de  lo  dispueeto  en  el  art. 
tí.$i  éí  cual  le  Mig%  4  ponerlo  en  oonocimtento  de  la  Audiencia,  eu/a  Sala  de 
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ffobierno  ]>iiede  imponerie  una  correeei^  diicipliiiam,  si  estima  improced«nte 
la  absttínqidn.  Tal  .sucedería  si  el  juez  se  hubiese  abstenido  por  ser  pariente  del 
abogado  ó  procurador  de  una  de  las  partes,  porque  en  tales  casos  no  es  el  jues 
sino  el  letrado  é  procurador  quien  debe  abstenerse,  según  hemos  expuesto  en  el 
comenturio  anterior. 

En  el  caso  de  ^jue,  concurriendo  alguna  causa  de  recusación,  el  funcionario 
judicial,  por  olrido  de  ella  6  por  otro  motiro,  no  se  hubiere  abstenido  volunta- 
riamente,  podrá  hacerlo  luego  quesea  recusado,  conforme  á  lo  prevenido  en  él 
art.  197.  Veamos  ahora  el  modo  práctico  de  llevar  á  efect<>  lo  que  se  ordena  en 
el  que  es  objeto  de  este  comentario. 

II 

Luego  que  se  dé  cuenta  á  un  juez  de  primera  instancia,  6  al  municipal  que  le 
sustituya  si  fuere  letrado,  y  no  siéndolo  á  su  asesor,  de  una  demanda  o  de  cual- 
quier negocio  de  que  no  deba  conocer  por  concurrir  alguna  de  las  causas  de  re- 
cusación, sin  proveer  al  escrito,  dictan  auto  absteniéndose  del  conocimiento  y 
mandanao  que  se  dé  cuenta  á  quien  deba  reemplazarle,  como  para  caso  análogo 
se  ordena  en  el  art  197.  Este  auto  será  motivado,  no  sélo  por  analogía  con  Ib 
^ue  previene  dicho  artículo,  y  por  estar  comprendido  en  el  párrafo  3.  ^  del  369, 
Bino  también  por  la  necesidaid  de  consignar  en  él  la  causa  de  la  abstención  álos 
efectos  del  216,  para  cujo  cumplimiento  se  acordará  lo  procedente  en.  el  mismo 
auto.  Se  notificará  al  litigante  ó  litigantes  que  sean  parte  en  el  juicio,  y  se  lle- 
vará á  efecto  sin  dilación,  puesto  que  contra  el  no  se  da  recurso^  alguno. 

Cuando  el  que  deba  abstenerse  sea  un  escribano  ú  otro  auxiliar,  á  continua- 
ción del  escrito  que  se  le  haya  entregado  para  dar  cuenta,  ó  de  la  providencia 
cuya  ejejcución  le  corresponda,  extenderá  diligencia  consignando  en  ella  cir- 
cunstanciadamente la  causa  en  que  se  funde  su  abstensión,  y  pasará  los  autos  á 
quien  corresponda,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  242,  ]^ra  que  dé  cuentft 
álaSalaó  juez  que  conozca  del  negocio.  Si  el  tribunal  estima  procedente  la 
abstención  por  estar  fundada  en  alguna  de  las  causas  del  art.  189,  dictará  auto 
aprobándola;  y  en  otro  caso  declarará  no  haber  lugar  á  ella,  como  se  previene 
también  para  caso  análogo  en  los  artículo  235  ^  236. 

En  los  tribunales  colegiados,  cuando  un  magistrado  se  cree  incompatible  para 
conocer  de  algún  negocio,  se  abstiene  poniéndolo  en  conocimiento  del  presiden- 
te de  la  Sala,  y  es  reemplazado  por  otro  de  la  misma  Sala,  si  lo  hubiere:  no  ha- 
biéndolo, el  presidente  del  Tribunal  designa  el  de  la  dotación  de  otoa  Sala  que 
deba  reemplazarle.  Si  el  designado  se  cree  también  incompatible,  lo  pone  en 
conocimiento  del  presidente  del  Tribunal,  el  cual  nombra  otro  magistrado,  si 
estima  procedente  la  causa  de  la  abstención,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art*. 
644  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial.  Por  regla  general  no  se  consignan  en 
los  autos  estas  abstendones;  pero  si  se  creyere  necesario  ó  conveniente  hacerlo, 
la  Sala,  en  vista  de  la  manifestación  hecha  por  el  magistrado  que  se  abstenga, 
dictará  auto  teniéndolo  por  recusado,  como  para  caso  análogo  se  ordena  en  el 
artfoulo  197. 

Bn  29  de  Junio  de  1866  se  publicó  una  ley,  cuyo  artículo  1.  ®  dice  así:  "Se  de- 
clara vigente  la  segunda  parte  de  la  ley  35,  tít.  1,  ^,  lib.o  5.  ^  de  la  Novísima 
"  Q,  que  dice:  *^  asimismo  mandamos  que  los  ] '  ' 


Becopilación,  ^ue  dice:  'T  asimismo  mandamos  que  los  pleitos  propios  de  i 

tros  Oidores,  ni  de  sus  hijos  y  yernos  no.se  sigan  y  pidan  en  la  Sala  ó  Salas  de 
los  tales  Oidores;''  debiendo  por  consiguiente  pasar  su  conocimiento  á  otra  Sa-- 
la  del  mismo  Tribunal."  Creemos  que  esta  ley  quedó  derogada  por  la  orgánica 
del  Poder  judicial,  y  que  lo  está  también  por  la  nueva  de  Enjuiciamiento  civil. 
Los  casos  á  que  se  refiere  están  comprendidos  en  las  causas  1.  **  y  8.  **  del  art« 
189,  y  debe  abstenerse  por  tanto  el  magistrado  en  ^[uien  concurran.  Sin  embar- 
go, no  se  manda  en  la  nueva  ley  que  pase  el  conocimiento  á  otra  Sala,  sino  que 
se  abstenga  el  magistrado,  ó  que  se  separe  del  conocimiento  de  los  autos,  sin 
esperar  á  ser  recusado  (artículos  190  y  215),  lo  cual  supone  que  los  autos  han  de 
continuar  en  la  Sdía  en  que  radicaron.  Y  no  puede  ser  de  otro  modo,  dada  la* 
organización  actual  de  nuestros  tribunales,  joues  las  Salas  de  lo  criminal  no  tie- 
nen competencia  para  conocer  de  negocios  civiles.  No  es  posible,  por  tanto,  dar 
hoy  cumplixhiento  á  dicha  ley,  pues  aunque  pudiera  tenerlo  en  las  Audiencias* 
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de  Madrid  j  Barcelona,  dotadas  con  dos  Salas  para  lo  civil,  no  están  exceptua- 
das de  la  regla  general.  Por  consiguiente,  de  los  pleitos  de  los  maffistrados  y  de 
sus  hijos  y  yernos  conocerá  la  Sala  á  que  corresfiondan,  absteniéndose  el  majgis- 
trado,  el  cual  será  reemplazado  del  modo  antes  indicado. 

Hemos  dicho  que  cuando  se  abstenga  de  oficio  un  juez  de  primera  instancia, 
'debe  mandar  que  pasen  los  autos  *'á  quien  deba  reemplaxarle,'*^  según  se  ordena 
fin  el  art.  197.  Sobre  este  punto  no  fíie  uniforme  la  práeCica  despuis  de  publica- 
da la  ley  de  Enjuiciamiento  cítíI  de  1855.  CJomo  ordenaba  en  su  art,^  133  para 
los  casos  de  recusación,  que  se  remitieran  los  autos  al  juzgado  ihás  inmediato 
til  domicilio  de  los  litigantes,  y  si  lo  turieren  direrso,  ai  del  demandado,  cr^e^ 
ron  algunos  jueces  que  le  mismo  debía  praeticarse  en  los  de  abstención  de  ofi- 
cio. Pero  se  dio  un  caso  en  que  se  pasaron  los  autes  al  juez  de  paz,  en  su  cali-^ 
dad  de  suplente  del  de  primera  instancia:  se  impugnó  su  competencia,  é  inter- 
puesto recurso  de  casación  por  esta  causa,  declaró  el  Tribunal  Supremo  en  sen- 
tencia de  13  de  Abril  de  1860,  que  dicho  artículo  133  no  era  aplicable  al  caso  en 
que  61.  joM:  de  primera  instancia  se  abstiene  de  conocer  por  impedimento  legal,- 
ni  se  in^ngía  por<}ue  en  tal  caso  le  sustituyera  el  juez  de  paz.  m  obstante  esta 
declaración,  se  repitieron  los  casos  en  uno  y  otro  sentido,  y  para  uniformar  la 
jurisprudencia,  por  el  acuerdo  del  Tribunal  pleno  antes  citado,  comunicado  á- 
ios  Begentes  de  las  Audiencias  en  20  de  Mayo  de  1862,  se  les  preyino,  *'que 
imando  un  juez  de  primera  instancia  se  abstenga  de  oficio  por  dicha  causa  del 
4!onocimiento  de  algún  negocio  civil,  debe  remitir  los  autos  al  juez  de  paz,  á 
quien  corresponda  sustituirle,  por  no  hallarse  comprendido  este  caso  en  lo  que 
para  el  de  recusación  dispone  el  art.  133  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil." 

Las  disposiciones  de  la  nueva  ley  no  se  prestan  á  esa  duda.  A  utorizada  la  abs- 
tención de  oficio,  y  comprendida  en  el  título  de  las  recusaciones,  es  indudable 
que  debe  reguirse  por  lo  que  para  estas  se  halla  establecido;  y  por  tanto,  el  Juez 
4ue  se  abstenga  de  conocer  de  un  negocio,  deberá  pasar  los  autos  al  suplente  del 
Juzgado,  ó  sea  al  juez  municipal,  á  no  ser  que  hubiere  en  la  misma  población 
otro  jnez  de  primera  instancia^  conforme  á  lo  prevenido  en  los  artículos  202,. 
203  j  215.  Cuando  se  abstenga  un  asesor,  será  reemplazado  con  otro  por  el  mis- 
mo juez  que  lo  hubiere  nombrado. 


Artículo  191.  • 

Sólo  podrán  recusar  los  que  sean  parte  legítima  ó  tengan  de- 
recho á  serlo,  y  se  personen  en  el  negocio  á  que  se  refiera  la  re- 
cusación. 

Este  artículo,  cuya  sencillez  y  claridad  nos  excusa  de  conmutarlo,  concuerda 
con  el  427  de  la  ley  orgánica,  y  sanciona  lo  que  estaba  admitido  por  la  jurispru- 
dencia, á  pesar  de  que  nada  se  previno  expresamente  sobre  este  punto  en  la  ley 
anterior.  Nótese  que  el^  que  tenga  derecho  á  ser  parte  en  un  pleito,  no  puede 
proponer  la  recusación  sino  después  de  haberse  personado  en  los  autos  y  de  ser 
admitido  en  ellos  como  parte  legítima;  porque  sm  este  requisito  no  puede  tener 
participación  en  el  debate  judicial  ni  en  sus  incidencias. 


Artículo  192. 

La  recusación  se  propondrá  en  el  primer  escrito  que  presente 
el  recusante,  cuando  la  causa  en  que  se  funde  fuere  anterior  al 
pleito  y  tenga  conocimiento  de  ella. 

Cuando  fuere  posterior,  ó  aunque  anterior,  no  hubiese  tenida 
antes  conocimiento  de  ella  el  recusante,  la  deberá  proponer  tan^ 
luego  como  llegue  á  su  noticia. 

No  justificándose  este  extremo  será  desestimada  la  recusación. 
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Arlículo  193. 

En  ningún  caso  podrii  hacerse  la  recusación  después  de  citadas 
las  partes  para  sentencia  en  primera  instancia,  ni  después  de  co- 
menzada la  rista  del  pleito  en  la  Audiencia  ó  Tribunal  Supremo. 

Tampoco  podrá  proponerse  en  las  diligencias  para  la  ejecu- 
ción de  la  sentencia,  á  ao  ser  que  se  funde  en  causas  legitimas 
que  notoriamente  ha^n  nacido  después  de  dictada  la  sentencia. 

I 

Pftra  qae  los  liti^aates  de  mala  fé  no  abusen  del  remedio  de  la  recusación, 
como  suelen  haeerlo,  utilizándolo  maliciosamente  y  sin  justa  causa,  ''de  lo  cual 
se  signe  grande  impedimento  en  el  proceder  y  en  la  determinación  de  los  plei- 
tos, y  reanndft  en  injuria  del  recusado/'  como  dice  una  ley  recopilada,  se  han 
adoptado  en  todos  tiempos  medidas  sereras,  encaminadas  a  cortar  ese  abuso,  y 
de  ello  nos  dan  claro  testimonio  las  27  leyes  del  t(t.  2.  ^,  lib.  11  de  la  lorísi- 
ma Recopilaron.  Entre  esas  medidas  está  la  de  fijar  el  período  del  juicio  den- 
tro del  cual  podrá  proponerse  la  recusación,  como  se  hace  en  los  dos  artículos 
que  son  objeto  de  este  comentario,  en  los  cuales  se  reproduce,  con  las  adiciones 
que  indicaremos,  lo  que  ordenaron  los  artículos  122,  123  y  124  de  la  ley  ante- 
rior de  1855,  y  430  y  432  de  la  or&^nica  de  1870. 

Cuando  la  causa,  en  que  se  funde  la  recusación,  sea  anterior  al  pleito,  y  tenga 
conocimiento  de  ella  el  recusante,  de(>e  alegarla  y  proponerla  en  el  primer  es- 
•crito  que  presente  en  los  autos;  y  en  otro  caso  deberá  nacerlo  luego  que  Hogue 
á  su  noticia,  é  haya  ocurrido  el  hecho  que  dé  lugar  á  la  recusación.  Así  lo  dis- 
pone el  artículo  192  de  la  nueya  ley.  De  suerte  que  en  el  primer  caso,  debe  pro- 
ponerse la  recusación,  por  parte  del  demandante,  en  el  mismo  escrito  en  que 
lormule  su  demanda,  y  por  el  demandado  en  el  de  contestación,  ó  en  el  primero 
que  presente  con  cualquiera  otro  objeto,  después  de  haberse  personado  en  los 
autos,  pues  sin  este  requisito  y  sin  que  se  le  tenga  por  parte  legítima  no  es  per- 
mitido á  ningún  litigante  proponer  la  recusación,  ya  sea  del  juez,  ya  del  actua- 
rio, conforme  á  lo  prevenido  en  el  art,  191. 

Gomo,  según  el  artículo  430,  todos  los  negocios  civiles  están  hoy  sujetos  á  re- 
partimiento, al  formular  la  demanda  no  puede  saber  el  demandante  si  será  recu- 
sable al  actuario  á  quien  corresponda,  ni  tampoco  el  juez,  cuando  haya  más  de 
uno  en  la  población.  En  tales  casos,  no  será  posible  proponer  la  recusación  en 
el  escrito  que  demanda,  y  se  cumplirá  el  precepto  de  la  ley  proponiéndola  en  cb- 
•crito  separado;  pero  esto  deberá  haeerse,  conforme  al  párrato  2.  ^del  mismo  art. 
192,  así  que  el  demandante  tenga  noticia  del  repartimiento  y  sepa  que  ha  corres- 
pondido el  negocio  á  un  jnez  ó  á  un  actuario,  en  quien  concurra  causa  legítima 
de  recusación.  De  otro  modo  se  entenderá  que  renuncia  á  ese  derecho,  y  no  po- 
drá utilizarlo  después  de  contestada  la  demanda,  como  estaba  preyeniao  por  la 
ley  8.  * ,  tít.  10,  Partida 3.  < ,  y  por  la!l0.  tít,  7.  ®  ,'jib.  1.  ®  del  Fuero  Real.  /'Des- 
pués que  el  pleito  es  comenzado  por  demanda  é  por  respuesta  delante  del  judga- 
dor,  dice  que  aquella  ley,  non  puede  ninguna  de  las  partes  desechar  aquel  juez, 
por  sospechoso  que  le  ayan,  nin  por  otra  razón.  Fueras  ende,  si  la  sospecha  6  la 
razón  acaeciesse  de  nuevo,  é  fuesse  tal  que  debiesse  ser  cabida." 

El  párrafo  2.  ^  ya  citado  del  artículo  que  estamos  examinando  establece  tam- 
bién esta  excepción.  Según  sus  palabras,  copiadas  de  la  ley  orgánica,  cuando  la 
causa  de  la  recusación  sea  posterior  al  pleito,  esto  es,  cuando  ocurra  después  del 
primer  escrito  presentado  por  d  recusante,  6  aunque  anterior,  no  hubiese  teni- 
do antes  conocimiento  de  ella,  "deberá"  proponer  la  recusación  tan  luego  coma 
lle^e  á  su  noticia.  Se  llenatá  este  deber  verificándolo  antas  de  practicar  en  el 
pleito,  después  de  conocida  la  causa,  gestión  alguna  de  la  ()ue  aueda  deducirse 
racionalmente  que  el  litigante  no  sospechaba  fe  la  imparciatioad  del  juez:  oe 
otro  modo  se  entenderá  que  ha  renunciado  ese  dei^ho»  y  aeberá  ser  desestima- 
•da  la  recusación. 
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En  la  práctica  antigua,  para  que  en  dicha  case  se  admitiese  la  recnsacidn,  bas- 
taba el  juramento  del  recusante  de  no  haber  tenido  antes  conocimiento  de  la 
causa  en  que  la  fundaba.  Ki  en  la  \ef  de  1855  ni  en  la  de  1870  se  exigió  ese  Ju- 
ramento ni  otra  justificación  de  dicho  extremo;  lo  cual  hacín  ilusorio  el  precep- 
to de  la  ley,  é  imponía  en  su  caso  á  la  parte  contraria  la  obligación  de  jyrobar 
que  el  recusante  tenía  conocimiento  de  la  cansa  antes  de  presentar  su  último  es- 
crito. Para  corregir  el  abuso  á  que  esto  se  prestaba,  se  ha  adicionado  en  la  nue- 
Ta  ley  el  nárrafo  ultimo  del  articulo  192,  por  el  [cual  se  impone  al  recusante  la 
obligación  de  justificar  que  la  causa  fué  postéiior  al  comienzo  del  pleito,  y  si 
era  anterior,  ^ue  no  tuvo  antes  conocimiento  de  ella.  Besultará  la  prueba  de 
esta  negación  justificando  cuando  y  por  qué  medio  llegó  á  su  noticia.  Si  el  recu- 
sante no  probare  dicho  extremo,  ''será  desestimada  la  recusación,"  de  cuyo  pre- 
o^to  se  deduce  que  ha  de  darse  al  incidente  de  reculación  en  tales  casos  la  sus- 
tanciación  prevenida  por  la  ley. 

II 

Dos  restricciones  al  derecho  de  recusar  establece  el  artículo  193.  "En  nin^n 
caso,''  dice,!y  por  tanto  ni  aun  en  el  de  que  haya  ocurrido  ó  se  haya  tenido  noticia 
de  la  causa  en  aquel  momento,  "podrá  hacerse  la  recusación  después  de  citadas 
las  partes  para  sentencia  en  primera  instancia»  ni  después  de  comenzada  larista 
del  pleito  en  la  Audiencia  Ó  Tribunal  Supremo.''  Cuando  se  espera  ese  estado 
del  pleito  para  preponer  la  recusación,  ésta  tiene  la  presunción  de  maliciosa,  y 
no  sería  justo  tolerar  que  por  semejante  medio  se  dilatara  el  fallo,  el  cual,  por 
otra  parte,  tiene  que  ser  ajustado  á  la  le;^  y  á  la  resultancia  de  los  autos,  y  si 
no  lo  fuere,  puede  la  parte  agraviada  utilizar  los  recursos  de  apelación  y  de  ca- 
sación, y  hasta  el  de  responsabilidad  criminal  ó  dvU.  Como  la  ley  no  distingue, 
debe  entenderse  que  se,  refiere  á  la  citación  j  vista,  tanto  para  la  sentencia  de- 
finitiva del  pleito,  como  la  de  cualquier  incidente,  sin  perjuicio  de  que,  resuelto 
éste,  pueda  proponerse  la  recusación. 

La  segunda  restricción,  establecida  en  el  párrafo  2.  ®  del  mismo  artículo  198, 
cuyo  párrafo  ha  sido  adicionado  en  la  nueva  ley,  se  refiere  á  las  diligencias  para 
la  ejecución  de  la  sentencia.  No  son  raros  los  casos  en  c[ue,  sin  otro  objeto  que 
el  de  dilatar  jr  entorpecer  el  cumplimiento  de  la  ejecutoria,  se  recusa  al  jues  ó  al 
actuario,  á  quienes  hasta  entonces  había  tenido  el  recusante  por  buenos  e  impar- 
ciales. Fara  cortar  este  abuso  por  una  parte,  v  por  otra  para  salvar  la  duda  que 
podría  nacer  del  párrafo  antenor,  por  el  cual  se  prohibe  recusar  después  de  la 
citación  para  sentencia  ó  de  la  vista  del  pleito,  se  ordena  que  en  dichas  diligen- 
cias no  podrá  proponerse  la  recusación  á  no  ser  qué  se  funde  en  causas  legítimas 
■que  notoriamente  ha^an  nacido  después  de  dictada  la  sentencia.  No  basta,  por 
tanto,  alegar  y  justificar  que  hasta  entonces  no  habís  tenido  conocimiento  el 
recusante  de  la  causa  en  que  funda  la  recusación:  si  dicha  causa  existía  antas 
de  dictarse  la  sentencia  definitiva  del  pleito,  va  no  puede  utilizarse:  es  necesa- 
rio que  haya  nacido  "notoriamente"  después  ae  dictada  la  sentencia  de  primera 
instancia,  si  á  los  funcionarios  que  en  esta  intervienen  se  refiere  la  recusación. 

Además  de  estas  restricciones  de  aplicación  general,  existe  respecto  de  los  au- 
xiliares la  que  establece^  el  artículo  243,  el  cual  prohibe  recusarlos  durante  la 
práctica  de  cualquiera  diligencia  ó  actuación  de  que  estuvieren  encargados. 

III. 

En  los  casos  antedichos  en!quelaley  prohibe  la  recusación,  si  se  interpu- 
siere, deberá  desestimarse  de  plano,  pues  si  se  diera  al  incidente  la  sustancia- 
-ción  ordenada  en  los  artículos  195  y  siguientes,  quedaría  burlado  el  objeto  de 
la  prohibición,  que  se  dirijo  á  impedir  el  ^[ue  por  ese  medio  pueda  dilatarse  el 
fallo  del  pleito  o  la  ejecución  de  la  sentencia.  Este  procedimiento  está  aprobado 
por  el  Tribunal  Supremo,  como  puede  verse  en  las  sentencias  de  16  de  Mayo  de 
1860, 7  de  Febrero  de  1862  y  15  de  Abril  de  1879. 

fin  enasto  á  la  recusación  do  los  magistrados  de  otra  Sala  ó  suplentes,  que  en 
«1  acto  de  la  vista  sean  llamados  para  completar  el  número  necesario  en  la  Sala 
que  conozca  del  negocio,  róanae  los  artículos  326,  327  y  328. 
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Bespecto  de  los  magistrados  que  sean  designados  para  dirimir  una  discordia, 
ordena  el  artículo  355,  que  se  harán  saber  sus  nombres  oportunamente  á  los  li- 
tigantes, para  que  puedan  hacer  uso  del  derecho  de  recusación,  si  fuere  proce- 
dente. £!n  este  caso  deberá  proponerse  la  recusación  antes  de  que  comience  la 
rista,  para  lo  cual  hay  tiempo  sufíciente,*puestoque  ha  de  hacerse  el  señalamien- 
to dcNipués  de  la  designación  de  áouelios  y  de  su  notificación  á  las  partes. 

Como  los  presidentes  de  las  Audiencias  y  del  Tribunal  Supremo  están  autori- 
zados por  el  artículo  584  núm.  10  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  para  pre- 
sidir, cuando  les  parezca,  cualquiera  Sala  de  justicia,  sm  necsidad  de  hacerlo 
saber  previamente  á  las  partes,  cuando  esto  ocurra,  podra  proponerse  la  recusa- 
ción Tcrbalmente  en  el  mismo  acto  de  la  rista  ó  en  los  tres  días  siguientes,  ob- 
servándose lo  prevenido  en  los  artículos  326,  327  y  328  ya  citados.  Antes  de  es- 
tas disposiciones,  tomadas  de  la  ley  orgánica,  no  había  regla  concreta  aplicable 
al  caso;  pero  el  Tribunal  Supremo  había  declarado  en  sentencia  de  19  de  No- 
viembre de  1863,  aue  cuando  el  regente  de  la  Audiencia  asista  á  la  vista  de  un 
Í pleito  y  sea  recusable,  debe  intentarse  la  recusación  desde  el  momento  en  que  se 
e  ve  presidir  la  Sala.  Más  equitativo  es  lo  que  ahora  se  previene  de  poder  ha- 
cerlo en  los  tres  días  siguientes,  pues  es  probable  que  el  letrado  y  el  procurador 
que  asisten  á  la  vista,  ignoren  la  causa  de  la  reculación. 

SECCIÓN  SEGUNDA. 

DE  LA  RECUSACIÓN  DE  MAGISTRADOS,  JUECES  DE  PRIMERA 
INSTANCIA  Y  ASESORE?. 

A  fin  de  evitar  la  repetición  de  concordancias,  que  no  sean  de  notoria  utilidad 
para  la  mejor  inteligencia  de  la  nueva  ley  en  cada  uno  desús  artículos, creemos 
conveniente  anticipar  en  este  lugar,  que  las  disposiciones  contenidas  en  la  pre- 
sente sección  concuerdan  con  los  artículos  125  al  139  de  la  lev  anterior  de  1855, 
y  más  concretamente  con  los  433  al  460  de  la  orgánica  del  Poder  judicial  de  1870, 
que  reformó  algunas  de  aouellas  disposiciones.  £n  los  comentarios  respectivos 
haremos  notar  las  novedades  que  ahora  se  ha^an  hecho. 
^  Téngase  también  presente  que  en  esta  sección  se  trata  solamente  de  la  recusa- 
ción de  los  magistrados  y  jueces  de  primera  instancia,  determinando  los  efectos 
de  este  recurso  y  sus  procedimientob.  Según  se  expresa  en  el  artículo  194,  son 
aplicables  estas  disposiciones,  además  délas  generales  de  la  sección  anterior,  á 
los  presidentes,  presidentes  de  Sala  y  magistrados  del  Tribunal  Supremo  y  de 
las  Audiencias,  y  á  ios  jueces  de  primera  instancia,  como  también  á  los  jueces  mu- 
nicipales y  á  sus  asesores  cuando  no  sean  letrados,  pero  sólo  en  el  caso  de  que 
sustituyan  á  los  de  primera  instancia,  y  ejerzan  por  tanto  las  funciones  de  estos, 
pues  cuando  ejercen  la  jurisdicción  propia  de  su  cargo,  su  recusación  se  rige  por 
las  disposiciones  especiales  de  la  sección  3.  ^  de  este  título. 

Artículo  194. 

La  recusación  de  los  Presidentes  y  Magistrados  del  Tribunal 
Supremo  y  de  las  Audiencias,  .7  la  de  los  Jueces  de  primera  ins- 
tancia, como  también  la  de  los  Jueces  municipales  7  sus  Aseso- 
res, en  su  caso,  cuando  sustitu7an  á  los  de  primera  instancia,  de- 
berá hacerse  en  escrito  firmado  por  letrado,  por  el  procurador 
cuando  intervenga,  7  por  el  recusante  si  supiere  firmar  7  entu- 
viere  en  el  lugar  del  juicio. 

Cuando  el  recusante  no  estuviere  presente,  firmarán  sólo  el 
letrado  7  el  procurador,  si  éste  estuviere  expresamente  autoriza* 
do  para  recusar. 
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En  todo  caso,  se  expresará  en  el  escrito,  concreta  7  cláramela 
te,  la  causa  de  la  recusación. 

Articulo  195. 

Si  el  litigante  que  haga  la  recusación  se  hallare  en  el  lugar 
del  juicio  deberá  ratificarse  con  juramento  en  dicho  escrito,  sin 
cuyo  requisito  no  se  le  dará  curso. 

Articulo  196. 

A  dicho  escrito  se  acompañarán  tantas  copias  del  mismo  cuan- 
tas sean  las  otras  partes  litigantes,  á  quienes  serán  entregadas  aL 
notificarles  la  primera  providencia  que  recaiga,  para  los  efectos- 
expresados  en  los  artículos  515  7  siguientes. 

Ya  hemos  yisto  que  solo  pueden  recnsar  los  litisrantes  que  se  hayan  persona- 
do en  los  autos  y  sean  tenidos  por  parte  legítima,  y  cuando  ha  de  proponerse  la 
recusación.  Ahora  determina  la  ley  en  los  artículos  que  preceden,  los  requisitos 
para  realizarlo;  requisitos  tan  esenciales,  que  la  omisión  de  cualquiera  de  ello»- 
unpide  el  que  se  de  curso  á  la  solicitud,  y  deberá  recaer  la  proyidencia  de  ''pi«- 
diendo  en  foriina,  se  proreerá."  Téngase  presente  que  estamos  tratando  de  la  re- 
cusación de  los  presidentes  y  magistrados  del  Tribunal  Supremo  y  de  las  Au- 
diencias, y  de  los  jueces  de  primera  instancia  ó  sus  suplentes,  y  asesores  de  éstos 
cuando  no  sean  letrados.  Dichos  requisitos  son: 

1.  ®  Que  se  proponga  por  escrito  con  firma  de  letrado.  La  importancia  de  la  re- 
cusación por  el  agrario  que  infiere  al  recusado  tachándolo  de  parcial,  y  la  nece- 
sidad de  fundarla  en  una  causa  legal,  exigen  la  dirección  de^  letrado  en  todo  ca- 
so, aunque  el  asunto  sea  de^  los  exceptuados  de  su  interrención,  que  hoy  solo  lo 
están  los  actos  de  jurisdicción  Toluntaria,  sefirün  el  artículo  10. 

2.  ®  Que  el  escrito  lleye  también  la  firma  del  procurador,  cuando  éste  ínter- 
Tenga  en  el  asunto:  de  suerte  que  si  la  parte  comparece  en  el  juicio  por  sí  mÍ9- 
ma,  por  ser  el  negocio  de  los  expresados  en  los  números  3.  ®  al  7.  ^  del  artículo 
4.^,  bastará  la  firma  del  interesado  acompañada  de  la  de  su  letrado,  de  cuya 
dirección  no  puede  jsrescindirse  en  ningún  caso. 

3.  ^  Que  firme  asimismo  el  escrito  la  parte  recusante,  si  sabe  firmar  v  se  ha- 
lla en  d  lugar  del  juicio.  Por  "lugar  del  juicio"  debe  entenderse  la  cabeza  del 

Sartido,  ó  la  población  donde  tenga  su  residencia  el  tribunal  que  esté  conooien- 
o  del  nee^ocio.  Cuando  el  recusante  no  estuyiere  á  la  sazón  en  dicho  lugar,  bas- 
tará que  firmen  su  letrado  y  procurador;  pero  en  tal  caso  es  necesario  que  éste 
se  halle  autorizado  expresamente  para  recusar.  Así  lo  ordena  el  art,  194  en  su 
párrafo  2.  ^ ,  resolyiendo  la  cuestión  tan  debatida  entre  nuestros  prácticos  so- 
bre si  era  6  no  necesario  poder  especial  para  que  el  procurador  pudiera  interpo- 
ner la  recusación:  la  ley  resuelve  la  duda  en  sentido  afirmatiro,  por  las  mismas 
razones  que  exige  la  ratificación  del  litigante  que  se  halle  en  el  lugar  del  juicio: 
luego  las  indicaremos.  Por  reffla  ^neral  los  poderes  para  pleitos  contienen  la 
facultad  de  recusar;  pero  si  se  hubiere  omitido  en  el  que  presentó  el  procurador 
al  mostrarse  parte,  no  podrá  utilizar  ese  recurso  sin  aeoínpafiar  un  poder  espe- 
cial de  su  representado  que  le  autoiice  para  ello.  La  ley  no  exige  este  poder  es- 
pecial del  litigante  que  esté  presente  en  el  lugar  del  juicio,  sepa  ó  no  firmar, 
porque  se  suple  con  la  ratificación  de  que  lu^o  aablaicmo0« 
^  4.  ®  Que  se  exprese  en  el  escrito  concreta  7  claramente  la  causa  de  la  recusa- 
ción. Esta  ha  de  fundarse,  para  que  sea  admisible,  en  una  de  las  diez  causas- 
3ue  taxatiyamente  se  determinan  en  el  art.  189;  pero  no  bastará  citar  el  número 
e  este  artículo  en  que  se  halle  comprendida,  sino  que  es  necesario  además  ex- 
presar la  causa  ''concreta"  y  "claramente."  ó  sea,  fijando  el  caso  con  claridad  y 
precisión  para  que  no  quede  duda  de  que  se  halla  comprendido  en  la  causa  legal 
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¿  que  ««  refiera.  Asi,  por  ejemplo,  si  la  recusfoión  se  funda  en  la  causa  1.  "^^  no 
bastará  decir  que  el  juez  es  nariente  del  litigante  contrario  dentro  del  cuarto 
{^ado  oítíI,  sino  que  habrá  ae  concretarse  el  parentesco,  expresando  si  son  pri-* 
mos  hermaoios,  cuñados,  etc.;  si  en  la  causa  3,  **,  deberá  expresarse  el  delito  que 
fué  objeto  de  la  denuncia,  la^  feoba  de  esta  y  el  tribunal  que  conoció  ó  esté  co- 
nociendo de  la  causa;  y  lo  mismo  en  los  demás  casos. 

5.  ^  Que  si  el  litigante  que  haga  la  recusación  se  halla  en  el  lugar  del  juicio, 
te  ratifique  con  juramento  en  el  escrito.  Esta  ratificación  ha  de  ser  á  la  presen- 
m  judicial  ea  la  forma  acostumbrada;  y  se  realizará,  tanto  en  el  caso  de  que 
haya  firmado  el  escrito,  como  cuando  hubiere  dejado  de  b^U^erlo  por  no  saber  6 
no  poder  firmar.  Guando  sean  rarios  los  litigantes  representados  por  un  mismo 
procurador  j  y  se  haga  la  recusación  á  nombre  de  todos,  si  unos  están  presentes 
y  otros  ausentes,  deberán  ratificarse  aquellos  y  presentarse  poder  especial  de  és- 
tos. Grave  es  la  responsabilidad  que  contrae  el  litigante  que  r<pusa,  si  se  de- 
niega la  recusación:  además  de  las  costas,  tiene  que  pa^ar  la  multa  que  se  de- 
termina en  el  art.  212,  y  sufrir,  conforme  al  213,  la  prisión  subsidiaria  si  no 
hace  efectiya  la  multa.  Por  esto,  para  que  no  pueda  alegar  ignorancia,  y  por 
otras  consideraciones  no  menos  atendibles,  es  justa  y  conreniente  K  precaución 
de  la  ley  de  exigir  que  se  ratifique  con  juramento  en  el  escrito  de  recusaeién  el 
litigante  que  se  halle  en  el  lugar  del  juicio;  y  si  estuviere  ausente,  que  presente 
8u  procurador  poder  especial,  caso  de  no  estar  autorizado  expresamente  para  re- 
cusar por  el  que  le  simó  para  mostrarse  parte  en  los  autos.^ 

6.  ^  Y  por  último,  que  se  acompañen  al  escrito  tantas  copias  del  mismo  cuan- 
tas sean  las  otras  partes  litigantes.  Así  lo  previene  el  art.  19^,  nuevo  en  la  pre- 
cíate ley,  de  acuerdo  con  el  sistema  en  ella  adoptado  para  evitar  dilaciones,  or- 
denando además  que  estas  copias  se  entreguen  á  los  otros  colitigantes  al  noti- 
ficarles la  primera  providencia  que  recaiga,  para  los  efectos  expresados  en  los 
artículos  515  y  siguientes;^  esto  es,  para  que  con  vista  de  las  copias,  que  deberán 
ser  en  papel  común,  suscritas  por  el  procurador,  y  sin  comunicarles  los  autos, 
evacúen  el  traslado  que  ha  de  dárseles  en  el  caso  del  artículo  204,  y  deduzcan 
las  pretensiones  que  les  convengan.  Si  el  recusante  presentare  algún  documen- 
to, temblón  deben  acompañarse  copias  para  los  mismos  efectos,  conforme  al  ar- 
tículo 516, 

Si  dejaren  de  ac9mpañar8e  al  escrito  de  recusación  la  copia  ó  copias  indica- 
das, se  practicará  lo  que  ordena  el  art.  518;  pero  la  omisión  de  cualquiera  de  los 
otros  requisitos  antes  enumerados  impide  oar  curso  al  escrito,  como  hemos  di- 
cho al  principio  de  este  comentario  v  lo  ordena  para  su  caso  el  artículo  1&S>  7 
como  lo  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  en  las  sentencias  ya  citadas  ^ 
16  de  Mayo  de  1860,  7  de  Febrero  de  1862  y  15  de  Abril  de  1879. 


Artículo  197. 

Cuando  el  Juez  recusado  estime  procedente  la  causa  alegada, 
por  ser  cierta  y  de  las  expresadas  en  el  art.  189,  cualquiera  que 
fiíea  la  forma  que  haya  empleado  el  recusante,  dictará  auto  desde 
luego  dándose  por  recusado,  y  mandará  que  pasen  los  autos  á 
quim  deba  reemplazarle. 

Cuando  la  recusación  sea  de  un  Magistrado,  si  éste  reconoce 
como  cierta  la  causa  alegada  y  la  Sala  la  estima  procedente,  és- 
ta dictará  auto  teniéndolo  por  recusado. 

Contra  estos  autos  no  habrá  reeurso  alguno^  sin  perjuicio  de  lo 
que  se  dispone  en  el  art.  216. 

No  creemes  pueda  ofrecer  dudas  la  inteligencia  de  este  artículo,  sino  respecto 
de  las  palabras  **caal  quiera  que  sea  la  forma  que  hava  empleado  el  recusante/' 
«oepiadas  del  436  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  y  vamos  á  expone  lo  que 
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nuestro  juicio  Bignifican,  llamando  fobre  ellas  la  atención  por  la  importancia 
que  tienen  para  el  procedimiento. 

Sesrún  lo  eziniesto  en  el  comentorio  anterior,  no  se  puede  dar  curso  al  escrito 
de  recusación  si  no  contiene  todos  los  requisitos  vrerenidos  en  les  artículos  194, 
195  7 196.  Puede  suceder  que  se  haya  omitido  la  íSrma  del  letrado.  6  lá  de  la 
parte  en  su  caso,  6  la  coj>ia  del  escrito  6  cual(}uiera  otro  de  los  requisitos  indi- 
cados. En  tales  casos,  si  el  juez  recusado  estima  procedente  la  causa  alegada, 
por  ser  cierta  y  de  las  expresadas  en  el  art.  189,  debe  presoiadir  de  esos  denctos 
de  forma,  y  sin  acordar  ^ue  se  subsanen,  ni  la  ratifieaeióa  de  la  parte  que  se 
halle  en  el  lugar  del  juicio,  ni  ninguna  otra  diligenclft,  debe  dictar  auto  aesde 
luego  y  sin  tramitación  alguna,  dándose  por  recesado  y  mandando  que  pasea 
los  autos  á  quien  deba  reemplazarle.  Así  deberá  hacerlo  en  cumplimiento  de  lo 

3ue  ordena  el  presente  artículo,  como  lo  exigen  su  propio  decero  y  la  severidad 
e  su  cargo,  lo  cual  está  en  armonía  con  lo  que  se  preriene  en  el  190.  Según  él, 
debe  el  juez  abstenerse  sin  esperar  á  que  se  le  recuse,  cuando  concurra  alguna 
de  las  causas  legítimas  de  recusación:  si  no  lo  hubiere  hecho  por  olvido,  deberá 
Ueyarlo  á  efecto  tan  pronto  como  se  lo  recuerde  la  parte  interesada,  cualquiera 
que  sea  la  forma  que  para  ello  haya  empleado. 

Be  suerte  que  sólo  en  el  caso  de  aue  el  juez  recusado  estime  que  es  improce- 
dente la  causa  alegada,  deberá  acordar  que  se  ratifique  el  litigante  que  se  halle 
en  el  lu^ar  del  juicio,  ó  lo  ^ue  proceda,  si  en  el  escnto  no  se  han  llenado  todos 
los  requisitos  que  la  ley  exige  para  darle  curso.  Pero  si  tiene  por  cieita  y  pro- 
cedente la  ^ausa  aWada,  en  ei  acto  debe  darse  por  recusado,  cualesquiera  que 
sean  los  defectos  de  forma  que  contenga  el  escrito,  como  lo  exigen  su  propio  de- 
coro y  el  prestigio  de  la  magistratura, 
£1  procedimiento  que  ha  de  seguirse  en  estos  casos  es  bien  sencillo,  y  está  ex- 

S rosado  con  claridad  eneí  artículo  que  estamos  com^itando.  Si  la  recusación  es 
e  un  juez  de  primera  instancia  ó  de  quien  haga^  sus  reces,  dada  euenta  del  es- 
crito, sin  sustaneiaoión  alguna  diotará  auto  motiyado  el  mismo  juez,  en  el  que, 
después  de  consignar  que  reconoce  como  cierta  la  causa  alegada  y  que  es  proce- 
dente por  hallarse  emprendida  en  tal  número  del  art.  189,  se  dará  por  rect»9a- 
do,  mandando  se  pasen  los  autos  á  quien  deba  reeaiplasarle  ceiaforme  al  párra- 
fo último  del  art.  203,  y  que  se  de  cuenta  justificada  al  presidente  de  la  Audien- 
cia para  los  efectos  del  S^6.  Y  osando  {se  dirija  contra  algiús  magistrado  de 
Audiencia  ó  del  Tribunal  Supremo^  inclusos  les  presidentes,  oido  el  recusado,  si 
éste  reconoce  como  muerta  la  causa  alegada,  y  es  de  las  procedenítes,  la  Sala  á  que 
perteneica  dictará  auto  teniésd<^o  por  recusada.  Contra  estos  autos  no  se  dá  re- 
curso alguno»  y  se  ileyarán  á  efecto  desde  hstgo  en  la  forma  que  previene  el  ar- 
tículo 21«. 

Qaando  d  recusado  no  reconozca  como  cierta  la  causa  alegada,  se  practicará 
lo  que  ordena  d  art.  199. 

Para  no  incurrir  en  error,  es  necesario  no  confundir  los  dos  casos  de  que  se 
hace  cargo  la  ley.  Cuando  el  recusado  reconoce  como  cierta  la  causa  alegada  y 
esta  es  alguna  de  las  determinadas  en  el  art.  189,  ei  mismo  juez  recusado,  ó  la 
Sala  á  que  pertenezca,  debe  dictar  el  auto  teniéndolo  por  recusado;  y  esto  ha  de 
hacerse  sin  sustanciación  alguna,  y  aun  cuando  la  recusación  sea  del  presidente 
de  la  Sala  ó  del  Tribunal,  pues  el  art.  197  no  distin|[ue^  de  casos,  ni  habría  ra- 
zón para  sustanciar  y  resolver  de  otro  bkkIo,  con  dilaciones  jy  gastos,  un  inci- 
dente al  que  se  allana  ó  presta  su  conformidad  el  funcionario  centra  quien  se 
dirige.  Pero  si  el  recusado  niega  la  causa  y  procedencia  de  la  recusación,  es  in- 
dispensable sustanciar  el  incidente  oycoido  á  la  pai4e  contraria  v  recibiéndolo  á 
prueba  en  ^8u  ^so;  jr  aólo  cuando  este  ocurra,  tendrá  aplicación  le  q|ae  ordeaa  el 
art.  206,  sobre  á  quién  corresponde  decirdir  estos  incidentes. 

Gomo  complemento  de  este  cementarlo  puede  consultarse  el  del  art.  190,  y 
véase  también  lo  que  hemos  expuesto  en  la  pág.  418  acerca  de  la  recusaron  de 
los  magistrados  de  otra  Sala  ó  suplentes  que  sean  designados  para  completar 
Sala  ó  dirimir  discordias,  y  de  k  del  2)resi<lente  del  Tribunal  Supremo  o  de  la 
Audiencia,  cuando  presida  una  Sala  de  justicia. 
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Artieulo  198. 

El  auto  admitiendo  ó  denegando  la  recusación  será  notificado 
:solamente  al  procurador  del  recusante,  aunque  éste  último  se  ha- 
lle en  el  lugar  del  juicio  j  haya  firmado  el  escrito  de  recusación. 

Este  artículo  tiene  por  objeto  eyitar  el  abuso  de  duplicar  las  notificaciones 
'iiaciéndolas  al  procurador  r  á  la  parte,  cuando  ésta  baya  firmado  con  aquel  el 
«-escrito  de  recusación.  Por  llenar  el  poderdante  este  requisito  legal  no  pierde  el 
procurador  su  leg^ítima  representación,  y  &  él  sólo  deben  hacerse  las  notifica- 
ciones de  cuantas  proyidencias  y  autos  recaigan  en  el  incidente,  conforme  á  lo 
-^rerenido  en  el  art.  6.  ® 

Artículo  199. 

Si  el  recusado  no  se  considera  comprendido  en  la  causa  alega- 
ba para  la  recusación,  la  denegará,  j  se  mandará  formar  pieza  * 
-separada  á  costa  del  recusante  para  sustanciar  el  incidente. 

Dicha  pieza  contendrá  el  escrito  original  de  recusación,  con  las 
actuaciones  en  su  virtud  practicadas,  quedando  nota  expresiva  en 
el  pleito. 

Foco  tenemos  que  decir  sobre  este  artículo  después  de  lo  expuesto  en  el  co- 
mentario del  197.  Cuando  la  recusación  sea  de  un  juez  de  primera  instancia  ó 
*de  quien  ejersa  sus  funciones,  si  estima  que  no  es  procedente  la  causa  alegada, 
por  no  ser  cierta  ó  de  las  expresadas  en  el  art.  189,  dictará  auto  consignándolo 
así,  y  declarando  no  haber  lugar  á  tenerse  ]^or  recúosado  mandará  formar  piesa 
separada  á  costa  del  recusante  para  sustanciar  el  incidente,  Y  si  la  recusación 
fuese  de  un  magistrado,  oido  éste,  dictará  dicho  auto  la  Sala  á  que  perteneíoa* 
Esta  resolución  ha  de  ser  por  medio  de  auto»  conforme  á  lo  prerenido  en  los  ar- 
tículos 198  y  369,  Dará  consignar  sus  motiyos  ó  fundamentos. 

La  pieza  separada  se  formará  con  el  escrito  de  recusación  y  las  diligencias. 6 
actuaciones  en  su  virtud  practicadas,  todo  original,  á  cuyo  fin  se  desglosarán  de 
•los  autos  principales,  quedando  en  ellos  nota  expresiva  del  desglose  y  del  auto 
que  lo  haya  acordado.  De  ese  modo  irán  á  la  piesa  separada,  no  sólo  el  escrito 
.  de  recusación  y  el  auto  antes  indicado,  sino  también  la  ratificación  con  jura- 
mento de  la  parte  recusante,  cuando  se  halle  en  el  lugar  del  juicio,  el  poder  es- 
..necial  del  procurador  en  su  caso,  y  la  subsanación  de  cualquiera  otra  falta  que 
hubiere  impedido  dar  curso  al  escrito,  conforme  á  lo  expuesto  en  ^  comentario 
de  los  artículos  194, 195  y  196.  Estas  actuaciones  á  nada  conducirían  en  el  plei- 
to principal,  y  se  evitan  ios  gastos  del  testimonio  ó  certificación  que  habría  de 
.librarse  para  formar  la  pieza  separada. 

Artículo  200. 

Durante  la  sustanciaoion  de  la  pieza  separada  no  podrá  inter- 
-  venir  el  recusado  en  el  pleito  ni  en  el  incidente  de  recusación, 
V  será  sustituido  por  aquel  á  quien  corresponda  con  arreglo  á 
"a  la  ley. 

Artículo  201. 

..  La  recusación  no  detendrá  el  curso  del  pleito,  el  cual  seguirá 
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sustanciándose  hasta  la  citación  para  sentencia  definitiva,  en  cu- 
yo estado  se  suspenderá  hasta  que  se  decida  el  incidente  de  recu- 
sación, si  éste  no  estuviere  terminado. 

Estos  artículos,  que  eoncoerdan  con  d  441  7  442  de  la  ley  orgánica,  iatrodu- 
oen  una  reforma  importante  en  la  ley  anterior  de  1855.  Según  ae  deducía  dé  los 
artículos  128  y  132  ae  la  misma»  el  propio  jues  recusado  sustanciaba  y  fallaba  el 
incidente  de  recusación,  quedando  mientras.tanto  en  suspenso  el  curso  del  plei- 
to* Lo  pripaero  repugnaba  á  la  delicadeza  y  prestigio  del  acusado,  obligándole 
á  iaterrenir  como  juez  en  una  cuestión  que  afectaba  á  su  persona,  y  quizas  á  su 
reputación;  y  lo  segundo  ocasionaba  peijuidos  al  litigante  contrario,  y  farore- 
cía  los  propósitos  del  recusante  cuando  utilizaba  este  recurso  sin  otro  objeto 
que  el  de  procurar  dilaciones.  La  nueya  ley  ha  obriado  en  lo  posible  estos  in- 
conyenientes  por  medio  de  los  dos  artículos  que  son  objeto  de  este  comentario, 
ordenando  lo  contrario  de  lo  que  antes  se  practicaba,  esto  es,  que  el  recusado  se 
abstenga  de  intenrenir  en  el  pleito  y  en  el  incidente  de  recusación,  y  que  por  este 
no  se  detenga  el  curso  del  pleito. 

Para  dar  cumplimiento  á  lo  que  sobre  el  primer  extremo  ordena  el  art.  200, 
en  éí  mismo  auto  en  que,  conforme  al  199,  mande  el  juez  de  primei  a  instanda 
formar  la  pieza  separada  para  sustanciar  el  incidente  de  recusación,  acordará 
que  de  dicna  pieza  y  de  los  autos  principales  se  dé  cuenta  á  quien  corresponda 
sustituirle  con  arreglo  á  la  ley.  designándolo  para  eyitar  dudns  y  acaso  también 
abusos.  El  art.  202  determina  expresamente  el  juez  á  quien  '-orresponde  la  sus- 
titución del  recusado  en  tales  casos:  véase  con  su  comentarin. 

Cuando  la  recusación  sea  de  un  magistrado,  aunque  este  debe  también  abste- 
nerse de  interyenir  en  el  pleito  y  en  el  incidente,  no  debe  acordarse  cosa  algtiiia 
respecto,  á  la  sustitución  aél  mismo.  La  Sala  á  que  pertenezca  seguirá  conocien- 
do del  negocio,  sin  intenrención  del  recusado;  y  si  los  demás  magistrados  de  su 
dotación  no  fuesen  en  número  suficiente  para  formar  Sala^  te  cojnpl«*tará  esta 
con  los  de  otra  Sala  ó  con  los  suplentes,  conforme  á  lo  prerenido  en  los  artícu- 
los 74,  75  y  76  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  cuyas  disposiciones  han 
sustitíddo  á  las  de  las  ordenanzas  de  las  Audiesicias  y  del  ralamente  del  Tribu- 
nal Supremo* 

Y  según  el  art.  201,  la  recusación  no  detendrá  el  curso  del  pleito,  el  cual  se- 
guirá sustanciándose  por  todos  sus  trámites,  con  inclusión  de  los  incidentes  que 
•concurran,  hasta  la  citación  para  sentencia  definitiya,  entouyo  estado  s6  suspen- 
derá hasta  ^ue  se  decida  defínitiyamente  el  incidente  de  recusación,  pues  si  esta 
fuere  desestimada,  deberá  fallar  el  pleito  el  juez  recusado.  Son  tan  obyias  jas 
razones  que  justifican  esta  disposición  de  la  íej  que  creemos  excusado  el  consig- 
narlas. Aunque  es  general  el  precepto,  no  lo  creemos  aplicable  á  los  tribunales 
colegiados  cuando  haya  en  la  Sala  número  bastante  de  magistrados  de  su  dota- 
ción, con  exclusión  del  recusado,  para  la  yista  y  fallo  del  pleito:  en  tal  caso, 
carecería  de  objeto  la  suspensión;  no  así,  cuando  sea  necesaria  la  asistencia  del 
recusado  pa^a  formar  Sala,  ó  cuando  lo  hayan  sido  todos  los  de  una  Sala. 


Artículo  202. 

Para  los  efectos  del  articulo  anterior  7  de  lo  ordenado  en  el 
197)  cuando  el  recusado  sea  un  Juez  de  primera  instancia,  pasa- 
rá los  autos  principales  j  la  pieza  de  recusación  al  Juez  á  quien 
corresponda  la  instrucción  de  esta,  conforme  al  párrafo  lUtimo 
del  articulo  que  sigue. 

Siempre  que  el  juez  de  primera  instancia,  ó  el  que  desempeñe  sus  íVineiones, 
se  abstenga  del  conocimiento  del  negocio,  ya  de  oficio  conforme  al  art.  190.  ya 
dándose  por  recusado  conforme  al  197,  ó  tenga  que  abstenerse  de  interyenir  has- 
ta que  se  decida  el  incidente  de  recusación,  según  se  preyiene  en  el  200,  debe 
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pasar  los  autos  principales,  y  la  pieza  de  reensación  en  su  caso,  á  quien  deba 
sustituirle  6  corresponda  el  conocimiento  con  arr^o  á  la  ley.  Incumbía  á  es- 
ta, por  tanto,  desijfnar  el  jnes  competente  para  conocer  del  negocio  en  t^es  ca- 
sos» y  así  lo  hace  en  el  presente  artículo,  sin  con,C(nr4ante  en  las  kyes  anteriorcKi 
porque  respondían  á  otro  sistema. 

Haremos  notar  ante  todo  que,  aunque  este  artículo  se  refiere  al  anterior  y  al 
197,  es  también  aplicable  al  X90  y  al  200  antes  citados.  Para  los  efectos  de  todos 
ellos,  esto  es,  para  que  conozca  del  negocio  principal  en  los  casos  en  ^ue  el  juez 
ork^inario  se  abstenga  6^  se  dé  por  recusado,  y  en  otro  caso  para  que  instnm  el 
falle  en  primera  instancia  la  pieza  de  recusación  y  continúe  la  sustanciacion  dy 
los  autos  principales  y  sus  incidencias  basta  la  citación  jmra  sentencia  definitÍTa0 
si  antes  no  se  hubiere  terminado  el  incidente  de  recusación,  se  ordena,  que  cuan- 
do el  recusado  sea  un  Juez  de  primera  instancia,  pasará  los  autos  principales,  y 
la  pieza  de  recusación  en  su  caso,  al  juez  á  quien  corresponda  la  instrucción  dé 
es¿a  conforme  al  párrafo  último  del  artículo  que  sigue.  Jraraeyitar  repeticiones, 
réase  dicho  párrafo,  y  el  2.  •  y  3*  ®  del  artículo  215  y  sus  cementarlos. 

Káda  se  dispone,  porque  no  había  necesidad  de  prevenirlo  especialmente  para 
este  cano,  acerca  de  la  sustitución  de  los  magistrados  que  sean  recusados,  sobre  lo 
c^al  TÓase  el  comentario  anterior. 

Artículo  203. 

j99trHÍr4JA  las  pileras  separadas  de  recusación: 

Cuando  el  reoiraado  sea  el  Presidente,  ó  un  Presidente  de  Sala 
de  una  Audiencia  ó  del  Tribunal  Supremo,  el  Presidente  de  Sala 
más  antiguo;  y  ú  iMluel  fuere  el  más  antiguo,  el  que  le  siga  en 
antijgüedad. 

Cuando  el  recusado  sea  un  Magistrado  de  Audiencia  ó  del  Trí- 
bwal  Suprenuí»  el  Magistrado  más  antiguo  de  su  Sala;  y  si  el 
reeusado  fuere  ei  más  antiguo,  el  que  le  siga  en  antiguüedad. 

Cuando  el  recusado  sea  un  Juez  de  primera  instancia  ó  el  ^ue 
ejerza  sus  funciones,  el  suplente  del  Juzgado,  con  acardo  de 
Asesor  si  no  fuere  letrado,  á  no  ser  que  haya  en  la  minM  pobla* 
ción  otro  Juez  de  primen^  instancia,  en  cuto  caso  á  ^te  corres- 
ponderá dicha  inatrucción;  si  hubiere  tres  o  más,  al  que  preiH)da 
en  antigüedad  al  recusado,  si  éste  fuere  el  más  antiguo,  al  más 
moderno. 

Ta  hemos  risto  que  cuando  el  mai^istrado  ó  el  jues  recusado  no  se  considere 
comprendido  en  la  causa  alegada  para  la  recusación,  bien  porque  no  la  reconoz- 
ca como  cierta,  6  ya  porque  se  estime  improcedente,  debe  formarse  pieza  sepa- 
rada para  la  sustanciación  y  fallo  je  este  incidente.  En  el  presente  artículo  hace 
la  ley  la  designación  del  magistrado  ó  juez  que  ha  de  instruir  y  sustanciar  dicha 

Sieza  separaoa.  y  en  el  206  determina  á  quien  corresponde  su  decisión,  ordanán- 
ose  en  los  artículos  intermedios  el  procedimiento  que  ha  de  seguirse. 
Para  facilitar  el  despacho  de  eatos  incidentes,  cnya^  urgencia  7  gmedad^tto 
pueden  desconocerse,  encomienda  la  ley  su  sustanciación,  ó  sea  la  instrucción 
de  la  pieza  separada,  en  los  tribunales  colegiados  á  un  solo  magistrado,  el  cual 
deberá  ser  auxiliado  por  el  secretario  de  la  Bala  á  guien  haya  correspondido  el 
pleito  ó  negocio  en  que  se  haya  hecho  la  recusación.  Segunlo  que  ordinia  ti 
presente  artículo,  cuando  el  recusado  sea  el  presidente  deltribunal  ó  un  presi- 
denta de  Sala,  deberá  instruir  la  pieza  separada  da  recusación  el  presidente  de 
Sala  mas  antiguo,  y  si  el  recusado  fuere  al  más  antiguo»  el  que  le  sisa  en  anti- 
güedad; y  cuando  la  recusación  sea  de  un  magistrac^,  la  instruirá  el  magUtra- 
00  más  antiguo  de  su  Sala,  y  si  éste  {uere  al  recusado,  el  que  le  siga  en  antigüt- 
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dad.  De  este  modo  le  lkBa«  Im  exigencias  de  la  categoría  y  de  la  actiridad, 
imparcialidad  y  acierto. 

Baro  8^  el  Caso  en  gne  aeaU  recnsados  á  la  reís  dos  6  mía  magistrados  de  mía 
misma  Sala,  Ó  tod<>s  los  <[tie  la  eothpongan,  7  por  esto  sin  duda  no  lo  ha  preris- 
to  expesamente  U  l9j;  pero  si  ocnrriese,  de  n  misma  y  de  la  orgánica  oel  Po- 
der judicial  se  deduce  lo  que  habrá  de  praelfearse.  Según  el  artíealo  285  de  k 
orgánica,  corresponde  al  Tribnnal'Supfemo  en  pleno,  c<ynstituido  en  Sal%de  jus- 
ticia, conocer  de  les  incidentes  de  recusación  que  yersen  sobre  la  del  pvesidenle 
del  Tribunal,  6  de  los  presidentes  de  Bala,  6  de  más  de  dos  magistrados  de«lM 
Sala  de  justicia.  Igual  disposición  contiene  el  art.  277  para  las  Audieiieiae.  *  T 


en  armonía  con  estas  disposiciones  ei4eiia  el  206  de  liguresente  ley,  que  cuando 
el  recusado  íhere  el  presidente,  ó  un  pnssidente  de  Sala  del  Tribunal  Supremo  Ó 
de  Audiencia,  decidirá  el  incidente  de'recusá^n  el  mismo  tríbunal'en  pleno  á 


g 


que  pertenezca  el  recusado.  Si,  pues,  el  tribunal  en  pleno  ha  de  conocer  en  tales 
casos  de  loa  incidentes  de  reoisaciión,  neeeaarie^^  sera  deducir,  y  no  puede  ser  de 
otro  modo,  en  combinación  también  con  el  artícnjo  que  estamos  comentando, 
3ue  cuando  en  la  recusación  esté  comprendido  el  pitésÜeniedd  Tribunal  ééíée 
lA  Sala,  deberá  instruir  la  pieza  separada  él  pyeaidente  de  Sai»  más  antigno,  ó 
el  qneBÍga  en  antigüedad  al  reeusadoí  cuando  se  dinja  centni  treaó  nUís  ma- 
gistrados, con  exclusión  de  les  pnasid^ites.  instruirá  dicha  pieza  el  'magistrado 
más  antiguo  de  los  que  queden  hábiles  en  el  tniunal;  y  cuando  sean  dos  los  ma- 
gistrados recusados,  el  más  antiguo  hí%i\  de  Da  Sala  a  que  p^^nezoMi,  puesto 
que  este  caso  es  igual  al  de  recusación  de  un  solo  magistrado. 
lilEn  todos  estos  casos  el  magistrado  insSRiqkor  sustanciará  la  pieza  separada 
hasta  que  se  halle  en  estado  de  mandar  traer  los  autos  á  la  rista  para  la  resolu- 
ción Que  proceda,  eH  cuyo  estado  acord|trá  se  dé  cuenta  al  Tribunal  pleno  ó  á  la 
Sala  a  qmen  corresponda,  coníbrme  al  art.'  20^,  iecidir  el  incidente  de  recusa- 
ci<^.  '  •     '  t 

En  les  jvc^dee  de  ptimer»  instaasói»,  eeme  üsipersenales,  es  indispensable 
seguir  otro  sistema.  Ya  hemos  dicho  en  i^l  comentario  del.art.  200  que  la  lej  de 
1855  encomendaba  la  instrucción  y  fallo  del  incidente  de  recusación  al  mismo 
juez  recusado,  y  que  para  salvar  los  inconrenientes  que  de  ello  se  seguían,  la 
nuera  ley  eepsra  i  diého  juez  de  toda  ii|0ervieiición  en  d  asunto.  Para  xealizar- 
lo,  necesario  era  determinar  el  jue^^r  á  quien  la  ley  atribuye  competencia,  no  sólo 
para  instruir  y  fitllar  la  pieza  de  recusacfón,  sino  también  para  conocer  de  loa 
autos  principales  hasta  que  esta  se  decida,  y  esa  designación  se  hace  en  el  párra- 
fo último  del  artículo  que  estamos  eomentsíndo. 

Según  él,  cuando  el  recusado  sea  lín  juez  de  primera,  instancia  á  el  qne  ejeraa 
sus  mnciones,  instruirá  lanieza  de  recusación  (y  la  decidirá  también  se|;ún;  el 
art.  200,  j  además  conOéera  de  los  antoff  t^^incipales  conforme  ai  202  t  al  215), 
en  las  poblaciones  donde  sólo  haya  «n  Jurt  de  dielM^  4^a8e,  ^  siq»leiite  del  jeag»* 
do,  que  por  regla  general  es  d  juez  municipal,  con  acuerdo  de  asesor^  ú  no  inore 
letrado:  donde  hubiere  dos,  el  otro  juez  de  piímera  inetaneta  m  no  haya  sido 
recu»&do;  y  si  hubiere  tres  óinás,  el  que  preceda  en  antigüedad  al  reeiUMido,  y 
si  este  fbÍE»re  el  mfs  antiguo,  eenoem  de  la  i^za  de  recnsaieiÓB  y  de  les  autos 

Srincipales  el  máe  moderno.  De  este  modo  se  realiza  la  sej^ración  del  recusado 
e  toda  intertendón  en  el  asunto  hasta  que  se '  decida  el  incidente,  y  no  salMi 
los  autos  del  lugar  del  juicio,  • 

Hay  qttien  censura  la  última  pMtede  eiita  dleposiciún,  supieiueBdo  se  habrá 
querido  decir  que  "cuando  el  recusado  sea  el  juez  más  moderno,  instruirá  la  pie- 
za de  recusádéi  el  más  aniffuo.'^  Ko  existe  tal  equifocaeión,  ni  puede  suponer- 
se sin  alterar  éi  sistema  á  que  responde  esa  disposición  de  lá  ley.   ^'¿^uó  rasen 


instruir  la  pieza  de 

adivinarla.  Sn  la  nece- 


sidad de  establecer  un  orden  i4ceíenaLp«ra  ese  senricie,  y  en  la  eonyeniencia  de 
^e  lo  presten  con  Igualdad  todos  los  jueees  de  un»  poblaeiéin  por  ser  pesado, 
enojoso  f  w  responsabilidad,  se  preriene  qne  conozca,  no  s6ie  de  la  ¡^esa  de  ae- 
cusación,  éino  también  de  los  atMee  pineipales,  el  juez  que  pr^feda  mi  antl|;ü». 
dad  al  lecusado;  y* como  al  más  antiguo  ftp  le  preme  otro,  atíMido  él  sea-d  re- 
cusad se  encarga  dserricioal  ikiái  meáerno,  d  cual  nunca  podría  prestarlo 

15 
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sino  en  este  caso,  y  de  encardarlo  al  que  siga  en  antigüedad,  resultaría  este  gra- 
vado €on  las  recusaoloaes  del  que  lo  siga  y  del  ^ve  le  preceda,  ¿Es  de  temer  al- 
¿Án  perjuicio  para  la  buena  administradon  de  justicia,  que  debe  ser  la  atención 
preferente  de  la  ley?  Ninguno,  en  nuestro  concepto,  por  que  todos  los  jueces  de 
«na  pobladón  son  Ízales  en  categoría  y  atribuciones,  y  si  se  cnquirocan,  puede 
eameiidarseel  agrario  por  medio  de  la  tLoéim^ón,  Si  en  las  Audiencias  se  encar- 
ga sienipre  ese  servicio  al  magistrado  mas  antiguo,  es  porque  así  lo  exige  y  per- 
mite la  organisación  de  estos  tribunales,  que  no  tiene  punto  de  comparación  co& 
la  de  los  juzgados  de  primera  instancia. 

Articulo  204. 

Formada  ta  pieza  seíparada,  se  dará  traslado  á  la  parte  contra- 
ria en  el  pleito,  para  que  dentro  dé  tres  días  exponga  lo  que  es- 
time procedente  respecto  á  la  recusación. 

Cuando  sean  dos  ó  más  los  litigantes  contrarios,  dicho  térmi- 
no será  . común  á  todos,  j  expondrán  lo  que  se  les  oñ-ezoa,  con 
vista  de  la  copia  del  escrito  de  recusación. 

^  Articulo  205. 

Bvacüado  el  traslado  anteidiclio,  6  triiscurrido  el  término  siA 
haberlo  utilizado,  se  recibirá  á  prueba  el  incidente  por  término 
de  diez  días  improrogables,  cuando  la  recusación  se  funde  en  he* 
chos  que  no  estén  justificados  j  no  hayan  sido  reconocidos  por  el 
recusado. 

En  todo  lo  demás  se  sustanciará  y  decidirá  la  pieza  de. recusa- 
ción en  lá  forma  establecida  para  log  incidentes. 

Estos  dos  artículos  ordenan  el  Brocedimiento  br^vd  y[  sencillo  que  ha  de  s»- 
^rse  paA  iustaneiar  y  de(Hdir  el  incidente  de  recusación,  en  los  casos  en  que 
el  recusado  mo  se  considere  comprendido  en  la  causa  alegada  (art.  199).  Forma- 
da la  pieza  se^utrada,  luogo  ^ue  se  pase  al  jues  ^ue  de  ella  deba  conocer  en  los 
jpwados  de  primera  iw|tanieia,  6  al  magistrado  instructor  en  las  Audiencias  y 
Tribunal  Supremo^  seí  d&ctar&  j^onden^ia  dando  traslado  por  tres  días  &  la  par- 
óte ó  partee  contrarias  ^  el  pleito,  para  que  expongan  lo  que  estimen  proceden- 
te reepeeto  4  la  reoosación.  Para  e?acuar  este  traslado  no  han  de  comunicarle 
los  autos,  los  eualas  quedarán  en  la  eaeribanía  conforme  al  art,  519:  los  intere- 
sados alegarán  lo  que  se  les  olzeioa  con  Tista  de  las  copias  del  escrito  ^'recnsa- 
«í6b  y  df  los  documentos  en  su  caso^  ^ue  se  les  habrán  entregado  conforme  á  lo 
prerenido  en  el  art.  IM,  lo  cual  permite  que  sea  com<in  á  toaos  aquellos  él  tér- 
iiiinodelteaalad<s€omoUor4w»el8Q^|^VPa  ^casoen  que  hi^a  en  ^pleito 
más  de  dM  nartes  litigantea.       ^     . 

El  artfearo^444  de  la  ky  orgánioa,  con  el  que  concuerda  el  que  estamos  ¿ca- 
minando, autorisaba  la  prórojea  d^  dieho  término  de  tres  días  por  otros  dos 
nevando,  á  juielo  del  tribunal,  hubiere  Justa  causa  j>ara  ello.  Xa  nuera*  ley  no 
permi^  esa  prároga,  sm  duda  por  creería  innecesaria  en  razón  á  que,  en  triada  t 
eon  antidnpaeióa  al  traslado  la  copia  del  escrito  de  reeosaei^n»  tiene  La  parte 
tiempo  Bufideate,  más  do  los  cinco  días  que  antes  podían  concederse»  para  pre- 
parar su  im|Of»eetán.  x  con»o«  se^6n  el  ar^ulo  205.  trasc^oirido  el  tlrmlaÉ 
deV  traslado  sia  liaberlo  utilisado.  pierde  la  parte  este  derecho  p;ae^  ótte  h% 


UM 


da«ae4Ios  autos  oí  curso  eorrespoiidlente,  resalta  qué  es  improrogabW  di^e 
término  por  haUarso  eom^eendiao  en  el  atiinero  10  de)  artícnlo  810. 


óierta 


peit^HBuea,  i  quien  inter^  {mpngns^la  réousacién,  bies  porque  ao  isa 
^  6  legal  la  causa  en  qae  se  fonda,  o  ya  porque  no  sea  admisible  oonforas^ 
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á  loa  artículos  192  y  103, 6  por  cualquier  otro  moliTO  legítimo,  deberá  presentar 
el  escrito  dentro  de  los  tres  días  del  traslado.  A  este  escrito  deberán  acomi>a- 
fiarse  tantas  copias  del  mismo  co^nta^  sean  las  otras  partes  litigantes,  á  quie- 
nesactoátt  entregada»,  ooi^ormé  á  lo  prevenido  en  los  artículos  515, 517  y  7^ 
Trascurridos  los  tres  días,  con  escrito  6  sin  él,  el  secretario  daré  cuenta  al  juet 
instructor^  eleual  dictará  proridencia  recibiendo  á  piueba  el  incidente  por  diea 
días  lmproh>gabIC8,  aunque  no  lo  hayan  solicitado  las  partes,  cuando  la  recusa- 
ción se  funde  en  hechos  que  no  estén  justificados  y  no  hayan  sido  reconocidos 
por  el  recusado^  fisto  dice  el  articula  SO^  peve  ténfMe  prweaíto  que,  eegún  el 
192,  cuando  so  funde  la  recusación  en  fJeún  hecho  posterior  al  primer  escrito,  6 
siendo  anterior,  dé  que  no  hubiese  tenido  antes  conocimiento  él  recusante,  in- 
cumbe i  éste  justificar  ese  extreme,  y  por  tanto  también  en  este  caso  deberá 
recibirse  á  prueba  el  incidente,  como  asimismo  cuando  la  parte  contraria  ten- 
ga que  probar  los  hechos  en  que  ífinde  su  impugnacién.  fin  tales  casos,  debe- 
rán sdlicitar  los  interesados  que  se  reciba  á  prueoa  el  incidente,^  si  el  juez  da 
primera  instancia  la  denegare,  procederá  la  apelación  m  ambos  eiedtos.  confoi«- 
me  á  lo  pteif«nido  en  el  amculo-551,  qué  és  aplicable  á  los  incidentes.  Tambiéti 
ordena  j9«tQ  artículo  que  contra  las  prorideneias  ó  autos  otorgando  el  recibi- 
mknto  á  prueba  no  jse  da  recurso  alguno. 

Como  en  TaÉ  recusaciones  de  magistrados,  el  juez  instructor  procede  por  dele- 
gaeitftv  de  la  Sala  6  tríbunal  á  que  pertenece,  contra  el  auto  que  dicte  denegan- 
do el  recibimiento  á  prueba,  no  cabe  el  recurso  de  apelación,  pero  sí  el  de  supli- 
ca  para  ante  la  misma  Sala  ó  Tribunal  pleno  en  tn  caso,  conrorme  á  lo  preveni- 
do en  el  artículo  899  en  su  referencia  al  807,  y  en  el  402.  Hoy  no  pueden  tener 
aplicación  los  artículos  ,446  y  ,447:  de  la  1^  ergánica  del  Poder  judicial,  relati^ 
ve»  i  éstik  itaatérta,  pda^ue  han  quedado  derogados  por  la  nueva  ley  de  finjuicia- 
miento  civil. 

Dentro  del  término  de  los  dies  días  improrogables  que  se  conoeden  para  la 
pruei^a.  déb^n  una  y  i^tra  parte^  pveñ  es  eewún  á  ambas,  proponer  y  ejeootar 
la  que  lea  convenga,  ua  dividírtoenloa  dos  períodos  ^ne  esékUeee  el  artículo 
55^  fin  lo  demás  se  observarán  laft  qüspoeicionea  del  juicio  ordinario  relativaí 
á  la  prueba,  como  ae  p^reviene  an  el  75S, 

'^fin  todo  lo  demás  sc^  sustanciará  y  decidirá  b  piesa  de  reeusatián  en  la  for- 
ma establecida  para  \gB  iii<»denteB*"  Asi  eooclnye  el  ftrtíeolo  S06,  que  estasMM 
comentando,  de  suerte  «ye»  <íon  Im  piedificadiones  que  quedan  expuestas,  laa 
cuales  se  reWion^  con  los  «ctAsuloa  749, 752  y  758,, son  aplicable»  á  estos  pro- 
eedimientos  los  artícuJiíM  750  al  758:  pero  iéngase^presente  que  este  último  tam- 
bién ha  sido  modificado  por  lois  artículos  207  y  208. 

Artículo  206. 

Decidirán  los  incidente^  dh  reousaoiáii: 

Cuando  el  recusado  fuere  el  Presidente  ó  un  Preaidente  de  Sala 
úek  Tril^uunal  "Supremo^  d  de  Audiencia,  el  mtono  Tribunal  en 
pleno  á  que  pertenezca  el  recusado. 

Cuando  fuere  un  Magistrado*  la  misma*  Sala  á  que  pertenezca. 

Cuando  fuere  un  Juez  de  phmera  instancia,  el  que  conozca  da 
lai^za^  de  jnd<^^8%«pi^  conforme  al  párrafo  último  del  art.  20$, 

JM^rtfeuWwJ  neeesita  de  cemen^nd:  véase,  «inemDárfiro,  é!  del  209,  por 
laiiííciéftqtteiiew^aQÍnelraresente.  «éio  feídicaremoe  que  cuando  l*ree«a- 
dón  sea  de  yi^ás  d«).  dos  inasmrados  de  ysi^  Sala,  corresponde  también  al  Tribu- 
nal pleno/conétivmdúi  en  Sata  de  justicia,,  decidir  el  incidente,  como  ya  se  ha 
exiMl^eiidí(^eoateKlari4k  '         / 

Artte)ilo  207.  , 
La  declaración  de  haber  ó  no  lugar  á  la  recusación  se  dictará 
.pomm^^o  ^ «til«^  4aBtMfde  leñero  ^íav 
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Artículo  208. 

Contra  los  autos  que  dictare  el  Tribunal  Supremo  no  habrá 
recurso  alguno. 

Contra  los  que  dictaren  las  Audiencias  sdlo  habrá  el  de  casa- 
ción en  su  caso. 

Los  autos  que  dictaren  lo§  Jueces  de  primera  instancia,  ó  sus 
suplentes,  accediendo  á  la  recusación,  no  serán  apelables. 

Los  autos  en  que  la  denieguen  serán  apelables  en  ambos  efectos 

Artículo  209. 

Interpuesta  y  admitida  la  apelación  del  auto  denegatorio  de. 
recusación,  se  emplazará  á  las  partes  para  que  en  el  término  de 
diez  días  comparezcan  ante  la  Audiencia  á  usar  de  su  derecjio,  j 
se  remitirá  original  á  la  misma  la  pieza  separada  de  la  recusación* 

Artículo  210. 

Estas  apelaciones  se  sustanciarán  7  decidirán  por  los  trámites 
establecidos  para  las  de  los  incidentes. 

BSstos  artfeulot  tienen  por  objeto  determinar  la  forma  y  término  para  decidir 
los  ÍBcidentes  de  recusación,  los  recursos  que  proceden  conh^  estas  resoluciones, 
y  el  modo  de  sustanciar  y  decidir  el  de  apelación  giie  se  concede  contra  los  au- 
tos  de  los  jaeces  de  primera  instancia,  cuando  domeñen  la  recusación.  Sus  dis- 
posiciones están  redactadas  con  tal  claridad,  y  es  tan  corriente  el  procedimien- 
to, q«e  creemos  excusado  todo  comentario.  Adrertirémos,  sin  embargo,  que  el 
recurso  de  casación,  que  se  da  "en  su  caso'*  contra  los  autos  de  las  Audiencias, 
no  «aede  ser  otro  que  el  de  quebrantamiento  de  forma,  comprendido  en  la  causa 
7.  ^  del  art.  1693,  y  no  ha  de  interponerse  contra  dicíios  autos»  porque  ^tos  no 
ponen  término  al  juicio  ni  hacen  imposible  su  continuación;  sino  contra  la  sen- 
tencia defínitiya  que  recaiga  en  el  pleito  en  que  se  hubiere  hecho  la  recusación. 

Artículo  211. 

Cuando  se  deniegue  la  recusación,  se  condenará  siempre  en 
costas  al  que  la  hubiere  propuesto. 

Artículo  212. 

Además  de  la  condenación  en  costas  expresada  en  el  artículo 
anterior,  se.  impondrá  al  recusante  una  multa  de  504  100  pese-i 
tas,  cuando  el  recusado  fuere  Juez  de  primera  instancia;  de  100 
á  200,  cuando  fuere  Presidente  ó  Magistrado  de  Audiencia;  7  de 
200  á  400,  cuando  fuere  Presidente  ó  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo. 

Artículo  213. 
Cuando  no  se  hicieren  eíbctÍTas  las^^nraltas  re»pectíTamente 
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sefialadus  en  el  artículo  anterior,  sufrirá  el  multado  la  prisión, 
por  YÍa  de  sustitución  y  apremio,  en  los  términos  que  para  las 
causan  por  delitos  establece  el  Código  penal. 

La  ves^nsación  supone  que  es  parcial  el  recusado,  hasta  el  punto  de  presumir*  ' 
se  que  podrá  faltarl  su  deber,  y  si  no  se  prueba  la  causa  en  que  aquella  se  fun- 
dó, enyuelye  una  injuria  que  debe  ser  castigada  para  que  no  se  abuse  de  un  re- 
medio que  la  lej  otorga  a  los  litigantes  como  garantía  de  que  se  les  adminis- 
trará recta  y  cumplida  justicia.  La  ley  corrige  ese  abuso  con  la  imposición  de 
las  costas  y  de  una  multa  al  recusante  que  no  prueba  la  certeza  y  procedencia 
de  la  causa  alegada.  Con  las  costas  se  castiga  la  temeridad  del  litigante  en  pro- 
moyer  el  incidente  "sin  razón  derécba,  como  dice  la  ley  8.  *,  título  22  de  la 
Part.  3.  ^;  y  con  la  multa,  la  injuria  inferida  al  recusado. 

Siempre  que  se  deniegue  la  recusación,  ha  de  ser  condonado  el  que  la  hubiere 

Sromoyido  en  todas  las  costas  del  incidente,  así  de  la  primera  instancia,  como 
e  la  segunda  en  el  caso  de  apelación.  El  art.  455  de  la  ley  orgánica,  con  el  q^e 
eoncuerda  el  211  qme  estamos  examinando,  excluía  de  dicha  condena  al  minis- 
terio fiscal,  porque  aquella  disposición  era  aplicable  no  sólo  á  los  jueces  ciyiles, 
sino  también  á  los  criminales,  en  los  cuales  mteryiene  siempre  dicho  ministerio 
por  razón  de  su  cargo.  Su  intenrención  en  los  asuntos  ciyilee  sólo  tiene  luear 
como  parte  litigante,  cuando  comparece  en  representación  del  Estado  6  de  los 
interejes  que  éste  debe  amparar,  ][  como  debe  ser  igual  la  condición  de  ambos 
litigantes,  se  faltaría  á  este  principio  de  justicia  si  se  eximiera  de  la  condena 
de  costas  á  la  parte  qu^  se  halle  representada  por  el  ministerio  público.  Por  es- 
to no  se  hace  distinción  ni  se  establece  aquella  excepción  en  el  art.  211.  No  es 
de  temer  que  se  dé  el  caso  de  tener  aue  aplicar  este  artículo  al  ministerio  fiscal, 
porque  no  es  de  presumir  que  proceda  con  la  pasión  que  suele  obcecar  á  los  liti- 
liantes,*  pero  si  ocurriese  y  ñiese  ^neigada  la-  recusación  por  él  propuesta,  sería 
ineludible  la  condena  de  costas  y  la  imposición  de  la  multa,  que  habría  de  sa- 
tisfacer la  personalidad  jurídica,  en  cuya  representación  litigue,  sf  esta  le  hu- 
biere autorizado  expresamente  para  recusar,  y  sin  cuyo  requisito  no  podrá  ha- 
cerlo conforme  al  art.  194. 

El  212,  de  acuerde  con  el  456  de  la  ley  orgánica,,  fija  el  máximum  y  el  míni- 
mum de  la  mu]ta  que  deberá  imponerse  al  recusante,  cuando  se  deniegue  la  re- 
cusación, teniendo  para  ello  en  consideración  la  categoría  del  recusado.  Queda 
al  arbitrio  del  juez  ó  tribunal  que  decida  el  incidente,  fijarla  cuantiado  la  mul- 
ta dentro  del  tipo  señalado  por  la  ley,  según  el  grado  de  temeridad  con  que  á  su 
juicio  se  haya  procedido. 

También  la  ley  de  Enjuiciamiento  ciyil  de  1855  estableció  en  su  artículo  136, 
pero  en  una  escala  más  extensa,  la  multa  que  debía  pagar  el  recusante  según  la 
categoría  del  recusado,  ordenando  á  la  yez  que  esta  multa  se  dividiera  por  mi- 
tad entre  el  fisco  y  el  colitigante.  T  si  nos  remontamos  á  nuestro  antiguo  de- 
recho, encontramos  las  leyes  4.  "  á  7.  '  del  tít.  2.  ®,  libro  11  de  la  Noyísima 
Becopilación,  que  también  establecieron  dicha  multa,  eleyándola  hasta  60,000 
marayedís,  para  corregir  el  abuso  de  las  recusaciones,  obligando  al  recusante  á 
depositarla  y  distribuyéndola  entre  la  Cámara,  ó  sea  el  fisco,  la  parte  contraria 
y  el  recusado;  pero  sin  hacer  extensiyo  ese  oorrectiyoá  la  recusación  de  los  jue- 
ces inferiores,  como  si  la  honra  y  reputación  de  éstos  no  fíiere  tan  digna  de 
consideración  como  la  de  los  oidores  del  Consejo  y  Audiencias. 

Con  razón  se  ha  suprimido  en  nuestra  época,  ODmo  peligrosa  y  hasta  depresi- 
ya  de  la  dignidad  del  magistrado,  ia  participación  que  se  le  daba  en  esa  :^  en 
otras  multas.  Y  en  cuimto  al  litigante  contrario,  si  bien  por  el  sistema  antiguo 
y  por  el  de  la  ley  anterior  podía  dársele  parte  de  la  multa  en  compensación  del 
peijuicio  que  sufría  por  quedar  en  suspenso  el  curso  del  ¡rfeito  hasta  oue  se  de- 
eidiía  la  recusación,  no^soi^iendo  hoy  este  perjuicio,  puesto  que,  por  el  procedi- 
miento de  la  nueya  ley,  los  autos  siguen  su  curso  no  obstante  la  recusación,  ha 
desaparecido  la  razón  de  aquella  medida.  El  único  perjuicio  que  puede  sufrir  es 
él  de  las  costas  del  inddente,  y  queda  indemnizado  con  la  condena  que  ha  de 
imfMmerse  al  recusante.  Por  estola  multa  se  aplica  h<^  íntegra  á  la  Hacienda, 
debiendo  acreditarse  su  pago  en  los  autos  con  el  papel  correspondiente  ó  timbre 
de  pagos  al  Estado.  ^ 
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Teniendo  la  mults,  como  ti^ie  el  oaráder  áe  pena  cíe  la  injtiría  inferida  sin 
nuEÓn  al  lecuBado,  á  fin  de  que  no  miede  ilntoña  esta  oorreeeién  diaeinllnaria 
por  insolrencia  del  recusante,  se  ordena  en  el  art.  213,  copiado  del  45T  oe  Ifk  ley 
or^nlca  de  1870,  que  "cuando  no  se  hicieren  efectiras  las  inultas''  de  que  se 
trata,  esto  es,  cuando  no  se  TOrifique  el  pago  luego  que  sea  firme  l&.condena, 
"«ufrirá  el  multado  la  prisión,  por  vía  de  sustitución  j  apremio,  en  los  térpú- 
nos  que  para  las  causas  por  delitos  establece  el  código  penal. ^  Es,  pues,  aplica- 
ble á  este  caso  la  disposición  del  art.  50  de  dicho  código,  ó  sea  el  de  1870,  que  es 
•1  rigente  en  la  actualidad,  segón  el  cual  el  que  nopa^nie  la  multa  deberá  sufrir 
un  día  de  detención  en  la  cárcel  del  partido  por  cada  cinco  pesetad  del  total  im- 
porte de  aquella.  Las  costas  no  están  comprendidas  en  esta  disposición,  aplica- 
hle  &  las  multas  solamente.  El  litigante,  que  se  defienda  por  pobre,  está  sujeto 
lo  mismo  que  el  rico  á  esa  responsabilidad  personal  subsioiaria»  (\u.e  impoijie  la 
ley  á  la  parte  y  no  á  su  procurador,  sin  que  pueda  aquella  alegar  ignorancia  ni 
atribuir  á  ésta  la  culpa,  puesto  que  no  puede  darse  curso  al  escrito  de  recusación 
sin  que  se  ratifique  en  él  oí  litigante  que  se  halle  en  el  lugar  del  juicio,  y  estan- 
do ausente,  sin  que  el  procurador  presente  poder  especial,  como  se  ordena  en  los 
artículos  194  y  19¿l 


Artículo  214.  ' 

Denegada  la  reculación,  luego  que  sea  firme  el  atito,  se  devol- 
yerá  el  conocimiento  del  pleito  al  Juez  originario,  el  cual  lo  con- 
tinuará con  arreglo  á  derecho  en  el  estado  en  que  se  halle. 

Articulo  216. 

Otorgada  la  recusación,  si  el  recusado  fuere  Pr^idente  ó  Ma- 
gistrado de  un  Tribunal,  quedará  separado  del  conocimiento  de 
los  autos. 

Si  fuere  Juez  de  primera  instancia,  quedará  también  senarado 
del  conocimiento  del  pleito,  el  cual  se  continuará  por  el  Juez  á 
quien  se  hubieren  pasado  los  autos  en  virtud  de  lo  dispuesto  en 
el  art  202. 

Si  por  traslación  ú  otro  motivo  cesare  en  sus  funciones  el  Juez 
recusado,  volverá  el  pleito  al  Juzgado  originario  para  que  lo 
continúe  el  nuevo  Juez  que  haya  re^nplazado  al  recusado. 

En  estos  artículos  se  preriene  lo  que  ha  de  practicarse  luego  que  sea  firme^el 
auto  denegando  ú  otorgando  la  recusación.  Modifican  en  parte  lo  que  para  és- 
tos mismos  casos  disponían  los  artículos.  132, 183  y  134  de  la  ley  anterior  de 
1855.    La  orgánica  de  1870  nada  ordenó  expresamente  sobre  este  punto. 

Segón  el  art.  214,  denegada  la  recusación  de  un  ¡uer.  de  primera  instancia, 
lueffo  que  sea  firme  el  auto,  pues  conforme  al  208  es  ape!able  en  ambos  efectos, 
ae  deyolrerá  el  conocimiento  del  pleito  al  juta  originario,  ó  sea  al  que  fué  recu- 
sado, el  cual  lo  continuará  con  arreglo  á  derecho  en  el  estado  en  que  se  halle. 
Véase  el  art.  201  y  su  comentario,  y  se  comprenderá  la  raaón  de  esté  precito. 
Según  dicho  artículo  y  el  202,  la  recuaa^n  no  detiene  el  curso  del  pleito,  el 
cual  seguirá  sustanciándose  por  el  jueaá  ^uien  oerresponda  insumir  la  pieza  de 
recusación,  hasta  la  citación  para  senten<»a  definitira.  y  por  esto  se  ordena  que 
cuando  se  deruelyan  los  autos  al  juez  originario,  éfte  Jos  continuará  en  el  esta- 
do en  que  se  hallen,  sin  retrooedev  al  que  tenían  cuando  se  interptwo  la  recusa- 
ción: la  ley  aprueba  todo  lo  heeh«  en  ese  período,  aunque- no  interrinod  jnes 
competente,  que  lo  era  el  originario.  No  se  comprende  en  esta  disposidon  el 
caso  de  recusación  de  un  magistrado,  porque  tf  sta  ne  obsta  para  que  8Íg«  co- 
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]ioei«n4o  de  los  antoi  la  SaU  onginarúh  como  Itentos  diclio  t n  la  página 
428;  y  denegada  la  rccusacián,  rolTerá  á  tormar  parte  de  la  Bala  aquel  magis- 
trado. 

Cuando  te  otorgue  la  recusación,  hay  que  distinguir  de  casos,  como  lo  hace  el 
art.  215.  Según  él,  si  el  recusado  fuere  presidente  ó  magistrado  de  un  tribunal, 

Í|ttedará  separado  del  conoclmientb  de  los  autos,  debiendo  ser  reemplaEado  en  la 
orma  dicha  en  la  pág.  412.  ¿T  si  lo  fueren  el  presidente  y  todos  los  magistra- 
dos de  una  Bala?  Te&a  c^ocdarían  separados  del  eonocimiento  del  pleito»  con-< 
forme  á  dicho  artículo,  resultando  un  verdadero  conflicto,  pues  no  habría  tribu- 
nal competente  para  conocer  de  aquel  negocio:  en  el  Tribunal  Supremo  cada  Sa-* 
la  tiene  su  competencia  especial,  sin  que  los  negocios  de  una  fráedan  pasar  á 
otra,  y  lo  mismo  en  las  Audiencias  de  dos  Salas;  la  de  lo  criminal  ne  puede  co- 
nocer de  asuntos  ciriles,  ni  al  contrario.  La  ley  no  ha  preristo  el  caso,  sin  duda 
?or  lo  raro;  pero  si  ocurriere,  creemos  que  sólo  el  Gobierno  podría  salvar  el  con- 
licto  renovando  el  personal  de  la  Sala  recusada. 

Kespecto  de  la  recusación  de  los  jueces  de  primera  instancia,  ordena  el  mismo 
art«  215,  que  cuando  sea  otorgada,  quedará  separado  del  conocimiento  del  pleito 
el  juez  recusado;  separación  que  será  definitiva,  porque  ya  lo  estaba  interina- 
mente en  virtud  de  la  prohibición  de  intervenir  en  el  asunto,  que  le  impone  el 
art.  200;  y  que  continuará  conociendo  el  juez  á  quien  se  hubieren  pasado  los  au- 
tos conforme  á  lo  dispuesto  en  el  202.  Véase  este  artículo  y  el  208  y  sus  comen- 
tarios. El  133  de  la  ley  anterior  ordenaba  para  este  caso  que  en  las  poblaciones 
de  un  solo  juzsado  se  remitieran  los  autos  al  juez  que  residiera  en  el  pueblo  más 
inmediato  al  domicilio  de  los  litigantes,  y  si  lo  tuvieran  diverso,  al  del  deman- 
dado. Este  sktema  era  insostenible  por  las  dilaciones,  gastos  y  o<7os  inconve- 
nientes, que  se  seguían  de  sacar  los  autos  del  lugar  en  que  fué  incoado  el  jui- 
cio, y  para  evitarlos  se  manda  ahora  que  continúe  conociendo  dé  ellos  el  suplen- 
ta  del  juzgado.  En  las  poblaciones  don  Je  haya  dos  ó  más  jueces  de  primera  ins- 
tancia se  sustituyen  los  unos  á  los  otros  en  la  forma  que  ordena  el  párrafo  últi- 
mo del  art.  203.  i 

En  las  poblaciones  de  tres  6  maÉi  jiusgados  de  eiiraera  instancia,  corresponde 
el  conocimiento  de  los  autos,  según  dicho  artículo,  al  juez  que  preceda  en  anti- 
güedad al  recusado.  Puede  ocurrir,  y  ha  ocurrido  con  efecto,  que  por  ascenso, 
traslación  ú  otra  causa,  cese  aquel  juez,  y  que  por  este  ac^d^te  sea  otro  el  que 
preceda  en  antigüedad  al  recusado.  ¿Deberá  pasarse  al  segundo  en  tal  caso  el 
conocimiento  de  los  autos?  Creemos  que  no:  la  ley  fija  la  competenoíB  dándose- 
la al  que  preceda  en  antigüedad  al  recusado  en  el  acto  de  la  recusación :  pero 
una  vez  radicada  en  aquel  juzgado,  no  hay  rasÓn  para  quitársela  por  el  hecho 
accidental  de  que  varíe  la  persona  del  juez.  Si  así  no  fuese,  tendría  que  hacerse 
lo  mismo  cada  vez  quepOr  enfermedaa,  licencia  ú  otro  motivo,  tuviera  que  en- 
cargarse él  suplente  del  despacho  del  juzgado,  dando  por  resujtado  el  ahsurdo 
que  la  lev  no  puede  autorizar,  de  que  haya  un  asunto  judicial  sin  juez  fijo  y  de- 
terminado que  de  él  deba  conocer,  con  les  perjuicios  consiguientes  para  la  ad^ 
ministración  de  justicia  y  para  los  interesados. 

Por  estas  consideraciones  creemos  que,  conforme  á  la  letra  y  al  espíritu  déla 
ley,  en  los  casos  indicados  deben  radicar  los  autos  en  el  juzgado  al  que  haya  co- 
rrespondido su  conocimiento  en  virtud  de  la  recusación»  y  que  en  él  deben  con- 
tinuarse hasta  su  terminación,  aunque  se  varíe  la  persona  del  juez,  á  no  s^  que 
deban  volver  al  juzgado  originario  por  ocurrir  el  caso  previsto  en  el  párrafo  úl- 
timo del  artículo  215  que  estamos  comentando.  ^  P5>r  traslación  ú  otro  motivo 
cesa  en  sus  funciones  el  juez  recusado,  dcga  de  existir  la  causa  que  hizo  necesa- 
ria la  remisión  del  pleito  á  otro  juzgado,  y  debe  volver  por  tanto  al  originario 
Sara  que  lo  continúe  el  lluevo  juez  que  haya  reemplazado  al  recusado.  Así  lo 
ispone  dicho  artículo,  supliendo  con  acierto  esta  omisión  de  las  leyes  anterio- 
res, y  significando  con  sus  últimas  palabras  que,  para  que  el  plmto  vuelva  al 
juzgado  originario,  no  basta  que  cese  accidentalmente  el  juez  recusado  ^  ejerza 
sus  funciones  el  suplente,  cual  sucede  en  los  casos  de  enfermedad  ó  licencia;  sino 
aue  es  necesario  que  cese  definitivamente  por  traslación,  ascenso  ú  otra  eausa, 
de  suerte  que  sea  reemplazado  por  otro  en  propiedad. 

Aunque  el  artículo  215  no  hace  mención  de  los  asesores,  no  pueden  menos  de 
estar  comprendidos  en  su  disposición,  y  por  tanto,  cuando  se  otorgue  lá  recusa- 


Digitized  by  VjOOQ IC 


j^tev 


262  GUIA  PRACTICA  DE  DERECHO 

ción  de  un  asesor,  qtiedai^l  también  separado  del  conocimiento  de  los  autos,  y  se- 
rá reemplazado  por  otro  letrado,  que  nombrará  el  mismo  jues  municipal,  coa- 
forme  á  la  jurisprudencia  hasta  añora  establecida. 

Artículo  216. 

Cuando  un  Juez  de  primera  instancia  se  abstenga  voluntaria- 
mente,  ó  á  petición  de  parte  legitima,  del  conocimiento  de  un 
pleito,  coníorme  á  lo  establecido  en  los  artículos  190  j  197,  da- 
rá cuenta  justificada  al  Presidente  de  la  Audiencia,  el  cual  lo 
comunicará  á  la  Sala  de  gobierno. 

Si  ésta  considerase  improcedente  la  abstención,  podrá  impo- 
ner al  Juez  una  corrección  disciplinaria,  si  hubiere  suficiente 
motivo  para  ello,  elevándolo,  en  este  caso,  á  conocimiento  del 
Ministerio  de  Gracia  j  Justicia,  para  que  se  haga  constar  en  el 
expendiente  personal  del  Juez,  á  los  efectos  que  correspondan. 

Artículo  217. 

Guando  la  Audiencia  revocare  el  auto  denegatorio  de  la  recu- 
sación, se  remitirá  siempre  copia  del  mismo  al  expresado  Minis- 
terio, para  los  efectos  del  artículo  anterior. 

Estos  dos  artículos*son  aplicables  solamente  á  los  jueces  de  primera  instancia. 
Concuerdan  con  el  459  y  el  460  de  la  ley  orgánica,  y  además  el  217  también  coa 
-el  138  de  la  anterior  de  1855.  Como  en.  esta  no  se  autorizó  expresamente  la  aba- 
tención  de  oficio,  tampoco  contenía  dúposieión  análoga  á  la  del  artículo  216  de 
la  presente;  pero  ordenó  en  su  artículo  189,  que  se  remitiera  al  Ministerio  de 
Gracia  y  Justicia  testimonio  de  toda  sentencia  que  recayere  admitiendo  la  re- 
4nisación  dekPresidente,  presidentes  de  Sala  6  magistrados  del  Tribunal  Supre- 
mo y  de  las  Audiencias,  en  los  casos  en  que  no  se  hubieren  aeparado,  hecha  la 
recusación,  del  conocimiento  de  los  autos,  ¡Las  condiciones  ¡de  dichos  tribuna- 
les hacen  innecesaria  esta  medida,  y  por  eso  sin  duda  se  suprimió  en  la  ley  or- 
gánica y  no  se  ha  restablecido  en  la  presente:  no  hay  magistrado  que  no  se  abs- 
tenga de  interrenir  en  un  asunto,  siempre  que  presume  que  al^no  de  los  litigan- 
tes puede  dudar  de  su  imparcialidad,  y  esto  se  hace  sin  perjuicio  del  serrioio 
puesto  que  es  tan  fácil  su  reemplazo  por  otro  de  sus  compafieros.  No  puede  su- 
ceder lo  mismo  en  los  juzgados  de  primera  instancia,  por  lo  cual  se  ha  limitado 
á  ellos  las  disposiciones  de  que  tratamos,  dirigidas  á  eritar  cualquier  abuso,  y  á 
corregirlo  si  se  cometiere. 

Tanto  falta  á  su  deber,  con  desprestigio  de  sus  funciones,  el  juez  que  inde- 
bidamente se  abstiene  de  conocer  en  un  negocio  determinado,  como  el  que  se 
empeña  en  seguir  conociendo,  sin  darse  por  recusado,  cuando  existe  causa  legí- 
>tima  de  recusación.  En  el  primer  caso,  comprendido  en  los  artículos  190  y  197, 
>no  se  dá  recurso  alguno  contra  la  resolución  del  juez;  pero  á  fin  de  que  no  pro- 
ceda arbitrariamente,  se  le  obliga  á  ]}onerlo  en  conoeimimito  del  presidente  de 
la  Audien  Ma  inra  que  la  Sala  de  gobierno  examine  su  conducta.  Dará  cuenta 
justifícada,"  dice  el  artículo  216,  To  cual  habrá  de  cumplirse  remitiendo  copia 
testimoniada  del  auto  en  que  se  abstuvo  ó  se  dio  por  recusado,  con  una  exposi- 
*  ción  razonada  de  los  motiyos  que  le  impulsaron  a  tomar  esa  resolusión.  Si  la 
Sala  tle  gobierno  la  estima  procedente,  oído  el  fiscal,  se  dará  por  enterada  man- 
dando archivar  el  expendiente;  pero  si  se  estima  que  no  hubo  causa  le^l  para  la 
abstención;  podrá  imponer  al  juez  una  de  las  correcciones  disciplinarias,  que  se 
determinan  en  el  articulo  449,  sesión  la  gravedad  del  caso  y  el  peijuicio  que  se 
haya  ocasionado  á  la  administración  de  justicia,  perjuicio  irreparable  por  ser 
jirme  aquella  resolución. 
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CoAttáo  U  SaU  ée  Gobieráo  enouentre  motiro  floficiente  para  dicha  corree* 
«ion,  ckdspués  de  imponerla,  debeelerarlo  i  conocimiento  del  Ministerio  de  Gra. 
eí»7  Justicia  para  que  se  haga  conutar  en  el  expendiente  personal  del  Juez,  á 
los  efectos  oue  correspondan.  Así  lo  ordena  también  el  artículo  216;  j  según  el 
217  hade  nacerse  lo  mismo onando  la  Audiencia  reroqae  el  auto  denega- 
toria de  la  recusación,  pnee  esto  supone  que  era  cierta  y  legal  la  causa  en  que  •• 
fundó,  7  que  el  juez  &ltó  á  su  deber  no  absteniéndose  de  conocer.  Tales  faltas, 
que  muc^  reces  serán  hijas  del  pandonor  ó  de  un  exceso  de  celo  del  jues  recu- 
sado, podrán  serlo  también  de  malas  pasiones,  y  entonces  no  podrán  menos  de 
nroducir  nota  más  ó  menos  desfayorable  para  la  carrera.del  interesado,  según 
las  circunstancias  del  caso,  cuva  apreoiadóa  nara  estos  electos  corresponde  al 
Gobierno.  Las  copias  que  han  oe  remitirse  al  Ministerio  se  extenderán  en  papel 
^el  sello  de  oficio,  como  se  preyiene  en  el  458. 


SECCIÓN  TERCERA. 

DS  LA  RECUSACIÓN  DK  LOS  JUECBS  MUNICIPALES. 

^n  la  ley  de  1855,  al  tratar  de  las  recusaciones,  no  se  hiso  mención  délos  jue- 
ces de  paz,  llamados  hoy  jueces  municipales,  sin  que  por  esto  se  haya  entendido 
que  no  eran  recusables.  La  ley  orgánica  suplió  aquella  omisión,  comprendién- 
dolos en  la  reela  general  de  su  artículo  426,  refundida  en  el  188  de  la  presente; 
y  en  el  capítulo  3.^^  del  tít.  8.  ®,  artículos  461  al  471,  ordenó  el  procedimiento 
para  la  sustanoiación  de  las  reculaciones  en  los  juicios  rerbales  y  de  faltas,  de 
que  conocen  dichos  iueces.  Ese  mismo  procedimiento,  con  ligeras  modificacio- 
nes, ha  sido  adoptado  por  la  nuera  1^  en  cumplimiento  de  lo  prerenido  en  el 
núm.  1.  ®  de  la  Dase  2.  *  de  las  aprobadas  por  la  lev  de  21  de  /unió  áe  1880,  y 
por  ser  el  más  adecuado  al  sistema  de  proceder  en  dichos  -juzgados,  si  bien  ex- 
cluyendo lo  relativo  á  los  juicios  de  faltas,  por  no  ser  de  la  competencia  de  la 
presente  ley,  limitada  al  enjuiciamiento  ciyil. 

8i  se  compara  este  proceoimiento  con  el  establecido  en  la  sección  anterior  pa^ 
ra  la  recusación  de  los  jueces  de  primera  instancia,  se  yerá  que  son  análogos,  si 
bien  con  la  diferencia  de  que  las  pretensiones  que  allí  se  deducen  por  escrito  y 
con  dirección  de  letrado,  aquí  se  nacen  de  palabra  compareciendo  pewonalmen- 
te  ante  los  mismos  jueces  municipales,  sin  necesidad  de  dicha  dirección^  confor- 
me al  modo  de  pro<¿der  en  los  j.uzgado8  de  que  so  trata.  Teniendo  esto  presente, 
será  fácil  resolver  cualquier  duda  que  ocurra  consultando  el  caso  análogo  en  los 
comentarios  de  la  sección  anterior.  Por  esto,  y  porque  en  los  "formularios*'  se 
•expondrá  con  precisión  y  claridad  todo  el  procedimiento,  cyeemos  excusado  ce- 
mentar con  extensión  los  artículos  que  t«  refieren  á  la  recusación  de  los  jueces 
municipales,  limitándonos  á  ligeras  obseryaciones  en  aquellos  que  las  necesiten 
para  su  mejor  inteligencia. 

Articulo  218. 

£n  los  juicios  yerbales  j  demás  de  que  conocen  en  primera 
instancia  los  Jueces  municipales,  la  recusación  se  propondrá  en  el 
acto  mismo  de  la  comparecencia. 

Los  juicios  de  que  conocen  en  primera  instancia  los  jueces  mnnicipalee,  son 
los  Teroales  y  los  de  desahucio,  dedgnados  en  los  artículos  715  y  1,562.  Aunque 
la  demanda  se  ha  de  interponer  en  una  papeleta,  conforme  al  artículo  720,  esta 
«ólo  sirye  para  la  citación  de  las  partes  á  la  comparecencia  ante  el  juez^  en  cuyo 
acto  el  actor  expone  y  formula  su  demanda  y  el  demandado  sus  excepciones,  de 
«uerte  que  en  este  acto  principia  ▼  te  entabla  el  juicio.  Por  esto  se  ordena  en  el 
.r-  1 i íz_  j-i  . !-!_  1 ndrá  por  la  parte 

r  consiguiente  de 


presente  artículo  que  la  recusación  del  juez  municipal  se  propcmdrá  por  la  parte 
í  quien  interese  "en  el  acto  mismo  de  la  comparecencia,"  y  por  consigue 
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palAbra,  consignándose  en:  el  acta  que  ba  de  extendene  en  ia  £oTma  establecida 
para  los  juicios  verbales,  y  como  lo  indica  el  artículo  210. 

También  pueden  interrenir  los  jueces  municipales  en  laprerencién  de  los  ab- 
intestatos  f  en  los  embargos  preTentiybs;  pero  en  tales  casos  proceden,  por  xa« 
%étL  de  la  urgencia/ como  ddegados  del  do  fyrimera  instanoiai  al  que  han  de  re- 
mitir sin  dilación  sus  actuaciones,  j  si  bubieee  necesidad  de  pecusarlos,  babría 
da  acudirse  á  este,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  231. 

Tienen  asimismo  competencia  ios  jueces  nranieipaies  pora  conocer  de  los  ao- 
de  jurisdicción  voluntaria  en  negocios  de  comercie,  mi  loe  casos  que  detetaú- 
na  el  artículo  2,110.  Si  en  estos  asuntos  hubiera  neoráídad  de  recusarloSi  oemo 
en  ellos  se  pro<;ede  por  escrito,  deberi  proponerse  la  recusación  en  el  primero 
que  se  présente,  conforme  al  artículo  1»2,  y  creemos  que  habrá  de  sustanciarse 
el  inciaente  por  el  procedimiento  establecido  para  los  jueces  de  primera  íni^an- 
cia,  porque  obran  con  este  carácter,  y  no  en  juicio  verbal,  y  solo  á  los  juicios 
verbales  se  acomodan  las  disposiciones  de  la  presente  sección. 

Artículo  219. 

En  vista  de  la  recusación,  si  la  causa  alegada  fuere  de  las  ex- 
presadas en  el  artículo  189  j  cierta,  el  Juez  municipal  se  dará 
por  recusado,  pasando  el  conocimiento  de  la  demanda  á  quien  de- 
ba reemplazarle. 

Si  no  considera  legítima  la  recusación,  lo  consignará  en  el 
acta  j  pasará  también  al  conocimiento  del  negocio  á  quien  .co- 
rresponda. 

Contra  estas  resoluciones  no  habrá  ulterior  recurso. 

Artículo  220. 

Para  los  efectos  del  artículo  anterior,  los  Jueces  municipales 
recusados  serán  reemplazados: 

Por  sus  respectivos  suplentes  en  las  poblaciones  donde  no  ha- 
ya otro  juez  municipal. 

Donde  hubiere  dos  Jueces  municipales,  por  el  otro  que  no  haya 
sido  recusado. 

Si  hubiere  tres  ó  más,  por  el  que  le  preceda  en  antigüedad;  no 
estando  ésta  determinada  oficialmente,  por  el  que  le  preceda  en 
edad;  y  si  el  reemplazado  fuere  el  más  antiguo,  por  el  ipás  mo* 
derno. 

Según  los  art.  462  y  463  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  el  juez  munici- 
pal recusado  debía  ser  reemplazado  en  todo  case  por  su  suplente,  pasándole  el  co- 
nocimiento del  negocio  para  que  conociera  de  la  demanda  si  aquel  se  daba  por 
recusado»  y  en  otro  caso  para  que  decidiera  el  incidente  de  recusación.  Proce- 
diendo con  más  lógica  la  nuera  ley,  sigue  como  más  conveniente  el  sistema  es- 
tablecido en  el  párrafo  último  del  artículo  203  para  los  j  leces  de  primera  ins- 
tancia; el  de  que  reemplace  al  recusado  otro  juez  de  la  misma  clase,  cuando  lo 
haya  en  la  población;  y,'si,bubiere  tres  ó  más,  será  aquel  reemplazado  por  el  que  le 
precede  en  antigüedad,  y  el  mas  antiguo  por  el  más  moderno.  Pero  como  los  jue- 
ces municipales  se  renuevan  cada  dos  afios,  y  todos  toman  posesión  eñnn  mismo 
día,  es  posible  que  no  se  baile  determinada  la  antigüedad  entre  ellos,  y  se  su- 
ple por  la  edad,  ordenándose  en  el  artículo  220/qae  cuando  no  esté  deteíaninada 
oficialmente  la  antigüedad,  reemplace  al  recusMÍo  el  que  le  preceda  en  edad;  y 
si  aquel  fuere  el  de  más  edad,  deberá  ser  reemplazado  por  el  más  joven,  sólo  pa- 
ra los  efectos  del  artículo  219. 
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Artículo  8f  1. 

El  Secretario  del  Juez  municipal  recusado  dará  cuenta  al  que, 
conforme  al  artículo  anterior,  deba  conocer  del  asunto,  para  que 
acuerde  lo  procedente. 

En  el  caso  del  párrafo  segundo  del  art.  219,  acordará  que  com- 
parezcan  las  partes  en  el  día  y  hora  que  fijará  dentro  de  los  seis 
siguientes.  En  esta  comparecencia  las  oirá,  j  en  el  mismo  acto 
recibirá  lar  ^uebas  que  ofrezcan  sobre  la  causa  de  la  recusación, 
cuando  la  cuestión  sea  de  hecho. 

Artículo  222. 

Becibida  la  prueba,  ó  cuando  por  tratarse  de  cuestión  de  de- 
recho no  fuese  necesaria,  el  Juez  miunicipal  que  sustituya  al  re- 
cusado resolverá  sobre  si  ha  ó  no  lugar  á  la  recusación,  en  el 
mismo  acto  si  fuere  posible,  en  cuyo  caso  se  hará  constar  esta 
resolución  en  el  acta  que  ha  de  extenderse. 

En  otro  caso  la  dictará  precisamente  dentro  del  segundo  día, 
per  medio  de  auto  que  se  extenderá  á  continuación  del  acta. 

Artículo  228. 

Contra  el  auto  declarando  luiber  logar  á  la  recusación,  no  se 
dará  recurso  alguno. 

Contra  el  auto  que  la  denegare  habrá  apelación  para  ante  el 
Juez  de  primera  instancia  del  partido  á  que  corresponda  el  Juez^ 
municipal  recusado. 

Artículo  224. 

Dicha  apelación  se  interpondrá  verbalmente  en  el  acto  mismo 
de  la  comparecencia,  cuando  el  Juez  suplente  declare  en  ella  no 
haber  lugar  á  la  recusación. 

Si  usara  de  la  facultad  de  diferir  la  resolución  dentro  de  se- 
gundo día,  se  interpondrá  la  apelación  en  el  acto  mismo  de  la^ 
notificación  ó  dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguientes  á  ella. 
En  estos  casos  se  interpondrá  también  verbalmeate  ante  el  Secre- 
tario del  Juzgado,  y  se  hará  constar  por  diligencia. 

Artículo  225. 

Si  no  se  apelare  dentro  de  los  términos  sefialados  en  el  artícu- 
lo anterior,  será  firme  la  resolución. 

Cuando  se  interpusiere  apelación  en  tiempo,  se  remitirán  las 
actuaciones  sin  dilación  al  Juzgado  de  primera  instancia,  á  ex.* 
penses  del  apelante,  con  citación  de  las  partes. 
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Articulo226. 

Becibi4os  Iojb  autos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia,  se  se- 
Balara  inmediatamente  día  para  la  vista,  dentro  de  los  ocho  si- 
guientes, notificándolo  á  las  partes  si  hul^ieren  comparecido,  ó 
cuando  comparezcan. 

£1  Juez  oirá  á  las  partes,  ó  á  cualquiera  de  ellas  que  compa- 
rezcan en  el  acto  de  la  vista;  7  en  el  mismo  día,  7  si  no  le  fuere 
posible,  dentro  dentro  de  los  dos  siguientes,  dictar^  su  resolución 
por  medio  de  auto. 

Contra  este  auto  no  habrá  ulterior  recurso. 

Artículo  227. 

Guando  el  auto  sea  confirmatorio,  se  candenará  en  costas  al 
apelante. 

Artículo  228. 

Siempre  que  se  deniegue  la  recusación  se  condenará  en  las 
costas  al  recusante,  7  además  se  le  impondrá  una  multa  de  25  á 
SO  pesetas,  respecto  á  la  cual  será  aplicable  lo  dispuesto  en  el 
artículo  213. 

Artículo  229. 

Declarada  propedente  la  recusación  por  auto  firme,  7  devuelto 
•el  expediente,  con  testimonio  del  auto,  al  Juzgado  municipal  en 
^1  caso  de  apelación,  entenderá  en  el  negocio  el  Juez  municipal 
ó  suplente  que  hubiere  conocido  de  la  recusación  conforme  al 
artículo  220. 

Declarada  improcedente  la  recusación  por  auto  también  fir- 
me, el  Juez  recusado  volverá  á  entender  en  el  conocimiento  del 
negocio. 

En  estos  sueye  artículos  se  ordena  eon  precisión  el  proo^diviento  para  sao- 

anclar  y  decidir  el  incidente  de  recasación,  y  el  recurso  de  apelación,  admisi- 

tble  solamente  cuando  aquella  sea  denegada.  So^re  este  recurso  haremos  notar, 

-que  la  ap^ación  debe  admitirse  en  ambos  efectos,  puesto  que  se  inanda  remitir 
las  actuaciones  originales  al  juegado  de  primera  instancia  del  partido,  á  quien 

•corresponde  conocer  de  ella.  Esta  remesa  se  hará  sin  dilación  á  costa  del  ape- 
lante, con  citación  préyia  de  las  partes,  pero  sin  emplazamiento  porque  no  es- 
tán obligadas  á  comparecer,  y  sin  fijar  término  para  ello,  como  se  deduce  del 
art.  226;  según  el  cual,  luego  que  se  reciban  los  autos  en  el  juzgado  de  primera 
instancia,  se  señalará  inmediatamente  día  para  la  vista  dentro  de  los  ocho  si- 
guientes. Esta  proyidencia  debe  notificarse  á  las  partes,  si  hubieren  compare- 

■  cido  pi^esentándose  en  la  escribanía,  lo  cual  acreditará  el  actuario  por  diiígen- 
da  ó  luefi^o  que  comparezcan,  siempre  que  lo  yerifiquea  antes  de  la  yista»  Coa 
■ptifi^ao^n  ó  sin  ella,  el  juez  debe  oir  a  la  parte  ó  partes  que  se  presenten  en 
el  acto  de  U  vista,  y  !9n  el  mismo  día  ó  en  los  dos  siguientes  debe  dictar  auto 
motiyadó  otorgando  ó  negando  la.recusación,  sin  ulterior  recurso,  y  cond&nan- 

>4o  al  recusante,  cuando  &  deniegue,  en  las  costas  y  en  una  multa  de  25  á  50 
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pttetas,  por  la  cual  raíVirá  la  priddn  rabsidiaria  de  nn  día  por  cada  cineo  pese- 
tas, 8i  no  la  hace  efectíva. 

Téngase  también  presente  que  en  estos  casos  la  demanda  principal  queda  en 
sni^Denso  kasta  oue  se  decida  A  ineidente  de  recnsaéién,  por  no  permitir  la  bre- 
re  ti^mitacién  de  lot  juicios  Ttnrbaks  que  se  sostencten  a  la  res,  como  está  pre- 
renido  para  los  xuicios  por  escrito.  Decidido  el  incidente,  conocerá  de  aquella 
el  mismo  jues  municipal  recusado,  ó  el  que  le  hubiere  reemplaiado,  según  se 
haya  deneg^ado  ú  otorgado  la  recusación,  como  se  preriene  en  el  «rt.  229. 


Artículo  230. 

Cuando  la  recusación  del  Juez  municipal  6  de  su  suplente  se 
proponga  en  acto  de  conciliación,  producirá  el  efecto  de  darse 
por  intentado  el  acto,  sin  ulterior  procedimiento,  como  se  previe- 
ne en  el  art.  464.  ^ 

Si  el  Juez  municipal,  sin  ser  recusado,  se  abstuviere  volunta- 
riamente  de  conocer  por  concurrir  alguna  de  ias  causas  expresa- 
das en  el  art.  189,  pasará  á  su  suplente  ordinario  el  conocimien- 
to del  acto  dé  coücUiación. 

La  primera  parte  de  este  artículo  coi^merda  con  el  301  de  la  1^  orgánica  de 
1870,  y  la  segunda  no,  tiene  concordante  en  las  leyes  anteriores,  Preree  los  dos 
casos  que  pueden  ocurrir  y  han  ocurrido  en  la  práctica,  determinando  con  clari- 
dad lo  c[ue  ha  de  hacerse  en  cada  uno  de  ellos,  pues  por  su  índole  especial  no  po- 
dían sujetarse,  ni  habría  sido  conreniente  sujetarlos  á  las  reglas  establecidas  en 
los  artículos  anteriores. 

Si  los  actos  de  conciliación  turieran  el  carácter  de  juicio,  como  lo  tenían  an- 
tes de  la  primera  le^  de  Enjuiciamiento  ciyil,  puesto  que  entonces  el  juez  de  pas 
estaba  obligado  á  dictar  su  falló,  habría  sido  lógico  sujetar  la  recusación  de  que 
se  trata  á  las  reglas  y  procedimientos  establecidos  en  los  artículos  quepreced^. 
Pero  hoy  no  tienen  ese  carácter;  el  juez  municipal  interviene  en  taiea  actos  co- 
mo ayenidor,  sin  que  pueda  dictar  fallo  alguno,  y  las  partes  están  en  completa 
libertad  de  aceptar  ó  no  la  transacción  6  avenencia  que  se  les  proponga.  Por  es- 
to la  ley  presume  que  no  tiene  voluntad  de  avenirse  el  que  recusa  al  juea  muni- 
cipal en  un  acto  de  conciliación,  y  ordena  que  en  tal  caso  se  tendrá  por  inten- 
tado el  acto,  lo  mismo  que  cuando  no  comparece  el  demandado,  para  que  pueda 
el  actor  entablar  su  demanda.  Además,  si  en  estos  casos  la  recusación  hiibiera 
de  proponerse,  sustanciarse  y  decidirse  en  la.  forma  prevenida  para  los  juicios 
verbales,  sería  un  medio  legal  concedido  al  litigante  de  mata  fe  para  dilaljár  el 
ejercicio  de  la  acción  que  coiftra  él  haya  (fe  entablarse^  lo  cual  no  es  justo  ni 
conveniente,  y  no  podía  autorizarlo  la  ley. 

£n  cuanto  a  la  segunda  parle  del  artículo  ^ue  estamos  comentando,  ocurría 
con  frecuencia  que  cuando  por  parentesco,  amistad,  interés  en  el  asunto  ú  otrdi 
mQtivos  de  pundonor,  dignos  siempre  de  respeto,  el  juez  municipal  se  creía  in«« 
compatible  para  intervenir  en  un  acto  de  conciliación,  lo  encargaba-  á  su  su- 
plente. La  ley  viene  ahora  á  autorizar-^  reglamentar  ese  caso,  ordenando  que 
la  abstención  voluntaria  del  juez  municipal  sólo  puede  fundarse  en  alguna  de 
laSr  causas  gue  dan  lugar  á  la  recusación,  expresadas  en  el  art.  199,  poniendo  es- 
ta limitación  al  abusO  que  pudiera  cometerse;  f  que  cuando  se  abstenga  volun- 
tariamente, sin  ser  recusaoo,  por  alguna  de  dichas  causas,  pase'  á  su  suplente 
ofdinario  el  eonocimiento  de^  a<ito  de  conciliación;  y  sé  dice  "sufriente  ordina- 
rio," ó  sea  el  del  mismo  juzgado  municipal,  pai«a  evitar  la-  duda  de  si  debería 
ser  reemplazado  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  220.  Si  se  tratara  de  un  acto 
de  jurisdicción,  en  el  que  el  juez  hubiera  de  demdir  la  cuestión  litigiééa,  hal^ 
sido  conveniente  pasar  et  conocimiento  á  otro  juez  en  las  poblaciones  á^á»  lii&*> 
Ta  ñiás  de  uno,  á  fin  de  alejar  toda  sospecha  de  parcialidad;  pero  duda  la  fndd^ 
le  especial  de  los  actos  de  oottciliadón,  ¿qué  ftecoAreniente  puedl^  resultar  de 
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•que  él  siipIíNile  desemiMie  el  p*p^  de  «veaiclor?  Kingnno  absii^tamente,  y  así 
Be  eritan  los  inconTenientei  de  tener  que  acudir  á  otro  jm^gado. 

Por  estas  eeotideraeíeaet  eieemes  ao^rtadas  y  Idig^ioas  las' dos  dispeaieloiiM 
que  0(Matifl«e  el  ari«  230,  y  no  veií^  el  menor  motÍTO  para  censurarlo  por  habar 
estableoido  una  etscepoión  eon?enM3ite  á  la  «esla  general  bo¡^  la  reousadéii  de 
lofljueoes  munMnpales.  ^  .  ^ 

^  Hespecto  de  ev  j^pUcaei^  prictica  bastará  indicar  que,  euande  el  juez  mimi* 
cipal  sea  remado  en  ua  acto  de  oeneiliaci^n»  lo  que  Habrá  de  yerificarse  en  la 
comparecencia  para  celebrarlo,  se  practicará  lo  que  ^rdena  el  art.  464  y  explica- 
remos en  su  comentario;  y  para  abstenerse  sin  ser  recusado,  á  continuación  de 
'la  papeleta  de  que  habla  el  art  465,  dictará  auto  consignando  la  causa  que  tie- 
ne para  ello  ▼  mandando  pasar  el  conodmlento  del  negocio  á  su  suplente.  Cob- 
ttia  esta  resolución  no  cabe  recurso  alguno,  cerno  se  previene  en  el  art.  190. 


Artículo  231. 

Guando  sea  recusado  un  Juez  municipal  en  diligenoiat  de  que 
esté  conociendo  por  delegación  del  ^  primera  instancia,  la  recu- 
sación se  propondrá  ante  éste  por  escrito,  en  la  forma  que  pre-  • 
viene  el  art.  194. 

£1  Juez  de  primera  instancia  remitirá  el  escrito  al  municipal 
recusado,  para  que,  con  suspensión  de  los  procedimientos,  infor- 
me inmediatamente  si  reconoce  ó  no  como  cierta  la  causa  de  la 
recusación;  y  aquél  sustanciará  j  decidirá  este. incidente  por  los^ 
trámites  establecidos  en  la  sección  segunda  de  este  título. 

Artículo  288. 

En  A  JCv^Bo  del  artículo  anterior^  si  de  la  suspensión  de  las  di- 
ligencias pudieran  seguirse  perjuicios,  á  instancia  de  parte  las 
.practicará  por  sí  mismo  el  Juez  de  primera  instancia;  7  no  sien- 
do poúbkif  comisionará  á  otro  Jueg  municipal  ó  al  suplente  del 
^reeusado. 

Articulo  233, 

X/uando  un  Juez  municipal  se  abstenga  de  conocer  Qn  las  dili* 
.  gencias  que  le  haja  encargado  el  de  primera  instancia  por  com 
currir  en  él  alguna  de  las  causas  legales  de  recusación,  lo  consig- 
narává  oentinuación  del  despacho,  deyolviéndolo  al  Juee  delegan» 
te,  el  cual,  si  estima  justa  la  caiisa,  podrá  dar  la  misma 'comitdóii, 
-eiu  máa  tráoütes^  ál  suplente  de  aqu^  6  á  otro  Juez  municipal. 

.Los  casos  á  fnd  estos  artículos  se  refienm  ao  estaban  previstos  ea  las  k^es. 
antenoieB»  Gljuea  delegado  debe  limitarse  á  lapiáetiea  oe  las  diligencias  qoe^ 
la  han  sido  eo^ietidas,  /  ao  tie&e  junsdioción  nj  oompeteacia  paca  covooer  da 
aiagáii  ineidsilia,  paes  la  eompelmia^fadkaea  el  delegante.  ^  Coa  sujeci^ii  4* 
«ole  prifió^lo,  f  pc^a  eritar  el  me  pueda  abusarse  de  la  recuaecii^  sin  otro  ob* 
jeto  que  el  de  impedir  ó^ilatar  la  prácti^-de  «1^  ^Bgeacia  urgente  c^SMtida 
aU«ea  muaieipal  por  id  de  Drimera  insteada,  pe  preriasis  que  la  reiasaei^.da 
^m1  debe  proponene  ante  Me  ea  tales  cMoSf  7  qi^*  ^  ^  nacerse  por  escrito  f 
ean  las  de¿(¡ibí¡bnnali4a4c»  que  ordena  el  art,  ujL  81  lo«  litigantes  preeedeiL 
4  de  ^ueaa  íi,  eveasatáa  estaa  leca^aciones,  baetetsdo  presente  al  jues      primera 
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imtaneia,  a»tes  deiUrigir  el  despacho,  1»  i&oomp«libilidftd  del  juds  mimieipal 
para  eoBoeer  del  ascmto,  y  entonoes  aquel  obrará  conforme  á  sus  facultades  y  al 
espíritu  deeetos  miamos  artíeulas,  praetíeando  la  dÜigencia  p<^  si  mismo,  ó 
eomimoiíaiido  á  otro  jAez  munida  o  al  suplente.  Pero  si  se  formaliza  la  recan 
sacien^  no  bay  má»  rttnedto  i|ae  sii^*aiiciarla  ea  la  forma  prevenida  para  la  de 
los  jneoeade  primera  instancia,  como  lo  manda  el  art.  231,  porque  con  este  ca- 
ráéter  fondona  ei  jnesmunioípal  en  rirtud  de  la  delegaci^Sni^ue  aauel  le  ha  con- 
teñáory  el-reeusmte  qnedaitá  sujeto  á  la  responsabilidad  que  la  ley  impone,  si 
no  jnsttica  hi  causa  alegada. 

Oomo  mientras' se  sustancia  y  decide  la  recusación,  ha  de  quedaran  suspenso 
la  práctica  de  laadiligeniñaaeometidas  al  juei  municipal  recusado,  podrá  suce- 
der que  tmbo  perjudique  á  la  parte  contraria,  y  en  tal  caso  el  art.  2^  autoriza 
al  de  primera  tnetanoia  pi^a  que,  á  instancia  de  parir,  practique  por  sí  mismo 
las  diligencias  ó  comisiones  a  otro  juez  municipal  ó  al  suplente  del  recusado. 
Cuando  esto  ocurra^  habrá  de  sobreseerse  en  el  incidente  de  recusación,  porque 
ya  no  tiene  objeto,  y  la  1^  no  autoriza  en  ningún  case  diligencias  supérfluas 
que  á  nada  conduÓNi.  . 

Teneleasodel.ait.  233,de  sus  mismas  palabras  se  deduce,  que  cuando  el 
ju^  de  primera  instancia  no  estime  justa  la  causa  de  abstención  alegada  por  el 
luez  municipal,  por  no  ser  de  las  comprendidas  en  el  art.  189,  deberá  declarar- 
lo así  deroWiénaole  el  despacho  para  que  sin  excusas  ni  dilaciones  UoTe  á  efecto 
Has  diligencias  que  se  le  hubiesen  «neargado, 

SECeiON  CUARTA. 

DE  LA  BEGUSACIOSr  DE  LOS  AÜXILUBE8  DE  L06  TRIBVKALBS 
Y  JUZGADOS. 

La  ley  orgánica  de  1870  dio  el  nombre  de  "auxiliares"  á  los  funcionarios  que 
hasta  entonces  se  habían  llamado ''subalternos*'  deles  tribunales  y  juzgados, 
como  los  denominó  también  la  de  Enjuiciamiento  eiril  de  1855:  en  la  nuera  ley 
se  ha  adoptado  aquella  denomnación  por  eer  la  má3  pr<^  y  adecuada.  Pero 
t^g^se  presente  que,  á  pesar  de  la  generalidad  del  epígrafe  de  esta  sección,  no 
son  ni  pueden  ser  recusables 'todoelod  fnncionaiíos  a  quienes  se  dá  el  nombre 
de  auxiliares  de  los  tribunales  ^  juzgados,  óno  soUmente  los  «no  por  razón  da 
sa  caigo  ipter Tienen  en  la  adm^ist^oción  de  justida,  qne  son  loe  que  se  desig- 
nan jindiñdnalmente  en  el  art  234. 

El  litigante  no  teme  menos  de  la  pardafidad  del  escriño,  secrelario  ó  i^elik- 
tCTi  que  de  la  dd  mismo  jaez  que«on«ee  de  sn  pleito,  y  como^eee  temor  ee  fu^i» 
dado,  siempre  se  ha  permitido  la  recusación  de  aquello»  funcionarios.  Nuestra 
legislación  antigua  no  había  establecido  reglas  claras  y  precisas  para  estas  fe- 
cu9acione8:  de  ^quí  el  ^ue  no  fuera  uniforme  la  práctica,  aunque  por  regla  ffa- 
neral  se' adoptaron  los  mismos  priMi]Hoe  que  regían  para  la  reensaeión  de  los 
jueces  inferiores.  Podían^  hacéxse  sin  expresión  de  cansa,  y  d  efecto  de  esta  re*" 
cusación  era  nombrar  un  aeampaSad*  de  sn  misma  dase  al  eseribaso^  relator 
recusado,  interriniendoambes  en  la  iustanciaeióaüdí  pleito.  Los  aeompafiadea 
eran  también  recusables  sin  causa,  permitiéndose  hasta  tres  Micnsaciones  en  es- 
ta forma,  con  lo  cual  no  se  cansegnía  otra  cosa  quaentoipeoer  la  marcha  del- 
procedimiento,  y  aumentar  U»  gastos  del  pkito,  pues  ú  recusante  quedabai^Ii- 
gado  á  pagi^loi  dereehostdel  «soupalado  aSi^penulttode  los  del  leoaeado,  fl 
cual  los  p^bfa  íntegros  é»  la  parte  q¡a/§  losaeiisaM..  I^amlnén  «ra  permitida 
la  Recusación  *'in  tetesi,^  en  tuy  rtrtad  quedaba  aeMmdo  #1  racasado  del; 
oonoeimiettts.delMfpti^;  peraara  »9ssssri#  para  sstsi  sisgir  y  probar  nnae»»^ 
«ajusta;  ■     ,    ■       ■  ".   •'    ' 

La  ley  dé  1855,  respetaMlaesaanUgua  jarispradeiiMa»  autotásá  taanbién  la 
recnsacion  de  los  snbaltsmós  '*sra  «ansa  (  cofrstUa;?^  pesa  Ibd^andpá  dosJas  ijk 
«Qsae)ottsssln  eaaasiy  ssfarandoal  subalterno  resiisada  da^tada  Interrsnalds 
éú  él  nm^o;  üonqne^siai  pariñielo  da  sns^biselias»q«s  deMa  nagaide  interna 
menta  er«eéasai^<«rtfMlial4»ali4ads  dMa  W>^  «Adamas  l#ó  ^xnma  » 
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mente  las  cansas  legítimas  de  Teonsación,  ^  antes  no  estallan  determinadas^ 
ordenó  el  procedimiento  7  prohibió  lareensación  después  dala  eitaeión  para  sen- 
tencia 7  onrante  la  práctica  de  enalqnier  diligencia  encargada  al  recasado.  Con 
esto  ya  se  dio  nn  gran  paso  en  contra  de  los  atrasos;  percf  se  dejó  subsistente  la 
cansa  principal  de  ellos,  la  recusación  sin  cansa.  A  este  prepósito  decíamos  en 
nuestros  comentarios  á  la  ley  anterior:  *'La  pareialidaa  de  todo  fímeionarior 
sea  la  que  quiera  su*categoría,  se  ha  de  apoyar  siempre  en  «n  laotivo  que  dé  ltt« 
ffar  á  ella;  si  ese  motiro  no  existe  y  se  pomiie  la  lecosaeión  sin  causa,  se  abrt 
la  puerta  al  abuso  y  á  la  arbitrariedad  de  los  litigantes,  que  es  la  peor  délas  ar- 
bitrariedades. Bien  es  rerdad  que  la  obligación  en  que  se  constitinre  la  parte, 
según  el  artículo  142,  de  pagar  los  derechos  áeA  subalterno  reeusado  ^  los  del 
que  le  reemplace,  podrá  ser  un  medio  indirecto  de  contener  las  recusaciones  ma- 
liciosas; pero  esta  consideración,  de  alguna  imnortaneia  con  resnectoid  litigan» 
te  rico,  nada  rale  en  cuanto  al  que  litiga  escudado  con  una  declaración  de  po» 
bresa." 

La  ley  orgánica  de  1870  puso  término  al  abuso  que  se  hacía  de  dichas  recusa- 
ciones sm  causa,  prohibiéndolas  en  absoluto,  como  hemos  indicado  al  comentar 
el  artículo  188  de  la  presente,  el  cual  contiene  la  misma  prohibición,  ordenando 
que  ''los  auxiliares  de  los  tribunales  y  jusgados  sólo  poatán  ser  recusados  per 
causa  legítima,"  teniéndose  por  tales  tan  sólo,  las  que  se  determinan  en  el  189. 
Esta  noredad  exigía  un  procedimiento  análogo  al  establecido  para  larecusáció» 
de  los  jueces,  y  así  lo  ordenó  la  ley  orgánica  en  sus  artícalos  657  al  564,. modifi- 
cando en  lo  necesario  el  de  los  artícuro8^40  al  155  de  la  ley  de  1855,  compren- 
didos en  la  sección  relativa  á  la  recusación  de  los  subalternos.  En  la  presente  se 
ha  adoptado  el  procedimiento  de  la  ley  orgánica,  aunque  con  algunas  ampliacio- 
nes, modificaciones  y  reformas,  que  se  han  considerado  conrenientes  para  eritar 
dudas  en  la  práctica,  y  que  no  pueden  sin  defensa  los  funcionarios,  cuya  recusa- 
ción é  intereses  pueden  ser  lastimados  con  la  recusación:  las  indicaremos  al  co- 
mentar los  artículos  que  siguen. 

Articulo  234. 

Las  disposiciones  de  los  artículos  194  7  siguientes  de  la  sec- 
ción segunda  de  este  titulo,  serán  aplicables  á  las  recusaciones 
de  los  relatores,  secretarlos,  escribanos  de  Cámara  7  oficiales  de 
Sala  en  el  Tribunal  Supremt)  7  en  las  Audiencias,  7  á  los  es- 
cribanos 7  Secretarios  de  los  Juzgados  de  primera  instancia, 
con  las  modificaciones  que  sé  establecen  en  los  artículos  ^que 
siguen. 

En  este  artículo  se  designan  indiyidualmente  les  auxiliares  de  los  tribunales 
y  juzgados  de  primera  instancia,  que  son  recusahles;  de  consiguiente,  la  recusa- 
ción no  puede  extenderse  á  los  archiToros  y  demás  auxiliares  que  no  se  mencio- 
nan. En  cuanto  á  los  de  juicos  municipales,  véase  el  artículo  241.  Téngase 
presente,  que  según  el  188  ninguno  de  estos  auxiliares  puede  ser  recusado  sino 
por  causa  legítima;  en  ningún  caso  pueden  ya  serlo  sin  cansa. 

Ordena  además  el  presente  artículo,  que  son  I4>lieal4es  á  estas  recusaciones 
Iks  disposiciones  de  los  artículos  194  y  siguientes,  pero  con  las  modificaciones 
que  se  establecen  en  los  que  siguen;  ^jr*  como  en  estos  se  oidena  el  procedimiento 
para  ios  dos  casos  que  pueden  ocurrrir  de  reoonooer  ó  Mgar  ú  recusado  la  cer- 
teía  de  la  causa  alegada,  y  se  designa  el  magistrado  ó  juea  que  ha  de  instruir^Ia 
piesa  de  recusación  y  quien  ha  de  decidirla,  resulta  limitida  aquella  referencia, 
en  .primer  término,  á  ios  articules  194, 195  y  196,  que  determinan  k  forma  7  re- 
quisitos para  proponáf  la  recusación:  TÓase,  por  tanto,  el  eOmratario  de  dichos 
artículos.  También  es  de  aplieacnón  á  este  eaio  lo  que  diqN»nen  les  artíoulos 
198, 304  y  205,  y  todos  los  oomprmdidos  ea  hm  disposieiones  fanecales,  ó  seaa 
desde  el  188  id  103.  Ootiferme,  pues,  á  didu  refeteneíá»  lo  que  nowi»  halte  deter- 
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minado  expresamente  en  está  sección,  se  resolverá  por  lo  que  se  establece  en  1» 
segunda. 

Artículo  235. 

Presentado  el  escrito  de  recusación  y  ratificada  la  parte  en  su 
caso,  el  auxiliar  recusado  consignará  á  continuación,  por  dili- 
gencia, si  reconoce  ó  no  como  cierta  y  legítima  la  causa  alegada, 
y  pasará  los  autos  á  quien  corresponda  para  que  dé  cuenta  á  la 
Sala  ó  Juez  que  conozca  del  negocio. 

Artículo  236. 

Cuando  el  auxiliar  recusado  haya  reconocido  como  cierta  la 
causa  de  la  recusación,  el  Juez  ó  Tribunal  dictará  auto  sin  más 
trámites,  teniéndrdo  por  recusado,  si  estima  que  la  causa  alegada 
es  de  las  comprendidas  en  el  articulo  189. 

Si  estima  que  la  causa  no  es  de  las  legales,  declarará  no  haber 
lugar  á  la  recusación. 

Artículo  237. 

£n  estos  casos,  contra  el  auto  estimando  la  recusación  no  le 
dará  recurso  alguno. 

Contra  el  que  declare  no  haber  lugar  á  ella,  si  es  del  Tribunal 
Supremo  ó  de  la  Audiencia,  se  dará  solamente  el  recurso  de  sú- 
plica para  ante  la  misma  Sala,  y  si  fuere  del  Juez  de  primera 
instancia,  el  de  apelación  en  ambos  efectos. 

Admitida  la  apelación  se  remitirán  á  la  Audiencia  las  actua- 
ciones originales  relativas  á  la  recusación,  con  emplazamiento 
de  las  partes  por  diez  días,  quedando  en  el  Juzgado,  para  lu  con- 
tinuación, los  autos  referentes  al  negocio  principal. 

Artículo  238. 

Guando  el  auxiliar  recusado  niegue  la  certeza  de  la  causa  ale- 
gada como  fundamento  de  la  recusación,  se  mandará  formar  la 
pieza  separada  que  previene  el  art.  199. 

Será  parte  en  ella  el  recusado  si  lo  solicitare,  y  se  admitirá  la 
prueba  pertinente  que  proponga. 

Los  auxiliares  de  los  tribunales  y  jusfrados  de  fñ'imera  instancia,  en  quiene» 
concurra  alguna  de  las  cauHas  de  recusación  expresadas  en  el  aft.  189,  deben 
abstenerse  de  interrenir  en  el  npffocio,  sin  esperar  á  que  se  les  recuse:  así  lo  or- 
dena el  Í90.  en  cuyo  comentario  hemos  expuepto  el  procediiniento  que  en  tal  ca- 
so ha  de  emplearse.  Cuando  no  se  abstengan  voluntariamente  podrán  ser  recu- 
sados, en  cuyo  caso,  si  la  recusación  se  propone  en  escrito  con  firma  de  letrado 
y  eon  los  demás  requisitos  que  exigen  los  artículos  194  y  196,  conforme  al  195 
acordará  el  juez  6  la  Sala  que  se  ratific|ud  con  Juramento  en  dicho  escrito  la. 
parte  recusante,  si  reside  en  el  lugar  del  juicio.  Hecha  la  ratificación,  6  sin  ella. 

16 
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deberá  conBÍgnar  á  continnácioD,  por  medie  de  diligencia  autorisada  C9)|k#fr>%- 
ma.  8Í  reconoce  6  no  como  cierta  y  l^gítioui  la  causa  alegada,  pasando  en  segui- 
da ios  autos  á  quien  corresponda  reemplazarle  conforme  á  lo  prerenido  en  el 
art.  242,  para  quedé  cuenta  á.fa  Bat»  ó  joesique  conosca  dd  negocio.  Asilo 
dispone  el  235. 

gi  i^l  ftjudl^ar (TMUMdp,  h)bl^  jaBonpddo  corteo  ^rt*,}j^  pa^sa  d»  la  .rftqnsa- 
ción,  el  juez,  día  l^ia  en  su  cAeo,  dictará  auto  motitado  sm  mu  trámites,  te- 
ñiéhdéld'ó  ¿o  por  i^usadoi  se^á*  é^me^ue  liiiMUsÉal^^  ó^nodéJat 
fómffiReñdidM fo q1« wrlv  IS^  'Ani  Lo  or^naopn  to4#  cliM-iud  a} «2^,  d^feniii- 
p^i^s^  jen  e}  ^?7  193.^:091^1:^8  qi|e  wdrá^  entjiblarso  «oi^trí^  ol  ai^te  díj^egfito- 
rio»  y  preyiniendo  qiie  nó  sé  admitirá  recurso  ftl^uno  contra  el  auto  ^stiman^ 
la  recusación.  En  el  caso  de  apelaciéti,  téngase  plf^esente  que  h^n  de  remitirse á 
la  Audiencia  originales  las  diligencias  relativas  á  la  recusación,  á  cuyo  fin  se 
desglosará  todo  lo  actuado  desd^  al  escrito  en  que  aquella  se  interj^uso,  forman- 
do con  ello  la  pieza  separada  aüe  na  de  remitirse  al  tribunal  superior,  cuyo  de»> 
«loso  se  acreditará  por  diligedciaen  los  autos  principales,  que  luin  do  quedar  ea 
I  juzgaÜo  para  continnarl(^  Oon  intertenoioh  del  auxiliar  que  interllHMBente 
bkjra  reemplazado  al  recusado. 

X  stetin  ol  art,  m  tUtimpt  de  eate  cpm^l^tario.c^^^Moe^  auxiliar  ttmi*^ 
niegúela  certeza  de  la  causa  i^Waoa,  sé  mandará  formar  pieza  separad^  á  costa 
del  recusante  para  sustanciar  el  incidente.  Bsti^piesa  contenencias  actuaeíones 
originales  que  se  'designan  en  Ol  art.  109,  y  se  ie  davá  la:  su«t«icbfá^  preveni- 
da en  el  204  y  el  205,  pero  oon  la  circunstancia  de  qu^  d^r<i  sor  MtoeasK  eUa 
el  recusado,  si  lo  solicitare;  de  suerte  que  si  este  se  persona  en  aicba  pieza,  na 
de  tenérsele  por  parte,  y  luego  que  trascurra^  los  tres  días  concedidos  al  liti- 
gante contrario  para  que  exponga  lo  que  eertime  respecto  de  la  recasación,  habrá 
de  darse  traslado  por  otros  tres  días  al  recusadoi  entregándole  los  autos,  puesto 
que  no  se  le  ba  óÜq  copia  del  escrito»  para  que  i^i^pugne  la  recusación  y  pro- 
ponga la  prueba  que  sea  pertinente.  Para  justificar  esta  disposición  del  párrafo 
ultimo  del  art,  238,  comprendida  también  en  el  148  de  la  ley  de  1^55,  y  supri- 
mida en  la  orgánica  de  1870,  basta  considerar  que- en  el  caso  de  oue  se  trata,  si 
se  declara  habar  lugar  á  la  recusación,  el  auxiliar  recusado^  no  solp  queda  sepa- 
radq  de  toda  intervención  en  los  autos  y  privado  de  los  derechos  que  pudieran 
cbrresponderle,  sino  que  además  ha  de  ser  condenado  en  las  costas  del  incidente 
por  haber  negado  la  certeza  ó  legitimidad  de  la  causa  alegada  (artículos  245  y 
84i6i),  y  no  sería  jiisto  imponerle  estas  penas  sin  oírle  para  que  pueda  defenderse 
impiignando  las  alegaciones  y  pruebas  del  recusante.  6ÓI0  á  un  descuido  de  re- 
dacción podía  atribuirse  aquella  omisión  de  la  ley  orgánica,  puesto  que  en  sus 
artículos  561  y  562  estableció  las  mismas  penas. 


ArtíqulQ  239, 

Corre«poBder4  la  instruccióA  de  1?.  pieza  separada  de  recusa- 
ción: 

En  el  Tribunal  Supremo  y  las  Audiei^cias,  al  Magistrado  más 
iii9derno  de  la  Sala  que  conozca  de  los  autos  en  que  sea  recesa- 
do  el  auxiliar,  cuyo  Magistrado  podrá  delegar  en  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  respectivo  la  práctica  de  las  diligencias  que  no 
pueda  ejecutar  por  si  mismo^ 

£n  lós  Juzgados  de  primera  instancia,  el  mismo  Juez  que  co- 
nozcí^  del  negocio  principal. 

Artículo  240. 

Pecldirán  los  inicide^tes  de  recusación  de  los  auxiliares,  las 
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mismas  Salas  ó  Juzgados/  q^  c<H%ozcan  del  negocio  en  que  ac- 
tuare el  recusado,  sin  ulterior  recurso  cuando  el  fallo  sea  del 
'Srib^nal  Supremo  d  de  las  Audiencias. 

H^^  Tampo^  se  dará  leouirsa  alguno  contra  lo»  a^tos  de  los  Im^ 
cés  de  primera  instancia  ácc€MlieBdb  á  la  recusación. 

JUoft  auto»  en  que  la  d^iieguen  senín  apélaJoJ^s  en  ambos  6fe<v 
tos,  ejecutándose  lo  que  ordena  el  art.  209. 

Es  tan  claro  y  de  ejecución  tan  expedita  lo  que  est9^  art^ulos  disponen ,^5y«e 
no  necesitan  de  explicación  alguna.  Concuerdan  con  el  558  de  la  ley  orgánica. 
Sólo  indicaremos  que  en  el  caso  del  párrafo  último  del  art.  240,  admitida  la  ape- 
lación, Be  TjlFa^iéi^rá  lo  qQeiM«TÍene  el  309  para  remkir  los  autos  al  tribunal 
fRipei*iór,  en  el  que  se  sustanciara  y  decidirá  el  recurso  p^r  los  trámites  estable*- 
eiaos  eii  los  art.  B%7 y  siguientes  para  l^as  apelaciones  de  los  incidentes^  como  I» 
í^efih  él  210)  que  ^s  también  de  aplicación  al-caso  actual, eonformeá  lo  preT<e- 

Artíbulo  241. 

En  1m  recusaciones  de  los  secretario»  de  los  Juzgados  munici- 
^^es  se  procederá  en  la  forma  establecida  para  las  dé  los  Jueces 
municipales,  instruyendo  y  fallando  el  expediente  de  reeusacicin 
el  propio  Juez  municipal  del  recusado. 

Nótese  ^ue  los  artículos  de  esta  sección,  que  preceden  »1  actual,  se  refieren  á 
la  recusación  de  los  auxiliares  de  los  tribunales  y  de  los  juzgados  de  primera 
instancia;  el  presente  sólo  á  la  de  los  secrotarios  de  los  juzgados  municipales,  y 
l«s  q^e  siguen  son  comunes  á  unos  y  otros. 

La  índole  especial  de  los  procedimientos  en  que  intervienen  exigía,  para  la 
recusación  de  los  secretarios  de  los  juzgados  municipales,  las  reglas  especiales 
que  se  determinan  en  este  artículo  Según  él,  ha  Je  precederse  en  la  forma  es» 
taWecida  para  la  recusación  de  los  jueces^  municipales,  esto  es,  por  mecKo  Ab 
comparecencias  verbales,  y  con  los  procedimiento»  y  recursos  que  se  determi- 
nan en  la  sección  3.  **  de  este  título,  desde  el  art.  218  al  226.  con  exclusión  del 
219  y  220.  En  su  lugar,  hecha  la  recusación  con  causa  en  el  acto  de  la  compa- 
Tecencia,  el  secretario  recusado  manifestará  si  tiene  ó  no^  por  cierta  la  causa 
alegada,  consignándolo  en  el  acta,  y  en  seguida  dejará  'de  intervenir  en  las  ac- 
tuaciones siendo  reemplazado  por  su  suplente,  por  ante  el  cual  dictará  el  juez 
la  resolución  que  proceda,  bien  teniéndole  por  recusado  si  reconoció  la  certeza 
d«  la  causa,  y  rnt\  fuere  l^ítima,  ó  en  otro  caso  convocando  á  las  partes  á  la 
^ompárecenciic  que  p^vieneel  art.  221. '  .         ^ 

En  estos  casos  corresponde  la  instrucción  y  fallo  del  incidente  de  recusación 
al  propio  juez  municipal  del  recusado.  Así  lo  ordena  el*  presente  art.  241,  en  ar- 
monía con  lo  establecido  en  los  dos  anteriores  para  la  recusación  de  los  auxi- 
liares de  los  juzgados  de  primera  instancia,  reformando  lo  que  sobre  este  punto 
dUápuso  el  art.  ^  de  la  ley  orgánica,  según  el  cual,  en  las  poblaciones  donde 
hubiera  dos  jueced-  municipales  debíh  instruir  y  fallar  la  pieza  de  recusación  el 
del  juzgado,  á  que  no  perteneciera  el  secretario  recusado,  y  si  tres  ó  más,  el  qiiue 
le  siguiera  en  el  orden  oficial.  No  vemos  razóte  alguna  que  pudiera  justificar  es- 
ta medida,  la  cual  tenía  además  el  inconveniente  derque  el  juez  originario  co- 
nocí» del  negocio  principal,  puesto  que  no  se  le  privaba  de  esta  competencia,  y 
«i  otra  juez  del  incidente  de  recusación.  ¿Si  se  le  tenía  por  imparcial  y  hábil  pa- 
rtí lo  principal,  parqué  no  para  el  incidente,  euando  el  secretario  recusado  no  hfí 
de  intertenir  en  las  actuaciones?  ¿Porqué  privar  al  juez  de  su  competencia, 
cuando  no  es  él  el  recusado?  Por  estas  y  otras  consideraciones  c.cemos  conv^ 
niente,  justa  v  lógica  la  reforma  indicada,  <jue  atribuye  en  todo  caso  la  ins- 
trucción y  fallo  del  incidente  de  recusación  al  juez  del  auxiliar  recusado. 
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Artículo  242. 

Los  auxiliares  recusados,  desde  el  mom^^iito  en  que  lo  sean,  no 
podrán  actuar  en  el  negocio  en  que  lo  fueren  ni  en  la  pieza  de  re- 
cusación, 7  serán  reemplazados  por  el  que  les  preceda  en  anti- 
güedad de  su  misma  clase,  7  si  el  recusado  fuere  el  más  antiguo, 
por  el  más  moderno. 

Los  secretarios  de  los  Juzgados  municipales  serán  reemplaza- 
dos por  sus  suplentes. 

Este  artículo  ha  de  combinarge  con  el  235,  según  el  cual,  el  auxiliar  recusa- 
do ha  de  pasar  los  autos  4  quien  corresponda  reemplazarle,  después  de  la  ratifi- 
cación del  recusante  y  de  haber  consig^nado  aquel  por  diligencia  si  reconoce  & 
no  como  cierta  y  legítima  la  causa  alegada.  Pero  desde  el  momento  en  que  sea 
recusado,  ya  no^  puede  practicar  ni  autorizar  actuación  alguna  en  el  negocio  en 
que  lo  fuere,  ni  tampoco  en  la  pieza  de  recusación,  la  cual  ha  de  formarse  dea- 

Imes  de  poner  el  recusado  dicha  diligencia  cuando  en  ella  niegue  la  certeza  de 
a  causa;  y  si  la  confiesa,  también  ha  de  autorizar  el  auto  teniéndolo  por  recu- 
sado el  que  deba  reem]^lazarle,  como  hemos  iiidicado  en  el  comentario  de  dicho 
art.  235.  En  este  sentido  ha  de  entenderse  el  que  estamos  examinando.  T  no 
sólo  debe  abstenerse  de  actuar,  sino  que  tampoco  puede  percibir  derechos  de 
ninguna  clase  en  aquel  negocio  desde  que  se  hubiere  interpuesto  la  recusación, 
fin  perjuicio  de  ser  reintegrado  por  el  recusante  siesta  fnere  desestimada,  como 
se  ordena  en  los  artículos  246  j  247. 

^  Como  cada  uno  de  los  auxiliares,  que  intervienen  en  la  administración  de  jus- 
ticia, ejerce  las  funciones  propias  de  su  cargo,  no  puede  prescindirse  de  reem- 
plazar al  recusado  con  otro  de  su  misma  clase,  debiendo  serlo  por  el  que  le  pre- 
ceda en  antigüedad,  y  si  el  recusado  fuere  el  más  antiguo,  por  el  más  mederno; 
y  como  en  los  juzgados  municipales,  según  su  organización  actual,  no  hay^  más 
que  un  secretario  con  un  suplente  que  ejerce  en  su  caso  las  mismas  funcione», 
aquel  será  reemplazado  por  este.  Así  lo  dispone  también  el  presente  artículo» 
en  el  que  se  han  refundido  el  141, 147  y  149  de  la  ley  de  1855,  y  el  559  de  la  or- 
gánica de  1870,  estableciéndose  el  mismo  orden  que  para  el  reemplazo  délos  jue- 
ces recusados,  en  las  poblaciones  donde  haya  más  de  dos,  se  determina  en  los  ar- 
tículos 203  y  220. 


Artículo  243. 

Además  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  193,  no  podrán  ser  re- 
cusados los  auxiliares  durante  la  práctica  de  cualquiera  diligen- 
cia 6  actuación  de  que  estuvieren  encargados. 

En  el  artículo  193,  á  que  este  se  refiere,  ordena  que  en  ningún  caso  podrá  ha- 
cerse la  recusación  después  de  citadas  las  partes  para  sentencia  en  primera  iné- 
tancin,  ni  después  de  comenzada  la  rista  del  pleito  en  la  Audiercia  ó  en  el  Tri- 
bunal Supremo.  Esta  prohibición,  como  de  aplicación  general,  alcanza  á  la  re- 
cusación de  los  auxiliares,  aíüadiéndose  ahora,  que  estos  tampoco  podrán  ser  re- 
cusados durante  la  práctica  de  cualquiera  diligencia  ó  actuación  de  que  estu- 
rieren  encargados.  Es  de  presumir  que  en  tal  caso  la  recusación  no  tenga  otro 
objeto  que  el  de  suspender  la  práctica  de  la  diligencia  en  perjuicio  de  la  parto 
contraria,  y  debe  esperarse  á  que  quede  terminada  para  dar  curso  al  escrito.  Lo 
mismo  que  dispone  este  artículo  estaba  prevenido  en  los  144  y  145  de  la  ley  an  ■ 
terior,  y  en  el  564  de  la  orgánica  del  Poder  judicial. 
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Artículo  244. 

La  recusación  de  los  auxiliares  no  detendrá  el  curso  ni  el  fallo 
del  pleito  ó  negocio  en  que  se  hubiere  propuesto. 

Según  el  artículo  201,  la  recusación  de  loa  jueces  y  magistrados  tampoco  sus- 
pende el  curso  del  pleito,  pero  sólo  hasta  la  citación  para  sentencia  defínitira, 
en  cuyo'eHtado  debe  suspenderse  á  fin  de  que,  si  se  desestima  la  recusación,  lo 
falle  el  juez  originario,  que  es  el  competente.  En  los  auxiliares  no  existe  esta 
razón,  pues  limitadas  sus  funciones  á  autorizar  ó  dar  fé  de  los  actos  y  diligen- 
cias judiciales,  ninguna  influencia  pueden  tener  en  el  resultado  del  pleito,  y  por 
esto  se  ordena  en  el  presente  artículo  que  la  recusa'^ión  de  los  auxiliares  no  ae- 
tendrá  "el  curso  ni  el  fallo"  del  pleito  ó  negocio  en  que  se  hubiese  propuesto,  y 
por  consiguiente  tampoco  la  instancia  ó  recurso  ulterior  que  proceda.  Ésta  dis- 
posición no  tiene  concordante  en  las  leyes  anteriores,  aunque  se  deducía  de  gu 
espíritu. 

Artículo  245. 

Guando  se  declare  haber  lugar  á  la  recusación,  será  condenado 
en  las  costas  del  incidente  el  auxiliar  recusado  que  hubiere  ne- 
gado la  certeza  ó  legitimidad  de  la  causa  alegada. 

Si  se  desestimare  la  recusación,  se  impondrá  dicha  condena  de 
<)osta8  al  recusante,  además  del  abono  de  derechos  que  se  ordena 
en  el  artículo  247. 

I  I.Lo  mismo  Bustancialmente  disponían  los  artículos  151  y  152  de  la  ley  de 
J855  y  el  561  de  la  orgánica  de  1870.  En  el  comentario  de  aquellos  dos  ar- 
tíeulos,  con  relación  al  151,  cuya  disposición  se  limitaba  á  decir  que,  "en  loi  ca- 
los en  que  se  admita  la  recusación,  se  condenará  en  las  costas^  al  recusado/ 
dÚjimos  en  nuestra  obra  anterior,  v  repetimos  ahora,  por  ser  aplicable  al  píírra- 
fo  1.  ^  del  que  estamos  comentando,  lo  aiguiente: 

^"La  disposición  del  artículo  151  es  una  noredad  en  nuestra  antigua  jurispru- 
-  dencia,  que  no  tiene  oorrespondeneia  con  ninguna^  de  las  consignadas  respecto' 
á  la  recusación  de  los  jueces.  Gomo  éstos  no  perciben  derechos,  la  ley  supone 
^ue  ningihi  interés  las  impulsará  á  insistir  en  el  conocimiento  de  un  negocio 
sino  cuando  están  plenamente  conrencidos  de  que  no  es  cierta  la  causa  que  s# 
al^a:  sin  embargo,  para  contener  una  insistencia  temeraria,  les  ha  puesto  su 
correspondiente  correctiro  en  los  artículos  138  y  139  (como  ahora  lo  tienen  en 
los  216  y  217  de  la  nueva  ley.)  Pero  no  median  las  mismas  consideraciones  en 
cuanto  á  los  subalternos,  y  en  esta  atención  ha  dispuesto  en  el  artículo  citado 
anteriormente,  que  en  los  caso?  en  que  se  admita  la  recusación  so  condene  en 
las  costas  al  recusado,  como  en  castigo  de  su  temeridad  y  de  la  iK>ca  delicadeza, 

?[ue  ha  manifestado  por  no  separarse  del  conocimiento  del  negocio,  constándole 
a  certeza  de  la  causa  alegada.'' 

Nótese  la  diferencia  que  existe  entre  los  artículos  antes  citados  de  las'  leyes 
anteriores  y  el  245  que  estamos^  examinando.  Según  aquellos,  en  todo  caso 
cuando  la  recusación  fuese  admitida,  debía  condenarse  en  las  costas  del  inciden- 
te al  auxiliar  rec  usado;  y  ahora,  solo  puede  imponerse  dicha  condena  al  recu- 
sado cuando  "hubiere  negado  la  certeza  ó  legitimidad  de  la  causa  alegada¡"  si 
después  se  probare  lo  contrario.  De  suerte  que  si  el  auxiliar  recusado  consigna 
de  puena  fe  que  ignora,  como  puede  suceder,  si  es  ó  no  cierta  la  causa  alegada, 
6  si  reconociéndola  como  cierta,  el  juez  ó  tribunal  no  le  tiene  por  recusado  por 
estimar  que  no  es  de  las  comprendidas  en  el  art.  189,  como  puede  hacerlo  según 
el  236,  si  después,  sustanciado  el  incidente,  ó  en  yirtud  de  apelación,  se  declara  en 
definitira  haber  lugar  á  la  recusación,  no  debe  ser  condenado  en  las  costas,  por- 
que no  sería  justo,  lü  este  caso  está  comprendido  en  el  precepto  de  la  ley.  Ihcha 
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condena  sélo  puede  imponerse  al  auxiliar  tttie  se  oponga  á  la  recosaclÓD,  ne^fan* 
do  maliciosamente  la  certeza  ó  legitimidad  de  la  causa  alegada,  y  dando  lugar 
eo&  edta  negativa  á  que  se  forme  y  sustancie  el  incidente. 

Esta  disposición  justifica  y  hace  necesaria  la  del  párrafo  2.  ®  del  art.  238, 
como  hemos  indicado  en  su  comentario,  á  fin  de  que  el  auxiliar  recusado  no  sea 
condenado  en  las  costas  sin  ser  oido  y  vencido.  Si  renuncia  á  ser  parte  en  el 
incidente  de  recusación,  según  puede  hacerlo,  puesto  que  sólo  ha  de  oírsele 
cuando  él  lo  solicite,  queda  salvado  el  principio,  y  se  le  impondrá  legalmente 
dicha  condena,  si  procede.  Aunque  esta,  según  el  art.  450,  ha  de  ser  considera- 
da como  corrección  disciplinaria,  no  se  puede  utilizar  contra  ella  el  recurso  de 
audiencia  en  justicia,  á  que  se  refiere  el  452,  porque  se  impone  en  auto  fírme.y 
con  audiencia  del  interesado,  sin  que  obste  el  que  éste  haya  renunciado  á  ser 
j^rte,  toda  vez  que  la  ley  le  concede  el  derecho  de  serlo;  suya  será  la  culpa  si 
lio  Be  defendió. 

0e  acuerdo  con  la  regla  establecida  en  el  art.  211,  se  ordena  en  el  presente 
qtie  cuando  sea  desestimada  la  recusación,  aera  condenado  el  recusante  ej»  todafl 
ua  costas  del  incidente,  por  haber  pedido  s^ razón  derecha,  además  de.  los  de- 
rechos correspondientes  a  las  actuaciones  j|>rScticadas  en  el  pleito,  que  déte  abo- 
nar íntegros  al  recusado,  como  si  hubiera  intervenido  en  ellas,  según  ge  previe- 
ne en  el  art.  247.  Aunque  ee  establece  éste  ttWlio  para  indemnizar  al  recusado, 
viene  á  ser  la  pena  del  agravio  que  aquel  le  infirió  suponiéndolo  parcial,  en  lu- 
gaír  de  la  mulla  oue  se  nupene  en  lia  recoflacionepí  de  juec^  jr  mjigistritdos.  El 
pago  de  los  derechos  á  los  funcionarios  recusados,  dijo  el  Tribunal  ^upremo  en 
sentencia  de  6  de  Octubre  de  1859,  «s  una  indemnizaron,  así  délas  utilidadtSí* 
de  que  se  les  priva,  como  de  bt  iíotA  dé  désdoa^ttsKia  fflie  la  reousaeión  JieBSfVt 
pnme,  al  mismo  iiettipo^^  un  Gséno  del  cápffichotdcavfloai^  jc|e  los  litlpknl^s 
Téngase,  en  fin,  presente  qtte,  conforme  al  art.  .240,  contra  el  íe^uto  cfól  rúe& 
de  primera  instancia  dénésándo  la  recusación,  procede  la  ápelkeiÓn  «n  iÉUnbfiH 
efectos,  por  cuyo  medio  podrá  conseguir  el  recusante  la  repmciÓB  j^ali^r^avip^ 
que  aquel  le  haya  causado,  si  no  fuere  justa  su  resolución.  ¿Podrá  utilizar  tam- 
Mn/eéte'reotttsd  el  auxiliar  «tensado,  cmnjio  al  estimai^  la  xfcji^^j^p,  sea 
«oodeiikdo^en  ia»  costas  del  incidente?  El  artíciüo  aptiós  c^^^f  o,  del  q,úe  és  cf^ 
plennMto^l  B45  qse^taiiyos^^iaentando*  dice.terininf^n[temente  q^e  "no  se  da- 
rftifMiurso-alguneioentia  los  autos  de  los  jaeceaoe  primera  uistancia^acop^iepdo 
ÜaiecúsaeMn/'  y  ñor  eoi^ifttiente  ^mpocp  el  de  ape^ffci^  en!el  caso  ajetes  in- 
dicado. Dura  está  la  le^  con  los  awliares  recusaaea;  pero  considéíracionés  ^. 
Bioniidad  exigían  ese  nfer. 

Artículo  246. 

Ltiej^o  que  sea  ñtme  el  auto  estimando  la  recusaci<5B,  quedad 
^  síui^iliar  recusado  segara  di>  definitivamente  de  toda  interren- 
oióa  en  los  autos,  coo^inuancio  en  su  reemplazo  el  que  le  liaya 
átistitüido  durante  la  suistanciacjón  del  incidente,  sin  que  puedii 
^ercilkr  derechos  de  ninguna  clase  de^dé  que  se  hubiere  inter- 
puesto la  recusación. 

Artículo  247. 
;5i  W  S^se^JoMirfi  la  recusación,  lüegp  ^ue  séj^  ñtme  el  aiito, 
TolVérá  ^  «axiliár  recusad  á  ejercer  sus  fuácione?,  sit(>náf^q^p 
¿|:  jjí^9]íj,íí^fél()s  í^^  cofre^pofidléntes  á^las  actttaüfo(Re»p(r«e- 

éKJa&s'eii  el  pl^toViBin  peijjoidío  Be  hacer  igual  abono  al  que 
iUífB,  susIttuiao.aliFecuaadjo^ . 

ptuptímtitiJbf^'}<Mú)r^^  m  de  la  ley  antener,  7WayiJe8.de 

la^oíi&ni\Ba.  'PÉ^a  íá'k^tsfta  ihtél^fiMa  de  ios  dos  ^  s0tt><Áíeio4e  «sto^sene»^ 
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•«rio,  debemos  recordar  que,  según  el  ?42,  los  auxiliares  recusados,  desde  el  mo- 
mento en  que  lo  sean,  no  pueden  actuar  en  el  neeocio  principal  ni  en  el  inciden- 
te de  recusación,  y  ]por  tanto  tampoco  percibir  derechos,  debiendo  ser  reempU- 
sadoB  por  otro  funcionario  de  su  misma  clase  en  la  forma  que  se  determina  en 
dicho  artículo.  Esa  situación  es  interina  hasta  que  se  resuelva  el  incidente 
por  auto  firme,  y  mientras  tanto  sigue  el  sustituto  actuando  en  aquel  y  en  éste, 
fin  interrención  del  recusado.  Si  se  estima  la  recusación,  queda  éste  separado 
definitivamente  de  toda  interrención  en  aquellos  autos,  sin  derecho  ú  inaemni- 
xacion  de  ninguna  clase,  y  además  tiene  oue  pagar  las  costas  del  incidente  en 
el  caso  del  art.  245.  Pero  si  se  desestima  la  recusación,  vuelven  los  autos  al  ofi- 
cio del  auxiliar  recusado,  el  cual  volverá  á  ejercer  en  ellos  sus  funciones. 

En  este  último  caso  el  recusante  está  obligado:  1.  ^,  á  indemnizar  al  recusado 
abonándole  todos  los  derechos  oue  hubiere  dejado  de  percibir  en  el  pleito,  no 
en  el  incidente,  desde  que  cesó  de  actuar,  y  ^ue  le  habrían  correspondido  si  hu- 
biese intervenido  en  las  actuaciones,  cualquiera  que  sea  la  parte  á  cuya  instan- 
cia se  hayan  practicado:  2.  ^ ,  á  abonar  aaemás  al  sustituto  los  derechos  que  á 
éste  correspondan  j  sean  de  cuen^fldei  recusante,  y  no  los  de  la  parte  contra- 
ria, por  las  actuaciones  en  que  haya  intervenido;  y  8.  ^,  á  pagar  todas  las  eoi- 
tas  del  incidente  en  que  habrá  sido  condenado. 

En  este  sentido  han  de  entenderse  y  aplicarse  los  artíenles  846  y  S47,  últimoi 
del  tratado  de  reeuiaeiónes. 
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FORMULARIOS 

CON  ARREGLO  A  LA  LEGISLACIÓN  MEXICANA 

CORRESPONDIENTES  A  LOS  ARTÍCULOS  COMENTADOS 

,EN  ESTE  TOMO  I. 


HABILITACIÓN  POR  CAUSA  DE  POBREZA. 

Escrita  la  reconda  bilísima  obra  del  Sr.  Manresa  en  vista  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  española,  sus  formularios  no  pueden 
aceptarse  sin  modificación ,  por  no  estar  siempre  acordes  las  dis- 
posiciones de  la  ley  que  les  sirve  de  base  con  las  de  nuestro  Cd« 
digo  de  Procedimientos  civiles. 

En  lo  relativo,  por  ejemplo,  á  la  defensa  por  pobre,  ó  habilita- 
ción por  causa  de  pobreza,  existen  entre  la  ley  española  y  la  nues- 
tra notables  diferencias,  sobre  algunas  de  las  cuales  creemos  in- 
dispensable llamar  la  atención. 

Conforme  á  la  ley  española  (articulo  14)  el  declarado  pobre, 
además  de  usar  del  papel  sellado  para  pobres,  tiene  el  derecho  de 
que  se  le  nombre  abogado  y  procurador  que  lo  dirijan  gratuita- 
mente. Entre  nosotros,  el  habilitado  por  pobre  no  tiene  otro  de- 
recho que  el  de  usar  estampillas  de  á  cinco  centavos  y  á  estar 
exento  de  los  depósitos  en  los  casos  en  que  la  ley  lo  exija  como 
requisito  para  la  interposición  de  algún  recurso  (Código  de  Pro- 
cedimientos civiles,  articulo  302);  pues  aun  cuando  en  opinión 
de  juristas  tan  prácticos  y  respetables  como  los  Señores  Don  Ma- 
nuel de  la  Peña  y  Peña  y  Don  Blas  José  Gutiérrez  Flores  Alato- 
rre,  el  ayudado  por  pobre  debe  también  ser  patrocinado  gratui- 
tamente por  un  defensor  de  oficio,  ó  á  falta  de  éste,  por  el  aboga- 
do que  el  juez  designe,  entendemos  que  la  prevención  del  articulo 
5?  de  la  Constitución  federal  sobre  que  ^^nadie  puede  ser  obligado 
á  prestar  servicios  personales  sin  su  pleno  consentimiento  y  sin 
la  justa  retribución,."  ha  venido  á  derogar  la  ley  13,  titulo  22, 
libro  5"  de  la  Novísima  Recopilación  en  que  se  fundan  los  auto- 
res citados,  asi  como  las  leyes  6,  título  6,  Partida  3^  y  II,  titulo 
22,  libro  5",  y  2,  titulo  6,  libro  II  de  la  Novísima  Recopilación, 
que  concedían  al  juez  la  facultad  de  apremiar  con  suspensión  de 
oficio  ó  multa  á  cualquier  abogado  á  que  defendiera  á  la  parte  que 
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lo  pidiere,  por  ser  obligación  de  los  letrados  encargarse  de  la  de- 
fensa de  los  pleitos  que  nominalmente  les  cometan  los  tribuna- 
les á  instancia  de  los  litigantes  pobres.  (Ley  16,  tít,  16,  lib.  2 
de  la  Novísima  Recopilación.) 

Con  fundamento  más  ostensible  pudiera  invocarse  acaso  el  ar- 
tículo 31  de  la  ley  de  17  de  Octubre  de  1867,  orgánica  de  la  pro- 
fesión de  Agente  de  negocios,  qué  inlpone  á  quienes  se  dedican 
á  dicha  profesión  la  obligación  de  defender  á  los  pobres  de  so- 
lemnidad, cuando  alguno  de  estos  lo  pida,  dirigiendo  al  efecto  el 
juez  del  negocio  oficio  al  presidente  del  Colegio  de  Agentes  para 
que  nombre  á  uno  de  sus  individuos,  según  turno  riguroso  que 
debe  llevar.  Pero,  por  más  terminante  que  sea  la  disposición,  si 
el  Agente  designado  se  negase,  apoyado  en  el  artículo  5*?  Constitu- 
cional antes  citado,  á  prestar  sus  servicios  gratuitamente,  cree- 
mos que  no  habría  manera  de  obligarlo  á  ello. 

Hechas  las  observaciones  que  preceden,  pasamos  á  bosquejar 
los  formularios  que  en  di  caso  pueden  servir  de  guia,  según  que 
lá  habilitación  se  solicite  antes  de  promoverse  ó  después  de  itii* 
ciado  el  juicio. 


E&crito  para  pedir  hahilitacián  por  causet  de  pobrextít 
antes  de  protríober  el  juicio. 

Señor  Juez  quintó  de  lo  civil  (Ó  de  primera  instancia). 

Cirilo  Rentería,  dom^cilíaclo  en  la  casa  níSihefo  treinta  de  la  callé  de  lt>8  ^iété 
Príncipes  de  esta  capital,  anie  08téd,  como  mejor  proceda  eh  derecho,  rettpettto^ 
Bamthte  digo  que: 

Según  títulos  fehacientes  que  obran  en  mi  ]^oder  y  qae  exhibiré  á  su  debido 
tiempo,  ^^y  propietario  de  la  casa  número  quince  de  la  calle  de  Jesús  María, 

SQmiáR  Actualmente  por  Don  Pomposo  Izquierdo,  á  quien  mi  finado  padre  Boíl 
arloB  Rentería,  dejó  como  simple  encargado  de  ella  mientras  llegaba  yo  de  1« 
Baja  Ci^lifornia,  on  donde  me  encontraba  al  tiempo  del  fallecimiento  de  mi  ci- 
tado Señor  padre;  y  como  á  pesar  de  las  reiteradas  gestiones  que  en  lo  privada 
he  hecho  pura  qut>  me  sea  entregada  la  finca,  el  Seffor  Izquierdo  se  ha  negadb  i 
ello^  pretextando  Bxousas  <)ue  noefl  del  caso  rtibrir,  teneo  necesidad  decntablat 
en  lu  contra  el  correspondiente  juicio  reivindicatorío.  Pero  iio  contando  t;oii  lo» 
recur«toa  «uncientes  para  sufrargar  los  gastos  que  indispensablemente  demanda 
un  juicii]  de  \%  nntoraleza  del  qué  yo;^  á  promover,  ihcües  precisó  iifblicitli^  *<|Ue 
pisBvinmcnto  i^  dic  habilite  para  litigar  por  cansa  dfe  pobreza.  Al  efecto,| 

A  TjF^ted,  St^ñor  Jui3z,  suplico  se  sirva  señalar  día^*  hora  p%ra  la  i;iforinaci^ 
testimonial  que  oFrt^zco  rendir  conforme  ál  interrogatorio  adjunto,  y  en  vista  o^ 
ella  concederme  la  hjibilítación  que  ÍBolicito,  puéé  inp^oe^é  6n  jñvtkiá'^Aé  ^Mk 
tetio^on  ](í  nectario'. 

líéxioo,  Bnero  primero  de  mil  cebocientró  itoteiitb  fiiiio. 
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Interrogatorio  á  cuyo  tenor  deben  ser  examinados  los  testigos 
qne  presenta  el  suscrito  para  justificar  su  falta  de  recursos 
y  obtener  la  habilitación  por  causa  de  pobreza, 

Di^an: 

Primera.  Sus  generales. 

Segunda.  Si  es  cierto  y  les  consta  que  el  promovente  no  cuenta  con  más  re- 
cursos que  el  sueldo  de  quince  pesos  mensuales  que  gana  como  dependiente  de  la 
Fábrica  del  gas  para  alumbrado. 

Tercera.  Si  es  cierto  y  les  consta  que  con  dicho  sueldo  tiene  qne  mantener  á 
BU  esposa  y  á  dos  hijos  peaueños. 

Cuarta.~Si  es  cierto  y^  les  consta  aue  nada  absolutamente  puede  distraer  del 
sueldo  indicado  para  objeto  diverso  ael  de  la  manutención  de  su  familia. 

Quinta.  Ben  la  razón  de  su  dicho. 

México,  Enero  primero  do  mil  ocliocientos  'norenta  y  uno. 

Cirilo  Renteríft. 


KAZON  en  él  escrito.— Presentado  en  su  fecha  á  las  once  y  media  de  la  m»r 
liana. 

Tomás  Alegría,  Oficial  Mag^or. 

DECRETO. — México,  Enero  dos  de  nríh ochocientos  noventa  y  uno.  , 

J^ffístrese  %\  anterior  escrito  y  oon  citación  del  Minítterio  Pátíico  reediMe 
la  información  ofrecida,  señalándose  nsr a  ello  las  once  de  la  mallan»  del  díia 
Mis  del  corriente.   Lo  proveyó  y  firmo  el  Señor  Juez  quinto  de  lo  civil.  Licen- 
ciado Juan  de  la  Rosa,  Doy  fé. 
Jtíaii  de  la  Boite. 

Antonio  Tapia,  Secretario. 

J^tí(tX^Qki^6%rr-l^rí  tres  de  Enero,  preientie  an  el  Juzgado  Don  ¿irilo 
Henteríf^,  fué  no|ifi«ado  del  ajfttdrior  decreto  é  impuesto  dejm  oonjtenúio,  o^; 
que  lo  oye  y  firmó.  Peor  fe. 

Rentería. 

Firma  del  actuario. 


En  la  misma  fechaj}re^ente  en  su  despacho  el  Representante  del  Ministerio 
Público,' liic^nciadox^^^  del  propio  decreto  é  impueb- 

to  de  su  contenido,  dijo:  que  lo  oye,  se  da  por  citado  y  finnó.  Doy  fé. 

Gómez. 

Firma  del  actuario. 


DILIGENCIA  DE  INFOR!MA€ION.— En  seis  de  Enero  ala  hora  sefiafáda 
para  la  diligencia,  presente  el  testigo  Ramón  Martínez,  prestó  la  protesta  de 
ley  y  ezatninado  conforme  al  interrogatorio  exhibido,  contesté: 

'SA  la  pi^imera,  llamarse  coíno  queda  escrito,  ser  natural  de  Tex^oco,  casado, 
de^Clivrentia  afiósdeedad,  carpintero,  con  habitación  en  la  calle  ^los  Siet» 
Príncipes,  número  treinta  y  que  no  le  tocan  laa  generales  de  \m  Ity. 

A  la  segunda,  que  es  cierta. 

lA  la  tercera,  que  también  es  cierta. 


A  la  cuaru,  que  es  igualmenie  cierta. 
vA  la  «uiuta,  que  lo  »cbo  le  < 


» <«  !i»>«««»  cf«ie  lo  dicbo  le  conslá,  por  «tr  recnno  de  la  misma  caM  en  ^ 
Tire  el  Señor  Don  Cirilo  Rentería  y  estar  al  tanto  de  las  difkultadea  que  tieii» 
pie^vrvir. 

líe<da  que  lefoé  kk  preMute  dedaraciéfi,  la  nitóficó  y  firmó  en  u«áii  dd  Seftor 

«Juan  ito  la  ^Aa^ 

Ramón  Maitíiiez 
Antmo  Vapaa,  BeároCarao. 
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A  continuación,  presente  el  testijp^o  Miguel  Castillo,  prestó  como  el  anterior 
la  protesta  legal,  y  examinado  conforme  al  interrogatorio  respectiro,  contestó: 

A  ia  primera,  llamarse  como  quedaasentado,  ser  natural  de  Pachaca,  soltero, 
empleado,  de  veintiséis  años  de  edad,  con  domicilio  en  el  número  yeinte  del 
Callejón  de  Santa  Inés,  ^  que  no  le  tocan  las  generales  de  la  ley. 

A  la  segunda,  que  es  cierta 

A  la  tercera,  que  también  es  cierta. 

A  la  cuarta,  que  es  igualmente  cierta. 

A  la  quinta,  que  lo^dicho  le  consta  por  sor  empleado  de  la  misma  Fábrica  qne 
el  Señor  Rentería  y  conocer  de  cerca  sus  necesiaades. 

Ratificó  su  declaración  leída  que  le  üió  y  firmó  en  unión  del  Señor  Joes. 
Doy  fé. 

Juan  de  la  Rosa. 

Mignel  Castillo. 
Antonio  Tapia,  Secretario. 


DECRETO. — México,  Enero  seis  de  mil  ochocientos  norenta  y  uno. 
Pasen  las  presentes  dilig<>ncias  al  Ministerio  Público  por  ,el  término  de  U 
ley.  Lo  proveyó  y  firmó  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 

De  la  Rosa. 

Tapia,  Secretario. 


KOTIFICACION.— Bo  siete  de  Enero,  notificado  del  anterior  decreto  el  8t- 
fior  Rentería,  dijo:  que  lo  oye  y  firmó.  Doy  fé. 

Rentería. 

Firma  del  actiurio. 


PEDIMENTO  DEL  MINISTERIO  PUBLICO.— El  Ministerio  Público  di- 
oe:  que  de  las  presentes  actuaciones  resultan  méritos  bastantes  para  estimar 
probada  la  insolvencia  del  promovente,  por  lo  qae  el  suscrito  no  encuentra  in- 
coreniente  alguno  en  que  se  conceda  la  habilitación  solicitada, 

México,  Enero  ocho  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Narciso  Gtótaez, 


DECRETO. — México,  Enero  nueve  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 
Citese  para  sentencia,  lo  proveyó  y  firmó  el  S^or  Juez.  Doy  fé. 

De  la  Rosa. 

Tapia,  Secretario, 

NOTIFICACIONE8.-(Como  las  ya  indicadas.) 

SENTENCIA.— México,  Enero  doce  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Vistas  estiis  diligencias  promovidas  por  Don  Cirilo  Rentería  con  objeto  de  c^ñ 
8é  le  conceda  habilitación  para  litigar  por  causa  de  pobreza  en  el  juicio  que  tie- 
ne que  entablar  contra  Don  Pomposo  Izquierdo  sobre  entrega  de  la  casa  núme* 
ro  quince  de  la  Calle  de  Jesús  María;  y 

^  Resultando  primero.  Que  de  la  información  testimonial  rendida  aparece  sufi- 
cientemente comprobada  la  insolvencia  del  promovente; 

Resultando  segundo.  Que  el  Ministerio  Público  está  conforme  en  fue  se  coa- 
oeda  la  habilitación  pedida;  y 

Considerando.  Que  de  las  circunstancias  de  que  se  ha  hecho  mérito,  se  dea- 
prende  con  toda  claridad  que  están  llenados  los  requisitos  marcados  por  los  ar- 
tículos 290  y  relativos  del  Código  de  Procedimientos  civiles,  por  lo  que  con  fun- 
damento del  artículo290  ya  citado,  y  de  los  301  y  302  del  expresado  Código, 
debía  de  declararse  ▼  se  declara: 
t  Primero.  Se  habilita  á  Don  Cirilo  Rentería  para  litigar  por  causa  de  pobre- 
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Bft  en  eltjuicio  que  tiene  que  promoyer  contra  Don  Pomposo  Izquierdo,  sobre  en- 
trega de  la  casa  número  quince  de  la  calle  de  Jesús  liaría  de  esta  capital,  con 
la  condición  de  que  en  su  oportunidad  reponga  las  estampillas  que  usare  en  las 
actuaciones  y  sin  perjuicio  de  que  en  su  cato  se  apliquen  los  artículos  303  y  304 
del  Código  de  Procedimientos  civiles. 

Segundo.  Expídase  copia  de  esta  sentencia  á  la  parte,  si  lo  pidiere. 

Así  lo  proveyó  y  firmó  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 

Juan  de  la  Bosa. 

Antonio  Tapia,  Secretario. 

NOTIFICACIONES.— (Como  las  que  ya  quedan  indicadas  anteriormente). 

BAZON.— En  quince  de  Enero  se  expidió  la  copia  de  la  sentencia  anterior. 
Conste. 

Tomás  Alegría,  Oficial  mayor. 


Cuando  la  habilitación  se  solicite  por  medio  de  "otrosi"  en  el  mismo  escrito 
de  demanda,  el  proveído  ser&  el  siguiente: 

México,  etc. 
.     Bí^ístrese  el  anterior  escrito,  y  suspendiéndose  por -ahora  el  cursó  de  la  de- 
manda principal,  recíbase  con  citación  del  M4nister)0  Público  la  información 
ofrecida,  señalándose  para  la  diligencia  el  día  tantos  á  tai  hora.  Lo  proveyó  y 
fijmó  el  Señor  Jues.  Doy  fé. 

Juan  de  la  Bosa. 

Antonio  Tapia,  Secretario. 


En  el  caso  de  que  de  la  información  testimonial  no  resulte  comprobada  la  in- 
solvencia del  promovente,  puede  dictarse  en  estos  ó  parecidos  términos  la 

SENTENCIA  DENEGATOBIA.— México,  etc. 

Vistas  estas  diligencias  promovidas  por  Don  Cirilo  Bentería.  con  objeto  do 
que  se  le  conceda  habilitación  para  litigar  por  causa  de  pobreza  en  el  juií-io  qiu^ 
se  propone  ses^ir  contra  Den  Pomposo  Izquierdo,  sobre  entrega  de  ln  casa  nf^ 
mero  quince  de  la  calle  de  Jesús  María  de  esta  capital;  j 
^  Besultando  primero:  que  de  la  información  testimonial  rendida  aparece  que 
si  bien  es  ciento  que  Don  Cirilo  Bentería  gana  solamente  quince  pesos  mensua- 
les como  dependiente  de  la  Fábrica  de  gas  para  alumbrado,  también  lo  es  que 
percibe  del  Montej^ío  Militar  la  cantidad  de  ochenta  y  cinco  pesos  cada  mes, 
formando  por  lo  mismo  un  total  de  cien  pesos  los  recursos  fijos  con  que  cuent» 
xnensualmente. 

Besultando  segando:    aue  el  Ministerio  Público  ha  formulado  pedimento 
abiertamente  contrario  á  la  pretensión  del  solicitante;  y 

((  Considerando:  quejde  las  circuns!  ancias  de  que  se  ha  hecho  mérito  se  dehprende 
eon  toda  claridad  la  impro(^encia  de  la  habilitación  solicitada,  por  lo  que,  con 
fundamento  de  los  artículos  290  y  relativos  del  Código  de  Procedimientos  civi- 
les, ol  suscrito  debía  declarar  y  declara: 
^  Primero.  No  es  de  concederse  á  Don  Cirilo  Bentería  la  habilitación  que  soli- 
cita para  litigar  por  causa  de  pobreza  en  el  juicio  que  se  propone  entablar  con- 
tra Don  Pomposo  Izquierdo  sobre  entrega  de  la  casa  número  quince  de  la  Calle 
de  Jesús  María,  de  esta  capital. 

^  Segundo.  Prevéngase  al  promovente  reponga  las  estampillas  de  estas  actúa- 
edenes  dentro  de  tercero  día,  apercibido  de  ejecución  si  no  lo  verifica. 

Así  definitivamente  juzgando  lo  proveyó  y  firmó  el  Señor  Juez,  Doy  fé. 

Juan  de  la  Bosa» 

Antonio  Tapia,  Secretario. 
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Escrito  parM  pedir  habUitaeién  jmra  litigar,  por  cim$m- 
de  pobreza^  en  el  curso  d^ljuiciiú,  '  "  ■ 

•I 

8«&6r  JofiB  tantos  de  lo  cítíI  6  de  primer»  iii8t«iiCM¿ 

Cirilo  KoBtería,  en^-mm<^  que  t¿HEP  prfli90TÍ4o  eontra  DoQ  PQmpo#<K  Is- 
quierdo  sobre  entreg^a  de  la  casa,  sanar»  qpli upe  jde  ]»,Q4lfl,d^  Jeeúa  Haría,  an- 
te usted,  como  mejor  proceda  en  dereeho,  reepetnoeamente  digo  que: 

A  consecuencia  del  incendio  que  en  la  nocne  del  enatro  del  actual  sufrió  la 
casa  de  comercio  quie tenía  yo  establecida  en  la  esquina  de  las  calles  de  Olmedo  y 
Puesto  Nuero,  he  perdido  la  modesta  fortuna  que  á  fuerza  de  saerificios;^  de  un 
trabl^  asíduttrde  quimoeañoa  habia<  logrado  íorasar,  TMndbme  así  repaktíña- 
mente  reducido  á  la  miseiia.  Este  golpe  inesperado  me  coloca  en  condición  tui 
desTontajosa  respecto  de  mi  colitigante,  que  no  me  es;poeible  continuar  el  Jvido 
que  tengo  promovido  sino  á  faror  del  beneficio  que  la  ley  otorga  á  los  que  sereña 
ouentrAB  «rsüboación  semejante  á  la  mía.  Por  lo  mismo, 

A  usted,  ládfior  Jues,  suplico  que,  previas  la  información  que  ofrezco  rendir 
y  las  demás  formalidades  del  caso,  se  sirva  habilitarme  para  litigar  por  causa 
de  pobreza  en  la  prosecusión  del  juicio  á  que  me  he  referioo  al  principio,  por  pro- 
ceder así  en  términos  de  rigurosa  justicia,  que  protesto  con  lo  necesario. 

M^ioo,  Enero  primero  oe  mil  ochocientas  noKeAta^y  uno. 

CSrilo  Rentería. 


RAZOIÍ.— Presentado  en  su  feefaa  á  las  once  de  la  maffana.  Conste. 

Tom¿B  Alegría,  Oficial  Mayon 


DECRETO.— México,  Enero  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 
Fórmese  con  el  anterior  escrito  el  incidente  respectivo  y  córrase  traslado  por 
tres  días  al  Ministerio  Público  y  á  la  parte  contraria. 
Lo  proveyó  y  firmó  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 

Juan  de  la  Rosa. 

Antonio  Tapia,  Secretario. 


NOTIFICACIONES.— En  tres  de  Enero,  pronto  en  su  despacho  el  R^re- 
sentante  del  Ministerio  Público,  le  notifiqué  el  decreto  anterior,  é  impuesto  de 

f  contenido,  dijo:  lo  oye  y  que  está  conforme  en  que  se  reciba  la  información 
recida,  y  firmó.  Doy  fé. 

Narciso  Gómez. 

Firma  del  actuario. 


En  la  misma  fecha,  presente  en  el  Juzgado  Don  Pomposo  Isquierdo,  le  noti- 
fiqué el  decreto  que  precede  é  impuesto  de  su  contenido,  que  lo  oye  y  quecon- 
testará,  y  firmó.  Doy  fó. 

Izquierdo. 

Firma  del  actuario. 


Escrito  de  contestación  al  traslado. 

Señor  Juez  tantos  de  lo  civil  ó  de  primera  instancia. 

Pomposo  Izquierdo,  en  el  juicio  ^ue  sigue  en  ipi  contra  Don  Cirilo  Renterúi 
sobre  entrega  de  la  casa  número  quince  de  la  calle  de  Jesús  Haría  de  esta,i;iq);i- 
tal»  ante  usted,  como  mejor  proceda  en  derecho,  respetuosamente  digoq^ie:- 

Se  me  ha  corrido,  traslado  del  escrito  presentado  por  Don  Cirilo  Renterí^kC^n 
el  objeto  de  que  se  le  conceda  habilitación  para  litigar  por  causa  de  pobreza  en 
la  j^rosecución  del  juicio  antes  mencionado,  alegando  hallarse  en  estado  de  mi- 
seria, á  consecuencia  de  haberse  quemado  la  tienda  de  abarroteé  que  tenía  es- 
tablecida en  la  esquina  de  las  calles  de  Olmedo  y  Puesto  Nuevo. 
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No  tendría,  por  mi  wt^,  ÚM^inreMAtc»  en  qof  fie  ftoeediese  i  U  prtimmóii 
^el  Seffor  Rentería  si  los  hechos  en  que  la  funda  fueran  tan  reales  y  ciertos  co- 
mo quier^^pre^ntaTlos.  Ferol^rerdad  délas  cosas  es  que  dioho  seBor  está 
ipuj  i^o>  de  h^^llarse  en  la  extrepia  miseria  en  que  con  t^ta  es^ntaneidfd  se 
jBoldc^;  pn^  aun  snponiei^do  que  por  un»  ii^cUseiilpabl^  indolencia  no  estuylefM 
ilkseg^rada  su  casa,  aun  suponiendo  Que  juntamente  con  los  Septos  se  hayi^n 
consnmidi^  los  yaioitoi  tpf9  tdní^  en  efectiro,  no  ^viede  admitirse  que  se  enciien- 
tre  reducido  á  la  miseria,  porque,  como  comerciante  establecido  hace  más  de 
^quisoe  93koit,  tiene  numeroso^  coi'responsales  en  los  Estados  j  en  la  misma  ca- 
jeta!, en  cuyo  poder  obran  con  toda  seguridad  cantidades  considerables  que ^ 
nin^^  ipanera  ha?i  podido  perecer  con  el  incendio.  ¿T  un»  péraen»  que  cupn- 
t^  MÍ  con  cuantiosop  créditos  activos»  poede  decirse  que  está  en  la  miseria?  Al 
justificado  criterio  del  Juzgado  dejo  la  respuesta.  Por  mi  parte,^  creo  sostener 
no  sólo  mis  interés^,  sino  ios  in|;ereses  de  ]a  razón  y  de  la  justicia,  oponiéndo- 
me» como  rae  opongo,  á  la  solicitud.  Por  lo  tanto, 

A  usted,  Sefior  Juez,  pido  ^ue  e|),  atención  á  las  razones  expuestas,  se  sirva 
declarar  improcedente  la  habilitación  que  pretende^  el  Señor  Rentería,  por  ser 
a^í  de  iustioia,  que  protesto  opn  lo  necesario. 

Idé^^co,  Ki^ero  cinco  de.  mil  ochocientos  novent»  y  uno. 

Pomposo  Izquierdo. 


RAZON^.-!«Pie8entado  en  su  fecha  á  las  doce  d^l  día.  Conste, 

Alegría,  Ofieial  mayor. 


DECRETO; — México,  Enero  seis  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 
De  conformidad  con  el  parecer  del  Ministerio  Público,  recíbase  la  informa- 
ción ofrecida,  señalándose  para  la  diligencia  las  once  y  media  de  la  mañana  del 
día  diez  del  actual.  Lo  proveyó-y  firmó  el  Sefior  Juez,  Doy  fé. 

Déla  Rosa. 

Tapia,  Secretario. 

NOTIFICACIONES.— (Pomo  se  han  indicado  ya). 


DILIGENCIA  DE  INFORMACIÓN,— Conforme  al  formulario  dado  en  la 
páginas  251  y  252. 


DECRETO, — México,  Enero  oncetde  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 
Pasen  estas  diligencias  al  Ministerio  Público  por  el  término  de  la  ley.  Ló  de- 
cretó y  firmó  el  Sefior  Juez.  Doy  fé. 
De  la  Rosa. 

Tapia,  Se^etario. 

NOTIFICACIONES.— (En  los  términos  ordinarios). 


PEDIMENTO  DEL  MINISTERIO  PUBLICO,- El  Ministerio  Público  di- 
ce: que  de  la  información  testimonial  rendida  resulta  plenamente  demostrada 
1»  insolv^cia  de  Don  Cirilo  Rentería,  y  por  lo  tanto,  la  necesidad  de  la  hábili- 
taelán^^ue  solicita.  En  consecuencia,  el  suscrito  es  de  parecer  que  debe  conce- 
derse dicha  habilitación,  v  así  pide  al  Juzgado  se  sirva  acordarlo. 

México,  EJnero  catorce  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Góaies. 


DECRETO.- México,  Enero  quince  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 
Cítele  para  sentencia.  Lo  proyó  y  firmó  el  Señof  Juez.  Doy  fé. 

Déla  Aosa^ 

Tapia,  Secretario. 
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NOTIFICACIONES.— (En  los  términos  comunes). 


SENTENCIA.— México,  Enero  veinte  de  mil  ochocientos  noTenta  uno. 

Vistas  las  diligfencias  de  este  incidente  promovido  por  Don  Cirilo  Hentoría 
con  objeto  de  ^ue  se  le  conceda  habilitación  para  litigar  por  causa  de  pobreza 
en  la  prosecución  del  juicio  que  tiene  entablaao  contra  Don  Pomposo  Izquierdo 
sobre  entrega  de  la  casa  número  quince  de  la  calle  de  Jesús  María  de  esta  capi- 

Kesultando  primero:  <^ue  corrido  traslado  de  la  promoción  al  Ministerio 
Público  y  á  la  parte  colitigante,  el  primero  estuTO  conforme  en  que  se  reci- 
biese la  información  correspondiente,  y  la  segunda  se  opuso,  alegando  que  el 
Sromovente,  aun  cuando  había  sido  víctima  de  un  incendio,  tenía  fondos  en  po- 
er  de  sus  corresponsales. 

Resultando  segundo:  que,  recibida  la  información  .testimonial  de  ley,  de  ella 
resulta  acreditada  la  insolvencia  del  promovente;  pues  si  bien  es  verdad  que 
existen  algunos  créditos  activos  á  su  favor,  también  lo  es  que  existen  en  su 
contra  créditos  pasivos  que  exceden  en  cuantía  á  los  primeros;  y 

Considerando:  que,  supuestas  las  circunstancias  de  que  se  ha  hecho  mérito, 
es  á  todas  luces  clara  la  procedencia  de  la  habilitación  solicitada;  por  lo  que  e 
suscrito  debía  declarar  y  declara: 

Primero.  Con  fundamento  de  los  artículos  290,  301  y  302  del  Código  de  Pro- 
cedimientos civiles,  se  habilita  á  Don  Cirilo  Rentería  para  liticrar  por  causa  de 
pobreza  en  la  prosecución  del  juicio  ordinario  que  tiene  promovido  contra  Don 
Pomposo  Izquierdo,  sobre  entrega  de  la  casa  número  quince  de  la  calle  de  Je- 
sús María  de  esta  capital,  con  la  condición  de  que,  llegada  la  oportunidad,  re- 
ponga las  estampillas  de  á  cinco  centavos  que  usare  en  las  actuaciones,  y  de  que 
en  su  caso  se  apliquen  los  artículos  303  y  304  del  citado  Código  de  Prooedimien^ 
tos  civiles. 

Segundo.  Expídase  copia  de  esta  sentencia  á  la  parte,  si  U>  pidiere. 

Asi  definitivamente  juzgando  lo  proveyó  y  firmo  el  Sefior  Juez.  Doy  fé, 
Juan  de  la  Rosa. 

Antonio  Tapia,  Secretario. 

NOTIFICACIONES.— (En  los  términos  ordinarios.) 


Si  de  la  información  no  resultaré  justificada  la  insolvencia  del  promovente, 
procederá  una 
SENTENCIA  CONDENATORIA.— (Como  ya  quedó  indicado,) 

El  artículo  304  del  Código  de  Procedimientos  civiles  faculta  al  Mii  isterio  Pú- 
blico  y  al  colitigante  para  pedir  que  la  declaración  de  pobreza  deje  de  surtir  sus 
efectos,  si  mediante  prueba,  se  justifica  que  el  que  ha  obtenido  dicha  declaración 
ha  venido  á  mejor  fortuna.   En  este  caso,  el  escrito  podrá  formularse  así: 

Escrito  para  pedir  que  la  declaración  de  pobreza 
deje  de  surtir  sus  efectos, 

Sefior  Juez  tantos  de  lo  civil  ó  de  primera  instancia. 

Pomposo  Izquierdo,  en  el  juicio  que  en  mi  contra  sigue  Don  Cirilo  Rentería, 
sobre  entrega  de  la  casa  número  quince  de  la  calle  de  Jesús  María,  de  esta  ca- 
pital, ante  Usted,  como  mejor  proceda  en  derecho,  respetuosamente  digo: 

En  el  t>resente  juicio,  el  actor  goza  de  los  beneficios  aue  la  ley  otorga  á  los 
habilitados  para  litigar  por  causa  de  pobreza,  en  virtud  de  declaración  hecha  á 
su  favor  por  sentencia  de  este  Juzgado.  Mas  como  posteriormente  á  la  declara- 
ción el  Señor  Rentería  ha  recibido  del  albacea  de  su  pariente  Don  Claudio  So- 
lís,  muerto  en  Zacatecas,  en  el  mes  de  Octubre  del  afio  próximo  pasado,  la  can- 
tidad de  dos  mil  pesos  que  le  legó  su  mencionado  j>ariente,  ha  cesado  la  causa 
en  que  se  fundó  la  declaración  indicada.  Por  lo  mismo,  haciendo  uso  del  dere- 
eho  que  me  da  el  artículo  904  del  Código  de  Proeedimientos  ciriles, 
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A  Usted,  Señor  Juez,  pido  que,  previos  los  trámites  del  easo»  se  sinra  declarar 
aue,  por  haber  reñido  á  mejor  fortuna  el  Señor  Don  Cirilo  Rentería,  debe  dejar 
de  surtir  sus  efectos  la  habilitación  que  para  litigar  por  causa  de  pobreza  se  le 
tiene  concedida. 

Es  justicia,  que  protesto  con  lo  necesario. 

México,  £nero  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Pomposo  Izquierdo. 


RAZÓN  de  la  fecha  de  la  presentación  del  escrito. 

DECRETO. — México,  Enero  tres  de  mil  ochocientos  noventa  j  uno. 

Fórmese  con  el  anterior  escrito  el  incidente  respectivo,  y  se  señala  para  la  au- 
diencia ordenada  por  el  artículo  299  del  Código  de  Proc^imientos  civiles,  la» 
once  de  la  mañana  del  día  seis  del  actual.  Lo  proveyó  y  firmó  el  Señor  Juez. 
Doy  fé. 

Juan  de  la  Rosa. 

Antonio  Tapia,  Secretario. 


NOTIFICACIONES.— (En  los  términos  ordinacios.) 


AUDIENCIA. — En  seis  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno,  á  la  ho. 
ra  señalada  para  la  diligencia,  ante  el  suscrito  Juez,  comparecieron  Don 
Pomposo  Izquierdo  y  Don  Cirilo  Rentería  con  sus  respectivos  patronos  los 
Señores  Licenciados  Don  Plácido  Peralta  y  Don  Eugenio  Acosta»  y  el  primero, 
por  voz  de  su  abogado  reprodujo  la  petición  contenida  en  su  escrito  del  día 
tres.  El  segundo,  por  voz  también  de  su  patrono,  contestó:  que  es  absolutamen- 
te inexacto  el  hecho  en  que  se  funda  la  promoción  de  la  parte  contraria;  pues  si 
es  verdad  oue  últimamente  ha  recibido  dos  mil  pesos  de  la  testamentaría  ae  Don 
Claudio  Solís,  esa  cantidad  es  importe  de  un  legado  para  el  menor|  Cándido 
Solís,  que  por  carecer  de  padres  vive  con  la  familia  de  quien,  como  su  padre  adop- 
tivo, ha  recibido  dicho  legado,  peto  del  qét  no  pnede  disponer  ni  en  la  parte  más 
insignificante,  sin  contravenir  á  la  voluntad  de)  testador  y  hacerse  reo  de  un  de- 
lito que  no  ha  pencado  ni  piensa  coineter:  que  por  lo  expuesto  suplica  al  Señor 
Juez  que,  previa  la  dilación  probatoria,  si  la  estimare  necesaria,  se  sirva  dese- 
char la  pretensión  de  la  parte  contraria,  condenándola  en  las  costas  que  hu- 
biere originíado.  El  Señor  Juez  acordó  se  abra  el  incidente  á  prueba  por  cinco 
días,  de  lo  que  enteradas  las  partes,  firmaron  en  unión  del  mismo  Señor  Juezl 
Doy  fd. 

De  la  Rosa. 

Pomposo  Izquierda.'  Cirilo  Rentóla* 

Lie.  B.  AcoBta. 
Lie.  Plácido  Peralta.  Tapia,  Secretario. 


Promovidas  y  rendidas  las  pruebas  que  los  interesados  estimaren  conducentes 
á  su  objeto,  cualquiera  de  ellos  podrá  pedir  que  se  cite  para  la  audiencia  de  que 
habla  el  artículo  300  del  Código  de  Procedimientos  civiles.  El  escrito  relativa 
puede  formularse  en  estos  ó  parecidos  términos: 

Señor  Juez  tantos  de  lo  civil  ó  de  primera  instancia: 

Cirilo  Rentería,  en  el  medente  relativo  á  la  habüitáéión  por  causa  de  pobre- 
za» promovido  en  el  juicia  qnó  sobre  entrega  dS9  la  easa  námero  quince  de  la  ca- 
lle de  Jesús  María  bigo  contra  Don  Pomposo  Izquierdo,  ante  usted>,  como  mejor 
proceda,  digo  qué: 

Por  estar  ya  fenecido  el  término  de  prueba  y  haberse  practicado  todas  las  di- 
ligencias que  en  tiempo  y  forma  fueron  solicitadas,  procede  que  se  cite  para  la 
audiencia  que  ordena  el  artículo  300  del  Código  de  Procedimientos  civiles.  Por 
lo  tanto,  ... 
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A  usted,  Señor  Juez,  suplico  ^ue  se  sirra  señalar  día  y  hora  para  la  audiencia 
«expresada,  por  ser  así  de  justicia,  que  protesto  con  lo  necesatio. 
México,  Enero  doce  de  mit  ochocientos  norenta  y  uno. 

Cirilo  Rentería. 

■KAZON  de  la  presentación  del  escrito.  ' 

DBCREjTO. — México,  Enero  auinco  de  mil  ochocientos  norenta  y  uno. 
Como  lo  pide.  Se  señala  pa^a  la  audiencia,  las  once  y  media  de  la  mafrana  del 
•día  diez  y  nuere  del  actual.  Lo  decreté  y  firmé  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 
De  la  Rosa. 

Tapia,  Secretario. 

NOTIFICACIOXES  en  los  términos  comunes. 

AUDIENCIA. — En  diez  y  nueve  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno, 
¿  la  hora  señalada  para  la  audiencia,  compai'ecieron  Don  Cirilo  Rentería  y  Don 
Pomposo  Izquierdo  con  sus  respectivos  patronos,  los  Licenciados  Don  Eugenio 
Acosta  y  Don  Plácido  Peralta,  j  poi*  voz  de  estos  alegaron  lo  que  á  su  derecho 
conviene:  el  primero,  en  el  sentido  de  que  no  hay  motivo  para  que  deje  de  surtir 
6US  efectos  la  habilitación  que  se  le  tiene  otorgada;  y  el  segundo,  sosteniendo  la 
procedencia  de  la  resolución  contraria.  El  Señor  Juez  se  reservé  resolver  en  su 
oportunidad  lo  que  proaeda,  con  lo  que  terminé  la  diligencia,  que  firmaron  los 
nteresados  en  unión  del  mismo  Señor  Juez. 

De  la  Rosa. 
Cirilo  Rentería. 

Lie.  E.  Acosta. 
Pomposo  I^uierdo. 

Lie,  Plácido  Peralta- 
Tapia,  Secretario. 

Después,  ae  mandarán  pasar  las  actuaciones  al  Ministerio  Público,  y  devuel- 
tas con  pedimento  de  éste,  se  citará  para  sentencia  y  se  pronunciará  la  que  co- 
rresponda. 

^  El  artículo  800  del  Código  de  Procedimientos  civiles,  establece  queja  resolu- 
ción que  otorgue  ó  deniegue  la  habilitación  para  litigar  por  causa  de  pobreía^ 
será  apelable  en  el  efecto  devolutivo.^  Puede,  inieii,  interponerse  el  recurso  de  al- 
zada por  el  promovente  ó  por  el  Ministerio  Público,  ya  en  escrito  por  separado, 
ya  en  el  acto  de  la  notificación.  En  este  último  caso,  la  forma  aaoptada  es  la 
siguiente: 

APELAClOlSfCON'rtRA  LA  SENTENCIA.— En  veinticinco  de  Enero,  pre- 
sente en  el  J  uzgado  Don  Cirilo  Rentería,  le  notifiqué  la  anterior  sentencia,  é 
impuesto  de  ella,  dijo:  que  la  oye  y  pide  respetuosamente  al  Señor  Juez,  se  sir- 
va admitirle  el  recurso  de  apelación  que  desde  luego  interpone  contra  la  resolu- 
ción que  se  le  notifica,  y  firmé.  Doy  fé. 
Rentería. 

Firma  del  actuario. 


El  proveído  que  recae  sobre  la  interposición  del  recurso  de  alzada,  es  como 
éste: 

DECRETO. — México,  Enero  veintiséis  de  mil  ochocientos  noventa  v  uno. 

Con  fundamento  del  artículo  300  del  Código  de  Proeedimi^ütos  civiles  se  ad- 
mite la  apelacién  solamente  eñ  el  efecto  devolutivo.  Expídanse  las  copias  que 
-corresponden,  haciéndose  saber  al  promovente  que  tiene  cinco  días  para  presen^ 
tarse  á  eontinual*  el  recurso  ante  la  aüperioridad.  Lo  proveyó  y  firmé  el  Señor 
Juez.  Doy  fé. 

De  la  Rosa. 

Tapia,  Secretario. 
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Habilitación  para  litigar  por  causa  de  pobreza 
en  los  juicios  verbales. 

Indicada  ya  la  tramitación  ^ae  se  debe  segpuir  para  la  declaración  de  pobreza  en 
ios  juicios  escritos,  creemos  innecesario  entrar  en  ocibsas  repeticiones  y  sei^r 
paso^  paso  la  tramitación  de  la  misma  declaración  para  juicios  verbales,  su|me8- 
tó  qtie  ninguna  particularidad  presenta,  si  no  es  la  forma  ^e  las  pro,mocionetf 
^ue  sé  haceh  todas  por  medio  de  comparecencia.  Como  ejemplo,  no  pondremos 
más  que  el  formulario  de  la  primera  promoción-  Helo  aquí: 

En  primero  de  Enero  de  mil  ochocientos  norcnta  j  uno,  compareció  en  el 
Juzgado  Menor  tantos  (ó  de  tal  parte)  Cirilo  Rentería,  domiciliado  en  la  casa 
número  treinta  de  la  calle  de  los  Siete  Príncipes,  y  d^o:  que,  según  títulos  fe- 
hacientes que  obran  en  su  poder  y  que  exhibirá  á  su  debido  tiempo,  es  propieta- 
rio de  la  casa  número  quince  del  calkjdii  del  ]^f arc^uesote,  estimada  en  trescien^ 
tos^  pesos,  y  de  laque  está  actual  mentó  en  poaesiiSn  Don  Tomposo  Izquierdo, 
quien  quedó  como  simple  encargado  Ui>  di  a  á  la  muerto  de  Don  C:irlcia  Rento- 
ría,  padre  del  promovente,  mientras  éste  Uui^^ba  de  Ja  JJaja  Caljíornía  dondiS 
entonces  se  encontraba;  y  qué  como  ¿  pL'd^ai  á^  Iksí  ro iteradas  ^e^tionea  qitio  en 
*o  ptirado  ha  hecho  para  que  le  sea  entregada  la  fincut,  el  Señor  laequierdo  so  ha 
negado  á  ello,  pretextando  escusas  que  no  ea  ííel  caso  referir,  el  compárente  tie- 
ne necesidad  de  entablar  el  juicio  reivindicatoiio  que  correspondo,  poro  care- 
ciendo de  recursos  para  sufrajgfar  los  g-aatos  qne  indiapenaablemeTite  ilcmanda 
dicho  juicio,  le  es  preciso  solicitar  prüviamente  que  se  le  habilite  para  litigar 
por  causa  de  pobreza:  que  por  lo  tanto,  suplica  al  Señor  Juez,  m  siFra  ^eñiSar 
día  y  hora  para  recibir  al  tenor  del  interrogíitori»  que  eihtbe,  la  informaclóii 
testimonial  respectiva,  y  firmó.  Doy  f¿. 

Cirilo  Rentería. 

Alegría,  Oficial  Mayor. 


La  sentencia  que  se  pronuncie  concediendo  ó  nefando  la  declaración  de  po- 
t>reza  para  promover  juicios  yerl^ales,  sólo  será  apelable  cuando  el  interés  del 
negocio  de  que  se  trate  exceda  de  quinientos  pesos.  (Código  de  Procedimientos 
civiles,  artículos  1078  y  1125). 


COMPETENCIAS. 
I 

Actuaciones  para  promover  la  competencia  por  inhibitoria. 

ESCRITO  DE  INHIBITORIA.--Senor  Juez  tercero  de  lo  civil: 
Cirilo  Rentería,  domiciliado  en  la  casa  número  treinta  de  la  calle  de  Ion  Sie- 
te Príncipes,  ante  usted,  como  mejor  proceda  en  derecho,  respetuosamente  digo 

Ayer  se  ha  pre.-entado  en  mi  domicilio  el  notario  Don  Justino  Cásasela  y  por 
vía  de  providencia  precautoria,  decretaba  por  el  sefior  Juez  aninto  de  lo  civil, 
ha  practicado  embargo  preventivo  en  todos  mis  bienes,  con  el  objeto  de  asegu- 
rar el  resultado  del  juicio  que  en  mi  contra  signe  Don  Pomi>oso  Izquierdo  sobre 
pago  de  la  cantidad  de  mil  ochocientos  peéos,  importe -de  seis  mensualidades  de 
^renta  del  Teatro  de  Novedades,  que  ocupo  en  virtud  de  contrato  celebrado  con 
^icho  señor  Izquierdo. 
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La  providencia  á  que  me  refiero  ha  sido,  en  mi  concepto,  dictada  por  autori- 
dad notoriam<>nte  incompetente,  como  se  desprende  de  las  siguientes  codsidera- 
ciones  de  hecho  y  de  derecho: 

HECHOS. 

En  el  mes  de  Junio  del  afio  próximo  pasado  celebré  con  Don  Pomposo  Iz- 

anierdo  contrato  para  tomar  en  arrendamiento  el  Teatro  de  novedades,  pagan- 
o  por  rent«  la  cantidad  de  trescientos  pesos  cada  mes. 

En  el  contrato  se  estipuló  que  el  Señor  Izquierdo,  como  propietario  del  Tea- 
tro, pagaría  todos  los  impuestos  que  éste  causara.  ^ 

Se  estipulé  igualmente  que  dentro  de  los  dos  primeros  meses  entregaría  seis 
decoraciones  nuevas. 

El  SeQor  Izquierdo,^  después  de  faltar  á  todas  las  obligaciones  que  contrajo, 
me  ha  promovido  juicio  ante  este  Juzgado  sobre  pago  de  las  rentas  adeudas, 

DERECHO. 

Guando  erí  el  lugar  donde  se  sigue  el  juicio  hay  varios  jueces  competentes,  co- 
rresponde el  conocimiento  del  negocio  ai  que  elija  el  actor  (Código  de  Procedi- 
mientos civiles,  artículo  151). 

Para  los  actos  prejudiciales  como  el  de  la  providencia  precautoria,  es  compe- 
tente el  que  lo  es  para  el  negocio  principal  (Código  citado,  artículo  204). 

Ahora  bien,  estando  como  está  promovido  el  juicio  sobre  el  pago  de  rentas 
ante  usted,  es  indudable  que,  según  las  disposiciones  legales  citadas,  usted  tam- 
bién es  el  competente  para  conocer  de  la  providencia  precautoria  que  indebida- 
mente ha  decretado  el  Juzgado  quinto  de  lo  civil.  Así,  pues,  por  las  razones  de 
2ue  he  hecho  mérito  y  con  fundamento  de  lo  prevenido  por  el  artículo  217  del 
ódigo  de  Procedimientos  civiles, 

A  usted,  S?fíor  Juez,  suplico  se  sirva  librar  al  Juzgado  quinto  de  lo  civil  el 
correspondiente  oficio,  á  fin  de  que  se  inhiba  del  conocimiento  de  la  providencia 
precautoria  dictada  en  mi  contra  y  remita  los  autos  relativos,*  por  ser  esto  lo 
procedente  en  justicia,  que^  protesto  con  lo  necesario. 

México,  Enero  seis  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Cirilo  Rentería. 


BAZON. — Presentado  en  su  fecha  á  las  doce  del  día.  Conste. 

Alegría,  Oficial  Mayor. 


AUTO. — México,  Enero  nueve  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Visto  el  anterior  escrito^  en  que  Don  Cirilo  Rentería  solicita  que  se  inicie 
competencia  al  Juzgado  quinto  de  lo  civil  para  que  se  inhiba  de  conocer  del 
embargo  preventivo  practicado  en  los  bienes  de  dicho  Señor  Rentería,  á  petición 
de  Don  Pomposo  Izquierdo;  y 

Resultando  primero.  Que  el  día  tres  del  corriente  mes  de  Enero  Don  Pompo- 
so Izquierdo  presentó  ante  este  Juzgado  una  demanda  contra  Don  Cirilo  Ren- 
tería sobre  pago  de  mil  ochocientos  pesos,  importe  de  seis  mensualidades  de  ren- 
ta del  Teatro  de  Novedades»  •      ^  ^ 

Resultando  í-egundo.  Que,  según  se  refiere  en  el  anterior  escrito,  la  providen- 
cia precautaria  decretada  por  el  Juzgado  quinto  de  lo  civil,  tiene  por  objeto  ase- 
gurar el  resultado  del  juicio  promovido  por  Don-Pomposo  Izquierdo;  y 

Considerando  primero.  Que  cuando  en  el  lugar  donde^sé  faa  de  peguir  el  jui- 
cio hay  varios  jueces  competentes,  tiene  que  conocf  r  del  negocio  el  que  elija  el 
actor  ^Código  do  Procedimientos  civiles,  artículo  151). 

Considerando  segundó.  Que  el  juez  competente  para  oonocer^lel  negreció  prin- 
cipal, lo  es  también  para  los  actos  prejudiciales  (Código  citado,  artícnlo  204).  "^ 

Considerando  tercero.  Que  la  providencia  precautoria  es  un  acto  prejudicial 
(Código  de  Procedimientos  civiles,  libro  1.  ®,  título  IV,  capítulo  1II>.  \ 

Por  las  consideraciones  y  fundamentos  legales  que  preceden,  el  suscrito  juez 
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se  declara  competente  para  conocer  de  la  providencia  precautoria  en  cuya  rir- 
tud  se  han  em barbudo  preventÍTamente  los  bienes  depon  Cirilo  Bentería  á  pe- 
tición de  Don  Pomposo  Izquierdo,  En  consecuencia,  diríjase  al  Señor  Jue* quin- 
to de  lo  civil  atento  oficio  con  inserción  de  este  auto,  á  fin  de  c|ue,  teniendo  por 
iniciada  la  competencia,  se  sirva  decir  si  se  inhibe  del  conocimiento  de  la  expre- 
sada providencia  y  remite  los  autos  á  este  Juzgado,  6  en  caso  contrario,  mani- 
fieste las  razones  que  tenga  para  no  hacerlo.  Así  lo  proveyó  y  firmó  el  3efior 
Juez  tercero  de  lo  civil,  Licepciado  Juan  de  la  Rosa.  Doy  fó, 

Delallosa. 

Antonio  Tapia,  Secretario. 

NOTIFICACIÓN  al  promovente. 


AAZON. — En  diez  dé  Enero  se  libró  el  oficio  al  Juzgado  quinto  de  lo  civil  y 
fué  recibido  el  mismo  día,  según  apareee  en  el  libro  de  conocimientos.  Conste. 

Alegría,  Oficial  Mayor. 


OFICIO.—- A  virtud  de  escrito  presentado  al  Juzgado  de  mi  cargo  por  Don  Ci- 
rilo Bentería,  y  en  atención  á  las  razones  de  hecho  y  de  derecho  por  él  aducidas, 
lie  dictado  el  auto  que  sigue:  ' 

(Aquí  el  auto). 

Y  tengo  el  honor  de  transcribirlo  á  vd.  para  loa  efectos  legales. 

Libertad  y  Constitución.^ 

México,  Enero  diez  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Joan  de  la  Besa. 
Al  Sefior  Juez  quinto  de  lo  civil. 

Frécente. 


II 

Actuaciones  en  el  Juzgado  requerido. 

Recibido  en  el  Juzgado  requerido  el  anterior  oficio,  ee  dictará  el  siguiente: 

DECRETO.— México,  Enero  diez  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Fórmese  con  el  anterior  oficio  el  incidente  respectivo;  suspéndase  el  proeedi-» 
miento  en  los  autos  á  que  se  refiere  el  mismo  oficio  y  con  üundamento  del  artíca-* 
lo  218  del  Código  de  Procedimientos  civiles,  córrase  traslado  por  tres  días  á  U 
parte  de  Don  Pomposo  Izquierdo.  Lo  decretó  y  firmó  el  Señor  Juei.  Doy  fé. 

De  la  Bosa. 

Tapia,  Secretario. 

■  ,      I,    ;  I 

BAZON.->En  diez  de  Enere  pasé  á  la  casa  número  quince  de  la  Calle  de  Je« 
sus  María,  en  busca  deí'Sefior  Don  Pomposo  Izquierdo,  y  no  habiéndolo  encon- 
trado, le  dejé  con  el  portero  Simón  Luna  citatorio  para  que  espere  mafiana  de 
seis  &  siete  ante  sieridiem.  , 

Firma  del  actnrio. 


NOTlFrCACION.— En  bncd  de  Enero  me  trasladé  de  nuevo  á  la  casa  núme- 
ro quince  de  la  Onlle  ^e  Jesús  María,  y  estando  presente  en  ella  el  Señor  Izquier- 
do, le  notifiqué  el  decreto  que  antecede,  é  impuesto  de  «u  contenido,  dijo:  que  lo 
oye  y  contestará,  y  firmó.  Doy  fé. 

Izquierdo» 

Firma  del  actuario. 
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ESCRITO  CONSINTIENDO  EN  LA  INHIBITORIA.-Señor  Juez  quiní<^ 
4e  lo  ciril: 

Pomposo  Izquierdo,  en  los  autos  de  la  proYÍdencia  preeautoría  projnoyida 
fiontra  JOon  Cirilo  Bentería,  y  en  el  incidente  de  competencia,  ^nte  usted,  coqio 
mejor  proceda,  respetuosamente  digo  que: 

Se  me  ha  corrido  tvaslado  del  oficio  que  el  Juz/^ado  tercero  de  lo  ciril  ha  di- 
rigido á  usted,  reqniriéiidole  para  que  se  inhiba  de  conocer  de  la  proridencia 
proe^utoria,  decretada  á  solicitud  mía  contra  Don  Cirilo  Bentería. 

Aunque  teneo  la  creencia  de  que  los  mismos  artículos  en  que  funda  el  SefiOr 
Juez  tercero  cíe  lo  ciril  su  competencia,  pudieran  invocarse  en  apo^o  de  la  de 
usted,  quiero,  en  obvio  de  tiempo  j  de  gastos,  consentir  en  la  pretensión  del  Se- 
ñor Juez  requirente.  Por  lo  tanto, 

A  usted,  suplico  qu^,  teniéndome  por  conforme,  se  sirva  acceder  á  la  inhibitoria. 

Protesto  lo  necesario. 

México,  Enero  doce  de  mil  ochocientoa  noventa  y  uno. 

Pomposo  Izquierdo. 


RAZÓN  de  la  presentación  del  escrito  de  contestación  al  traslado. 

AUTO.— México,  pnero  trece  de  mil  ochociento»  poventa  y  uno. 

Tistas  estas  diligencias  en  el  punto  de  competencia;  y 

Resultando  primero:  que  en  cuatro  del  corriente  llnero,  á  virtud  de  escrito 
presentado  por  Don  Pomposo  Izquierdo, este  Juzgado  mandó  embaijgar  preven- 
tivamente  los  bienes  de  Don  Cirilo  Bentería,  p^ra  asegurar  el  resaltado  del  jui- 
cio que  contra  éste  iba  aquel  á  entablar,  sobre  pago  de  mil  ochocientos  pesos 
que  por  importe  de  rentas  del  ''Teatro  de  NovjddadeA''  (e  adeudaba. 

Resultando  segundo:  <iue  «ti  diez  de  este  propio  mes  el  Juz^do  tercero  de  lo 
civil  libró  oficio  al  suscrito  juez,  requiriéndole  para  que  se  inhibiera  del  conoci- 
miento del  expresado  embargo  preventivo.  ^  -         . 

Resultando  tercero:  que  corrido  traslado  de  la  inhibitoria  al  Señor  Izquier- 
do, ha  estado  conforme  en  que  se  acceda  á  ella. 

Resultando  cuarto:  que,  aegún,  se  refiere  en  el  oficio  indicado^  el  mencionado 
Señor  Izquierdo,  ^omovió  el  día  tres  ante  el  Juzp^ado  requirente  demanda 
contra  Don  Cirilo  Kentería,  sobre  pago  de  mil  ochocientos  pesos  que  le  adeuda 
por  rentas  del  "Teatro  de  Novedades;"  y 

Considerando  primero:  que  cuando  en  el  lugar  donde  se  ha  de  seguir  el  jui- 
cio hay,  como  én  la  capital,  varios  jueces  competentes,  debe  conocer  del  negocio 
el  que  elija  el  actor  (Código  de  ProcedimieiilM)8  civiles,  artículo  151). 

Considerando  segundo:  que  el  juez  que  es  competente  para  el  negocio  princi- 
pal, lo  es  también  para  los  actos  prejudiciales,  entre  los  que  están  comprendidas 
vfas  providencias  precautorias  ó  embargos  preventivos  (Código  citado,  artículo 
*a0á  T  Kbro  1.  ® ,  título  IV,  capítulo  III). 

.  €k>nsiderando  tercero:  que  desde  el  momento  en  que  ocurrió  al  Jyzgado  ter- 
cero ^  lo  civil  para  promover  su  demanda  el  Señor  Izquierdo;  se  sometió  táci- 
tamente á  dicho  Juzprado  para  todo  lo  relativo  á  la  demanda  y  sus  incidente» 
(Código  de  Pioeedimientos  civiles,  artículo  159,  fracción  I). 

Coíisiderando  cuarto:  que  habiendo  .el  repetido  Señor  Izquierdo  entablado  su 
demanda  el  día  tres  ante  el  Juzgado  teicero,  desde  esa  fecha  ha  sido  éste  com- 
pet^te  para  conocer  no  sólo  del  negocio  principal  sino  también  de  los  actps- 
p^ttdiciales,  y  por  lo  mismo  ante  él  debió  solicitarse  la  providencia  precauto- 
jia  promovida  et  día  cuatro. 

Por  las  consideraciones  y  fundamentos  legales  que^  preceden,  se  declara  que 
el  susccito  juez  dehía  inhibirse  y  se  inhibe  oel^  conocimiento  de  la  providencia 
precautoria  promovida  por  Don  Pomposo  Izquierdo  contra  Don  Cirilo  Rentería 
para  asegurar  el  resultado  fjel  j^uicio  que  contra  éa^e  tiene  pxompTJvIo  wbv^  E*" 
go  de  mfl  ochocientos  pesos,  Ímpoi;i;e  de  rei^ta»  del  "Teairo  de  NoveildW.'  *» 
'  ^consecuencia  remítanse  los  autos  al  Juzgado  tercerp  ^e  lo  oivil.  Allí  lo  ptfijójo- 
j  ^rmó  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 

Pereda.  „       *„  i 

Antonio  Rejón,  Secretario. 
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NOTIFICACIÓN.— (En  los  términos  comunes). 

BAZON. — £n  )a  misma  fecha  se  remitieron  al  Juzs^ado  tercero  de  lo  civil^ 
los  autos,  según  aparece  en  el  libro  de  conocimientos,  ^nste. 

Serenado,  Oficial  mayor. 

OFICIO, — £n  cumplimiento  del  *ute  pronuBciado  en  esta  £echa  por  el  Juz* 

fado  de  mi  cargo,  tengo  el  honor  de  remitir  á  usted  en  dos  cuadernos,  uno  de 
Íes  y  otro  de  cuatro  ñ>jas,  los  autos  relatívos  á  la  proyidencia  nreceutoria  pro- 
anoYida  por  Don  Pomposo  Izquierdo  contm  Don  Cirilo  Bentería,  para  asegurar 
el  rftg«ltada  del  juicio  que  contra  ^ste  tiene  iniciado  sobre  pago  de  mil  ocbocien> 
tos  pesos,  importe  de  rentas  del  Teatro  de  Noredades. 

Libertad  y  Constitución.  México,  Enero  trece  de  mil  ochocientos  noTcnta  y 
uno. 

PoUcarpo  Pereda. 

Al  Juez  tercero  de  lo  civil. 

Presente. 


ESCRITO  OPONIÉNDOSE  A  LA  INHIBITORIA.-Señor  Juez  quinto  de 
lo  civil. 

Pomposo  Izquierdo,  en  los  autos  de  la  prOTidencia  precautoria  pronjovida  con- 
tra Don  Cirilo  Itentería,  y  en  el  incidente  de  competencia,  ante  usted,  como  me- 
jor proceda  respetuosamente  digo  que: 
^  Se  me  ha  corrido  traslado  del  oficio  que  el  Juzgado  tercero  de  lo  civil  ha  di- 
rigido á  usted,  requiriéndole  para  que  se  inhiba  del  conocimiento  de  la  provi- 
dencia precautoria  decretada  a  soíicitud  mía  contra  Don  Cirilo  Rentería,  y  á 
pesar  del  profundo  respeto  que  por  su  ilustración  y  experiencia  me  merece  el 
Señor  Juez  requirente,  me  veo  precisado  á  negarle  la  competencia  que  reclama, 
en  virtud  de  las  razones  que  someramente  voy  á  exponer. 

Es  verdad  que,  conforme  i  \»  regla  establecida  en  el  artículo  204  del  Código 
de  Procedimientos  civiles,  es  juez  competente  para  los  actos  prejudiciales  el  que 
lo  fuere  para  el  negocio  principal;  pero  como,.se|:ún  el  articula  151  delOíásmo 
Código,  cuando  en  el  lugar  donde  se  ha  de  seguir  el  juicio,  hay  varios  jueces 
^mpetentes,  tiene  (pie  conocer  del  iiegocio  el  que  elija  el  actor,  es  evidente  que 
mientras  esta  elección  no  esté  hecha,  el  interesado  está  en  su  perfecto  derecho 
para  promover  la  providencia  precautoria  ó  cualquier  otro  acto  prejudicial  ante 
el  juez  que  le  convenga,  porque  hasta  «ntonces  no  hay  prevención  en  favor  de 
ninguno  de  ellos.   Y  esto  es  precisamente  lo  que  pasa  en  el  presente  caso,  su- 

Sueste  que  la  providencia  precautoria  fué  solicitada  ante  usted  el  día  dos  y  la 
emanda  no  se  presentó  ante  el  Juzgado  tercero  de.  lo  civil  «no  hasta  el  día 
cuatro.  En  consecuencia, 

A  usted.  Señor  Juez,  suplico  que  se  sirva  sostener  la  competencia  que  le  co- 
rresponde, manifestándolo  así  al  Juz¿:ado  tercero  de  lo  civil,  á  fin  de  que  á  su 
vez  declare  si  se  desiste  de  ella,  ó  en  caso  contrario  remita  los  autos  á  la  prime- 
ra Sala  del  Tribunal  Superior  para  los  efectos  legales. 
Protesto  lo  necesario. 
México,  Enero  doce  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Pomposo  Izquierdo. 


RAZÓN  de  la  presentación  del  escrito  de  contestación  al  traslado. 

AUTO.— México,  Enero  trece  de  mil  ochoci^tos  noveata  y  uno. 

Vistas  estas  diligencias  en  el  nunto  de  competencia;  y 

Resultando  primero:  que  enaosdel  corriente  mes  oe  Eaero,  este  Juzgada 
mandó  á  solicitud  de  Don  Pomposo  Izquierdo  embargar  pperentivjimente  los 
bienes  de  Don  Cirilo  Rmitería  para  asegurar  el  resultado  áá  juicio  que  le  iba  á 
promover  aquel  sobre  pago  de  mil  ochocientos  pesos,  importe  de  rentas  del  Tea- 
tro de  Novedades. 

Resultando  segundo:  que  obtenida  la  providencia  precautoria,  el  Señor  Xz- 
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quierdo  ocurrió  el  día  cuatro  al  Juzgado  tercero  de  lo  civil  á  interponer  su  de- 
manda. - 

Hesuitando  tercero:  que  el  día  diez  el  mismo  Juzgado  tercero  libró  oficio'  al 
suscrito  Juez,  requiriéfidole  para  que  se  inhiba  de  conocer  déla  providencia 
precautoria  indicada»  por  ser  ésta  un  acto  prejudicial  para  el  cual  es  competen» 
te  dicho  Juzgado,  en  virtud  de  la  sumisión  que  importa  la  demanda. 

Resultando  cuarto:  que  corrido  traslado  de  la  inhibitoria  al  Señor  Izquierdo 
86  ha  opuesto  árella,  alegando  razones  atendibles  en  favor  de  la  competencia  de 
este  Juzgado;  y 

Considerando  primero:  que  para  los  actos  prejudiciales  en  tanto  es  compe- 
tente el  juez  del  negocio  principal  en  cnanto  se  haya  sometido  á  él  antes  el  ac- 
tor de  alguna  de  las  maneras  que  determinan  los  artíeuloe  155  y  159  del  Código 
de  Procedimientos  civiles.  .  • 

'  Considerando  segundo:  que  no  habiendo  el  Se&or  Izquierdo  interpuesto  su 
demanda  ante  el  Juzgado  tercero  de  lo  civil  sino  hasta  el  día  cuatro,  hasta  esa 
fecha  ha  comenzado  á  tener  dicho  Juzgado  la  competencia  por  elección  que  da 
el  artículo  151  del  Código  citado.  ^ 

Considerando  tercero:  que  solicitada  el  día  dos  por  el  mismo  Señor  Izquier- 
do la  providencia  precautoria,  este  Juz&rado  ha  sido  perfectamente  competente» 
supuesto  que  hasta  entonóos  no  había  habido  prevención  en  favor  de  otro  Juz- 
gado. 

Por  las  consideraciones  y  fundamentos  legales  que  pr€»oeden,  el  suscrito  jues 
debía  declarar  y  declara:  que  no  es  de  accederse  á  la  inhibitoria  solicitada  por 
el  Juzgado  tercero  de  lo  civil. 

Con  inserción  del  presente  auto,  contéstese  el  atento  oficio  del  Juzgado  re- 
quirente,  á  fin  de  que  se  sirva  manifestar  si  se  desiste  de  la  competencia  ini- 
ciada ó  si  insiste  en  ella,  para  remitir  los  autos  á  ¡a  primera  Sala  del  Tribu- 
nal Superior  ¿  quien  corresponde  decir  el  conflicto  jurisdiccional. 

Aií  lo  proveyó  y  firmó  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 

Pereda, 

Antonio  fiejón.  Secretario. 

NOTIFICACIÓN  al  interesado. 


RAZÓN.— En  catorce  de  Enero  se  libró  el  oficio  al  Juzgado  tercero  de  lo  ei- 
TÍ1,  quien  lo  recibió  el  mismo  día,  según  aparece  en  el  libro  de  conocimiento*. 
Conste. 

Serenado,  Oficial  Mayor. 


OFICIO.— (En  los  términos  ya  indicados.) 


III. 
Ultimas  actuaciones  en  el  Juzgada  requirente. 

Recibida  la  contestación  en  el  Juzgado  requirente,  si  se  estimare»  convincen* 
tes  las  razones  del  requerido,  se  dictará  el  siguiente 

AUTO  DESISTIEND03E  DE  LA  INHIBITORIA,— México,  Enero  quin- 
ce de  mil  ochocientos  noventa  .y.  uno. 

Vistas  estas  diligencias  en  el  punto  de  competencia;  y  \         ^ 

Resultando  de  la  contestación  dv  I  Juzgado  requerido  que  la  providencia  pre- 
cautoria le  fué  podi(fa  él  Hfa  dos,  mientras  que  la  demaiida  de  qne  conoce  este 
Juzgado,  fué  interpuesta  hasta  el  día  cuatro;.  Y  .  . 

Considerando:  que  lo  dispuesto  por  el  artíeulo  B04  del  Código  de  Procedimien- 
tos civiles;  él  aplica1>le  cuando  se» solicita  un*  diligencia  prej^udicial  ante  un 
juzlfado  habiendo  ya  prevención  en  favoFdu  otro  j<wgade.  respeoto  del  negocie 
principal;  pero  too  cuando  el  acto  prejudicial  se  promueve  c^íuo  en  A  presente 
caso,  con  anterioridad  á  la  demanda,  pue^  entone*-»  debe  estarse  á.  la  rogla  ge- 
neral establecida  en  el  artículo  151  del  mismo  Código. 
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Por  estas  consideraciones  j  fundamentos  legales  el  suscrito  j oes  debía  decla- 
rar ▼  declara:  que  se  desiste  de  la  com{>etencia  iniciada  al  Juzgado  quinto  de  lo 
civil  para  conocer  del  embargo  prerentiro,  decretado  á  solicitud  de  Don  Pooipo- 
jo  Izquierdo,  contra  Don  Cirilo  Rentería»^  para  asegurar  el  resultado  del  juicio 
•  que  sobre  pago  de  mil  ochocientos  pesos  tiene  aquel  promorido  contra  éste.  Co- 
.rauníqueae  por  medio  de  atento  oficio  esta  resolución  alJuzgado  requerido.  Así 
lo  proreyó  y  firmó  el  Sefíor  Juez.  Doy  fé. 

Dé  la  Rosa. 

Antonio  Tapia,  Secretario. 


NOTIFICACIÓN  al  interesado. 


OFICIO. — (En  los  términos  que  quedan  indicados.) 


RAZÓN. — En  diez  y^  seis  de  Enero  se  libró,  en  cumplimiento  de  lo  mandado, 
el  oficio  al  Juzgado  (juinto  de  lo  civil,  quien  lo  recibió  en  la  misma  fecha,  según 
.«parece  del  conocimiento  respeotiro.  Conste. 

Alegría,  Oficial  Mayor. 


Si  no  satisfaciesen  al  juez  re^uirente  las  razones  expuestas  por  el  requerido 
^para  sostener  su  competencia,  dictará  el  siguiente 

AUTO  INSISTIESNDO  EN  LA  INHIBITORIA.— México,  Enero  quince  de 
mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Vistas  estas  diligencias  en  el  punto  de  competencia;  y 

Rasultando  de  la  contestación  del  Juzgado  requerido  que  Don  Pomposo  Iz- 
quierdo solicitó  la  providencia  precautoria  el  día  cuatro  á  las  once  de  la  maña- 
na, esto  es,  en  el  mismo  día  y  ¿  la  misma  hora  en  que  interpuso  la  demanda  de 
que  conoce  este  Juzgado;  y 

Considerando  que  supuesto  el  hecho  de  que  acaba  de  hacerse  mérito,  subsis- 
ten en  toda  su  fuerza  las  razones  legales  aducidas  en  el  auto  del  día  nueve,  y 
muy  especialmente  las  derivadas  de  los  artículos  151  y  204  del  Código  de  Pro- 
cedimientos civiles; 

Por  estas  consideraciones  y  fundamentos  legales,  se  declara:  que  el  suscrito 
Juez  insiste  en  la  inhibitoria  propuesta  al  Juzgado  (][uinto  de  lo  civil  para  que 
•80  abstenga  de  conocer  de  la  providencia  precautoria  decretada  á  soHcitua  de 
Don  Pomposo  Izquierao  contra  Don  Cirilo  Rentería,  para  asegurar  el  resultado 
^el  juicio  que  sobre  pago  de  mil  ochoeientos  pesos  ha  promovido  aquél  contra 
^éste.  Comuniqúese  por  madio  de  atonto  oficio-Qsta  rfísol ación  al  Juzsrado  reque- 
rido y  remítanse  los  autos  á  la  primara  Sala  del  Tribunal  Superior  para  la  de- 
cisión de  la  contir'nda  jurisdiccional. 

Así  lo  proveyó  y  firmó  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 

De  la  Rosa. 

Antonio  Tapia,  Secretario. 

NOTIFICACIÓN  al  interesado. 


OFICIO  AL  JUEZ  REQUERIDO.— (Como  se  indicó  ya.) 


RAZÓN.— En  diez  y  seis  da  ^  Enero,  cumpliendo  coi^  lo  niandado  en  el  auto 
.anterior,  se  libró  el  oficio  al  Juzgado  quinto  de  lo  civil.  Conste. 

Alegría,  Oficial  Mayor. 
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INFOBMBDBLJUEZBKQUIBENTE.—Ala  primera  Sala  del  Tribunal' 
Superior: 

En  cumplimiento  de  lo  prevenido  por  el  artículo  225  del  Código  de  Procedi- 
mientos ciTÜes,  tengo  el  honor  de  manifestar  á  esa  Superioridad,  que  las  raso- 
nes  en  que  el  Juzgado  de  mi  cargo  funda  su  competencia  para  conocer  de  la  pro- 
¥Ídencia  precautoria  decretada  por  el  Juzgado  quinto  de  lo  cítíI  á  solicitud  de 
Don  Pomposo  Izquierdo  contra  Don  Cirilo  Bentería,  son  las  siguientes: 

Conforme  al  artículo  204  del  Código  de  Procedimientos  ciriles,  es  competente 
para  los  actos  prejudiciales  el  que  lo  es  para  el  negocio  principal,  y  según  el  ar- 
tículo 151  del  mismo  Código,  cuando  en  el  lugar  donde  se  ha  de  seguir  el  juicio» 
hubiere  varios  jueces  competentes,  conocerá  del  negocio  el  que  elija  el  actor. 

Estas  dos  disposiciones  son  tan  sencillas,  tan  claras  j  tan  terminantes,  que 
basta  relacionarlas  con  los  hechos  para  desvanecer  toda  duda  acerca  de  la  opor- 
tunidad ^  exactitud  con  que  han  sido  invocados  por  este  Juzgado  en  apoyo  de 
su  jurisdicción. 

Efectivamente:  el  Juz^ido  quinto  de  lo  civil  asegura  en  el  aiito  en  f]ue  decla- 
ra sostener  su  competencia,  que  la  providencia  precautoria  fué  solicitada  ante 
él  á  las  once  de  la  mañana  del  día  cuatro,  y  de  los  autos  del  juicio  principal  re* 
sulta  que  la  demanda  fué  presentada  ante  el  Juzgado  de  mi  cargo  el  mismo  día 
y  i  la  misma  hora. 

Establecidos  estos  dos  hechos  innegables;  ¿no  es  evidente  que  procede  de  lle- 
no la  aplicación  del  artículo  204  del  Código  de  Procedimientos  civiles? 

En  vano  invoca  el  Juzgado  recjuendo  en  favor  suyo  la  regla  consignada  en  el 
artículo  151  del  Código  antes  citsdo,  porque  esa  regla  sería  aplicable  única- 
mente en  el  caso  de  oue  en  la  promoción  de  la  diligencia  prejudicial  hubiera 
habido  prefación  de  horas  siquiera,  ya  (jue  no  de  d^s,j;)ues  solo  así  po«1ría  de- 
cirse que  había  prevenido  en  el  conocimiento  de  la  dili|rencia  de  que  se  trata;, 
pero  no  existiendp  prevención  alguna  por  parte  de  dicho  Juzgado,  la  invocación 
del  artículo  151  es  perfectamente  contraproducente. 

La  claridad  de  los  hechos  que  han  dado  origen  á  la  contienda  y  de  los  pre- 
ceptos legales  que  son  aplicables  al  caso,  por  una  parte,  v  por  otra,  la  ilustra- 
ción notoria  de  la  Sala  a  quien  me  dirijo,  me  rellevaB  de  dar  á  este  informe  ma> 
yores  proporciones,  por  lo  que  termino,  confiado  en  que  la  resolución  del  Tri- 
bunal sera  la  que  en  estricta  justicia  procede. 

México,  Enero  diez  y  siete  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Juan  de  la  Bosa. 


OFICIO  DE  BEMISION  DE  LOS  AUTOS.-Con  el  informe  respectivo  ten- 
go el  honor  de  remitir  á  usted  para  les  efectos  legales,  en  catorce  fojas  útiles,,  los 
autos  relativos  á  la  competencia  iniciada  por  el  Juzgado  de  mi  cargo  al  quinta 
de  lo  civil  de  esta  capital  sobre  conocimiento  de  la  providencia  precautoria  pro- 
movida por  Don  Pomposo  Izquierdo  contra  Don  Cirilo  Bentería,  esperando  que 
se  servirá  usted  acusarme  el  recibo  correspondiente. 

Libertad  y  Constitución.  México,  Enero  diez  y  siete  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  uno. 

Juan  de  la  Bosa. 

Al  Secretario  de  la  primera  Sala  del  Tribunal  Superior. 

Presente. 


BAZON. — En  diez  y  siete  de  Enero  se  remiten  estos  autos  á  la  primera  Sala 
del  Tribunal  Superior.  Conste. 

*  Alegría,  Oficial  Mayor. 

Ultimas  actuaciones  en  el  Juzgado  requerido. 

Cuando  el  Juez  requirente  se  desista  de  la  inhibitoria,  al  recibirse  en  el  Juz- 
gado requerido  el^oficio  respectivo,  se  pondrán  la  razón  y  decreto  siguientes: 
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ÜAZON.— £d  diez  y  úete  de  Enero  se  recibió  de]  Juzgado  tercero  de  lo  cítíF 
el  oficio  que  se  agrega.  €k)nste. 

Serenado,  Oficial  Mayor. 


DECRETO. — México,  Enero  diez  y  siete  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Supuesto  el  desistimiento  del  Juzgado  tercero  de  lo  civil,  hágase  saber  que 
.qiie|ol|i  exi>edita  la  jurisdicción  de  este  Juzgado  para  seguir  conociendo  de  la 
proTÍdencia  precautoria.  Lo  decretó  y  firmo  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 

Pereda. 

Antonio  Rejón,  Secretario. 


NOTIFICACIÓN  al  interesado. 


Si  el  Juez  requirente  insiatiere  en  la  inhibitoria,  el  proveído  tendrá  que  ser  así: 

DECRETO. — ^México,  Enero  diez  y  siete  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno*^ 
Supuesta  la  insistenciaMel  Juzgado  tercero  de  lo  civil  en  la  inhibitoria,  remí- 
tanse los  autos  con  el  informe  respectivo  á  la  primera  Sala  del  Tribunal  Su- 
perior, para  lá  decisión  de  la  competencia.    Lo  decretó  y  firmó  el  Señor  Juez. 

Pereda. 

Antonio  Rejón,  Secretario. 

/        

NOTIFICACIÓN  al  interesado; 


INFORME  DEL  JUEZ  REQU^RipO.— A.  la  primera  Sala  del  Tribunal 
Superior: 

En  cuatro  del  corriente  mes,  ^1  Juzgado  de  mi  cargo  decretó  á  solicitud  de 
.  Don  Pomposo  Izquietdo  y  pOr  vía  de  pi^yidencia  precautoria  el  aseguramiento 
de  bienes  de  Don  Cirilo  Rentería. 

£1  día  d|es,  el  Juzgado  tercero  de  lo  civil,  fundado  en  que  ante  él  se  presentó 
la  demanda  principal  el  mismo  día  en  que  se  solicitó  la  providencia  precautoria, 
promovió  competencia  sobre  el  conocimiento  del  indicado  acto  prejudicial. 
^  Aceptados  como  indiscutibles  estosliechos,  tiene  que  aceptarse  como  indiscu- 
tible también  la  competencia  de  los  dos  juzprados  para  las  diligencias  de  que 
conocen  respectivapiente,  supuesto  aue  la  iniciación  de  la  demanda  y  de  la  pro- 
videncia precautoria  han  sido  simultáneas  y  ninguna  de  ellae  ha  precedido  á^ 
la  otra. 

Por  eso  el  Juzgado  de  mi  cargo,  apoyado  en  la  re^la  general  establecida  {>or 
el  artículo  151  del  Código  de  Procedimientos  civile8,lia  sostenido  sin  vacilacióii> 
su  competencia  desde  elprimer  momento,  sin  que  hayan  bastado  á  hacerlo  de- 
sistir de  ella  las  razones  que,  invocando  el  artículo  204  def  Códifro  citado,  ha 
aducido  en  favor  suyo  el  Juzgado  tercero  de  lo  civil;  pues  el  suscrito  ha  creído 
y  cree  que  este  último  artículo  sólo  es  aplicable  cuando  al  ocurrirse  á  un  juzga- 
do á  promover  una  diligencia  prejudicial,  hay  ya  otro  juzgado  que  conoce  de  la 
demanda  nrincipal,  interpuesta  con  una  anterioridad  tal  que  no  dé,  lugar  á  la 
menor  duda,  y  en  el  presente  caso,  por  más  esfuerzos  que  se  hagan,  no  podrá 
demostrarse  esa  anterioridad. 

Tales  son,  Señores  Magistiados,  suscintamente  expuestas,  las  razones  que  he 
tenido  presentes  ^ra  aceptar  la  competencia  sobre  la  cual  vais  á  decidir,  te- 
niendo como  habéis  tenido  siempre  por  norma  la  ley  y  la  justicia. 

México,  Enero  diez  y  ocho  jdc  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Policarpo  Pereda. 


OFICIO  DE  REMISIÓN  D^  LOS  AUTOS.— (Como  el  que  se  indicó  en  el 
artCealo  anterior.) 
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BAZON. — En  diez  y  ocho  de  Enero,  cnmpliéndose  con  lo  mandado,  se  remi- 
ten en  tantas  fojas  estos  autos  á  la  primera  Sala  del  Tribunal  Superior.  Consta. 

Serenado,  Oficial  Mayor. 


Requerimiento  fundkdo  en  ejecutoria  del  Tribunal  Superior» 

^  Segfún  los  artículos  215  y  223  del  Códíí^o  de  Procedimientos  civiles,  la  resolu- 
ción en  ^ue  el  juez  niegue  su  competencia,  es  apelable  en  ambos  efectos.  En  es- 
te caso,  intorpuesta  la  apelación  y  recibida  en  el  Juzgado  la  ejecutoria  que  de- 
clare procedente  la  iniciación  de  la  competencia,  se  dictará  el  siguiente 

DECRETO.— México,  etc. 

Guárdase  y  cúmplase  la  anterior  ejecutoria  del  Tribunal  Superior,  y  con  im- 
serción  de  ella  y  del  auto  á  que  se  refiere,  líbrese  el  oficio  correspondiente  al 
Juzgrado  tantos  ó  de  tal  parte  para  los  efectos  legales.  Lo  decretó  y  firmó  el  Se- 
ñor Juez.  Doy  fé. 

Medía  firma  del  Juez. 

Media  firma  del  Secretario. 


NOTIFICACIÓN  al  interesado. 


OFICIO  AL  JUEZ  BEQUBRIDO.~En  el  incidente  de  competencia  promt- 
TÍdo  en  el  juicio  ordinario  que  sobre  pago  do  pesof  sigue  Don  Pomposo  Izquier- 
do contra  Don  Cirilo  Rentería,  obran  un  auto  y  una  ejecutoria  que  á  la  letra 
dicen: 

(Aquí  se  iusertan  el  auto  y  la  ejecutoria.) 

Lo  9ue  en  cumplimiento  de  lo  prerenido  ppr  el  artículo  217  del  Código  de  Pro- 
cedimientos eiriles,  tengo  el  honor  de  trascribir  á  rd.  para  los  efectos  legalei. 
Libertad  y  Constitución,  México,  etc. 

Firma  del  Juez. 
Al  Juez  tantos  ó  de  tal  parte. 


RAZÓN.— En  tal  fecha  se  libró  el  oficio  al  Juzgado  tantos  ó  de  tal  parte* 
-Conste. 

.  Media  firma  del  Oficial  Mayor,      „ 


VI. 

Competencias  entre  Jueces  menores^  de  paz^  ó  entre  Jueces 
menores  y  de  paz. 

lá%  su^tanciación  do  las  competencias  su9cita<la3  entre  jueces  menores,  jueces 
de  paz,  ó  bien  entré  los  primeros  y  los  segunílos,  no  difiere  de  la  que  hemos  in- 
dicado sino  en  qu3  las  promociones  todas  se  hacen  por  medio  de  comparecencia^ 
y  en  que  la  decisión  d^  dichas  competencias,  cuando  so  suscitan  entre  jueces  de 
un  mi<imo  paHido  judicial,  corresponde  al  juez  de  priipiera  instancia  del  mismo 
partido,  ó  al  que  está  en  tamo  si  hay  varios  jueces^  ^ 

Las  competencias  entre  jueces  de  paitidos  judiciales  distintos  tienen  que  ser 
dirimidas  por  por  la  primera  S.ila  del  Tribunal  Superior.  (Código  de  Procedi- 
mientos civiles,  artículo  211  y  212), 

Como  ejemplo,  pondremos  solamente  hi  primera 

COMPARECENCIA  SOLICITANDO  LA    INHIBITORIA.—Bn  seis  de 
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Bnero  de  mil  ochocientos  norenta  y  uno  compareció  Don  Cirilo  Rentería  ante 
el  Señor  Juez  tercero  Menor  y  dijo:  que  á  solicitud  de  Don  Pomposo  lzau¡»-rdo 
el  Juzffado  quinto  Menor  ha  marncíado  ayer  embargar  preventivamente  los  bie- 
nea  del  compárente  para  asegurar  el  resultado  del  juicio  que  sobre  f  ago  de  dos 
cientos  cincuenta  pesos,  importe  de  rentas»  sigue  en  su  contr4  el  mencionado 
Señor  Izquierdo:  y  que,  como  este  Juzgado  es  el  que  conoce  de  la  demanda  prin- 
cipal, unte  él  debió  promovérsela  providencia  precautoria,  'supuesto  que  prgún 
el  artículo  204  del  (Maige  de  Pipcedinaientos  dviles,  para  los  actos  prejudicia- 
les es  competente  el  juez  que. lo  es  para  el  negocio  principal:  que  supuestos  loa 
Lechos  referidos,  pide  al  Señor  Juez  se  sirva  librar  atento  oficio  kl  Juzgado 

Suinto Menor,  requiriéndole  para  que  pe  inhiba  del  conocimiento  de  la  provi- 
encia  indicada  y  remita  á  este  Juzgado  los  airaos  relativos,  y  firmó.  Doy  t'é. 

Cirilo  Rentería. 

Alegría,  Oficial  Mayor. 


VIL 


Competencias  entre  Jueces  de  dos  Estados  ó  entidades 
federativas  diversas» 

En  el  sistema  federal,  conforme  al  cual  está  constituida  la  Ee- 
pública  Mexicana  i  suscílanse  también  entre  jueces  de  dos  Esta- 
dos ó  entidades  federativas  distintas,  competencias  que,  no  pu- 
diendo  ser  dirimidas  por  las  autoridades  de  ninguno  de  los  dos 
Estados  igualmente  soberanos  é  independientes,  tienen  que  serlo 
por  la  Supr.ema  Corte  de  Justicia  de  la  Nación,  según  lo  preve- 
nido por  el  artículo  99  de  la  Confetitucidn  general. 

En  la  sustanciación  de  estas  competencias  se  observan  los  mis- 
mos trámites  que  quedan  indicados  en  los  artículos  anteriores, 
como  se  desprende  de  las  disposidiones  relativas. 

La  ley  de  23  de  Mayo  de  185!  previno  que  en  la  <lecisión  de 
las  competencias  se  observasen  las  leyes  que  tenían  el  carácter 
de  generales  antes  de  la  adopción  del  sistema  federal. 

La  lev  de  23  de  Mayo  de  1B37,  más  explícita  todavía,  dispuso 
en  su  artículo  142,  que  las  competencias  se  sustanciasen  con  to- 
tal arreglo  al  decreto  de  Id  de  Abril  de  1813. 

El  citado  decreto  establece  en  su  artículo  11,  que  cuando  un 
juzgado  solicite  la  inhibición  de  otro,  le  pasará  oficio  manifes- 
tándole las  razopes  en  que  se  funde  y  anunciándole  la  competen- 
cia si  no  cede;  el  intimado  contestará  dando  las  suyas  y  aceptan- 
do la  competencia  en  su  caso;  si  el  primero  no  se  satisface,  lo 
dirá  al  segundo,  y  acabos  remitirán  ppr  el  primer  correo  á  la. 
autoridad  superior  los  autos  que  hubieren  formado. 

El  artículo  12  del  mismo  decreto  impotie  á  los  jueces  la  obli- 
gación de  exponer  las  razones  en  que  se  funden  al  remitir  sus  au- 
tos al  Tribunal  Superior,  el  que  debe  decidir  sobre  la  competen- 
cia en  el  preciso  término  de  ocho  días. 
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Por  Último,  la  circular  expedida  por  el  Ministerio  de  Justicia 
-en  15  de  Junio  de  1852,  ordena  que  á  fin  de  que  quede  suspenso 
todo  procedimiento  j  completo  el  toca  correspondiente,  los  jaeces 
<;ompetidores  remitan  originales  sus  actuaciones  á  la  Suprema 
C^orte  de  Justicia,  j  por  separado,  sus  informes  respectivos. 

De  las  competencias  á  que  nos  referimos  conoce  la  primera  Sa- 
la de  la  Suprema  Corte,  en  virtud  dé  lo  dispuesto  por  el  artículo 
29  de  la  ley  de  14  de  Febrero  de  1826. 

Hechas  las  indicaciones  que  preceden,  excusado  nos  parece  en- 
trar en  inútiles  repeticiones. 


VIH. 

Competencias  negativas^ 

Ocurre,  aunque  raras  veces,  que  dos  jueces  ó  tribunales,  ó  bien 
•dos  Salas  de  un  mismo  tribunal,  se  nieguen  á  conocer  de  deter- 
minado asunto.  En  este  caso,  dice  el  artículo  171  del  Código  de 
Procedimientos  civiles,  las  contiendas  sobre  jurisdicción  se  re- 
solverán del  mismo  modo,  en  iguales  términos  y  por  los  tribu- 
nales establecidos  para  las  demás  cuestiones  jurisdiccionales. 

£n  nuestro  concepto,  la  disposición  de  la  ley  debe  entenderse 
^n  términos  hábiles,  atendiéndose  siempre  á  la  diferencia  que 
hay  entre  un  conflicto  positivo  y  otro  negativo;  pues  eii  la  prác- 
tica es  un  poco  difícil  que  la  sustanciación  del  primero  admita 
exactamente  los  mismos  trápiites  que  la  del  segundo. 

Para  hacer  palpable  la  dificultad  y  para  no  dejar  incompleta 
la  materia,  pondremos  un  caso  que  por  la  diversidad  de  maneras 
con  que  ha  sido  resuelto  y  se  resuelve  todavía,  ha  estado  varias 
veces  á  punto  de  dar  origen  á  un  conflicto  jurisdiccional  negativo. 


Primeras  actuaciones  del  Juzgado  que  inicia  la  competenci(t 

negativa. 

ESCKITO  PROMOVIENDO  UNA  CONSIGNACIÓN.— SeSor  Juez  prime- 
ro  de  lo  ciril. 

Cirilo  Rentería,  ante  ust^d,  como  mejor  proceda  en  derecho,  respetuosamentíB 
-diffo  que: 

En  virtud  de  contrato  de  arrendamiento  celebrado  con  Don  Pomposo  Isquier- 
^  úo.  ocupo  como  inquilino  la  accesoria  letra  A  de  la  casa  número  quince  do  la 
«Alie  de  Jesús  María,  donde  tensro  establecido  mi  de8]>acho  de  comisionista  y 
corredor  titulado,  pagando  por  renta  la  cantidad  dé  quin(ie  pesos  cada  mes.  £1 
propietario  había  cobrado  con  toda  puntualidad  las  pensionett  correspondientes 
a  las  mensualidades  vencidas;  pero  de  dos  meses  á  la  fecha,  no  solo  ha  dejado 
de  cobrar  las  rentas,  sino  que  se  ha  negado  á  recibir  su  importe,  por  lo  que,  dé- 
.  seando  coBservar  á  salvo  mis  derechos  de  arrendatario,  me  veo  en  la  necesidad 
de  consijornar,  como  consigno,  la  cantidad  de  treinta  pesos  que  importan  las  dos 
mensualidades  vencidas.  Por  lo  tanto, 
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A  Usted,  Señor  Jaes»  saplico  ane,  tei.Í6iido  por  promorida  U  consigo tcióo, 
«o  sirr»  señalar  «lía  y  hora  para  la  dílUreneia  prescrita  por  el  artículo  1558  del 
Códigro  cÍTÍl,  puo.i  así  procede  en  justicia  que  protesto  oon  lo  necesario. 

México,  etc. 

Cirilo  Rentería. 

jRAZON  de  la  presentación  del  escrito. 

Media  fírma  del  Oficial  Mayor. 


AUTO  DECLAK  VNDO  LA  INCOMPETENCIA.— México,  etc. 

Visto  el  anterior  í-scrito,  y 

Resultando:  que  Don  Cirilo  Rentería  promueve  consignación  de  la  cantidad 
•de  treinta  pesos  que  por  dos  mensualídaaes  de  renta  adeuda  á  Don  Pomposo  Iz- 
quierdo; y 

Considerando  primero:  que  la  expresada  cantidad,  tomada  aisladamente,  co- 
mo debe  tomarse  en  el  caso,  es  menor  de  quinientos  pesos  ▼  tiene  que  ser,  por 
lo  mismo,  objeto  de  juicio  yerbal  ante  un  Juzgado  Menor  (Código  de  Procedi- 
mientos civiles,  artículo  1077,  fracción  I). 

Considerando  seeundo:  que  aun  tomando  la  promoción  como  relativa  á  un 
juicio  sobre  arrendamiento,  y  atendiendo  al  importe  anual  de  la  renta,  confor- 
me al  artículo  1074  del  Código  citado,  ese  importe  es  solamente  de  ciento  ochen- 
ta pesos,  y  por  consiguiente,  siempre  oorrespondesu  conocimiento  á  un  Juzgado 
menor. 

Por  las  consideraciones  y  fuadamentoi  legales  que  precodon,  debía  declararse 
y  se  declara:  que  el  suscrito  Juet  es  incompetente  para  conocer  de  la  consigna- 
•ciÓn  de  treinta  pesos  á  favor  de  Don  Pomposo  Izquierdo,  pfomorida  por  Uon 
Cirilo  Rentería.  En  consecuencia,  remítase  el  expediente  al  Juzgado  Menor  que 
designe  el  ^romovente.  Así  lo  provepró  y  firmó  el  Señor  Juez  primero  de  lo  ci- 
TÍI,  Licenciado  fulano  de  tal.   Doy  fe. 

Firma  entera  del  Juez. 

Firma  entera  del  Secretario. 


NOTIFICACIION.-rEn  tal  fecha,  presente  en  el  Juzgado  Don  Cirilo  Rente* 
ría,  le  notifiqué  el  auto  anterior  é  imouesto  de  su  contenido,  dijo:  que  lo  oye  y 
pide  se  remita  el  expediente  al  Juzgado  primero  Menor,  y  firmó.  Dc^  fé. 

Rentería. 

Firma  del  actuario* 


DECRETO.— México,  etc. 

En  vista  de  la  respuesta  anterior,  remítase  el  expediente  al  Juzgado  primero 
Menor.  Lo  decretó  y  firmó  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 

Media  firma  del  Juez. 

Media  firma  del  Secretario. 


NOTIFICACIÓN  al  interesado. 

RAZÓN. — En  tal  fecha  se  remite  en  tantas  fojas  este  expediente  al  Juzgado 
primero  Menor.  Conste. 

Media  firma  del  Oficial  Mayor. 


OFICIO  DE  REMISIÓN..— En  cumplimiento  del  auto  pronunciado  por  el 
•Jusigado  de  mi  cargo  y  áñ  la  designación  delpromovente,  tengo  el  honor  áñ  re- 
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mitir  á  rd.  el  expediente  relatiro  á  la  consignación  de.  treinta  pesoj  que  á  faTOr- 
de  Don  Pomposo  Izquierdo  hace  Don  Cirilo  Kentería. 
Libertad  y  Constitucidn.  México»  etc. 

Firma  del  Juez. 
AlJuez  .primero  Menor. 

Presente. 


Primeras  actuaciones  en  el  Juzgado  que  acepta  la  competencia 

negativa. 

Recibido  por  el  Juzgado  designado  en  el  oficio  de  remisión  del  expediente,  se 
dictará  este 

DECEETO.-^Acúsese  recibo  del  ulterior  oficio,  fórmese  con  el  mismo  el  co- 
rrespondiente cuaderno  y  resérvese  para  proveer  lo  que  proceda  cuando  se  pre-^ 
senté  á  gestionar  el  promoveote.  Lo  decretó  y  firmó  el  Señor  Juez  primero  Me- 
nor, fulano  de  tal.  Doy  fé. 

Firma  entera  del  Juez. 

Firma  entera  del  Secretario. 


COMPARECENCIA  INSISTIENDO  EN  LA  CONSIGNACIÓN.— En  tal 
fecha,  compareció  ante  el  Juzgado  primero  Menor  Cirilo  Rentería  y  reprodu- 
ciendo en  todas  sus  partes  el  escrito  que  en  tantos  del  corriente  Enero  presentó- 
ai  Juzgado  primero  de  lo  civil,  pide  al  Sefíor  Juez  se  sirva  señalar  día  y  hora 
para  que  Don  Pomposo  Izquierdo  ise  presente  á  recibir  los  treinta  pesos  que  &. 
su  favor  consigna  el  compárente  y  firmó.  Doy  fé. 

Cirilo  l^entería, 

Media  firma  del  OfíciiJ  Mayor. 


AUTO  DECLARANDO  LA  INCOMPETENCIA.— México,  etc. 

Vista  la  anterior  comparecencia,  j 

Resultando  primero:  que  Don  Cirilo  Rentería  ocurrió  al  Juzgado  primero  de 
lo  civil  promoviendo '  consiguhción  de  treinta  pesos  que  por  dos  mensualidades 
de  renta  adeuda  á  Don  Pomposo  Izquierdo. 

Resultando  eegundo:  que  nabiéndose  declarado  incompetente  dicho  Juzgado- 

Sara  conocer  de  la  consignación  por  razón  de  su  cuantía,  fué  remitido  el  expe- 
iente  al  suscrito  juez,  en  virtud  de  designación  del  promovente. 
*Rebultando  tercero:  que  por  medio  de  cemparecencia  ante  este  Juzgado  el 

Sromovente  ha  insistido  en  la  consignación  de  la  cantidad  expresada,  solicitan- 
o  se  cite  para  la  junta  prevenida  por  el  artículo  1558  del  Código  civil. 

Considerando  primero:  que.  toda  consignación  ^cemieitza  necesariamente  con^ 
el  ofrecimiento  del  pago  y  este  es  un  acto  de  jurisdioci^^  voluntaria,  porque,  ya 
termine  con  la  recepción  de  la  cantidad  consignada,  ya  cen  la  certificación  de 
haberse  negado  el  acreedor  á  recibirla,  no  importa  decisión  alguna  propiamen- 
te dicha. 

Considerando  sesudo:  que  definido,  jcomo  acaba  de  serlo,  el  verdadero  ca- 
rácter del  ofrecimiento  del  pago,  es  indudable  que,  dada  la  regla  establecida  por 
el  aitículo  1359  del  Código  de  Procedimientos  civiles,  su  conocimiento  corres- 
ponde á  un  juzgado  de  primera  instaiTcia. 

Consider{^njdo  tercero:  que  la  doctrina  sustentada  ep  los  considerandos  ante- 
riores tiene  en  su  apoyo  la  ejecutoria  pronunciada  por  la  coarta  Sala  del  Tri- 
bunal Superior  en  8  de  Enero  de  1890,  en  el  caso  de  Don  Ambrosio  Sánchez  y 
Doña  Matilde  García  de  EavalzáJimefl  dicha  ejecutoria  contiene  entre  otras  de- 
claraciones la  siguiente:  "conforme  á  lo  dispuesto  en  el  libro  3.®  ,  título  IV, 
capítulo  III  de  nuestro  Código  civU,  el  ofrecimiento  del  pago  y  la  consignación 
de  la  cosa  debida,  tiene  dos  períodos  bien  marcados:  el  priAiero  para  el  ofreci- 
miento, se  ventila  en  diligencias  de  "jurisdicción  voluntaria"  y  termin»  con  1» 
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expedición  6  no  del  certificado,  ordenada  por  el  Jnez»  tefftín  que  s«  Terífiapen  6 
no  las  tres  únicas  circunstancias  que  sefiala  el  artículo  1561;  y  el  segundo,  co- 
mienza con  el  depósito  é  iniciación  del  tuicio  sumario  de  consignación,  sise  re- 
solriese  que  es  de  ezj^dirse  el  certificado/' 

Por  las  consideraciones  y  fundamentos  legales  que  preceden,  debía  declararse 
y  se  declara:  que  el  suscrito  jnes  es  inconmetente  vara  conocer  del  of^oimiento 
de  pago  que  hace  Don  Cirilo  Rentería  á  faror  de  Don  Pomposo  Izquierdo.  En 
consecuencia,  con  inserción  del  presente  auto  diríjase  atento  oficio  al  JuM«do 
primero  de  lo  cítíI,  deToWiéndoie  el  expediente  <|ue  se  sirrió  remitir,  á  fin  de 
que  manifieste  si  se  desiste  de  la  competencia  negatiya,  ó  en  caso  contrario,  para 
que  elere  los  autos  á  la  primera  Sala  del  Tribunal  Superior  para  la  decbi4n  del 
conflicto  jurisdiccional.  Así  lo  proveyó  y  firmó  el  Seftor  Juez   Doy  fó. 

Media  firma  del  Juez. 

Firma  entera  del  Secretario. 


NOTIFICACIÓN  al  interesado. 


OFICIO  DE  DEVOLUCIÓN.— En  las  diligencias  practicadas  en  el  Juzgado 
de  mi  cargo  soWe  ofMoimiento  de  pago  de  treinta  pesos  aue  hace  Don  Cirüo 
Bmtería  a  faror  de  Don  Pomposo  Izquierdo,  he  pronunciado  con  esta  fecha  un 
aeto  que  á  la  letra  dice: 

(Aquí  se  insertará  el  auto.) 

Y  para  loa  efectos  que  expresa  el  anterfor  auto,  tén^  eí  honor  de  derolvcr  á 
«sted  el  expediente  que  se  sirvió  remitirme  fsm  nvi  'oficio  de  til  fecha. 

Libertad  y  Constituéión,  etc. 

Firma  del  Juez, 

Al  Juez  primero  de  lo  ciril. 

Presente, 


RAZÓN.— En  t|il  fecha  se  cumplió  oon  lo  mandado  en  él  aeto  que  precede. 
Conste. 

Media  firma  del  Oficial<Mayor. 


Ultimas  actuaciones  en  el  Juzgado  que  inició 
ia  competetuia  negativa, 

AUTO  DESISTIEND08E  DÉLA  COMPETENCIA  NEGATIVA. -Méxi- 
co,  etc. 

Visto  el  anterior  oficio  del  Juzgado  primero  Menor  de  esta  capital;  y  conside- 
rando que  es  exacto  que  el  juicio  de  consignación  tiene  dos  períodos  diversos:  el 
ofrecimiento  del  pago  y  el  juicio  sumario  de  consignación  propiamente  dicho; 
que  es  igualmente  exacto  que  las  diligencias  correspondientes  A  primer  período 
son  del  dominio  de  la  jurisdicción  voluntaria,  supuesto  que  ya  terminen  con  la 
recepción  de  la  cantidad  ofrecida,  ya  oon  la  ^rtificación  de  haberse  negado  el 
acreedor  á  recibirla,  no  importan  la  decisión  de  contienda  alguna. 

Por  estas  consideraciones  debfa  declararse  ▼  se  declara:  que  el  suscrito  juez 
se  desiste  de  la  competencia  negatiya  que  habla  iniciado  sobre  no  conocimiento 
de  las'diligencias  relativas  al  ofrecimiento  de  pago  que  hace  Don  Cirilo  Rente- 
ría A  faver  de  Don  Pompofo  Izquierdo.  En  oonseenepoia,  se  avoca  el  conoci- 
miento de  las  expresadas  dili|fencias.  Por  medio  de  atento  oficio  comuniqúese- 
esta  resoluci^  ai  Jucgiido  VVMil^  Menor  pera  los  efectos  legales.  Así  lo  pro- 
veyó y  firmó  el  Señor  Juez.  Doy  té. 

Media  firma  del  Juez,  -     < 

.   ..'   .  fltme  eBter«  del  Secretario. 


KOTIPICAaON  al  interesado. 

18 
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OFICIO.— En  las  diligencias  promovidas  por  Don  Cirilo  Rentería  sobre  olre- 
cimiento'do  pago  de  treinta  pesos  á  favor  de  Don  Pomposo  Izquierdo,  he  pro- 
nunciado eoii  esta  fecha  un  auto  que  á  la  letra  dice: 

(Aquí  se  injertará  el  auto.) 

y  tengo  el  honoi  de  trascribirlo  á  usted  para  los  efectos  legales. 

Libertad  y  Constitución.  México  etc. 


Al  ^uez  primero  Me&or. 


Firma  del  Juez. 
Presente. 


RAZON.-^En  tal  fecha  se  cumplió  con  lo  mandado  en  el  auto  anterior. 
Conste. 

Media  firma  del  Oficial  Mayor, 


Si  no  satisfaciesen  las  razones  del  juez  que  se  consideró  competente,  se  pro- 
nunciará el  siguiente 

AUTO  INSISTIENDO  EN  LA  COMPETENCIA  NEGATIVA.— Méxi- 
co, etc. 

Visto  el  anterior  oficio,  y  considerando  que  el  Código  de  Procedimiento»  ci- 
viles no  establece  excepción  dlguna  á  la  regla  consignada  en  la  fracción  primera 
de  su  artículo  1077,  y  por  lo  mismo,  por  más  atendibles  que  sean  las  razones 
aducidas  por  el  Juzgado  primero  Menor,  en  pro  de  la  competencia  de  este  Juz- 
gado, no  descansan  en  ninguna  prereneión  legal  expresa;  ^e  tampoco  es  un  ar- 
gumento decisivo  el  derivado  de  la  lejeoutoria  pronunciada  por  la  cuarta  Sala 
del  Tribunal  Superior  en  el  caso  de  Sánchez  y  Oar«ía  de  Zavalza,  pues  que  sien- 
do una  ejecutoria  única  no  puede  formar  jurisprudencia. 

Por  estas  consideraciones,  debía  declararse  y  se  declara: 

Primero:  que  el  suscrito  juez  insiste  en  reputarse  incompetente  psira  conocer 
de  las  diligencias  promovidas  por  Don  Cirilo  Rentería  sobre  consignación  de 
treinta  pesos  en  favor  de  Don  Pomposo  Izquierdo. 

Segundo.  Comuniqúese  esta  resolución  por  medio  de  atento  oficio  al  Juzerado 

Í ►rimero  Menor  y  remítanse  los  autos  con  el  informe  respectivo  á  la  primera  Sa- 
a  del  Tribunal  Superior  para  la  decisión  de  la  contienda. 
Así  lo  proveyó  y  firmó  el  Señor  Jues.  -Doy  fé. 

Media  firma  del  Juez. 

Firma  entera  del  Secretario. 


NOTIFICACIÓN  al  interesado. 


OFICIO.— En  las  diligencias  promovidas  por  Don  Cirilo  Rentería  sobre  con- 
signación de  treinta  pesos  á  favor  de  Don  Pomposo  Izquierdo,  he  pronunciado 
con  esta  fecha  el  auto  siguiei^te: 
(Aquí  la  inserción  del  auto.) 

Y  tengo  el  honor  de  trascribirlo  á  usted  para  los  efectos  legales. 
Libertad  y  CpnstitucióUf  México,  etc. 

Firma  del  Juez. 
Al  Juez  primero  Menor. 

Presente. 

RAZÓN.— En  tal  Céeita  se  comunicó  el'auto  anterior  al  Juzgado  primero  Mo- 
•nof.  Conste. 

Media  firma  del  Oficial  Mayor. 


INFORME»— A  la  primera  Sala  del  Tribunal  Superlbr. 

Entre  el  Sefior  Juszjirimere  Menor  y  el  suscrito  se  ha  suscitado  un  conflic- 
to jurisdiccional,  en  que  ambos  nos  hemos  declarado  incompetentes  para  cono- 
cer de  las  diligencias  promovidas  por  Don  Cirilo  Rentería  8o\>re  contagnaolón 
ide  treinta  pesos  á  favor  de  Don  Pomposo  Izquierdo/ é  insistiendo  cada  quien  em 
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la  incompetencia,  ha  llegado  el  caso  de  que  esa  Sala  ejerza  la  atribución  que  !• 
'-confiere  el  artículo  171  del  Código  de  Procedimientos  civiles. 

Esto  supuesto,  to^,  por  mi  parte  á  cumplir  con  la  obligación  que  me  impon* 
el  artículo  225  del  citado  Código,  exponiendo  las  razones  en  que^me  fundo  para 
considerarme  incompetente. 

Declara  la  fracción  primera  del  artículo  1077  del  Código  espresado  competen- 
tes á  los  jueces  menores  para  conocer  de  los  negocios  cuyo  interés  no  exceda  de 
.quinientos  pesos,  sin  establecer  excepción  alguna  á  esta  regla  general. 

En,  pues,  claro  hasta  la  eridencia,  que  no  excediendo  como  no  excede  dequi- 
nientos  pesos  el  importe  de  la  consignación  promoyida  por  el  Señor  Rentería,  sv 
conocimiento  corresponde  á  un  Juzgado  Menor. 

Aun  en  el  caso  de  que  se  quisiera  considerar  el  negocio  como  una  cuestión  de 
arrendamiento  y  atender,  conforme  al  artículo  1074  del  referido  Código,  al  im- 
porte de  una  anualidad,  resultaría  siempre  de  la  competencia  de  un  Juzgada 
menor,  supuesto  que  ese  importe  apenas  llega  á  ciento  ochenta  pesos. 

Estas  razones  cuya  fuerza  está,  en  mi  concepto,  fuera  de  discusión  me  han  de- 
terminado á  declarar  la  incompetencia  que  ha  dado  origen  á  la  contienda  ju- 
risdiccional. 

^  Esa  lespetable  Sala  con  su  justificación  acostumbrada  decidirá  si  tengo  jus-  . 
iiicia  como  creo  tenerla. 

México,  etc. 

Firma  del  Juez. 

OFICIO  DE  REMISIÓN  DE  LOS  AUTOS.— Con  el  informe  respectivo,  ten- 
go el  honor  de  remitir  á  usted  para  loa  efectos  legales,  en  tantas  fojas  útiles,  los 
autos  relativos  á  la  competencia  negativa  suscitada  entre  el  Juzgado  prinier» 
Menor  y  el  de  mi  cargo,  con  motivo  de  las  diligeneias  de  eonsig&ación  proii|«- 
'  vidas  por  Don  Cirilo  Rentería. 

Libertad  y  Constitución.  México,  etc. 

Firma  del  Juez. 

Al  Secretario  de  la  primera  Sala  del  Tribunal  Soperior. 

Presente. 


RAZÓN.— En  tal  fecha  se  remiten  en  cumplimiento  de  lo  mandado  estos  au- 
-tos  á  la  primera  Sala  del  Tribunal  Superior.  Conste. 

Media  firma  del  Oficial  Mayor. 


Ultimas  actvaciones  en  el  Juzgado  que  aceptó  la  compe- 
tencia negativa. 

Recibido  el  último  oficio  del  Juzgado  que  inició  la  competencia  negativa,  ^ 
»que  pudiera  llamarse  requerido  dictará  este 

AUTO.— México,  etc. 

^  Visto  el  anterior  oficio  y  supuesta  la  insistencia  del  Juzgado  primero  de  I# 
civil  en  no  conocer  de  las  diligencias  &  que  se  refiere,  remítanse  con  el  informe 
correspondiente  las  actuaciones  á  la  primera  Sala  «leí  Tribunal  Superior  para  la 
.rclecision  de  la  compet^xcia.  Así  lo  proveyó  y^  firmó  el  Sefior  Juez.  Doy  fé. 

Media  firma  del  Juez. 

Firma  entera  del  Secretario.  - 


NOTIFICACIÓN  al  interesado. 


•OFICIO  D  3  REMISIÓN  DE  LOS  AUTOS.— (Cbmo  el  queya  quedó  indicado.) 

INFORME.— Señores  Magistrados  de  la  primera  Sala  del  Tribunal  Smperior: 
,El  Juzgado  primero  délo  civil,  después  de  declararse  incompetente,  se  sirvió 
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remitir  ti  de  mi  cai^o  las  diligencias  promoyidas  por  Don  Cirilo  Bentería  sobre 
censigiiación  de  treinta  pesos  á  faror  de  Don  Pomposo  Isauierdo. 

Considerándome  incompetente  á  mi  rez  para  conocer  de  dichas  diligencias» 
las  deyolrí  al  Juzgado  de  sn  origen,  sosteniendo  que  á  él  correspondía  su  cono- 
cimiento, en  virtud  de  tratarse  de  un  ofrecimiento  de  pago,  que  es  un  acto  de 
jurisdicción  Toluntaria.  ^ 

Fara  opinar  en  el  sentido  en  que  lo  hice  ture  presente  ^ue,  según  la  ejecuto- 
ría pronunciada  por  la  cuarta  Sala  del  Tribunal  Suprior  en  8  de  Enero  de 
IC^,  en  el  caso  de  Sánchez  y  García  de  Zaralza,  el  juicio  de  consignación  tiene 
dos  períodos  bien  marcados,  el  ofrecináiento  del  pago  y  la  consignación  propia- 
mente dicha  de  la  cosa  debida,  y  que  el  primero,  que  termina  con  la  recepción 
de  Ja  cantidad  ofrecida  ó  con  la^  certificación  de  haberse  negado  el  acreedor  á 
recibirla,  se  rentila  en  diligencias  de  jurisdicción  Toluntaria,  para  entrar  des- 
pués al  juicio  sumarío  de  consignación. 

Esta  declaración  que  he  reputado  y  reputo  enteramente  arreglada  á  derecho, 
descansa,  no  sólo  en  la  opinión  bien  respetable  de  los  Señores  Magistrados  de 
la  4.  '  Sala  del  Tribunal  Superior,  sino  que  tiene  también  en  su  apoyo  la  defi- 
nición mibma  de  los  actos  de  jurisdicción  yoluntarla  que,  según  los  Señores 
Manreaa,  Miquel  ▼  Reut»  son  aquellos  en  que  se  solicita  la  interrención  del  Juez 
únicamente  pata  dar  validez  Ó  carácter  de  autenpidad  á  la  diligencia,  pero  no 
para  dirimir  contención  alguna  (Ley  de  Enjuiciamiento  citil,  comentario  al 
artículo  1207). 

Y  tan  exacta  es  la  definición  aludida,  que  no  siempre  se  ha  creído  indispen- 
sable hacer  el  ofrecimiento  del  pago  ante  la  autoridad  judicial.  Así,  conforme  á 
la  ley  8,  título  14,  Partida  ^  '  bastaba  haoer  el  ofrecimiento  ante  dos  hombres 
buenos  y  constituir  el  depósito  en  otro  hombre  honrado  ó  en  al^na  sacristía. 
S^gún  el  artículo  1259  del  Código  Napoleón,  tampoco  es  necesaria  la  interren- 
ción judicial  para  el  ofrecimiento  del  pago,  sino  que  basta  hacerlo  ante  un  ofi- 
cial ministerial  que  lo  haga  constar  en  una  acta  auténticas 

Estas  razones  que  de  intento  he  apuntado  muy  someramente,  á  fin  de  que  no- 
aparezca  por  mi  parte  empeño  en  darles  un  valor  ^ue  no  tienen,  son  las  que  me 
han  determinado  á  sostener  la  competencia  negati? a  sobre  la  cual  va  á  decidir 
esa  respetable  Sala. 

México,  etc. 

Firma  del  Juez. 

RAZÓN*. — En  tal  focha,  cnmbliéndose  con  lo  mandado,  se  remiten  éstas  di- 
ligencias en  tantas  fojas  útiles  a  la  primera  Sala  del  Tribunal  Superior.  Conste. 

Media  firma  del  Oficial  Mayor. 


IX. 

Actuaciones  para  promover  la  competencia  por  declinatoria. 

Establecido  por  la  parte  final  del  artículo  162  del  CS5digo  de  Procedimiento' 
civiles,  que  la  declinatoria  se  promoverá  y  decidirá  en  los  mismos,  términos  qü* 
las  demás  axcepcion^s  dilatorias,  deberíamos  reservar  el  formidarío  correspon 
diente  para  el  Xug^r  en  qi)&  indicásemos  U  tramitación^  de  las  excepciones;  per^ 
siendo  nuestro  intento  evitar  referencias  hasta  donde  ¡sea  posible^  aun  á  riesgo 
de  incurrrir  en  repeticiones,  vamos  á  dar  desde  luego  la  pauta  de  las  actuacio- 
nes relativas. 

ESCRITO  PARA  PROMOVER  LA  DECLINATORIA.^-Sefior  Juez  primero 
de  lo  civil. 

Cirilo  Rentería,  hospedfido  accidentalmonte  en  el  Hotel  Humbold^d^  erta  .ca- 
pital, ante  ustec),  como  mejor  proeeda,  respetuosamente  digo  oue: 

Don  Pomposo  Izquierdo  ha  promovido  ante  el  Juzgado  del  digno  cargo  de 
■sted  demanda  contra  mi  sobre  pago  de  do^  roü  pesos,  impovte  de  daños  y  pep-- 
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juicios  que  me  exige  por  taita  de  cumplimiento  del  contrató  que,  como  empre- 
sario dd  Circo  Nacional,  celebré  con  él  en  el  mes  d^  Septiembre  del  afio  próxi- 
mo pasado;  pero  constando  de  la  manera  más  terminante  en  Ja  primera  deias 
clausulas  del  contrato  que  sirre  de  fundamento  á  la  demanda,  que  la  obligación 
•  -  contraída  por  mi  debiécümplineen  la  ciudad  de¡€hiadalajara,  y  tiendo  también 
ésta  el  lugar  en  que  estoy  domiciliado,  et  indudable  que,  conforme  á  la  fraoeién 
^  segunda  del  artículo  185  del  CÓdif^o  de  Procedimientos  eiriles,  no  corresponde  á 
usted,  sino  á  la  autoridad  judicial  de  Quadalajara  el  conocimiento  de  la  expre- 
sada demanda.  Por  lo  tanto. 

A  usted,  Señor  Jues,  pido  que  declinando  en  forma  su  jurisdicción,  se  sinra 
mandar  prevenir  á  Don  Pomposo  Isquierdo  deduzca  su  acción  ante  los  tribuna- 
lee  del  lugar  designado  para  el  cumplimiento  del  contrato,  que  es  al  mismo 
tiempo  el  de  mi  domicilio,  pues  así  procede  en  justicia  que  protesto  con  lo  nece- 
sario. 

México,  etc.  , 

Cirilo  Rentería. 


RAZÓN. — Presentado  en  su  fecha  á  tal  hora.  Conste. 

Media  firma  del  Oficial  Mayor. 


DECRETO.— México,  etc. 

Estando  opuesta  en  término  la  declinatoria,  con  fundamento  de  lo  dispuesto 
.  por  el  artículo  940!del  Código  de  Procedimientos  eiriles,  córrase  traslado  de  ella 
por  tres  días  al  actor.  Lo  decretó  y  firmó  el  Señor  Juez.  Doy  fe, 

Media  firma  del  Juez. 

Firma  entera  del  Secretario. 


NOTIFICACIÓN  AL  DEMANDADO.— En  tal  í^ha,  presente  el  Señor  Ren- 
tería en  la  habitación  que  ocupa  en  el  Hotel  Humboldt,  le  notifiqué  el  decret* 
que  precede,  é  impuesto  de  su  contenido,  dijo:  que  lo  oye  y  firmó.  Doy  fé. 

Rentería. 

Firma  d^  actuario. 


NOTIFICACIÓN  AL  ACTOR.— En  la  misma  fecha,  presente  en  el  Juzgado 
el  Señor  Izquierdo,  le  notifiqué  el  anterior  decreto,  é  impuesto  de  su  contenide 
•  dijo:  que  lo  oye,  contesta];áy  firmé.  Doy  fé. 

Izquierdo. 

Firma  del  actuario. 


CONTESTACIÓN  CONFOHMANDOSB  CON  LA  DECLINATORIA.— Se- 
ñor Juez  primero  de  lo  ciril. 

Pomposo  Izquierdo,  en  los  autos  del  juicio  que  sobre  {Migo  de  dos  mil  pesos 
sigo  contra  Don  Cirilo  Rentería,  ante  usted,  como  mejor  prooeda,  respetuosa- 
mente digo  que: 

Se  me  ha  corrido  traslado  del  escrito  en  que  el  mencionado  S^or  Rentería 
opone  la  declinatoria  y  sdücita  que  inníbiéndose  usted  M  eonoeimíentor  de  la 
demanda,  me  prerenga  deduzca  mi  acción  ante  lostribuaales  del  lngtur  designa- 
do para  el  cumplimiento  de  la  obligación,  que  es  al  mismo,  tiempo  el  del  demi- 
4;ilie  del  demandado. 

Aunque  en  mi  concepto  pudiera  sostenerse  con  buen  éxito  la  oompeteneia  de 
usted,  quiero  en  ebrio  de  minores  dilaciones  eottorwf^nud  eon  la  pretensión  del 
Señor  Rentería,  y  en  tal  rirtud, 
•    ^  A  usted,  Señor  Juez,  suplico  se  sirra  proveer  de  conforo^dad  con  la  declínate» 
ría^opuesta.. 

Protesto  lo  necesario. 

México,  etc. 

Pomposo  Izquierdo. 
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RAZÓN  del  día  y  hora  de  la  presentación  del  escrito  de  contestación. 

Media  firma  del  Oficial  Mayor. 


DECRETO.— México,  etc. 

Téngase  por  eontestaao  el  traslado,  y  con  fundamento  del  artículo  868  del  Oé- 
ügo  de  Procedimientoa  civiles,  cítese  para  alegar,  sefialándose  para  la  audien- 
cia tal  hora  del  día  tantos.  Lo  decretó  y  firmé  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 

Medili  firma  del  Juez. 

Media  firma  del  Secretario. 


NOTIFICACIONES  en  los  términos  comunes. 


AUDIENCIA.— En  tal  día,  á  la  hora  señalada,  comparecieron  los  señores  Don* 
Cirilo  Rentería  y  Don  Pomposo  Izquierdo,  y  alegaron  lo  que  á  sus  derechos 
conrino,  y  firmaron  én  unión  del  Señor  Juez.  Doy  fé. 

Media  firma  del  Juez. 

Cirilo  Rentería. 

Pomposo  Izquierdo. 
Media  firma  del  Secretario. 


AUTO  DEFINITIVO.~México,etc. 

Visto  el  artículo  de  declinatoria  interpuesto  por  Don  Cirilo  Rentería,  lo  ale- 
gado por  las  partes,  y  considerando  que  si  bien  no  está  probado  que  el  domicilio- 
del  promovente  sea  la  ciudad  de  Quadalajara,  sí  consta  expresamente  en  la  pri- 
mera de  las  cláusulas  del  contrato  que  sirre  de  base  á  la  aeinanda,  que  la  ooli- 
gación  debió  cumplirse  en  la  mencionada  ciudad,  por  lo  que  allí  áehe  deducirse 
la  acción  conforme  á  la  fracción  segunda  del  artículo  185  del  Código  de  Proce- 
dimientos civiles,  y  el  actor  no  se  ha  opuesto  á  esta  pretensión. 
*  Pbr  las  consideraciones  y  fundamentos  legales  que  preceden,  se  declara:  que 
el  suscrito  juez  no  es  competente  para  conocer  de  la  demanda  instaurada  por 
Don  Pomposo  Izquierdo,  á  quien  se  prevendrá  ocurra  donde  corresponda. 

Así  lo  proveyó  y  firmó  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 

Media  firma  del  Juez. 

Firma  entera  del  Secretario^ 


NOTIFICACIONES  en  los  términos  comunes. 


Si  el  aStor  no  se  conformare  con  la  declinatoria,  podrá  formular  así  su 

CONTESTACIÓN  OPONIÉNDOSE  A  LA  DECLINATORIA.-Señor  Juez 
primero  de  lo  civil. 

Pomposo  Izquierdo,  en  los  autos  del  juicio  que  sobre  pago  de  dos  mil  pesos 
tigo  oontra  Don  Cirilo  Rentería,  ante  Usted,  como  mejor  proceda,  respetuosa- 
mente digo  que: 

Se  me  há  corrido  traslado  del  escrito  presentado  por  Don  Cirilo  Rentería,  en^ 
q4e,  oponiendo  la  decH^atoria  de  jurisdicción,  solicita  ^ue  Usted  se  inhiba  del 
eenocimiento  de  la  demanda  y  me  prevenea  deduzca  mi  acción  ante  los  tribu- 
Balee  de  Guadalajara.  ^^ 

Funda  su  pretensión  el  señor  Rentería  en  que  la  primera  de  las  cláusulas  áeV 
contrato  que  sirte  de  base  á  la  demandat  expresa  que  la  obligación  contraída 
por  él,  debió  cumplirse  en  la  citídad  de  Gtradaligara  y  en  que  ésta  es  también  el 
lugar  en  que  tiene  establecido  su  domicilio. 

Si  fuera  reahneiite  exacta  esta  última  afirmación,  sería,  en  efecto,  enteramen- 
te natural  que  yo  ocurriese  á  entablar  mi  reclamación  ante  la  justicia  de  Gua- 
dalajara;  pero  es  público  y  notorio  que  el  señor  Rentería,  por  razón  de  la  em- 
presa que  dirige,  carece  de  domicilio  fijo,  y  que  por  lo  mismo,  conforme  al  ar- 
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tículo  188  del  Código  de  Procedimientos  civiles,  cabe  perfectamente  que  se  le- 
demande  ante  la  justicia  del  Distrito  Federal,  supuesto  que  es  un  i  echo  que  re- 
side en  esta  capital  y  que  aquí  se  celebró  el  contrato,  base  de  la  d<  manda. 

Por  las  razones  expuestas, 

A  usted.  Señor  Juez,. pido  que,  desechándola  declinatoria  opuesta,  se  sirva 
■ostener  la  jurisdicción  nnr>  Togítimamente  le  corresponde  y  prevcuirá  Benterfa 
conteste  dentro  del  término  legal  el  traslado  pendiente,  bajo  apercibimiento  de 

3ue  si  no  lo  hace,  se  tendrá  por  contestado  y  se  procederá  a  lu  demás  que  fuere^ 
e  justicia,  la  cual  protesto  con  lo  necesario. 
México,  etc. 

Pomposo  IzquAcrdo. 


RAZOK  de  la  presentación  del  escrito  de  contestación.     . 

Media  firma  de!  Oficial  Mayor. 


DECKETO.— México,  etc. 

Téngase  por  contestado  el  traslado,  y  con  fundamento  del  artículo  867  del 
Código  de  Procedimientos  civiles  ábrase  á  prueba  el  incidente  por  cinco  días. 
Lo  decretó  y  firmó  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 

Medía  firma  del  Juez. 

Media  firma  del  Secretaiio. 


NOTIFICACIONES  en  la  forma  ordinaria. 


Promovidas  y  rendidas  las  pruebas  que  los  interesados  estimen  cendvceotea  á 
su  objeto,  cualauiera  de  ellos  podrá  pedir  que  se  cite  para  aic^arv  El  «sentó  re- 
lativo se  formulará  pocp  más  o  m^nott  en  estos  téiminos: 

ESCRITO  PARA  PEDIR  QUE  SE  CITE  PARA  ALEGAR -Señor  Juez 
primero  de  lo  civil:  • 

Pomposo  Izquierdo,  en  el  incidente  de  declinatoria  promovido  en  el  juicio  que 
sobre  pago  de  dos  mil  pesos  sigo  contra  Don  Cirilo  Kenteríf^,  ante  usted,  con  el 
debido  re^to,  digo  que: 

En  virtud  de  haber  ya  fenecido  el  término  de  prueba  y  hal^erse  practicado  to- 
das las  diligencias  que  éh  tiempo  y  forma  fueron  solicitadas,  procede  que  se  cite 
para  alegar.  Así,  pues, 

A  usted  suplico  se  sirva  señalar  día  y  hora  para  la  audiencia  mencionada. 

Es  justicia  que  protesto  con  lo  necesario. 

México,  etc. 

Pomposo  Izquierdo. 


RAZÓN  del  día  y  hora  de  la  presentación  del  escrito. 

Media  finita  del  Oficial  Mayor. 


DECRETO.— México,  etc. 

8e  señala  para  la  audiencia  de  alegatos  tal  hora  del  día  tantos.  Lo  decretó  y 
firmó  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 

Media  firma  del  Jues. 

Media  firma  del  Secretario. 


NOTIFICACIONES  en  la  forma  común. 


AUDIENCIA.— Los  términos  del  acta  de  esta  diligencia  quedaron  ya  indica- 
¿•0  en  las  páginas  357  y  278. 


Digitized  by  VjOOQ IC 


^SO  «DÍA  PRACTICA  DS  DEÍtSCHO 

AUTO FINAL.~.Mtfx¡co,  etc.. 

Visto  el  artículo  de  declinatoria  de  jurisdicción  promorida  per  Don  Ciril» 
Rentería  en  la  demanda  entablada  en  su  contra  por  Don  Pomposo  Izquierdo;  j 

Resaltando  primero:  que  el  promorente  fundó  la  declinatoria  en  que,  según 
«1  contrato,  la  obligfadón  debió  ejecutarse  ei^  la  ciudad  de  Guadalajara  y  en  que 
ésta  era  el  lufirar  de  su  domicilio. 

Resultando  segundo:  que  corrido  ti  aslado  de  la  expresada  declinatoria  al  t^ 
tOT,  pidió  se  desechase,  por  ser  público  y  notorio  que  Rentería,  por  razón  de  1^ 
empresa  del  Circo  Nacional  que  diri{[e,  carece  de  domicilio  fijo,  y  por  proceder 
la  demanda  ante  la  justicia  del  Disolto  Federal,  en  rirtud  de  ser  un  hecbo  la 
resideneia  del  demandado  en  esta  capital  y  estar  celebrado  aquí  el  contrato,  ba- 
se de  la  demanda. 

Resultando  tercero:  que  abierto  el  incidente  á  prueba,  el  actor  rindió  docu- 
mental consistente  en  el  contrato  que  motira  la  aemanaa,  la  testimonial  y  la 
^e  confesión,  y  el  demandado,  la  documental  consistente  en  varias  cartas  proce- 
dentes del  primero, 

Ck>nsiderando  primero:  que  los  testigos  Casimiro  Estrada,  Bernardo  Chara- 
rría  y  Serero  Rondón,  que  unánimemente  declaran  constarles  que  Rentería  no 
tiene  resideneia  fija  en  lagar  alguno,  están  exentos  de  toda  tacha  y  llenan  todos 
los^reqoitos  exigidos  por  los  artlonlos  562  y  563  del  Código  de  Procedissientos 
ciyiles,  por  lo  que  su  dicho  hace  prueba  plena. 

Considerando  segundo:  que  el  mismo  Rentería  ha  confesado  (respuesta  á  la 
cuarta  posición)  que  no  está  definitiyamente  radicado  en  Guadalajara,  y  esta 
confesión  también  hace  prueba  plena,  conforme  al  artículo  548  del  citado  Códi- 
o,  por  prorenir  de  persona  capaz  de  obligarse,  versar  sobre  hechos  propios  y 
laber  sido  en  la  forma  legal. 

Considerando  tercero:  que  el  contrato  que  origina  la  demanda  hace  igualmen- 
te prueba  plena,  por  no  haber  sido  objetado  (Código  de  Procedimientos  civiles, 
artfealo451). 

Considerando  enarto:  que  las  cartas  presentadas  ]>or  el  demandado  no  justifi- 
can en  manera  alguní^  la  exoepáón  opuesta,  ,paes  lo  más  que  de  ellas  se  deduce 
es  que  en  las  fechas  en  que  le  nan  sido  dirigidas  ha  estado  en  Guadalajara,  pere 
no  que  esa  permanencia  haya  sido  habitual  y  constante  para  reputarse  come 
domicilio. 

Por  las  anteriores  consideraciones  y  fundainentos  legales,  se  declara:  que  es 
de  desecharse  y  se  desecha  la  declinatoria  opuesta  por  Don  Cirilo  Rentería,  y 
que,  en  consecuencia,  está  obligado  á  contestar  la  demanda  dentro  del  término 
legal,  apercibido  de  que,  si  no  la  hace,  se  tendrá  por  contestada  en  el  sentid» 
que  ordena  la  ley.  Así  lo  proveyó  y  firmó  el  Seflor  Juez.  Doy  fé. 

Media  firma  del  Jaez. 

Firma  entera  del  Secretario. 


í 


•NOTIFICACIONBS.—Bn  la  forma  ordinaria- 


Si  alguna  de  las  partes  no  se  conformare  con  la  resolución  que  ponga  termine 
á  la  declinatoria  podrá  apekr.  de  elln,  y  la  apelación  será  admitida,  en  su  case, 
en  ambos  efectos.  Así  lo  dispone  el  articula  940  del  Código  de  Procedimientee 
civiles. 
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ACUMULACIÓN  DE  AUTOS. 

Acumulación  de  autos  que  se  siguen  en  un  mismo  Juzgado. 

ESCRITO  PARA  P£DIR  LA  AGUMULACION.--S«fior  Juw  tantos  de  pri- 
mera instancia  6  de  lo  civil. 

Cirilo  Rentería,  en  los  autos  del  juicio  de  consignación  que  sigo  con  Don  Pom- 
poso Izquierdo,  antd  Usted,  como  mejor  proceda,  resj^uosamente  digo  qnr. 

A  pesar  de  tener  poderosos  motivos  para  no  considerarme  obligado  ¿  pagar 
puntual  ni  íntegramente  las  reatas  del  Teatro  de  ''Novedades''  que  ocupo  como 
arrendatario,  queriendo  conservar  á  salvo  los  derechos  que  me  confiera  el  con* 
trato  respectivo,  intenté  pagar  la  cantidad  de  mil  ochocientos  peses  que  impor- 
tan las  pensiones  adeudadas  hasta  la  fecha,  y  habiéndose  llegado  á  recibirla  el 
Señor  Izquierdo,  la  consigné  ante  este  Juzgado  desde  hace  ocho  días.  De  eete 
paso  ha  tenido  pleno  conocimiento  el  Señor  Izquierdo,  supuesto  que  ha  sido  ci- 
tado para  la  junta  de  ley.  y  eso  no  obstante»  ha  promovido  contra  mí  juicio  de 
desocupación  por  falta  ae  pago  de  rentas,  según  se  me  ha  notificado  ayer.  A 
tan  extraño  proceder,  que  acusa  la  más  completa  ausencia  de  buena  té,  no  pue- 
de oponerse  por  mi  parte,  sino  la  acumulación  de  ambos  juicios.  goB  cabe  per- 
fectamente, tanto  porque  la  sentencia  que  haya  de  dictarse  en  el  juicio  de  eon- 
signacióá,  tiene  que  producir  excepción  de  cosa  juzgada  en  el  de  desocupaeiÓQ, 
como  porque  de  seguirse  por  separado  se  dividiría  la  continencia  de  la  causa, 
habiendo,  como  hay,  ea.  ellos  identidad  de  personas  y  de  cosa.  Así,  pues,  funda- 
do en  las  fracciones  1.  **  y  4.  *  del  artículo  a74,  en  la  2.  ^  del  376  y  en  el  883 
del  Código  de  Procedimientos  civiles, 

A  usted,  Señor  Juez,  suplico  se  sirva  acordar  que  los  autos  del  juicio  de  deso- 
cupación se  acumulen  á  los  del  presente,  por  ser  el  más  antigoA  y  por  proceder 
así  en  rigurosa  justicia  que  protesto  con  lo  necesario. 

México,  etc. 

arilo  Rentería. 


RAZON.—Presentado  en  tal  fecha  á  tal  hora.  Conste. 

Media  firma  del  Oficial  Mayor. 


DECRETO.— México,  etc. 

Fórmese  con  el  anterior  escrita  el  incidente  respectivo  ^  cítese  para  la  audien- 
cia prevenida  por  el  artículo  880  del  Código  de  Procedimientos  civiles,  señalán- 
dose para  ella,  tal  hora  del  día  tantos.  Lo  decretó  y  firmó  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 

Media  firma  del  Juez. 

Media  firma  del  Secretai  ¡o. 


NOTIFICACIONES  en  la  forma  indicada  en  los  amtMiores  formularios.  . 


AUDIENCI  A.'^En  tjal  Cocha  á  la  hora  señalada,  para  la  audiencia,  presentes 
en  el  Juzgado  los  señores  Don  Cirilo  Beitterfa  y  Don  Pomposo  Izquierdo  com 
sus  respectivos  patronos  lo»  Sefiorei  LioenoÍAéos  Don  Eugenio  Acosta  y  Dom 
Plácido  Peralta,  la  Secretaría  hizo  relación  de  los  autos  cuya  acumulación  se  ha 
solicitado.  Después,  el  Señor  Renterí|^  por  voz  de  su  abogado  sostuvo  la  proce- 
dencia de  la  acumulación  pedida,  reproaueiendo  j  ampliando  los  fundamentos 
legales  aducidos  en  el  escrito  con  que  da  principio  este  iaeideajte.  A  su  vfz.  el 

:  Sdier  Izquierdo,  por  toz  "también  de  su  patrono  se  opuso  á  la  acumulación,  ale- 
irando  que  no  est<^ndo  compveAdida  Mitre  ^s  exo»pcioB«s  y  recarsw  que  A  Có- 
úi^o  de  Procediníientos  civiles  declara  admisibles  durante  el  perísdo  de  lansa- 

>miento,  debía  desecharse,  ya  que  así  ne  se  había  hecho  de  plano  y  desde  un 
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principio.  Habieado  ÍDsÍBtido  en  sus  respectivas  pretensiones,  se  dio  por  termi- 
nada la  diligencia,  que  firmaron  con  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 
Media  firma  del  Juez. 
Cirilo  Rentería. 

Pomposo  Izquierdo. 
Líe.  Eugenio  Acosta. 

Lie.  Plácido  Peralta. 
Firma  del  Secretario. 


AUTO.— México,  etc. 

Vifto  este  incidente  de  acumulación  de  autos,  y 

Resultando  primero:  que  I>on  Cirilo  Kenterfa  solicitó  que  los  autos  del  juicio 
de  desoenpacion  promovido  en  su  contra  por  Don  Pomposo  Izquierdo,  se  acu- 
nalasen  a  los  de  consignación  de  rentas  seguido  con  el  mi^mo  Sieñor,  fundando 
su  solicitud,  en  que  la  resolución  que  se  dictase  en  el  segundo  de  los  juicios  tenfa 
qne  prcdncir  excepción  de  cosa  juzgada  en  el  primero  y  en  que,  siguiéndose  por 
separado  se  dividiría  la  ^continencia  de  la  causa,  supuesta  la  identidad  de  perso- 
nas y  de  cosa  en  ambos  juicios. 

Sesultando  segundo:  que,  citada  la  audiencia  de  ley,  el  promovente  sostuvo  su 
solicitud  y  se  opuso  á  ella  la  parte  contraria,  alegande  que  no  procedía  la  acu- 
mnlación  por  no  estar  comprendida  entre  las  excepciones  y  recursos  que  el  Có- 
dipfo  de  Procedimientos  civiles  declara  admisibles  dtiranteel  período  de  lanza- 
miento. 

Considerando  primero:  que,  conforme  al  artículo  1656  del  Código  civil,  la  con- 
signación hecha  legalmente  hace  veces  de  pago,  por  lo  que  es  indudable  que  la 
resolución  ^ne  acerca  de  ella  se  dicte,  tiene  que  producir  excepción  de  cosa  juz- 
gada en  eljuicio  de  desocupación. 

Considerando  segundo:  que  á  la  procedencia  de  la  acumulación,  no  obsta  que 
no  esté  comprendida  entre  las  excepciones  y  recursos  declarados  admisibles  por 
el  Código  de  Procedimientos  civiles  durante  el  período  de  lanzamiento,  porque 
la  acumulación  no  es  jurídicamente  hablando  una  exce|>ción  ni  un  recurso. 

Considerando  tereero:  que  de  autos  consta  que  el  juicio  de  consignación  es 
anterior  al  de  desocupación,  y  siempre  el  juicio  más  moderno  debe  acumularse 
al  más  antiguo. 

Por  las  conjeiideraciones  y  fundamentos  legales  que  preceden,  se  declara:  que 
es  de  acumularse  y  se  acumula  el  juicio  de  desecupación  promovido  por  Don 
Pomposo  Izquierdo  contra  Don  Cirilo  Rentería  al  de  consignación  seguido  por 
este  último  con  el  primero.  Así  lo  proveyó  y  firmó  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 
Media  firma  del  Juez. 

Firma  entera  del  Secretario. 


Si  de  las  actuaciones  no  resultaren  méritos  bastantes  para  la  acumulación, 
el  auto  concluirá  con  la  siguiente 

DECLARACIÓN  DENEGATORIA.— Por  las  eonsideraciones  y  {undamen- 
tos  legales  que  preceden  debía,  declararse  y  se  declara:  que  no  ha  lugar  á  la 
acumulación  de  autos  solicitada  por  Don  Cirilo  Rentería  en  su  escrito  de  tal  fe- 
cha. Así  lo  proveyó  y  firmó  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 
Media  ^rma  del  Jnes. 

Media  firma  del  Secretario, 


ACUMULACIÓN  DE  AUTOS  QUE  SlE  SIGUEN  EN 

JUZGADOS  DIFERENTES. 

1. 

Frimerea  actvacionet  en  ei  Jnjtg^adó  güé  pide  la  acumvlacién. 

BSCRFTO  PARA  PEDIR  LA  ACUMULACIÓN,— Sefior  Juez  tantos  de  J<k 
«iril  (ó  de  primera  instancia): 
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Cirilo  fientería,  eo  los  autos  del  juicio  de  consignación  que  sigo  con  Don^ 
Pomposo  Izquierdo,  ante  usted,  como  mejor  proceda,  respetuosamente  digo  que: 

A  pesar  de  tener  poderosos  motiros  para  no  considerarme  obli erado  á  pagar 
puntual  ni  íntegramente  las  rentas  del  "Teatro  de  Novedades  de  que  soy 
arrendatarioj  queriendo  conservar  &  salvo  los  derechos  ^ue  me  confiere  el  con- 
trato respectivo,  intenté  pagar  la  cantidad  de  mil  ochocientos  pesos  que  impor- 
tan las  pensiones  adeudadas  ha«ta  la  fecha,  y  habiéndose  negado  á  recibirla  el 
Sefior  Izquierdo,  la  consigné  desde  hace  ocho  días.  De  este  paso  ha  tenido  ple- 
no conocimiento  ú  Señor  Izquierdo,  supuesto  que  ha  sido  citado  para  la  junta 
de  ley;  j>ero  eso  no  obstante,  ña  promovido  contra  mí*  ante  el  Juzgado  quinto  de 
lo  civil  juicio  de  desocupación  sobre  pago  de  rentas,  según  se  me  ha  notificado 
ayer.  A  tan  extraño  proceder  que  acusa  la  más  completa  ausencia  de  buena  fé,. 
no  puede  oponerse,  por  mi  parte,  sino  la  acumulación  de  ambos  juioios,  la  cual 
cabe  perfectamente,  tanto  porque  la  sentencia  que  haya  de  dictarse  en  el  juicio 
de  consignación  tiene  que  producir  excepción  de  cosa  juzgada  en  el  de  desocu- 
pación, como  porque  de  seguirse  por  separado  se  dividiría  la  continencia  de  la 
causa,  habiendo,  como  hay,  en  ellos,  indentidad  de  personas  y  de  cosa.  Afí,  pues, 
fundado  en  las  fracciones  1.*  y  4.*  del  artículo  874,  en  la  2.**  del  87<;  y  en 
los  878  y  883  del  Código  de  Procedimientos  civiles, 

^  A  usted.  Señor  Juez,  suplico  se  sirva  acordar  la  acumulación  de  loa  dos  jui- 
cios indicados  y  librar  al  Juzgado  quinto  de  lo  civil  atento  oficio,  á  fin  de  que 
remita  los  autoe  del  juicio  de  que  conoce  ]»ara  los  efectos  del  artículo  899  aeV 
Código  citado.  Así  procede  en  rigurosa  justicia,  que  protesto  cou  lo  ncrtjBario. 

México,  Febrero  diez  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Cirilo  Renteria. 


RAZÓN. — Presentado  en  su  fetjha  á  las  diez  de  la  mañana.  Conste.. 

Alegría,  Oficial  Mayor. 

AUTO  OTORGANDO  LA  ACUMULACIÓN.— México,  Febrero  diez  de  mil 
ochocientos  noventa  y- uno. 

Visto  «1  anterior  escrito  en  que  Don  Cirilo  I^entería  solicita  que  se  acumule 
al  juicio  de  consignación  que  ante  este  Juzgado  sigue  con  Don  Pomposo  Iz- 

Suierdo,  el  de  desocupación  que  ante  el  Juzgado  quinto  de  lo  civil  ha  promovi- 
o  el  último  contra  el  primero;  y 
Resultando  primero:  que  el  díd  dos  del  corriente  mes  de  Febrero  presentó  el 

f  remórente  ante  este  Juzgado  un  escrito  consignando  á  favor  de  Don  Pomposo- 
zquierdo  la  cantidad  de  mil  ochScientos  pesos,  importe  de  seis  mensualidades 
de  renta  del  "Teatro  de  Novedades." 

Resultando  segundo:  que,  acordada  la  junta  de  ley  para  el  día  doce,  se  no- 
tificó el  trámite  al  Señor  Izquierdo  el  día  cuatro,  y  se  dio  por  citado. 

Resultando  tercero:  que,  según  se  indica  en  el  anterior  escrito,  el  Señor  Iz- 
quierdo, con  ]^ost«rioridad  á  la  citación  para  junta,  promovió,  ante  él  Juzgado 
Suinto  de  lo  civil,  juicio  contra  el  Señor  Rentería  sobre  desocupación  del  Teatro 
e  "Novedades"  por  falta  de  pago  de  rentas. 

Considerando  primero:  que  la  acumulación  de  juicios  procede  cuando  la  sen- 
tenciik  que  haya  de  dictarse,  en  una  de  ellos  produsea  excepción  de  cosa  juzgada 
en  el  otro  (Código  de  Procedimientos  civiles,  artículo  874,  fracción  1.  ^ ). 

Considerando  segundo:  que  procede  i^almente  la  acumulación  de  autos  eiMn- 
éo  de  seguirse  por  separado  resulte  4ÍTidida  la  continencia  de  la  diusa,  (Código- 
citado,  artículo  874,  tracción  4.  ^). 

Considerando  tercero:  ^ue  se  reputa  dividida  la  continencia  de  la  causa  cuan- 
do en  los  dos  juicios  hay  identidad  de  personas  y  de  cosa  (Código  citado,  artícu- 
lo 876,  fracción  2.  *). 

Considerando  cuarto:  que  supuesto  que  elx>frecinúeiito  de  la  cosa .  debida  se- 
guido de  la  consignación  hace  veces  de  pa|:o(C)ódigo  civil,  iirtículo  l^),.ea  evi- 
dente que  la  resolución  que  se  dicte  en  el  inicio  de  oonsignación  tiene  que  pro- 
ducir excepción  de  cosa  juzgada  en  el  de  desocupación. 

Considerando  quinto:  aue  en  los  juicios  de  que  se  trata  tfs  manifiesto  que  hay 
identidad  de  personas  y  oe  cosa. 
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Considerando  aexto:  ^ue  el  juicio  más  moderno  debe  acumularse  al  más  aati- 
.guó  (Código  de  Procedimientos  civiles,  articulo  883). 

Por  las  consideraciones  y  iundamentos  legales  que  preceden,  debía  declararse 

7  se  declara:  que  es  procedente  la  acumulación  del  juicio  que  sobre  desocupaciós 
•  del  Teatro  de  "NoToaades"  tiene  promovido  ante  el  Juzgado  quinto  de  lo  civil  Don 

Pomposo  Izquierdo  contra  Don  Cirilo  Rentería,  al  de  consignación  que  ante 

este  Juzgado  sigue  el  último  contra  el  primero.  En  consecuencia,  con  inserción 
^el  presente  auto,  diríjase  al  Juzgado  quinto  de  lo  civil  atento  oficio,  á  fin  de 
•que  se  sirva  remitir  los  autos  del  expresado  juicio,  ó  en  caso  contrario,  manifies* 

te  las  razones  que  teoga  para  no  hacerlo.  Así  lo  proveyó  y  firmó  el  Sefior  Juez. 

Doy  fé.  , 

De  la  Rosa. 

Antonio  Tapia,  Secretario. 


NOTIFICACIÓN.— En  once  de  Febrero,  presente  en  el  Juzgado  Don  Cirilo 
Rentería,  le  notifiqué  el  auto  anterior,  ó  impuesto  de  su  contenido,  dijo  lo  oye 
y  firmó.  Doy  fé. 

Rentería. 

Firma  del  actuario. 


OFICIO. — En  el  ineid[ente  de  acumulación  de  autos  promovido  ante  el  Juz- 
.  gado  de  mi  cargo  por  Don  Cirilo  Rentería,  he  pronunciado  con  fecha  de  ayer  el 
auto  que  si^e: 


(Aquí  se  insertará  el  auto.) 
Yl  


tr  tengo  el  honor  de  trascribirlo  á  usted  para  los  efectos  del  artículo  88^  del 
Código  de  Procedimientos  civiles. 

Libertad  y  Constitución.  México,  Febrero  11  de  1891. 

Jnnn  de  la  Rosa^ 

Al  Juez  quinto  de  lo  civil. 

Presente. 

RAZÓN.— Én  once  de  Febrero,  cumpliéndose  con  lo  mandado,  se  libró  el  ofi- 
cio al  Juzgado  quinto  de  lo  civil.  Conste. 

Alegría,  Oficial  Mayor. 


n. 

Primeras  actuaciones  en  el  Juzgado  á  quien  se  pide 

la  acumulación. 

Recibido  el  oficio  respectivo  en  el  otro  juzgado,  se  dicUrá  este 

DECRETO.— México,  Febrero  once  de  mil  oohocien^  noventa  j  une. 
Con  fundamento  del  artícalo  887  del  Código  d«  Procedimientos  cinlés,  corra- 
ft  traslade  por  tres  días  i  la  parte  que  promovió  el  jnieto  4e  desocup*ción. 
Le  deoroM  y  firmó  el  señor  Juei.  Do^^fé. 

Pereda. 

Rejón,  secretario. 


NOTIFICACIÓN.-— En  doce  de  Febrero,  presente  en  el  Juzgado  D.  Pompos* 
Iiqnierdo,  le  netifiqtté  el  antenor  decreto,  é  impuesto  de  su  contenido,  aijo: 
'  qne  lo  oye  y  eonleeiftrá,  y  firmó.  Doy  fé. 


Izqnlerdf4 


Fimii  del  aetiurio. 
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CONTESTACIÓN  ACCEDIENDO  A  LA  ACUMULACIÓN. -Señor  Juez 
quinto  de  lo  ciril.  ^  ^  ^  ' 

Pomposo  Izquierdo,  en  los  autos  del  juicio  que  sigo  contra  Don  Cirilo  Rentería 
sobre  desocupación  del  Teatro  de  "Novedades,"  ante  usted  como  mejor  proceda, 
reraetuosamento  digo  que: 

■Se  me  ha  corrido  traslado  del  oficio  que  el  Juzgado  primero  de  lo  civil  lia  di- 
rigido á  usted,  solicitando  le  remita  los  autos^  del  preEOnte  juicio  para  acumu- 
larlos á  los  del  juicio  de  consignación  promovido  ante  dicho  Juzgado  por  Don 
Cirilo  Rentería. 

Por  más  que  me  parezcan  demasiado  controvertibles  algunos  de  los  funda- 
mentos en  aue  el  Juzgado  primero  apoya  la  acumulación  decretada,  quiero  con- 
sentir en  ella  para  evitar  pérdida  de  tiempo  y  complicaciones  futuras.  Por  lo  ■ 
tanto, 

A  Usted,  Señor  Juez,  pido  que  se  sirva  acceder  á  la  acumulación  solicitada. 

Es  justicia  que  protesto  con  lo  necesario. 

México,  Febrero  trece  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Pomposo  Izquierdo. 

RAZÓN."— Presentado  en  su  fecha  á  las  diez  de  la  mañana.  Conste. 

Serenado,  Oficial  Mayor. 


AUTO  ACCEDIENDO  A  LA  ACUMULACIÓN.— México,  Febrero  trece  de 
mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Vistas  estas  diligencias  en  el  punto  de  acumulación x  y 

Resultando  primero:  que  en  nueve  del  corriente  Febrero,  á  virtud  de  escrito 
presentado  por  D.  Pomposo  Izquierdo,  este  Juzgado  mandó  aue  se  hiciese  á 
Don  Cirilo  Rentería  el  requerimiento  que  prescribe  la  ley  para  los  casos  en  que 
se  pide  la  desocupación  de  fincas  por  falta  de  pago  de  rentas,  per  haber  deja- 
do de  satisfacer  aurante  seis  meses  consecutivos  las  del  Teatro  de  *'Novedade8" 
que  tiene  en  arrendamiento. 

Resultando  segundo:  que  el  día  once  se  recibió  oficio  del  Juzgado  primero  de 
lo  civil,  requiriendo  al  suscrito  juez  para  que  remita  les  presentes  autos,  con 
aü^ifto  de  acumularlos  á  los  del  juicio  que  ante  dicho  juzgado  promovió  Don 
Cirilo  Rentería  el  día  dos,  consignando  á  favor  de  Don  Pomposo  Izquierdo  mil 
ochocientos  pesos,  importe  de  seis  mensualidades  de  renta  del  J'eatro  de  "No- 
Teáñéeñ" 

Resultando  tercero:  que  corrido  traslado  del  requerimiento  lil  Sr.  Izquierdo, 
ha  estado  conforme  con  la  acumulación. 

Considerando  primero:  que  una  de  las  causas  por  las  cuales  procede  la  acu- 
mulación de  autos  es  la  división  de  la  continencia  de  la  causa,  y  se  'considera 
dividida  la  continencia  de  la  causa  siempre  que  en  dos  juicios  hay  identidad  de 
personas  y  de  cosa  (Código  de  Procedimientos,  artículos  874,  fracción  4.  *  y 
876,  fracciona.*). 

Considerando  segundo:  que  en  el  presente  caso  existe  la  identidad  de  perso- 
nas  y  de  cosa. 

Considerando  tercero:  que  el  juicio  más  moderno  debe  acumularse  al  más  an- 
tiguo (Código  de  Procodimientos  ciriles,  artículo  883). 

Por  estas  consideraciones  y  fundamentos  legales,  se  declara  que  es  de  aoce- 
•ierse  y  se  accede  á  la  acumulación  solicitada  por  el  Juzgado  f^imero  de  lo  ci- 
vil. En  consecuencia,  con  atento  oficio  remítanse  estos  autos  á  dicho  Juzgado. 

Así  lo  proveyó  y  firmó  el  Señor  Juez.  Doy  f¿ 

Pereda. 

Antonio  Rejón,  Secretario. 

NOTIFICACIÓN.— En  el  mismo  día,  presente  en  el  Juzgado  Don  Pomposo 
Aquierdo,  le  notifiqué  el  auto  que  antecede  é  impuesto  de  su  contenido,  uijot . 
^ue  U  oye  y  firmó.  Doy  fé.  '  • 

Firma  del  actuario. 
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OFICIO  DE  RBAÍISIOX  DE  LOS  AUTOS— En  cumplimiento  del  auto  i»o- 
tnunciado  en  esta  fecha  por  el  Juzgado  de  mi  cargo  en  d  incidente  reepectiTO, 
tengo  el  honor  de  remitir  á  usted,  como  lo  solicita  en  su  atento  oficio  de  once 
del  corriente,  los  autos  del  juicio  que  sobre  desocupación  del  Teatro  de  *'NoTe- 
•dades"  tiene  promorido  Don  Pomposo  Izquierdo  contra  Don  Cirilo  BenterCa. 

Libertad  y  Constitución.  México,  Febrero  trece  de  mil  ochocientos  norenta 
y  uno, 

Policarpo  Pereda. 
Al  Juez  primero  de  lo  ciril. 

Presente, 

RAZÓN.— En  el  mismo  día  trece  se  cumplió  con  lo  mandado  y  se  remitierQn 
al  Juzsrado  primero  de  lo  civil  en  seis  y  cuatro  fojas  útiles,  respectivamente,  los 
autos  relativos  al  presente  juicio.  Conste. 

Serenado,  Oficial  Mayor, 


Si  el  actor  no  estuviere  conforme  con  la  aeumnlaeión,  podrá  formular  así  va 

CONTESTACIÓN  OPONIÉNDOSE  A  LA  ACUMULACIÓN. -Señor  Juei 
quinto  de  lo  civil. 

Pomposo  Izquierdo,  en  el  Incidente  de  acumulación  promovido  en  el  juicio 
que  sobre  desocupación  del  Teatro  de  "Novedades"  sigo  contra  Don  Cirilo  Ren- 
tería ante  usted,  como  mejor  proceda  respetuosamente  dipfo  que: 
^  Se  me  ha  corrido  trasladoddel  oficio  que  el  Juzgado  primero  de  lo  civil  ha  di- 
rigido á  usted  solicitando  le  remita  los  presentes  autos  para  acumularlos  á  los 
del  juicio  de  consignación  que  ante  el  mismo  Juzgado  tiene  promovido  Don  Ci- 
rilo Rentería.  • 

Por  penoso  que  me  sea,  me  veo  en  el  caso  de  oponerme  á  la  acumulación  indi- 
cada, tanto  por  que  ésta  no  tiene  en  mi  concepto  otro  fin  que  entorpecer  la  mar- 
cha del  juicio  de  desocupación,  como  porque  si  realmente  hay  en  el  Señor  Ren» 
tería  buena  fé  y  voluntad  de  pagar  la  cantidad  adeudada,  está  en  su  arbitrio 
desistirse  de  la  consignación  cuando  quiera  y  acudir  toa  las  rentas  á  éste  juz- 
gado. Por  estas  razones  que  con  toda  intención  itie  contento  con  apuntar 
solamente,  á  fin  de  que  no  se  entienda  que  me  empeño  en  darles  un  valor  que 
no  tienen, 

A  usted  Señor  Juez,  pido  que  traiéndome  por  formalmente  opuesto  á  la  acu- 
mulación solicitada,  se  sirva  declarar  que  no  es  accederse  á  ella.  Así  procede  en 
f  justicia  que  protesto  con  lo  necesario. 

México,  Febrero  trece  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Pomposo  Izquierdo. 

RAZÓN. — Presentado  en  su  fecha  á  las  diez  de  lá  mañana.  Conste. 

Serenado,  Oficial  Mayor. 


AUTO  NEGANDO  LA  ACUMULACIÓN.— México,  Febrero  trece  de  mi 
,  ochocientos  noventa  y  uno. 

Vistas  estas  diligeacias  en  el  punto  de  acumulación;  y 

Resultando  primero:  que  en  nueve  de  Febrero  corriente,  á  virtud  de  escrito 

Eresentado  ^r  Don  Pomposo  Izquierdo,  este  Juzgado  mandó  que  se  hiciese  á 
^on  Cirilo  Rentería  el  requerimento  que  prescribe  la  ley  para  los  casos  en  q«e 
se  pide  la  desocupación  de  fincas  por  falta  de  pago  de  rentan,  por  haber  dejad* 
de  satisfacer  durante  seis  ineses  consecutivos  las  del  Teatro  ae  Novedades  que 
tiene  en  arrendamietto. 

Resultando  serrando:  qne  el  día  once  se  recibió  del  Juzgado  priitiero  de  lo  ci- 
^  vil  oficio,  requiriendo  al  suscrito  juez  |)ara  que  remitiese  los  presentes  autos  oom 
•1  objeto  de  acumularlos  á  los  del  juicio  que  ante  dicho  juzgado  promovió  Do» 
Oirilo  Rentería  el  día  dos,  consignando  á  favor  de  Don  Pomposo  izquierdo  mil 
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ochocientos  pesos,  importe  de  seis  mensualidades  de  rentas  del  Teatro  de  "Nove- 
dades." 

Resultando  tercero:  que  corrido  al  SeBor  Izquierdo  traslado  del  requerimien- 
to, se  opuso  á  la  acumalación,  alegrando  razones  atendibles  en  contra  de  ella. 

Considerando  primero:  que  supuesto  el  hecho  consignado  en  el  resultando 
primero,  el  juicio  de  desocupación  está  en  el  peí  iodo  de  lanzamiento. 

Considerando  segundo:  que  durante  el  período  de  lanzamiento  no  es  admisi- 
ble recusación  ni  recurso  alguno  (Código  de  Procedimientos  civiles,  artículo 
975)  para  que  no  se  entorpezca  la  marcha  rápida  que  la  ley  ha  marcado  al  juicio. 
.  Considerando  tercero:  que  la  mira  del  legislador  quedaría  evidentemente 
frustrada,  si  durante  el  mismo  período  de  lanzamiento,  se  admitiesen  promocio- 
nes ó  incidentes,  como  el  de  acumulación  de  autos,  que  en  último  resultado  ñ- 
niesen  á  producir  los  mismos  efectos  que  la  recusación  y  los  demás  recursos. 

.Considerando  cuarto:  que  en  concepto  del  Juzgado,  es  también  atendible  la 
razón  de  que  siendp  la  consignación  en  su  primer  período  un  acto  de  jurisdic- 
ción voluntaria,  está  en  el  arbitrio  del  pi'omovente  desistirse  de  ella  y  acudir 
con  las  rentas  al  juez  que  ha  decretado  el  requerimento. 

Por  las  consideraciones  y  fundamentos  legales  que  anteceden,  se  declara  que 
no  es  de  accederse  á  la  acumulación  solicitada  por  el  Juzgado^  primero  de  lo  ci- 
vil. En  consecueiicia,  comuníquesele  por  medio  de  atento  oficio  esta  resolución, 
á  fin  de  que  manifieste  si  desiste  de  su  pretensión,  ó  si  insiste  en  ella  para  cum- 
plir con  lo  preVenido  por  el  artículo  394  del  Código  de  Procedimientos  civiles. 
Así  lo  proveo  y  firmó  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 

Antonio  liejón,  Secretario. 

.  TIFICACION.— En  la  misma  fecha  presente  en  el  Juzgado  el  Señor  Don 
Pomnposo  Izquierdo,  le  notifiqíié  e'.auto  que  precede,  é  impuesto  de  su  conteni- 
do, dijo:  que  lo  oye  y  firmó.  Doy  fé. 
/  Firma  del  actuario. 

OFICIO.—En  el  incidente  formado  en  este  de  mi  cargo  con  motivo  del  ate» 
to  oficio  de  usted  de  11  del  corriente,  he  pronunciado  >  con  esta  fecha  un  aut 
<2ue  á  la  letra  dice: 

(Aquí  se  insertará  el  auto.)     ^^  i 

Y  tengo  el  honor  de  transcribirlo  á  usted  para  los  efectos  legales. 

Libertad  y  Constitución.  Móxico,  Febrero  once  de  mil  ochocientos  novea- 
ta  y  uno. 

Policarpo  Pereda. 

Al  Señor  Juez  primero  de  lo  civil. 

Presente. 


EAZON. — En  el  mismo  día  once  de  Febrero,  en  cnmplimiento  de  lo  manda- 
do se  libró  el  oficio  al  Juagado  primero  de  lo  civil.  Conste. 

Serenado,  Oficial  Mayor. 


ÍII. 

Ultimas  actuaciones  en  el  Juzgado  que  pide  la  acumulación. 

Recibida  la  contestación  negativa  del  juzgado  á  quien  se  hubiere  pedido  la 
acumulación,  si  se  estimaren  convincentes  las  rasónos  en  que  se  fundare*  se 
dictará  el  siguiente 

AUTO  DESISTIENDOSE  DE  LA  ACaMULACION.— México,  Febrero  ca- 
torce de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Vistas  estas  diligencias  en  el  punto  de  acumulación;  y 

Resultando  que  de  la  contestación  del  Juzgado  qsinto  de  lo  civil  aparece  q«e 
el  juicio  de  desocupación  de  que  conoce,  te  encuentra  en  el  período  de  lama- 
miento;  y 
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Consideranilo  que,  no  debiéndose  admitir  durante  eljperíodo  de  lancanaientOr 
recusación  ni  recurso  algruno  (Código  de  PrócediiBientos  civiles,  artícnlo  975) 
que  entorpezca  la. marcha  gue  la  ley  ha  prescrito  al  juicio  durante  ese  período, 
tampoco  debe  admitirse  ninguna  promoción  que,  aunque  indirectamente  pro- 
duzca el  mismo  resultado.  .  . 

Por  e/8tii8  consideraciones  se  declara:  que  el  suscrito  juez  se  desiste  de  la  pre- 
tensión, en  cuya  TÍrtud  solicitó  del  Juzgado  quintp  de  lo  civil,  la  remisión  de 
los  autos  del  juicio  de  desocupación  seguido  por  Don  Pomposo  Izquierdo  contra 
Don  Cirilo  Bentería,  para  acomularlos  á  los  del  juicio  de  consiprnación  promo- 
vido por  el  último  ante  este  Juzgado.  Por  medio  de  atento  oficie  comuniqúese 
este  desistimiento  al  expresado  Juzgado  quinto.  Así  lo  proveyó  y  firmó  el  Señor 
Juez.  Doy  fé. 

De  la  Rosa. 

Antonio  Tapia,  Secretario. 


NOTIFICACIÓN  al  interesado. 


OFICIO. — (En  los  términos  ya  indicados.) 


RAZÓN. — En  quince  de  Febrero  se  cumplió  con  lo  mandada  X^®"*"^^^^  ®^ 
auto  anterior  al  Juzgado  quinto  de  lo  civil.  Conste,   ' 

Alegría,  Oficial  Mayi 


Si  no  satisfacieren  las  razones  expuestas  en  la  contestación  negativa  delj 
gado  á  quien  se  hubiere  pedido  la  acumulación,  se  pronunciará 

AUTO  INSISTIENDO  EN  LA  ACUMULACIÓN.— México,  Febrero  cator- 
ce de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

YiaUs  estas  diligencias  en  el  punto  de  acumulación,  y  considerando:  que  el 
hallarle  el  juicio  de  desocupación  de  que  conoce  el  Juzgado  quinto  de  lo  civil 
en  e]  período  de  lanzamiento,  no  es  obstlculo  para  la  acumulación,  supuesto  que 
énta  procede  en  cualquier  estado  del  juicio,  antes  de  pronunciarse  sentencia,  con 
i,al  tle  que  concurra»  como  en  el  caso  concurre,  alguna  de  las  circunstancias  enu- 
meradas expresamente  en  la  ley  (Código  de  Procedimientos  civiles,  artículos 
S74  y  878). 

Por  estas  consideraciones  se  declara:  que  el  suscrito  juez  insiste  en  su  reso- 
luciun  de  diez  dd  corriente,  es  cuya  virtud,  se  solicitó  del  Juzgado  quinto  de  Jo 
civil  la  remisión  de  los  autos  del  juicio  de  desocupación,  seguido  por  Don  Pom- 
poso Izquierdo  contra  Don  Cirilo  Rentería,  para  acumularlos  á  los  del  de  con- 
3»ign ación  promovido  por  el  último  ante  este  Juzgado.  Comuniqúese  por  medio 
de  atento  oficio  esta  resolución  al  Juzgado  quinto  de  lo  civil,  y  d^  conformidad 
con  Jo  prevenido  por  los  artículos  894  y  896  del  Código  de  Procedimientos  civi- 
Jee,  romítanse  con  el  informe  correspondiente  estos  autos  dentro  de  veinticuatro 
horas  á  la  primera  Sala  del  Tribunal  Superior  para  Ja  decisión  del  incidente. 
A^í  lo  proveyó  y  firmó  el  Señor  Juez.   Doy  fé. 

De  la  Rosa. 

Antonio  Tapia,  Secretario. 

NOTIFICACIÓN  al  interesado. 


OFICIO.— (Como  ya  quedóíndieado.) 


RAZON,—l<n  el  mismo  día  se  comunicó  él  auto  anterior  al  Juzgado  quinto 
ú¿  lo  «iviJ,  en  cumplimiento  de  lo  mandado.  Conste. 

Alegría,  Oficial  Ma^ or. 
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HíFORME  del  juez  que  pide  la  ACUMULACION.-Señores  Mftgis- 
trados  da  1»  primera  Sala  del  Tribunal  Superior:  - 

fin  once  del  corriente,  el  Juzgado  de  mi  cargo  aeerdtf  que  el  juicio  sobre  deso- 
cin>ación  del  Teatro  de  ''Notedades/'  seguido  ante  el  Jujsffado  quinto  de  lo  ci- 
rilpor  Don  Pomposo  Izquierdo  contra  Don  Cirilo  Bentería,  se  acumulase  á  los 
autos  del  de  consignación  de  rentas  del  mismo  Teatro,  promoTidos  ante  el  sus- 
crito por  el  ezpreMdo  Señor  Eenterfa. 

Los  fundamentos  de  esta  determinación  son  bien  claros  j  sencillos. 

Basta  fijarse  en  las  fechas  en  que  uno  j  otro  juicio  fué  instaurado  y  en  las 
personas  y  cosa  de  que  se  trata  en  ambos,  para  comprender  la  rigurosa  exacti- 
tud  con  que  par  mi  parte  han  sido  aplicadas  las  regías  establecidas  por  los  ar- 
tículos 874,  tracción  4.  *,  876,  fracción  2.  *,  y  883  del  Códi|ro  de  Procedimien- 
tos civiles;  pues  tan  manifiesta  es  la  anterioridad  del  juicio  de  consignación, 
como  la  identidad  de  personas  y  de  cosa  de  que  se  trata  en  los  dos  juicios. 

En  contra  de  la  acumulación,  el  Sefior  Juez  quinto  hace  yaler  la  circunstan- 
cia de  que  se  encuentra  en  el  período  de  lanzamiento  el  juicio  de  que  conoce,  y 
la  de  que,  estando  prohibido  por  la  1^  admitir  durante  ese  período  recusaciones 
y  recursos  que  entorpezcan  la  marcha  del  jprocedimiento,  tampoco  debe  admitir- 
se promoción  alguna  que  tienda  á  producir  el  mismo  resultado.  Pero  por  buena 
Í[ue  sea  esta  razón,  es  una  razón  de  analogía  que  pierde  toda  su  fuerza  colocada 
rente  á  la  disposición  expresa  del  artículo  878  del  ya  citado  Códleo  de  Proce- 
dimientos ciriles,  que  autoriza  á  decretar  la  acumulación  en  cualquier  estado 
del  juicio  con  tal  de  que  no  se  haya  pronunciado  sentencia; 

Asíj  pues,  fundado  en  prescripciones  legales  tan  claras  j  tan  terminantes,  he 
insistiob  en  la  acumulación,  y  estoy  íntimamente  persuadido  de  que  esa  ilustra- 
da Sala,  al  pronunciar  su  respetable  fallo,  vendrá  á  declarar  que  mis  procedi- 
mientos han  sido  estrictamente  ajustados  á  la  ley. 

México,  Febrero  15  de  1891. 

Juan  de  la  Rosa. 


OFICIO  DE  REMISIÓN  DE  LOS  AUTOS,— En  cumplimiento  de  lo  preve- 
nido por  el  artículo  894  del  Código  de  Procedimientos  civiles,  tengo  el  honor  de 
remitir  i  usted  con  el  informe  respectivo  y  para  los  efectos  legales,  los  autos  re- 
lataros á  la  acumulación  del  juicio  de  desocupación,  seguido  en  el  Juzgado  quin- 
to de  lo  civil  por  Don  Pomposo  Izquierdo  contra  Don  Cirilo  Rentería,  al  de 
consignación  oe  rentas,  promovido  en  el  Juzgado  de  mi  cargo  por  el  último  de 
los  señores  mencionados. 

Libertad  y  Constitución.  México,  Febrero  15  de  1891. 

Juan  de  la  Rosa. 

Al  Secretario  de  la  primera  Sala  del  Tribunal  Superior. 

Presente. 


RAZON.~-£n  quince  de  Febrero  se  remiten  estos  autos  i  la  primera  Sala  del 
Tribunal  Superior,  en  doce  fojas  útiles.  Conste. 

Alegría,  Oficial  Mayor, 


IV. 

Ultimas  actuaciones  en  el  Juzgado  á  quien 
se  pide  la  acumulación. 

Cuando  el  juzgado  que  hubiere  pedido  la  acumulación,  se  desistiere  de  ella, 
al  recibirse  en  el  otro  Juzgado  el  oficio  respectivo,  se  pondrán  la  razón  y  decre» 
t  •  siguientes: 

KAZON.— En  quince  de  Febrero  se  recibió  del  Juzgado  primero  de  lo  civil  el 
oficio  que  se  sgrega.  Conste. 

Serenado,  Oficial  Mayor. 
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DECRETO. — México,  Febrero  quince  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Supuesto  el  desistimiento  del  Juzgrado  primero  de  lo  ciril,  háp^ase  saber  que  la 
suspensión  del  término  pendiente  cesara  desde  la  última  üotiñcacién  del  pre- 
sente decreto.  Lo  proveyó  y  firmó  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 

Pereda.! 

Rejón,  Secretario. 


NOTIFICACIÓN  á  los  interesados. 


Si  el  juzgado  que  hubiere  pedido  la  acumulación  insistiere  en  ella,  habrá  que 
dictar  un  proveiao  como  éste: 

DECRETO.— México,  Febrero  quince  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Supuesta  la  insistencia  del  Juzgado  primero  de  lo  civil,  en  la  acumulación, 
remítanse  con  el  informe  correspondiente  estas  actuaciones  á  la  primera  Sala 
del  Tribunal  Superior  dentro  de  veinticuatro  horas.  Lo  decretó  y  firmó  el  Se- 
ñor Juez.  Doyfó, 

Pereda. 

Rejón,  Secretario. 


NOTIFICACIÓN  á  los  interesados. 


INFORME  DEL  JUEZ  A  QUIEN  SE  PIDE  LA  ACUMULACIÓN.— A  la 
primera  Sala  del  Tribunal  Superior. 

En  cumplimiento  de  lo  prevenido  por  el  artículo  894  d'^l  Código  de  Procedi- 
mientos civiles,  tengo  el  honor  de  iniormar  de  que,  requerido  por  el  Señor  Juez 
primero  de  lo  civil  para  que  le  remitiese  los  autos  del  juicio  de  desocupación 
que  ante  mí  sigue  Don  Pomposo  Izquierdo  corltra  Don  Cirilo  Rentería,  á  fin  de 
acumularlos  á  las  diligencias  de  consignación  promovidas  ante  dicho  Señor  Juez 
por  el  último  de  los  Señores  mencionados,  he  tenido  la  pena  de  no  acceder  al 
requerimiento,  en  virtud  de  las  razones  que  brevemente  voy  á  exponer. 

Conforme  al  Código  de  Procedimientos  civiles  vigente  (artículo  962),  elíuicio 
de  desocupación  por  falta  de  pago  de  rentas,  tiene  dos  períodos  bien  marcados: 
el  de  providencia  de  lanzamiento  y  el  del  juicio  sumario  ó  verbal  propiamente 
dicho.  La  tramitación  del  primero  de  estos  dos  períodos  es,  conforme  á  la  mis- 
ma ley,  de  tal  manera  extraordinaria  y  privilegiada,  que  durante  ella  no  se  ad- 
mite recusación  ni  otro  recurso  que  pueda  entorpecer  el  procedimiento  (artículo 
975).  Y  es  incuestionable  que  el  designio  claro  y  manifiesto  del  legislador  que- 
daría burlado,  si,  atendiéndose  á  la  letra  más  que  al  espíritu  de  su  disposición, 
se  admitiesen,  durante  el  período  de  lanzamiento,  promociones  que  produjesen 
el  resultado  de  entorpecer  la  violenta  tramitación  del  juicio. 

Es  de  tenerse  presente  además,  que  siendo  la  consignación  un  acto  de  juris- 
dición  voluntaria,  cuando,  como  en  el  caso  de  que  se  trata,  puede  considerarse 
todavía  como  un  verdadero  ofrecimiento  de  pago,  está  en  el  arbitrio  del  promo- 
vente  desistirse  de  olla  y  acudir  «on^  la  renta  al  Juzgado  í^ue  conoce  del  juicio 
de  desocupación,  lo  cual,  sin  contrariar  la  ley,  concilla  los  intereses  del  deudor 
con  los  del  acreedor. 

Estas  consideraciones  que  muy  someramente  he  expuesto,  por  la  premura  con 
que  ha  sido  necesario  rendir  el  presente  informe,  son  los  fundamentos  en  que 
me  he  basado  para  negarme  á  acceder  á  la  acumulación  sobre  la  cual  esa  supe- 
rioridad va  á  pronunciar  la  última  palabra,  que  será  como  todas  las  suyas,  ajus- 
tada á  la  razón  y  á  la  ley. 
México,  Febrero  diez  y  seis  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Policarpo  Pereda. 


OFICIO  DE  REMISIÓN  DE  LOS  AUTOS.— En  los  términos  indicados  al 
fin  del  capítulo  III. 


Digitizecl  by  VjOOQ  IC 


LEY  DK  ENJUICIAMIENTO  CIVIL  291 

RAZÓN.— En  diez  y  seis  de  Febrero,  cumpliéndose  con  lo  mandado,  se  remi- 
í|;en  las  presentes  actuaciones  á  la  primera  Sala  del  Tribunal  Superior.  Conste. 

Serenado,  Oficial  Mayor. 


V. 

Acumulación  de  autos  seguidos  en  Juzgados  Menores 
y  de  Paz. 

Está  sujeta  á  la  misma  tramitación  que  la  acumulación  de  los  juicios  escritos, 
con  la  única  diferencia  de  que  todas  las  promociones  deben  ser  por  medio  de 
comparecencia,  y  de  que  la  decisión,  en  caso  de  conflicto,  corresponde  al  Juez 
de  primera  instancia  del  partido,  ó  al  que  esté  en  turno,  como  se  dijo  al  tratar 
'  de  competencias. 

EXCUSAS. 
I. 

Conforme  á  lo  preyenido  por  los  artículos  234  y  284  del  Código  de  Procedi- 
mientos ciriles,  todo  magistrado,  jues,  asesor,  ó  secretario,  en  quien  concurra 
alguna  de  las  causas  enumeradas  en  los  artículos  233  y  242,  ú  otra  análoga  y  de 
igual  ó  mayor  entidad  que  ellas  (art.  243),  ge  tendrá  por  forzosamente  impedi- 
<  do  y  sin  esperar  á  ser  recusado,  se  inhibirá  del  conocimiento  del  negocio  en  que 
ocurra  la  causa,  dictando  ó  proponiendo  ¡desde  luego,  sin  expresión  de  causa 
(art.  285)>  el  siguiente 

DECRETO  EXCUSÁNDOSE  DEL  CONOCIMIENTO  DE  ÜN  NEGOCIO 
— México,  Febrero  veinte  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

El  suscrito  juez  se  excusa  del  conocimiento  de  estos  autos.  En  consecuencia, 
remítanse  al  Juzgado  á  quion  corresponde  conforme  á  la  ley.  Lo  decretó  y  fir- 
m4  el  Señor  Juez.  Doy  fe. 

De  la  Rosa. 

Tapia,  Secretario. 

NOTIFICACIONES.— En  veintiuno  de  Febrero,  presente  en  el  Juzgado  Don 
Cirilo  Rentería,  le  notifiqué  el  anterior  decreto,  é  impuesto  de  su  contenido, 
-dijo:  que  lo  oye,  está  conforme  con  la  excusa,  y  firmó.  Doy  fé. 

Rentería,) 

Firma  del  actuario. 

En  la  misma  fecha,  presente  en  su  domicilio  Don  Pomposo  Ixquierdo,  le  no- 
tifiqué el  decreto  que  precede,  é  impuesto  de  su  contenido,  dijo:  que  lo  oye,  está 
conforme  con  la  excusa,  y  firmó.  Doy  fé. 

Izquierdo* 

Firma  del  actuario. 

RAZÓN. — En  veintidós  de  Febrero,  cumpliéndose  con  lo  mandado  y  en  vir- 
tud de  la  conformidad  de  los  interesados,  se  remiten  estos  autos  al  Juzgado  se- 
-gundo  de  lo  civil,  á  quien  corresponde  su  conocimiento,  conforme  á  la  ley. 
Conste. 

Alegría,  Oficial  Mayor. 


Los  interesados  tienen,  según  el  artículo  236  del  Código  de  Procedimientos, 
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«1  derecho  de  opoBerse  i  la  excusa.   La  ofioaioióii,  puede  formularse  en  escrito 
por  lepaiado,  6  en  el  aeto  mismo  de  la  notíficaeióa,  en  estos  términos: 

OPOSICIÓN  A  LA  EXCUSA.— En  reintiuno  de  Febrero,  presente  en  el 
Juzgado  Don  CSrilo  Bentería,  le  notifiqué  el  decreto  que  precede,  é  impuesto  de 
su  contenido,  dijo  que  lo  oye,  se  opone  i  la  excusa,  j  firmo.  Doy  fé. 

Rentería. 

Firma  del  actuario. 


DECRETO.— México,  Febrero  reintitres  de  mil  ochocientos  norenta  y  uno. 

Supuesta  la  inconformidad  del  demandado,  remítanse  los  autos  al  Tribunal 
Superior  para  la  califícacién  de  la  excusa.  Lo  decretó  y  firmó  el  Señor  Juez» 
Doy  fé. 

De  la  Rosa. 

Tapia,  Secretario. 

NOTIFICACIONES.— En  los  términos  de  costumbre. 


'  RAZÓN.— En  reinticuatro  de  Febrero,  en  cumplimiento  de  lo  mandado,  se 
remiten  estas  actuaciones  á  la  primera  Sala  del  Tribunal  Superior.  Conste. 

Alegría,  Oficial  Mayor. 


II. 

Calificación  de  las  excusas  de  los  jueces  de  primera  instancia. 

Recibido  en  la  primera  Sala  del  Tribunal  Superior,  el  oficio  del  juez  que  se 
excusa,  el  Presidente  pone  al  margen  el  siguiente 

ACUERDO.— A  la  tercera  Sala  en  tumo. 

Rúbrica  del  Presidente. 

Media  firma  del  Secretario. 

Llegados  los  autos  á  la  Sala  á  quien  se  hubieren  turnado,  dictará  el  siguiente 
DECRETO.— México,  Febrero  veinticinco  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 
Se  seSala  para  la  audiencia  de  ley  las  once  de  la  mafiana  del  día  veintisiete 
del  corriente. 

Medias  firmas  de  los  magistrados. 

Firma  entera  del  Secretario. 


NOTIFICACIONES.— En  veintiséis  de  Febrero,  notifiaué  el  decreto  que  an- 
tecede al  Sefior  Juez  primero  de  lo  civil,  quien  impuesto  ae  su  contenido,  dijo: 
que  lo  oye  y  firmó.  Doy  fé. 

Déla  Rosa. 

Firma  del  actuario. 


En  la  misma  fecha  quedaron  los  Se&ores  Iz<]iuierdo  y  Rentería  notificados  del 
deereto  que  precede,  é  impuestos  de  su  contenido,  dijeron:  que  lo  oyen  y  firma- 
ron. Doyfé. 

Rentaría. 

Izquierdo. 
Firma  del  actuario. 


AUDIENCIA.- B»  veintisitóede  Febrero  i  la  hora  seSalada  para  la  audSen- 
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€ia,  compareció  el  Sefior  Licenciado  Don  Juan  de  la  Rosa,  juez  primero  de^lo 
€ÍTÍ1  de  esta  capital,  y  habiendo  expnesto  los  motitoB  que  tuTO  para  excusarse 
del  conocimiento  del  juicio  de  desocupación  que  ante  élpromoyié  Don  Pompo- 
flo  Izquierdo  contra  I)on  Cirilo  Bentería,  la  Sala  los  deeT<ir/>  bastantes,  j  en 
<!onsecuencia,  dándolo  por  legalmente  inhibido,  mandó  que  con  testimonio  da 
esta  resolución,  Tuelran  los  autos  al  Juzgado  de  su  origen  paní  los  efectos  que 
en  derecho  corresponden,  y  se  archÍTe  el  toca;  con  lo  que  terminó  la  diligencia, 
que  firmaron  los  Sefiores  magistrados  que  forman  la  Sala  y  el  Sefior  Juez  pri- 
mero de  lo  cítíI. 

Firmas  de  los  magistrados  y  del  Juez. 

Firma  del  Secretario. 


Contra  la  resolución  que  recae  en  la  calificación  de  la  excusa,  no  cabe  recurso 
alguno  {Código  de  Procedimientos  citiles,  artículo  289). 


OFICIO  DE  DEVOLUCIÓN  DE  LOS  AÜTOS.-Con  testimonio  de  la  re- 
«olndén  pronunciada  por  esta  Sala  en  el  incidente  de  calificación  de  excusa, 
tengo  el  honor  de  derolTer  á  jíi,  para  los  efectos  que  en  derecho  corresponden, 
los  autos  deljuicio  de  desocupación  promovido  por  Don  Pomposo  Izquierdo  con- 
tra Don  Oirilo  Rentería. 

Libertad  y  Constitución.  México,  Febrero  reintiotho  de  mil  ochocientos  no- 
▼enta  y  uno. 

Firma  del  Secretario. 
AI  Juez  primero  de  lo  ciril. 

Presente. 


RAZÓN  EN  EL^TOCA,— En  el  mismo  día  se  deTolvieron  los  autos  al  Juz- 
^do  primero  de  lo  cítíI  con  testimonio  de  la  resolución.  Conste. 

Media  firma  del  Oficial  Mayor. 

Recibidos  los  autos  en  el  Juzgado  de  su  origen  se  proteerá: 

DECRETO.— MéxKO,  Febrero  yeintiocho  de  mil  ochocientos  norenta  y  uno. 

Agrógaese  á  los  autos  el  tettioibnio  de  la  resolución  de  la  tercera  Sala  del 
Tribunal  Superior,  y  remítansOí  como  está  mandado,  al  juzgado  2.®  de  lo  ciriL 
Lo  desretó  y  firmó  el  Sefior  Juez.  Doyfó. 

De  la  Rosa. 

Tapia,  Secretario. 


RAZÓN.— En  la  misma  fecha  se  cumplió  con  lo  mandado  y  se  remitieron  es« 
tos  antes  al  juzgado  segundo  de  lo  cítíI.  Conste. 

Media  firma  del  Oficial  Mayor. 


III. 

Calificación  de  las  excusas  de  los  Jueces  Menores  y  de  JPaz, 

La  calificación  de  las  excusas  de  los  Jaeces  Menores  y  de  Paz,  está  sujeta  á 
trámites  iguales  á  los  indicólos,  con  la  única  difiBreneta  de  que  dieha  oaufioa^ 
ciÓA  corresponde  al  i  oes  de  primera  instancia  del  pMtido»  6  m  qne  Má  en  tur- 
M%  si  hay  ranos,  y  díe  que  el  coj^odmi^ito  dd  AOgocio,  txmtándoi»  de  ioeoec  de 
MI,  pasa  alfluplente  inmediato,  (Código  de  ProoedimitntosciTiles,  arnonlo 270, 
moción  1.*  f  y  L^  de  Organicadón  oe  Tribunales  del  Distrito  Federal  y  Baja 
^Talifomia,  arts.  5.  <» ,  108  y  104,  fracción  1.  *  ). 
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RECUSACIONES. 

I. 
Recusaciones  sin  causa. 

£1  artículo  237  del  Códieo  de  Procedimientos  civiles  faculta  i  cada  parte  pa- 
ra recusar  sin  cauea  en  cada  negocio  á  un  juez  de  primera  instancia,  menor  6 
de  paz,  á  un  secretario  j  á  un  asesor,  pudiendo  proponerse  libremente  la  recu- 
sación en  cualquier  estado  del  pleito,  salvas  las  restricciones  establecidas  por 
los  artículos  246  á  249  y  253  del  mismo  Código.  Abolido,  núes,  por  el  Código  ac- 
tual el  requisito  de  la  protesta  que  exigía  el  artículo  141  de  la  ley  de  4  de  Mayo 
de  1857,  el  escrito  de  recusación  puede  formularse  en  los  siguientes  términos: 

ESCEITO  DE  KECUSACION  SIN  CAUSA.— Señor  Juez  pimero  de  lo  ciriJ; 

Cirilo  Kentería,  en  los  autos  del  juicio  que,  sobre  devolución  de  la  casa  nú- 
mero quince  de  la  calle  de  Jesús  María,  sigo  contra  Don  Pomposo  Izquierdo, 
ante  usted,  como  mejor  proceda,  respetuosamente  digo  que: 

Atento  el  estado  del  juicio,  estimo  conveniente  á  mis  intereses  hacer  uso  del 
derecho  que  me  concede  el  artículo  237  del  Código  de  Procedimientos  civiles,  y 
jecusar  como  recurso  á  usted.  Por  lo  tanto, 

A  usted,  Sefior  Juez,  suplico  que,  teniendo  por  presentado  este  escrito  en  tiem- 
po y  forma,  se  sirva  darse  por  recusado  y  mandar  que  pasen  los  autos  al  Juzga- 
do ¿  quien  corresponde  su  conocimiento,  conforme  á  la  1^« 

En  justicia  que  protesto  con  lo  necesario. 

México,  Febrero  veinte  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Cirilo  Bentería. 


EAZON.— Presentado  en  su  fecha  á  las  once  y  media  de  la  mafiana.  Conste. 

Alegría,  Oficial  Mayor. 


DECHETO.— México,  Febrero  veintiuno  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 
Siendo  la  anterior  la  primera  recusación  sin  causa  interpuesta  por  el  Sr.  Ren- 


tería, téngase  por  recusado  al  suscrito  Juez  y  pasen  los  autos  al  Juzgado 

fundo  de  lo  civil,  conforme  á  lo  prescrito  por  la  ley.  Lo  decretó  y  firmó  el  S 
uez.  Doyfé. 


el  Sefior 
De  la  Kosa. 


Tapia,  Secretario. 


NOTIFICACIONES.—En  los  términos  ordinarios, 


BAZON. — En  veinticuatio  de  Febrero  se  remiten  estos  autos  al^Juzgado  se- 
gundo de  lo  civil.  Conste. 

Alegría,  Oficial»  Mayor. 


En  lu^ar  de  la  admisión  inmediata  de  la  recusación,  puede  estimarse  conve* 
niente  oír  antes  á  la  parte  contraria  para  el  efecto  de  saber  si  en  el  mismo  nego' 
cío  ha  habido  ya  otra  recusación  de  igual  especie  (Código  de  Procedimientos - 
g  iviles,  artículo  260).  En  este  caso,  el  proveido  será  el  que  sigue: 

DECRETO. — México,  Febrero  veintiuno  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Hágase  saber  por  tres  días  á  la  parte  contraria  la  promoción  anterior  para  los 
electos  del  artículo  260  del  Código  de  Procedimientos  civiles.  Lo  decretó  y  fir- 
mó el  Sefior  Jues.  Doy  fé. 

De  la  Kosa. 

Tapia,  Secretario. 
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NOTIFICACIONES.— En  yeintidos  de  Febrero,  presente  en  el  Juzgado  el  Se- 
ñor Bentería,  le  notifiqué  el  anterior  decreto  é  impuesto  de  su  contenido,  dijo 
que  lo  oye  y  firmó.  Doy  fe. 

Eentería. 

Firma  del  actuario. 


En  seguida,  presente  también  en  el  Juzgado  el  Señor  Izquierdo,  le  hice  saber 
el  decreto  que  antecede,  é  impuesto  de  su  contenido,  dijo:  que  lo  eye  y  nada  tie- 
ne que  alegar  en  contra  de  la  recusación  interpuesta  por  la  parte  contraria,  y 
firmó.  Doyfé. 

Izquierdo. 

Firma  del  actuario. 

Después  de  la  contestación  de  la  parto  contraria,  manifestando  su  conformi- 
dad ó  inconformidad  con  el  recurso,  se  dictará  la  resolución  admitiendo  ó  negan- 
do la  recusación. 

En  caso  de  no  haber  oposición,  la  resolusión  será  como  la  que  ya  queda  indi- 
cada. En  caso  contrario,  podrá  ser  como  sigue: 

AUTO  DENEGATORIO  DE  LA  RECUSACIÓN,— México,  Febrero  veinti- 
cuatro de  mil  ochocientos  noyenta  y  uno. 

Yisto  el  anterior  escrito  en  que  Don  Cirilo  Rentería  recusa  sin  causa  al  sus- 
crito Juez,  y 

Resultando  que  hecha  saber  la  promoción  á  la  parte  contraria,  se  ha  opuesto 
á  ella,  manifestando  .que  ya  en  este  mismo  negocio,  el  Señor  Rentería  ha  recu- 
sado sin  causa  al  juez  que  antecedió  al  suscrito,  como  efectiyamente  aparece  á 
fojas  diez  del  cuaderno  principal;  y 

Considerando  que  los  jueces  tienen  el  deber  de  desechar  de  plano  toda  recusa- 
ción que  no  estuviere  hecha  en  tiempo  y  forma,  ó  que  no  proceda  conforme  á  la 
ley  (Código  de  Procedimientos  civiles,  artículo  258),  y  que  la  interpuesta  por  el 
Señor  Rentería  no  procede  evidentemente,  supuesto  que  cada  parte  sólo  puede 
recusar  sin  causa  á  un  juez  en  el  mismo  negocio  (Código  citado,  artículo  237). 

Por  estas  consideraciones  se  declara  que  es  de  desecharse  y  se  desecha  la  re* 
cusación  sin  causa  interpuesta  contra  el  juez  suscrito  por  Don  Cirilo  Rente- 
ría. Así  lo  proveyó  y  firmó  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 

De  la  Rosa, 
*  Antonio  Tapia,'  Secretario. 

NOTICACIONES.— En  los  términos  de  costumbre. 


Contra  la  resolución  en  que  se  admite  la  recusación  sin  causa,  no^cabe  recur- 
so alguno.  Contra  la  determinación  en  que  se  desecha,  procede  la  apelación  "^si 
por  razón  de  la  cuantía  del  negocio  fuere  admisible  el  recurso. 

II. 
Recusaciones  con  causa. 

Con  arreglo  al  artículo  250  del  Código  de  Procedimientos  civiles,  las  recusa- 
ciones con  causa  pueden  también  proponerse  en  cualquier  estado  del  juicio,  sal- 
yas  siempre  las  restricciones  establecidas  por  los  artículos  246  á  249  y  253  d^ 
mismo  Código. 

No  se  dará  curso,  sin  embargo,  á  niguna  recusación  si  al  interponerla  no  se 
exhibe  el  billete  de  depósito  judicial  por  el  mázimun  de  la  multa  que  la  ley  im- 
pone al  recusante  cuando  no  justifica  la  causa  de  la  recusación,  excepto  el  en 
caso  de  que  el  promovente  haya  sido  habilitado  por  pobre  (Código  de  Procedi- 
mientos civiles,  artículo  268). 

Tampoco  se  admitirá  ninguna  recusación  con  causa  después  de  que  haya  sido 
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declarada  inadmisible  ó  no  probada  la  segrunda  recusación  que  se  haya  inter- 

Sueste,  á  menos  que  hubiere  rariación  en  el  personal  del  Juzgado.  (Codillo  cita- 
o.  artíenlos  251  á  253). 

Teniéndose  presentes  estas  indicaciones,  la  recusación  con  causa  podrá  inter- 
ponerse de  esta  manera: 

fiSCKITO  DE  BEGUSAGION  CON  CAUSA.— Señor  Juez  primero  de  lo 
ciril. 

Cirilo  Rentería,  en  los  autos  del  juicio  que,  sobre  derolución  de  la  casa  núme- 
ro  quince  de  la  ciílle  de  Jesús  María,  sigo  contra  Don  Pomposo  Izquierdo,  anlt 
usted,  como  mejor  proceda,  respetuosamente  digo  ^ue: 

SI  artículo  242  del  Código  de  Procedimientos  ciyiles  establece  en  su  firaecióft 
9.  ^,  como  justa  causa  de  recusación  la  familiaridad  deljuez  con  alguno  délos 
litigantes,  f  como  esta  familiaridad  existe  entre  usted  y  Don  Pomposo  Izquierdo 
•ontrm  quien  litigo,  me  veo  en  la  penosa  necesidad  de  recusar  á  usted  por  la  cau- 
sa indicada.  En  consecuencia, 

A  usted,  suplico  que,  teniendo  per  hecha  esta  promoción  en  tiempo  hábil  y 
por  exhibido  el  billete  de  depósito  que  exhibo  por  ralor  de  cincuenta  pesos,  se  sir- 
ya  remitir  los  autos  al  Tribunal  Superior,  ante  quien  justificaré  la  causa  de  la 
recusación  interpuesta. 

Así  procede  en  justicia  que  protesto  con  lo'necesario. 

México,  Febrero  reinte  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Cirilo  Rentería. 


RAZÓN  de  la  presentaeión  del  escrito. 

Media  firma  del  Oficial  Mayor. 


DECRETO.— México,  Febrero  veintiuno  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Estando  interpuesta  la  recusación  en  tiempo  hábil,  téngase  por  presentado  el 
anterior  escrito  con  el  billete  de  depósito  que  se  acompa&a  y  remítanse  los  au- 
tos al  Tribunal  Superior  para  la  decisión  que  corresponda.  Lo  decretó  y  firmó 
el  Señor  Juez.  Doy  fé. 

De  la  Rosa. 

Tapia,  Secretario. 


NOTIFICACIONES.— En  los  términos  ordinarios. 


OFICIO  DE  REMISIÓN  DE  LOS  AUTOS.— A  consecuencia  de  la  lecusa- 
«ion  con  causa  interpuesta  por  Don  CSrilo  Rentería  en  el  juicio  que,  sobre  devo- 
lución de  la  casa  núinero  quince  de  la  calle  de  Jesús  María,  sigue  contra  Don 
Pomposo  Izquierdo,  tengo  el  honor  «le  remitir  á  usted  en  cuarenta  fojas  los  au- 
tos relativos,  á  fin  de  que  se  sirva  darles  el  curso  que  corresponde,  conforme  á 
lal^. 

Libertad  y  Constitución.  México,  Febrero  veintidós  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  uno. 

Juan  de  la  Rosa. 

Al  Secretario  de  acuerdos  del  Tribunal  Superior. 

Presente. 

ni~ 

Sustanciación  de  las  rtcusaciones  con  causa. 

Recibidos  les  autos  en  la  primera  Sala  del  Tribunal  Superior,  el  Presidente 
pondrá  al  margen  del  oficio  de  remisión  el  siguiente 
ACUERDO.— A  la  ouarU  Sala  en  turno. 

Rúbrica  del  Presidente. 

Media  fitma  del  Secretario. 
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Lles^ados  los  autos  á  la  Sala  en  turno,  se  dictará  el  siguiente 

'~  DECKETO. — México,  Febrero  reinticuatro  de  mil  ochocientos  norenta  y  uno. 
I '  Siendo  legal  y  susoeptible  de  probarse  la  causa  en  que  se  funda  la  recusación 
interpuesta,  recíbase  á  prueba  por  diez  días. 

Rúbrica  del  ministro  semanero. 

Firma  entera  del  Secretario. 


NOTIFICACIONES  en  los  términos  comunes. 


KAZON. — El  término  de  diez  días  comienza  en  tal  fecha  y  concluye  en  tal 
otra.  Conste. 

Media  fírma  del  Secretario. 


Promovidas  y  rendidas  las  pruebas  que  el  recusante  estimare  conducentes  á  su 
propósito,  él,  ó  la  parte  contraria,  si  en  uso  del  derecho  que  le  concede  el  ar- 
tículo 261  del  Código  de  Procedimientos  civiles  hubiere  pedido  ó  pidiere  que  se 
le  dé  audiencia,  podrá  presentar  el  siguiente 

ESCRITO  PARA  PEDIR  QUE  SE  PONGAN  LOS  AUTOS  A  LA  VISTA. 
— Señores  Magistrados  de  la  cuarta  Sala  del  Tribunal  Superior: 

Pomposo  Izquierdo,  en  el  toca  á  los  autos  de  la  recusación  con  causa  inter- 
puesta por  D.  Cirilo  Rentería  en  el  Juicio  que  sieue  contra  mí  sobre  devolución 
¿e  la  casa  número  quince  de  la  calle  de  Jesús  María,  ante  Ustedes,  como  mejor 
proceda,  resj^etuosamente  digo  que: 

En  ejercicio  del  derecho  que  me  concede  el  artículo  261  del  Código  de  Proce- 
dimientos civiles,  juego  conveniente  que  se  me  dé  audiencia  en  la  sustanciación 
46  la  recusación.  Por  lo  tanto, 

A  Ustedes,  Señores  Magistrados,  suplico  se  sirvan  tenerme  como  parte  y  man- 
dar se  pongan  los  autos  á  la  vista  por  haber  (concluido  el  término  de  prueba  y 
por  ser  así  de  justicia  que  protesto  con  lo  necesario, 

México,  Marzo  nueve  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Pomposo  Izquierdo. 


RAZÓN  de  la  presentación  del  escrito. 

Media  fírma  del  Oficial  Mayor. 


DECRETO.— México,  Marzo  diez  de  mil  ochocientos  noventa  y  une. 

Con  fundamento  de  los  artículos  261  y  273  del  Código  de  Procedimientos  ci- 
viles, téngase  como  parte  al  promovente,  pónganse  les  autos  á  la  vista  de  las 
partes  por  tres  días  en  la  Secretaría,  y  pasado  que  sea  ese  término,  dése  cuenta. 

Rúbrica  del  Ministro  semanero. 

Firma  entera  del  Secretario. 


NOTIFICACIONES  en  los  términos  de  estilo. 


DECRETO. — México,  Marzo  quince  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 
Se  señala  para  la  vista  las  diez  y  media  .de  la  mañana  del  día  veinte. 

Rúbrica  á0\  Ministro  semanero. 

Firma  entera  del  Secretario. 


NOTIFICACIONES  en  U  forma  ordinaria. 


VISTA.— Hoy  se  hizo  relación  de  esta  recusación,  informó  por  el  Señor  Ren- 
tería el  Licenciado  Don  Plácido  Peralta  y  no  habiendo  quien  informara  por  el 
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Señor  Izauierdo,  el  Presidente  declaró  los  autos  yistos. — México,  Marzo  yeinte 
de  mil  ocDocientos  noyenta  y  uao. 

Firma  del  Secretario. 


PUNTO.— En  esta  fecha,  con  acuerdo*de  la  Sala,  dio  el  Señor  Presidente  á 
la  Secretaría  el  punto  siguiente: 

Por  las  consiaeraciones  y  fundamentos  que  se  expresarán  en  la  sentencia, 
se  falla: 

Primero:  Se  desecha  la  recusación  con  causa  interpuesta  por  Don  Cirilo 
Bentería  contra  el  Señor  Juez  primero  de  lo  civil,  Licenciado  Juan  de  la  Kosa, 

Segundo:  Se  impone  al  recusante  la  multa  de  yeinticinco  pesos,  que  se  pon- 
drá aT disposición  ae  la  Administración  de  Rentas  Municipales,  deyolviéndose  el 
exceso  del  importe  del  depósito  al  Señor  Eentería. 

Tercero:  Se  condena  al  recusante  en  las  costas  del  recurso. 

Cuarto:  Con  testimonio  de  esta  resolución  devuélvanse  los  autos  al  Juzgado 
de  su  origen  para  los  efectos  legales,  y  archívese  el  toca. 

México,  Marzo  veinte  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Conforme. 

Media  firma  del  Presidente. 

Firma  del  Secretario, 


SENTENCIA.— México,  Marzo  veinte  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Vista  la  recusación  con  causa  interpuesta  por  Don  Cirilo  Rentería  contra  el 
Señor  Juez  primero  de  lo  civil  en  los  autos  del  juicio  ordinario  que  sobre  devolu- 
ción de  la  casa  número  quince  de  la  calle  de  Jesús  María,  sigue  el  mismo  Señor 
Sentería  contra  Don  Pomposo  Izquierdo. 

Resultando  primero:  oue  Don  Cirilo  Rentería  recusó  con  causa  al  Señor  Juez 
primero  de  lo  civil,  fundando  la  recusación  en  la  causa  que  señala  el  artículo 
242  del  Código  de  Procedimientos  civiles  en  su  fracción  9  * . 

Resultando  segundo:  que,  recibidos  los  autos  en  esta  Sala,  se  declaró  legal  la 
causa,  mandándose  recibir  la  recusación  á  prueba,  y  dentro  del  término  proba- 
torio el  recusante  artículo  posiciones  al  juez  y  al  demandado,  las  cuales  no  die- 
ron resultado  á  su  intento. 

Considerando  primero:  que  no  habiéndose  probado  la  causa  de  la  recusación, 
debe  desecharse  la  que  interpuso  Don  Cirilo  Rentería,  é  imponerse  á  éste  la 
multa  gue  previene  el  artículo  276  del  Código  de  Precedimientos  civiles. 

Considerando  segundo:  que^  habiendo  habido,  á  juicio  de  la  Sala,  temeridad 
por  narte  del  recusante  en  la  interposición  de  la  recusación,  debe  ser  condenado 
también  en  las  costas  del  recurso,  conforme  al  artículo  143  del  Código  citado. 

Por  los  fundamentos  expuestos  se  falla: 

Primero.  Se  desecha  la  recusación  con  causa  interpuesta  por  Don  Cirilo  Ren- 
tería contra  el  Señor  Juez  primero  de  lo  civil,  Licenciado  Don  Juan  de  la  Rosa. 

Segundo.  Se  impone  al  recusante  la  multa  de  veinticinco  pesos,  que  se  pondrá 
á  disposición  de  la  Administración  de  Rentas  Municipales,  devolviéndose  el  ex- 
ceso del  importe  del  depósito  al  Señor  Bentería. 

Tercero.  Se  condena  al  recusante  en  las  costas  del  recurso. 

Cuarto.  Con  testimonio  de  esta  resolución  devuélvanse  los  autos  al  Juzgado 
de  su  origen  para  los  efectos  legales,  archivándose  el  toca. 

Así  por  unanimidad  lo  proveyeron  los  Magistrados  que  forman  la  cuarta  Sa- 
la del  Tribunal  Superior  de  Justicia  del  Distrito  Federal,  y  firmaron. 

Firmas  de  los  magistrados  y  del  Secretario. 


NOTIFICACIONES  en  los  términos  de  estilo. 


RAZON.—Bn  veintis^s  de  Marzo,  en  cumplimiento  del  fallo  que  precede,  se 
entregó  el  billete  de  depósito  de  cincuenta  pesos,  marcado  con  el  número  1,562 
y  expedido  en  diez  y  ocho  de  Febrero  próximo  pasado,  al  Ejecutor  de  este  Tri- 
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bnnal,  Eligió  Méndez,  para  que  proceda  á  recoger  su  importe  y  hacer  la  distri- 
bución  correspondiente,  y  firmó  por  su  recibo.  Conste. 

Eligió  Méndez. 

Media  firma  del  Secretario. 


RAZÓN.— En  veintisiete  del  mismo  Marzo  se  libró  oficio  á  la  Administra- 
dón  de  Kentas  Municipales,  y  se  le  remitió  con  el  Ejecutor  la  multa  de  yeinti- 
cinco  pesos  como  está  mandaao*  Conste. 

Media  firma  del  Secretario. 


BAZON. — En  la  misma  fecha  se  entregó  el  exceso  de  yeinticinco  pesos  &  Don 
Cirilo  Rentería,  quien  firmó  por  su  recibo. 

Rentería. 

Media  firma  del  Secretario, 


RAZÓN. — En  yeintiocho  del  propio  Marzo  se  recibió  de  la  Administración 
de  rentas  municipales  el  recibo  que  se  agrega  y  en  que  consta  el  entero  de  1» 
multa  de  yeinticinco  pesos  que  se  le  remitió.  Conste. 

Media  firma  del  Secretario. 


RAZÓN.— En  la  misma  fecha  se  deyolyieron  los  autos  al  Juzgado  primero  de 
lo  ciyil.  Conste. 

Media  firma  del  Secretario. 

OFICIO  DE  DEVOLUCIÓN  DE  LOS  AUTOS.— Con  testimonio  de  la  reso- 
lución pronunciada  por  esta  Sala  en  la  recusación  con  causa  interpuesta  per 
Den  Cirilo  Rentería,  tengo  el  honor  de  deyolyer  á  usted  para  los  efectos  lega- 
les los  autos  del  juicio  que  el  mismo  Señor  Rentería  sigue  contra  Don  Pomposo 
Izquierdo. 

Libertad  y  Constitución.  México,  Marzo  yeintiocho  de  mil  ochocientos  no- 
Tenta  y  uno. 

Firma  del  Secretario. 

Al  Juez  primero  de  lo  ciyil. 

Presente. 


De  los  fallos  que  recaen  en  las  recusaciones  con  causa  no  se  admite  más  re- 
eurso  que  el  de  responsabilidad  (Código  de  Procedimientos  ciyiles,  art.  263), 


IV. 

Recusaciones  con  causa  de  los  jueces  menores  y  de  paz. 

La  Bustanciación  de  esta  especie  de  recusaciones  no  difiere  de  la  que  hemos 
bosquejado,  sino  en  que  las  promociones  se  hacen  por  medio  de  comparecencia  ^r 
conoce  de  ellas  el  juez  de  primera  instancia  del  partido  ó  el  que  esté  en  turno  ti 
liay  yarios  (Código  de  Procedimientos  ciyiles,  artículo  270,  fracción  1.  ^), 


KOTAS. 

1*  Destinada  la  presente  obra  á  circular  no  sólo  en  el  Distri- 
to Federal  sino  en  toda  la  Sepública,  al  indicar  la  tramitación 
de  los  juicios,  hemos  suprimido  las  razones  que  se  ponen  en  los 
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juicios  seguidos  en  la  capital,  relativas  á  la  publicación  en  ^^El 
boletín  Judicial ^^^  por  no  existir  tal  Boletín  en  los  Estados. 

2^  Siendo  completamente  imposible  el  poder  abarcar  en  estos 
formularios,  á  pesar  de  la  grande  extensión  que  les  hemos  dado^ 
todos  los  casos  que  en  la  práctica  pueden  presentarse,  recordare- 
mos á  los  señores  suscritores  de  la  guia  práctica  db  dbrbcho  la 
facultad  que  tienen  para  consultar  á  dicho  periódico  las  dudas 
que  se  les  ocurrieren  en  los  casos  no  previstos  y  que  desearen  la 
opinión  de  éste,  pues  pueden  hacer  sus  respectivas  preguntas,  que 
se  les  contestarán  sin  estipendio  alguno. 

3*^  En  las  tablas  de  concordancias  que  siguen  se  ha  puesto  la 
«olumna  correspondiente  al  ^^Codigv  de  Comercio^^  de  1884  á 
pesar  de  no  concordar  ninguno  de  sus  artículos  con  los  de  la  lby 
comentados  en  este  tomo,  pero  en  el  curso  de  la  obra  si  se  encuen- 
tran algunos  en  semejante  caso,  aunque  muy  pocos. 

4*  No  hemos  creído  necesario  tomarnos  el  trabajo  de  concor- 
dar,«en  las  referidas  tablas,  los  artículos  de  la  Ley  Española  de 
1881  con  los  de  la  de  1855,  cuando  no  tienen  aquellos  concordan- 
cias coii  nuestra  legislación  nacional,  puesto  que  de  lo  que  se 
trata  principalmente  es  de  indicar  fuentes  en  en  donde  puede  ésta 
estudiarse. 

5?  £1  tomo  segundo  de  esta  obra  verá  la  luz  pública  en  el 
mes  de  Agosto  de  este  afío  (1891).  El  Primeb  Suplehto  al  Có- 
digo de  Comercio  Comparado  de  Lozano,  con  la  Exposición  de 
motivos,  últimas  aclaraciones  á  la  Ley  del  Timbre  etc.,  se  re- 
partirá á  los  suscritores  y  pondrá  también  á  la  venta  el  próximo 
mes  de  Abril  dt  este  mismo  año. 
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CONCORDANCIAS 

De  los  Códigos  mexicanos  del  Distrito  Federaly 
otras  leyes  importantísimas,  con  los  artículos  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  Española  de  1881 
comentados  en  este  tomo  primero. 


Ley  de  Enjaieiamiento 

Civil  Espa&ola 

de  1881. 

Código  mexicano  de 

Procedimientos  Civi  les 

de  1872. 

Códififo  mexicano  de 

Procedimientos  Civiles 

de  1880. 

Código  mexicano  de 

Procedimientos  Civiles 

d0l884. 

Código 

de  Comercio  mexicano 

de  1884, 

Código 

de  Comercio  mexicano 

de  1890. 

Código  Civil  mexicano 

de 

1870. 

Código  Civil  mexicano 
de 

1884. 

Civil  Española 
de  1855. 

í 

1 

1 

220 

{81  y  82 

í  83,  93 

ÍR'y95 

96y97 

98 

204 
63y64 
65,75 

y  77 
78  y  79 

80  y  144 

150 
36y37 
38,43, 
45  y  47 

1090 

1 

12 
i3,18 
y  225 

2 

3y4 

5 

1059 
y  1061 



2388 

y  2389 

6 

48y99 

16 

7 

2410 

8 

891 

833 

949 

9 

2501 
á2532 

2397 
á  2405 

1 

10 

83  y  84 

65  y  66 

1090 

y  1091 

833 

190 

á  193 

379 

y380 

372 

378 

367 

y  373 

38 

1108 

y  1109 

949 

141 

302 

y  303 

295 

301 

290 

y  291 

292 

y296 

13 

11 

1083 

12 

691 

206 

á  209 

13 

1081 

Art.  17 

14 

181 
y  198 

déla 
Const. 

15ál9 

423 
428 
421 

422 
y  425 

Mex.de 
1857. 

20 

197 
187 

187, 189 

190 

y  194 

21y22 

23á26 

27 

28y29 

421 

428 

á426 

367 

370  á 

374,376 

y  377 

380 

290 
293  i 

297,299 

y3O0 

303 



187 

187, 194 

y  195 

198 

30 

31 

32 

33y34 

381 
378 
38C 

304 
301 
303 

35 

428 

197 
198 

36 

37á39 

'i 

40á60 

379 

302 

181 
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TITULO  SEXTO. 
DE  LAS  ACTUACIONES  Y  TÉRMINOS  JUDICIALES. 


Después  de  haber  ordenado  en  los  títulos  anteriores  todo  lo  que  se  refiere  á 
'las  personas  de  los  litigantes  y  de  los  jueces,  siguiendo  el  orden  natural  de  las 

-;ideas  se  trata  en  el  presente  *  de  las  actuaciones  y  términos  judiciaJ es,"  y  de 
cuanto  se  relaciona  con  esta  materia,  dividiéndolo  en  las  seis  secciones  quo 

.  contiene,  para  facilitar  su  consulta.  En  ellas  se  comprenden  disposiciones,  que 
estaban  diseminadas  en  la  antigua  ley  de  1855  y  en  la  orfi^ánica  del  Poder  ju- 
dicial de  1870,  completándolas  con  otras  quo  estaban  olridad as,  6  que  la  expe- 
riencia aconsejaba  como  convenientes  y  ¿un  necesarias  para  corregir  abusos» 
uniformar  la  práctica,  y  realizar  el  pensamiento  expresado  en  las  bases  I.**  y 
19  de  las  aprobadas  por  la  ley  de  21  de  Junio  de  1880. 

Con  esta  indicación  pasaremos  á  examinar  las  disposiciones  que  contiene 
cada  una  de  dichas  secciones,  sin  olvidar  que  son  aplicables,  no  s^o  á  la  juris» 

.dicción  contenciosa,  sino  también  á  la  voluntaria,  aunque  con  la  excepción, 

¿respecto  de  esta,  que  notaremos  en  la  sección  2.  * 


SECCIÓN  PRIMERA. 

DE  LAS  ACTUACIONES   JUDICIALES  BH  GENERAL. 

Las  palabras   "actuación,   diligencia  y  trámite,"  y  especialmente  las  dos 

Srimeras,^  suelen  confundirse  en  el  lenguaje  forense,  no  obstante  que  cada  una 
e  ellas  tiene  su  significación  propia  jr  sirve  para  expresar  un  acto  ó  cosa  di- 
ferente dentro  de  los  procedimientos  judiciales* 

Por  "actuación"  se  entiende  todaprovidencia,  notificación,  diligencia  6  ac- 
4o  de  cualquiera  especie  que  se  consigna  en  un  procedimiento  judicial  con  au- 
torización de  escribano,  ó  del  funcionario  á  quien  la  lev  confiere  esta  facultad; 
y  de  aquí  el  que  se  dé  el  nombre  de  "actuaciones"  al  conjunto  de  todas  las 
partes  que  constituyen  un  procedimiento  judicial.  Según  esta  definición,  con- 
^.creta  á  su  etimología,  la  actuación  judicial  abraza  toda  gestión  hecha  en  un 
procedimiento  con  referencia -á  las  personas  qvte  intervienen  en  el  juicio;  al 
paso  Que  la  "diligencia"  denota  un  acto  que  tiene  por  objeto  la  ejecución  v 
.cumplimiento  de  un  mandato  judicial,  referonte  á  la  cosa  misma;  y  "trámite  * 
significa  el  orden  sucesivo  de  las  actuaciones  y  diligencias  que  deben  practi- 
.carse  en  la  sustanciación  de  los  juicios  y  de  todo  expediente. 

Es  evidente,  pues,  y  estas  definiciones  así  lo  demuestran,  que  las  diligencias 
son  actuaciones;  pero  no  todas  las  actuaciones  son  diligencias,  puesto  que 
.también  son  actuaciones  judiciales  las  providencias,  notificaciones,  declara-* 
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clones  y  cuanto  se  consigna  en  los  autos  y  forma  el  conjunto  de  las  partes  á& 
que  éstos  se  componen,  inclusos  los  escritos  de  los  litigantes  después  de  pre- 
sentados Y  unidos  á  los  autos.  La  ley  ha  aceptado  esa  denominación  genérica 
para  sie^nificar  que  las  reglas  que  establece  para  las  actuaciones  judiciales  en 
general,  como  por  ejemplo,  que  han  de  escribirse  en  papel  sellado  y  han  de 
practicarse  en  días  y  horas  hábiles,  son  aplicables  &  todo  lo  que  forma  el  con- 
junto de  los  autos,  o  del  expediente,  sin  perjuicio  de  las  especiales  que  dicta 
para  los  escritos,  proyidencias,  notificaciones,  etc. 

Conviene  tenerlo  presente  para  la  recta  aplicación  de  loa  artículos  que  va- 
mes  á  examinar,  como  también  que,  según  doclaración  hecha  por  el  Tribunal 
Supremo  en  sentencias  de  16  de  Noviembre  de  1860  y  12  de  Diciembre  de  1861, 
'Ua  mera  presentación  de  un  escrito  no  puede  calificarse  ni  ser  tenida  como 
actuación  judicial  para  los  efectos  que  determinan  los  artículos  8, 10  y  11  déla 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,"  hoy  256,  258  y  259  de  la  nueva. 


Artículo  248. 

Todas  las  actuaciones  judiciales  deberán  escribirse  en  el  papel 
sellado  que  prevengan  las  leyes  y  reglamentos,  baju  las  penas' 
que  en  ellos  se  determinen. 

Las  providencias  que  deban  dictarse  de  oficio  en  los  casos  or> 
denados  por  esta  ley,  y  las  diligencias  para  su  cumplimiei^to,  se 
extenderán  en  papel  del  sello  de  oficio,  sin  perjuicio  de  su  rein- 
tegro, cuando  y  como  proceda. 

Está  copiado  del  artículo  7.^  de  la  ley  antigua,  con  la  adición  del  último 
concepto  del  párrafo  1.®  y  todo  el  2.*^  , 

Aunque  el  uso  del  papel  sellado  contribuye  á  dar  mayor  autenticidad  y  ga- 
rantía á  las  actuaciones  judiciales,  la  eficacia  y  valor  de  éstas  depende  de  que 
se  hallen  autorizadas  por  el  funcionario  público  correspondiente.  Serán  vá- 
lidas siempre  que  tengan  esta  autorización,  y  conste  su  autencidad,  cualquiera 
3ue  sea  la  clase  de  papel  en  que  se  hallen  extendidas,  lo  cual  podrá  depender 
e  una  equivocación  material.  Por  esto  la  ley  declara  nulas  las  actuaciones 
judiciales  que  no  se  hallen  autorizadas  por  el  funcionario  á  quien  corresponda 
dar  fó  ó  certificar  del  acto,  y  no  hace  la  misma  declaración  respecto  de  las  que 
no  se  escriban  en  el  papel  sellado  correspondiente, 

Pero  el  papel  sellado  constituye  una  renta  del  Estado  ó  impuesto  para  la 
Hacienda  pública,  tan  gravoso  hoy  que  se  hace  insojportable.  Su  uso  está  su- 
bordinado, por  tanto,  á  lo  que  determinan  las  leyes  nscales,  las  cuales  estable- 
cen á  la  vez  las  penas  de  sus  infracciones.  Por  esto  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  tenía  que  limitarse  á  ordenar  lo  que  se  previene  en  el  primer  párrafo  del 
artículo  que  estamos  comentando,  esto  es,  que  todas  las  actuaciones  judiciales 
deberán  escribirse  en  el  papel  sellado  que  prevengan  las  leyes  y  reglamentos 
.especiales  de  la  materia,  "oajo  las  penas  que  en  ellos  se  determinen."  Estas 
palabras  son  las  que  se  han  adicionado  para  que  no  haya  duda  en  que  las  fal- 
tas que  se  cometan  en  el  uso  del  papel  sellado,  sólo  están  sujetas  á  dichas  pe- 
nas, y  no  á  la  nulidad  de  las  actuaciones. 

El  segundo  párrafo,  también  adicionado,  responde  á  la  necesidad  de  dar 
cumplimiento  á  algunas  disposiciones  establecidas  en  la  nueva  ley  por  razones 
de  orden  público  y  de  economía  judicial.  En  las  cuestiones  dé  competencia, 
por  ejemplo,  manda  la  ley  que  se  sustancien  y  determinen  en  el  tribunal  diri- 
mente aunque  no  comparezcan  las  partes.^  También  manda  ^ue  so  dicten  de 
oficio  las  providencias  declarando  la  caducidad  de  una  instancia  (art.  413),  de- 
sierto el  recurso  de  apelación  (art.  840)  y  otras.  En  todos  estos  casos,  como  na 
^an  comparecido  las  partes,  no^  hay  quien  facilite  el  papel  sellado  necesario: 
no  sería  justo  obligar  al  actuario  á  que  lo  supla,  y  por  esto,  para  facilitar  el 
despacho  se  manda  que  todas  esas  actuaciones  se  extiendan  en  papel  del  sello 
de  oficio,  sin  perjuicio  de  su  reintegro  cuando  y  como  proceda.  Be  esto  modo- 
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«e  concilian  los  intereses  de  la  Hacienda  con  loa  de  la  pronta  administración 
de  justicia. 

Éil  uso  delpapel  sellado  ^e  rige  hoy  por  la  ley  provisional  "de  1»  renta  del 
Timbre  del  Estado,"  que  fué  sancionada  en  31  de  Diciembre  de  1881,  y  publi* 
<;ada  en  la  "Gaceta"  del  día  siguiente.  Por  su  art.  199  quedó  derogada  expre- 
samente toda  la  legislación  anterior  sobre  la  renta  del  papel  sellado  y  timbre 
de  guerra,  de  suerte  que  en  el  día  es  preciso  atencise  á  dicha  ley  y  á  las  acla- 
raciones hechas  posteriormente,  algunas  de  las  cuales  se  relacionan  con  la 
presente  ley  de  Enjuiciamiento.  Según  ésta,  las  papeletas  de  demanda  para 
actos  de  conciliación,  juicios  verbales  y  de  deshaucio,  debían  extendei^se  en 
papel  común;  pero  conforme  á  aquella  deben  serlo  en  papel  sellado,  y  como 
además  de  ser  ley  especial  es  posterior  á  esta,  no  hay  más  remedio  que  obser- 
varla y  sufrir  ese  gravamen  y  los  demás  que  impone  con  el  objeto  de  aumen- 
tar esa  renta. 

Como  al  entablar  cualquier  asunto  judicial,  y  aun  durante  su  curso,  será  ne- 
cesario consultar  dicha  ley  del  Timbre  para  determinar  el  papel  sellado  que 
deberá  usarse  y  salvar  la  responsabilidad  nenal  que  en  ella  se  establece,  cree- 
mos conveniente  insertar  á  continuación  los  artículos  de  la  misma  que  tienen 
relación  con  los  procedimientos  judiciales.  (1) 

Con  la  misma  fecha  do  31  de  Diciembre  de  1881  se  aprobó  y  publicó  el  regla- 
mento para  llevar  á  efecto  la  ley  anterior  á  que  se  refiere  el  artículo  195.  De 
sus  disposiciones  afectan  al  procedimiento  la  del  art.  86,  según  el  cual,  el  mi- 
nisterio fiscal  representará  á  la  Hacienda  como  parte  interesada  en  los  inci- 
dentes de  pobreza,  conforme  al  art.  30  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  la 
del  art.  112  que  prohibe  habilitar  el  papel  común  ó  el  de  un  timbre  por  otro, 
salvo  en  casos  de  urgente  necesidad,  perfectamente  probada,  y  sin  perjuicio 
del  reintegro;  pero  dando  cuenta  inmediatamente  á  la  Direccién  general  de 
Bentas  Estancadas.  También  impone  á  los  jueces  y  tribunales  la  obligación  de 
pasar  mensualmente  á  la  autoridad  administrativa  de  la  provincia  certificación 
de  las  multas  que  hubiesen  impuesto,  sin  perjuicio  de  exigirlas  bajo  su  res- 
ponsabilidad, y  cada  semestre  un  testimonio  que  acredite  los  procesos  en  que 
iiubiese  reintegro  del  sobreprecio  del  papel  do  oficio,  y  de  haberlo  hecho  efec- 
tivo, ó  negativo  en  su  caso. 

Articulo  249. 

Las  actuaciones  judiciales  deberán  ser  autorizadas,  bajo  pena 
de  nulidad,  por  el  funcionario  público  á  quien  corresponda  dar 
Sé  ó  oertiñcar  del  acto. 

En  los  artículos  481  y  482  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  de  1870  ^ 
determinaron  las  obligaciones  que  en  el  ejercicio  de  su  cargo  deben  cumplir 
los  secretarios  do  todos  los  juzgaidos  y  tribunales,  reproduciendo  lo  que  estaba 
prevenido  en  el  reglamento  del  Tribunal  Supremo,  ordenanzas  de  las  Audien- 
^cias,  reglamento  de  los  juzgados  de  primera  instancia  y  en  otras  disposicio- 
nes. De  agüellas  obligaciones  se  han  refundido  en  la  presente  ley,  con  alguna 
modificación,  las  que  se  relacionan  con  el  procedimiento,  como  puede  verse  en 
el  artículo  actual  y  en  los  cuatro  que  siguen,  en  los  315,  316,  318, 319,  320, 334, 
365,  422  y  en  otros,  reservando  para  las  ordenanzas  ó  reglamentos  la»  que  son 
meramente  reglamentarias. 

Pertenecen  á  esta  última  clase,  y  debesLCumplirse  también  respectivamente 
por  los  secretarios,  escribanos  y  rehitores  en  su  caso,  porque  sobre  este  punto 
^o  han  sido  derogudos  ni  modmcados  dichos  dos  artículos  de  la  ley  orgánica, 
^  obligaciones  sigpuientes:  *'Gnardar  secreto  en  todas  las  materias  y  casos  de 
«u  cargo,  que  lo  exigieren.' — "Custodiar  y  conservar  asiduamente  los  proce- 

(1)  *^La  Ley  del  Timbre"  que  rige  en  la  Kepública  Hexicana  wti  inserta 
-en  el  CODIUO  Dfi  COMERCIO  COMPABADÓ  DE  LOZANO  que  ya  repar- 
imos  á  nuestros  suscritorea  (N,  del  D.  de  la  "Guía**), 
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B  OS  y  los  documentos  que  estuTÍeren  á  su  cargo." — **No  dar  copias  certificadas 
6  testimonios,  sino  en  virtud  de  proTÍdencia  del  juzgado  ó  tribunal." — "Lle- 
var siempre  al  corriente  los  libros  que  prevengan  las  leyes  y  disposiciones  re-- 
glamentarias." — *'Ser  imparciales  con  todos  los  que  tengan  negocios  pendien- 
tes en  sus  secretarías." — "Y  cumplir  las  demás  oSligaciones  que  les  impongan 
las  leyes  y  disposiciones  ree^lamentarias." 

Concretándonos  al  artículo,  objeto  de  este  comentario,  haremos  notar  que 
además  de  prevenirse,  de  acuerdo  con  la  práctica  antigua,  (|ue  todas  las  actua- 
ciones judiciales  sean  autorizadas  por  el  funcionario  público,  á  quien  corres- 
ponda dar  fé  6  certificar  del  acto,  establece  la  pena  do  nulidad  para  las  que 
carezcan  de  este  requisito.  Por  consiguiente,  no  basta  para  la  validez  del  acto 
judicial  que  el  juez  autorice  con  su  firma  la  providencia  que  dicte  6  la  diligen- 
cia en  que  intervenga,  ni  quo  esté  firmado  por  la  partea  quien  interésele» 
indispensable  además  la  intervención  del  secretario  ó  actuario,  6  del  funcio- 
nario público  á  quien  corresponda  por  la  ley  certificar  ó  dar  fó  de  aquel  acto, 
autorizándolo  también  con  su  firma.  La  actuación  que  carezca  de  esta  solem- 
nidad es  nula  de  derecho,  debiendo  subsanarse  la  falta  luego  que  se  advierta, 
y  si  no  fuese  subsanable,  será  necesario  reponer  las  actuaciones  al  estado  que 
tenían  cuando  se  cometió  la  falta,  siempre  que  lo  pida  alguna  de  las  partes, 
cuya  reclamación  habrá  de  sustanciarse  y  decidirse  cerno  incidente  de  previo 
pronunciamiento  (art.  745). 

El  actuario  ó  ñmcionario  público,^  que  dé  lugar  á  la  nulidad  de  las  actuacío* 
nes  judiciales  por  no  haberlas  autorizado  con  su  firma,  debe  ser  corregido  dls- 
ciplinariamente  en  todo  caso  por  esa  omisión,  conforme  á  lo  prevenido  en  el 
art.  445,  Será  además  responsable  de  cuantos  jjerjuicios  y  gastos  se  hayan  oca- 
sionado por  su  culpa  á  los  interesados  en  el  juicio,  como  se  líreviene  expresa- 
mente en  el  art.  280  con  relación  á  las  notificaciones,  citaciones  y  emplaza- 
mientos, y  en  el  301  respecto  de  las  actuaciones  que  no  se  practiquen  dentro  del 
término  fijado  por  la  ley,  y  además  por  el  principio  ó  regla  de  derecho  de  c[ue 
n  á  un  daño,  está  obligado  a  pecharlo.  Aunque  la  responsabili- 


quien  da  ocasi  ,  „^  ^  _         ^ 

dad  se  limite  á  las  costas  de  las  actuaciones  nulas,  no  podra  imponerse  de  pla- 
no ni  como  corrección  disciplinaria,  porque  no  lo^  autoriza  la  ley,  en  conside- 
ración sin  duda  á  que  podrán  haber^  concurrido  circunstancias  (jue  eximan  á» 
responsabilidad  al  auxiliar  que  hubiere  Cometido  la  ñilta,  y  es  justo  que  se  le 
oiga.  A  este  fin,  deberán  sustanciarse  y  decidirse  tales  reclamaciones  por  loe 
tramites  establecidos  para  los  incidentes,  como  comprendidas  en  los  artículos 
742  y  746,  debiendo  abstenerse  de  actuar  en  tal  incidente  el  auxiliar  demanda- 
do, conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  190,  por  concurrir  en  él  la  causa  8.  ^  de 
recusación  de  las  determinadas  en  el  189. 
^  Cuando  se  promueva  incidente  para  que  se  declare  la  nulidad  de  las  aetuí^ 
clones  y  su  reposición  al  estado  en  que  se  cometió  la  falta,  no  vemos  incon* 
veniente  en  que  se  pida  á  la  vez,  que  se  condene  al  actuario  en  las  costas  de  lo 
que  se  anule  y  perjuicios  ocasionados.  En  tal  caso  el  auxiliar  responsable  de- 
berá ser  oído  en  este  incidente,  absteniéndose  de  actuaar  en  él,  como  hemos 
dicho  anteriormente.  Téngase  presente  que  para  que  pueda  recaer  la  condena 
de  perjuicios,  es  necesario  justificar  que^  realmente  los  ha  sufrido  la  parte  que 
los  reclama  y  su  cuantía^  según  repetidas  declaraciones  del  Tribunal  Suprq^ 
mo  en  casos  análogos. 


Artieulo  250. 

Los  secretarios  j  escribanos  de  actuaciones  pondrán  nota  dét 
dia  j  hora  en  que  les  fueren  presentado^  los  escritos,  sólo  en  el 
caso  de  que  para  verifícarlo  haya  un  término  perentorio. 

Siempre  que  la  parte  lo  reclame,  le  darán  recibo  á  costa  de  la 
jtnisma  j  en  papel  común  de  cualquier  escrito  6  documento  que* 
les  fuere  entregado^  expre^ndo  el  día  y  hora  de  su  presentación. 
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Este  artículo  tiene  por  objeto  garantizar  los  derechos  de  los  litigantes,  obli- 
gando al  actuario  á  que  ponga  "nota"  (y  no  "dilip^encia,"  como  suele  hacerse 
Sor  abuso),  del  día  y  horatn  que  le  sean  presentados  los  escritos;  pero  sólo  en 
os  casos:  1  ®.  Cuando  para  la  presentación  del  escrito  se  haya  fijado  en  la  ley 
un  término  perentorio,  trascurrido  el  cual  deba  tenerse  por  caducado  el  dere- 
cho y  por  perdido  el  trámite  ó  recurso  á  que  aquel  se  refiera,  en  cuyo  caso  se 
haUan  todos  los  términos  improrrogables,  expresados  en  el  art.  310.  2  9,  Siem- 
pre (jue  lo  pida  la  parte  interesada  reclamando  recibo  de  la  presentación  del 
escrito  ó  de  los  documentos  que  acompañe.  En  este  caso,  el  actuario  está  obli- 

rido  á  dar  dicho  recibo,  extendido  en  papel  común,  pero  poniéndole  un  sello 
timbre  móvil  do  10  céntimos  de  peseta,  q^ue  inutilizará  con  su  rúbrica,  con- 
forme al  número  7  ®.  del  art.  31  de  la  ley  del  Timbre  que  puede  verse  en  el  co- 
mentario del  art.  248;  todo  á  costa  de  la  parte  que  lo  reclame,  y  anotándolo  en 
los  autos.  Aunque  esto  es  de  sentido  común,  no  estaba  prevenido  expresamen- 
te, por  lo  cual  na  habido  casos  de  negarse  los  actuarios  á  dar  dicho  recibo,  te-^ 
niendo  las  partes  que  valerse  de  notario  para  la  presentación  de  CBcritos  y  do- 
cumentos de  importancia,  á  fin  de  acreditarla  por  medio  de  acta  notarial.  Con 
la  obligación  que  ahora  se  impone  al  actuario  de  dar  recibo  cuando  se  le  pida, 
se  evitan  esos  inconvenientes. 

Aunque  en  los  Aranceles  judiciales  y  en  el  núm.  3  9  del  art.  481  de  la  ley 
orgánica  de!  Poder  judicial  so  previno  ya  que  se  anotara  la  presentación  de  los 
escritos  "en  los  casos  en  que  los  términos  sean  fatales,"  cuyo  precepto  supone 
la  exclusión  de  los  demás  casos,  estaba  muy  generalizada  la  práctica  de  poner 
á  continuación  de  todo  escrito  "diligencia  de  presentación.  A  corregir  este 
abuso  se  dirijo  también  el  artículo  que  estamos  comentando,  el  cual  sólo  en 
el  caso"  de  que  haya  un  término  perentorio,  permite  se  ponga  la  nota  de  pre- 
sentación, y  cuando  lo  pida  la  parte  reclamando  recibo.  No  gontinuará  ese  abu- 
so si  tienen  presente  los  actuarios  lo  que  dispone  el  art.  424,  según  el  cual^  no 
pueden  percibir  derechos  por  las  diligencias  inútiles,  superfinas  ó  no  autoriza- 
das por  la  ley,  en  cuyo  caso  se  halla  la  antes  indicada,  y  que  si  no  son  corre- 
gidos disciplinariamente  por  el  juez,  como  deben  serlo,  lo  serán  por  el  tribu- 
i^^l  superior  en  cumplimiento  de  lo  que  previenen  los  artículo»  ^19  y  337,  co- 
mo lo  hemos  visto  ya  en  algunos  casos; 


Artículo  251. 

Las  resoluciones  judiciales  se  dictarán  ante  el  secretario  6  es- 
cribano á  quien  corresponda  autorizarlas. 

Los  Jueces  pondrán  su  firma  entera  en  la  primera  providencia 
que  dicten  en  cada  negocio,  y  en  los  autos  7  sentencias;  7  media 
firma  en  las  demás  providencias  que  dictaren  7  en  las  declara- 
ciones 7  actos  en  que  intervengan. 

En  el  Tribunal  Supremo  7  en  las  Audiencias,  los  autos  7  sen- 
tencias serán  firmados  con  firma  entera  por  todos  los  Magistrados 
que  los  hubieren  dictado,  7  en  las  providencias  pondrá  su  rúbri- 
ca el  Presidente  de  la  Sala. 

En  las  actuaciones  que  se  practiquen  ante  el  Magistrado  Po« 
Bente,  pondrá  éste  media  firma. 

Concuerda  con  el  art.  20  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855,  y  se  res- 
tablece por  él  la  práctica  antigua,  quedando  derogado  el  669  de  la  ley  orgáni- 
ca de  1870,  en  cuanto  autorizaba  á  los  jueces  para  poner  solamente  su  rúbrica 
en  las  providencias  de  mera  tramitación.  Respecto  de  estos  funcionarios  se 
restablece  el  art.  25  del  reglamento  de  los  juzgados  de  primera  instancia  de 
1®.  de  Mayo  de  1844. 

Bis  tan  clara  la  disposición  del  presente  artículo  que  excusa  todo  comentario» 
Téngase  presente  que  su  párrafo  1  ^  está  relacionado  con  el  249,  según  el  cual 
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son  nulas  las  actuaciones  judiciales  que  no  se  hallen  autorizadas  por  el  funcio- 
nario público  á  quien  corresponda  dar  fé  ó  certificar  del  acto,  declarándose  en 
el  presento  que  estas  funciones  corresponden  á  las  secretarios  ó  escribanos, 
con  relación  á  las  providencias,  autos  y  sentencias,  cuyas  resoluciones  judicia- 
les deban  dictarse  ante  ellos.  Este  precepto  no  debe  entenderse  tan  literalmen- 
te que  suponga  la  necesidad  de  que  el  juez  dicte  su  resolución  á  presencia  del 
actuario,  para  que  sea  válida:  podrá  redactarla  privadapaento  eon  la  medita- 
ción y  estudio  que  el  caso  requiera,  y  la  entrega  de  la  minuta  equivale  al  acto 
de  dictarla  ante  el  actuario,  siendo  lo  esencial  que  sea  autorizada  con  la  firma 
dé  ambos,  dando  fó  el  secundo  de  haberla  dictado  y  firmado  el  primero,  como 
sicmpres  se  ha  practicado. 

La  firma  del  juez  en  las  resoluciones  y  demás  actos  judiciales  en  que  inter- 
viene, es  tan  necesaria  y  esencial  como  la  del  acturio,  pues  con  ella  se  com- 
prueban la  verdad  y  la  autenticidad  del  acto.  Por  esto,  aunque  no  se  previene 
expresamente  en  la  ley,  es  de  jurisprudencia  y  conforme  á  los  buenos  princi- 
pios la  nulinad  de  las  actuaciones  en  que  falte  aauella  firma,  cuando  deba  te- 
nerla; y  hasta  podría  imputarse  al  actuario  la  falsedad  de  atribuir  al  juez  una 
providencia  qu 3  no  hubiese  dictado,  ó  ru  presencia  en  un  acto  en  que  no  inter- 
vino. Casi  siempre  ocurren  esas  cosas  por  descuido  ó  neglig^encia  del  actuario 
en  recoger  la  firma  del  juez,  y  para  evitar  sus  grraves  consecuencias  les  interés 
sa  ser  muy  celosos  en  eí  cumplimiento  de  este  del)er. 

El  art.  482  de  la  ley  orgánica,  en  sus  números  69.  y  8.®,  impone  á  los  secr^ 
tarios  de  los  tribunales  colegiados  la  obligación  de  "poner  al  margen  de  las 
providencias  los  apellidos  de  los  jueces  y  magistrados  aue  hubieren  asistido,  y 
al  de  los  autos  y  sentencias  los  nombres  y  apellidos  ae  los  mismos,"  y  la  de 
"cuidar  de  que  no  quede  ninguna  providencia  sin  rubricar  por  el  presidente  de 
la  Sala,  ni  ningún  auto  ó  sentencia  por  los  que  asistan  á  eilas." 


Artículo  252. 

Los  secretarios  j  escribanos  autorizarán  con  ñrma  entera,  pre- 
cedida de  las  palabras  Ante  miy  las  resoluciones  judiciales  7  los 
demás  actos  en  que  intervenga  personalmente  la  Autoridad  judi- 
cial, y  las  certificaciones  ó  testimonios  que  libraren;  y  con  media 
firma  las  notificaciones  y  demás  diligencias. 

Artículo  253. 

También  firmarán  los  relatores  con  firma  entera,  y  etspresión 
de  su  cargo,  precediendo  á  la  del  escribano,  los  autos  y  provi- 
dencias que  se  dictaren  con  su  intervención. 

La  diversa  inteligeacia  que  dieron  las  Audiencias  á  los  artfculofi  20,  35  y  58 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855,  refundidos  con  laf>  aelaracioneí  con- 
venientes en  los  251,  318  y  365  de  la  actual,  dio  ocasión  á  prácticas  diferentes 
acerca  de  los  funcionarios  que  deben  refrendar  ó  autorizar  los  autos  y  senten- 
cias de  las  Balas  de  Justicia,  y  d&  las  providencias  que  deben  acordarse  sin  in- 
tervención del  relator.  Con  tal  motivo,  la  Sala  de  Gobierno  del  Tribunal  Su- 
premo acordó  instruir  el  oportuno  expediente,  en  el  que  el  Fiscal^  del  propio 
Tribunal  emitió  un  razonado  dictamen  fijando  la  recta  inteligencia  de  dicnos 
artículos,  y  la  práctica  que  debía  seguirse,  en  combinación  con  lo  que  di^o- 
nen  sobre  testa  materia  las  ^  ordenanzas  de  las  Audiencias,  en  cuyo  dictamen 
sentó  las  conclusiones  siguientes: 

1.  *•  Que  no  puede  consignarse  en  los  autos  sentencia  ni  providencia  alguna 

aue  no  sea  refrendada  por  el  funcionario  autorizado*  para  certificar  del  acto  j 
arle  autenticidad. 

2.  *  Que  según  el  art.  20  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  demás  disposi-» 
clones  rigentes,  dicho  funcionario  refrendatario  es  el  escribano  de  Cámara,  y 
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no  los  relatores  por  no  eatar  competentemente  autorizados  para  ello,  los  úqa^ 
les,  sin  embargo,  firmarán  también  con  aqael  las  proridencias  cuando,  por  ha- 
ber dado  cuenta  á  la  Sala,  sean  dictadas  con  intervención  de  los  mismos. 

3.  **  Que  los  relatores  no  deben  firmar  las  sentencias  que  se  extienden  en  el 
libro  registro  de  las  mismas,  ordenado  por  el  art.  58  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  debiendo  firmarlas  solamente  los  Ministros  que  asistieron  á  la 
Tista. 

4.  *  Que  con  arreglo  al  recto  espíritu  del  art.  35  de  dicha  ley  y  del  102  do 
las  ordenanzas  de  las  Audiencias,  los  tribunales  Supremo  y  superiores  pueden 
acordar  providencias  sin  la  intervención  del  relator,  y  con  la  del  escribano  do 
Cámara  solamente,  en  los  negocios  quo  se  rijan  por  Ja  ley  de  Enjuiciamiento 
civil;  pero  que  debe  dars^  cuenta  por  relator  cuando  la  Sala  lo  mande,  con- 
forme á  la  antigua  jurisprudencia,  según  la  cual  debe  verificarse  en  los  casos 
siguientes:  1,  ® ,  siempre  que  la  ley  lo  ordena:  2.  ® ,  para  definitiva  y  resolución 
de  incidentes:  3.  ®,  para  proveer  á  una  petición  ó  informe  fiscal;  y  4.  *,  siem- 
pre que  la  Sala  lo  juzgue  conveniente  por  cualquiera  razón. 

Y  habiéndose  conformado  la  Sala  de  gobierno  del  Tribunal  Supremo  con  di- 
cho dictamen  fiscal,  acordó  que  se  comunicara  á  las  Audiencias  territoriales 
para  su  conocimiento  y  efectos  consiguientes,  como  se  verificó  en  15  de  Marzo 
de  1861,  encargándoles  á  la  vez,  que  si  les  ocurriese  alguna  duda,  ó  creyesen 
necesaria  alguna  resolución  relativa  á  dichas  prácticas,  elevaran  la  correspon- 
diente consulta  en  la  forma  que  determina  el  art.  86  del  Reglamento  provisio- 
lutl  para  la  administración  de  justicia.  Ninguna  de  las  Audiencias  ha  hecho 
uso  de  este  encargo,  y  de  consiguiente  todos  han  arreglado  sin  dificultad  so. 
práctica  sobre  los  puntos  indicados  á  la  expresada  del  Tribunal  Supremo. 

Esta  jurisprudencia  ha  sido  elevada  á  precepto  legal  por  el  artículo  316  y  los 
demás  citados  al  principie,  y  especialmente  por  los  dos  que  son  objeto  de  este 
comentario.  En  la  necesidad  de  acomodarse  á  la  organización  actual  de  los  tri« 
bnnales,  por  no  haberse  comoletado  hasta  ahora  la  establecida  en  la  ley  orgá- 
nica de  1870,  se  hace  mención  de  los  relatores,  secretarios  y  escribanos,  com- 
prendiendo en  éstos  á  los  de  Cámara  y  actuaciones.  Unos  y  otros  y  también  los 
secretarios,  deben  firmar  con  firma  entera^  precedida  de  las  palabras  *'Ante  mf /^ 
las  resoluciones  judiciales,  y  las  declaraciones  y  demás  actos  en  que  interven- 
ga personalmente  la  autoridad  judicial,  y  con  media  firma  las  notificaciones  j 
demás  diligencias,  bajo  la  pena  de  nulidad  establecida  en  el  art.  249  Y  cuando 
los  secretarios  no  tengan  el  carácter  de  relatores,  los  que  desempeñen  las  fan- 
oiones  de  éstos  de^n  firmar  también  con  firma  entera,  y  expresión  de  su  cargo, 
precediendo  á  la  del  escribano,  los  autos  y  providencias  que  se  dicten  con  su 
intervención,  que  serán  aquellos  en  que  baya  acordado  la  »Sala  que  se  dé  cuen- 
ta i)or  relator,  conforme  al  art.  316.  JPero  como  los  relatores  no  son  los  funcio- 
narios autorizados  para  certificar  ó  dar  fé  del  acto,  la  falta  de  su  firma  no  será 
motir.o  de  nulidad.^ 

La  firma  j^  autorización  de  las  sentencias  no  se  rige  por  estas  reglas,  sino  por 
las  establacidas  en  los  artículos  364  y  365. 

Artículo  254. 

Los  Jueces  y  los  Magistrados  Ponentes,  en  su  caso,  recibirán 
por  8Í  las  declaraciones  y  presidirán  todos  los  actos  de  prueba. 

Los  Ponented,  9in  embargo,  podrán  cometer  dichas  diligencias 
á  los  Jueces  de  primera  instancia  y  éstos  á  los  municipales,  cuan- 
do deban  practioar«e  en  pueblo  que  no  sea  el  de  su  respectiva 
residencia. 

Ninguno  de  ellos  podrá  cometerlas  á  los  secretarios  ó  escriba- 
nos, sino  en  los  casos  autorizados  por  la  ley. 

Artículo  256. 

Las  diligencias  que  no  puedan  practicarse  en  el  partido  judi«^ 
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cial  en  que  se  siga  el  litigio,  deberán  cometerse  precisamente  al 
Juez  de  primera  instancia  de  aquel  en  que  hayan  de  ejecutarse. 
Este  se  arreglará  á  lo  que  queda  preveiiido  en  el  artículo  an- 
terior. 

Estos  dos  artículos  están  copiados  casi  literalmente  del  33  y  34  de  la  ley  an- 
terior de  1855,  sin  otra  modificación  que  la  que  luego  indicaremos.  Las  dudas 
&  que  se  prestaban,  y  que  expusimos  al  comentarlos,  ban  quedado  resueltas  en 
la  sección  5.  *  del  presente  título,  y  especialmente  en  los  artículos  285,  286  y 
296,  de  acuedo  con  lo  que  estaba  admitido  en  la  práctica.  Según  ellos,  cuando 
un  tribunal  superior  ó  un  magistrado  ponente  dé  comisión  á  un  juez  de  prime- 
ra instancia  para  la  práctica  de  cualquier  diligencia  judicial,  éste  podrá  encar- 
gar su  ejecución  al  juez  municipal  respectivo,  siempre  que  haya  de  efectuarse 
luera  de  la  población  en  que  resida,  y  atenciones  preferentes  del  servicio  no  le 
j;)ermitan  trasladarse  al  lugar  ó  sitio  correspondiente. 

El  primero  de  estos  artículos,  ó  sea  el  254,  se  concreta  á  las  diligencias  de 
prueba,  encargando  á  los  jueces  y  magiaf^rados  ponentes  que  las  practiquen  por 
sí  mismos,  recibiendo  las  declaraciones  do  las  partes,  testigos  y  peritos  y  presi- 
diendo los  demás  actos;  y  sólo  en  el  caso  de  que  bayan  de  practicarse  fuera  de 
la  población  en  que  aquellos  tengan  su  residencia,  podrán  cometerlas,  los  po- 
nentes á  los  jueces  de  primera  instancia,  y  éstos  á  los  municipales  que  les  estén 
aubordinados,  con  prohibición  á  unos  y  otros  de  dar  tal  comisión  á  los  secrota- 
TÍ08  ó  escribanos.  Esta  prohibición  era  absoluta  en  la  ley  de  1855,  dirigida  á 
corregir  el  abuso  generalizado  en  la  práctica  de  comisionar  los  jueces  á  los  es- 
críbanos para  recibir  y  examinar  á  los  testieros,  creyéndose  facultados  para  ello 
porque  las  leyes  35  (al  final),  tít.  16,  Partida  3.  * ,  y  16,  tít.  32,  lib.  12,  de  la 
ifoyísima  Eecopilación,  permitían  hacerlo  en  los  negocios  de  poca  entidad,  pe- 
ro encargando  a  los  jueces  que  examinasen  siempre  los  testigos  por  sí  mismos 
ante  escribano  en  los  pleitos  arduos  y  de  importancia,  y  que  "así  se  guarde  sin 
la  cautela  de  tomar  los  testigos  á  solas  los  escribanos,  y  leer  sus  dichof^  después 
ante  el  juei."  Queda  subsistente  esta  prohibición,  extensiva  á  todos  los  nego- 
cios, cualquiera  que  sea  su  importancia,  y  no  se  librará  de  responsabilidad  el 
juez  que  no  reciba  por  sí  mismo  las  declaraciones  de  los  testigos,  sin  que  ocu- 
paciones perentorias  del  servicio  ni  otro  motivo  puedan  servirle  de  excusa. 

Pero  la  prohibición  absoluta  de  la  ley  de  1855  ha  sido  modificada  con  la  ex- 
cepción que  contienen  las  palabras  "sino  en  los  casos  autorizados  por  la  ley,'' 
adicionadas  al  final  del  párrafo  último  del  art.  254  (]ue  estamos  examinando. 
En  virtud  de  esta  novedad,  podrán  los  jueces  y  magistrados  ponentes  cometer 
á  los  secretarios  ó  escribanos  la  práctica  de  las  diligencias  de  que  se  trata;  pero 
sólo  en  los  casos  autorizados  expresamente  por  la  ley.  Fuera  de  estos  casos,  es- 
tán obligados  á  recibir  jpor  sí  mismos,  aunque  autorizando  el  acto  uno  de  diches 
auxiliares,  las  declaraciones  de  las  partes,  testigos  y  peritos,  y  á  presidir  todos 
loa  demás  actos  de  la  prueba.  Los  casos  compr.  ndidos  en  dicha  excepción  son 
únicamente  los  cuatio  que  siguen: 

1.  ^  Los  testimonios  ó  certificaciones  de  documentos  que  hayan  de  traerse  al 
pleito  como  medie  de  prueba,  conforme  á  las  reglas  2.  ** ,  3.  ^  y  4.  '  del  artículo 
5$)7,  pues  aunque  han  de  librarse  en  virtud  de  mandamiento  del  juez,  éste  no 
concurre  al  acto  ni  tiene  que  intervenir  en  la  extensión  de  tales  testimonios. 

2.  ^  El  oot^'o  ó  comprobación  de  los  documentes  públicos  con  sus  originales* 
Por  ¡a  ley  antigua  debía  el  juez  practicar  esta  diligencia;  pero,  según  el  art. 
S&9  de  la  nueva,  por  las  razones  que  indicaremos  al  comentarlo,  si  bien  podWl 
liacer  por  sí  mismo  el  cotejo  cuando  lo  estime  conveniente,  por  regla  general  ha 
de  cometerlo  al  actuario. 

3.  ^  Los  testimonios  que  hayan  de  librarse  con  referencia  á  documentos  pri- 
Tados  y  libros  de  los  comerciantes,  en  los  casos  expresados  en  los  artículos  603 
y  605. 

4.  ^  En  la  prueba  de  peritos,  el  acto  de  reconocimiento  pericial,  al  que  no  de- 
be asistir  el  juez  á  no  ser  que  se  practique  simultáneamente  el  judicial,  sin  jper- 
juício  de  que  aquellos  rindan  después  su  declaración  ó  se  ratifiquen  en  su  dicti- 

«■nen  ante  el  jues,  conforme  á  los  artículos  618, 626  al  628  y  635, 
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Dada  la  índole  de  estas  diligrencias  y  la  interrención  que  en  ellas  se  da  á  la» 
partes  interesadas,  no  son  de  temer  abusos  que^estas  no  puedan  eyitar.  Además, 
el  juez  no  tiene  necesidad  do  presenciar  esos  medios  de  prueba  para  apreciarlo» 
«en  acierto  dándoles  el  valor  que  en  sí  tengan.  No  sucede  lo  mismo  con  la  con- 
fesión en  juicio,  cotejo  de  letra?,  reconocimiento  judicial  y  declaraciones  de- 
peritos y  testigos,  y  por  esto  la  ley  obliga  al  juez  á  que  reciba  por  sí  mismo  es- 
tes pruebas,  sin  poder  cometerlas  al  escribano,  y  ni  siquiera  autorizarle,  como 
ya  hemos  dicho,  para  que  examine  á  los  testigos  y  redacte  sus  declaraciones,  le^ 
yéndolas  después  á  presencia  del  juez  á  fin  de  que  el  declarante  manifieste  su 
conformidad. 

Nótese,  por  último,  la  diferencia  que  hay  entre  las  disposiciones  de  los  dos 
artículos  qae  estamos  comentando,  aunque  parecen  dirigidas  á  un  mismo  fin. 
El  254  se  refiere  á  las  diligencias  de  prueba  qué  deban  ejecutarse  fuera  del  pue- 
blo en  q^ue  lesida  la  autoridad  judicial  que  las  haya  decretado,  pero  dentro  del 
territorio  de  su  jurisdicción,  y  el  255  A  las  mismas  diligencias  y  á  todas  las  de- 
más que  hayan  de  practicarse  fuera  de  este  territorio.  í*or  eso  aquel  deja  al  ar- 
bitrio del  ponente  ó  del  juez  el  practicarlas  por  sí  mismos,  como  pueden  hacer- 
lo, puesto  que  se  han  de  ejecutar  dentro  de  su  jurisdicción,  ó  el  cometerlas  á  sus 
Bubárdinados;  "podrán  cometer,"  dice,  y  aquel  yerbo  significa  que  el  acto  es  po- 
testativo V  no  obligatorio.  La  ley  no  podía  desconocer  que  si  los  ponentes  y 
jueces  hubiesen  de  practicar  por  sí  todas  las  diligencias  que  requieren  la  pre- 
iwucia  de  la  autoridad  judicial  y  ocurran  dentro  de  su  jurisdicción,  se  verían 
obligados  á  abandonar  frecuentemente  el  pueblo  de  su  residencia,  por  negocio» 
^uizá  de  poca  entidad,  con  notable  atraso  y  pc^juicio  de  otros  más  urgentes  é 
importantes;  y  por  esta  razón  ha  dejado  ásu  aibitrio  ouc  puedan  practicarlas 
por  sí  ó  cometerlas  á  sus  subordinados.  Deberán,  pues,  nacer  en  su  caso  lo  una 
o  lo  otro,  según  sea  el  valor  é  importancia  de  la  diligencia  para  la  resolución 
del  negocio,  procurando  Rcceder,  siempre  que  les  sea  posible,  á  las  justas  peti- 
ciones que  sobreesté  particular  deduzcan  las  partes.  Mas  el  caso  del  art.  255  es 
muy  diferente;  la  diligencia  ha  de  practicarse  fuera  del  partido  ó  distrito  del 
juez  que  la  ha  decretado,  en  un  lugar  al  que  no  alcanza  su  jurisdicción,  y  por 
eso  ya  no  le  es  potestativo,  sino  obligatorio  el  cometerla  al  juez  del  partido  en 
que  ha  de  ejecutarse.  "Deberán"  cometerse  "precisamente,"  dice,  al  juez  de 
aquel  partido  en  que  havan  de  ejecutarse:"  el  precepto,  como  se  vé,  es  absoluto, 
y  para  dar  más  fuerza  al  verbo  "deber,"  se  le  junta  el  adverbio  "precisamente."' 

Como  complemente  de  estas^  disposiciones,  y  para  ejecutarlas  con  acierto,  véa- 
ae  lo  que  se  ordena  en  la  sección  5.  *  de  este  mismo  título,  y  especialmente  en 
loa  artículos  285,  286,  287,  296  y  297. 


SECCIÓN  SEGUNDA. 

DE   LOS   días   y  «oras   HÁBILES. 

Artículo  256. 

Las  actuaciones  judiciales  habrán  de  practicarse  en  días  j  ho- 
ras hábiles,  bajo  pena  de  nulidad. 

Artículo  257. 

I^Son  días  hábiles  todos  los  del  año.  menos  los  domingos,  fiestas 
enteras  religiosas  6  civiles,  j  los  en  que  esté  mandado  6  se  man- 
dare que  vaquen  los  Tribunales. 

Artículo  258. 

Se  entienden  horas  hábiles  las  que  median  desde  la  salida  á  ta^ 
duesta  del  sol. 
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De  los  artículos  8.  ® ,  9.  ®  y  10  de  la  ley  de  1855  están  copiados  los  trM  que 
«■on  objeto  de  este  comentario.  Nótese  que  se  refiere  A^  las  "actuaciones  judicia- 
les/' respecto  de  las  cuales  véase  lo  expuesto  en  la  introducción  de  la  socción 
anterior  (pág.  485  jr  siguientes),  donde  las  hemos  definido,  indic-indo  también 
que,  según  declaraciones  del  Tribunal  Supremo,  la  mera  presentación  de  un  es- 
crito no  puede  ser  calificada  do  actuación  judicial  para  los  efectos  de  estos  ar- 
tículos, y  por  consiguiente  podrá^  verificarse  válidamente  en  los  días  y  horas 
que  son  inhábiles  para  las  actuaciones  judiciales.  Como  ampliación  y  comple- 
mento de  esta  materia,  véanse  además,  en  la  sección  6,  ^  do  este  mismo  título, 
las  disposiciones  relativas  á  'términos  judiciales,"  y  sus  comentarios,  y  el  art. 
1812,  por  la  excepción  que  establece  para  los  actos  de  ''jurisdicción  voluntaria.'' 
La  prohibición  de  practicar  actuaciones  judiciales  en  ciertos  y  determinados 
días  no  es  de  los  feiempos  modernos:  célebres  son  en  la  historia  del  procedimien- 
to romano  los  días  "fastos"  y  "nefastos,"  segfún  que  en  ellos  pqdía  ó  no  admi- 
nistrarse justicia,  bajo  pena  do  nulidad.  En  los  demáscódijrosde  Europa  vemos 
sustanciaímente  las  mismas  disposicioROs  de  la  nueva  ley  de  Enjuicianiiento, 
que  no  ha  hecho  más  que  prohijar  un  principio  de  derecho  público,  consignado 
ya  en  nuestra  antififua  legislación,  desde  el  Fuero  Juzgo  (ley  10,  tft.  1.  ®,  libro 
2.  ®  que  trata  "de  los  dias,  ó  de  las  fiestas  que  non  deven  tener  pleitos,")  hasta 
la  Novísima  Recopilación  y  dií«posicione8  posteriores.  Do  esta  misma  materia 
tratan  las  leyes  33  á  38.  tít.  2.  ®  de  la  Partida  3.  * ,  previniéndose  ^^a  la  34  que 
no  sería  valedero  lo  que  se  practicara  en  día  "festivo,  maguer  fuesse  fecho  con 
plazer  de  amas  las  partes." 

También  ahora  se  declara  por  el  art.  256  la  nulidad  de  las  actuaciones  judi- 
ciales, que  no  se  practiquen  en  días  y  horas  hábiles.  ¿Habrá  de  entenderse  este 
f (recepto  con  el  rigor  de  la  ley  de  Partida,  de  suerte  que  sea  nulo  en  todo  caso 
o  actuado  con  ese  vicio,  aunque  se  haya  hecho  con  consentimiento  de  ambas 
partes,  ó  éstas  lo  consientan  después?  Creemos  que  no.  Si  á  instancia  de  las 
partes,  ó  de  una  de  ellas,  pueden  habilitarse  "á  priori"  los  días  y  horas  inhá- 
biles, como  lo  autoriza  el  art.  259,  no  vemos  razón  que  impida  hacer  esto  mis- 
mo "a  posteriori."  Los  principios  porq^ue  se. rige  el  procedimiento  actual,  no 
permiten  que  se  declare  de  oficio  esa  nulidad:  ha  de  solicitarla  la  parte  á  quien 
interese;  y  si  ambas  partes  consienten  la  diligencia  ó  actuación  practicada  con 
ese  vicio  de  nulidad,  quedará  rehabilitada,  como  lo  establece  la  ley  expresamen- 
te en  el  art.  279  respecto  de  las  notificaciones,  citaciones  y  emplazamientos  que 
no  se  hagan  en  debida  forma. 

Una  diferencia  debemos  hacer  notar.  Cuando  las  partes  terminantemente 
aprueban  la  actuación  hecha  en  día  inhábil,  no  podrán  en  ningún  caso  recla- 
mar su  nulidad,  puesto  que  su  consentimiento  la  ha  revalidado,  y  es  un  princi- 
pio de  derecho  que  nadie  puede  ir  contra  sus  propios  netos;  pero  si  este  consen- 
timiento no  es  expreso, .surtirá  sus  efectos  la  actuación  hasta  tanto  que,  adver- 
tida por  una  parte,  pida  en  forma  su  nulidad.  Creemos,  no  obstante,  que  quedará 
válida  la  diligencia  por  el  consentimiento  tácito,  que  so  deducirá  de  haberse  da~ 
do  por  entendida  la  parte  de  la  diligencia  nula  y  haberla  utilizado,  ó  combatido 
BUS  efectos,  sin  reclamar  su  nulidad.  Yiene  á  confirmar  esta  opinión  la  declara- 
ción hecha  por  el  Tribunal  Supiemo,  en  sentencia  de  2  de  Octubre  de  1863,  de 
no  haber  lugar  á  un  recurso  de  casación  en  la  forma,  fundado  en  la  falta  de  una 
diligencia  de  [)rueba,  practicada  después  de  puesto  el  sol,  porque  habiéndote 

5 removido  incidente  en  segunda  instancia  sobre  la  validez  ó  nulidad  de  dicha 
ili|rencia,  fué  desestimado,  y  las  partes  se  conformaron  con  esta  resolución,  sin 
utilizar  el  medio  que  la  ley  concede  para  subsanar  las  consecuencias  de  aquella 
falta. 

Hemos  dicho  que  no  puede  declararse '^deofício"  la  nulidad  de  las  actuaciones 
practicadas  en  horas  ó  días  inhábiles,  y  sobre  este  punto  hay  que  hacer  una  dis- 
tinción. Si  por  inadvertencia  6  ignorancia,  pues  no  se  concibe  de  otro  modo,  se 
dicta  una  providencia  ó  se  practica  otra  nctiiaci^o  judicial  en  día  inhábil,  ^r.se 
advierte  la  falta  antes  de  notificar  aquella  á  las  partes  ó  de  enterarles  oficial* 
mente  de  la  actuación,  bien  podrá  el  joes  de  oficio  dejarla  sin  efecto,  porque  no 
ha  causado  estado,  y  reproducirse  la  providencia  ó  actuación  en  día  hábil;  pero 
después  de  haberse  notifíeado.  á  las  pactes,  sólo  á  instancia  de  oi^ialquiera  de 
ellas,  promotiendo  el  oportuno  incidente,  podrá  declararse  la  nulidad  de  aquel 
4tcto. 
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^ '  La  doctrina  expuesta  en  el  comentario  del  art.  249  acerca  de  la  forma  en  qtte 
ha  de  pedirse  y  sustanciarse  la  nulidad  de  las  actuacrones,  y  sus  Rectos,  inclusa^ 
la  reclamación  de  perjuicios  y  gastos,  es  aplicable  al  caso  dtí  256  de  que  esta» 
moa  tratando. 

Establecido  el  principio  de  que  las  actuaciones  judiciales,  para  que  seanrá- 
Hdas,  han  de  practicarse  en  díafi  y  horas  hábiles,  preciso  era  determinar  con 
chiridad  los  que  se  hallen  en  este  caso,  y  así  lo  haóe  la  ley  en  lo9  otroe  dos  ar- 
tículos, que  son  objeto  de  este  comentario. 

En  cuanto  á  los  días  "hibiies,"  llamados  también  ''útiles"  en  el  I^ignajefo" 
Mase,  y  antiguamente  '^días  jurídicos,"  en  el  art.  257  se  establece  la  regla  st- 
seral  de  que  *'son  días  hábiles  todos  los  del  aSo,"  exceptuando  solamente  ''los 
domingos,  fiestas  enteras  religiosas  ó  cítíIcs,  y  los  días  en  que  esté  mandado  6 
se  mandare  que  Taquen  los  tribunales."  Conviene  fijar  con  precisión  estas  ex- 
eepcioiíes  en  las  quece  comprenden  los  "días  feriados,"  según  su  antigua  de- 
nominación, que  son  los  "innábiles"  para  las  actuaciones  judiciales,  por  la  im- 
portancia que  tiene  todo  lo  que  so  relaciona  con  la  yalidez  de  los  procedi- 
mientos. 

Bn  primer  lugar,  se  comprenden  en  dicha  excepción  los  "domingos**  y  "fies- 
Üis  relig^iosas,"  pagando  así  un  justo  tributo  á  la  tíeligión  Católica,  que  es  la  del 
£stado  y  la  que  profesamos  casi  todos  los  españoles,  y  al  sentimiento  religioso 
encarnado  en  todas  las  clases  de  la  sociedad.  Se  emplea  el  calificativo  de  "ente^ 
ras"  para  excluir  las  "medias  fiestas"  que  en  otro  tiempo  fueron  también  días 
de  racación.  Dichos  días  de  fiesta  son  los  que  tiene  señalados  la  Iglesia  Católi- 
ca para  celebrar  sus  misterios  ó  la  memoria  de  algún  Santo,  con  obligación  de 
oír  misa,  dedicarlo  á  Dios,  y  abstenerse  de  todo  trabajo  corporal  ó  mecánico. 
Como  son  conocidos  de  todos,  es  inútil  designarlos  indiridualmente,  y  nos  limi- 
taremos á  indicar  que  por  Ecal  decreto  de  26  de  Junio  de  1867  se  mandó  publi- 
car y  que  se  observase  puntualmente  la  disposición  pontificia  de  2  de  Mayo  an- 
terior, por  la  cual  Su  Santidad  Pío  IX,  á  petición  del  gobierno  espafiol,  tuyo  á 
bien  reducir  los  dias  festivos  en  los  dominios  de  España.  Una  de  sus  disposicio- 
nes fué  la  de  que  en  cada  diócesis  so  venere  un  sólo  Patrono  principal  con  obli- 
gación do  oír  Misa  y  de  abstenerse  de  obras  serviles,  trasladando  á  los  domin-^ 
gos  las  fiestas  de  les  demás  patronos  y  las  suprimidas  de  otros  santos.  Sin  em- 
bargo, sigue  la  piadosa  costumbre  de  celebrar  en  cada  pueblo  la  fiesta  de  su  pa- 
trono particular,  cuyo  día  se  considera  en  la  práctica  como,  festivo,  é  inhábil 
por  tanto  para  actuaciones  judiciales  en  aquella  localidad.  Entre  loa  días  festi- 
vos se  comprenden  el  jueves  y  viernes  de  Ja  Semana  Santa,  únicos  de  la  misma 
que  ee  designan  como  de  vacación  en  el  artículo  889  de  la  ley  orgánica  de  1870 
4ue  está  vigente. 

En  segundo  lugar,  se  ex^ceptúan  ''las  fiestas  civiles,"  limitadas  por  dicho  ar^ 
tículo  889  de  la  ley  orgánicu,  á  los  días  del  Rey,  Keina  y  Príncipe  de  Asturias, 
y  á  los  de  fiesta  |nacional,  de  cuya  clase  sólo  tenemos  hoy  el  2  dé  Mayo,  que  se 
celebra  todos  los  años  en  virtitd  de  una  ley.  También  se  consideran  en  este  caso 
los  días  en  que  se  celebra  algún  fausto  acontecimiento  que  da  gloria  á  la  Nación, 
cuando  acuerda  el  Gobierno  que  vaquen  en  ellos  los  triounales. 

T  por  último,  "los  días  en  que  esté  mandado  ó  se  mandare  que  vaquen  los 
tribunales."  Sobre  este  punto,  nuestra  legislación  ha  sufrido  notables  variacio- 
nes.  En  los  tiempos  antiguos,  como  puede  ver^e  en  las  leyes  del  Fuero  Juzgo  v 
de  Partida  que  antes  hemos  citado,  se  concedieron  dos  meses  de* 'días  feriados, 
en  beneficio  del  "pro-comunal  del  pueblo,"  para  la  recolección  de  las  cosechas 
de  pan  y  de  vino.  Estas  vacaciones,  á  las  que  podían  renunciar  los  litigMiteSj 
cayeron  on  desuso,  y  ya  no  se  mencionaron  en  el  Keál  decreto  de  29  de  Marzo 
de  1789  (ley  6.  * ,  tít.  2.  °,  lib.  4.  ® ,  Nov.  Rec.)  por  el  cual  se  redujeron  los  día» 
feriados,  tanto  festivos  como  civiles  ó  de  vacaciones^  para  abreviar  el  despacho 
de  !•&  negocios  en  loa  tribunales.  Y  en  nuestra. época  se  han  dictado  también 
muchas  disposiciones  sobre  esta  materia,  rigiendo  actualmente  las  que  se  esta- 
tablecieron  en  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  de  1870. 

Seg^n  esta  ley;  son  de  dos  clases  las  vacasionee:  unas  ^nerAles  para  to- 
dos los  tribunales  y  jazgades,  y  otras  especiales  para  las  Audiencias  territvriai- 
leay  el  Tribunal  Supremo.  Para  aquellas  se  designan  en  el  art*  889  de  dich» 
Uy,  los  días  de  fiesta  entera,  los  del  Bey,  Reina  y  Príncipe  de  Asturias,  el  jueve» 
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y  Ti«rnes  de  la  Semana  Santa  y  los  días  de  fiesta  nacional,  que  son  loscompreB- 
'dldos  en  las  dos  primeras  excepciones  antes  expuestas.  Y  respeto  de  las  espe- 
ciales, se  dice  en  el  art.  892:  "Los  magistrados  de  las  Audiencias  y  del  Tribunal 
Supremo  vacarán,  además  de  los  días  señalados  en  el  art.  889,  desde  el  15  de  Jn* 
lio  al  15  de  Septiembre  de  cada  año."  De  este  beneficio  están  exclu/dos  los  ma- 
gistrados de  las  nueras  Audiencias  de  lo  criminal,  los  cuales  sólo  vacarán  en  los 
días  determinados  en  el  artículo  889,  sejj^ún  se  declara  en  el  03  de  la  ley  adieio-». 
nal  de  14  de  Octubre  de  1882. 

I  Pero  no  cesa  en  absoluto  el  despacbo  de  los  negocios  en  las  vacaciones  del  ve 
rano:  según  el  art.  893  de  la  citada  ley  orgánica,  durante  dicbo  período  se  for- 
mará en  cada  Audiencia  y  en  el  Tribunal  Supremo  una  Sala  que  se  llamará  de  va- 
caciones; en  los  artículos  siguientes  se  determina  la  organÍEaci6n  de  estas  Sahu», 
y  en  el  901  se  dice:  "La  Sala  de  vacaciones  reasumirá  las  atribuciones  del  Tri- 
bunal pleno,  de  las  Salas  de  gobierno  y  de  las  dé  Justicia,  y  despachará  los  ne- 
•gocios  que  tengan  el  carácter  de  urgentes."  Deben  reputarse  en  este  caso  los  que 
se  designan  en  art.  902,  que  para  lo  civil  son  los  siguientes:  1.  ®  La  sustanem- 
«ion  de  todos  los  pleitos  civiles  hasta  el  est%do  de  vista.. — 2.  ®  El  despacho  de 
ias  consultas  é  informes  que  pida  el  Gobierno  con  el  carácter  de  urgentes, 
6  que  lo  sean  por  su  naturaleza.— 3.  ®  £1  despacbo  de  los  expedientes  guberna- 
tivos y  de  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  que  por  tener  término  preciso 
señalado  en  la  ley,  por  su  índole,  por  sus  circunstancias  especiales,  6  por  oca- 
•eionar  la  demora  de  su  resolución  perjuicios  graves  á  los  interesados  en  ellos, 
•requieran  ser  despachados  antes  de  terminarse  liis  vacaciones. — 4.  ^  La  decisión 
de  las  competencias  de  jurisdicción  (aunque  se  promuevan  por  declinatoria,  se- 
gún sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  25  de  Enero  de  1860),  de  los  recursos  de 
fuerza  y  de  los  incidentes  de  recusación.—- 5.  ®  Las  vistas  y  sentencias  de  loa  in- 
terdictos posesorios  ó  de  obra  nueva  ó  vieja,  los  juicios  ejecutivos  (y  también  les 
de  desahucio),  las  denegaciones  de  justicia  ó  de  prueba,  y  cualquier  otro  nego- 
cio que,  en  concepto  de  las  Salas,  tenga  carácter  de  urgencia. —  1  6.  ®  Las  vis- 
tas y  sentencias  de  los  pleitos  y  cansas  que  se  sigan  contra  jueces  y  magistrados 
para  exigirles  la  responsabilidad  civil  o  criminal. 

En  ninguna  disposición  legal  se  habla  de  los  días  que  es  indispensable  desti- 
nar en  sus  respectivas  estaciones  al  ''estero"  y  "desestero"  de  las  habitaciones 
•ocupadas  por  los  tribunales  y  sus  dependencias,  y  se  dudaba  si  debían  ó  no 
considerarse  como  de  vacación.  La  Audiencia  de  ramplona  resolvió  esta  duda 
en  sentido  negativo,  no  admitiendo  un  recurso  de  casación  por  haberse  inter- 
puesto fuera  de  los  diez  días,  contando  como  hábiles  los  del  estero;  pero  el  Tri- 
bunal Supremo,  en  sentencia  de  17  de  Marzo  de  1869,  revocó  dicha  providencia 
y  admitió  el  recurso,  considerando  que,  según  el  art.  26  de  la  ley  antigua  (304 
de  la  nueva),  en  ningún  término  judicial  se  cuentan  los  días  en  que  no  pueden 
tener  lugar  actuaciones  judiciales;  y  ''que  la  forzosa  vacación  de  los  tribunales» 
precisada  por  la  necesidad  de  preparar  las  Salas  y  dependencias  para  el  des- 
pacho en  las  dos  entradas  de  estación  del  año,  autorizada  por  la  costumbre  y 
sancionada  per  la  autoridad,  impide  el  que  puedan  tener  lugar  actuaciones  ju- 
diciales, sin  que  se  pueda  imputar  á  los  interesados  el  que  estas  dejen  de  prac- 
ticarse." Desde  esta  declaración  se  han  considerado  como  de  vacaciones  para 
todos  sus  efectos,  y  por  consiguiente  inhábiles  para  actuaciones  judiciales,  los 
dos  ó  tres  días  que  en  cada  tribunal  se  destinan  al  estero  y  desestero,  por  seSa- 
lamiento  de  su  presidente, 

Y  en  cuanto  á  las  ''horas  hábiles,"  declara  con  precisión  el  art.  258,  últirntr 
de  este  comentario,  que  se  considerarán  tales  solamente  las  que  median  desde 
la  salida  á  la  puesta  del  sol.  Sobre  este  punto  solo  puede  ocurrir,  y  ha  ocurrida 
va  una  duda,  la  de  si  será  válida  una  diligencia  judicial  que,  principiada  en 
hora  hábil,  se  termina  y  se  firma  después  de  puesto  el  sol.  Él  Tribunal  Supre- 
mo ha  resuelto  esta  duda  en  sentido  afirmativo  por  sentencia  de  19  de  Abril  de 
1865,^  estableciendo  la  doctrina  de  que,  evacuada  en  su  mayor  parte  una  dili- 
gencia judicial  antes  de  la  puesta  del  sol,  y  por  tanto  en  horas  hábiles,  no  pue- 
de invalidarla  el  <|ue  se  firmara  con  luz  artificial,  en  razón  á  que  los  actos  vá- 
lidos no  se  inutilizan  porque  sobrevenga  algún  caso  que  en  su  tienapo  hubiera 
impedido  su  celebración,  y  no  estimándolo  así,  se  infringe  el  principio  le^ralde 
^qvLQ  lo  inútil  no  vioia  lo  útil. 
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TéngMe  presente,  por  último,  que  las  disposiciones  de  los  tres  artículos,  á 
^ue  se  refiere  este  comentario,  no  son  aplicables  á  las  actuaciones  de  "jurisdie- 
ción  voluntaria,"  para  Las  cuales  son  hábiles  todos  los  días  y  horas  ''sin  «xcep- 
ción/'  como  se  ordena  en  el  art.  1812  de  la  presente  ley,  y  por  consifruientepoe» 
den  practicarse  lo  mismo  en  los  días  festiyos,  feriados  ^  de  racaclones,  que  en 
los  útiles,  y  también  de  noche,  sin  necesidad  de  habilitación  especial,  porque 
^os'habilita  la  ley. 


Artículo  259. 

Los  Jueces  y  Tribunales  podrán  habilitar  los  días  j  horas  íq- 
liábiles,  á  instancia  de  parte,  cuando  hubiere  causa  urgente  que 
lo  exija. 

Para  este  efecto  se  considerarán  urgentes  las  actuaciones  cuya 
dilación  pueda  causar  grave  perjuicio  á  los  interesados  ó  á  la 
buena  administración  de  justicia,  ó  hacer  ilusoria  una  providen- 
cia judicial. 

£1  Juez  apreciará  la  urgencia  de  la  causa  j  resolverá  lo  que 
estime  conveniente,  sin  ulterior  recurso. 

El  art,  11  de  la  ley  de  1855  se  limitó  á  decir:  "El  juez  puede  habilitar  los  días 
7  las  horas  inhábiles,  cuando  hubiere  causa  urg^ente  que  lo  exija."  Este  laco- 
nismo se  prestaba  á  arbitrariedades  y  á  dudas,  que  no  fueron  resueltas  por  el 
890  de  la  ley  orgánica  de  1870,  en  el  que  se  concedió^  á  los  jueces  la  misma  fa- 
cultad, si  bien  en  el  891  se  puso  algún  coto  al  arbitrio  judicial,  determinando 
genéricamente  las  actuaciones  que  debían  estimarse  urgentes  para  dicho  efecto. 
En  el  presente  art^ulo  se  acepta  el  principio  consignado  en  dichas  disposicio- 
nes, cDn  las  adiciones  convenientes  para  evitar  las  dudas  indicadas. 

lina  de  ellas  era,  si  podría  el  juez  decretar  de  oficio  la  habilitación,  cuando  la 
estimase  necesaria  á  los  intereses  de  la  justicia.  Esta  duda  se  resuelve  en  el  pá- 
rrafo 1.  ®  del  artículo  que  estamos  comentando,  por  el  cual  se  previene  que  loa 
jueces  y  tribunales  podrán  habilitar  los  días  y  horas  inhábiles,  "á  instancia  de 
parte,''  con  lo  cual  se  da  á  entender  que  no  pueden  hacerlo  de  oficio.  En  nego- 
cios civiles  tales  habilitaciones  sen  siempre  de  interés  de  las  partes,  y  só- 
lo éstas  pueden  conocer  y  exponer  al  juez  la  causa  urgente  que  las  haga  nece- 
sarias. 

Otra  duda  versaba  sobre  si  podría  pedirse  reposición,  y  apelar  en  su  caso,  de 
la  providencia  concedif'ndo  6  negando  la  habilitación.  Se  resuelve  en  el  párrafo 
3.  °  declarando,  que  *'ei  juez  apreciará  la  urgencia  de  la  causa  y  resolverá  lo 
que  estime  conveniente,  "sin  ulterior  recurso,  y  por  consiguiente  ni  el  de  re- 
posición, y  mucho  menos  el  de  apelación.  Si  en  realidad  existe  la  urgendia,  ¿4 
qué  conducirían  estos  recursos?  Con  la  dilación  á  que  se  prestan  desaparecería 
la  causa,  y  sería  innecesaria  la  habilitación.  De  aquí  la  necesidad  de  dejar  la 
resolución  al  prudente  criterio  del  juez,  sin  ulterior  recurso:  es  seguro  que  los 
jueces  sólo  negarán  la  habilitación  cuando  se  persuadan  de  que  se  pide  con  ma- 
licia ó  de  que  no  existe  ía  urgencia  que  so  supone. 

No  es  posible  preveer  los  casos  do  urgencia  que  podrán  ocurrir,  y  por  esto  hi 
ley  se  limita  á  establecer  reglas  generales,  que  sirvan  de  norma.  De  acuerdo  con 
lo  prevenido  en  el  art.  891  de  la  ley  orgánica,  se  dan  dichas  reglas  en  el  párra- 
fo 2.  ®  del  presente,  ordenando  que  para  el  efecto  de  que  se  traí;a  ''se  considera- 
rán urgentes  las  actuaciones  cuya  dilación  pueda  causar  grave  peijuicio  á  loa 
Interesados  ó  á  la  buena  administración  de  justicia,  ó  hacer  ilusoria  una  pro;^ 
videncia  judicial."  Para  conceder  ó  negar  la  habilitación,  el  juez  apreciará  si 
ae  halla  comprendida  en  alguno  de  estos  casos  la  causa  que  se  alegoe;  y  como 
ha  de  estar  relacionada  con  el  procedimiento,  dictará  su  resolución  por  lo  que 
se  alegue  y  resulte  de  loa  autos,  sin  exigir  prueba  especial  que  rechaza  la  ur- 
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^¡reacia  misma  del  e&90.  Por  su  índole  efl{>eeial  todo  se  deja  al  prudente  arbitrio 
del  jucB,  sin  ulterior  recumo.  ...  . 

Indicaremos,  por  último,  que  la  babilitación  puede  pedirse  y  decretarse  el 
miszne  día  d  «a  las  horas  ÍQhál>iles  que  sea  necesario  utilizar,  cuando  en  ellos 
liaya  surgido  ó  se  conozca  la  causa  que  la  motive:  de  otro  modo  sería  ilusorio 
^  beneficio  de  la  ley  en  la  mayor  parte  de  los  casps, .  Esto  es  lo  racional,  y  así 
está  admitido  en  la  práctica.  Y  no  se  olvide,  que  la  disposición  del  presente 
art.  259  no  es  aplicable  á  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  en  virtud  de  lo 
que  ordena  el  Ii3l2. 


SECCIÓN  TERCERA. 

BE  LÍ.S  NOTIFIOAOION^S,    CITAQIONIS,   BHPI^AZAMISNTOS, 
Y  RBQüERlMIBNTOS. 

Se  han  reunido  en  esta  sección  las  disposiciones  relativas  al  tiempo,  modo  y 
forma  de  practicarlas  actuaciones  judiciales  que  se  expresan  en  su  epíj^raíe.  La 
ley  dii!  1855  era  deficiente  en  esta  materia,  y  aaba  lugar  á  dudas  y  diücultades, 
quesi^  han  procurado  salvar  en  la  presente  reuniendo  en  este  lugar  lo  que  aque- 
lla prevenía  en  sus  artículos  21  al  24  y  334  sobre  las  notificaciones,  y  228  al  231 
sobre  el  iKiodo  de  hacer  los  emplazamientos,  con  las  modificaciones  y  adiciones 
que  se  haa  creído  necesarias  á  dicho  fin,  á  la  vez  que  al  de  corregir  los  abusos, 
dilaciones  y  dii^entes  procedimientos  á  que  daban  lugar  en  la  práctic»."  Estose 
conseguirá  obsertando  puntualmente  las  reglas  que  se  establecéis  para  e«dauna 
de  las  diligencias  de  que  se  trata,  jr  los  actuarios,  á  quienes  incumbe  ejecutar- 
las, deben  fijarse  en  ellas  para  no  incurrir  en  la  responsabilidad  que  se  deter- 
mina en  el  art.  280. 

Aunque  cada  una  de  las  enunciativas  "notificación,  citación,  emplazamie|nto  y 
xequerimiento,"  tiene  en  el  foro  su  significación  propia  y  especial,  todas  tienen 
por  objeto  hacer  saber  las  resoluciones  ó  mandatos  judiciales,  y  en  este  concep- 
to suelen  comprenderse  bajo  la  genérica  de  "notificación,"  femada  esta  palabra 
•n  sentido  lato.  Más  frecuente  es  todavía^  confundir  ó  considerar  como  si- 
nónimas las  palabras  "citación  y  emplazamiento,"  de  cuyo  defecto  adolecía  la 
ley  antigua.  En  la  nueva  se  ha  procurado  emplear  dichas  voces  con  mayor  rigor 
tecnológico,  á  fin  de  que  expresen  lo  que  significan  eo  su  acepción  especial. 

En  tal  coneepto,  se  entiende  por  "notificación"  el  acto  de  hacer  saber  á  los 
interesados  en  un  asunto  judicial  la  provideneia,  auto  ó  sentencia  que  en  él 
haya  recaído.  Ninguna  resolución  judicial  puede  producir  efecto  ni  causar  per- 
juicio, si  no  se  notifica  á  los  interesados  en  la  forma  que  expondremos  al  co- 
jneatar  los  artículos  262  y  siguientes. 

Por  "citación"  se  entiende  el  llamamiento  que  se  hace  de  orden  del  juez  6  del 
tribunal  á  cualquiera  persona,  sea  ó  no  ^arte  en  el  juicio,  para  que  concurra  á 
un  acto  judicial  que  pueda  pararle  perjuicio,  ó  en  que  sea  necesaria  su  interven- 
ción. Así,  por  ejemplo:  se  cita  á  los  que  son  parte  en  el  juicio  para  los  actos  de 
prueba  de  la  contraria,  ó  para  el  de  la  vista;  si  no  comparecen,  bo  por  esto  deja 
de  practicarse  la  diligencia,  y  si  se  ha  hecho  en  forma  la  citación,  les  para  el 
mismo  perjuicio  que  si  la  hubieren  presenciado;  y  se  cita  á  los  testigos  para  que 
comparezcan  á  disclarar,  estando  obligados  por  regla  general  á  verificarlo,  á 
pesar  de  no  tener  interés  en  el  asunto,  por. ser  neoesairia  su  intervención  par» 
Ms  fines  de  la  justicia. 

For  "emplazamiento"  se  entiende  concretamente  el  llamamiento  que  se  hace 
á  los  litigantes  para  que  comparezcan  en  juicio  á  defenderse  ó  á  hacer  uso  de  su 
derecho.  Se  emplaia  al  demandado  para  que  comparezca  á  contestar  la  deman- 
da, y  á  todos  los  que  son  parte  en  el  juicio  para  que  comparezcan  ante  el  tribu- 
nal stti>9rior  ó  el  Supremo  en  su  caso,  siempre  ciue  en  virtud  de  apelación  ó  de 
cualquier  otro  recurso  tiene  que  pasar  á  estos  tribunales  el  conocimiento  de  los 
««tes^  Estaba  admitido  generalmente  en  estos  casos  acordar  la  citación  y  em- 
plazi^miento  de  Ika  partes;  pero  la  palabra  adecuada  es  la  de  "emplazamiento," 
que  llera  taubrén  en  sí  la  "eitación,"  y  eomo  ^sta  es  más  «enéiica  que  aquella. 


Digitized  by  VjOOQ IC 


LBY  DE  ENJUICIAMIENTO  CIVIL  17 

]>or  epmprender  mayor  número  de  casos,  en  la  nae?a  ley  se  ha  hecho  la  distin* 
ción  indicada,  que  resulta  de  sus  respectivas  definiciones,  concretando  así  el  tec- 
nicismo forense.  Téngase^  pues,  presente  que  el  emplazamiento  tiene  siempre 
por  objeto  la  comparecencia  en  el  juicio  6  en  cualquiera  de  sus  instancias;  y  la 
citación,  el  presenciar  alguna  diligencia  judicial  6  tomar  parte  en  ella.  Ambas 
actuaciones  pertenecen  á  las  formas  esenciales  del  juicio,  cuya  nulidad  produ- 
cen, la  falta  de  emplazamiento  en  todo  caso,  y  la  de  citación  solo  cuando  se  ha- 
ya omitido  para  alguna  diligencia  de  prueba  ó  para  sentencia  defínicÍTa.  como- 
88  previene  en  el  art.  1693,  sin  perjuicio  de  lo  que  se  ordena  en  el  279  y  expon- 
dremos al  comentarlo. 

Y  se  dá  el  nombre  de  ''requerimiento"  al  acto  de  amonestar  ó  intimar  de  ór^ 
^en  judicial  á  una  persona,  sea  ó  no  litigante,  para  que  haga  ó  deje  de  ejecutar 
alguna  cosa. 

Todas  estas  diligencias  pertenecen  á  la  categoría  de  actuaciones  judiciales,  y 
les  son  por  tanto  aplicaHes  los  artículos  248,  249,  255  y  todos  los  que  compren- 
den la  sección  anterior  sobre  días  y  horas  hábiles.  Veamos  el  término  y'la  for- 
ma á  que  deben  sujetarse  cada  una  de  ellas,  conforme  á  los  artículos  de  la  pre- 
sente sección,  en  los  cuales  se  determinan  con  precisión  y  claridad. 


Artículo  260. 

Todas  las  providencias,  autos  y  sentencias  se  notificarán  en* 
«1  mismo  día  de  su  fecha  ó  publicación,  y  no  siendo  posible,  en 
el  siguiente,  á  todos  los  que  sean  parte  en  el  juicio. 

También  se  notificarán,  cuando  así  se  mande,  á  las  personas  á 
quienes  se  refieran  ó  puedan  parar  perjuicio. 

Artículo  261. 

Si  por  la  mucha  extensión  de  una  sentencia  no  fuera  posible 
sacar  las  copias  para  notificarla  en  el  plazo  antes  expresado,  se 
podrá  dilatar  su  notificación  por  el  tiempo  indispensable,  sin  que 
en  ningún  caso  pueda  exceder  de  cinco  días. 

En  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855  no  se  fijó  término  para  hacer  las 
aotificaciones:  solo  se  dijo  en  su  art.  334  que  las  sentencias  debían  notificarse  á 
los  procuradores  de  las  partes  dentro  de  los  dos  días  siguientes  al  en  que  fueren 
dictadas;  disposición  que  fué  modificada  por  el  art.  694  de  la  ley  orgánica  de 
1870,  previniéndose  que  se  notificaran  las  sentencias  definitivas  en  el  mismo 
día  de  su  publicación,  ó  á  lo  más  en  el  siguiente.  Esto  era  de  imposible  ejecu- 
ción en  muchos  casos:  cuando  son  larjj^as  las  sentencias  ó  muchos  los  litigantes, 
en  tan  corto  plazo  es  materialmente  imposible  sacar  las  copias  que  han  de  en- 
tregarse á  cada  parte  al  hacerle  la  notificación.  Además,  ni  una  ni  otra  ley  fija- 
ron término  para  notificar  los  autos  y  providencias,  lo  cual  daba  lugar  á  dila- 
ciones y  abusos,  que  no  solían  corregirse  por  laYalta  de  precepto  legal  expreso. 

A  corregir  estos  abusos  supliendo  la  omisión  indicada,  v  á  hacer  practicable 
en  todo  caso  el  precepto  de  la  ley,  se  dirigen  los  dos  artículos  (]ue  son  objeto  de 
este  comentario.  Se  previene  en  ellos  que  todas  las  providencias  }[  autos  se  no- 
tificarán en  el  mismo  día  dé  si^  fecha,  y  no  siendo  posible,  en  el  siguiente,  y  lo- 
propio  las  sentencias  con  relación  al  día  de  su  publicación;  pero  si  por  la  mucha- 
extensión  de  una  sentencia  no  fuera  posible  sacar  las  copias  para  notificarla  en 
el  plaso  antes  expresado,  se  podrá  dilatar  su  notificación  por  el  tiempo  indis- 
pensable para  llenar  ese  requisito,  sin  que  en  ningún  caso  pueda  exceder  de 
ónco  días,  los  cuales  deberán  contarse  desde  el  siguiente  al  de  la  publicación 
de  la  sentencia. 

Otra  declaración  no  menea  importante  contiene  el  primero  de  estos  artículos. 
Que  las  resoluciones  judiciales  aeben  notificarse  á  todos  los  que  sean  parte  en» 
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-el  juicio,  es  un  principio  inconcusa,  observado  siempre  en  la  práctica,  y  sin  dn- 
<la  no  mencionado  por  esto  en  la  ley  de  1855;  pero  ffle  mismo  principio  excluye 
por  regla  greneral  al  tercero  que  no  es  parte  en  el  juicio,  y  sin  erobargro  pneden 
ocurrir  casos  en  que  convenga  notificarle  la  resolución  para  que  le  pare  perjui- 
cio, cuando  pueda  ocasionárselo,  6  en  que  sea  necesario  hacérsela  sal^r  para  que 
cumpla  lo  que  en  ella  se  mande.  Y  á  fin  de  evitar  las  dudas  á  que  estos  casos  se 
prestaban,  y  para  que  no  quede  al  criterio  del  actuario  un  punto  tan  importan- 
te, se  ordena  que  las  providencias,  autos  y  sentencias  se  notificarán  á  todos  los 
que  sean  parte  en  el  juicio,  y  también  á  las  demás  personas  á  quienes  se  refieran 
o  puedan  parar  perjuicio,  pero  en  este  caso  solo  cuando  así  le  mande. 

Aquí  tienen  los  actuarios  la  regla  precisa  á  que  han  de  sujetarse.  Luego  qpe 
se  dicte  cualquiera  providencia,  auto  6  sentencia,  deben  notificarlo  á  enantes 
sean  parte  en  el  juicio  ó  expediente  en  que  recaiga,  verificándolo  en  su  caso  i 
los  procuradores,  y  no  á  los  interesados  personalmente,  en  cumplimiento  de  lo 
que  89  ordenafen  el  art.  6.  ® ;  pero  no  pueden  notificarla  á  nadie,  que  no  esté  ad- 
mitido como  parte  litigante,  si  no  se  manda  expresamente.  Éste  mandato  pue- 
de ir  comprendido  en  la  misma  providencia,  como  sucede  en  el  emplazamiento 
de  cualquier  demanda,  6^  cuando  se  manda  citar  de  evicción  6  con  otro  objeto 
á  un  tercero,  ó  requerirle  para  que  haga  6  deje  de  hacer  alguna  cosa,  y  en  otros 
casos  semejantes. 

Y  también  podrá  acordarse  en  providencia  separada  á  instancias  de  la  parte 
á  quien  interese  se  haga  saber  á  un  tercero  una  resolución  judicial,  si  conKieno 
<Hie  tenga  conocimiento  de  ella  ó  para  que  le  pare  perjuicio.  Fuera  de  estos  ca- 
aos, incurriría  en  lesponsabilidadel  actuario  que  se  permitiera  notificar  UBa 
providencia  á  quien  no  sea  parte  legítima  en  el  negocio. 

Ténga?e  presente  que  estos  artículos,  según  el  270,  son  también  aplicables  á 
las  citaciones,  emplazamientos  y  requerimientos:  todas  estas  actuaciones  deben 
•ejecutarle,  como  las  notificaciones,  en  el  mismo  día  en  que  se  dicte  la  providen- 
cia que  Imí»  ordene,  y  no  siendo  posible,  en  el  siguiete,  sin  que  puedan  dilatarse 
bajo  nineún  pretexto,  puesto  que  el  art.  2QQ,  también  aplicable  al  caso,  estable- 
ce el  medio  de  verificarlo  válidamente,  cuando  no  se  halle  en  su  habitación  la 
persona  con  quien  ha  van  de  entenderse.  Los  actuarios  que  incurran  en  morosi- 
dad, deben  ser  corregidos  disciplinariamente  conforme  sil  art.  280,  y  ademis  son 
tresponsabies  de  los  perjuicios  á  que  la  dilación,  diere  lugar. 


Artículo  262. 

Las  notiñc^ciones  se  practicarán  por  el  escribano,  secretario 
ú  oficial  de  Sala  autorizado  para  ello,  leyendo  íntegramente  Ifi 
providencia  á  la  persona  á  quien  se  hagan,  y  dándole  en  el  acto 
copia  literal  de  ella,  firmada  por  el  actuario,  aunque  no  la  pidn, 
expresando  el  negocio  á  que  se  refiera. 

De  lo  uno  y  de  lo  otro  deberá  hacerse  expresión  en  la  dili- 
gencia. 

Artículo  263. 

Las  notificaciones  se  firmarán  por  el  actuario  y  por  la  persona 
á  quien  se  hicieren. 

Si  esta  no  supiere  ó  no  pudiere  firn^ar,  lo  hará  á  su  ruego  up. 
testigo. 

Si  no  quisiere  firmar  ó  presentar  testigo  que  lo  haga  por  elia 
en  su  caso,  firmarán  dos  testigos  requeridos  al  efecto  por  el  ?ic- 
tuario. 

Estos  testigos  no  podrán  negarse  á  serlo,  bajo  la  multa  de  5 
-á  25  pesetas. 
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La  ley  de  4  de  Junio  de  1837.  sobre  .notificaciones,  dictó  las  reglas  conrenien- 
tes  para  ejecutarla!),  coVrigfiénao  tos  abusos  ^  corruptdas  de  la  práctica  antiffua* 
firan  tan  prudentes  y  acertadas  sus  disposiciones,  q[ue  se  creia  haber  llegad  á 
|a  perfección  en  esta  materia,  y  se  reprodujeron  Bustanoiaimente  en  los  artíou- 
i6s  21  al  24  de  lá  ley  de  Enjuiciamiento  chril  de  lt)5&.  Pero  la  experiencia  ha 
hecho  yer  que  aüji  habla  ^fgó  que  corregir,  no  por  ddfecto  de  la  1^.  siso j>or  U 
malicia  ó  ne^ligéncH"  de  los  encatgados  díe  cumplirla,  y  á  este  nn  se  dirigen 
las  modificaciones  introducidas  éñ  &  que  se  hallaba  dispueslio  sobre  á  plazo» 
modo  y  forma  dé  hacer  las  notificaciones,  y  Ja  responsabilidad  del  oficial  públif 
coi  encardado  de  ejecutarlas.  Es  dé  tal  impottáncia  una  notificación  para  lá 
díEjíeusa  do  los  derechos  litigiosos,  que  cualquier  abuso  puede  acarrear  perjuU 
cios  irreparables 

Tanto  en  dich^  leyes,  como  en  la  presente^  se  han  preristo-  todas  las  sitúa- 
ciojies  en  qv^  puede  hallarse  la  persona  que  ha  de  ser  notificada,  ordenando'  lo 
<}ue,ha  de  hacerse  en  cada  una  de  ellas,  ruede  tener  dicha  persona  doniicilio  co- 
nocido, 15  no  tenerlo  ignorándose  su  paradero:  puede  tener  el  domicilio  en  eí 
lugar  del  juicio,  ó^en  otra  población;  y  puede  ser  habida  para  hacerle  personal- 
mente la  notificación,  ó  no  hallarla  el  f|ctuario  cuando  la  busque  oon  este  obje- 
to.  En  el  art.  262 y  en  los  tres  sigi^entes  sedan  reglas  para  practicar  las 
notificaciones  en  el  caso  más  coknún  y  fréctiente,  cuál  es  eil  de  aer  conocido  el  do^ 
micilioy  hallarse' en  él  la-persona,  de  suerte  ()ne pueda  ser  imítifi^tda. personal- 
mente, y  en  los  artículos  poéteriores  se  determina  lo  4)ue  ha  de  hacerse  en  los  den 
más  casos.  Y  téngaae  presente  que  lo  que  se  díspohe par» las. notificaciones  en  las 
diferentes  situaciones  antes  indicadas,  es  aplicable  por  vegla  genial  á  las  <áta- 
oiones,  emplazamientos  y  requerimientos,  se^n  se  preyiene  en  el  art.  27Q. 

Los  dos  artículos,  que  son  objeto  de  este  comentario,  concuerdan  con  el  1.  ^ 
y  2.  ^de  la  ley  de  1837,  y  eon  ^1  21  y  22  de  la  de  ia¿5.  8e  refieren,  QomohemM 
dicho,  á  las  notificaciones  de  personas  ppepente8>  eonserrando  las  disposicionea 
de  dichas  leyes,  y  por  consiguiente  la  práctica  hasta  ahora  observada;  perocoil 
algunas  adiotohesv  sobre  las  caaleí  debemos  Uawar  la  átenoión  pi^ra  gue  no  pa- 
flen  dfsaportrttódas. 

Se  pre?jiene  en  el  262  que  la  copia  de  la  providencia,  anto  ó  ssfttenoia,  que 
autorizada  con  su  firma  debe  entk'ejo^ar  el  actuario  á  Ita  persona  notifícada,  aunr 
quo  no  lapida,  débei^r  *'literal,''c9mo  se  ordenó  eó  )al>TÍm.6ra  dediehaa  leyeit, 
aunque  se  ómitíó  esta  circunstancia  en  la  segunda,  y^  poi>  consiguiente  debe  con- 
tener al  pié  de  lá  letra  toda  la  reéíelución  judicial,  sin  limitarla  á  la  parte  din- 
positiva.  Y  se  añade  que  en  la  ihisma  copia  se  * 'exprés  ara  el  negocio  á  que  se 
refiera,'*  coii  él  objeto  de  eVitaV  él  inconveniente  qué-  resultaba  jde  no  hacer  di» 
cha  expresión,  pues  como  pór^réglti  general  en  las  protíáenaias  nasehace  Bien- 
ción  de  los  nombres  de  tos  litigantes  ni  del  asunto'  á  que  se  refiereo,  y  «ueleia 
ser  iguales  las  do  mera  tramitación,  si  no  see^qí^resan  dichas  circnnstakeias  «n 
las  copias^  no  puede,  Baberseuson  certeza  «uil  sea  el  atonto  en  que  haya  recaído 
la  providencia.  JSn  nuestra  larga  práctica  nos  ha  oeiirrido  ngiuc^a^  v^ces  ost^ 
•duda,  tan  £áci)  de  evitar  sin  gravamen  para  el  actuario,  JBp  todo  Ip.den^s,  lá 
Tomula  de  la  diligesoia  y  ae  la  copiar,  es  igual  á.  la  «i|e  viene  empleándose. 

En  cuanto  at  art,  263.  copiado  casi  ÚterJeJmento  de]  ^  déla, ley  aptigna,en  su 
párraío¡3.^fie  han  añadido  las  palabras ''én  su  cafto,"  para  que  no  quede  dxuda  de 
que  su  disp|08ición  re  refiere  á  loados  párrafos  anteriores.  Si  la  pnr^^r'-nn  notifi- 
eada  no  quiere  firmar  la  diligencia  .sabiendo  hacerlo,  ^^  ai  no  aabitmdo  á  no  pu- 
diendo  se  niega  á  presentar  un  testigo  que  firme  por  eÜa,  en  cualquiera  de  am- 
bos casoar  deben  firmar  dos  testiaoa-req'ueridos  kl  ft-eíto  pov  ol  actuario.  No 
han  sMo  raros  los  casos  en  que  Tos  aotuarióíi  han  tropej^ndo  coii  dití cuitadez 
•para  llegar  este  precepto  legad  por  negárselos  teatigoi*  A  inlenetiir  cu  el  acto, 
-con  el  retraso  y  perjuicio  consigüienteá  para  la  aduiiniatracíéie  de  jüatida:j 
como  tal  cs^ductano  debe  quedú*  sinLoorroctivo,  poique  í^e  falta  al  eutnpli- 
-miMito  de  im-.deber,  aparte  deque  generalmente  resptMi^eá  miras  apii¿bDadaB, 
90  hfk  establecido  la  sanción  penal  que- se i determina  vn  el  párrafo  último,  adi- 
cionadb  eñ.  dioho  artícultt.        '  '_    . 

Según  él,  Us  personas  requeridas  por. el  aetuario,  t  ofijcial  público  compefen- 
te,  para  ser  toert^igoe  de  una  notificación,  no^^puede  negarse. á  serlo;  y  el  que  se 
négat^,  incurrirá  en  la  muha  de  5  á  25  poEetas*  Cuando  Qcun:a  el  cwo,  el.aciua- 
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rio  obrará  con  piiidencia  enterando  al  testigo  de  lo  qne  ordena  la  hy  y  de  la  pena 
en  ^ne  incurre,  y  si  este  insiste  en  su  negati-ra,  lo  acreditará  por  diligencia  dan- 
do te,  6  levantará  acta  de  lo  ocurrido  para  dar  cuenta  al  juez,  y  requerirá  á 
otras  personas  para  aue  sean  testigos  de  la  notificación,  á  fin  de  no  dilatar  1» 
dili||[encia  y  que  quede  practicada  dentro  del  término  legal. 

Dicha  multa  tiene  el  carácter  de  corrección  disciplinaria,  de  aquellas  á  gur 
se  refiere  el  art.  450,  j  por  consiguiente  conforme  al  451  debe  ser  impuesta  d& 

5 laño  por  el  juez  ó  tribunal  aue  conozca  del  asunto,  en  yista  de  lo  que  resulte- 
e  la  diligencia  6  acta  extendida  por  el  actuario>  el  eual^  dará  cuenta  á  este  fin. 
Contra  la  preyidencia  en  que  se  imponga  procede  la  audiencia  en  justicia  dentro- 
del  plazo,  por  los  trámites  y  con  los  recursos  que  se  determinan  en  los  atículoa- 
4S2  y  siguientes.,  El  ocultado  que  no  satisfaga  la  multa,  deberá  sufrir  un  día  de 
arresto  por  cada  cinco  pesetas,  según  lo  que  disponen  los  artículos  439  y  440,  en 
«ayo  espíritu. está  comprendido  este. caso:  de  otro  modo  podría  resultar  1» 
impunidad  de  aquella  falta,  con  desprestigio  de  la  ley  y  de  los  funcienarios  en- 
cargados de  aplicarla. 

^  Los  testigos  requeridos  por  el  actuario  para  presenciar  y  firmar  la  notifica- 
ción ¿deberán  reunir  la  cualidad  de  y^cinos  de  la  casa  del  notificado  cuando  se 
}iaga  en  ella  dicha  diligencia,  6  de  vecinos  del  pueblo  cuando  se  haga  en  otra 
parte?  La  ley  de  4  de  Junio  de  1837  antesf  citada  así  lo  prsceptuaba  termi- 
iiantemente;  pero  la  nueva  ley,  lo  mismo  que  la  anti^a,  omite  esta  circunstan- 
cia: sólo  exiga  que  firmen  dos  testigos,  y  por  consiguiente  podrán  serlo  cuanto» 
teBgan  aptitud  legal  para  ello.  Sin  embargo,  como  la  ley^  al  estampar  este  pre-» 
oepto,  ha  querido  que  en  todo  tiempo  se  pueda  justificar  la  legalidadad  de  la  ac- 
tuación, nosotros- aconsejaríamos  ajos  actuarios  que,  para  alejar  sospechas,  pro- 
baren requerir  á  veoinOS  del  pueblo;  y  que  no  se  valgan  de  transeúntes  ó  foras- 
teros sino  en  el  caso  de  que  no  los  haya  en  aqnel  momento  que  reúnan  en  aque- 
lla cualidad. 

^'  ¿Podrán  ser  testigoá  los  oficiales  y  dependientes  delactuario?  Lá  ya  citada  ley 
de  4  de  Junio  lo  prohibía  expresamente,  sin  duda  para  evitar  los  abu80S;que  oo^ 
dían  comeserse'.  «dponiendoqpe  a^uellap  personas  se  resigparían  con  facilidad 
á  auscríbir  lina  diligencia  que  tal  res  no  se  hubiese  practicado,  para  cubrir  la  res- 
ponsabilidad de  BujprincipaL  Mas  la  nueva  ley  no  consigna  ese  precepto,  ^  como 
«e  entiende  permitido  h»  que  la  lev  no  prohibe,  es  preciso  deducir  que  los  oficíales- 
▼  dependientes  del  actuario  pueden  ser  testigos  de  una  notificación,  si  reupeit' 
la  eaad  y  demás  circunstancia  que  el  derecho  exige.  Sin  embargo,  los  actuarios, 
por  decoro  propio  y  para  alejar  de  sí  toda  sospechai  deberán  valerse  de  otras  per- 
•onas  que*  armen  como  testigos  la  notificación,  mayormente  si  tienen  presente 
4|ueen  caso  de  combatirse  dicha  diligencia,  podría  oponerse  una  tacha  legal  al  ' 
testimonio  de  sus  oficiales jr  dependientes. 

'  Téagase  presente,  por  últitio,  que,  conforme  al  4^.  249,  es  nula  la  notifica- 
ción cuya  diligeneiti  no  haya  sido  autorizada  por  el  escribano,  secretario  ú  ofi- 
cial de  3ala.que  la  hubiere  hecho;  y  que  también  produce  su  nulidad  la  /alta 
de  la  firina  del  notificado»  ó  de  ios  testigos  en  su  caso,  con  la  sola  excepción 
0ue  se  establece  en  el  art.  279,  incurriendo  además  el  actuario  en  la  responsabi- 
lidad que  se  determina  en  el  280.  La  ley  ha  hecho  cuanto  es  posible  en  lo  hu^ 
mano  para  eritar  nbusos,  corrigiendo  severamente  hasta  las  faltas  de  negligen- 
cia ó  de-icuido,  y  liin  embargo  nada  más  frecuente  ciue  ver  en  los  autos  diligen- 
cias de  nótificaiíión  y  otras  sin  la  firma  del  actuario  ó  de  la  parte,,  ó  con  la  fikw 
ma  del  procurador  en  blanco.  Bsto  podrá  revelar  confianza,  pero  la  experiencia 
nos  ha  hecho  ver  que  dá  lugar  á  disgustos  y  compromisos,  y  á  veces  á  gastos  y 
perjuicios  para  Ids  litigantes^ '  como  sucede  para  rehabilitar  las  actuaciones 
cuando  fallece  Ó  se  inhabilita  el  actuario  sin  naber  firmado  alguna  diligencia.  . 
Todo  esto  se  evita  cumplí  mdo  cada  cual  con  la  lev,  y  no  tolerando  los  jueces  se- 
mejantes faltas,  que  precisamente  han  de  notar  al  cumplir  la  obligación  que  tie- 
nen de  examinaT  por  sí  mismos  los  autos. 

A  este  propósito,  en  el  comentario  al  art.  22  de  la  ley  de  1855,  dijimos  lo  si- 
guiente: "Los  litigantes  y  los  procuradores  en  su  easp,  deben  tener  mucho  cuidado  - 
en  no*  firmar  en  blanco  laiT  notificaciones,  como  hemos  visto  practicar  más  de  i^na 
rtz,  porque  obrando  así,  se  exponen  á  graves  responsabilidades  por  la  dilací^ 
de  un  término  importante,  sin  que  les  quepa  recurso  alguno  contra  el  escribano»  . 
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S arque  éste  queda  á  salyo  de  toda  culpa  con  el  mero  hecho  de  presentar  Buscrlts 
I  dili^ncia  por  elque  ha  sido  notificado.  Oumpla  cada  uh  con  £u  deber,  y  te 
verán  desterrados  del  foro  esos  abusos,  que  son  tanto  m*s  reprensibles,  opanto 
^ue  Qp  los  ha  autorizado  la'ley,  sino  la  confianza  6  la  indolencia  de  los  que  Ínter» 


ofende,  y  contribuye  á  conseryar  la  confianza  y  buenas  relaciones  qud^eben  i 
diar  entre  ellos. 


Artículo.  264.  , 

Se  harán  las  notificaciones  en  la  escribanía  ó  en  el  local  que 
^n  cada  Tribunal  estuviere  destinado  á  este  fin,  si  allí  compare- 
cieran los  interesados. 

No  compareciendo  oportunamente,  se  harán  en  el  domicilio  de 
la  persona  que  debe  ser  notificada,  á  cuyo  fin  lo  designará  en  el 
primer  escrito  que  presente. 

Artículo  265. 

Cuando  los  procuradores  no  comparezcan  oportunamente  en  la 
escribanía  ó  local  destinado  al  efecto,  se  les  hará  también  la  no* 
tificacii^n  ea  su  domicilio;  pero  en  este  caso  será  de  su  cuenta  per* 
sonal  el  aumento  de  gastos  que  ocasioi^e  la  diligencia  sin  que 
puedan  cargarlos  á  sus  poderdantes. 

En  el  art.  100  del  regflamento  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  de  17  de  Oc« 
tubredel835  y  en  el  204  de  las  Ordenanzas  de  las  AudiencÍAsde  Id  de  Diciembre 
4el  mismp  afí o,  ^e  impuso  á  los  procuradorea  la  obligación  de  asistir  diariar 
mente  á  su  respectiro  tribunal  en  laa  horas  de  despapho.  y  se  previno  que  allí  se 
les  hicieran,  las  notificaciones  y  citaciones.  Eéta  disposición  se  hizo  extensiya  á 
los  procuradores  4le  loa  ju^K^dos  de  primera  instancia  .por  el  art.  65  del  regU» 
mentó  de  1.  ®  de  Mayo  de  1844.  Se  obseryaban  con  puntualidad  estas  disposi* 
dones  reglamentarias,  aunque  no  se  hizo  mención  de  ellas  en  la  iey  de  1855  ni  en 
la  orgánica  de  1870;  pero  daban  lupfar  á  (que,  interpretándolas  estrictamente,  se 
creyera  que  las  notificaciones  á  los  pfrocúradoresr sólo  podían  hacerse  en  el  local 
destinado  para  ello  en  cada. tribunal, ^ne^ándose  algunos  actuarios  á  buscar  al 
procurador  6n  su  domicilia  para  nofiticane.  De  a^uí  resultaba  (jne  el  procura- 
dor, que  tenfa  interés  en  dílatarun  negocio,  eludia  la  notificación  no  compa-i 
recieado  en  el  tribunal  nlen  la  escribanía,  y  si  á  instancia  de  la  parte  contraria 
pasaba  el  actuario  al  domicilio  del  procurador  para  notificarle  la  proyidenóia, 
sufrian  los  litigantes  el  aumento  dé  g-astos  &  que  esto'daba  luirtr.  rara  corre- 
ar tales  abusos,  se  han  incluido  en  la  piesente  ley  aquilas  disposiciones,  pero 
^n  las  ipodifieaciones  que  ];resultan  de  Ids  dos.  artíct^i^a^^ue  son  objeto  de  este 
cpmentario.  ,      .^    .  .  .     .    .    ; 

Segúii  ello?,  las  notifíbaciones  deben  hacerse  en  fá  dscriBanía  ó  en^  el  lééil 
que  eít  cada  tribunal  esté  destinado  á  este/fijívctiandocompareizcan' allí 'los  iñ^ 
i^eresadoii;  pero  si^no  comparecen  oportunamente,  deb&el  actuario  pas^r  sin  di* 
lación  al  dqmjcilio  de  la  persona  que  de|)a  jser  notificada;  sea  particular  ó  pro- 
curador, y  si  no  la  encuentra  en  su  habitación,  hará  íá  notíírCftcíón  por  céaul» 
eonforiúejal  art,  26(k  de -suerte  que  en  todo  caso  ha  de  quedar  practicadi^la.dU 
l^encia.  dentro  4^1  plazo  que  fija  el.^,  ain  que  pvieda  ^ri^ir  de  excusa  para  di^ 
latarla  la  no  comparecencia  del  procurador  ó  dé  la  pairen  él  trihiíiiaV'ni  en  h¿ 
escribanía.^  £n  tal  caso,  esto  es,  cuando  sea  necesario  buscar  al  procurador  Mi 
su  domicilio  para,hacerle  la  notificación^  será  de  cuenta  personal  del  mismo'^el 
áttménto  de  gastón  que  ocasione  la  eHllgencia,  Mn^^üep^^a  cárgarlüA  á  su  po- 
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'  dcrdante.  ho  previene  «sí  (a  Ii^  para  correfi:¡r  la  falta  de  asistencia  del  pt*óbu- 
rader,  y  pdiKlUíene  sería  J08t,o  que  fiquel  sufriera  las  cons^^cueñcias  de  lanégli* 
genciü»  deseaido  6  malicia  4e  éste  en  fidtar  ^l  cumplimiento  de  ese  deber. 

.£!»  todos  ios  jnEgadofl  y  tribi;uiale8  consta  el  domidilió.de  los  proctiradóres- 
OBOefn-MkHS  fun^onan;  y  para  que  conste  á  los  actuarios  con  el  fin  antedicho  él 
¿0  los  inteiesadoa^  qne  comparezeam  por  sí  roismos,  se  les  obl%a  A  desimanarlo  én 
el  primer  escrito  que  presenten.  Kd  será  fácil  que  pase  des^tpcrcibida  estA  cilr- 
cunstancia,  puesto  que  resultará  de  la  cédula  personal,  que  está  obliprado  á  ex* 
hibir  todo  el  que  comparece  por  sí  en  juicio;  pero  si  se  omitiere,  el  juez  deberá 
prerenirU  <)ue  llene  ese  requisita.  EX  actuario  cumplirá  presentándose  ol  el  do- 
micilio desig:nadO|  y  si  no  se  hallare  en  él  el  interesado,  le  hará  la  notificación 
por  cédula. 

Artículo  266. 

CuMido  sea  conocido  el  domicilio  del  qué  deba  ser  notificado, 
8Í  á  la  primera  ailigencia  en  busca  no  fuere  hallado  en  su  hábi-, 
tación,  cualquiera  que  sea  la  causa  y  el  tie&po  de  la  ausencia, 
se  le  hará  la  notificación  por  cédula,  en  el  misma  acto  y  síh  ne- 
cesidad de  mandato  judicial. 

Articulo  267. 

La  cédula  paía  las  notificaciones  contendrá: 

IV  La  expresión  de  la  naturaleza  y  objeto  del  pleito  ó  négbcio, 
y  los  nombres  y  apellidos  de  los  litigantes. 

2?  Copia  literal  de  la  providencia  ó  resolución  que  haya  de 
notificarse. 

3*  £1  nombre  de  la  pergona  á  quien  deba  hacerse  la  notifica- 
i^ión,  con  indicación  del  tnotivo  por  el  que  se  hace  en  eáta  forma. 

4"  Expresión  de  la  hora  en  que  haya  sido  bu&c$ida  y  no  hatla- 
da  en  su  domicilio  dicha  persona,  la  fecha,  y  la  firma  del  actua- 
rio notificante. 

Artíctilo  268. 

Dicha  cédula  será  entregada  al  pariente  nlás  cercano,  familiar 
&  criado,  mayor  de  catorce  años,  que  se  hallare  en  la  habitación 
del  qué  hubiere  dé  ser  hotifícado;  y  si  no  se  encontrare  á  nadie 
en  ella,  al  vecino  más  próximo  que  fuere  habido. 

Se  acreditará  en  los  autos  la  entrega  por  diligencia,  en  la  que 
se  hará  censtar  el  nombi^,  estado  y  ocüpáciÓ)!i  de  ía  persona  (joe^ 
reciba,  la  cédala,  su  rela/pión  con  la  que  deba  ser  notificada^,  y  lá 
ebligkción  que  fuella  tiene^  y  le  hal-á  saber  el  actuario,  de  en- 
trégár  á  ésta  la  cédula  asi  que  regrese  á  su  domicilio,  ó  de  darle 
aviso  si  sabe  flit  paraderp,  bajó  la  multa  de  5  á  ¿5  pesetas. 

Dicha  diligencia  seta  firmada  por  el  actuario  y  por  la  persona 
qu(5  reciba  la  cédula;  y  si  éat&  no  supiere  Ó  no  quisiere  firmar,  » 
hará  lo  que  se  previene  éñ  el  art.  2oá. 

^  Se  didt«f9t  en  estos  ártíTculoa  ^glas  precisas  y  claras  para  hacer  las  ñotififÁ- 
dones,  aplicables  también  á  las  litaciones,  emplazamientos  y  requerimientos- 
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Ciegan  el  270,  cuando,  siendo  conocido  el  domicilio  de  la  persona  que  ha  de  ser 
notificada,  no  fuere  hallada  en  su  casa  ó  habitación  al  presentarse  en  ella  el  ac- 
tuario con  dicho  objeto. 

£n  el  art.  3.  ®  de  la  ley  de  notificaciones  de  1837  y  en  el  23  de  la  de  Enjuicia- 
miento de  1855  se  previno  que,  si  á  la  primera  diligencia  en  busca  no  luese  ha- 
bida la  persona,  se  hiciera  la  notificación  por  cédula  sin  necesidad  de  mandato- 
judicial.  Pero  ocurría  con  frecuencia  que,  si  el  que  había  de  ser  notificado  te- 
QÍa  interés  tín  eludir  ó  dilatar  la  notificación,  se  ocultaba  al  presentarse  eb  su- 
casa  el  actuario,  ó  se  ausentaba  realmente;  cualquiera  de  la  iamilia  manifestaba 
QuO  se  hallaba  ausente,  indicando  á  yeces  el  pui^to.  y  que  regresaría  pronto,  y 
«i  actuario  lo  coiisiirnabá  por  diligencia,  absteniéndose  de  hacer  la  notificacióii' 
por  cédula,  sin  duda  por  no  creerse  facultado  para  ello  en  tal  caso.  Se  daba- 
cúenta  al  juez;  éste  mandaba  que  se  hiciera  saber  el  resultado  de  la  diligencia- 
á  la  parte  contraria,  la  cual  tenía  que  presentar  escrito  pidiendo  lo  que  creía 

Srocedente:  si  se  había  indicado  el  punto  de  la  ausencia,  se  dirigía  exhorto  para 
aeer  la  notificación,  cuyo  resultado  solía  ser  no  hallarse  en  aquel  punto  la 
persona  que  debía  ser  notificada;  y  de  este  modo  se  practicaban  multitud  de  di- 
ligencias inútiles,  haciéndose  la  notificación  cuando  ya  había  pasado  la  opor- 
tunidad y  quedando  paralizada  la  marcha  de  la  justicia  por  muchos  días  y  aun 
por  meses,  con  grate  perjuicio  de  la  misma  y  del  litagante  de  biiena  f^^. 

Preciso  era  corregir  tales  abusos,  facilitar  la  acción  de  la  justicia  y  poner  co- 
to á  la  malicia  de  los  litigantes:  á  este  fin  se  ordena  en  el  art.  266^  moaificando 
las  disposiciones  antes  citadas  con  las  palabras  que  se  subrayan ,  que  ''cuando 
|iea  oonociilo  el  domicilio  del  que  deba  ser  notificado,  si  á  la  primera  diligencia 
en  busca  no  fuese  hallado  *'en  su  habitación,  cualquiera  que  sea  la  causa  y  el 
tiempo  de  la  ausencia,"  se  le  hará  la  notificación  por  cédula,  "en  el  mismo  ac- 
to''y  sin  necesidad  de  mandato  judicial.'^  El  jsrecepto  de  la  ley  no  puede  ser 
más  claro  y  terminante:  si  el  actuario,  á  la  primera  diligencia  en  busca  de  la 
persona  que  ha  de  ser  notificada,  no  la  encuentra  en  su  casa  ó  habitación,  en  el 
múimo  acto  ha  de  hacerle  la  notificación  por  cédula,  aunque  le  conste  que  se  ha- 
Ua  ausente  y  que  podrá  regresar  en  el  mismo  día:  de  otro  modo  incurriría  en 
responsabilidad.  La  ley  se  ha  propuesto  que  toda  notificación,  fuera  de  los  ca- 
sos expresanfénte  exceptuados,  quede  hecha  en  el  mismo  día  en  que  se  dicte  1» 
Srovioeneia,  6  á  lo  más  en  el  siguiente,  y  facilita  el  medio  de  practicarlo,  dan- 
o  el  miamo  efecto  á  la  notificación  por  cédula,  que  á  la  hecha  personalmente» 
Los  casos  exceptuados  son  los  que  se  expresan  en  los  artículos  261, 1443  y  1573. 
En  la  cédula  para  las  notificaciones  ordinarias  han  de  consignarse  todas  las 
eireunstancias  que  se  determinan  en  el  artículo  267:  están  expresadas  en  él  con 
tal  claridad,  que  es  innecesario  repetirlas,  y  nos  remitimos  al  mismo  artículo  y 
á  los  ''formularios."  Estas  cédulas  deben  extenderse  en  papel  común,  como  las 
copias  de  las  providencias,  puesto  que  no  se  hace  mención  de  ellas  en  la  lejr  del 
Timbre  de  31  de  Diciembre  de  1881,  y  así  lo  ordena  el  art,  278* 

Y  tampoco  es  necesario  comentar  lo  que  dispone  el  art.  268  sobre  la  persona 
á  quien  debe  entregarse  la  cédula  de  notificación  y  el  modo  de  acreditarlo  en 
los  autos:  basta  la  lectura  de  dicho  artículo  y  rer  los  "formularios"  de  estas  ac- 
tuaciones. Solamente  llamaremos  la  atención  sobre  la  novpdnd  que  se  introduce 
en  la  práctica  anterior.  Esta  noredad  consiste  en  la  obligación  que  se  impone 
&  la  persona  que  reciba  la  cédula  de  entregarla  al  notificado  por  ese  medio  así 

3tie  regrese  á  su  domicilio,  ó  de  darle  aviso  si  sabe  su  paradero,  bajo  la  multa 
e  5  á  25  pesetas,  y  en  la  preYenoión  que  se  hace  al  actuario  de  hacer  saber  á  di- 
cha persona  esta  obligación,  consignándolo  en  la  diligencia*  Dada  la  disposi* 
ción  del  art.  266,  según  la  cual  debe  hacerse  la  notificación  por  cédula  á  la  pri- 
mera diligencia  en  busca^  cuando  no  fuere  hallado  en  su  casa  ó  habitación  el 
bué  deba  ser  notificado,  cualquiera  que  sea  el  motivo  y  tiempo  de  la  ausencia, 
fusto  era  adoptar  alguna  medida  para  evitar  el  que  no  tenga  conocimiento  del 
ñechb  por  malicia  ó  negligencia  de  la  persona  que  reciba  la  cédula,  y  á  este  fin 
80  dirigen  las  prevenciones  antes  indicadas.  La  obligación  ya  existía,  pero  aho- 
ra será  más  eficaz  con  la  sanción  penal  que  se  establece. 

Cuando  lá  persona  que  recibe  la  cédula  incurra  en  la  multa  por  no  haber  cum- 
plido dicha  obligación,  BU  imposición  corresponderá  al  juez  ó  tribunal  que  haya 
¿i«tad«  la  proTÍdencia;  pero  no  podrá  proceder  sino  á  instancia  de  la  parte  per- 
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judicada.  Esta  multa  tiene  el  carácter  de  corrección  disciplinaria,  lo  mismo 
oue  la  establecida 'en  el  art.  263:  yéase  por  tanto  lo  que  hemos  expuesto  acere» 
de  ella  en  el  comentario  de  dicho. artículo. 


Artículo  269. 

Cuando  no  conste  el  domicilio  de  la  persona  que  deba  ser  no^ 
tificada,  ó  por  haber  mudado  de  habitación  se  ignore  su  parade- 
ro, se  consignará  por  diligencia,  j  el  Juez  mandará  que  se  ha— 
ga  la  notificación,  fijando  la  cédula  en  el  sitio  público  de  (cos- 
tumbre, ó  insertándola  en  el  Diario  de  Avisos,  donde  lo  hubiere, 
y  si  no,  en  el  Boletin  oficial  de  la  provincia. 

También  podrá  acordar  que  se  publique  la  cédula  en  la  Gaceta 
de  Madrid,  cuando  lo  estime  necesario. 

Podrá  ocurrir  que  no  se  sepa  el  domicilio  de  la  persona  que  deba  ser  notifíca<r 
da,  y  en  su  caso,  citada,  emplazada  6  requerida,  ó  que  constando  el  que  tuviera 
anteriormente,  se  ignore  su  paradero  actual  por  haber  mudado  de  habitación, 
cosa  bastante  frecuente  en  las  grandes  poblaciones,  aunque  no  es  fácil  que  oca* 
Tra  en  las  pequeñas.  En  estos  casos  también  ha  de  hacerse  la  notificación  por 
•cédula  dentro  del  plazo  legal;  pero  no  siendo  posible  entregarla  á  las  personas 
designadas  en  el  art.  268  por  ignorarse  la  habitación  del  que  ha  de  ser  notifica** 
do,  no  hay  otro  medio  para  que  llegue  á  su  noticia  que  publicarla  por  edictos, 
fijando  la  cédula  en  el  sitio  público  de  costumbre,  designado  en  cada  juzgado  6 
tribunal  para  este  objeto,  é  insertándola  en  el  ''Diario  ofíciul  de  avisos,"  donde 
lo  hubiere  y  si  no,  en  el  "Boletin  oficial"  déla  proyincia,  y  también  en  la  "Ga* 
ceta  de  Madrid,"  cuando  el  juez  lo  estime  necesario  en  consideración  á  la  im-» 
portañola  del  negocio  y  á  las  condiciones  de  la  persona. 

En  ningún  caso  puede  hacerse  la  notificación  por  edictos  sino  em  virtud  de 
mandato  judicial.  Cuando  no  se  sepa  el  domicilio  ó  paradero  de  la  persona  que 
deba  ser  notificada,  la  parte  á  quien  interese,  al  deducir  su  pretención,  cuidará 
de  pedir  que  el  juez  acuerde  se  haga  la  notificación  en  dicha  forma;  pero  si  se 
i|^nora  el  paradero  por  haber  mudado  de  casa  ó  habitación,  el  actuario  lo  con* 
signará  por  diligencia,  y  sin  dilación  dará  cuenta  al  juez,  el  cual  dictará  prori- 
dencia  mandando  hacer  la  notificación  por  edictos,  sin  necesidad  de  escrito  ni 
excitación  de  la  parte  interesada. 

Aunque  en  la  ley  de  1S55  nada  se  dispuso  para  el  caso  de  que  se  trata,  se  prae* 
ticaba  lo  que  ahora  se  establece,  de  acuerdo  con  lo  que  se  previno  en  su  art.  231 
para  los  emplazamientos. 

Artículo  270. 

Las  di«5posiciones  que  preceden,  relativas  á  las  notificaciones, 
•serán  aplicables  a  las  citaciones,  emplazamientos  y  requerimien- 
tos, con  las  modificaciones  que  se  expresan  en  los  artículos  si-» 
guientes . 

Ya  lo  hemos  indicado  en  los  anteriores  comentarios:  todas  las  disposiciones 
relativas  á  las  notificaciones  son  aplicables  á  las  citaciones,  emplazamientos  7 
requerimientos,  aunque  con  las  modificaciones  que  cada  caso  particular  exije^ 
•expresadas  en  los  artículos  que  siguen. 

,^  Artículo  271. 

Las  citaciones  y  los  emplazamientos  de  los  que  sean  ó  deban 
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^er  parte  en  el  juicio,  se  harán  por  cédula  que  será  entregada  al 
que  deba  ser  citado,  en  lugar  de  la  copia  de  la  providencia,  ha- 
ciéndolo constar  asi  en  la  diligencia. 

'^Respetando  la  práctica  antigraa,  establece  la  lej  diferentes  medios,  aunque  con 
la  misma  fórmula,  para  citar  6  emplazar  á  los  litigantes,  y  para  citar  á  los  que 
no  siendo  parte  en  el  juicio,  tienen  que  comparecer  para  la  práctica  de  algnin» 
fliliffencia  judicial.  De  esto  se  trata  en  el  artículo  273,  y  á  los  primeros  se  refie- 
re el  presente,  el  cual  concuerda  con  el  228  de  la  ley  anti^^ua,  en  cuanto  ordena 
•  que  M  emplazamiento  se  haga  por  medio  de  cédula. 

Según  el,  las  citaciones  para  prueba,  sentencia  j^  demás  ^ue  hayan  de  hacerse 
á  los  que  sean  parte  en  el  juicio,  y  los  emplazamientos  de  los  que  deban  com- 
parecer á  contestar  una  demanda,  6  ante  el  tribunal  superior  6  Supremo  en  rir- 
tud  de  apelación  ó  de  recurso  de  casación,  deben  hacerse  por  el  actuario  y  en  la 
misma  forma  que  las  notificaciones,  según  los  casos,  peí  o  por  medio  de  cédula, 
la  cual  será  entregada  al  que  sea  citado  ó  emplazado  en.  lugar  de  la  copia  de  la 
pro7Ídencia,  haciéndolo  constaren  la  diligencia.  En  el  art.  272  80  expresan  las 
circunstancias  que  debe  contener  la  cédula  de  citación  y  en  el  274  la  de  empla- 
zamiento. Véanse  además  prácticamente  en  los  ''formularios/' 

Sin  duda  por  no  haberse  fijado  en  estas  disposiciones,  hemos  visto  practicar 
á  funcionarios  muy  entendidos  Us  citaciones  para  prueba  y  para  rista  ó  senten- 
cia con  la  fórmula  antigua,  esto  es,  notificando  la  providencia  con  la  expresión 
de  *'le  cité  en  forma,"  pero  sin  consignar  la  entrega  de  la  cédula.  Llamamos  la 
atención  sobro  esto,  porque  tal  práctica  no  es  ya  conforme  á  la  ley,  pues  esta  or- 
dena que  toda  citación  se  haga  por  cédula,  ^r  su  objeto  es  que  no  pueda  alegarse 
duda  o  ignorancia  respecto  de  un  acto  tan  importante  para  la  defensa,  á  cuyo 
fin  ordena  que  se  exprese  en  la  cédula  el  objeto  de  la  citación. 

En  el  caso  del  art.  286,  la  cédula  que  conforme  al  268  debe  entregrarse  á  la 
primera  diligencia  en  busca  al  pariente  más  cercano,  familiar  ó  criado,  mayores, 
de  14  años,  ó  vecino  del  que  deua  ser  citado  y  no  haya  sido  hallado  en  su  casa, 
será  la  misma  preparada  para  la  citación,  pero  adicionada  con  las  circunstan- 
cias 3  *?  y  4  í  ae  las  que  exige  el  art.  267,  puesto  que  las  otras  deben  constar  en 
dicha  cédula:  de  otro  modo  no  se  llenaría  el  objeto  de  la  ley,  la  cual  no  ha  de 
repetir  lo  que  tiene  ya  mandado. 

Artículo  272. 

La  cédula  de  citación  contendrá: 

1"  El  Juez  ó .  tribunal  que  hubiese  dictado  la  providencia,  la 
fecha  de  ésta  y  el  negocio  en  que  haya  recaído. 

2?  El  nombre  y  apellido  de  la  persona  á  quien  se  haga  la  cita- 
ción. 

3*?  El  objeto  de  la  citación  y  la  parte  que  la  hubiese  solicitado. 

4*?  El  sitio,  día  y  hora  en  que  deba  cofnparecer  el  citado. 

5"  La  prevención  de  que  si  no  compareciere,  le  parará  el  per- 
juicio á  que  hubiere  lugar  en  derecho;  terminando  con  la  fecha 
y  la  firma  del  actuario. 

.  Cuando  deba  ser  obligat9ria  la  comparecencia,  se  le  hará  esta 
prevención;  y  si  por  no  haber  comparecido  fuere  necesaria  segun-^ 
da  citación,  se  le  prevendrá  en  ella  que  si  no  comparece  ni  alega 
causa  justa  que  se  lo  impida,  seri  procesado  por  el  delito  de  deso- 
l>ediencia  grave  á  la  autoridad. 

La  claridad  con  que  le  expresan  en  este  artículo  las  circunstacias  que  debo 
eontenier  la  cédula  de  citación,  excusa  todo  comentario.  SóU  indicaremos  quo 
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m  disposición  es  aplicabla  á  toda  clase  de  citación^,  tanto  de  los  litigantes  co> 
mo  de  los  teatig^os,  peritos,  etc.;  y  que  al  ordenar  el  núm.  3.  ®  aue  se  censigne- 
éi  objeto  de  U  citación  y  *Ía  pnrte  que  la  hubiefte  solicitado/'  d^be  entendéti^ 
"en  eu  caso:"  si  el  tribunal  acuerda  la.  citación  ootno  trámite  del  juicio  sin  que 
nadie  la  solicite,  se  hará  expresión  de  la  proridencia  solamente. 
^  La  citación  tiene  por  objeto,  como  Fa  hemos  dicho,  la  comparecencia  de  un 
litigante  ó  de  otra  persona  á  un  acto  o  diliarencia  judicial:  por  regla  general  es 
Toluntaria  la  asistencia  especialmente  en  los  litigantes,  y  si  el  citado  no  concu- 
rre, el  acto  se  llera  á  efecto  y  ^^  P^/&  ^^  mismo  perjuicio  ^ue  ei  le  hubiere  presen- 
ciado, como  sucede  en  las  diligencias  de  prueba  y  en  la  Tista  de  los  pleitos:  para 
estos  casos,  basta  advertirle  que  si  no  comparece,  le  parará  el  perjuicio  á  que 
iiubiere  lugar  en  derecho.  Pero  cuando  deba  ser  obligatoria  la  comparecencia 
por  tratarse  de  un  acto  personalísimo  deleitado,  como  sucede  respecto  de  los 
testigos  y  peritos,  y  aun  de  las  mismas  partes  en  algunos  casos,  en  la  segunda 
citación,  SI  el  citado  no  comparece  á  la  primera,  se  le  prerendrá  que  si  tampoco 
comparece  ni  alegra  justa  causa,  será  procesado  por  el  delito  de  desobediencia 
grave  á  la  autoridad,  definido  en  el  artículo  265  del  Código  penal  vigente  y 
castigado  con  las  penas  de  arresto  mayor  y  multa  de  125  á  1,250  pesetas,  porque 
realmente  es  grave  tal  desobediencia  por  el  embarazo  y  perjuicio  que  ocasiona 
á  la  administración  de  justicia.  Hecha  la  segunda  citación  con  este  apercibí- 
miento,  si  el  citado  persiste  en  su  rebeldía,  sé  sacará  el  tanto  de  culpa  j^ara 
proceder  criminalmente,  y  podrán  además  emplea? se  los  apremios  que  el  juez 
estime  conducentes  para  obligarle  á  comparecer,  incluso  el  de  ser  conducido 
por  la  fuerza  pública,  cuando  sea  indispensable  la  diligencia,  como  respecto  de 
loe  testigos  está  prevenido  en  el  art.  643. 

Creemos  que  no  puede  emplearse  este  apremio,  y  que  no  procede  aquella  pre- 
Tención  ni  la  formación  de  causa,  en  los  casos  en  que  la  ley  determina  expresa- 
eamente  los  efectos  de  la  rebeldía  del  citado  en  no  comparecer  á  la  segunda  é 
tercera  citación,  como  sucede  en  aquellos  á  que  se  refieren  los  artículos  593, 1,431 
y  1,432:  véanse  sus  comentarios. 


Artículo  273. 

La  citación  de  los  testigos  y  peritos,  y  demás  personas  que  no 
«ean  parte  en  el  juicio,  cuando  deba  practicarse  de  oficio,  se  hará 
por  medio  de  un  alguacil. 

A  este  fin  el  actuario  extenderá  la  cédula  por  duplicado,  y  el 
alguacil  entregará  un  ejemplar  al  citado,  el  cual  érínará  su  re- 
cibo en  el  otro  ejemplar,  que  se  unirá  á  los  autos. 

También  podrán  hacerse  estas  citaciones  por  medio  de  oifcio,. 
cuando  el  juez  así  lo  estime  conyeniente. 

Este  artículo  se  limita  á  designar  el  funcionario  que  debe  hacer  las  eita- 
^ones  de  los  testigos,  peritos  y  demás  personas  que  no  sean  parte  en  el  juicio, 
cuando  hayan  de  ser  citados  de  oficio,  ó  sea  de  orden  del  juez,  lo  cual  ocurre 
siempre  que  así  lo  solicite  la  parte  interesada  por  rehusar  el  testigo  ú  otra  per- 
sona presentarse  voluntariamente  en  el  juzgado  á  invitación  de  la  misma  parte. 
Estas  citaciones  han  de  hacerse  por  medio  de  un  alguacil,  y  no  por  el  actuario^ 
á  c^uien  incumbe  solamente  practicar  las  que  se  hacen  á  los  qu6  son  parte  en  el 
jütc?o  con  ios  requisitos  prevenidos  para  las  notificaeüón'es;  ^6  también  per 
cédula,  la  cual  hade  contener  los  circunstancias  y  prevenciones  que  ordena  el  art. 
saterior  272»  según  hemos  dicho  en  sii  comentario,  A  este  fin,  el  actuario  debe 
extender  la  cédula  por  duplicado:  entrega  los  dos  ejemplares  ál  alguacil  pal*» 
due  haga  la  citación,  y  éste  al  practicarla  deja  un  ejemplar  al  ditado,  el  cual 
nrma  su  recibo  en  el  otro  ejemplar,  que  devolverá  el  alguacil  á  la  escr^anía  |ia* 
ra  que  se  una  á  los  autos,  á  fin  de  que  conste  en  ellos  haberse  hecho  la  citación 
mú  forma  legal. 

Podrá  oonrrir  que  sea  «la  persona  de  diattneión  ó  oonetitíiidaeá  autoridad  b^ 


Digitized  by  VjOOQ IC 


LEY  Dt  KNJTJICIAHIBHTO  CIVIL  27 

qttó  debe  ser  cita4a,  y  camo  no  está  reflido  con  la  justicia  el  que  ^  guarden  las 
contlderaeioB^s  debidas,  para  estos  casos  se  preriene  que  ''también  podrá  h»- 
éeree  la  dtación  pOT  medio  de  oñbio,  cuando  el  juez  a»í  lo  estime  conveniente*  ' 
En  estos  oae^l  no  es  necesaria  la  cédula,  ni  H «xi^re  la  ley,  porque  se  supleoen 
el  offeio,  en  el  ettal  habrá  de  expresarse  él  objeto  de  la  citación,  y  el  sitio,  día  y 
líora  en  qu©  haya  de  practicarse  k  diligencia.  Estos  nficios  deberán  firmarse 
líer  el  jtieí,  y  en  los  tribunales  superiores  por  el  seci^ario  é  escribano  de  Cá- 
mara. 


Artículo  274. 

La  cédula  de  empla-zamiento  contendrá  los  requisitos  1",  2",  3*? 
y  5?  del  art.  272,  expresándose  ládé^á^  en  ella  el  término  dentro 
del  cual  deba  comparecer  el  emplazado,  y  el  Juzgado  ó  Tribunal 
ante  quien  haya  de  merificárld. 

Este  artículo  es  el  complemento  del  271,  en  el  cual  se;prQyiene  que  los  ^mjala^ 
zamientos  se  hagan  por  medio  de  cédula,  determinándose  ahora  las  circuns- 
tancias que  dicha  cédula  debe  contener:  son  las  mismas  establecidas  en  el  272 
para  las  cédulas  de  citación,  sustituyéndose  la  4.  *  relativa  al  sitio,  día  v  hora 
en  que  deba  comparecer  el  citado,  que  no  tiene  cabida  en  los  empJawmientos, 
cóü  la  expresión  del  término  dentro  del  cual  debe  comparecer  el  emplazado,  y 
el  juz'grado  ó  tribuhal  ante  quien  haya  de  renficarlo.  Con  la  cédula,  deberán  en- 
tMgrarse  al  que  sea  emplazado  para  que'comparezca  á  contestar  una  demanda,  las 
copias  de  esta  y  de  los  documentos,  como  se  preyienid  en  el  art.  517. 


Artículo  275. 

Los  requerimientos  se  harán  notificando  al  requerido,  en  la 
íbi-ma  prevenida,  la  providencia  en  que  se  mande,  expresando  eí 
actuario  en  la  diligencia  habeHe  hecho  el  réquerimiiento  en  aque- 
lla ordenado. 

Después  de  haberse  determinado  en  loé  artículos  anteriores  la  forma  en  que 
han  de  hacerse  las  notificaciones,  citaeiotnoBí  y  emplazamientos,  se  trata  tn  el 
presente  de  los  reauerimientos,  siguiendo  el  orden  establecido  en  el  epígrafe  de 
esta  isección.  Conix>rnie  á  la  pr^tica  estábl^rciSifo,  «le  átspoT»  qne hm  ré<|uerimien' 
tos  se  hagan  en  la  misma  forma  que  las  notificacíopes,  esto  A,  leyendo  íntegra- 
mente el  actuario  la  proridencia  al  requerrao  y  dlmaolb  copia  literal  de  ella,  pe- 
it>  expresando  además  en  la  diligen^cia  haberle  hecho  el  requerimiento  en  aque- 
Ihi  ordenado  v  la  respuesta  qu^  diere,  si  ÍViese  habido  %  la  priinera  diligencia  en 
httsca.  Cuando  no  se  le  encuentre  en  su  cas^  ó  habitación,  6  no  sea  conocido  sti  - 
démicilio,  m  practicará  lo  que  para  cada  uno  de  estos  casos  se  preriene  en  los 
áttíevt\6é266hl269. 

Artículo  276. 

En  las  notificaciones,  citaciones  y  emplazamientos  no  se  admi- 
tirá ni  e<^i^!¿ftiará  respuesta  algunífc  del  iüt^resadé,  á  iáo  sét  que 
86  hubiere  mandado  en  la  provideiÑofa. 

Eii  los  réquérimiehtoé  se  admitii'á  la  respuesta  que  diere  el 
requerido,  Comigttáhdola  suoitítatíltonté  en  la  álMgéúeíÁ. 

^  Aunque  con  este  artículo  no  se  introdi^  ninguna  noyedad'en  la  práetiea  an- 
tigua, se  declara,  para  eyitar  dudas  y  exigencias,  que  en  las  notifícacion^,  ci- 
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Ueíones  3r  emplazamientos  no  admitirá  ni  consifirnará  el  actuario  respuedtit  áU. 
.\ijnina  del  interesado,  á  no  ser  que  se  hubiese  mandado  en  la  prorideneiat  en  cnyo 
caso,  más  bien  que  notificación,  será  requerimiento  para  que  raanifíeéte  lo  que 
deba  decir  en  su  contestación.  Fuera  de  este  caso,  lo  que  el  interesado  tesgft 
que  exponer  6  reclamar  contra  la  providencia,  deberá  hacerlo  por  escrito  enta- 
blando el  recurso  que  proceda:  de  otro  modo  se  perturbaría  el  procedimientiié 
No  asf  en  los  requerí  mientes,  los  cuale»  tienen  por  objeto  que  el  requerido,  se» 
litigante  ó  extraño  al  pleito,  haga  6  dejo  de  hacer  alguna  cosa,  y  es  conyénieiil^ 
se  consigne  para  los  efectos  ulteriores  la  respuesta  que  diere  sobre  si  está  con- 
forme en  cumplir  el  mandato  judicial,  6  las  dificultades  que  tenga  ]aara  reali- 
earlo,  6  la  manifcHación  que  haga  sobre  lo  préTenido  en  la  proTidencia. 


Artículo  277. 

Cuando  la  citación  ó  emplazamiento  haya  de  hacerse  por  me-; 
dio  de  exhorto  ó  de  carta-órden,  se  acompañará  al  despacho  la 
cédula  correspondiente. 

^  Nada  ha  dispuesto  la  ley  en  esta  sección  sobre  la  forma  de  hacer  las  notiñcs- 
cione%  citaciones,  emplazamientos  y  requerimientos  á  las  personas  que,  tenien- 
do domicilio  conocido,  no  reaidan  6  no  lo  tengan  en  el  lugar  del  juicio,  porque 
este  caso  está  comprendido  en  la  regla  genera  Idel  art.  285,  según  el  cual^  siem- 
pre que  una  diligencia  judicial  haya  de  practicarse  fuera  del  lugar  del  juicio,  se* 
cometerá  su  cumplimiento  al  juzgado  que  corresponda  por  medio  de  exhorto  <¿ 
carta-órden,  obserrándose  lo  que  sobre  este  particular  se  dispone  en  la  seccián 
5.  ^  de  esto  mismo  título,  pero  practicándose  la  diligencia  en  la  forma  preveni- 
da para  cada  caso  en  los  artículos  que  preceden.  Foresto  se  limita  en  el  presen- 
te a  ordenar  que  cuando  la  citación  ó  emplazamiento  haya  de  hacerse  por  medie 
de  exhorto  6  .de  carta-órden,  se  acompañará  al  despacho  la  cédula  correspen- 
diente,  á  cuyo  fin  será  extendidapor  el  actuario  con  vista  de  los  autos.  De  este 
modo  podrá  tenerse  la  seguridad  .de  que  no  se  omitirán  eu  ella  ninguna  de  las 
circunstancias  exigidfis  r6S{)ectiramente  por  los  artículos  272  y  274.  Tambíépi^ 
se  acompañarán  en  su  caso  las  copias  de  la  demanda  y  de  los  documentos  pai» 
que  con  la  cédula  sean  entregadas  al  emplazado. 


Artículo  278. 

Las  cédulas  para  las  notificaciones^  citaciones  j  emplazamien-« 
tos,  se  éxtendefán  en  papel  común. 

En  la  ley  del  Timbre  de  31  de  Diciembre  de  1881  no  se  hace  mención  de  ^tas 
cédulas,  según  puede  verse  en  ej  comentario  del  art.  248,  y  por  consiguiente  se^ 
•  guirán  extendiéndose  eu  papel  común,  como  se  manda  en  el  presente.^  Sin  em- 
bargo, en  el  caso  del  art.  273,  el  duplicado  de  la  cédula  que  debe  unirse  á  loe 
autos,  tendrá  que  reintegrarse  conforme  á  dicha  ley. 


Artículo  279. 

Serán  nulas  las  notificaciones,  citaciones .  y  emplazamiento 

que  no  se  practicaren  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  esta  sección. 

Sin  embargQ,  cuando  la  persona  notificada,  citada  ó  emplazada 

-  se  hubiere  dado  por  enterada  en  el  juicio,  surtirá  desde  entopcaa 

la  diligencia  todos  sus  efectos,  como  si  se  hubiese  hecho  con 

.  arreglo  á  las  disposiciones  de  lá  lej. 
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No  por  esto  quedará  relerado  el  actuario  de  la  corrección  dis- 
ciplinaria establecida  en  el  articuló  que  sigue. 

Concuerda  este  artículo  cou  el  4.  ®  de  la  lejjr  de  notifícaciooes  de  1837  y  con  el 
Sédela  de  Enjuiciamiento  cítU  de  1855.  Lo  mismo  que  en  ello^,  se  declaran ' 
«ulaa  las  notificaciones,  citaciones  j  emplazamientos  <}ue  no.  se  practicaren  con 
mrreglo  lo  dispuesto  en.esta  sección.  Cualquier  requisito  que  les  falte  de  los  es- 
tebleoidos  para  sus  respectiros  casos  en  los  artículos  262  al  274,  producirá  la 
aniidad  del  acto,  é  incurrirá  el  actuario  en  las  responsabilidades  que  se  deter- 
minan en  el  artículo  siguiente.  La  importancia  de  esas  actuaciones  para  la  de- 
ümsft  de  los  interesados  en  el  ])leito  justifica  la  severidad  de  la  ley.  No  tienen 
«■ta  importancia  los  requerimientos,  porc|ue  no  afectan  al  orden  ¿oí  juicio  y 
¡Hieden  repetirse  siempre  que,  sea  necesario,  y  por  esto  np  los  menciona  la  ley 
«a  este  artículo  para  el  efecto  do  declarar  su  nulidad;  pero  el  actuario  que  no  los 
^«etique  con  afreprlo  á  lo  que  disponen  los  artículos  275  y  276,  deberá  ser  co- 
Tre^ido  disciplinariamente  conforme  al  280,  lo  mismo  que  cuando  haga  alguna 
de  dichas  actuaciones  fuera  de  les  términos  fijados  en  los  aitículos  260  y  261, 
enya  circunstancia  tampoco  es  ni  puede  ser  causa  de  nulidad,  siempre  que  la 
diligencia  esté  autorizada  por  el  actuario  y  firmada  por  el  interesado,  con  los 
demás  requisitos  légale?.  ^ 

Pero  como  la  realidad  de  los  hechos  no  puede  ni  debe  hallarse  siempre  supe- 
cCtada  á  la  ritualidad  de  las  formas;  como  ^.««tas  se  han  establecido  en  garantía 
«délas  mismas  partes  á  quienes  puede  beneficiar  ó  perjudicar  su  observancia  é 
desobediencia,  de  aquí  la  excepoiiSn  establecida  en  el  párrafo  2.  ®  del  presente 
artículo,  según  ^1  cual,  cuando  la  persona  que  deba  ser  notificada,  citada  ó  em- 
dkzada,  se  hubiere  dado  por  enterada  en  el  juicio,  y  no  fuera  de  él,  surtirá  des- 
«e  entonces,  esto  es.  desde  que  manifestó  hallarse  enterada,  la  diligencia  todos 
•«os  efectos,  como  si  se  hubiese  hecho  con  arreglo  á  Ifs  disposiciones  de  la  ley. 
Por  este  medio,  que  depende  de  la  yoluntad  de  la  parte  interesada,  queda  sub- 
sanada la  nulidad  de  la  diligencia,  por  haberse  reánzado  su  objeto;  más  no  por 
esto  quedará  relevado  el  actuario  de  la  corrección  di^iplinaria  establecida  en 
'«I  artículo  que  sigue,  como  se  ordena  también  en  el  párrafo  úhimo  del  que  es- 
'taíJAos  comentando:  dicho  funcionario  ha  cometido  eü  tal  caso  una  falta  en  el 
cumplimiento  de  sus  deberéis,  que  no  debe  quedar  sin  el  oportuno  correctivo. 

Y  no  solo  cuando  no  haya  sido  practicada  la  diligencia  con  arreglo  á  lo  dÍ9- 

Snesto  en  la  ley,  sino  también  cuando  haya  dejado  de  hacerse  en  absoluto,  pro- 
uce  todos  sus  efectos  desde  el  momento  en  que  la  parte  interesada  comparece 
en  el  juicio  dándose  por  enterada  de  la  providencia  de  que  se  trate.  Esto  es  de 
'jurisprudencia  constante,  y  por  existir  la  misma  razón  deben  considerarse  com- 
prendidos ambos  casos  en  el  párrafo  2.  ®  del  presente  artículo.  Así,  por  ejem- 
plo, si  presentada  una  demanda  comparece  el  demandado  á  contestarla  antes  de 
'  Aaber  sido  emplazado,  se  le  admite  como  parto  en  el  juicio,  sin  que  vicie  el 
procedimiento  la  falta  de  emplazamiento,  cuya  diligencia  queda  subsanada  y 
se  hace  ¡necesaria  con  la  presentación  espontánea  del  interesado,  que  era  su 
único  objeto,  segtSn  tiene  dedarade  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  18 
de  Septiembre  de  1867. 

En  los  casos  antes  indicados,  para  que  la  diligencia  omitida,  ó  hecha  vicio- 
tBamente,  produzca  todos  sus  efectos,  como 'si  so  hubiese  hecho  con  arreglo  á 
las  disposiciones  de  la  ley,  ¿será  necesario  que  la  parte  interesada  manifieste 
su  asentimiento  expreso,  dando  por  bien  hecha  la  n*btificación,  citación  ó  em- 
plazamiento nula?  No  exige  tanto  la  ley:  solo  exige  que  "se  dé  por  enterada 
en  el  juicio,"  y  esto  puede  hacerse  expresa  ó  tácitamente.  Desde  el  momento 
en  que  la  parte  interesada  comparece  en  los  autos  ^stionando  lo  conducente, 
6  haciendo  uso  del  derecho  que  le  corresponda  en  virtud  de  la  providencia  que 
dejó  de  notificársele  en  forma,  se  da  por  enterada,  y  ya  no  podrá  después  re- 
clamar la  nulidad,  porque  su  aquiescencia  tácita  ha  revalidado  la  omisión  ó  el 
tícío  de  que  adolecía  aquella  diligencia.  Pero,  si  se  persona  en  el  juicio  ó  pre- 
senta ftlgún  rscrito  sin  que  de  sus  palabras  ó  ffestiones  se  deduzca  que  estaba 
4énterada  de  la  providencia,  entonces  e^  indudable  que  cuando  note  la  falta, 
podrá  reclamar  la  nulidad  consigtiiénte.  También  debe  entenderse  ijubsanad» 
tádtamente  la  falta  cuando,  después  de  conocida,  sigue  la  parte  interesada 
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gestÍQoanáo  en  los  a^tos  sin  reclainar  confra^  eUa.  Aeí  se  deduce  del  artículo 
1696,  según  el  cual,  para  que  pueda  admitirse  el  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma,  e»  indispensable  que  ue  haya  pedido  la  subsanaeión  de 
la  falta  §n  la  instancia  en  que  se  cometió,  porque  de  otro  modo  se  supone  ha- 
ber sido  consentida;  y  si  esto  se  dispone  con  relación  á  las  forma»  esenciales 
del  juicio,  con  mayor  motiro  ha  de  aplicarse  á  una  simple  notificación  que  no 
tiene  ese  carácter.  El  Tribunal  Supremo  ha  confirmado  esta  doctrina,  decW 
rando  en  sentencia  de  9  de  NoTiembre  de  1872,  que  la  falta  de  emplazamiento 
para  la  segunda  instancia  puede  consentirla  ha'^ita  tácitamente  aquel  ooñtim 
q^ien  se  cometió,  puesto  que  solamente  reclamándose  la  subsanaeión  puede 
producir  efecto  para  la  casación; 

De  la  doctrina  expuesta  se  deduce  que  la  nulidad  de  que  se  trata  no  puede 
declararse  de  oficio,  sino  tan  solo  á  instancia  de  Uparte  interesada  promoTÍm* 
do  un  incidente  de  preño  pronunciamiento,  legún  e'  numero  1.  ^  del  art.  746. 
Véase  lo  expuesto  sobre  este  punto  en  el  comentario  del  art.  249  (página  5)w 
Ko  así  la  corrección  disciplinaria  del  actuario,  la  cual  ha  de  imponerse  de  o£- 
cio,  según  diremos  en  el  comentario  que  sigue. 


Artículo  280. 

El  aiixiUar  ó  subalterno  que  incurdere  en  morosidad  en  el 
desempefio  de  las  funciones  que  por  esta  sección  le  corresponde^, 
ó  faltare  á  alguna  de  las  formalidades  en  la  misma  establecidas, 
será  corregido  discipUnariamente  por  el  Juez  ó  Tribunal  de  ^uien 
dependa  con  una  multa  de  25  ^  §0  pesetas. 

Será  además  responsable  de  cuantos  perjuicios  y  gastos  se  ha*- 
yan  ocasionado  por  su  culpa. 

Poco  liabría  adelantado  la  ley  con  tratar  reglas  infiexibles  y  precisas  para  g%. 

.i:aBtÍ9ar  la  certeza  y  exactitud  de  una  notificación,  si  al  lado  de  su  precepto  no 
hubiera  consignado  upa  dispoi^ición  peual  que  sirviese  de  correctiyo  al  que  Ij» 
desobedeciese»  No  sieinpre  debe  dejarse  el  cumplimiento  de  la  ley  á  la  buena  té 

..y  diligencia  de.  los  que  ftan  d^  observarla,  porque  el  corazón  humano  no  está 
siempre  dii^puesto  á  ser  rígido  con  sus  deberes,  y  en  ocasiones  dadas  suele  sil- 
lar y  salta  por  encima  de  ella  si  tiene  un  móvil,  cualquiera  que  sea,  que  le  üq» 
pulse  á  efectuarlo.  La  notificación  de  una  providencia  es  demasiado  importante 

.en  la  esfera  de  la  tramitae  ón  judicial  para  .que,  no  de  ahora,  sino  de  mucho 
antes,  no  hayan  creído  loi^  legisladores  que  era  indispensable  prevenir  los  abu- 
sos quo  se  pudieran  cometer,  y  no  había,  seguramente  otro  modo  de  prevenirlos 
que  señalar  una  sanción  pf  nal  al  que  t^aspasaró  los  límites  marcados  por  Ia 
misma  ley.  A  este  fin  s^  dirige  el  presente  artículo. 

Ya  en  el  artículo  5.  ^  ae  ja  le/  de  notificaciones  de  1837  se  ordenó  que  el  eg- 
cribano  que  notificare  una  providencia  sin  observar  las  formalidades  proveni- 
das en  aquella  le^^,  incurriría  e^  la  mul^a  de  ^OQj^fi.,  y  sería  además  responsa- 
ble de  los  perjuicios  qup  se  sigu^era^  á  las  partes  si  se  declaraba^ nula.  Igual 
precepto  se  consisñó  en  el  art.  24  de  la  ley  djs  ^njuieiamienio  civil  de  1855, 

.  aunque  reducienoo  1^  multa  á  ^  r,8.  Pero  nada  se  estableció  para  corregir  Ja 
dilación  en  h«cer  las  aotiítcaciones.  en  loqual  consistía  ^1  priucii^al  abuso  ^ue 
más  perjuicios  solía,  ocasionar;  y  á  fin  también  de  abreviar  la  duración  de  los  jui- 
cios, tan  encarecida  en  la  ley  de  b^^es  de  ^1  de  Junio  de  1880  de  acuerdo  con 
las  exigencias  de  la  Opinión, i>]iiblica.  en  la  nueva  ley,  no  solo  se  ha  fijado  tór- 
mino  paita  hacer  las  noti^caoio^nes,  citaciones,  cip pagamientos  y  requerimien- 
tos (artÍQulo  26Q)i  8Í9jO  quQse  porrige,  disciplinariamente. la  morosidad,  i  la  ves 
que  se  aceptan  ^quella^  dispiosiiciones^  si  bien  estableciendo  para  la  mult^^el 

.  mínimum  dei  20  iuBsetas  y  íel  máximum  de  50^  dejando  así  alguna  latitud  al  cri- 
terio judieial  P9^a  iuií^neitla  conforme  i  la  gravedad  de  la  falta,  poiqué  no  ao^ 

.  iguales ^dos  Íosjca#íos  ni. causan  los  mismos  perjuloios^. 

;     Nótese  que.eí  presente  artículo  incluye  en  su  precepto,  no  S9I0  á  los  "auxi* 
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liares/'  que  son  los  escribasos,  secretarios  y  oficiales  de  Sala  á  quienes  men- 
ciona el  art.  262  como  encargados  de  hacer  las  notificaciones,  citaciones,  em- 
plaEamientos  y  requerimientoB»  sincvtaxnbién  á  ios  "subalternos/'  á  cuya  clase 
pertenecen  los  alguaciles,  á  quienes  encomienda  especialmente  el  art.  273  las 
citaciones  de  los  testigos,  peritos  y  denUls  personas  <piie  ho  sean  parte  en  el 
jmieio.  Tanto  los  unos  como  los  e£ros,  esto  es,  aeí  el  aui^iliar  como  el  subal- 
t&fjko  qoo  incurriere  en  meroaidAd  en  el  desempeño  de  las  indicadas  funcio- 
nes, practicando  &i«ra  del  término  legal  lasque  respe ctivamente  les  corres* 
sonden,  ó  que  al  practicarlas  faltare  4  alguna  de  las  formalidades  que  quedan 
establecidas  y  hemos  expuesto  en  los  anteriores  comentarios  de  esta  sección» 
deberá  ser  corregido  disciplinariamente  por  el  juez  6  la  Sak  del  tribunal  de 
quien  dependa,  o  de  cuya  orden  hubiese  practicado  la  diligencia,  con  uqs  muí* 
-ta  de  25  á  50  peseras. 

^  Aunque  por  el  art.  301  se  corrige  en  ^einernl  la  misma  falta  de  morosidad  en 
i»racticar  las  actuaciones  y  diligencias  judiciales  fuera  de  los  términos  se&ala" 
dds  Dará  cada  una  de  ellas,  dejando  al  arbitrio  4e  los  jueces  y  tribunales  impo* 
ner  la  corrección  disciplinaria.,  de  las  determinadas  en  el  art.  449,  quo  estiinen 
procedente,  se^únJa  graredad  del  caso,  conforme  al  459  no  es  aplicable  su  ais? 
posición  á  las  faltas  cometidas  en  las  notificaciones,  citaciones,  emplasamion' 
tos  Y  requerimientos^  porque  éstas  tienen  su  sanción  penal  especial  en  oJ  ar- 
•tículo  que  estamos  comentando,  por  el  que  se  riffen,  y  por  consiguiente  solo 
pueden  ser  corregidas  con  la  multa  antes  indicada. 

La  corrección  oisoiplinaria  de  que  se  trata,  como  todas  las  de  su  clase,  debe 
imponerse  de  oficio,  con  vista  solamente  do  lo  que  rtísult©  de  autos,  sin  nece- 
sidad de  petición  de  part«,  y  aun  cuando  la  perjudicada  dé  por  subsanada  Xa 
falta  con  su  asentimiento  expreso  ó  tácito  (artículos  279,  902  y  451.)  Los  ^mer 
ces  y  tribunales,  penetrándose  del  espíritu  y  propósito  de  la  nuova  loy,  dirigi- 
do á  evitar  toda  dilación  como  medio  de  atreviar  los  juicios,  y  á  corregir 
prácticas  abusivas,  según  lo  revela  en  muchos  de  sus  artículos,  comprenderán 
la  necesidad  en  que  se  l^allan  de  no  tolerar  la  menor  infracción,  así  de  las  for- 
malidades como  de  los  términos  para  hacerlas  notificaciones:  si  en  este  punto 
no  proceden  con  el  celo  djdbido,  incurren  á  su  vez  en  responsabilidad,  comp  lo 
declara  el  art.  302,  y  su  tolerancia  6  negligencia  será  corregida  disciplinaria- 
mente por  el  superior  respectivo,  á  cuyo  fin  se  dirigen  las  prevenciones  de  los 
artículos  319,  337  y  457. 

Contva  la  providencia  en  que  se  imponga  1^  corvecoión  disciplinaria  p^ooede 
oír  ei|  justicui  al  i|itQr«s«ido,  en  la  forma,  por  los  trámites  y  con  los  recursq^i 
que  se  establecen  en  los  arts;,  452  y  siguientes;  ^  conforme  al  455,  en  la  resol»- 
ción  del  incidente  se  podrá  confirmar  ó  dejar  sin  efecto  la  oprrecoión,  y  tam* 
bión  agravarla  ó  atenuarla,  pero  sin  que  pued% pasar  en  este  gjisq  de  50  pesetap 
ni  bajar  de  25. 

Además  de  la  oorrectién  disciplinaria,  será  resj^nsable  el  auxjlifir  ó  subalter- 
no, que  hajpa  incurrido -en  ella,  de  cuantos  perjuicios  y  gastos  se  hayan  ocasío^ 
nado  por  su  culpa.  Así'  lo  dispone  con  notoria^  justicia  el  párrafo  final  del  ar- 
tículo que  estamos  examinando.  A  los  perjuicios  dará  lugar  la  morosidad  en 
practicar  la  diligencia,  y  podrán  ser  de  consideración:  si  se  hace  ilusoria  ana 
providencia  mandando  embargar  ó  retener  una  cantidad  por  haber  dilat.-vdo  la 
notificación  6  el  requerimiento  al  que  debiera  entregarla,  el  actuario  que  hubie- 
re cometido  esta  falta  será  responsable  de  los  pei:tuivlo8  que  el  actor  justifique 
haberle  ocasionado,  los  cuales  podrán  alcanaar  al  Imparte  de  aquella  suma,  x 
el  abono  de  gastos  tendrá  lugar  cuando  por  la  informalidad  de  la  diligencia  se 
declaren  nulas  -las  aetuacionesj  en  cuyos  gastos  habrán  de  comprenderse  las  cos- 
tas de  las  actuaciones  anuladas  y  las  del  incidente.  Esta  responsabilidad^  sólo 
puede  exigirse  á  instancia  de  la  parte  perjudicada.  £n  cuanto  al  procedimiento 
que  para  ello  habrá  de  emplearse,  véase  lo  expuesto  en  el  cooftenti^rip  del  art. 
•249(pág.5). 
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SECCIÓN  CIPARTA. 

DB  LAS  NOTIFICACIONES  EN  BSTBADOS. 

Bb  un  principio  inconcuso  de  derecho  qne  nadie  puede  ler  condenado  sin  ser* 
oído  y  vencido  en  j  nieto.  Pero  ocurre  con  frecuencia  que  el  que  es  emplasado* 
para  que  comparezca  á  contestar  una  demanda  6  ^%ra  ante  eL tribunal  supesíor 
«n  yirtud  de  apelación  interpuesta  por  su  contrario,  no  acude  al  juicio,  desobe- 
dece el  llamamiento  judicial  v  se  constituye  en  rebeldía.  No  sería  just»  qne,  por 
esa  renuncia  reluntaria  del  derecho  de  defensa,  quedase  paralizada  la  acción  de 
la  justicia  con  perjuicio  de  la  parte  contraria,  y  para  impedirlo  establece  la  IcT»- 
respetando  aquel  principio,  que  cuando  no  comparezca  en  el  juicio  la  parte  que 
lia  sido  citada  y  emplazada  en  forma,  se  sigan  los  procedimientos  con  los  estra- 
dos del  tribunal  ó  jnzgrado,  como  si  estos  turieran  ó  en  ellos  existiera  la  ieg^íti- 
ima  representación  del  rebelde  basta  que  recalara  sentencia  firme;  y  en  tales  o»- 
«os  se  nacen  en  estrados  las  notificaciones,  citaciones  y  emplazamientos  que- 
4eban  hacerse  al  litigante  rebelde,  dándoles  la  publicidad  conyeniente  fMira  ^ue 
jpuedan  llegar  á  su  noticia.  En  esto  consiste  la  especialidad  de  las  notificado*-^ 
Bes  en  estrados,  oue  son  objeto  Se  esta  sección. 

En  la  antigua  ley  de  1855  se  incluyeron  las  disposiciones  relatiyas  á  estas  bo- 
tificaciones  en  el  título  25  de  su  primera  ^rte,  que  trata  *^de  los  juicios  en  re» 
beldía;"!pero  como  realmente  no  son  especiales  de  dichos  juicios,  o  sea  de  la  ma*- 
teríaque  bajéese  epígrafe  se  comprende,  sino  de  aplicación  general  á  todos  los 
juicios  en  que  alguna  de  las  partes  se  constituye  en  rebeldía,  el  buen  método  exi- 
gía darles  colocación  en  este  lugar,  entre  las  ''disposiciones  comunes,"  que  et 
Aftn  reunido  en  el  libro  1  ®.  de  la  presente  ley. 

Artículo  281. 

En  toda  clase  de  juicios  é  instancias,  cuando  sea  declarado  ó  se 
constituya  en  rebeldía  un  litigante,  no  compareciendo  en  el  jui- 
cío  después  de  citado  en  forma,  no  se  volverá  á  practicar  dili- 
gencia alguna  en  su  busca. 

Todas  las  providencias  que  de  allí  en  adelante  recaigan  en  el 
pleito,  7  cuantos  emplazamientos  y  citaciones  deban  hacérsele^ 
86  notificarán  y  ejecutarán  en  los  estrados  del  Juzgado  ó  Tribu- 
nal, salvo  los  casos  en  que  otra  cosa  se  prevenga. 

Concuerda  este  artículo  con  el  1181  de  la  ley  de  1855  en  cuanto  al  fondo  de 
SQ  precepto,  pero  con  diferente  redacción  para  que  no  se  dude  que  debe  ser 
aplicado  á  cuantos  casos  de  rebeldía  puedan  ocurrir,  cualquiera  que  sea  el  jui*- 
cío  ó  la  instancia  en  que  ocurran.  Para  que  un  litigante  sea  considerado  como 
rebelde  al  efecto  de  hacerle  las  notificaciones  en  estrados,  la  ley  exige  en  unos 
casos  la  declaración  expresa  del  juzgado  preria  la  acusación  de  rebeldía  por  la 
parte  contraria,  como  está  preyenioo  en  el  juicio  ordinario  de  mayor  y  de  me- 
nor cuantía  (artículos  527,  528  y  685),  en  los  concursos  respecto  del  concursa- 
do (art.  1192),  en  el  juicio  ejecutivo  (artículo  1462),  y  por  regla  general  siem- 
pre que  ocurre  el  caso  en  la  primera  instancia;  pero  en  la  segunda,  basta  que 
no  comparezca  el  apelado  dentro  del  término  del  emplazapnento  para  que  se 
le  considere  constituido  en  rebeldía  al  efecto  antes  indicado,  sin  necesidad  de 
declaración  expresa  ni  de  que  la  acuse  la  parte  contraria  (art.  843)»  y  lo  mismo 
«n  algún  otro  caso  detctrminado  en  la  ley. 

Por  esto,  y  para  comprender  todos  los  casos,  se  ordena  conio^ i'j^fflft  general: 
en  el  artículo  que  estamos  comentando,  que  "en  toda  clase  de  juicios  é  instan* 
cias  (tanto  en  la  primera  como  en  la  i 
porque  no  es  "instancia"  y  se  rige  por  s 

'declarado"  ó  se  "constituya"  en  rebeld , . 

juicio  después  de  citado  en  forma  (ó  emplazado,  que  para  este  efecto  es  igual),. 
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no  fe  ToWerá  á  pr«oticar  dilisreneia  alguna  en  sn  busca;  7  todas  las  providen-' 
cías  qae  de  allí  en  adelante  recaigan  en  el  pleito  (y  lo  mismo  los  antos  7  sen- 
tentencia8)y  cuantos  emplazamientos  jr  citaciodes  deban  hacérsele,  se  notifi-t 
cafan  y  ejecutarán  (esto  es,  "se  practicarán")  en  los  estrados  del  juzgado  & 
tribunal,  salvo  los  casos  en  que  otra  cosa  se  prevenga.*'  Así  ba  de  hacerse,  aun- 
€pie  el  litigente  rebelde  se  baile  en  el  lugar  del  juicio,  j  aunque  comparezca  per- 
0onalmenle  en  la  escribanía.  Para  purgar  su  rebeldía  tiene  que  personarse  en 
forma  en  los  autos,  per  sí,  si  lo  permite  la  naturaleza  del  juicio,  6  por  medio 
de  procurador,  y  mientras  no  lo  reriiique,  ba  de  ser  considerado  como  rebelda 
8¡|ft  otra  representación  que  la  de  los  estrados,  en  cuya  situación  se  ba  consti- 
tuido per  su  propia  voluntad.  Esto  no  obsta  para  que  el  actuario  le  entere  del 
estado  de  los  autos  y  de  las  pretensiones  deducidas,  si  se  presenta  en  la  escriba- 
aía  COA  este  objeto,  por' si  le  conviene  mostrarse  parte,  como  puede  hacerlo  en 
cnalquier  estado  del  pleito,  aunque  sin  retroceder  en  el  procedimiento,  según 
el  avtículo  766» 

Pocos  son  los  casos  comprendidos  en  la  salvedad  que  se  hace  al  final  del  pre<^ 
eente  articulen  están  limitados  á  aouellos  en  qué  sea  necesaria  é  indispensable 
la  comparecencia  personal  del  rebelde,  por  haber  de  practicarseun  acto  perso-- 
nalísimo  del  misiiio,  como  laabsolución  de  posiciones,  el  reconocimiento  oe  una 
firma  6  de  un  documento  privado,  la  ejecución  de  un  hecho  personal  cuando  sea 
epudenado  á  hacer  alguna  cosa,  y  otros  análogos  que  son  de  sentido  cemún: 
siempre  que  sea  obligatoria  la  comparecencia  ha  de  ser  personal  la  citación, 
porque  hecha  en  estrados  podría  «uceder  que  no  llegara  á  su  noticia.  También 
previene  la  ley  la  notificación  personal  del  ejecutado  declarado  en  rebeldía, 
cuando  sea  conocido  su  domicilio,  para  el  nombramiento  de  peritos  y  presenta- 
ción de  títulos  de  propiedad  en  la  vía  de  apremio  (artículos  1484, 1486  y  1489), 
y  del  traslado  de  la  demanda  de  tercería  (art,  1540).  Y  ordena  asimismo  en  el 
7p9f  que  la  sentencia  que  se  pronuncie  en  el  juicio  seguido  en  rebeldía,  sea  no* 
tificada  personalmente  al  litigante  rebelde,  cuando  pueda  ser  -habido  y  lo  soli- 
cite la  parte  contraria.  Pero  fuera  de  los  casos  prevenidos  en 'la  ley,  cuantas 
notificaciones,  citaciones  y  emplazamientos  deban  hacerse  al  litigante  reí  elde^ 
aun  después  de  la  que  haya  de  ser  personal,  se  practicarán  en  los  estrados,  en 
la  forma  que  se  determina  en  los  dos  artículos  que  siguen,  mientras  no  se  per* 
soné  en  forma  en  los  autos. 

Articuló  282. 

Las  notificaciones,  citaciones  j  emplazamientos  de  que  habla 
el  artículo  anterior,  se  Terificarán  leyendo  las  providcíicías  q.ue 
4eban  notiñcarse,  ó  en  ^ue  se  haya  mandado  hacer  la  citación, 
en  la  audiencia  pública*  del  Juez  ó  Tribunal  que  las  hubiere  dic- 
tado, y  á  presencia  de  dos  testigos,  los  cuales  firmarán  la  dili- 
gencia  que  para  hacerlo  constar  se  extenderá  en  los  autos,  auto- 
rizada por  el  actuario. 

Artículo  283. 

Los  autos  y  sentencias  que  se  notifiquen  en  estrados  y  las  cé- 
dulas de  las  citaciones  y  emplazamientos  que  sé  hagan  eü  los 
mismos,  se  publicarán  además  por  edictos^  qú^  deberán  fijarse  én 
la  puetta  del  local  donde  celebren  sus  audiencias  los  Jueces  á 
TribunáliesV  y  acreditándolo  también  p6r  diligencia. 

La  parte  dispositiva  de  las  sentencias  definitivas  se  insertará 
además  en  los  periódicos  oficiales,  eñ  los  casos  y  en  la  forma  que 
determina  la  ley.  En  este  caso  se  unirá  á  los  autos  un  ejemplar 
del  periódico  en  que  se  haya  hecho  la  publicación. 

Tomo  II.— 3 
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La  forma  de  hacer  en  eftr-idoB  las  notificaciones,  citaciones  y  emplazan^i len- 
tos, que  te  establece  en  estos  dos  artículos,  es  igual  á  la  que  rebla*  practica  ndoiM» 
de  conformidad  á  lo  ordenado  en  los  artículos  1182  y  1183  de  la^  ley  de  1865,  pe- 
ro con  algunas  modificaciones  que  conriene  hacer  notar,  porque  no  dejan  de  te- 
ner importancia.  Tienen  por  objeto  estas  modificaciones  excusar  diligencias 
inútiles,  y  aseeurar  la  realidad  de  las  que  deben  practicarse. 

Ahora  lo  mismo  que  antes  han  de  hacerse  estas  notificaciones,  citaciones  y 
emplnzamientos  leyendo  la  providencia  en  la  audiencia  pública  del  ftéz  ótrí* 
buaal  que  la  hubiere  dictado,  y  haciéndolo  eonstar  en  los  autos  por  medien  de 
diligencia^  La  ley  antigua  solo  prerenía  que  esta  diligencia  fuese  firmada  per 
dos  testigos  y  autorizada  por  el  escribano,  y  ahora  se  exije  además  que  esos 
mismos  testigos  presencien  la  lectura  de  la-  procidencia,  para  que  sea  más  real 
y  positiva  su  publicidad.   >    .     , 

También  prerenía  la  ley  antigua  que  además  de  la  lectura  en  la  audiencia 
pública,  se  publicaran  por  edictos  las  proridencias  notificadas- en  estrados  y  las 
citaciones  que  se  hicieran  en  los  mismos,  cuyos  edictos  habían  de  fijarse  en  Ism 
puertas  del  local  donde  celebren  sus  audiencias  los  jueces  ó  tribunales,  acredi- 
tándolo en  los  autos  por  otra  diligencia;  de  suerte  que  eran  dos  las  diligencias 
que  en  todo  caso  se  ponían  en  los  autos  para  una  sola  notificación  de  mera  fór- 
mula. Lo  misma  se  exige  ahora,  pero  solamente  respecto  de  los  "autos  y  sen- . 
tencias,"  y  de  las  cédulas  de  citaciones  y  emplazamientos,  como  se  ordena  e»el 
art.  283:  la  importancia  j  trascendencia  de  estas  dos  akituaciones  exige  el'dobid 
acto  de  la  lectura  en  audiencia  pública  á  presencia  de  dos  testigos,  y  de  la  fija- 
ción de  los  edictos,  que  por  quedar  expuestos  al  público  en  el  local  destinado- 
para  ello  tienen  mayor  publicidad,  acreditando  cada  acto  con  la  correspondieii'- 
te  diligencia,  como  es  indispensable.  Pero  las  ptt>TÍdencias  no  se  hallan  ati  el 
mismo  caso:  por  regla  general  son  de  mera  tramitación;  pertenecen  á  la  mar- 
cha del  juicio,  de  cuyo  estado  puede  enterarse  el  litigfante  rebelde  cuando  lo  crea 
oportuno,  y  pot  esto  se  limita  la  notificación  de  las  mismas  á  su  lectura  en  la 
audiencia  pública  i  presencia  de  dos  testigos,  sin  publicarlas  por  edictos,  con  lo 
cual  se  economizan  el  tiempo  y  los  gastos  necesarios  para  extenderlos,  fijarlos 
y  acreditarlo  en  los  autos. 

En  cuanto  á  las  sentencias,  se  prerenía  también  en  el  artículo  1190  de  la  ley 
antigua,  que  las  que  se  pronunciasen  en  cualquier  Juicio  seguido  en  rebeldía, 
además  de  notificarse  en  los  estrados  oon  las  formalidades  de  la  lectura  y  edictos 
antes  indicadas,  se  publicasen  en  los  "Diarios  oficiales"  de  la  localidad,  si  los 
hubiese,  y  en  el  ''Boletín"  de  la  prorincia,  y  cuando  las  circunstancias  del  ca^ 
lo  exigiesen,  ajuicio  del  juez,  también  en  la  "Gaceta  do  Madrid."  Esta  publi- 
cación, inevitable  en  todo  caso  por  exigirla  la  ley,  era  extraordinariamente  ghi- 
rosa,  sobre  todo  cuando  era  larga  la  sentencia  por  contener  muchos  resultan- 
dos y  considerandos,  y  la  parte  contraria  tenía  que  sufragar  estos  gastos,  que 
ascendían  á  una  cantidad  exorbitante,  si  quería  ver  terminado  el  juicio4  Habí» 
que  poner  remedio  á  esta  inconveniencia  que  rayaba  en  injusticia,  y  con. este 
objeto  se  ordena  en  el  párrafo  2.  ®  del  art.  283,  que  la  parte  dispositiva  de  las 
sentencias  deBnitivas,  que  es  lo  único  cuya  noticia  puede  interesar  al  litigante 
■  rebelde,  se  inserte  en  los  periódicos  cficiales,  en  los  casos  y  en  la  forma  que -de- 
termina la  ley.  Esto  se  halla  determinado  en  los  artículos  769  y  770,  según  los 
cuales,  cuando  pueda  ser  habido  el  litigante  rebelde,  y  lo  Siolicite  la  parte  con- 
traria, se  le  notificará  personalmente  la  sentencia  definitiva,  así  de  primera  co- 
mo de  segunda  instancia,  y  solo  en  otro  caso  ha  de  hacerse  la  notificación  en  los 
estrados  con  las  formalidades  antes  indicadas  y  publicarse  el  encabezamiento  y  la 
parte  dispositiva  de  la  aeateacia,en  dichos  periódicos  oficiales»  de  los  cuales  se 
uniríi  á  los  autos  un  ejemplar. 

Téngase  presente,  por  ultimo,  que  las  notificaciones  en  estrados  deben  hacer- 
se, como  todas  las  demás,  dentro  de  los  plazas  que  fijan  los  artículos  266  y  961, 
y  lo  mismo  las  citaciones  y  empli^zamientos.  Para  la  ejecución  práctica  de  es* 
tas  disposiciones,  véanse  Ips  "formularios.^ 
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SECCIÓN  QÜXNTA. 

Y  MAKDAMItiHSÜQff.    . 


Íle  1844.  Pero  estáa  disposiciones,  con  relac¡<5n  a  los  negocios  éiviles,  estaban 
,  imit^^as  á  preyeñir,  que  siempre  que  los  jueces  tuvieran  c^ue  valerse  de  otras 
4iutoriaade3  para  la  práctica  do  diligencias  acordadas  en  dichos  negocios,  ob* 
serrarían  las  reglas  sij^ientes: 
"1  ^  Si  se  han  do  dirigir  á  las  Audiencias  ú  otros  tribunales  superiores  6  sa- 

§  remos,  lo  harán  por  medio  de  suplicatorios  en  la  forma  acostumbrada,  usando 
e  palabras  respetuosas  y  que  marquen  la  diferencia  de  escala  que  los  separa." 
*'2  *  Si  á  otras  autoridades  do  igual  categoría,  aunque  de  dieren  te  jurisdic- 
ción, por  medio  de  exhort¡os  con  palabras  decorosas  y  urbanas." 

"3  ^  Si  á  los  alcaldes  'de  su  partido  (hoy  jueces  municipaldS)  ó  otros  inferio- 
res, por  despadxQs  6.  cattfts-ordenes  concebi^^  en  estilo  preceptivo,  si  bi^n 
.atento."         ^  ,  ^  '      "  ' 

Hemos  eopiado  estas  reglas  por  la  relación  que  tienen  con  la  materia  de  que 
se  trata,  y  porque  en  ellas  están  definidos  implícitamente  los  suplicatorios,  ex- 
;  hortos  y  cartas-ordenes;  Se  previno  además  en  dicho  refi^lamento,  que  ct^^ndo 
los  jueces  se  dirnan  á  otras  autoridades  con  cualquier  objeto  que  no  sea  el  de 
la  práctica  de  dilíéeñcias  judiciales,  usen  de  exposiciones  tS  oficios,  según  el 
caso^lo  requiera:  que  tanto  en  los  s«plioatorios,  exhortos  y  despachos  6  cartas* 
ordenes,  como  en  los  oficios  y  sus  cumpliinientps,  pongan  aquellos  su  firma  en- 
tera: que  dichos  documentos  sean  entregados  por  los  escribanos'á  lospi'ocúra- 
dores  que  los  ha^an  obtenido,  siendo  obligación  de  éstos  devolverlos  al  juzga' 
do:  que  en  cada  juzgado  se  abriera  un  libro  "titulado  "Despacho  do  exhortes," 
en  el  que  se  anoten  con  toda  expresión  el  partido  de  donde  emanan,  su  fecha^ 
^•día  en  que  sé  reciben,  su  ebjeto,  y:  corree  ^n  que  se  devuelven  diligenciados, 
cuyo  libro  debe  circular  ¡entraos  escribanos  y  estará  cargo  del  que  se  halle 
en  turno,  quien  b^ o  recibo  en  su  libro  de  conocimientos  lo  entregará  al  que  le 
^  suceda,  y  que  en  eil  mismo  libro  do  conocimientos  anoten  bajo  su  firma  la  fe- 
^^ha  en  que  devuelvan  6  remiten  por  el  correo  los  exhorto^  diligenciados. 

Nada  más  dispuso  el  reglamento  do  los  juzgadqs:  tampoco  nabló  de  "man- 
damientos," de  uso  tan  frecuento  en  la  practica,  ñl  dictó  reglas  para  facililSftr 
el  cumplimiento  de  los  exhortes.  X)e  aquí  el  ;<]ue  se  intru4ujeran  tales  abusos, 
>que  no  podían  pasar  sin  el  neceiíatio  'correctivo.  En  el  eumplimiento  dé  un 
exhorto  encontraba  el  litigante  de  mala  fé  el  medio  de  entretener  el  negocio  y 
de  aburrir  á  su  contrario,  y  á  veces  era  un  embarazo  para  el  de  buena  fá  porjoa* 
recer  de  reliEiciones  en  el  lugar  donde  debía  cumplimentarse;  y  con  honraras 
excepciones  eran  exhorbitántes  los  gastos,  por  t>ermitir8e  escritos  y  aetuaeto- 
de  todo  pimto  innecesarias.-  A  estes  y  otros  males  era  preciso  procurar  el  ter 
m^di,9  Gn  la  presente  ley,  si  había  de  responder  su  reforma  á*la  prevención  he- 
chji  en  la  base  1  «•'de  las  aprobadas  por  la  deai  de  Junio  de  1880,  de  abreviar 
la  duración  de  los  jtncios  f  economizar  los  gastos,  tanto  cuaitto  petmitanel 
interés  de  la  defensa  y  el  acierto  eh  los  fallos,  no  eonsinticndd  escritos  «i  di* 
ligencias  inútiles.^ 

A  este  fin  se  dirigen  lasjdisposioiones  contenidas  en  la  presente  seeeión.  En 

«lias  se  rcpródíiceii  casi  toáit  las  d^  reglamento  de  juzgado^ = antes  indicadas, 

y  si  no  se  na  !¿bli^dóla  relativa  al  libro  ''Detpaeho  de  «exhorfcos;"  es  porter 

'  meramente  régimen taria,  'sin  que  por  elld'sé  encienda  derogada,  pues  no  Ao 

lia  sido  y  debe  Idfimplirse.  Vamos  á  examinarlas  ton*  la  brevedad  que  permite 

_  la  claridad  con  ¿lúe  están  redactadas.  •       .  » 
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Artículo  284. 

Los  Jueces  j  Tril)únales  se  auxiliarán  mutuamente  para  la 
práctica  de  todas  Ifts  diligencias  que  fu«reu  necesarias  j  se  acor- 
daren en  los  negocios  civiles. 

Este  artículo  sanciona  un  principio  inconcuso  v  exigido  por  la  necesidad» 
dada  la  ors^añización  actual  de  los  tribunales.  Cada  ¡uez  "^  tribunal  tiene*  niar- 
cado  el  territorio  de  su  jurisdicción,  del  que  no  puede  salir,  y  de  aqtrf  la  nece-^ 
«idad  de  auxiliarse  mutuamente  para  la  práctica  de  laa  diligencias  judiciales 
que,  decretadas  por  el  comjjetente  para  conocei»  del  negocio,  deban  ejecutaran 
em  territorio  sujeto  á  la  jurisdicción  de  otro,  por  bailarse  allí  lías  personas  6 
las  cosas  que  han  dé  ser  objeto  do  la  diligencia.  En  el  artículo  siguiente  se  de- 
termina el  modo  ó  forma  de  reclamar  dicho  auxilio 


Artículo  285. 

Cuando  una  diligencia  judicial  hubiere  de  ejecutarse  fuera  del 
li^ar  del  jufcio,  ó  por  un  Juez  ó  Tribunal  distinto  del  que  la 
iiubiere  ordenado,  éste  cometerá  su  cumplimiento  al  que  corres- 
ponda por  medio  de  suplicatorio,  exhortó  ó  carta-órden , 

:  Empleará  la  forma  del  suplicatorio  cuando  se  dirija  á  un  Juez 
ó  Tribunal  superior  en  grado:  la  de  exhorto  cuando  se  dirija  á 
uno  de  igual  grado;  y  la  de  carta-órden  6  despacho  cuando  sa- 
dirija  á  im  subordinado  auyo. 

Artículo  286. 

Lo  di^spuesto  en  el  artículo*  anterior  se  entenderá  sin  perjuicio^ 
de  la  facultad  que  tienen  los  Jueces  de  primera  instancia  pai^ 
constituirse  en  cualquier  punto  ó  pueblo  de  su  partido  judicial, 
á  fin  de  practicar  por  sí  mismos  las  diligencias  judiciales^  cuanc^ 
lo  estimen  conveniente 

Basia  la  simple  lectura  de  estos  dos  artículos  para  su  recta  aplicación,  sin  ■ 
stessidad  de  comentario.  Lo  que  ordenan  está  además  conforme  con  la  prác- 
tica constantemente  obserTada,  y  con  el  tecnicismo  del  foro,  descuidado  en  la^ 
ley  antigua^  Como  complemento  de  estas  disposicioneá.  véanse  las  reglas  Akl 
«Tt.  18  del  reglamento  de  juagados,  insertas  en  la  introducción  de  esta  se<ición;. 
los  artículo»  254  y  255  y  su  comentario  (pág.  505),  y  los  "formularios^*  de  esta 
misma  sección^*  *  ' 

Sólo  llamaremos  la  atención  sobre  un.  puntos  £1  primero  de  estos  aiftíctdos 
autoriza  á  lo»  jueces  y  tribunales  para  emplear  la  forma  de  "carta-ó^rden"  ó 
''despacho"  cuAndo  se  dirijan  á'  un  subordinado  i^o.  I^í^  formula  do  las  cartas- 
ordenes  es  parecida  á  la  de  los  oficios  y  la  de  los  despachos  i  la  de  los  Cxlidr- 
:fe08,  aunque  ambas  eomunicaciones  han  de,  estar  concebidas  en  estilo  pr^ccpti- 
we,  si  bien  atento»  teniendo  el  inferior  ía  obligación  do  dar  cumplimiento  a  la 
4iden  ó  mandato  :qu6  contengan*  Eñ  la  práctica  anti^a  de  Ips  ju^gadbs  soljía 
JhiMier  uso  de  las  oartas-ói^enes,  firmadas  sólo  ppr  el  juez,  p^iffi  recordad  lade* 
-Polución  de  tü^ún  despaiBho  ú  otra  órdoQ  anterior;  pero  cut^ndo  se  trataba  do 
diligencias  de  importancia,  como  el  emplasamiento,  exáinen'de.testígps,  cté., 
siempre  se  expedían  despachos  firmados  por  el  juez  y  por  el  actuario,  l^a  n\Kí- 
Ta  ley  autoriza  la  continuación  de-esta  práctica,  que  creemos  conveniente.  En 
las  Audiencias  y  Tribunal  Supremo  por  regla  general  sólo  se  hace  uso  de  car* 


Digitized  by  VjOOQ IC 


LEY  PE  EKJUICJAMJBNtO  CIVIL  *   37 

tas-órdenos  firmadas  por  el  secretario  6  escribano  de  C4mara,  y  con  ellas  se 
remiten  á  los  inferiores  las  certificaciones  do  las  sentencias  y  de  cualquiera  otra 
resolución,  como  para  aquellas  se  ordena  en  el  art.  850. 


Artículo  287. 

El  Ji^ez  <5  Tribunal  que  hubiere  ordenado  la  práctica  de  imm 
diligencia  judicial,  no  podrá  dirigirse  con  este  objeto  á  Jueces  á 
Tribunales  de  categoría  ó  grado  inferior  que  no  le  estén  subordi- 
nados, debiendo  entenderse  directamente  con  el  superior  de  éstog 
que  ejerciere  la  jurisdicción  en  el  mismo  grado  que  el  exhortante. 

La  suD(iÍ8Íón  y  disciplina,  tan  necesarjas  en  la  jerarquía  judicial,  como  en 
todas  las  institucíonies  ciriles  y  militares,  exigren  lo  que  en  este  artículo  se  or- 
dena, para  evitar  inconveniencias  qp^e  alguna  vez  se  han  realizado.  Un  juej  ó 
tribunal  no  puede  ni  debe  entenderse  con  otro  inferior  en  grado  sino  por  me- 
dio de  despachos  6  cartasnSrdenes,  concebidas  en  estilo  preceptivo,  y  si  éste  no 
úe  está  subordinado,  no  tiene  obliffación  d?  obedecerle,  ni  aquel  autoridad  par» 
mahdarle,  y  en  tales  caso«  no  cuadraría  la  forma  de  exhorto,  que  supone  rucg^ 
y  encargo  de  iffual  á  i^al.  Esos  inconvenientes  y  el  principio  de  autoridad  «e 
ealvan  con  la  disposición  del  presente  artículo.  Un  juez  de  primera  instancia 
puede  ordenar  la  práctica  de  diligencias  judiciales^  á  cualquiera  de  los  jueces 
municipales  de  su  partido,  porque  todos  boii  subordinados  suyos;  pero  no  puede 
dirigirse  con  e&e  objeto  á  un  juez  municipal  de  otro  partido,  sino  al  de  prime- 
ra instancia  de  quien  éste  dependa  para  qvLe  le  ordene  la  práotica  de  la  diligen- 
cia. Las  Audiencias  pueden  entenderse  directamente  por  medio  de  cartas^r- 
denes  con  todos  los  jueces  de  primera  instancia  y  municipales  de  su  respectiva 
distrito,  porque  todos  les  están  subordinados;  pero  no  con  los  que  pertenezcan 
al  distrito  6  territorio  de  otra  Audiencia.  ^  Y  por  la  misma  razén  el  Tribunal 
Supremo  puede  comunicar  sus  órdenes  directamente  á  todos  los  tribunales  y 
juzgados  de  la  nación.  Lo  ordinario  es  entenderse  aquellas  v  éste  con  el  inme- 
diatamente inferior  en  grado  para  qiie  éste  comunique  la  Orden  á  su  inferior 
que  deba  cumplirla;  pero  se  prescinde  de  este  orden  cuando  las  conveniencias 
dej  servicio  lo  exigen,  y  para  ello  autoriza  el  presente  artículo,  puesto  que  só- 
lo'prescribé  que  un  juez  o  tribunal  no  se  dirija,  para  encargar  la  práctiea  de 
diligencias  judiciales,  á  ©tro  inferior  en  gr^do  ó  categoría,  que  no  se»  snbordi* 
nado  suyo. 

Artículo  288.  ^ 

Para  ordenar  el  librajtniento  de  certificionejs  ó  testimonios,  j  la 
práctica  de  cualquier^  diligencia  judidal  cuya  ejecución  corres- 
ponda á  registradores  de  la  propiedad,^  notarios,  auxiliares  ó  su- 
balternos de  Juzgado  ó  Tribunal,  se  en^pl,eará  la  forma  de  maiH 
damiento. 

Nada  nu^vo  contiene  este  artículo:  no  hace  más  que  sancionar  lo  que  era  de 
f  práctica  constante,  y  por  consiguiente  ifínguna  dificultad  puede  ofrecer  en  su 
<•  ejecución.  Sólo  debemos  advertir  que  el  mandamiento  ha  de  expedirse  siempre 

Sor ek juez  ótiábunal qtie  tenga  autoridad,  sobre eLiunctonmrio  que My9^  de 
arle  i^umpliroiento,  como  est^ prevenido  respecto  de  Jm  registradores  del» 
propiedad  en  el  art.  45  del  reglamento  para  la  ejecución  dé  la  la  ley  Hipoteca* 
-  ria.  En  su  virtud,  cuando  el  registrador,  notario,  secretario  6  escribano,  que 
•  dditt  ejecutar  ed  raandamieato,  pertenesca  4  otro  «partidio  judicial,  el  jue^  que 
^0  hubiere  acordado  deberá  dirigir  exhorto  al  del  partido  correspondiente  para 
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que  por  este  se  expida  el  jnaudaraiento,  y  lo  propio  én  eúanjto  al  ¿e  embargo^ 
que  Jkba  ejecutarse  por  un  alguacil»  que  sea  subalterno  de  otro  juz£fado. 

Por  resolución  de  la  Dirección  general  del  Kcgistro  ae  la  propiedad  de  22  de 
Agosto  de  1871,  se  declaró  que  los  tribunales  superiores  pueden  expedir  man" 
dunientos  de  anotación  prerentiya  para  todos  ios  registradores  de  la  propie- 
dad comprendidos  en  el  territorio  de  su  jurisdieción;  y  quo  la  misma  facultad 
reside  en  los  jueces  municipales  respecto  del  registrador  del  partido  á  que  aque- 
llos l>ertenezcan.  Xjt  primera  parto  de  esta  resolución  obedece  jil  njismó  prin- 
cipio en  que  so  funaiin  el  artículo  objeto  de  este  comentario  y  el  que  le  prece- 
de: la  segunda  responde  á  una  necesidad  del  servicio. 


Articulo  289. 

Cuando  los  Jueces  y  Tribunales  tengan  que  dirigirse  á  Autori- 
dades y  funcionarios  de  otro  órden^  usarán  la  forma  de  oficios  á- 
exposiciones,  según  el  caso  lo  requiera . 

.  SSsta  disposición  es  k^al  á  la  del  art  21  del  reglamento  de  los  juzgados.  Los  / 
jaeces  3r  tribunales  suelen  usarla  forma  de  exposiciones  siempre  que  tienen 
que  dirigirse  á  cutJqUie^a  de  los  Ministerios;  y  la  de  oficios  cuando, ^e  dirigen- 
i  cni^quiera  otra  autoridad  ó  ñmcionario  quu  no  pertenece  al  orden  judicial» 
8Í  bien  usando  de  palabra»  más  ó  menos  respetuosas,  según  la  categoría  de  és- 
tos, aunque  siempre  decorosas  y  urbanas.   . , 

Por  Real  orden  de  30  de  Septiembre  de  1848,  que  está  vigente,  se  mandó  que 
los  tribunales  ordinarios  superiores  ó  inferiores,  y  el  ministerio  fiscal,  cuando  - 
tengan  que  dirigir  exhorto^  suplicatorio  (equiralente  ^  exposición)  ó  cualquier 
iB^  reclamación  de  oficio  á  las  demás  secretarías  del  Despacho,  lo  verifiquen  por 
la  de  Gracia  y  Justicia,  haciéndolo  los  jueces  y  promotores  por  conducto  de  sus 
jefes  inmediatos. 


Artículo  290. 

"^^  Los  exhortes  y  demás  despachos  .serán  admitidos  en  el  Juzga- 
do ó  Tribunal  exhortado,  sin  exigir  poder  á  la  persona  que  lod 
presente,  ni  permitirle  que  los  acompañe  con  escrito,  á  no  ser 
que  fuere  indispensable  para  dar  explicaciones  ó  noticias  que  fa- 
ciliten, su  cumplimiento. 

£1  actuario  á  quien  corresponda  extenderá  diligencia  á  conti- 
nuación del  exhorto  ó  dé$p^cho,  expresando  la  fecha  de  8u«pre- 
sentación  y  la  persona  que  lo  hubiere  presentador,  á  la  cual  dará 
recibo,  y  firmará  con  estala  diligencia,  dando  cuenta  al  Juez  d 
Tribunal  en  el  mismo  día,  y  si  no  fuere  posible  en  el  siguiente 
hábil. 

Artículo  291.  ' 

Los  exhortes  y  demás  desi^chos  antes  expresados  sé  entrega- 
rán, para  que  gestioné  su  cumplimiento,  á  la  parte  á  cuya  ins- 
tancia se  hubieren,  li  orado. 

Si  lo  solicitaré  la  contraria,  se  le  fijará  término  para  presen-'- 
tarlos  á  quien  vayan  cometidos. 
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Artículo  292. 

La  persona  que  presente  un  exhorto  ú  otro  despacho,  queda 
obligada  á  facilitar  el  papel  sellado  y  satisfacer  los  gastos  que  se 
originen  para  su  cumplimiento. 

Aanqué  la  palabra  "despacho/'  en  sn  sentido  estricto,  significa  la  orden  6  eo*^ 
municacidn  que  un  iues  airige  á  otro  ináerior  que  le  esté  subordinado  encar~ 
sédele  la  práctica  de  aleuna  diligencia  judicial,  en  sentido  lato  se  aplica  tam- 
bién en  general  á  los  suplicatorios,  exhortos  y  cartas^órdenes,  6  sea  a  todos  loa- 
medios  «Htori^adoB  por  el  art.  285  f¡ara  que  se  comuniquen  entre  si  los  jueces  y 
tribunales  á  ^n  de  reclamar  el  auxilio  mutuo  que  deben  prestarse  en  la  admi- 
nistración de  justicia,  y  en  este  sentido  se  emplea  dicha  palabra  en  los  tres  ar- 
tículos que  vamos  á  examinar.  Se  habla  en  ellos  de  ''exhortes  y  demás  despa- 
chos," refiriéndose  también  á  los  suplicatorios  y  cartasrérdenes;  y^  á  es^os,  la 
mismo  que  á  los  exhortes,  son  aplicables  sus  disi>osiciene8,  encaminadas  á  de-^ 
terminar  la  forma  de  darles  curso  sin. dilaciones  ni  actuaciones  innecesarias. 
.  Se  reproduce  sustancialmente  en  estos  artículos  lo  que  estaba  ordenado  en  el 
229  de  la  ley  antigua,  y  en  el  24  del  reglamento  de  los  juzgados,  pero  con  modi- 
ficaciones y  adiciones  dirigidas  al  fin  antes  indicado. 

Según^  los  artículos  291  y  292,  librado  tín  exhorto,  y  lo  mismo  ha  de  entender- 
ae  de  un  suplicatorio,  despacho  6  cartaHSrd^i,  el  actuario  reoogerá  la  firma  del 
juez,  ^  autorizado  también  con  la  suya  k>  entregará  sin  dilación  ala  parte  á 
cuya  instancia  se  hubiere  expedido,  la  cual  firmará  sn  recibo  en  la  diligencia  de 
entrega,  que  se  extenderá  en  los  autos,  come  siem^pre  se  ha  practicado.  A  dicha 
parte  corres})onde  gestionar  el  cumplimiento  del  exhorto,  facilitando^  el  papel 
asilado  y  satisfaciendo  los  gastos  que  para  e*lo  se  originen,  sin  perjuicio  de  lo* 
qiie  se  restielva  en  su  día  sobre  pago  de  costas.  Estas  gestiones  puede  practicar-r 
las  por  sí  misma,  ó  por  medio  de  ^  otra  persona  á  quien  dé  ese  encargo,  la  cual 
^1  tal  easo  queda  obligada  á  facilitar  el  papel  sellado  y  satisfacer  los  gastos,  sin 
que  para  es^o  sea  necesario  otorgarle  poder,  quedando  una  y  otra  sujetas  á  la» 
oendiciones  del  mandato. 

Por  re/^Ja  general,  la  parte  á  cuya  instancia  se  libra  un  su|>licatorio,  exhorto 
ó  carta-órden  tiene  interés  eñ  su  pronto  despacho  6  cumplimiento;  pero  á  yeces 
.se  vale  de  ese  medio  para  dilatar  el  pleito  no^  dándole  el  curso  debido,  y  como 
esto  puede  perjudicar  á  su  colitigante;  para  eritar  tal  abuse  se  ordena  ^  el  pá- 
rrafo 2.  ®  del  art.  291,  que  "si  lo-splicitare  la  parte  contraria,  se  le  fijará  térmi- 
no para  presentarlos  á  quien  rayan  cometidos.^'  bótese  queeste  término  es  par» 
"presentar"  el  exhorto  al  luez  exhortadot  no  para  derol verlo,  porque  aquello 
depende  de  la  Toluntadde  la  parte  á  quien  se  entrega,  y  esto  de  los  funcionarios 
^ue  han  de  cumplimentarlo,  y  el  caso  de  morosidad  por  parte  de  éstos  se  halla 
preyisto  en  el  art.  299.  Dicho  término  lo  señalará  el  juez  exhortante  á  su  pru- 
dente arbitrio  en  consideración  á  la  distancia  y  medios  de  comunicación;  y  de 
nada  lerriría  fijarlo,  si  no'  se  pudiera  obligar  á  la  parte  á  que  acredite  haber 
presentado  el  exhorto  dentro  de  él  en  el  juzgado  á  quien  raya  dirlgfido.  A  este 
iJn  deberá  presentar  el  recibo  que  ha  de  dársele,  según  lo  prevenido  en  el  ar- 
tículo 290  de  oue  luego  hablaremos,  y  si  no  lo  yerifica,  á  instancia  de  la  contra- 
ria se  dará  á  los  autos  el  curso  que  corresponda,  conforme  al  521.  Si  esto  no 
fuese  posible,  por  catar  subordinado  el  curso  de  los  autos  á  la  diligencia  objeto 
del  exoorto,  podrán  emplearse  los  apremios  conducentes,  como  la  multa  de  10  á 
25  pesetas  diarias  en  yirtud  del  art.  308,  ó  corregir  disciplinariamente  al  procu- 
rador, y  hasta  podrá  llegarse  á  la  formación  de  causa  por  desobediencia  grave  6 
por  otro  delito,  según  las  circunstancias  del  casé. 

No  son  de  menos  importancia,  para  el  ourso  y  economía  de  los  suplicatorios, 
exhortes  y  cartas-órdenes,  las  prevenciones  que  se  hacen  en  el  art.  290.  Por  ser 
Artos  def|»iBhos  los  medios  de  comunicación  entre  las  autoridades  judiciales,  y 
cxpi^sarseen  ellos  las  diligencias  que  han  de  practicarse,  y  la  súplica,  encargo 
ú  orden  para  que  se  ejecuten  ó  manden  ejecutar,  siempre  habían  sido  admitidos 
8Ía  exigir  poder  al  portador  y  sin  otro  escrito  que  el  mismo  deíBpacho.  Esto  es 
Ifr  lógico  y  racionaí,  y  la  presentación  de  escritos  por  el  portador  del  exhorto 
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* 
para  decir  al  juez  exhortado  lo  que  ha  de  acordar,  es  una  oficiosidad  ineonye- 
niente  é  inútil.  Pero  de  algún  tiempo  á  esta  ^rte  se  había  introducido  en  al- 
gunos juzgados  la'práctiea,  que  ya  se  iba  generalizando,  de  permitir  al  portador 
del  exhorto  que  lo  presentara  coa  escrito  y  que  interrim^a  en  Jodas  las  actua- 
ciones, notifícándole  las  pro7Ídencias  que  se  dictaban,  7  admitiéndole  cuantos 
escritos  se  le  ocurrían,  ya  par»  derolver  diligenciada  una  carta-órden,  ya  para 
manifestar  haber  refirresado  un  testigo  ausente  y  colt  otroa  pretaxtoá;  y  como 
además  del  papel  sellado  y  de  los  derechos  de  los  escritos,  si  era  procurador  el 
portador  del  exhorto,  á  cada  uno  de  ellos  tenía  que  recaer  p^ovioeneia  con  las 
notiHcQoiones  y  diligemcias  consiguientes,  resultaban  exorbitantes  y  hasta  es- 
•caudalosos  en  muchos  casos  los  gastos  ocasionados  en  el  cumplimiento  de  vtn 
exhorte. 

Park  corregir  esta  práctica  abusiva,  que  se  prestaba  con  razón  á  críticas  se- 
reraa,  se  han  dictado  el  artículo  que  estamos  examinando  y  el  3^8.  Se  ordena 
terminantemente  que  los  jueces  y  tribunales  admitirán  los  suplicatorios,  exfaor- 
tos  y  despachos  6  cartas-órdenes  "s^n  exigir  poder  á  la  persona  que  lospresen- 
te,  **ni  permitirle  que  los^  aoompa&e  con  escrito,"  á  no  ser  que  fuere  "iiraispen- 
sable"  para  dar  explicaciones  o  noticias  que  faciliten  su  cumplimiento."  Es 
notoria  la  conreniencia  de  esta  excepción;  pero  deben  cuidar  los  jueces  de  qut 
no  sirva  de  pretexto  para  presentar  escritos:  sólo  deben  admitir  los  ciue  sean  in- 
dispensables ó  de  absoluta  necesidad  para  dar  explioado^es  ó  noticias  que  faci- 
liten el  cumplimiento  del  exhorto,  como,  por  ejemplo,  la  designación  de  la  casa 
en  que  habite  el  que  deba  ser  emplazado,  si  no  resulta  del  exhorto  y  reside  en 
una  de  las  grandes  poblaciones:  en  cualquier  otro  caso  deben  rechazarlos  de  pltf- 
no,  acordando  el  cumplimiento  del  exhorto  y  mandando  devolver  el  escrito. 

La  diligencia  de  presentación  que,  conforme  al  párrafo  2.  ®  del  mismo  art. 
290  y  con  los  requi.^ifcos  que  en  él  se  expresan,  debe  poner  á  continuación  del 
exhorto  el  actuaiio  á  quien  corresponda  diligenciarlo;  el  recibo  que  ha  de  dar  á 
la  persona  que  lo  presente,  aunque  no  lo  exija,  y  la  obligación  de  dar  cuenta  al 
juez  exhortado  en  el  mismo  día,  y  si  no  fuese, posible  en  el  siguiente  hábil,  bajo 
la  rcspoinsabiiidad  que  se  determina  en  el  art.  901,  garantizan  el  puntual  cum- 

SUmiento  de  los  exhortos,  y  lo  mismo  de  los  suplicatorios  y  cartas-órdenes,  sin 
ilaciones  de  ninguna  clase,  las  cuales  darían  lugar  á  una  corrección  disciplina- 
ria. Dicho  recibo,  en  el  que  deoerá  ponerse  un  sello  móvil  de  XO  céntimos,  ser- 
virá además  para  acreditar  en  el  juzgado  exhortante  la  presentación  del  exhor- 
to en  el  exhortado,  cuando  se  hubiere  fijado  término  para  ello,  como  hemos  di- 
«ho  anteriormente. 

El  procedimiento,  que  queda  expuesto,  con  relación  á  los  artículos  291  y. 292, 
üB  también  aplicable  á  la  entrega  y  curso  de  los  mandamientos,  oficios  y  exposi- 
ciones de  que  hablan  el  288  y  el  239. . 


Artículo  293. 

Lo  dispuesto  en  los  tres  artículos  que  preceden  no  será  apli- 
cable á  los  exhortes  y  despachos  que  se  cursen  de  oficio  ó  á  ins- 
tancia de  parte  pobre.  De  estos  se  acusará  el  recibo  al  exhortan- 
te, y  se  practicarán  también  de  oficio  las  diligencias  que  se  en- 
cargaren, extendiéndolas  en  papel  del  sello  de  oficio. 

En  los  tres  artículos  del  comentario  anterior  se  dan  reglas  g^nera^es  para  la 
43ntrega  y  curso  de  los  suplicatorios,  exhortes  y^  despachos  ó  cartad-érdeafis, 
hasta  presentarlos  en  el  juzgado  ó  tribunal,  á  quien  vayan  cometidos:  dos  €x- 
oey^opes  á  esa  regla  le  estableen  en  el  presente,  artículo  y  entdl  que  le  sub- 
sigue. 

.  liemos  insertado  este  artículo  tal  como  aparece  en  la  edición  oficial;  pero 
contiene  una  errata  notoria  que,  aunque  insignificante  (y  por  esto  no  se  echaría 
de  ver  en  la  corrección  de  pruebas  ni  en  la  fé  fio  erratas),  puede  dar  lugar  á  da- 
das. En  las  palabí*^  "de oficio  ó.  á  instancia  de  parte  pobre,"  sobra  la  *16:"  de- 
b^  decir,  "de  oficio  á  instancia  de  parte  pobre."  Kecu^ídese  que  entre  los  bene* 
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€€ÍQS  qyeelart.  14  con  cede  á  los  ^ue  sean  declarados  pobres,  está  el  ^.  ®  avm 
dice:  ''El  de  que  se  cursen  y  cumplimeiiten  ''de  oficio,  si  así  lo  solicitaren/'  ios 
^xhortos  y  demás  despachos  que  se  expidan  á  su  instancia/'  El  presente  artícelo 
se  refiere  á  diclut  disposición,  determinando  el  modo  de  cumplirla,  7  es  por  tan» 
to  evidente  que  sobtA  la  disyuntiva,  pues  sólo  se  trata  4le'los  exbortos  que,,  ei;* 
pedidos  á  instancia  de  parte  pobre,  deban  cursarse  de  oficio,  poique  esta  así  1<» 
naya  solicitado;  y  no  de  estos-y  además  de  los  qaer  se  expidan  de  oficio,  caso  que 
no  puede  ocurrir  en  asuntos  civiles. 

Por  lo  demás  es  claro  y  terminante  el  artículo:  los  snpUcatorios,  exhortes  j 
cartas-órdenes,  que  se  libren  á  instancia  de  parte. pobre,,  sólo  se.cursarándeofi- 
-€10  cuando  ésta  lo  solicite:  si  no  lo  solicita,  se  entregarán á  la  misma  parte,,  ó  á 
^  su  procurador  en  su  caso,  para  que  gestione  su  cumplimiento  en  la  forma  qne 
*  hemos  explicado  en  el  comentario  anterior.  En  aquel  caso,  el  juez  exhortante 
dirigirá  el  exhorto  por  el  correo  al  exhortado;  éste  acusará  «in  dilación  el  reei- 
bo  y  acordará  el  cumplimiento,  mandando  se  practiquen  de  oficio  las  dilig^enúas 
que  se  encargaren,  las  cuales  se  extenderán  en  papel  del  sello  de  oficio,  sin  pei> 
juicio  de  su  reintegro  cuando  proceda. 


Artículo  294. 

El  Juez  exhortante  podrá  remitir  directamente. al  exhortado 
,  un  exhorto  librado  á  iusftancia  de  parte  rica,  cuando  ésta  lo  soli- 
citare por  carecer  de  rel^ciqnes  para  gestionar  su  cumplimiento 
en  eí  lugar  á  donde  deba  dirigirse. 

£n. estos  casos,  dicha.parte  deberá  facilitar  el  p^pel  sellado  que 
se  crea  necesario  para  las  diligencias  que  hayan  de  practicarse,  á 
^  de  que  se  acompañe  al  exhorto;  pagará  el  porte  y  certificado 
del  correo,  y  quedará  obligada  á  satisfacer  todos  los  gastos  cau- 
sados en  su  cumplimiento  tan  pronto  como  se  reciba  la  cuenta 
de  ellos,  y  los  demás  que  puedan  originarse  en  la  vía  de  apremio, 
que  se  empleará  para  exigírselos,  si  dentro  de  ocho  días  no  acre- 
dita haberlos  satisfecho. 

Haciéndose  constar  jestas  circunstancias  en  el  oficio  de  remi* 
sión,  el  Juez  exhortado  deberá  acordar  el  cumplinúento  del  «x> 
horto,  y  hacer  que  se  Heve  á  efecto  sin  dilacicki. 

No  eran  raros  los  casos  en  que  la  })arte/á  cuya  instancia  se  libraba  ifp  exhor- 
to, contra  su  voluntad  y  en  su  perjuicio  se  véiá  imposibilitada  de  gestionar  sn 
pronto  cumplimiento,  por  carecer  de  relaciones  en  «1  lugar  á  donde  debía  diri- 
rigirse  y  no  tener  persona  de  quien  valerse  para  presentar  el  exhorto,  y  espe- 
^cialmente  para  facilitar  el  papel  sellado  y  satisfacer  los  gastos.  La  verdad  é 
importancia  do  este  hecIjLO  esjá  confirmada  por  «1  jdstableci miento  de  agencias 
de  exhortes  en  alíJfunas  poblaciones.  ^Deber  era  del  Gobierno  atender  áésta  ne- 
c^idad  de  la  administración  do  justicia,  contri Iniycnclo  por  ese  mt?<lio  A  que  no 
sufraii  dilaciones  jos  n<  gacios  judiciales  y  á  que  haya  en  ios  sraetos  la  ecoijo^nfa 
posible.  A^fste  fin.sOjdir^el  presente  artículo,  e^^b^ciegi^do  otra  excepci^B, 
corno  ya  nemos  indicado,  á  la  regla  geinoral  deTos  ártículbá  f^O,  291  y  ¿92.  ' 

La  causa  que  en  (¡I  ^e  expresa  t' o  rúa  ra^^i)  do  su  precepto  excepcional,  nodobe 
Til  puedo  considerarse  como  un  ca30  6  ejemplo,  que  podrá  ampIííirBe  á  otros  máa 
6  menos  análogoa,  fi.  Tolmtad  de  las  partes.  No:  Io«  jueces  y  tribuualea  no  pue- 
éQn  cortvertírsú  ea  agi;ium  de  loa  litiga nt^a,  para  que  estos  se  viilírtin  de  ellos 
cuíiudo  lo  tengan  por  conven  i  en  té:  la  misión  protectora  de  aquellos  110  deba 
traspasarlos  límites  de  lo  necesario,  ar  monis  ad  o  con  lo  justo.  Cuasdolaliy 
eataníece  una  excepción  do  la  regla  teaeral  para  un  eaíso  determinado,  no  puede 
ampliarle  i  otros  uo  ex^presad^is.  Por  consigruionte,  polo  en  el  caeo  de  que  la 
parte  rica  funde  au  instancia  en  carecer  de  relaciones  para  gestionar  el  cumpll- 
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mienta  del  exhorto  en.el  lugar  ¿  donde  yaya  dirigido,  y  se  o^bgneá  lo  que  pte^ 
Tiene  el  presente  articulo,  deberá  el  juez  acceder  á  remitirlo  diirctainente  al 
eihortMo;  pero  si  alega  otra  causa,  o  no  alega  ninguna,  deberá  desestimar  tal 
pretensión,  porque  no  es  el  caso  excepcional  de  la  ley,  y  esta  supone  con  razóu 
^oe,  iuera  de  él,  no  faltarán  medios  al  litigante  para  gestionar  el  cumplimien* 
to  del  exhorto,  como  eé  de  su  deber. 

£n  eQanto:á  los  requisitos  que  debe  llenar  el  litigante  rico  para  que  se  acceda 
á  dicha  pretcnsión,  están  expresados  tan  circunstanciadamente  en  el  mismo  arr 
tfeolo  294,  que  á  éi  débanos  remitimos.  Nótese  que  solo  para  este  caso 'se  pte- 
rietíft  que  el  exhorto,  el  cual  deberá  estar  redaetado  con  la  fórmula  acbstumbr%* 
dvcomo  si  hubiera  de  entregarse  á  la  parte;  se  remita  con  oficio,  pot  sef  éslte 
■eoesario  para  expresar  en  él  qué  el  litigante  ha  llenado  dichos  reqvisitos  y 
queda  abhgado  á  satisfacer  los  gastos,  á  fin  de  que  el  juex  eLYhortado  deba  acor-  ' 
¿Mr  el  cumplimiento  y  hacer  gue  se  Uere  á  efiacto  sin  dilación,  fihi  tales  CMQ(^ 
ala  morosidad  de  los  actúanos  no  puede  ser,TÍr  de  excusa  la  falta  de  persoaa 
que  facilite  el  papel  sellado  y  abone  sus  breches  y  dlamáa  gtsjste». 


Artículo  295. 

El  Juez  ó  Tribunal  que  recibiere  ó  á  quien  fuere  presentado» 
un  suplicatorio,  exhorto  ó  carta-órdén  €>xtendído  en  debida  for- 
ma, acordará  su  cumplimiento  si  no  se  pfei^'iidrcare  su  propia 
competencia,  disponiendo  lo  conducente  para  que  se  pracñquáa 
las  diligencias  que  en  él  se  interesen  dentro  del  pla^ro  que  se  hu-  . 
l)Í6re  fijado  en  el  mismo  exhorto,  ó  lo  más  pronto  posible  en  otro 
caso.  ^ 

Una  vez  cumiJlimentado,  lo  devolveíá"  al'  exhortante  por  él 
mismo  conducto  que  lo  hubiere  recibido. 

Artículo  2%. 

Cuando  el  Juez  ó  Tribunal  exhortado  no  pudiera  practicar  por 
sí  mismo,  en  todo  6  en  parte,  las  diligencias  que  se  le  encarga- 
ven,  podrá  delegarlas  en  un  Juez  inferior  que  le  esté  subordinan- 
do, remitiéndole  el  exhorto  original,  6  un  despacho  con  los  ini- 
sertos  necesarios,  si  aquel  se  necesitare  para  otras  diligencias  que 
fuere  necesario  practicar  simultáneamente. 

Artículo  297. 

También  podrá  acordar  el  Juez  exhortado  que  se  dirija  el  ex*- 
horto  á  otro  Juzgado,  sin  devolverlo  al  exhortante,  cuando  no 
pueda  darle  cumplimiento  por  hallarse  en  otra  jurisdicción  la 
persona  con  quien  haja  de  entenderse  la  diligencia  judicial. 

Estos  áTtfeulos  oi-d^nfin  Jo  que  ha  de  pnipties.r?c  on  el  juzgado  6  tribuna 
exhortado  para  el  eumplimionto  de  los^  auplícatori 03 ^exhortes  y  despachos  ó 
cartaa-órdene^*  Nada  ae  dL^pcnc  c?;3;pTe^mi3nte  respecto  de  los  mandamientoib 
porque  su  cmopliEdiento  está  reJücido  á  que  el  repBtrádor,  notario,  auxiliar  o 
subalterno  á  quleu  Tüyan  ditif  idos,  ejecute  lo  quí?  l>íi  ellos  se  ordene,  derolVién- 
doloa  deppuéi  por  el  mismo  dduducto  que  los  hubieren  recibido.  Y  en  cuanto  á 
los  ofícips  3'  cspo^icioaca,  la  aiitondad  6  d  funcionario  que  los  reciba  tiene  el 
deüer^  impueito  por  au  cargo,  de  resolver  ó  íb formar  ^'  contestar  lo  que  procedé.- 
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Según  el  primero  de  estos  artículos,  Iue|:o  que  se  t)resente  por  la  parte  intere- 
sada ó  su  encargado,  6  se  reciba  por  el  correo  en  los  casos  en  que  esto  es  permi- 
tido, un  suplicatorio,  exhorto  6  carta-órden,  el  juez  6  tribunal  exhortado  deb0 
acordar  su  cumplimiento,  si  el  despacho  se  halla  extendido  y  autorizado^  en  for — 
ipa,  y  "si  no  se  perjudica  su  propia  competencia;"  y  en  el  caso  de  recibirlo  por 
él  correo,  acordará  además  que  se  acuse  el  recibo.   Esto  es  lo  mismo  que  yenfa 
practicándose,  y  habrá  de  emplearée  también  la  misma  fórmula  usada  hasta 
ahora  para  tales  providencias.  La  que  suele  diétarsepara  dar  cumplimiento  á  lo»  - 
saplicatot-ios,  es  "como  se  pide,"  ú  otra  adecuada  á  1 «  Súplica  del  inferior:  en  los  - 
exhortes,  la  de  "cúmplase  sin 'peHuicio"  de  la  jurisdicción  derque  provee,  por 
ejercerla  en  i^al  ^rado  ^ue  el  exhortante;  y  en  los  despachos  y  cartas- órdenes 
la  de  ''cúmplase"  simplemente,  por  proceder  del  superior  á  quien  esta  subordina- 
do el  inferior  que  la  cficta  y  tener  ^ste  el  iáeber  de  cumplir  lo  que  aquel  le  ordena. 

Debemos  indicar  el  sentido  y  extensión  C[ue  habrá  de  darse  á  las  palabras  an- 
tes subrayadas  *'si  no  se  pevjildíca  su  propia  competencia,"  sogún  los  casos  qu©  - 
pueden  ocurrir.  Como  hemos  expuesto  al  comentar  el  art.  288,  los  mandamien'- 
tos  han  de  expedirse  siempre  por  el  juez  ó  tribunal  que  tenga  autoridad  sobre  él 
íáncionario  que  haya  de  íirles  cumplimiento.  Pues  bien:  un  juez  de  primera 
instancia  acuerda  la  anotación  preventiva  de  un  embargo  de  bienes  inmueble» 
que  radican  en  otro  partido  judicial,  y  para  realizarlo  expide  exhorto  al  juez 
eorrespondiente  acompañaildo  el  mandamiento  por  duplicado  que  ha  de  entre- 
garse al  registrador  de  la  propiedad.  El  exhortado  puede  y  debe  negar  el  cum- 
plimiento á  tal  exhorto,  porque  perjudica  su  propia  competencia^  en  razón  á  que 
á  él,  y  no  al  exhortante,  atribuye  la  ley  la  facultad  de  expedir  el  mandamiento, 
y  así  deberá  consignarlo  en  auto  motivado,  devolviendo  el  exhorto  por  el  mismo  • 
conducto  que  lo  hubiese  recibido,  para  que  se  subsane  la  falta.  Y  lo  mismo  en 
otros  casos  análogos,  y  cuando  el  exhorto  no  se  halle  extendido  ó  autorizado  en 
ibrma. 

Otrq  caso  diferente.  Puede  sueeder  <^ue  el  juez  exhortado  entienda  que  es  de 
BU  competencia  el  conocimiento  del  pleito  ó  negocie  del  que  procede  el  exhorto* 
£n  tales  casos,  aunqíie  se  perjudica  su  competencia,  está  en  el  deber;de  acordar 
él  cumplimiento,  porque,  según  el  art*  74,  estas  cuestiones  no  pueden  promo- 
Tcrse  de  oficio  en  los  asuntos  civiles.  Si  la  parte  interesada,  al  tener  conoci- 
miento del  exhorto  por  las  diligencias  de  su  cumplimiento,  propone  la  inhibi- 
toria y  pide  Ja  retenci<5n  del  mismo,  entonces  el  juez  exhortado  podrá  promover 
hk  cuestión  de  competencia  conform^e  á  los  artícujos  85  y  siguientes,  y  acordar  la 
retención  del  exhorto  y  la  suspensión  de  las  diligencias  para  su  cumplimiento 
Que  estuviesen  sin  ejecutar;  pero  de  oficio  en  ningún  caso. 

La  doctrina  expuesta  es  sólo  con  relación  á  los  exhortes:  en  cuanto  á  los  fu- 
flicatorios  y  despachos  ó  cartas- órdjenes,  deberá  estarse  á  lo  que  ordenan  losar-  - 
»cu1os  81)  82  y  33;  y  sólo  cuando  se  falte  á  la  forma,  podrá  suspenderse  el  cum- 
plimfento  hasta  que  se  subsane  la  faltia.. 

Al  acordarse  el  cumplimiento  de  cualquiera  de  los  despachos  de  que  se  trata, 
debe  disponerse  lo  conducente  pan iQiie-fle  practiquen  las  diligencias  que  en  él 
B6  interesen,  dentro  del  placo  que  se  hubiere  fijado  en  el  mismo  despacho,'  co- 
mo suele  y  debe  hacerse  cuando  se  tr&tAuúe  diligencias  de  prueba,  y  en  algún 
scigocio  urgente:  cuando  no  se  haya  fijado  plazo,  se  cumplimentará  lo  más  pronto 
pesible;  y  una  vez  complimentadó,  el  exhortado  lo  devolveiá  al  exhortante  por 
ei  mismo  conducto  que  lo  hubiere  recibido.  Asi  lo  dispone  también  el  art.  295 
de  acuerdo  con  la  práctica  antigua.  Eif  el  caso  del  294,  se  devolverá  el  exhorto 
por  el  corjeo  con  oficio,  acompañando  la  minuta  ó  cuenta  de  gastos  para  los 
efectos  de  dicho  artículo. 

Son  frecuentes  los  casosfen  aue  las  diligencias  que  se  interesan  en  un  exhorto, 
tienen  que  practicase  en  -pueblo  distinto  del  en  que  reside  el  juez  exhortado, 

Snque  dentro  de  su  territorio  jurisdiccional:  en  tal^  casos,  éste  puede  cometer- 
I  al  juez  municipal  correspondiente,  y  en  su  caso  la  Audiencia  al  de  primera 
instancia,  según  lo  que  ordena  el  art.  296,  de  acuerdo  cd^  lo  que  antes  se  prac- 
liatha.  Pero  en  muchos  JQzfi:ados  te  retenía  el  exhofte  éfiginal,  y  (K>n  inserción 
del  mismo  se  libraba  despacho  al  jxtez  municipal  para  que  lo  cumpliese:  á  fin  de 
evitar  este  gasto  enteramente  inútil,  se  previene  en  él  mismo  artículo  que  el  jue»  ^ 
exhortado,  cuando  comisione  á  un  inferior  suyo  para  la  práctica  de  las  diligen-  - 
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^i^,  le  rep[^itirá  el  exhotto  erigini^l»  á  no  ser  ^  ue  se  necesite  para  of;ras  dili^H^i-' 
cías  que  aquél  deba  practicar  simultáneamente,  en  cuyo  sólo  caso  le  dirigirá  Qtt. 
cl^spacho  con  los  ingertos  necesario?.  Y  es  también  conforme  al  espíritu  deette 
artículo  que  cacado  el  juez  exhortando  remita  á  su  inferior  el  exhorto  original» 
le  prevenga  que  una  rez  cumplimentado  to  deruelva  al  exhortante,  por  el  mis- 
mo conducto  que  lo  hubiere  recibido:  sería  una  dilacién  innecesaria  devolTerlo  al 
exhortado  con  el  único  objeto  de  que  lo  remita  al  exhortante,  y  la  ley  se  ha  pro- 
puesto evitar  dilaciones  y  gastos  innecesarios. 

A  este  mismo  fin  se  dirige  el  artículo  297,  último  de  este  comentario.  En  la 
práctica  antígu»»  por  respeto  al  principio  de  que  el  delegado  no  puede  delegaf, 
principio  apoyado  en  la  teoría  de  las  leyes  de  Partida  sobre  jueces  delegados»  sin 
aplicación  á  la  organización  actual  de  los  tribunales,  siempre  que  el  jnez  exhor* 
tado  no  podía  dar  cumplimiento  al  exhorto,  lo  devolvía 'al  exhortante  para  qrtfi 
acordara  lo  que  estimase  conveniente.  La  cailsa  que  á  esto  dá  lugar  consiste  ge- 
neralmente en  la  ausencia  ó  traslación^  á  otra  jurisdicción  de  la  persona  con 
Suien  haya  de  .entenderle  un  emplazamiento  ú  otra  diligencia  judicial;  y  á  fin 
e  evitarlas  dilaciones,  gastos  y  otros  inconvenientes  que  de  aquel  sistema  se  se- 
írufaOj  ^c  auton^A  rt!iora  al  juez  exhortante  para  que  en  tales  casos  pueda  diri- 
gir el  exhorto  á  otro  juzgado,  sin  devolrerlo  al  exhortante,  "Podrá,"  dice  la 
^y>  y  por  Cünsigiííífnte  queda  al  recto  criterio  del  exhortado  hacer  uso  de  esa, 
iacultad  según  la«  circunstancias  del  caso,  que  habrá  de  exponerle  el  portador 
del  e.^hortü:  nt>  debL-rá  negarse  á  ello  siempre  que  comprenda  que  ha  de  resultar 
econüinía  de  tieiupo  y  de  gasto?,  y  sobre  todo  cuando  se  presuma  la  nueva  tras- 
lación a  otro  puiUü  [le  la  persona  con  quien  haya  de  entenderse  la  diligencia,  si 
éñtA  se  düátft.  En  tales  casos,  el  juez  exhortado  deberá  dictar  providencia,  á 
in^jtancia  del  portador,  mandando  remitir  el  exhorto  al  juzgado  en  que  haya  de 
dársele  cumpIinaÍT?tiro,  sin  cuyo  requisito  éste  no  podría  aceptarlo,  por  no  ir  á 
él  Cí>mcElr:li>,  á  no  ser  que  se  hubiere  empleado  la  fórmula  de  cometer  o  á  cual- 
quiera de  lojs  jueces  á  quien  fuere  presentado. 

Indicaremos,  por  último,  C[ue  el  juez  exhortado  no  puede  traspasar  los  límites 
de  la  comisión  que  se  le  hubiere  conferido,  y  debe  cuidar  bajo  su  responsabiU- 
dad  de  que  se  ejecuten  puntualmente  y  con  la  brevedad  posible  las  diligencias 
que  se  interesen  en  el  exhorto.  No  debe  permitir  al  portador  de  ésíeque  presen- 
te ningún  escrito,  á  no  ser  que  notorianiente  contenga  explicaciones  6  noticias 
indispensables  para  facilitar  su  cumplimiento,  como  se  previene  el  en  art.  290, 
y  hemos  expuesto  en  su  comentario.  A  esto,  á  la  presentación  del  exhorto^  y  4 
facilitar  el  papel  sellado  y  pagar  los  gastos,  está  limitada  por  la  ley  la  misión 
del  portador:  lo  demás  corresponde  al  juzgado:  por  eso  proiiibe  el  artículo^  298 
notificarle  las  providencias  que  recaigan.  Y  mucho  menos  ha  de  permitir  ni  ad-* 
mitir  escritos  o  reclamíiciones  de  la  parte  contraria,  á  no  ser  que  tengan  por  ob- 
jeto proponer  la  inhibitoria,  como  ya  hemos  dicho.  El  juez  exhortado  debe  re- 
chazar de  plano  todo  escrito  que  tienda  á  ampliar  ó  coartar  su  cometido,  6  qne 
afecte  al  fondo  de  las  diligencias  que  se  le  hubieren  encomendado,  ó  á  sus* 
pender  su  cumplimiento:  con  cualquiera  de  estos  objetos  deben  acudir  las  partes 
al  juez  ó  tribunal  exhortante,  único  que  tiene  jurisdicción  para  proveer  sobare 
ello. 


Artículo  298. 

No  se  notificarán  al  portador  <fe  un  exhorto,  suplicatorio  ó  car- 
ta-órden,  las  providencias  que  se  dicten  para  su  cunjpliniiento, 
sino  en  los  casos  siguientes; 

1°  Cuando  se  prevenga  en  el  mismo  despacho  que  se  practique 
alguna  diligencia  con  citación,  intervención  ó  concurrencia  dél 
que  lo  hubiere  presentado. 

2"  Cua  ndp  sea  necesario  requerirle  pai*^  que  Scuminifltre  algu- 
nos datos  ó  noticia^  qne  puedan  facilitar  él  cumplimiento  del  ex- 
horto. 
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tin  el  comentario  del  artídÚli/S^  Ifemos  expuesto  la  fSLíÓú  qtie  sé  ha  tehi- 
lii'pára  ordenar  lo  que  en  el^'j^d^éM  se  dispone,  restabl'écie^i'db  lá  buena  prác- 
tica anticua.  Su  preceptó'^bféfiPtéVíninante,  y  por  consiguióte  íaltaijia  á  ^su 
deber  é  incurriría  en  cori^&^ShcBséiplinaria,  con  devoliiéióú  de  los  dierechos 
que  hubiere  derengado,  eí'áú^iíai^ib  ^e  notifícase  al  j^tad'df  de  uü  exhorto,  su- 
piieatorio,  de8|)acho  ó  cártiíidr'den'lus  proyidencias  que  se  dictéú  para  sti  cuin- 
|»limiento,  año  ser  en' sHgttho'flibibs  dos  casos  de  justa  y  aijn  ñecesaiia  éxcep- 
ei6n,  qu&  cbn  toda  claridad  dé  d^tibrminan  en  el  mismo  artíiiulb,  al  qué  nos  re- 
mitimos para  eritai'stí  repetición. 

.  En  éuaüto  al  2.  *^,  nb'stf  ol^ideque,  según  el  art.  276,  eñ  los  requerimientos^ 
debe  admitirse  Itt  res^tie^ia'  qu6  diere  el  requerido  coneignándola  suisciñtamente 
en  la  diiigttQdia. '  Por^consilgraiénte,  el  portador  del  exhorto  deberá  suministrar 
las  noticias  que  le  pida  el  juzgado,  al  notificarle  la  providencia  en  que  se  mande 
&a<ierle el  reqHiériiifíeiítoí'y  si  carece  de  ellas,  se  reséryaráá hacerlo  por  compa- 
lesencia,  cuañdb'Sn'iúándante  se  las  facilite,  6  pueda  adquirirlas. 


Artículo  299. 

Cuando  se  demore  el  cumplimiento  de  un  suplicatorio  ó  exhor- 
to, se  recordará  por  medio  de  oficio  á  instancia  de  la  parte  inte- 
i'esada. 

Si  á  pesar  del  recuerdo  continuase  la  demora,  el  exhortante  lo 
pondrá  en  conocimiento  del  superior  inmediato  del  exhortado, 
por  medio  de  suplicatorio,  y  dicho  superior  apremiará  al  moro- 
so con  corrección  disciplinaria,  sin  perjuicio  de  la  major  respon- 
sabilidad en  que  pueda  incurrir. 

Bel  mismo  medio  se  valdrá  el  que  haya  exjJedido  un  despacho 
6  carta-(5rden  para  obligar  á  su  inferior  moroso  á  que  lo  de- 
Tuelra  cumplimentado.  ' 

En  el  art.  19  del^glamento  dejüzgados  sepreyino^solamente  que,  cuando  se- 
«drirtiese  tardanza  en  la  deyolución  de  los  suplicatorios,  exhortos  ó  despachos, 

*  usara  el  juez  para  les  recuerdos  de  oficios  firitaados  por  él,  en  que  se  observara 
«1  estilo  respectiyo  que  marcan  las  reglas  de  su  artículo  18,  que  hemos  insertado- 
€s¡i  la  introducción  de  esta  sección.  En  la  práctica,  se  dirigían  dos  y  más  recuer- 

^  do0,  y  BÓlo-en  último  extremo,  cuando  no  nabía  otroinédio  de  vencer  la  resis- 
tencia del  juez  exhortada  á  devolver  el  exhorto,  se  acudía  fn  queja  al  superior 
dd  mismo.  E^te  sistema  daba  lugar  á  dilacionea  y  gastos,  <|ue  no  podían  tdle- 
xárse  por  proceder  generalmente  de  negligencia  ó  de  mala  íé,  y  á  evitarlo^  se 
«ürige  el  presente  artículo. 

S^ún  él,  cuando  se  demore  el  cumplimiento  de  un  extiortb  ó  suplicatorio  por 
más  tiempo  del  que  sea  racionalmente  necesario  pj^ra  ja  práctioa  de  las  diligen- 
cias que  en  él  se  interesen,  el  exhortante  lo  recordará  por  medio  de  oficio,  usan- 
do «I  lengufáje  que  corresponda,  pero  siempre  urbano,  según  sOa  is[ukl  ó  superior 
el  juez  6"  tribunal  á  quien  se  dirija.  E^  recuerdo  ha  de liácerse  fiiempre  "á  ins- 
tancia de  la  parte  interesada,"  que  lo  mismo  podrá  hacer  a<^uella  á  ouya  solioi- 
tnd  se  hubiere  librado  el  exhorto,  que  la  contraria,  si  esta  tiene  interés  eií  que 
no  se  demore  el  cumplimiento  por  ^1  perjuicio  que  le  cause.  Y  si  este  recuerdo 
poda  resultado,  sin  repetirlo  en  ningún  caso,  debe  el  exhortante,  también  .6 
instancia  de  la  parte  interesada,  pues  co  puede  proceder  de  oficio  en  estos  cl{l^0Íí,, 
l^oner  el  hetíhb  en  conocinliento  del  ^périor  inihediato  iel.exhortkdo.  Debe'M- 
cerlo  po^  liíedio  dé  "suplicatorio,"  en  oonsideración  á  qué  sieiíipré  téhdrá'  qué  £- 
TÍ^r)^  &  tin  juez  6  tribunal  de  categoría  superior  á  la  suya. 

*'Dicho  superior,  añade  este  artículo,  apremiará  al  morpsb  toú  ^órtéiíctíh  dié- 
éíplinaria,  sin  períuicio  de  la  mayor  responsabilidad  éíí  que  pueda  incíirrhí."^ 

'  hos  tribü¿(aled  superiores  deberán  aplicar  ésta  disposición  con  prudencia,  pero 
ttííí  energía  y  rigor  cuahdoí  sea  hetésatio.  Luego  qué  el  svpei-ior  del  nioroso  fé- 
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tiba  el  Bpplicatorio  con  la  queja,  habr.i  de  acordar  que  se  libre  orden  al  exhor- 
tado para  que  sin  dÜaüi^n  devui:-!\'a  el  exhorto  diligenciado,  y  dé  cuenta  de  lis- 

raerlo  cuinplido,  bajo  apercibimiento  de  ser  corregido  disciplinariamente  y  idie 
lo  demás  %  qoo  Iiaya  Ing-ar.  Si  el  inferior  expone  razones  que  justifiquen  la 
morosidad,  Iils  atenderá  el  superior  en  cuanto  las  estime  justas,  fijándole  un  pla- 
to para  eumpl  i  mentar  el  exhorto  ^  haciéndole  las  prerenciones  que  juzgue  jmto- 
eedente^;  pero  ai  la  excuE^a  no  es  fundada,  y  sobre  todo  si  demora  'tambi4n  la 
conteí^taüxdn  á  no  cumple  la  orden,  le  impondrá  la  corrección  disciplinaria,  d^ 
las  expresadas  en  el  art.  449,  quo  considere  aplicable  según  las  circunstancias  y 
¿ravDdad  del  caso.  Y  itn  perjnlcio  de  esta  corrección,  &  la  cual,  dado  el.qaso, 
no  pu^de  preecindirBe»  ^&  acordará  la  formación  de  causa  contra  el  morosol  cuan- 
do ^u  conducta  llegrue  d  constituir  el  delito  de  desobediencia  grare, 4^ cu^lquif ra 

^  otro* 

El  conocimiento  de  estos  asuntos  corresponde  á  las  Salas'  de  jufiticia  de  los 
tTÍbunal63  lupeidorea  y  del  Súx^remo,  conforme  al  artículo  447,  pues  tiene  el  ca- 
rfictev  di]  un  recurso  de  quejaelsuplicatorioantesindicado.  Toreemos  también, 
por  lú  <^\v-  i  lloro-  i  a^  unien  público  la  pronta  administración  de  justicia,  que 

{>ara  imponer  la  corrección  disciplinaria  no  deben  esperar  los  tribunales  á  que 
o  solicite  la  parte  interesada:  dada  la  queja  por  medio  del  suplicatorio,  lo  cual 
.  es  lo  único  que  exiee  la  ley  se  haga  á  instancia  de  parte,  y  resultando  cierta  la 
falta,  corresponde  imponer  de  oficio  las  correcciones  que  procedan,  como  en  to- 
dos los  casos  análogos.  Por  la  misma  razón  nos  parece  procedente  que  los  re- 
cuerdes y^  suplicatorios  de  queja  se  manden  directamente  por  el  correo,  cuan4o 
la  parte  interesada  no  reclame  gestionar  su  cumplimiento. 

Lo  expuesto  es  con  relación  á  los  suplicatorios  y  exhortes:  los  despachos  6 
cartas-órdenes  no  ^e  hallan  en  el  núwno  caso,  en  razón  á  que  el  juez  ó  tribunal 
que  los  expide  tiene  autoridad  sobre  el  inferió^  que  ha  de  cumplirlos,  y  ppr  eeio 
Be  ordena  en  el  Último  párrafo  del  presente  artículo,  que  él  que  haya  expedido 
-un  despacho  ó  earta-órden  eeyfildrá  del  inism'o* medio  antes  iMicádó  j[]|ara 
obligar  á  su  inferior  moroso  á  que  lo  devuelva  cumi^imentedo.  JPor'coniiguiatt- 
te,  primero  le  dirigirá  una  cartfk-órden,  á  instancia  d¡eja  ^arte^  in^eres^a;  re- 
cordándole ia  pronta  derolució'n,  cóio!  apercibimiento  de  correcciónldisciplinaiia 
jr  demás  á  que  haya  lugar:  si  üo  cumtyfe,  fiin^más  Fécuei*dosíle'  impondrá  íi¿  thr 
rrección;  y  si  ésta  tampoco  surte  el  efecto  de  deyojr^  CHOiFlimentadojel  xlespia- 
cho,  procederá  á  la  formación  de  causa  por  desobediencia  grare,  sin  perjuicio  de 
hacer  efectiva  la  corrección  disciplinaria  impup^ta. 

'  Artículo  30p. 

Cuando  hay^  de  practicarsjB  un  emplazamiento  ú  qti;a  dilig^- 

-.<iia  judicial  en  país  extranjero,  se  dirijirán  los  exhortos  por  la  vía 

diplomática,  ó  por  el  conducto  y  en  la  forma  establecida  én^lós 

tratados,  y  á  falta  de  éstos  en  lá  que  determinen  las  dispoj^h^ion^s 

-  generales  del  Gobierno. 

En  todo  caso  se  estará  al  principio  de  reciprocidad. 
Estas  mismas  reglas  se  observaran  para  dar  cumpUmiento  en 
JSspaña  á  los  exhortos  de  Tribunales  extranjeros,  por  los  que  se 
requiera  la  práctica  de  alguna  (Jiligencia  judicial . 


En  el 
zamientos, 


art.  230  de  la  ley  de  185$  se  ordenó,  aunque  cen  relación  á  los  empla- 
os,  que  "ai  el  demandado  residiere  en  el  extranjero,  el  exhorto  se  di- 
rigirá en  la  fprma  que  se  prevenga  en  los  tratados,  ó  en  su  defecto,  en  la  oue 
determinen  las  disposiciones  generaos  d61  Gobierno."  Ésto  mismo  se  reprodu- 
ce sustancialmente  en  el  presente  artículo,  pero  ampliándolo  á  toda  clase  de 
diligencias  judiciales  que  hayan  de  practicarse  en  país  extranjero,  y  prérinien- 

4~de  además  que  los  exhortos  se  dirigirán  por  lá  vía  diplomática,  ó  sea  por  eoír 
ducto  del  Ministerio  de  BTstado,  á  no  ser  que  se  hallé  establecida  otra  cosa  en 

'los  tratad 0!i;  que  á  falta  de  éstos,  se  proceda  en  la  forma  que  determinen  las 
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disposicnmes  generales  del  Gobierno;  y  Qúe  se  esté  en  to4o  caso  al  principio 
de  reciprocidsS,  que  es  la  primera  resrla  que  áehe  u>bserrBr8e  en  la  relaciones 
internacionales;  dictándose  resflas,  por  únimo,  para  dar  ti^mplimiento  en  Es- 
Daña  á  los  exhortes  de  tribunales  extranjeros,  sobre  lo  cual  na«la  se  dispuso  en. 
la  ley  anterior. 

.  Decíamos  en  nuestro  comentario  al  citado  art.  280  de  la  ley  antigua,  ^ne  la 
re?la  general,  que  debe  tenerse  como  inconcusa  en  este^unto,  es  que  los  jueces 
d^oen  dirigir  los  exhortos  al  extranjero  por  el  conducto  y  en  la  forma  que  deter- 
minen las  disposiciones  generales  del  Oobierno,  i  no  ser  que  se  prerenga  otra 
•osa  en  los  tratados  celebrados  •con  alguna  nación,  en  cuy^caso  se  acomodarán 
á  lo  tivte  se  disponga  en  ellos.  Aquella  misma  regla  con  esta  excepción  ha  de 
seguir  aplicándose,  conforme  al  presente  artículo,  si  bien  atendiendo  con  pre- 
ferencia al  curso  y  forma  que  en  cada  nación  se  dÓ  4  los  exhortos  que  por  sus 
tribunales  se  dirijan  á  los  de  España,  para  emplear  isnial  procedimiento,  en  lo 
cual  consiste  el  principio  de  reciprocidad,  cuya  observancia  se  encarga  en  todo 
caso.  Y  como  en  dicho  comentario  nos  hicimos  cargo  de  las  disposiciones  que 
«e  refierfen.á  esta  materia,  creemos  conveniente  reproducir  aquí  aquel  trabajo, 
adicionándolo  con  las  dictadas  posteriormente. 

I. 

Varias  son  las  disposiciones  dictadas  por  el  Gobierno  sobre  la  expedición  de 
exhsrtos  al  extranjero.  £1  K«al  decreto  de  17  de  Noviembre  de  1852,  que  cla- 
sificó y  ^jó  la  condición  civil  de  los  extranjeros  en  España,  dispuso  en  su  ar- 
tículo 34,  que  los  exhortos  para  las  autoridades  extranjeras  debían  remitirse 
por  el  Ministerio  de  Estado,  y  que  su  cumplimiento  no  debía  hacerse  por  los 
los  cónsules  españoles,  sino  que  liabían  de  dirigirse  precisamente  á  los  tribu- 
nales, jueces  y  autoridades  extranjeras  que  debieran  ejecutar  las  diligencias 
?|ue  se  les  encarguen.  El  laconismo  y  taita  de  expresión  de  este  artículo  dio 
ugar  á  que  no  núblese  uniformidad  en  la  expedición  de  dichos  exhorto^  ba- 
jo el  supuesto  de  que  por  él  quedaban  derogadas  las  disposiciones  anteriores;  y 
á  fin  de  evitar  los  inconvenientes  que  se  habían  suscitado,  y  que  tanto  perju- 
dicaban á  la  pronta  administración  de  justicia,  se  dictó  laileal  orden  aclara- 
toria de  21-^6  Enero  de  1853,  en  .la  que  se  dijo  que  "al  disponer  el  art.  34  del 
Keal  decreto  sobre  extranjería  que  los  exhortos  para  las  autoridades  extranje- 
ras se  remitan  por  el  Ministerio  de  Estado,  no  4ebe  entenderse  que  dichos  ex- 
hortes sean  remitidos  directamente  á  dicha  secretaría  por  los  jueces  que  los 
expidan,  sino  que  los  autos  judiciales  (|ue  hayan  de  cumplimentarse  en  paía 
extraño  deberán  dirigirse  por  las  «autoridades  judiciales  al  Ministerio  de  quien 
dependan,  y  por  éste  al  de  Estado,  porque  la  remisión  del  exhorto  por  con- 
ducto del  Ministerio  correspondiente  garantiza  su  verdad  y  su  legitimidad,  y 
es  la  legalización  tácita  en  virtud  de  la  cual  el  Ministerio  de  Estado  da  curso  á 
esta  clase  de  documentos,  siempre  que  á  ello  no  se  oponga  el  derecho  creado 
por  el  uso  ó. por  los  pactos  internacionales/' 

Estas  disposiciones  emanadas  del  Ministerio  de  Estado  no  consiguieron  sal- 
Tar  todos  los  inconvenientes  é  irregularidades  que  se  notaron,  y  para  obviar- 
las se  expidió  por  el  de  Gracia  y  Justicia  la  Real  orden  de  12  do  Febrero  do 
ldo3,  en  la  que  se  dispuso: 

"1  ®  Que  todos  los  exhortos  que  por  los  jueces  y  tribunales  de  la  Península 
é  islas  adyacentes  se  libren  para  el  extranjero,  se  encabecen  á  los  jueces  que 
han  de  cuiQplimentarlos  y  se  remitan  en  derechura  á  este  Ministerio  de  Gracia 
y  Justicia,  ae  donde  se  pasarán  al  de  Estado  para  que  se  dirijan  i  su  destino 
por  la  vía  diplomática;  devolviéndose  después  de  evacuadas  las  diligencias  por 
él  mismo  condMctd  á  los  jueces  exhortantes. 

1  ®  ("De  esta  disposición  nos  ocuparemos  después.")  • 

**3  ®  Que  cuiden  muy  .particularmente  los  jueces  de  evitar  toda  irregularidad 
en  la  extensión  de  los  exhortos  que  despacnen  para  el  extranjero,  debiendo 
antes  bien  hacer  que  vayan  revestidos  de  todas  las  fórmulas  y  solemnidades 
'  que,  según  el  derecho  común,  los  hacen.valedero^. 

"4  ^  Que  para  practicar  aquellas  diligencias  que  por  su  naturaleía  corres- 
.poíidenó  las  autondadas  administrativas  más  bi6&  queá  las  judiciales,  y  espe- 
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cimente  si  se  han  de  practicar  en  Francia,  en  rez  de  la  forma  solemne  de  ex* 
Cortos,  se  use  de  cartas  6  comunieactoneB  oficiales  dirigidas  á  las  autoridades 
ante  quienes  se  hayan  de  practicar  las  dili^neias,  por  el  conducto  que  queda 
prescrito  para  los  exhortes. 

"5  ^  Que  se  tengan  por  derogadas  todas  las  órdenes  y  circulares  que  se  opon* 
gsm  á  lo  que  en  ésta  se  preriene  (1)/' 

Estas  son  las  reglas  i  que  deboi  acomodarse  los  juecee  en  esta  materia:  el 
^horto  debe  estar  redactado  en  la  forma  ordinaria  acostumbrada,  esto  es,  ha^ 
ciéndose  en  él  una  breve  reseña  del  pleito  y  trascribiendo  literal  el  escrito  y  la 
prorideneia  que  daa  ocasién  á  expedirlo.  Si  fuera  con  el  objeto  de  hacer  el 
emplazamiento  de  una  demanda,  deberán  también  acompañarse  la  copia  de  1« 
misma  presentada  por  el  actor  y  la  cédula  de  emplazamiento,  á  fin  de  que  sean 
entiendas  al  demandado»  También  debe  hacerse  expresión  de  otra  circunstan^ 
m  exigida  por  la  Beal  orden  de  26  de  Noviembre  dé  1852,  esto  es,  "de  la  cláu- 
sula acostumbrada  ofreciendo  reciprocidad  para  el  cumplimiento  en  España  de 
iguales  cartas  deprecatorias;  y  como  la  omisión  aún  por  mero  olvido  de  seme- 
jante  cláusula  en  diches  documentos  puede  dar  lugar  á'  dificultades  y  retrasos 
peijudiciales  en  su  ejecución,  es  la  voluntad  de  S.  M.,  que  eb  ningún  caso  deje 
de  insertarse  en  los  que  se  expidan  por  los  tribunales  y  juzgados  del  reino." 
^  Pero  no  basta  que  los  exhortes  contengan  en  su  forma  intrínseca  los  requi- 
sitos que  quedan  explicados;  es  menester,  además,  para  que  no  ofrezca  dificul- 
tad su  cumplimiento,  que  contengan  las  solemnidades  externas  que  se  requie- 
ren para  su  autenticidad.  Bstas  solemnidades  consisten  en  dirigirlos  por  los 
ta^mites  establecidos  y  que  se  determinan  en  las  disposiciones  antes  examina* 
das,  á  saber:  que.  los  jueces  los  remitan  en  derechura  al  Ministro  de  Qraoia  y 
Justicia,  quien  los  pasa  al  de  Estado,  sin  necesidad  de  legalización;  porgue  co- 
mo se  dice  en  la  Beal  orden  de  21  de  Enero  de  1853  ya  citada,  *\la  remisión  del 
exhorto  por  conducto  del  Ministerio  correspondiente,  garantiza  su  verdad  y 
legitimidad,  y  **es  la  legalización  tácita,"  en  virtud  de  la  cual  el  Ministerio  de 
Estado  da  curso  á  esta  clase  de  documentos." 

II. 

Expuestas  las  disposiciones  del  Gobierno,  que  foíman  la  rerfa  ^nerat  y  co- 
mún a  que  deben  atenerle  los  jueces  y  tribunales  para  la  expedición  de  exhor- 
tes al  extranjero,  debemos  indicar  ahora  las^  excepciones  que  los  tratados  y" 
otras  resoluciones  especiales,  fundadas  en  el  justo  principio  de  reciprocidaa, 
han  introducido  en  aquella. 

1.  *  Se  refiere  á  los  exhortes  que  se  libren  álos  ''puntos  de  lievánfe''  y  "cos- 
tas de  Berbería."  Habiéndose  dispuesto  por  Real  decreto  de  29  de  Diciembre^ 
¿e  1848  que  los  cónsules  y  vice-cónsuleS  españoles  en  dichos  puntos  sean  repu- 
tados como  jueces  de  primera  instancia  en  los  casos  dé  justicia  entre  subditos  d 
contra  subditos  españoles  (2),  respecto  de  todo  aquello  á  que  no  se  opongan  la 
legislación  del  país,  la  costumbre  ó  los  tratados  vigente^,  es  incuestiobable  qvteí 
lee  exhortes  que  se  libifen  para  emplazar  algún  subdito  español  residente  en 
aquellos  lugares  ó  para  practicar  alguDas  diligéiicías  ó  informacibnei^  entre  los 
mismoü,  deben  remitirse  á  dichos  cónsules  ó  vice-cónsulcs  por  el  conducto  di- 
plomático, á  fin  de  que  no  opongan  reparo  alguno  á  su  cumplimiento.  Sin  eín- 
nargo,  en  muchos  casos  hemos  practicado  y  visto  practicaf,  que  los  jueces  de  la 

f»  (1)  En  vista  de  la  frecuencia  con  que  los  jueces  dejaban  dé  observar  es^a  Héal 
^raen,  ya  reinitiendo  los  exhortes  para  el  extranjero  directamente  al  Ministe- 
rio de  Estado,  ya  valiéndose  de  la  forma  solemne  do  estos  documentos  para  reu 
clamar  partidas  de  bautismo  ó  defunción  y  la  práctica  de  otras  diligencias  qué' 
por  su  naturaleza  han  de  ser  eyacuadas  por  las  autoridades  administrativas, 
por  otra  Keal  urden  de  23  de  Junio  de  1860»  se  recordó  á  los  jueces  y  tribuna^ 
fes  la  mencionada  d^  1^  de  Febrero  de  1$58,  encargándoles  su  exacto  cunipli- 
miento.  .  , 

<2)  Véase  en  la  pág.  112  del  tomo  1  ®  la  relación  de  las  naciones,  dónde,  eh 
Tiitad  de  tratados  especiaicsf,  ejercen  esta  jurisdicción  los  cónsules  españoles,    . 
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eosta  é  islas  adyacentes  hacen  la  remisión  directa  á  dichos  cónsules  6  tice  eón- 
«ules,  considerándoles  como  jueces  españoles  de  primera  instancia,  los  cuales 
han  cumplimentado  siempre  ios  exhortes  dirigidos  de  esta  manera,  si  ran  lega- 
lizados en  la  forma  ordinaria. 

2.  *  "Gran  Bretaña."— No  permitiendo  la  índole  especial  de  la  legislación 
inglesa,  dice  la  Beal  orden  de  14  de  Noriembre  de  1853,  que  sean  aplicables  á 
aquel  país  las  reelas  establecidas  en  la  circular  de  12  de  Febrero -anterior,  sobre 
la  forma  en  que  han  de  dirigirse  y  cumplimentarse  los  exhortes  y  suplicatorios 
que  las  autoridades  judiciales  de  España  remiten  á  las  del  extranjero,  y  á  fin  de 
allanar  las  dificultades  que  puedan  embarazar  la  administración  de  justicia  en 
este  punto;  S.  M.  la  iteina  (Q.  D.  G.\  conformándose  con  lo  propuesto  por  el 
Ministerio  de  Estado,  y  de  acuerdo  también  con  el  parecer  de  las  secciones  de 
Gracia  y  Justicia  y  Estado  del  Consejo  Real,  ha  tenido  á  bien  dictar  las  dispo- 
eieiones  siguientes: 

"1.  *  Ningún  tribunal  librará  exhorto  para  cualquier  punto  del  Reino  Uni- 
do de  la  Gran  Bretaña,  sin  que  la  parte  á  cuya  petición  se  expide  se  obligue  á 
'Abonar,  bien  sea  en  España  ó  en  Inglaterra,  todos  los  gastos  que  origine  su 
cumplimiento,  á  no  ser  que  proceda  de  causa  seguida  de  oficio,  ó  á  instancia  de 
parte  pobre. 

/'2.  *^  Cuando  un  tribunal  deba  librar  ¡exhorto  á  otro  de  Inglaterra,  lo  diri- 
girá al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  para  que  pase  al  de  Estado,  por  cuyo 
conducto  llegará  á  manos  del  Cónsul  general  de  Londres. 

'*3.  ^  Al  recibo  del  exhorto,  el  cónsul  que  por  sí  no  pueda  practicar  las  dili- 
gencias para  eracuarlo,  delegará  sus  facultades  en  el  vice-cónsul  ó  canciller,  si 
le  hubiere,  ó  si  no,  en  un  notario  público  para  que  éste  se  entienda  con  las  par- 
tes requeridas,  excepto  cuando  sea  para  una  cita  ó  emplazamiento,  en  cuyo  caso 
el  cónsul  lo  hará  por  sí  en  carta  particular,  dándose  por  eracuada  la  cita  cuan- 
do reciba  contestación,  y  si  no  la  recibe,  desde  el  momento  en  que  le  conste  que 
0a  carta  ha  llegado  á  manos  de  la  persona  citada. 

"4.  ^  Cuando  haya  que  tomar  declaraciones,  si  las  partes  consienten,  las 
practicarán  ante  un  Magistrado  en  forma  de  declaración  expontánea,  cuyo  do- 
cumento legalizará  el  rice-cónsul  ó  notario,  y  luego  el  cónsul,  y  estas  declara- 
"ciones  unidas  al  exhorto  se  remitirán  al  tribunal,  donde  sólo  en  esta  forma  de- 
fieran considerarse  legales.  Lo  mismo  se  practicará  cuando  se  pidan  en  el  exhor- 
to cuentas  de  comerciantes  ú  otro»  documentos,  que  no  tendrán  efecto  legal  no 
siendo  presentados  en  la  expresada  forma  de  declaración  expontánea. 

**5,  *  Si  las  partes  requeridas  se  niegan  á  recibir  la  cita,  emplazamiento, 
etc  ,  ó  á  producir  las  cuentas  ú  otros  documentos,  ó  aprestar  sus  declaraciones 
en  la  forma  referida,  se  dará  el  exhorto  por  evacuado,  sin  necesidad  de  recurrir 
á  otros  medios. 

"6.  *  Si  las  partes  no  pudieren  ser  halladas,  se  devolverá  el  exhorto,  practi-^ 
Cadas  que  sean  las  averiguaciones  necesarias;  pues  los  usos  y  costumbres  de  la 
Gran  Bretaña  se  oponen  á  hacer  un  llamamiento  por  los  periódicos." 

Como  la  legislación  de  los  ** Estados  ¡Unidos  de  América"  es  en  este  punto 
igual  á  la  de  Inglaterra,  se  observarán  por  identidad  de  razón,  en  cuanto  á' 
acuelles,  lo  que  la  Real  orden  de  14  de  Noviembre  dispone  con  respecto  á  la  úl- 
tima. Así  lo  tiene  sancionado  la  práctica. 

"3.*  'Tortugal."— El  párrafo  2.  ®  de  la  Real  orden  de  12  de  Febrero  de 
1853  antes  trascrita  dispone,  que  de  la  regla  general  coneignada  en  el  1.  ^,  "se* 
exceptúen  tan  sólo  los  juzgados  del  vecino  reino  de  Portugal,  los  cuales  pueden 
entenderse  directamente  con  les  de  España,  y  vice-versa,  en  virtud  de  notas 
eangeadas  en  1844,  á  menos  que  no  se  trate  de  recordatorios  y  exhortos  sobre 
extradiciones,  pues  éstos  tenurán  curso  por  la  vía  diplomática  antedicha;  sin 
que  esta  excepción,  con  respecto  á  Portugal,  se  entienda  derogada  por  el  art. 
34  del  Real  decreto  de  17  de  Noviembre  de  1852."  Así  se  había  dispuesto  tam- 
inén  por  Real  orden  de  21  de  Enero  de  1858,  y  por  otra  de  3  de  Abril  de  1867 
se  encargó  á  los  jueces  que  en  la  remisión  de  exhortos  á  Portugal  cumplan  con 
la  major  exactitud  lo  que  preceptúan  los  tratados  y  disposiciones  indicadas,, 
cursándolos  como  los  que  se  dirigen  á^  las  autoridades  de  la  Península,  y  limi- 
tándose á  remitir  por  la  vía  diplomática  los  recordatorios  de  exhortos. 

S^  embargo^  en  yiBta  del  extravío  de  exhortos,  dificultades  para  recordarlos* 
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f  otroi  m^oiiTénleotes  qne  ofreefa  esté  sístemn,  de  Real  orden  con^-  icada  á  lúk 
joesrados  y  trümoftlea  por  di  Miitisterio  de  Gracia  y  J'tistieiaen  8  de  Febrero  d^ 
1871,  8e  ma&dó  **<í»ie  eñ  lo  sueesirn,  los  exhortes  que  se  libren  alas  autoridades 

Í portuguesas  se  carsen  por  la  vía  diplomática,  como  sucede  con  tos  dtrigridos  á 
as  demás  Iniciónos/' 

En  Tirttud  de  esta  Real  orden  saeteó  que,  conforme  á  las  disp08Íoiofie«||e^ 
nerales  antes  menoioiMid«3,  bastaba  dirisfir  los  exhoittos  f»r  la  ría  diptomátSe* 
sin  *)eeesidad  de  legalizacidn  ee^aeciAl  ni  de  otra  formalidad.  Pep«  el  Golnervé 
4e  Portugal  se  negable  á  darles  curso,  exigiendo  ia  legaliasación  del  censal  6 
Ttce-cÓDSul  de  acuella  naci4n,  la  de  la  firma  de  éste  por  su  Minisierio  de  K»- 
goeios  extrai^eros  y  el  pago  de  dereehos,  tramitando  de  oficio  solamente  los  c^ 
procedían  de  causas  erl mínales.  Así  lo  biso  presente  el  Ministro  plbnipotenoib- 
rio  de  Es^pafta  en  Liftboa:  tn  su  virtud  se  instruyó  el  oportnno  expedíen^,  y  re-í> 
mitido  á  informe  de  la  sección  de  Estado  y  Gracia  y  Justicia*  del  CoWsejo4e 
Bstado,  esta,  ínndándose  en  el  principio  de  recipro<»dad,  y  para  qne  en  España 
se  hiciera  lo  mismo  que  se  exigía  en  Portugal,  ñié  de  dictamen: 

**X,  ®  Que  por  ese  Ministerio  (el  de  Gracia  y  Justicia)  &e  ponga  en  eonoei- 
miento  de  las  autoridades  judiciales,  que  en  lo  sujcesivo  los  exhortes  que  «n 
asuntos  civiles  dirijan  á  las  autoridades  portuguesas  de  igual  orden,  deberán  hr 
legalizados  por  los  cónsules  ó  vice-cónsulee  de  Portugal  en  Espatta. 

*'2.  ^  Que  las  partes  interesadas  cuiden  por  sí,  ó  por  medio  de  persona  qt» 
al  efecto  delegaren,  de  promover  en  Portugal  el  cumplimiento  de  dichos  exlror- 
toB  y  de  abonar  los  gastos  que  el  dicho  cumplimiento  ocasionare. 

''3.  ^  Que  por  ese  Ministerio  se  acuerde  que  los  tribunales  espafioles  no  den 
en  adelante  curso  á  ningún  exhorto  que  en  asuntos  civiles  dirijan  las  autori- 
dades judiciales  de  Portugal,  en  el  case  de  oue  careciesen  de  la  legalización  del 
<:ónsuf  ó  vice-cónsul  español  que  corresponda,  y  de  la  legalización  que  de  la  fir- 
ma de  dicho  funcionario  se  de  á  ru  vez  por  el  Ministerio  de  Estado;  y  si  además 
los  interesados  no  gestionan  en  España,  por  sí  ó  por  persona  delegada,  el  pum- 
pllmiento  de  dichos  exhortes,  abonando  los  gastos  que  con  ocasión  de  ello  so 
originen. 

"4.  ^  Que  de  esta  resolución  se  dé  cuenta  por  ese  Ministerio  al  de  Estado  pi^ 
ra  que  éste  á  su  vez  lo  ponga  en  conocimiento  del  Gobierno  portugués. 

"i  5.  ®  Que  se  indique!  dicho  Ministerio  la  conveniencia  de  la  celebración 
de  un  tratado  con  Portugal  para  la  tramitación  de  oficio  de  los  asuntos  civiles 
por  pobre  y  de  los  llamados  de  oficio." 

T  habiéndose  dignado  S.  M.  el  Rey  resolver  de  conformidad  con  el  preinserto 
dictamen,  se  comunicó  á  los  tribunales  españoles  para  su  cumplimiento,  de  Real 
orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Gracia  v  Justicia  en  30  de  Noviembre  de 
1881.  Esto  esi  pues,  lo  vigente  hoy  respecto  al  curso  de  los  exhortos  en  materia 
civil  que  hayan  de  dirigirse  á  Portugal,  y  al  cumplimiento  de  los  que  procedan 
-de  dicna  nación. 

4.  *  "Cerdeña."— Según  los  artículos  1.  •  y  2,  ®  del  convenio  aiustado  con 
dicha  potencia  en  30  de  Junio  de  18&1,  mandado  observar  por  Real  decreto  de 
19  de  Agosto  del  mismo  año,  ''las  sentencias  ó  acuerdos  en  materia  civil,  ordi- 
naria ó  comercial,  expedidos  por  los  juzgados  ó  tribunales  de  S.  M.  Católica  y 
por  los  de  S.  M.  el  rey  de  Cerdeña,  y.  debidamente  legalizados,  serán  recíproca-* 
mente  cumplimentados  en  los  de  ambos  países,  con  sujeción  á  las  disposiciones 
aiguientes  (art.  1.  ^):^  *'El  cumplimiento  de  estas  sentencias  ó  acuerdos  se  pedi- 
rá de  un  juzgado  ó  tribunal  á  otro  por  medio  de  un  exhorto.  Cuando  se  trate  de 
autos  no  definitivos,  antes  de  decretar  la  expedición  del  exhorte,  el  exhortante 
se  asegurará,  y  luego  hará  mención  motivada  en  su  providencia,  de  que  han 
causado  estado,  si  por  su  nattiraleza  requieren  esta  circunstancia  para  poder  ser 
ejecutados  (art.  2.  ®)."  Los  restantes  artículos  del  convenio  se  concretan  al 
cumplimiento  de  sentencias  y  valor  legal  de  documentos  y  actos  de  la  jurisdic- 
ción voluntaria,  de  que  trataremos  en  su  lugar  oportuno. 

Nótese  que  para  que  puedan  cumplimentarse  dichos  exhortes  por  los  tribuna- 
les de  Cerdeña  es  menester  oue  vayan  debidamente  legalizados,  como  sé  diceén 
él  art.  1.  ^  ;  cuya  legalización  se  hace  del  siguiente  modo:  la  firma  del  juez  debe 
leffalizarla  el  presidente  de  la  Audiencia;  la  de  éste,  el  Ministro  de  Gracia  7 
Justicia;  el  de  Estado  lejyfaliza  la  de  esté  último,  y  el  Embajador  de  la  Nación» 
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nisterio;  y  en  los  puntos  donde  no  hay  Audiencia  y  sí  cónsul,  éste  les^alizál^ 
^,4els jii^yflja  ^Qic«9Í4f^d  4ft,^tte.«9  ii^míAtéi  .^xhortp  si  pJr^íide^^  de.la  Au- 


^.  *  "D^)»  Sií;iU*?^"-7?or.qonYemó  WMtacL^  con  ^sta  potencia  fiv  11  de  Jíar- 
Zo  de  1864,  mandado  observar  por  Iteái  aecretó'dé  2^  de  Mayó  M  mismo  añp, 
)ie  dÍ9piiS9  lo  siguiente; 

'*  Art.  1»^  ,IjOfl|  apoderados  de  ]o8  subditos  de  S.  M:  Cati61ica,  róeonócidos  co- 
]j(io  tálefi  en  el  reino  dó  las  pos'Si<;¡:lias,  y  recíproca  monte  los  apode:rados  de  los 
stibq^itos  de  ^,  M.  él  Eey  de  las  Dos  Sicilia^,  reconocidos  como  tales  en  l^spafia, 
.$cr¿|i  coiíisMeta^os.^i^os  para  recibir  en  calidaii,  de  representantes  de  las  perso- 
nas de' sus  poderdantes  todo  género  de  comunicációiíe?  judiciales,  aun  aquellas 
oue  deban  ;^acer8e  directamente  á  sus  principales;  peto  sin  que  se  las  pritede 
rps  téi'üiingts  dilatorios  que,  como  extranjeros/ les  concede  la  ley.  ^ 

'iLa  trasmisión  de  tales  actos,  registrados. en  los  óñcios  dé  los  Fiscales  6  Ppo- 
^fi^l'adoi'es  Kealea,  deberá  hacerse  siempre  porconductó  del  Ministerio  de  Nego^- 
cios  extyapjei*p$,  ^ñ  el  cual  deben  hacerse  también  conocer  legalmente  las  per- 
sonas de  los  apoderados. 

VArt.  2.  ^  Cuando  por  un  incidente  cualquiera  ocurra  citari  netifioar  6  em- 

f  lazar  á  un  súbdí¿o  de  S.  M.  Católica,  que  no  tenga  apoderado  e^i  el  re^no  de  láfl 
los  Sicilias,  ó  Yice-yeráa,  á  un  subdito  de  S.  M.  si<;ílianá  que  no  tenga  procu- 
rador en  España,  se  dirigirá  el  documento  por  el  Fiscal  ó  rrocurador  dcil  Rey 
al  Minisítei^o  de  negóeios  extranjeros,  y  por  éste  á  la  legación  respectiva.  Pero 
en  este  caso  las  citaciones,  notificarcionea  ó  emplazamientos  deberán  enviarle 
s^las,  sin  acó mpftií amiento  4e  los  autos  y  antecedentes  de  ^ue  pnocedan,  sino 
únicamente  de  un  compendio  iíormado  por  el  oficial  de  justiciía  aue  sigge  el  ne- 
gocio, expresando  en  sucinto  exta>aoto  laa  partes  de  que  consta  y  los  documentos 
q>ie  contiene. 

"Art.  3.  9  ^iiasdos  Altas  partes  contratantes  dar4n  recíprocamente  curso  en 
el  más  oreye  hempo  posÍ¿Íé  á  los  exl^ ortos  expedidos  de  ófiéio  por  las  autorida- 
jdes  respectivas,  Efstos  exhortes,  para  que  seai^  légálmente  cumplimentadas,  de- 
ben ser  dirigidos  por  el  conducto  dipiom^ticp  ae  las  legaciones  de  ambos  rel- 
iaos, y  scrái)  devueltos  originales  despides  de  hÁber  *ido  ejecutados  por  los  tribu- 
nales respectivos,  en  los  casos  en  que  tomati  parte  en  estáf ejecución*" 

6.*    *'BÍBpábíica  Argenitina."— Por  Real  orden  de  24  de  Abril  de  1862  se  cir- 


luló  á  los  tribunales  do  España  la  comunicada  por  el  Ministerio  de  Estado  al 
le  Gracia  y  Justicia  én  21  del  mismo,  por  la'  cual,  en  vista  de  que  en  la  Repú- 
blica de  Buenos-Aires  no  se  cumplimentaban  gratis  los  exhortes  procedentes  de 


% 


España,  no  olistan^e  que  aquií  sé  diligenciaban  de  oficio  los  de  aquella  proceden- 
ciaf  para  0vít^rj^ta  <}esigttaldad  se  mandó,  que  las  diligencias  del  cumplimiento 
de  ios  exhortóla  procedentes  de  dicha  República  teq^an  lugar  bi^jo  las  mismas 
condicionesf  de  la  deterininación  que  so^re  este  particular  adopto  el  Estado  de 
'Buenos-Aires  «n  13  de  Octubre  dé  1354,  por  la  cual  se  dispuso  que  para  cumpli- 
mentar los  exhoirÉos.  designen  los  interesados  una  persona  que  á  su  nombre  se 
presente  al, tfibuñálá  quien  cprres^onda  diligenciarlos,  y  sufrague  los  ¿astos 
que  se  o<?a^ionen. 

y  por  otra  ^eal  órijen  comunicada  también  por  el  Ministerio  ¿e  Estado  a!  de 
;€^i^aeia  y  Jiust^ia,  y  circulada  por  este á  los  tiibunales  para  en  inteligencia  y 
.  4i|i^pliinieBto.jen.3I  ÚQ  Mayo  d^  1376,  sq  dijo  por  aquel  al  Encargado  de  nego- 

Íiios  d^  líspaíi^e^.BuGnos-Áires,  ea  vista  do  uu  deapacLo  del  mrsmo  relativo  á 
a  diÉcultad  de^u/^  ñQ  tíumplimejatsn  e^u  aquella  república  los  exhortes  librados 
.por  ]1^  i(ut<^H^£^  judiciales  eapaílüh!?,  ai  aiiteg  [no  s*^  aaügiira  el  pago  délos 
ffastotSy<}ue  prii^nQ  Qu  cumpUi^iDatú,  quQ  do  uonformldad  con  el  dictamen  de  la 
,^¿cíiA6fiAe^fy^f^dQ  y  Gx^qU  y  Justida  4ol  Gonaejo  ^e  Estado,  se  había  dispues- 
4e  lo  Mgúientji; 

,   *%  ^  Que,  ppp:;#a  legacióiai  (la.  de  España  jei^  rB^^pos  Aires)  se  abonen  con 
Cfrgp  aJ^fir^fttippQBto  ^1  íí}p.\BÍQn9^  Gracia  y  Justicia  los  gastos  que  se  ori- 
.guaenje^Nj^P  «a^»^'4r(^F9Íiw3<i  ^i?^^^  de  oficio  6  á  instancia,  de  {)arte  declara- 
■  yaijwbte. . -.. .  ;-  •..  :''•'■....'  ."'.'•''.' 

^^;  ^  Qua)«n  lo«4exná8  pksioBjy  canea».  HO  se  dé  eursQ  ^  Iqs  «ztiertos  si  ífi» 
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interéflados  no  desig^oan  antes  persona  mM  abone  loe  ffastof  en  la  ordmiaeión  dé 
pa^os  de  este  Ministerio  (el  de  Estado)  oí  en  el  ponto  donde  han  de  cumplimtB» 
tarso. 

/'S.  ^  Qae  en  jtista  reciprocidad,  Ao  se  dé  curso  ;>or  esa  legt^éú  á  ex1iort<^ 
ninguno  de  las  autoridades  argentinas  sin  que  previamente  se  asegure  el  pag^ 
de  los  gastos  que  ocasione  su  eyácuaciéii  en  £spafia,  del  modo  que  se  oonreUga 
con  el  Gobierno  de  su  paí6/'  -*     .        *f,; 

7.  *  "Suiaa."— Por  Keal  orden  de  14  de  Abril  de  1866  se  dispuso  que  los  gas- 
tos que  ocurran  en  el  cumplimiento  de  los  exkortos  procedentes  de  Suisa  sean 
de  cuenta  del  juzgado  exhortante,  para  que  los  reclame  de  las  partes  interesa- 
das, adoptándose,  en  justa  reciprocidad,  la  misma  práctica  que  se  observa  en^ 
dicho  país,  Dues,  sesún  comunicación  del  Ministerio  de  Estado  al  de  Gracia  y 
Justicia,  habiendo  hecho  presente  al  Gobierno  suizo  que  los  exhortos  proceden- 
tes del  extranjero  son  cumplimentados  en  España  sin  exigir  derechos,  para  que 
allí  se  hiciera  lo  mismo  con  los  de  esta  procedencia,  el  Canciller  general  federaP 
eontéstó,  negándose  á  ello,  que  segdn  las  leyes  rigentes  en  el  Cantón  de  Ginebra^ 
todo  documento  judicial,  cuya  ejecución  se  pide«  debe  estar  redactado  en  lengua» 
francesa,  que  es  la  del  país;  y  si  trata  de  causas  particulares,  los  interesados  de- 
lien  en  oaso  necesario  sufragar  los  gastos  de  la  traducción  de  los  actos  concebi- 
dos en  idioma  extrainero;  y  que  además  los  Cantones  tienen  la  facultad  de  re- 
clamar el  reembolso  de  los  gastos  causados  por  los  exhortos  de  procedencia  ex¿ 
tranjera. 

8.  ^  "Brasil." — Do  Beal  orden  comunicada  por  el  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia  en  6  de  Febrero  de  1868,  se  dijo  á  los  tribunales  para  su  inteligencia  y: 
4snmpIimiento,  que  en  22  de  £nero  anterior  se  había  manifestado  á  dicho  Minis- 
terio por  el  de  Estado,  que  no' se  podía  dar  cumplimiento  á  los  exhortos  dirigido» 
¿  las  autoridades  del  Brasilj  que  no  turieran  los  requisitos  prescritos  en  los  Kea- 
les  decretos  expedidos  en  Bio  Janeiro  con  fecha  1.^  de  Octubre  de  1847  y  14  de- 
NoTÍembre  de  1865.  Por  el  primero  de  ellos  se  declaró,  gue  debían  ser  cumpli- 
das y^  satisfechas  en  aquella  nación  las  cartas  suplicatorias,  citatorias  ó  inqui- 

,  aitorias  expedidas  por  autoridades  judiciales  extranjeras,  siempre  que c¿on tenga» 
los  requisitos  siguientes:  1.  ®  Que  sean  simplemente  suplicatorias  ó  rogatorias, 
expedidas  por  las  autoridades  judiciales  para  simples  citaciones  ó  inda^acionea- 
de  testamentarías,  si/eado  repelidaa  cualesquiera  ejecutorias,  traigan  o  no  in-^ 
eertas  las  sentencias. — 2.  ^  Que  las  expresadas  cartas  suplicatorias  estén  conce- 
bidas en  términos  corteses  y  de  ruego,  sin  forma  ni  expresión  de  orden  impera- 
tira.— 3.  ®  Que  estén  legalizados  por  los  respectivos  Cónsules  brasileños  en  la 
forma  prescrita  en  su  reglamento. — 4.  ^  que  por  tales  cartas  serán  admitidoa- 
los  embargos  de  las  partes  que  fueren  atendidos  en  derecho,  y  serán  estos  Ueya- 
dos  á  cabo  en  los  términos  regulares  para  que  sean  juzgados  defínitiyamente  en 
justicia.  Y  por  el  segundo,  atendiendo  á  la  necesidad  de  facilitar  las  relaciones 
internacionales,  así  como  los  usos  y  principios  consagrados  por  la  mayor  parte 
de  las  naciones  cultas  con  respecto  á  loa  exhortes  délas  autoridades  judiciales- 
extranjerasi,  se  declaró,  sin  derogar  las  ba^s  y  cláusulas  del  Beal  decreto  de  1.  ^ 
de  Octubre  de  1847,  lo.  siguiente;— 1.  ^  Qui^  las  disposiciones  del  citado  Beal  de- 
creto en  igualdad  de  casos  sean  comunes  á  todas  las  naciones. — 2.  ^  Que  las  dili^ 
^[encías  ciTÍles  qu^  puedm  cumplinaentar  las  autoridades  del  Im{>erio  independieií- 
temente  del  Ministerio  de  la  «Tusticik,  no  sean  solamente  Citaciones  ni  aterigua— 
óones  de  que  trata  expresamente  el  citado  Béal  decreto,  sino  también;  y  por  hk 
misma  razón,  las  visitas  de'inspccción^  examen  de  libros,  atalúos.  Interrogado^ 
ríos,  juramento^  éxhibiofdn,  copla,  verificación,  entrega  de  documentos  y  todas 
las  demás  diligencias  importantes  ]|yara  la  decisión  dé  }as  causas. 

9.  *  "Italia."— Aunque  cií  eí  Ctnrénio  con  Italia  de  21  de  Julio  de  1867,  fi- 
jando los  derechos  cítíIos  de  los  subditos  jr  las  i^tribaciones  de  los  «gentes  con- 
sulares de  ambos  Estados,  nada  se  pactó  ^¿presamente  sobre  exhortos,  ensu  art. 
16  se  áiiq:  "Los  cónsules  generales,  cónsules,  rice-cónsules  y  ñg¡ónten  coasulates 
dé  los  dos  países,  ó  sus  cancilleres,  tntdráh  él  derecho  de  ivcibir  en  Jus  canci- 
llerías, en  el  domicilio  de  las  partes  y  á  bordo  de  los.  buques  de  su  ttación,  las^ 
declaraciones  que  hayan  de  prestar  los  capitanes,  tripulantes  y  pasij^ros,  nego- 
ciantes y  cualesquiera  otros  subditos  de  su  país."  Por  consiguiente,  cuando  la 
diligencia  jüdiéíal  hajra  de  enteitderse  con  un  0ábdito  espaliol,  podrá  dirigirse  - 
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el  exhorto  al  agente  eonsular  de  Espafia  en  el  punto  do  Italia  donde  aquel  etf 
lialie,  y  «B  otro  caso  á  la  autoridad  judicial  Ltaliata  correspondiente,  conforoM» 
á  las  disposiciones  generales  del  Gobierno. 

Bn  cuanto  al  pago  de  derehos,  por  otro  conrenio  celebrado  entre  Espafia  é 
Italia  el  &  de  Julio  de  1882,  se  pactó  que  los  españoles  en  Italia  y  los  italianos 
en  Espafia  gozarán  recíprocamente  del  beneficio  de  la  defensa  por  pobre  para 
litigar,  cono  los  mismos  nacionales,  debiendo  justificarse  la  pobreza  del  modo 
-que  en  dicho  tratado  se  establece. 

lo.  "Monaco.'/— Bl  tratado  de  extradicción,  celebrado  entre  el  Bey  de  Espafia 
y  el  Príncipe  de  Monaco  en  3  de  Abril  de  1882,  y  jpublicado  en  la  "Gaceta"  de  5 
Diciembre  siguiente,  para  que  empezara  á  reeir  yeinte  días  después,  con- 
tiene dos  disposiciones  que  parecen,  aplicables  á los  ezhortos  en  materia  civil* 
Dicen  así:  ''Art.  12.  Cuando  la  autoridad  judicial  de  uno  de  ambos  países  juz- 
gue necesario  hacer  notificar  sentencias  ó  proyidencias  á  una  persona  residente 
en  el  otro  país,  ne  trasmitirán  los  documentos  por  medio  de  los  agentes  diplo- 
máticos 6  consulares  de  la  Potencia  reclamante  á  las  autoridades  competentes, 
que  deyolyerán  por  el  mismo  conducto  un  certificado  haciendo  constarla  notifi- 
cación. Esta  notificación  no  traerá  responsabilidad  á  ninguno  de  ambos  Go- 
biernos." Art.  13.  Después  de  determinar  que  correrán  á  cargo  del  Estado  re- 
clamante los  ^rástos  de  detención,  manutención  y  trasporte  de  los  individuos 
cuya  extradición  se  haya  concedido  y  dtros  gastos,  afiade:  "Pero  las  dos  altas 
partes  contratantes  renuncian  respectivamente  á  reclamar  el  reintegro  de  los 
gastos  de  exhortes  y  otros  documento?)  judiciales,  que  han  de  cumplimentarse 
en  el  territorio  de  una  de  ellas  á  petición  de  la  otra  por  la  vía  diplomática." 

iii. 

Concluye  el  artículo,  que  es  objeto  do  ^te  "comentario,  indicando  las  reglas 
que  han  de  observarse  paria  dar  cumplimiento  en  España  á  los  exhortes  de  tri- 
bunales extranjeros,  por  los  que  se  requiera  la  practicado  alguna  diligencia 
judicial,  j  ordena  que  serán  las  mismas  establecidas  anteriormente  para  diri- 
girlos á  dichos  tribunales  por  los  españoles.  Por  consiguiente,  será  necesario 
que  se  reciban  por  la  vía  diplomática,  ó  por  el  conducto  y  en  la  forma  estable- 
cida en  los  tratados,  y  á  ialta  de  estos  en  la  que  determinen  las  disposiciones 
generales  del  Gobierno;  pero  guardando  en  todo  caso  el  principio  de  recipro- 
cidad. 

Sobre  este  punto  no  existe  otra  disposición  g^eral  más  que  la  establecida  en 
el  art.  34  del  Keal  decreto  de  17  de  Novtembfe  de  1852,  en  el  cual  se  previno 
que ''á  los  exhortes,  de  los  jueces  extranjeros  se  d^á  cumplimiento  en  todo 
aquello  que  puede  jr  debe  ejecutarse  en  el  Beino  con  arreglo  á  las  leyes,  cuando 
vengan  por  el  Min^terio  de  Estado,  con  las  formalidades  y  requisitos  de  cos- 
tumbre. '  Estas  formalidades  se  refieren  á  la,  legalización,  para  que  conste  la 
Autenticidad  del  documento.  Y  será  además  preciso  que  el  exhorto  esté  conce- 
bido en  términos  corteses  y  de  ruego,  sin  concepto  alguno  de  orden  imperati- 
va, y  que  contenga  la  cláusula  acostumbrada  ofreciendo  reciprocidad  joara  el 
cumplimiento  de  iguales  cartas  deprecatorias,  cuando  procedan  de  los  tribuna- 
les españoles.; 

Ekita  regla  general  tiene  las  mismas  excepciones  que  hemos  expuesto  ante- 
xiormente  respecto  de  los  exhortos  que  hayan  de  dirigirse  al  extranjero.  Por 
el  principio  de  reciprocidad,  no  seráu  admitidos  los  ^ue  procedan  de  Inglate- 
rra, pooque  en  aquella  nación  tampoco  dan  cumplimiento  á  los  de  tribunales 
españoles,  t  en  su  caso  se  observarán  las  prescripciones  especiales  contenidas 
en  las  excepciones  antes  indicadas. 


SECCIÓN  SEXTA. 

DE  LOS  TéRMIKOS  JUDIQIALBS,  APREMIOS  Y  TEBELBIÁS. 

"  Seffúli  resulta  de  las  disposiciones  contenidas  en  esta  sección,  se  trata  ent 
ella  de  los  términos  judiciales  en  general,  para  determinar  el  modo  de  contar-^ 
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los,  sus  diferentes  clases,  y  el  efecto  que  produce  el  tramurto  denlos  rntímoft, 
de  suerte  <}ue  para  aplicar  estas  «tiisposicioncs  debe  atemderae  en  caída  caflo  al 
término  fijado  en  su  lugar  oportuno  paffti  la  aetiuadón  ^e  que  se  trate,  fim  el 
mismo  coimepto  habla  de  los  apremios  y  rebeldías,  refiriéndole  en  cenertil  á 
los  "escritos  de  ai)reimo"  para  obligar  á  la  derolucíSn  de  los  atttoá  aTlitiiM* 
te  que  los  retiene  indebidamente  y  á  la  medida  coercitira  qve  debe  etíkpj^rse 

Sara  ello,  y  á  los  de  ''acusación  de  rebeldía*'  al  que  no  comparece  em>  el  jidcú} 
espués  de  emplazado  en  forma.  Reservando  estos  áo»  pantos  para  loc¿eom«»* 
tarios  dts>l0s  artículos  308,  809  y  ^2,  vaaros  á  espoiier  alg:uBás  oonsidérsftto- 
nes  sobVe  los  términos  j«RÍicial9s«  que  servirán  do  precedentes  para  comjírbn- 
der  el  objeto  y  fin  de  las  disposiciones  quo  á  ellos  se  refieren,  y  de  la  serieri-^ 
dad  con  que  s^  trata  á  166  enckrgados  de  cumfiirlos  y  hacerlos  cumplir. 


En  el  lenguaje  forense  se  entiende  por  "término"  el  espacio  de  tiempo  que 
se  concede  para  eyacuar  algún  acto  ó  diligencia  judicial.  La  le;^  1.^,  tít*  15,. 
Part.  3.^,  lo  define  así:  *'Plazo  es  espacio  de  tiempo,  queda  el  judgauor  á  laa 
partes  para  responder,  ó  para  probar  lo  que  dicen  en  juycio,  cuando  fuere  Jie- 
gado."  Mas,  como  se  echa  de  rer,  esta  definición  no  es, exacta;  no  es  tan  ger 
neral  como  debiera  serl^,  puesto  ^ue  se  concreta  á  los  términos  que^concede  el 
|uez  á  las  partes,  sin  coin^ender  por  tanto  lo^  demás  términos  judiciales.  La 
misfua  ley  eziptica  el  objeto  para  que  se  concedeu  los  plazos:  **h  fueron  falla» 
dos  los  plazos,  dice,  por  esta  razón:  porque  las  partes  puedan  buscar  abobados 
que  les  aconsejen,  ó  porque  hayan  tiempo  en  que  sepan  responder  á  la  de- 
manda...;  ó  porque  puedan  aducir  en  juycio  testigos,  ó  prerillejos,  ó  cartas, 
para  probar  é  averiguar  lo  que  cumple  á  sus  pleitos;  ó  para  touiar  é  seguir 
alzada;  ó  jiaxa  facer,  ó  cílttfplir  t7)da  otra  cosa  qué  é.^}iépiáot  les  ñiandiiée." 
Este  ha  sido,  es  y  será  siempre  el  oTijeto  de  laS  cKlaciWies  o  i$lazos  que-^  cott^- 
ceden  en  los  juicios  con  relación  á  los  litigantes:  d$trles  el  espacio  detietü^o 
Suficiente  para  la  alegación  v  defensa  de  sus  respectivos  derechos.  Peré  tatú* 
bien  se  fijan  términos  á  los  funcionarios  pó.bRcOs  que"  iritervienen  eii  los  jiii'- 
cio's  para  practicar  lo  que  respectivamente  les  cOi^l-esponde;  y  á  uhós  f^  atr^s 
alcanzan  las  prescripciones  de  la  ley,  que  luego  examinai-einos. 

"Término,  plazo  y  dilacióii'*  suelen  usarse  eoihb  sinónimos,  y  en  tal  sOi^i- 
do  vemps  en  varias  leyes  empleadas  estas  voces,  en  particular  las  dos  prittWi* 
ras,  así  es  (jue  significan  una  tíiisma  cosa  ''término  de  prü^bai  'plato  pat^  plnor 
bar  y  dilación  probatoria^"  sin  embargo,  la  palabra  **termiifio^'  es  la  que  tí^  usa 
con  más  frecuencia  cdiiio  riiás  técnica,  y  la  que  por  eflta  razón  adopta  la  nuffra 
ley  en  el  sentido  en  que  la  hemos  definido. 

Los  términos  de  los  juicios  todos  éniknan  de  la  ley,  puesto  que  ella  eé  qvátm 
los  ai^toriza  6  establece;  pero-atendida  sü  procedencia  'inthédiata,  éu  objetó  y 
naturaleza,  ^c  dividen  ó  clasifiban  pbr  los  tratadistas  del  lUodo  siguiente:  ^ 
llama  "término  legal"  el  qufe  concede  y  fija  la  ley,  "judicifel,"  el  que  sefiaM  el 
juez  en  virtud  de  fis  facultades  que  para  ello  le  otorga  lá  ley-;  ''Ctíátencibriiil," 
el  que  fijan  las  partes  Ó  se  conceden  mutuamente;  "indíHáúal,"  él  qué  aclá- 
mente puede  utilizar  uno  de  los  litigantes:  "común."  el  que  se  con  Cede  "A  to- 
dos los  litigantes  á  la  vez,  ó  qtie  todos  pueden -utilizar  shhultfiíieámeñte;  **pro- 
rogable,"  ei  que  la  ley  permite  pueda  ampliarse  por  el  juez  más  allá  del  plazo 
fijado  por  la  misma,  ó  sea  él  que  puede  pr orejarse*  "improrogable,"  el  ^e  no 
fee  puede  prorogar,  ó  que  la  ley  prohibe  se  extienda  á  más  espacio  de  tiénq>d 
qüie  el  señalado  por  ella,  por  éu3ra  razón  también  se  le  Itama  "fatal;"  y  "Ae^ 
rentorio,"  el  que  se  concede  últimamente  y  con  denegación  <le  otro,  éfiya  cir- 
cunstancia lo  hace  improrogable. 

Desde  luego  se  comprende,  que  la.enuiicÍátiVa  "términos  judiciales,"  emjslea- 
da  en  esta  sección,  no  se  refiere  á  la  clase  especial  de  los  que  otorga  el  juez, 
sipo  á  todos  los  que  Be  conchen  en  los  juicios  para  etaeusr  cualquier  acto  re- 
ferente á  los  mismos;  de  manera  que  es  genérica  y  tan  amplia  que  comprende 
todas  las  clases  de  términos  de  los  juicios  antes  expresadjis.  El  a^jetlyo  '!pi~* 
dieiales"  no  se  toma  y  aplica  a^uí  como  derivado  y  signincativo  de  juez,  sino 
de  juicio,  y  en  este  sentido  calmea  al  sustanti?o  "términos." 
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II. 

¿Cuáles  son  los  "términos"  que  han  de  ser  considerados  como  "judiciales Z*^ 
para  el  efecto  de  iq>Iicarles  las  disposiciones  de  esta  sección?  Indudablemente 
todos  I98  oue  estún  determinados  en  la  presente  ley  de  enjuiciamiento  civil, 
porque  todos  se  refieren  á  los  juicios,  ya  para  comparecer  en  ellos,  ya  para  la 

Í>rá<^ica  de  actuaciones  y  diligencias  judiciales.  Tanto  los  que  se  conceden  á 
08  litigantes  para  ejercitar  sus  derechos  en  los  diferentes  trámites  é  instan- 
tancias  del  juicio,  como  los  <me  se  señalan  á  los  jueces,  tribunales,  auxiliares 
y  subalternos  para  resolver  o  practicar  lo  que  á^  cada  cual  corresponde,  son 
términos  judiciales,  porque  tedos  se  han  establecido  para  los  juicios,  y  les  son 
por  tanto  aplicables  las  disposiciones  de  esta  sección  en  lo  que  respectivamen- 
te les  concierne. 

Sin  embargo,  ha  ocurrido  la  duda  de  si  será  6  no  judicial  el  término  de  nue- 
ye  días  que  fija  el  art.  1618  para  intorpener  las  ''demandas  de  retracto:''  dada 
de  importancia  y  trascendencia,  porque,  si  el  término  pertenece  á  la  clase  de 
los  juaiciales,  ha  de  contarse  conforme  á  los  arts.  803  y  304  con  cxclusién  de 
los  días  inhábiles  6  feriados;  y  si  no  es  judicial,  no  puede  hacerse  esta  exclu- 
fiién,  y  los  nueve  días  han  de  ser  naturales  corriendo  sin  interrupción.  Y  pue- 
de suceder,  como  ha  ocurrido  ya,  que  la  demanda  de  retracto  se  presente  once 
días  después  del  en  que  se  otorgó  la  escritura  de  venta,  sosteniendo  el  actor 
qoe  estaba  dentro  del  término  kgal  por  deber  descontarse  dos  domingos  que 
l^bo  intermedios,  y  pretendiendo  lo  contrario  el  demandado  fundándose  en 
que  ese  término  no  es  judicial,  y  que,  debiendo  contarse  los  días  inhábiles, 
estaba  presentada  la  demanda  fuera  de  término,  y  era  por  tanto  imprecedento. 

En  nuestra  opinión,  dicho  término  ha  de  ser  considerado  como  "judicial" 
para  todos  sus  efectos:  1  ® ,  por  la  razón  ya  indicada  de  hallarse  determinado 
en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  porque  habiéndolo  establecido  el  árt.  1618 
como  uno  de  les  requisitos  '  'para  que  pueda  darse  curso  á  las  demandas  de 
retracto,"  pertenece  al  orden  y  ritualidad  del  juicio,  y  2  ^ ,  porque,  aún  conce- 
diendo que  el  trascurso  de  este  término  iipplica  la  prescripción  de  un  derecho, 
y  que  en  tal  concecto  es  de  la  competencia  del  código  civil  y  no  del  de  proce- 
dsmientos,  que  es  la  única  razón  de  los  que  sostieuen  la  opinión  contraria, 
siempre  resultará  que  esa  disposición  del  derecho  civil  sustantivo  ha  sido  mo- 
dificada por  el  artículo  antes  mencionado,  de  cuya  observancia  no  pueden  pres- 
cindir los  tribunales.  La  falta  de  código  civil  ha  hecho  necesaria  en  este  y  en 
otros  casos  la  invasión  de  su  terreno  ipor  la  ley  de  Enjuiciamiento,  *BÍn  que 
por  esto  se  haya  pretendido  que  eran  ineficaces  tales  preceptos  de  la  misma. 
Así  es  que  el  Tribunal  Supremo  tiene  declarado  en  sentencias  de  11  de  Enero 
de  1860, 12  de  Marzo  de  1862^  29  de  Abril  de  1876  y  otras,  que  las  leyes  de  To- 
ro, relativas  á  los  retractos,  insertas  en  el  tít.  13,  iib.  10  de  la  Novísima  Re- 
copilación, han  sido  esencialmente  modificadas  unas,  y  otras  aclaradas  por  el 
art.  674  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855,  igual  al  1618  de  la  nueva. 
Por  consiguiente,  no  habiéndose  hecho  en  esta  ley  excepción,  aclaración,  ni 
distinción  alpruna  sobre  dicho  término,  es  evidente  que  está  comprendido  en 
laspreseriiM)iones  generales  sobre  términos,  establecidas  en  la  presente  sección. 

En  el  pleito  á  que  dio  lugar  la  cuestión  antes  indicada,  por  haberse  presenta- 
do la  demanda  á  los  once  cUas,  pero  dentro  de  los  nueye  descontados  dos  inhá- 
biles, la  Audiencia  la  estimó  pres^itada  en  término,  si  bien  desestimó  el  retrac- 
to por  otras  razones.  Interpuesto  recurso  de  casación,  lo  falló  el  Tribunal  Su- 
premo ^r  sentencia  de  12  de  Mavo  de  1883,  declarando  haber  lugar  al  recurso 
por  varías  infracciones,  una  de  ellas  la  del  art.  1618  antes  citado,  en  considerar* 
cién  á  que  el  retrayente  había  llenado  todos  los  requisitos  exigidos  por  dicho 
artículo  pare  que  proceda  la  demanda  de  retracto,  incluso  el  de  haberla  presen- 
tado dentro  de  los  nueve  días,  y  por  con  simiente  estimó  el  Tribunal  Supremo 
Se  de  ese  término,  como  de  todos  loa  judiciales,  deben  deacontarse  los  días  in- 
bUes. 

fiemoa  anticipado  estas  obserraeiones,  porque  son  aplicables  á  rarios  de  lo» 
artículos  que  vamos  á  examinar.  También  convendrá  advertir,  por  la  relaeióa 
que  tiene  con  los  términos  judiciales  en  general,  que  aunque  nada  dispoen  oa 
sueva  ley  expresamente  acerca  de  ello,  se  deduce  de  lu  espíritu  y  de  varias  do 
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fnis  disposiciones,  y  el  sentido  Cv^mún  aconseja  qne,  mientras  corre  un  término» 
nada  puede  hacerse  en  el  juicio  durante  él  sino  aquello  para  que  ha  sido  conce- 
dido: así  es,  que  durante  el  término  para  contestar  la  demanda,  ninguna  otra 
cosa  debe  hacerse  que  no  sea  la  contestación;  durante  el  término  de  prueba,  na- 
da que  no  sean  actos  6  diligencias  de  prueba;  y  si  algún  incidente  se  promorie- 
ra,  quedaría  en  suspenso  el  término.  Así  lo  exigen  el  orden  y  concierto  de  las 
actuaciones,  y  esta  ha  sido  hasta  ahora  y  lo  fué  siempre  la  práctica  de  nuestros 
tribunales,  fundada  en  la  ley  2.  ^,  tít.  15,  Partiba  3.  ^,  que  dice:  **E  aun  deci- 
mos, que  mientras  el  plazo  durare,  que  el  judgador  da  á  alguna  de  las  partes, 
non  debe  facer  ninsruna  cosa  nuera  en  el  pievto  nin  se  trabajar  de  ello,  fueras 
<ende  sobre  aquella  razón  por  que  fué  dado  el  plazo,'' 


Artículo  301. 

Las  actuaciones  j  diligencias  judiciales  se  practicarán  dentro 
de  los  términos  señalados  para  cada  una  de  ellas. 

Guando  no  se  fije  término,  se  entenderá  que  lian  de  practicarse 
sin  dilación. 

La  infracción  de  lo  dispuesto  en  este  artículo  será  corregida 
disciplinariamente  según  la  gravedad  del  caso,  sin  perjuicio  del 
derecho  de  la  parte  agraviada  para  reclamar  la  indemnización 
de  perjuicios  y  demás  responsabilidades  que  procedan. 

Artículo  302. 

Los  Jueces  y  Tribunales  impondrán,  en  su  caso,  dicha  correc- 
ción disciplinaria  á  sus  auxiliares  y  subalternos  sin  necesidad  de 
petición  de  parte;  y  si  no  lo  lucieren,  incurrirán  á  su  vez  en  res- 
ponsabilidad. 

También  la  impondrán  á  los  Jueces  y  Tribunales  que  les  estén 
subordinados,  cuando  por  apelación  ú  otro  recurso  conozcan  de 
los  autos  en  que  se  hubiere  cometido  la  falta,  ó  en  virtud  de  que- 
ja justificada  de  cualquiera  de  los  litigantes. 

L 

La  necesidad  de  los  términos  judiciales  es  incuestionable;  pero  ¡á  cuantos 
abusos  y  perjuicios  no  ha  dado  lugar!  En  todos  tiempos  se  han  dictado  disposi- 
ciones encargando  la  puntual  observancia  de  aquellos  como  medie  de  corregir 
estos  males.  Ninguna  tan  enérgica  como  la  Beal  orden  de  5  de  Setiembre  de 
1850,  en  la  cual  se  consignó,  refiriéndose  á  las  causas  que  contribuían  á  hacer 
dilatoria  y  dispendiosa  Ja  administración  de  justicia,  que  la  que  más  influía  em 
desautorizarla  y  hacer  interminables  los  pleitos,  era  la  inobservancia  de  los 
términos  judiciales,  cu^o  abuso  había  llegado  á  tal  grado  que  no  podía  diferir- 
se por  poco  ni  mucho  tiempo  el  posible  remedio.  A  este  fin  se  dictaron  en  ella 
medidas  seyeras,  que  pronto  se  olvidaron,  y  siguió  el  abuso  por  la  tolerancia  6 
negligencia  de  los  encargados  de  cumplir  y  hacer  cumplir  la  ley,  quebrantandi^ 
así  la  paciencia  ^  los  recursos  del  litigante  más  infatigable,  y  favoreciendo  I» 
cavilosidad  j  el  interés  de  los  litigantes  temerarios,  como  se  dice  en  dicha  Real 
orden.  Por  la  misma  negligencia  ó  tolerancia  han  sido  también  ineficaces  las 
disposiciones  dictadas  al  propio  fin  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  de  1855.  Por  es* 
to,  en  la  1.  ^  de  las  bases  aprobadas  para  su  reforma  por  la  ley  de  21  de  Junio  4e 
1880,  se  encargó  al  Gobierno  que  se  establecieran  reglas  fijas  y  preceptos  Tifpa» 
rosos  paralque  se  observen  los  términos  judiciales  y  sean  eficaces  los  apremios. 

Así  se  ha  procurado  en  la  nueva  ley,  y  esto  mismo  explica  su  severidad  es 
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"«Étamsteria.  No  depende  sólo  de  los  litigantes  la  obseryancia  de  los  términos, 
-  sino  también  de  los  luncioBarios  ^  que  intervienen  en  los  juieios.  La  morosidad 
de  aquellos  se  castiga  con  apremios  ri^rosos  y  dando  curso  á  los  autos  con  la 
pérdida  del  trámite  6  recurso  que  hubiesen  dejado  de  utilizar,  como  se  previene 
en  los  artículos  308  y  312;  y  la  de  estos  con  correcciones  disciplinarias  é  indem* 
nizacién  de  perjuicios  á  la  parte  agraviada,  según  los  dos  artículos  que  estamos 
comentando  y  otros;  penas  ambas  adecuadas  á  la  índole  de  las  faltas  y  al  inte- 
rés en  cometerlas.  ¿Se  conseguirá  el  objeto  que  se  ha  propuesto  la  ley?  Si  los 
jueces  jr  tribunales  se  inspiran  en  el  espíritu  de  la  misma,  y  cumplen  con  su 
deber  sin  contemplaciones  ni  tolerancias  de  nineuna  clase,  tenemos  por  seguro 
^ue  se  remediarán  esos  males  en  cuanto  es  posible  en  lo  humano,  y  así  es  de  es- 

5 eral  del  celo  de  la  magistratura  por  el  cumplimiento  de  la  ley  y  el  prestigio 
e  la  administración  de  justicia.  Hemos  tenido  ocasión  de  observar  que  las  Au- 
diencias por  re^la  general  cumplen  con  rigor  ese  deber  en  cuanto  á  los  auxilia- 
res; f>ero  es  preciso  que  hagan  lo  mismo  con  los  jueces  que  incurran  en  respon- 
eabilidad  por  no  haber  corregido  las  faltas  de  sus  subordinados. 

II. 

Estos  dos  artículos  son  aplicables  especialmente  á  los  funcionarios  que  inter- 
▼ienen  en  los  juicios,  pues  aunque  el  párrafo  1.  ®  del  301  habla  en  general  de 
"actuaciones  judiciales,"  en  las  cuales  están  comprendidos  los  escritos  de  las 
partes»  y  en  tal  concepto  han  de  presentarse  dentro  de  les  términos  señalados, 
•como  en  él  se  ordena,  lo  demás  que  dispone  se  refiere  expresamente  á  dichos 
funcionarios. 

La  lev  ha  fijado  término  á  los  jueces  y  tribunales  para  dictar  sus  resolucio- 
nes: lo  ha  señalado  también  á  los  auxiliares  y  subalternos  para  la  práctica  de  la 
mayor  parte  de  las  diligencias  que  respectivamente  les  corresponden.  Siempre 
que  la  ley  haya  señalado  término,  es  natural  que  dentro  de  él  se  practique  ia 
actuación  ó  diligencia  judicial  á  que  se  refiera,  pues  para  esto  lo  ha  fijado;  y 
cuando  no  lo  hubiere  señalado,  se  entenderá  que  ha  de  practicarse  "sin  dila- 
ción,'*  esto  es,  acto  continuo,  en  el  mismo  día,  y  si  no  fuere  posible,  en  el  si- 
guiente ó  lo  máa  pronto  que  permitan  las  circunstancias  del  caso,  y  no  la  vo- 
luntad del  funcionario.  Así  lo  ordena  dicho  articulo  301  en  sus  dos  párrafos 
p  rimeros. 

Para  hacer  más  eficaz  este  precepto,  y  teniendo  en  consideración  que  por  ne- 
gligencia, por  malicia  ó  por  otros  móviles  puede  faltarse  á  él,  en  el  párrafo  3.  ^ 
se  establece  sanción  penal  ordenando  que  la  infracción  de  dicho  precepto,  ó  sea 
la  inobservancia  de  los  términos  por  parte  de  los  funcionarios  que  intervienen 
en  los  juicios,  ya  como  jueces,  ya  como  auxiliares  ó  subalternos,  será  corregida 
disciplinariamente  según  la  gravedad  del  caso.  Esta  correccióa  deberá  ser  una 
de  las  que  se  determinan  en  el  art.  449,  excepto  por  la  morosidad  en  las  notifi- 
caciones, citaciones,  emplazamientos  y  requerimientos,  porque  estas  faltas  han 
de  ser  [corregidas  conforme  al  art.  280,  según  la  declaración  que  se  hace  en 
«I  459. 

Sesrún  el  302,  los  jueces  y  tribunales  dcl)en  imponer  en  su  caso  estas  correccio- 
«nes  disciplinarias  á  sus  auxiliares  y  subalternos,  lo  cual  está  en  armonía  con  lo 
que  se  previene  en  el  446;  y  han  de  hacerlo  sin  necesidad  de  petición  de  parte^ 
o  sea  de  oficio,  con  vista  solamente  de  lo  gue  resulte  de  autos  (art.  451),  en  loe 
■cuales  debe  constar  que  la  actuación  ó  diligencia  ha  sido  practicada  fuera  del 
término  legal.  Esto  no  obsta  para  que  la  parte  agraviada  haga  dicha  petición, 
cuando  note  en  el  juzgado  negligencia  ú  olvido  de  ése  deber.  Y  á  fin  de  que 
aquellos  le  cumplan  con  todo  rigor,  sin  ^ue  les  retraigan  consideraciones  de 
ninguna  clase,  se  previene  que  si  no  lo  hicieren,  que  si  no  corrieren  las  faltas  dQ 
que  se  trata,  cometidas  por  sus  auxiliares  y  subalternos^  'incurrirán  á  su  vez  en 
responsabilidad,'*  esto  es,  deberán  ser  corregidos  disciplinariamente  por  esta 
Calta,  que  revelará  una  negligencia  punible  ó  una  tolerancia  inexcusable,  sin 
perjuicio  de  imponer  á  estos  al  mismp  tiempo  la  corrección  que  proceda,  para 
4;tue  no  quede  impune  su  falta. 
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III. 

Cuando  los  jueces  6  tribuDalea  incurran  en  résponBáMlidad,  ya  por  no  haber 
correjrldo  las  faltas  ele  sus  aoboráraados,  ya  pttr  haber  dictado  alguna  protiden- 
cía,  auto  ó  sentencia,  ó  practicado  cualquiera  otra  actuación  fuera  del  término 
legaX  (art.  375)^  Corresponde  al  superior,  á  quienes  estén  subordinados,  impo- 
nerles la  correción  que  proceda,  seéún  la  grrayedad  del  caso,  de  las  determina- 
os en  e)  art.  449.  ComSinundo  él  302  con  el  447,  resulta  que  las  Salas  de  justi- 
cia del  Tribunal  Supremo  tienen  competencia  para  imponer  dichas  correccioned- 
á  las  Audiencias  y  jueces  inferiores  <|e  toda  la  nacii^n,  porque  todos  le  están  su- 
bordinados: por  la  misma  razón  las  Salas  de  justicia  de  las  Audiencias  á  todos 
los  jueces  de  su  territorio  ó  distrito,  y  los  jueces  de  primera  instancia  á  los  mu* 
nicípales  de  su  partido;  y  á  la  vez,  á  los  auxiliares  y  subalternos  cuyas  faltas  no 
hubieren  sido  cprreffidas  por  él  juez  ó  tribunal  d^  quien  dependan. 

i^iño  los  tribunales  no  pueden  arocar  á  sí  el  conocimiento  de  autos  legítima- 
menté  incoados  en  un  juzgado  ó  tribunal  inferior  sino  en  los  casos  y  por  los  re- 
cursos que  determinan  las  leyes,  se  ordena  en  el  mismo  art.  302  que  impondrán 
las  correcciones  antes  idicadas  "cuando  por  apelación  ú  otro  recurso  conozcan 
dé  los  autos  en  que  se  hubiere  cometido  la  falta,"  y  también  **en  virtud  de  que- 
ja justificada  de  cualquiera  de  los  litigantes."  Sólo  por  estos  dos  medios  pueden 
tener  legítimamente  conocimiento  ^e  la  falta  y  corregirla.  Para  que  en  el  giso 
primero  no  pase  desapercibida,  son  las  prerenciones  de  los¡  artículos  31^,  337  y 
372,  por  los  cuales  Se  impone  la  oblieración  á  los  relatores  de  expresar  al  final 
del  apuntamiento,  bajo  su  responsabilidad,  si  en  la  instancia  ó  instancias  ante- 
riores se  han  observado  las  prescripciones  de  la  ley  sobre  términos;  á  los  ma- 
gistrados ponentes,  la  de  llamar  sobre  ello  la  atención  de  la  Sala  para  que  pue- 
da acordar  lo  conveniente  á  fin  de  corregir  el  abuso  y  procurar  la  puntual  ob- 
flérvaneia  dé  esta  ley,  en  su  letra  y  en  su  espíritu,  por  todos  los  funcionarios^ 
flue  intervienen  en  loS  juicios,  y  á  las  Salas,  la  de  hacerse  cargo  en  la  sentencia 
de  tales^faltas,  si  las  hubiere,  y  corregirlas.  No  caben  en  lo  humano  mayores 
precauciones  para  que  no  quede  sin  correctivo  la  inobservancia  de  cualquier  tér- 
mino judicial,  y  esto  demuestra  el  empeño  del  legislador  en  qué  se  observen  con 
todo  rigor  como  medio  de  abreviar  los  juicios  y  evitar  el  desprestigio  de  la  ad- 
ministración de  justicia.  ¿Cómo  no  han  de  contribuir  á  ello  con  celo  y  entereza 
los  jueces  y  tribunales? 

Contra  la  providencia  en  que  se  imponjga  la  corrección  disciplinaria  procede 
la  audiencia  en  justicia,  en  la  forma,  por  los  trámites  y  con  los  recursos  que  se 
iteterminan  en  los  artículos  452  y  siguientes. 

IV. 

No  se  llenarían  cumplidamente  los  fines  de  la  justicia  consola  la  corrección 
disciplinaria,  cuando  con  la  morosidad  en  dictar  una  resolución  ó  en  practicar 
cualquier  diligencia  judicial  se  hubieren  ocasionado  perjuicios.^  Por  esto,  y  por- 
que todo  el  que  causa  ilegalmente  algún  perjuicio  debe  indemnizarlo,  se  previe- 
ne en  el  párrafo  último  del  art.  301,  que  se  impondrá  la  corrección  disciplinaría 
*'ain  perjuicio  del  derecho  de  la  parte  agraviada  para  reclamar  la  indemniza- 
ción de  perjuicios  y  demás  responsabilidades  que  procedan."  De  esta  disposición 
y  de  la  análoga  del  art.  280  se  deduce,  que  la  corrección  disciplinaria  ha  de  im^ 
ponerse  siempre  que  resulte  la  infracción  de  la  léy,  y  la  indemnización  de  per*- 
juicios  sólo  cuando  los  reclame  el  litigante  agraviado:  aquella  de  oficio  con  el 
procedimiento  que  antes  hemos  indicado,  y  ésta  á  instancia  de  parte.  Y  si  ade- 
más de  los  perjuicios,  hubiere  incurrido  el  funcionario  públic*  en  otras  réspon^ 
sabilidades,  tambiién  sé  le  exigirán,  sin  perjuicio  de  la  corrección  disciplinaria, 
que  ha  de  imponerse  én  todo  caso,  aun  cuando  aqueUas  sean  criminales,  codió 
sucedería  si  hubiese  mediado  cohecho  ó  prevaricación. 

Para  reclamar  la  indemnización  de  perjuicios  de  los  auxiliares  y  subaltetnds 
en  el  caso  dé  que  se  trata,  podrá  emplearse  el  procedimiento  de  ibs  incidentes, 
ooh  las  circunstancias  qué  netíiós  indicado  *n  los  comentarios  de  los  attículbv 
249  y  280.  Pero  respecto  de  los  jueces  y  magistrados,  habrá  de  entablarse  e!  re- 
curso de  responsabilidad  civil  contra  los  mismos,  cüyé  proéedimientó  se  détér-* 
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mhla  en  el  tít.  Vil  dél  libro  2^  ®,  artículos  S03  y  sigrúientes;  y  en  el  caso  de 
prevarfcación,  por  haber  8Íd6  málidoso  el  retardo  en  !a  administración  de  jitS'' 
ticia,  6  de  otro  défitó;  deberá  eiñ^IeM'sé  el  procedí  mieiítt)  establecido  eh  el  tít-' 
2.  ®,  libro  IV  dé*  la  ley  dé  Enjuiciamiento  criminal. 


Aítículo  308. 

Los  términos  judiciales  empezarán  á  correr  desde  el  día  s^i- 
guiente  al  en  que  se  hubiere  hecho  el  emplazamiento,  citación  ó 
notificacíóni  y  se  contará  en  bllos  el  día  del  vencimiento. 

Arti&ulo  304. 

£n  ningún  término  señalado  por  días  se  contarán  aquellos  en 
qye  jao  puedan  tent^^  lagar  ac^juaciones  judifciales. 

Tampoco  se  contarán  los  días  de  las  vacaciones  de  verano  en^l 
término  para  interponer  ante  el  Tríbus^l  Supremo  recurso  da 
casación  por  infracción  de  ley^  á  nojser  quet verse  sobre  desahu- 
cios, actos  dé  jurisdicción  voluetaa^iaj  -6  cualquier  otro  negocio 
urg^te  de  los  que  ptMdaíi  decidirse  en  Sala  dé  vacacibnea. 

A!rtículo  .805; 

Los  térhiinos  seüalados  por.mesecí  ser  contarán  por  miases  natu- 
rales, sin:  excluir  los  días  uihábiles. 

En  estos  caaos,  si  e!l  pl^m  oúiaííviyieée ^n  domingo  ú  otro  día 
inhábil,  se  entederá  prorrogado  al  siguientedia  hábiL 

JBl  primero  de  estos  aHíoi^los -e$t¿X>epiado  lU^ralmonte  del  25  de^aleyde 
1S55:  ningutuv  dificultad  ha  oft^cido«n,  1a^  práctica,  y  c^  por  tanto  excusado  co* 
mentarlo.  Sólo  indicaremos  queel  Tribtfnaí  Supremo  tiea^  declarado  en  sent€}n- 
ci»9  d9  16  de  Noviembre  de ^60  y  12  deDicienibre  de  1861,  que  en  los  términos 
jndiciales  los  días  hábiles  il9tt  y  se  haoíd^  entender  naturales,  comprendiendo 
las  .24  horas  que  median  deil<>cí9  á  do^'40  U  noche,  y  de  consiguiente  es  admi* 
aible  un  recurso  siempre  que  el  eseritf»  s&> {presante  antes  de  las  dooe  de  la  noche 
del  último  día  del  término  señalado  para  interponerlo.  Esto  en  cuanto  á  la  me- 
ra presentación  de  escritos,  porque  no  tiiene  el  carácter  de  actuación  judicial; 
pero  respecto  de  las  actuaciones  judiciales  de  toda  clase,  se  entenderá  concluido 
el  término  á  la  puesta  del  sol  del  día  del  vencimiento,  por  ser  Inhábiles  las  ho- 
ras restantes,  á  no  ser  que  Mibié^^^snlo  habilitadas. 

En  el  art.  26  d^  la  ley  antigruá  sé^di^^o:  que  "en  ningún  término"  se  contarán 
los  días  en  que  no  puedan  tener  lugar  actuaeióhes  judiciales."  Entendida  lite- 
ralmente esta  disposición,  y  dado  su  precepto  absoluto ''en  ningún  términ^/*^ 
de  los  pla¿os  sefiaiados  por  meses  y  por  años  deberían  descontarse  los  días  ih- 
habites,  y  no  pudó  ser  estala  intención  déla  ley  ni  era  racional  aplicarla  en  tal 
sentido,  porque  de  éste  modb  dithos  plazos  ó  términos  excedían  del  límite  que 
la  misma  ley  les  haÜfá  fijado.  Para  evitar  dudas  y  uniforüiar  la  práctica  se  or» 
dena  y  declara  ahora  en  los  artículos  304  y  805,  que  en  los  térmiíios  ''señalados 

Sor  días,"  no  se  contarán  los  días  en  que  no  puedan  tener  Itígar  actuaciones  ju*- 
Males,  y  los  "señalados  por  meses"  se  contarán  por  meses  haturales,  sin  ex- 
cluir los  días  inhábiles.  Esto  mismo  ha  de  entenderse  retrpeéto  de  los  sefialaclos 
por  affé^.   Én  estos  caeos,  si  fuere  inhábil  el  último  día  oel  término,  se  enten- 
derá prorrogado  al  siguiente  día  hábil. 
T  80  declara  tkmbicn,  de  acuerdo  ton  la  jurisprudencia  establecida,  que  no  se 
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-  oontarán  los  días  de  las  yaeaciones  de  yerano,  6  sea  desde  el  15  de  Julio  al  15  de 

-  Septiembre,  en  el  término  para  interponer  ante  el  Tribunal  Supremo  recurso  de 
casación  por  infracción  de  la  ley,  á  no  ser  ^ue  verse  sobre  desahucio,  ó  cualquier 
otro  negreció  urgente  de  los  que  pueden  decidirse  en  Sala  de  Tacacionee.  Cuáles 
sean  estos  negocios  ya  se  ha  dicho  en  el  comentario  de)  art.  257.  Nótese  que  só- 
lo se  mencionan  los  recursos  de  casación  por  "infracción  de  ley,"  porque  son  los 
que  se  interponen  ante  el  Tribunal  Supremo,  el  cual  ha  de  decidir  sobre  su  admi- 
sión, y  esto  no  es  de  la  competencia  de  la  Sala  de  vacaciones.  No  están  compren- 
didos en  esta  excepción  los  recursos  por  "quebrantamiento  de  forma,"  porque 
estos  se  interponen  y  admiten  en  la  Sala  sentenciadora,  y  cuando  auben  loa  au- 
tos ij  Tribunal  Supremo  entran  desde  luego  en  el  período  de  sustanciaclón,  U 
cual  no  se  suspende  durante  las  vacaciojieS', 

Sobre  si  son  aplicables  los  artículos  303  y  304  al  término  para  interponer  las 
demandas  de  retracto,  véase  el  núm.  II  de  la  introducción  á  esta  sección. 


Artículo  306. 

Serán  prorogables  los  términos  ctiya  próroga  no  éste  empresa-- 
mente  prohibida  por  esta  ley.  i 

•  Para  otorgarla  será  necesario: 

1"  Que  se  pida  antes  de  vencer  el  término. 

2^  Que  se  alegue  justa  causa,  á  juicio  del  juez  ó  Tribunal,  sin 
que  sobre  la  apreciación  que  haga  de  ella  se  dé  recurso  alguno. 

Artículo  307; 

No  podrá  pedirse  ni  concederse  más  de  una  próroga,  la  cual  se 
otorgará  por  el  tiempo  que  el  Juez  ó  Tribunal  estime  prudente; 
pero  én  ningún  caso  excederá  de  la  mitad  del  señalado  por  la  ley 
para  el  término  que  se  prorogue . 

La  disposición  del  primero  de  estos  artículos  es  igfual  á  la  del  27  de  la  ley  de 
1^55,  y  el  segundo  modifica  esencialmente,  como  luegfo  veremos,  la  del  28  de  di- 
cha ley.  Ambos  sé  refieren,  y  lo  mismo  los  que  restan  de  esta  sección,  á  los  tér- 
minos judiciales  aue  se  conceden  á  los  litigantes  para  el  ejercicio  de  sus  accio- 
nes y  la  defensa  de  sus  derechos  en  juicio,  determinando  los  que  son  impro- 
regables  y  los  que  podrán  prorogarse.  De  estos  últimos  y'  de  los  requisitos  para 
pedir  y  obtener  la  próroga  se  trata  en  los  dos  artículos  de  este  comentarie. 

I. 

En  el  primero  de  ellos  se  establece  la  regla  general  de  que  son  prorogables  los 
términos  judiciales,  salvo  aquéllos  cuya  próroga  esté  expresamente  prohibida 

5ór  la  ley,  ciue  son  la  excepción  de  dicha  regla.  £n  el  art.  310  se  hace  mención 
e  los  términos  que  la  ley  declara  iraprorogables:  todos  los  demás  que  no  estéa 
allí  comprendidos  son  prorogables,  siguiendo  la  regla  general  del  art.  306.  Más 
téngase  presente,  que  aunque  lo  son  por  su  naturaleza,  porque  la  ley  les  dá  el 
^-^eaiácter  de  prorogables,  no  pueden  considerarse  prorogados  si  el  juez  no  otorga 
la  próroga;  concesión  que  no  puede  hacer  de  oficio,  sino  á  instancia  de  la  parte 
•interesada;  y  aun  solicitándola,  no  siempre  debe  concederse.   A  fin  de  que  no  se 
ai>use  de  esta  facultad,  como  se  abusaba  en  la  práctica  antigua,  con  mengua  de 
las  varias  disposiciones  dictadas  para  corregir  tal  abuso,  en  el  art.  27  de  la  ^y 
->4e  1855  se  marcaron  los  requisito?  que  debían  concurrir  para  que  él  juez  pudiera 
otorgar  la  próroga.  Los  mismos  requisitos  se  reproducen  en  el  artículo  que  es* 
-Atamos  examinando,  y  son  los  siguientes: 

'*1.  ^  Que  se  pida  antes  de  vencer  el  término.''— Se  refiere  indudablemente 
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üS  término  que  la  ley  concede  para  el  acto  judicial  de  que  se  trate,  ó  al  que  el  ^ 
joei  haya  seftalado  etiando  la  ley  le  faculta  para  elld.  Si  te  pide  la  fnrórofira  dess- 
anés  doTCneido  el  término,  ya  él  juez  no  podrá  otorgarla,  y  deberá  desestimar 
la  pretensión  sin  tramitación  algfuna,  como  improoedi*ntd  y  contra  I^,  acordan- 
do de  ^ano  no  haber  lugar  á  etía,  ann  euaiido  la  parte  contraria  no  hubiese 
apremiado  ótbOusado  la  rebeldía.  El  mero  heebo  de  dejar  trascurrir  un  término 

Cira  á  la  parte  interesad»  de  todo  derecho  J^ara  piedir  prórogra  del  mismo,  con 
qno^uedó  reformada  la  p^ácttca-autisrua  dO'  no  pedir  nuero  término  hasta 
que  la  parte  se  reía  aoremiada  para  la  derolucién  de  los  autos;  reforma  impor- 
tante que  ha  conduciao  mucho  á  eritair.dilaciones.  Los  términos  prorogables, 
trascurridos  sin  solicitarse  próroga  dentro  de  ellos,  se  hacen  improrogables, 
según  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo  en  10  de  Diciembre  de  1064. 

"2.  ®  Que  se' alegue  justa  causa  á  juicio  del  juez  6  tribunal/' — Ya  no  pueden 
concederse  las  prórogas  de  término  por  causas  frivolas,  ó  sin  alegarlas,  como 
antiguametite  se  hacfa,  convirtiendo  en  un  recurso  ordinario  lo  que  sólo  conce- 
den las  leyes  para  casos  extraordinarios:  se  ha  de  alegar  ''justa  causa,''  y  de  otro  - 
modo  no  pueden  concederse.  No  se  eche  en  olndo  que  la  lev  dice  tan  sólo  que 
''se  alcjg^ue,"  y  no  que  se  justifique  la  causa  justa  en  que  se  tunde  la  próroga:  si 
se  hubiese  de  entrar  6n  justificaciones,  sería  peor  el  remedio  que  el  mal  que  se 
ha  tratado  de  eritar.  Por  eso  ha  hecho  muy  bien  la  ley  en  no  exigir  la  justifica- - 
ciÓn  de  la  causa,  dejando  su  apreciación  al  prudente  arbitrio  judicial.  Karo  se- 
rá el  caso  en  que  el  juez  no  pueda  conocer  "á  priori"  síes  ó  no  justa  la  causa  que 
se  alegue,  v  cuando  no  tenga  antecedentes  para  juzgar  sebre  ello,  podrá  adqui- 
rirlos ó  informarse  privadamente  en  el  término  que  tiene  para  acordar  provi- 
dencia; pero  nunca  mandará  á  la  parte  que  la  justifique,  ni  mucho  menos  dará 
traslado  á  la  contraria,  porque  este  procedimiento  no  lo  autoriza  la  ley  y  dariá 
ocasión  á  mayores  dilaciones.  Si  ol  juez,  según  enjuicio,  encuentra  justa  la  cau- 
sa alegada,  otorgará  desde  luego  la  ^róroga,  y  si  no  la  cree  justa  no  dará  lugar 
á,  la  solicitud^  pero  todo  de  plano,  sin  audiencia  de  la  parte  contraria  ni  otra- 
clsse  de  dilaciones,  y  fundando  la  providencia  en  juzgar  ó  no  justa  la  causa  ale- 
gada, como  lo  prevenía  terminantemente  el  art.  3.  ®  de  la  Keal  orden  de  5  de 
Septiembre  de  1850,  y  como  se  infiere  del  artículo  que  estamos  comentando. 

Mucho  hay  que  esperar  de  la  prudencia  de  loa  j[ueces  en  tales  caeos,  y  más- 
cuando  contra  la  apreciación  que  bagan  sobre  la  justicia  de  la  causa  no  se  da 
recurso  alguno,  como  dice  el  núm.  2.  ®  del  art.  306.  De  consiguiente,  bien  ac- 
cedan á  la  próroga  por  juzgar  justa  la  causa  alegada,  bien  la  denieguen  por  la 
razón  contraria,  ninguna  de  las  partes  podrá  reclamar  contra  esta  providencia:- 
y  esa  es  una  razón  más  para  que  ios  jueces  obren  con  la  mayor  prudencia  y  tino, 
á  fin  de  nó  dar  lugar  á  dilaciones  injustificadas,  ni  causar  perjuicios  á  la  parte 
que  las  pida  con  razón. 

¿Será  también  el  juez  arbitro  para  tener  por  justa  una  causa  cualquiera?  A^ 
pesar  de  que  á  su  juicio  se  deja  la  apreciación  de  la  causa,  la  ley  exige  que  esta 
sea  justa;  y  aunque  ^ e  llevará  á  efecto,  sin  admitirse  recurso  en  contra,  lo  que  el 
el  juez  resuelva  sobre  ello,  no  quedaría  exento  de  responsabilidad  si  hubiere  es- 
timado como  justa  una  causa  que  notoriamente  y  á  todas  luces  no  lo  fuese,  por- 
que en  tal  caso  faltaría  al  precepto  do  la  ley.  Yago  es  el  concepto  de  "causa  jus- 
ta," puesto  que,  el  serlo  ó  no,  dependerá  de  las  circunstancias,  y  podrá  suceder 
one  lo  que  es  pausa  justa  en  un  caso,  no  lo  sea  en  otro:  por  esto  se  deja  al  juicio 
del  juez  ó  tribunal.  Cualquiera  de  las  causas  expresadas  en.  los  núms.  3.  ®  y  7.  ® 
del  artículo  328,  el  ser  complicada  y  difícil  la  cue8tÍ9n  ó  muchos  los  documentos 
^iie  deban  examinarse,  la  ocupación  .del  letrado  en  el  despacho  de  otre  asunto- 
importante,  y  otras  análogas,  podrán  ser.causa  justa  para  otorgar  la  prórqga:  lo* 
lo  que  la  ley  se  propone  es  que  no  se  tenga  por  tjal  un  pretexto .  <^Iquiera,  sin 
otro  objeto  que  el  oe  dilatar  el  curso  de  los  autos. 


gase  presente  qué,  según  el  núns.  4.®  del  art.*  10,  cuando  la  préroga  de 
término  se  funde  en  causas.  <ine  se  reieían.especialniente  al  letrado^  deberá  éste- 
£mar  el  escrito  en  que  se  pida,  si  íapre  posible;  en  los  demás  casos  lo  firmará 
solamente  el  pi  ocurádor.  V  éaae  lo  que  hemos  díicho  sobre  esto  en  la  página  38 
■lU  oomentar  dicho  articulo,  debiendo  Advertir  <|ue  la  iadicaciikí  que  allí  hemos 
.  hecho  de  que  el  procurador  justifiqfie  la  causa,  es  con  relaeión  á  los.  números 
^*  ^1  7.  ® .  y  8.  ®  del  art.  923,  que  así  lo  pféyiene  para  bi  suspensién  de  las  ristas; . 
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no  conste  al  ji^iez  A  tribunal  Aa^ofiiej^m^a^it^í^^^i'^^  ^  U  fi%msk  qU9:  á  es^r^e 
cefíera»  s^áj$»i¡Ly^Qnte  jufitjiícarlfk^fMM^JHfp^tiigqiiei^Jt^  do^iM|[i6nto«<m'«9poli- 
,^(epte;  nun«a  4?píi  tosíigon,  flíip^nA  piíwaw  «anátii^  en  ef*o«  jea^í«.  .lío  wí» 
¿mta  ^a  fl^usa^^i  na  ftie«e  vpr^a^er^^y  ae  iiq^Lj^  @oivvi«jpencia{cteii»8tificavIik«|l 
modo  mdH?^(lo,^ufbnda^;)o  9e,^n^>n  i^n  ^et^9.|i(9^g^ÍQ„^,d«4«9.|^»e4a  <ton0r 

■■'  .;.  ^  .ir/: 

En  cuanto  ala  extensión  que  baya  de  darse  6,  laa  jg>r^rQSfiS,  ja  se  preirmo  en 


J^n  cuanto  a  la  extensión  que  naya  de  darse  a  las  prórc^?;  ya  se  preirmo  en 
la  régr)a  Ú.^  del  art.  48  del  refiflatnento  proyfsioQat  para  la  4dmin¡strac^<$n  4p 
justicia  de  1835,  que  en  ningún  cas©'  pudierau  exceder  del  téroiíno  aeñ^Iado  por 
Ja  ley. '  Por  la  Real  óiáén  de  5  de  ^j«)t¡émbre  de  1850,  se  enpargó  el  puntual  y 
ri|j[uroso  cumplimiento  de  dicha  Vegta,  dictiindose  medidas  severas  para  conse- 
guir su  ob^erFancia;  pero  poco  6  Q^da  j^e  ccpsiguió,  porque  continuo  la  corrup- 


nunéi^h  brdei;i6  li»  jey  de  3 
en  su  art.  28,  reproduciendo,  en  este  punto,  la  regla  antes  citada,  que  la  pro- 
roga  ó  "prórogas"  que  se  concedan,  en  ningún  caso  podrán  exceder  de  loa  días 
sefialado^  por  regla  general  para  el  térmieo  que  se  prorogue,"  y  esto  dio  ocaidé^ 
á  otro  procedimiento  inconveniente  por  las  dilaciones  y  gastos  que  ocaaionábfi. 
Era  genecalla  práctica.  t\indaaaei>  la  letra  de  dicho  artículo,  de  conceder  dos 
6  mas  prórogas  de  uú  mismo  términp,  lo  cual  acontecía  siempre  q^e  al  primer 
escrito  de  prÓroga  no  se  concedía  todo  el  término  permitido  por  la  ley,  en  cuyo 
caso  seguían  presentándose  escritos  pidiendo  nuevas  prórogas  hasta  obtener  ^1 
máximun.  No  debía  tolerarse  tal  procedimiento,  y  á  este  ¿n  $^e  dirige  el  art* 
307,  segundo  de  los  dos  que  son  objeto  de  este  comentario. 

Es  de  notar  que  en  la  presente  ley  se  han  ampliado  considerablemente  los  tér- 
minos más  importantes  para  la  defensa,  á  fin  de  que  los  letrandos  tengan  el 
tiempo  suficiente  para  hacerla  con  meditacién  y  «estudio,  aunque  hayan  de  aten- 
der al  despacho  de  otros  asuntos.  El  t4rmino  para  contestar  á  la  demanda  era 
antes  de  nueve  días,  y  de  seis  para  la  réplica  y  duplica,  y  ahora  se  conceden 
reinte  y  diez  días  respectivamente.  Con  esta  extensión  bien  pudieran  haber  sido 
declarados  i mprorogables,  medio  el  más  eficaz  de  todos  para  que  no  se  abuse  de 
nos»  como  lo  demuestra  el  hecho  de  que  ningún  litigante  d^ja  trascurrir  un 
los  térmitérmino  improrogable  sin  utilizar  él  recurso  ó  aotuacion  que  proceda, 
si  le  conviene:  sin  embargo,  puede  ocurrir  algún  caso  en  que  sea  justa  y  necewria 
lapréroga  para  que^o  quede  indefensa  una  parte,  y  la  ley  atiende  también  ^es- 
-ta  necesidad.  Pero  como  no  tíeria  justo  que  ñor  estás  consideracióties  resultaran 
perjudicadas  la  parte  contraria- y  la  pronta  administración  de  justicia,  se  ha  pro- 
curado coticiliar  todos  e9tes  intereses  per  medio  de  la  disposición  quecontiene^l 
citado  art.  $07,  corrigiendo  á  la  vez  él  abudo  antes  indicado. 

Seg[án  este  artículo,  *^no  podrá  pedirse  ni  concederse  más  de  una  prÓrega  sobre 
un  mismo  término,'*  de  suerte  que  arenque  al  primer  escrito  no  se  conceda  por 
todos  los  días  que  la  Icíy  permite  como  iriáüimun,  no  puede  presentarse  otro  es- 
crito pidiendqqué  se  ptorogue  éítértóno  pbr  los díaáqttferestók, según  antease 
practicaba.  Gomo  no  pu^deMhacer^e  !o  q)iqi  la  ley  ))ro)ribe,  no^eÍTetá  darse  curso 
ál  escrito  pitRetfdo-ségundk  próroga,  y  irf'la  pá'rte'ítfisiEftiere,  merécete  sil  procu- 
tador,  ó  lainisiáa  pürte  éfa  su  ¿aso,  jPtáfiübién  eWeítt^ado  si  fitmara'el  escriib,  ui|a 
^ierreccidn'difl^ipÜiÁría  ]í)br  ded|id[r  itiia  prdtettsJÓn'  que  níDhibe  la  ley  exprettn 
mente.  *  "     '■  ""'  '  ■  '^     '    ■  ■'  '  '     ' 

F^esenltailo  el  eioríto^e.prtfrogaiu^tes'deTe&oer  el  termino,  con  eitpresiéii  de 
laiCáiiBá^én  que  im  fttotle.l*  Jseiicituájrii'eS  jnex  óttarib^wi  la  estima  Terdadera  y 
jttato,  otíorgMiá  la  püSroáa  per.el  iiennio'qiie  estime  prudente,  pen^e  mú  que  fmóéa 
lexcede^  en  hingiánjcaic  decía  mitai¿de!  «efialado  por  la  ley  para  el  término  qne 
seniiorogue.  Aeí  hy  dispone  también  el  mismo  artícelo  807,  modijloimdp'e}^  4^ 
la  ley  anticua  «[ué,  como  ya  henves  indicad^  permitía  las  proiH)fits  por  ^tto 
T  tiempo  igual  al  señalada  por  la  1^.  Afn  coa  esta  i^riccÁón  Balen  teDeioladieB 
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<9o9  Ikiffaitfes  moreeos:  antes  era  de  mf^e  días  el  término  par^cez^^star,  y  con 
«tros;  nueve  de  préroga  resultaban  16i  nÍBuAe^  li^j  di^bo  |;érmmo  de  20  días  y  \^ 
BPÓsoga  de  sn  imta4,  resultan  30;  y  s^i  de^qs  «¿ros  términos  más  Importantes. 
Viéaee  «crmo  la  J^uava  Ic^,  &  la  v^que  ret^trm^ael  a^uiio  de  las  ptór6ga$,  eoncej^ 
más  amputad  para  lá  def«9Sft.  Íérmjta0  |>rese^e  qjwa  0I  juez  np  está  obligado  á 
otorgiar  la  pr6rog)fkp«r  tofb»  la  mitad  def  término,  BÍi;o  por  el  tiempo  fue  esti- 
me pnideúte''  ft^naidoA  liis  cirounBtan<}i|ts  4^1  ea§Q,  sia  que^eda  pedirse  nuera 


ÍíiBÓKOgn,  6  «a.ainp)iaoién  hasita  el  máximun»  cuando  no  Aubie^  concedido  toda 
á  mitad,  ni<  reposicién  de  su  proyiaeneia,  pprque  ooit^a  estas  resoluciones,  lo 
mismo  qu&  caandp  deniega  la  próroga  per  no  estimfir  justi^  la  causa,  no  se  d6 
recurso  alguno.  oo»o  se  preyiene  ei^  «1  n^m.  2.  ®  del  art.  306. 

La  préroga  oel  téf  mino  de  prueba  se  rige  ppr  s^  dispoaicién  especial  del  art. 
■662'*  véase  con  su  comentario. 

■i — 

Artíouio  308. 

Trascurridos  los  términos  prorogables  ó  líi  próroga  otorgada 
en  tiempo  hábil,  si  s«  hallara»  los  auto»  en  la  esQribania^  se  prac- 
ticará  lo  que  se  previene  en  el  art.  521. 

Si  los  autos  se  hallaren  en  pojder  de  alguns^  de  las  parles,  luego 
que  apremie  la  contraería  se  mandará  á  aquella  que  los  devuelva 
dentro  de  veinticuatro  horas,  bajo  la  multa  de  10  á  25  peseta 
por  cadfli  día  que  deje  trascurrir  sin  devolverlos.  Esta  multa  se 
exigirá  personalmente  de)l  procurador,  cuando)  intervenga,  á  no 
ser  que  justifique  su  inculpabilidad. 

Si  trascurren  tres  días  sin  devolverse  los  autos,  procederá  el 
actuario  á  recogerlos  de  quien  los  te£^,  bajo  su  responsabilida4 
j  sin  necesidad  de  nueva  providencia,  y  en  el  caso  de  que  no  le 
sean  entregados  ^n  el  acto  (jtel  requerimiento,  dará  cuenta  al  3uez 
^  Tribunal  para  que  dispooga  se  proceda  á  lo  que  haya  lug^r  por 
la  ocultación  del  proceso. 

Artículo  309. 

No  se  admitirá  más  de  un  escrito  de  apiremio.  Las  costas  4^1 
mismo  y  de  las  demás  actuaciones  hasta  que  se  devuelvan  ios  au- 
tos, serán  en  todo  caso  de  cuenta  4el  apremiado. 

Be  los  ''apremios"  tratan  estos  dos  artículos,  tmodificando  el  29  de  la  ley  an- 
tigua, para  que  aquellos  sean  más  eficaces,  como  se  eoeargó  al  Gobierno  en  la 
primera  de  las  bases  para  la  reforma  de  dicha  1^. 

I. 

Además  de  lo  que  hemos  expuesto  al  comentar  los  artículos  iSOl  y  902s0rbre  los 
.abusos  de  los  términos  judiciales,  debelaos  indicar  que  el  principal  de  ellos  con- 
sistía en  la  inobsenrancia  por  una  pa&,  v  en  la  insuficiencia  por  otra,  de  las 
disposiciones  relativas  á  los  apremios.  En  la  regla  2.  *  del  art.  48  del  reglamento 
pporiffional  para  U.  sdmimatttacién  de  justicia»  d^pués  4e  preyenir  que  fueran 
I^Becisos  y  percntoriiotflos  términos,  y  que  ^o  púdieramprorogarse  sino  por  eaiua 
.?jvta  y -rerdadera  y  por  el  tiempo  absolutamente  necesario,  sin  que  en  ningún 
^«sse  pudiera  exoeder  deltélmino  señelad(0  por  la  lev^  se  anadié:  '^debiendo  bastar 
«iémpre  el  que  séticuse  una  «al#  rebeldía,  cuijapliao  que  áea  el  término  resqpiee- 
^y^,  fsra  que  sin  nece^dad  é$  9ia|»o(úal  |>roTÍdeitcia^  despache  el  apremio  y  se 
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i«cojan  los  autos  á  fin  de  darles  su  debido  curso."  La  inobserraaeia  de  estáis 
prescripciones  légrales  y  las  corruptelas  de  la  práctica  en  los  apremios  llegaroiv 
Íl  tal  extremo,  que  en  la  Real  orden  de  5  de  Setiembre  de  1850,  ya  citada,  se  con- 
algnó  á  este  proposito  y  j>ara  justificar  la  severidad  de  sus  medidas  lasiflruienter 
"A  pesar  de  tan  termioantes  disposiciones  (las  de  la  regla  2.  ^  antes  citada),, 
«e  Ha  ^neralizado  y  continúa  en  auniehto  la  corruptela  de  haber  de  acusar,  no 
una  sino  muchas  rebeldías,  dando  así  lugar  á  la  expedición  de  apremios  repeti- 
dos y  }>0T  tanto  nominales,  que  más  parecen  por  lo  mismo  encamiMtdos  á  dimtar 
el  juicio  j  atenuar  el  prestigio  del  tribunal,  que  á  hacer  respetar  su  autoridad: 

<  los  términos  se  proro^n  por  causas  frivolas,  6  sin  alegarlas,  convirtientiendo 
así  en  recurso  ordinario  y  común  la  prudente  y  equitativa  excepción  hecha  en 
la  mencionada  regla  2.*  :  en  vez  de  recoger  los  autos  sin  necesidad  de  espcnial 
providencia,  trascurrido  el  término  de  la  préroga,  hánse  inventado  las  abusivas 
diligencias  y  providencias  de  ''requerimiento  de  devolución,  de  j^rimera,  segunda 
y  aún  tercera  recogida,'"  dandq  todavía  á  alguno  de  estos  viciosos  trámites  la 
ostentosa  y  prolija  sustanciación  ^ue  al  apremio  principal;  y  en  consecuencia  de 
todo  ello,  no  sólo  los  nuevos  términos,  concedidos  y  disfrutados  á  la  sombra. del 
abuso  por  la  cavilosidad  y  el  interés  de  los  litigantes  temerariocr,  exceden  del 
'aefialado  por  la  ley  como  perentorio,  sino  que  abarcan  el  neoesario  para  habes 
terminado  el  pleito,  y  para  quebrantar  la  paciencia  y  los  recursos  del  litigante 
más  infatigable." 

Poco  se  adelantó  con  las  severas  disposiciones  de  esta  Real  orden,  debido  sin 
duda  á  la  falta  de  sanción  penal  y  por  no  haberse  dictado  los  medios  coercitivos 
que  pudieran  emplearse  para  la  recogida  de  los  autos,  dando  con  esto  luffar  á 
prácticas  diferentes.  Le  mismo  jf  per  la  misma  razón  ocurrió  con  el  artículo  29 
de  la  ley  de  1855,  el  cual  se  limito  á  reproducir  sustancialmente  la  disposición 
de  la  regla  2.  *  antes  citada.  En  él  se  ordenó  que  "trascurridos  los  termino» 
prorogables  ó  las  prórogas  otorgadas  en  tiempo  hábil,  se  recogerán  los  autos  al 
primer  apremio,  á  costa  del  apremiante,  y  seguirá  adelante  la  sustanciación  dé 
éstos,  según  su  estado."  Es  verdad  que  en  cumplimiento  de  lo  que  en  él  se  pre- 
TÍene,  al  primer  apremio  se  acordaba  la  recogida  de  los  autQ8,eQ  unos  juzgados  y 
tribunales  conminando  á  la  parte  con  una  multa  si  no  los  devolvía  en  el  acto 
de  la  notificación  ó  dentro  de  una  audiencia,  y  en  otros  expidiéndose  manda- 
miento de  apremio  para  que  un  alguacil  recogiera  los  autos  si  la  parte  no  los 
entregaba  ó  devolvía  en  el  acto  de  la  notificación;  pero  rara  vez  se  exigía  Im 
miüta  ni  producía  efecto  la  gestión  del  alguacil,  viéndose  obligada  la  parte  apre 
miante  á  presentar  dos  yjnás  escritos  de  apremio  para  poder  conseguir  después 
de  muchos  días  que*se  recogieran  los  autos  y  se  les  diera  el  curso  correspondiente. 
No  habiendo  dado  dicha  disposición  el  resultado  apetecido,  necesario  era  re* 
formarla  para  hacer  eficaces  los  apremios,  como  se  había  mandado  en  la  ley 
de  bases.  Fué  este  punto  objeto  de  serias  meditaciones  en  la  Comisión  de  Co- 
dificación, y  reconociéndose  que  la  malicia  ó  el  interés  de  los  litigantes  siem- 
pre encontraría  medios  para  retener  los  autos,  cuando  les  convenga  la  dila- 
ción, cualquiera  que  fuese  la  dureza  de  las  medidas  coercitivas  que  se  emplearan 
para  la  recogida  ae  aquellos,  como  había  demostrado  la  experiencia,  se  con- 
TÍno  en  que  para  evit-ar  estos  inconvenientes  no  había  otro  remedio  que  hacer 
innecesarios  los  apremios,  no  saliendo  los  autos  de  la  escribanía,  y  supléndor 
los  con  copias  de  los  escritos  y  documentos,  como  se  practica  en  el  Consejo  de 
Estado.  De  este  modo,  trascurrido  el  término,  pu  de  darse  á  los  autos  el  curso 
que  corresponda,  sin  las  dilaciones  y  gastos  de  los  apremios  y  Tecogidas,  y  á 
esto  responde  la  reforma  radical  hecha  en  el  procedimiento,  contenida  en  los 

artículos  515  y  siguientes. 

n. 

De  acuerdo  con  dicha  reforma,  se  ordena  en  el  art.  308,  primero  de  este  co- 
mentario, que  "trascurridos  los  términos  prorogables  ó  la  próro^a  otorgada 
en  tiempo  hábil,,  si  se  hallaran  los  autos  en  la  escribanía,  se  practicará  lo  que 
.  se  previene  en  el  aTt.  521,"  esto  es,  á  instancia  de  la  parte  contraria  se  dictar 
]rá  providencia  dando  á  los  autos  el  curso  que  corresponda:  si  en  el  mismo  día 
en  que  se  notifique  esta  providencia,  presenta  dicha  pacte  elesqrite  que  pr»-^ 
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ceda,  se  le  admitirá  y  producirá  sus  efectos;  pero  si  no  lo  presenta,  ya  no  pue- 
de ser  admitido,  y  al  día  siguiento  so  ejecuta  aquella  proTidencie,  que  lia  que- 
dado firmo  por  ministerio  de  la  ley,  y  se  lleva  adelante  la  sustanciación  de  los 
juitos,  según  su  estado.  Ño  puede  ser  más  sencillo  el  procedimiento,  ni  puede 
ofrecer  la  menor  dificultad  puesto  que  los  autos  se  hallarán  en  la  escribanía. 
~  Pero  puede  ocurrir  que  los  autos  se  hallen  en  poder  de  una  de  las  partes, 
puesto  que  la  ley  autoriza  para  entregarlos  cuando  lo  exige  la  índole  del  trá- 
mite ó  actuación  que  haya  de  eracuarse.  como  para^  hacer  el  resumen  de  las 
pruebas  (art.  669),  para  instrucción  en  la  segunda  instancia  (art.  856),  y  en 
otros  casos:  entonces  son  ineludibles  el  apremio  y  la  recogida,  porque  de  otro 
modo  no  sería  posible  dar  á  los  autos  el  curso  correspondiente.  ^£1  mismo  ar- 
tículo 308  se  hace  también  car^o  de  este  caso,  delnerminando  con  precisión  en 
MOB  párrafos  2  ®  y  3  ^  el  procedimiento  y  las  medidas  coercitiyas  que  para  ello 
habrán  de  emplearse. 

Según  lo  que  en  él  se  ordena  para  el  caso  indicado  de  que  los  autos  se  ha- 
llen en  poder  de  una  de  las  partes  y  haya  trascurrido  el  término  sin  deyolTor- 
los,  luego  que  la  contraria  ])resent6  el  escrito  de  apremio,  pues  no  ha  de  pro- 
cederse  de  oficio,  dictará  el  juez,  6  la  Sala  en  su  caso,  proTidencia  mandando  se 
haga  saber  á  la  parte  que  tenga  los  autos,  que  los  deTuelya  dentro  de  24  ho- 
ras, bajo  la  multa,  que  se  fijará,  de  10  á  25  pesetas  por  cada  día  que  deje  tras-^ 
currir  sin  devolverlos.  Si  los  devuelve  dentro  de  las  24  horas,  queda  cumplida 
la  providencia,  realizado  el  objeto  del  apremio,  y  no  hay  que  hacer  otra  cosa, 
sino  dar  á  los  autos  el  curso  que  corresponda;  pero  si  no  los  devuelve  dentro 
de  las  24  horas,  desde  que  éstas  trascurran  tiene  que  pagar  la  multa  impuesta 
por  cada  día  que  pase  sin  devolverlos,' aunque  lo  verifique  sin  esperar  á  la  re- 
cogida. Cuando  la  parte  esté  representada  por  procurador,  ha  de  exigirse  de 
éste  * 'personalmente"  dicha  multa,  porque  no  sería  justo^  que  la  pena  de  su. 
morosidad  recayera  sobre  su  poderdante,  á  no  ser  que  justifique  su  inculpabi- 
lidad; excepción  justa,  de  que  luego  hablaremos. 

Dictada  dicha  providencia,  al  juez  sólo  corresponde  vigilar  para  que  se  cum<^ 

51a:  la  lejr  encarga  lo  demás  al  actuario.  Este  debe  esperar  tres  días,  contados 
esde  el  silente  al  de  la  notificación  do  a(^uella,  y  si  dentro  de  ellos  no  se 
devuelven  los  autos  á  la  escribanía,  al  día  si&fuiente  procederá  por  sí  mismo- 
á  recogerlos  de  quien  los  tenga,  sin  necesidad  de  nueva  providencia.  Y  debe 
hacerlo  el  actuario  bajo  su  responsabilidad  al  día  siguiente,  ó  sea  así  que 
trascurran  los  tres  días,  porque  no  fijándose  termine  para  esto,  ha  de  enten- 
derse "sin  dilación,"  como  se  ordena  en  el  art.  301,  según  el  cual  será  corregi-^ 
do  disciplinariamente  si  incurre  en  morosidad,  además  de^  quedar  obligado  á 
la  indemnización  de  perjuicios,  á  la  parte  agraviada.  La  diligencia  de  recogida 
está  limitada  á  requerir  al  procurador,  ó  á  la  parte  en  su  caso,  para  que  le  en- 
tregue los  autos,  consignando  la  contestación  ó  el  resultado  que  diere  este  re- 
querimiento; y  si  el  procurddor  manifiesta  y  acredita  con  su  libro  de  conoci- 
mientos ^ue  los  autos  se  hallan  en  poder  del  abogado,  hará  á  éste  en  seguida 
el  actuario  igual  requerimiento,  pues  la  lev  ordena  se  recojan  '*de  quien  loa- 
tenga."  Estos  requerimientos  se  narán  en  la  forma  que  previene  el  art.  275,  y 
por  cédula  conforme  al  266  cuando,  á  la  primera  diligencia  en  busca,  no  fuere 
hallada  en  su  habitación  la  }>ersona  que  tenga  en  su  poder  los  autos. 

Tanto  en  el  caso  de  que  sean  devueltos  los  autos  ala  escribanía,  como  cuan- 
do los  recoja  el  actuario,  si  al  entregarlos  se  acompaña  á  ellos  el  escrito  que 
proceda,  no  podrá  éste  ser  rechazado,  y  producirá  sus  efectos,  porque  no  lo 
prohibe  la  le^,  V  porque  en  los  términos  prorogables  no  se  pierde  el  derecho* 
por  haber  dejado  de  usarlo  dentro  del  plazo  legal,  mientras  no  se  dé  á  los  au- 
tos el  curso  que  corresponda;  pero  si  se  presenta  después^  no  deberá  ser 
admitido,  en  razón  á  que  ya  ha  pasado  el  trámite  ó  período  en  que  debió  pre- 
sentarse aquel  escrito  y  la  ley  nunca  permite  retroceder  en  el  procedimiento. 
Esta  doctrina  está  conforme  con  lo  que  se  establece  en  el  artículo  521  para  el 
caso  en  que  obren  los  autos  en  la  escribanía,  v  se  deduce  además  del  mismo 
artículo  que  estamos  comentando:  de  otro  modo  no  sufriría  el  moroso  la  pena 
-principal,  que  le  impone  la  ley,  de  perder  el  trámite  que  haya  dejado  de  utili- 
zar á  su  tiempo,  dando  á  los  autos  el  curso  que  corresponda  luego  que  se  de- 
Tuelvan  6  recojan  en  virtud  del  apremio,  y  se  retrocedería  en  el  procedimien- 
to con  perjuicio  de  la  parte  contraria. 

Tomo  II.— 5 
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Devueltos  6  recogidos  los  autos,  debe  dar  cuenta  sin  dilación  el  »t*!u*rÍ6 
para  que  el  juez  dicte  la  providencia  que  corresponda  á  fin  de  c(üe  si*an  BU 
curso.  Pero  si  no  le  fueren  entrenzados  en  el  acto  del  requerimiento,  sin  prac- 
ticar ninfifuna  otra  diligencia  para  recog^érlos,  **dará  cuenta  al  fn^z  6  tribunal 
para  qm^  disponga  se  proceda  á  lo  aue  haya  lugar  por  la  ocuttaci<$n  délproct- 
80."  Nótese  que  al  ordenarlo  así  el  párrafo  último  del  art.  308,  efstábleée  lü 
presunei<Sn  detlerecho  de  ser  maliciílsa  y  punible  la  ocultación  de  los  áüto»» 
•cuyo  hecho,  se  cometa  ó  no  con  ánimo  de  defraudar  ó  perjudicar'  "ft  la  parte 
contraria,  oonstitUve  el  delito  previsto  en  el  nóm.  9  del  att.  548  dfei  tJodigo 
penal  vigente.  Deberá,  pues,  acordar  el  juez  aue  se  saque  el  táhto'dé  cul^A 
para  proceder  crimiixalménte  centra  el  responsable  de  la  ^lícultkción  del  {pro- 
ceso, 10  ctikl  habrá  de  entenderse  sin  perjuicio  de  exigir  la  multa  iínpu3sta  pét 
vía  de  apremio  para  la  devolución. 

III. 

Según  el  art.  223  de  las  Ordenanzas  de  l»s  Audiencias,  aplicable  á  los  {uzea- 
dos conforme  al  65  de  su  reglamento,  los  procuradores  son  responsabíes  del 
atraso  ó  extravío  de  loa  procesos  que  se  les  hiibieren  entregado,  y  por  consi- 
guiente contra  ellos  han  de  dirigirse  los  apremios  para  la  exacción  de  la  mul- 
ta y  proc3dimiento  criminal  en  su  caso,  antes  iddicados.  Pero  como  tienen  el 
deber  de  entregarlos  al  abogado  director  de  la  parte  para  su  despacho,  sería 
injusto  hacer  recaer  sobre  ellos  las  consecuencias  del  apremio,  cuando,  des- 
pués de  haber  practicado  inútilmente  las  gestiones  oportunas  para  recógfer  los 
autos,  sea  el  abogado  quien  los  retenga  en  su  poder.  Por  esto  se  previene  en 
el  artículo  que  estamos  comentando,  que  la  mtilta  se  exigirá  personalmente 
del  procui*aaor,  **á  ho  ser  que  justifique  su  inculpabilidad,  y  lo  mismo  ha  de 
entenderse  respecto  del  procedimiento  criminal.  La  misma  excepción  se  ha^ 
Haba  establecida  en  la  ley  9  * .  tít.  24,  lib.  5  ®  de  la  Novísima  Recopilación» 
la  cual,  después  de  expresar  que  los  procuradores  que  recibieron  los  procé*so8 
están  obligados  á  tornarlos  á  la  escribanía,  bajo  la  pena  que  determina,  aña' 
de:  ^'y  so  la  misma  pena  el  procurador  los  cobro  del  letrado,  y  el  letrado  los 
vuelva,  "habiendo  dado  conoscimiento." 

Este  es  el  medio  legal  que  tienen  los  procuradores  para  justificar  su  inculpa;- 
l)ilidad:  acreditar  con  la  exhibición  de  su  libro  de  conocimientos,  que  el  letra- 
do tiene  cargados  los  autos.  El  art.  311  de  las  citadas  ordenanzas  de  las  Au~ 
diencias.  aplicable  también  á  los  juzgados,  impone  á  todo  procurador  la  obli- 
gación da  llevar  dicho  libro,  **en  el  que  recogerá  los  recibos  de  los  abogados," 
cuando  les  pase  los  procesos.  El  procurador  que  por  confianza,  ó  por  negligen- 
•c\A  inexcusable,  no  llene  este  requisito,  como  sucede  con  frecuencia,  será  res- 
ponsable de  las  consecuencias  del  apremio;  pero  si  al  ser  requerido  para  la  en» 
trega  de  los  autos,  ó  en  el  recurso  de  audiencia  en  justicia  que  conforme  al 
art.  454  puede  entablar  contra  la  imposición  de  la  multa  como  corrección  disci- 
plinaria, ó  en  la  causa  que  se  forme  por  la  ocultación  de  los  autos,  acredita  coa 
su  libro  d3  conocimientos  que  los  entregó  bajo  recibo  al  letrado,  éste  será  res- 
ponsable, tanto  de  la  multa,  como  de  la  ocultación  de  los  autos,  si  no  los  en- 
trega al  actuario  en  el  acto  del  requerimiento. 

Cuando  no  intervenga  procurador,  las  responsabilidades  antes  indicadas  re- 
caerán sobre  la  parte  que  haya  tomado  los  autos,  con  la  misma  excepción  de 
inculpabilidad  en  el  caso  de  ser  el  letrado  quien  los  retenga  indebidamente.  Y 
como  las  partea  interesadas  no  están  obligadas  á  llevar  libro  de  conocimientos, 
habrá  de  permitírseles  que  justifiquen  por  otros  medios  haber  entregado  loli 
autos  al  abogado,  y  que  éste  es  quien  los  oculta  6  retiene. 

IV. 

Como  complemento  de  la  doctrina  expuesta  y  del  pensamiento  del  le^slar 
•dor,  se  ordena  en  el  art.  909,  sesfundo  de  este  comentario,  que  "no  se'ádmitÍT4^ 
más  dé  un  esdrito  de  apremio."  de  consiguiente,  no  sé  puede  dar  ciirso  al  se- 
gundo y  ulteriores  escritos  aue  se  presenten  con  ese  objeto,  y  deberá  el  actua- 
*io  no  admitirlos,  porque  la  ley  lo  prohibe  expresamente;  y  en  el  caso  de  que  por 
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««éistentíia  de  iá  píirtes.e  vea  ptecisado  á^dar  (^enta,  el  juez  lo  rechazará  de 
plano.  Pero  á  la  vet  que  él  juess  ó  la'Sála  adopte  esta  iresolación  en  cúnlpHmieA- 
tú  del* ley,  tetídril  el  délyET  de  dnteirarse  del  estado  de  los  áñtos,  y  hacer  que 
Be  cumpla  lo  que  preneneel  arfe.  308,.  coif rigiendo  disteiplinariamente  de  oficio 


*ficümdo  en  eHa,  y  t>ara  i'ecláíraar  la  indemni£a6í6n  de  perjuicios,  confomííí  ál 
Jffc.'SOl;  peto^ftt)^TiB¿íentár  aegundo  escrito  de  aprpmio,  porque  lo  ^rohlBe  la 
ley  eitpi%saineiíté. 

Préftíeúe,  ¡oót  último,  él  mismo  art.  309,  dé  acuerdo  con  el  2Í  de  la  ley  anti* 
Érua,  y  con  ero.®  del  Eeal  decreto  de  22  deFfebrero  de  1838;  qus  las  costas  del 
escrito  de  at^reinitit  y  de  las  demás  actuaciones  hasta  que  se  devuelvan  los  autes, 
eer&n  **Id;i  tode  caso"  de  cuenta  dfel  apremiado;  de  suerte  que  sea  cual  fuere  hk 
oettdeiiaciéníde  costas  en  definitiva,  como  se  dijo  en  dicho  Real  decreto,  el 
apremiado  ha  de  pag^ar  todas  las  costas  á  que  dé  ecasión  el  apremio.  Por  con- 
siguiente, podrán  exigírsole  desde  luego  por  la  vía  de  apremio  á  instancia  de  la 
parto  contraria,  si  no  las  hubiere  satisfecho  antes  que  esta  solicite  la  tasación, 
^omo  se  previene  en  el  art.  421.  Para  ello,  hecha  y  aprobada  la  tasación,  se 
formará  pieza  separada,  á  fin  de  que  no  se  suspenda  el  curso  del  negocio  prin- 
cipal, cuando  á  la  parte  int^re9a4a.moje.conreaga  esperar  á  que  éste  se  termi- 
ne para  e^cigir  dichas  costas. 


Antes  de  eoncluií^tccomentajrio,  ycomó  complemento  del  mismoyüe  ioqUe 
expondremos  en  el  art.  del  312,  sera  conveniente  hacer  notar  bw  diferencia  que 
existe  entre  el."apr®n¿9"  y  la  * 'rebeldía,  "A  fin  4e  q^uepuedan  emplearse  estos 
dos  recursos  con  el  debido  acierto,  aplicando  cada  uño  de  ellos  al  caso  que  co- 
rresponda. 

Aqteeidela  Ifl^derUIS^.no  fué  isniforme  <ffo|>re  esta  materia  la  prActioade 
Aueatros  tribunales  y  juzgados:  en  unos,  se  confundCan  dichos  dos  medios  pro- 
cesales de  tal  modo  que,  para  reclamar' la  davolución  de  los  atitos,  se  acusaba 
la  rebeldía  solicitando  á  la  vez  que  se  despachara  el  apremio,  cuya  práctica  se 
<]piería  aplDiyar  en  las  pi^abras  AeJa  Té(ili¿2t^^  ar]b.48Ldel  fieglftmento  proviiio- 
nal:  en^ otros,. pon gl  m^^mo  objeto  se  acusaba  prifuero  la  reoeldüi,  pidiendo  al 
bVopio  tiempo  se  hiciese  saber  á  la  parte  que  devolviese  los  autos  dentro  del 
breve  término  que  se  le  señlara,  bajo  apercibimiento  de  lo  que  hubiese  lugar^y 
-^mayidone  cíuqiipitaísoii  grtia>pro7Í4eQeia  entonces  sé  soHeitadia  el  apremio*;  y  en 
atrios,. se 'les  ccp^»ic^er^ba,  cerno  cosa»  enteramente  distintas,  cuya  aplicación  de- 
bía téiier  lugar  en  casos  diierentés. 

Y  así  es  en  efecto:  cuando  él  demandado,  después  de  haber  sida  emplazada, 
no  compitfecoé  haéer  uso  de  su  brecho  dentro  del  térmiiM  del  emplatamien. 
to,  no  se  encuentra  en'el  mismo  caso  que  cuando,  después  do  haber  compareci- 
do y  ocupado  los  autos,  deja  Aasar  el  término  sin  devolverlos.  Estos  dos  casos 
éo^mnv  diétititoii  en  au  eseáfiay  en  sitséincuñfirOancias,  y  t>er  lo  mi^o  deben 
s^r^mbiéñ^iferentefiílate  roQiiTBOs  que  en  eada  mnio^/de  eliósse  enpleenpara 
rgmpver  el  ^Tt^pjrpecin^ie^t^o  de  las  actaiacifines  y^seguiriadelante  la  sustancia- 
-cloh  de  los  autos.  Bn  él  primWcitóo,'cirdámanaad6  se  constituye  en  rebeldía, 
porque  rebelde  y  contumaz  es  el  que,  desobedeciendo  el  manaato  judicial  en 
yjrtud del eoal ¿a st^opMbltoado,  no  oef9#ar«^(^ií defend^nse  óá  usar*dp su 
4er^cho»  y  eiürónces  nfocede  por  lo. tanto  la  acusación  de  re^eMía;  en  el  segu^i- 
oo,  no  és  ret>e1iie  el  demandado,  en  li^  acepción  forense  de  esta  palabra,  p^orque 
ha  obedecida  ¡^  teépetado  el  inaBidate^deljiíe^í  acudiendo  al  UaipiMíento;  pero 
retiene  indebidamente  los  autos  y  es  necesario  obligarle  á  que  los  devuelva, 
para  lo  cual  se  emplea  el  apremio,  sin  que  haya  ahora  que  acusarle  de  rebeldía, 
porque  no  es  rebelde  como  hemos  dicho.  Así  es  que  por  ''apremio,",  en  el  sen- 
tido deque  bé trata;  se  éáúst^e  él  auto  ó^búandamiéttto  que  dicta  el  jnéE  para 
qne  xitík^e  farbdrtéfiílitigaá'íefei  devuelva  los  aíuteÉi^üe  retiene  indebidainejite;  . 
ftai!k^bién  la  medSda  coercitiva  qneáe  émpíleai  fin  de  ^tte  tenga  ItiiíaT  dieha 
aerolaci'Ón:  y  ''rebeldía"  es  la  no  comparecencia  al  ftíkio  del  que  ha  sido  etta« 
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jdo  6  emplazado  con  cualquier  objeto  }>or  juez  6  tribunal  legítimamente  coos- 
iituido,  dentro  del  término  de  la  citación  ó  emplazamiento. 

Seffún  estos  principios,  "agremiarles  pedir  una  de  las  partes  al  juez  que 
^nande  y  obligue  á  la  contraria  á  que  deruelTa  los  autos  que  retiene  después  de 
Tencido  el  térmeno,  empleando  las  medidas  coercitiyas  de  aue  puede  hacer  usoc 
?'4e^achar  el  apremio  es  poner  ya  en  ejercicio  esas  medidas  coercLtiyas;  y 
"acusar  la  rebeldía^'  es  pedir  uno  de  loa  litigantes  al  juez  que  declare  contu- 
maz y  rebelde  al  que,  habiendo  sido  emplazado,  no  ha  comparecido  en  el  jui- 
cio dentro  del  término  del  emplazamiento.  De  manera  que  al  que  se  constitu- 
ye en  rebeldía  no  se  le  puede  apremiar  por  la  sencilla  razón  de  que  mo  habiendo 
«omparecido,  no  puede  haber  ocupado  los  autos;  y  á  la  parte,  contra  quien  se 
pide  el  apremio,  no  se  le  puede  con  propiedad  acusar  la  rebeldía,  porque  si 
«ompare&ió  en  el  juicio,  como  es  necesario  para  que  haya  ocupado  los  autos, 
ño  es  rebelde.  Véase  con  cu&nta  razón  la  nuera  ley,  como  ya  lo  hizo  la  de  1855, 
distingue  el  apremio  de  la  rebeldía,  determinando  los  casos  en  que  debe  em- 
plearse el  uno  y  el  otro  medio. 


Artículo  310. 

Serán  improrogables  los  términoa  señalados: 

1**  Para  comparecer  en  juicio. 

2?  Para  proponer  excepciones  dilatorias. 

39  Para  interponer  los  recursos  de  reposición,  apelación  ó  sú- 
plica, j  preparar  ó  interponer  los  de  queja  por  la  no  admisión  de 
la  apelación. 

4"  Para  pedir  aclaración  de  alguna  sentencia,  ó  que  se  supla  Is 
•  omisión  que  en  ella  se  hubiere  cometido. 

5?  Para  presentarse  el  apelante  ante  el  Tribunal  superior  en 
virtud  de  emplazamiento  hecho  á  consecuencia  de  haberse  admi- 
tido una  apelación . 

6^  Para  comparecer  ante  el  Tribunal  superior  con  el  corres^ 
pendiente  testimonio,  á  mejorar  la  apelación  admitida  en  un 
efecto . 

7?  Para  pedir  certificación  de  la  sentencia,  á  fin  de  interponer 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  legal,  y 
para  formalizarlo  en  el  Tribunal  Supremo. 

8?  Para  interponer  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma^ 

9^  Para  presentarse  ante  el  Tribunal  Supremo,  á  consecuencia 
de  liaberse  admitido  dicho  recurso  de  casación,  ó  recurrir  en  qne* 
ja  de  la  providencia  en  que  se  deniegue  la  certificación  de  la  sen- 
tencia ó  la  admisión  del  recurso. 

10  Cualesquiera  otros  respecto  á  los  cuales  haya  prevención 
expresa  y  terminante  de  que,  pasados,  no  se  admitan  en  juicio  la 
acción,  excepción,  recurso  ó  derechos  para  que  estuvieren  conce- 
didos. 

Este  artículo  contiene  las  mismas  prescri]>ciones  que  el  90  de  la  ley  antiguai, 
«on  el  que  concuerda,  pues  aunque  se  ha  variado  la  redacción  de  algunos  pá- 
rrafos para  ponerlos  en  armonía  con  otras  disposiciones  de  la  nuera  ley,  no  ha 
liabido  alteración  ep  el  fondo  de  sus  preceptos.  En  41  se  fijan  las  escepcion^^<' 
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de  la  regla  general  establecida  en  el  307,  según  la  cual  son  proro^ables  todos 
los  términos  judlcmles  cuya  próroga  no  esté  expresamente  prohibida  por  la 
ley;  prohibición  que  se  determina  en  el  presente,  designando  las  actuaciones 

Ír  recursos,  cuyos  términos  son  improro^ables  para  dicho  efecto,  á  fin  de  que 
os  jueces  y  tribunales,  á  la  vez  que  los  litigantes,  tengan  una  norma  segura  é 
inyarlable  en  asíunt©  de  tanta  importancia  y  trascendencia. 

En  los  párrafor  marcados  con  los  números  1-®  al  9.®  inclusive,  se  determi- 
nan concretamente  los  recursos  y  actos  judiciales,  cuyos,  términos  son  impro- 
rogablés:  para  evitar  repeticiones  véanse  en  el  mismo  artículo  310,  consultan- 
do en  cada  caso  los  artículos  en  que  se  fija  la  duración  del  término  correspon- 
diente. Pero  no  son  solamente  los  términos  á  que  dichos  números  se  refieren 
los  que  tienen  el  carácter  de  improrogables:  hay  otros  varios  de  la  misma  na- 
turaleza, y  por  esto,  después  de  enumerar  los  de  uso  más  común  y  frecuente  en 
todos  los  juicios,  en  el  número  10  se  establece  una  regla  general,  que  los  com- 
prende todos. 

Según  dicha  disposición,  son  improrrogables  cualesquiera  otros  términos, 
además  do  los  designados  expresamente,  "respecto  álos  cuales  haya  preven- 
ción expresa  y  terminante  de  que,  pasados,  no  se  admitirán  en  juicio  la  acción, 
excepción,  recurso  ó  derechos  para  que  estuvieren  concedidos."  Nótese  que. 

{)ara  considerar  improrogable  un  término,  ha  de  ser  * 'expresa  j  terminante" 
a  prevención,  de  la  ley  de  que,  trascurrido,  no  se  admita  en  juicio  la  acción, 
excepción,  recurso  ó  derecho  á  que  se  refiera:  por  consiguiente,  los  términos 
respecto  de  los  cuales  no  contenga  la  lejr  esta  prevención,  serán  prorogableg, 
y  estarán  comprendidos  en  las  prescripciones  de  los  artículos  306  al  309. 

Si  se  consultan  los  vario-  casos  comprendidos  en  la  dist>OBÍeión  que  estamos 
comentando,  severa  que  la  ley  se  expresa  en  términos  tan  explícitos  que  no  de- 
jan lugar  á  dudas,  declarando  unas  veces  categóricamente  qi^  el  término  es  im- 
prorogable, y  diciendo  en  otras  que,  trascurrido,  no  se  admita  el  recurso,  de- 
recho ó  acción  que  se  ejercite;  ó  que  no  se  dé  curso  al  escrito,  lo  cual  da  tam- 
bién al  término  dicho  carácter  de  improrrogable,  fin  el  primer  caso  se  hallan 
los  términos  sefialados  en  los  ortículos  553,  559,  890  y  otros,  y  todos  los  que 
pertenecen  al  juicio  de  desahucio  y  á  la  ejecución  de  su  sentencia,  por  haberlos 
declarado  improrrogables  el  artículo  1568.  En  algún  caso,  como  en  el  del  898, 
la  ley  concede  al  tribunal  la  facultad  de  fijar  el  término  con  la  calidad  de  im- 
prorogable, y  cuando  esto  ocurra,  no  puede  negarse  tal  carácter  á  dicho  térmi- 
no, y  lo  mismo  cuando  la  ley  señal  un  máximum  improrro^ble,  como  sucede 
respecto  del  término  de  prueba,  que  llega  á  ser  improrrogable  cuando  se  conce- 
de ó  se  prorroga  por  todo  el  tiempo  que  permite  la  ley.  En  todos  estos  casos, 
esto  es,  siempre  que  la  ley  declara  expresamente  que  un  término  es  improrro- 
gable, no  se  puede  prescindir  de  darle  este  carácter  para  ios  efectos  que  deter- 
mina el  art.  312. 

En  el  segundo  caso,  aunque  la  ley  no  declare  expresamante  que  el  término  es 
improrrogable,  ha  de  ser  considerado  con  este  carácter  para  dichos  efectos  siem- 
pre que  ordene  que,  trascurrido,  no  se  admita  en  juicio  la  acción,  excepción,  re- 
curso ó  derechos  para  que  estuviere  concedido,  como  se  previene  en  el  núm,  10 
del  art.  310,  que  estamos  comentando.^  Para  expresar  este  pensamiento,  en  las 
diferentes  disposiciones  en  G[ue  se  consigna,  no  se  emplea  siempre  la  misma  lo- 
cución. En  el  art.  90,  por  ejemplo,  se  dice  que  la  audiencia  á  las  partes  del  ofi- 
cio de  inhibición,  en  las  cuestiones  de  competencia,  "será  sólo  por  tres  días,  pa- 
sados los  cuales  fin  devolver  los  autos,  se  recogerán  de  oficio,"  con  escrito  ó  sin 
él:  en  el  411,  que  se  tendrán  por  abandonadas  las  instancias  y  "'caducarán  de 
derecho,"  si  no  se  insta  su  curso  en  los  plazos  que  en  él  se  fijan:  en  los  artículos 
775,  776  y  777,  que  para  que  pueda  prestarse  audiencia  al  condenado  en  rebel- 
día, *'se  necesita  indispensablemente"  que  la  pida  dentro  del  i>lazo  que  para  ca- 
da caso  se  determina:  en  el  905,  que  ^'quedará  prescrita  la  acción"  ae  responsa- 
bilidad civil  contra  jueces  y  magistrados,  si  no  se  entabla  la  demanda  dentro 
del  plazo  que  ^n  él  se  señala:  en  el  1411,  ^ne  el  embargo  preventivo  "queda  nu- 
lo de  derecho"  y  "se  dejará  sin  efecto,"  si  no  se  pide  su  ratificación  dentro  de 
20  días:  On  el  1618,  que  "para  que  pueda  darse  curso  á  las  demandas  de  retrac- 
to," se  requiere  que  se  interpongan  dentro  de  nueve  días;  y  así  en  otros.  En  to- 
dos estos  Casos,  no  cabe  duda  que  los  términos  son  improrrogables,  como  dire« 
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mos  al  comenUrlos  en  sn^^  Ingur^  r^p^tÍTO^  pueito  qm  la  ley  pr^t^B^  ^*> 
presAmeQte,  aunque  con  diferentes  locucjione)?,  qué  "pajeados»  no  se,  admitan  en 
juicio  la  acción,  excepción,  ireburso  ó  4erecIiQS  pa^a  que es(án  concedidos."  o  woe' 
ae  t^Dga  por  caducada  el  derecha  y  perdido  el  tramite,  o  recurso  qu&hubier0  de- 
jado de  utilizarse.  . 

Indicaremos,  por  úÍtÍmo,  quG  se^ún  tiene  .declarado  el  Tribunal.  Súj^i^a^e?' 
fi^teiicia  d&  10  de  Didembre  de  1864,  dictada  en  un  rec\ir<so  de  apéla^i^n»  *'lo8 
totumos  prorro^^ableá,  traaourrido^  sin  solicitarse  prórroga  dentro  de^^^g^ 
líacün  improrrogable?^;'*  y  lo  m bino  habrá  de  entenderse  cuapdp  hubiere  tras-* 
cur^^iíjü  lü  prórroga  aolieitada  j  concedida  oportunamente:  en  tales  /^asos,  real- 
mente m  hacen  improrrogablee  los  términos,  porque  ya  i^q  pueden  proip-ogarse* 
Bin  embargo,  i  Iq&  qu*'  ao  hiilbn  en  este  caso  no  son  apUgables  en  abaoluto  las 
disposidüBea  del  art.  ¿13,  como  diremoaen  su  comentario. 


Artículo  311. 

Los  términos  improrrogables  no  podrán  suspenderse,  nt  abrir- 
se después  de  cumplidos,  por  vía  de  restitución,  ni  por  otro  mo* 
tivo  alguno. 

Sólo  por  fuerza  mayor  que  impida  utilizarlos,  podráíí  suspen- 
derse durante  su  ourso^ 

t 

El  primer  páimúBi^ide  estcf  articuló  está  copiado  del  31  de  la  ky  antlgrua^  adi- 
cionándole la  excepción  que  contiene  el  párraib  2.  ®  Poco  habrí«  adelantado- 1» 
le^r  con  prescribir  de  una  manera  terminante  que  fuesen  iminrorregables  los  tér- 
minos que  indica  en  el  artículo,  anterior,  si  no  hubie»i  ooiísi^naéo,  como  lo  ha-^ 
oe^en  el  presente,  qv¡»  no  pueda»  suspenderse  ni  alwürse  después  de  cniDplidos. 
fisa  necesaria  esta  prescripción  explícita  pari^  que  los  litigantes  de  mala  fé, 
apoyándose  en  abuso»  de  la  práctica  anticua  y  en  el  preoefito  de  algrunas  leyes,' 
no  tratasen  de  falsear  la  naturaleza  y  esencia  de  tales  dilaciones.  £1  precepto 
69  terminante  y  absoluto:  por  regla  |reneral,  ningún  término  ¡mprorroganle 
puede  suspenderse  durante  su  curso,  m  abrirse  de"  nuero  después  de  cumptído^ 
|)or  TÍa  de  restitución  ni  por  otro  motivo  alguno.  á«i  lo  ordena  la  ley  eñ  térmi- 
nos t^n  ckroB  y  explícítoe,  que  no  se  prestan  á  dudas  ni  á  interpretaciones  de 
ningún  gínero. 

Que  (!u  eata.  diapofición  están  comprendidos  todos  los  términos  designado» 
comti  improrrogables  c^n  el  art.  310^. es  incuestionable.  J^ero  hemos  dicho,  de 
aauerdo  con  e*  eentído  c«tnún  y  con  una  declaración  ¡del  Tribunal  Supremo,  que 
los  tárminoíí  prorrogabi  ^  í^ü  hacen  improrrogables  luego  que  trascurren  sin  so- 
licitara prórru^ra  dentro  de  ellos,  ó  cumplida  la  que  se  hubiere  otorgado:  ¿esta- 
rcí] tanibi^'n  ^ujetpa  eslaa  términos  i  las  prescripciones  del  artículo  que  estamos; 
comentando?  Lo  teticrrioa  por  indudable.  La  ley  no  autoriza  la  susipensión  de 
loa  tércaioüíí  prorrcgabléí:  bóIo  permite  prorrogarlos  conforme  al  art.  306:  por 
CúDílEuiDnu,  no  podriín  BUBpenoerse.á  instancia  de  una  de  las  partes»  sino  en  el 
caio  de  excepción  que  luego  expondremos;  si  bien  podrán  quedar  én  suspenso 
por  conr^nio  de  antbai  parles,  puesto  que  para  dar  curso  á  los  autos  se  nece^ta^ 
la  instancia  6  spiemio  de  la  contraria.  Tampoco  permite  la  ley  que  se  abran  de" 
nuevo  dkhüa  tfriniaos  después  de  cumplidos;  lejos  de  ello,  prohioe  terminante-^ 
mente  en  todos  loe  crbob  oíie  se  retroceda  en  el  procedimiento.  Luego,  los  tér* 
minos  proroga bles ^  cuando  se  {hacen  improrogables,  están  comprendidos  eñ  la 
disposición  del  art,  31 L 

Nótese  quo  este  artículo  contiene  dos  prohibiciones:  1.  .*  la  Je  suspender  Ida 
términos  iniprorrogabléfl  durante  su  curáo:  2.  ^  la  de  abrirlos  de  nueró  desi>péi;k 
de  cumplidoa.  Kn  cui^nto  á  la  primera,  se  establece  ahora  una  justa  excepción, 
eaal  es  la  del  eaBp  Qn  que  dü  puedan  utilizarse  por  impedirlo  fuerza  mayor.  Por 
"ftierssa  major"  se^  entiendo  un  acoqtecimiento  que  el  hombre  no  haya  podido 
precaver  jú  resistir,  como  por  ejemplo,  el  secuestro  de  la  persona  interesada,, 
una  enfermodarl  grave  úv  la  misma,  una  inundación,  una  epidemia,  una  guerrn, 
i  otras  calamUades  semejantes.  En  tales  casos,  ú  está  corriendo  el  término  y 
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€l  acontecimiento  impide,  contra  la  yoluntad  del  interesado,  el  que  pueda  utili- 
xarle,  podrá  pedir  y  aeberá  decretarse  la  suspensión  basta  que  tenjra  expedito» 
los  medius  de  ejercitar  sus  derechos.  Esta  pretensión  habrá  de  deducirse  en  el 
juagado  ó  tribunal,  en  el  que  haya  de  producir  sus  efectos  el  trascurso  del  tér- 
mino. l)espués  de  trascurrido,  ya  no  procede  la  sui^pensión,  pprque  uo  pued^ 
suspenderse  lo  que  ha  concluido,  y  el  interesado  tiene  ya  perdido  su  deiecho: 
por  esto  se  dice  en  el  párrafo  2.  ^  del  artículo  que  estamos  comentando,  que 
""podrán  suspenderse  los  términos  improrogables  ¡'durante  su  curso,"  no  des- 
pués de  cumplidos  ó  terminados;  y  "sólo"  por  fuerza  mayor  que  impida  utilizar- 
los,'' y  no  por  otra  causa,¡cualquiera  que  esta  sea. 

JQn  cuanto  á  la  segunda  prohibición,  se  ordena  expresamente  que.  los  térmi- 
nos improrogables  no  podrán  abrirse,  después  de  cumplidos,  **por  yla  de  resti- 
tueión"  ni  por  otro  motivo  alguno,  como  se  dijo  también  en  el  art.  31  de  la  ley 
^  1855,  para  demostrar  el  propósito  de  modificar  sobre  ese  punto  nuestro  anr 
tiguo  derecho.  Celoso  este  en  demasía  por  la  protección  de  los  intereses  de  lo» 
menores  de  edad,  les  concedió  el  beneficio  de  la  restitución  '^in  inte^frum^'  de  to- 
dé  acto  que  pu^da  causarles  perjuicio.  "Conosciendo  ó  negando  en  juicio,  dice 
la  ley  3,  ^,  tít  19  de  la  Partida  6.  <",  el  menor,  ó  su  guardador*  ó  su  abogado 
algai:^a  cosa,  por  que  menoscabase  ó  perdiese  de  su  derecho;  ó  dejando  de  poner 
defensión,  ú  otra  razón  de  que  se  pediese  aproTecliar;  puede  demandar  al  juez 

3ue  tome  el  pleyto  en  el  estado  en  que  era  ante,  et  que  non  se  le  embargue  su 
erecho  por  mengua  de  las  razones  sol^redichas;  et  el  juez  débelo  facer."  T  na 
flólo  se,  concedía  á  los  menores  el  benefício  de  la  restitución,  sino  tamhién,  por 
la  ley  de  10  del  mismo  título  y  Partida,  á  cuantos  gazahan  del  privilegio  de  ta- 
1<P,  como  el  fisco,  iglesias,  ayuntamientos,  establecimientos  de  beneficencia,  co- 
legios y  corporaciones  licitad.  £1  art.  311  de  la  nuera  ley  reforma  y  deroga  en 
€Sta  parte  la  antigua  jurisprudencia:  una  vez  trascurrido  un  término  improro- 
gable,  no  podrá  abrirse  por  vía  de  restitución,  ni  por  otro  motivo  alguno,  y  co- 
mo se  ordena  en  el  312,  se  tendrá  por  caducado  de  derecho  y  perdido  el  trámité^ 
ó  recurso  que  hubiere  dejado  de  utilizar  la  parte  interesada,  aunque  esta  sea  me- 
Hor  de  edad  ó  goce  del  privilegio  de  los  menores. 

Estas  prescripciones  alcanzan  también  al  tér^iino  de  prueba,  habiendo  <|ae* 
d^o  derogadas  por  consiguiente  las  leyes  del  tit.  13,  libro  11  de  la  Novísima 
Becopilación,  que  concedían  la  restitución  contra  el  lapso  de  dicho  término.  Si 
sobre  este  punto  pudo  haber  antes  alguna  duda,  ha  desaparecido  desde  que  por 
el  art.  553  de  la  nueva  ley  se  ha  declarado  que  es  improrrogable  el  máximum  del 
término  de  prueba  en  cada  uno  de  los  dos  períodos  qi^e  ahora  comprende.  Mien- 
tras conserve  la  Inaturaleza  doprorogable  no  hay  para  qué  conceaer  restitución- 
de  ninguna  clase;  cualquier  litisrante,  sea  ó  no  menor  ó  privilegiado,  puede  pe- 
dir y  ¡utilizar  la  próroga  ¡ó  prórogas  que  la  lej  permite,  v  aun  solicitar  la  sus- 
pensión del  término,  en  el  caso  del  art.  554,  igual  al  del  párrafo  2.  ^  del  311,. 
«|ue  estamos  examinando.  Pero  cuando  ha  llegado  al  máximum  que  fija  el  cita- 
do art;  553,  cuando  por  esta  razón  entra  en  la  categoría  de  los  términos  impro- 
rrogablesr  es^á  de  lleno  comprendido  ten  el  precepto  general  del  art.  311,  y  por 
consecuencia  no  puede  abrirse  después  de  cumplido,  por  vía  de  restitución  ni  por 
tptro  motivo  alguno. 

Esta  ha  sido,  y  no  otra,  la  mente  del  legislador:  no  podía  escaparse  á  su  ilus- 
tración que  era  hoy  un  anacronismo  sostener  un  privilegio  reprobado  por  la 
ciencia,  innecesario  siempre,  y  perjudicial  en  muchos  casos:  reprobado,  porcjue 
ai  la  situación  de  los  litigantes  debe  ser  simpre  igual,  es  una  marcada  injusticia 
conceder  al  uno  ventajas  sobre  el  otro:  innecesarro,  porque  si  el  menor,  ó  los 
que  se  consideran  en  su  caso,  fueren  perjudicados  por  negligencia  ó  malicia  de 
aa  curador  ó  representante,  exíjase  á  estos  la  responsabilidad,  pero  no  venga  á 
IMgarlo  el  colitigante  que  ningruna  culpa  ni  participación  tuvo  en  ello:  perjudi- 
cial, poraue  en  más  de  una  ocasión,  sin  obtener  ventaja  de  ninguna  cíase  por  lá 
restitución,  sólo  fiervía  ese  renaedio  extraordinario  para  causar.dtlaciones  y  gas- 
tos  de  alguna  importancia.  Finalmente,  si  la  ley  hubiera  querido  dejar  subsis- 
tente ese  privilegio,  habría  fijado  los  trámites  y  forma  de  otorgarlo;  habría  di- 
cho, como  la  antigua  jurisprudencia,  que  sólo  procede  la  restitución  cuando  se 
fida  antes  de  trascurrir  quince  días  desde  que  se  hizo  publicación  de  probanzas; 
ubiera  expresado  que  no  tiene  lugar  cuanao  litigan  oos  privilegiados,  ni  cuan- 
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do  uno  que  empieza  á  litifi^fti'  sieudo  menor  de  edad,  cumple  la  mayor  edad  an- 
tes del  término  probatorio,  etc.  En  cambio  de  este  ^ileacio,  tenemos  las  pala- 
bras explícitas  y  terminantes  del  art.  311,  cuyo  sentido  y  tendencia  creemo» 
haber  explicado  suficientemente. 

Artículo  312. 

Trascurridos  que  sean  los  términos  improrogables,  se  tendrá 
por  caducado  de  derecho  j  perdido  el  trámite  ó  recurso  que  hu- 
biere dejado  de  utilizarse  sin  necesidad  de  apremio  ni  de  acuse 
de  rebeldía^  á  no  ser  en  el  caso  á  que  se  refiere  el  número  1?  del 
artículo  310. 

No  se  admitirá  escrito  ni  reclamación  alguna  que  se  oponga  á 
esta  disposición,  j  si  fuere  necesario  recoger  los  autos  para  dar- 
les el  curso  correspondiente,  se  empleará  el  procedimiento  esta- 
blecido en  el  artículo  308. 

Concuerda  este  artículo  con  el  32  de  la  ley  de  1855,  pero  con  modificaciones 
importantes,  dirigidas  á  poner  en  armonía  su  precepto  con  algunas  novedade» 
introducidas  en  la  presente  ley,  y  á  procurar  la  brevedad  y  terminación  de  los 
juicios  y  la  puntual  obsenrancia  de  los  términos  judiciales. 

I. 

El  citado  art.  32  de  la  ley  antigua  decía:  "Trascurridos  que  sean  los  térmi- 
nos improroffables,  ''y  acusada  una  rebeldía;  se  declarará,"  sin  más  sustancia- 
ción,  "perdido  el  derecho"  que  hubiere  dejado  de  usar  la  parte  á  quien  haya  sido 
acusada."  Como  hicimos  notar  al  comentarlo,  no  había  exactitud  en  este  len- 

fuaje,  y  estaba  en  contradicción  con  otras  disposiciones  de  la  misma  ley,  por 
educirse  de  sus  palabras  que  era  preciso  acusar  la  rebeldía  y  declarar  perdido 
el  derecho  en  todo  caso.  Hablando  con  propiedad,  la  rebeldía  no  puede  acusarse 
Bino  al  que  es  rebelde,  y  rebelde  sóio  es  el  que  no  comparece,  cualquiera  que  sea 
el  objeto  con  que  se  le  cite,  á  los  llamamientos  del  tribunal  ó  juzgado,  según 
hemos  dicho  al  final  del  comentario  de  los  artículos  308  y  309,  donde  hemos  de- 
finido Y  explicado  lo  que  se  entiende  por  "rebeldía,"  en  qué  se  diferencia  deL 
apremio,  y  los  casos  en  que  deben  emplearse  cada  uno  de  estos  medios  procesa- 
les. ¿Podrá,  ni  aun  impropiamente,  decirse  "rebelde"  al  que  no  propone  excep- 
eiones  dilatorias,  al  que  no  pide  reposición  ó  no  apela  de  una  providencia,  ó  al 
-que  no  interpone  recurso  de  casación?  De  ninguna  manera:  el  que  deja  pasar 
el  término  que  la  ley  concede  sin  entablar  cualauiera  de  dichos  recursos,  no  ha- 
ce más  que  renunciar  un  derecho  renunciable,  ó  conformarse  con  las  providen- 
cias judiciales;  pero  de  ningún  modo  es  rebelde,  porque  todos  los  actos  indica- 
dos suponen,  no  sólo  que  ha  comparecido  á  los  llamamientos  del  tribunal,  sino 
que  además  ha  obedecido  sus  mandatos.  Por  lo  tanto,  en  los  casos  antes  expre- 
sados, y  en  los  demás  á  que  se  refieren  los  números  2.  ^  al  10  del  art.  310  ae  I» 
presente  ley,  para  cuya  interposición  los  términos  son  improrogables,  no  pro- 
cede ni  debe  acusarse  la  rebeldía,  porque  no  la  hay,  y  el  mero  trascurso  del  tér- 
mino basta  para  que  dé  derecho,  y  sin  necesidad  de  declaración  expresa,  se 
tenga  por  perdido  el  que  la  parte  hubiere  dejado  de  usar,  como  terminanteo^eii- 
te  lo  ordena  el  arríenlo  408,  y  lo  confirman  algunos  otros. 

Cuando  verdaderamente  hay  rebeldía,  y  es  necesario  acucarla  para  que  so 
declare  perdido  el  derecho,  es  en  el  caso  del  número  1.  ®  de  dicho  artículo^  310, 
el  cual  se  refiere  á  citaciones  ^  emplazamientos  para  comparecer  en  juicio:  j 
té  ngase  presente  una  diferencia  muy  notable  c^ue  hay  entre  este  caso  y  los  ante- 
riores. En  aquéllos,  el  mero  trascurso  del  tiempo  basta,  como  hemos  dicho, 
para  que  se  tenga  perdido  el  derecho  sin  necesidad  de  declaración  expresa,  así 
ea  que  no  se  admitiría  la  apelación  que  se  interpusiere  fuera  del  término  que  le 
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concede  para  ese  recurso;  al  paso  que  en  éste,  aun  cuando  trascurra  el  término' 
suede  hacerse  uso  del  derecho,  siempre  que  la  parte  contraria  no  haya  acusada 
la  rebeldía,  j  en  su  consecuencia  se  haya  declarado  perdido:  sin  esta  circuns- . 
Rancia  la  parte  emplazada  puede  comparecer  cuando  íe  acomode  á  usar  de  m 
derecho. 

Aparte  de  estas  consideraciones  existe  otra  c^ne  exigía  también  la  modifica- 
ción del  artículo.  Por  la  lev  antigpua  era  permitido  al  apelante  personarse  en  el 
Tribunal  superior,  aunque  hubiere  pasado  el  término  del  emplazamiento,  mien- 
tras no  le  acusara  la  rebeldía  el  apelado;  pero  conforme  al  art.  8^  de  la  nucTa. 
todo  apelante  debe  personarse  en  la  forma  ante  el  tribunal  superior  dentro  deí 
término  del  emplazamiento,  y  si  no  lo  yerifica,  así  aoe  trascurra  dicho  término^ 
«e  ha  de  declarar  desierto  el  recurso  sin  necesidad  ae  que^  se  acuse  la  rebeldía, 
y  lo  mismo  en  los  recursos  de  casación.  Ha  quedado,  pues,  limitada  la  acusa- 
ción de  rebeldía  á  los  casos  en  que  se  constituyan  en  esta^  situación  los  empja- 
dos  para,  comparecer  en  la  primera  instancia,  los  cuales  tienen  derecho  á  verifi- 
carlo y  á  contestar  á  la  demanda,  aunque  haya  trascurrido  el  término,  mientras 
la  parte  contraria  no  les  acuse  la  rebeldía,  como  se  previene  en  los  artículos  527 
y  528  para  el  juicio  ordinario  de  mayor  cuantía,  en  el  685  para  el]  de  menor 
cuantía,  y  en  el  1,462  para  el  ejecutivo. 

Estas  indicaciones  conducen  á  la  recta  intelisrencia  del  artículo  312,  objeto  de 
este  comentario,  en  el  cual  se  determinan  los  efectos  de  los  términos  improro- 
gables.  En  ellas  se  tiene  también  la  explicación  y  la  razón  de  las  importantes 
modificaciones,  aue  por  él  se  han  hecho  en  la  práctica  establecida  con  arreglo  á 
la  ley  anterior,  dirigidas  á  abreviar  los  juicios  y  economizar  los  gastos,  sin  me^ 
noscabo  del  derecho  de  defensa:  á  nadie  podrá  imputar,  sino  á  su  negligencia  6 
descuido,  la  pérdida  de  su  derecho  el  litigante  que  deje  trascurrir  el  término 
sin  utilizarlo;  y  si  la  culpa  fuere  de  ¡su  procurador  ó  abogado,  expedito  tiena 
su  derecho  para  exigir  de  estos  la  responsabilidad  consiguiente. 

II. 

Según  la  re^la  general  que  con  una  sola  excepción  se  establece  en  el  presente 
artículo,  por  el  mero  trascurso  de  un  término  improrogable  se  pierde  el  derecho» 
trámite  ó  recurso  á  que  el  término  se  refiere  y  que  dentro  de  él  hubiere  dejado 
de  utilisarse.  Esta  pérdida  se  realiza  por  ministerio  de  la  ley,  en  cuya  virtud 
"se  tendrá  por  caducado  de  derecho"  y  por  perdido  el  trámite  ó  recui-so,  sin  ne- 
cesidad de  apremio  ni  de  acusar  la* rebeldía,  y  por  consiguiente  sin  necesidad 
tambiénde  hacer  declaración  expresa  sobre  el  particular.  El  que  deje  trascu- 
rrir los  seis  días,  que  para  ello  concede  el  art.  ^,  sin  proponer  excepciones  di- 
latorias, ya  no  puede  utilizarlas  en  este  concepto:  el  que  no  pida  aclaración  de 
una  sentencia,  ó  interponpra  los  recursos  do  reposición,  apelación,  súplica  ó  ca- 
sación dentro  de  los  términos  señalados  para  cada  caso,  ha  perdido  el  derecho 
á  estos  recursos:  el  apelante  ó  recurrente  que  no  comparezca  ante  el  Tribunal 
supeiior  ó  Supremo  dentro  del  término  del  emplazamiento,  pierde  también  su 
derecho,  declarándose  de  oficio  desierto  el  recurso:  igualmente  lo  pierde  el  que 
no  ¡iresenta  la  demanda  de  retracto  dentro  de  nueve  días,  pues  trascurridos,  no 
puede  darse  curso  á  tal  demanda;  y  así  en  los  demás  casos.  Todo  sin  apremios 
ni  acusación  de  rebeldías,  puesto  que  se  realiza  por  ministerio  de  la  ley,  y  sin 
•que  deba  permitirse  esc^ito  ni  reclamación  alguna,  como  luego  veremos. 

Hemos  dicho  en  los  comentarios  anteriores  que  los  términos  prorogables  se 
hacen  improrogables  cuando  no  se  pideprórega  dentro  de  ellos,  ó  luego  quetras- 
-curre  la  que  se  hubiere  otorgado.  ¿E\  trascurso  de  estos  términos  producirá  loe 
efectos  antes  indicados?  ¿Serán  aplicables  á  los  mismos  las  disposiciones  del  ar- 
■tículo  312?  Creemos  que  no,  porque  se  rigen  por  las  de  los  artículos  308  y  309, 
y  se^án  hemos  expuesto  al  comentarlos,  en  los  términos  prorogables  no  se  pier- 
de el  derecho  por  el  mero  trascurso  de  ellos,  sino  que  es  necesario  se  dé  curso  á 
los  autos  á  instancia  de  la  parte  contraria,  ó  que  se  recojan  en  virtud  de  apre- 
mio, para  perder  el  trámite  que  hubiere  dejado  de  utilizarse  oportunamente;  al 
paso  que  en  los  que  sen  improrogables  per  su  naturaleza,  de  aerecho  y  por  mi- 
nisterio de  la  lev  se  pierde  el  trámite  ó  recurso,  sin  necesidad  de  apremio,  ni  de 
acusación  de  rebeldía,  como  se  ordena  en  el  presente  artículo. 


Digitized  by  VjOOQ IC 


'^^ 


74.  '  GUIA  PRACTICA  DE  DERECHO 

La  djiic»  escQpción  de  esta  regla  generid  es  la  del  caso  á  qne  se  refiere  el  nú. 
Büero  1.  ^  del  artículo  31ü.  Aunque  eñ  él  se  declara  improrogable  el  téímiño- 
pi|ra  comparecer  en  juicio,  no  se  pierde  este  derecho  en  la  primera  ioatapcia 
por  él  mero  hecho  dé  dejar  trascurrir  dicho  término  sin  utilizarlo,  como. en  lo- 
demás  casos  del  mismo  articule,  eino  que  necesariamente  ha  de  preceder  la  acu- 
eación  de  relieJdia  para  poder  declarar  ei\  esta  situación  al  emplazado  que  no 
hubiere  comparecido  y  oar  por  contestada  la  demanda;  y  toc^TÍi&,' tiene  derecho 
á  comparecer  después  en  cualquier  estado  del  juicio,  y  á  que  se  lé  tenga  por  par* 
te,  íon  tal  de  que  uo  se  retiroc^da  en  el  procedimiento,  comoseprerieneén  el  ar- 
tículo Ttít!, 

Crrncluye  í?1  arf  fculo  que  estamos  comentando  con  la  prerención  de  que  no  se 
admita  escrito  ni  recIamacTÓn  alguna  c^ue  se  oponga  á  lo  que  en  él  se  dispone. 
Dee^te  modo  expreea  el  legisl&dor  m  intención  y  voluntad  de  que  se  cumplai^ 
jníínxíblcmoDtL'  Ion  efectos  que  atribule  á  los  términos  improroeablcs.  El  liti« 
gante,  que  por  ImhQT  dejado  trascurrir  uno  de  estos  términos,  hubiese  perdida 
el  deri?pho  í  utiri^^r  un  trámite  ó  recurso,  no  pu^e  presentar  escrito  ni  recla- 
ta^ción  aígruDa  qut;  directa  ó  indirectamente  tenga  por  objeto  recobrar  el  dere- 
cbo  perJido;  y  «1  presentare  tal  escrito,  no  debe  ser  admitido  ni  8ei.TÍr  de  obs- 
táculo para  que  aig-an  su  curso  los  autos.  Así  lo  ordena  la  ley  expresamente, 
previniendo  además  aue  si,  para  dar  á  los  autos  el  curso  corresponoiente,  fuera 
necesario  recojerlos  de  poder  dé  la  parte  que  haya  dejado  trascurrir  el  término 
BÍn  utilizarlo,  se  empleará  el  proceaí miento' establecido  en  el  artículo  308,  esta 
es,  se  le  apremiará  á  la  devolución  con  los  medios  coercitivos  oue  se  determinan 
en  los  párrafos  2.  ®  y  3.  ^  de  dicho  artículo  y  que  hemcs  explicado  en  su  co- 
mentario. 
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TIÍULO  SÉPTIMO. 


DEL  DESPACHO,  VISTA,  VOTACIÓN  Y  FALLO  DE  LOS 
ASUNTOS  JUDICIALES. 


8e  hf^n  remiido  en  este  título  las  disposi^ioneü  de  U  ley  de  Enjuiciamiento 
cItiI  de  1855  j  de  la  orgánica  del  Poder  judicial  de  1870,  relativas  i  los  puntos 
que  se  indican  eo  su  epígrafe,  con  las  mocniicaciones  y  ampliaciones  que  expon- 
dieiBOS  én  lo»  lespectiros  comentarios» 

Belacionadas  tambiéurcon  esta  materia  existen  otras  disposiciones  en  dicha 
ley  orgánica  y  en  el  reglamento  del  Tribunal  Supremo,  ordenanzas  de  las^  Au- 
diencias y  reglamento  de  los  juzgados  de  primera  instancia,  que,  aunque  vigen- 
tes, no  se  han  incluido  en  la  presen^,  ley  por  ser  meramente  reglamentarias  y  no 
referirse  directamente  al  proeedimiento*  Tales  son  las  que  determinan:  que  los 
jaeces  y  tribunales  tendrán  audiencia  pública  todos  los  días  no  feriados  en  el 
e^i^io  dedfin^ilo  al  efee^i  los  jueces  munidpales,  ppr  el  tiej^ipo  que  sea  nece- 
sario para  el  despacho  de  los  negocios  d^l  día,  pudiepdo  destusar  sdlo  dos  días 
á  la  semana  en  los  puebíos  que  no  llenen  á  500  vecinos;  los  de  primera  instan- 
cia por  tres  horas  á  le  menos,  y  los  tribunales  colegiados  por  cuatro  horas,  de 
las  cuales  tres  por  lo  menos  pe  destii^aván  á  la  if\a¡ttk  de  los  pleitos  y  causas,  y  la 
hora  restante,  que  será  la  primera,  al  despacho  ordinario,  terminando  con  la 
publicac9^$n  de  las  sentencias  y^la'nrma  de  las  providencias  y  autos  acordados: 
que  ios  iuecea  f  pi^^de^^s  ^^  l*^  tribunales  señalen  la  hora  en  que  ha  de  co- 
menzar la  audiencia:  el  traje  con  que  deb^  asistir,  ta&to  los  jueces  y  magistra- 
dos, como  los  abogados,  ];>rocuradores,  auxiliares  y  subalternos:  que  ningún  juez 
ni  magistrado  deje  de  asistir  á  las  audieniHás  sin  justa  causa,  determinando  la 
forma  en  que  han  de  excusarse  y  cómo  y  por  quién  han  de  ser  reemplazados: 
que  se  lleve  un  libro  de  asistencias;  y  otras  relativas  al  orden  interior  ae  los  tri' 
Ipnales.  ,  .  ^ 

Sobre  estos  puptos,  que  ^Oj^ifectan  al  procedimitoto  y  qufí  por  lo  mismo  no 
son  objeto  de  estiji  obra,  pueqeii  cojpmutarse  los  artículos  632  y  siguientes  y  otros 
4b  la  ley  orgánica;  y  además,  el  ^.  ^  y  siguientes  del  reglamento  del  Tribunal 
3ppremo;  los  capítulos  2.  ®,  3.  *^  y  5.  ®,  tít.  1.  ®  de  las  ordenfinzas  de  las  Au- 
diensas,  y  artículos  79  y  siguientes  del  reglamento  de  los  juzgados,  en  cuanto  no 
estén  modificados  por  aquella  ley. 

Conviene,  sin  embargo,  tener  presente,  por  el  uso  constante  que  de  ello  tienen 

2ue  h^icer  los  abogados  y  procuradores  en  sus  escritos  y  peticix^nes  á  los  júzga- 
os y  tribunales,  que  estos  tienen  ae  palabra  y  por  ehcrito  el '  tratamiento  im-* 
personal,"  en  la  forna  consignada  en  los  formularios  de  esta  obra.  Así  lo  orde- 
1^  el  articulo  198  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  añ^^jendo  en  los  tres 
suplientes,  que  los  jueces  de  instrucción  á  de  primera  instancia,  en  los  actos  de 
oficio,  y  los  magistrados  7  presidentes  de  ^ala  tienen  el  tratamiento  personal  de 
"Señoría;"  los  presidentes  de  las  Audiencias  y  los  de  Sala  de  Madrid  el  de  "6e- 
lioría  ilustrísima,''  y  los  magistrados  del  Tribunal  Supremo  el  de  ''Excelencia/' 
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SECCIÓN  PRIMERA. 

DEL  DESPACHO  ORDINARIO  Y  VISTAS. 

Por  "despacho  ordinario^'  ae  entiende  el  de  sastanciación,  6  eea  el  acto  en  que 
-el  juez  6  tribunal  dicta  las  proridencias  que  correspondan  para  el  curso  y  sns- 
tanciación  de  los  asuntos  judiciales  conforme  al  estado  de  los  autos  j  á  las  pre- 
tensiones deducidas  por  las  partes  6  diligencias  en  cada  uno  de  ellos  practica- 
das, de  que  dá  cuenta  yerbalmente  el  escribano,  secretario  6  relator;  y  por  "tís- 
ta/^  el  acto  en  que,  después  de  terminada  la  sustanciación  de  un  pleito,  ó  de  un 
incidente  que  requiera  especial  pronunciamiento,  se  dá  cuenta  al  tribunal  délo 
que  resulta  de  autos  por  el  relator  ó  secretario  en  audiencia  pública,  á  la  que 

{meden  concurrir  también  las  partes  y  sus  defensores  para  exponer  de  palabra 
o  que  conduzca  á  la  defensa  de  sus  respectivos  derechos,  á  fin  de  que  el  juzga- 
dor adquiera  la  instrucción  necesaria  para  dictar  su  fallo  conforme  á  justicia. 
De  todo  lo  que  en  general  se  relaciona  con  uno  y  otro  acto,  se  trata  en  los  ar- 
tículos de  esta  sección,  que  ramos  á  examinar. 


Artículo  «13. 

Las  diligencias  de  prueba  j  las  vistas  de  los  pleitos  j  demás 
negocios  judiciales  se  practicarán  en  audiencia  pública. 

Del  mismo  modo  se  hará  el  despacho  ordinario  de  sustancia- 
ción de  los  negocios  en  que  lo  hubiere  solicitado  alguna  de  las 
partes. 

Artículo  314. 

No  obstante  lo  ordenado  en  el  artículo  anterior,  los  Jueces  y 
Tribunales  podrán  disponer  de  oficio  ó  á  instancia  de  parte,  que 
se  haga  á  puerta  cerrada  el  despacho  y  vista  de  aquellos  negocios 
en  que  lo  exijan  la  moral  ó  el  decoro. 

I  Cuando  se  deduzca  esta  pretensión  en  el  acto  de  darse  prin- 
cipio á  la  vista,  oidas  brevemente  las  partes,  el  Tribunal  decidi- 
rá en  el  mismo  acto  lo  que  estime  conveniente. 

Contra  lo  que  se  decida  sobre  este  punto,  no  se  dará  ulterior 
recurso. 

La  publicidad  de  loe  actos  judiciales,  por  razones  bien  obvias,  se  considera 
como  una  garantía  de  imparcialidad  y  rectitud  en  la  administración  de  justicia. 
En  el  procedimiento  antiguo  sÓlo  las  vistas  de  los  pleitos  secelebraban  en  audien- 
cia pública.  Después,  con  la  reforma  del  sistema  político  se  dio  más  amplitud  al 
Srincipio  de  publicidad  de  los  juicios,  y  ya  se  ordenó,  tanto  en  el  reglamento 
el  Tribunal  Supremo  de  17  de  Octubre  de  1835  (art.  9.  ®  ),  como  en  las  orde- 
nanzas de  las  Audiencias  de  19  de  Diciembre  del  mismo  año  (artículos  27  y  32), 
que  el  despacho  de  sustanciación  y  la  vista  de  los  negocios  tuvieran  lugrar  "pre- 
cisamente en  audiencia  pública."  La  misma  prevención  se  consignó  en  loe  ar- 
tículos 79  y  86  del  reglamento  de  los  juzgados  de  primera  instancia  de  1844»  r 
por  último  se  elevó  á  precepto  legal,  ordenándose  en  el  artículo  41  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  de  1855,  que  *'el  despacho  ordinario  de  los  negocios  y  lag 
vistas  de  los  pleitos  serán  públicos,  tanto  en  los  juzgados  de  primera  instancia» 
.  comd  en  los  tribunales  superiores  y  Supremo,''  ó  "se  harán  en  audiencia  públi- 
-ca,"  según  se  dijo  después  en  el  art,  649  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial 

Es  de  notar  que  en  ninguna  de  estas  leyes  se  hiciera  extensiva  dicha  publici- 
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dad  á  las  diligencias  de  prueba,  dando  lugar  á  que  continua  se  la  práctica  anti^» 
de  recibir  en  secreto  las  declaraciones^  de  los  testigos  j  las  de  los  mismos  liti-^ 
gantes  cuando  absolyían  posiciones,  sin  que  se  permitiera  á  las  partes  otra  inr 
terrención  en  estos  actos  más  que  la  de  presenciar  el  juramento  de  aquellos,  si 
Jo  aolicitaban.  ¡fisto  sistema  se  prestaba  á  abusos,  abultados  sin  duda  por  la 
suspicacia  de  los  litigantes,  y  de  aquí  el  descrédito  de  esos  medios  de  prueba  que 
rara  yez  conducían  al  descubrimiento  de  la  verdad,  y  que  se  mandara  en  la  base 
4L  *^  de  las  aprobadas  por  la  ley  de  21  de  Junio  de  1880,  que  se  ordenara  el  pro*- 
«edimiento  de  modo  que  ''se  practique  toda  la  prueba  con  publicidad  é  interven- 
ción de  los  litii^antes/' 

£n  cumplimiento  de  esta  base  se  previene  en  el  art.  318,  primero  de  este  co- 
mentario, reformando  el  41  de  la  lev  antigua  y  el  649  de  la  crónica,  que  "las 
diligencias  de  prueba  y  las  vistas  de  los  pleitos  y  demás  negocios  judiciales  se 
practican  en  audiencia  pública/'  Aquí  se  consigna  el  principio,  cuyo  desen- 
Tolvimiento  puede  verse,  respecto  de  las  vistas  en  esta  misma  seccién,  y  en  cuanto- 
á  las  diligencias  de  prueba  en  los  artlcu|09  570  y  siguientes. 

Ordena. además  el  mismo  art.  313  en  su  párrafo  segundo,  (lue  ''del  mismo  modoy 
esto  es,  en  audiencia  pública,  se  hará  el  despacho  ordinario  de  sustanciación  dé- 
los negocios  en  que  lo  hubiere  solicitado  alguna  de  las  partes.''  Luego,  cuando 
ninguna  de  las  partes  hubiere  deducido  esta  pretensión,  el  despacho  de  sustan- 
«nación  se  hará  á  pnerta  carada,  quedando  derogadas  las  disposiciones  ante» 
citadas,  que  prevenían  se  hiciera  en  audiencia  pública.  Ha^  quien  opina  <]ue 
eato  es  un  retroceso,  y  que  se  contraría  el  principio  de  publicidad  de  los  juicios, 
tan  ampliado  en  la  presente  ley.  Vamos  á  demostrar  que  es  infundada  esta 
apreciación. 

Se  reduce  el  despacho  ordinario  de  sustanciación,  como  ya  hemos  indicado  al 
definirlo,  á  dar  cuenta  el  escribano  ó  secretario  de  los  escritos  de  las  partes  ó  deL  . 
estado  de  los  autos,  para  que  el  jue^  ó  tribunal  dicte  la  previdencia  que  proceda 
á  fin  de  que  el  inicio  siga  911  cursoidándole  la  .sustanciación  prevenida  en  la  lev;. 
de  suerte  que  lo  esencial  6  importante  no  es  aquí  e\  acto  de  dar  cuenta,  sino  la 
providencia  6  resolución  que  recae.  Si  esto  hti  de  hacerse  en  audiencia  pública» 
ae  obliga  al  juez  6  trienal  á  que  delibere  y  resuelva  en  público,  lo  cual  na  esta* 
4o  siempre  y  estáhpy  prohibido  en  toda  clase  de  juicios,  como  para  los  autos  y 
sentencias  se  proviene  cxoreeamen te  en  el  art,  343,  }>orquo  de  otro  modo  no  puede 
proceder  el  juzgador  con  libertad  é  independecia,  ni  con  ia  meditación  y  elestu- 
^  dio  que  non  la  garantía  del  acierto.  Por  consiguiente^  se  prooede  con  lógica  y 
conforme  á  estos  buenos  principios  al  permitir  que  se  haga  á  ¡puerta  cen-ada  el< 
despacho  ordinario. 

Si  se  dice  que  las  providencias  de  sustanciación,  por  hallarse  determinadas  en 
la  ley,  no  necesitan  de  la  meditación  y  estudio  que  los  autos  y  sentencias,  hare- 
mos notar  que  en  muchos  casos  ofrecen  dudas  y  dificultades,  viéndose  el  juez 
precisado  á  consultar  y  estudiar  la  ley  para  dictarlas.  Si  estelo  hace  en  público, 
6  se  reserva  dictar  la  providencia  dentro  del  término  de  los  dos  días  aue  para 
ello  le^  concede  el  art.  316,  podrá  atribuirse  á  ignorancia,  con  mengua  de  su  re- 
putación y  prestigio,  lo  que  no  es  más  que  prudencia  y  deseo  del  acierto.  ES' 
mismo  inconveniente  resultará  ciiando^  por  no  estar  conformes  los  magistrados, 
á  quienes ei  presidente  de  la  Sala  debe  consultar  la  providencia  en  voz  baja,  se 
deje  aquel  negocio  para  después,  como  se  previene  en  el  art.  28  de  las  ordenanzas 
de  las  Audiencias.  Y  si  en  todo  caso  pueden  los  iueces  y  las  Salas  dejar  "para 
después"  el  dictar  las  providencias  de  sustanciacioni^si^empre  que  lo  hagan  dentro 
de  los  dos  días  <}ue  concede  la  ley,  ^á  qué  conduce  esa  audiencia  pública?  Por  los 
inconvenientes  indicados  y  porque  era  un  embarazo  para  el  más  expedito  despa* 
eho,  ha  sido  suprimida  por  regla  general.  Además,  había  caldo  en  desuso,  porque 
nadie  concón  ía  á  tales  aetos.  . 

¿Es  esto  contrario  al  principio  de  pi^blicidad  de  Iqcf  juicios?  ¿Puede  ocasionar 
perjuicio  á  los  litigantes?  Ni  lo  uno,  ni  lo  otro*  La  publicidad  consiste  en  que 
-no  nava  actuación  alguna  reservada  para  las  parteb,  y  en  este  caso  se  hallan  laS' 
•proviaencias,  aunque  se  dioten  á  puerta  cerrada,  como  los  autos  y  sentencias, 
puesto  que  han  de  ser  notificadas  á  los  litigantes  en  el  mismo  día  en  que  sedicten, 
ó  alo  masen  el  siguiente.  Y  si  se  hubiere  incurrido  en  error  de  hecho  ó  de  derecho^, 
expedito  tiene  el  suyo  la  parte  á  quien  peijudique  la  providencia  para  pedir  su^ 
reposÍ9Íón,  ó  entablar  contra  ella  los  recursos  qu^  permite  la  ley. 
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Pero  p«¿rá  oeurrir  qoe  sAgún  litigante  quiera  fireí^ftciarel  aetodedar  caento 
lara  Megfararse  de  que  f^  hace  coa  exactitttd,  ó  para  llamar  la  Mención  del  jtiM 
j  tribunal  sobre  algunos  hechos  que  creí^  jpodrán  inñuir  en  la  reselución.  Áuniíiud 
-Berá  raro  el  caso,  y  más  rara  Iru  udiidad,  ia  1^  lleva  su  respeto  ^l  principio  de 
publicidad  hasta  el  punto  de  provenir,  tsomo  liemos  visto  lo  haoeen  el  tnisBio 
«rt.  2^13,  <iue  cuando  alguna  de  tes  partes  lo  solimte,  seriiagiien^  ««dlencin  |jáblica 
el  despache  ordinario  éo  aquél  negocio.  Fuera  de  este  caso  excepcional,  m  kuri 
á  puerta  cerrada,  con  ventaja  partí  te  expédifnóh  f  Abierto,  j  sin  que  por  dio  M 
iklte  en  nada  á  1«  publicidad  del  juicio,  ni  ptiedan  tier  iastitnados  1*  defensa  j 
derechos  de  los  litigantes. 

En  cuanto  al  art.  314,  segundo  de  este  comentario,  su  precepto  es  claro  y  ter- 
-manante:  setepreduce  en  él  lo  gue  estaba  mandado  en  el  650  ^  la  ley  orgáfiica, 
estableciendo  la  misma  excepción  consignada  en  las  dÍBpo8Ícto«%  anteriores^ 
ya  citadas  en  este  comentario.  Siempre  qut^^iá  juicio  éB>  tlrilmnAl  ó  juzgado,' con» 
renga  sea  secreto  el  despacho  y  vista  de  un  negocio,  p6r  respeto^  las  buenos 
costumbres,  como  se  dijo  en  el  art.  41  de  la  ley  de  1865,  6  fot  exigirlo  la  xnoral 
ó  el  decoro,  como  s6  dice  ahora  de  acuerdo  con  k  ley  orgánica,  podrá  disponer 
el  juez  ó  tribuni^l  que  se  haga  á  fmerta  cerrada;  pero  pediendo  ásiétif  siemtyro 
las  partes  y  sus  defensores,  como  se  advertía  en  el  art.  32  de  las  ordenanzas  de 
las  Andiencias,  y  sé  previene  en  el  572  de  la  presente  k^*  para  las  diligencia*  é  de 
prueba.  Aparte  de  los  fueros  de  la  defensa,  la  razón  de^iiioHilidaíd  y  decoro»'  en 
que  justamente  se  fonda  ese  precepto,  no  alcanza  á  las  partes  y  sus  defensores. 

Por  lo  que  interesa  á  la  moral  publica,  el  juez  ó  tribunal,  qne  conozca  del  ne- 
eooio,  puede  acordar  de  oficio  dicha  medida:  tambiénpuedeadoptárkk  á  instancia 
de  cualquiera  de  las  partes.  En  este  caso,  cuando  se  deduzca  la  pretensión  ett'lA 
acto  de  darse  principio  á  la  vista,  y  por  consiguiente  Hle  palabra,  se  Mtk  bré'te* 
mente  sobre  ella  á  la  parte  contraria,  y  el  tribunal  decidirá  en  el  mismo  acto  16 
que  estime  conveniente,  consignándolo  en  la  diligencia  de  Vist^.  De  esta  oispo- 
sición  de  la  ley  se  infiere  que  también  deberá  darfte  audiencia  á  latpátte  contraria 
cuando  se  deduzca  la  pretensión  al  principio  ó  durante  el  curso'del  pleito:  es 
además  un  incidente,  yde  todo  inciaente  debe  darse  traslado  á  la  otra  parto, 
conforme  al  artículo  749.  La  ley  deja  al  prudente  arbitH>o  del  tribunal  la  apre- 
ciación do  si  la  moral  ó  el  decoro  exigen  que  se  haga  'á  puerta  cerrada  el  despM^ 
y  vista  de  aquel  negocio,  v  por  esto  no  permite  en  ningún  cttso  recurso  alguno 
contra  lo  que  se  deei<^  sobre  este -punto. 

Nótese  que  este  artículo  sólo  se  refiere  á  las  vistas,  y  al  despacho  eiNlinario 
-cuando  deba  hacerse  en  audiencia  pública  por  haberlo  soUcitaao  alguna 'de  loa 

§  artes.  En  cuanto  á  las  diligencias]de  prueba,  véase  el  art.  572,  que  contiene  lÁá 
isposieión  análoga. 

Artículo  315. 

Para  el  despacho  ordinario  darán  cuenta  de  palabra  los  secre- 
tarios 7  escribanos  en  el  mismo  día  en  que  se  presenten  los  m- 
-critos  d  tengan  estado  los  autos,  y  no  siendo  posible,  en*«l  bí- 
guíente. 

Al-táóulo^ie. 

'  Las  provideneias  de  fustéfieia6iói>  se  dictarán  en  el  acto  de  dar 
cuenta. el  secretario,  ó  á  lo  kjj^ás  4ehtro  de  los  dos,  dias  sjguj^nt^s. 
En  las  Audiencias  y  én  el  Tribunal  Supremo,  solo  en  los  oagot 
«n  que  deba  set  motirada  la  resolución  ó^fiatá  néceisidUi  de  e^ta- 
minar  antecedentes  para  dictarla,'podrá  acordarjla  Sala  que  se  dé 
cuenta  por  relator,  si  no  reuniese  este  carácter  el  secretario  re»- 
pectiro' 

El  párrafo  2.  ^  del  art.  316  debiera  mtlo  del  SlSiiitfn  duda  por  equivocaCióit 
-de  copia  apereoe  alterado  su  Ingtkti  no  per  íesto  pubde  ^eéer 'dudas  d  precepto 
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^e  la  ley.  Tienen  por  objeto  estos  artículos  dar  reglas  para  el- desecho  ordias- 
ffio,  fijando  los  térmipo»  dentro  de  los  cuales  tíoberá  hacerse,  y  dictar  las  pro- 
TÍdenoias,  á  ^n'de  gritar  abusos  y,  dilaciones»  Esta  es  la  norédad  que  oontiéden, 
j>ues  sobrei^se  extrema  nada  se  hallaba  dispuesto  éh  la  ley  de  1855,  id  en  la  «r- 
«ánicadeW70. 

;@i»  estü,  al.  determinar  las  ol>ligáciones  de  los  secretarios  íle  los  ju^^ado^y 
^^nbunales  {artículos  481  y  482),  se  enumera  entre  ellas  la  de  "dar  ejiortíina- 
mente  cuenta  de  todas  las  pretensiones  que  se  les  preí^énteu  en  los  negt>cios  en 
•aue  a<?táen,  siendo  responsables  délas  dilaciones  inmóti radas,  en  que  ineurran," 
debiendo  hacerlo  de  palabra,  cuando  se  trate  de  proridendas  de  tramitación 
-qtie  no  necesiten  antecedentes  complicados  para  resolrer;  y  por  escrito,  con  1» 
^ODcisidn  posible,  cuando  lo  e»ján  la  grayedad,  volumen  ae  los  antecedentes  6 
dificultades  que  se  presenten  para  la  resolución.  Y  on  él  áitículo  6$1  de  fa  mis- 
ma le^  orgátficarS^  previno  que  ''19$  secretarios  darán  duenta  del  despacho  or- 
dinario por  el  orden  de  presentación^  de  las  peticioüéa  en  sus  réspéitivas  secr^- 
taríai."  Kn  lo»  brtíeúlos  que  son  objeto  de  este  coihéntário.  se  acepta  dicho 
p]rocedimieititQi/]>eto  fijtt&do  pitízb,  como  hemos  dicha,  y  con  las  modificacidim 
-que  ramos  á  indicar. 

Ha  tenido  que  sujetarse  la  nuera.ley.&la  orgfanización  actual  de  ¡es  tribuna- 
les, según  la  cual  todavía  siguen  funcionando,  en  los  juzgados  de  primera  ins- 
tancia los  escribanos  de  actuaciones,  y  en  las  Audiencias  y  Tribunal  Supremo 
los  escribanos  de  Cámara  y  relatores  que  quedan  de  los  antiguos,  con  los  se- 
^t^ri^s  ^ados  por  la  ley«rgáiticá,  que  reúnen- las  atribucioaos^e  fiquellos  j 
de  éstop.  Por  eso,  en  el  art.  315,  lo  ^ismo  que  en  ptros.  'se  liabla  de  secretarios 
jyescribanos,  ordenando  que  para  el  despacho  o'rdirtaHo darán  cuenta  de  palabra» 
Éegón  veníU  practicátídose.  Pero  se  áñadtS;  de  acuerdo  cdneá  art.  130  de  las odr- 
deolinzas  de  bis  AudierfeiUs,  que^dfberán^ár  cueiifa  ei^  el  piismo  día  en  que  se 
pr^nten  los  escritos,  ó  tensan  estado  los  autos  para  dictar,  sin  necesidad  dts 
petición  de  parte,  una  provideiicia  ele  suátañeiáéion;  y  qüenésieiíde  posIbleiMi- 
cerlo  e;n  el  mismo  día,  oien  por  no  haberse  presentado  el  escrito  antes  de  la  ho- 
r)Ei  seMláda  ^síya  el  despacho  ofdíWarlo,  bi^n  por  oirás  Mencidhestlel  senticio, 
se  dé  cuenta  en  el  día  sigaienté.  Así  ^fuedt»  fijado  el  térAiino,  trascuvjridp  el 
*etíal,  el  auxiliar  que  tío  hubiei^e  dado  cuanta,  iftcunárá'cnia8.responsabiÍ^4^ 
due  se  determinan  en  el  árt.  301,  y  coiifórmeal  302  de  oficio  deberá  Iser  eertegi- 
do  disciplinariamente  por  tal  oinisión. 

Después  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855,  ocurVió  la  dtída  de  si  las 
Audiencias  podrían  dictar  providencias  de  tramitación,  con  intervención  ctel 
relator,  y  en  mié  casos,  duaa  que^no  resolvió  la  ley  oi^nica  á  pesar  de  que, 
según  ella,  haDÍan  de  seguir  Aincioháiido  los  antigües  relatores  y  esGribannos 
.^e  Cámara;  pero  la  había  resuelto  lafeala  de  gobienio  del  Tribunal  Supreiüo 
de  Justicia,  por  acuerdo,  que  se  coniiinicó  a  las  Atidiciencras  en  25  de 'Mamo 
-de  1861,  en  el  sentido  de  que  debía  datse'cuenta  por  relator,  sieinpre* que  la 
Sala  lo  juzgase  conveniente  por  cualquiera  razón,  como  puede  vei*se  eti  eA  co- 
mentario oel  artículo  253,  en  el  que  se  inseM  dicho  ÍEicüerdo  (tomo  1,  pági- 
na 503.)  • 

De  conformidad  con  la  jurisprudencia  en  su  virtud  establecida,  se  orden* 
ahora  en  el  párrafo  2.^  del  art,  316,  que  en  las  Audiencias  ^  en  el  Tríbunft< 
Supremo,  podrán  acordar  las  Salas  que  para  el  despacho  ot-ditiario  de  tin  ne* 
gocio  se  dé  cuenta  |>or  reliitor,  si  noTeuniese  esto  carácter  el  secretario  respec- 
tivo^-pero  sólo  én  los  casos  en  que^eba  ser  motivada  la  resolución,  ó  haya  ae* 
ocnddaid  de  examinar  añtecedeiUes  para  dictarla.  Poí*  consiguiente,  queda  al 
piirdente  criterio  de  la 'Sala  apreciar  si  concurre  alguna  de  estáis  circun^itancUs 
•«arainsitdar  que'se  dé  imenta  por  relator,  fuera  de  los  casos  dé^ef  minados  én 
^laleyj  y  sólo  cosndo  así  k>, mande,  dará  cuenta  dicho  íuñcionário^pará  que  Ée 
'^t^dte  con  su  ínter? ¿bdón  la^^rovidemcia  de  suiítf^nciáciÓn  que  proceda,  la  ctml 
"será  «utoriz^a  además  por  elescribanp  de  Cámara,  conforme  á  los  aitf  culos 
"Sl^l,  126^253.  (Véanse  con  sus  comentarios.)  £n  talos  casos,  él  relator  da^ 
oitenta  dep«l«bi'a;=pero  si  fuesen  complicados  ó  extensos  los  antecedentes  que 
hayan  de  consultarse  para  dictar  la.providencia,  podrá  formar  nota  ó  cjctñíúo 
de  los  mismos,  áfin  de  facilitar  el  despacho,  como  lo  permitían  los  artículos  64 
«del  reglamento  del  Tribunal  Supremo,  108  de  las  ordenanzas  de  las  Audiettdluí 
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7  482,  núm.  15  y  2.®  de  1»  ley  orgánica;  más  nunca  apuntamiento,  porque  éste 
Mo  puede  formarse  cuando  lo  manda  la  ley. 

En  el  párrafo  IP  del  art.  316  que  estamos  examinando,  se  suple  una  omisiós 
de  la  ley  antigua,  no  salvada  en  la  orgánica  del  Poder  judicial.  En  ninguna  de 
estas  leyes  se  fijó  término  para  dictar  las  proTidenciasdesustanciacién,  y  aho- 
I»  se  previene  que  deberán  dictarse  en  el  acto  de  dar  cuenta  el  secretario,  6  á 
lo  n^s  dentro  de  los  dos  días  siguientes.  Esta  disposición  es  aplicable  á  todo» 
Jos  júzganos  y  tribunales,  y  ha  de  ser  considerada  como  regla  general  para  to* 
doslos  casos  que  no  se  hallon  exceptuados  expresamente.  Dada  cuenta  por  el 
escribano  ó  secretario,  y  en  su  caso  por  el  relator,  del  estado  de  los  autos  ó  de 
las  pretensiones  de  las  partei^  si  no  ofrece  duda  la  resolución  por  ser  do  las  de 
mera  tramitación  determinadas  en  la  ley,  el  juez  ó  tribunal  dictará  en  el  mis~ 
mo  acto  la  providencia  que  proceda,  de  la  cual  tomará  nota  el  auxiliar  para 
extenderla  en  los  autos  v  llevarla  después  á  la  firma  ó  rúbrica  en  la  misma  au*- 
diencia;  pero  si  ofreee  alguna  duda,  se  reservará  dictarla  dentro  de  los  dos  días 
•iguientes.  Para  ello  el  juez  verá  por  sí  mismo  los  autos  (artículo  318),  y  lo  pro- 
pio cualquiera  de  los  magistrados  de  la  Sala  que  (Quiera  examinarlos.  El  tras» 
curso  de  dicbo  término  daría  lugar  á  corrección  disciplinaria»  conforme  al  ar- 
tículo 375. 


Artículo  317. 

Las  Salas  se  constituirán,  para  el  despacho  ordinario  j  resolu- 
ción de  incidentes,  con  tres  Magistrados,  por  lo  menos,  en  lat^ 
Audiencias  y  cinco  en  el  Tribunal  Supremo,  sin  que  puedan  ex- 
ceder de  cinco  en  aquellas  ni  de  siete  en  éste.  Los  acuerdos  se- 
tomarán  por  mayoría  absoluta  de  votos. 

Del  número  de  magistrados,  que  debe  concurrir  en  los  tribunales  colegia-^ 
dos  para  que  la  Sala  se  halle  legalmente  constituida  y  pueda  funcionar  como^ 
tribunal,  se  trata  en  este  artículo  y  en  el  325:  el  presente  se  refiere  al  ''des- 
pacho ordinario'*  y  resolución  de  incidentes,  y  el  325  á  "las  vistas,"  tanto  de 
los  pleitos  como  de  los  incidentes.  Y  todavía  este  segundo  artículo  se  relacio- 
na y  complementa  con  el  348  y  el  349,  en  los  cuales  se  determiua  el  número, 
de  votos  de  los  magi*trados  concurrentes  á  la  vista,  que  es  necesario  para  que 
haya  sentencia  ó  resolución. 

En  la  ley  de  1855  no  se  dictó  disposición  alguna  relativa  á  la  constitucióni 
de  las  Salas,  y  sólo  se  dijo  en  su  artículo  35  que  para  que  haya  sentencia  se 
necesitaban  tres  vatos  conformes  de  los  magistrados  que  nubiesen  concurrido  á 
la  vista  del  pleito,  si  no  pasaban  de  cuatro,  y  cuando  excedieren  de  este  nú- 
mero, los  de  la  moyoría  absoluta  de  ellos.  Quedó,  por  tanto,  en  vigor  el  ar- 
tículo 74  del  reglamento  j^rovisional  de  1835,  según  el  cual,  para  el  despacho 
de  sustanciación  ei^  lo  civil  podía  formarse  ^la  con  dos  ministros,  siendo  ne- 
cesario que  estuviesen  conformes  de  toda  conformidad  para  que  hicieran  reso-^ 
lución;  más  para  cualquiera  otra  providencia,  no  ])odía  haber  Sala  con  menos^ 
de  tres  ministros,  ni  tampoco  sentencia  ni  resolución  sino  en  lo  que  reuniera 
tres  votos  absolutamente  conformes. 

En  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  de  1870  se  dictaron  también  reglas  so- 
bre  esta  materia,  ordenándose  en  su  artículo  640  que,  en  todos  los  casos  en^ 
que  la  ley  no  exija  determinado  número  de  magistrados,  bastarían  para  formar 
Sala,  tres  en  las  Audiencias,  y  cinco  en  el  Tribunal  Sui>remo;  pero  se  previno^ 
«n  el  673,  que  el  número  de  magistrados  para  fallar  pleitos  fuese  siempre  im- 
par, sin  Que  pudiera  bajar  del  necesario  para  celebrar  audiencia,  <}ue  era 
el  indicado  anteriormente,  ni  exceder  del  que  bastase  á  dictar  sent  ncia  defi- 
tíva  con  arreglo  á  la  ley  de  Enjuiciamiento.  Y  añadió  en  el  648,  que  la  sen- 
tencia se  dictara  por  mayoría  absoluta  de  votos,  excepto  los  casos  en  que  la  1^ 
esigiese  expresamente  mayor  número.  Era,  pues,  necesario  buscar  el  comple- 
mento de  estas  disposiciones  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  á  la  cual  se  re- 
fieren. 


Digitized  by  VjOOQ IC 


¡ 


LEY  DE  ENJUICIAMIENTO  CIVIL  81 

^  La  noredad  importante  que  introdujo  la  ley  orgánica,  derogando  la  legisla» 
ción  anterior,  fué  la  de  que  sea  siempre  ''impar"  el  número  de  magistrados  pa- 
ra fallar  ]^leit08.  La  única  vei^taja  de  este  sistema,  según  sus  mismos  partida* 
rios,  consiste  en  que  se  presta  menos  á  las  discordias  que  él  numere  par,  y  sin 
duda  alguna  conviene  dificultarlas,  ya  que  no  sea  posible  impedirlas.  En  cam- 
hto,  el  sistema  del  número  plir  dá  más  autoridad  moral  á  los  fallos,  porque  si 
cepcurren  cuatro,  magistrados  á  la  vista,  se  necesitan  trea  votos  contra  uno  pa- 
ra que  haya  sentencia;  al  paso  que  si  concurren  cinco,  hacen  é^ntencia  tres  vo- 
tos contra  dos,  y  sí  la  mayoría  revoca  y  la  minoría  cobfírma,  agregando  á  esta 
el  voto  del  juez  de  primera  inetancla  resultan  tr^s  contra  tres.  Además^  en  las 
audiencias,  la  dlsposioión  de  la  ley  orgánica  embarazaba  el  diaspacho  y  aumen- 
taba las  nuevas  vistas  en  discordia,  porque  si  no  podían  reunirse,  éomo  es  muy 
frecuente,  cinco  magistrados  para  formar  Sala,  y  concurríaii  éuátro,  tíenía  que 
retirarse  uno  de  ellos,  dejando  por  consiguiente  de  cooperar  al  acierto  en  el  fa- 
llo, y  formada  la  Sala  ooh  tres,  resultaba  discordia  si  no  estabáh  conformes  de 
toda  conformidad)  como  es  ne^sario  para  que  haya  sentencia.  Examinados 
los  inconvenientes  y  ventajas  de  uno  j  otro  sistema,  estimó  }a  Comisión  que 
era  preferible  volver  á  la  práctica  antigua,  y  derogando  el^art.  673  do  la  ley 
0rgniica,  fijar  el  mínimutn  y  el  máximum  de  los  magistrados  necesarios  para 
formar  Sala  y  resolver  en  cada  caso,  permitiendo  que  puedan  constituirse  las^ 
Salas  con  número  par  para  las  vistas  de  los  pleitos  é  incidentes. 

Así  resulta  délo  que  se  ordena  en  los  artículos  317,  32S,  348  y  349,  y  aunque 
sólo  el  primero  es  objeto  ée  este  ciomentario,  los  examinamos  aquí  en  conjunta 
por  la  relación  que  tienen  entre  sí.  El  precepto  de  todos  ellos  es  claro  y  termi- 
fiante,  y  ninguna  dificultad  han  ofrecido  en  la  práctica,  á  pesar  de  ser  de  diaria 
aplicación.  Por  esto  nos  limitaremos  á  indicar  las  realas  que  han  de  observar- 
se, canforme  á  dichos  artículos,  ]^ara  constituirse  las  Salas  y  dictar  sus  provi- 
dencias, autos  y  sentencias,  tanto  en  las  Audiencias  como  en  el  Tribunal  oúpre-^ 
Bio.  Estas  reglas  son: 

"En  laa  Audiencias."—!  •?  Han  de  constituirse  las  Salas  con  tres  magistrados, 
pef  lo  menos,  y  cinco  á  lo  más,  tanto  para  el  despacho  oí  dinarib,  como  para  las 
vistas  de  pleitos  é  incidentes:  por  consiguiente,  también  pueden  éonstituirse  con 
enatro,  como  se  dá  por  supuesto  en  el  art.  352. 

2P  En  el  despacho  ordinario,  y  para  la  r^olución  de  incfdéiites  que  haya  dé 
dictarse  en  forma  de  auto,  los  acuerdos  ó  resoluciones  se  tomái-án  por  mayoría 
absoluta  de  votos  de  los  magistrados  que  formen  la  Sala,  de  suerte  que  si  son 
tres,  se  necesitan  dos  votos  conformes  para  que  haya  providencia  ó  resolución ,^ 
y  tres  cuando  se  constituya  la  Sala  con  cuatro  ó  cinco  magistrados. 

3.®  Para  ^ue  haya  sentencia,  tanto  sobre  la  cuestión  prinéipal  del  pleito,  co- 
lao  sobre  los  incidentes  en  que  la  ley  exige  esta  forma  de  resolución,  son  necesa- 
rios tres  votos  conformes  de  toda  confoi'midad,  ya  sean  tres,  cuatro  ó  cinco  los* 
magistrados  que  hayan  concurrido  á  la  vista.  Cuando  sean  tres  solamente,  no 
puede  resolverse  por  mayoría,  sino  por  unanimidad;  y  si  loé*  tres  no  están  ente^ 
r  imente  conformes,  resulta  discordia  y  hay  que  proceder  á  nueva  vista  con  más 
magistrados,  conforme  á  los  artículos  350  y  siguientes. 

La  inobservancia  de  cualquiera  de  estas  reglas  daría  lu^r  á  la  nulidad  del 
acto,  y  á  la  responsabilidad  de  la  Sala  que  hubiere  cometido  la  falta. 

"En  el  Tribunal  Supremo"  han  de  observarse  las  reglas  s1|:niénte:^ 

1.^  Paraí  el  despacho  ordinario  y  para  las  vistas  y  resolución  de  incidentes, 
competencias  y  recursos  de  queja,  han  de  constituirse  las  Salas  con  cinco  ma" 
gíétrados  por  lo  menos,  sin  que  puedan  exceder  de  siete,  y  los  acuerdos  ó  resolu-  • 
cienes  se  tomarán  por  mayoría  absoluta  de  votos  de  los  que  hubieren  concurrido. 

2*  Para  decidir  Sobre  la  admisión  de  los  recursos  de  casación  por  infracción 
de  ley,  y  para  la  declaración  de  haber  ó  no  lugar  á  dichos  recursos  y  á  los  de 
quebrantamiento  de  forma,  así  como  para  la  vista  en  su  caso  de  estos  recursos, 
han  de  constituirse  las  Salas  con  siete  magistrados,  y  para  que  haya  sentencia 
son  necesarios  cuatro  votos  conformes  de  los  siete,  ó  sea  la  mayoría  absoluta  d& 
los  que  formen  la  Sala. 


Tomo  II.— 6 
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Artículo  318. 

'    Los  Jueces  de  primera  instancia  verán  por  si  mismos  los  plei- 
tos y  actuaciones  para  dictar  autos  j  sentencias. 

£n  las  Audiencias  7  en  el  Tribunal  Supremo  se  dará  cuenta 
por  relator  ó  por  el  secretario,  en  su  caso,  formando  para  ello  el 
correspondiente  apuntamiento  cuando  lo  prevenga  la  ley. 

Después  de  haber  ordenado  la  ley  en  los  artículos  315  y  316,  la  forma  de  dar 
cuenta  para  el  despacho  ordinario,  é  sea  para  dictar  las  proridencias  de  sustanr 
elación ,  se  establece  en  el  presente  el  modo  de  hacerlo  para  dictar  autos  y  sen* 
tencias,  tanto  en  los  juzgados  de  primera  instancia,  como  en  las  Audiencias  y  en 
el  Tribunal  Supremo.  Se  preriene  sustancialmente  lo  mismo  que  había  dispues- 
to el  art.  672  de  la  ley  orgánica  de  1870,  y  concuerda  también  con  el  35  de  la  de 
Enjuiciamiento  civil  de  1855,  pero  con  una  modificacién  importante  en  cnamto 
á  los  juzgados. 

Según  el  i>árrafo  IP  de  dicho  art.  35,  los  jueces  de  primera  instancia  debían 
TCr  por  sí  mismos  los  autos  para  dictar  toda  clase  de  providencias:  el  mismo  pá» 
rrafo  del  que  estamos  comentando  sélo  les  impone  esta  obligación  para  Jictar 
autos  y  sentencias:  para  las  providencias  de  sustanciación  hsn  de  darles  cuenta 
de  palabra  los  escrioanos,  s^ún  se  dispone  en  el  315.  Sin  embago,  cuando  el 
juez  se  reserve  dictar  la  providencia  dentro  de  los  dos  días  que  le  concede  la  ley, 
también  habró  de  rer  por  sí  mismo  los  autos  ó  las  actuaciones  necesarias,  pues- 
to que  los  escribanos  no  ejercen  las  funciones  de  relatores,  ni  existen  estos  auxi" 
liares  en  los  juzgados.  Sobre  este  punto  se  ha  restablecido  lo  que  se  hallaba  dis- 
puesto por  la  Icnr  3.*,  tít.  16,  lib.  11  de  la  Novísima  Becop.  desde  el  ano  1539  & 
petición  de  las  Cortes  de  Toledo.  "Por  cuanto  nos  fué  pcKltdo,  dice  dicha  leyv 
que  de  relatar  los  escribanos  los  procesos  á  los  juec^  "para  los  sentenciar,"  hay 
muy  grandes  inconvenientes,  ^mandamos  que  los  dichos  jueces  no  tengan  rela*^ 
tores,  "sino  que  vean  por  sí  los  procesos." 

La  organización  de  los  tribunales  colegiados  y  el  gran  cúmulo  de  negocios 
que  pesan  sobre  ellos,  no  permiten  que  todos  y  cada  uno  de  los  magistrados 
vean  por  sí  mismo  los  autos,  porque  esto  embarazaría  el  despacho.  De  aquí  la 
necesidad,  reconocida  siempre  desde  el  origen  de  dichos  tribunales,  de  que  se 
les  dé  cuenta  por  relator,  funcionario  que,  además  de  ser  letrado,  ha  de  acredi- 
tar su  aptitud  por  medio  de  la  oposición.  De  acuerdo,  pues,  con  la  práctica  an- 
tigua y  con  lo  que  estaba  mandado  en  las  disposiciones  de  la  ley  orgánica  y  de 
Enjuiciamento  antes  citadas,  y  sin  perjuicio  de  lo  que  para  el  despacho  ordinaria 
se  previene  en  los  artículos  315  y  316  (véanse  con  su  comentario),  se  ordena  en 
el  párrafo  2.  ®  del  318  que  en  las  Audiencias  y  en  el  Tribunal  Supremo,  par» 
dictar  autos  ó  sentencias,  se  dará  cuenta  por  relator,  ó  per  el  secretario  que  ejer- 
za las  funciones  de  aquel,  formando  para  ello  el  correspondiente  apuntamiento, 
no  en  todos  los  casos,  sino  solamente  cuando  lo  prevenga  la  ley.  Este  punto  na 
ofrece,  ni  ha  ofrecido  en  la  práctica  dificultad  alguna,  puesto  que,  al^  ordenar  en 
la  ley  la  sustanciación  de  las  instancias  y  recursos  de  que  conocen  dichos  tribu- 
nales, se  ddtermina  cuándo  y  en  qué  casos  ha  de  formarse  apuntamiento.^ 

Pero  no  obsta  el  que  haya  de  darse  cuenta  por  relator,  para  que  cualquiera  de 
tos  magistrados  vea  por  sí  mismo  los  autos,  cuando  lo  estime  conveniente  para 
instruirse  mejor  de  eUos,  como  se  previene  en  el  art.  338.  Esto,  aparte  de  1« 
obligación  que  en  todo  caso  tiene  el  ponente  de  verlos  y  examinarlos  por  sí  mis- 
mo para  su  iastruccíón  y  á  fin  de  someter  á  la  deliberación  déla  Sala  los  puntos 
«le  hecho  y  de  derecho  y  la  decisión  que  á  su  juicio  deba  recaer,  y  para  los  de- 
más efectos  que  se  determinan  en  los  artículos  336  y  337,  con  cuyo  ob.ieto  han 
de  comunicdresle  necesariamente,  como  se  previene  en  los  artículos  708, 871. 
«94  y  otros. 

Artículo  319. 
Al  final  del  apuntamiento  expresará  el  relator  ó  secretario,  ba- 
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jo  SU  responsabilidad,  si  en  la  instancia  6  instancias  anteriores 
se  han  observado  las  prescripciones  de  esta  lej  sobre  términos  j 
sus  prdrogas,  apremios  j  recogidas  de  autos  j  demás  que  se  re- 
fieran al  orden  j  forma  de  los  procedimientos;  asi  como  también 
si  se  liaa  practicado  actuaciones  innecesarias  ó  no  autorizadas 
por  la  ley,  anotando  los  defectos  ú  omisiones  que  resulten,  ó  con- 
signando, si  no  los  hubiere,  que  se  han  observado  las  prescrip- 
ciones legales  en  la  sustanciación  del  juicio. 

Articulo  320. 

Los  relatores  j  secretarios  formarán  los  apuntamientos,  si- 
guiendo el  orden  riguroso  de  las  fechas  en  que  se  hubiere  acor- 
dado  este  trámite.  Sólo  darán  preferencia  á  los  asuntos  que  se 
expresan  en  el  artículo  siguiente. 

Se  dá  el  nombre  **¿q  apuntamiento''  al  resumen  6  extracto  ordenado  de  los 
autos  que  forma  el  relator,  6  el  secretario  que  ejerce  sus  funciones,  para  dar 
csenta  de  ellos  al  tribunal  que> conozca  del  asunto.  ''Memorial  ajustado"  se  Un- 
maba  también  en  el  procedimiento  jmtigfuo,  especialmente  cuando  el- apunta- 

•  miento  había  sido  concertado  por  el  relator  con  asisteacia  de  los  abogados  de 
lais  partes. 

Sobre  el  orden  de  prelación  que  ha  degfuardarseen  la  formación  de  los  apunta^ 
mientosy  lo  que  en  ellos  hade  expresarse,  foera  de  lo  que  se  refim^  &  la  cuestión 

'  litigiosa,  á  fin  de  que  sé  corrijan  los  abusos  que  puedan  haberse  cometido  en  el 
procedimiento,  se  dan  reglas  en  estos  dos  artículos.  No  tienen  concordantes  en 
la  ley  de  1655,  la  cual  nada  dispuso  sobre. el  particular,  como  tampoco  la  or^" 

i  nica  de  1870,  fuera  de  la  obligacuSn  que,  de  acuerdo  con  lo  queestaoa  prerenido 

•  en  el  art.  110  de  las  ordenanzas  de  las  Adiencias,  impuso  por  su  art.  482,  nume- 
ren 4.  ®  y  5.  ®  á  los  seeretariof  de  laa  Salas,  de  manifestar  en  los  apuntamientos 

-si  los  autos  se  hallaban  en  estado- de  poderse  fallar,  é  si  existía  algún  defect» 

frave  que  debiera  subsanarse  por  ser  causa  de  nulidad,  y  si  se  hal^a  pronuncia- 
o  la  sentencia  dentro  del  término  legal.  Y  aunque  estaba  prevenido  por  él  art.> 

'  5.  ^  de  la  Beal  orden  de  5  de  Septiembre  de  1850,  que  los  relatores  en  su  informe 
fiskal  ó  para  la  vista,  ^  los  ponentes  en  su  caso,  hicieran  medición  precisamente 
de  si  en  U  sustanciaciacidn  habían  sido  ebsenrados  los  trámites  y  términos  cob- 

i  forme  á  las  leyes  y  disposiciones  rigentes,  por  regla  general  no  se  observaba  estft 
dtsposicién,  considerándola  derogada  par  el  artículo  final  de  la  ley  de  Enjuicia* 
miento  civil. 

Que  los  relatores,  6  los  secretarios  en  su  caso,  han  de  formar  los'apuntamien- 
tos,  lo  dá  por  supuesto  la  ley  en  consideración  á  ser  esta  una  de  las  funciones, 
«in  duda  la  más  importante,  de  dichos  auxiliares,  y  se  deduce  del  párrafo  2.^  del 
artículo  318.  Lo  habían  dicho  expresamente  algunas  de  las  leyes  del  tít.  23, 
Ubi  5.®  de  la  Novísima  Recopilación.^  ordenándose  en  la  11  .* ,  "que  los  relatores 

-saquen  ellos  mismos  las  relaciones,  sin  encomendarlas  á  otras  personas,  y  que 
no  las  den  á  sacar  fuera  de  sus  casas  y  donde  las  partes  lo  puedan  saber;  y  que 

«tengan  mucho  cuidado  y  diligencia  en  las  sacar,  porque  los  litigantes  sean  más 
brevemente  despachados."    Y  en  el  reglamente  del  Tribunal  Supremo  y  orde- 

» nansas  de  las  Audiencias  se  dá  también  por  supuesto  que  incumbe  á  los  relato- 

^res  la  formación  de  los  apuntamientoe. 

Es  de  notar  que  ni  en  la  presente  ley  ni  en  ninguna  de  las  disposiciones  an- 
teriores se  hayan  dado  reglas  para  formarlos,  lo  cual  demuestra  la  dificultad  de 
establecerlas.  No  es  posible  sujetar  á  una  pauta  ó  modelo  todos  los  apuntamien* 
tos:  lo  que  importa  es  que  se  extracten  fielmente,  con  la  concisión  r  claridad  pe- 
fiibles  y  debidamente  ordenadas  las  pretensiones  de  las  partes  y  los  puntos  de 
hecho  y  de  derecho  que  sean  objeto  del  debate,  con  las  pruebas  suministradas 
para  la  justificación  de  los  hechos.  El  relator,  con  su  pericia,  criterio  y  expe- 
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ritticU,  adoptará  etí  eada  ca«o  el  método- qlie  mejor  coDcttuea  &  dicho  fin,  ser&ii. 
la  índole  del  negodo  (í),  y  »i  cometiere  aJguna  omiaid]»  ó  i nexnetitud^  la  le^R 
concede  á  las  partes  el  jnedio  de  areriguArlo  comunicándoles  el  aj>untan^ent€^ 
con  los  autos  para  instruccióii  de  sus  letrados,  y  el  derecho  de  pedir  q^e  se  hsr 
gian  eil  él  las  adicioiiee  srreotifieaoiones  que  procedan. 

Pero  no  ha  de  Umitarse  )ioy  el  apuntamiento  al  extracto  del  pleito^,  aunque; 
ahora  como  antes  sea  su  objeto  principal:  en  el  art.  S10,,  prin^ero  de  este  comenr^ 
tsrio,  se  ordena  que  *^al  final  del  apuntamiento  expresará  el  rébtor  ó  secretario, 
*'bajo  su  responsabilidad,"  si  en  la  instancia  é  instancias  anteriores  se  han  ob- 
serrado  las  prescripciones  de  esta  ley  sobre  termines^  stt$  préro^s,  M>remipe  y 
recofifidas  de  autos  y  demás  que  se  refieran  al  orden  y  forma  de  los'^ocedimien- 
tos;  así  como  también  si  se  han  practicado  actuaciones  innecesarias  ó  no  autori* 
zadas  por  la  ley,  anotando  los  defectos  ú  omisiones  que  resulten,  ó  consignando,, 
id  np  los  hubiere,  que  se  han  observado  las  prescripciones  legales  en  la  sustan- 
daeión  del  juicio." 

No  se  contei^ta  la  ley  con  imponer  eita  penosa  ebligacián  al  relator,  sino  que 
la  impone  también  al  magistrado  ponentOf  como  pueoe  verse  en  el  art.  337,  i>re^ 
'ráiéndole  que  si  hubiere  alpruna' falta  que  merezca  correccit^n,  llame  la  atención 
de  la  Sala  para  que  en  definitiva  pueda  acordar  lo  conveniente  á  fin  de  corregir- 
el  abuso  y  procurar  la  puntual  y  rigurosa  observancia  de  esta  ley,  "en  su  letra 
jien  su  espíritu,"  por  todos  los  ñtneionarios  que  intervienen  en  los  juicios.  Y 
como  complemento  de  estas  prevenciones,  en  el  art.  37^  se  ordena  lo  que  ha  de- 
haoerse  para  corregir  dichas  faltas  en  la  sentencia:  en  el  424,  que  no  se  compt«ii- 
dan  en  la  tasacidn  do  coatas  los  derechos  correspondiente»  á  escritos,  diligencia»* 
y.d/Sjoqia  actuaciones  que  sean  inútiles,  superfinas  6  no  autorizadas  por  la  ley;  y 
en  el  título  XIII,  art.  437  y  siguientes,  se  determinan  las  correcciones  disoipli^ 
Barias  que  han  dé  imjioneraet  por  tales  faltas.        i> 

Tjqdas  estas  disposiciones  y  Jas  deios. artículos  280,  301»  .302  y  otros,  revelan 
e]- propósito  firme  del  legislador  de  :que,  sin  contemplacién  ni  miramientos  de- 
ninguna  clase,tse  conrijan  los  abusos  que  hacían  internúnables  los  litigios  7  au- 
na^ taban  indebidamente  sua  gastee.  Para  que  no  caigan  en  •olvido,  como  ha  su- 
cedido otras  veoes,  a^^n  hemos  indicado  en  el  comentario  'de  dichos  artíoiikis, 
ha  adoptado  laa  precauciones  que  quedan  expuestas,  conforme  á  la  prevención 
lieeha  en  la  base  1.*^  de  las  aprobadas  porla  ley  de21  de  Junio  de  1880  para  ia 
je£orma  de  U  de  Enjuiciamiento  (nviL 

JPara  dar  cumplimiento  á  lo  que  ordena  el  art.  319,  los  relatores,  al  exminar 
y  estudiar  los  autos  para  formar  éí  apuntami^ito,  deberán  hacerlo  fijándose  en/ 
8Í  existe  alguna  de  lasialtas  á  que  chebo  artículo  serefíei«,  á^fin  de  expresarlas 
al  $nal  del  extracto  del  pleito  por  medio  de  una  nota;  y  si  no  laa  humere,  no 
. ba^ta  que  no  las  mencionen,' sino  que  han  de. expresar  haberse  observado  laa 
pirescrijpciones  legales  en  la  sustanciación  del  juicio.  Cuandosuban  loa  autosoriffi- 
nal^al  Tribunal  Supremo  y  haya  de  formarse  apuntamiento^  como  sucede  en  loS' 
recursos  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  tendrá  el  deber  el  relator : 
dei  examinarlos  nara  anotar  laafaltasque  se  hubieren  cometido,  tanto  en  la  8e- 
fiunda  comeen  lá  primera  instancia;  "enla  instancia  ó  instancias  anteriores,'»' 
dice  la  ley.  Y  estohan  de  hacerlo  los  relatores  "bajo  su  responsabilidad,"  de 
suerte  que  su  negligencia  ó  tolerancia  habrá  de  ser  corregida  disciplinariam^i- 
te^si  al  examinar  el  i>onente  los  autos  encontrase  faltas  no  notadas  por  aquellos. 

No  fija  la  ley  término  para  hacer  el  apuntamiento,  limitándose  á  prevenir 
en  el  art*  820,  segunda  de  este  comentario,  que  se  formarán  ''segán  el  'orden 
riguroso  de  las  fechas  en  que  se  hubiere  acordado  esto  •  trámite."  Se  ha  creída^ 
suficiente  esta  prevencióii.  para  evitar  abusos,  pues  según  ella,  el  relator,  fuera  ^ 
ddJas  exoepcáones  que  luego  indicaremos,  no  puede  dar  preferencia  á  ningún 
negocio,  ni  postergar  los  de  pobres,  á  lo  cual  acaso  pudiera  inducirle  su  propio 
interés;  sino  que  ha  de  despacharlos  por  el  orden  riguroso  de  las  fechas  en  que 
-  seliubieie  acordado  la  formación  del  apuntamiento*    Para  salvaV'el  relator 


~(1)  Sobre  las  reglas  que  conviene  seguir  para  la  formación  de  apuntamientos^ 
eñ  toda  clase  de  negocios  judicijües,  puede  consultarse  con  gran  provecho  el  ar- 
tículo "Apuntamiento,"  de  la  '%icicIopedia  española  de  Derecho  y  Administra- 
cién,"  por  el  Sr.  Arrazola  y  otros  jurisconsultos  (tomo  SP,  pág.  343.) 
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VfL  responssbilidftd,  cuaiido  intervenga  escribi^no  deCámara,.  convendrá. gueal 
entr^igfarse  de  los  autos  áñote  el  día  en  que  los  recibe,  teniendo  presente  que  ño 

Í"  )úéde  recibirlos  sin  que  conste  que  se  le  han  encomendado,  todo  conforme  á 
os  artículos  50  v  51  del  ralamente  jdel  Tribunal  Supremo,  y  102,  103  y  104  de 

las  órdenai^zas  dé  las  Au(henc|as^.  ^ 

Pero,  aunque  1»  Icyn  o  n  ja  término  para  liacer  el  ^juntamiento,  come  tamr* 

,poco  lo  fijaron  laa  anteriores,  en  consideración  sin  duda  á  la  dificultad  de  esta-* 
Blecerlo  d^d^  la  índole  de  tan  im]2ortan te  trabajo,  y  á  que  pueden  encontrai;se 
en  el  mismo  trámite  vatios  negocios,  no  por  esto  es  árbiíro  el  relator  para  te- 
marse el  tiempp  gue  le  parezca.  Cuandp  en  la  ley  no  se  fija  término  para  algu- 
na ^ctuacién  judicial,  se  entiende  que  Ka,, de  practicarse. sin  dilación,  ó  tan 
pronto  como  sea  posible,  según  se  previene  en  el  art.  301,  que  es  aplicable  al 
caso  como  regla  general.  Y  cuando,  ajuicio  de  la  Sala,  el  relator  dilate  inde- 

^bidamente'la  formación  de  lin  apuntamiento,  deberá  apremiarle  con  corrección 
disciplinaria  sin  necesidad  de  petición  de  parte,  conforme  también  á  dicho  ar-> 
tículo  y  al  302,  sin  perjuicio  del  derecho  de  la  que  se  crea  agraviada  para  re- 
damar la  indemnización  de  perjuicios. 

;  De  la  regla  general  antes  expuesta  sobre  el  orden  que  ha  de  seguirse  en  la 
formación  de  los  apuntamientos,  se  exceptúan  por  el  mismo  art.  3^  los  nego- 
cios que  se  expresan  en  el  siguiente  321,  á  los  cuales  han  de  dar  preferencia  los 
relatores,  despachándolos  así  que  se  acuerde  dicho  trámite,  sin  sujeción  al  tur- 
no establecido  para  los  demás. 

Artículo  321. 

Las  Tistas  de  los  pleitos  é  iiicideates  se  señalarán  por  el  drden 
de  su  conclusión,  7  sin  necesidad  de  que  lo  pidan  las  partes. 

Exceptúanse  las  cuestiones  de  alimentos  provisionales}  de  com- 
petencia, acumulaciones,  recusaciones,  desahucios,  interdictoSi 
depósitos  de  personas,  juicios  de  menor  cuantía  y  ejecutivos,  de- 
negaciones de  justicia  ó  de  prueba,  y  los  demás  negocios  que  por 
prespripción  de  la  ley  ó  por  acuerdo  de  la  Sala,  fundado  en 
«circunstancias  mny  especiales,  deban  tener  preferencia,  los  cna* 
les,  estando  conclusos,  serán  antepuestos  á  los  demás  cuyos  se- 
tialamientos  aun  no  se  hubiesen  hecho. 

Al  Presidente  de  la  Sala  corresponde  hacer  los  señalamientos. 

Concuerda  con  los  artículos  38,  39,  40,  861  y  863  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to ciyil  de  1855.^  más  especialmente  con  el  652.de  la  orgánica  de  1870,  aü^- 
^ue  con  las  adiciones  ^e  indicaremos.  Como  en  este,  se  ordena  que  **la8  vis- 
itas de  los  pleitos  é  incidentes  se  señalarán  por  el  drden  de  su  conclusiÓn,'<  y 
se  añade:  ^'sin  necesidad  de  qne  lo  pidan  las  partes*"  según  estaba  prevenido 
en  el  862  de  la  ley  antigua,  bótese  que  se  incluyen  en  ün  mismo  precepto  los 
'"pleitos  ó  incidentes,  **pa^  demostrar  que  unos  y  otros  han  de  comprenderse 
en  un  mismo  turno.  Y  como  él  señalamiento  ha  de  hacerse  por  el  orden  €?n 
'^ne  9e  hayan  dedarado  conclusos  para  la  Yista,  es  innecesario  que  lo  soHrften 
las  partpeBsettande  les  llegue  el  turno,  se  hará  el  sefíalamiento  pot  el  presideíi- 
te  de  la»  Bata.  Pebeeesar^  por  tanto,  ta  práctica  ¿biísira,  tolerada  en  algunas 
AmUeneias  á  peciar  del  art  862  de  la  \^  a^tiguii  atítétt  citado,  áe  esperar  á  que 
alguno  de  los  preduradoi^fif^  lo  p^iera,  paira  Hacer  él  sefialai^iénte.  Si  líof  se 
wefiíentant  algútf  escrite  eotí  ese^ol^'eto,  esfüría  eemprendido  eií  la^fohibí- 
hi6n  del  att^elile  iS4  de  qvene  seiñcltttran  en  la.  tasa^f^n  de  cortas  los  der^ 
ehoscorrespondientes  á  escritos^y  demás  aotnac^oiÉes  que  Ifean  inútiles,  Éiípér^ 
fluos  ó  ne  antoHnúd^  i>er  1»  Ua^tT  tanto  el  relafier  com^el  j^onénte  teAdVfan 
^He  llamar  la  atención  de  laSaía  p4ra^que«efrija  dÁflciplmáriaonente  al  kváor 
«de  i9X  ematÜQ,  ^n  enm^lkmi^i^  de  lo.§ue  e^enan  loe  ad:4fettlos  3i9v  3S7  y  de- 
jBoé»  qne  4eis^  ptep^ite  heme»  c^tad^ m  el  OAmctot^no  teefcerior^    Ne  se  en* 
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tienda  comprendido  en  este  caso  el  escrito  que  alfiruna  vez  será  necesario  para 
pedir  el  nuero  sefialamiento  de  una  rista  suspendida,  como  diremos  en  el  co- 
mentario del  art.  324. 

De  la  regla  general  antes  expuesta  se  exceptúan  los  negocios  expresados  en 
el  párrafo  2  ®  del  artículo  que  estamos  comentando,  todos  de  reconocida  lir- 
ffencia;  los  unos,  como  las  competencias,  acumulaciones,  recusaciones,  inter* 
dictos  y  denegación  do  justicia,  por  afectar  al  orden  público;  y  otros,  como- 
los  alimentos  prorisionales,  desahucios,  depósitos  de  personas,  juicios  ejecu- 
^ítos  y  denegación  de  prueba,  porque  la  tardanza  en  su  resolución  puede  oca- 
«tonar  ^aves  perjuicios  á  los  interesadles,  en  cuyo  caso  se  comnrenden  tambiei» 
los  juicios  de  menor  cuantía,  por  lo  mismo  que  se  han  sometido  á  nn  procedi- 
miento mucho  más  brere  que  el  ordinario  y  que  la  rista  ha  de  limitarse  á  in^- 
formar  sobre  los  hechos,  y  debe  celebrarse  dentro  de  cuatro  días  (art.  70d.) 

Después  de  hacer  exi>resión  de  los  negocios  que  quedan  indicados,  se  afia~ 
de:  **y  los  demás  negocios  que  por  prescripción  de  la  ley,  ó  por  acuerdo  de  la 
8ala,  "fundado  en  circunstancias  muy  esj^ecioles."  deban  tener  preferencia." 
¿Cuáles  serán  los  primeros?^  Podrá  ocurrir  esta  duda  porque  en  el  mismo  ar-^ 
tículo  se  ha  hecho  ya  mención  expresa  de  todos  los  negocios  que  por  prescrip- 
ción de  esta  ley  han  de  tener  preferencia.  Creemos  que  los  demás  á  que  se  re- 
fiere deberán  ser  los  recursos  de  fuerza  por  su  analogía  con  las  cuestiones  de 
competencia,  y  todos  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  en  razón  á  que  para 
ellos  son  hábiles  todos  los  días  y  horas  sin  excepción  (art.  1812),  y  han  de  ser 
despachados  por  la  sala  extraordinaria  de  vacaciones  según  el  art.  902  de  la 
ley  orgánica  del  Poder  judicial,  lo  cual  demuestra  que  la  le^  los  considera  ur- 
gentes y  de  preferente  despacho.  También  habrán  de  considerarse  en  el  mis- 
mo caso  los  recursos  establecidos  por  leyes  especiales  con  términos  perento- 
rios que  hacen  indispensable  su  preferencia.  Y  en  cuanto  á  la  facultad  conce- 
dida a  las  Salas  de  justicia  para  declarar  preferente  la  vista  de  algún  negocio, 
preferencia  que  alcanzará  también  á  la  formación  del  apuntamiento,  no  es^  la 
iacultad  sin  restricciones  del  art.  33  de  las  ordenanzas  de  las  Audiencias,  sino 
limitada  al  caso  en  que  concurran  "circunstancias  muy  especiales,''  que  ha- 
brán de  expresarse  en  la  providencia.^  Do  este  modo  podrán  evitarse  graves- 
perjuicios  en  algún  caso  extraordinario,  sin  temor  de  abusos^  pues  aunque  la 
apreciación  de  esas  circunstancias  queda  al  prudente  criterio  d  e  la  Safa,  sut 
responsabilidad  y  su  imparcialidad  I  interés  limitarán  el  uso  de  ^  esa  facultad 
al  caso  raro  en  (^e  sea  un  acto  de  justicia,  ó  por  lo  menos  de  equidad  notoria. 

Ordena  también  el  mismo  art,  321,  que  luego  que  estén  conclusos  ó  en  esta-^ 
'  do  de  vístalos  negocios  <}ue  deban  tener  preferencia,  "serán  antepuestos  á 
los  demás  "cuyos  señalamientos  aún  no  se  hubiesen  hecho."  No  sería  justo  ni 
es  necesario  alterar  los  señalamientos  ya  hechos,  ni  suspender  lo  vista  de  otro 
negocio  para  dar  entrada  al  ^ue  tenga  preferencia:  este  ocupará  el  primer  lu- 
gar á  fin  de  señalar  para  su  vista  el  primer  día  que  sea  posible.  No  es  obstá- 
culo el  que  la  lev  haya  fijado  un  término  preciso  dentro  del  cual  haya  de  cele- 
brarse la  vista  de  algunos  de'esos  negocios,  como  el  de  cuatro  días  en  los  jui- 
cios de  menor  cuantía  y  en  algunos  de  desahucio  (artículos  709  y  1592),  y  el 
de  ocho  en  las  competencias  (artículo  104):  la  prudencia  y  pericia  de  los  pre- 
sidentes de  Sala  salvará  fácilmente  ese  obstáculo,  cuando  se  presente  ,  proro- 
Kando  la  sesión  si  fuere  necesario,  con  lo  cual  bastará  para  la  vista  de  un  ne- 
gocio de  esa  clase.'' 

JSxcusado  parecerá  advertir  que  la  disposición  del  artículo  que-  estamos  co- 
mentando, se  refiere  necesariamente  á  los  pleitos  é  incidentes,  para  euyo  falló 
ordena  la  ley  que  preceda  vista  pública.  .Ketpeoto  de  aquellos  en  que  no  es  necesa* 
río  este  acto  si  las  partes  no  lo  solicitan, .  como  aucede  en  la  primera  instanci»^ 
de  los  juicios  de  mayor  cuantía  y  de  los  incidentes  artículos  66S  v  756),  la  parte 
á  qnien  interese  habrá  de  pedir  la  celebración  de  vista»  y  otorgada  por  el  juez  6- 
por  Ja  Sala,  entrará  el  negocio  en  turno  para  su  señalamiento,  el  que  habrá  de 
.  Kacerse  sin  necesidad  de  que  lo  pidan  J»  partes. 

''Al  presidente  de  la  Sala  corresponde  hacer  los  señalamientos:"  eon  esta- 

declaración,  no  hecha  expresamente  en  las.  leyes  ni  reglamentos  anteriores,. 

annque  era|de  práctica  y  ae  sentido  común,  y  sededutíftdel  artículoESdl  déla  ley 

-  juitigua,  concluye  el  artíetfie  que  estamos  esainaando»^  Si  a1  presidente  corres- 
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Íonde  el  gobierno  de  la  Sala  y  dirigir  sub  trabajos,  no  podía  negársele  esa  atri* 
ación.  Es  de  la  competencia  de  la  Sala  dictar  la  proridencia  declarando  concluso» 
los  autos  6  mandando  traerlos  á  la  vista  con  citación  de  las  partes  para  senten- 
cia: dictada  esta  proridencia  entran  los  autos  eu  turno  para  la  yista,  y  al  presi- 
dente de  la|  Sala  corresponde  hacer  el  señalamiento  del  día  en  que  haya  de 
edebrarse. 

Seprón  el  art.  861  de  la  ley  de  1855,  antes  citado,  las  vistas  de  los  pleitos  debían 
Terincarse  por  "rigoroso  orden'*  de  antigüedad,  ''baje  la  responsabilidad"  del 
presidente  de  la  Sala.  El  rigor  de  este  precepto  embarazaba  el  despacho  con 
perjuicio  de  los  litigantes  y  de  la  pronta  administración  de  justicia,  buoede  con 
frecuencia  que  el  pleito  que  está  en  turno  es  curto,  ▼  largo  el  que  le  pígue,  de 
«uerte  que  no  pueden  despacharse  en  un  día:  ¿no  ha  de  poder  el  presidente  de  la 
Bala  combinar  los  señalamientos  de  modo'que  puedan  ocuparseltodas  las  horas  de 
audiencia,  anteponiendo  ó  posponiendo  alguno  de  los  pleitos  que  estén  en  turno 
]Mtra  que  puedan  despacharse  dos  ó  más  en  un  mismo  día?  Esto  no  es  alterar  e( 
4(rden  que  quiere  la  ley  se  si^a,  sino  combinarlo  con  el  buen  servicio,  y  para  que 
así  pueda  hacerse  se  ha  modificado  acuella  disposición,  previniéndose  solamen- 
te que  las  vistas  de  los  pleitos  se  señalen  por  el  orden  de  su  conclusión. 

I'ara  llenar  cumplidamente  este  servicio,  será  conveniente  y  hasta  indispen- 
pensable  que  se  lleve  en  cada  Sala  un  registro,  en  el  que  se  anoten  por  el  orden 
de  antigüedad  ó  de  su  conclusión  todos  los  pleitos  é  incidentes  que  se  hallen  en 
estado  do  vista,  como  se  hace  en  el  Tribunal  Supremo.  Así  no  puede  haber  ol- 
TÍdos  ni  equivocaciones  al  hacer  los  señalamientos,  y  de  este  modo  se  dá  cum- 
plimiento al  art.  33  de  las  ordenanzas  de  las  Audiencias,  el  cual  previene  que 
los  relatores  presenten  sin  distinción  alffuna  los  pleitos  para  el  señalamiento 

CíT  el  orden  ae  las  fechas  en  que  se  hallaren  en  estado  de  vista.  Uno  de  los  re-^ 
tores  ó  secretarios  puede  encargarse  de  la  formación  del  registro,  á  cuyo  fin  sus 
compañeros  le  pasaran  las  notas  correspondientes  de  los  pleitos  é  incidentes  con* 
dnsos  para  vista. 

Además,  debellevarse  y  se  lleva  en  cada  Sala  el  libro  para  los  señalamientos, 
que  previene  el  art.  34  de  dichas  ordenanzas  y  el  17  del  reglamento  del  Su- 
premo, en  cuyo  libro  se  anotan  por  el  presidente  los  señalamientos  que  hace  pa- 
Ta  cada  día,  con  expresión  de  las  partes  y  del  relator  ó  secretario  respectivo.  Y 
así  mismo  debe  cumplirse  lo  que  se  ordena  en  el  32  de  aquellas,  haciendo  los  se- 
lialamientos  con  uno  ó  más  días  de  anticipación.  Cuantos  más  días  medien  e9 
mejor  para  el  desembarazo  de  la  Sala  y  para  que  puedan  prepararse  los  letrados, 
y  así  hay  tiempo  para  señalar  otro  pleito  en  lugar  del  que  sea  necesario  suspen- 
der. En  el  número  6.  *^  del  artículo  323  se  supone  que  los  señalamientos  se  ha- 
brán hecho  con  más  de  48  horas  de  anticipación. 

Indicaremos,  por  último,  que  por  Real  orden  de  29  de  Septiembre  de  185^ 
«e  dictaron  reglas  páralos  señalamientos  y  vistas  de  pleitos,  que  creemoe 
vigentes  como  disposiciones  reglamentarias  que  no  han  sido  derogadas;  pero 
que  si  no  le  estuvieren,  deberían  observarse  por  el  buen  sentido  práctico  con  que 
están  dictadas.  Se  previene  en  ellas,  que  los  presidentes  de  Sala  no  señalen  para 
la  vista  sino  aquellos  pleitos  que  presuman  con  fundamento  podrán  despacharse 
en  el  día:  que  cuando  se  advierta  que  no  ha  de  poder  celebrarse  la  vista  de  alp^ún 
pleito,  los  presidentes  cuiden  de  que  inmediatamente  se  suspenda  el  señalamien- 
to, y  si  fuere  posible,  se  traslade  para  otro  día  determinado;  lo  que  se  avisará 
msí  á  los  letrMos  si  estuviesen  presentes,  y^  se  notificará  á^  los  procuradores, 
entendiéndose  en  este  caso  todas  las  diligencias  de  oficio,  ó  sin  causar  derechos, 
tanto  para  la  suspensión  y  traslación,  como  para  el  nuevo  señalamiento  que  se 
hiciere:  que  los  presidentes  de  Sala  indaguen  por  los  medios  que  les  sugiera  su 
discreción  según  los  casos^  y  ann  puedan  preguntar  á  los  letrados,  antes  de  em- 
pezarse la  vista  de  cualquier  pleito,  el  tiempo  que  invertirán  aproximadamente 
en  sus  informes:  que  las  vistas  empiecen  inmediatamente  después  de  concluido 
eldespacho  desustfcnchición,  queaeberá  celebrarse  á  primera  hora,  conforme 
está  prevenido;  y  que  si  estuvieren  señalados  dos  ó  más  pleitos  para  nn  misme 
dfa,  principie  el  despacho  por  el  Orden  de  preferencia  cen  que  han  debido  seña- 
larse, y  que^este  orden  se  exprese  al  hacer  los  señalamientos. 
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Artículo  322. 

Los  pleitos  se  rerán  en  el  día  señalado. 

Si  al  concluir  las  horas  de  la  audiencia  no  hubiere  finalizaclQ 
la  vista  de  algún  pleito,  podrá  suspenderse  para  continuarla  ea 
el  día  6  días  siguientes,  á  no  ser  que  el  Presidente  prorogare  el 
acto. 

Ejite  artículo  está  copiado  casi  literalmente  del  653  de  la  ley  orgánica  del  Po- 
der judicial.  La  de  Enjuiciamiento  de  185¿  se  limité  á  decir  en  su  artículo  38, 
que  *'lo8  pleitos  se  reránlpor  el  orden  con  que  se  h^a  mandado  traer  á  la  vista/' 
Ahora  se  previene  expresamen-te  que  se  vean  *'en  efdía  señalado/'  ^^o  lo  esir 
ge  la  seriedad  de  los  autos  judiciales,  y  para  evitar  los  perjuicios  á  que  darCa 
ocasión  la  falta  de  puntualidad,  tanto  á  Iqs  interesados  en  el  pleito  como  á  la 
-administración  de  justicia,  por  el  retraso  que  de  no  celebrarse  la  vista  4b  na 
pleito  en  el  día  se&alado  sufrirían  otros  negocios. 

Puede  ocurrir  que  la  vista  de  un  pleito  se  prolongue  más  de  lo  que  9e  ha^ía^  eaU 
culado,  y  que  noreste  terminad^  al  concluir  las  horas  de  la  audiencia,  qnesesgú*. 
-el  artículo  632  de  dicha  ley  Orgánica,  deben  ser  tres,  á  lo  naLonos,  en  los  juz|r«do« 
de  primera  instancia,  y  cuatro  en  las  Audiencias  y  Tribunal  Supremo  destmaav 
do  las  tres  últimas  por  lo  menos  á  la  vista  4e  los  pleitos.  Previendo  el  caso,  qn^ 
no  deja  de  ser  frecuente,  se  ordena  también  en  el  presente  artículo,  que  cuan4^ 
esto  suceda,  "podrá suspenderse  Ifi  vista  para  continuarla  en  el  día  ó  días  si- 
guientes, á  no  ser  que  el  presidente  prorogare  el  acto."  Aunque  esto  se  deja  al 
arbitrio  del  preaidente,  en  la  práctica  se  proroga  la  audiencia  siempre  que  por 
el  estade  de  la  discusión,  ó  consultando  á  los  letrados,  se  ve  que  sin  grande  &t 
tiga  puede  terminarse  la  vista  en  el  mismo  día,  y  en  otro  caso  se  suspende  pata 
•continuarla  en  el  día  aiguiente.  Y  si  ge  calcula  que  se  neeesitará  toda  la  audieopia 
<lel  segundo  día  para  tern;iinarla,  en  el  mismo  acto  se  acuerda  la  suspensión  de 
las  visitas  señaladas  para  ese  día,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  número  1.  ^  del 
artículo  323.  Cuando  se  presume  fundamento  que  la  vista  de  un  pleito  durigr^ 
dos  ó  más  días,  no  se  hacen  otros  señalamientos  para  ellos.  Ko  puede  me^^i^s  49 
quedar  á  la  discreción  y  práctica  del  presidente  de  la  Sala  la  organisac&ón  4? 
este  servicio,  y  á  la  del  juez  de  primera  instancia  en  su  caso. 

Al  ordenar  la  ley  que  los  pleitos,  comprendiendo  en  ellos  los  incidente^,  se 
yean  en  el  día  señalado,  lo  hace  bojo  el  supuesto  de  que  no  se  haya  acQrda4J^ 
previamente  la  suspensión  de  la  vista:  lo  primero  constituye  la  regla  ^enera^y 
lo  seguido  la  excepción.  De  esta  vamos  á  tratar  en  el  comentario  que  8ic;ue;  pe- 
ro antes  debemos  advertir,  que  cuando  no  se  pida  suspensión,  ó  si  se  hubiere  d«. 
negado  habiéndola  pedido,  se  llevará  á  efecto  la  vista  necesariamente  en  el  día 
-señalado,  concurran  ó  no  loa  defensores  de  las  partes:  de  otro  modo  se  fi^ltarí» 
al  precepto  termina;ite  del  art.  322. 


ArtípMlo  323. 

Sólo  podrá  suspenderse  ki  vista  de  los  pleitos  en  el  día  señalado: 

r?  Por  inxpedirlo  la  continuación  de  la  vista  de  otro  pleito 
pendiente  del  día  a^terior. 

2"  Por  faltar  el  número  de  Magistrados  necesarios  para  dictar 
sentencias.  .    *^ 

3"  Por  ngi,uerte  ó  cesación  del  proi^uraAcü^  <to  cualquiera  40  l49 
pastes. 

4^  Por  fallecimiento  de  cualquiera  de  los  litigantes. 

5"  Por  solicitarlo  de  común  acuerdo  los  procuradores  de  las 
partes,  alegando  justa  causa  á  juicio  del  Tribunal. 
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6°  PoF  enfermedad  del  abogado  de  la  parte  que  pidiere  la  sus» 
pensión,  justificada  suficientemente  á  juicio  de  la  Sala,  siempre 
H|U|e  se  solicite  cuarenta  j  ocho  lioras  antes  de  la  señalada  para 
la  vista,  á  no  ser  que  la  enfermedad  hubiese  sobrevenido  des- 
pués de  este  período. 

7?  Por  la  defunción  de  la  esposa,  ó  de  cualquiera  de  los  aseen* 
dientes  ó  descendientes  del  abogadodefensor,  ocurrida  antes  (Zea- 
se  dentro)  de  los  nueve  días  anteriores  al  seBalado  para  la  vista. 

8?  Por  tener  el  abogado  defensor  dos  se^lamientos  de  vista 
para  el  mismo  día  en  distintos  Tribunales,  lo  cual  se  acreditará 
convenientemente,  en  cuyo  caso  tendrá  preferencia  el  Tribunal 
superior  respecto  al  inferior. 

Artículo  324. 

En  el  caso  de  suspensión  de  la  vista,  se  volverá  á  señalar  el  día 
en  que  deba  celebrarse  tan  pronto  como  haya  desaparecido  el 
motivo  de  la  suspensión,  sin  alterar  el  orden  de  los  señalamien- 
tos que  ya  estuvieren  hechos. 


Aunque  la  suspensión  de  laa  ylstas»  á  que  estos  4o8  artículo  se  refieren,  en  al- 
gunos casos  es  de  justicia  y  hasta  de  necesidad  absoluta,  las  más  reces  se  ralen 
de  éste  r<*cur8o  los  litigantes  como  m^dio  dilatorio  ó  por  conyei^iencia  de  los  le^ 
trados.  Ni  en  la  ley  de  1855,  ni  en  las  disposiciones  anteriores  se  dictaron  re- 
alas sobre  este  punto,  ni  se  determinare  n  concretamente  los  casos  en  que  podría 
suspende  1^  vista  de  un  pleito,  después  de  señalado  el  día  para  realizarla.  Ei^ 
«1  artículo  35  de  las  ordenanzas  de  las  Audiencias  se  dio  por  supuesto  que  la  Sa« 
la  i)o^ría  acordar  la  suspensión,  trasladando  la  vista  á  otro  día  determinado  **á 
petiíuói^  de  alguna  de  las  partes,  ó  por  algún  impedimento."  £1  mismo  su]}ue8^ 
sé  hizo  en  los  artículos  38  !y  863  de  la  ley  de  1855,  diciéndose  en  el  primera 

3ue  "si  por  "cualquier  causa"  bg  suspendiera  la  vista  señalada,  §e  trasladará  al 
ía  más  inmediato  posible;"  y  en  el  sqffundo,  que  si  "por  ocupación  de  la  Sala 
6  de  los  letrados"  se  trasfíriese  á  otro  día  cuaLouier  vista,  tuviera  efecto  lo  anteé 
posible,  pero  sin  alterar  el  orden  establecido,  ^edó,  pues,  a|  prudente  arbitrio 
de  los  tribunales  el  conceder  ó  ne^ar  la  suspensión  d&  las  vistas,  y  rara  vez  se 
SjSgabaj  concediéndola,  no  una,  sino  dos  ó  más  veces  á  instancia  de  un|t  mism^ 
parte,  siempre  que  se  alegabap  ocupaciones  de  su  letrado,  pues  á  ello  se  presta- 
ba, la  generalidad  de  dichas  disposiciones 

lío  fué  más  concreta,  iji  más  afortunada  para  corregir  el  abuso  la  ley  orgá- 
nica ^e  1870.  En  su  art.  654  determinó  los  caaos  on  que  podría  suspep^erse  1% 
vista  de  los  negpcios  civiles:  estos  casos  eran  trcí»;  los  dos  primeros  de  impedi- 
mento, ¡guales  al  1.®  y  2.®  del  art-  323,  y  el  3.®  djce:  * 'Cuando  lo  solicite  cuaU 
quiera  de  las  partes,  fundándose  en  que  si),  defensor  tenga  causa  legitima,  ^ 
juicio  del  tribun^}^  que  le  impiíja  asistir  ál»  vii^."  Ifada  se  adelanto  con  es- 
to: se  dfjó  subsistente  la  misma  generalidad  déla  c^usa,  y  el  someter  su  Qpre- 
CÍ49ÍÓJ1  al  juicio  del  trjnbunal  daba  lugi^r  á  con^roiñisos  y  disgustos,  continuaxi- 
do  el  abusp,  cq^  pet;|uiclo  de  la  pronta  ^núnistración  de  justicia,  cuy^  marpha 
pfs,^t]arba  7  retrasa  siempre  la  suspensi4i>  ^^  M^^  visti^,  cuando  ivp  hfij  tie^^p 
pa^a  señalar  otro  pleito  en  su  liigar;  con  aumento  de  gastos,  y  coa  perjuici^ 
también  del  litigante  cfiif^  desea.  1^  termiiu^úón  de  si^  pl|ito  y  (^  aca^o  habii4 
abando^nadoi  su  cá^a  é  intereses  paira  prese;^iar  la  vista. 

Fre/óisó  era  procurar  el  remedio  posible,  en  cumplin^ien^o  tanibién  áf  la  bar 
«e  15  4^  It^  aprobadas  p^VU  refofn^de  %  ^y,  y  á  este  £&  b9  cre^ó  lo  mí» 
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acertado  aceptar  lo  qae  ya  se  estaba  practicando  con  buen  resaltado  en  el  Tri- 
bunal Supremo,  6  sea  el  artículo  49  ae  la  ley  de  casación  ciril  de  22  de  Abril  de 
1878.  Obra  esta  ley  de  experimentados  jurisconsultos,  era  de  suponer  que  co- 
nocedores del  mal  por  su  larga  práctica  como  magistrados  y  como  abogados,  le 
habrían  aplicado  el  remedio  más  adecuado:  por  esto,  porque  el  ensayo  había 
sido  bueno,  y  porque  dicha  ley  debía  refundirse  en  la  presente  conforme  al  nú- 
mero 45  de  la  2."  de  las  bases  antes  indicadas,  se  copió  el  citado  artículo  en 
el  323  de  la  nueva  ley,  con  la  adición  del  núm.  8.^  y  la  modificación  del  5P  por 
las  razones  <]uS  luego  indicaremos.  En  esta  materia,  ó  hay  que  dejarlo  todo  al 
arbitrio  judicial,  ó  determinar  taxatiyamente  los  casos  en  que  podrán  suspen- 
dease  las  vistas:  el  primer  sistema,  seguido  hasta  ahora,  ofrecía  en  la  práctica 
los  inconvenientes  que  hemos  indicado;  era  prudente,  por  tanto,  seguir  el  se- 
gundo, que  excusara  además  quejas  de  parcialidad,  aunque  faesen  infundadas» 

II. 

Explicado  el  objeto  del  art*  323  que  vamos  á  examinar,  veamos  las  causas 
por  las  cuales  los  tribunales  superiores  y  el  Supremo,  y  también  en  su  caso  los 
jueces  de  primera  instancia,¡podrán  acordar  la  suspensión  de  la  vista  de  un  plei- 
to ó  incidente,  después  de  señalado  el  día  para  celebrarlo.  "Sólo  podrá  sus- 
penderse la  vista  en  el  día  señalado,''  dice  dicho  artículo,  dando  á  entender  con 
el  adverbio  "sólo,"  que  san  taxativos  los  casos  ó  motivos  que  para  ello  deter- 
mina, de  suerte  que  por  ningún  otro  motivo,  que  no  sea  de  los  aquí  designa- 
dos, puede  acordarse  dicha  suspensión.  Son  los  siguientes: 

"1.^  Por  impedirlo  la  continuación  de  la  vista  de  otro  pleito  pendiente  del 
día  anterior." — En  este  caso,  como  el  impedimento  nace  de  ocupación  prefe- 
rente del  tribunal,  así  que  conste  la  necesidad  de  continuar  en  el  día  siguiente 
la  vista  comenzada  y  que  no  será  posible  dar  principio  en  él  á  la  señalada  para 
aquel  día,  se  acordará  **de  oficio"  la  suspensión  de  ésta,  según  hemos  dicho  en 
el  comentario  anterior.  Esta  providencia  debe  notificarse  acto  continuo,  á  fin 

?[ue  enterados  oportunamente  de  la  suspensión  los  procuradores  de  las  partes, 
o  avisen  á  sus  letrados  á  los  efectos  consiguientes. 

**2P  Por  faltar  el  múnero  de  magistrados  necesarios  para  dictar  sentencia." 
— Se^ún  los  artículos  317,  325,  348  y  349,  han  de  ser  tres,  por  lo  menos,  en  la» 
Audiencias,  y  siete  en  el  Tribunal  Supremo,  ó  cinco  si  se  trata  de  un  incidente. 
Cuando  una  oala  no  puede  constituirse  con  magistrados  de  su  dotación  por  fal- 
ta de  número,  ha  de  completarse  con  los  de  otra  ó  con  suplentes,  como  se  dirá 
en  el  comentario  del  art.  326,  y  sólo  cuando  no  los  haya  podrá  ocurrir  que  fal- 
te el  número  de  magistrados  necesarios  para  dictar  sentencia.  Aunque  será  ra- 
ro el  caso,  puede  ocurrir,  y  esto  basta  para  que  la  ley,  al  determinar  taxativa- 
mente los  casos  de  suspensión  de  las  vistas,  haya  debido  mencionarlo.  Tam- 
bién en  este  caso  deberá  acordarse  "de  oficio"  la  suspensión,  por  la  misma  ra- 
zón del  caso  anterior,  v  practicarse  lo  que  en  él  se  ha  indicado 

*"35  Por  muerte  ó  cesación  del  procurador  de  cualquiera  de  las  partes." — 
En  este  caso  falta  en  el  juicio  la  personalidad  de  la  parte  á  quien  representaba 
aquel  procurador,  y  no  podría  pararle  perjuicio  lO  que  se  actuara.  Habrá 
que  suspender  la  vista  hasta  que  se  habilite  dicha  parte  de  nuevo  procurador, 
paia  lo  cual  se  practicará  lo  prevenido  en  el  número  7P  del  art.  9-^ .  y  hemos 
expuesto  en  su  comentario  (pág.  34  del  tomo  I).  En  la  misma  providencia  en 
que  se  acuerde  se  baga  saber  al  poderdante  el  fallecimiento  ó  cesación  de  su 
procurardor  para  que  se  persone  por  medio  de  otro  en  el  x>lazo  que  se  le  fije, 
habrá  de  acordarse  también  la  suspensión  de  la  vista. 

"4.®  Por  fallecimiento  de  cualquiera  de  los  litigantes." — Por  la  misma  ra- 
sen del  caso  anterior.  En  este,  al  cumplir  el  procurador  lo  que  para  tal  caso  se 
previene  en  el  número  7.®  del  art.  9P:  deberá  pedir  la  suspensión  de  la  vista 
y  acordarla  el  tribunal  mandando  se  cite  á  los  herederos,  como  se  ordena  en 
dicho  artículo:  véase  también  su  comentario  (pág.  34  del  tomo  I).  Será  válida 
la  vista,  si  se  celebra  sin  tenerse  conocimiento  del  fallecimiento  del  litigante, 
porque  mieneras  tanto  está  legítimamente  representado  por  su  procurador. 

5.^  ''Por  solicitarlo  de  común  acuerdo  los  procuradores  de  las  partes,  "ale* 
ufando  justa  causa  ajuicio  del  tribunal." — Se  han  adicionado  la  palabras  sub- 
rayadas. Cuando  el  procurador  ó  abogado  de  una  parte  tenía  interés  en  que  se 
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tnxspendiera  la  rista  y  solicitaba  para  ello  la  conformidad  del  procurador  eonr- 
trario,  por  consideraciones  de  compañerismo  rara  vez  se  negaba  éste  á^  poner 
BU  firma  en  el  escrito,  y  como  el  tribunal  no  podía  negar  la  suspensión  si  la  pe- 
dían ambas  parles,  resultaba  ^ue  por  ese  medio  se  dilataba  la  terminación  ael 
pleito,  sin  consultar  á  los  litigantes  y  &  veces  con  perjuicio  de  los  mismos  y 
contra  su  roluntad.  Había  que  poner  algán  corréctiTo  á  este  abuso,  que  ademas  ^ 
embarazaba  la  marcba  de  los  negocios,  y  perjudicaba  á  los  interesados  en  loa 
pleites  no  señalados,  cuya  vista  n¿b(a  que  dilatar  para  dar  entrada  al  suspen- 
dido. Con  este  objeto  se  ha  hecho  la  adición  antes  indicada:  ya  no  basta  que 
los  procuradorCb  oe  ambas  partes  pidan  de  común  acuerdo  la  suspensión  de  la  vis- 
ta; es  necesario  que  funden  su  solicitud  en  alguna  causa,  alegándola,  aunque 
«in  necesidad  de  justificarla,  como,  por  ejemplo,  que  sus  representados  están  • 
en  vías  de  transacción,  y  ^uela  causa  alegada  sea  justa,  * 'ajuicio  del  tribunal/' 
Así  queda  al  prudente  arbitrio  de  éste  otorgar  ó  no  la  suspensión,  según  las  cir- 
cunstancias del  caso.  Por  recia  general  se  concede  siempre  que  media  tiempo 
bastante  para  señalar  otro  pleito  en  lugar  del  sus  pendido,  porque  así  no  se  re- 
trasa el  despacho  ni  se  causa  perjuicio. 

6P  una  de  las  causas  que  con  mas  frecuencia  se  alegan  para  pedir  susjjen- 
8ión  de  las  vistas,  es  la  enfermedad  del  abogado  de  la  parte  que  la  solicita,  jus- 
tificada con  certificación  facultativa;  y  no  han  sido  raros  los  ca*os  que,  ne^a- 

'  '        '      ~       '    *    'k  dado  lu- 


da la  suspensión,  se  presentaba  á  informar  a^uel  letrado.  Esto  habrá  < 

Sar  á  lo  que  se  prescribe  en  el  número  6P  Si  realmente  está  enfermo  el  letra- 
o,  pídase  la  suspensión  así  quo  se  notiBque  el  señalamiento,  y  no^  habrá  tri- 
bunal que  la  niegue,  porque  tendrá  tiempo  para  hacer  otro  señalamiento  ó  pre- 
parar trabajos  en  que  ocuparse  aquel  día:  poro  si  se  pide  en  el  mismo  día  ó  en 
la  víspera,  será,  si  se  concede,  día  perdido  para  el  descacho  de  pleitos,  con  los  > 

Serjuicios  que  antes  hemos  indicado.  Por  esto  se  previene  que  por  enfermedad 
el  abogado,justificada  suficientemente  á  juicio  de  la  Sala,  podrá  suspenderse 
la  vista,  siempre  que  se  solicite  con  cuarenta  y  ocho  horas  de  anticipación,  por 
lo  menos,  á  la  señalada  oara  celebrar  el  acto,  y  no  en  otro  caso,  á  no  ser  que 
la  enfermedad  hubiera  sobrevenido  después,  ó  sea  dentro  de  esas  cuarenta  y  ' 
ocho  horas.  Esta  misma  disposición  habrá  de  aplicarse  al  caso,  comprendido  < 
en  su  espíritu,  de  haber  fallecido  el  letrado:  si  no  se  pide  la  suspensión  de  la- 
TÍsta  con  lo  anticipación  indicada,  es  de  presumir  que  otro  letrado  se  habrá 
encargado  de  la  defenm. 

7.*^  **Por  la  defunción  de  la  esposa,  ó  de  cualquiera  de  los  descendientes  6 
ascendientes  del  abogado  defensor,  ocurrida  ''dentro'*  de  los  nueve  días  ante-> 
riores  al  señalado  para  la  vista."  Así  dice  el  núm.  7.^  del  art.  49  de  la  ley  de 
casación  civil  de  22  de  Abril  de  1878,  del  que  se  copió  literalmente  el  que  esta- 
mos examinando;  y  como  en  este  aparece  empleado  el  adverbio  ''antes"  en.lir- 
gñx  de  * 'dentro,"  y  esto  hace  absurdo  el  precepto  de  la  lev,  es  evidente  haber-  - 
se  cometido  un  error  de  copia  ó  de  imprenta,  que  no  se  advirtió  al  corregir  las 
erratas.  Lo  que  la  ley  quiere  sin  ningún  género  de  duda  es  que  se  respeten  loa 
nueve  días  de  duelo  ó  luto,  autorizados  por  la  costumbre:  si  dentro  de  ellos 
estuviere  señalada  la  vista,  deberá  suspenaerse  hasta  que  trascurran,  acordán- 
dolo, no  de  oficio,  sino  á  solicitud  de  la  parte  interesada. 

8.^  Este  número  ha  sido  adicionado  á  los  que  contenía  el  artículo  49  de  la 
ley  de  casación  civil  antes  citada.  Suele  ocurrir  que  se  señale  para  un  mismo 
d&  la  vista  de  pleitos  pendientes  en  distintos  tribunales,  de  cuya  defensa  wtC 
encargado  un  mismo  letrado,  Beconociendo  la  imposibilidad  de  asistir  á  las  dos 
Tistas,  se  ordena  en  este  número  que  tenga  preferencia  el  tribunal  superior  res'- 
pecto  del  inferior,  el  cual  habrá  de  acordarla  suspensión  de  la  vista  por  él 
aefialada,  si  se  acredita  convenientemente  el  señalamiento  hecho  por  el  superior 
para  el  mismo  día.  Como  prueba  de  este  hecho  se  admite  la  papeleta  de  señala- 
miento que  el  procurador  pasa  al  letrado,  ó  la  copia  ^  de  la  providencia  que  el 
actuario  entrega  al  procurador  al  hacerle  la  notificación.  También  puede  ocu- 
rrir que  loa  señalamientoa  sean  en  distintas  Salas  dé  un  mismo  tribunal:  la  ley 
no  ha  previsto  este  caso  en  consideración  sin  duda  á  que,  lliimada  la  atención  áe 
loa  dos  presidentes,  como  suele  hacerse,  pueden  combinar  el  despacho  de  modo 
^ue  no  haya  necesidad  de  suspender  ninguna  de  las  áoi  vistas;  y  cuando  esto  no 
ea  posible,  se  dá  preferencia  al  s^alamiento  mái  antiguo,  pi  ninguno  do  los  dos  ^ 
Bogocios  laftiene  por  la  1^* 
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Además  de  estos  ocho  casos,  existe  otro  deteroiio^^o  expresamente  en  el  art. 
^26.  Cuando  se  completa  una  SaTa  con  maj^istrados  de  otra  6  con  suplentes,  eatoa 

Sneden  ser  recusados  en  el  mismo  acto  de  darse  priiioípio.á  la  vista,  y  si  así  suod- 
e,  es  de  necesidad  suspenderla,  por  faltar  ^Inúmero^e  magistrados  bábileB,  que 
tion  necesarios  para^  dictar  sentencia.  Ast  lo  previene  diobo  artículo,  aunque  el 
•caso  está  compróndido  también  en  el  núniero  Qegundo  áeX  que  estamos  comen- 
tando. 

Téngase  presente  que  estas  disposiciones  sé  refieren  exclusivamente  á  las  vistaii 
úe  pleitos  é  incidentes  (£e  que  se'trata  en  esta  sección»  y  á  ellas  únicamente  haA 
de  aplicarse.  Las  comparecencias  en  los  Juicios  de  menor  cuantía,  interdictos  y 
otros,  en  los  actos  de  prueba  f  demás  á  que  pueden  concurrir  las  partes  y  bub 
defensores,  se  rigen  por  otras  disposiciones,  como  podrá  verse  en  sus  lugares 
respectivos. 

Los  escritos  pidiendo  suspensión  de  vistas  han  de  llevar  solamente  la  firma  del 
procurador,  á  no  ser  que  se  funden  en  alguna  dé  las  causas  expresadas  en  los 
números  6.  ^ ,  7.  ®  y  8.  ®  ,  pties  en  estos  casos,  por  referirse  especialmente  al  le- 
trado, también  ha  de  firmar  éste  el  escrito,  siempre  que  pueda  hacerlo,  según  es 
previene  en  el  párrafo  último  del  art.  10. 

Contra  las  providencias  en  que  se  otorgo  ó  niegue  la  suspensión  de  las  vistas 
en  las  Audiencias  y  en  el  Tribunal  Supremo,  no  se  dá  recurso  alguno  y  han  de 
llevarse  á  efecto,  conforme  á  lo  prevenido  en  los  artículos  401  y  405.  De  las  dic- 
tadas por  los  jueces  de  primera  lustaocia  podrá  pedirse  reposición,  conforme  al 
art.  876,  sin  ulterior  recurso.  Si  se  deniega  la  suspensión,  se  lleva  á  efecto  la 
vista  en  el  día  señalado,  concuran  ó  no  los  defenspres  de  las  partes  ó  de  algún» 
4e  ellas:  no  se  invalida  el  acto  jorque  dejen  de  concurrir  los  letrados  ó  los  pro- 
curadores, pues  no  es  obligatoria  su  asistencia. 

Y  para  el  caso  de  otorgarse  la  suspensión  de  la  vista,  ordana  el  art.  324,  objeto 
también  de  (ste  comentario,  que  "se  volverá  á  señalar  el  día  en  que  deba  cele- 
brarse tan  pronto  como  haya  desaparecido  el  motivo  de  la  suspensión,  sin  alterar 
el  orden  de  los  sefialamientos  ^ue  ya  estuvieren  hechos."  ^  Está  copiado  este  ai^ 
tículo  del  50  de  la  ley  de  casación  civil  de  1878,  y  snstancialmente  se  había  dÍ8>* 
puesto  lo  mismo  en  el  párrafo  primero  del  657  de  la  ley  orgánica  y  en  la  de 
Enjuiciamiento  civil  de  1855,  como  se  ha  indicado  al  principio  de  este  comenta- 
rio. Para  darle  cumplimiento,  cuando  la  causa  e«¡transitoria  ó  de  plazo  preciso, 
como  en  ios  casos  1.  ®  ,  2.  ®  ^  7.  ®  y  8.  °  del  art.  323,  el  pleito  entra  desde  luegp 
en  turne  para  la  vista  en  primer  luear  6  inmediatamente  después  de  los  que  ya 
estuvieren  señalados,  y  se  hace  de  oficio  el  nuevo  señalamiento.  No  podrá  hacerte 
en  la  misma  providencia  en  que  se  acuerde  la  suspensión  de  la  vista,  porque  est» 
providencia  na  de  dictarla  la  Sala  y  el  señalamiento  corresponde  al  presidente; 
pero  bien  podrán  hacerse  ambas  cosas  en  un  mismo  día,  si  hay  términos  hábiles 
para  ello,  á  juicio  del  presidente. 

En  los  casos  3.  ^  y  4.  ®  del  mismo  artículo,  será  preciso  esperar  á  que  se  ha- 
bilite la  personalidad  del  litigante  6  del  procurador,  y  hecho  esto,  6  declarad» 
la  rebeldía  en  la  forma  que  se  dijo  al  comentar  el  núm.  7.  ®  del  art.  9.  ^  (tomo 
l-^f  pág.  34),  volverán  a  entrarlos  autos  en  turno  para  el  nuevo  señalamiento. 
Esto  mismo  se  hará  en  el  caso  5.  ^  ,  cuando  alguna  de  las  partes  lo  solicite  ale- 
.^ndo  que  ya  no  existe  la,  causa  en  que  se  fundó  la  suspensión.  Y  lo  propio  e&  el 
caso  6.  ^,  cuando  alguna  de  las  partes  pida  el  nuevo  señalamiento,  sm  que  pue- 
da estimarse  como  causa  justa  para  nueva  suspensión  el  que  siga  enfermo  el 
abogado,  puesto  que  la  parte  ha  podido  encargar  á  otro  su  defensa  y  no  ser£ia 
justo  que  sofriera  la  contraria  los  perjuicios  de  una  dilación  indefinida. 


Artículo  325. 

Bara  las  vistas  de  los  |>leitas  ó  ineidentod  se  constituirán  ias 
Salas  con  los  Magistra<Ios  necesarios  par^  dictar  seAteneia  e» 
aquel  negocio,  sin  qué  puedan  exceder  de  cineo  en  las  Audien- 
cias, ni  de  nete  en  el  Tribunal  Supremo. 
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Véase  el  cementarid  del  art.  317  (pág.  80  y  BÍguientea  de  este  tome),  ea  el 
cttid  hemos  expuesto  cuanto  puede  interesar  para  la  recta  inteligencia  y  aplica* 
eiión  del  presente, 

Artípulo  326. 

Cuando  haya  necesidad  de  completar  una  Sala  con  Magistral 
dos  de  otra,  6  con  suplentes,  antes  de  darse  principio  á  la  vista 
86  harán  saber  los  nombres  de  los  designados  á  los  procuradores 
de  las  partes,  y  se  procederá  en  seguida  á  la  vista,  á  no  ser  que 
en  el  acto  fuese  recusado,  aimqne  sea  verbalmente  alguno  de 
aquellos. 

En  tal  caso  se  suspenderá  la  vista,  7  formalizada  la  recusación 

I^or  escrito  dentro  de  tercero  día,  se  sustanciará  este  incidente  en 
a  forma  establecida* 

Si  no  se  formalizara  la  reciiBación  dentro  dé  dicho  término,  no 
será  admitida  después;  y  se  condenará  á  la  parte  recusante  en  la 
multa  que  determina  el  art.  212,  y  en  las  costas  ocasionadas  con 
la  suspensión,  haci^dose  nuevo  señalamiento  para  la  vista  del 
pleito  lo  antes  posible. 

Artículo  3Í7. 

En  el  caso  del  párrafo  primero  del  artículo  anterior,  si  se  hu- 
biere celebrado  la  vista  por  no  haber  mediado  recusación,  se  sus- 
penderá por  tres  días  la  votación  de  la  sentencia.  Dentro  de  este 
término  podrán  ser  recusados  los  Magistrados  suplentes,  7  trascu- 
rrido sin  haber  hecho  uso  las  partes  de  ese  derecho,  empezará  á 
correr  el  término  para  dictar  sentencia. 

Artículo  328. 

Si  se  formalizs^ra  la  resusación  dentro  de  dicho  término  7  se 
declarase'procedente,  quedará  sin  efecto  lavista,  7  se  verificará  de 
nuevo  con  Magistrados  hábiles,  en  el  día  más  próximo  que  pue- 
da señalarse. 

Guando  se  declare  no  haber  lugar  á  la  recusación,  dictarán  sen- 
tencia los  Magistrados  que  hubieren  asistido  á  la  vista,  empezan* 
do  á  correr  el  término  para  dictarla  desde  el  día  siguiente  al  del 
IftUo  sobre  la  recusación. 

Debe  constituirse  cada  Sala  con  magristrados  de  su  dotación,  tanto  para  el 
despacho  ordinario  como  para  las  vistas;  pero  suele  ocurrir  que  por  ausencia^ 
^rermedad  ú  otro  impedimeato  legítimo  no  pueden  asistir  algunos  de  ellos,  y 
sí  los  restantes  no  son  en  número  suficiente  para  formar  Sala,  hay  que  comple- 
tadla con  los  magistrados  de  otra,  y  en  su  defecto  con  les  suplentes  (sólo  los  nay 
en  las  Audiencias),  que  desipfne  el  prisidente  del  tribunal,  conforme  á  lo  prere- 
idido  en  los  artículos  74  j  siguientes  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial.  Co* 
Jtto  en  estos  casos  los  litijrantes  ó  sus  defensores  no  pueden  tener  noticia  de  la 
designación  de  tales  magistrados  para  que  interrengan  en  el  fallo  de  su  pleito 
liasta  momentos  antes  de  darse  principio  á  la  rÍBt^,  preciso  era  establecer  reglas 
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especiales  para  qae  respecto  de  ellos  puedan  ejercer  el  derecho  de  recuaaei^* 

•  cuando  concurra  alguna  de  las  causas  desijgrnadas  en  el  art.  189,  y  este  es  el  ob- 
jeto de  los  tres  artículos  que  preceden,  en  los  cuales  se  han  refundido  las  dispo- 
siciones de  los  artículos  643  al  d47  de  la  ley  orgánica,  con  tal  precisión  y  clari- 
dad que  excusan  todo  comentario. 

Será,  adeijmás,  muy  rare  el  caso.  Cuando  nn  magistrado  es  designado  pu^a 
prestar  auxilio  en  otra  Sala,  se  entera  desde  lue^o,  como  es  natural,  de  las  cir- 
cnnstancias  del  pleito  en  que  va  á  intervenir,  y  si  por  conocer  á  los  Hti^ntes»  6 
por  cualquier  otro  motiro,  presume  que  podró  dudarse  de  su  imparcialidad,  por 
muy  remota  que  sea  esta  sospecha  se  excusa,  y  en  el  acto  el  presidente  del  tri- 

« bunal  hace  la  designación  de  otro,  sin  ningún  inconyeniente  para  el  servicio,  de 
suerte  que  muy  rara  vez  se  dará  el  caso  de  recusación.  Pero  puede  ocurrir,  y  es- 
to basta  para  justificar  la  previsión  de  la  ley. 

Téngase  presente  que  estos  tres  artículos  se  refieren  á  la  recusación  de  los  ma- 
gistrados que  van  á  suplir  á  otros  ó  prestar  auxilio  en  Sala  que  no  es  la  suya:  la 
de  los  quep^xtenecen  a  la  dotación  de  la  Sala  ha  de  proponerse  conforme  á  los 
artículos  192  y  193.  En  el  caso  del  326,  para  que  se  suspenda  la  vista,  hade  pro- 
ponerse la  recusación,  por  escrito  ó  de  palabra,  antes  ó  en  el  acto  de  principiar 
aquella:  una  vez  comenzada,  no  debe  suspenderse,  y  entonces  se  propondrá  den- 
tro de  los  tres  días  que  concede  el  art.  327.  Guando  se  proponga  verbalmente  en 

-  el  acto  de  precederse  á  la  vista,  si  no  se  formaliza  por  escrito  dentro  de  los  tres 
días  siguientes,  del  modo  que  previene  el  194,  por  este  soló  hecho  debe  ser  con- 
denado el  recusante  en  la  multa  que  determina  el  212,  con  la  prisión  subsidiaría 
del  213  en  su  caso,  y  en  las  coatas  ocasionadas  con.  la  suspensión,  sin  que  pueda 
admitirse  después  el  escrito  de  recusación,  si  se  insistiese  en  ella.  Y  en  toao  ca- 
so ha  de  sustanciarse  este  incidente  en  la  forma  que  se  previene  en  los  artículos 
194  y  siguientes.  Sobre  el  nuevo  sefialamiento  de  vista  y  lo  demás  que  ha  de  ha- 
cerse en  tales  casos,  vénse  los  mismos  artículos  que  estamos  examinando. 

Indicaremos,  por  último,  que  cuando  los  presidentes  de  las  Audiencias  6  el 
del  Tribunal  Supremo  bagan  uso  de  la  facultad  que  les  concede  la  ley  para  pre- 
sidir ciiaíquier  Sala  de  justicia,  podrán  ser  recusados,  si  existe  causa  para  ello» 
conforme  a  lo  que  se  dispone  en  estos  artículos.  Véase  lo  que  hemos  dieho  sobre 

^  este  punto  en  el  comentario  de  los  artículos  192  y  193  (pág.  215  del  tomo  I). 

Artículo  329. 

áando  empezado  á  ver  un  pleit*,  enfermare  ó  de  otro  modo 
[labilitare  alguno  ó  algunos  de  los  Magistrados,  j  no  hubie- 
ra probabilidad  de  que  el  impedido  ó  impedidos  puedan  concurrir 
•  dentro  de  pucos  días,  se  procederá  á  nueva  vista,  completando  el 
número  de  Magistrados  con  los  que  deban  reemplazar  á  ios  in- 
habilitados, 

Si  no  obstante  la  inhabilitación  de  uno  6  más  Magistrados, 
'  quedaran  los  suficientes  pora  dictar  sentencia,  no  será  necesaria 
la  suspensión,  ni  «n  su  caso  la  celebración  de  nueva  vista. 

El  primer  párrafo  de  este  artículo  concuerda  casi  literalmente  con  el  artículo 

-  658  de  la  ley  orgánica,  y  se  ha  adicionado  el  párrafo  2.  ®  para  facilitar  el  des- 
pacho, frótese  que  se  refiere  al  caso  en  que  "empezado  á  ver  un  pleito,"  y  por 

-  consiguiente  antes  de  terminarse  la  vista  (y  no  después  de  terminada,  porqoo 
entonces  se  rediría  el  caso  por  los  artículos  346  y  347),  "enfermare  ó  de  otro 
modo  se  inhabilitare''  algún  magistrado  de  los  que  constituyan  la  Sala.  Esta 
inhabilitación  podrá  ser  por  ausencia,  traslación,  jubilación  ó  separación  d^ 

-  cargo,  ó  por  haberse  incapacitado  para  desempeñarle.  En  tales  casos»  por  m 
sldad  quedará  en  suspenso  la  vista  comenzada,  i  no  ser  que  con  los  demás  i 

.  gistrados  de  que  se  componga  la  Sala,  haya  número  suficiente  para  dictar  s 
-tencia,  conforme  á  los  artículos  348  y  349,  pues  si  lo  hubiere,  se  continuará  1» 
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TÍsta  en  el  sapue^to  de  que,  con  ezclnsión  del  inhabiUtado,  qneden  los  necesa- 
rios para  formar  Sala,  con  arreglo  á  los  artículos  317  y  325.  Bato  es  lo  que  se 
ordena  en  el  que  estamos  comentando.  Por  consiguiente,  si  el  caso  ocurre  en 
una  Audiencia,  podrá  continuarse  la  vista  siempre  que  queden  en  la  Sala  tres 
magistrados  hábil^;  pero  cuando  ocurra  en  el  Tribunal  Supremo  riéndose  un 
recurso  de  casacióa,  como  precisamente  han  de  concurrir  siete  magistrados,  no 
hay  medio  de  continuar  la  vista  sino  completando  la  Sala. 

En  los  casos  en  que  haya  de  quedar  en  suspenso  la  vista  comenzada,  si  hubie- 
re probabilidad  de  que  el  magistrado  impedido  podrá  concurrir  á  la  Sala  dentro 
de  pocos  días,  como  sucederá  cuando  sea  el  motivo  una  li^fera  indisposición,  de- 
berá esperarse  á  que  pueda  concurrir  para  continuar  la  vista  en  el  estado  en  que 
se  hallaba  cuando  se  suspendió,  lo  cual  se  llevará  á  efecto  tan  pronto  como  sea 

Sosible y  lo  permitan  los  dtmái  señalamientos,  en  el  día  que  designe  el  presi- 
ente de  la  Sala,  haciéndole  saber  á  los  procuradores.  Pero  cuando  por  ser  gra- 
ve la  enfermedad,  6  de  tal  naturaleza  el  impedimento  que  no  haya  probabilidad 
de  que  desaparezca  dentro  de  pocos  días,  "se  procederá  á  "nueva  vista/'  comple- 
tando el  número  de  magistrados  con  los  que  deban  reemplazar  á  los  inhabilita- 
dos." Así  lo  dispone  también  el  presente  artículo.  En  tal  caso,  para  reempla- 
zar al  impedido  6  impedidos,  deberá  com||Sletarse  la  Sala  con  los  demás  magis- 
trados de  su  dotación,  si  los  hubiere;  jr  no  habiéndolos,  con  los  de  otra  Sala,  y 
en  su  defecto  con  los  suplentes  gue  designe  el  presidente  del  tribunal,  á  los  cua* 
les  serán  aplicables  las  disposiciones  de  los  artículos  326,  327  y  328.  Para  el  se- 
ñalamiento de  la  nueva  vista  se  observará  lo  que  previene  ¡el  324.  Véanse  los 
comentarios  de  estos  artículos. 

Para  la  continuación  de  la  vista,  o ue  hubiere  quedado  en  suspenso  por  las 
causas  de  que  se  trata,  ni  para  el  señalamiento  de  la  nueva  vista  en  su  caso,  no 
se  determina  plazo,  por  no  ser  posible;  sólo  indica  la  ley  que  la  suspensión  sea 
"por  pocos  días,"  quedando  por  tanto  á  la  prudencia  del  presidente  de  la  Sais 
la  apreciación  de  las  circunstancias  del  caso  para  determinar  si  ha  de  esperar- 
se á  que  pueda  concurrir  el  magistrado  impedido,  6  si  ha  de  hacerse  nuevo  se* 
nalamiento. 

Artículo  330. 

Las  vistas  ompezarán  con  la  lectura  del  apuntamiento,  hecha 
por  el  relatar,  y  en  los  casos  en  que  no  se  baya  formado  apunta- 
miento, con  una  relación  suscinta,  hecha  por  el  mismo,  ó  por  el 
secretario,  de  los  antecedentes  que  dan  á  conocer  la  cuestión 
que  se  ventile,  cuando  la  ley  no  disponga  otra  cosa;  y  después 
informarán  por  su  orden  los  abogados  de  las  partes  que  concurran 
al  acto. 

Estos  podrán  hablar  segimda  vez,  con  la  venia  del  Presidente, 
para  rectificar  hechos  ó  conceptos. 

Se  dará  por  terminado  el  acto  pronunciando  el  Presidente  la 
f<5rmula  de  "Visto.'' 

Articulo  331. 

Los  que  sean  parte  en  los  pleitos,  podrán,  con  la  venia  del 
Presidente,  exponer  de  palabra  lo  que  crean  oportuno  para  su  de- 
fensa, á  la  conclusión  de  la  vista,  antes  de  darse  por  terminada, 
ó  cuando  se  dé  cuenta  de  cualquiera  solicitud  que  les  concierna. 

El  Presidente  les  concederá  la  palabra  en  tanto  que  la  usen 
«contrayéndose  á  los  hechos  y  guardando  el  decoro  debido. 
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Artículo  332. 

El  Presidente  llamará  á  la  cuestión  al  letrado  que  notoriamen- 
te se  separe  de  ella  en  su  informe,  6  que  pierda  el  tiempo  con 
divagaciones  impertiiientes  é  innecesarias,  y  si  persistiere  des- 
pmés  de  advertido  dos  veces,  podrá  retirarle  la  palabra. 

Articulo  38S. 

El  que  presida  el  acto,  auxiliado  en  su  caso  por  la  Sala,  tiene 
el  deber  de  mantener  el  buen  orden  y  de  exigir  que  se  guarden  el 
respeto  y  consideración  debidos  á  los  Tribunales,  corrigientio  ea 
el  acto  las  faltas  que  se  conctetieren,  del  modo  que  se  dispoive  éa 
el  titulo  XIII  de  este  libro. 

Artículo  334. 

El  acto  de  la  vista  se  acreditará  en  los  autos  por  diligencia 
que  extenderá  el  secretario  ó  escribano,  expresando  los  nombres 
¿ñ  los  Magistrados  que  compongan  la  Sala^  de  los  abogados  que 
hayan  informado,  de  los  procuradores  que  hubiesen  asistido  y  él 
tiempo  que  hubiere  durada  el  acto. 

Si  alguno  de  los  defensores  de  las  partes  liubiere  deducido  en 
la  vista  alguna  pretensión  incidental  que  exija  resolución,  se  con- 
signará también  en  dicha  diligencia,  ia  cual  será  leida  en  este 
caso  á  los  defensores,  terminada  la  vista,  para  que  manifiesten 
8u  conformidad  y  la  firmen. 

I. 

La  vista  de  un  pleito,  cuya  difínición  puede  verae  en  la  introducción  de  esta 
sección,  tiene  por  objeto  informar  al  juzgrador  de  la  resultancia  de  los  autos  y 
de  las  razones  en  qué  los  litigantes  apocan  sus  pretensiones  respectiras,  á  ñm 
áe  que  adquiera  la  instrucción  necesaria  para  dictar  su  fallo  con  arreglo  ¿ 
justicia.  Es,  por  tanto,  el  acto  más  solemne  y  trascendental  del  juicio,  y  for- 
mando parte  del  procedimiento,  á  la  ley  procesal  incumbía  dictar  las  regla» 
convenientes  para  celebrarlo.  Tal  es  el  objeto  de  estos  cinco  artículos. 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855  era  deficiente  sobre  esta  materia» 
contando  sin  duda  con  que  las  ordenazas  de  las  Audiencias  y  la  jurisprudeoci» 
de  los  tribunales  suplían  lo  que  en  ella  faltaba.  Se  limitó  á  decir  en  su  artículo 
864,  que  "las  vistas  se  verificarán  hablando  en  primer  lugar  el  letrado  defen* 
sor  del  apelante;  en  seguida  el  del  apelado,  y  á  ambas  eerá  permitido  rectificar 
equivocaciones  o  restablecer  los  hechos  que  hayan  podido  ser  presentados  con 
inexactitud;"  y  en  el  art.  42  hizo  prevenciones  análogas  á  las  del  333  de  la 
presente.  ^ 

Sn  la  ley  orgánica  de  1870  se  ampliaron  dichas  reglas.  Su  art.  659  es  igual 
al  S31  de  este  comentario.  En  los  artículos  661  al  665  y  756  determinó  las  co^- 
rrecciones  que  habían  de  imponerse  á  los  que  interrumpan  la  vista  de  algún 

S receso  ú  otro  acto  selemne  judicial,  y  á  los  abogados  y  procuradores,  que 
[amados  al  orden  en  las  alegaciones  orales,  no  obedecieren  al  que  presida. 
Y  en  el  núm.  7  ®  del  art.  482  declaró  que  sería  obligación  de  les  secretarios 
''extender  en  las  diligencias  do  las  vistas  los  días  de  su  duración,  las  horas 
empleadas  en  cada  día,  y  los  nombres  y  apellidos  de  los  defensores  que  hubie« 
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sen  asistido  á  ellas,"  como  ya  estaba  prevenido  en  el  art,  112  de  las  ordenan* 
2as  de  las  Audiencias. 

Aceptando  de  estas  disposiciones  lo  que  se  relaciona  con  el  procedimiento, 
y  com})letándolas  con  lo  que  estaba  admitido  en  la  práctica,  se  han  dictado 
enlws  cinco  artículos  de  este  comentario  las  realas  convenientes  para  la  celebra- 
ción de  las  vistas,  determinando  lo  que  en  ellas  ha  de  hacerse  y  permitirse, 
tanto  para  dar  cuenta  del  pleito,  como  para  la  defensa  de  los  litigantes,  la  for- 
ma en  que  ha  de  acreditarse  el  acto,  y  las  correcciones  que  podrán  imponerse 
á  los  que  en  él  turbaren  el  orden,  ó  faltaren  á  la  consideración  y  respeto  debidos- 
á  los  tribunales.  Todo  está  expresado  con  claridad  y  precisión,  por  lo  cual  y 
por  ser  conforme  á  lo  que  se  practica  diariamente  en  los  tribunales  superiores 
y  Supremo,  nos  parece  excusado  todo  comentario:  para  evitar  repeticiones  in- 
necesarias, véanse  I03  mismos  artículos. 

Pero,  además  de  lo  que  en  ellos  se  ordena,  han  de  tenerse  presentes  otras  dis- 

fosicLones,  que  están  vigetes  y  que  por  ser  meramente  reglamentarias  no  se 
an  incluido  en  la  presente  ley.  tina  de  ellas,  la  del  art.  6^  do  la  orgánica  de 
1870;  en  el  cual  se  previene  que  ^'los  concurrentes  á  los  estrados  de  los  juzgados 
y  [tribunales  estarán  descubiertos,  guardarán  silencio  v  compostura,  y  obser- 
varán las  disposiciones  que  para  mantener  el  orden  dictare  el  que  presida." 
Otra,  la  de  los  artículos  52  del  reglamento  del  Tribunal  Supremo  y  105  de  las 
ordenanzas  de  las  Audiencias,  según  los  cuales,  "los  relatores  harán  su  relación 
sentados,  como  los  abogados  hacen  sus  defensas;  y  lo  ejecutarán  con  la  mayor 
exactitud,  bajo  su  más  estrecha  responsabilidad."  Las  de  los  artíci^los  194,  195 

Ír  196  de  dichas  ordenanzas  encargando  á  los  abogados  que  no  interrumpan  á 
os  relatores  en  su  relación,  ni  á  los  demás  abogados  en  sus  discursos;  que  du- 
rante la  vista  no  salgan  de  la  Sala  sin  licencia  del  que.  presida;  que  cuiden 
siempre  en  sus  informes  y  escritos  de  producirse  cen  el  decoro  que  corresponde 
á  su  noble  profesión  y  á  la  autoridad  de  los  tribunales,  evitando  expresiones^ 
bajas  V  ridiculas;  "y  que  nunca  apoyarán  sus  argumentos  sobre  hechos  supues- 
tos ó  desfigurados,  ó  sobre  supuestas  disposiciones  legales  ó  doctrinas,  ni  diva- 
firán  á  especies  impertinentes  é  inexactas,  ni  se  extraviarán  de  la  cuestión." 
ara  corregir  esto  último  se  hará  lo  que  previene  el  art.  332  de  la  presente  ley.) 
T  otras  de  menos  importancia,  como  las  que  designan  el  traje  con  que  debe 
concurrirse  á  las  vistas. 

Y  así  mismo  conviene  tener  presente  el  art.  19  del  reglamento  provisional  para 
la  administración  de  justcia  de  1835,  según  el  cual,  "los  jueces  y  tribunales,  así 
como  deben  cuidar  de  que  los  abogados  les  guarden  el  debido  respetoy  searre- 

Slen  á  las  leyes  en  el  ejercicio  de  su  profosión,  están  obligados  á  tratarlos  con  el 
ecoro  correspondiente;  y  á  no  ser  que  hablaren  fuera  de  orden,  ó  se  excedie- 
ren en  alguna  otra  manera,  no  los  interrumpirán  ni  desconcertarán  cuando  in- 
formen en  estrados,  ni  les  coartarán  directa  ni  indirectamente  el  libre  desem- 
o  de  su  encargo." 


i^fi 


II. 


Avnque  creemos  suficiente  la  simple  lectura  de  los  artículos  que  son  objeto 
de  este  comentario  para  su  recta  inteligencia,  no  estará  de  más  indicar  lo  que 
deberá  practicarse,  conforme  al  espíritu  que  en  ellos  domina,  en  algunos  casos 
no  expresados  en  su  letra. 

Cuando  el  relator  no  ten^a  el  carácter  y  atribuciones  que  da  álos  secretarios 
la  ley  orgánica,  ha  de  asistir  también  á  la  vista  el  escribano  de  Cámara;  a^uel. 
para  dar  cuenta  con  la  lectura  del  apuntamiento,  ó  con  la  relación  del  pleito  o 
incidente,  como  se  previene  en  el  art.  330,  y  éste  para  autorizar  el  acto  y  ex- 
tender la  diligencia  de  vista,  según  se  expresa  en  el  334,  certificando  de  lo  que 
en  él  ocurra. 

Cualquiera  que  sea  la  responsabilidad  moral  ó  legal  que  para  con'  su  cliente 
pueda  contraer  el  aboeado  que  abandona  la  defensa,  no  es  necesaria  su  asistencia 
á  la  vista  nara  la  validez  del  acto,  siempre  c[ue  se  celebre  en  las  horas  de  au- 
diencia del  día  señalado  v  que  hayan  sido  citadas  las  partes  oportunamente.  Si 
no  concurre  ninguno  de  los  abogados,  concluida  la  lectura  del  apuntamiento 
el  presidente  pronunciará  la  formula  de  "Visto,"  y  se  dá  por  terminado  el 

Tomo  U.— 7 
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jwJto;  pero  si  concurren,  pueden  informar  * 'por  su  drden,"  como  dice  el  srtf  cu- 
lo 330.  Este  orden  ha  de  ser  precisamente  el  mismo  que  se-  haya  seguiJo  en  él 
Áeháite  por  escrito  ó  ^ara  la. instrucción  de  los  autos.  Si  la  vista  es  en  primera 
instancia,  hablará  siempre  en  primer  lugaf  ei  dí>fensor  del  demandantie,  6  def 
ht  parte,  en  su  caso,  que  haya  promovido  el  incidente,  y  acto  con!tfntio  él  dd 
demandado;  y  si  es  en  recurso  de  apelación  ó  de  casación,  hablará  primero  di 
shdgttdo  del  recurrente,  y  dé-ipaés  el  de  la  otra  parte:  uno  y  otro  cuando  el  pi\h 
sidentt»  les  conceda  la  psuabra,  pues  sin  su  permiso  nadie  puede  usarla  en  eir- 
ttados  (artículo  592  de  la  lev  orgánica.)  El  mismo  orden  se  seguirá  cuando  seüa 
dos  6  má9  laM  portes  demandantes  ó  recurrenteis,  6  las  demandadas;  primero 
hablará*  los  líbogados  do  todas  aquellas  v  después  los  de  éstas.  Y  así  que  con" 
cluya  sn  informe  el  que  hable  en  ultimo  íu^ar,  el  letrado  del  demandante  ó  re- 
currente podrá  pedir  la  palabra  j  usarla,  si  se  le  concede,  parar  rectificar  he- 
chos que  ha^  expuesto  con  equrrocacién  su  contrario,  ó  conceptos  que  éste  le 
haya  atrii^ido  con  afror,  e:S[p!kando  las  ¡deas  6  razones  qiie  nayán  sido  áaal 
comprendidas  ó  interpretadas,  y  en  igual  forma  puede  contestarle  el'  abo¿:ái^ 
de  la  otra  parte;  pero  ctfn  brevedad  y  concisión,  y  sin  volver  á  las  ctiestioitót 
dü  derecho.  Por  la  ley  witigua  sólo  ertí  pe^mitidd  hablar  segunda  vez  para?  rec- 
tificar hechos. 

Cuando  se  interponen  dos  recursos  dé  c^saícióh  contra  una  misma  senf eneiá', 
deben  acumtriarse  según  el  art.  1788,  v  p»rjf  informar  en  el  acto  de  la  vistía  se 
ha  establecido  la  pr&tica  de  que  hable  primero^  el  letrado  que  sostenga  d  re- 
curso interpuesto  en  primer  término:  le  contesta  el  de  la  otra  parte  y  á-  Ik  fe« 
sostiene  su  recurso;  y  después  se  concede  la  palabra  al  primero  parsf  que  con- 
teste al  recurso  del  segundo.  £1  mismo  método  hahrá  de  seguirse  en  los  éasos 
de  reconvención. 

Bn  los  pleitos  complicados  sobre  agravios  de  cuentas  6  particiones,  sttelepef- 
mitirse  que  se  informe  por  separado  sobre  cad'as  agravio,  ó  agrupando  K>s  que 
tenean  un  mismo  fundamento,  en  cuyo  caso  habla  primero  el  demandante^  6 
apelante  sobre  un  agravio  ó  los  que  se  hayan  agi^pado,  contestándole  el  con^ 
trario;  después  informa  aquel  sobre  el  segundo  agravio,  y  éste  le  contera,  ^a^- 
sucesivamente.  No  vemos  inconveniente  lej^l  que  se  oponga- á  esta!  pt^^fitetlcá,  y 
creemos  que  podrá  observarse  este  método  siempre  que  pueda  conducir  á  facili- 
tar el  debate  y  la  resolución  de  las  cuestiones;  pero  con  permiso  de  la  Sala,  qtt» 
podrá  solicitar  cualquiera  de  los  abogados  en  el  acto  mismo  de  la  vista. 

Por  reírla  general  no  concurre  á  la*  vistas  más  de  un  abogado,  j^r  cadáparfe, 
y  es  suficiente  por  complicado  que  sea  el  negocio;  pfero  se  permite  también  qúg 
asistan  dos,  y  no~má8,  por  cada  parte,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  ÍW 
^  las  ordenanzas  de  las  Audiencias.  £n  este  caso,  deben  dividirse  la  defótts» 
por  cuestiones,  6  hablando  el  uno  de  los  hechos  y  el  otro  del  derecho,  áe  suerte 
que  el  segundo  no  vuelva  á  hablar  de  los  puntos  ó  cuestiones  qué  hubiese  tira** 
tado  el  primero,  y  el  uno  informará  á  continuación  del  otro  j^ara  que  él  conti^-^ 
rio  conteste  á  los  dos  en  un  sólo  informe.  • 

¿Podrán  asistir  taquígrafos  á  las  visitas  para  tomar  nota  de  los  infornies  de 
los  abogados?  No  existe  disposición  alguna  que  lo  permita  ni  que  lo  prohiba,  y 
como  es  lícito  lo  que  la  ley  no  prohibe,  habrá  do  tolerarse  siem^rp  que  no  se 
falte  al  buen  orden  y  compostura;  pero  fuera  de  la  barr ji,  en  el  sitio  y  asientos . 
destinados  para  el  público,  porque  de  otro  modo  se  les  daría  un  carácter  oficial 
que  no  tienen.  Así  se  ha  hecho  en  el  Tribunal  Supremo  alguna  vez»  que  haa 
pedido  permiso  las  partea  para  llevar  taquígrafos.  Este  permÍ3p  debe  pedirse 
al  presidente  de  la  Sala,  para  que  le  conste  lo  que  dentro  de  ella  ocurre  á  los 
alectos  del  art.  333;  y  como  no  pertenece  al  procedimiento  autorizado  por  1» 
ley,  bastará  pedirlo  y  obtenerlo  confidencialmente  ó  de  palabra. 

Gomo,  por  regla  general,  la'  asistencia  de  taquígrafos  á'  las  vistas  no  tiéoe 
•otro  objeto  aue  el  de  publicar  los  informes  de  los  H^trados,  bueno  será  reooi^dor 
que,  según  el  «rU  16  de  la  ley  de  propiedad  literaria  de  10  de  Enero  de  187^, 
'las  partes  serán  propietarias  de  los  escritos  que  «e  hayan  presentador  asa  noiQí^ 
bre  en  oualquípr  pleito  6  oáusa;  pero  no  podían  publicarlos  sin  obtever  portm^ 
80  del  tribunal  sentenciador,  el  cual  lo  concederá;  ejeeutoriadaqne  haya*8Í^  el  • 
pleito, 6  causa,  siempre  que  ársu  juicio  la<  pablioaision.  áo  ofrezca;  en  sí  misma' 
«noonvenkntes,  ni  perjudique  á  ninguna  de  laer^rtes;  y  loaktrsdosqudliaytKn 
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^utbríiadó  los  escritos  ó  defensas,  podráb  eolecclonsrlos  coñ]»ermÍ8o  d£i  tribunal 
y  consentimiento  de  la  parte  respectira/'  Aunqne  ej^la^  primena  p$u;fie,  de  esta 
disposición  se  mencionan  solamente  los  "escritos,'^  en  la  según aa  s&^abía  tam- 
Ufen  dó^  "SéffeWsasV*  y  cGpfcn*tó  kóú  hh  informes  en  eísírádos;  éíiya'  püWicáción 
por^üméo  dobe.ester  siifa¡QijdÍBAda'á  lo  que  d2tiha^le7.oAleiÍ¿  PÁrece,  sinjunbsr-: 
gOf  que  esta  ley  haya  caído  ya  en  desuso,  ¡pues  todos  loe  días  vemos  publicados^ 
en  pneriódicos  y  folletos,  sin  permiso  dol  tribunal,^  informes  y  escritos,  basta  det 
ministerio  fiscal,  presentados  en  juicios  no  terminados.  Si  la  ley  es  inconre- 
iffente,  ^fétdesé  énlitti^á&Wetía':  p^ro  mientíras  táiS(í6  dfebe  cí!ntn!plirse. 

Oóhib''éOBií)!6mt^ñfó'd^Va:tt.  é93  téansé  los  atitféülótí  ^37  áí  444  y  449  y  si-' 
írotítés  si^bft  cí/frecéidtféá'diseipliriariás. 

Y  eii  cíiiWfb  ál  a^;  úKitftO  de  estfe  comentái'lo,  dés^mi  dt'  pfet^blpctr  en  ^ 
pá¥íaf61'®'éíftiV)lfi¿déa^i*edit'árteelacto  de  la  rbta,  áil  acuerda  coa  lo  otiíe-' 
SítíflWp'fl^éfíiido  erfél  rfft.  112  dé'las  ordénanKAs  di*  Us  Audieacraa  y  en  el  1^3 
ntfm.  7  ®  ée'lá  l^jr  d8r PocJ^y  judicial,  se  elera  eti  A  2^  á  precepto  le^al  lo  que 
^a  dfe'pt'á'títica  ^dfüíií6i*ediiair  las  pretension'es  inciden  t  sil  oa  que  síí  deduzcan  en 
ef-átíW  dé  la  visW,  ^  éiifán  resolución  del  tribnnat.  Esíáa  pr^tonsiones  ptiedí^n 
«er  de  dos  cla^és^  dnás,  qué  ekija'á  la  Resolución  on  el  á(!to,  eorao  ciiestíán  pré- 
m,  íróV^riiplo*,  ó^te  \k  vi^ta  sea  á  puerta  cerrada  (ift.  314),  ó  snbre  el  órdííu 
éh  quí  batí  déihfcmffi^Ms  léCrádos;  3^  otras,  cuya  res  o!  úci  un  haya  do  rocaí?r 
después' de  vis^o'él^|l'éíto\  Üna's  y  otras  se  coi]sia;narftu  en  la  diligencia,  lüs  pri- 
meras con  la  réáóHwón  qué  bá;Jrá_Tecáído;  y  ci^mo  esta  sre  babrá  lleTndo  k  efec" 
l^ífen  el  aéto',  basta' ¿foññsig^ai'Inr.  Pero  respecto  da  las  aepiindap,  se  añude  en  el 
i^ismo  aVt.  334,  quíé  terí^inadá  la  vis'tá,  será  leída  la  dihí^-íiicía  i  Im  defenso- 
res para  qué  manifiesten  su  conformidad  y  la  tirmon.  Am  podrfi  TectTÉcars^e 
cualquiera  distracción  ó  equivocación  que  naya  padet-ido  cl  secretario  6  escri- 
bano al  redactar  la  pretensión  en  hroíHj^encia,  y  el  tribunal  tendrá  un  dato 
seguro,  á  que  atenerse,  para  dictar  ra  resolución. 


SECCIÓN  fflSÍJüNÓA. 

üfl   Loé   ICAOISTÉADÓS   FdWÉH^ks^. 


Se  da  el  no)^bré  de  "ponente'.'  al  ma^j^rado  enum^do  ile  exámináx^  ^  sí 
mismo  y  ^«(tudiar  los  ¿utos  |^ara  informar  á  |a  Sí^a.de  lo.oue  de  ellos  resulta  y  pro- 
pb^cr  á  rá  ni»ihá  U  resblüció^n  ^W  pifoceda,  en  Idi^  casos  detier'miiiados  por  la 

La  institución  de  los  magistrados  ponen te:^,  aunque  establecida  de  antij^tto  &u 
qL  tribunal  de  la  Bota  de  la  Nunpiaturfi^  ¿  imitación  de  la  que  ao  practicaba  en 
la '<iul(^'r<]nnftlü^  ¿6  se  ititMíluJo  en'  nuestros  tribunales  ordinarias  Itaata  el  año 
JM4Si'  i  éMtdtfcé^  sóltfipá^  Iá)l9  éáUsa»  erlmioaíeé  ebTÍrtvsdde  la  regU  6.  "^  #et 
Beal  decreto  oe  22  de  Septiembre  de  dieho  ailo,  qne  pasó  después  á  ser  la  41  dé 

'  fe ^^í^JKS^^ÍSfLí^^''*"'^^^?  ^?^  ^  4®  ^'^^^l^  de  1850  para  la  aplicación  del  \^é^ 
m^o  [wáu'.  ExlstraÚ  ábt^rformtíá'té  los  minÍBtroa  "soUianeroa/'  cuya^í  atribu- 
ciones, determinadas  en  el  artículo  8G  dc^  las  ordenanscas  de  iafi  Aunienctaft,  sd 
eoiMti^Oii  d^n^^^  álbs^  presidenta  «le  Sai  a  por  el  »H,  5*  =*  del  Keal  dt^crcto  de 
f^A^,%j^rp  oe  l,84i:  ñero,  aunque  estaba  á  sn  carso  todo  Zo  que  bc  refería  ¿  li\ 
tVámitcbrÓné  ihépiééetón  de  los  píéltéa  en  cada  Sala,  no  llenaljiín  la  importante 
láfiÉÜóíl  áti<StttíMi^  á^)48  ponélttéá.  Por  ento,  y  en  vigCa  del  buen  ré«uIt»do  que  ha-^ 
bía  dado  su  ensayo  en  las  causas  crimindes,  se  e^ tablee iL^ron  para  los  aatiiitoi 
órilesenla  W  ae  EniuijQUmlento  qivil  de  1655,  como  lo  ban  ^ido  también  en 
o^^tít^asiMÍt  txm  las  Mmumones  quéle  determinan  eú  lOa  artículos  de  esta  sec* 
áilmjtqu^  yáiiíto'ár  «MriSMVIiír. 


Én  el  'tribunal'  Supremo  v^^nla^  audiencias,  parar  cada  píeito 
.«e  nombrará  un  Magistrado  Ponente.      .  .     . 
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Turnarán  en  este  cargo  todos  los  Magistrados  de  cada  Sala 
con  exclusión  del  Presidente. 

Sin  embargo,  no  estará  éste  exento  cuando  por  cualquier  mo- 
tiyo-quede  reducido  á  tres,  con  el  Presidente,  el  número  de  Ma- 
gistrados de  una  Sala. 

Este  artículo  concuerda  con  el  36  de  la  ley  de  1855  y  con  el  674  de  la  orgánica 
de  1870.  Los  tres  convienen  en  que  para  cada  pleito  se  nombre  un  magistriuio  po- 
nente en  el  Tribunal  Supremo  y  en  las  audiencias,  turnando  en  este  cargo  toáos- 
los de  cada  Sala,  con  exclusión  del  presidente;  exclusión  justificada  por  los  car- 
gos que  pi^ra  el  gobierno  interior  de  la  Sala  y  despacho  de  los  nMfocios  le  im- 
pone la  ley,  haciendo  precisa  su  asistencia  diaria.  Pero  en  la  ^y  antigua  se 
prerino  que  fuera  ''riguroso"  el  turno  de  las  ¡x)nencia8,  lo  cual  daba  lugar  á  que 
hieee  desigual  el  trabajo,  y  por  esto  se  suprimió  aquel  calÜ^cativo  en  laorgánica> 
y  en  la  presente,  á  fin  de  que  cada  Sala  pueda  establecer  los  turnos  que  conside- 
re más  conrenientes  para  leyantar  la  carga  con  la  igualdad  posible. 

También  se  estableció  en  la  ley  antigua  la  exclusión  absoluta  del  presidenta 
de  la  Sala  para  las  ponencias,  y  ahora  se  manda  qus  no  estará  exento,  cuando 
por  Tacantes,  por  enfermedad  de  algún  magistrado  ó  por  cualquier  otro  motivo^ 
quede  reducido  á  tres,  con  el  presidente,  el  número  de  magistrados  de  la  Sala. 
XSñ  este  caso,  que  sólo  puede  ocurrir  en  las  Audiencias,  es  de  presumir  que  los 
dos  magistrados  solos  no  podrán  levantar  la  carga  de  las  ponencias  sin  que  se 
retrase  el  despacho,  y  por  esto  impone  la  ley  al  presidente  la  obligación  de  ayu» 
dar  á  sus  compañeros  de  Sala. 


Articulo  336. 

Corresponderá  á  los  Ponentes: 

1?  Informar  á  la  Sala  sobre  la  procedencia  de  las  reformas  ó 
ediciones  del  apuntamiento  solicitadas  por  los  litigantes.  Para 
este  efecto  se  les  pasarán  previamente  los  autos. 

2?  Examinar  los  interrogatorios,  posiciones  y  demás  proposi- 
ciones de  prueba  que  presentaren  las  partes,  j  calificar  su  perti- . 
nencia*  Si  se  reclamare  contra  la  calificación  que  hicieren,  resol* 
Terá  la  Sala. 

3?  Presidir  la  práctica  de  las  diligencias  de  prueba  y  recibir 
cualesquiera  declaraciones  que  la  Sala  ordenare,  sin  perjuicio  de 
lo  dispuesto  en  el  art.  254. 

4?  Autorizar  las  ratificaciones  y  hacer  los  discernimientos  de 
todo  cargo. 

5^  Someter  de  palabra  á  la  deliberación  de  la  Sala  los  punto» 
de  hecho,  los  fundamentos  de  derecho  y  la  decisión  que  á  su  jui- 
cio deba  recaer,  pero  sin  llevar  formulado,  el  proyecto  de  sen- 
tencia. 

6?  Redactar  los  autos  y  sentencias  con  arreglo  á  lo  aaordado 
por  la  Sala,  aunque  su  voto  no  haya  sido  conforme  con  el  d!e  la 
mayoría. 

Én  este  cdso  podrá  el  Presidente  de  la  Sala  encargar  á  otro 
Magistrado  la  redacción  de,  la  eientencia,  cuando  por  circunstan- 
eias  ^peciales  así  lo  estime  conveniente. 

7?  Leer  en  audiencia  pública  las  sentencias. 
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En  este  caso  le  suplirá  el  Presidente,  cuando  dq  concurra  á  la 
Sala  el  día  en  que  se  haga  la  publicación. 

8?  Todo  lo  demás  que  por  disposición  especial  de  lá  ley  sea  de 
^argo  del  Ponente. 

Artículo  337. 

Será  también  obligación  del  Magistrado  Ponente  examinar  si 
se  han  observado  los  trámites  legales;  si  los  escritos,  para  los  que 
esta  ley  establece  fórmulas  precisas,  han  sido  redactados  confor- 
.me  á  lo  que  en  ella  se  prescribe,  ó  si  se  han  cometido  otros  abu- 
-«08,  bien  por  exceso,  bien  por  defecto,  en  la  sustanciación  del  jui- 
cio, comprobando  los  que  hubiere  notado  el  relator;  y  si  hubiere 
alguna  falta  que  merezca  corrección,  llamará  la  atención  de  la 
Sala  para  que  en  definitiva  pueda  acordar  lo  conveniente,  á  fin 
de  corregir  el  abuso  y  procurar  la  puntual  y  rigurosa  observan- 
-cia  de  esta  ley,  en  su  letra  y  en  su  espíritu,  por  todos  los  funcio- 
narios que  intervienen  en  los  juicios. 

En  el  artfculo  37  de  la  ley  de  1855,  reproducido  sustancial  mente  en  el  675  de 
la  orgánica  de  1870,  se  determinaron  las  atribuciones  y  deberes  de  los  magistra- 
dos ponentes,  como  se  fijan  también  ahora  en  los  dos  artículos  que  soi^  obje- 
to de  este  comentario.  El  primero,  ó  sea  el  836,  concuerda  con  aquellos,  co- 
yas disposiciones  se  reciten  en  él,  aunque  con  las  modificaciones  que  luego  in- 
dicaremos; y  con  relación  á  lo  que  se  ordena  en  el  337,  no  existe  disposición 
análoga  en  dichas  leyes  ni  en  otra  als:una,  pues  aunque  por  el  artículo  5.  ®  de 
la  Eeal  orden  de  5  de  Septiembre  de  1850  se  encargó  á  los  ponentes  que  llama- 
sen la  atención  de  la  Sala  sobre  si  habían  sido  obserTados  los  trámites  y  térmi- 

«nos  judiciales,  esto  no  podía  tener  aplicación  en  los  negocios  civiles,  porque  en- 

.tonoes  sólo  en  las  causas  criminales  se  nombraban  ponentes. 

Ya  hemos  yisto  que  en  los  tribunales  colegiados  para  cada  pleito  ha  de  nom- 

.brarse  un  magistrado  ponente:  sus  atribuciones  están  determinadas  con  toda 
claridad  es  estos  dos  artículos,  cuya  lectura  es  suficiente  para  comprender  la 
itn|)ortancia  y  el  objato  de  ks  mismas.  Por  esto  creemos  eseusado  el  examen  in- 

>dÍTÍdual  de  cada  una  de  ellas,  y  nos  limitaremos  á  otras  indicaciones  que  con 
las  mismas  se  relacionan. 
Cuando  un  letrado  pide  alguna  reforma  ó  adición  en  el  apuntamiento,  resulta 

.un  conflicto  entre  su  opinión  y  la  del  relator,  cuyo  funcionario,  en  cumplimiento 
de  su  deber,  habrá  extractado  cuanto  consideró  útil  y  pertinente  para  la  cuestión 

vque  se  debate;  y  para  dirimir  este  conflicto,  el  ponente  tiene  el  deber  de  exami- 
nar y  estudiar  los  autos  á  fin  de  informar  y  proponer  á  la  Sala  lo  que  estime 
procedente;  obligación  que  le  impone  el  art.  336  en  su  número  primero.  Podrá 
auceder  aue  al  hacer  ese  estudio  encuentre  otras  omisiones  ó  inexactitudes  no 
reclamadas  por  los  abogados:  ¿deberá  proponer  ala  Sala  que  se  hagan  es- 
tas reformas,  no  p^idaf  por  las  partes?  La  ley  no  le  autoriza  piura  ello,  ni  po- 
día hacerlo  sin  ejercer  una  tutela  que  no  es  de  su  incumbencia,  ni  se  ha  ejercido 
nunca  en  los  negocios  ci?iles:  si  queda  defectuoso  ó  incompleto  el  apuntamiento, 
culpa  será  de  los  litigantes  ó  de  sus  defensores,  que  no  hicieron  uso  del  derecho 

jr  de  los  medios  que  U  ley  les  concede  para  reclamar  la  adición  6,  reforma:  el  tri- 
bunal no  puede  ni  debe^  hacerlo  de  oficio,  9Ín  faltar  á  los  principios  por  que  se 
rige  el  procedimiento  civil,  cuando  las  partes  se  han  conformado  con  el  apon» 
tamiento.  ^  ^  ' 

Por  la  misma  razón,  tampoco  impone  la  ley  al  ponente  la  obligación  de  cote- 
jar el  apuntamiento  con  el  proceso,  ni  la  de  poner  en  aquel  su  nota  de  confornú- 
dad.  Esto,  que  por  consideraciones  que  no  son  aplicables  al  procedimiento  civil^ 

J9e  previno  para  las  causas  criminales  en  la  regla  41  de  la  ley  provisional^  reforma^ 
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4a  en  1850,  para  la  aplioacün  del  Código  penal,  ha  sido  saprimido  por  inoece-^ 
«ario  en  todas  las  leyes  post^oi\e8  del '^njvüpifkmj^ptocrj^  '  '    '] 

^  No  se^ntiendf^^(Mr  esto  av^  9I  ponente  Ka  d^  presc)^dir  e;^  absol^tp  de  •eflas  omi- 
siones ó  inexactit^nes:  debeirá  tomar  nota  de  ellas  para  llamar  la  atención  no  la 
Sala,  cuando,  en  cumplimiento  del  núm.  5.  ®  de  dicho  artfobio,  sffiníiíftii  fiiá'iid- 
liheración  de^  la  misma  los  puntos  de  hecho  y  de  derecho  en  que  haya  de  fundar- 
ce  la  sentencia  6  resolución  que^  dict;e.  I«o|9i  jpjeitos  han  de  fallarse  por  lo  que 
resulta  de  los  autof,  como  se  deduce  del  art.  o3&  y  de  otros,  y  no  por  lo  que  se 
haya  consignado  en  el  apuntamiento:  y  si  este  e§  diminuto  6  defectup^j,  e^  po- 
nente tiene  eF  deber  de  presentar  las  néchos  tales  cozáo  resuh^ndelos  aulós^  y 
WMÍ  se  consignarán  en  los  resultandos  de  la  sentencia.     ' 

Cuando  esto  suceda,  cuajado  en  la  sentencia  se  estime  probado  y  se  con^i|^e 
alpfún  hecho  que  se  haya  omitido  en  el  apuntamiento,  si  s^  inlerjponé  reciif  so  ae 
pación  por  error  de'héchó  en  la  apreciación  de  la^  prueeas,  ¿de  qu^  mimei^álSe 
jusiiJicará  ante  el  Tribunal  Supremo  la  existencia  de  e^e  error?  Los  que  irppie- 
fffü  900  e^ta  dificultad  opina^  ^i^ue,  para  calvaría,  debía  la  W  autprl^p  al  ponien- 
te 'para  proponer  á  la  Sálalas  refornias  que  consistiesen  en  la  in^érai^n  liferatae 
documentos  ó  actuaciones' <iue  en  él  apuntamiento  se  hubieren  omitido  Ó'ék&a8- 
Aijdo  con  erjror,  y  que  pudieran  intuir  directamente  en  el  faUo;'/  j  quejOjO  poeSs 
nf garse  ají  tribunal  sentenciador  el  derecho  de  reparar  la?  omisiones  ó  |nexacjl;i- 
tudes  del  apnntami,eiito,  por  la  importancia  que  hov  tienepara  el  recursó'^e  ca- 
sación. Na^a  de  esto  es  néoee'aiíp  para  áalvkr 'la  diñculta'd  antes  indicada:  Ta 
ley  ha  preristo  el  caso  y  concede  \q»  ioédiios  üpndvcentes  á  juatijScar  el  error  de 
hecho  en  que  pueda  haber  incurrido  la  Sala  sentenciadora:  á  este  fin  los  artícu- 
los 1,734  y  1,735  conceden  á  las  partes  el  d^cl^o  de  solicitar  se  pidan  á  la  Au- 
diencia los  docJumentos  que  obren  en  el  pleito  y  c<^rtificació];i  de  cualquiera  dili- 
gencia de  prueba,  cuando  la  expoaición  iuQ  de  eUos  se  haya  hecho  en  ái  apunti^ 
-miento  ó  "en  la  jentencia,"  Eiea  insuficiente  para  apreciajr  con  e?»etitud  su  ya- 
ior  y  sentido. 

Los  números  2.  ^  ,3.^  y  4.  ®  del  art.  836  se  refieren  á  diligencias  acordadas 
por  la  Sala,  ctiya  ejecupión  se  c6meée  á  lós  ponentes,  porque  sería  enibarazosf 

Sara  aquella  y  la  distraería  de  otras  atenciones  más  importantes.  Están  copia- 
os de  Iguales  púmeros  del  art.  37  de  la' ley  antigua,  pero  añadiéndose  ai  final 
del  3.^  ,  ''sin  perjuicio  de  ló  disnuesto  en  el  art;  254,'^  para  que  nó  Se  dude  de 
que  los  ponentjes,  aunque  tienen  la  obligación  de  presidir  la  práctica  de  las  4i^- 
^ñcias  de  prueba  y  de  recibir  las  declaraciones,  pueden  hacdr  uso  de  la  facultad 
que  les  concede  diehb  artículo  para  cometer  esas  diligencias  á  lós  jueces  de  pri- 
mera instancia  en'  los  casos  ciue  en  él  se  determinan:'  esto  es,  que  el  núm.  8.^ 
éél  art.  836  no  modi^ca  lo  dispuesto  en  el  254.         <  < 

La  disposición  del  núm.  6.^  no  tiene  concordante  en  la  ley  de  1855  ni  en  >1^ 
de  1870;  pero  estaba  en  ol  art.  54  de  la  de  casación  qivil  de  1878,  y  se  creyó  con- 
TeníentíJ  esta b Jetarla  dcimo  reg^fa  p  neral.  Su  pre^wicióndeque  el  ponente  some- 
terá "de  paübm"  á  la  deliberación  de  la  Sala  los  puntos  de  hecho,  los  funda- 


ibrmutado  el  proyecto  de  sentencia,  la  cual  no  podrá  redactar  hasta  después  da 
la  votación  para  hacer í o  con  arregla  á  lo  acürdfadp  por  la  Sala.  Así  se  salvarán 
snacíptibilidadeB  y  &e  ei  itarií  en  muchos  casos  al  preside^ite  de  la  Sala  el  dis- 
gusto de  tener  qu^  hacer  uso  de  la  facultad' que  le"  concede  el  párrafb  2:^  deA 

Eti  cuanto  á  este  ii amero,  la  ley  de  1855  obligaba  al  ponepte  en  todo  caSjO  á 
redactar  la  sentencia  con  arreglo  á  To  acordado,  y  la  orgánica  del  Poder  judicial 
le  eximía  de  c^ta  o.l;íIigácvón  en  el  cas(j(  de  qup  ^p  se  ponfi^rmase  con  bl  roto  de 
la  mayoría.  Tan  í  nconreii  iente  era  uii  extremo  cOmo  el  otrp^  y  por  esto  se  adópéa 
aliora  un  férmitiü  medio,  que  consiste  en  facultar  al  piesidente  de  la  Sata  pan^ 
que,  9ti  el  tR^o  indicado  de  que  el  voto  del  pópente  no  haya  sido  conforme'con 


nao  ae  dicha  facultad,  na  se  hará  de  ello  mención  en  la  sentencia,  en  la  cual  na 
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' turno:  do  ot 
,, .       .  ^  .  ^      _  por  ffiayoría,  !<{> 

fl  es  contrario  á  los  fines  y  propósitos  del  art.  S07. 
ambién  se  han  adicionado,  para  completar  el  art.  336,  el  núm.  3.®  y  el  p4' 
rrafo  2.  ®  d^l  7.®  ,  respecto  de  los  cuales  nada  tenen^os  que  observar. 

BI  objeto  y  fin  de)  art.  337,  adicionado  igualmente,  se  deducen  de  su  mi«qi<^ 
contexto.  Las  preTeu.ciones  que  contiene,  como  nuera  obligación  impuesta  á  los 
ponentes,  reyelan  el  firme  propósito  del  legislador  de  que  se  cumpla  y  obsenr^ 
puntual  y  ri^rosamente  esta  ley,  "en  su  letra*'  v  "en  su  espíritu,"  por  todos 
los  fux)clouarÍQ0  que  intervienen  en  los  juicios,  i  fin  de  que  desaparezcan  las  co- 
irruptei^  j  abusos  que  hacían  interminables  y  ruinosos  los  pleitos  con  mengua 
~  ¿^prestigio  de  la  administración  de  justicia.  Por  esto  no  se  ha  contentado  con 
^  prerencion  hecha  á  los  relatores  en  el  art.  319:  auiere  que  el  ponente  eora- 
pruebe  si  es  ó  no  exacta  la  nota  que  con  arreglo  á  dicho  artículo  debe  poner  el 
jr^tor;  que  yea  por  sí  mismo  si  se  han  obserrado,  no  sólo  los  términ4>s,  sino 
tanoibiénlos  trámites  legales,  para  que  no  haya  exceso  ni  defecto  en  el  orden  y 
forma  de  los  procedimientos;  si  los  escritos,  para  los  que  esta  ley  establece  fórr 
Ínul9s  precisas,  como  son  los  de  conclusión  (art.  670),  nan  sido  redactados  con- 
fornae  a  lo  que  en  ella  se  prescribe;  si  existen  escritos  ó  diligencias  inútiles, 
fupérfluos  o  no  autorizadospor  la  ley,  ó  si  se  han  cometido  otros  abusos  en  la 
snstanciación  del  juicio.  Para  llenar  el  ponente  este  importante  deber,  está 
obligado  á  exaininar  detenidamente  los  autos,  y  si  encontrare  alguna  falta  que 
merezca  corrección,  debe  llamar  la  atención  de  la  Sala  para  que  en  definitiva 
pueda  acordar  lo  eonyeniente  á  fin  de  corregir  el  abuso,  imponiendo  al  que  lo 
&aya  cometido,  sea  juez,  aboeodo,  procurador,  auxiliar  ó  subalterno,  U  correc- 
ción disciplinaria  que  proce<&,  y  procurar  la  puntual  y  rigorosa  obseryí^ncia  de 
la  ley. 

Penosa  es  esta  obligación  de  los  ponentes,  pero  indispensable  si  se  ha  de  llenar 
el  fin  de  la  reforma,  indicado  en  la  ley  de  bases,  y  para  no  volver  á  las  corruptela» 
y  abusos  antiguos.  Si  por  negligencia  ó  tolerancia  dejase  de  cumplirla,  incurri- 
ría á  su  vez  en  responsabilidad,  la  cual  sería  exclusivamente  suya,  sin  poder 
alcanzar  á  la  Sala,  porque  la  ley  impone  %l  ponente  esa  obligación  j  la  de  llamar 
la  atención  de  ésti^,  sin  cuya  circunstancia  no  podría  tener  conocimiento  de  la 
falta  para  corregirla.^  Téngase  también  presente  que  el  estudio,  que  el  ponente 
haffa  de  los  autos  á  dicho  fin,  ha  de  reflejarse  en  los  resultandos  y  considerandoB 
de  Xa  sentencia,  según  lo  que  se  previene  en  el  artículo  372.  Véase,  además,  lo* 
qne  hemos  expuesto  sobre  esta  materia  en  el  comentario  del  art.  319. 


SECCIÓN  TERCERA. 

DE  LAS  VOTACIONES  Y  FALLOS  DE  LOS  PLEITOS. 

Artículo  338.    • 

Concluida  la  vista  del  pleito,  podrá  cualquiera  de  los  Magis- 
trAd<}s  pedir  los  autos  para  reconocerlos  privadamente. 

Cuando  los  pidiesen  yarios,  el  que  presida  fijará  el  tiempo  por 
que  haya  de  tenerlos  cada  uno,  de  modo  que  pueda  dictarse  la. 
sentencia  dentro  del  término  señalado  para  ello. 

Artículo  339. 

pt|era  del  caso  á  que  se  roñare  el  artículo  anterior,  se  discuti- 
rán j  votarán  los  autos  y  sentencias  inmediatamente  después  de 
la  víjBta;  y  si  no  fuere  posible  por  impedirlo  otras  atenciones  del 
seryicio,  señalará  el  Presidente  el  día  en  que  se  baydu  de  votar^ 
dentro  del  término  señalado  respectivamente  por  la  ley. 
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Concuerdan  con  los  artículos  49,  50  y  5L  de  la  ley  de  1855,  y  con  el  677  y  679 
de  la  orgánica  de  1870.  Sei^n  dicho  art.  51  de  la  ley  anterior,  en  la  misma  an- 
diencia  en  que  terminase  la  vista,  debía  el  presidente  de  la  Sala  señalar  el  día 
para  la  votación  de  la  sentencia,  de  lo  cual  se  deducía  que  no  podía  votarse  en 
el  mismo  día  de  la  vista.  Esto  fué  modificado  por  el  art.  679  de  la  ley  orgánica, 
en  el  cual  se  dijo  que  "podrán  pronunciarse  los  autos  y  las  sentencias  inmedia- 
tamente después  de  la  vista."  Y  ahora,  restableciendo  la  antigua  práctica,  san- 
cionada por  el  art.  80  del  reglamento  provisional  para  la  luiministracién  de 
justicia  de  1835,  se  hace  obligatoria  la  discusión  y  votación  de  les  autos  y  sen- 
tencias inmediatamente  después  de  la  vista,  fuera  de  los  casos  en  que  no  sea 
posible}  ya  porgue  algún  magistrado  quiera  reconocerlos  autos  privadamente,  6 
bien  porque  lo  impidan  otras  atenciones  del  servicio,  por  ejemplo,  la  vista  de  otro 
pleito  señalada  para  el  mismo  día.  ó  la  necesidad  de  votar  en  él  alguna  senten- 
cia atrasada. 

La  votación  inmediatamente  después  de  la  vista  tiene  las  ventajas  de  econo- 
mizar tiempo,  y  de  practicarse  cuando  los  magistrados  no  pueden  haber  olvidado 
las  razones  alegadas  por  Uüa  v  otra  parte.  En  la  práctica  no  ofrece  ningún  in- 
conveniente lo  que  en  estos  dos  artículos  se  ordena,  ni  hay  el  peligro  de  la 
precipitación  en  loa  fallos.  Si  la  cuestión  ea  clara  y  sencilla,  y  su  resolución  no 
ofrece  la  menor  duda  á  ninguno  de  los  magistrados,  se  vota  en  el  acto;  y  en  otro 
caso  se  deja  la  votación  para  el  día  que  señale  el  presidente,  dando  tiempo  para 
estudiar  la  cuestión  de  derecho,  ó  la  de  hecho  con  el  examen  de  los  autos,  si  en 
ésta  consiste  la  dificultad.  Basta  que  un  magistrado  diga  que  quiere  ver  los  autos, 
para  que  no  pueda  votarse  en  el  día  de  la  vista.  Ha  de  cuidar  el  presidente,  en 
estos  casos,  de  que  tenga  lugar  la  votación  de  modo  que  haya  tiempo  para  re- 
dactar y  publicar  la  sentencia,  ó  el  auto,  dentro  del  término  legal. 


Artículo  340. 

'*  Después  de  la  vista  ó  de  la  citación  para  sentencia,  y  antes  de 
pronunciar  su  fallo,  podrán  los  Jueces  y  Tribunales  acordar,  pa- 
ra mejor  proveer: 

1"  Que  se  traiga  á  la  vista  cualquiera  documento  que  crean 
conveniente  para  esclarecer  el  derecho  de  los  litigantes. 

2?  Exigir  confesión  judicial  á  cualquiera  de  los  litigantes  so- 
bre hechos  que  estimen  de  influencia  en  la  cuestión  y  no  resulten 
probados. 

3"  Que  se  practique  cualquier  reconocimiento  ó  avalúo  que 
reputen  necesario,  ó  qué  se  amplíen  los  que  ya  se  hubiesen  hecho. 

4*-  Traer  á  la  vista  cualesquiera  autos  que  tengan  relación  con 
el  pleito. 

Contra  esta  clase  de  providencias  no  se  admitirá  recurso  algu- 
no, y  las  partes  no  tendrán  en  la  ejecución  de  lo  acordado  más 
intervención  que  la  que  el  Tribunal  les  conceda. 

Artículo  341. 

En  la  misma  providencia  se  fijará  el  plazo  dentro  del  cual  ha 
ya  de  ejecutarse  lo  acordado  para  mejor  proveer,  y  si  no  fuera 
posible  determinarlo,  el  Juez  ó  la  Sala  cuidará  de  que  se  ejecute 
sin  demora,  expidiendo  de  oficio  los  recuerdos  y  apremios  que 
sean  necesarios. 
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Artículo  342. 

En  estos  casos  quedará  en  suspenso  el  término  para  dictar  sen- 
tencia desde  el  día  en  que  se  acuerde  la  providencia  para  mejor 
proveer,  hasta  que  sea  ejecutada;  y  luego  que  lo  sea,  en  el  plazo 
^ue  reste  se  pronunciará  la  sentencia  ó  el  auto  que  corresponda, 
sin  nueva  vista. 

^  El  primero  «íe  estos  artfculoa  concaerda  con  el  48  de  la  ley  de  Enjaiciamiento 
civil  ae  1855,  del  que  se  han  tomado  casi  literalmente  los  cuatro  casos  que  en  él 
se  determinan,  habiéndose  adicionado  las  declaraciones  c[ue  contienen  los  párra- 
fos 1.®  y  último  para  resolver  dudas  y  cuestiones,  suscitadas  en  la  práctica.  Y 
los  otros  dos,  sin  precedentes  en  las  leyes  anteriores,  tienen  por  objeto,  como  de 
su  contexto  se  deduce,  evitar  que  las  providencias  para  mejor  proveer,  autoriza- 
das por  el  primero,  den  ocasión,  6  sirvan  de  pretexto,  á dilaciones  innecesarias. 
Y  decimos  ** providencia  para  mejor  proveer,"  porque  así  tendrán  que  llamarse 


.    pro^ 

videncia." 

En  el  comentario  del  art.  48  de  la  ley  de  1855,  antes  citado,  expusimos  esta 
materia  con  la  extensión  que  su  importancia  requiere,  por  ]o  cual  creemos  con' 
Teniente  reproducir  aquí  aquel  comentario;  pero  suprimiendo  lo  que  se  refiere  & 
las  cuestiones  ahora  resueltas  en  la  presente  ley,  porque  ya  no  tiene  objeto,  y 
modificando  6  adicionando  lo  que  puelda  conducir  á  la  mejor  inteligencia  dé  estos 
tres  artículos. 

I. 

El  art.  840,  primero  de  este  comentario,  sanciona  de  una  manera  explícita, 
como  lo  hÍ£o  también  el  48  de  la  lejr  anterior,  lo  que  la  práctica  había  admitido 
«onforme  al  espíritu  de  la  legislación  alíbnsina  (1),  y  autoriza  expresamente 
para  los  juicios  ci riles  lo  que  ya  estaba  preceptuado  antes  de  dicha  ley  para  los 
^¡riminales  y  para  los  contenoioso-administrativos  (2).  Si  la  "verdad  es  cosa 
-que  los  juzgadores  deben  catar  en  los  pleitos  sobre  todas  las  otras  cosas  del 
mundo,  é  por  ende  quando  las  partes  contienden  sobre  algún  pleito  en  jnyzio» 
deben  los  juzgadores  ser  acuciosos  en  pensar  de  saber  la  verdad  del  por  cuantas 

maneras  pudieren "  como  dice  una  ley  de  Partida  (3),  la  razón  y  la  justicia 

aconsejan  que  el  juez  pueda  y  deba  decretar  la  práctica  de  las  diligencias  que 
-estime  opertnnas  cuando  las  pruebas  practicadas  no  hayan  exclarecido  los  he- 
chos y  abrifirue  su  ánimo  alguna  duda,  Ó  cuando  considere  que  aún  hay  algunas 
"maneras  de  catar  la  Terdad,".que  no  aparece  tan  clara  como  fuera  de  desear 
para  poder  fallar  con  acierto.  Esto  se  hará  ahora,  como  se  hacía  según  la  anti- 
^a  jurisprudencia,  por  medio  de  provid<^ncias  "para  mtj'r  proveer,"  que  son 
las  que  aictan  los  jueces  y  tribunales^  antes  de  la  sentencia,  acordando  que  se 
practique  alguna  diligencia  que  consideran  conveniente  para  resolver  la  cues- 
tión con  mayor  acierto.  Llámanse  así,  no  sólo  por  su  objeto»  sino  también  por- 
que comienzan  con  aquellas  palabras. 

La  consignación  explícita  de  estas  providencias  en  la  nueva  ley  deja  en  pié  la 
antigua  V  mndamental  teoría  de  que  los  jueces  deben  juzgar  según  lo  alegado 
y  probado  por  las  partes:  "secundum  allegata  et  probata. ^'  La  lev  de  Partida 
últimamente  citada  decía  que  coando  los  jueces  supieren  la  verdad  debían  dar 
su  sentencia  en  la  manera  que  entendieren  que  lo  han  de  hacer  según  derecho. 

Leyw  11.  tít.  4.  ®;  2.  «,  tít- 12;  30,  tít.  16,  y  11,  tít.  22,  Partida  3.  * 
Art.  51,  regla  12  del  Reglamento  provisional;  45  del  Reglamento  de  1.  ^ 
-de  Octubre  de  1845,  y  260  del  de  30  de  Diciembre  de  1846. 


8! 


(8)  Ley  11,  tít,  4.  ®,  Partida  3.  « 
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"Cierto  é  derechurero,  dice  otra  fey  (l)i  según  mandan  las  leyes  de  nuestro  li- 
bro, é  catada,  é  escodriñada,  é  sabida  la  yerdad  del^  fecho,  debe  ser  dado  todo 
juyzio,  mayormente  aquel  que  dicen  sentencia  definitiva;"  y  finalmente,  según 
una  Jey  re^ptpiW^.(2),  ^^Myendp  ^Ua4^  y  probada  jia  yfirdad  del  %^o  pOt  el 
p^-^ceso,  en  cua)qúier  ^  íf^  lust^n^jiaiS  que  se  viere¿  so^re  que  sp  pue4a  áar  cier- 
ta sentencia,  los  jueces  que  conocieren  de  los  pleitos  y  los  hubiesep  de  librar, 
l«s  determinen  y  juzguen  «egún  la  ydrdad  quenallasea  probada  en  tide8{)iei«> 
^1»."  ¿Habrá  »i4o  conveniente  consecrar  esa  dc^^trina? 

Si  en  materia  criminal  ofrece  riesgos  sin  cuento  y  dificultados  importantes  el 
que  los  jueces  se  sujenten  siempre  al  resultado  del  procedimiento  para  dictar  con 
arreglo  á  él  la.sontencia,  en  materia  civil  serían  más  graves  los  inconvenientes 
¿0  /áejdr  á  aquellos  en  absoluta  libertad  de  fallar,  no  con  arreirlo  á  lo  alegad^  y 
probado,  sino  conforme  á  las  inspiraciones  de  si^,conjCÍeocia.  Difioult^dies  é  in- 
convenientes "prácticos"  pueden  presentarse  en  cualquiera  de  los  sistemas  aue 
M9  encoja;  .pero  ooiuo  la  ley,  1^'os  de  decaer  eja  el  casuismo.  deb?  sentar  reglits 
generales  y  principies  de  común  aplicación,  necesita  sujetar  sus  prescripción^ 
á  la  naturaleía  de  las  cosas  y  á  lo  que  sea  ífi  uso  freouepte  y  «cotidiano,  para  que 
úfi  este  modo  no  se  la  tacbe  dé  imprevisora.  Pueden  d^rse  casos  en  que  la  coq- 
«áencia  del  juez  lucbe  con  la  resultancia  de  las  actuaciones;  per^  eso  no  es  I9 
¿recuente  en  asuntos  civiles:  eatoá  p^xtfin  generalmente  de  '*bechos"  que  los  li- 
tigantes presentan  á  la  consideración  del  tribunal  para  qvie  cpn  arreglo  á  ellos 
aplique  él  derecho,  y  al  baoor  hi  jueces  esta  aplicación  deb?;»  si^'etarse  á  las 
pruebas  que  se  hayan  aducido,  á  no  querer  sentarse  como  regla  una  arbitrarie- 
cUd  que  podría  traer  funestas  y  lamentables  consciPU^ncias.  3i»  pues,  los  jueices 

L tribunales  deben  determinar  y  juz^rar  según  la  verdsd  4ue  hallen  probada  eii 
8  pldtos,  como  dice  la  ley  reoopilada;  cuando  esa  v«rds4  jj^o  resi)¿te  plenammi- 
te  probada,  una  de  sus  principales  obligaciones  será  prfiiQijir#r  su  averiguAeiÓB 
por  cuantas  maneras  pudieren,  pero  atendiéndoiie  ^  la  %é9oi6n  ejerjcitisda  y  í  la 
rasón  de  pedir,  lo  cual  harán  en  el  modo  y  forma  jiue  preceptúa  el  artloulo  q^e 
Tamos  á  examinar  con  alguna  detención,  pues  bien  la  merece  la  importancia 
del  asunto. 

II. 

'•Podrán  los  iueces  y  tribunales  acordar  para  pMJ«r  proveer,"  dios  la  ley:  el 
▼erbo  "podrán  denota  de  una  manera  indudable  que  no  es  obliaatorio,  ^ue  no- 
es  forzoso  en  el  juc>z  ó  tribunal,  sino  poi^atativo,  .oietar  dicha  providencia  (3). 
lia  ley  lo  doja  **exclu4vamente"  á  su  juicio,  á  la  apreeiaeión  que  baga  de  U0 
pruebas  aducidas  en  el  pleito,  y  á  la  convicción  particular  «ue  forme  de  que,  no- 
estando  completos  los  méritos  del  procedimiento^  jorea  deber  mejorarlos  ó  rjo^ 
bastecerlos  con  alguna  dili^ncia  para  escudriñar  la  verdad  y  £sllar  con  arreglo 
á  ella.  No  se  deja,  no  puede  dejarse  esta  apreciación  á  los  qse  litigan,  dedueién- 
dose  lógicamente  de  esto  que  las  partes  no  tienen  derecho  para  pedir  que  el  jnec, 
para  proveer  con  más  acierto,  practique  las  diligencias  que  indiquen,  pues  no 
eon  ellas  las  que  han  de  apreciar  el  resultado  de  lo  alegado  y  probado;  y  si  el 
juez  se  cree  bastante  instruido,  ^  estima  bien  averiguada  la  verdad  para  dictar 
sentencia,  deberá  denegar  la  solicitud  que  se  presente  con  dicho  objeto,  sin  que 
contra  la  denegatoria  se  admita  reforma  ni  apelación.  €i  otra  doctrina  preivarr 
leciese,  como,  antes  de  ahora  y  faltando  el  juez  á  su  deber,  hemos  visto  praflbi-r 
car  en  algún  caso,  se  vendría  á  reconocer  ^ue  los  litigantes  podían  praetiear 

(1)  Ley  8.  f»,  tít.  2»,  Parí.  S.  < 

(3)  Ley  2'  *.  tít.  Id,  libre  11.  Nev.  Bee. 

(i)  De  acuerdo  conecta  docitrina,  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo,  que  las 
aetuaciones  para  m€Jor  proveer,  oue  se  suelen  asordar  en  los  casos  dudoses-para 
pioeurar  eü  mejor  acierto  en  los  allos,  son  potestativas  en  los  tribunales  a/tf^m 
«u  justa  apreciación,  por  lo  cual,  aunque  las  partes  las  hayan  solicitado,  la  «U- 
ta  de  dichas  actuaciones,  cuando  se  creen  innecesarnu^  no  pueden  iestimarse  co- 
mo la  ¿enegacióo  de  una  diligencia  de  prueba  para  los  efetí;os  ^1  recurso  de  ca- 
sación. ("Sentü.  de  22  de  Febrere,  2Á  de  Abi^l  y  7  de  Junio  de  1662  y  1.  <=>  de 
Mayo  de  1875.") 


Digitized  by  V3OOQ IC 


LBY  IXB  EKJUICIAUISKTO  dYIL  107 

Queras  pruebas  fuera  del  térmÍBO  que  la  ley  sefiaia  para  ello;  se  bArrenaría  el 
precepto  del  artículo  que  examinamos,  se^ún  el  cual  ios  jueces  y  tribunales  aoB 
los  únicos  que  deben  apreciar  la  necesidad  de  priieticar  6  no  nueras  diligencias, 
y  se  ÍWlsearia  por  su  base  el  objeto  quo  lia  te»  ido  la  ley  al  sancionar  con  un  pre-^ 
cepto  terminante  lo  que  la  práctica  y  la  razón  iial>íaDr  autorizado  (1). 

¿Y  e^i  qué  juicios  procederá  la  proridencia  para  mejor  proreer?  I^a  antigua 
Jurisprudencia  había  admitido  el  principio  |^neral  de  que  los  autos  para  mejor 
proreer  podían  dictarse  en  toda  clase  dejuxcios  é  incidentes,  porque  en  todoj» 
ellos  pooía  caber  duda  al  juzgador  sobre  la  rerdad  de  lo  qu|á  se  cuestionaba:  y 
no  sólo  era  práctica  común  dictarlos  en  la  prin^era  instancia,  sino  también  en 
las  ulteriores,  y  aun  en  las  rerlsíonés  extraordinarias  en  las  cuales  estaba  pro- 
hibido probar.  La  nuera  ley  ha  reconocido  la  misma  doctrina  al  consignar  el 
art.  34p  entre  las  disposiciones  comunes  á  la  jurisdicción  contenciosa  y  á  ?a  ro- 
luntaria,  lo  cual  da  á  entender  que  comprende  en  su  precepto  á  todos  los  juicios^ 
y  actos  de  que  trata  en  los  libros  2.  ^  y  3.  ®  y  hasta  los  incidentes,  porque  á  to- 
aos ellos  alcanzan  las  prescripciones  generales  que  consigna  en  el  libro  primero, 
y  todas  ellas  son  de  aplicación  general,  á  no  expresarse  otra  cosa  do  un  modo 
terminante.  Mato  en  cuanto  á  los  juicios:  con  respecto  á  las  instancias,  al  hacer 
■uso  la  ley  de  las  palabras  "jueces  y  "tribunales."  manifiesta  que  no  sólo  en  el 
inferior,  sino  también  en  la  alzada,  y  aun  en  el  Tribunal  Supremo,  pueden  dic- 
tarse  proridéncias  para  mejor  proreer.  Los  "jueces"  y  "tribunales,  dice  el  ar- 
tículo; y  ante  un  mandato  tan  explícito  no  cabe  duda  de  ningún  género.  Y  que 
también  pueden  dictarse  en  toda  clase  de  incidentes,  lo  reconoce  el  art.^  342  al 
ordenar  que,  ejecutada  la  providencia  para  mejor  proreer,  se  pronunciará  la 
sentencia  ó  "oí  auto  que  corresponda." 

Svpuesto  cj)ie  en  todos  los  ji^cios  y  en  todas  las  instancias  piieden  los  jueces  T 
^ibunáles  dictar  proridéncias  para  m^ejor  pjror^er,  ¿cuál  se^á  el  estado  del  juicio 
6  dei  la  insta;9cia  en  quíe  podráp  }^jaceno?  '.Después  de  la  ristiv  ó  de  la  citación 
para  sentencia,  y  aptes  ^e  pronunciar  su  fallo,  dice  el  párrafo  X.  ^  del  »rt.  340, 
4é  S^uer4®  con  la  antigua  jurisprudencia,  y  sjipU^ndq  la  ómisióu  que  sobfe  est^^ 
punto  se  notaba  en  el  art.  48  de  la  ley  de  1955.  pi  las  proridéncias  para  ipejor 
pror^r  suponen  que  el  juez  abriga  ¡duda  sobre  lo  alegado  y  jorobado,  y  quiere 
por  este  medio  conocer  mejpr  la  rerdad  para  fallar  con  más  acierto;  si  esa  duda 
no  puede  a^^igarla  miei^tra^  fil  pleito  esté  abierto  para  las  parces,  porque  éstíia 
podrán  en  uso  de  su  dereclji.o  4e^ri^necer1a  con  nperos  datos  y  probanzas,  la  ló- 
(Óca  aconseja^  que  dichos  ^ptps  no  pfi^den  dictarse  hasta  que  qu^ede  Cjsrrada  li^ 
piierta  á  los  litigante;?  para  h^cer  i^ji^y^s  ^legaeiones  ó  pre,<«entar  pruebas,  docu-- 
mentos  ó  antecedentes  qi^o  pudiera^  cn^rr^^orar  su  derecho;  ésto  es,  hasta  qu6 
los  aptos  q[ueden  conclusos  pa^a  ^^nitiy^i,  Lq  quedan,  unas  reces  en  rirtud  Í& 
proridencia  en  que  así  se  declara,  como  en  el  caso  del  artículo  673,  y  otras,  dea- 
de  que  se  celebra  la  rista.  Ana bos  casos  están  comprendidos  en  la  disposición 
que  estamos  exijiminand^o.  prerlniendo,  como  se  l^a  wlcho,  que  los  jueces  y  tri- 
nábales acordarán  las  providencias  para  mefor  pro^r  después  de  la  rista,  y 
cuando  esta  no  deba  celebrarse,  después  de  la  citación  para  sentencia,  y  antes 
de  pronunciar  su  fallo;  esto  es.  en  el  período  en  que,  cerrado  el  debate,  quedan 
los  autos  á  disposición  d^l  juez  ó  tribunal  para  fallarlos,  y  dentro  del  término 
señalado  por  la  ley  para  dictar  el  fallo. 

¿Será  apelable  el  ^uto  que  dicten  los  jueces  y  tribunales  para  mejor  proreer? 
Así  planteamos  la  cuestión  en  nuestro  comentario  al  art.  48  de  lá  ley  de  1865; 
cuestión  á  que  daba  lugar  aquella  ley  por  su  silencio  sobre  este  punto,  y  la  re- 
iiolrimos  en  sentido  negat'ró  fundándonos  principalmente  en  que  estas  provi- 
dencias son  de  un  carácter  especial;  las  dicta  el  juez  para  su  instrucción  y^  sólo 
con  el  objeto  de  ilustrar  su  conciencia  judicial,  sin  consideración  á  los  litigan- 
tes, y  en  un  período  del  juicio  en  que  éstos  nada  pueden  hacer,  y  está  reserrado 
á  aquel  exclusiraniente  para  eertuaiar  los  autos  y  dictar  el  fallo  que  correspon- 

^  (1)  "í^as  diligencias  para  toe^or  proreer  no  proceden  en  interés  particular. 
nno  en  el  de  la  más  recta  administración  de  justicia,  lo  cuál  d^^  su  admisión  o 
adopción  al  criterio  del  tribunal,  sm  lesión  de  r  ingún  derecho  para  las  partes 

?*ue  litigan,  ni  poder  por  consciente  constituir  indefensión  su  negatira."^ 
'Sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  19  de  Marzo  de  1869.'^ 


Digitized  by  VjOOQ IC 


108  GUIA  PRACTICA  DE    DERECHO 

da.  En  el  mismo  sentido  se  resuelve  ahora  terminantemente  por  la  nueva  kor 
en  el  párrofo  último  del  art.  340,  ordenando  que  "contra  esta  clase  de  providen- 
cias no  se  admitirá  recurso  alguno/'  y  por  consiguiente  ni  el  de  reposición,  y 
mucho  menos  el  de  apelación,  ni  el  de. súplica  en  su  caso;  y  no  podía  ser  deotr» 
modo  sin  contrariar  la  naturaleza  y  objeto  de  las  mismas. 

Efectivamente;  fundadas  dichas  previdencias,  como  ya  se  ha  indicado,  en  la 
apreciación  particular  del  juez,  que  al  creer  insuficientes  los  méritos  del  proce- 
dimiento, estima  que  puede  fijarse  por  ese  medio  con  más  acierto  la  verdad  de 
los  hechos  que  son  objeto  del  litigio,  nadie  tiene  derecho  á  impedir  que  se  lle- 
ven á  efecto  las  diligencias  que  dicho  juez  acuerde,  jorque  nadie  sino  él  está  fa- 
cultado pnra  apreciar  su  ptocedencia  o  improcedencia.  Podrán  las  partes  sufrir 
el  perjuicio  consiguiente  á  la  dilación  que  cause  la  práctica  de  la  nueva  diligen- 
cia; pero  ese  perjuicio  es  tan  leve  é  insignificante,  comparado  con  el  provecho 
que  puede  resultar  de  ella,  que  no  debe  tomarse  en  consideración  para  impedir- 
la. Y  sobre  todo,  la  ley  faculta  á  los  jueces  para  que  dicten  esas  providencias 
cuando  lo  crean  oportuno  para  su  mayor  ilustración;  y  esta  facultad,  exclusiva- 
mente suya,  no  puede  sor  coartada  ni  restringida,  so  pena  de  que  quede  nula  é 
ilusoria.  Es  cierto  C|ue  los  jueces  pueden  abusar  de  ella;  es  cierto  que  en  algu- 
nos casos  puede  ser  innecesaria  la  dilación,  gratuita  Ja  diligencia  que  mandan 
practicar,  ó  notoriamente  inconducente:  cuando  así  sea  ajuicio  de  las  partes^ 
no  les  quedará  más  medio  que  consignar  la  protesta  de  daños  y  perjuicios  y  pe- 
dir ante  quien  y  como  corresponda  la  responsabilidad  en  que  aquellos  hayan 
incurrido. 

Y  ordena,  además,  el  mismo  párrafo  último  del  art.  340,  que  "las  partes  noi 
tendrán  en  Ja  ejecución  de  lo  acordado  más  intervención  que  la  que  e^  tribunal 
les  conceda."  De  este  modo,  de  acuerdo  con  la  jurisprudencia  establecida  por 
el  Tribunal  Supremo  (1),  se  resuelve  otra  cuestión  importante,  á  que  daba  tam- 
bién lugar  el  silencio  de  la  ley  antigua.  Por  las  razones  antes  expuestas,  todo 
lo  que  se  relaciona  con  las  providencias  para  mejor  proveer  debe  quedar  some. 
tido  al  criterio  y  apreciación  judicial;  y  por  lo  mismo  que  no  se  permite  á  las 
partes  recurso  alguno  contra  tales  providencias,  tampoco  debe  permitírseles 
que  intervengan  en  la  ejecución  de  las  mismas,  á  no  ser  que  el  juez  ó  tribunal 
lo  estime -conveniente,  en  cuyo  caso  se  limitará  la  intervención^  á  lo  que  taxa" 
tivamente  se  seSale  en  la  misma  providencia,  como  luego  indicaremos.  ^  Pero 
aunque  los  litigantes  no  pueden  tener  otra  intervención  más  que  la  indicada, 
creemos  que  no  podrán  hacer  las  observaciones  que  conduzcan  á  facilitar  la 
ejecución  de  lo  acordado,  sin  perjuicio  de  la  facultad  del  juez  para  tomarlas  en 
consideración.  Lo  que  no  pueden  hacer  es  oponerse  directa  ni  indirectamente  á 
la  ejecución  de  lo  acordado,  ni  deducir  pretensión  alguna  sobre  lo  que  se  hubie- 
re practicado  en  virtud  de  la  providencia  para  mejor  proveer,  como  tiene  de- 
clarado el  Tribunal  Supremo. 

(1)  Sobre  esta  materia  el  Tribunal  Supremo  ha  establecido  la  doctrina  que 
sigue: 

El  auto  para  mejor  proveer  no  es  un  incidente  4e  los  reconocidos  como  tales 
por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  en  ellos  se  da  otra  intervención  á  las 
partes  que  la  que  el  mismo  auto  taxativamente,  les  señala,  y  no  procede  por  tan- 
Co  la  admisión  de  las  pretensiones  que  estas  quieran  introducir  sobre  lo  practi- 
cado  en  virtud  de  dicho  auto.  ("Sen.  de  31  de  Marzo  de  1859  y  9  de  Abril  de 
1866.") 

Es  potestativo,  y  no  obligatorio,  en  los  jueces  y  tribunales  decretar  para  me- 
jor proveer,  después  de  concluso  ó  visto  el  pleito,  ^  que  se  traiga  á  loa  autos  un 
documento,  ó  la  práctica  de  cualquier  reconocimiento  ó  de^  otra  diligencia  de 
las  expresadas  en  el  art.  48  (hoy  340)  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que 
crean  conducente  á  esclarecer  el  derecho  de  los  litigantes;  sin  que  estos  lo  ten- 
gan para  intervenir  en  dicho  acto,  que  sólo  tiene  por  objeto  ilustrar  la  concien- 
cia judicial,  y  sin  qae  la  mayor  4. menor  extensión  de  tales  actuaciones  pueda 
producir  indefensión,  ni  dar  luijar  á  las  faltas  5.  *  y  6.  *  del  art.  1013  (hoy  4  * 
y  5.  *  del  1693)  de  dicha  ley.  para  el  efecto  de  fundar  en  ellas  el  recurso  de  ca- 
sación. ^'''Sent.  en  apel.  de  24  de  Sentiembre  de  1859;  y  en  cas.  de  6  de  Noviem- 
bre dd  1361,  23  de  Noviembre  de  1863  y  11  de  Diciembre  de  1865,) 
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III. 

Expuestas  estas  ideas  (generales,  v  resueltas  las  cuestiones  y  dudas  principa- 
les que  pueden  ocurrir,  entremos  ahora  en  el  examen  de  los  párrafos  que  com- 
prende el  art.  340.^  La  antigrua  jurisprudencia,  raga  é  indeterminada  en  este 
punto,  no  había  fijado  de  una  manera  clara  y.  terminante  todas  las  diligencias 
que  los  jueces  y  tribunales  podían  mandar  practicar  para  mejor  proveer:  algu- 
aos  preceptos  consignados  en  las  diferentes  leyes  do  Paitida,  que  dejamos  cita* 
das  al  principio  de  este  comentario,  habían  dado  motiyo  á  que  los  autores 
prácticos  y  los  tribunales  hubiesen  admitido  como  doctrina  comente,  (^ue  los 
autos  para  mejoV  proveer  podían  extenderse  '*á  toda  clase  de  pruebas,''  inclusa 
la  de  testigos:  sin  embargo,  preciso  es  confesar  que  la  jurisprudencia  no  ora 
uniforme,  y  que  la  oscuridad  de  la  legislación  daba  lugar  á  abusos  de  todo  gé- 
nero. La  nueva  ley,  como  lo  hizo  la  anterior  para  poner  término  á  Qsta  incer* 
tidumbre,  ha  designado  expresamente  la  clase  de  diligencias  que  pueiden  prac- 
ticarse, preceptuando  por  el  art.  340  que  los  jueces  y  tribunales  podrán  acordar 
para  mejor  proveer: 

1.  ^  '^Que  se  traiga  á  la  vista  cualquier  documento  que  crean  conveniente 
para  esclarecer  el  derecho  de  les  litifjfantcs." — La  frase  *'que  se  traiga  á  la  vis- 
ta,'' ha  de  entenderse  en  el  sentido  que  siempre  se  le  ha  dado  en  la  práctica,  no 
en  el  mnterial  de  que  el  juez  vea  por  sí  solo  el  documento,  sino  para  que  se  una 
á  los  autos  ó  corra  con  ellos  y  se  tenga  á  la  vista  hasta  que  recaiga  sentencia 
firme  á  la  que  pueda  servir  de  fundamento.  Y  en  cuanto  á  la  clase  de  documen- 
tos que  pueden  traerse  á  la  vista,  la  ley  no  establece  limitación  de  ningán  gé* 
nero:  *' cualquier  documento,"  dice,  que  crean  conveniente  para  esclarecer  el  de- 
recho de  los  litigbntds,"  y  estas  palabras  lo  mismo  comprenden  á  los  públicos 
que  á  los  privados;  á  los  que  se  hayan  indicado  por  las  partes  durante  el  deba- 
te, como  a  aquellos  de  que  se  tenga  noticia  por  referencia  de  otro  documento,  6 
por  cualquier  otro  medio,  *'con  tal  que  loa  orean  convenientes  para  esdare- 
eer  el  derecho  de  l(»s  litigantes."    Esta  doctrina,  conforme  con  el  precepto  ex- 

Ídíeito  del  artículo  que  estamos  examinando,  es  una  consecuencia  forzosa  de 
os  principios  consignados  en  nuestras  antiguas  leyes,  de  que  los  jueces  *Meben 
ser  acuciosos  en  pensar  de  conocer  la  verdad  por  cuantas  maneras  pudieren," 
toda  vez  que  "la  verdad  es  cosa  que  los  judgadoree  deben  catar  en  los  pleitos 
«obre  todas  las  otras  cosas  del  mundo  (1)."— Por  regla  general,  siempre  que  se 
manda  para  mejor  proveer  traer  á  la  tista  cualquier  documento,  ó  los  particu- 
lares que  se  designen,^  por  medio  de  testimonio  ó  certificación,  que  habrá  de  li- 
brar el  notario  ú  oficial  público  á  cuyo  cargo  se  halle  el  original,  se  previene 
que  esto  se  practique  con  citHción  de  las  pa-.  tes,  y  así  conviene  para  que  estas 
puedan  enterarse  de  la  fidelidad  y  exactitud  del  testimonio,  y  oue  con  esta  ga- 
rantía pueda  apreciarlo  el  tribual.  Pero  el  actuario  no  deberá  nacer  dicha  cita- 
ción si  no  se  manda  en  la  providencia,  e^  razón  á  que  las  partes  no  pueden  te- 
ner en  la  ejecución  de  lo  acordado  más  intervención  que  la  que  el  tribunal  les 
-eonceda,  como  se  ordena  en  el  párrafo  último  del  mismo  art.  340,  y  en  tal  caso 
ee  limitará  á  notificar  la  providencia  en  la  forma  ordinaria. 

2.®  "Exigir  confesión  judicial  á  cualquiera  de  los  litigantes  sobre  hechos 
que  estimen  de  influencia  en  la  cuestión  ^  no  resulten  probados.-^El  origen  de 
«sta  confesión,  ^ue  debe  prestarse  bajo  juramento  supletorio  necesario,  como 
dicen  los  prácticos,  se  encuentra  en  una  ley  del  Digesto  (2),  en  que  se  dioe: 
"'Solent  judices  in  dubiis  causis,  exacto  jurejurando,  secundum  eum  judicare 
qui  juraverit:"  y  en  otra  del  Código  (3),  que  dice  también:  "In  bone  fidei  con- 
tractibus,  necnon  in  cseteris  causis,  inopia  probationem,  per  judicemjurejuran- 
do,  causa  cognita,  rem  decidi  oportet."  Las  leyes  de  Partida,  que  son  un  refle- 
jo de  las  romanas,  al  ocuparse  **de  las  preguntas  que  los  jueces  pueden  facer  á 
las  partes  en  juicio»  á  qne  llaman  en  latín  "positiones,"  consignan  igualmente 
el  mismo  principio  diciendo:  "Pregunta  es  cosa  de  que  nace  gran  pro.  Ga  por 
^la  puede  el  juzgador  saber  más  en  cierto  la  verdad  de  los  pleytos,  e  de  los  fe- 

(1)  Ley  11,  tít.  4.®,  Partida  3.* 

(2)  Ley3l,tít,  2.  ®,librol2,  "Dig." 
<3)    Ley3,tít.4.®,"Cód." 
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cbos  dubdoBOS,  que  Tienen  ante  él.    "E  liuédela  facer  el  jaez  fasta  que  dé  el 

Jayzio é  debe  ser  de  tal  natura,  que  pertenezca  al  feobo,  ó  á  la  cosa  sobre 

1qu6  es  la  contienda  (1)."  Esta  ley,  (][u^  concuerda  exactamente  con  el  párrafo 
que  comentamos,  era  la  que'serría  de  lundament'o  á  la  jurisprudeiícia  antigua 
para  que  los  jueces  t  tribunales  se  creyesen,  con  razón,  autorizados  para  pedir 
coniesión  juoieial  a  las  partes  por  medio  dé  áütt)8  {)ára  mejor  proréér.  La  nuó-^ 
Yj^  ley^  ba  sancipnado  este  precepto  de  una'  manera  más  clara  j  concreta,^ 
dkrióniéndo  que  la  coniesléñ  debe  versar  sobré  becbos  que  séán  de  influencia 
en  la  cuei^tiÓnj  ño  resulten , probados.  ílé' aquí  una  limitáeióá  ^ué  ño  debe 
perderse  dé  vista;  los  meces  y  tribiinátés  liÓ  están  iacultados  para  fiác^r  toda 
clase  de  preguntas;  éstas  débéja  subordinarse  á  dos  consideraciones  importan*^ 
t^,  sin  Quya  concurrencia  podría  ser  tácbada  do  arbitraria  la  diligencia,  á  sa- 
ber: 1.  **  que  versen  sobre  necbos  que  estimen'  de  influencia  en  la  cuestión;  %.* 
4^ué  estes  necbos  no  resulten  probados. 

La  primerar  eircunstancia  la  kabía  ya  consignad^  exprédai&eftie  la  ley  de 
Pattida  citada»  al  decii'  que  la  pregunta  "debe  ser  de  tal  natura  qfie  p^teneyci» 
jkl  fecbo,  ó  á  la  cosa  sobre  que  es  la  contienda;"  y  ciertamente  ^ería  ridículo  ó 
hicomprensible  que,  tratándose  de  practicar  un»  actuación  judicial  con  el  obje- 
to de  desvanecer  las  dudas  qae  bayán  podi^  ocurrir,  se  hicieran  pr^uptas  que 
no  tuvieran  cengruisneia  óon  la  cuestión  litigiosa,  ó  eon  el  heebo  dudosd  qué 
«e  desea  aclarar.  JMO&s,  nótese  que  el  p6rrafo  que  comentamos  no  dice .  que  las 
preguntas  deban  versar  sobi^  beehos  que  "sean"  de  ^influencia  en  la  cues^ 
tión,  sino  sobre  los  que  "estimen"  losJueéeS  y  tribunales  que  tienen  e^iRr 
fluencia;  y  aunque  la  aprefeiaeión  quede  al  arbitrio  de  éstos,  podría  baeórseles 
«n  cargo  justo  si  no  se  apoyase  en  fundainentos  racionales  y  lógicos.  Ko  e9  ti^n 
amplio  y  absoluto  el  arbitrio  judicial  que  no  tenga  sus  límites  determinndos. 

La  segunda  oirciinstanoia,  aunque  no  Ajada. claramente  en  la  ley  de  Partida» 
«stabac&ntro  desu^es^BÍrituy  objeto:  las  dudas  no  podían  ocurrir  sino*,  sobré 
becbos  no-  probado»;  si  existía  prueba  plena!,  entonces  la  verdad  era  clara  y 
procedía  senteacivr  con  arreglo  á  ella.  Por  eso' se  practicaba  antes,  y  determi- 
áa  la  nueva  1^,  no  sólo  que  los  hechos  «ean,  á  juicio  del  juez,  de  influencia. ea 
la  cuestión,  sino  que  no  resulten  probados,  pero  cen  ujüa  prueba  ple^ta,  éis^o  es^ 
<;on  una  prueba  tal  como  la  requieren  las  leyes:  si  está  existe,  no  biay  necesi- 
dad de  confesión  judicial  ni  de  ningiina  otra  diligencia.  De  aquí  se  deduce  que 
no  bastará  que  loe  hechos  estén  simplemente  indicados  por  las  partes  par» 
<iue  el  juez  ó  Sala^que  conozca  del  asunto,  se  crea  en  el  debei^  de  pedir  éonfe- 
Bión  judicial,  no:  es  preciso  que  haya  cuando  mehos  un^  prueba semi-plena,  un* 
prueba  insufídenté,  alguna  pi^auneión  de  verdad  <en  f  Aror  del  hecho,  y  enton- 
ces el  juez  debe  procurar  robustecerla  eon  la  confesión  del  litigante  que  tiene 
contra  sí  esa  misma  prueba,  no  cén  ia  de  la  parte  á  qnieki  beneficia,  porque  la 
declaracién  de  ébta  en  nada  afectaría  la  responsabilidad  de  su  contoneante. 

No  estará  demás  manifestar  que  en  Ja  providencia  en  que  se  mande  par«k  iiie- 
jor  inroveer  qUe  una  de  Jas  partes  comparezca  á  instar  eónfesión  iudíoial,  no  de- 
'ben  indicarse  hM  preguntas  sobre  qué  ha  de  versar  dicha  confesión:  si  se  indica- 
ran, se  daría  ocasión  para  que  la  parte  preparase  eon  estudio  las  contestaeidna^ 
«me  hubiese  de  dar»  y  stiguránlente  que  no  es  eata  la  maberalde  averiguar  la  ver- 
dad; Las  pt^eguntás  det^n^  redactarse  á  medida  qUe-se  hagatf  en  eí  momento  de 
lacomparecencta:  único  medio  de  que  la  diligencia  surta  los  buenos  electos  que 
«e  desean. 

¿Habrá  de  recibirse  en  audiencia  p&blioa  la  ooB£^ió]i'|adioi&l  de  que  se  trata» 
y  previa  .citación  de  las  partes,  oomojjpsH^^^odli  dili^neia  de  prüeUa  lo  ordeiiib 
€d  art.  570?  ¿Podrán  concurrir  al  aot^'k  piír^&otQtx^aMa-y  los  defensores  dé  as^ 
bar,  pora  hacerse  reoíproéamente  pi^'iitas  y  «^bse^ndione».  ,del  modo  y  formpí 
que  determina  el  £^?  Para  resolver.  <|ii^  me' s0n'i^pli«^eB  al  caso  los  dos  artl- 
eulosoitsdoa  baita  considerar,  que  laa>i«4i«»«io]iesp|ir%m^or;pk'oveer  no  pueden 
ea  rififor  caHfioarse  de  dili|r6ncias  de  pn»e^^  ^ra  Á  efóelo  d^júne  ias  inTalide 
Iti folca  de  citación  dolos  mt^esados,  eoAfio  tieifte  decl%pado  et  Tribunal  Supre- 
mo en  sentencia  de  20  de  Marzo  de  1862;  y  que  en  la  ejecución  délas  misBaane 


(1)    Ley  2,  tit.  12,  Partida  3.  « 
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pueden  tener  las  nartes  más  intervención  que  la  que  el  tribunal  learcoiióeda,  séj^lft 
ya  se.  ha  dicho.  Por  consiguiente^, ni  débién  ser  citadas  lás  partes,  m  pueden  ¿éh- 
cprrir  al  acto  con  el  objeto  antes  índiéado,  á  ^o  ser  qué  se  ¿revenda  lo  coáá*a- 
rio  én  la  providencia  para  náejór  proYcer.  Al  Juez  ó' tribunal  que  la  dicte  correa 
ponde  a^preciar,  si,  pa'fa  esclarecer  mejor  lá  Vét'dád,  oonvéndrá  qué  Jas  partéSi  éb 
hagan  recíprocamente  preguntas  y  o&seVTáéióJiíés  éñ  lá  tofiñá  que  lo  permite  él 
artículo  ¿38,  y  si  lo  cree  conveniente,  át  actfrdár  que  se  exija  contésioñ  judicial 
á  una  de  las  partes,  mandará  qu&ae  cite  á  la  contraria,  cai:B  señalamiento  de  día 

Í'  hora,  para  ^ue  pueda  concurrir  al  acÉ'df.si  W conviene.  EJñ  cuánto  á  practíear- 
0  eú  audiencia  pública,  aunque  no  sea  diligencia  de  prueba,  por  la  analogía  qüí^ 
con  esta  tiene  ló  creemos  comprendido  eri  la  regla  general  del  art.  Sl3,  por  I¿ 
cual  y  por  el  principio  de  pubfipidad  que  domTná  en  la  préáentéley,  niitbílírat^pi- 
nión  es  que  en  todo  caso  procedo  practicar  diélio  auto  eñ  áudleDüia  pubÜea;  pe- 
ro ÉÍi  compareciese  en  ella  la  parto  contraria  6  sii  letrado,  como  lo  p&Tnúta  él  ar- 
tículo 585,  no  se  lé  dará  más  intervención  qué fá designada  tu  la  providencia. 

¿Qué  se  hará  cuando  U  parte  no  oompaYezca  al  llamamiento  judicial?  Pr^c^- 
derá  una  segunda  citación  con  apercibimiento;  más  éste  apercibimiento  no  pue- 
de ser  el  coosigñado  en  el  párrafo  3.  ®  del  artículo  583,  ésto  ca,  dtí  aer  ttnidu  p«r 
«onfiso  si  no  se  presenta  á  declarar  sin  justa  causa;  porque  nnés  la  .parro  quién 
ha  exifjfido  la  confesí^óji,  sino  eljuez  de  ofició,  y  entre  uno  y  otro  c*ao  existe  un* 
marcada  y  notable  diferencia.  Cmándo  un  litigante  pide  confesiün  judicial  á  la 
otra  párté',  existe  uñ  liecho  indudable  consignado  en  los  autoa  j  suacrito  por  el 
laísmo  interesado,  cual  es  la  afirmación  que  ósté  supone  de  los  hechor  porque  hé 
de  ser  preguntado  su  contrario.  Si,  pues,  éste  no  compárecLvá  deavaíieiíPrlos  j 
contradecirlos,  si  no  utiliza  el  medio  que  la  ley  le  concede  p:ira  Imccr  uííü  de  sti 
derecho,  entonces  debe  suppeersé  que  lo  reaunci^  y  que  tácitameote  conlieaa  la 
verdád^  de  aquellas  afirmaciones:  por  eso  procede  que  el  apercibimiehfo  en  éste 
úUéo  sea  a&qué  áe  lé  tendrá  por  confeso,  sin  qué  láVno  comparecencia  pueda  sur- 
tir otros  éfecfíís,  ñí  menos  pude  tenerse  como  desobediencia  al  juez,  q«e  ño  bá 


,      ^    , Ji  que , 

Prévénsión  dé  ser  obligatoria  fá  ddmparécénciaj  y  si  por  ñ6  h'a6er  comparecido^ 
fuer*ér  necedária  segunda  oltación^  se  lé  prevendrá  qué  si  no  comparece  ni  aleg» 
justa  calisa  qué  se  lo  impicía,  sera  procesado  po>  el  delito  dé  desoíedrencia  gravé 
á  ht  aútorí«dail,  proCédféndosé  def  nibd'd'<itré'  sB  ha  eijíueírtío  eií  el  coiheiit'tfrtd  de 
dicho  firtfcülb  (jíá^.  36  de  áittftertW. 

éomparééido  que  sea  á  lá  presencia  judicial,  j  hechas  por  el  juez  lás  pregun- 
tad que  crea  conducentes  á  la  cues£h5n\  el  inte^ogádo  debe  dar  sus  contestacio- 
nes de  una  manera  anVmatiVa  ó  ne^tiVa,  puoiendp  agregar  las  expliCacioneá 
oue  estime  convenientes,  ó  las  que  dicKo  juez  fe  pida:  si  se  negase  entonces  á 
declarar,  ó  sus  respuestas  fueren  evasifás,  sé  le, deberá  apei'cibir  de  tenerle  por 
confesio,  pues  no  solo  falta  al  precepto  general,  de  justa  obediencia  á  la  Autori- 
dad, sino  que  en, el  caso  supuesto  trata  dé  eludir  el  medio  que  la  ley  pone  en  Ia8 
manos  del  juez  para  desvanecer  la  duda  qup  abriga  sobre  aquel  hecho;  y  si  ¿ 
pesar  del  apercibimiento  persistiere  en  sú  inlustificada  tenacidad,  el  juez  apre- 
ciará esta  negativa,  según  su  prudencia  lé  aconsejé,  opjú  acto  de  dictar  senten- 
cia. Tratándose,  como  se  trata,  ^e  uña  confesión  júoicjaí,  no  puede  prescindir- 
sé  de  ai>licar  al  caso  las  disposiciones  de  los  artículos  585^  y  siguientes,  con  la 
limitación  antes  indicada  respecto  del  688.  ' 

£¡8  preciso  no  e^onfundir  la  confesión  judioial  qu0paied?en  exigir  los  jtieoes  y 
t]*ibuaales  á  cualquiera  de  los  litigantes  para  pooer  dictar  €l  fallo  con  maTcnr 
aot^to,  coii  la^  qiiié  pueden  exigirse  las  l^airtes  0nti*e  «í  desde  que  se  rectb»el  plei- 
to aprueba  hasta  U  citacióoparardefinitiv»  (art.  57^):  esta  últnhaí  puede  ha-i. 
^ew^átílecúén  del.  que  la*  pidiere»  bajo  juramento  deoiflojio.ó  indccisorío 
(«^.  S^O);  pero  aquell^ise  entiende  siemipre  baje  juranflento  mídecisoi'io'ó  8i»« 
pletorio,  porque  los  jueces  y  tribunales  no  tienen  derecho  para  perjudicar  á  la 
parte  que  no  declara:  sus  funciones  se  concretan^  á  desvanecer  la  duda  que  abri- 
gan, y  á  esté  fin  interrogan  ál  litigante  que  tiene  contra  sí  uña  prueba,  indiífi* 
ciente,  uña  jpruébá  semi-pleña,  con  la  esperanza  de  averiguar  la  verdad  por  sbé^ 
«confesión.  Si  se  consigue  ésta,  se  tendrá  una  prueba  plena  contra  la  parte  qué 
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lia  confesado,  pues  la  confesión  se  asimila  en  sentir  de  los  intérpretes  á  la  an-" 
torídad  de  la  cosa  juzgada:  "confessus  pro  judicato  habctur." 

Tampoco  debe  confundirse  la  confesión  judicial  de  que  habla  el  art.  340.  con- 
él  "juramentum  in  litem"  de  los  romanos,  conocido  entre  nosotros  bajo  el 
nombre  de  "juramento  estimatorio  decisorio  en  el  pleito,"  gue  es  el  que  a  fal- 
ta de  otra  prueba  exigía  el  juez  al  actor  sobre  el  valor  ó  estimación  de  la  cosa 
que  demandaba,  para  determinar  la  cantidad  en  que  había  de  condenar  al 
xeo  (1). 

3  ®  "Que  se  practique  cualquier  reconocimiento  ó  aralúo  que  reputen  nece- 
sario, ó  que  se  amplíen  los  que  ya  se  hubiesen  hecho." — Este  na  sido  el  m^dio 
de  que  los  jueces  y  tribunales  se  han  valido  más  comunmente  ]3ara  desvanecer 
la  cmda  que  abrigaban  sobre  algún  hecho  litigioso.  El  reconocimiento  judicial 
ó  vista  ocular,  practicado  por  el  mismo  juez,  en  algunos  casos  ha  surtido  muy 
buenos  efectos  tratándose  de  cuestiones  en  que  entra  por  mucho^  conocer  la  si- 
tuación de  lo  que  es  objeto  de  la  contienda.  Lo  mismo  ha  sucedido  con  el  re-' 
conocimiento  pericial,  autorizado  ya  per  la  ley  11,  tít.  22,  Part.  3  " ,  y  con  el 
justiprecio  ó  avalúo  de  la  cosa  litigiosa,  así  como  do  los  frutos,  intereses,  da- 
ños 6  perjuicios,  que  el  juez  debe  fijar  en  cantidad  líquida,  según  el  art.  360, 
siempre  ^ue  sea  posible.  En  algunos  casos  por  descuido  ó  por  temor  á  los  gas- 
tos, ios  litigantes  dejan  de  proponer  á  su  tiempo  alguno  de  estos  medios  de  prue- 
ba, á*pesar  de  ser  notoria  su  pertinencia;  y  en  otros,  es  insuficiente  el  recono- 
cimiento ó  avalúo  practicado  por  no  haberlo  extendido  á  todo  lo  que  era  con- 
ducente, ó  no  dá  el  resultado  apetecido  por  estar  los  peritos  en  discordia.  To* 
dos  estos  casos  están  comprendidos  en  la  disposición  que  estamos  examinando, 
á  cuyo  fin,  al  núm.  3  ®  del  art.  48  de  la  ley  antigua  se  ha  adicionado  el  segun- 
do período  del  actual,  ó  sea  "que  se  amplíen  los  que  ya  se  hubiesen  hecho." 

Por  consiguiente,  los  jueces  y  tribunales  pueden  acordar  para  mejor  proveer 
el  reconocimiento  judicial  ó  pericial,  y  el  avalúo,  cuando  las  partes  no  hayan 
utilizado  estos  medios  de  j^rueba^  y  también  que  se  amplíen  los  que  se  hubieren 
practicado,  si  los  estiman  insuficientes;  pero  sólo  en  el  caso  de  que  lo  "lepu- 
ten  necesario,"  como  dice  la  ley  en  este  lugar  y  lo  repite  en  el  art.  630,  esto  es, 
cuando,  apreciada  la  resultancia  de  los  autos,  lo  crean  indispensable  para  es* 
clarecer  la  cuestión  que  se  contravierta.  Les  pone  la  ley  esta  restricción  con 
el  objeto  sin  duda  de  que  no  se  ocasionen  á  las  partes  los  gastos  á  que  dan  lu- 
gair  esas  actuaciones,  sino  en  el  caso  de  que  sean  de  absoluta  necesiaad. 

Estas  diligencias  habrán  de  practicarse  en  la  forma  que  establece  la  ley  para 
iguales  medios  de  prueba  en  el  juicio  ordinario  de  mayor  cuantía,  pero  en 
cuanto  no  se  oponga  á  la  disposion  especial  del  párrafo  último  del  art.  340  que 
estamos  comentando,  según  el  cual,  en  la  ejecución  de  lo  acordado  para  mejor 
proveer,  no  tendrán  las  partjs  más  intervención  que  la  que  el  tribunal  les  con- 
ceda, como  hemos  explicado  en  los  casos  anteriores.  Por  consiguiente,  el  juez 
6  la  Sala,  que  acuerde  para  mejor  proveer  el  avalúo  ó  reconocimiento  pericial; 
podrá  hacer  por  sí  el  nombramiento  del  perito  ó  peritos  (uno  ó  tres,  conforme 
al  art.  613)  que  hayan  de  practicarlo,  y  sólo  podrán  hacerlo  las  partes  cuando 
se  mande  en  la  misma  providencia.  Así  lo  ordena  también  expresamente  el* 
art.  630.  En  este  caso  deberá  observarse,  para  hacer  dicho  nomoramiento,  lo 
que  se  previene  en  los  artículos  614  al  618.  Aun(}ue  las  parteja  y  sus  defensores 
podrán  concurrir  al  acto  del  reconocimiento  pericial  ó  ae  la  inspección  ocular, 
por  ser  actos  públicos,  según  antes  hemos  dicho  respecto  de  la  confesión  judi- 
^  cial,  no  les  será  permitido  ir  acompañadas  de  personas  prácticas  en  el  terreno, 
ni  hacer  al  juez  ni  á  los^peritos  las  observaciones  que  estimen  oportunas,  con- 
forme á  los  artículos  626  y  634,  á  no  ser  que  se  les  hubiese  citado  y  facultado 
para  ello,  como  por  regla  general  será  conveniente  que  se  mande  en  la  provi- 
dencia para  mejor  proveer  á  fin  de  facilitar  el  medio  de  averiguar  ó  esclarecer 
la  verdad.  T  lo  mismo  habrá  de  entenderse  respecto  de  lo  que  se  previene  en 
el  art.  €@8.  Los  peritos  darán  en  todo  caso  su  dictamen  conforme  á  lo  prere- 
BÍdo  en  los  articules  627  y  629,  y  de  la  inspección  ocular  le  extenderá  la  dili- 

(1)  Ley  6  *  tít,  11,  Partida  3  ^.— Hoy  no  está  en  práctica  ni  es  admisible  ti^ 
juramento:  para  determinar  la  cuantía  de  lo  que  se  demanda,  ha  de  estarse  a 
lo  que  se  previene  en  los  artículos  489  y  490. 
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eeiiciá  qne  ordena  él  .634.  T  para  el  cpt^jo  dé  letras  se  obseryafl  lo  qiífr  di<(ptv 
lien  los  artículos  606  al  60d. 

¿PodrIUi  ser  recnsados  Lds  peritos  qae  se  nombren  en  rirtnd  do  th^ridencíá 
pltta  mejor  proreér?  Lo  té^ñemos  t)bt  Indudatile.  TA  dlcrtámen  éé  (átos  peritos 
fiü  de  grKiíde  inftiencia,  á  reces  decisiva,  para  la  resolttcióti  ^1  tñeito,  y  n6 
pfíbdé  negarse  á  las  partes  el  derecho  'de  recnsarloS,  cnandp  éóntteta  «ü  elloíi 
alguna  de  las  caus^^  de  parcialidad,  determinadas  en  el  art.  6^.  Etfitb  no  so 
opone  á  lo  que  ordena  el  párrafo  final  del  340,  por  ser  cosas  distintas.  Creemos, 
por  tanto,  aplicable  á  este  caso  todo  lo  que  se  establece  en  los  artículos  619* 
al  625. 

4.®  * 'Traer  á  la  risita  eultleiqui^r»  autos  ««« tengan  r^ladón  iCKtti  «1  iMtp." 
^^Biata  facultad,  de  .<^e  también  se  hacía  uso  con  «rpeglp  á  la«iitifu»||uarispffu«> 
4eneiar  es  una  deduciei^H  Ipgica  del  d^ber  que  las  lesees  imponen  4  ios^liusp:ado•- 
res  de  areriguar  la  vei^dad  por  olUuitiis  maniieras  pudieren;  y  Mi«q^e./e0  oüerto» 
fiám^jjra  hemos  indioa^o,  aitfe  deben  sentenciaa:  sc^ún  lo  al^d<»  y  probado  ie(* 
el  pleito,  en  nuchos  caaos  les á»rrirán  de  grande  instructién  Im  «^os^tue  ten» 
gan  relación  inmediata  gr  directa  con  la  cuestifSn  qjyte  se  yeütlle,  poff  jtártÁr  de 
una  misma  baseV  anoyarae  en  loü  mismos  asütecedentes,  y  soM»  iode  chande 
m  aquellos  se  yentile  la  misma  cnestidn,  ó  puedan  iteoaier  resolilciónes  contra» 
dictorias. 

.  Los  autos  que  se  tr^ye^'á  U  vista  pafa  suejor  proveer»  á^betn  <^tio)y»rsei  la 
escribanía  6  archivo  de  donde  procedan,  l«ego  aue  se  hay-a  U<MA^d0  «4«el  obje^- 
to;  j^ero  si  fuese  en  primera  instancia,  y  se  apelara  de  la  sent?ipücia*  habrá  de 
xematirse  al  tribunal  superior  miados  al  pleito  bajo  cuerda,  6  sainarse  testimor 
nio  de  los  particulares  necesario^,  si  aquello  no  es  posible  ppts«  estaco,  6  n6 
coaviene  por  su  gran  volumen.  Sin  embarco,  cuando  este  teetii)ikO|4iE»  debiera  sdr 
muy  costoso  por  su  ezit&nsión,  la  prudencia  aconsejé  qbe  i^  (w»it^  haoerlo,  y 
en  este  caso  las  parjkes  podrán  pedir  lo  que  más  les  oo.nVc^nff^,  «¡uavdo  el  pleite 
suba  á  la  superioridad.  Los  jueces  y  tribjanales  tienen  Ú  iejbet  de  causar  loe 
monos  gastos  posibles  á  le»  litigantes  sin  -su  excitación  ei^j^reaa. 

Otro  caso  de  proyideticijas  para  mejor  proveer  so  determina  i^n  <^1  m^.  174^; 
pero  realmente  está  cempreindido  en  los  números  1  ?  y  4.^  de^  34(K 

IV. 

¿Podrán  los  jueces  y  tribunales  decretar  para  mejor  proveer  otrae  diligencias 
además  de  las  expresadas  en  los  cbatro  números  que  acaba  ni  fi!«  dt>  espliear?  Ya- 
hemos  manifestado  antes  que,  se^n  la  antigua  juri.iprüd>jiiciat  iob  autoa  para 
mejor  proveer  podían  extenderse  á  toda  clase  de  pruibaf^,  yieluBa  I&  de  testi- 
gos: en  cuanto  á  esta  última,  terminantemente  preceptúa  una  ley  de  Partida, 
que  cuando  se  hubiera  omitido  examinar  á  loa  teatigüíí  j*obt-i>  todo  el  ínterro*- 
gatorio  presentado  par  la  parte,  **8Í  la  pregunta  qnc  non  fuL^e  lecha,  fuere ^tal 

Í[ue  pertenezca  al  pleito,  <^ue  el  judgador  naga  venir  ante  ñí  lo?  tcjstigos  é  que 
es  pregunte  otra  vez  en  porídad  sobre  aquéllas  cosas  de  que  non  fuoroTí  ante 
preguntados:  ó  vale  lo  que  dixeren,  bien  assi  como  ai  loá  hobksen  dello  pre™ 

fmtado  primeramente Pero  si  el.judgador  fallaao  algima  palabra  dubdoaa 
encubierta  en  el  dicho  del  testigo,  ae  manera  quí"  non.  piidi' ri  í^^írr^r  endo 
sano  entendimiento,  bien  lo  j)uede  llamar  ante  sí  á  decirle  en  poridad  que  de- 
tíare  aquella  dubda:  e  el  testigo  débelo  fkcer,  é  valdrá  It)  que  dntere  en  esta  ra- 
sen (1)."  ¿Podrá  hacerse  ahol'a  lo  mismo  según  la  nueva  'ley? 

La  contestación  negativa  es  sin  duda  la  más  acertada,  y  pafa  Ojpií^ar  así  no 
nos  atenemos  al  principio  tundamental  en  q«e  descansan  ks  pPotMÍencias  pam 
mejor  proveer,  suio  6  la  tendencia  de  la  ley.  'I)é  las  cokisidetaciones  expuestas 
al  principio  de  este  cometttari<o  resulta,  ^ue  la  pi^áctica  antigua,  qne  autorizaba 
á  los^  jueces  y  tribunales  para  decretar  dichos  autos  en  toda  clase  de  diligencias 
probatorias,  más  bien  que  en  el  precepto  exi>reso  de  la  legislación,  se  apóyate 
en  su  espíritu  y  en  una.  amplia  aunque  recta  intetpretacíon:  de  aquí  que  la  jft- 
rkpnídencia  mese  indetern\iiiada  y  poco  uniforme,  dándose  con  ello  lugar  á 
ftlguhos  abusos,  hijos  de  la  i)árcialidad,  del  descuido,  ó  tal  veis  de  la  impremé- 

(1)  Ley  SO,  tít.  16,  Bwt*  8.* 

Tomo  lí.— 8 
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ditación.  La  nueva  ley  ha  querido  en  esta  parte,  como  en  mucliaa,  poner  tér* 
mino  á  esa  fluctuación  y  á  esa  ya^^ucdad  déla  anti^u^  jurisprudencia,  determi- 
nando clara  y  explícitamente  la  clase  de  diligencias  que  pueden  decretar  los 
jueces  y  tribunales  prra  mejor  proreer:  no  incluye  ningún  precepto  de  aplica- 
ción eeneral  á  toda  clase  de  pruebas;  -fija  en  concreto  las  que  pueden  decretarr 
ae,  y  la  inclusión  de  esas,  que  consigna  en  los  cuatro  números  del  art.  340,  su- 
pone la  exclusión  de  las  otras  que  aamitía  antes  la  jurisprudencia.    . 


¿Cn&l  será  el  ralor  legal  ó  fuersa  probatoria  de  las  diligencias  practicadas 
para  mejor  proreer?  Indudablemente-  el  mismo  que  tendrían  ei  se  hubiesen 
practicado  4  instancia  de  las  partes  con  citación  contraria  durante  el  término 
de  prueba.  Así  se  deduce  también  del  objeto  Je  tales  ctiligencias,  cual  e»  el  de 
ilustrar  la  conciencia  del  jnxgador,  y  esclarecer  la  verdad  en  interéede  la  más 
repta  administración  de  justicia.  No  podría  llenarse  este  importante  objeto,  si 
no  tuvieran  valor  legal  para  poder  estimar  probados  por  ella^los  hechos  á  que 
tie  refieran:  y  si  así  no  fuese,  habría  que  atribuir  á  la  ley  el  absurdo  de  haber  au- 
•toriEado  áloe  jueces  y  tribunales  para  acordar  unas  diligencias  que  sóle  po- 
drían servir  para  ocasionar  gastos  y  dilaciones. 

Es  verdad  que  las  diligencias  para  mejor  proveer  pueden  practicarse  sin  in- 
tervención de  las  partes,  y  que  la  ley  no  concede  recurso  algnno  contra  las  pro- 
-videncias  en  que  se  acuerdan,  ni  es  permitido  deducir  pretensionoi  para  des- 
virtuarlas: pero  de  ac{uí  no  puede  inferirse- que  no  deban  causar  perjuicio  á  los 
interesados  en  el  pleito.  Aparte  de  ser  raro  el  caso  en  que  no  se  da  interven- 
ción á  las  partes,  pues  se  les  concede  siempre  que  el  juez  la  estima  necesaria  6 
conveniente,  esa  lalta  de  intervención  en  su  caso  se  suple  con  la  imparcialidad 
<del  tribunal;  y  se  les  nie^a  todo  recurso,  porque  con  esas  diHge»ciafl  no  se  le- 
siona derecho  alguno  de  los  litigantes,  en  razón  á  que  estos  pudieron  hacer  uso 
del  qud  la  ley  les  concede  para  llevar  al  juicio  las  prnebas  conducentes,  y  por 
•no  haberlo  hecho  se  ve  el  juzgador  on  la  necesidad  de  dictar  la  providencia  pa- 
ra mejor  proveer  en  interés  de  la  más  recta  administración  de  justicia. 
^  Así.  pues,  los  documentos  ó  los  autos  que  se  hayan  traído  i  la  vist-a  con  cita- 
ción de  las  partes  ó  sin  ella,  la  confesión  judicial  aue  estas  hayan  prestado  so- 
bre hechos  propios  que  puedan  perjudicarles,  y  el  dictamen  da  peritos  y  reco- 
nocimiento judicial,  aunaue  se  hayan  practicado  sin  intervención  de  los  inte- 
resados, cuando  se  acuerdan  y  practican  para  mejor  proveer,  tienen  el  valor  y 
fuerza  que  la  ley  atribuye  i  estos  medios  de  prueba  para  justificar  los  hechos  á 
que  se  refieran,  y  los  jueces  y  tribunales  están  en  el  deber  de  apreciarlos  en 
conjunto  con  las  demás  pruebas  aducidas  por  las  partes  para  formar  su  juicio  y 
.fallar  ul  pleito  con  arreglo  á  derecho.  Esto  es  de  jurisprudencia  constante,  per- 
eque no  puede  ser  de  otro  modo,  y  así  se  deduce  también  de  casi  todas  las  sen- 
cencías  del  Tribunal  Supremo,  citadas  en  este  comentario,  pues  en  los  casos  á 
Me  refieren  fueron  apreciadas,  como  medios  de  prueba,  las  diligencias  practica- 
das para  mejor  proveer. 

VI. 

.  Vamos  á  concluir  este  extenso  comentario  haciéndonos  cargo  de  lo  que, 
como  complemento  de  esta  materia  ordenan  los  artículos  341  y  342,  que  se  han 
.adicionado  en  La  presente  ley  con  el  objeto  de  evitar  loa  abusos  y  dilaciones  in-» 
necesarias  á  que  pudieran  dar  ocasión  las  providencias  para  mejor  proveer. 

A  veces  estas  providencias  daban  lugar  i  la  paralización  del  pleito  por  mucho 
tíen^po,  sobre  todo  cuando,  acordadas  por  un  tribunal  superior,  se  da  comisión 
al  juez  de  primera  instancia  para  ejecutarlas.  A  fin  de  evitar  ese  abuso,  se  or- 
■dena  en  el  art.  341  que  "en  la  misma  providencia  se  fijará  el  plazo  dentro  del 
cual  haya  de  ejecutarse  lo  aeordado  p«na  mejor  proveer/'  En  tal  caso,  el  jues 
encargado  de  la  ejecución  incurriría  en  la  responsabilidad  que  determina  el  ar- 
.tículo  301,  si  no  practicara  las  diligencias  dentro  del  plazo  fijado.  Pero  puedea 
ser  éstas  de  tal  índole  que  no  sea  posible  determinar  ''á  priori''  dicho  plaso,  jr 
para  este  caso  se  previene  que  "el  juez  6  la  Sala  euidará  de  que  se  ejecute  sin 
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-d,emorii,r  "e;^i<liendotde<ofíQÍO['Mofl  recuerdos^  Apremios  que  ^ean  Beeesarxor/' 
tamto  «némtcaso,  boúio  en  él  de  haberse  fíjaoo  oÍ$lz6.  A. este  fia  el  secretario  6 

^«ctuario  deberá  dar  cuenta  así  que  trascurra  ei  placo  fijado  6  el  tiempo  quemeio-^ 
nalmente  se  crea  necesario  para  la  ejecución  do  lo  acordado.  Si  no  lo  hiciese,  podrá 
iaparteintereaada  solicitar  que  8»  dirija  el  recuerdo,  ó  el  apremio  en  su  caso, 
puesto  que  no  lo  prohibe  la  ley  y  es  de  su  interés  actirar  el  negocio. 

Era  de  práctica  corriente  que,  cuando  se  acordaba  proridenoia  para  mejor  furo- 
Toér,  el,t6rmií^para*dietar  seutenota  s»  contaba  desde  el  dfa  éa  que  se  imísÁ  á 
Ipl^Autos.las  diligencias  en  yirtud  de  imuella,  práetioadas..  fisto  fe  prestaba  al 
abusó  de  qué  el  principal  objeto  de  tal  providenoia^fuese  procurar  una  dilación 
I^ará  ((vte  apareciese  dictada  la  sentencia  dentro  del  término  leral;  y  como  U 
n«eira>  ley  se:  ha  propuesto  no  dejar  la  puerta  abierta  á  ning^una  clase  de  abusos» 
ordena  en  el  art.  342,  último  de  este  comentl^rio,  corrigiendo  aquel l|i  prácUca« 

•  que  en  estos  casos  quedará  en  suspenso  el  término  para,  dictar  sentencia^  y  yol- 
Verá  á  cortrer  désdéí  el  día  en  que  quede  ejecutada  la  proyidencia  para  mejor  líro» 
xwr,  ó  se  unan  á  los  atitos  las  diligencias  practicadas»  de  soerte  que  ha  éé 
pronunciarse  la  jentencia  dentro  del  término  que  para  ello  restara  el  día.en  que 
se  dictó  dicha  providencia.  Si  este  fuera  insuficiente  para  yotar^  redactar  y  pro^ 
nunciar  la  sentencia,  culpa  será  del  tribunal,  y  suya  la  responsabilidad,  por  no 
'kaber  dictado  oportunamente  aquella  proyidnicia. 

Y  concluye  dicho  artKculo  previniendo  ,qu^  f{,n  restos  easoe,  esto  9»t  cuando  eé 
hayk  dictado  después  de  la  vista  la  providencia  para  mejpr  proveer,  la  sentencia 
ó  el  auto  que  corresponda  se. pronunciará  "sin  nueva  vista.*  Así  se  hacía  tam- 
bién conforme  á  la  práctica  antigua,  en  la  cual  j^ara  estas  providencias  se  em- 
pleaba la  fórmula  de  "para  mejor  proveer"  y  "sm  nueva  vista."  Sin  embargo, 
puede  ocurrir  que  mientras  tanto  haya  lallecido  ó  se  imposibilite  alguno  de  Toe 
magistrados  que  asistieron  á  la  vista,  de  suerte  que  no  pueda  votar:  entonces  se, 
regifá  el  caso  por  el  i^rt.  347,  y  será  necesario  proceder  á  nueva  vista  en  la  forma 
que  en  éí  se  oniena,  si  délos  magistrados  que  asistieran  ala  primera  no  queda- 
ren los  ]»eoesarios  para  fo^mac  sentencia, 

•     Artículo  B43. 

La  discusión  j  Yotabí<}a  de  los  autos  j  sentencias  se  Yeriñcará 
siempre  á  puerta  cerrada,  y  antes  ó  después  de  las  horas  setlala- 
$as  t^ara  el  despacho  ordinario  7  jpara  las  vistas. 

Empezada  la  Votación,  no  podrá  interrumpirse  sino  por  algún 
impedimenta  ineuperáble. 

Artículo  344, 

El  Ponente  someterá  á  la  deliberación  de  la  Sala  los  puntos  de 
hecho,  las  cuestiones  ó  fundamentos  de  derecho  7  la  decisión  que 
deba  comprender  la  sentenbiá;  7  previa  la  discusión  necesaria, 
se  votará  sucesivamente. 

Artículo  345. 

.  iV^otará  primero  el  {'onente,  7  después  los  demás  Magistradoif 
por  el  orden  inverso  d^  su  antigüedad.  £1  que  furesida  votará,  el 
último. 

Artículo  346. 
,  Cuaüijáo  fuere  trasladado,  jubilado,  separado  ó  suspenso  «Igútt 
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Jtel|pliiti*do/ votará  lodüléitoB  á  iii;fá  yitüi  hübfélre  aaistia6>y 
qué  aun  no  se  Uuüiereu,  fallado.  - 

Artlcüío  841 

Si  4é%>uéi  de  la  vista  se  imposibiiUtara  algún  Magistradéy  49» 
Merte  que  no  pneda  asistiir  á  la  votación,  dará  su  voto  por*esdff¿ 
tp,  fuirdado  jr  5rmado,  y  lo  remitirá  directatnwite  en  pliego  ce- 
rrado al  Presidente  de  la  Sala.  Si  no  pudiere  escribir  ni  fi^rmarf^ 
se  Valdrá  del  secretario  ó  réleitor  del  pMto. 

£1  voto  ad  emitido  se  ütíirá  á  los  demás,  7  con  el  libro  de  sen-^ 
ien6iais  se  conservará  por  el  que  presida,  rubricado  por  el  mis]]io.c 

Cuando  el  impedido  no  pudiere  votar  ni  áuñ  de  esté  modo,  s^ 
Votará  el  pleito  por  los  demás  Magistrados  que  hi^bieran  asistido 
á  la  vista,  si  hubiere  los  necesarios  para  formar  mayoría.  No 
habiéndolos,  se  ptot^éderá  á  niaeVa  Visto  don  asistencia  de  Ibs  que 
htibieren  conoürrldq  á  la  anterior,  j  de  aquel  ó  aquellos  que  dé^ 
ban  reemplazar  á  los  impedidos. 

JDe  la  ¿íscuBÍ^ii  j  rotaeió»  áé  los  autos  y  senteneias  en  lasBalálr  de  jttstiéiá  de 
Iris  AiUtüeMÍas  7  del  Trídüiíal  Supremo  tratau  estos  duco  artícelos:  las  re^lah 
I  qtíh  d'áft  ^ara  eJlo  s(^  igj[iales  á  lás  establecidas  en  los  artículos  680,  edil,  182^ 
686,  687  y  688  de  la  ley  oi^niea  del  Poder  judklal,  7  comb  s6n  claras  7  w>  han 
ofrecido  dificultad  alguna  en  la  práctiek,  ^  exeusado  comentarlas.  Soló  t^ecór- 
daremos  con  relación  al  artículo  344,  €|ueon  el  num.  5.  ®  del  336  se  prohibe  á 
los  ponentes  lleyar  formulado  el  proyecto  desc^ntencia  al  acto  de  la  discusión  7 
rotación  de  la  misma.  •  ^  ^ 

También  conrendrá  indicar,  que  la  consfirración,  prevenida  en. el  art.  347,  del 
VMo  qiiedé  por  escrito  el  mafi^trado  imposibilitado  de^  asistir  á  lá^totaeién^'on 
Tes  de  ^^arlOf  oqpIo  antes  se  kacía  ses^n  eb38.delas  .ordlounsaade  \m  Avr 
diencias,  no  puede  tener  otro  objeto  que  el  de  cón&iderarloJcQmo  t(:^  Iks^rttculai^'- 
reservado,  para  les  efectos  que  determina  el  árt.  3^,  ¿uando  J^oiéa  conformé 
«di^^  do  himayoría;  de  jMerté^qae^n  esce^cafeio  bl^rfi  de  iüsértaHérén  ln  éeirti- 
ficación  de  los  rotos  reserrados  que  ha  de  remitirse  ni  S^ibniud  ^upmomrsíempré 
^e  se  interpone  recurso  de  casación,  y  seryiri  también  ]íara  los  efectos  del  ^14 
en  el  Caso  de  entablarse  contra  la  Sala  el  recurso  de  responsabilidad. 

La  ley  de  1855  no  contiene  otra  dfkposi'ctón  que  se  refiera  á  las  votaciones  de 
«utos  y  sentencias^  mas  que  la  del  art.  52,  el  cual  concuerda  en  parte  con  el  34S- 
db  la  presente. 

.,    Artículo  348r  .      .     : 

Para  que  haya  sentencia  en  las  Audiencias,  son  necesarios  tres* 
votos  conformes  de  toda  cóíiConiíidtodj 

Ouando  la  resolución  haya  de  dictarse  en  forma  de  auto,  serán 
fle<)iM&írlog  los  vi^ttüs  cohfbnne8de}a]dÉlí;^Wab4ídlfitadeÍ«>B  ifta- 
^Éiudoe  ^  baydnicdncurrüÉb  á  lá  >vkta.  ' 

Articulo  34^. 

En  el  Tribunal  Supremo  serái^  necesarigs  cuatro  rotos  con^r- 
ttíflis  de  loi^^icjie  Magistrados  qué  d^tieú  fdhnkf  la  Sah,  para  de- 
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,€^ir  «pbrali^  admisión  ds  los  requ^s  d^.csuneJióiipor  fai£ráaeídii 
,i](B.lei]f:ii  j.p^lia  1%'  ideqlarjií^i^n  4o  haber  4>iip  liigar  á  dlckoai^- 
•eursos  j  á  los  de  quebrantcuniento  de  forma. 

Para  que  haya  sentencia  ó  resolución  en  los  negocios  que  pue- 
den Terse  con  cinco  Magistrados,  séhLn  necesarios  los  Yotos  de  la 
mayoría  absoluta, de  los  que  hubieren  concurrido, ,á  1^  ^Í9ta« 

Yéafle  el  comentaf  io  del  ni,  3lT(pá^.  15  y  s^ietftes  de  eate  temb),  en  el  en»! 
^f^  ^e;il9^  Jpácbo  cavgo  dr  Iq  fva»  pe  otwiw  ea  estiMudot  artácvlot. 

Artículo  350,. 

Cuando  hubiere  discordia  por  no  reunirse  los  votos  nepesariott 
para  que  haya  sentencia,  se  dirimirá  aquella  en  la  forma  que  se 
determina  en  la  sección  siguiente. 

Bévaka.diBoovdU  siempive  qnb  no  «e  veantti'  los  rotos  eonfbrmes  de  toda- con' 
^bnnidod  qae,  se|^B;  Ifi^  vQgl^9.«^(](«QBta8  enla  pág.  17  de  este  tfmoj  oseaii  ñeco- 
torios  para  q^ie  tiaya  sentencia,  auto  ó  j;)rc)videncia,  yejj^  tal  caso  ha  Í^q  4iri,Qiira^ 
la  disé^ia  lémit^étídó  el  pleito  ^  más  stsnores,  en  la  forma  qué  se  determina  en 
vía  sección  siguiente.  Así  lo  ordena  este  artículo,  el  cual  concuerda  con  el  54  de 
la  ley  anterior  de  1855  y  con  el  697  de  la  orgánica  de  1870. 

SECCIÓN  CIJART4.    , 

DKL  BCODÓ   DE   DIRIMIB   LAS   DISCORDIAS. 

En  el  lenguaje  común,  "discordia''  significa  la  contrariedad  de  bpinlonai,  y 
'dándole  la  misma  significación  en  el  tecnisisniQ  del  faro,  se  dictí  que  hay  discor- 
dia cuando»  en  las  votaciones  de  ^jb  triluinal^')  calü^iado^t  no  resalta  absoluta 
conformidad  de  los  rotos  necesarios  para  que  huya  sjüatencía  6  cualquiera  otra 
'i^esplución  judicial.  Puede  haber  discordia,  no  ^6U  sobre  ía  decUi^n  ds  todos  6 
44l||iin0'ae'ifi»s  púnéo^'litigSdsos  .^tié  deban  ser  objeto  del  f&Ilo  A  tesolución  judi^ 
.^ial,  a\np  tfinuíión  9<íf>ve  la  i^)rec¿aeión  de  los  bechoa,  6  sobre  U  iutBÍLgeiicift  y 

fiUcaeion  d0l  den^^o.  Qn  tale^  casos  os  iadL-ip^ usable  remitir  el  pLeUo  i  m$& 
agístrades  para  que,  yiéndolo'ji^ntámentecnnlos  iUdCord^ntea,  puedaa  rÉuuit" 
l6li'VOto«tV)Mlbnnefr|que  faW'OXilfepara  quü  haya  sentencia»  auto  Ó  proTi" 
Concia,  según  el  caso.  Esto  se  llama  "dirimir  U  discordia/'  para  lo  cual  se  dan, 
laa  reglas  oportjanas  en  los  artí(^j9S  qije  radios  á  examiaar. 

;  ^iftíqiítlo  a($L 

Cuando  en  lá  yotacióñ  áe  tiná  señtenciaj  auto  6  pToViHencia  no 
-fe^Itar» ntojrotk der  velaá  so'bi^  cualquiera  délos  ^ronuincia- 
inientos  de  hecho  ó  de  derecho  que  tlebáu  hacerse/ tf  sofyre  lá  de- 
:«Í8Í<5n  que  liaya  de  dibtár^,  Tofye^áh.á  dlscutii;se  ji^rolprúe  los 
j^tos  to^^é^lia¡^n^(lisetítidé  los  T<^tai^/^^^ 

Cuando  tampoco  del  segiávifo  éik^útmib  tesultare  m  éb 

•dictará  providencia  declarando  ^i<|^L9q)rdia,  y  mandando  celebrar 
!SiueTa  vista  con  más  Magisitradós.''^^^ 

•-'    ;^' ■•■.,-''-;'■:  -■■'•-Articulo ME.    '•••-'■ 

J^fi»^^  \^  ;ie  ^^1(9^9^  9m  lo»  M^tbtmto  4ii*e  fivfciimii 
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-asistido  á  la  primera,  aumentándose  dos  más  si  hutóere  sido  im- 
par el  námero  de  los  discordantes,  y  tres  en  el  caso  dé'háber  si- 
do par.  /" 

-         r         '  1 

Artículo  358. 

Asistirán  por  su  Orden  á  dirimir  las  discordias: 

1"^  El  Presidente  del  Tribunal. 

2°  Los  Magistrados  de  la  Sala  respectiva  que  no  hajan  ristb 
el  pleito. 

3?  Los  Magistrados  más  antiguos  de  las  otras  Salas,  con  ex* 
dusión  de  los  Presidentes. 

Artículo  354. 

El  Presidente  del  Tribunal  hará  el  seCalamiento  de  las  ristas 
en  discordia,  previo  aviso  del  Presidente  de  la  Sala  respectiva,  y 
después  de  designar  los  Magistrados  á  quienes  corresponda  diri- 
mirla. 

Artículo  355. 

Los  nombres  de  los  Magistrados  que  han  de  dirimir  las  dis- 
cordias se  harán  saber  oportunamente  á  los  litigantes,  para  que 
puedan  hacer  uso  del  derecho  de  recusación,  si  fuere  proce- 
dente. 

Artículo  356. 

Los  Magistrados  discordantes  consignarán  con  toda  claridad, 
en  la  providencia  declarando  la  discordia,  los  puntos  en  que  oonr- 
vinieren  j  aquellos  en  que  disintieren,  j  se  limitarán  á  decidir 
;con  los  dirimentes  aquellos  en  que  no  hubiere  habido  conformidad 

Artículo  357.  "^ 

Antes  de  empezar  á  ver  un  pleito  en  discordia,  el  Presidente 
^de  la  Sfkla,que  haya  de  djirimirla  pr^gimtará  á*loS;,dÍBCorddates 
si  insisten  en  sus  pareceréis»  y.  sólo  en  el  cafp  de  contestar  afioH 
jnativamente  se  procederá  á  la  vista.  ,•■■/ 

Si  al  veriácarse  1^  yotaqi^n  de  la  sentei^cjia  en  discordift  lle- 
garen los  discordantes 4  convenir  fí^^  ^úm^ro>  A^ficiep^ i  para  i^^ 
mar  mayoría,  no  pasará  adelanta,  et^to.  ;  i  .  ;  ' 

Cuando  en  la  votación  :d^;itq9  sentencia  por  la  Sala  de  discor- 
dia, no  se  reuniere  tampoco  mayoría  sobre  los  puntos  diseorda* 
fdos,  se  procederá  á  lluevo  escrutinio,  poniendo  solainenteü  vota- 
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ción  los  dos  pareceres  que  hayan  obtenido  mayor  liúmero  de  vo^ 
tos  en  la  precedente. 

Vamos  á  comprender  en  un  solo  comentario  todos  los  artículos  que  contiene* 
esta  sección,  porque  vistos  y  examinados  en  conjunto,  aparece  con  más  claridad 
d  procedimiento  que  ha  de  seguirse  para  dirimir  las  discordia?,  acerca  del  cual 
poco  tendremos  que  decir,  pues  basta  la  lectura  de  dichos  artículos:  haremos, 
sin  embar&ro,  algunas  obserraciones. 

La  ley  de  1855  sólo  tres  artículos  dedicó  á  esta  materia;  el  55,  en  el  cual  or- 
denó que  dirimirían  la  discordia  dos  magistrados,  si  hubiere  sido  impar  el  nú- 
mero de  los  discordantes;  y  tres,  en  el  de  haber  sido  par:  el  56,  que  dispuso  bu9- 
tancialmente  lo  mismo  que  el  353  de  la  presente;  y  el  57,  igual  al  356  de  ésta^ 
aunque  con  distinta  redacción.  T  como  no  bastaba  esto  para  determinar  todo  el 
procedimiento,  se  suplió  en  la  práctica  sn  deficiencia  con  lo  que  ordenaban  lo» 
artículos  41,  42  y  43  de  las  ordenanzas  de  las  Audiencias.  Todas  estas  disposi- 
oiones  se  refunaieron  en  los  artículos  696  y  698  al  704  de  la  ley  ors^ánica  de 
1870,  los  cuales,  en  cumplimiento  de  lo  prevenido  en  el  número  1.  ®,  oase  2.  ^ 
4e  las  aprobadas  por  la  ley  de  21  de  Junio  de  1880,  se  reproducen  en  la  presente 
casi  literalmente.  Sin  otra  modificación  que  la  que  luego  indicaremos. 

Baro  será  el  caso  en  que  dé  lugar  á  discordia  una  proridencia  de  sustancia- 
ción;  y  si  ocurriese,  la  prudencia  aconseja  que  antes  de  emplear  el  procedimien- 
to aquí  establecido,  y  al  que  habrá  de  acudirse  en  último  término,  el  ores  dente 
de  la  Sala  reúna  á  todos  los  magistrados  de  su  dotación  para  acoraar  lo  qne- 
hayá  de  hacerse  en  aquel  caso  y  los  demás  análogos  que  ocurran,  si  la  duda  na- 
ce, como  es  de  suponer,  de  no  hallarse  previsto  el  caso  en  la  ley.  Las  discordias, 
que  en  todo  caso  han  de  dirimirse  necesariamente  en  la  forma  que  ordenan  los 
artículos  de  este  comentario,  son  las  que  se  originan  en  los  autos  y  sentencias, 
cuando  ha  precedido  vista  públi«a,  porque  entonces  sólo  los  magistrados  que  á 
ella  hubieren  asistido,  pueden  dictar  el  fallo;  y  así  debieron  encenderlo  los  au- 
tores de  la  ley,  puesto  que,  si  bien  al  principie  del  art.  351  se  mencio^nan  las 
providencias,  á  su  final  se  dice  que  "se  dictará  providencia  declarando  la  dis» 
eordia,  y  mandando  "celebrar  nueva  vista"  con  más  magistrados."  Nunca  se 
eelebra  vista  para  dictar  una  providencia. 

La  ley  orgánica  del  Poder  judicial  previno  en  su  art.  673,  que  fuese  sieinpre 
impar  el  número  de  magistrados  para  fallar  pleitos,  y  en  su  consecuencia  orde- 
nó en  el  698  que  para  dirimir  las  discordias  se  aumentasen  dos  magistrados 
más,  cuando  los  discordantes  fuesen  tres,  y  cuatro,  cuando  estos  fuesen  cinco  ó 
más,  lo  cual  daba  lugar  á  que  en  las  Audiencias  de  una  Sala  no  hubiese  en  el  se- 
gundo caso  magistrados  bastantes  )>ara  dirimir  las  discordias.  Come  en  la  nue- 
ra ley,  derogando  aquella  disposición,  se  han  restablecido  las  anteriores  que 
permitían  la  constitución  de  las  Salas  con  número  par,  fuera  de  los  casos  expre* 
sámente  exceptuados,  según  se  ha  expuesto  en  el  comentario  del  art.  317  (pág. 
16  de  este  tomo),  era  preciso  también  modificar  la  segunda,  y  i>or  esto  se  orden» 
en  el  art.  352,  de  acuerdo  con  el  55  de  la  ley  antigua,  que  dirimirán  la  discor- 
dia dos  magistrados,  si  hubiere  sido  impar  el  número  de  los  discordantes,  y  tres 
en  el  caso  de  haber  sido  ]^r.  De  este  modo  siempre  se  constituye  con  numeró 
impar  la  Sala  para  dirimir  la  discordia,  y  se  facilita  la  resolución  por  mayoría 
absoluta  de  votos.  Esta  es  la  única  modificación  que  se  ha  hecho  á  lo  dispuesto 
sobre  esta  materia  en  la  1^  orgánica  de  1870. 

Bn  la  práctica  antigua,  iundadaen  las.  ordenanzas  de  las  Audien<!ias,  á  la  nue- 
ra vista  piara  >dirimir  la  discordia  sólo-  asistían  los  magistrados  dirimentes;^ 
práctica  que  continuó  después  de  la  ley  de  1855  por  no  haber  dispuesto  cosa  al- 
guna sobre  este  punto.  £n  consideración  sin  duda  á  que.  en  la,  nueva  vista  pue-> 
de»  darse  raeones  que  inclinen  el  ánimo  de  alguno  de  los  discordantes  á  variar 
de  opinión,  se  previno  en  el  artículo  698  de  la  ley  orgánica,  que  jse  celebre  la 
nueva  vista  con  asistencia  de  los  magistrados  discordantes  y  de  los  dirimentes, 
de  suerte  ^ue  ha  de^ionstituirse  la  Sala  con.  todos  los  ^ue  hubieren  asistido  á  la 
primera  vista  y  loS  designadefs  para  dirimir  la  discordia;  y  esta  misma  disposi- 
Ü6n  se  reptrodiioe  en  el  art.  352  de  la  presente.   .  . 

Según  el  353,  han  de  asistir  á  dirimir  la  discordia,  en  primer  lugar,  el  presi- 
dente del  tribunal;  en  segundo,  los  msgijBtrados  de  la. dotación  de  la  misma  Sa- 
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la,  que  no  hubieren  tIb^o  el  pieito»  iijicluBo  9^  pr^idente^  ai.  «e  hallar»  en,f  c^ 
«aso;  y  á  falta  de  estos,  los  mas  antigruos  dé  las  otras  ^alas,  éon'exctuáiofi  oé 
los  presidentes  de  las  mismas;  exclusión  justificada  i>or  lá  nebesidad  qué^'eMeB 
tienen  de  atender  (JUrigmente  al  i^rviíjip  7  dir^íJcif  »>  de  su  propia  Sala.  I^ 
mismo  ordeñaba  el^t.  Jo  4^  ta  ley  aQ^4"^>  P^^o  con  la  prey0nci6n  de  oue  uno 
de  los  dirimentes  sería  dempfeel  presidente  dtí  tribuiial."  Ésto  di5Mgar  á  Já 
duda  de  si  los  regientes  o  prés^i^ntéf  de  las  Audiencias  podrían  coutinuar  iift> 
^iendo  uso  de  la  facuibád  que  les  concedía  el  art.  23  desús  ordenan  ¿?s,  par* 
asistir  á  la  Sala  que  in^jar  ^timasen;  ó  si  habría  d^  considerarse  derogada^^itft 
lacultad,  é  imposibiluaoos^^qu^W  je  asüstír  á  las  rístas,  i'fín  de  qu^^  "si^b^^ 

§re'^  en  reserya  para  dinmir  Us  d^ci^rdias  que  pudieran  ocurrir,  Él  Tribunal 
upremo  resolvió  esta  duda  dieclarando  9*  sentenci^  dé  casación  de  19  de  Kor 
Viembre  de  1863,  que  la  le^  d->  Enjuiciai]^ento  ciri^  úp  contiene  disposieidn  ejt- 

Sresá  que  prive  de  dicha  facultad  a  lo^  regentes,  noy  presidentes,  ni  DodÍKi  dé- 
„  ucirqe  de  su  art.  56,  el  cual  dfioía  encenderse  en  términos  hábiles;  es  deqir, 
que  en  caso  de  discordia,  cuando  1^0  sea  discQrdanjtéi  ui  concurra  en  él  impcw- 
m^ito  legítimo  que  lo  ^ecitorbe,  el  Kege^te  ha  de  ser  siempre  uno  de  íos  diri- 
mentes." En  este  sentido  ha  de  6p.tei^rse  el  a^t.  353  de  la  présente^  en  el  eü^ 
para  evitar  dudas  se  ha  suprimido  el  aaVerbio  ''siec^fyre,"  como  se  hiizo  ya  en  él 
699  de  la  ley  orgánica,  conciliando  así  esta  disposición  con  la  de  su  ^t.  581, 
núm.  10  hoy  rigente,  quetambiéa  atribuye  á  Ips  presidentes  de  1^  ^uaiepcif9 

V  del  Tribunal  Supremo  U  ocultad  de/ 'presidir  cuando  les  parezca  cuab¿iiefa 
Sala  de  justicia,  sm  perjuicio  de  hacerlo  en  les  casos  en'que  expresamente  la  ley 
10  ordenare.*'  El  de  dirimir  discordias  es  uno  de  estos  casos,  y  debe  por  tanto 
el  presidente  del  tribunal  ser  el  primero  de  los  dirimentes,  siempre  que  no  sea 
discordante  ni  concurra  en  él  alguna  causa  legítioGta  4e  recusación,  que  le  óbli- 
^e  á  abstenerse. 

Conforme  á  los  artículos  354  y  355,  al  presidente  del  tribunal  corresponde 
deeigiiar  los  magistrados  gua  eon  él,  en  su  caso,  hayan  de  dirimir  la  discordi|k. 

Y  señalat*  el  día  para  la  vista.  A  este  fin,  luego  que  se  declara  la  discordia,  el 
presidente  de  la  Sala  lo  pone  en  conocimiento  de  aquel,  á  quien  da  cueilta  el 
0eoret«Blo  can  los  autos  p^ra  que  haga  la  designaeión  y  se{Lalamiento  antedi- 
chos, poniéndose  de  acuerdo  ambos  preeídentes  sobre  el  día  que  haya  de  a^la- 
larae  para  la  vista,  á  Un  de  eonciliarío  con  los  sefialamientos  ya  hechos,  que  no 
deben  alterarse.  Ambos  extremos  pueden  comprenderse  en  una  misma  providen- 
cia; peso  si  no  «s  posible)  se  hace  primero  la  designación  de  los  ma^strado»  dí^ 
tinefttes,  y  después  al  aeSalamiento  de  día  para  la  vistió.  Hecha  la  designación, 
en  él  mismo  día  ó  en  él  si||»w^te  <art.  260)  el  secretario  debe  m^ficar  la  pro?l* 
dencia.  á  les  procuradores  dt  Itis  partes,  haciéndoles  saber  loS  nombres  de  loa 
naeiatrados  que  ha«.  de  dirimir  la  discordia,  para  que  puedan  hacer  uso  del  der 
reoho  de  recusación*  sí  fu^e  praeedente»  Eetik  recusación  ha  de  interponerse  en 
el  término  y  en  la  forma  establecidos  en  los  artíeu^  326  y  327,  observándose 
también  en  su  caso  el  3S8.  (Téanse  estos  artíeulos  cien  su  comentarle,  pág.  39 
de  este  tomo,)  Apí  \o  ti^ne  declarado  el  Tril»unal  Suprean)  en  sentencia  de  13  4» 
Diciembre  de  1877,  kstoiéndo  aplicación,  por  ser  el  der^tho  entonces  vigente,  4b 
bs  aiftíciilos  de  la  %  e«gáníca  del  Poder  judicial,  q«e  ooneuerdlin  ootí  loa  eíf^ 


A  la»  aotuads/nes  eacpuestaa  ha  derpméeder  la  declaración  de  la  discordia,  de», 
pues  de  no  resultar  mayoría  en  el  segundo  éicrtítinie^  que  previene  el  art.  851. 
£n  la  prov4dé!i<$ia  haciéndb  dieha  dédaración  ▼  matidando  celebrar  nueva  rista 
kíótí  rwk9  magistrtldos,  hAn  de  consignar  los  dieeordkutes  con  toda  Caridad  lea 
puntos  en  que  estén  confófnies  y  aquellos  en  q^ue  disintieren,  á  fin  de  que  se  H« 
thíte  áestod  tai^ter^ción  y  ▼«¿to  de  los  dirinientes.  Así  lo  ordena  el  art.  356, 
fforoduciiBñdo  ft^erMmente  el  T^áe  la  ley  orgánica  y  oonferoíie.también  coa  el 
4)7  de  la  de'1855.  Laf^nnuU  usada  para  tales  proVidencias  es  la  de  '*A  mánMU 
Itpréé  ntfbt^  (os  ptintos  A  y  B,"  expresando  solamente  aquellos  en  qué  disisttten, 
Sn  lo  cuál  sé'dft  á  entender  con  toda  claridad  que  están  eonforraéif  i^espeeto  dé 
las  demás  enMtioé»  del  pleito^  En  tal  dase,  los  letrados  debeblrmitoi*  sus  im* 
formes  á  los  puntos  de  la  discordia.  Feró  oeúrrie  muchas  veces  que  no  m  pntfibW 
^tgnnt  étfIOft  pMftos  sin  d|ir  á  conocer  el  juicio  formado  por  la  Sala  y  «U  iMo- 
hicióii  sébré  IttI  détafiás  cuestiones,  y  como  esto  trae  grares  inoonrenientev^  •• 
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l>rocede  con  prudencia  expresando  en  la  proyidencia  que  se  remite  el  pleito  6 
más  señores  sobre  todas  las  cuestiones  que  en  él  se  yentilan,  á  reserva  de  mani- 
festar los  discordantes»  al  votar  la  sentencia  en  discordia ,  los  pjuntos  en  que  es- 
tán conformes^  para  que  los  dirimentes  se  limiten  á  dar  su  roto  sobre  aquellos  * 
en  que  no  hubiese  conformidad/-  Que  á  esto  ha  de  limitarse  el  voto  de  los  diri- 
mentes, lo  demuestra  el  art.  857,  igual  al  703  de  la  ley  orgánica,  al  ordenar  que 
no  ha  de  pasarse  adelante,  siempre  que,  tanto  antes  como  después  de  la  vista  en 
discordia,  manifiesten  su  conformidad  los  discordantes  en  número  suficiente  pa- 
ra formar  sentencia  por  maiyoría. 

En  la  práctica  antigua,  (}ue  continué  después  de  la  1^  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil de  1855  por  no  haber  dispuesto  cosa  en  contrario,  cuando  en  la  votacién  de 
discordantes  y  dirimentes  resultaba  nueva  discordia  por  no  reunirse  la  mayoría 
absoluta  de  votos,  era  preciso  remitir  otra  vez  el  ^pleito  á  más  magistrados,  con 
los  mismos  procedimientos  empleados  para  dirimir  la  primera  discordia.  JPam 
evitar  los  inconvenientes  y  ^é^^cijos  a  que  esto  daba  lugar,  se  previno  en  el  ar- 
tículo 704  de  la  ley  orj^ánica,  y  se  reproduce  en  erSSe  de  la  presente,  último  de 
este  comentario,  que  ^'cuando  en  la  votacién  de  una  sentencia  por  la  Sala  de 
discordia^  no  se  irejiniere  tan^poco  maxorí^  e^ebre  Iqs  puntos  discordados,  se  pro- 
oedesá  Ajiiuho  escrutinio,  pei^ienda  sUaiáeate  á  votación,  losados  pai-ecexes  que 
hayan  obtenido  m9yt>r  múmero  db»  votos  ^n  la  ifr^oeiil^n^"  De  este  modo  uno 
délos  dos  pareceii9s  ha  Sh  tener  necesariltmeíité  rikayotíá  absoltita  y  habrá  sen- 
tencia. Pero  cuando  hayan  asistido  á  la  vista  siete  magistrados,  podrá  suceder 
-que  ttea  voten  en  un  sentido,  dos  en  otro,  y  los  otros  oos  en  otro:  entonces  no 
puede  hacerse  lo  que  ordena  la  ley,  porgue  no  resultan  dos  pareceres  con  mayor 
número  de  votos,  y  lo  xji^e  el  recto  sentido  aconseja  es  que  set  excluya  el  pareper 
que  nüáis  diste  de!  de  la  mayoría  relativa  y  se  ponaftin  á^  Votacién  Ids^  otros  dóa. 
'  Ténsase  presente  lo  que  ordena  el  art.  886  ^ara  airimir  la  dlscordiii  en  el  ca- 
so dé  hábene  eefcrito  é  im])r6so  alegaciones  en  derecho. 

Indicatemos,  por  último,  que  según  el  art.  10&  ée  la  ley  orgánica  d^  Podier 
judicial,  en  la»  sentencias  q^ie  pronunciare  el  Tribunal 'Bupfremo  en  los  tecané^ 
de  casacién  y  de  révisién,  ñpi>od(a  haber  dldcordia,  q^dandó  al  el^o  desecha- 
dos Tos  resultandos  t  considerandos  crue  no  réunán  mayoría  «bsohite  de  rotos. 
Esto  hacía  imposible  la  decidéú  dét  motivo  ée  casacii^  sobre  qulB  versara  Ik 
discordia,  y  por  éso  no  se  ha  incluido  dicho  artículo  éh  lá  pjreée^te  I^,  qucNÜaii- 
4o  por  consiguiente  derogado  ú  sik  aplicaciún.  Si  resultare  alguna  díse<n*dia  ea 
^1  Tribunal  Supremo,  tanto  en  recurso  de  casación,  como  en  cualquier  otro  ae- 
4^0010,  tendrá  que  dirimirse  conformo  á  las  reglas  que  quedan  expuestas. 
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TITULO  OCTAVO. 


DEL  MODO  Y  FORMA  EN  QUE  HAN  DE  DICTAfiSE 
LAS  RESOLUCIONES  JUDICIALES. 


^  "Sazén  de  método/'— Tanto  en  los  asuntos  propios  de  la  jurisdicción  conten-^ 
caosa,  como  en  los  de  la  voluntaria,  las  resoluciones  judiciales  tienen  grande  im- 
IK>rtancia:  puede  decirse  con  exactitud  que  el  procedimiento  consiste  en  una  sé-* 
rie  de  resoluciones  judiciales,  dirigidas  a  facilitar  los  antecedentes  necesarios  ^a- 
T»  administrar  justicia  con  acierto  y  con  la  brevedad  posible.  No  puede  admitir* 
86,  en  el  procedimiento  judicial,  escrito  ni  documento  alguno  presentado  por  loa 
interesados,  sin  una  providencia  terminante  Á  este  objeto;  ni  puede  practicarse, 
actuación  ni  diligencia  alguna,  sin  <|ue  proceda  la  resolución  del  juez  ó  tribunal 
mandando  ejecutarla.  Son,  por  consiguiente,  la  parte  principal  del  juicio,  y  la 
fórmula  por  medio  de  la  cual  el  tribunal  acuerda  y  manda»  y  ejerce  las  fuucio- 
jieB  de  que  está  encargado. 

Aunque  las  resoluciones  judiciales  ban  de  recaer  dentro  del  procedimiento,  na 
todas  son^iguales,  ni  tienen  la  misma  importancia:  se  diferencian  por  su  objeto 

'        "      >s  que  producen* 
'  otras  decidir  la 


7  por  su  forma,  y  hasta  en  su  denominación  y  por^  los  efectos  que  producen. 
Unas  tienen  por  objeto  ordenar  y  dirieir  el  procedimiento,  y  oi 
cuestión  principal  del  pleito  ó  las  incidentales  que  dentro  de  él  se  promuevan; 
y  para  cada  una  de  ellas  determina  la  ley  el  nombre  que  hade  dársele,  la  forma 
en  que  ha  de  dictarse  y  sus  efectos.  En  el  presente  título  se  establecen  el  modo 
▼  forma  de  dictarlas,  y  en  el  siguiente  los  recursos  que  podrán  entablasre  Contra 
las  mismas,  según  sus  diferentes  clases,  y  los  efectos  que  producen.  Por  esto,  y 
para  la  recta  inteligencia  y  aplicación  de  las  disposiciones  contenidas  en  ambmi 
títulos,  creemos  conveniente^  y  aun  necesario,  anticipar  en  este  lugar  la  clasifi- 
ción  de  dichas  resoluciones  con  la  extensión  que  exige  la  importancia  de  esta 
materia. 

II. 

"Clasificación  antigua  de  las  resoluciones  jndicia1e8."-^En  nuestro  derecho 


juyzio  es  dicho,  mandamiento  que  el  judgador  faga  á  al^na  de  las  partes^  en  ran- 
zón del  pleyto  que  mueven  ante  él."  La  1^  2.  *  del  mismo  título  y  Partida  dis- 
tingue  y  define  tres  clases  de  resoluciones  judiciales:  "los  juysios,  dice,  depár- 
tense  en  tres  maneras.  La  primera  es,  mandamiento  aue  face  el  judgador  al  de- 
mandado que  pague  ó  entregue  al  demandador  la  debela,  6  la  cosa  que  conoscie» 
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78  mntél  en  ju^kio,  sobre  que  le  facían  la  demanda.  La  segfunda  manera  es,  cuan<« 
do  el  jadgador  da  juysío...  sobre  algruna  cosa  nueva  que  acaesce  en  el  pl^tio,  et' 
non  sobre  la  demanda  principal;...  á  tal  jujzio  como  éste  dicen  en  latm    inter- 
locutoria,"  que  quiere  tanto  decir,  como  palabra  ó  mandamiento  de  judgador, 
^ue  face  sobre  alguna  dubda  que  acaesce  en  el  pleytio...   La  tercera  manera  de ' 
joyiio  es  la  sentencia  que  llaman  en  latin  ''definitiva  "  que  quiere  tanto  decir, 
-eomo  juyzio  acabado;  que  da  fin  en  la  demanda  principal,  quitando  6  condenan- 
do al  demandado."  Y  otra  ley,  la  13,  tít.  23  de  la  misma  Partida  3.  ^ ,  al  fijar  dto 
qué  sentencias  pueden  ó  no  alzarse  las  partes,  presenta  una  nueva  clasificación 
de  aquellas,  diciendo  "que  de  todo  juyiio  afinado  se  puede  alzar  cualquier  que  se 
tuviere  por  agraviado  del.  Mas  de  otro  mandamiento,  6  juYzio  que  ficiesseel  jud- 
gador,  andando  por  elpleyto,^  ante  que  diesse  sentencia  definitiva  sobre  el  prin- 
cipal, non  se  puede  ni  debe  ninguno  alzar.  Fueras  ende  quando  el  judgadorma a- 
dasse...  facer  alguna  cosa  torticeramente,  que  fueese  de  tal  natura,  que  seyendo 
acabado,  non  se  podria  después  ligeramente  enmen  dar,  á  menos  de  gran  dafio, 
Ó  de  gran  vergüenza  de  aquel  que  se  tuviesse  por  agraviado  de  ella.  Ca  sobre  tal < 
cosa  como  esta  bien  se  podría  alzar...  Más  de.otro  mandamiento  6  juyzio  que 
jud^ador  ficiésse,  tuvieron  por  bien  los  sabios  antiguos...  que  ninguno  non  se 
pudiesse  alzar." 

Hé  aquí  la  teoría  que  nos  ofrece  la  legislación  alfonsina:  segtin  ella,  los  man^- 
damientos  ó  juicios,  esto  eis,  las  resoluciones  judiciales,  podían  ser  de  cinco  cía- 
8^:  unos  que  se  dictan  de  plano  v  sin  audiencia  de  parte,  que  los  prácticos  deno-- 
minaban  ae  "precepto  solvendo;  otros  que  ponen  fin  á  la  cuestión  principal,  ó 
aea  la  "sentCBcia  definitiva;''  otros  que  resuelven  alguna  duda  durante  el  pleito, . 
que  sollaman  ''interlocutor ios:"  otros  que  se  dictan  también  andando  el  pleito, 
pero  que  causan  ua  perjuicio  irre|)arable;  y  otros  finalmente,  queso  pueden 
enmendar  durante  el  curso  del  pleito  sin  ocasionar  daño.  Las  leyes  del  Ordena- 
miento de  Alcalá  (1),  admitiendo  la  misma  clasificación  de  las  rartidas,  distin- 
guieron las  sentencias  definitivas  de  las  interlocutorias,  y  de  estas  últimas  re- 
eonocían  dos  clases,  unas  que  se  dan  sobre  algún  artículo  '*que  haga  perjuicio  • 
en  el  pleito  principal,"  v  otras  que  no  producen  ese  perjuicio.  En  el  reglamento 
provisional  de  1835,  nada  se  innovó  sobre  esta  materia,  admitiéndose  también 
la  distinción  de  sentencias  interlocutorias  y  definitivas,  á  las  cuales  en  un  Beal 
decreto  que  se  expidió  doce  días  después,  en  8  de  Octubre  de  diclio  año,  se  las 
dio  el  nombre,  admitido  ya  en  el  foro,  de  "autos  interlocutorios  y  definitivos."' 

T  con  efecto;  en  la  práctica,  sin  separarse  de  lo  prevenido  en  las  disposiciones 
legales  antes  citadas,  se  daba  el  nombre  de  'auto'  á  toda  resolución  judicial,  y 
para  determinar  sus  efectos  los  autores  los  clasificaban  en  * 'interlocutorios  y  de- 
finitivos." Se  llamaban  "interlocutorios"  todos  los  autosló  resoluciones  que  dio- 
tan los  jueces  j  tribunales  durante  la  susjtanciación  de  una  causa  civil  ó  crimi- 
nal, ya  para  dirigir  el  procedimiento,  ya  para  resolver  algún  incidente  del  misr 
mo  ó  cualquiera  otra  cuestión  incidental  que  se  suscite  durante  el  curso  del  plef- 
to;  dando  á  los  de  esta  clase  el  nombre  de  autos  interlocutorios  con  fuerza  de  de- 
finitivos, y  á  los  primeros  el  de  interlocutoiios  dé  sustanciación,  ó  sin  dicha 
fuerza.  Y  se  denominaban  ''definitivos,"  y  también  sentencias  definitivas,  segúÁ- 
la  fórmula  que  á  gusto  del  juez  s^  empleaba  para  dictarlos,  los  que  resolvían  la 
jBuestión  principal  del  pleito;  Si  se  examina  cualquier  proceso  antigi^o,  severa' 
que  s<)  encabezan  con  la  palabra  "4-utó"  todas  las  resoluciones  que  ahora  se  lla- 
man providencias;  con  las  de  "Auto  eri  vista,"  las  que  deciden  cualquier,  inci- 
dente, y  con  las  de  "Auto  definitivo/'  las  que  resuelven  la,  qitóstión  principal  c^ 
pleito,  cuando  no  se  emplea  la  forma  de  sentencia.  .    ' 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855  aumentó  !a  courQQÍón  que  existía  a n^ 
teriormente  sobre  la  materia  de  que  tratamos.  Aceptando  como  sinónirnaa  las 
palabras  "providencia,  auto  7  sentencia,"  las  aplicó  inJbtintam<2i]te,  lo  mlfimo 
alas  definitivas  que  á  las  interlocutorias,  sin  cua inca r  ni  dc^Snír  estas  últimask 
Téanse,  si  no,  el  artículo  20  de  dicha  ley,  en  el  que  se  d  a  ^l  nombre  deprovidon- 
éias  á  todas  las  resoluciones  judiciales,  inclusas  las  definitivas  y  las  interWu,. 
toñas  que  causen  estado;  el  67,  en  él  cual  á  unaa  y  otras  do  esta  ckse  fie  las  de^ 
aomina  sentencias;. el  71  llama  sentencias  á  las  df^nitivas  y  provideíieías  á  las- 
interlocutorias;  y  la  zúisma  confusión  se  nota  en  otros  artículos. 

(1)  Leyes  1. « ;  títl  16,  y  25,  tft.  20  del  Kb.  11,  lSÍ<pr.  Reé* 
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,  A  est^  co^usi^^,  que  no  escolo  de  ^omhrp^  sino  ^eirrave.  ^i^4(«ceode&eji%por 
afectaral  orden  dé  los  ji^cíqs  y  íI/m  derecnoa  de  los  Iitic^^t^s,  pa^to^ae  l«l|r 
no  doDc^dí^  iguales,  recursos  contra,  todas  las  resoluciOBe^  judlc^Cfli  puso  téfw- 
no  la  ley  prga^pica,  dj^l  Poder  judjcial  ést|^blecien4o  e^  bu  artícuío^68  ía  mÍBi»fc 

Olasifícacion  qué  ahora  se  hace  en  el  S69  de  la  pref^nte.  Yao^os  á  ^amisarla^n 
«¿te  lujrar,  por  la  raz¿n  indicada,  ^n  cwuito  afecta  al  fondo  de  la  maíieria,  w»^ 

;  randü  lo  qué  se  refiere  á  la  forjua  par^  el  c^m/en^arip  de  dicto  artículo  y  de  loe  «i- 

•  guiantes. 


m. 


Clarificación  conforme  á  la  nueva  ley/*— Según  dicho  artículo  2l^,  son  dp 
ttes  clames  las  resoluciones  iudiciales;  á  saber:  '*pToyidencias,  autos  y  sénteá- 

•  cías.     Los  jueces  y  tribunales  deben  ponor  gran  cuidado  en  no  confunc^ff  estas 

denominaciones  para  emplear  eh  cada  caso  la  que  corresponda*  esto  no  deja  d^ 
tener  impcH-tancia,  pues  aunque  el  nombre  y  la  fórmula  adecuada  no  pueden  var 
riar  la  natura  eza  de  la  resolución,  si  se  diófíi  como  auto  Ip.  que  debe  ser  provÁ»- 
deneia,  6  al  contrario,  aparté  de  Ib  que  afeéítará  á  la  reputación  profesional  dá 

.  que  se  equivoque,  podrá  inducir  á  error  á  loa  litigantes  y  dar  luffar  á  du4áá  y 
«iestiohes  sobre  el  recurso  que  será  procedente  dé' los  determinados  en  e|  titula 

"IX.  Por  esto,  y  jorque  ya  han  ocurrido  esas  du^as,  vamos  Á  defínirlas.y  clasi- 
BCarlas  con  la^  claridad  que  nos  ¿Ba  posible. 

'Providencias," — áe  dará  esta  denominación,  redactándolas ,  con  la  fórmula 

-que  se  determina  en  el  art.  370,  á  todas  las  resoluciones  que  dicten  los  juece8  7 
tribunales  durante  el  x;urso  de  un  pleito,  ó  de  cualquier  negopio  de  carácter  ja- 
dicial, ''cuando  sean  de  tramitación,"  como  dice  el  art.  369;  esto  ^s,  cuandt» 
Jungan  por  objeto  ordenar  y  dirigir  el  procedimiento,  para  facilitar  con  la  d^ 
nida  regularidad  la  instrucción  dé  los  autos.  Son  las  mistnas  á  que  en  la  prác- 
tica antigua  se  daba  simplemente  el  nombre  de  "autos,"  qiíp  los  autores  com- 
prendían en  la  clase  de  autos  interlpQutorios  sin  fuerza  de  definitfvos.    f  ero 

^tas  providencias  son  de  dos  clases,  como  se  reqonoce  en  los  artículos  376  y  377, 
al  conceder  contra  ellas  diferentes  recursos,  tfnas  son  4©  "mera  tramitación»" 
según  dice  el  primero  4^  dichos  artículos,  pertejve^iendo  á  la  otra  clase  las  qme 
no  tengan  este  carácter,,  aunque  como  aquellas  j^an  de  referirse  tanibien'al  é^r 
den  del  procedimiento,  ó  á  la  sustanciación  é  instrucción  de  los  autos.    Unas  y 

-otras  están  comprendidas  en  la  locución  genérica  "cuandjo  seaude  tramitación,' 
empleada  en  el  artículo  360.  \     ' 

^^  "Providencias  dé  mera  tramitación.'*— El  adjetivo  "mero,"  que  significa 
puro,  8imi)le,  sencillo,  sin  ^ezcla  ni  complicación  alguna,"  con  que  se  palific|k 
^.sustantivo  tramitación,  da  á  entender  cláramele  cuáles  son  lafi  pcovidencw 
que  han  de  comprenderse  en  esta  qlase,  Son  todas  las  que  se  dictan  para  dar  a 
"los  autos  el  curso  que  ordena  la  ley.  $i  no  tiene  otro  objeto  ni  otro  alcance  1^ 
providencia,  claro  es  qua  aera  de  pura,  simpJ/e  ó.^era  tram^ación;  pero  no  ten- 
ara  este  carácter,  ^1  concede  ó  niega  alguna  actuación  que  no  afecte  al  cur»^ 
legal  del  rtegoííío,  d  quü  no  sea  dé  loa  trámitíOft  determinados  eM>M^mei>jte  en 
la  ley;  Par  ejemplo:  aa  dicta  providencia  dando  traslado  para  dupiM?a,  cuañ^í? 
b1  actor  ha  renuncia dici  U  réplica:  i^i^ique  ^ea  improcedente  ese  traslado,  por* 
quB  la  ley  no  permite  en  f  al  caso  «1  escrito  de  duplica,  la  providencia  otorga^ 
trámittí  est  ibtecido  por  regí fi. general  paJ?a  el  juicio  br^iwio,  j  e»  por  tanto  ofe 
mera  traniitat-ióri;  y  lo  mí^mo  cualquiera  otra,  gue  cpnced^  ó  niegí^  un  tramite 
de  ÍOB  miMQQÍáos  por  la  ley  para  pl  ópdei^  dfsl  j^iqio.  Que  as^  debe  entenderse 
sa  deduce  tirabiea  del  art,  376,  se^un  el  cual,  pana  que.sea  aAnisíbleel  recñrí^ 
de  reposición,  único  que  m  concede  contra  dichas  providengi^t,  l^a  de^^liarpe 
neceaarja mente  la  dia punición  ^e  la  ley  jdfil  íJnjujciíami.eJíto  «vil  ^q|V)  haw  »«« 
infringida:  luego  para  qae  aea  4^  mera  tranjítapl^n^la  proyid^nqiiu  na  4?  w®^ 
tar  á  loa  trátnit^íü  qua  eatableciBU  W  ¿onvo  imprescindibles  {lara  el  pursó  y  sui- 
tanciacióu  áií  cadajuicla  6  i^egocií^,  y  no  se^an  de  ^ijiellos  que,  C^o  ^  .ce^i^ 
miento  i  pru  cM,  puede n  ot^flc^ljirse  6  neg^.^,  a^gán Jpf  ca^üíu    .      ,    ^  " 

**Pro videncias  que  no  a4^iV<£^n^era.trwnitaciÍ^'— Tó4a8  jji^s^qmí  se  dictan.»» 
^ante  la  Buatanciacióa  do  un  ]uicio  o  negocio  judicial,  que  no  estén  oomi^TSíi^^ 

->daa  en  el  caso  anterior,  au^^^e  af«)e^n  i^  precedán^le^o.    La  %^ñ  C<;nce4^  o 
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niega  U.  yróragh  ée  vm  término  judioh^l^H  que  oi^diiá  áfósifeíriaciidadoii^i^ffl^. 
áb  son  VttHosi,  que  liti^rnen  unidos  y  bajo  una  misma  dii^eccij$n;'ía  qué  i'i4>ffe^; 
^ifieio  6  nl^ga  iMJljgfuna  dili^íencia  de  prueba,  j  otitas  ^or  este  Orden,  si  biéh  t\^t¡tí^ 
fólaisi^n'eoB  el  procedimientow  no  son  de  mera  tr&ínitacíón,  parque  n9  a^^n  1 
los  trámites  fstiiblecidos  por  la  lejr  para  el  curso  y  Bustanciacion.  del  neso^o^. 
T  mucbo  toenos  lo  son  las  que  pdnp^an  término  al  i'ufcio  hacendó  imjjiosrole  sü 
oontln^Aei^n,  y  h»  que  cfausen  |>6Tjtticio  irreparable  en  definitiva,  que  se  men- 
^nan  én  el  art.  384,  en  cuyo  tomentario  inoicareinos  las  que  se  hallan  ¿h  es- 
tos  casos.  .    . 

"ÁT^tbs."'*-^  dará  éáte  noml^re  &  las  resoluciones  judiciales  que,  cpn  e^elu- 
«ion  de  los  incidentes  definidos  en  el  art.  742,  decidan  cualquier  incidente  6 
euestión  ^ue  se  premuera  durante  el  curso  de  un  negocio  judicial  con  relación 
al  procedimiento,  á  la  competencia  del  tribnlaJ.é  á  Ta  personalidad  de  los  liti- 
gantes. Siempre  que  sobre  cualquier  punto,  que  afecte  á-la  marcha  6  sustan* 
eiacién  del  Juicio,  haya  .contradicción  entre  fas  .j^a^tei,  '6  sea  de  taWnd^l^  la 
decisión  que  ponga  término  al  pleito  por'  hacer  imposible  su  continuación,  ó 
éliuse  unpeiüüicio  ¡IrepaVable  en  définitiya,  ha  de  restlyerse  por  medio  dé  au- 
to, con  la  fSrinula  que  ae  determina  en  el  art.  871.;  Estas  reaolufolonta  sen  la»~ 
3ue  en^la  práctica  antigua  se  denominaban  autos  int€a-looutorios  fien  fÚBít^  4f 
efibitivos  y  se  encabezaoan  con  las  palabras .  "Auto  en  vista:"  hoy  se  pondrá 
simplemente  la  de  ** Auto.'* 

•  *'Senten<ias«"'T-Se  dará  jesta  denomjnmvión,  wdaetándolaa  eon  k  fóniiitla>de- 
terminada  en  el  art.  372,  á  J^s  resolufliones  judiciales  que  decida^  de^nitiya- 
menté  las  cuestiones  del  pleito  en  cualquiera  de  las  instancias  Ó  recursos,  ó  de 
los  incidentes,  que  dentro  de  él  se  promuevan,  de  los  definidos  en  el  742.  Sen- 
tencias definitivas  se-llamaban  én  lá  pr&otica  aánti^a  cuando  resolvían  la  cues- 
tión principal  del  pleito,  y  sentencias  interlocutorias  cuando  resolvían  un  inci- 

^  se  compara  la  clasificación  que  a(»ibamo9  ¿e  ^;cponer  con  la.4f>  k  nráctica 
flíáliiifrttft  se  verá  que  bajo  lafórmulaf  de  proVideiida;  attto  6  sentencia  están  cí^m*- 
oéQ^»endidas  todas  las  reeohüoiones  qtia  con  atréghí  á  las  leyes  4e  Partida 'í^ 
recopiladas,  de  que  hemos  hecho  mención  anteriormente,  podían  dlcjtar  ¡Usij^i^  • 
ees  V  tribunales,. con  exclusión  del «auta  llamado  de  ' 'precepto  solvendo/' mít  el 
enat,  con  vista  sólamefnte  de  ht  demanda,  ónenaba  el  juez  al  dleinkndádo  4ue, 
deniiro  del  plaso  que  fijaba,  pag«#a  ó  ^trej^se  al  demandante  ib  que  pedfia  eá 
aquella,  y  si  razón  tenía  jpara  no  hacerlo,  U  dedícese  d^^  -del  Tfa^mo  térmlh 
no.  Hoy  no  puede  dictarse  en  ningún  caso  esta  providencia,  porque  no  la  auto- 
riza la  presente  ley,  l  i  la  autorizó  la  anterior,  por  ser  contraria  al  principio 
inconcuso  de  que  "nadie  puede  ser  condenado  sin  ser  oído  y  vencido  en  jui- 
cio." 

,   Hechas  la  definición^y  clasificación  de  las. resolución^  judi^ii^es,  pasemos  al 
^éimen  de  las  disposiciones  contenidas  en  este  título,  relativas  al  modo  y  form^t  -. 
de  dictarlas. 

SECCIÓN  PRIMERA. 

DE  LAB  SÉÍÍTEK^CIA.8.. 

Sentencia  eaiiJ  acto  soleinno  que  pone  fin  á  Js.  contienda  judicial,  dí>cidíendjO 
aobrü  la.^  pretcnsión éi  que  han  sido  objeto  il^l  pleito.  Eatft  dt'llwicíón  cfiti  de 
acuerdo  con  lo  que  iiciaofl  esfuteto  antefí orillante  en  la  intróíhiceión  de  í^sto 
título  al  clasificar  ha  rtaolucioaes  iüdieialL^a.  Én  ella  eetá  ttimbiÚQ  cuiupiendi- 
da  la  roaalnciúa  quL'  poiití  ñn  A  cuülquicra  cuestíóni  iocidüjital  de  prCvio  6  ospe- 
ciat  proRunciamUnlo,  quff  ae  promueva  doran  te  el  pleito  ún  relucida  á  au  pro- 
cedimiento- y  como  eíta  aenteneU,  lo  mUmo  (|ue  la  (^ue  reciio  ^obre  laeneMión 
Í>rmoipal,  lia  de  haeer  lafi  dcclarnclonefl  que  proaedan  para  decidir  loa  pipitoa 
itigioaos  que  hayan  sido  objeto  del  dr-bato  promovido  por  medio  *iel  incidente, 
ea  indudable  que  á  unas  y  otraa  aon  api í Cablea  por  punto  pinera!  laj^  reglas  e^-- 
tnblecídaa  en  la  presente  aecci^n,  Siempre  que  la  resí^limion  exija  la  fórmula  de 
loa  sentetíeisid,  ha  de  regirae  pOr  dii^ha^  reglai»  aMvo  lo  qu@  coseretamesit^  pe- 
rdona para  las  degul  t  ivas  d^l  pie  i  tí». 
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La  sentencia  es  el  objeto,/  fin  del  pleito,  y  "de  ella  nasoe  gran  pro,  caando 

•es  dada  derechamente,  ca  por  ella  se  acaban  las  contiendas, que  los  ornes  Ban 
entre  sí  delante  de  los  judgadores,  é  alcanza  cada^uno  su  derecho,''  como. dice 

>la  ley  2." ,  t(t.^  22  de  la  Partida  3.'  pada,  esta  importancia,  el ^buen  método  y 
la  claridad  exigían  dedicar  una  sección  i  tratar  de  las  sentencias  en  general,  y 
tal  es  el  objeto  de  la  presente,  cuyas  disposiciones,  como  se  verá  al  comentar- 
las, se  refieren  á  al^ondo  de  las  sentencias  v  á  las  solemnidades  externas^  con. 

^que  han  de  pronunciarse  y  consignarse  en  los  autos,  lo  cual  es  independiente 
dé  la  forma  eñ  que  ha  de  redactarse,  y  por  esto^  se  lian  reserrado  para  la  «ec» 

«ción  2.*^,  que  trata  de  la  forma  en  que  han  de  dictarse  las  resoluciones  judicia- 
des  de  todas  clas?£f,  el  desigpar  la  correspondiente  á  las  sentencias. 

Artículo  359. 

Las  sentencias  deben  serclaras,  precisas  j  congruentes  con  lag 
demandas  7  con  las  demás  pretensiones  deducidas  oportunamente 
en  el  pleito,  haciendo  las  declaraciones  que  éstas  exijan,  conde* 
nando  ó  absolviendo  al  demandado  j  decidiendo  todos  los  puntos 
litigiosos  que  hayan  sido  objeto  del  debate. 

Cuando  éstos  hubieren  sido  varios,  se  hará  con  la  debida  sepa- 
ración el  pronunciamiento  correspondiente  á  cada  uno  de  ellos. 

Artículo  360. 

Cuando  hubiere  condena  de  frutos,  intereses,  daños  ó  perjui- 
cios, se  fijará  su  importe  en  cantidad  líquida,  6  se  establecerán^ 
por  los  menos,  las  bases  con  arreglo  á  la^  cuale/si  deba  hacerse  la 
liquidación. 

Sólo  en  el  caso  de  no  ser  posible  lo.  uno  ni  lo  otro,  se  hará  la 
condena,  á  reserva  de  fijar  su  importancia  7  hacerla  efectiva  en 
la  ejecución  de  la  sentencia. 


"Consideraciones  generales." — Se  comprenderá  la  grande  importancia  do  es- 
■tos  dos  artículos  sin  más  que  considerar  que  en  ellos  se  establecen  los  princi- 
pios, con  sujeción  á  los  cuales  los  tribunales  y  jueces  han  de  pronunciar  fas  sen- 
tencias, ya  sean  resolutorias  de  la  cuestión  principal  del  pleito,  va  de  inciden- 
tes para  los  cuales  prevenga  la  ley  esta  forma  de  tallo.  Concuerdan  con  los  ar- 
tículos 61,  62  y  63  de  la  ley  anterior  de  1855,  pero  con  modificaciones  importan- 
tes, hechas  con  el  objeto  de  refundir,  como  se  refunden  en  el  359,  los  sabios 
preceptos  de  las  leyes  de  Partida  relativas  á  esta  materia,  y  de  evitar  las  dila- 
ciones ^  gastos  de  un  segundo  juicio  ordinario  para  fijar  la  importancia  de  los 
"frutos,  intereses,  daños  ó  petjuicios,  según  se  prevenía  en  dicho  artículo  63, 
cuando  esto  puede  haberse  en  todo  caso  en  la  ejecución  de  la  sentencia,  sin  de- 
trimento de  la  justicia,  como ,  ahora  se  ordena  en  el  360^  segundo  de  estoco* 
mentarlo. 

Realmente  estos  artículos  no  pertenecen  al  orden  del  procedimiento,  pues  se 
refieren  al  fondo  ó  requisitos  intemoá  dé  las  sentencias,  6  sea  á  las  declaracio- 
nes que  en  ellas  han  de  hacerse  para  resolver  las  cuestiones  que  hayan  sido  ob- 
jeto del  litigio.  Por  esto  el  Tribunal  Supremo  los  adihite  como  motivo  de  ca- 
sación en  elfondo,  seupiin  estimó  siempre  las  infracciones  de  los  artículos  61, 
'  62  y  63  de  la  ley  antehor,  á  la  vez  que  ha'  declarado  constantemente  que  no 
pueden  éitarse  con  dicho  objeto  tos  que  dan  reglas  paraje!  procedimiento.  X^o 
-se  entienda  por  esto  que  los  créenlos  mal  colocados  en  la  presente  ley:  Adiendo 
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Jft  sen  tercia,  el  objeto  y  fin  del  pleitó,\4  la  ley  qud  ordena  el  procedimiento  co* 
n'e^ponde  di<;tar  ías,  reglas  para  terminarlo.  ^ 

,  £l,art.  61  de  la  ley  de  185$  9e  limitó  4  decir  que  ''laa  senteiicias  deben  eear 
^lari^  y  precisas,  declarando,  cond?napdo^absolTÍend>o  déla  demanda/'  Ann- 
tí\te  en  el  espíritu  4e  este  precepto  estriban  comprendidos'  todos  los:  puntos  qw9 
4ebe,  contenlBr  una  setitencia  deJ^iMtiya,  era  diminuto  ej»  su.  letra,  y  había  que 
completarlo  con  las  leyes  del  tít,  22  áQ  la  P^tlda  3.*^,  que  trata/^deloBJuyEíos 
/(sentencias)  que  dap  finé  acabamiento  á  los  pleytos,"  cuyas  Itj^n  se  citaban» 
Juntamente  con  dicho  artículo^  para  fundar  el  recurso  de  casación,  cuando  se 
junpujpiaba  la  sentencia  por  alguna  ojn^islón  6  defecto,  en  su  parte  dispositiya. 
Hoy  bastará  citar  con  este  objeto  el  art»  359  que  estamofl.  comentando,  puesto 
^ue,  por  haberse  establecido  en  él  los  mismos,  requisitos  de  fonda  que  para  la 
validez  de  las  sentencias  exijían  dichas  leyes,  éstas  han  auedado  sin  aplicación 
y  sólo  aquel  debe  tenerla  .por  pertenecer  a  .una  ley  postejior,  pues  la  ley  poster 
-rior  deja  sin  efecto  la  anterior  sobre  la  misma  materia,  aunque  no  la  derogiie 
.expresamente,  y  con  doble  razón  estanído  derogada,  como-  lo  están  por  la  dis- 
posición final  de  la  presente  todas  las  en  que  se  hayan  dictado  reglas  para  el 
enjuiciamiento  civil. 

11. 

"Eequisitos  internos  de  lás  sentencias."— Según  el  mencionado  ait.  359,  en 
las  sentencias  deben  concurrir  Loa  tres  requisitos  siofuientes:  1 P  que  sean  cla- 
ras y  pVecisas;  2.®  que  sean  congruentes  con  la  demanda  y  con  las  demás  pre- 

.ten^iones  deducidas  oportunamente  en  el  pleito;  y  S.*^  que  decidan  todos,  los 
puntos  litigiosos  que  hayan  sido  objeto  del  debate.  Vamos  á  exponer  separada- 

1  menté  cada  uno  de  estos  requisit<)s  con  la  extensión  que  exige  la  importancia 

.de  la  materia.  ^  ,    .       ,/  •      .      ; 

1-®  '*Las  sentencias  deben,  ner  claras  y  precisaa!" — ^Así  lo  orde;ia  en  primer 

.'término  dicho  art.  359  de  apuerdo  con  el  sentido  común,  con  los  buenos  prin- 
eipioB  y  con  lo  que  tienen  sancionado  todas  las  legislaciones  antiguas  y  moder* 
jias.  "É  debé^jer  dictado  el  juyzio  (la  sentencia),  dice  Taléy  5.*,  tí^.  22  de  la 

, Partida  3.^,  por  buenas  palabras  ^  apuestas,  que  lo  paedan  bien  entender  sin 

^dubda  ninguna."  Las  sentencias,  pues,  deben  ser  "claras"  para  que  los  litigan- 

y,tes  las  piiedan  ;**bien  entender  sin  dubdá  ninguna;"  y  adema  a  "pri:^cí  as,"  esto 

.es,  dictatadas  con  "buenas  palabras  é  apuestas,  concisas,  puatualeñ y  &:^actaB, 
que  expresen,  fijen  y  determinen  con  toda  claridad  lo  que  :it!  manda,  biiyend<> 

.  tanto  de  voces  supérfluas  y  de  |>erfodos  innecesarios,  coíno  do  un  laconismo 
exajerado  é  inconveniente,  pprqué  así  lo  uno  como  lo  otro  conduce  á  la  osen*- 
ridad  y  confusión  y  da  lugar  á  dadas.  Aunque^  la  infracción  de  cate  precepto 
podrá  servir  de  fundamento  al  recurso  de  casación,  rara  vez  proaperará^  porque 
lo  que  será  oscuro  para  la  parte  interesada,  probablemente  aparecerá  claro  exa« 
minándolo  sin  pasión:, más  conveniente  será  en  tales, CjASOS  pedir  aclaración  de 
la  sentencia,  conforme  al  art.  363. 

2.  ^  "Las  sentencias  deben  ser  congruentes  con  las  demandas  y  con  las  demás 
pretensiones  deducidas  oportunamente  en  el  pleito."-^ Sn  este  precej^to  del  mis- 
mo art.  359,  omitido  en  la  ley  anterior,  están  resumidas  la  legislación  y  juris- 

.prudencia  antiguas  sobre  esta  materia.   En  la  multitud  de  caioa  en  que  se  hs 


'lacxtal  ordena,  según  su  epí  grate,  que  non  debe  valer  4^1  juyzio  que  da  ei  jud- 
.  g^r  sobre  cosa  que  9on  fué  demandada  ante  él;"  y  ájcootinuadón  dice:  ''Alln- 
, «adámente  debe  catar  el  judgador,  qué  cosa  es  aquella  8obrf3  quo contiendan  las 

partes  anteéí  en  juyzio;  e  otrosí  en  que  manera  facen  la  demanda:  é  sobre  todo,. 
;>qué  averiguamiento,  6  qué  prueba  es  fecha  Borbre  ellfi:  é  estonce  debe  dar  juyzid 

sobre  aquella  cosa.''  Y  después  de  mencionar  varios  casos,  que  luego  iñdicaremoa^ 
.  en  que  será  nula  la  sentencia,  por  no  ser  copgruente  con  La  demanda,  añade:  "E 
(  e9to  non  decimos  tan  solamente  en  es^iM^  cosas  sobredichas,  mis  aun  "tín  todaa 

ias  otras  semejantes"  dolías."  0e  esta  disposición  legal  de diicfan  los  expositores 
,  4el  derecho,  y  confirmó  la  jurisprudencia,  que  la  conformidad  entre  la  sentencia 
.-j.la  demanda  ha  de  recaer  aobre  las  "personas,  cesas,  causa"'  y  * 'acción," 
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Bmmm,  ^pm  hay»  eMifimáidMl  «Bspeeto  de  ki  '^ámiíki"  QAtteUwfktm^i^y  ^ 
demanda,  es  necesario  qae  aquella  se  e(MMrataf  I  las  que  faubiénni^o  >tti^te^«ii 
•cÉ'pleito  (1):  si  se  fefirisse  ánotnw  ieiéonas,  no  eeiÑMa  kfíuio  reÉt)e0to  "A  ésías, 
•miquéaba  senteaeia  por  ti^lA  geatíH  im»  iKiede  otíiict  ni  per¡mimt^jd  q«é4i^ 
Wütli^aib:  es  dd  axíoBsa  iiífal/qiie  ^aáie  puede  sor  oendeMUlO  ^ili  IMér  sM)^  • 
m0tm  oido  gr  Tsoeído  em  juido.  "Ouísada  cbiia  os,  «6  ilir«riHi.  «^«s  ^  jttysio  4<^ 
fuese  dado  óontra  tílguno,  non  oiipuLsa  á  otro/'  dlco  Hiley  ^  áet'tfttilo  y  Fat^ 
.tída  antes  citados,  eonibTiB#eQn  la  doctrina  q«o*«cKlHkm08dífr<senliátr.  fiMa>iiiisiA|i 
iey  establece  Tafviot  casos  de  esctoción  ala  vcf la*4yitedicka,  en  los  coates  lasettH- 
tenoia  peijadioaad qpe so  iia  litigado;  sai  como  ia  ley  sieniontie  «áeMMüiftlk 
eoándo  la  sedteacia  dada'OBtre  algmoB  póede  aprorochar  á  otros:  niáti  todot» 
eses  casos  se  reioren  á  personas  q«e,en  el  oonceplorlefipaU  están  ide»tiá<jadas0(i^ 
das  de  los  Htisralites,  S  qm,  Menáo  in térssadaís  en  él  litigio/con»  conocimietttb  éb 
-)él  Bo  baa  queríAo  salir  á  su  defeMa.  8in  eeabargo,  debe  notarse  qné  estos  Ctts^ 
particulares  «n  nada  alteran  et  principio  antes setttado?  en  «ftlospodfíi  petjudi^): 
6  favorecer  la  seatenoia  al  que  no  ba  litigado,  pero  es  ^r  consecuonoía  de  kiti 
^edaradones  de  derscbos  jiocbas  en  la  ^ifsina,  más  no  porque  en  elia  soles  4i|iya 
nombrado.  A  los  parientes  del  que  es  declarado  padre  natural  de  «tt^  (y  hilOd^ 
mos  uso  de  este  ejemplo,  porque  es  uno  de  los  casos  de  dicba  ley),  les  perjudica 
la  sententencia  sin  haber  litigado  "en  razón  de  los  bienes  que  podrían  heredar 
por  el  parentesco;''  más  para  que  surta  este  efecto  legal,  no  es  necesario  mencio- 
narlos en  la  sentencia,  ni  habrá  jues  con  sentido  común  que  los  mencione:  en 
ella  sólo  se  hará  expresión  del  padre  v  del  hijo  natural  que  litigaron;  y  yéaae 
como  resulta  siránpre  la  congruencia  o  conformidad  entre  la  sentencia  y  la  do* 
manda  respecto  de  las  personas  de  los  litigantes. 

Para  que  resrulte  dióha  eonformidüd  respeiito  de  las  "cosas,"  es  necissarioqué 
la  sentencia  se  refiera  y  concieté  precisamente  á  las  oue  han  sido  objeto  de  la 
demanda;  á  declainr,  condenar  ó  ábsdlT^r  sobre  d  aerecho  Ó  cosa  litigiosa,  r 
de  ningún  modo  sobre  aquello  que  las  partes  no^han  solicitado  ni  discutido;  y 
ee  esto  de  tanto  n¿or,  que!  bctí  tiiiU  la  ^oti tunela  que  se  separe  deésa  regía. . 
Eü  ©ata  ra^ün  dice  la  ley  Kk  tí t,  2i?,  Partida  3,  *  antes  cita<Ía:  "Pa  si  fhere  fe- 
cha tu  demanda  ante  á1  (jüctgsdor)  sobre  un  campo,  6  goblre  úná  tifia;  é  M  qui- 
siere dar  iu^fiD  eobní  caaaB,  6  bo^tíss,  6  súhta  Otra  coSa  áoB  non  perteneciese  i 
U  damanda,  naxt  debe  valer  tal  jujzb.''  Y  la  mismo  drapohe  para  el  caso  en 
qne  se  demandase  una  cosa  gen/ rica,  un  caballo,  por  ejempIo,,y  él  juez  mandaU  ■ 
se  entregar  una  oapecífíca,  cúmo  el  cabadlo  fulano,  ó  al  contrario;  ó  cuando  se 
pidiese  m  cumplimiento  de  ana  obllgacíún  altematira,  y  condenase  sVSlo  al  de 
UBO  di!  sua  extremos»  Par  identidad  de  rasen,  tampoco  ein  la  sentencia  deberá 
condenarse  al  psgo  de  ]oa  daños  ^penuíeios,  frutos  ó  intereses  cuando  la  pártti 
no  los  hnbiesG  reclamado.  La  rasóo  de  túdo  cata  en  el  principio  ya  indicado  no 
que  nadie  puedo  s^r  condonado  sin  ner  oído  ni  vencido  en  juicio:  la  defensa  diél 
demandado  natura? meníe  habrá  Tersado  sobre  los  hechos  expuestos  ein  la  ae- 
xnanda,  y  ei  se  le  condenaae  á  alguna  co^a  que  en  la  demanda  tto  se  luibiere  ¿9" 
áido,  eerlfa  condenado  sobre  ella  sin  haber  a  ido  oído  id  rendido.  (2) 


n)    Sobre,«ste,p!f|rto  ttene  deolarado  t\  TríbunáV^ltipi^mo  lo  éigrúéisiseí: 
lliebiebdo  ser  On  todo  ca^'la  sentencia  coniforme  ala  demanda,  no  puede  tetfer 
déclai^i'oiieli  no  solicitadas,  'ni  contra  quién  no  haya  sido  parte  eii  el  juicio» 
C^t.  ^e  20  de  Octíubre  de  1866:") 

•  li^  omisión  eñ  la  sentencia  de  algunas  «de  \^  personas  admitidas  como  patfe 
eyi  el  juicio,  y  de  sus  réspectiroff  detechos,  infrit^jge  el  art.'Ol  (hoy  B5Ó)  de  )álíej 
ée  Ét  C,  y  la  'dodirina  legal  de  que  los  faflos  deben  compretrder  todas  las  ettéii-» 
tienes  délpleito  y  á  todos  los  que  han  sido  parte  en  el.  ("Sent.  de  28  dé  Junto 

(2)  EkáHliktiiiiahtt  sido  66nfiiiiMda.  por  «ITi^ibtinal  Suptemo  en  multülid 
de  sentencias  dé' tasación  i  extractaremos  alguna  de  ellas. 

Las  sentencias  deben  icireunscriblrsé  á  los  términos  de  laá  demandas  y  reda- 
maciones hechas  oportutiamente  en  los  pleitos,  atendiendo  cuidadosamente  ato 
gue  se  ha  jwdido,  ¿  ^  ^^  forma  ó  modo  en  qtie  se  ha  he<mo,  según  se  dispone  en 
I  kiy  1^  tft.  22,  PáH.  8.  ** ,  y  lo  tiene  de¿hrrado  con  repetición  el  Tríbunáíl  19ii- 
premo.  Sé  Infringe  "ésta  dcidtrina  legal,  si  habiéndose  pedido  sófo  laüquidaéidn 
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Lo  mismo  snoedería  si  po  hubiese  conformidad  éntrela  sentencia  y  la  deman^ 
da  en  cuanto  á  la  "cansa  de  pedir."  Si  se  demanda  una  fínca  por  título  de  he- 
rencia, por  ejemplo,  y  el  actor  no  prueba  esta  causa  de  pedir,  el  demandado  no 
podrá  ser  condenado  á  entregarla  á  pretexto  de  que  pertenezca  el  actor  por  com- 
prfk  6  por  otro  motivo,  en  razón  á  que  sobre  este  extremo  no  habrá  versado  la  de- 
feíisa,  y  conforme  á  la  ley  25,  tit.  2.  ®  de  la  Part.  3.  *  queda  á  salvo  el  derecho 
áeA  demandante  para  pedir  la  misma  fínca  en  otrt  juicio  en  virtud  de  este  título 
del  que  no  hizo  uso  (1). 

«  Y  últimamente,  por  iguales  razones  se  «xige  dicha  conformidad  en  cuanto  á 
la  **acción."  Si  se  nace  uso  de  una  acción  posesoria  solamente,  no  puede  fallarse 
considerándola  como  petitoria  de  la  cosa,  porque  si  se  absolviese  al  demandado, 
se  privaría  al  actor  del  derecho  que  la  ley  le  concede  para  entablar  el  juicio  de 
propiedod  después  de  terminado  el  de  posesión;  y  si  se  condenase  al  demandado 
á  entregarla  propiedad  de  una  cosa,  habiéndosele  pedido  sólo  la  posesión,  sería 
condenado  sin  haber  sido  q^o  ni  vencido  sobre  ello.  Por  eso  la  le;^  16,  tantas 
Teces  citada,  declara  nula  la  sentencia  que  fuese  dada  sobre  la  posesión,  cuando 
la  demanda  hubiese  versad®  sobre  la  propiedad;  y  lo  mismo  deberá  decirse  cuan- 
do, habiéndose  demandado  por  acción  real,  la  sentencia  recayese  sobre  acción 
«personal,  y  al  contrario,  porque  en  todos  éstos  casos  falta  la  congruencia  que 
exige  la  ley  entre  la  demanda  y  la  sentencia. 

La  doctrina  que  acabamos  de  exponer,  fundada  en  nnestro  antiguo  derecho  y 
en  la  jurisprudencia  establecida  por  el  Tribunal  Supremo,  queda  subsistente  y 
autorizada  por  la  disposición  del  artículo  359  que  estamos  comentando.  Según 
ella,  ** las  sentencias  deben  ser  congruentes  con  las  demandas  y  con  ias  demás 
pretensiones  deducidas  oportunamente  en  el  pleito,"  y  esa  congruencia  debe  re- 
de cuentas,  se  condena  al  pago  de  una  cantidad  determinada;  ó  si  la  sentencia 
condena  al  abono  de  perjuicios  6  intereses  no  reclamados  en  la  demanda.  ("Sen- 
tencias de  22  dt3  Diciembre  de  1860;  15  de  Octubre  de  1877;  27  de  Febrero  de  1882, 
y  otras.") 

La  citada  ley  16,  tít.  22,  Part.  3.  * ,  exige  que  haya  íntima  relapión  y  confor- 
midad entre  la  demanda  y  la  se];itencia.  Falta  esta  conforq^d^d,  y  es  nula  la  sen- 
tencia por  infringirse  dicha  ley,  ¿uando  se  concede  al  dein^nd^nte  ó  demanda- 
do más  de  lo  que  nubieren  pedido  respectivamente:  por  ejemplo,  si  no  se  hace  la 
reserva  á  favor  de  otro  de  mejor  derecho,  pedida  en  la  demanda  i-^ivindicatoria; 
si  88  piden  solamente  los  frutos  producidos,  y  se  amplía  la  condena  á  los  debidos 
producir;  si  sólo  se  pide  la  cosa,  y  se  condena  á  la  entrega  de  la  misma  con  las 
rentas  producidas  uesde  la  contestación  de  la  demanda;  sí  se  resuelve  sobre 
dos  excepciones  dilatorias,  cuando  sólo  una  fué  opuesta  y  debatida  formal- 
mente;  si  el  demandado  pide  se  le  absuelva  de  la  demanda,  y  á  est^  declaración 
se  añade  la  de  pertenecerle  en  propiedad  la  cosa  demandad^;  si  por  estimar 
probada  una  suma  mayor  que  la  pedida,  se  condena  al  pago  de  dicha  suma  ma- 
or,  etc.  C'Sents.  de  18  de  Marzo  y  20  de  Junio  de  1859, 2S  de  Junio  de  1864,  12 
le  Mavo  de  1865,  12  de  Enero  de  1866,  27  de  Febrero  de  1882,  y  otras.") 

Adolece  del  mismo  vicio  de  nulidad,  por  infracción  también  de  la  ley  citada, 
la  sentencia  que  decide  sobre  extremos  que  no  fueron  objeto  de  la  demanda,  ni 
de  la  reconvención  en  su  caso.  ("Sents.  de  12  de  Octubre  de  1859,  26  de  Marzo 

527  de  Noviembre  de  1860,  28  de  Enero  de  1862,  26  de  Octubre  de  1863,  30  de 
unió  de  1866 y  otras  muchas.") 

(1)  Según  la  ley  16,  tít.  22,  Part.  3.  *,  las  sentencias  deben  ser  conformes  y 
ajustadas,  no  sólo  á  la  cosa  sobre  que  contienden  las  partes,  sino  también  á  la 
manera  en  que  hacen  la  demanda,  ó  motivos  en  que  la  fundan,  y  á  la  prueba 
que  es  hecha  sobre  ella.  Es  contraria  á  dicha  ley,  y  nula  por  tanto.  la  sentencia 
que  se  fupda  en  títulos  y  motivos,  que  no  se  han  presentado  ni  discutido  en  el 
curso  del  litigio,  ó  que  resuelve  puntos  que  no  han  sido  objetp  de  la  demanda 
ni  del  pleito.  (/*Sent8.  de  5  de  Junio  de  ]860,  26  de  Mayv^  dé  1866  y  otras."; 

Según  las  leyes  12  y  16.  tít.  22,  Part.  3.  *,  no  es  valedero  el  juicio  que  se  dá 
sobre  cuestión  no  discutida  en  el  pleito,  como  sucede  si,  liabiéndose  impugnado 
un  testamento  por  falta  de  solemnidades  externas,  se  declara  la  nulidad  sola- 
mente de  la  cláusula  relativa  á  la  institución  de  heredero.  ("Sent.  de  16  de  Di- 
ciembre de  1864.") 

Tomo  II.— 9 
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caer,  como  se  ha  dicho»  sobre  lasoersonas,  cosas,  causa  y  acción  que  hayan  sido 
objeto  del  pleito,  rara  ello,  no  solo  debe  atenderse  á  la  demanda,  sino  también 
á  ías  excepciones  y  á  la  reconrenciónjii  la  hubiere,  siempre  qae  hayan  »ido  de- 
ducidas ''oportunameate"  en  el  pleito.  Se  entenderá  que  lo  han  sido,  la  re- 
convención, cuando  haya  sido  propuesta  en  la  contestación  á  la  demaiida  (ar- 
tículo 543);  y  las  demás  pretensiones,  en  los  escritos  de  demanda,  contestación» 
réplica  y  duplica,  puesto  que  el  artículo  548  permite  expresamente  ampliar,  adi- 
cionar ó  modificar  en  estos  escritos  las  pretensiones  y  excepciones  formuladas 
en  la  demunda  y  contestación.  Y  también  habrán  de  tomarse  en  consideracióos 
para  determioür  esa  congruencia,  los  hechos  aWados  en  los  escritos  de  amplia- 
ción, como  se  deduce  del  artículo  56o.  (Véanse  los  comentarios  de  dichos  ar- 
tículos). , 

Téngale  también  pre^nte  que  la  expresada  congruencia  ha  de  buscarse  entre 
]o  litigado  V  lo  sentenciado,  y  no  entre  la  demanaa  y  los  fundamentos  de  la 
Hentencia,  de  suerte  que  se  observa  lo  disj^uesto  por  la  lev  sobreesté  punto  siem- 
pre que  ja  parte  dispositiva  de  la  sentencia  ^arda  conformidad  y  conj^ruencia 
con  la  demanda  y  demás  pretensiones  deducidas  oportunamente,  annque  en  loa 
fundamentos  de  aquella  se  haga  mérito  de^  razones  ajenas  á  la  verdadera  cues- 
tión del  pleito,  como  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  (1).  Y  ne¿-ún  otras 
declaraciones  del  mismo  Tribunal,  no  hay  incongruencia  porque  la  sentencia 
no  contenga  las  mismas  palabras  empleadas  en  la  demanda,  siempre  que  re- 
suelva la  verdadera  cuestión  que  hava  sido  objeto  del  pleito  (2);  así  como  lo  con- 
dena hecha  en  cantidad  menor  de  la  demandada  tampoco  constituye  la  incon- 
gruencia entre  la  demanda  y  la  sentencia,  que  pueda  afectar  ala  validez  de  esta» 
porque  en  tal  cano  dentro  de  lo  que  ha  sido  objeto  del  pleito  se  concede  aquello 
queel  juzgador  entiende  que  resulta  probado  (3).  Habría  incongruencia  si  se 
condenara  á  más  de  lo  pedido,  como  ya  se  ha  dicho,  pero  no  cuando  se  concede 
menos. 

3.  ^  "Las  sentencias  deben  hacer  las  declaraciones  que  exijan  las  pretensio- 
nes deducidas  oportunamente  en  el  pleito,  condenando  ó  absolviendo  al  deman- 
dado y  decidiendo  todos  los  puntos  litigiosos  que  hayan  sido  objeto  del  dibate." 
— Así  lo  ordena  también  el  artículo  3^,  que  estamos  comentando,  añadiendo» 
como  estaba  prevenido  en  el  62  de  la  ley  anterior,  que  ''cuando  hubieren  sido 
varios  los  puntos  litigiosos,  se  hará  con  la  debida  separación  el  pronunciamien- 
to correspondiente  á  cada  uno  de  ellos.*'  De  este  modo  se  ha  sancionado  lo  que 
era  de  jurisprudencia  constante,  por  exigirlo  la  naturaleza  de  las  cosas,  deter- 
minando todos  los  extremos  que  debe  contener  la  parte  dispositiva  déla  senten- 
cia, para  que  ponga  fin  á  la  contienda,  sin  dejar  lugar  á  las  dudas  á  que  se  pres- 
taba el  artículo  61  de  la  ley  anterior,  que  se  limitó  á  decir  que  "las  sentencias 
deben  ser  claras  y  precisas,  "declarando,  condenando  ó  absolviendo  de  la  de- 
manda." No  sólo  ha  de  resolver  la  sentencia  sobre  la  demanda,  sino  también 
sobre  las  excepciones  y  la  reconvención  en  su  caso,  propuestas  por  el  demanda- 
do: de  otro  modo  (altaría  la  congruencia,  de  que  hemos  hablado  anteriormente. 

Aparte  de  las  declaraciones  que  exijan  las  pretensiones  deducidas  oportunamen- 
te en  el  pleito,  y  como  consecuencia  de  ellas,  toda  sentencia  definitiva  debe  con- 
'denar  ó  absolver  al  demandado.  Las  leyes  de  Partida  declararon  aue  en  estas 
palabras  consiste  la  fuerza  de  la  sentencia.  La  5.  *",  tít.  22,  de  la  Partida  3.  ^, 
dice:  ''£  señaladamente  debe  ser  escrito  en  él  (en  el  juicio  ó  sentencia),  como 
'"quita  <5  condena"  al  demandado  en  toda  la  demanda,  ó  de  cierta  parte  de  delia, 
segund  él  (el  juez)  entendiere  que  fué  averiguado  é  razonado  ante  él...  Ga 
ahonda  que  diga...  aquellas  palabras  en  que  es  la  fuerza  de  la  sentencia,  como 
"da  por  quito  ó  condena"  aquel  contra  quien  fué  fecha  la  demanda."  La  2.  * 
Áel  mismo  título  y  Partida  dice:  "La  tercera  manera  de  juyzio  es  la  senteneía 


(1)  Sentencias  de  28  de  Noviembre  de  1863, 26  de  Octubre  de  1864, 15  de  Ju- 
nio de  1877,  j  otras. 

(2)  Sentencias  de  18  de  Diciembre  de  1863,  7  de  Noviembre  de  1866  y  2  de  Ju- 
nio de  1882. 

(3)  Sentencias  de  30  de  Octubre  de  1860. 18  de  Marzo  de  1862, 18  de  Diciem* 
hre  de  1877, 12  de  Junio  de  1878, 19  de  Octubre  de  1881,  10  de  Abril  de  1882»  y 
•otras. 
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que  llaman  en  latín  defínitiva,  que  (]^uiere  tanto  decir  como  juvsio  acabado,  que 
di  en  la  demanda  principal  fin,  "quitando  6  condenando''  al  demandado."  i  la 
15  id.  id.  a&ade:  "Otrosí  non  es  yaledero  el  juyzio,  en  que  non  es  dado  el  de- 
mandado por  ''quito''  ó  por  ''vencido."  Ca  estas  palabras,  ó  ''otras  semejantes 
delias"  deben  ser  puestas  en  todo  juyzio  afinado,  según  que  conviniere  á  la  de- 
manda." 

Esta  doctrina  legal  ha  sido  refundida  y  compendiada  en  la  dispoBición  que 
estarnos  comentando.  Según  ella,  cuando  la  sentencia  sea  interlocutoria  ó  de  un 
incidente,  debe  contener,  en  términos  claros,  precisos- y  congruentes,  las  decía-' 
cienes  que  exijan  las  pretensiones  deducidas  por  las  partes,  decidiendo  con  la 
debida  separación  todos  los  puntos  litigiosos  ^ue  hayan  sido  objeto  del  debate; 
y  si  fuera  definitiva,  además  de  estas  declaraciones  y  decisiones,  cuando  proce- 
dan, debe  consignarse  expresamente  si  se  condena  6  absuelve  al  demandado 
respecto  de  la  demanda,  y  en  su  caso  al  demandante  en  cuanto  á  la  reconven- 
ción. Los  escritas  de  demanda,  contestación,  réplica,  y  duplica  servirán  de  guía 
a\  juez  para  las  declaraciones  y  pronunciamientos  que  haya  de  hacer  en  la  sen- 
tencia aefinitiva,  puesto  que  esta  ha  de  ser  congruente  con  las  pretensiones  de- 
ducidas en  dichos  escritos.  Si  en  la  demar  da  se  pide^que  se  condene  al  deman- 
dado á  dar,  hacer  ó  no  hacer  alguna  cosa,  la  sentencia  debe  precisamente  con- 
denarle ó  absolverle  de  la  demanda;  pero  si  se  pide  únicamente  la  deólaración 
de  un  hecho  ó  de  un  derecho,  esta  declaración  deberá  contener  la  sentencia,  yen- 
do comprendida  en  ella  la  absolución  ó  condena  del  demandado;  y  si  este  hubie- 
se opuesto  oportunamente  alguna  excepción,  también  habrá  de  hacerse  acerca 
de  ella  la  declaración  que  proceda.  En  una  palabra;  la  sentencia  ha  de  contener 
en  su  parte  dispositiva  cuantas  declaracionesjy  pronunciamientes  sean  necesarios 
para¡que  queden  resueltas  todas  las  cuestiones  del  pleito,  tales  como  hayan  sido 

flauteadas,  y  con  la  debida  separación,  si  fuesen  varios  los  puntos  litigiosos* 
isto  es  lo  que  ordena  el  art.  359  de  acuerdo  con  la  jurisprudencia  establecida^ 
y  su  infracción  daría  lugar  á  la  nulidad  y  casación  de  la  sentencia,  bastando  en 
tal  caso  la  cita  de  dicho  artículo  para  fundar  el  recurso  sin  necesidad  ya  de  in- 
vocar las  leyes  de  Partida,  como  hemos  indicado  anteriormente  (1). 


(1)  Como  complemento  de  esta  materia  conviene  consultar  las  declapciones 
hechas  en  recursos  de  casación  por  el  Tribunal  Supreme,  que  con  ella  se  rela- 
cionan: son  tantas,  que  debemos  limitarnos  á  extractar  las  más  importantes  y 
de  apticación  más  frecuente,  á  saber: 

Las  sententencias  deben  limitarse  á  declarar,  condenar  ó  absolver  al  deman- 
dado, decidiendo  los  puntos  litigiosos  que  habrán  sido  objeto  del  debate,  y  no 
sobre  otros:  la  que  traspasa  estos  límites  infringe  el  art.  61  (hoy  359)  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  y  la  16,  tít.  22,  Partida  3.  **  C'Sentq.  de  13  de  Enero  de 
.1860, 16  de  Diciembre  de  1864,  17  de  Marzo  de  1865  y  otras.") 

Es  un  principio  de  jurisprudencia,  consip^nado  en  las  leyes  de  Partida  y  en  los 
artículos  61  y  62  (boy  359)  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  que  los  fallos  deben 
.guardar  congruencia  con  las  demandas,  condenando,  absolviendo  ó  declarando 
separadamente  sobre  todos  y  cada  uno  de  los  puntos  litigiosos,  que  han  sido 
objeto  del  pleito.  Si  se  hace  caso  omiso  de  alguno  de  dichos  puntos,  se  infringen 
las  indicadas  leyes,  y  procede  la  casación  de  la  sentencia.  ("Sent.  de  13  de  l¡e- 
brero  de  1865.") 

La  sentencia  que  "absuelve  de  la  demanda,"  comprende  todos  los  extremos 
en  ésta  consignados,  guarda  con  ella  entera  conformidad,  y  no  puede  decirse  que 
sea  incierta  ó  dudosa,  ni  contraria  á  lo  prevenido  en  los  artículos  61  y  62  (hoy 
359)  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  en  la  16,  tít.  22,  Partida  3.  ^  ,  pues  bajo 
dicha  fórmula  c^uedan  definitivamente  resueltas  todas  las  cuestiones  que  han 
sido  objeto  de  discusión  en  el  pleito.  ('*Sents.  de  20  de  Febrero,  28  y  30  de  Junio 
de  1860, 1.  ®  y  27  de  Febrero  y  10  de  Diciembre  de  1861,  22  de  Mayo  de  1862, 
25  de  Septiembre  y  29  de  Diciembre  de  1863,  21  de  Enero  y  16  de  Junio  de  1865, 
17  de  Enero  de  1866, 17  de  Noviembre  y  13  de  Diciembre  de  1881,  11  de  Marzo 
de  1882,  y  otras  muchas.") 

^  La  sentencia  que  sin  limitación  alguna  absuelve  de  la  demanda  en  que  se  pi- 
dieron varias  cantidades,  pronuncia  sobre  todfts  ellas,  sin  que  necesite  hacerlo 
4Mbre  cftda  una  separadamente,  máxime  si  se  impugnaron  con  una  misfláa  razón 
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III. 

"Sobre  la  condena  de  frutos,  intereses,  dañes  6  peijnicios."— Muchas  vece» 
tiene  derecho  el  demandante  á  los  frutos  producidos  y  aún  á  los  debidos  produ* 
€Ír  por  la  cosa,  cuya  reivindicación  é  entrega  es  objeto  de  su  demanda,  y  deben 
abonársele,  ya  desde  una  época  anterior  al  pleito,  como  desde  la  muerte  del  tes- 
tador en  las  herencias  y  legados  específicos,  ó  bien  desdo  la  contestación  i  la  de- 
manda, en  que  cesa  la  buena  fé  del  poseedor  que  le  daba  derecho  &  los  frutos; 
otras  reces  tiene  derecho  á  los  intereses  legales  de  la  cantidad  reclamada  desde 
esta  última  época,  é  desde  que  el  deudor  se  constituye  en  mora;  y  otras,  á  la  in- 
dlemnización  de  los  dafios  j  perjuicios  que  le  haya  causado  el  demandado  por  no 
haber  cumplido  la  obligación  contraída.  £n  todos  estos  casos,  que  la  nuera  ley 
no  especifica  porque  pertenece  al  derecho  ciril  el  determinarlos,  siempre  que  en 
la  demanda  se  haya  pedido,  además  de  la  cosa  objeto  principal  del  litigio,  el 
abono  de  frutos,  intereses,  dafios  ó  perjuicios,  el  juez  está  obligado  á  resolrer 
sobre  ello  en  la  sentencia,  pues  de  otro  modo  no  habría  entre  ésta  y  aquella  la 
congruencia  necesaria  para  su  ralides,  como  antes  hemos  indicado,  ror  esta 
misma  razón,  cuando  nada  se  haya  solicitado  sobre  ello  en  la  demanda,  el  juez 
fikltaría  á  su  deber  y  á  la  ley,  si  lo  acordase  en  la  sentencia,  la  cual  sería  nula  en 
este  extremo. 

Para  los  casos,  pues,  en  que  se  haya  pedido  y  proceda  la  condena  de  frutos, 
intereses,  daños  ó  peijuicios,  dispone  el  art.  360,  objeto  también  de  este  coqien- 
tario,  aue  en  la  sentencia  se  fije  su  importe  en  cantidad  líquida.  A  este  fin  las 
^rtes  deberán  hicer  la  prueba  conreniente,  ácuyo  resultado  habrá  deatraerseel 
juez  ó  tribunal  para  fijar  dicha  cantidad;  y  cuando  de  la  prueba  no  resultara, 
podrá  ''para  mejor  proreer"  acordar  la  práctica  de  cualquiera  de  las  diiigencias 
que  permite  el  art.  3^,  y  que  crea  conducentes,  aue  per  regla  general  lo  será  el 
aralúo,  y  en  algún  caso  también  la  coníesión  judicial  de  los  litigantes.  Esto  es 
lo  que  con  arreglo  á  las  prescripciones  generales  habrá  de  practicarse  para  la 
debida  ejecución  de  aquel  precepto,  consignado  también  en  las  leyes 25,  tít.  4.  ®  . 
lib.  5.  ®  ;  6  y  7,  tít.  16,  lib.  11  de  la  Norísima  Recopilación,  las  cuales  se  fundan 
para  mandarlo  así  en  que,  de  no  liquidarse  los  frutos  en  la  sentencia,  "resulta 
gran  dilación  en  el  fenecimiento  de  los  pleitos,  y  costas  alas  partes;"  prohibien- 
do además  por  la  misma  razón  que  se  remita  la  liquidación  a  contadores. 

Mas,  podrá  suceder  que  no  puedan  reunirse  en  el  proceso  datos  bastantes  para 

y  se  desestimaron  por  idéntico  motivo,  porque  estos  no  son  los  puntos  varios  li- 
tigiosos sobre  los  cuales  preceptúa  los  pronunciamientos  separados  el  art.  62 
(hoy  párrafo  último  del  359)  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (*'Sent.  del.^ 
de  Diciembre  de  1865.")  ...  *   . 

Cuando  la  demanda  contiene  varios  puntos  que  han  sido  discutidos  en  el  pleito, 
y  en  la  sentencia  se  hace  con  la  debida  separación  declaración  expresa  sobre  al- 
íennos de  ellos,  desestimándolas  demás  pretensiones  deducidas,  como  esta  cláu- 
sula general  comprende  todos  los  extremos  que  no  habían  sido  objeto  de  una 
resolución  especial,  está  ajustado  el  fallo,  á  lo  que  prescriben  la  ley  16,  tít.  ^, 
Partida  3.  *  y  los  artículos  61  y  62  (hoy  359)  de  la  de  Enjuiciamiento  civil. 
("Sent.  de  4  de  Mayo  de  1863.") 

"Cuando  la  sentencia  absuelve  de  la  demanda  porque,  ajuicio  de  la  Sala  sen- 
tenciadora, el  actor  no  ha  probado  su  acción,  cual  le  incumbía  hacerlo,  es  im- 
procedente (para  los  efectos  del  recurso  de  casación)  citar  como  infringidas  leyes 
relativas  al  fondo  de  la  cuestión  objeto  del  pleito,  si  á  la  vez  no  se  impugna 
fundadamente  la  apreciación  de  las  pruebas."  (*'Sont.  de  16  de  Enero  de  1882.") 

El  art.  359  de  la  nue^a  ley  de  Enjuiciamiento  civil  **no  prohibe  que  se  dicten 
en  la  sentencia  resoluciones  extrañas  al  pleito,  cuando  deban  tomarse  en  cum- 
plimiento de  otros  deberes,  en  cuyo  caso  se  halla  la  de  poner  en  conocimiento 
del  Delegado  de  Hacienda  el^  hecho  de  ejercer  el  recurrente  su  profesión  de  mé- 
dico sin  pagar  contribución  industrial;  y  se  declaró  que  por  contener  la  sen" 
tenciaesta  resolución,  que  no  había  solicitado  ninguna  de  las  partes,  no  infringía 
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^que  el  juez  forme  juicio  acerca  del  importe  en  que  deba  fijar  la  cantidad  líqvi- 
d»,  7^  como  entonces  el  obligarle  á  fijarla  daría  ocasión  á  iojusticias,  para  evitar 
este  inoonyeniente  dispone  dicho  articulo  que  por  lo  menos  se  establezcan  én  la 
sentencia  las  bases  con  arreglo  alas  cuales  deba  hacérsela  liquidación.  También 
eatas  bases  habrán  de  tener  su  apoyo  en  la  prueba  que  resulte  de  lot  autos,  puesto 
que  no  se  deja,  ni  debía  dejarse  al  arbitrio  judicial  el  fijarlas:  ellas  son  las  que 
han  de  servir  dé  norma  en  la  liquidación»  y  desde  luego  se  eomprende  que  el  re- 
sultado de  ésta  está  subordinado  á  aquellas,  como  aue  de  ellas  dependerá  el  que 
sea  mayor  ó.  menor  el  importe  de  la  cantidad  líquiaa  que  haya  de  abonarse. 

Dispone,  por  último,  este  artículo  que  "sólo  en  el  caso  de  no  per  posible  lo 
uno  ni  lo  otro/'  esto  es,  cuando  no  pueda  fijarse  en  cantidad  líquida  el  importe 
de  los  frutos,  intereses^  daños  ó  perjuicios,  ni  tampoco  establecerse  las  bases  con 
arreglo  á  l^s  cuáles  deba  hacerse  la  liquidación,  ''se  hará  la  condena  á  reserva 
de  fijar  su  importancia  y  hacerla  efectiva  en  la  ejecución  de  la  sentencia."  El 
art.  63  de  la  le-y  de  1855,  cuyo  párrato  1.  ^  es  igual  al  de  que  estamos  comentando, 
ordenó  para  este  úicimo  caso,  que  se  hiciera  la  condena,  reservando  alas  partes 
su  derecho  para  que  **en  eéro  juicio'  se  fije  su  importancia;  y  como  este  otro 
Juicio  tenía  que  ser  el  ordinario  con  sns  pesados  y  costosos  trámites,  resultaba 
casi  siempre  que  sus  gastos  importaban  mucho  tóás  que  los  frutos,  dafios  6  per- 
juicios reclamados.  Esto  era  notoriamente  irregular,  y  por  eso  se  ha  modificado 
tal  disposición  pr. 'viniéndose  ahora,  sin  detrimento  de  la  justicia,  que'en  la  sen- 
tencia se  haga,  cuatido  sea  procedente^  la  declaración  del  derecho  á  los  frutos,  6 
á  la  indemaización  de  daílos  y  perjuicios,  condenando  al  demandado  á  que  los 
abone,  y  hecha  esta  declaración,  que  es  lo  principal  y  lo  que  afecta  al  derecho 
de  los  litigantes,  ninguna  dificultad  puede  ofrecer  él  que  se  fije 'su  importancia 
y  se  haga  efectiva  ppr  los  trámites  breves  y  sencillos  que-se  establecen  en  los  ar- 
tículos 928  y  siguientes  para  la  ejecución  de  las  sentencias  que  coii tienen  tales 
condenas. 

Muy  raros  serán  los  casos  en  que  n6  puedan  fijarse  las  bases  para  la  liquida- 
ción, ó  en  que  no  rayan  indicadas  en  los  términos  de  )a  misma  sentencia.  Si  al 
conaenar  á  una  parte  á  ^ue  restituya  ó  entregue  á  la  otra  cierta  finca,  se  añade, 
''con  los  frutrós  prodiícidos  ó  debidos  producir  desde  la  contestación  á  la  de- 
manda," qtie  suele  ser  la  fórmula  más  corriente,  tenemos  en  esta  condena  las 
bases  con  arreglo  alas  cuales  hade  hacerse  la  liquidación,  que  son:  1.^  la  clase 
de  frutos  que  han  de  abonarse;  y  2.  ^  el  tiempo  o  período  dentro  de  cual  han  dd 
haber  sido  producidos.  Si  se  trata  del  pago  de  intereses,  necesariamente  ha  de 
fundarse  la  condena  en  la  mora  ó  en  el  pacto,  lo  cual  dará  también  las  bases 
I^ara  la  liquidación.  Y  en  cuanto  á  los  daños  ó  perjuicios,  como  el  que  \oi  recla- 
ma tiene  la  obligación  de  probar  haberlos  sufrido,  ó  la  existencia  de  ellos,  y  la 
culpa  del  que  se  supooíe  obligado  á  prestarlos,  pues  de  otro  modo  ño  puede  pros- 
perar 9a  demanda,  seí^Ati  tiene  declarado  d  Tribunal  Supremo  (1)  en  la  aprecia- 
ción de  esos  hechos  y  en  los  fundamentos  de  la  condena  estarán  las  bases  para  la 
liquidación,  cuando  no  haya  Elido  posible  fijar  sn  iinporte  en  eantídad  líquida. 
Pero  tanto  én  estos  casos,  como  cuando  sólo  se  haga  genéricamente  la  condena 
de  frutos,  daños  ó  perjuicios,  en  la  ejecncfón  de  la  sentenéia  se  fijará  su  impor- 
tancia con  áudienéia  de  ambas  partes,  por  el  procedimientp  que  se  establece  en 
los  artículos  928  y  siguientes. 

IV. 

''Reglas  para  absolver  ó  condenar  al  ddnpandado." — Nada  se  ordenó  sobre 
eíte  ptinto  en  la  1^  de  Enjuiciamiento  civil  de  1853*,  sin  duda  por  considerar^ 
lo  de  la  conjpelencia  del  Código  civil;  y  como  en  la  de.  bases  para  su  reforma 
no  se  autoriKÓ  al  Gobierno  para  legislar  acerca  de  ello,  tampoco  contiene  la 
mueva  ley  disposición  slguna  sobre  tan  importante  matei^ia.  Sin  embargo,  por 
la  relación  que  tiene  con  el  fondo  ó  requisitos  internos  de  las  sentencias,  cree- 
mos conveniente  aonsígnar  aquí,  como  de  aplicación  general,  las  reglas  que» 

(1)  Sentencias  de  12  de  Octubre  de  18t7,  íl  de  Marco  y  25  de  Mayo  de  1882 
:y  otras. 
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según  la  jarísprudcncia  antigua,  deben  tenerse  presentes  para  absolver  ó  con*- 
denar  al  demandado. 

**Actore  non  probante,  reus  est  absolvendus,"  es  un  axioma  del  derecho. 
'^Naturalmente,  dice  la  ley  1.  *,  tít.  14,  Partida  3.  •*,  pertenece  la  prueba  al' 
demandador,  cuando  la  otra  parte  negare  la  demanda,  6  la  cosa,  ó  «1  fecho  so- 
bre la  pregunta  que  le  face.  Ca  si  non  lo  probase,  deben  dar  por  quito  al  de-. 
mandado  de  aquella  cosa,  que  non  fue  probada  contra  él."  Esta  es  la  regla 
que  debe  seguirse,  sancionada  constantemente  por  el  Tribunal  Supremo: 
"siempre  que  el  demandante  no  pruebe  su  acción,  na  de  ser  absuelto  el  de* 
mandado;  y  la  razón  es,  porque  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario,  tiene  éste 
á  su  favor  la  presunción  de  ser  poseedor  legítimo  de  la  cosa  que  se  le  demanda, 
ó  de  no  haber  contraído  la  obligación  que  se  le  atribuye.  Mas,  si  el  actor  prue- 
ba cumplidamente  su  intención,  sin  haber  alegado  y  probado  el  demandado 
excepción  legítima  que  la  enerve  6  destruya,  entonces  éste  deberá  ser  conde- 
nado á  dar,  hacer  ó  dejar  do  hacer  lo  que  contenga  la  demanda,  ó  á  sufrir  las 
iionsecuencias  de  la  declaración  de  derechos  que  se  haya  solicitado. 

Otro  principio  de  derecho  en  esta  materia,  del  que  ya  hemos  hecho  una  li* 
gera  indicación  en  el  comentario  del  art.  340  (pág.  105  de  este  tomo),  es 
que  el  juez  debe  fallar  según  lo  alegado  y  probado  por  las  partes,  "secundum 
allcgata  et  probata,"  aun  cuando  de  propia  ciencia  sepa  lo  contrario:  cuyo 
principio,  combatido  en  este  extremo  por  algimos  canonistas  y  teólogos;  lo 
sostienen  Santo  Tomás  y  otros  muchos  como  necesario  para  evitar  la  arbitra- 
riedad judicial  y  todas  sus  fatales  consecuencias,  j  se  halla  también  sanciona- 
do por  nuestras  leyes  y  jurisprudencia.  Veáse,  si  no,  la  ley  3,  tít.  22,  Partida 
3.  '^f  que  hemos  citado  en  el  antedicho  comentario.  ^'Escodriñada  é  sabida  la 
verdad  del  pleyto,  debe  el  judgador  dar  su  juyzio,"  dice  también  la  ley  7  det 
mismo  título  y  Partida,  y  lo  mismo  se  consigna  en  otras  varias.  Pero  la  más 
terminante  para  nuestro  objeto  y  que,  por  tanto,  nos  parece  conveniente  repro- 
ducir, es  la  2.*,  tít.  16,  lib.  11  de  la  Novísima  Recopilación  (1):    "Establesce- 

mos,  dice,  así  en  los  pleytos  civiles  como  criminales,  que seyendo  hallada 

y  probada  la  verdad  del  fecho  por  el  proceso,  en  cualquier  de  las  instancias  que 
se  viere,  sobre  que  se  pueda  dar  cierta  sentencia,  los  jueces  que  conoscieren  de 
lo3  pleytos,  y  los  hobieren  de  librar,  "los  determinen  y  juzguen  según  la  ver- 
¿B,á  que  hallaren  probada  en  los  tales  pleytos." 

De  este  principio  y  del  otro  que  antes  hemos  sentado  se  deducen  las  reglas 
que  deben  observarse  para  absolver  ó  condenar  al  demandado.  Estas  regla» 
pueden  reducirse  á  dos:  1  .*  Siempre  que  el  demandante  no  pruebe  su  acción, 
ha  de  ser  el  demandado  absuelto  de  la  demanda.  2.^  Cuando  aquel  pruebe  cum~^ 

Í)lidamente  su  acción  en  todo  ó  parte,  éste  ha  de  ser  condenado  solamente  en 
o  que  resulte  ];>robado.  Esta  doctrina  ha  sido  sancionada  por  el  Tribunal  Su- 
premo en  multitud  de  sentencias. 

Podrá  suceder  que  el  demandante  no  pruebe  cumplidamente  su  acción,  ni  el 
demandado  sus  excepciones,  de  manera  que  quede  en  duda  la  verdad  del  pleito; 
ó  que  se  pruebo  otra  cosa  diferente  de  la  demandada:  en  estos  casos,  según  la 
opinión  de  autores  de  nota,  seguida  algunas  veces  en  la  práctica,  se  "absolvía 
de  la  instancia"  al  demandado.  Los  efectos  de  esta  absolución  son  dejar  abier- 
to el  juicio,  quedando  á  salvo  el  derecho  del  actor  para  entablar  de  nuevo  la 
demanda  en  la  forma  correspondiente,  á  diferencia  de  la  "absolución  de  la  de- 
manda," que  pone  fin  al  pleito  de  una  manera  favorable  al  demandado  en  tér-  ' 


(1)  Aunque  esta  ley,  en  cuanto  ordena  que  se  pueda  dar  sentencia  en  los 

Sleitos  civiles  probada  y  sabida  la  verdad,  "aunque  falte  alguna  de  las  solemni- 
ades  del  orden  de  los  juicios,"  ha  sido  derogada  por  la  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil,  según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  16,  27  y  ^  ^^ 
Junio  de  1866,  25  de  Junio  de  1875,  21  de  Febrero  de  1877  y  otras,  las  citamo» 
en  este  lugar  por  la  doctrina  que  contiene  conforme  al  principie  de  derecho, 
sancionado  también  por  el  mismo  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  7  de 
Enero  do  1861.  24  de  Noviembre  de  1866,  11  de  Junio  de  1869,  28  de  Marzo  de 
1870  y  otras,  de  que  "las  sentencias  deben  ser  conformes  á  lo  alegado  y  pro- 
bado." 


Digitized  by  VjOOQ IC 


LBY  DB  ElüJUICI AMIENTO  CIVIL  135 

minos  qne  queda  cerrada  la  puerta  á  toda  redamación  ulterior  sobre  el  mismo- 
asunto. 

¿Podrá  tener  hoy  lugar  en  algún  caso  dicha  absolución  de  la  instancia?  De 
ningún  modo.  Esta  a&olución  anómala,  si  bien  puede  ser  excusable  en  los  jui- 
cios criminales  por  el  interés  de  la  sociedad  en  que  no  quede  impune  ningún 
delito,  y  aún  también  en  ellos  se  halla  hoy  j>rohibida,  no  debe  tener  cabida  en 
Jos  ciyiíes,  porque  es  perjudicial  para  la  sociedad  y  sus  individuos  que  queden 
en  incierto  los  derechos  de  las  partes.  Así  es  que  nuestras  leyes  siempre  la  han 
rechazado  al  mandar,  como  antes  hemos  visto,  que  se  absuelva  ó  so  condene  al 
demandado;  que  se  le  dé  por  "quito"  ó  por  "vencido,"  siendo  de  lo  contrario 
nulo  el  juicio;  y  ni  lo  uno  ni  lo  otro  es  la  absolución  de  la  instancia.  As(  lo 
tiena  declarado  ol  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  29  de  Noviembre  de  1849^ 
dictada  en  un  recurso  de  nulidad  interpuesto  contra  una  sentencia  de  revista, 
por  la  cual  se  absolvió  de  la  instancia  al  demandado.  "Considerando,  dice,  que 
en  la  sentencia  de  revista  que  se  acaba  de  referir,  no  se  absuelve  al  duque  de 
Berwick,  Liria  y  Alba  de  la  demanda  deducida  por  los  vecinos  y  concejo  del  lu> 

fir  de  Ardanaz,  sino  solamente  de  la  instancia,  y  que  según  la  ley  15,  tít.  22, 
ártida3.^,  no  es  válido  el  juicio  en  que  no  se  absuelve  ó  condena  al  deman- 
dado; fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  expresado  re- 
curso de  nulidad." 

V. 

"Efectos  de  las  sentencias  firmes." — Diremos  también  algo  sobre  este  punto, 

Sero  sólo  en  cuanto  baste  al  objeto  de  estos  comentarios.  El  principal  objeto 
e  toda  sentencia  ejecutoria  es  que  los  litigantes  y  suh  herederos  quedan  obli- 
gados á  su  cumplimiento  y  á  estar  y  pasar  por  ella,  de  tal  modo,  que  si  no  lo 
liacen  voluntariamente,  podrán  set  compelidos  por  la  autoridad  judicial  en 
TÍrtud  de  las  facultades  que  tiene  por  la  Constitución  política  del  Estado,  na 
sólo  para  juzgar,  sino  también  para  hacer  que  se  ejecute  lo  juzgado.  "Afinado 
.fuyzio  (sentencia),  dice  la  ley  19  del  tít.  22,  Partida  3.*,  que  da  el  judgador 
entre  las  partes  derechamente ha  maravillosamente  gran  fuerza;  que  den- 


ííierza  el  juyzio,  que  también  se  puede  aprovechar  del  el  heredero  de  aquel  por 
qui  n  fué  dado,  como  él  mismo;  é  aun  todos  los  otros  á  quien  passare  el  señorío 
de  aquella  cosa  derechamente,  sobre  que  fué  dado:  é  en  esa  misma  manera  tie- 
ne daño  á  los  herederos  de  aquél  contra  quien  fiíesse  dado,  bien  como  á  él." 

Es  consecuencia  legítima  y  forzosa  de  este  precepto,  al  cual  puede  llamarse 
principio  ó  axioma  de  la  ciencia,  que  cuando  la  sentencia  sea  declaratoria  d 
condenatoria,  el  demandado,  v  sus  herederos  en  su  caso,  ( stán  obligados  á  su- 
frir las  consecuencias  de  aquella  declaración,  ó  á  cumplir  lo  que  se  hubiese 
mandado  en  la  sentencia;  y  si  no  lo  hacen,  se  procederá  á  su  ejecución  por  el 
juez  de  primera  instancia  que  hubiere  conocido  del  negocio,  por  los  trámi- 
tes y  en  la  forma  que  se  marcan  en  el  tít.  SP,  libro  2P  de  esta  ley  (artículos 
919  y  siguientes). 

Y  si  la  sentencia  es  absolutoria,  produce  perpetuamente  la  excepción  de  cosa 
juzgada  en  favor  del  demandado  absuelto  y  sus  herederos  ó  sucesores,  para  el 
caso  de  que  fuesen  nuevamente  demandados  por  el  actor  ó  los  suyos  sobre  aque- 
lla misma  cosa;  dicha  sentencia  impone  á  esto^  perpetuo  silencio,  y  por  regla 
general  no  pueden  volver  á  reproducir  su  demanda.  La  ley  de  Partida  antes  ci- 
tada es  terminante  sobre  este  particular;  en  su  último  período  dice  lo  siguien- 
te: * 'Otrosí  decimos,  que  si  el  demandado  fuere  dado  por  quito  en  juyzio  de 
aquella  cosa  que  le  demandan,  que  siempre  se  pueden  defender  él,  é  sus  here-^ 
deros,  por  razón  de  aquel  juyzio,  también  contra  aquel  que  le  demandaba,  co- 
mo contra  sus  herederos,  é  contra  todos  los  otros  que  ficics^n  demanda  por 
ellos,  6  en  su  nome." 

También  en  muchos  casos  es  efecto  de  la  absolución  la  condenación  en  cos- 
tas al  demandante;  pero  de  esto  nos  ocuparemos  en  el  comentario  del  de  ar- 
tículo 421. 
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Artículo  361. 

Los  Jueces  y  Tribunales  no  podrán,  bajo  ningún  pretexto,  apla- 
zar, dilatar  ni  negar  la  resolución  de  las  cuestiones  qué  hayan 
sido  discutidas  en  el  pleito. 

Artículo  362. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  los  Jueces  y 
Tribunales  cuando  hubieren  de  fundar  exclusivamente  la  senten- 
cia en  el  supuesto  de  la  existencia  de  un  delito,  suspenderán  el 
fallo  del  pleito  hasta  la  terminación  del  procedimiento  criminal^ 
si  oido  el  Ministerio  fiscal,  estimaren  procedente  la  formación  de 
causa. 

£1  auto  de  suspensión  será  apelable  en  ambos  efectos. 

El  primero  de  estos  dos  artículos  es  una  reproducción  literal  del  párrafo  2  ? 
del  61  de  la  ley  de  1855,  y  el  sejgnmdo  contiene  una  excepción,  no  consig^nada 
en  ninguna  de  las  leyes  anteriores,  de  la  regla  general  en  aquel  establecida. 
Examinaremos  primero  la  regla  y  después  la  excepción. 

í. 

En  el  art.  361  so  establece  la  regla  general  de  que  "los  jueces  y  tribunales  no 
podrán,  bajo  ningún  pretexto,  aplazar,  dilatar  ni  negar  la  resulución  de  las 
cuestiones  que  hayan  sido  discutidas  en  el  pleito."  "jBíuo  ningún  pretexto,"  ni 
aun  el  de  silencio,  oscuridad  ó  insuficiencia  de  la  ley.  Este  es  un  principio  que, 
si  bien  pudo  ser  combatido  en  el  sistema  antiguo  de  gobierno,  cuando  el  Bey 
administraba  la  justicia  y  reasumía  en  sí  todos  los  poderes  del  Estado,  en  el 
día  no  tiene  impugnación,,  y  se  halla  admitido  como  regla  general.  Y  no  puede 
ser  de  otro  modo,  si  el  poder  judicial  ha  de  ser  independiente  del  legislativo  y 
del  ejecutivo,  como  lo  es  en  España  por  la  Constitución  del  Estado.  Si  en  los 
casos  indicados,  el  juíz  hubiese  de  suspender  ru  fallo  para  consultar  la  resolu- 
ción al  poder  legislativo,  único  competente  para  hacer  ó  interpretar  auténtica- 
mente las  leyes,  sería  tanto  como  resignar  y  someter  á  éste  su  poder,  y  cesaría 
de  consiguiente  su  independencia:  esto  sin  contar  que  la  nueva  ley  que  se  hi- 
ciese para  aquel  caso  especial,  tendría  efecto  retroactivo  porque  se  habría  de 
aplicar  á  un  caso  preexistente,  á  lo  que  se  opone  otro  principio  de  la  ciencia  de 
gobernar. 

Mas,  no  se  entiendan  por  esto  derogadas  las  leyes  14,  título  1 P ,  I*artida  1.*, 
y  8.*,  tít.  2.®,  libro  3.®,  Nov.  Rec,  en  cuanto  se  refiere  á  esta  materia,  y  que 
en  su  consecuencia  los  tribunales  no  pueden  acudir  al  Gobierno  exponiendo» 
para  la  resolución  competente,  las  dudas  de  ley  v  demás  que  se  les  ocurra  re- 
lativo á  la  legislación;  facultad  que  les  concede  el  Reglamento  provisional  pa- 
ra la  administración  de  justicia  en  sus  artículos  86  y  90,  núm.  14.  Nada  tiene 
de  común  el  uno  con  el  otro  caso.  Cuando  la  práctica  haga  conocer  á  los  jue- 
ces y  tribunales  la  necjsidad  de  aclarar  alguna  ley  ó  de  que  se  forme  de  nuevo, 
poilrán  elevar  al  Gobierno,  por  conducto  de  su  superior  respectivo,  las  obser- 
vaciones oportunas  al  efecto,  pero  en  términos  generales  y  sin  concretarse  á 
negocios  pendientes  entre  partos;  y  el  Gobierno  por  sí,  Ó  acudiendo  á  las  Cortes, 
procurara  la  resolución  oportuna,  si  el  caso  lo  merece.  Pero  esta  resolución, 
esta  nueva  lé^  no  podrá  tenor  aPUcación  sino  á  los  casos  que  ocurran  en  lo  su- 
•cesiil'd,  y  de  ningún  modo  al  qu  e  pueda  haber  motivado  la  consulta,  y  üiucno 
menos  se  esperará  la  resolución  del  Gobierno  para  fallarlo. 

Tengan  presente  los  jueces  y  tribunales  que  incurren  en  grave  responsabili- 
dad por  aplazar,  dilatar  ó  n?gar  la  resolución  de  los  pleitos  que  ante  ellos  pen- 


Digitized  by  VjOOQ IC 


LEY  1>B  ENJÜXCIAMIBHTO  CIVIL  137 

dieren.  La  ley  11,  tft.  22,  Partida  3  * ,  á  pesar  de  permitir,  eigruiendo  el  aiste- 
láa  de  aquellos  tiempos,  que  se  elevase  al  Be^  para  su  resolución  el  pleito  en 
Que  el  juez  dudase  del  derecho  que  debía  aplicar,  añade:  "Pero  ningún  jud^- 
aor  non  debe  esto  facer  por  excusarse  de  trabajo,  nin  por  alongamiento  de 
pleytó,  nin  por  miedo,  niu  por  amor,  nin  desamor  que  haya  á  ninguna  de  las 
partes Ca  si  de  otra  guisa  lo  ficiesse,  debe  por  ende  recebir  pena,  según  en- 
tendiere el  Rey  que  la  merece."  Más  terminante  y  de  aplicación  al  presente 
caso  03  el  art.  368  del  Código  penal  vigente  de  1870:  **E1  Juez,  dice,  que  se 
ne¿are  á  juzgar,  so  pretexto  de  oscuridad,  insuficiencia  ó  silencio  de  la  ley,  se- 
rá castigado  con  la  pena  de  suspensión.  En  la  misma  pena  incurrirá  el  Jues 
culpable  de  retardo  malicioso  en  la  administración  de  justicia."  De  manera 
que  aquí  están  comprendidos  los  tres  casos  de  que  habla  el  artículo  que  estamos 
comentando;  "aplazar,  dilatar  ó  negar"  la  resolución.  Y  nótese  que  en  el  pri- 
mer párrafo  de  dicho  artículo  se  suprimió  el  adverbio  "maliciosamente,"  que 
contenía  el  del  272  del  Código  anterior  de  1850;  de  suerte  que  hoy  constituye 
delito  el  hecho  de  "ne^ar"  la  resolución,  con  malicia  ó  sin  ella,  y  ol  "aplazar- 
la ó  dilatarla"  lo  constituirá  cuando  sea  malicioso  el  retardo;  si  no  lo  fuesse, 
merecerá  la  corrección  disciplinaria  que  se  previene  en  el  art.  375  de  la  pre- 
sente ley. 

¿Deberá  considerarse  comprendida  en  este  caso  la  "omisión"  del  juez  en  re- 
solver algunos  de  los  puntos  litigiosos?  Indudablemente  <3[ue  sí.  El  juez  está 
obligado  á  dar  su  resolución  sobre  todos  los  puntos  ó  cuestiones  que  se  hayan 
discutido  en  el  pleito;  de  otro  modo  la  sentencia  no  sería  conforme  a  la  demanda 
y  demás  pretensiones  do  las  partes,  y  se  infringiría  el  art.  359.  Antes  de  pronun- 
ciar sentencia,  debe  estudiar  todos  los  puntos  de  hecho  y  de  derecho  que  se  han 
discutido,  para  consignarlos  en  los  fundamentos  de  la  misma  y  dar  sobre  ello» 
su  fallo;  si  por  inadvertencia  ó  por  malicia  * 'omite"  alguno,  equivale,  si  no  á 
"negar,"  por  lomónos  á  "aplazar"  la  resol  nción  sobre  aquel  punto,  y  por  consi- 
guiente, tendrán  aplicación  á  este  caso  las  disposiciones  del  artículo  que  esta- 
mos comentando  y  demás  antea  citadas.  Lo  mismo  será  si  se  negase,  dilatara  6 
aplazase  la  resolución  de  algún  incidente:  esta  es  una  cuestión  que  se  discuto 
en  el  pleito  y  que  debe  resolverse,  y  por  lo  tanto  está  también  comprendido  es- 
te caso  en  la  letra  y  espíritu  de  la  ley.  Mas  si  el  punto,  aunque  indicado  en  los 
autos,  no  hubiese  sido  discutido,  ó  no  se  hubiere  alegado  en  tiempo  oportuno, 
como  que  entonces  no  debe  recaei*  resolución  sobre  el  en  aquel  juicio  ó  instan- 
cia, el  juez  no  sólo  podrá,  sino  que  deberá  omitir  su  resolución  sin  incurrir  en 
responsabilidad. 

Si  loa  jueces  y  tribunales  no  pueden  bajo  ningún  protexto,  como  hemos  vis- 
to, aplazar,  dilatar,  negar  ni  omitir  la  resolución  de  laa  cuestiones  que  hayan 
«ido  discutidas  en  el  pleito,  ¿qué  harán  cuando  no  haya  ley  que  resuelva  el  ca- 
so, ó  cuando  duden  del  derecho  de  las  partes? — 'En  primer  lugar,  si  hay  costumbre 
?[ue  haya  adquirido  fuerza  de  ley,  á  ella  deberán  sujetarse,  como  lo  ordena  la 
ey  6.*,  tít.  2P ,  Pat.'l  .* :  en  su  defecto,  seguirán ló  que  se  halle  establecido  por 
la  ley  para  casos  semejantes  ó  que  tengan  analogía  con  el  do  que  se  trate,  toda 
Tez  que  según  una  regla  del  derecho,  la  36,  tít.  33,  Partida  7.**,  se  puede  juz- 
gar '^or  otro  caso  de  ley  semejante^  que  se  fallase  en  escripto:"  á  falta  do  lo 
uno  y  de  lo  otro,  debe  recurrirse  á  la  doctrina  legal  admitida  por  la  jurispru- 
dencia de  los  tribunales,  como  se  deduce  del  art.  1692;  y  en  defecto  de  todo  se 
apelará  á  los  principios  generales  del  derecho  y  á  lo  que  dicta  la  razón  natural, 
"Defitoieute  le^e  et  consuetudine,  recurrendum  est  ad  rationen  naturalem,"  di- 
ce Antonio  G^ez  en  el  comentario  de  la  ley  1  .*  de  Toío,  núm.  9.  Será  difícil 
se  presente  ningún  caso  que  no  so  halle  resuelto  pOl*  ía  ley,  la  costumbre  ó  la 
jurisprudeitcia;  y  si  en  último  término  se  hubiese  de  apelar  á  los  principios  ge- 
neutles  del  derecho,  habrá  de  seguirse  siempre  la  opinión  más  probable.  Eñ 
caso  de  duda,  debe  ser  absuelto  el  demandado:  "in  oubiis,  reus  est  abisolvén- 
dus,"  según  una  regla  del  derecho;  y  según  otra,  "in  parí  causa,  melior  est 
-conditio  possidentis."  Estas  son  las  r^as  á  que  habrán  de  sujetarse  los  jueces 
y  tribunales  en  el  caso  de  que  se  trata. 

ÍI. 

JPer  la  relación  que  tiene  con  el  art.  361  y  con  la  doctrina  antes  expuesta,  ere- 
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emos  conveniente  examinar  en  este  luf^^ar  una  cuestión  de  importancia,  á  saberr 
Cuando  en  la  sentencia  de  primera  instancia  se  haya  omitido  h  resolución  de 
alguna  de  las  cuestiones  propuestas  j^  discutidas  oportunamente  en  el  pleito, 
¿tendrá  competencia  el  tribunal  superior,  si  se  apela  de  la  sentencia,  para  suplir 
dicha  omisión,  dictando  su  fallo  sobre  la  cuestión  ó  punto  omitido  por  el  juez- 
inferior? 

Nos  induce  á  plantear  y  resolver  esta  cuestión  el  recuerdo  de  un  caso  práctico. 
£n  un  pleito  ordinario,  el  demandado  propuso  reconvención  al  contestar  á  la- 
demanda,  y  aunque  se  sustanció  en  ftrma,  el  jues  de  primera  instancia  se  olvi- 
dó de  resolver  sobre  ella  al  &llar  el  pleito.  Interpuesta  apelación,  el  demanda- 
do insistió  en  sus  pretensiones;  pero  la  Audiencia,  considerando  que  el  iuez  ha- 
bía omitido  fallar  sobre  la  reconvención,  confirmó  la  sentencia  apelada,  man- 
dando que  ejecutoriada  que  fuese,  se  devolvieran  los  autos  al  juez  de  primera 
instancia  para  que,  con  citación  de  las  partes,  dictara  sentencia  respecto  de  los 
puntos  objeto  de  la  reconvención.  Así  se  hizo,  pbr  haber  quedado  firme  aquella 
sentencia:  de  la  segunda  que  el  juez  dictó  absolviendo  de  la  reconvención,  apeló 
el  demandado,  y  seguido  este  segando  recurso  por  todos  sus  trámites,  contra  la 
«entencia  confirmatoria  que  en  él  recayó  se  interpuso  el  de  casación,  por  cuya 
medio  llegó  á  conocimiento  del  Tribunal  Supremo  que  la  Audiencia  se  había 
abstenido  de  fallar  sobre  la  reconvención  sin  otro  fundamento  que  el  de  no  con- 
tener la  sentencia  de  primera  instancia  pronunciamiento  algtino  acerca  de  ella^ 
El  Tribunal  Supremo  estimó  ilegal  este  procedimiento,  y  debió  hacer  la  preven- 
ción oportuna  á  la  Audiencia  en  acuerdo  reservado,  como  se  deduce  de  la  fórmu- 
la y  "lo  acordado,'*  empleada  en  la  sentencia  por  la  cual  resolvió  dicho  recurso 
de  casación,  que  tenemos  á  la  vista,  y  cuya  fecha  no  citamos  por  consideracio- 
nes que  comprenderán  nuestros  lectores. 

Y  con  efecto;  en  el  caso  expuesto,  al  abstenerse  la  Audiencia  de  fallar  sobre 
la  reconvención  porque  respecto  de  ella  no  contenía  pronunciamiento  alguno  la 
sentencia  de  primera  instancia,  faltó,  por  una  parte,  al  precepto  terminante  de 
los  artículos  361  y  544  de  la  presente  ley,  que  imponen  á  los  jueces  y  tribunales 
el  deber,  ineludible  bajo  ningún  pretexto,  de  resolver  todas  las  cuestiones  pro- 
puestas oportunamente  y  discutidas  en  el  pleito,  y  de  hacerlo  sobre  la  reconven- 
ción en  la  misma  sentencia  que  se  dicte  sobre  la  demanda  principal;  y  por  otra, 
al  principio  inconcuso  de  procedimiento  civil,  de  que  el  tribunal  de  alzada  tie- 
ne competencia  para  conocer  de  todas  las  cuestiones  propuestas  oportunamente 
y  discutidas  en  la  primera  instancia,  y  el  deber  de  decidirlas,  siempre  que  la 
apelación  ne  se  concrete  á  puntos  determinados. 

Conforme,  pues,  á  esta  doctrina,  cuando  se  apela  de  una  sentencia  definitiva 
en  todos  sus  extremos,  sin  limitar  la  apelación  á  un  punto  concreto,  el  tribunal 
superior  tiene  competencia  para  conocer  de  todo  el  pleito,  ó  sea  de  todas  las 
cuestiones  que  hayan  sido  planteadas  en  tiempo  y  forma  y  discutidas  en  laprime- 
ra  instancia,  y  el  deber  de  decidirlas,  inclusas  aquellas  respecto  de  las  cuales  no 
contenga  pronunciamiento  alguno  la  sentencia  apelada,  sin  que  pueda  aplazar, 
dilatar  ni  negar  la  resolución  bajo  ningrún  pretexto,  como  ordena  el  art.  361 
^ue  estamos  comentando,  y  mucho  menos  devolveí  los  autos  al  juez  de  primera 
instancia  para  (]ue  dicte  su  fallo  sobre  los  extremos  que  hubiese  omitido,  por- 
gue este  procedimiento  no  lo  autoriza  la  ley.  No  son  raros  los  casos  en  que  loa 
jueces  nada  resuelven  acerca  del  abono  de  frutos,  intereses,  daños,  peijuicios  6 
costas,  á  pesar  do  haberse  pedido  en  la  demanda,  sin  que  por  ello  se  hajran  abs- 
tenido los  tribunales  superiores  de  resolver  sobre  dichos  extremos,  en  virtud  de 
la  apelación;  y  lo  propio  ha  de  entenderse  respecto  de  la  reconvención  y  de  las 


tiganteslos  perjuicios  consiguientes. 

III. 

Como  excepción  de  la  regla  general  antes  expuesta,  consignada  en  el  art.  361, 
86  ordena  en  el  362,  que  cuando  los  jueces  y  tribunales  hubieren  de  fundar  "ex- 
clusivamente'' la  sentencia  en  el  supuesto  de  la  existencia  de  un  delito,  suspen- 
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derán  ó  aplazarán  el  fallo  del  pleito  hasta  la  terminación  del  procedimiento  cri<- 
minal,  ni  oído  el  Ministerio  fiscal,  estimaren  procedente  la  formación  de  causa. 
Esta  disposición  es  nueva,  pues  no  tiene  concordante  en  ninguna  de  las  leyes 
anteriores,  y  el  caso  á  que  se  refiere  es  distinto  del  que  se  determina  en  el  ar- 
tículo 291  de  la  ley  anterior  de  1855,  reproducido  en  el  514  de  la  presente.  Vea- 
mas  sus  diferencias  para  que  no  se  confundan  y  puedan  aplicarse  á  sus  casos- 
respectivos. 

Dicho  art.  514  se  refiere  al  caso  en  que,  presentado  en  juicio  un  documento  en 
el  que  funde  su  derecho  la  parte  que  lo  presente,  lo  redarguya  de  falso  la  con- 
traria entablando  la  acción  criminal  correspondiente  en  descubrimiento  del  de- 
lito y  de  su  autor:  en  este  caso,  luego  que  se  acredite  haber  sido  admitida  la 
querella,  debe  suspenderse  el  curso  del  pleito  en  el  estado  en  que  se  halle,  para 
continuarlo  luego  que  recaiga  ejecutoria  en  la  causa  criminal,  según  se  expon- 
drá más  ampliamente  en  el  comentario  de  dicho  artículo.  Otro  muy  distinto  es 
el  caso  del  362,  que  estamos  comentando:  no  se  trata  en  él  exclusivamente  de  un' 
documento  redargüido  de  falso,  sino  de  la  alegación  y  prueba  do  un  hecho  cri- 
minal, sea  delito  ó  falta,  que  obli^e  al  demandado  á  la  restitución,  reparación 
del  dafio  ó  indemnización  de  perjuici^<^ue  sean  objeto  de  la  demanda;  esto  es, 
se  refiere  al  caso  en  que  la  acción  cÍTff%]erc¡tada  sea  de  las  que  nacen  de  un  de- 
lito ó  falta,  y  se  funde  exclusivamente  en  la  existencia  del  hecho  criminal,  ori- 
gen  de  la  responsabilidad  civil  reclamada.  £n  tal  caso,  como  el  objeto  de  la» 
pruebas  habrá  sido  justificar  la  existencia  del  delito,  si  al  apreciarlas  después 
de  concluso  el  pleito  para  sentencia,  y  no  durante  su  curso,  estima  el  juzgador 

E robado  el  hecno  ciiminal,  y  este  ha  de  ser  el  único  fundamento  de  su  fallo,  de- 
9  suspenderlo  ó  aplazarlo  hasta  la  terminación  del  procedimiento  criminal  sy, 
oído  el  Ministerio  fiscal,  estima  procedente  y  acuerda  la  formación  de  causa. 

No  era  esto  lo  que  venía  praoticándo<«e.  Como,  según  el  precepto  absoluto  del 
art.  61  de  la  lev  de  1855,  los  jueces  y  tribunales  no  podían,  bajo  ningún  pretex- 
to, aplazar  ni  dilatar  la  resolución  de  las  cuestiones  discutidas  en  el  pleito,  se 
veían  obligados  á  dictar  su  fallo  en  todo  caso,  y  si  estimaban  probada  la  exis- 
tencia del  delito  que  había  servido  de  Ihndamento  á  la  acción  civil,  condenaban 
al  demandado,  oraenando  en  la  misma  sentencia  que,  luego  que  esta  fuere  firme, 
«e  sacara  el  tanto  de  culpa  para  proceder  criminalmente  contra  él.  Pero  puede 
eoceder  con  este  procedimiento,  y  ha  ocurrido  ya,  ^ue  en  la  causa  criminal  sea 
absuelto  el  acusado  por  no  haberse  probado,  á  juicio  del  tribunal,  la  existencia 
del  delito,  é  por  estimar  gue  no  lo  constituía  el  hecho  denunciado,  resultando 
así  el  conflicto  y  contradicción  consiguientes  entre  las  dos  ejecutorias,  que  fun- 
dadas en  un  mismo  hecho,  condena  la  una  y  absuelve  la  otra  á  la  persona  á  quien 
ese  hecho  se  atribuye. 

^  Preciso  era  en  interés  de  la  justicia  salvar  ese  conflicto  ocurrido  ya  en  la  prác- 
tica, y  con  este  objeto  se  adicionó  en  la  nueva  ley  el  artículo  que  estamos  exa- 
minando. Saben  nuestros  lectores  que  de  los  delitos  y  faltas  nacen  dos  acciones, 
una  penal  y  otra  civil,  las  cuales  pueden  ejercitarse  junta  ó  separadamente,  pere 
estando  siempre  subordinada  la  civil  á  la  penal,  de  suerte  que  mientras  esta  se 
halle  pendiente,  no  puede  ejercitarse  aquella,  y  si  .«e  promoviere  antes  la  civil, 
ba  de  suspenderse  el  curso  del  pleito,  luego  que  se  forme  causa  criminal,  hasta 
que  recaiga  en  esta  sentencia  firme.  Así  se  establece,  conforme  á  los  buenos 
principios,  en  los  artículos  1 11  al{117  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  y  de 
conformidad  con  esta  doctrina  ha  sido  dictada  la  disposición  del  artículo  362. 
NótéBe  que  sólo  puede  aplicarse  al  caso  en  que  la  sentencia  del  pleito  haya  de 
fundarse  "exclusivamente^'  en  el  supuesto  de  la  existencia  de  un  deliro,  de  suer- 
te que.  aun  cuando  este  exista  y  haya  de  formarse  causa  de  oficio,  si  puede  fun- 
4añe  la  sentencia  en  otras  razones,  no  debe  suspenderse  el  fallo.  Se  comprende- 
rá más  fácilmente  este  punto  con  un  ejemplo  de  cada  caso. 

£1  que  recibe  en  deposito  una  cantidad  de  dinero,  queda  obligado  á  devolvere- 
la  al  depositante,  cuando  éste  la  reclame,  y  si  no  lo  verifica  por  haberla  distraí- 
do,  comete  el  delito  de  estala,  previsto  y  penado  en  el  art.  548  núm.  5.  ^  del 
Código  penal  vigente.  El  depositante  ejercita  únicamente  la  acción  civil  para 
reclamar  la  devolución  del  dopósito,  justificando  cumplidamente  la  constitución 
de  este.  En  tal  caso,  como  la  sentencia  no  ha  de  fundarse  exclusivamente  en  el 
«upuesto  de  la  existencia  del  delito,  sino  principalmente  en  el  contrato  del  de*> 
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pósito,  áeberá  faUarse  el  pleito  Iviego  que  tenga  estado  para  ello,  oondenando  ál 
-demandado  y  mandarído  á  la  ves  que  se  saque  el  tanto  de  cul])a  y  se  proceda  eii- 
minalmeflte  por  el  delito  de  estafa.  Aunque  en  la  ciusa  criminal  sea  absuelto  él 
depositario,  por  estimarse  que  el  supuesto  depósito  era  en  realidad  un  préstamo, 
6  por  otro  motiro,  no  resulta  contrariedad  entre  las  dos  ejecutorias,  ni  oonflie- 
to  de  ninguna  clase,  porque  el  fallo  del  pleito  se  fundó  en  el  contrato  que  por  sí 
solo  tiene  fuerza  obligatoria,  existiera  ó  no  el  delito  de  estafa. 
Otro  caso.  Según  el  art.  530  de  dicho  código,  son  reos  de  hurto  los  dafiadores 

Í|ue  sustrajeren  ó  utilisaren  los  frutos  ú  objeto  del  dafio  causado.  Sin  haberse 
ormado  eausa  para  U  averiguación  y  castigo  de  este  delito,  el  perjudicado  enta- 
bla la  acción  civil  contra  el  dañador  para  que  le  repare  el  dafio  causado  ó  le  in- 
demnice los  perjuicios,  y  llegado  el  caso  de  fallar  este  pleito,  estima  el  juez  pro- 
bada la  existencia  del  delito.  En  este  caso,  como  la  responsabilidad  civil  nace 
del  delito,  y  en  el  supuesto  de  su  existencia  ha  de  fundarse  exclusivamente  el 
fallo  del  pleito,  es  inaispensable  que  este  se  suspenda  hasta  que  por  el  tribunal 
competente  se  dicte  sentencia  firme  en  la  causa  criminal,  que  se  mandará  for- 
mar sacando  el  tanto  de  culpa,  si  todavía  no  se  hubiere  incoado.  De  este  modo  se 
evita  el  peligro  de  que  haya  contrariedad  entre  las  dos  ejecutorias,  pues  si  en  la 
criminal  fuese  absuelto  el  procesado,  deberá  serlo  también  en  la  civil,  por  faltar 
el  fundamento  de  la  responsabilidad,  y  si  en  aquella  fuere  condenado,  lo  será 
igualmente  en  esta. 

Sólo  puede  ocurrir  un  caso,  no  previsto  en  el  artículo  que  estamos  comentan* 
do,  en  el  que  no  deberá  suspenderse  el  fallo  del  pleito,  aunque  la  sentencia  habr* 
de  fundarse  exclusivamente  en  el  supuesto  de  la  existencia  de  un  delito.  Est© 
caso  es  el  determinado  en  el  párrafo  2.  ®  del  art.  112  de  la  ley  de  Enjuiciamien 
to  criminal.  En  él  se  dispone  que  "bí  se  ejercitase  sólo  la  acción  civil  que  nace 
de  un  delito  do  los  que  no  pueden  per  seguirse  sino  en  virtud  de  querella  particu- 
lar, se  considerará  extinguida  desde  luego  la  acción  penal."  Por  consiguiente, 
en  el  delito  de  estupro,  por  ejemplo,  si  la  representación  de  la  estuprada  entabl» 
sólo  la  acción  civil  pidiendo  se  condene  al  estuprador  á  que  dote  á  la  ofendida, 
y  en  su  caso  á  que  reconozca  y  mantenfb  la  prole,  como  por  este  sólo  hecho  te 
entiende  renunciada  y  queda  extinguida  la  acción  penal,  no  puede  ya  mandarse 
que  se  proceda  á  la  formación  de  causa,  y  por  tanto  sería  improcedente  la  sus- 
pensión del  pleito,  el  que  habrá  da  fallarse  cuando  tenga  eetwde  apreciando  en 
la  sentencia  las  pruebas  sobre  la  existencia  del  delito  de  estupro,  del  que  nace 
la  responsabilidad  civil  objeto  de  la  demanda. 

^  Concluiremos  indicando  el  procedimiento  que  habrá  de  seguirse  para  la  ejecu- 
ción de  lo  que  se  ordena  en  el  art.  362.  Después  de  la  vista  ó  de  la  conclusión 
para  sentencia  definitiva,  y  dentro  del  término  para  dictarla,  si  el  juez,  ó  la  Sa- 
la en  su  caso,  estima  probada  la  existencia  del  delito  del  que  nazca  la  acción 
civil  ejercitada  en  el  pleito,  y  que  e^e,  y  no  otro,  ha  de  ser  el  fundamento  del 
fallo,  acordará  que  con  suspensión  del  término  para  dictar  sentencia  se  pasen 
los  autos  al  ministerio  fiscal  á  fin  de  que  emita  su  dictamen  sobre  si  procede  6 
no  la  formación  de  causa.  Esta  providencia  se  notificará  á  las  partes,  pero  sin 
darles  audiencia  sobre  este  incidente.  Y  con  vista  del  dictamen  fiscal,  acordará 
por  medio  de  auto,  que  se  proceda  á  la  formoción  de  causa  en  averiguación  del 
delito  de  que  se  trate  y  de  su  autor,  librándose  para  ello  el  oportuno  testimonio 
con  el  tanto  de  culpa  que  resulte  de  los  autos,  y  que  quede  en  suspenso  el  tallo 
del  pleito  hasta  la  terminación  del  procedimiento  criminal,  que  á  su  tiempo  se 
hará  constar  en  los  autos  por  medio  de  testimonio  y  se  dará  cuenta.  No  tendrá 
luear  este  procedimiento  y  se  fallará  desde  luego  el  pleito,  ctiando  el  juez  ó  tri- 
bunal estime  que  procede  la  absolución  de  la  demanda  por  no  haber  probado  sa 
acción  el  demandante. 

Cuando  este  auto  lo  dicte  la  Audiencia,  deberá  mamdar  que  se  remita  el  tan- 
to de  eulpa  al  juez  instructor  á  (^uien  corresponda  la  formación  de  ta  causa;  y 
si  lo  dictare  un  juek  de  primera  instancia  que  no  sea  el  competente  pira  cono- 
cer del  delito,  deberá  también  remitir  el  testimonio  al  que  sea  competente,  ooii 
eneargo  de  que  pohg%  en  su  corioeimientoel  resultado  do  la  causa  don  testlmo* 
nio  de  la  sentencia  ó  resolución  firme  que  ponga  término  á  la  misma. 

Dicho  auto  mandando  suspender  el  fallo  del  pleito,  ser»  apelable  en  ambo» 
.  efectos,  si  lo  dietáre  Un  juez  de  primera  instancia:  así  lo  orden»  el  párrafo  últá» 
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mo  ^el  art.  362,  en  consideración  al  perjaicio  ^ue  pnede  ocasionar.  El  término 
para  interponer  la  apelación  deberá  ser  el  de  cinco  días,  i^r  ser.  dicho  auto  dñ 
los  comprendidos  en  el  art.  382.  Cuando  lo  dicte  la  Audiencia,  y  también  el 
Tribuna]  Supremo,  como  podrá  suceder  si  casare  la  sentencia  que  liubiere  ab- 
suelto  al  demandado,  procederá  el  recurso  de  aiipUca,  conforme  á  los  artículos 
402  y  405. 

Terminado  el  procedimiento  criminal,  deberá  unirse  á  los  autos  ciriles  testi- 
monio de  la  resolución  firme  que  en  él  haya  recaído,  y  se  mandari  que  se  trai- 
gan á  la  viata  con  citación  de  las  partes  para  dictar  la  sentencia.  Si  cuaxidiO 
llegue  este  caso  formaran  la  Sala  los  mismos  magistrados  qAie  asistieron  á  ]« 
rista,  dictarán  su  fallo  sin  necesidad  de  nuera  vista;  pero  si  por  fallecimiento, 
traslación  ú  otro  motivo,  no  pudieren  asistir  algunos  á  la  votación  y  no  que- 
daren los  necesaries  para  foimar  mayoría,  como  aterá  lo  más  probable,  habrá  de 
procederse  á  nueva  vista  con  asistencia  de  los  magistrados  que  hubieren  concu- 
rrido á  la  anterior  y  de  aquel  ó  aquellos  que  deban  reemplazar  á  los  que  falten, 
según  se  previene  en  el  párrafo  último  del  art.  347  para  un  caso  análogo.  Cuan- 
do el  caso  ocurra  en  la  primera  instancia  y  se  hubiese  celebrado  vista,  deberá 
re^tirse  este  acto  si  no  desempeñase  el  juzgado  el  mismo  juez  que  asistió  i  la 
primera. 

Téngase  presente,  por  último,  que  el  art.  362  supone  que  el  pleito  ha  llegado 
al  estado  de  sentencia  sin  que  se  haya  incoado  el  juicio  criminal  sobre  el  delito 
del  cual  nazca  la  acción  civil  en  aquel  ejercitada:  en  este  caso  se  hará  lo  que  di- 
cho artículo  ordena.  Pero  si  durante  la  sustanciación  del  juicio  civil  se  promo- 
viese el  criminal,  luego  que  esto  ocurra  ha  de  suspenderse  el  curso  de  aquel  en 
•1  estado  en  que  se  halle,  hasta  que  recaiga  sentencia  firme  en  la  causa  crimi- 
nal. Así  lo  ordena  el  art.  114  de  !a  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  de  14  de 
Septiembre  de  1882,  pre?inieodo  además,  que  "promovido  juicio  criminal  en 
averiguación  de  un  delito  ó  falta,  no  podrá  seguirse  pleito  sobre  el  mismo  he- 
cho," en  razón  á  que,  por  regla  general,  mientras  esté  pendiente  la  acción  pe- 
nal, no  puede  ejercitarse  separadamente  la  civil  hasta  que  aquella  haya  sido 
resuelta  en  sentencia  firme,  según  lo  declara  también  dicna  ley  en  su  art.  111. 

Artículo  363. 

Tampoco  podrán  los  Jueces  y  Tribunales  variar  ni  modificar 
sus  sentencias  después  de  firmadas,  pero  sí  aclarar  algán  concep- 
to oscuro,  ó  suplir  cualquiera  omisión  que  contengan  sobre  pun- 
to discutido  en  el  litigio. 

.Estas  aclaraciones  ó  adiciones  podrán  hacerse  de  oficio  dentro 
del  día  hábil  siguiente  al  de  la  publicación  de  la  sentencia,  ó  á 
instancia  de  parte,  presentada  dentro  del  día  siguiente  al  de  la 
notificación. 

En  e%te  último  caso,  el  Juez  ó  Tribunal  resolverá  lo  que  esti- 
me procedente  dentro  del  día  siguiente  al  de  la  presentación  del 
escrito  en  que  so  solicite  la  aclaración. 

Concuerda  con  el  art.  77  de  la  ley  anterior  de  1855  y  cOíU  el  695  de  la  orgá- 
nica de  1870,  aceptando  y  completando  las  modificaciones  que  este  introdujo  en 
aquel.  £n  todos  ello» se  sanciona  el  principio  inconcuso  de  que  los  jueces  y  tri- 
bunales no  pueden  variar  ni  modificar  sus  sentencias  una  vez  pronunciadas. 
También  convienen  en  que  podrán  aclarar  algúa  concepto  oscuro,  ósuplircual- 
q^uiera  omisión  que  estas  contengan  sobre  punto  disentido  en  el  pleito.  Fero  eoa 
ia  ley  de  1855  se  previno  que  estas  aclaraciones  ó  adiciones  sólo  podrían  hacerse 
■á  instancia  de  parte,  si  se  solicitaban  dentro  del  día  siguiente  al  de  la  notifica- 
ción, y  no  se  fijó  término  para  decretarlas,  y  en  la  orgánica,  restableciendo 
nuestro  antiguo  derecho,  se  estableció  como  en  la  presente,  que  los  jueces  y  tri- 
Iranales  pod^n  hacer  uso  de  dicha  facultad,  no  sólo  á  instancia  de  parte,  8Ín<> 
también  de  oficio,  y  se  fija  plazo  para  solicitarlas  y  decretarlas. 
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También  las  leyes  3.  *  y  4,  « ,  tífc.  22,  Part.  3.  * ,  y  la  30.  tít.  1,  © ,  libro  5.  ® 
.NoT.  Itec.,  disponen  que,  una  vez  pronunciada  la  sentencia,  no  pueda  yariarse 
ni  modificarse  cosa  alguna  de.eiia  por  el  mismo  juee  ó  tribunal  que  la  pronun- 
ció: ''Tal  juysio  como  este  (la  sentencia  definitiva),  dice  la  ley  primera  de  las 
citadas,  pues  que  una  rez  oriere  bien  ó  mal  judiado,  non  lo  puede  toller,  nin 

mudar  aquel  juez  que  lo  judgó Pero  si  el  judgador  oriese  dado  juyzio  acá* 

bado  sobre  la  cosa  principal,  é  non  oviese  fablado  en  aquel  juyzio  de  los  fmtos 
é  de  la  renta  della,  6  non  oriesse  condenado  á  la  parte,  contra  quien  ñiesse  dado 
el  juyzio,  en  las  costas;  &  si  por  aventura  oviesse  judgado  en  razón  destas  cosas» 
más  ó  menos  que  non  deriesse;  bien  puede  tod<»  judgador  emendar  é  enderezar 
su  juyzio  en  razón  dellas,  en  la  manera  que  entendiere  que  lo  deve  facer  según 
derecho.  £  esto  ha  de  facer  tan  solamente  en  aquel  día  que  dio  la  sentencia» 
ea  después  non  lo  podría  facer,  como  quier  que  laa  palabras  de  su  juyzio  bien 
las  puede  mudar  después,  é  ]>oner  otras  más  apuestas;  non  camiandó  la  fuerza» 
ni  el  entendimiento  del  juyzio  que  diera." 

Estos  mismos  principios  han  sido  sancionados  por  el  artículo  que  estamo» 
comentando,  cuya  teoría  está  fundada  en  la  equidad,  en  la  conreniencia  y  en 
axiomas  inmutables  del  derecho.  Según  él,  ni  los  jueces  ni  los  tribunales  po- 
drán variar  ni  modificar  sus  sentencias  después  de  firmadas;  v  la  razón  es,  por- 
que la  sentencia  pone  fin  al  pleito  ó  incidente  debatido,  r  allí  cesa  la  jurisdic- 
ción del  que  la  dictó  para  conocer  del  fondo  de  la  cuestión:  bien  ó  mal  juzgado, 
como  dice  ia  le^  de  Partida,  el  negocio  queda  resuelto  y  el  pleito  acabado  en 
aquella  instancia.  Pero  esto  naturalmente  debe  entenderse  del  juez  ó  tribunal 
que  hubiese  pronunciado  la  sentencia,  ''que  lo  judgó,"  como  dice  también  muy 
oportunamente  la  ley  de  Partida  para  aclarar  más  el  concepto,  totda  vez  que 
contra  las  sentencias  de  los  jueces  inferiores  se  da  el  recurso  de  apelación,  y 
contra  las  de  los  tribunales  superiores  el  de  casación  en  muchos  casos,  con  el 
objeto  y  para  el  efecto  de  poder  variar  ó  modificar  la  sentencia  contra  la  cual  se 
hubieren  interpuesto.  De  consiguiente,  ''después  de  firmada"  una  sentencia  por 
el  juez,  ó  por  los  magistrados  que  la  hubieren  dictado,  ya  no  podrá  hacerse  en 
ella  por  los  mismos  la  menor  alteración  ni  enmienda:  lo  cual  supone  que  antes 
de  fi'rmarla  bien  pueden  variarla  ó  modificarla,  porque  aún  no  tiene  la  sanción 
que  la  ley  exige  para  que  sea  inalterable.  * 

Podrá  suceder,  sin  embargo,  que  la  sentencia  conten  sra  algún  concepto  oscuro» 
y  entonces  la  conveniencia  y  equidad  exigen  que  lo  aclare  el  mismo  juez  ó  tri- 
bunal que  la  pronunció,  porque  nadie  más  competente  que  él  para  explicar  el 
sentido  de  sus  palabras,  ó  lo  que  con  ellas  quiso  significar;  y  si  las  sentencias 
han  de  ser  claras  y  precisas,  como  lo  dispone  el  art.  359,  muy  justo  y  conve- 
niente es  que  les  oen  esa  claridad  y  precisión  cuando  no  la  tengan.  Más,  deben 
tener  gran  cuidado  de  no  alterar  ni  modificar  el  sentido  al  explicar  ó  aclarar  el 
concepto  oscuro:  esto  deben  hacerlo  *'non  camiandó  la  fuerza  ni  el  entendimien- 
to de  la  sentencia,"  como  dice  la  ley  de  Partida;  lo  contrario  no  sería  "acla- 
rar," que  es  lo  único  que  se  les  permite,  sino  "variar  6  modificar,"  lo  cual  les 
está  prohibido.  Gran  cuidado  deben  poner  los  jueces  y  tribunales  en  no  dar  lu' 
gar  a  tales  aclaraciones,  porque,  sobre  amenguar  el  prestigio  del  poder  que  les 
está  confiado,  darán  una  idea  poco  ventajosa  de  su  capacidad,  ó  por  lo  menos 
^e  su  prudencia,  reflexión  y  demás  dotes  de  que  debe  estar  adornado  el  que  tiene 
la  misión  de  administrar  justicia  en  la  tierra. 

También  podrá  suceder  ciue  cometan  la  omisión  de  dejar  sin  resolver  algún 
punto  discutido  en  el  litigio.  En  el  párrafo  I  del  comentario  al  art.  361  hemos 
manifestado  i  a  responsabilicad  en  que  incurriría  el  juez  que  cometiese  esta  falta, 
para  ejitar  lo  cual  y  el  mal  concepto  antes  indicado,  deben  cuidar  de  no  incn- 
Trir  en  tales  omisiones:  si  por  un  descuido  las  tuviesen,  también  es  justo  y  con- 
veniente que  puedan  subsanarlas  para  evitar  á  las  partes  los  peijuicios  consi- 
guientes. Si,  pues,  en  la  sentencia  se  hubiese  omitido  la  condena  de  costas,  la 
de  frutos,  intereses,  daños  ó  perjuicios  de  que  habla  el  art.  360,  ó  la  resolaciós 
4e  cualquier  otro  ^nto  litigioso,  los  jueees  y  tribunales,  ahora  por  el  artículo 
que  estaraos  examinando,  lo  mismo  que  antes  por  la  ley  de  Partida,  están  facul- 
tados para  suplir  una  omisión  deesa  naturaleza,  toda  res  que  con  ello  no  alteren 
ni  modifiquen  el  concepto  de  la  sentencia  ó  el  fallo  pronunciado  respecto  de  los 
demás  puntos  litigiosos;  y  lo  harán  *'en  la  manera  que  entendieren  qne  lo  deben 
facer  según  derecho." 
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Preyiene  también  el  artículo  que  estamos  comentado»  que  las  aclaracioaes  y 
adiciones  de  que  se  trata  podrán  hacerse  de  oficio  ó  á  instancia  de  parte.  Cuando 
•el  juez  ó  tribunal,  advertido  éste  por  alguno  de  sus  mai^istrados,  reflexionando 
sobre  su  sentencia,  se  persuada  dt»  que  ha  quedado  sin  resolver  algún  punto  dis- 
cutido en  el  pleito,  6  que,  por  haber  estado  poco  feliz  en  la  expresión  de  algún 
eonoepto;  podrá  dar  lugar  áuludas,  dará  una  prueba  de  su  rectitud  y  buen  deseo 
reconociendo  su  falta  y  apresurándose  á  enmendarla;  y  como  esto  es  en  beneficio 
de  la  mejor  administración  de  justicia,^  conreniente  es  permitirle  que  lo  haga 
"de  oficio;"  pero  por  razones  bien  ebrias  no  podrá  hacer  uso  de  esta  facultad 
sino  dentro  del  día  hábil  siguiente  al  de  la  publicación  de  la  sentencia.  Queda, 
así,  restablecida  nueatra  antigua  jurisprudencia  sobre  este  punto,  con  notoria 
rentaja  para  los  fines  de  la  justicia. 

Y  para  que  puedan  hacerse  dichas  aclaraciones  ó  adiciones  á  instancia  de 
alguno  de  los  litigantes,  es  indispensable  que  se  preséntela  solicitad  dentro  del 
éía  hábil  siguiente  al  de  la  notificación  de  la  sentencia,  pues  trascurrido  caduca 
^1  derecho  á  utilizar  ese  recurso,  por  ser  este  término  de  los  improrogables,  según 
86  determina  en  el  núm.  4.  ®  del  art.  310,  y  estar  sujeto  i>or  tanto  á  lo  que  pre- 
yiene el  312.  Presentado  en^tiempo  el  escrito,  el  juez  ó  tribunal  debe  resolverlo 
que  estime  procedente,  sin  oir  á  la  parte  contraria  en  nineún  caso,  pues  es  de 
su  exclusiva  apreciación,  y  está  obligado  á  hacerlo  dentro  del  día  siguiente  al  de 
la  presentación  del  escrito.  Esta  resloución  ha  de  dictarse  en  formado  auto  con 
los  resultandos  y  considerandos  que  procedan,  como  comprendida  en  la  cla8e2.  ** 
de  las  que  determina  el  art«  369  por  ser  de  perjuicio  irreparable,  y  como  se  da 
por  sui}uesto  en  el  407.  Los  jueces  y  tribunales,  prescindiendo  de  lo  que  tal  re- 
clamación pueda  mortificarles  en  su  amor  propio,  y  atendiendo  exclusivamente 
al  interés  de  la  justicia  y  á  lo  que  previene  el  art.  859,  harán  la  aclaración  ó 
adición  solicitada  siempre  que  la  estimen  procedente;  y  en  otro  caso  declararán 
no  haber  lugar  á  ella.  Los  motivos  de  esta  resolución,  que  se  consignarán  en 
los  considerandos  del  auto,  servirán  para  desvanecer  las  dudas  que  tenga  la  parte 
que  haya  pedido  la  aclaración. 

En  estos  casos,  como  el  auto  estimando  ó  denegando  la  aclaración  ó  adición 
solicitada  es  el  complemento  de  la  sentencia,  el  tétmino  para  interponer  contra 
k  misma  el  recurso  que  proceda,  que  será  el  de  apelación  si  es  de  primera  ins- 
tancia, ó  el  de  casación  en  su  caso,  se  contará  desde  el  día  siguiente  al  de  la  no~ 
tificación  de  dicho  auto,  según  se  previene  en  el  artículo  407. 

¿A.  qué  clase  de  sentencias  se  refiere  el  artículo  que  estamos  comentando?  In- 
dudablemente á  todas  las  definitivas  del  pleito  y  á  las  interlocutorias  que  decidan 
algún  artículo  ó  incidente.  Estas  son  las  que  ponen  fin  á  cuestiones  ó  puntos 
discutidos  en  el  litigio,  y  las  que  no  puedan  variarse  por  el  mismo  juez  ó  tribu- 
nal Que  las  pronuncia:  las  demás  pu^en  reponerse  ó  suplirse,  como  lo  determi- 
nan los  artículos  377»  402  y  405,  y  por  lo  tanto  no  pueden  estar  comprendidas 
en  el  363.  El  precepto  de  este  artículo  sólo  alcanza  á  aquellos  fallos  contra  los 
cuales  no  se  da  otro  recurso  que  el  de  apelación,  ó  el  de  casación  en  su  caso, 
que  son  las  sentencias  de  que  hablan  los  artículos  3S2,  403  y  406,  y  esta  es  tam- 
bién la  práctica  hasta  ahora  obsevada. 


Artículo  364. 


En  los  Juzgados,  las  sentencias  se  redactarán  por  el  Juez  que 
las  dicte,  el  cual,  después  de  extendidas  en  los  autos,  las  firmará 
7  leerá  en  audiencia  pública,  autorizando  la  publicación  el  es- 
cribano ó  secretario. 

Tanto  en  los  juzgados  de  primera  instancia  como  en  los  munitipales,  pues  á 
unos  y  á  otros  se  refiere  este  artículo,  han  de  redactarse  las  sentencias  por  el 
juez  que  las  dicte.  No  podía  ser  de  otro  modo,  dada  la  organización  de  los  juz- 
fiados,  y  así  se  ha  entendido  siempre  á  pesar  de  no  encontrarse  en  las  leyes  an- 
teriores una  disposición  igual  á  la  del  presente  artículo.  Sin  embargo,  se  ha- 
Vá  creido  conveniente  consignarlo  en  la  ley  para  advertir  á  loi  jueces  que  en 
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jxmgún  cago  y  bajo  ningún  pretexto  pueden  encomendar  al  actuario  la  redac* 
ci6n  de  una  sentencia;  y  si  lo  hicieren,  faltarían  al  precepto  expi:eso  de  la  ley 
é  incurrirían  en  la  responsabilidad  consiguiente. 

^  Redactada  la  sentencia  por  el  juez,  entregará  el  herradero  minuta  al  actua- 
rio para  que  so  extienda  en  los  mismos  autos,  pues  en  los  juzgados  no  se  lleva 
el  registro  do  sentencias,  establecido  sólo  para  los  tribunales  superiores  y  Su- 
premo; y  copiada  en  los  autos,  sin  necesidad  de  que  lo  sea  |)or  mano  del  actua- 
rio, debe  firmarla  el  juez,  y  leerla  por  sí  mismo  en  audiencia  pábUca  á  presen- 
cia del  escribano  6  secretario  que  actúe  en  el  negocio,  'cuyo  funcionarte  ha  de 
autorizar  este  acto  solemne,  ^uese  llama  ^'publicación  de  la  S3ntencia,"  acrer 
ditándolo  en  los  autos  á  continuación  de  la  misma  y  dando  fé  del  acto;  todo  en 
la  forma  que  viene  practicándose,  pues  no  se  ha  hecho  innovación.  En  la  prác- 
tioa  antigua  se  hacía  la  publicación  de  las  sentencias  á  presencia  de  dos  testi- 
gos, cuyos  nombres  se  consignaban  en  la  diligencia:  hoyya  no  intervienen  tes- 
tigo», por  no  exigirlos  la  ley,  y  basta  la  fé  del  actuario  con  la  firma  del  juez 
para  la  autenticidad  del  acto. 

Artículo  365.     * 

En  el  Tribunal  Supremo  y  en  las  Audiencias,  redactada  la  sen  ' 
tencia  por  el  Ponente,  conforme  á,  lo  dispuesto  en  el  número  6 
del  art.  336,  y  aprobada  por  la  Sala,  se  extenderá  en  papel  del 
sello  de  oficio,  y  firmada  por  todos  los  Magistrados  que  la  hubie- 
ren dictado,  será  leída  en  audiencia  pública  por  el  Ponente,  y  en 
su  defecto  por  el  c^ue  presida  la  Sala,  autorizando  la  publicación 
el  secretario  ó  escribano  de  Cámara  á, quien  corresponda. 

Este  pondrá  en  los  autos  certificación  literal  de  la  sentencia  y 
su  publicación,  con  el  V*?  B**  del  Presidente  de  la  Sala,  el  cual  re- 
cogerá y  custodiará  la  original  para  formar  el  registro  de  sen- 
tencias del  modo  prevenido  en  los  reglamentos  ó  disposiciones 
especiales. 

Artículo  366. 

Cuando,  después  de  fallado  un  pleito  por  un  Tribunal,  se  im^ 
posibilitare  algún  Magistrado  de  los  que  votaron,  y  no  pudiere 
firmar,  el  que  hubiere  presidido  la  Sala  lo  hará  por  él,  expresan- 
do el  nombre  del  Magistrado  por  quien  firma,  y  poniendo  des- 
pués las  palabras:  Votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar. 

Artículo  367. 

Todo  el  que  toine  parte  en  la  votación  de  una  sentencia,  firma- 
rá lo  acordado,  aunque  hubiese  disentido  de  la  mayoría;  pero  po- 
drá en  este  caso  salvar  su  voto;  extendiéndolo,  fundándolo  é  in- 
sertándolo con  su  firma  al  pié,  dentro  de  las  veinticuatro  horas 
siguientes,  en  el  libro  de  votos  reservados. 

Artículo  368. 

En  las  certificaciones  de  las  sentencias  no  se  insertarán  los  vo- 
tos particulares  reservados,  pero  se  remitirán  al  Tribunal  Su- 
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premo  en  los  casos  prevenidos,  y  siempre  que  hayan  de  elevarse- 
ai  mismo  los  autos;  y  se  harán  públicos  cuando  se  interponga  y 
admita  recurso  de  casación. 

En  estos  artículos  se  ordena  con  claridad  y  precisión  lo  que  era  ya  de  prác- 
tica constante  y  diaria  en  el  Tribunal  Supremo  y  en  las  Audiencias,  sin  que  en 
-su  ejecución  haya  ocurrido  dificultad  alguna,  lo  cual  nos  excusa  el  comentar- 
los. Concuerdan,  con  ligeras  modificaciones  más  bien  de  redacción,  que  de  fon- 
do, con  los  artículos  58,  59,  60  y  64  de  la  ley  anterior  de  1855,  y  con  el  685  y 
689  al  694  de  la  orgánica  del  Poder  judicial,  siendo  de  notar  que  el  fundamen- 
to y  objeto  de  estas  disposiciones  se  consignaron  ya  por  los  Keyes  Católicos  en 
las  ordenanzas  de  Medina  de  1489,  y  por  sus  sucesores,  como  puede  verse  en 
las  leyes  39  y  40,  tít.  1.  ®,  lib.  5.  *^ ;  y  en  la  5.  *,  tít.  16.  lib.  11  de  la  Novísima 
üecopi  lacio  n. 

Por  la  relación  que  tienen  con  esta  materia,  vóanse  los  artículos  336,  núme- 
ros 6.  ®  y  7,  ° ,  346  y  347,  con  sus  comentarios. 

Y  en  cuanto  á  la  forma  en  que  han  de  llevarse  el  "registro  de  sentencias"  y 
el  libro  de  "votos  reservados, '  (ju3  el  art,  335  remite  á  Jo  prevenida  en  los  re- 
^Umentos  ó  disposiciones  especiales,  hoy  rigen  las  que  á  este  fin  se  dictaron. 
por  Reales  decretos  de  6  de  Marzo  de  1857  y  11  de  Enero  de  i861. 


SECCIÓN  SEGüxXDA. 

DE  LA  FORMA  EN  QUE  HAN  DE  DICTARSE  LAS  RESOLUCIONES 
JUDICIALES. 

.  Artículo  369. 

Las  resoluciones  de  los  Tribunales  y  Juzgados,  en  los  negocios 
de  carácter  judicial,  se  denominarán: 

Providencias^  cuando  sean  de  tramitación. 

Autos^  cuando  decidan  incidentes  ó  puntos  que  determinen  la 
personalidad  combatida  de  alguna  de  las  partes,  la  competenci^t 
del  Juzgado  ó  Tribunal,  la  procedencia  ó  improcedencia  de  la  re- 
cusación, la  repulsión  de  una  demanda,  la  admisión  ó  inadmisión- 
de  las  excepciones,  la  inadmisión  de  la  reconvención,  la  denega- 
ción del  recibimiento  á  prueba  ó  de  cualquiera  diligencia  de  ella, 
las  que  puedan  producir  á  las  partes  un  perjuicio  irreparable,  y 
las  demás  que  decidan  cualquier  otro  incidente,  cuando  no  esté 
prevenido  que  se  dicten  en  forma  de  sentencia. 

Sentencias,  las  que  decidan  definitivamente  las  cuestiones  del 
pleito  en  una  instancia,  ó  en  un  recurso  extraordinaria;  las  que, 
recayendo  sobre  un  incidente,  pongan  término  á  lo  principal, 
objeto  del  pleito,  haciendo  imposible  su  continuación,  y  las  que 
declaren  .haber  ó  no  lugar  á  oir  á  un  litigante  condenado  en  re- 
beldía. 

Sentencias  firmes j  cuando  no  quepa  contra  ellas  recurso  algu- 
no ordinario  ni  extraordinario,  ya  por  su  naturaleza,  ya  por  ha- 
ber sido  consentidas  por  las  partes. 

Ejecutoria,  el  documento  público  y  solemne  en  que  se  consig- 
ne una  sentencia  firme. 

Tomo  II.— 10 


Digitized  by  V3OÓQ IC 


•^ÍW*: 


146  GUIA  PRACTICA  DE   DERECHO 

Este  artículo  concuerda  casi  literalmente  con  el  668  de  la  ley  orgímica  del 
Poder  judicial:  la  de  Enjuiciamiento  de  1855  no  contiene  disposición  análoga. 
En  él  se  hace  la  clasifícación  de  las  resoluciones  que  pueden  dictar  los  jueosy 
tribunales  *'en  los  negocios  de  carácter  judicial,"  ya  sean  de  la  jurisdicción 
contenciosa  ya  de  la  voluntaria,  denominándolas  ' 'previ dencias,  áuto^  y  sen- 
tencias." Las  de  ''carácter  gubernativo/'  que  son  las  que  dictan  las  Salas  de 
fobierno  y  ¡os  mismos  tribunales  en  pleno,  cuando  no  estén  •constituidos  en 
ala  de  justicia,  han  de  llamarse  ''acuerdos,"  según  elart;  667  de  dicha  l-^y  or- 
gánica, el  cual  previene  además,  que  también  se  dará  esta  denominación  "alas 
advertencias  y  a  las  correcciones  gue,  por  recaer  en  personas  que  estén  sujetas 
á  la  jurisdicción  disciplinaria,  se  impongan  en  las  sentencias  ó  en  otros  actos 
judiciales,  cuando  no  se  exprese  en  los  autos  la  falta,  corrección  y  nombre  de 
Ja  persona  á  que  se  refieran,  con  la  frase  "á  lo  acordado."  Es  decir,  que  esta^ 
«soluciones  se  llamarán  "acuerdos"  en  el  caso  de  que  so  impóngala  corrección 
disciplinaria  en  el  acuerdo  reservado  que  autoriza  el  párrafo  final  del  art.  372; 
l>ero  si  se  impone  en  una  providencia,  auto  ó  sentencia  expresando  en  ella  La 
falta  y  el  nombre  de  la  persona  corregida,  se  considerará  como  judicial  la  re- 
ftolución  dándole  el  nombre  que  le  corresponda  de  las  de  esta  clase- 

En  la  introducción  del  presente  título  VlII  (§  III,  páff.  124  y  siguientes  de 
<3ste  tomo),  hemos  expuesto  ya  la  clasifícación  y  definición  do  las  resoluciones 
judiciales,  de  acuerdo  con  lo  que  se  ordena  en  este  artículo.  AUi  hemos  dicho 
que  estas  son  de  tres  clases;  * 'providencias,  autos  y  sentencias,"  y  así  es  en 
efecto,  pues  los  otros  dos  miembros  que  contiene  el  artículo,  realmente  no  son 
clases  distintas  de  las  tres  antes  indicadas.  Se  da  ahora  el  nombre  de  **senten- 
■cia  firme"  alo  que  antes  se  llamaba  sentencia  ejecutoria,  que  es  la  misma  sen- 
tencia definida  en  el  lugar  citado,  cuando  adquiere  el  carácter  de  irrevocable, 
esto  es,  cuand)  ha  pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  por  no  caber  contra 
olla  recurso  alguno  ordinario  ni  extraordinario,  ya  por  su  naturaleza,  ya  por 
haber  sido  cons  'ntida  por  las  partes.  Y  se» emplea  en  el  último  párrafo  del  ar- 
tículo la  nalabra 'ejecutoria,"  no  con  relación  á  ia  sentencia,  siuo  al  docu- 
mento público  y  solemne  en  que  ésta  ha  de  consignarse  después  de  haber  ad- 
quirido el  carácter  de  firme,  para  los  fines  y  efectos  que  expondremos  al  co- 
mentar el  art.  374 

Laclasificición  hecha  en  el  qui3  estamos  comentando  tiene  por  objeto  de- 
terminar la  f 'rmula  que  ha  de  emplearse  en  la  redacción  de  cada  una  de  las  re- 
-3olucion(s  judicia'es,  según  su  importancia,  como  puede  verse  en  los  artículos 
370,  371  y  372.  qu3  con  el  374  son  el  complemento  del  presente.  Creemos  su- 
ficientes l:i<:  explicaciones  dadas  al  definirlas  en  el  lugar  antes  citado, para  que 
no  se  confundan  y  se  dé  á  cada  resolución  el  nombre  y  la  fórmula  que  le  co- 
rresponda. La  duda  podría  surgir  alguna  vez  entre  los  los  autos  y  las  sentjen- 
cias,  y  prjviíndolo  la  ley,  ha  cuidado  de  expresar  en  cada  caso  si  la  resolución 
ha  de  dictarle  en  forma  de  auto  ó  por  medio  de  sentencia.  Por  esto  conside- 
ramos innecesario  dar  más  amplitud  á  esta  materia. 


Artículo  370. 

La  fórmula  de  las  providencias  se  limitará  á  la  determinación 
del  Juez  ó  Tribunal,  sin  más  fundamentos  ni  adiciones  que  la  fe- 
cha  en  que  se  acuerde  y  el  Juez  ó  Sala  que  la  dicte. 

Concuerda  con  el  párrafo  1.  ®  del  art.  669  de  la  ley  orgánica,  el  cual  añadí» 
que  las  providencias  serán  autorizadas  con  la  rúbrica  del  juez  ó  del  presiden- 
te do  la  íSala  y  la  firma  del  secretario:  esto  se  ha  suprimido,  porque  en  los  ar- 
tículos 251,  252  y  253  de  la  presente  está  prevenido  loque  ha  de  hacerse  sobra 
el  particular.  La  fórmula  que  se  determina  para  las  providencias  ea  la  misma 
qco  se  ha  empleado  siempre?,  y  puede  verse  prácticamente  en  cualquiera  de  loa 
""formularios  de  cata  obra." 
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Artículo  371. 

La  fórmula  de  los  autos  será  fundándolos  en  resultandos  y 
considerandos  y  concTQtos  y  limitados  unos  y  otros  á  la  cuestión 
<iue  se  decida,  expresando  el  Juez  ó  Tribunal  y  el  lugar  y  fecha 
en  que  se  dicten. 

También  concuerda  este  artículo  con  el  párrafo  2.  ®  del  6G9  de  la  ley  orgá- 
nica, pero  aíSadiéndose  que  además  de  losf  ''resultandos"  y  "considerandos," 
concretos  y  limitados  á  la  cuestión  que  se  decida,  ha  de  expresarse  en  losantes 
el  juez  6  tribunal  y  el  lugar  y  fecha  en  que  se  dicten,  lo  cual  en  la  práctica  se 
■consigna  á  la  conclusión  del  auto,  á  diferencia  do  las  sentencias  que  se  ponen 
al  principio. 

Artículo  372. 

Las  sentencias  definitivas  se  formularán  expresando: 

1"  El  lugar,  fecha  y  Juez  ó  Tribunal  que  las  pronuncie,  los 
nombres,  domicilio  y  profesión  de  las  partes  contendientesj  y  el 
carácter  con  que  litiguen;  los  nombres  de  sus  abogados  y  procu- 
radores y  el  objeto  del  pleito. 

Se  expresará  también  en  su  caso  y  antes  de  los  eonsiderandos, 
el  nombre  del  Magistrado  Ponente. 

2"  En  párrafos  separados,  que  principiarán  con  la  palabra  re- 
sultando^  se  consignarán  con  claridad,  y  con  la  concisión  posible, 
las  pretensiones  de  las  partes  y  los  hechos  en  que  las  funden,  que 
hubieren  '  sido  alegados  oportunamente,  y  que  estén  enlazados 
con  las  cuestiones  que  hayan  de  resolverse. 

En  el  último  resultando  se  consignará  si  se  han  observado  las 
prescripciones  legales  en  la  sustanciación  del  juicio,  expresándo- 
se, en  su  caso,  los  defectos  ú  omisiones  que  se  hubiesen  cometido. 

3"  También  en  párrafos  separados,  que  principiarán  con  la  pa- 
labra considerando^  se  apreciarán  los  puntos  de  derecho  fijados 
por  las  partes,  dando  las  razones  y  fundamentos  legales  que  se 
estimen  procedentes  para  el  fallo  que  haya  de  dictarse,  y  citando 
las  leyes  ó  doctrinas  que  se  consideren  aplicables  al  caso. 

Si  en  la  sustanciación  del  juicio  se  hubieren  cometido  defectos 
ú  omisiones  que  merezcan  corrección,  se  apreciarán  en  el  último 
considerando^  exponiendo,  en  su  caso,  la  doctrina  que  conduzca 
á  la  recta  inteligencia  y  aplicación  de  esta  ley. 

4"  Se  pronunciará,  por  último,  el  fallo  en  los  términos  preve- 
nidos en  los  artículos  359  y  360,  haciendo  también,  en  su  caso, 
las  prevenciones  necesarias  para  corregir  las  faltas  que  se  hubie- 
ren cometido  en  el  procedimiento. 

Si  estas  merecieren  corrección  disciplinaria,  podrá  imponerse 
en  acuerdo  reservado  cuando  así  se  estime  conveniente. 

Artículo  373. 
El  Tribunal  Supremo  y  las  Audiencias  velarán  por  el  puntual 
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cumplimiento  de  lo  que  «e  ordena  en  el  artículo  anterior,  hacien- 
do para  ello  las  advertencias  oportunas  á  los  Tribunales  j  Jue- 
ces que  les  estén  subordinados,  duando  no  se  hubieren  ajustado 
en  sus  sentencias  á  lo  que  en  él  se  previene,  j  les  impondrán  la» 
demás  correcciones  disciplinarias  a  que  dieren  lugar. 

t 

En  cl  art.  333  de  la  ley  anterior  de  1855,  con  el  que  concuerd*  el  primero  de 
los  dos  que  ramos  á  examinar,  se  consignó  el  principio  de  que  "las  sentencias 
deñnítivas  de  todo  artículo,  v  las  de  los  pleitos  serán  fundadas."  Aunque  en  el 
372  de  la  presente  no  se  emplean  estas  palabras,  como  no  se  emplearon  tampoco 
en  el  párrafo  3.  ^  del  669  de  la  ley  orgánica,  con  el  que  concuerda  isfualmente, 
nadie  ha  puesto  ni  pondrá  en  duda  que  han  de  ser  fundadas  las  sentencias^  pues- 
to que  de  otro  modo  sería  imposible  redactarlaa  con  )a  férmula  que  la  ley  pres- 
cribe en  estos  artículos.  Así  lo  exige  también  el  principio  de  publicidad  de  los 
juicios,  al  que  se  ha  dado  en  la  presente  ley  toda  la  amplitud  posible.  Este  sis- 
tema, que  obliga  á  fundar  las  sentencia?,  aunque  generalmente  aceptado  en  el 
día,  tiene  sus  impugnadores,  y  por  esto  creem oh  conveniente  repetir  aquí  lo  que 
á  este  propósito  decíamos  al  comentar  el  artículo  333  antes  citado,  de  la  ley  de 
1855. 
"Para  evitar  los  perjuicios  que  resultan  con  la  práctica  que  obseiTa  la  Au- 
'  diencia  de  .N' allorca,  de  motivar  sus  sentencias  dando  lugar  á  cavikoiones  ^e 
los  litigantes,  consumiendo  mucho  tiempo  en  la  extensión  de  las  sentencias,  que 
Tienen  á  ser  un  resumen  del  proceso,  y  las  costas  queá  las  partes  se  siguen; 
mando  cese  en  dicha  práctica  de  motirar  sus  sentencias,  ateniéndose  á  las  pala- 
bras decisorias,  como  se  observa  en  el  mi  Consejo,  y  en  la  mayoi'  parte  de  los 
trihttnales  del  reino,  y  que  á  exemplo  de  lo  q,ue  va  prevenido  i  la  Audiencia  de 
Mallorca,  los  tribunales  ordinarios,  inclusos  los  privilegiados,  excusen  motivar 
las  sentencias,  como  hasta  aquí,  con  los  "vistos  y  "atentos"  en  que  se  refería 
el  hecho  de  los  autos,  y  los  fundamentos  alegados  por  las  partes;  derogando,  co- 
mo-en  esta  parte  derogo,  el  auto  acordado  22,  tít.  2.  ®,  lib.  3.  ®,duda  1.  ^,  ICec.». 
ú  otra  cualquiera  resolución  ó  estilo  que  haya  en  contrario."  Así  le  dispuso  D. 
Garlos  in  por  Real  cédula  de  13  de  Junio  de  1778,  que  forma  la  ley  8.  *,  tít.  16,. 
lib.  11  de  la  Novísima  Recopilación. 

Hemos  trascrito  litaralmente  esta  ley,  pnorque  en  ella  se  encuentran  resumi- 
das todas  las  razones  en  que  apoyan  su  opinión  los  que  combaten  la  fundamen- 
tación  de  las  sentencias.  Por  poco  guc  se  reflexione,  se  notará  el  ningún  valor 
que  merecen  á  los  ojos  de  la  ciencia  y  de  la  conveniencia  pública.  En  efecto, 
¿cómo  ha  de  dar  lugar  á  las  cavilaciones  de  lo»  litigantes  el  que  el  juez  exprese 
loa  motivos  que  ha  tenido  para  dictar  su  fallo?  ¿No  quedan  aquellos  más  tran- 
quilos cuando  se  les  hace  verla  injusticia  de  su  pretensión,  que  cuando  se  les 
condena  sin  manifestar  las  razones  que  apoyan  la  opinión  úel  juzgador?  La 
obliiración  de  fundar  las  sentencias,  ¿no  es  también  un  estímulo  fuerte  para  que 
el  juez  haya  de  estudiar  detenidamente  el  proceso,  sin  lo  cual  no  puede  en  con- 
ciencia dictar  su  fallo?  ¿Xo  se  opone  con  esto  un  poderoso  dique  A  la  injusticia 
V  á  la  parcialidad?  Y  si  nos  concretamos  al  Tribunal  Su^emo,  ¿cómo  podría 
llenar  su  miaión  do  establecer  y  uniformar  la  jurisprudencia,  si  no  explícasela 
ley  ni  diera  la  razón  de  sus  resoluciones?  Creemos,  pue^,  conveniente  el  precepto 
de  la  nueva  ley  que,  aceptando  las  buenas  doctrinas,  extiende  á  todos  los  tribu- 
nale?  y  juzgados  la  obligación  do  motivar  los  fallos  >que  dicten. 

Una  consideración  importante  debemos  dejar  consignada  en  este  lugar,  la  cual 
se  desprende  del  precepto  de  la  ley  recopilada:  mientras  algunos  publicistas,  en- 
«alzando  la  fundamentación  de  las  sentencias,  presentan  esta  reforma  como  una 
conouista  de  las  ideas  modernas,  D.  Carlos  III  nos  enseña,  para  orgullo  de  nues- 
tro toro,  que  alguno?  tribunales  de  España  aplicaban  hace  ya  más  óf  des  siglos 
ese  mismo  sistema.  Bien  es  verdad  que  un  lamentable  olvido  de  las  buenas  doc- 
tk'inas,  y  una  errónea  apreciación  fundada  en  consideraciones  poco  atendibles, 
desterró  en  1778  tan  saludable  práctica;  pero  no  por  eso  puede  negarse  á  nuestra 
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patria  la  gloria  de  hal>er  ÍBÍeiado  en  tiempos  lejanos  una  mejora  que  han  acep* 
tado  casi  todas  las  naciones  de  Enropay  que  ha  consignado  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  en  el  artículo  que  vamos  á  examinar. 

11. 

"Las  ''sentencias  definitivas"  se  formularán :"  así  principia  el  art.  373, 

refiriéndose  á  las  sentenci&i  que  ha  definido  el  369,  que,  como  hemos  dicho  en 
la  página  95  de  este  tomo,  son  todas  las  que  decidan  definitivamente  las  cuestio- 
nes del  pleito  en  cualquiera  de  las  instancsas  6  recursos»  ó  de  los  incidentes  que 
dentro  de  él  se  promuevan  y  hayan  de  resolverse  por  medio  de  sentencia.  De 
suerte  que,  en  todos  los  casos  en  que  la  ley  prevenga  que  la  resolución  judicial 
se  dicte  por  medio  de  seotencia,  esta  habrá  de  formularse  del  modo  que  se  orde- 
na en  dicho  art.  872.  Y  como  esta  disposición,  por  hallarse  comprendida  en  el 
libre  1.  ® » es  eomún  á  la  jurisdiceión  contenciosa  y  á  la  voluntaria,  tiene  que 
aplicarse  en  totlos  los  juicio»,  incidentes  y  recursos  que  hayan  de  resolverse  por 
medio  de  simtencia,  cualquiera  que  «ea  el  juez  ó  tribunal  que  la  dicte,  desde  el 
juez  municipal  hasta  el  Tribunal  Supremo. 

Esto  sui>ae*to,  veamos  ahora  los  extremos  6  particulares  que  deben  expresarse 
en  cada  sentencia.  En  cuatro  grupos  ios  divide  al  artículo  que  estamos  comen* 
taado.  como  lo  hizo  también  el  333  de  la  ley  de  1855.  El  669  de  la  orgánica  se 
limitó  á  decir  que  '1as  sentencias  definitivas  se  formularán  ron  ''resultandos," 
en  que  se  exprese  con  claridad  y  con  la  posible  concisión  los  hecbcs  importantes 
que  estén  enlazados  con  las  cuentiones  que  haya  de  resolver  el  juez  ó  tribunal,  . 
y  con  "considerandos,"  en  que  se  apliquen  las  leyes."  Ampliando  estas  disposi* 
cionef),  se  determina  ahora  con  más  precisión  lo  qu3  ha  de  expresarse  en  cada 
una  de  las  cuatro  partes  ó  extremos  que  han  de  contener  las  sentencias.  Los  exa- 
minaremos por  su  orden: 

1.  ®  "Encabezamiento  de  la  sentencia."— Ha  de  expresarse  en  él  lo  siguiente: 
el  lugar,  fecha^y  juez  ó  tribunal  que  pronuncie  la  sentencia;  pero  no  los  nom- 
bres y  apellidos  de  los  jueces  é  magistrados,  porque  éstos  han  de  ponerse  al 
margpn,  como  se  practica  conforme  á  lo  prevenido  en  el  nüm.  6.  ®  del  art.  482 
de  la  ley  orgánica:  los  nombres,  domicilio  y  profesión  ú  oficio  de  las  partes  con- 
tendientes, y  el  carácter  con  que  liti«Tien,  esto  es,  si  litigan  por  su  propio  dere- 
cho, ó  en  representación  ajena,  ó  como  causahabientes  de  otro:  los  nombres  de 
sus  abogados  y  procuradores;  y  el  objeto  del  pleito.  Si  estuviere  declarado  en 
rebeldía  alguno  de  los  litigantes,  se  hará  también  expresión  de  esta  oircnnstan- 
cia.  Todo  esto  se  consignará  por  el  orden  más  conveniente,  según  los  casos,  y 
tiene  por  objeto  evitar  las  dudas  á  que  se  prestaba  el  laconismo  antes  empleado 
cuando,  trascurrido  tiempo,  había  que  aplicar  los  efectos  de  la  sentencia. 

La  única  novedad  importante  que  todo  esto  contiene,  pues  lo  demás  se  expre- 
saba antes  con  más  ó  menos  precisión,  es  la  de  consifirnar  en  la  sentencia  los 
s  nombres  de  los  abogados.  Estos  tienen  la  responsabilidad  de  la  dirección  y  de- 
fensa del  negocio,  y  desempeñando  un  papel  tan  importante  en  el  pleito,  no  ha- 
bía razón  para  que  quedasen  oscurecidos  é  ignorados.  En  nada  desmerece  la  re- 
putación y  buen  nombre  de  un  letrado,  porque  pierda  un  pleito  sostenido  con 
buenas  razones:  acaso  no  sucederá  lo  mismo  cuando  sea  notoriamente  temera- 
rio, y  si  la  publicidad  contribuye  á  rehusar  defensas  de  esta  clase,  algo  habrá 
ganado  con  ello  la  administración  de  justicia. 

Se  añade  en  el  núm.  1.  ®  del  artículo  que  estamos  examinando,  que  "se  ex- 
presará también  en  su  caso,  y  "antes  de  los  considerandos,"  el  nombre  del  ma- 
gistrado ponente."  En  unos  tribunales  se  hace  esta  expresión  al  final  del  enea* 
bezamiento  de  la  sentencia,  y  en  otros,  como  en  el  Supremo,  después  de  los  re- 
sultandos y  antes  de  l«>s  considerandos*  Aunque  esto  parece  lo  más  natural, 
ambas  prácticas  caben  dentro  de  la  ley.  puesto  que  sólo  exige  que  se  ha^  dicha 
expredón  antes  de  los  considerandos,  sin  precisar  el  lugar,  por  ser  accidental. 

2.  ^  "Resultandos*''— Han  de  poneise  después  del  encabezamiento  de  la  sen- 
tettoia.  en  tantos  párrafos  separados,  cuantos  conven^n  para  expresar  los  he» 
•ches  con  claridad  y  orden:  se  les  da  ese  nombre,  técnico  Ta  en  el  foro,  porque, 
según  la  práctica  establ^ida,  cada  párrafo  principia  con  la  palabra  "resultan- 
do." En  ellos,  según  el  núm.  2.  ®  del  art.  372,  "se  consignarán  oen  claridad,  y 
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con  la  concisión  posible,  las  pretensiones  de  las  partes  y  los  hechos  en  que  las* 
funden,  ^ue  hubieren  sido  alegados  oportunamente,  y  que  estén  enlasados  con 
las  cuestiones  que  hayan  de  resolverse."  No  puede  decirse  con  más  precisión  ni* 
claridad  lo  que  ha  de  ser  objete  de  tos  resultandos:  han  de  contener  fielmente, 
aunque  con  la  concisión  posible,  ''las  pretensiones  de  las  partes,"  como  es  de 
sentido  común,  y  sin  duda  por  esto  no  se  mencionaron  en  las  leyes  de  1855  j 
1870;  ;Í08  hechos  en  que  las  funden,"  siempre  que  hayan  sido  "alegados  oj^r- 
tunamente."  requisito  indispensable  para  que  puedan  tomarle  en  consideración, 
y  que  estén  enlazados  con  las  cuestiones  que  hayan  de  resolverse,  porque  serían 
de  todo  punto  inútiles  si  no  tuviesen  relación  con  estas.  T  como  no  basta  ale> 
gzr  los  hechos,  sino  que  es  necesario  probarlos,  pues  de  otro  modo  no  pueden 
servir  de  fundamento  á  las  pretensiones,  será  preciso  expresar  también  lo  que- 
resulte  de  los  documentos  presentados  y  demás  pruebas  aducidas  por  las  partes, 
y  en  su  caso  de  las  diligencias  practicadas  para  mejor  proveer. 

Las  pretensiones  que  han  de  consignarse  en  los  resultandos,  son  todas  aque-- 
llas  que  deban  ser  «objeto  del  fallo  6  decisión  de  la  sentencia,  conforme  al  art. 
359.  di  esta  ha  de  recaer  sobre  la  cuestión  principal  del  pleito,  lo  serán  las  adu- 
cidas en  los  escritos  de  demanda,  contestación,  réplica  y  duplica,  según  se  in- 
fiere del  art.  548;  y  si  sobre  un  incidente,  las  deducidas  en  los  dos  escritos,  uno 
por  cada  parte,  que  en  ellos  permite  la  ley.  Y  se  tendrán  por  "alegados  oportu- 
namente" los  hechos  que  lo  hayan  sido  en  dichos  escritos  y  en  los  de  amplia* 
ción  en  su  coso,  como  se  deduce  también  del  565.^  De  otro  modo  no  podría  resul- 
tar entre  la  sentencia  y  las  pretensiones  deducidas  en  el  pleito  la  congruencia 
que  exige  el  citado  articulo  359,  y  que  hemos  explicado  en  su  comentario  (p^. 
126  y  siguientes  de  este  tomo),  cuya  doctrina  podrá  consultarse  como  ampliación 
de  esta  materia. 

Después  de  los  resultandos  necesarios  para  plantear  con  claridad  y  buen  or- 
den las  cuestiones  del  pleito,  consignando  las  pretensiones  de  las  partes  y  los 
hechos  en  <^ue  las  funden,  como  se  ha  dicbo,  se  ha  de  ponei  otro,  en  toda  sen- 
tencia definitiva,  que  será  el  último,  para  hacer  constar  lo  que  resulte  de  los* 
autos  acerca  de  si  se  han  observado  las  prescripciones  legales  en  la  sustancia- 
ción  del  juicio  ó  del  incidente,  expresándose  en  su  caso  los  deiectos  ú  omisiones- 
que  se  hubieren  cometido.  Así  lo  previene  el  artículo  que  estamos  comentando, 
con  el  fin  de  realizar  el  pensamiento  á  que  responden  las  disposiciones  del  319  y 
del  337,  cual  es  el  de  ''procurar  la  puntual  y  rigurosa  observancia  de  esta  ley  en 
su  letra  y  en  su  espíritu,"  como  se  dice  en  el  último,  corrigiendo  no  sólo  los  de* 
fectos  ú  omisiones  que  en  dichos  artículos  se  determinan,  sino  también  las  co- 
rruptelas ó  prácticas  abusivas  que  tiendan  á  desvirtuarla.  Para  redactar  dicho 
resultando  se  tendrá  presente,  en  las  Audiencias  y  en  el  Tribunal  Supremo,  la 
nota  puesta  por  el  relator  al  final  del  apuntamiento,  conforme  al  artículo  319,  y 
lo  que  haya  observado  el  ponente  en  el  examen  que  á  este  fin  debe  hacer  de  los 
autos  según  el  337.  Y  en  los  juzgados,  al  examinar  el  juez  por  sí  mismo  los  au- 
tos  para  dictar  la  sentencia,  tomará  nota  de  los  indicados  defectos  ú  omisiones, 
si  los  hubiere,  para  poder  redactar  con  exactitud  ése  último  repultando  y  corre- 
gir, en  su  caso,  las  faltas  que  se  hubieren  cometido  en  el  procedimiento.  El  juez^ 
que  sea  negligente  ó  tolerante  en  este  punto,  incurre  en  responsabilidad,  y  de- 
berá ser  corregido  disciplinariamente  por  el  tribunal  superior. 

¿Deberán  consignarse  en  los  "resultandos"  los  fundamentos  de  derecho  alega» 
dos  por  las  partes?  De  ningún  modo,  porque  esto  pertenece  á  los  "consideran- 
dos, en  los  cuales,  según  luego  veremos,  han  de  apreciarse  dichos-fundamentos 
de  derecho.  El  buen  método  exige  y  el  sentido  común  aconseja  que  en  primer 
término  se  planteen  las  cuestiones  del  pleito,  exponiendo  las  pretensiones  de  las 
partes  y  los  hechos  en  oue  las  funden,  del  modo  y  por  el  orden  que  se  considere- 
más  conveniente  para  la  claridad  y  concisión,  y  sujetándose  á  lo  que  resulte  dé- 
los autos,  por  lo  cual  se  da  el  nombre  de  '^resultandos"  á  esa  parte  de  las  senten* 
cias.  Sería  impropio  y  anómalo  incluir  en  ellos  los  fundamentos  de  derecho, 
porque  estos  no  resultan  de  ios  autos,  aunque  los  aleguen  las  partes;  sino  de  la 
ley,  de  la  doctrina  legal  ó  de  la  jurisprudencia  aplicable  al  caso.  Establecido» 
los  hechos,  viene  la  apreciación  de  los  fundamentos  de  derecho,  que  es  el  objeta 
de  los  considerandos,  como  hemos  dicho;  y  por  último  se  pronuncia  y  consigna 
el  fallo  que  proceda,  como  consecuencia  legítima  de  aquellas  premisas.    Esto  se 
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.  ^  qn^  ordena- la  ley  y  loque  so  ha  practicado  siempre,  y  no  procede  por  tanto- 
conai^nar  en  los  resaftandos  los  fundamentos  de  derecho  alegados  por  las  par- 
tes. 8i  se  objeta  que  conviene  consignarlos  para  que  conste  que  todos  han  sido 
apreciados  en  los  considerandos,  haremos  notar  que  la  omisión  de  los  que  seaa 
aplicables  al  caso  constituiría  una  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  legal,  que 
daría  lus^ar  al  recurso  de  casación. 

3.®  ''Considerandos."*-A  continuación  de  los  resultandos  se  ha  de  expresar 
el  nombre  del  magistrado  ponente,  si  no  se  hubiese  hecbo  al  íinál  del  encabeza- 
miento, según  se  ha  dicho,  con  la  fórmula  admitida  en  la  práctica  de  "Visto, 

siendo  ponente  el  Magistrado  D ,"  y  en  seguida  se  han  oe  poner  Iob  "conéi- 

derandos"  en  párrafos  separados  que  principiarán  con  dicha  palabra,  de  la  cual 
toman  el  nombre.   £n  ellos  el  juez  6  tribunal  sentenciador  ha  de  apreciar  los 

Ímntos  ó'fundamentos  de  derecho  alegados  y  fijados  por  las  partes,  desechando 
os  impertinentes  y  estimando  los  que  sean  aplicables  al  caso.  Y  se  diee  en  el 
nóm,  3.  ®  del  artículo  que  estamos  comentando  ''fijados  por  las  partes,"  porque 
tiegún  el  548  han  de  fijarlos  definitivamente  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica, 
pudiendo  modificar  ó  adicionar  los  alegados  en  la  demandar  contestación,  y  el 
670  permite  citar  en  loa  escritos  de  conclusión  otras  leyes  ó  doctrinas  legales  en 
que  pueda  fundarse  la  resolución  délas  cuestione»  debatidas  en  el  pleito.  Por 
consiguiente,  todos  estos  fundamentos  dé  derecho,  es  decir,  los  alegados  en  di- 
chos escritos,  han  de  ser  apreciados  en  los  considerandos,  "dando  las  razones  y 
fundamentos  legales  que  se  estimen  procedentes  para  el  fallo  que  haya  de  dic- 
tarse, y  citando  las  leyes  ó  doctrinas  que  se  consideren  aplicables  al  caso." 

¿Será  necesario  apreciar  en  los  considerandos  "todos"  los  fundamentos  de 
derecho  fijados  por  las  partes?  Sobre  este  punto  la  recta  razón  aconseja  y  está 
admitido  en  la  práctica,  ({ñe,  para  desestimar  la  demanda  absolriendo  al  deman- 
dado, es  necesario  apreciar  todos  los  fundamentos  de  derecho  alegados  por  el 
actor,  á  fin  de  demostrar  que  son  improcedentes  ó  inapiicablea  al  caso  del  pleito^ 
más  para  estimarla,  bastará  apreciar  el  fundamento  ¿fundamentos  de  deraoho 

Í  citar  las  leyes  ó  doctrinas  tegales  que  determinan  ese  fallo,  prescindiendo  ó 
aciendo  caso  omiso  do  los  demás  qiie  se  hubiesen  alegado  por  el  demandante;^ 
si  bien  en  este  caso  será  necesario  hacerse  capgo  de  los  alegados  por  el  deman- 
dado para  desecharlos.  Y  lo  mismo  habrá  de  entenderse  respecto  de  las  eS[cep- 
cienes,  según  se  estimen  procedentes  ó  improcedentes.  De  acuerdo  con  esta 
doctrina,  cuando  en  el  Tribunal  Supremo  se  alegan  varios  motiros  de  casación, 
si  por  uno  ó  alguno  de  ellos  se  estima  procedente  casar  la  sentencia,  no  se  pasa 
al  examen  y  apreciación  de  ^os  restantes,  á  no  ser  que  sea  necesario  para  fijar 
mejor  la  jurisprudencia.  • 

¿Podrá  el  tribunal  sentenciador  dictar  su  fallo  por  leyes  ó  fundamentos  de 
derecho  que  no  hayan  sido  alegados  por  las  partea?  Aunque  la  disposición  que 
estamos  examinando  dice  que  en  los  considerandos  "se  apreciarán  los  puntos  de 
derecho  fijad»  por  las  partea,"  no  excluye  ni  podía  excluir  la  apreciación  áe 
otros,  no  alegados  por  csta^  cuando  en  ellos  haya  de  fundarse  el  fallo.  También 
ordena  que  en  aquellos  se  citen  las  leyes  ó  doctrinas  que  se  consideren,  aplica- 
bles al  casOj  y  si  no  han  sido  alegadas  por  las  partes,  el  juez  tiene  el  deber  de 
suplir  esta  omisión,  puesto  que  bajo  ningún  pretexto  puede  aplazar,  dilatar  ni 
negar  la  resolución  de  las  cuestiones  discutidas  en  el  pleito,  y  que  debe  dictar 
8u  fallo  con  arreglo  á  derecho.  A  las  partes  incumbe  formular  sus  pretensiones 
y  alegar  y  probar  los  hechos  en  que  las  funden,  y  al  juez  decidirlas  conforme  á 
derecho:  si  aquellas  no  han  expuesto  el  que  sea  aplicable  al  caso,  el  juez,  que 
debe  saberlo,  ha  de  suplir  esa  omisión,  exponiendo  en  los  considerandos  las  ra- 
zones y  fundamentos  legales  en  que  funda  su  fallo:  de  otro  modo  procedería  la 
casación  de  la  sentencia.  Esta  doctrina  ño  es  aplicable  á  las  setencias  que  de- 
cidan loa  recursos  de  casación,  pues,  por  las  razones  que  expondremos  en  su  lu- 
gar, el  Tribunal  Supremo  no  puede  apreciar  én  ellas  otras  infracciones  de  ley  6 
de  doctrina  legal  más  que-l.is  citadas  por  la  parte  recurrente. 

Después  de  redactados  los  considerandos  relativos  á  las  cuestiones  que  sean 

objeto  del  pleito,  si,  según  lo  consignado  en  el  último  resultando,  *'en  la  sus- 

tanciación  del  juicio  se  habieron  cometido  defectos  ú  omisiones  que  merez($an 

corrección,  se  apreciarán  en  el  "último  considerando,"  exponiendo,  en  su  caso, 

j  la  doctrina  que  conduzca  á  la  recta  inteligencia  y  aplicación  de  esta  ley."  Apli- 
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-cada  esta  nuera  dippoiición  con  el  celo  y  acierto  qce  en  de  esprrtr  de  los  tribu- 
nales superiores  y  del  Suprenoo,  y  sin  lonleznplacionesni  toleruicias  de  ninguna 
^ase,  se  cerrejirAn  la  inobsertaKcia  de  los  ténLÍnos  judici*le8,  penÉda  serena 
mente  en  los  artículos  301,  302  y  otros,  y  las  corruptelas  y  prácticas  abusivas 
^ue  traten  de  introducirse  contra  la  letra  y  el  espíritu  de  la  ley,  ^  que  tanto 
han  contribuido  siempre  á  hacer  dilatoria  y  dispendiosa  la  administración  de 
justicia.  Cuando  en  el  último  resultando  se  haya  eonsi^ado  que  se  han  obser- 
yado  las  prescripciones  légrales  en  la  sustanoiaoión  del  juicio  6  del  incidente,  no 
se  pondrá  este  último  considerando  por  carecer  de  objeto. 
^  4. ®  "Parte  dispositira  de  la  sentencia." — Después  de  los  resultandos  y  con- 
siderandos, ha  de  consignarse  el  fallo  6  resolución  de  las  cuestiones  discutidas 
en  el  pleito  ó  en  el  incidente.  Para  dictarlo,  se  tendrá  presente  cuanto  ordenan 
los  artículos  359  y  360  y  hemos  expuesto  al  comentarlos  (pág.  126  y  simientes 
de  este  tomo),  procurando  que  sea,  como  debe  ser,  la  consecuencia  natural  y  ló- 
gica de  las  premisas  tentadas  en  aquellos,  pues  de  otro  modo  no  aparecería  bien 
Justificado. 

Cuando  en  el  último  resultando  se  hubieren  consijrnado  algunas  faltas  ú, omi- 
siones cometidas  en  el  procedimiento,  al  final  de  la  sentencia  se  harán  las  pre- 
venciones necesarias  para  corregirlas,  en  armonía  con  la  apreciación  hecha  en 
el  último  consideranao.  Si  tales  faltas  merecieren  alguna  de  las  correcciones 
disciplinarias  determinadas  en  el  art.  449,  '*podrá  imponerse  en  acuerdo  reser- 
vado, cuando  así  se  estime  conveniente."  JBsta  disposición,  con  la  cual  concluye 
el  art.  372,  tiene  por  objeto  salvar  el  decoro  y  prestigio  de  los  tribunales,  que 
siempre  se  lastiman  con  las  correcciones  disciplinarias  cuando  se  hacen  públicas. 
Si  la  corrección  se  limita  á  una  simple  advertencia  sobre  la  inteligencia  que 
haya  de  darse  á  la  ley,  hasta  será  conveniente  se  haga  pública  para  que  se  uni- 
forme la  f  urisprudeocia;  pero  cuando  deba  ser  más  severa,  aunque  se  imponga 
á  un  auxiliar,  harán  bien  los  tribunales,  á  cuyo  prudente  criterio  se  deja  este 
punto,  en  que  no  aparezca  en  la  sentencia  sino  la  tórmula  "y  lo  acordado,*' con- 
signando la  corrección  en  el  libro  reservado  que  á  e^ce  fin  debe  llevarse,  y  co- 
municándola con  la  misma  reserva.  - 

Redactada  la  sentencia  como  queda  explicado,  se  pondrá  en  limpio,  se  firmará 
y  se  publicará  del  modo  que  se  previene  en  el  art.  364  para  los  juzgados,  y  en  los 
artículos  365,  366  y  367  para  el  Ti*¡bun*«l  Supremo  y  las  Audiencias,  notificán- 
dola á  las  partes  dentro  del  plaao  que  fija  el  261.  £n  los  "formularios"  del  juicio 
ordinario  de  m%yor  cuantía  podrá  verse  el  do  las  sentencias. 

III. 

La  sentencia  es  el  objeto  y  fin  del  pleito  y  el  acto  más  importante  y  trascen* 
dental  del  juicio,  por  lo  cual  losjueces  y  tribunales  deben  poner  el  mayor  esmero 
en  si>  redacción,  sujetándose  extrictamente  á  la  fórmula  determinada  por  la  ley, 
y  que  acabamos  deexolicar,  de  la  caal  no  les  es  lícita  separar áC.  Teniendo  pre- 
seate  que  en  los  "resultandos"  deben  consignarse  las  pretensiones  de  las  partes 
y  ios  hechos  en  que  las  funden,  y  en  los  "considerandos''  apreciarse  el  derecho, 
dando  las  razones  v  fundamentos  legales  del  fallo,  con  la  cita  de  las  leyes  ó  doc- 
trinas aplicables  al  caso,  deben  cuidar  de  no  incluir  en  ^stos  lo  que  es  propio  de 
aquellos,  defecto  en  que  se  incurre  con  frecuencia.  También  deben  procurar 
la  claridad  y  concisión  posibles:  lan  inconveniente  [será  entraren  difusas  rela- 
ciones y  en  extensas  apreciaciones,  impropias  de  la  severidad  judicial,  como  re~ 
ducir  la  sentencia  á  ligeras  ó  desordenadas  indicaciones,  que  sean  insuficientes 
para  presentar  las  cuestiones  del  pleito  con  la  claridad  y  precisión  que  previene 
la  'f'y. 

Y  deseando  ésta  aue  sa  corri^jan  tales  defectos,  los  cuales  revelan,  6  negligen- 
cia y  abandono  en  el  cumplimiento  da  ese  deber  tan  importante,  ó  falta  de  in- 
teligencia y  de  criterio  en  el  eacargado  de  redactar  la  sentencia,  previene  en  el 
artículo  373;  último  de  c^te  conienCario,  ((ue  '*el  Tribunal  Supremo  y  las  Au- 
diencias velarán  por  el  puntual  cumplimiento  de  lo  que  se  oidena  en  el  artículo 
anterior,  haciendo  para  ello  las  advertencias  oportunas  á  los  tribunales  y  jueces 
que  les  estén  suborainados.  cuando  no  se  hubieren  ajustado  en  sus  sentencias  i 
lo  que  en  él  se  previene,  y  les  i. repondrán  las  demás  correcciones  di:ciplinarias 
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•á  que  díerfen  lucrar."  La  lef  excusa  el  error  en  el  fondo  del  fallo,  y  no  lo  pena 
sí  no  constituye  delito;  pero  no  tolera  que  se  falte  á  la  forma,  determinada  mi- 
nuciosamente por  la^  misma,  y  ordefta  que  se  corrija  disciplinariamente  al  juez 
6  tribunal  que  en  la  redacción  de  una  sentencia  no  se  hubiere  ajustado  á  lo  one 
pt^eviene  el  artículo  .573^  por  esto  hemos  explicado  con  tanta  extensión  las  regalas 
qatí  en  él  se  determinan. 


Articula  374. 

Las  ejecutorias  se  encabezarán  en  nombre  del  Rey. 

En  ell^s  se  insertarán  las  sentencias  firmes,  y  las  anteriores^ 
sólo  cuando  por  referirse  las  firmes  aellas,  sean  su  complemento. 

Cuándo  se  expida  á  instancia  de  parte  para  la  guarda  de  sus 
derechos,  se  insertarán  además  los  documentos,  escritos  y  actua- 
ciones que  la  misma  designe,  y  á  su  costa. 

La  palabra  "ejecutoria"  se  aplica  en  el  foro  á  la  sentencia  firme  6  que  ha 
pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  y  también  al  documento  público  y  solem- 
ne en  que  se  consigna  dicha  sentencia,  como  se  define  en  el  párrafo  último  del 
artículo  369.  En  esta  segunda  acepción  sa  trata  de  ella  en  el  presente  para  de« 
terminar  su  fórmula,  y  Jos  insertos  que  ha  de  contener.  No  estará  demás  recor- 
dar que  en  la  práctica  antigua,  desde  que  se  crearon  los  tribunales  colegiados» 
se  daba  á  dicho  documento  el  nombre  de  "fieal  carta  ojecutoria."  como  pu'^de 
verso  en  las  leyes  del  tít.  12,  lib.  4.  ^  de  la  NoyÍ8Íma  Kecopilación,  y  también 
en  las  del  tít.  18,  de  la  Partida  3.  ®  que  dan  el  nombre  de  "carta"  á  todo  do- 
cumento auténtico,  y  en  la  ley  11,  tít.  20  de  la  misma  Partida,  que  habla  de  las 
cartas  que  han  de  darse  sobre  juicios  acabados. 
,  Antiguameate  solían  insertarse  á  la  letra  en  las  cartas  ejecutorias,  no  sólo  la 
demanda,  contestación  y  sentencia,  sino  también  las  pruebas  y  alegatos.de  mo- 
do que  venían  á  ser  una  copia  casi  literal  del  pleito;  y  eran  de  uso  muy  frecuen- 
te, pues  se  libraban  para  la  ejecución  de  toda  sentencia,  que  en  juicio  contra- 
dictorio pronunciaban  los  consejos  y  tribunales  superiores,  hiego^  que  causaba 
ejecutoria.  Aunque  en  el  artículo  136  de  las  ordenanzas  délas  Audiencias  se  pre- 
vino á  los  escribanos  de  Cámara,  que  en  dichas  cartas  arreglasen  la  escritura 
como  correspondía,  sin  i^oner  para  acrecentarla  más  de  lo  que  fuere  necesario, 
continuó  el  abuso  antes  indicado  de  insertar  en  ellas  casi  todos  los  autos,  hasta 
que  para  corregirlo  se  mandó  por  el  art.  8.  ^  del  Real  decreto  de  5  de  Enero  de 
1844,  que  en  las  cartas  ejecutorias,  los  escribanos  de  Cámara  que  las  autoricen 
insertasen  únicamente:  "ala  letra,"  la  sentencia  que  cause  ejecutoria,  la  anterior 
ó  anteriores  que  por  ella  fueren  confirmadas,  revocadas  ó  modificadas,  y  la  peti- 
ción y  respuestas  principales  en  que  se  hubiesen  planteado  las  cuestiones  resuel- 
tas en  cada  instancia  por  las  expresadas  sentencias;  y  "'en  relación,"  lo  absolu- 
tamente indispensable  para  que  se  entienda  con  claridad  el  genuino  sentido  de 
lá  ejecutoria;  y  que  ai  alguna  parte  reclamase  la  inclusión  de  otros  insertos,  fue- 
sen de  su  cuenta  y  pago  exclusivo. 

A  pesar  de  esta  limitación,  todavía  resultaban  muy  costosas  las  cartas  ejecu- 
torias, y  no  podía  ser  de  otro  modo,  porque  entonces  generalmente  quedaban 
los  autos  ai'cnivados  en  el  tribunal  que  dictaba  la  sentencia,  y  se  entregaba  la 
carta  ejecutoria  á  la  parte  que  había  ganado  el  pleito  para  que  con  rila  geptio- 
uara  su  cumplimiento  y  ejecución  en  et  juzgado  corresponfliento.  por  lo  cual  era 
necesario  insertar  en  ese  documento  todos  Jos  antecedentes  del  negoció.  La  pri- 
mera ley  de  Enjuiciamiento  civil  modificó  este  sistema  á  fin  de  evitar  gastos 
innecesarios,  previniendo  que,  terminado  un  pleito  en  segunda  instancia  por 
sentencia  firme  ó  en  recurso  de  casación,  se  devuelvan  los  autos  al  juagado  in- 
ferior con  certificación  de  kvtentencíá  y  de  la  tasación  de  costar,  en  su  caso,  sin 
ningún  oro  inserto,  lo  cual  es  suficiente  para  la  ejecución  de  la  senteneia  por 
tener  á  la)  vista  los  autos.  Y  este  milano  sistema  se  ha  seguido  en  la  nueva  ley, 
como  puede  verse  en  los  arts.  850,  861  y  1,794. 
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Pero,  si  bien  basta  la  ertificación  para  el  fín  antedicho,  como  las  sentencia»  i- 

sneien  c  ntener  declaraciones  de  derechos  de  consecuencias  trascedentales  par& 
el  porvenir,  puede  interesar  á  la  parte  que  ha  granado  el  pleito  conservar  en  sa 
]K>der  un  documento  que  lo  acredite^  y  á  este  íin  no  puede  servir  dicha  certifica- 
ción por  quedar  unida  á  los  autos.  La  ley  de  1855  dispuso  para  este  caso  en  su 
artículo  8SS,  qu3  por  separado  se  diera  otra  .certificación  á  la  parte  que  la  soli- 
taee  con  los  insertos  que  la  misma  designara  y  á  su  costa.  Mas,  una  simple  cer* 
tificación  ro  ofrece  para  los  tiempos  venideros  tanta  garantía  como  una  carta 
p jecutoria,  por  las  formalidades  externa^  y  demás  recjuisitos  de  que  debe  estar 
revestida,  y  desde  luego  se  echó  de  ver  la  convenienjcia  de  conservar  estos  docu- 
mentos, no  mencionados  en  aquella  lev,  y  por  cuya  circunstancia  se  creyeron^su- 
primidos.  A  esto  sin  duda  responde  el  haberlos  mencionado  en  U  orgánica* de 
1870;  de  cuyo  artículo  670  están  copiados  á  la  letra  los  dos  primeros  {járrafos  • 
del  quo  es  objeto  de  este  comentario,  habiéndose  adicionadoel  tercero  para  com* 
pletar  el  pensamiento.  Teamos  lo  que  se  dispone  en  este  artículo.        ^    • 

"Las  ejecutorias  se  encabezarán  en  nombre  del  Rey,"  previene  en  primer  lu- 
gar este  artículo  374.  Lo  mismo  se  ha  practicado  siempre,  en  consideración^  á 
que  la  justicia  se  administra  en  nombre  del  Rey;  principio  consignado  lo  mis- 
mo en  nuestros  le\^s  antiguas  que  en  las  constituciones  modernas,  y  última- 
mente en  el  artículo  74  de  lá  vigente  de  30  de  Junio  de  1876.  "Don  AlJbnso  XII, 
por  la  gracia  de  Dios,  Rey  constitucional  de  España:"  és  la  fórmula  que  hoy  de- 
be emplearse;  la  misma  con  que  principian  las  leyes. 

No  se  determinan  en  la  presente  ley,  por  ser  reglamentarios,  los  demás  requi- 
tos,  ó  solemnidades  externas  que  deben  concurrir  en  las  ejecutorias  para  su  au- 
tenticidad, y  por  consiguiente  queda  en  vigor  lo  prevenido  sobre  este  punto  en. 
las  leyes  recopiladas,  en  el  Reglamento  del  Tribunal  Supremo  y  en  las  ordenan- 
zas de  las  Audiencias.  Según  la  práctica  establecida  conforme  á  estas  disposi- 
ciones, las  ejecutorias  deben  ser  autorizadas  con  las  firmas  del  presidente  del 
tribudal  y  del  presidente  y  dos  magistrados  de  la  Sala  que  haya  mandado  expe- 
diros; refrendadas  y  corregidas  por  el  escribano  de  Cámara  ó  secretario  que 
hubiere  intervenido  en  el  pleito,  y  registradas  y  selladas  por  el  canciller  del  tri- 
bunal. Su  fórmula,  variando  la  relación  é  insertos,  es  igual  á  la  de  las  realce 
provisiones,  aue  puede  verse  en  la  pág.  342  del  tomo  1.  ® :  véase  también  en  los 
^'formularios  '  del  juicio  ordinario  de  mayor  cuantía. 

Bn  cuanto  á  los  insertos  que  deben  contener  las  ejecutorias,  según  lo  que  se 
previene  en  este  artículo,  serán,  por  regla  general,  la  sentencia  firme  objeto  de 
la  misma,  y  también  la  antorior  ó  anteriores,  cuando  por  referirse  á  ellas  la  fir- 
me, sean  su  complemento;  pero  cuando  se  expidan  á  instnncia  de  parte  para  la 
guarda  de  su  derecho,  y  por  consiguiente  para  conservar  en  su  poder  ese  docu- 
mento, se  insertarán  además  los  documentos,  escritos  y  actuaciones  que  la 
misma  parte  designe  y  á  su  costa.  Todo  esto  ha  de  insertarse  á  la  letra,  haciendo- 
relación  de  lo  que  sea  absolutamente  indispensable  para  que  se  entienda  con 
claridad  el  genuino  sentido  de  la  ejecutoria,  como  se  previno  en  el  Real  decreto  ¡ 

citado  de  1844,  y  es  de  sentido  común.  ^ 

Téngase,  además,  presente  lo  que  disponen  sobre  esta  materia  los  artículos- 
850,  851  y  852,  y  combinándolos  con  el  374  resulta,  que  la  sentencia  firme  en  to- 
dos los  casos  ha  de  comunicarse,  con  devolución  de  Jos  autos,  al  juzgado  infe- 
rior para  su  ejecución  por  medio  de  certificación,  en  la  cual  sólo  ha  de  insertar- 
se dicha  sentencia  y  la  tasación  de  costas  en^  su  caso;  y  además  se  librará  eje- 
cutoria, cuando  alsruna  de  las  partes  lo  solicite  para  la  guarda  de  sus  derechos,, 
verificándolo  con  citación  contraria  y  á  ¡costa  del  que  pidiere  este  documento.  ¡Y 
de  lo  expuesto  se  deduce  también  que  sólo  se  expiden  ejecutorias  en  las  Audien- 
cias y  en  el  'Tribunal  Supremo.  Cuando  la  sentencia  firme  sea  de  un  juzgado, 
podrá  darse  testimonio  para  la  guarda  de  sus  derechos  á  la  parte  que.  lo  pidu, 
con  inserción  de  los  documentos,  escritos  y  actuaciones  que  la  misma  designe» 
además  de  la  sentencia,  librándose  dicho  testimonio  á  su  costa  y  con  citación, 
contrarfa* 

Indicaremos}  por  último,  que  en  la  práctica  antigua,  las  diligencias  para  dar 
cumplimiento  á  la  eiecutoria  por  regla  general  se  entregaban  originales  con  es-- 
ta  ala  parte  que  la  había  obtenido  y  presentado,  en  consideración  &  que  era  de 
8U  interés  conservarlas  para  la  guarda  de  sui  derechos.   En  el  día  no  puede  e»»- 
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C^nirse  esta  práctica:  las  diligfencias  ^ara  la  ejecución  de  toda  sentencia  deben -^ 
extenderse  a  continuación  de  la  certificación  librada  con  este  objeto,  y  han  de 
archirfirse  con  los  autos;  pero  la  partea  quien  interese  podrá  pedir  testimonio 
de  las  mismas,  con  citación  contraria,  para  guardarlo  con  la  ejecutoria. 


Artículo  375. 

Las  providencias,  los  autos  y  las  sentencias  serán  pronuncia- 
das necesariamente  dentro  del  término  que  para  cada  una  de  ellas 
establece  la  ley. 

El  Juez  ó  Tribunal  que  no  lo  hiciere,  sera  corregido  discipli- 
nariamente, á  no  mediar  justas  causas,  que  har^  constar  en  los 
autos. 

Concuerda  con  el  artículo  332  de  la  \ej  de  1855  y  literalmente  con  671  de  la 
orgánica  de  1870.  Aunque  el  caso  está  comprendido  en  la  regla  greneral  de  loa 
arts.  301  y  302  y  en  la  doctrina  expuesta  al  comentarlos,  se  hace  de  él  mención 
especial  por  la  excepción  que  contiene,  según  la  cual  estará  exento  déla  respon- 
saoilidaaen  que  incurre  oí  juez  ó  tribunal  que  no  dicta  alguna  proridencia,  au- 
to ó  sentencia  dentro  del  término  legal,  cuando  haya  mediado  para  ello  ;justa 
causa,  que  se  haga  constar  en  los  autos.  La  justicia  de  la  causa  queda  á  la  apre- 
ciación del  tribunal  superior  que  haya  de  corregir  la  Falta.  La  ocupación  en  el 
despacho  de  causas^  criminales  suele  ser  la  causa  que  para  excusar  esa  falta 
alegan  los  jueces  de  primera  instancia,  acreditándola  en  los  autos  por  diligen- 
cia del  actuario;  pero  en  el  Real  decreto  de  15  de  Noviembre  de  1876  se  previno 
que  tal  caso  no  eximia  de  responsabilidad,  y  que  sólo  se  admitiese  la  de  haber 
tenido  el  juez  que  ausentarse  para  instruir  caupafcriminal  ó  para  otro  acto  grav« 
y  argente  del  servicio,  descontándose  en  tal  caso  del  término  legal  los  días  de  la 
ausencia.  Aunque  este  decreto  debe  considerarse  derogado  por  la  presente  ler^ 
la  disposición  indicada  es  tan  racional  y  prudente,  y  tan  conforme  al  espíritu  de ' 
esta,  que  podrá  servir  de  norma  para  determinar  la  responsabilidad  en  el  caso-- 
de  que  se  trata. 
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TITULO  NOVENO. 


DE  LOS  RECURSOS  CONTRA  LAS  RESOLUCIONES 
J  UDICI ALES  Y  SUS  EFECTOS. 


En  doce  artículos  solamente,  del  65  al  76  inclusiv^e,  trató  la  ley  anterior  e<l 
1855  toda  la  materia  que  es  objeto  del  presente  título^  el  cual  contiene  treinta 
y  crneo  articulos,  y  se  ha  dividido  en  cuatro  seofionós  parra  mayor  claridad  y 
facilitar  su  consulta.  Se  ha  dado,  pues,  á  esta  materia  toda  la  extensión  que  su 
importancia  requiere,  desenvolviendo  las  prevenciones  hechas  en  la  base  3.  * 
de  las  aprobadas  por  la  ley  de  21  de  Junio  de  1880;  é  introduciendo,  en  virtud 
de  dicha  base  y  de  la  autorización  concedida  por  la  19,  notables  modifícaciones 
y  reformas,  sobre  las  cuales  llamaremos  la  atención  en  los  respectivos  comen- 
tarios, dirigidas  todas  á  evitar  dilaciones  y  gastos,  y  el  abuso  qim  se  hacfa  de  loa 
recursos  contra  las  reeolu«iones  judiciales,  y  especialmente  de  la»  apelaciones» 
sin  otro  objeto  muchas  veces  que  el  de  dilatar  los  pleitos  para  ai)urar  la  pacien^ 
cia  y  la  fortuna  del  litigante  contrario,  con  mengua  de  la  justicia. 

En  todos  nuestros  códigos,  desde  el  Fuero  Juzgo  hasta  los  más  modernos,  en- 
contramos leyes  que  autorizante  los  litigantes  para  alzarse  de  las  resoluciones 
judiciales  que  les  causen  perjuicio;  pero  con  las  limitaciones  convelientes  para 
evitar  el  abuso  que  pudieran  hacer  los  que  procedan  de  mala  fé.  La  defensa  es 
de  derecho  natural,  y  se  privaría  de  ella  á  los  litigantes  si  no  se  le  permitiera 
recurrir  á  un  tribunal  superior  para  que  enmiende  lus  desaciertos  que  pueda 
cometer  el  inferior. 

El  presente  título  contiene  las  reglas  de  aplicación  general  sobre  tan  impor- 
tante materia.  En  él  se  determinan  los  recamos  que  procedan  contra  cada  una 
de  las  resoluciones  judiciales  según  su  naturaleza,  y  el  procedimiento  que  ha 
de  emplearse  para  utilizarlos  y^  que  produzcan  sus  efectos.  Se  establecen  los  que 
estaban  admitidos  en  la  práctica  conforme  á  la  ley  anterior,  cuales  son,  los  d» 
reposición  y  apelación  contra  las  resoluciones  de  loa  jueces  inferiores;  los  de 
súplica  y  casación  contra  los  de  los  tribunales  superiores,  y  los  de  queja  contra 
unos  y  otros  en  casos  determinados,  según  expondremos  ea  sus  respectivos  co- 
mentarios. Y  como  la  naturaleza  ó  carác^r  de  la  resolución  determina  el  re- 
curso que  contra  ella  podrá  utilizarse,  es  indispensable  tener  muy  presente  la 
clasifícación  que  hemos  hecho  de  las  resoluciones  judiciales  en  la  introducción 
del  título  anterior  (pág.  122  de  este  tomo),  de  acuerdo  con  la  que  se  establece  en 
el  art.  369. 

Antes  de  pasar  al  examen  de  los  artículos  comprendidos  en  cada  sección  de 
este  título  debemof»  advertir,  c|ue  no  se  trata  aquí  de  los  recursos  contra  las  re- 
soluciones de  los  'jueces  municipales,"  porque  siendo  verbales  por  regla  gene- 
ral los  procedimientos  en  los  juicios  de  que  estos  pueden  conocer  en  primera 
^in^taneia,  en  cada  uno  de  ellos  se  determinan  los  recursos  qu¿  podrán  utilizar- 
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ee  y  la  forma  de  entablarlos  y  instan tUrl os,  «orno  puede  verse  en  los  artículo»- 
732,  1,583  V  siguientes.  Sin  embargo,  lo  que  allí  no  esté  previsto,  habrá  de  su- 
plirse par  las  oísposioiones  generales  de  la  sección  1.  "*  4e  este  título,  en  cuan- 
to les  sean  aplicables*  y  p«.r  las  de  la  4.  ^,  que  son  comnnei  á  todos  los  juz- 
gados. 


SECCIÓN  PRIMERA. 

RECURSOS  CONTRA  LAS   RESOLUCIONES  DB  LOS  JUECES 
DE  PRIMERA  INSTANCIA. 

Artículo  376. 

Contra  las  providencias  de  mera  tramitaci<$n  que  dicten  los 
Jueces  de  primera  instancia,  no  se  dará  otro  recurso  que  el  de  re- 
po«icion)  4ÍM  perjucio  del  cual  se  llevará  á  efecto  la  providencia. 

Para  que  sea  admisible  este  recurso,  deberá  interponerse  den- 
tro de  tercero  día  y  citarse  la  disposición  de  esta  ley  que  haya 
sido  infringida. 

Si  no  se  llenaran  estos  dos  requisitos,  el  Juez  declarará  de  pla- 
no, y  sin  ulterior  recurso,  no  haber  lugar  á  proveer. 

Artículo  377. 

De  las  demás  providencias  y  autos  que  dicten  los  Jueces  de 
primera  instancia,  con  exclusión  de  los  expresados  en  el  srtículo 
382,  podrá  también  pedirse  reposición  dentro  de  cinco  días. 

Artículo  378. 

Presentado  en  tiempo  y  foru^  el  recurso  de  reposición,  se  en- 
tregará la  copia  del  escrito  á  la  parte  contraria,  la  cual,  dentro 
de  los  tres  días  siguientes,  podrá  impugnar  el  recurso,  si  lo  esti- 
ma conveniente.  * 

Cuando  sean  varias  las  partes  colitigantes,  dicho  término  será 
común  á  todas  ellas. 

Artículo  379. 

Tmscurrido  el  término  antedicho,  hayanse  presentado  ó  no  es- 
critos de  imougnación,  sin  más  trámites,  el  Juez  resolverá  den- 
tro de  tercero  día  lo  que  estime  justo. 

Artículo  380. 

Contra  el  auto  resolutorio  del  recurso  de  reposición  de  las  pro- 
Tidencias  y  autos  á  que  se  refiere  el  artículo  377,  podrá  apelarse 
dentro  de  tercero  día. 
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Artículo  381. 

Cuando  la  reposición  se  refiera  á  las  providencias  de  mera  tra* 
mitación  expresadas  en  el  artículo  376,  contra  el  auto  resoluto- 
rio de  la  misma  no  se  dará  recurso  alguno,  salvo  el  de  responsa- 
bilidad del  Juez  que  lo  hubiere  diotado,  j  la  facultad  de  pedir 
en  la  segunda  instancia  la  subsanación  de  la  falta  cuando  proceda* 

I. 

''Definición." — Del  ''recurso  de  repesición"  tratan  estos  artículos,  entendién- 
dose por  tal  el  que  puede  utilizar  todo  litigante  que  se  considere  aip-aviado  por 
una  resolución  judicial  interlocutoria,  para  que  sea  reformada  ó  revocada  por 
el  mismo  juez  que  la  hubiese  dictado,  acordando  en  su  lugar  la  que  proceda  con 
arreglo  á  derecho.  Se  llama  de  ''reposición'*  por  la  fórmula  empleoda  de  anti- 
4;uo  para  utilizarlo,  de  pedir  al  juez  que  "reponga  por  contrario  imperio"  la 
resolución  de  que  se  trate. 

Este  recurso  se  dá  solamente  contra  las  providencias  y  autos  dictados  por 
jueces  inferiores,  que  se  refieran  al  procedimiento  ó  tramitación  del  juicio,  y  no 

.  contra  los  que  resuelvan  excepciones  dilatorias  ó  incidentes:  los  autos  de  esta 
clase  están  comprendidos  en  el  art.  382,  lo  mismo  que  las  sentencias  definitivas» 
las  cuales,  según  el  363,  no  pueden  ser  variadas  ni  modificadas  ^or  el  mismo 
juez  que  las  hubiere  dictado.  Procede,  ipues,  el  recurso  de  reposición  contra 
todas  las  resoluciones  de  los  jueces  de  primera  instancia,  llamadas  "providea- 
cías"  en  el  art.  369,  y  contra  los  autos  que  no  estén  comprendidos  en  la  exclu- 
sión antes  indicada;  pero  con  la  notable  distinción  sobre  términos  y  recursos 
ulteriores  que,  atendiendo  á  la  índole  y  naturaleza  de  la  providencia  reclama- 
da, establecen  los  artículos  que  son  objeto  de  este  comentario,  y  que  luego  ex- 

-|>licaremo8. 

También  puede  pedirse  reposición  de  algunas  resoluciones  de  los  tribunales 
superiores  y  del  Supremo;  ^ro  en  este  crso  se  dá  al  recurso  el  nombre  de  "sú- 
plica," por  las  razones  que  indicaremos  al  comentar  el  ait.  402. 

II. 

"Del  recurso  de  reposición  según  el  derecho  antiguo." — En  el  procedimiento  . 
antiguo  estaba  admitido  el  principio  de  que  "Judex  ab  interlocutorio  semper 

'discedere  potest;"  regla  consignada  también  en  la  ley  2,  <^,  tít.  22,  Part.  3.  ^, 
la  cual,  desloes  de  definir  lo  que  se  entiende  por  providencia  interlocutoria, 
añade,  que  el  juzgador  '*la  puede  toller  é  enmendar  por  alguna  razón  dereolua, 

'  quando  quier,  ante  que  dé  ju^zio  acabado  sobre  la  demanda  principal."  A  la 
vez,  la  ley^  13,  tít.  23  de  la  misma  Partida  previno  que  de  los  manaamientos  6 
providencias  ()ue  dictase  el  jud^ador,  andando  por  el  pleito,  ante  quediesse  sen- 
tencia definitiva  sobre  el  principal,  non  se  puede  nin  debe  ninguno  alzar;  fue- 
ras ende,  cuando  el  judgador.U.  mandasse  facer  alguna  cosa  torticeramente» 
que  fuesse  de  tal  natura,  que  seyendo  acabado,  non  se  podría  después  ligera- 
4nente  emendar,  á  menos  de  gran  daño,  ó  de  gran  vergüenza  de  aquel  que  se 
tuviésse  por  agraviado  della.      Y  conforme  con  el  mismo  principio,  pero  con- 

'  cretando  más  el  pensamiento,  la  ley  23,  tít.  20,  lib.  11  de  la  Novísima  Recopi- 
lación ordenó,  "que  de  las  sentencias  interlocutorias  no  haya  alzada,  y  que  los 
judgadores  no  la  otorguen  ni  la  den;  salvo  si  fueren  dadas  sobro  defensión  pe- 
rentoria, ó  sobre  algún  artículo  que  haga  perjuicio  en  el  pleito  principal;"  6 
sobre  la  incompetencia  ó  la  recusación  del  juez;  "ó  sí  la  parte  pidiese  traslado 
del  proceso  publicado,  y  el  juez  no  lo  qubiere  dar.  En  cualquier  de  estos  casos, 
añade,  otorgamos  á  la  parte  que  se  sintiere  agraviada,  que  se  pueda  alsar,  y  el 
judgftdor  que  sea  tenudo  de  otorgar  el  alzada." 

En  virtud  de  estas  disposiciones  del  derecho  anti^o  se  había  admitido  coao 
doctrina  universal  y  corriente  entre  todos  los  expositores,  y  sancionado  la  prác« 
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tica  constante  de  los  tribanales,  que  no  eran  apelables  las  proYÍdencias  interlo- 
•cutorias  de  mera  sustanciación,  pero  sí  las  que  causaban  á  la  parte  un  para- 
men que  después  no  puede  fábil  mente  repararse;  y  que  de  estas  proTÍdencias 
r»día  pedirse  reposición  dentro  de  tercero  dfa,  6  apelarse  dentro  de  los  cinco, 
contar  desde  la  notificación,  pero  no  de  aquellas,  porque  la  ley  no  permití^ 
contra  ellas  ningún  rectireo. 

III. 

*'Seefán  la  ley  de  1855." — ^Tal  era  la  práctica  generalmente  admitida,  cuando 
en  1855  se  publicó  la  primera  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  la  cual  en  su  artículo 
65  ordenó  (o  siguiente:  ^'De  las  providencias  interlocutor  i  as  pronunciadas  por 
los  jueces  de  primera  instancia  puede  pedirse  reposición  dentro  de  tres  dfas  im- 
prorogables.  Si  no  se  estimare,  podrá  apelarse  en  un  término  i^ual  al  ante- 
rior." Como  este  artículo  habla  en  greneral  de  "providencias  interlocutorias," 
sin  excluir  las  de  mera  sustanciación,  decíamos  al  comentarlo,  que  si  se  enten- 
diera y  aplicara  ^'literalmente,"  podría  decirse  que  ponía  en  mano  de  los  liti- 
gantes de  mala  fé  el  arma  más  terrible  que  se  había  imaginado  para  dilatar  los 
pleitos  hasta  lo  infinito.  '|Sin  duda,  añadíamos,  se  ha  cometido  alguna  omisión 
involuntaria  al  redactar  dicho  artículo,  porque  no  eadjposible  creer  que  una  ley, 
que  tiende  á  cortar  los  abusos  que  se  habían  introducido  en  la  práctica,  y  q«e 
respira  por  todas  partes  el  de^eo  de  abreviar  la  marcha  de  los  negocios,  consa- 
grando el  principio  de  celeridad  compatible  con  la  justicia,  abriese  la  puerta 
tan  inconsideradamente  y  sin  limitación  de  nineún  género  á  las  reposiciones 
y  apelaciones  de  pi  evidencias  interlocutor  i  as  de  toda  clase."  Si  así  fuera,  bien 
podría  afirmarse  ()ne,  lejos  de  haberse  introducido  una  mejora  en  el  antisruo 
sistema  de  enjuiciar,  se  había  retrocedido  de  una  manera  lamentable  en  el  buen 
camino,  que  tiene  trazado  la  ciencia  en  materia  de  procedimientos."  Y  por  esto 
y  por  otras  razones  opinábamos  que  el  mencionado  artículo  no  debía  entender- 
se tal  como  so  halla  escrito,  y  que  la  repoéición,  y  la  apelación  en  su  caso,  sólo 
procedía  contra  las  providencias  interlocutorias  que  causen  estado  ó  irroguen 
^n  perjuicio  que  no  pueda  repararse  en  definitiva,  pero  de  ningún  modo  contra 
las  de  mera  tramitación. 

La  experiencia  ha  demostrado  que  no  eran  infundados  nuestros  temores:  lian 
flido  frecuentes  los  casos  en  que  el  litigante,  á  quien  interesaba  entretener  ó  di- 
latar un  pleito,  lo  ha  conseguido  con  repetides  recursos  de  reposición,  pidiéndola 
*  de  un  simple  traslado  ó  de  cualquiera  providencia  de  mera  tramitación,  y  ape- 
lando si  no  se  estimaba  aquel  recurso;  apelación  que  era  preciso  admitir  en  am~ 
bos  efectos  conforme  al  art.  70  de  la  misma  ley  de  1855.  En  interés  de  la  jus- 
ticia ha-bía  que  poner  remedio  á  este  mal  y  determinar  el  procedimiento  para 
uniformar  la  jurisprudencia,  y  con  uno  y  otro  objeto  se  han  dictado  los  artícu- 
los que  vamos  á  examinar,  los  cuales  modifican  esencialmente  el  65  antes  men- 
cionado, única  disposición  que  la  ley  anterior  contenía  sobre  esta  materia. 

IV. 

"Recurso  de  reposición  según  la  nueva  ley." — Con  el  objeto  y  por  las  razo- 
nes que  acabamos  de  indicar,  se  ha  restablecido  sustancialmente  la  antigua  ju- 
risprudencia, que  antes  hemos  reseñado,  sobre  esta  materia;  Según  los  artícu- 
los 376  y  377,  puede  pedirse  reposición  de  todas  las  resoluciones  que  dicten  los 
jueces  de  primera  instancia,  con  exclusión  solamente  de  las  sentencias  defini- 
tivas y  de  los  autos  resolutorios  de  excepciones  dilatorias  y  de  incidentes,  á 
que  se  refiero  ol  art.  382.  Pero  en  cuanto  á  las  "providencias,"  aunque  todas 
son  de  tramitación,  según  las  define  el  art.  369,  no  todas  tienen  el  mismo  al- 
cance y  trascendencia,  pues  las  hay  que  causan  perjuicio  irreparable  en  defini- 
tiva, y  do  aquí  la  importante  distinción  que  se  establece  para  los  efectos  del 
recurso  de  que  se  traía. 

Nótese  que  el  art.  376  habla  "de  providencias  de  mera  tramitación,"  y  el  377 
"de  las  demás  providencias,"  permitiendo  contra  todas  el  recurso  de  reposición; 
pero  respecto  de  aquellas  se  concede  para  interponerlo  el  término  de  tres  días. 
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sin  ulterior  recurso,  y  respecto  de  éstus  el  de  cinco  días  con  el  recurso  di  npe^ 
Ución.  Tan  nouble  difereacia  demuestra  que  la  ley  reconooelo  que  antes  faemos' 
dicho,  esto  es,  que  todas  las  preyidenoias  no  tieoen  el  mismo  alcance  y  trascen- 
dencia dentro  del  procedimiento;  que  el  Agrario  6  perjuicio,  que  pueden  ocasio- 
nar las  de  mera  tramitación,  no  trasciende  al  resultaflo  de  la  contienda  6  puede 
ser  reparado  fácilmente  en  definitiva,  al  paso  que  el  que  las  oleras  oeasionan  ai 
se  consienten,  ya  no  puede  ser  reparado:  por  esto,  restableciendo  la  práctica 
antigua,  no  se  da  el  recurdo  de  apelación  contra  las  primeras,  y  se  concede  res- 
pecto de  las  segundas. 

Podrá  ocurrir  en  algdn  caso  la  dud*  de  si  la  proTidencia  de  que  so  trate  es  ó 
no  de  mera  tramitación;  duda  de  importancia,  puesto  que  el  recurso  de  reposi- 
ción ha  de  regirse,  en  un  caso  por  los  artículos  876  y  581,  yon  el  otro  por  el  377 
y  380.  Fíjese  la  atención  en  la  clasificación  que  de  unas  y  otras  proTidencias 
hemos  hecho  ya  en  las  páginas  124  y  125  do  este  tomo,  y  no  será  difícil  resolver  la 
duda  con  acierto.  Habría  sido  impropio  de  la  ley  descender  al  casuismo  de  fijar 
taxativamente  las  providencias  que  han  de  ser  consideradas.como  de  "mera  tra- 
mitación;" pero  además  del  adjetivo  con  que  las  califica,  da  una  regla  segura, 
que  habrá  de  servir  de  guía  al  abogado  para  formular  su  pretensión  y  al  juez 
para  rcsolvcria,  sin  temor  de  equivocarse. 

Según  el  art.  876.  para  que  sea  admisible  el  recurso  de  reposición  de  una  pro- 
Tidencia  de  dicha  clase,  ha  de  ''citanse"  necesariamente  "la  disposición  de  esta 
ley  que  haya  sido  infringida;"  reauisito  que  no  exige  el  art.  377  para  "las  de- 
más providencias."  Esa  es  la  regla,  combinada  con  el  jsalificativo  de  "mera" 
tramitación.  ¿Existe  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  disposición  que  deter- 
mine expresamente  el  trámite  del  juicio  que  otorgue,  nisgue  ó  modifique  lapro- 
TÍdencia?^  Pues  esta  será  de  mera  tramitación;  y  no  lo  será,  aunque  se  refiera  al 
procedimiento,  cuando  no  pueda  citarse  disposición  de  la  ley,  relativa  al  órde^n 
y  ritualidad  del  juicio,  que  haya  sido  infringida,  ó  cuando  la  providencia  con- 
tenga resoluciones  (]ue  no  sean  de  pura,  sencilla  ó  "mera"  tramitación. 

C^n  estas  indicaciones  y^  lo  expuesto  en  las  páginas  124  y  125  de  este  tomo,  cree- 
mos suficientemente  explicado  este  punto;  pero  como  es  de  importancia,  todavía 
añadiremos  algunas  observaciones.  ¿Por  qué  no  se  permite  el  recurso  de  apela- 
ción contra  las  providencias  de  mera  tramitación?  Por  las  mismas  razones  que 
no  se  admitía  en  la  práctica  antigua,  y  que  {Mieden  verse  en  la  ley  l'S,  tít.  23, 
Partida  3.  ^  :  porque  no  es  irreparable  el  perjuicio  que  con  ellas  puede  ocasio- 
narse, y  la  apelación  daría  lugar  á  mayores  gastos  y  dilaciones.  Supongamos 
3ue,  habiendo  renunciado  el  actor  la  réplica,  se  da  traslado  al  demandado  para- 
ú^lica:  este  traslado  es  ilegal,  y  sin  embargo  el  juez  no  accede  á  la  reposición 
solicitada  por  el  demandante,  y  hay  que  llevarlo  a  efecto  porque  no  cabe»  apela- 
ción. ¿Que  perjuicios  puede  ocasionar  al  actor?  ¿que  se  aleguen  hechos  nuevos? 
Pues  esto  puede  hacerse  por  medio  de  un  escrito  de  ampliación,  conforme  al  ar- 
tículo 563.  ¿Que  se  citen  otros  fundamentos  de  derecho?  También  puede  hacer* 
se  en  el  escrito  de  conclusión,  según  el  670.  Y  en  todo  caso  puede  en  definitiva 
repararse  el  agravio  no  tomando  en  consideración  lo  alegado  en  aquel  escrito» 
c^omo  lo  hará  el  tribunal  superior  caso  de  apelación,  si  el  juez  procedió  ilegal- 
¿lante.  Compárense,  además,  las  dilaciones  y  gastos  de  esc'  trámite  con  les  que 
ocasionaría  Ja  apelación,  y  no  podrá  negarse  la  conveniencia  y  justicia  de  lo  que 
'ordena  la  ley.  i 

Supongamos  otro  caso.  El  actor  presenta  con  el  escrito  de  réplica,  "pra  fun- 
dar su  derecho,"  documentos  que  tenía  á  su  disposición  al  entablar  laaemanda, 
y  qu^  ya  son  inadmisibles  por  no  haberlos  presentado  con  ella,  ni  concurrir  los 
requisitos  que  exige  el  artículo  506:  el  juez  sin  embaago,  los  admite  y  da  tras- 
lado para  duplica.  Esta  proridencia,  aunque  de  tramitación,  es  de  gravamen 
irreparable  si  se  consiente,  puesto  que  en  tal  caso  Jos  documentos  producirán 
su  efecto  de  probar  los  hechos  á  que  ^e  refieran,  y  como,  >idemá8  de  ovdenar  un 
trámite  del  .luicio,  contiene  el  extremo  relativo  á  la  admisión  de  los  documen- 
tes, no  es  de  "mera  tramitación:"  está,  pues,  comprendida  en  el  artículo  -377, 
y  procederá  contra  ella  el  recurso  de  reposición,  y  el  de  apelación  en  su  caso. 
iBastaiá  fijarse  en  estos  dos  casos  para  justificar  y  comprender  la  diferencia  que 
establece  la  ley. 

En  cuanto  á  los  "autos/*  ya  hemos  dicho,  conforme  al  artículo  377,queestáiii 
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ezcluicIoB  del  recarao  de  reposición  los  que  sean  resolutorios  de  excepciones  di* 
latorias  é  incidentes,  y  )a  razón  es  porque,  para  dictarlos,  debe  haber  precedi- 
do discusión,  en  la  cual  habrán  expuesto  las  partes  lo  que  conyenga  á  su  dere- 
cho, y  como  el  juez  habrá  apreciado  estas  razones  para  resolrer,  sería  inútil  y 
hasta  ÍDC«nTeniente  pedirle  la  reforma  do  su  fallo.  No  así  en  los  autos  que  se 
dicten  de  p?ano  ó  sin  discusión  previa,  como  para  repeler  una  demanda  ó  una 
reconyención  y  algunos  otros,  pues  en  estos  casos  puede  la  parte  alegar  razone» 
que  no  haya  tenido  presentes  c!  juez,  y  que  le  inclinen  á  retormar  su  proriden- 
oia.  evitándose  las  dilaciones  y  gastos  de  una  apelación. 

Téngase  presente,  por  último,  gue  respecto  de  mucbsis  providencias  y  autos, 
cuya  calificación  podría  ofrecer  dificultad  para  los  efectos  de  que  se  trata,  oque 
conviene  no  sujetarlos  á  las  reglas  ^ue  quedan  expuestas,  la  ley  determina  taxa- 
tivamente el  recurso  que  podrá  utilizarse,  ya  el  oe  reposición  solamente,  como 
en  el  caso  del  art.  567,  á  pesar  de  no  ser  de  mera  tramitación  la  providencia  á 
que  se  refiere;  ya  los  de  reposición  y  apelación  (artículos  1,403  y^  1,441);  ya  el  de 
apelación  en  uno  ó  en  ambos  efectos  sm  que  preceda  el  de  reposición;  ó  ya  de- 
clarando que  no  se  da  recurso  alguno.  En  estos  casos  ha  de  practicarse  lo  que 
para  ello'S  ordena  la  ley  determinadamente,  considerándolos  como  excepción  de 
la  regla  general,  y  sólo  á  loa  que  no  estén  previstos  han  de  aplicarse  las  dis- 
posiciones de  los  artículos  376  y  377.  Pasemos  ya  al  examen  concreto  de  estos 
y  los  dem^s  artículos  que  son  objeto  de  este  comentario. 


"Contra  providencias  de  mera  tramitación/' — Ya  hemos  explicado  en  el  pá- 
rrafo anterior  cuáles  son  estas  providencias.  Concretándose  á  ellas  ordena  el 
artículo  376,  que  contra  las  que  dicten  los  jueces  de  primera  instancia  '  *no  se 
dtará  otro  r¿curso"  que  el  de  reposición:  por  consiguiente,  restableciendo  la  prác- 
tica antigua  y  reformando  el  artículo  65  de  la  ley  anterior,  como  hemos  dicho 
también,  no  se  permite  contra  dichas  providencias  el  recurso  de  apelación.  La 
tramitación  de  los  juicios  está  ordenada  por  la  ley,  sin  qu3  sea  lícito  al  juez  se- 
pararse de  lo  que  en  ella  se  previene,  pues  es  la  garantía  de  los  litigantes.  Pero 
puede  equivocarse  el  juez  otorgando  un  trámite  no  establecido  en  la  ley,  ó  ne- 

f^ando  el  que  esta  concede,  y  es  justo  y  convonieate  que  la  parte  perjudicada  le 
lame  la  atención  citando  la  disposición  infringida,  para  que  sin  las  dilaciones 
y  gastos  de  un  recurso  de  alzada,  pueda  enmendar  su  providencia,  ajustándola 
á  la  ley.  Este  es  el  objeto  del  recurso  do  reposición. 

Por  eso,  para  que  sea  admisible  este  recurso  contra  las  providencias  de  mera 
tramitación,  la  ley  exige  conjuntamente  dos  requisitos:  1.-  ^  que  se  interponga 
dentro  de  tercero  día,  término  improrogabie  según  el  número  3,  ®  del  articule 
310,  que  conforme  al  303  empezará  á  correr  desde  el  día  siguiente  al  de  la  noti- 
ficación de  la  providencia  reclamada;  y  2.  ®  c[ue  se  cite  en  el  escrito  la  disposi- 
ci  >n  de  la  presente  ley  que  haya  sido  infringida.  Siendo  de  mera  tramitación 
la  providencia,  si  no  está  ajustada  á  la  ley,  precisamente  ha  de  resultar  infrin- 
gido un  artículo  ó  disposición  de  la  misma,  que  será  el  que  determine  el  trámi- 
te  correspondiente,  y  por  esto  se  previene  que  se  cite  la  disposición  infringida» 
Si  no  se  llenan  dichos  dos  requisitos,  debe  el  juez  declarar  de  plano,  ó  sin  oir 
á  la  parte  contraria,  no  haber  lugar  á  proveer;  providencia  contra  la  cual  no  se 
dá  recurso  alguno,  y  por  tanto  cierra  la  puerta  al  de  reposición. 

Si  se  presenta  dentro  de  los  tres  días  el  escrito  pidiendo  la  reposición  y  se  ci- 
ta en  él  la  disposición  que  se  crcV  infringida,  debe  darse  al  incidente  la  sustan- 
ciación  que  previenen  los  artículos  378  y  379  y  que  luego  expondremos,  aunque 
notoriamente  sea  inaplicable  al  caso  la  disposición  citada:  esta  circunstancia 
no  puede  apreciarse  "á  priori,"  sino  en  el  auto  resolutorio  del  recurso.  Contra 
este  auto,  cualquiera  que  sea  su  resolución,  no  se  dá  recurso  alguno,  como  se  or- 
dena expresamente  en  el  artículo  381;  de  suerte  que  es  firme  por  ministerio  de 
la  ley,  y  si  accede  á  la  reforma  de  la  providencia  reclamada,  la  parte  á  quidn 
ésta  favorecía  no  puede  utilizar  recurso  alguno  contra  dicho  auto.  Podrá  suce- 
der que  el  juez  haya  infringido  la  ley  y  que  sea  por  tanto  injusta  su  resolución: 
para  este  caso  reserva  dicho  artículo  á  la  parte  agraviada  ef  recurso  de  respon- 
sabilidad contra  aquel.  Si  se  entabla  el  de  responsabilidad  civil  para  la  indem- 
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nización  de  perjuicios^  deberá  acomodarse  &  loque  se  prescribe  en  el  título  Til, 
lib.  2.*=^,de  la  presente  lev;  y  si  el  de  responsabilidad  criminal,  por  haber 
mediado  prevaricación  á  cohecho,  á  lo  que  se  establece  en  el  tít.  II,  lib.  4.  ^  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal. 

Declara  además  el  mismo  artículo  aue.  á  la  parte  agraviada  por  la  resolución 
antedicha,  queda  á  salvo  la  facultad  de  pedir  en  la  segunda  instancia  la  subsa^ 
nación  de  la  falta,  ''cuando  proceda,"  esto  es,  cuando  seasubsanable,  y  también 
cuando  haya  necesidad  de  pedirla,  en  los  casos  y  en  la  forma  que  ordena  el  ar- 
tículo 859  y  para  los  efectos  expresados  en  el  1,696. 

AI  ordenar  el  376  que  contra  las  providencias  de  mera  tramitación  no  se  dará 
otro  recurso  que  el  de  reposición,  añade:^  *'sin  perjuicio  del  cual  se  llevará  á  efec- 
to la  providencia."  Sería  absurdo  deducir  de  estas  palabras  el  propósito  de  la 
ley  de  ^ue  se  admita  dicho  recurso  en  "un  s'ólo  efecto:"  esto  supondría  en  el  le- 
gislador la  igrnorancia  de  lo  que  en  el  lenguaje  del  foro  significan  las  frases 
"efecto  devolutivo  y  efecto  suspensivo,"  que  como  diremos  al  comentar  el  ar- 
tículo 383  se  refieren  á  la  jurisdicción,  y  sólo  son  aplicables  á  las  apelaciones,  sin 
que  puedan  serlo  bajo  ningún  concepto  á  los  recursos  de  reposición,  porque  na 
«uspenden  en  ningún  caso  la  jurisdicción  del  juez  que  conoce  del  negocio. 

Dichas  palabras  sigfnifícan  lo  que  ellas  mismas  exnresan  con  toda  claridad, 
«in  que  sea  lícito  darías  otra  interpretación:  entendidas  llanamente  como  sue- 
nan, según  deben  entenderse  las  leyes  que  sondaras  y  terminantes,  "se  llevará 
á  efecto  la  providencia  sin  perjuicio"  del  recurso  de  reposición,  que  podrán  in- 
terponer ó  no  los  litigantes,  según  les  convenga.  Esta  disposición  tiene  por 
objeto  corregir  un  abuso,  que  se  iba  generalizando  en  la  práctica.  Muchos  actua- 
rios suspendían  la  ejecución  de  las  providencias  hasta  que  trascurriera  el  término 
para  reclamar  contra  ellas,  fundándose  en  (}ue  mientras  tanto  no  eran  firmes  y 
podían  ser  niodifícadas,  y  por  esta  eventualidad,  rara  vez  realizada  en  providen- 
cias de  tramitación,  se  cansaban  dilaciones  innecesarias.  Esto  ya  no  puede 
suceder  en  el  día:  el  actuario,  bajo  su  responsabilidad,  debe  llevar  á  efecto  la 
providencia  sin  dilación,  dando  á  los  autos  el  curso  que  corresponda:  sien  tiempo 
fie  pide  reposición,  quedará  en  suspenso  aquel  trámite  hasta  que  se  resuelva  el 
incidente,  continuando  después  si  aquella  se  deniega;  y  en  el  caso  de  otorgarse, 
se  hará  lo  que  se  mande  en  el  auto  de  reposición. 

Y  si  entode  caso  ha  de  llevarse  á  efecto  la  providencia  de  mera  tramitación, 
¿qué  se  hará  cuando  se  reponga  después  de  ejecutada?  Muy  raro  será  el  caso  en 
que  esto  suceda,  porque  generalmente  en  tres  días  no  se  evacúa  un  traslado  ni 
se  ejecuta  lo  qu^  puede  ser  objeto  de  dichas  providencias;  pero  si  ocurriese,  que- 
daría sin  efecto  lo  ejecutado,  corriendo  la  misma  suerte  de  la  providencia  que 
lo  mandó:  esto  es  lo  lógico  y  lo  justo.  ¿Y  quién  pagará  en  tal  caso  las  costas 
de  las  actuaciones  que  hayan  quedado  sin  efecto?  Los  que  deban  pagar  las  de- 
más del  pleito,  á  no  ser  que  el  juez,  que  al  reponer  su  providencia  confiesa  hon- 
radamente haberse  equivocado,  tenga  la  abnegación  de  condenarse  á  sí  mismo 
en  dichas  costas. 

VI. 

'^Contra  autos  y  otras  providencias." — También  se  da  el  recurso  de  reposición 
contra  las  providencias  que  no  sean  de  mera  tramitación,  y  contra  los  autos 
'que  no  sean  resolutorios  de  excepciones  dilatorias  é  incidentes,  dictados  por  los 
jueces  de  primera  instancia,  para  cuya  clasificación  véase  lo  expuesto  en  el  §  IV 
de  este  comentario;  pero  interponiéndolo  con  sujeción  á  lo  que  se  prescribe  en 
los  artículos  377  y  380.  Según  aquel,  debe  pedirse  la  reposición  dentro  de  cinco 
días,  término  improrogable,  que  se  cuenta  desde  el  día  siguiente  al  de  la  noti- 
ficación (artículos  303  y  310,  núm.  3.  ®  );  y  conforme  al  380,  del  auto  resolutorio 
de  dicho  recurso  puede  apelarse  dentro  de  tercero  día.  No  se  pierda  de  vista, 
4iue  estas  disposiciones  no  son  aplicables  como  ya  hemos  dicho,  á  los  autos  y 
providencias,  respecto  do  los  cuales  designa  la  ley  particularmente  el  recurso 
que  podrá  utilizarse,  además  de  los  excluidos  expresamente,  antes  indicados. 

Conviene  notar  Us  modificaciones  que  estas  disposiciones  han  introduccido 
«n  el  art.  65  üe  la  ley  anterior,  i>ara  sujetarse  ^á  ellas  en  la  práctica.  Según 
dicho  art.  6>,  de  toda  providencia  interlocutoria  podía  pedirse  reposición  dentro 
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<le  trea  días,  y  ri  no  se  estimaba,  apelarse  en  un  término  igual  al  anterior. 
Ahora  so  conserva  este  término  para  la  apelación;  pero  se  amplía  á  cinco  días 
el  de  ta  reposición,  para  dar  máa  desahofro  á  la  xtefensa,  en  consideración  á  que 
ha  de  ser  razonado  el  escrito  en  que  8»  pida^  y  no  se  trata  de  un  simple  trámite 
del  juicio,  sino  de  otras  resoluciones  que  necesitarán  más  estudio  y  meditación 

Sara  ser  combatidas,  y  cuya  reposición  podrá  fundarse,  no  sólo  en  disposiciones 
e  la  presente  ley,  sino  tambián  en  las  de  derecho  ciril  ó  doctrina  le^al  aplica- 
bles al  caso.  Por  esto  no  se  exige,  como  en  el  de  mera  tramitación,  que  se  cite 
la  disposición  de  esta  ley  que  haya  sido  infringida,  si  bien  habrán  de  citarse 
las  que  sirvan  de  fundamento  al  recurso.  Y  en  cuanto  al  de  apelación;  no  habrá 
de  int^ponerse,  como  antes  se  hacía,  contra  la  providencia  reclamada;  sino 
contra  el  auto  resolutorio  del  recurso,  como  lo  previene  el  art..  380,  por  ser  el 
que  causa  el  agravie,  á  la  parte  qu9  pidió  la  reposición,  si  la  deniega,  ó  á  la 
contraria,  si  se  otorga:  por  esto  se  permite  á  las  dos  partes  apelar  de  dieho  auto. 
Esta  apelación  deberá  admitirse  en  un  solo  efecto,  conforme  á  lo  prevenido 
en  el  art.  383,  á  no  ser  que  el  auto  resolutorio  del  recurso,  al  confirmar  ó  reponer 
la  providencia  reclamada,  ponga  término  al  juicio  haciendo  imposible  su  con- 
tinuación, ó  cause  perjuicio  irreparable  en  definitiva,  pues  en  estos  casos  debe 
admitirse  la  apelación  en  ambo3  efectos,  según  el  art.  384. 

VII 

"Procedimiento."— La  ley  de  1855  no  estableció  procedimiento  alguno  para 
los  recursos  de  reposición:  de  aquí  la  variedad  de  jurisprudencia,  pues  en  unos 
-casos  se  resolvían  de  plano,  y  en  ot^os  so  oía  á  la  parte  contraria.  La  nueva 
ley  ha  suplido  aquella  omisión,  determinando  en  los  artículos  378  y  379  el 
procedimiento  que  ha  de  seguirse  para  sustanciarlos  y  fallarlos.  Este  procedi- 
miento es  igual  pava  todos  los  recursos  de  reposición,  ya  se  intarpongan  con- 
tra providencias  de  mera  tramitación  conformo  al  art.  376,  ya  contra  las  de- 
más providencias  y  autos  á  que  se  refiere  el  377. 

Jiquera  de  los  negocios  exceptuados  en,  los  artículos  4.  ®  y  10,  él  recurso  de 
reposición  ha  de  interponerse  por  medio  de  procurador  y  con  dirección  de  le- 
trado, anto  el  mismo  juez  que  conozca  de  los  autos.  Se  formulará  por  escrito, 
en  el  que  se  expondrán  las  razones  convenientes  para  demostrar  fa  improce- 
,dencia  de  ía  resolución  dictada  y  lo  que  proceda  acordar  en  su  lugar,  á  fin  de 
mover  el  ánimo  del  juez  á  que  varíe  de  opinión,  citando  la  ley  ó  doctrina  le- 
gal que,  en  concepto  del  recurrente,  haya  sido  iníringida,  y  precisamente  la 
disposición  de  la  presente  lev  violada  por  la  providencia,  cuando  esta  sea  de 
mera  tramitación;  v  se  concluirá  solicitando  del  juez  que  revoque  ó  enmiende 
su  providencia,  ó  *  que  la  reponga  por  contrario  imperio,"  según  la  antigua 
fórmula,  acordando  lo  que  sea  procedente.  De  este  escrito  han  de  acompañar- 
se tantas  copias  cuantos  sean  los  litigantes  contrarios,  coiñforme  al  art.  515. 

Presentado  el  escrito  en  el  tiempo  y  en  la  forma,  que  para  cada  caso  hemos 
expuesto  en  los  dos  párrafos  anteriores,  el  juez  dictará  providencia  teniéndolo 
por  presentado  y  por  interpuesto  el  recurso,  y  mandando  entregar  la  copia  6 
«opias  á  la  parte  o  partes  contrarias  para  que  dentro  de  los  tres  días  siguien- 
tes impugnen  el  recurso,  si  les  conviene,  conforme  al  artículo  378,  y  que  tras- 
currido mcho  término  se  dé  cuenta.  Si  se  hubiere  presentado  el  recurso  fuera 
■del  término  legal,  ó  en  el  caso  del  art.  376  no  se  citare  en  él  la  disposición  de* 
esta  ley  que  se  crea  infringida,  el  juez  declarará  de  plano,  y  sin  ulterior  re- 
curso, no  haber  lugar  á  proveer,  como  se  ordena  en  el  párrafo  último  de  dicko 
artículo,  y  se  dará  á  ios  autos  el  curso  que  corresponda. 

La  parte  contraria  tiene  el  derecho  de  impugnar  el  recurso  dentro  de  los 
ires  días  siguientes  al  en  que  se  le  haya  entregado  la  copia  del  escrito,  como 
ya  se  ha  indicado.  Cuando  sean  dos  ó  más  los  litigantes  contrarios,  dicho  tér- 
mino es  común,  ^  dentro  de  él  deben  presentar  todos  su  impusfnación.  De  es- 
tos escritos  también  ha  de  acompañarse^  copia  j)ara  entregarla  al  recurrente, 
confdrme  al  art.  515:  el  juez^  dictará  providencia  en  su  caso  teniéndolos  por 

I  presentados,  y  mandando  que  se  unan  á  los  autos  y  que  se  entregue  la  copia  á 
aparte  contraria. 
Háyanie  presentado  ó  no  escritos  de  impugnación,  trascnrridoi  los  tres  díwr 
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dayá  cuenta  d  actuario,  y  en  los  tres  siguientes  resoiyerá  el  jues  por  medio  ^ 
auto  lo  que  estime  justo  respecto  die  la  ropostción  solicitada,  "^sin  más  trámi' 
tes/'  comt}  previene  el  art.  379;  esto  es,  sin  citación  de  las  pai'tes,  y  hasta  sin 
dictar  providencia  llamando  los  autos  á  la  vista,  y  por  supuesto  sin  celebrar 
vista  pública.  Siempre  que  ¿e  desestime  el  recurso,  se  condenará  en  las  costas 
al  recurrente.        ... 

Cuando  la  reposicióh  solicitada  sea  de  providenda  de  mera  tramitación, 
contra  dicho  auto,  otorgue  ó  niegue  la  reposición,  no  se  dá  recurso  alguno. 
En  los  demáa  casos,  ia  parte  aue  se  crea  agraviada  podrá  apelar  dentpo  dctesr^ 
cero  día  del  auto  resolutorio  ael  recurso,  y  no  de  la  providencia  6  auto,  cura 
reposición  se  hubiere  solicitado;  todo  según  ílo  expuesto  en  los  dos  péúrafos 
anteriores.  £stas  apelaciones  se  admitirán  en  ambos  electos  ó  en  uno  sólo  de^ 
gún  el  caso,  conforme  á  las  reglas  que  para  ello  so  establecen  en  los  artículos 
383  y  384. 


Artículo  382. 

Las  sentencias  definitivas  de  todo  negocio  j  los  autos  resoluto- 
rios de  excepciones  dilatorias  é  incidentes,  serán  apelables  den- 
tro de  cinco  días. 

Concuerda  este  artículo  con  el  67  do  la  ley  do  1855:  son  iguales  en  su  fondo 
laá  disposiciones  de  ambos,  aunque  con  diferente  redacción.  Se  establece  el 
principio  de  que  son  apelables  todas  las  sentencias  definitivas,  y  los  autos  re- 
solutorios de  excepciones  diJatorias  ó  incidentes,  dictados  por  los  jueces  de 
primera  instancia,  y  sé  fija  el  término  de  cinco  días  para  interponer  estas  ape- 
laciones. 

A  dichos  dos  puntos  de  aplicación  general  se  limita  el  presentó  artículo,  de- 
terminándose en  los  siguientes  los  efectos  de  las  apelaciones.  Pero  no  trata  la 
ley  de  otros  puntos  csencialfsimos,  relacionados  con  esta  materia,  dándolos 
por  supuestos,  acaso'por  considerarlos  de  la  competencia  del  código  civil^  y 
esto  nos  obliga  á  dar  alguna  extensión  á  é&te  comentario,  para  comprenderen 
ól,  con  la  poncisión  y  claridad  posibles,  cuanto  puodo  ser  de  utilidad  práctica- 
paia  ejercitar  el  importante  de rccli o  que  por  esí«  artículo  S3  concede. 

"Definición  é  importancia  do  las  apelaciones,"— Se  dá  el  nombre  de  "ape- 
lación" al  recurso  qúe^concede  la  ley  á  todo  vi  que  se  siente  agraviado  por  sen- 
tencia, auto  ó  providencia  de  juez  6  tribunal  inferior  para  ante  el  superior  in- 
mediato, á  fin  de  que  la  enmiende  ó  revoqu-j,  dictando  la  resolución  que  con- 
sidere más  justa.  Las  leyes  de  Partida  dieron  á  este  recurso  el  «ombre  de  "al- 
zada," y  la  1  *  del  tít.  33  de  la  Partida  3.*^  lo  define  diciendo:  "Alzada  es 
Siierel  la  que  alguna  de  las  partes  face  de  juyzi o  que  fuesse  ddde  contra  ^lla, 
amando  é  recorriendo.á  enmienda  de  mayor  juez.*'  Y  aunque  aplicaban  tam- 
bién dicha  palabra  á  las  tercras  y  ulteriores  instancias,  hoy  está  limitada  ^>la 
segunda  instancia,  por  ^laber  sido,  suprimidas  aquéllas,  y  tener  su  nombre  es- 
pecial los  recursos  extraordinarios,  cuales  son  los  de  queja^  casación  y  revi- 
sión. .         .  . 

La  apelaciones  un  remedio  ordinario  contra  las  injusticias  cometidas  por 
los  jueces  inferiores,  concedido  no  sólo  en  fator  de  los  litigant0s,  sino  en  be- 
neficio de  la  sociedad  en  general,-  como  necesauio  para  la  más  rect^  adminis- 
tración dé  la  justicia.  Por  eso  este  recurso  efetá  admitido  en  tiodos  los  países; 
y  desde  el  Fuero  Juzgo  hasta  el  día,  en  todos  nuestros  códigos  existen  leyes 
que  lo  autorizas,  no  sólo  para  los  asuntos  judiciales  de  todas  clases  y  fuegos, 
sino  también  para  los  gubernativos.  "E  tÍ0ne  pro  el  altada,  cuando  ea  fecha 
derechamente,  añade  la  ley  antes  citada,  porque  por  ella  se  desatan  los  agra- 
TiüBaientos  que  los  jueoes  facen  á  l¡p.3  :palrtos  torticeramente,  ó  por  non  lo  en- 
tender," 
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Conoluiremos  este  punto  demostrando  la  necesidad,  importancia  y  bdnefíoi» 
•de  las  apelaciones  con  la  autoridad  del  Conde  de  la  Oañada.  £n  su  excelente 
obra  "Instituciones  prácticas"  (parte  II,  cap.  StP »  núm.  29  %  dice:  'íCuán  n(v 
cesarla  sea  la  apelación,  y  cuan  gr4ndo  y  g^ieral  el  bien  que  trae  el  mundo, 
á  más  de  que  lo  dicen  las  leyes,  lo  asegura  y  acredita  la  misma  <'xp5ri«ncia. 
Y  en. efecto,  con  el  uso  de  este  remedio  enmiendan  los  jueces  superiores  los 
Agravios  que  los  inferiores  causan  con  sus  sentencias  por  ignorancia  ó  rnali^' 
<^a,  ya  sea  juicio  acabado,  6  cualquier  otro  sobre  cosa  que  acaesca  en  pleito: 
sirve  este  mismo  remedio  }3ara  suplir  y  enmendar  Ua  omisiones  y  defectos  que 
puedan  haber  tenido  las  mÍ9m&3  partes  que  litigan  en  alegar  y  probar  los  he- 
chos de  su  justicia;  igualmente  aprovecha  para  preservarse  de  las  injusticias  j 
agravios  que  harían  Tos  jueces  si  entendiesen  c^vlq  por  otro  no  so  podían  descu* 
brir  ni  corregir;  y  últimamente  llena  de  aatisíaceión  á  los  interesados  viendo 
que  por  ei  juicio  de  muchos  jueces  se  declara  su  justicia/' 

II. 

"Personas  cjue  pueden  apelar." — La  presante  ley,  lo  mismo  que  la  anterior 
de  Enjuiciamiento  civil,  no  contiene  disposición  alguna  directa  sobre  este 
punto;  p  TO  parte  ^el  supuesto  de  que  cualquiora  de  los  litigantes,  ó  de  los  que 
son  parte  en  el  juicio,  pucd j  alzarse  de  la  sentencia,  auto  ó  providencia  apela- 
ble, que  la  cause  perjuicio,  y  en  cuanto  so  tenga  por  agraviado,  como  83  halla 
establecido  en  nuestras  lejres.  La  2.**,  tít.  23,  Partida  3.*,  dice:  "Alzaraa  púa* 
de  todo  orne  l^ibre,  de  juyzio  que  fuesse  datlo  contra  él,  si  se  tuviere  por  agra- 
viado." Y  la  1.**,  tft.  20,  lib.  11  de  la  Novísima  Rocopilación,  establece  el 
mismo  principio,  concretándolo  á  las  sentencias  do  los  jueces  inferiores,  ya 
sean  sobre  lo  principal  del  ijleitp,  ya  sobre  cualquier  iucideato  del  miamo.. 

Partiendo  de  este  principio,  y  de  acuerdo  con  la  práctica  constantemente  ob- 
servada y  autorizada  también  por  la  presente  ley,  cuando  la  resolución  judicial 
apelable  contenga  varios  extremos,  cada  parte  puede  apelar  de  aquellos  que 
considere  le  son. perjudiciales,  contormándose  con  los  demás.  Y  no  sólo  puede 
apelar  el  litisfanto  vencido  en  el  pleito,  sino  también  el  vencedor  cuando  la 
sentencia  no  le  otorgue  todo  lo  que  hubiere  pedido,  ó  no  contenga  la  condena- 
ción expresa  de  costas  á  su  contrario,  como  declara  la  ley  9.  del  título  y  Parti- 
da citados.  Para  estos  casos,  siguiendo  también  la  práctica  antigua,  la  ley  con- 
cede el  derecho  de  adlierirse  á  la  apelación,  según  puede  verse  en  los  artículos 
858  y  892. 

Que  el  litigante  que  se  considere  agraviado  tiene  el  derecho  de  apelar,  es 
natural  ó  incuestionable,  y  lo  reconpce  la  nueva  ley,  como  hemos  dicho*  Pero 
¿podrá  apelar  el  que,  sin  haber  si^o  parte^en  el  juicio,  se  crea i>erjiidicado  por 
la  seníencia?  La  ley  4.  *,  tít.  23  de  la  Partida  3.  *,  dice:  "Tomar  pueden  el 
alzada  non  tan  solamente  los  que  son  señores  de  1,0^3  pleytos,  ó  sus  procurado- 
res  ;  "más  aun  todos  los  otros,  á  quien  perteneciid  la  ^ró  ó  el  daño  que  yi- 

niesse  de  aquel  juyzio."  Y  después  de  publicada  la  primjera  ley  de  enjuicia- 
miento civil,  declaró  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  26  de  Febrero  de 
1859,  ''^ue  puede  apelar  cualquiera,  aunque  no  haya  litigado,  con  tal  que  la 
sentencia  le  cause  perjuicio,"  fundándose  en  dicha  ley,  y  por  consiguiente  re- 
conociéndola en  vigor.  •'        ,        ,  ^ 

Sin  embargo,  no  debe  darse  á  esta  doctrina  lejg^al  más  extensión  de  la  que^  co- 
rresponda en  d^echo.  No  basta  qup  ^a  sentencia  cause  un  perjui^o  cualquiera 
al  tercero  que  no  ha  litisfa^o,  para  que  pueda  apelar  de  éi\^:  es  preciso  quole 
"pertenezca  la  pro. ó  el  daño"  que  venga  de  la  sentencia,  como  dice  la  ley  cita- 
da, esto  es,  que  para  ese  tercei  o  quo  no,  ha  litigado  tenga  fuerza  de  cosa  juzga- 
da, de  suerte  que  sea  irreparable  el  perjuicio  que  1^  ocasione.  Dioico  principio 
hay  ^ue  combinarlo  con  e\  que  se  establece  ei^'.Jia  ley  20,  tít.  22  de.  la  misnia 
Partida,  que  d^ce:  "Guisada  cosa  es  é  derecha,  que  el  juy;EÚ9.quc  fuere  dadp  0<VXr 
t^a  alguno,  non  empe;Eca  á  otro,"  fuera  de  los  casos  de  excepción  qu^  Is^  Qnisma 
.  ley  señala.  Por  consiguiente,  si  el  tercero  que  no  ha  litigado  no  so  oncaentr» 
en  ninguna  de  estas  excepcijones;  si  no  puede  obUgárselq  aquq  cumpla  U  sen- 
tencia y  es  necesario  seguir  contra  Al- otro  juicio:  eii  una  palaljbra,  si  no  tiene 
4lerec^9  á  ser  parte  en  el  pleito,  de  suerte  que  la  ffjlt»  do  au  ei^plazamiento  ng 
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éé  lugar  al  recurso  de  casación  por  la  causa  1.  ^d'^l  art.  1693,  no  podrá  apelar, 
aunque  la  sentencia  pueda  causarle  algún  perjuicio:  en  tales  casod  para  eyitar 
el  perjuicio  la  ley  concede  otrott  medios  y  recursos.  Esta  es  nuestra  opinión, 
fundada  no  sóU  en  los  buenos  principios  del  procedimiento,  sino  también  en 
las  excepciones  de  dicha  ley  20  y  en  los  ejemplos  que  las  mismas  leyes  de  Par- 
tida presentan  para  determinar  los  casos  en  que  puede  apelar  el  que  no  hay» 
sido  parte  en  ol  pleito,  y  en  que  aproTecha  á  un  tercero  la  apelación»  interpues- 
ta por  otro:  todos  basados  en  el  principio  de  que  al  tercero  ''pertenesca  la  pr^ 
6  el  dafio  que  viniese  de  aquel  juicio"  6  sentencia. 

Según  las  lejes  2.  ** ,  4.  *  y  7.  * ,  tít.  23  de  la  Partida  3.  * ,  pueden  apelar  por 
dicha  razón,  sin  haber  litigado  durante  la  primera  instancia:  el  hijo  de  fami- 
liar respecto  de  la  sentencia  que  se  diere  contra  su  padre  sobre  los  bienes  de 
los  peculios  que  éste  administre:  el  vendedor  que  no  litigró,  por  la  evicción  & 
que  está  obligado,  si  el  comprador,  que  fuere  vencido  y  obligado  á  entregar  la 
cosa  á  un  tercero,  no  apelare:  ti  comprador,  cuando  fuere  vencido  el  vendedor 
en  igual  caso;  si  uno  ú  otro  apelaren  v  siguieran  la  apelación,  puede  también 
personarse  en  la  alzada  el  comprador  o  vendedor  reapectivamonte  á  intervenir 
en  ella  y  deducir  las  alograciones  que  estimare,  si  sospecha  que  el  apelante  no 

Í Procede  ''derechamente:"  el  acreedor  pignoraticio,  si  no  apelare  el  deudor,  de 
a  sentencia  que  se  dictare  sobre  la  cosa  que  había  empeSado;  mas  si  habiendo 
apelado,  recelare  el  acreedor  que  no  obraba  derechamente  en  el  seguimiento  de 
la  apelación,  puede  continuarla  por  sí,  como  si  la  hubiese  él  interpuesto:  el 
fiador,  respecto  de  la  sentencia  que  se  diere  contra  el  fiado  sobre  la  deuda  ó  co- 
sa que  fué  objeto  de  la  fianza,  ó  de  la  dictada  contra  el  comprador  de  cosa  afian- 
zada por  el  deudor,  aunque  la  hubiesen  consentido  ambos;  y  finalmente,  los  le- 
gatarios en  cuanto  al  fallo  que  se  diese  contra  el  heredero,  si  éste  no  apelare, 
en  pleito  movido  por  los  parientes  del  testador  sobre  nulidad  del  testamento; 
pero  si  aquel  hubiere  apelado,  podrán  también  continuar  el  recurso  los  legata- 
rios si  soRpecharan  que  estaba  de  acuerdo  con  dichos  parientes  para  defraudar 
su  derecho  á  la  herencia. 

Fíjese  la  atención  en  estos  casos,  que  no  excluyen  otros  análogos,  y  se  verá 
que  en  todos  ellos  ^'pertenece  la  pro  ó  el  daño"  de  la  sentencia  al  tercero,  á 
Quien  se  permite  apelar  sin  haber  litigado.  Y  no  estará  demás  advertir,  que 
este  tendrá  que  comparecer  en  el  juicio  por  medio  de  procurador  y  con  direc- 
ción de  letrado,  si  no  es  de  los  exceptuados  por  los  artículos  4.  ®  y  .10,  y  ale- 
gando su  interés  en  el  pleito  y  el  perjuicio  que  le  ocasione  la  sentencia,  deberá 
pedir  que  se  lé  tenga  por  parte  y  se  le  admita  la  apelación  que  interpone. 

Aunque  por  punto  general  el  resultado  que  ofrezca  la  apelación  sólo  debe  re- 
dundar en  beneficio  o  perjuicio  del  que  la  interpuso,  presenta  nuestra  antigua 
legislación  varios  casos  en  que  puede  aprovechar  á  un  tercero,  lo  que  sucederá 
siempre  que  la  materia  objeto  del  juicio  sea  indivisible.  "Acacsciendo,  dice  la 
ley  5,  * ,  tít.  23,  Partida  3.  *f ,  que  dieren  sentencia  sobre  alguna  cosa  que  fuese 
mueble  ó  raíz,  que  perteneciere  á  muchos  comunalmente,  si  alguno  de  ellos  se 
a;l£Ó  de  aquel  juicio,  é  siguió  el  alzada,  de  manera  que  venció;  non  tan  sola- 
mente face  pro  á  él.  más  ailn  á  sus  compañeros,  bien  así  como  si  todos  bebiesen 
tomado  el  alzada,  é  seguido  el  pleito.  Mas  si  non  fuese  tal  sentencia  desatada 
por  manera  de  alzada,  mas  porque  era  el  uno  de^ellos^  menor,  é  que  pidió  res- 
titución; entonce  non  les  tenia  pro  á  los  otros  el  juyzio  que  tal  como  este  ho- 
biesse  vencido;  é  por  ende  finca  la  sentencia  firme  contra  aquellos  que  non  se 
alzaron.  Otrosí  décimos,  que  si  el  juyzio  fuese  dado  sobre  servidumbre  que  ho- 
biese  una  casa  en  otra,  ó  un  campo  en  otro,  é  alguno  de  aquellos  á  quien  per- 
teneciese comunalmente  aquella  servidumbre,  tomase  alzada  del,  aprovecharse 
r  han  della  los  otros,  bien  así  como  si  se  bebiesen  alzado;  fueras  ende,  si  aque- 
ja servidumbre  era  usofructo  de  alguna  cosa,  que  debían  haber  en  toda  su  vi- 
da, ó  á  tiempo  cierto:  ea  si  juyzio  fuere  dado  sobre  ella,  el  alzada  qué  tomase 
el  uno,  ñon  tiene  pro.  á  los  ¿tros  que  non  se  alzasen.  B  aun  decimos  que  quan- 
tlo  son  muchos  guardadores  de  un  huérfono,  que  mueven  algún  pleito  por  él, 
que  él  alzada  que  tomare  el  uno  face  pro  al  otro,  bien  asf  como  si  se  hobiere 
alzado:  é  esto  se  entiende  quando  todos  so  entremeten  en  demandar  é  i^rocurar 
los  bienes  del  huérfano.  Mas  aquel  que  no  se  trabajase  desto,  del  juicio  que 
fuere  dado  contra  su  compañero  que  se  trabajaba  delío,  non  se  podría  él  alzar; 
é  maguer  se  alzase,  non  tehina  pro  al  otro  que  non  hobiese  tomado  el  ftlzada.'' 
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III. 

"R' soluciones  a^lables/' — El  art.  382,  que  va  al  frente  de  este  comentario^ 
Cfitabieoe  el  principio  ó  regla  general  de  que  son  apelables  las  sentencias  defini- 
tivas de  todo  negocio  y  los  autos  resolutorios  de  excepciones  dilatorias  é  inci- 
dentes, dictados  por  los  jueces  de  primera  instancia.  Para  aplicar  rectamente 
esta  di!<i>osioión  tengase  presente»  que  deben  resolverse  en  todo  juicio  por  medio 
de  sentencia,  no  sólo  la  cuestión  principal  que  sea^  objeto  del  mismo,  sino  tam- 
bién las  incidentales  de  previo  y  especial  pronunciamiento,  que  dentro  de  él  se 
promuevan  v  hayan  de  sustanciarse  y  decidirse  en  la  forma  establecida  para  los 
"incidentes  en  el  tít.  III  del  libro  II.  A  todas  estas  sentencias  se  refiere  di- 
cho art.  382,  al  mencionar  las  definitivas  "de  todo  negocio."  Y  como  además  de 
loa  incidentes  indicados,  en  cuya  resolución  ha  de  emplearse  la  fórmula  de  las 
sentencias,  ocurren  otros  que  se  resuelven  por  medio  de  auto,  también  se  refie- 
re á  estos  expr^mente,  declarándolos  apelables  dentro  de  cinco  días,  lo  mismo 
que  las  sentencias,  sin  que  deba  preceder  el  recurso  de  reposición. 

Esta  es  la  regla  general  y  en  tal  concepto  se  establece;  pero  debe  entenderse 
con  las  excepciones  que  se  determinan  en  otras  disposiciones  de  la  misma  ley, 
pues  hay  autos  y  hasta  sentencias,  como  las  del  art.  1558,  que  ésta  declara  ina- 
I)elal)les.  Sobre  este  punto  creemos  que  no  podrá  ocurrir  dificultad  en  la  prác- 
tica, porque  la  ley  determina  expresamente  en  casi  todos  los  casos  si  >s  ó  no 
apelable  la  sentencia  ó  auto  que  recaiga,  y  como  xlebe  observarse  en  cada  caso 
lo  que  para  61  se  haya  ordenado,  rara  vez  habrá  que  acudir  á  Ja  regla  general 
del  art.  382.  En  los  respectivos  comentarios  indicaremos  también,  como  lo  he- 
mos hecho  hasta  ahora,  el  recurso  que  proceda  contra  la  resolución  de  que  se 
trate,  y  esto,  que  consideramos  de  más  utilidad  práctica,  nos  excusa  de  exten- 
demos en  el  presente. 

"Si  el  demandador  é  el  demandado,  dice  la  ley  13,  tít.  23,  Partida  3.  * ,  fície- 
aen  postura  entre  sí,  en  juyzio  ó  fuera  dél,  que  non  tomen  alzada  de  la  sentencia 
que  diere  el  judgador  contra  alguno  dellos,  que  después  non  se  puede  alzar  aquel 
que  se  toviere  por  agraviado  della."  En  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  se  es- 
tablece esta  excepción:  ¿babráde^  considerarse  derogada?  Creemos  que  no.  La 
apelación  es  un  derecho  introducido  en  favor  de  los  htkrantes,  y  ú  éstos  pueden 
renunnciár  lo  tácitamente,  no  haciendo  uso  de  él  denSo  del  término  que  la  ley^ 
prefija,  y  aun  desistir  después  de  interpuesto  (art.  409),  nada  impide  que  puedan: 
hacer  esta  renuncia  por  medio  de  un  pacto  ó  ccnvenio,  que  sería  firme  y  valede- 
ro, porque  no  reúne  ninguna  circunstancia  que  pueda  anularlo.  Sin  embargo, 
como  las  instancias  <>|y  recursos  en  los  juicios  son  de  orden  público  y  el  juez  na 
puede  dejar  de  admitir  los  establecidos  por  la  le^,  si  á  pesar  de  tal  convenía 
apelase  alguna  de  las  partes,  el  juez  habrá  de  admitir  la  apelación,  á  no  ser  que 
antes  de  dictar  esta  providencia  se  hubiere  opuesto  la  parte  contraria,  promo- 
viendo incidente  sobre  ello,  cuya  resolución  será  apelable.^  Después  de  aomitida 
la  apelación,  como  queda  en  suspenso  la  jurisdicción  del  juez  según  el  art.  389, 
no  podi*á  conocer  de  dicho  incidente;  pero  podrá  promoverse  en  el  tribunal  su- 
perior para  que  se  declare  improcedente  la  apelación  y  firme  la  sentencia, 

IV. 

"Término  para  apelar,"— Las  leyes  de  Partida  señalaron  el  de  diez  días;  pera 
este  plazo  no  debió  estar  en  observancia,  porque  ya  en  el  Fuero  Beal  y  en  el  Or- 
denamiento de  Alcalá  (leyes  1.  *<  y  2.  <",  tít.  21,  lib.  11,  Nov.  Rec.),  se  fijé  el  de 
cinco.  Este  mismo  término  de  cinco  días  es  el  que  concede  el  art.  382,  de  acuer- 
do con  el  67  de  la  ley  de  1855.  cuyo  término  es  improroffable  y  corre  desde  el 
día  siguiente  al  de  la  notificación,  descontando  los  inhábiles  (artículos  303,  SOá 
y  310,  nüm.  3.  ^)  Dicho  término  de  cinco  días  es  para  apelar  dejas  sentencias 
7  autos  á  que  se  refiere  el  mismo  art.  382,  pues  en  los  casos  del  380  se  reduce  á 
tres  días.  Combinando  estas  dos  disposiciones  resulta,  que  por  regla  general,  es 
de  cinco  días  improrogables  el  término  para  apelar  de  las  resoraciones  de  los 
jueces  de  primera  instancia,  siempre  que  no  sea  necesario  interponer  previa- 
mente el  recurso  de  reposición;  pero  cuando  proceda  este  recurso,  dicho  término 
será  de  tres  días  solamente. 
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También  se  fíja  el  de  treádías  para  apelar  de  laa  sentencias  en  los  juicios  yer- 
bales y  de  desahucio  (arts.  732  j  1583);  mas  estas  sentencias  se  dictan  por  loi 
jueces  municipales. 

Cuando  sean  varios  los  litigantes,  el  término  para  apelar  empezará  á  coirer, 
respecto  de  cada  uno  de  ellos,  desde  el  día  siguiente  al  en  que  se  haya  notificado 
á  la  misma  parte  6  su  procurador  el  auf-o  ó  sentencia  apelable.  La  ley  no  excep- 
túa este  caso  de  la  regla  general  establecida  en  el  art.  303. 

En  el  caso  de  que  fallezca  un  litigante  dentro  del  término  para  apelar,  ¿desde 
cu&ndo  comenzará  á  correr  este  término  para  sus  herederos?  A  falta  de  \ej  que 
lo  determinara,  nuestros  prácticos,  fundados  en  una  ley  romana,  la  6.  *,  t£t. 
QQ,  libro  7.  ^  del  Cédigo,  aconsejaban  gue  á  instancia  de  la  parte  centraría  se 
notifícase  la  sentencia  al  heredero  del  litigante  que  hubiere  fallecido,  desde  cu- 
ya notificación  correría  |>ara  él  dicho  término,  si  hubiese  aceptado  la  herencia; 
pero  cuando  hubiera  utilizado  el  término  que  la  lev  concede  para  deliberar, 
na^ta  que  este  trascurra,  no  empezaría  á  correr  el  de  la  apelación.  Este  caso  se 
halla  previsto  en  la  presente  ley:  ha  de  practicarse  lo  que  se  ordena  en  el  núm. 
7.®  del  art.  9.  ®  para  cuaudo  cese  el  procurador  en  su  representación  "por 
muerte  del  poderdante  6  del  procurador."  Véase  lo  que  hemos  expuesto  al  co- 
mentar esta  dssposición  en  la  página  34  y  siguientes  del  tomo  I.  Si  el  heredero 
hace  uso  del  derecho  de  deliberar  para  aceptar  ó  no  la  herencia,  deberá  compa- 
recer en  los  autos  dentro  del  té/mmo  que  se  le  hubiese  señalado  pidiendo  la  pró- 
roga  ndcesaria  á  dicho  fin;  y  luego  que  se  persone  en  los  autos  como  tal  herede- 
ro, se  le  notificará  la  sentencia  y  desde  entonces  correrá  para  él  el  término  de 
la  apelación. 

En  el  §  II  de  este  comentarlo,  al  determinar  las  personas  C[ue  pueden  apelar, 
hemos  expuesto  que,  con  arreglo  á  las  leyes  de  Partida  allí  citadas  y  á  la  juris- 
prudencia establecida,  no  sólo  podían  hacerlo  las  partes  y  sus  representantes, 
sino  otras  terceras  personas,  á  quienes,  sin  haber  litigado,  ''pertenece  la  pro  6 
el  daño"  de  la  sentencia.  ¿Desde  cuándo,  pues,  comenzará  á  correr,  con  respecto 
4  ésta?,  el  término  de  la  apelación?  Obsérvese  que  aquellas  leyes  conceden  el  de- 
recho de  apelar  al  comprador,  vendedor,  acreedor  pignoraticio,  fiador  y  legata- 
rio, cuando  no  haya  apelado  el  que  fué  vencido  en  el  pleito,  lo  cual  hace  deducir 
que  el  derecho  de  aquello^^ace  cuando  espira  el  de  este  último.  Luego  jos  cinco 
nías  no  podrán  contarse  desde  que  fué  notificada  la  sentencia  al  litigante  ven- 
cido, toaa  vez  que  durante  ese  término  sólo  á  éste  corresponde  interponer  el  re- 
curso, y  el  lapso  del  tiempo,  lejos  de  perjudicar  á  los  tercero»,  es  el  fundamento 
principal  en  que  estriba  su  derecho  de  apelar.  Ahora  bien:  ^deberá,  según  esto, 
comenzar  á  correr  desde  que  espira  el  quinto  día?  Si  es  un  principio  inconcuso, 
reconocido  por  todas  las  legialaciones,  (|ue  la  ignorancia  de  hecho  no  perjudica 
para  el  efecto  del  trascurso  de  un  término  legal,  es  evidente  que  con  respecto  á 
los  terceros  de  que  hemos  hablado,  comenzará  á  correr  el  término  desde  que  tu- 
vieron conocimiento  de  la  sentencia  dictada,  y  desde  que  les  constase  que  no  se 
había  apelado  de  ella  por  el  litigante  vencido. 

¿Pero  Je  qué  modo  se  acreditarán  esos  hechos?  ¿Convendrá  dejarlos  á  la  apre- 
ciación de  los  contrincantes  y  á  la  justificación  que  do  ellos  poeden  hacer?  De 
ninguna  manera:  esta  doctrina  daría  lugar  á  graves  dificultades,  á  cuestiones 
sin  número,  y  á  dilaciones  mujr  perjudiciales;  es  necesario,  por  lo  tanto,  hacer- 
los partir  de  un  punto  cierto  é  indudable,  y  éste  no  puede  ser  otro  que  el  de  la 
notificación,  según  el  art.  303.  Por  eso  será  muy  conveniente,  como  aconsejan 
los  expositores,  que  el  litigante  vencedor,  después  de  trascurridos  los  cinco  días 
sin  que  haya  ^apelado  el  vencido,  pida  al  juez  que  se  notifique  la  sentencia  á 
aqu  jilos  á  quien-.'S  porjudica  y  que,  por  lo  que  dt^jamos  expuesto,  tienen  derecho 
á  ap'^iar:  de  esta  manera  no  quedarán  en  incierto  sub  derechos,  y  el  trascurso 
del  rÍ3mpo  perjudicará  á  los  que  hayan  omitido  hacer  uso  del  recurso  que  las  le- 
yes les  conceden  dentro  de  los  cinco  días  contados  desde  el  siguiente  al  de  dicha 
notificación.  Sí  no  se  les  notifica  la  sentencia,  podrán  apelar  en  cualquier  tiem- 
po, cuando  tengan  conocimiento  de  ella. 


"Tribunal  ante  quien  y  para  ante  quien  debe  apelarse/'— En  los  primeros 
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tiempos  de  la  monarquía,  reasamiendo  el  Rey  todos  los  poderes  públicos,  y  ad- 
mití ist  rao  dose  la  justicia  en  su  propio  nombre,  nada  más  natural  que  se  reser- 
rase  la  revisión  de  todos  los  tallos  que  dictaran  los  jueces,  porque  éstos  eran 
considerados  como  delegados  suyos:  no  debe  por  lo  tanto  extrañarse,  al  investi- 
gar nuestra  historia  legislativa,  que  la  apelación^  directa  al.Key  sea  el  primer 
paso  que  dio  esta  institución  en  nuestra  patria.  Sin  embargo,  este  método  ofre- 
cía dlfícultades,  gastos  y  dilaciones  gravosas;  y  no  tanto  ¿por  estas  considera- 
ciones, cuanto  por  obedecer  á  los  progresos  de  la  ciencia  y  á  otras  razones  ptolí- 
ticas,  fué  introduciéndose  después  el  orden  jerárquico  de  tribunales,  aparecien- 
do ya  la  apelacióu  como  un  recurso  ordinario  de  inferior  á  superior  inmediato, 
sin  qud  por  eso  quedase  cerrado  el  camino  de  recurrir  al  Bey  en  casos  determi- 
nados, hasta  que  en  virtud  de  las  últimas  reformas  desapareció  completamente 
este  recurso  al  Seberano,  siendo  sóio  los  tribunales  los  ^ue  administran  la  jus- 
ticia y  los  que  pueden  revocar  los  fallos  que  dicten  sus  inferiores. 

La  apelación  debe  interponerse  ante  el  juez  ó  tribunal  que  dictó  la  sentencia, 
esto  es,  ante  el  tribunal  ''á  quo:"  las  leyes  de  Partida  consignaron  este  princi- 
pio, ordenando  la  18  tít.  23,  Partida  S.'"*,  que  **agraviándoso  alguno  del  juicio 
que  le  diese  su  judgador,  puédese  alzar  del,  á  otro  que  le  sea  mayoral.''  La  ra- 
zón de  e3te  precepto  es  bien  obvia:  si  la  apelación  no  se  interpusiera  ante  el 
mismo  juez,  ante  el  juez  *'á  quo,"  sino  ante  el  superior,  6  sea  ante  el  tribunal 
"ad  quem,"  podría  si^oeder  que  no  teniendo  el  primero  noticia  del  recurso  enta- 
blado, llevase  adelante  el  pleito  hasta  ejecutar  la  sentencia  en  todas  sus  partes. 
Este  y  otros  inconvenientes  se  evitan  son  que  la  apelación  se  haya  de  interponer 
precisamente  ante  el  juez  que  dictóla  sentencia,  lo  cual,  si  no  está  mandado 
terminantemente  en  la  nueva  ley,  se  deduce  del  contexto  de  muchos  de  sus  ar- 
tículos, especialmente  del  679,  y  lo  determinó  expresamente  el  50  del  Kegla- 
mento  provisional. 

En  cuanto  al  tribunal  "ad  guem"  ó  para  ante  quien  debe  interponerse  la  ape- 
lación, dispuso  la  ley  de  Partida  antes  citada  que  fuese  ante  el  que  "lo  sea  ma- 
yoral, subiendo  de  grado  en  grado,  todavía  del  menor  al  mayor,  non^  dejando 
ninguno  entre  medias;"  es  decir,  que  debía  apelarse  para  ante  el  superior  inme- 
diato en  grado.  Esto  se  ha  venido  observando  siempre  como  una  consecuencia 
legítima  de  la  organización  y  jerarquía  judicial;  yde  tal  modo  está  encai nada 
la  presenta  ley  en  ese  principio,  que  en  los  artículos  60  y  61  se  pi-eviene  que  en 
ningún  caso  podrán  someterse  las  partes,  para  el  recurso  de  apelación,  á  juez  ó 
tribunal  diferente  de  aquel  á  quien  esté  subordinado  el  que  haya  conocido  en 
primera  instancia;  y  que  la  sumisión  á  un  juzgado  para  la  primera  instancia,  se 
entenderá  hecha  para  la  segunda  al  superior  jerárquico  del  mismo,  á  quien  co« 
rresponda  conocer  de  la  apelación.  De  consiguiente,  segrún  la  organización  ac- 
tual de  nuestros  tribunales,  de  los  jueces  municipales  debe  apelarse  para  ante  el 
juez  de  primera  instancia  del  partido  á  q^e  corresponda  el  juzgado  municipal, 
como  expresamente  le  dice  el  art,  732;  y  de  los  jueces  de  primera  instancia  pa- 
ra ante  la  Audiencia  del  distrito  respectivo.  Y  así  ha  de  entenderse  y  ejecutar- 
se, aunque  el  apelante  no  designe  el  tribunal  para  ante  quien  apela,  ó  haya  de- 
signado otro  que  no  sea  el  superior  jerárquico  inmediato  del  que  haya  conocido 
ea  la  primera  instancia;  de  suerte  que  el  juez,  aunque  el  apelante  pida  otra  co- 
sa, ha  de  admitir  siempre  la  apelación  para  ante  su  superior  inmediato. 

VI. 

**Porma  de  interponer  la  apelación." — Que  la  apelación  debe  interponerse  "en 
forma"  para  qu^  pueda  ser  admitida,  lo  dice  el  art.  3S6,  y  lo  repito  el  679.  ¿Cuál 
ha  de  ser  esta  forma?  Aunque  no  la  determina  concretamente  la  ley,  se  deduce 
de  sus  diaposiciones.  La  compareoensia  enjuicio  ha  de  ser  por  medie  de  procu- 
rador y  con  dirección  de  letrado,  fuera  de  los  casos  exceptuados  en  los  artículos 
4.^  y  10:  pvies  en  esa  misma  forma  ha  da  interponerse  la  apelación,  ó  sea  en  es- 
crito firmado  por  letrado  hábil  y  por  el  procurador  qttó  represente  al  apelante 
en  el  juicio.  El  escrito  no  estara  en  forma  si  le  falta  alguno  de  estos  requisitos, 
y  el  juez  no  podrá  proveer  acerca  de  la  apelación,  mientras  no  se  subsane  la  fal- 
ta, véase  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  y  lo  demás  expuesto  sobre 
-este  punto  en  la  página  36  del  tomo<I,  al  comentar  dicho  art.  10.   Si  eláiulito 
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08  de  los  exceptuados  de  la  interrención  del  procurador  y  de  la  dirección  de  le- 
trado, estará  en  forma  el  escrito  con  la  firma  solamente  de  la  parte;  7  si  ep  un 
juicio  rerbal  ó  de  desahucio,  se  podrá  apelar  **in  roce"  6  por  medio  de  compare- 
cencia, conforme  á  los  artículos  732  y  1583. 

La  índole  misma  del  escrito  de  apelación  exige  que  abrace  los  puntos  siguien- 
tes: persona  que  apela;  juez  de  quien  se  ai^la;  en  qué  negocio;  de  qué  sentencia, 
auto  ó  proridencia;  expresión  de  qué  causa,  agravio,  y  para  ante  qué  juez  ó  tri- 
bunal. Los  tres  primeros  puntos  van  embebidos  en  la  fórmula  general  de  todo 
pedimento:  el  cuarto,  ó  sea  de  qué  sentencia  ó  auto,  debe  precisamente  indicar- 
se, porque  de  otro  modo  no  se  sabría  de  qué  se  apelaba:  en  cuanto  al  ag^ravio, 
baata  que  se  manifieste  de  una  manera  genérica  que  lo  causa  la  providencia,  sin 
necesidad  de  especificarlo  y  probarlo,  pues  esto  ha  de  hacerse  ante  el  tribunal  de 
alzada;  y  con  respeto  al  juez  ó  tribunal  para  ante  quien  se  interpone  el  recurso, 
los  autores  discuten  si  habrá  necesidad  de  determinarlo  expresamente,  ó  será 
suficiente  decir  que  se  apela  para  ante  el  superior  que  corresponda.  Teniendo  en 
con<)ideración  que  el  apelante  no  elige  el  juez  ó  tribunal  de  alzada,  sino  que  la 
ley  lo  tiene  determinado  de  antemano,  fácil  es  comprender  que  tan^  legitima 
será  la  apelación  cuando  !^ '  especifique  el  tribunal  para  ante  quien  se  interpone 
el  recui-80,  como  cuando  r-?  fijua  de  un  modo  i^eneral  que  se  nace  para  ante  el 
tribunal  ó  juez  que  con-e^p.  ndu.  Esta  es  también  la  práctica  constante  del  foro. 
Y  en  la  conclusión  dsl  escriro  so  debe  suplicar  que  se  admita  la  apelación  eunno 
ó  en  ambos  efectos,  según  proceda.  *     .    ^     ^ 

Y  el  escrito  de  apelación  no  sólo  debe  contener  los  extremos  indicados,  sino 
que  ha  de  estar  redactado  en  términos  decorosos  y  dignos:  ''Mesurados  deben 
ser  en  sus  palabras,  dice  la  ley  26,  tít.  23,  Partida  3.^,  aquellos  que  se  alzaren, 
de  manera  que  maguer  so  tengan  por  agraviados  de  lo  que  judgaren  los  alcal- 
des, que  non  jerren  contra  ellos  razonándolos  mal,  ó .  diciéndoids  que  judgaron 
tuerto  ó  denostándolos  dotra  guisa;''  disposición  que  vemos  repetida  en  la  ley 
9,  tit.  15,  lib.  2P  del  Fuero  Real  y  en  la  24,  tít.  20,  lib.  11  Novísima  Eecopila- 
ción,  añadiéndose  que  ''quien  al  alcalde  denostare  ó  aviltare,  peche  al  alcalde 
diez  maravedís  por  la  osadía,  y  sobre  esto  párese  á  la  pena  que  manda  la  ley, 
según  que  fuese  la  injuria.''  Si  no  existieran  estas  disposiciones  legales,  basta- 
ría considerar  el  respeto  que*se  merecen  los  que  tienen  la  alta  misión  de  admi- 
nistrar justicia,  para  que  se  les  guardasen  las  consideraciones  debidas:  si  á  ellas 
fiftltareu  las  partes  ó  sus  directores,  deberán  ser  corregidos  disciplinariamente 
conforme  al  art.  443,  Por  esta  razón  la  práctica  tiene  admitido  que,  al  manif*is- 
tarse  en  el  escrito  que  la  providencia  se  considera  gravosa  y  perjudicial  á  los 
intereses  de  la  parte,  se  agregue  la  fórmula  "hablando  con  la  debida  venia  ó  con 
el  debido  respeto." 

Artículo  383. 

Las  apelaciones  podrán  admitirse  en  ambos  e.ectos  ó  en  uno 
solo. 

Se  admitirán  en  un  solo  efecto,  en  todos  los  casos  ea  que  no  se 
halle  prevenido  que  se  admitan  libremente  ó  en  ambos  efectos. 

Articulo  384. 

Además  de  los  casos  determinados  expresamente  en  la  ley,  se 
admitirán  en  ambos  efectos  las  apelaciones  que  se  interpongan: 

V.  De  las  sentencias  deñnitivas  en  toda  clase  de  juicios,  cuan- 
do la  ley  no  ordene  lo  contrario. 

2**  De  los  autos  y  providencias  que  pongan  término  al  juicio, 
haciendo  imposible  su  continuación. 

3*  De  los  autos  y  providencias  que  causen  perjuicio  irrepara- 
ble en  definitiva. 
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Artículo  385. 

En  el  último  caso  del  artíbulo  anterior,  si  el  Juez  admite  la 
apelación  en  un  efecto,  por  estimar  que  no  es  irreparable  el  per- 
juicio, y  el  apelante  reclama  dentro  de  tercero  día  insistiendo  en 
lo  contrario,  se  admitirá  la  apelación  en  arabos  efectos  siempre 
que  éste,  en  un  plazo  que  no  exceda  de  seis  días,  preste  ñanza  á 
satisfacción  del  Juez  para  responder,  en  su  caso,  de  las  costas, 
daños  j  perjuicios  que  pueda  ocasionar  al  litigante  o  litigantes 
contrarios. 

Si  la  Audiencia  confirmase  el  auto  apelado,  condenará  al  ape- 
lante al  pago  de  dichas  indemnizaciones,  fijando  prudencialmen- 
te  el  importe  de  los  daños  y  perjuicios. 

La  indemnización  de  éstos  no  bajará  de  100  pesetas,  ni  podrá 
exceder  de  1,000  para  cada  una  de  las  partes  contrarias,  además 
de  lo  que  importen  las  costas. 

I. 

"Efectos  de  las  apelaciones," — En  el  párrafo  1.  ®  del  art.  383  se  reproduce  el  69 
de  la  ley  de  1855.  l)e  acuerdo  con  nuestro  antiguo  derecho  y  con  la  práctica  cons- 
tante de  los  tribunales,  se  ordena  que  "las  apelaciones  podrán  admitirse  en 
^'anibos  efectos"  ó  en  "uno  solo."  Es  de  notar  que  la  ley  no  define,  ni  determi- 
na sino  indirectamente,  cuales  sean  estos  efcctoi<,  en  consideración  á  que  nadie, 
^ue  tenga  algún  conocimiento  de  los  procedimientos  judiciales,  i^^nora  lo  que 
mgnifícan  esas  palabras.  Dichos  efectos  se  denominan  devolutiyo  y  "suspen- 
8ÍT0."  En  virtud  del  primero,  se  * 'devuelve"  ó  trasfiere  al  juez  ó  tribunal  supe- 
rior el  conocimiento  del  pleito  ó  del  incidente  sobre  que  versa  la  apelación;  y  en 
virtud  del  segundo,  se  "suspende"  respecto  de  aquel  asunto  la  jurisdicción  del 
juez,  que  dictó  la  sentencia  ó  resolución  apelada,  hasta  que,  resuelta  la  apelación 
por  el  tribunal  de  alzada,  se  le  devuelva  el  conocimiento  del  negocio.  Aunque 
Mtas  denominaciones  se  relacionan  con  la  naturaleza  de  la  "jurisdicción  dele- 
gada" del  sistema  antiguo,  se  han  hecho^  técnicas  en  el  foro,  y  se*  han  po^do 
conservar  y  se  conservan  sin  dificultad  ni  contradicción  con  el  sistema  actual. 

Es,  pues,  doctrina  corriente  que  cuando  se  admite  una  apelación  "en  ambos 
electos"  {y  también  "libremente,"  pues  suele  emplearseeste  adverbio  por  sí  solo, 
ó  juntamente  con  aquellas  frases,  para  expresar  el  mismo  concepto),  se  entiende 
admitida  en  el  efecto  "devolutivo  y  en  el  "suspensivo,"  de  suerte  que  pasa  el 
conocimiento  del  negocio  al  tribunal  sui>erior,  quedando  mientras  tanto  en 
suspenso,  no  sólo  la  ejecución  de  la  resolución  apelada,  sino  también  la  jurisdic- 
ción del  juez  inferior  para  seguir  conociendo  de  aquellos  autos  y  de  sus  inci- 
dentes, como  se  previene  en  los  artículos  387  al  390.  Y  cuando  se  admite  en  "un 
solo  efecto,"  se  entiende  admitida  "en  el  devolutivo"  solanaente,  en  cuya  virtud 
I>a8a  al  tribubal  superior  el  conocimiento  de  la  resolución  apelada,  pero  sin. 
sospenderse^  la  ejecución  de  ésta  ni  la  jurisdicción  del  juez  que  la  dicto,  el  cual 
sigue  conociendo  de  los  autos  cumo  ^i  no  se  hubiere  interpuesto  tal  apelación, 
según  se  deduce  del  art.  391. 

Téngase  presente  que  la  apelación  no  produce  los  efectos  expresados  por  el  he- 
cho de  interponerla  el  litigante,  sino  en  virtud  de  la  providencia  queja  admite. 
El  apelante  podrá  j^dir,  y  por  regla  general  así  lo  expresa  en  su  escrito,^  que  se 
le  admita  la  apelación  en  ambos  efectos;  pero  al  jues  corresponde  apreciar,  re- 
solver y  declarar  si  la  admite  en  ambos  efectos  ó  en  uno  solo,  ó  si  no  prooeae  su 
admisión:  por  esto  dice  el  artículo  que  estamos  sementando  "podrán  admitirse." 
T  atribuye  la  ley  tal  eficacia  á  esta  declaración,  que  el  tribunal  de  alzada  no 
tiene  competencia  para  conocer  sino  de  aquello  ^ue  le  somete  el  juez  inferior. 
Así  es  que  si  este  no  admite  la  apelación,  el  tribunal  superior  no  puede  conocer 
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del  fondo  de  la  resolución  apelada,  y  solo  se  permite  el  recurso  de  queja  en  la 
forma  y  para  los  efectos  que  so  determinan  en  los  artículos  398  al  400:  si  la  ad- 
mite en  un  solo  efecto,  no  se  desprende  de  su  jurisdicción  y  sifrue  conociendo, 
como  se  ha  dicho;  y  si  la  sentencia  ó  resolución  apelada  contiene  varios  extre- 
mos, y  sólo  so  admite  la  apelación  de  alguno  de  ellos,  el  tribunal  superior  úni- 
oamentd-puede  conocer  de  los  puntos  ó  cuestiones  sobre  que  ha  sido  admitida  la 
apelación  ó  se  hubiere  adherido  oportunamente  el  apelado,  careciendo  de  com~ 
petencia  respecto  de  los  consentidos  ó  no  apelados.  De  aqu(  la  regla  ó  apotecma 
jurídico,  admitido  en  las  legislaciones  modernas,  que  el  nerecho  romano  expre- 
só con  estas  palabras:  "tantum  derolutnm,  quantum  apellátum." 

II. 

"Cuándo  debe  admitirse  la  apelación  en  ambos  efecto?»,"  y  "cuándo  en  uno 
solo." — Sobre  esté  punto  se  ha  introducido  en  la  nuera  ley  una  novedad  tan  im- 
portante, que  implica  un  cambio  radical  de  sistema.  Antes  era  regla  fireneral, 
Íiue  las  apelaciones  debían  admitirse  en  ambos  efectos,  exceptuándose  solamente 
os  casos  en  que  estuviera  prevenido  que  se  admitieran  en  un  solo  efecto:  así  lo 
ordenaba  el  art.  70  de  la  ley  de  1855.  Hoy  ha  de  hacerse  lo  contrario:  lA  regla 
general  es,  que  se  admitan  en  un  solo  efecto;  y  la  excepción,  que  se  admitan  en 
ambos  efectos  únicamente  cuando  así  se  halle  prevenido  por  la  ley:  esto  es  lo 
que  ordena  el  párrafo  2.*=^  del  art.  383  que  estamos  comentando.  Indicaremos 
la  causa  y  el  objeto  de  esta  reforina  tan  radical. 

La  Icy^  antigua  permitía  la  apelación  de  toda  clase  de  providencias,  según  ya 
hemos  dicho  en  la  pág.  158  de  este  tomo,  y  como  á  la  vez  prevenía  por  regla  ge- 
neral que  se  admitieran,  las  apelaciones  libremente  ó  en  ambos  efectos,' vino  á 
poner  en  manos  de  los  litig^antes  de  mala  fé  el  meiio  más  poderoso,  por  lo  mis- 
mo que  era  legal,  de  hacer  interminables  los  pleitos  y  aburrir  á  su  contrario:  se 
abusaba  escandaloaamonte  de  ese  recurso,  sin  qua  los  tribunales  pudieran  evi- 
tarlo por  tener  que  sujetarse  á  la  ley.  La  opinión  pública  se  había  pronunciado 
contra  tal  abuso,  y  para  procurar  el  remedio  conveniente,  se  mandó  en  la  base 
3. "  de  las  aprobadas  por  la  ley  do  21  de  Junio  de  1880,  que  en  la  reforma  de  la 
de  Eniuiciamiento  civil  se  estableciera  '*que  la  apelación  procede  *'soIo  en  un 
efecto"  en  las  ejecuciones  de  sentencia,  en  la  vía  ae  apremio,  y  **por  regla  ge- 
neral en  los  a^os  judiciales  en  que  la  ley  no  disponga  lo  contrario."  Así  se  na 
hecho,  estableciendo  en  la  disposición  que  estamos  comentando,  que  *'las  ape- 
laciones se  admitirán  en  un  solo  efecto  en  todos  los  casos  en  que  no  se  lialle 
prevenido  que  se  admitan  libremente  ó  en  ambos  efectos." 

Para  evitar  dudas  y  vacilaciones  en  el  cumplimiento  do  esta  disposición,  yár 
fin  de  que  diera  el  resultado  que  se  deseaba^  como  lo  está  dando,  se  ha  procu- 
rado con  esmero  determinar  exprCba  6  individualmente  en  la  ley  los  casos  en 
que  debe  admitirse  la  apelación  en  ambos  efectos.  Pero  como  es  limitada  la 
previsión  del  hombre,  por  si  se  hubiere  omitido  alguno,  en  el  art.  384  se  dah 
reglas  de  aplicación  general.  Según  lo  que  en  él  se  dispone,  "además  do  los 
casos  determinados  expresamente  en  la  ley,  se  admitirán  en  ambos  efectos  laS 
apelaciones  que  se  interpongan"  contra  las  resoluciones  da  los  jueces  de  pri- 
mera instancia  que  á  continuación  se  expresan: 

"1-  *=>  De  las  sentencias  definitivas  en  toda  clase  de  juicios,  cuando  la  ley 
no  ordene  lo  contrario. "y-Se  llaman  definitivas,  no  sólo  la^  sentencias  que  re- 
suelven la  cuestión  principal  del  pleito,  sino  fambien  las  resolutorias  de  inci- 
dentes, como  ya  so  ha  dicho  (pág.  125  y  149  de  este  tomo):  unas  y  otras,  por 
tanto,  están  comprendidas  en  esta  disposición,  y  deben  admitirse  en  amóos 
efectos  las  apelaciones  que  de  ellas  se  interpongan  en  toda  cla3C  de  juicios,  ya 
sean  declarativos  ya  especiales,. fuera  do  los  casos  en  que  la  ley  ordene  exprtí- 
samcnta  lo  contrario.  Por  rabones  d^  estricta  justicia  y*  hasta  de  orden  públi- 
co, relacionados  con  la  índiolo  Ó  naturaleza  urgente  del  negocio,  previene  la 
ley  respecto  de  algunas  sentencia?,  qué  no  sfon  apelables  (art.  1558),  6  qué  sólo 
puede  admitirse  la  apelación  llenando  el  aní^laiitA  ciertos  requisitos  (artículo 
1566);  y  respecto  do  otras,  que  son  ap^Tables  en  un  solo  efecto  (arts.  1,330, 
1,615  y  otros).  FJn  estos  casos  especíales  se  hará  lo  que  la  ley  estable'ee  para 
cada  uno  do  ellos,  y  como  además,  siempre  que  declara  que  es  apelable  una 
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eeatencia,  auto  6  proYidencia,  dico  si  lo  es  en  amboseft^tos  ó  en  uno  sólo,  es- 
te punto  no  puede  ofrecer  dificultad. 

"'2  ®  De  los  autos  y  providencias  que  pongan  término  al  juicio  haciendo  im- 
posible su  continuación." — A  las  resoluciones  de  esta  clase,  annque  realmente 
no  son  sentencias  definitivas,  les  atribuyo  la  ley  este  carácter  ó  concepto,  por- 
que producen  los  mismos  efectos:  por  esto  ordena  que  se  admita  en  ambos  efec- 
tos la  apelación  que  se  interponga  de  las  proTidtncias  y  autos  de  dicha  clase, 
dictados  por  los  jueces  de  primera  instancia,  así  como  permite  el  recurso  de 
casación  contra  los  que  pronuncian  las  Audiencias.  En  este  caso  se  h^llan> 
además  de  los  autos  resolutorios  de  excepciones  dilatorias  y  de  algunos  otros 
incidentes,  los  que  declaren  no  haber  lugar  á  la  admisión  de^  una  demanda, 
cualquiera  aue  sea  la  clase  del  juicio,  ó  á  la  prevención  del  juicio  de  testamen- 
taría ó  de  ab-intestatO;  ó  á  la  declaración  ae  concurso  ó  de  quiebra,  porque 
no  admitiéndose  la  demanda,  se  cierra  la  puerta  al  juicio  y  se  nace  imposible 
BU  continuación.  Por  regla  general  en  estos  casos  será  preciso  entablar  antes 
el  rf'curso  de  reposición  conforme  al  art.  ?77,  y  contra  el  auto  denegándola, 
procederá  el  de  apelación  en  ambos  efectos,  como  lo  previene  expresamente  el 
art.  1,441  rcspocto  del  auto  en  que  se  deniega  la  ejecución. 

Hemos  hecho  mención  de  los  cases  antes  indicados  porque  son  los  más  fre- 
cuentes: podrán  ocurrir  otros  que  producirán  el  mismo  efecto  do  poner  térmi- 
no al  juicio,  como  por  ejemplo,  si  se  declara  caducada  la  instancia  ó  abando- 
nada la  acción:  siempre  que  la  resolución  judicial  haga  imposible  la  continua- 
ción del  juicio,  podra  emplearse  el  procedimiento  antes  indicado  y  deberá  ad- 
mitirse la  apelación  en  ambos  efectos.  Sólo  un  caso  de  excepción  tiene  esta 
regla;  la  del  auto  ó  providencia  denegando  la  admisión  de  una  apelación;  esta 
providencia,  si  se  consiente,  pone  término  al  juicio,  pero  no  procede  contra 
ella  la  apelación,  sino  el  recurso  de  queja  que  para  este  caso  especial  establece 
el  artículo  398  por  las  razones  que  indicaremos  al  comentarlo. 

**3.  ®  De  los  autos  y  providencias  que  causen  perjuicio  irreparable  en  defi- 
nitiva."— Esta  disposición  está  de  acuerdo  con  nuestra  antigua  jurisprudencia, 
?iae  conforme  á  lo  prevenido  en  la  ley  13,  tít.  23,  Part.  3.  **,  y  én  la  23,^  tft.20, 
ib.  11  de  la  Ner.  Recop.,  sólo  permitía  la  apelación  de  los  mandamientos  6 
ahitos  intorlocutorios,  que' causaban  un  gravamen  6  perjuicio  de  tal  naturale- 
za, que  DO  era  posible  su  repar.aración  ó  enmienda  en  la  sentencia  definitiva 
del  pleito.  Respecto  de  algunas  resoluciones  que  se  encuentran  en  este  caso, 
la  ley  deterinina  expresamente  el  recurso  que  podrá  utilizarse:  por  ejemplo, 
oonljra  el  auto  denegando  el  recibimiento  á  prueba,  el  de  apelació.i  en  ambos 
«fectos  (art.  551);  contra  el  que  se  otorga  ó  deniega  el  término  extraordidarip; 
el  de  apelación  en  un  solo  efecto  (art.  560),  y  contra  la  providencia  en  que  se 
deniegue  alguna  diligencia  de  prueba,  únicamente  el  de  reposición,  aunque  con 
el  derecho  de  reproducir  la  misma  pretensión  en  la  segunda"  instancia  (artícu- 
lo 567).  Siempre  que  la  ley  determine  el  recurso  contra  cualquiera  délos  autos 
ó  providencias  de  perjuicio  irreparable,  deberá  hacerse  lo  que  en  ella  se  orde- 
na, y  en  los  demás  casos  procederá  la  apelación  en  ambos  efectos,  después  de 
haber  pedido  inútilraenté  la  reposición  de  la  providencia,  cuando  proceda  con- 
forme al  art.  377. 

En  esto  no  pued-j  haber  dificultad:  la  dificultad  estará  en  apreciar  si  la  pror 
videncia  causa,  6  no,  perjuicio  irreparable  en  definitiva,  lo  cual  habrá  de  deducir- 
se ile  la  índole  6  de  los  términos  de  la  misma  resolución.  Podrá  suceder  que  el 
litigante  crea  que  es  irreparable  el  perjuicio  que  le  cause  la  procidencia,  y  pida 
ique  86  le  admita  la  apelación  en  ambos  efectos,  y  que  el  juez,  estimando  que  po 
es  irreparable  el  perjuicio,  la  admita  en  un  sólo  efecto.  Por  ejemplo:  duraníie  el 
curso  del  pleito  se  admiten  documentos  sin  los  requisitos  que  exi^e  el  artículo 
506:  la  parte  á  quien  perjudican  pide  reposición  de  la  providencia,  y  no  esti- 
mándola el  juez,  apela  en  ambos  efectoa»  por  creer  irreparable  el  perjuicio  que 
le  causa  la  admisión  de  una  prueba,  áque  ya  no  tenía  derecho  la  parte  contra- 
ria; pero  el  juez,  estimando  que  puede  repararse  el  perjuicio  en  definitiva  noto- 
mando  en  consideración  aquellos  documentos,  ó  por  otros  motivos,  admite  la 

apelación  en  un  sólo  efecto.  £ln  tal  caso,  resulta  un  conflicto  que  debe  reseiTer 
el  tribunal  superior,  y  para  ello  se  dan  reglas  en  el  artículo  385,  úitimo  de  esto 
comentario,  y  cuya  disposición  no  tiene  precedente  en  las  leyes  anteriores. 
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Según  dicho  artíou]o,  cuando  el  juez  admita  la  ápelaeión  en  un  efecto  por 
estimar  que  no  es  irreparable  el  perjuicio,  puede  el  apelante  recUmar  contraes- 
ta  proridencia,  dentro  de  los  tres  díaa  siguientes  al  da  su  notificación,  "insis- 
tiendo  6n  lo  contrario,"  esto  ea,  en  que  el  perjuicio  es  irreparable  y  queprobede 
por  tanto  la  apelación  en  ambos  efectos  conforme  al  número  3.  ®  del  art.  384. 
En  este  caso  el  juez  debe  declarar  admitida  la  apelación  en  ambos,  á  condición 
de  que  el  apelante,  en  el  plazo  que  le  fije,  que  no  podrá  exceder  de  seis  días, 
preste  fianza  bastante  para  responder,  en  su  caso,  de  las  costas,  daños  y  per- 
juicios que  con  la  apelación  pueda  ocasionar  al  litigante  ó  litigantes  contrarios. 
Esta  fianza  podrá  ser  de  cualquiera  de  las  clases  que  permite  el  derecho,  pero  á 
satisfacción  del  juez  y  bajo  su  responsabilidad,  el  cual  fijará  su  cuantía  'en  la 
misma  providencia,  teniendo  en  consideración  el  máximum  de  la  indemniza- 
ción y  lo  que  podrán  importar  las  costas.  Sobreestá  fianza  no  ha  de  oirse  á  la 
parte  contraria,  y  el  juez  podrá  prorogar  el  término  para  prestarla,  con  suje- 
ción al  artículo  307,  por  ser  de  los  comprendidos  en  el  306;  pero  no  el  de  los 
tres  días  para  reclamar,  por  ser  improrogí>ble  conforme  al  310.  Si  presta  la 
fianza  el  apelante,  se  remitirán  los  autos  originales  al  tribunal  superior  en  la 
forma  que  ordena  el  artículo  337,  y  si  el  juez  no  la  admite  por  insuficiente,  6 
aquel  deja  pasar  el  término  sin  prestarla,  se  perderá  el  derccno  á  la  apelación 
en  ambos  efectos,  y  teniéndola  por  admitida  en  uno  sólo,  se  hará  lo  que  previe- 
ne el  artículo  391. 

Si  la  Audiencia  revoca  el  auto  apelado,  se  cancelará  la  fianza;  pero  si  lo 
confirma,  ha  de  condenar  al  apelante  en  las  coatas  de  la  apelación  y  en  la  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios,  cuyo  importe  fijará  prudencial  mente  en  el 
mismo  auto  en  una  cantidad  que  na  ha  de  hajar  de  100  pesetas  ni  exceder  de 
1,000  para  cada  una  de  las  partes  contrarias,  además  de  lo  qu<3  importen  las 
costas,  según  tasación.  La  indemnización  deberá  ser  proporcionada,  no  sólo  á 
los  perjuicios  que  realmente  se  hayan  ocasionado  al  litigante  contrario  tenien- 
do en  consideración  las  circunstancias  del  litigio,  sino  también  á  la  temeridad 
ó  mala  fé  con  que  haya  procedido  el  apelante:  para  esto  la  deja  la  ley  á  la  pru- 
dencia del  tribunal  y  establece  una  escala  bastante  extensa. 

El  litigante  declarado  pobre,  ¿estará  obligado  á  prestar  dicha  fianza?  Cree- 
mos que  sí,  porque  la  ley  no  le  exime  de  ella,  y  porque  no  está  comprendida  esta 
excención  entre  ios  beneficios  dala  pobreza  que  determina  el  artículo  14,  pues 
no  puede  reputarse  tal  fianza  como  el  depósito  necesario  para  interponer  un  re- 
curso, á  que  se  refiere  el  numera  4.  ®  de  dicho  artículo,  en  razón  á  que  el  de 
apelación  de  que  se  trata,  se  interpone  y  resuelve  sin  necesidad  de  prestarlo. 
Ko  afecta  á  la  esencia  de  la  apelación,  para  el  efecto  de  sustanciar  la  segunda 
instancia  y  decidir  en  ella  lo  que  sea  justo,  el  que  se  admita  en  ambos  efectos  6  . 
en  uno  sólo.  Si  el  litigante  pobre  tiene  interés  en  que  se  suspenda  la  ejecución 
de  la  providencia  apelada  y  en  qu9  quede  paralizado  el  curso  del  pleito,  como  es- 
to puede  ocasionar  indebidamente  perjuicios  al  litigante  contrario,  justo  es  que 
garantice  su  abono  con  la  fianza,  para  el  caso  de  que  sea  temeraria  su  preten- 
sión: si  carece  de  medios  para  prestarla,  expedito  tiene  el  recurso  de  la  apela- 
ción en  un  efecto  para  hacer  valer  sus  derechos  sin  cansar  dichos  perjuicios.  Y 
todavía  le  concede  la  ley  el  que  se  determina  en  el  artículo  394,  lo  mismo  que  al 
litigante  rico  que  no  puede  ó  no  quiere  dar  la  fianzaj  de  solicitar  ante  la  Au- 
diencia al  mejorar  la  apelación,  que  la  declare  admitida  en  ambos  efectos.  No 
puede  llevarse  más  allá  la  protección  que  la  ley  dispensa  al  litigante  pebre»  y 
quedando  perfectamente  amparada  la  defensa  de  sus  derechos,  no  sería  justo 
concederle  más  ventajas  que  al  litigante  rico.  Por  estas  consideraciones  tene- 
mos el  conrencimiento  de  gue  el  litigante  pobre  no  está  dispensado  de  prestar 
la  fianza  de  que  se  trata,  si  quiere  aprovecharse  de  sus  efectos:  lo  contrario  se- 
ría proteger  la  temeridad  y  mala  fó  con  perjuicio  de  tercero,  y  nunca  puede  su- 
ponerse en  la  ley  semejante  injusticia. 

Artículo  886. 
Interpuesta  en  tiempo  j  forma  una  apelación,  el  Juez  la  ad- 
mitirá sin  sustanciación  alguna,  si  fuere  procedente,  expresando 
si  la  admite  en  ambos  efectos  ó  en  uno  solo. 
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• 
Para  que  sea  admisible  una  apelación  debe  interponerse  "en  tiempo  y  for- 
ma," esto  es„  dentro  del  término  y  en  la  forma,  que  la  ley  determina,  y  que 
hemos  expuesto  en  las  páginas  167  y  169  de  este  tomo,  al  comentar  el  art.  382, 
cuyo  comentario  podrá  consultarse  como  ampliación  y  complemento  del  pre- 
sente. Si  la  apelación  se  interpone  fuera  del  plazo  legal,  el  juez  debe  declarar 
no  haber  lugar  á  su  admisión^  y  lo  mismo  cuando  no  se  subsane  la  falta  que 
haya  obligado  á  dictar  la  providencia  de  "pidiendo  en  foima,  se  proveerá,"  6 
cuando  la  ley  niegue  expresamente  dicho  recurso  contra  la  resolución  apelada. 
Contra  el  auto  denegando  la  admisión  no  cabe  otrro  recurso  que  el  de  queja,  el 
cual  habrá  de  prepararse,  interponerse  y  sustanciarse  conforme  á  lo  que  se  or- 
dena en  los  artículos  398,  399  y  400. 

Pero  si  la  apelación  se  interpone  en  tiempo  j  forma,  el  juez  está  en  el  deber 
xle  admitirla,  "si  fuere  procedente,"  esto  es,  si  la  ley  no  prohibe  este  recurso 
respecto  de  la  proridencia,  auto  ó  sentencia  á  que  se  refiera.  Véase  también  lo 
que  hemos  dicho  en  la  página  167  de  este  tomo  sobre  las  resoluciones  que  son 
apelables.  El  juez  ha  de  dictar  la  providencia  de  admisión  "sin  sustanciación 
al|:una."  ó  sea  de  plano,  sin  oir  á  la  parte  contraria,  en  vista  solamente  del  es- 
crito de  apelación,  y  en  el  acto  de  darle  cuenta  ó  dentro  délos  dos  días  sisfuien- 
tes  (art.  316).  Y  en  la  misma  providencia  debe  expresar  si  admite  la  apelación 
en  ambos  efectos  ó  en  uno  solo,  á  fin  de  acomodar  el  procedimiento  ulterior  á 
lo  que  ordenan,  para  el  primer  caso,  los  artículos  387  al  390,  y  para  el  segun- 
do el  391,  392  y  393,  sin  p^der  emplear  en  ningún  caso  la  fórmula  antes  usada 
de  admitirla  simplemente,  ó  "en  cuanto  há  lugar  en  derecho."  Esto  es  lo  que 
ordena  con  toda  claridad  el  artículo  objeto  de  este  comentario,  estableciendo 
como  r.^gla  general  lo  que  en  el  335  de  la  ley  antigua  estaba  prevenido  entre 
las  disposiciones  del  juicio  ordinario. 

Artículo  387. 

Admitida  la  apelación  en  ambos  efectos,  el  Juez  remitirá  los 

autos  originales  al  Tribunal  superior  dentro  de  seis  días,  bajo  su 

responsabilidad  y  á  .costa  del  apelante,  citando  y  emplazando 

previamente  á  los  procuradores  de  las  partes  para  que  éstas  com- 

^parezcan  ante  dicho  Tribunal  en  el  término  de  veinte  días. 

Artículo  388. 

En  el  caso  del  artículo  anterior,  se  suspenderá  la  ejecución  de 
la  sentencia  ó  auto  apelado,  hasta  que  recaiga  el  fallo  del  Tribu- 
nal superior. 

Artículo  389. 

También  quedará  mientras  tanto  en  suspenso  la  jurisdicción 
<lel  Juez  para  seguir  conociendo  de  los  autos  principales  y  de 
las  incidencias  á  que  puedan  dar  lugar,  desde  el  momento  en  que 
admita  en  ellos  una  apelación  en  ambos  efectos. 

Articulo  390. 

Se  exceptúan  de  la  regla  establecida  en  el  artículo  anterior,  y 
podrá  el  «fuez  seguir  conociendo: 

1?  De  los  incidentes  que  se  sustancien  en  pieza  separada,  for- 
mada antes  de  admitir  la  apelación. 
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2"  De  todo  lo  que  se  refiera  á  la  administración,  custodia  y 
conseryación  de  bienes  embargados  ó  intervenidos  judicialmente, 
siempre  que  la  apelación  no  verse  sobre  alguno  de  estos  puntos» 

3*?  De  lo  relativo  á  la  seguridad  y  depósito  de  personas. 

"De  las  apelaciones  admitidas  en  ambos  efectos"  tratan  estos  caatro  artícu- 
los, para  determinar  la  ibrma  en  que  lian  de  remitirse  los  autos  al  tribunal  ru- 
gsrior  y  los  efectos  que  producen  en  cuanto  á  la  jurisdicción  del  juez  inferior, 
obre  tan  importante  ipateria,  Ja  ley  de'1855  se  limitó  á  decir,  como  regla  ge- 
neral en  el  párrafo  2.  ®  del  art.  70,  que  ''admitida  la  apelación  libremente,  se 
suspenderá  la  ejecución  de  la  sentencia  hasta  que  recai^^a  su  confirmación,"  y 
en  los  artículos  335  v  336,  con  relación  al  juicio  ordinario,  que  debían  remitir- 
se los  autos  al  tribunal  superior  dentro  de  segundo  día,  con  citación  y  emplaza- 
miento de  los  procuradoues  de  los  llti^ant^s  para  coniparecer  ante  él  en  el  tér- 
mino de  jeinte  días.  Aceptando  la  nuera  ley  estos  principios,  ha  dictado  reglas 
más  precisas  y  concretas,  supliendo  algunas  omisiones  que  en  la  antigua  se  no- 
taban, como  yamos  á  demostrar. 

Según  el  art.  387,  admitida  la  apelación  en  ambos  efectos,  el  juez  debe  remitir 
los  autos.originales  al  tribunal  superior  dentro  de  seis  días,  ampliando  el  de 
dos  que  fijó  la  ley  antigua,  porque,  siendo  insuficiente  en  muchos  casos,  no  se 
cumplía  por  regla  general.  Dicho  término  habrá  de  contarse  desde  el  día  si- 
guiente al  del  último  emplazamiento,  conforme  al  art.  303.  Se  añade,  que  la  re- 
mesa de  los  autos  se  hará  "bajo  la  responsabilidad  del  juez,"  y  no  del  actuario, 
á  fin  de  que  cuide  aquél  de  que  se  yerifíque  dentro  délos  s«Í8  días,  sin  dejarlo  á 
cargo  de  éste,  para  eyitar  las  dilaciones  y  abusos  que  antéese  cometían.  Se  dice 
también  que  se  haga  "á  costa  del  apelante:"  aunque  así  se  practicaba,  pomo  ha- 
berlo preyenido  expresamente  la  ley  anterior  se  dieron  casos  de  negarse  el  ape- 
lante a  facilitar  los  sellos  ó  fondos  necesarios  para  el  franqueo  y  certificado  de 
los  autos,  que  han  de  remitirse  por  el  correo,  y  no  por  conducto  de  ninguna  de 
las  partes,  dando  con  ello  ocasión  á  dilaciones  y  embarazos^  ahora  es  precepto 
expreso  de  la  ley,  y  medios  concede  la  misma  para  apremiar  al  procurador,  y  si 
éste  no  interviene  á  la  parte,  al  cumplimiento  de  di<{ha  obligación.  Y  seprerie- 
.ne  por  último,  que  á  la  remisión  de  los  autos  preceda  la  citación  y  emplazamien- 
to de  los  procuradores  de  las  partes  para  que  éstas  comparezcan  ante  el  tribunal 
superior  en  el  término  de  Veinte  días;  término  improrrogable,  y  que  ha  de  con- 
tarse también  desde  el  día  siguiente  al  del  emplazamiento.        * 

Todo  esto  es  de  práctica  corriente  y  no  podrá  ofrecer  dificultad  su  ejecución. 
.  Sólo  llamaremos  la  atención  de  los  actuarios,  para  que  no  incurran  en  la  res- 
ponsabilidad que  determina  el  art.  280,  que  todo  emplazamiento  para  ante  los 
tribunales  superiores  debe  hacerse  por  medio  de  cédula  y  con  las  demás  forma- 
lidades que  se  establecen  en  los  artículos  270,  271  y  274,  haciéndolo  constar  en 
la  diligencia,  como  hemos  dicho  al  comentar  estos  artículos,  y  puede  yerse  prác- 
ticamente en  los  "formularios"  (págs.  24  y  27  de  este  tomo).  Se  ha  creido  por 
algunos*que  dichas  formalidades  sólo  debían  observarse  en  los  emplazamientos 
de  las  demandas;  pero  aparte  de  que  el  artículo  274  da  á  entender  claramente 
que  son  aplicables  á  todos  los  que  deban  hacerse  para  comparecer  ante  cualquier 
juzgado  o  tribunal,  así  lo  ha  oeelarado  el  Supremo,  haciendo  las  prevenciones 
#portunas  para  corregir  la  falta  en  varios  casos,  en  que  ha  notado  que  los  em- 
plazamientos para  ante  el  mismo  habían  sido  hechos  sin  las  formalidades  pre- 
venidas en  los  artículos  antes  citados. 

En  los  artículos  388  y  389  se  eleva  á  precepto  legal  la  doctrina  relativa  á  los 
efectos  devolutivo  y  suspensivo  de  las  apelaciones,  que  hemos  expuesto  ya  al  co- 
mentar el  art.  383.  Declárase  en  ello»,  que  admitida  la  apelación  en  ambos  efec- 
tos, se  suspenderá  la  ejecución  de  la  sentencia  ó  auto  apelado  hasta  que  recaiga 
el  fallo  del  tribunal  superior  ("efecto  suspensivo"),  y  que  mientras  tanto  queda- 
rá también  en  suspenso  la  jurisdicción  del  juez  que  admitió  la  apelación,  y  des- 
de el  momento  de  admitirla,  para  seguir  conociendo  de  los  autos  principales  y 
de  las  incidencias  á  que  puedan  dar  lugar,  porque  se  devuelve  ó  pasa  el  conoció 
miento  al  tribunal  de  alzada  en  virtud  del  "efecto  devolutivo."  Desde  el  mo- 
mento, pues,  en  que  el  juez  admite  una  apelación  en  bubos  efectos,  qudda  sin 
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nrlfdieeíóii  para  conocer  de  aquel  asunto,  liasta  que,  fallado  por  el  tribuual' 
■nperior,  se  le  deruelran  los  autos  para  se^ir  conociendo.  SI  á  pesar  de  la  pro- 
hibición tan  terminante  de  la  ley,  el  juez  inferior  no  se  abstuviera  de  conocer, 
8»ía  nulo  lo  que  practicase  por  falta  de  jurisdicción,  é  incurriría  en  la  respon 
8abilidad.consi<iruiente  á  semejante  atentado. 

El  art.  390,  último  de  este  comentario,  establece  tres  exoe|>ei#ne8  i  la  regla 
general  que  acabamos  de  exponer.  Según  la  primera,  el  juez  inferior  podrá  se- 
guir conociendo  *'de  los  incidentes  que  se  sustancien  en  pieza  separada,  formada 
antes  de  admitir  la  apelación."  Tales  incidentes  han  de  ser  necesariamente  dé- 
los definidos  en  el  art.  746,  esto  esto,  de  los  que  no  ponen  obstáculo  al  segui* 
miento  de  la  demanda  principal:  aunque  relacionados  con  ésta,  constituyen  una 
cuestión  independiente  que  ha  de  sustanciarse  y  decidirse  por  separado,  y  na 
sería  conveniente  ni  justo  que  quedasen  en  suspenso  por  la  apelación  admitida 
en  el  pleito  principal,  ni  al  contrario.  El  caso  ocurre  con  más  frecuencia  en  los 
juicios  universales,  que  se  dividen  en  varias  piezas  para  hacer  más  expedito  si» 
curso:  la  apelación  en  ambos  efectos  admitida  en  una  de  ellas  no  embaraza  la 
jurisdicción  del  juez  para  seguir  éenociendo  en  las  restantes,  y  así  lo  previene- 
expresamente  el  artículo  1166  para  el  caso  especial  á  que  se  refiere,  ^ue  púdica 
ofrecer  alguna  duda.  Pero  tén^rase  presente  que  sólo  esftán  comprendidos  en  esta 
excepciónlos  incidentes,  cu^a  ]^ieza  separada  se  hubiere  formado  antes  de  admitir 
la  apelación  en  el  pleito  principal:  aamitida  ésta,  ya  tío  puede  'el  juez  mandar 
la  formación  de  piesa  separada,  ni  sustanciar  incidente.aiguno  que  se  promueva 
después^  como  no  sea  de  los  comprendidos  en  las  otras  dos  excepciones  del  mis- 
mo art.  390, 

Estas  tienen  por  objeto  atender  ala  administración,  custodia  y  conservación 
de  los  bienes  litigiosos,  cuando  eétén  embargados  ó  intervenidos  judicialmente, 
:  como  sucede  en  los  juicios  universales  y  en  los  ejecutivos,  y  á  la  seguridad  ó 
depósito  de  las  personas,  cuyas  circunstancias  exijan  ^^  protección  y  amparo 
del  juez.  Si  éste,  ateniéndose  al  rigor  de  los  principios,  como  ha  ocurrido  algu- 
na vez,  no  putliera  conocer  de  los  incidentes  que  sobre  cualquiera  de  dichos  ob- 
jetos haya  necesidad  de  promover  después  de  adno^itida  en  ambos  electos. la  ape- 
lación interpuesta  en  el  pleito  principal,  ni  dictar  de  oficio  en  su  case  las 
providencias  conducentes  a  evitar  abusos  y  fraudes  en  los  bienes,  ó  al  amparo 
y  se^ridad  de  las  personas,  podrían  ocasionarse  gravísimos  é  irreparables  per- 
juicios, y  á  evitarlos  se  dirijen  las  dos^  excepciones  de  que  tratamos.  Podrá, 
pues,  conocer  el  juez  inferior  de  cualquiera  de  dichos  incidentes,  no  obstante  la 
apelación,  á  no  ser  que  ésta  versare  sobre  lo  que  sea  objeto  del  mismo  incidente, 
poraue  en  este  caso  podría  contrariarse  la  re^la  del  art.  888,  que  previene  se  sus- 
penda siempre  la  ejecación  de  la  sentencia  ó  auto  apelado,  y  no  es  á  esta  regla, 
aino  á  la  del  389,  á  la  que  se  refiei^n  las  tres  excepciones^  ^ue  quedan  expuestas;. 

Béstanos  resolver  una  d&da  qu0  podr^  ocurrir  en  la  aplicación  del  art.  398. 
Ta  hemoa  .dicho  que,  según  la  regla  inconcu3a  qi^epor  él  se  sanciona,  admitida 
la  apelación  en  ambos  erectos,  ha  de  suspenderse  la  ejecución  de  la  sentencia  ó  a:u- 
to  apelado  bastaje  dicte  su  fallo  el  tribunal  superior.  Pero  son  frecuentes  los 
casos  en  qu.e,  conteniendo  la  sentencia  varios  extremos,  la  apelación  sólo  se  in- 
fiere á  alguno  de  ellOs:  en  tal  caso,  "¿podrá  ejecutarse  la  sentencia  en  los  ex~ 
tremes  no  apelados?"  Podría  deducirse  la  contestación  afirmativa  de  la  doctrina 
establecida  en  la  ley  14,  tít.  23,  Partida  3,  ^ ',  según  la  cual,  "cuando  la  deman- 
da fuesse  fecha  sobre  muchas  cosas,  é  el  judgador  le  diesse  (al  demandado)  en< 
unas  por  quito,  é  en  las  otras  por  vencido,  de  aquellas  que  le  diesse  por  vencido,, 
bien  se  puede  alzar;  "é  valdrá  el  juyzio  quante  en  laa  otras  de  que  non  se  alza- 
ra." Si,  conforme  á  esta  doctrina,  queda  firme  la  sentencia  respecto  4o  los  ex- 
tremos no  apelados,  la  consecuencia  natural  parece  debiera  ser  el  que  pueda 
ejecutarse  en  dichos  extremos,  suspendiendo  la  ejecución  solamente  en  cnatftó  á> 
mqnelles  sobre  que  verse  la  apelación. 

Sin  embaigo,  ese  principio  no  es  absoluto:  es  preciso  combinarlo  con  el  dere-^ 
eho  que  el  art.  858  concede  al  apelado  para  adherirse  á  la  apelación  sobre  Los 
puntos  en  que  crea  que  le  es  perjudicial  la  sentencia,  y  sería  ilusorio  este  dere* 
€ho  si  desde  luego  pudiera  ejecutarse  el  fallo  en  los  extremos  no  apelados.  Por 
esto  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo  en  señtencLi  de  11  de  Enero  de  1876,. 
"que  apelada  una  sentencia,  aunque  lo  sea  únicamente  en  alguno  de  sus  exti;e» 

Tomo  II.— 12 


Digitized  by  VjOOQ IC 


1?S  GUIA  PRACTICA  DE  DERECHO 

mos,  no  obtiene  la  autoridad  de  eosia  jnzg^ada  en  ningrnno  de  ellof,  imeeto  que  el 
«pelado  tiene  derecho  incuestionable,  según  el  art.  844  (hoy  856)  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  dril,  á  adherirse  á  la  aDelacién  en  el  tiempo  j  forma  que  esta 
disposición  establece;  jen  su  rirtud,  pedir  y  obtener,  si  fuese  procedente  y  juft> 
to,  la  rerocación  de  la  sentencia  en  todo  lo  que  le  sea  desfarorable.''  0e  «^a 
doctrina  se  deduce  que  no  puede  ejecutarse  la  sentencia  en  los  extremos  no  ape- 
lados, y  también  se  deduce  así  del  art.  388,  entendido  literalmmite,  puesto  qve, 
sin  distinción  de  casos  y  sin  excepción  alfiruna,  ordena  que  se  suspáida  la  eje- 
•eución,  siempre  que  haya  sido  admitida  la  apelación  en  ambos  efectos. 


Artículo  391. 

No  se  suspenderá  la  ejecución  de  la  sentencia,  auto  ó  prori- 
dencia  apeladas,  cuando  haya  sido  admitida  la  apelación  en  un 
«olo  efecto. 

En  este  caso,  si  la  apelación  fuere  de  sentencia  defínitiya,  que- 
dará en  el  Juzgado  testimonio  de  lo  necesario  para  ejecutarla, 
remitiendo  los  autos  al  Tribunal  superior  en  la  forma  y  térmi- 
nos prcTenidos  en  el  art.  387. 

Si  fuere  de  auto  ó  providencia,  se  facilitará  al  apelante,  á  su 
•costa,  testimonio  de  lo  que  señalare  de  los  autos,  con  las  adicio- 
nes que  haga  el  colitigante  y  el  Juez  estime  necesarias,  para  que 
pueda  recurrir  á  la  Audiencia. 

£1  apelante  deberá  solicitar  dicho  testimonio  dentro  de  cinco 
días,  expresando  los  particulares  que  deba  contener.  Trascurrido 
•este  término  sin  haberlo  solicitado,  se  le  negará  el  testimonio  y 
se  tendrá  por  firme  la  resolución  apelada. 

Articuló  392. 

A  continuación  del  testimonio  expresado  en  los  dos  últimos 
párrafos  del  articulo  anterior,  se  hará  la  citación  y  empliaza* 
miento  de  las  partes  para  su  comparecencia  en  el  Tribunal  su- 
perior dentro  del  término  de  quince  días,  y  se  acreditará  la  en- 
trega de  dicho  testimonio  al  procurador  del  apelante. 

Artículo  393. 

Dentro  de  ios  quince  días  siguientes  al  de  la  entrega  del  tef^i- 
monio  deberá  el  apelante  hacer  uso  de  él,  mejorando  la  apela* 
ción  en  el  Tribunal  Superior. 

Sobre  las  "apelaciones  admitidas  en  un  solo  efecto,"  de  que  tratan  estos  ar- 
tículos, hemoá  dicho  ya,  al  comentar  el  383,  que  ese  efecto  es  el  ''devotutitó," 
pasando  én  su  virtud  al  tribunal  superior  el  conocimiento  del  negocio,  sólo  pa« 
.  ra  decidir  sobre  la  justicia  de  la  resolución  apelada;  pero  sin  suspenderse  la 
ojecuclón  de  énta  ni  la  jurisdicción  del  jaez  aue  la  dictó,  el  cual  seguirá  cono* 
<c^3ndo  de  los  autos  principales  y  de  los  inciaentes  que  en  ellos  puedan  promo- 
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'Terse,  porque  no  se  ha  dado  Ingtkr  al  ''efeetaBOBDensÍTO."  El  párrafo  1.  ®  del  ar- 
tículo i9l  confirma  eaca  doctrina  al  ordenar,  de  acuerdo  con  el  71  de  la  ley  de 
1855»  que  *'no  se  suspenderá  la  ejecución  de  la  sentencia,  auto  ó  DrOyidenoia 
«peladas,  cuando  haya  sido  admitida  la  apelación  en  un  solo  efecto,  y  por  con- 
siguiente tampoco  la  jurisdicción  del  jues,  pues  de  otro  modo  no  podría  proreer 
lo  necesario  para  dicha  ejecución  y  para  el  curso  de  los  autos,  que  tampoco  ha 
de  suspenderse,  como  lo  demuestran  las  reglas  que  para  el  cumplimiento  de 
•aquel  precepto  se  dan  en  el  mismo  art.  891  y  en  los  otros  dos  que  son  objeto  de 
este  comentario,  los  cuales  coMuerdan  con  el  71  antes  citado  y  el  72  de  la  ley 
anterior. 
La  apelación  en  un  efecto  puede  ser,  ó  de  una  sentencia,  ya  seadefinitiya  del 

Í>leito,  ya  de  cualquier  incidente  que  ponga  término  al  mismo,  de  suerte  que 
os  procedimientos  ulteriores  ha:^an  de  limitarse  á  la  ejecución  de  la  misma  sen- 
tencia; ó  de  un  auto  ó  providencia,  que  no  tengan  este  carácter  por  haberse  dic- 
tado durante  el  curso  del  pleito  y  haya  necesidad  de  procedimientos  ulteriores 
para  su  terminación.  En  el  primer  caso,  serán  necesarios  los  autos  en  el  tribu- 
nal superior  para  poder  apreciar  su  resultancia  á  fin  de  resolver  si  el  fallo  apela- 
do está  ó  no  ajustado  á  derecho,  al  paso  que  no  hacen  falta  en  el  justado,  pues 
para  llevar  á  médo  la  sentencia  será  suficiente  por  regla  general  el  contexto  de 
la  misma.  En  el  segundo  caso,  son  indispensables  los  autos  en  el  juzgado  para 
-  en  continuación,  y  para  que  la  Audiencia  pneda|fallar  con'.acierto  la  cuestión  ape- 

•  iada,  única  de  su  competencia,  bastarán  los  antecedentes  que  á  ella  se  refieran. 
Por  esto,  para  cada  uno  de  dichos  casos  se  establece  un  procedimiento  diferen- 
te, concillando  la  economía  en  los  gastos  y  la  celeridad  con  el  acierto. 

Cuando  la  apelación  en  un  efecto  sea  de  sentencia  definitiva,' ha  de  quedar 
en  el  juzgado  testimonio  de  lo  necesario  para  ejecutarla.  Así  lo  mandará  d  jue2 
en  la  misma  providencia  en  que  admita  la  apelación,  designando  los  particula- 
res que  haya  de  contenei  el  testimonio,  que  por  regla  eeneral  será  la  sentencia 
:  apelada.  La  ley  no  faculta  á  las  partes  para  hacer  dicha  designación  en  este  case; 

E9ro  si  alguna  de  ellas  creyere  insuficientes  los  señalados  por  el  juez,  no  puede 
aber  dificultad  en  que  lo  exponga  por  escrito  para  que  éste  mande  adicionar 
el  teatimonio,  si  lo  estima  procedente.  Y  librado  el  testimonio  "sin  dilación," 
se^ún  previene  el  artículo  301  para  los  casos  en  que  no  se  fije  término,  el  jues 
cuidará  bajo  su  responsabilidad  de  remitir  los  antes  originales  al  tribunal 
superior  dentro  de  los  seis  días  siguientes,  á  costa  del  apelante,  con  citación  y 

-emplazamiento  de  los  procuradores  de  las  partes,  para  que  dentro  de  veinte  días 

Comparezcan  éstas  en  dicho  tribunal  á  hacer  uso  de  su  derecho,  si  les  conviene, 

como  está  prevenido  en  el  artículo  387,  al  cual  se  refiere  al  párrafo  2.  ^  del  391» 

que  estamos  comentando. 

T  si  la  apelación  fuere  de  auto  ó  providencia,  al  admitirla  acordará  el  juez 

>  que  se  faciute  al  apelante  testimonio  de  le  que  señalare  de  los  autos,  con  las 
adiciones  que  solicite  el  contrario,  si  se  estimasen  procedentes,  para  que  pueda 
recurrir  á  la  Audiencia  á  merjorar  la  apelación.  El  apelante  debe  solicitar  dicho 
testimonio,  expresando  los  particulares  que  deba  contener,  dentro  de  los  cinco 

•  día»  siguientes  al  de  la  notificación  de  la  providencia,  acompañando  copia  del 
escrito  para  entregarla  á  la  parte  contraria  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art. 
515.  Tengase  presente  que  dicho  término  de  cinco  días  es  improrogable,  como 

•  eoinprendido  en  el  caso  último  del  art.  310^  por  mandar  la  ley  expresamente  en 
el  391,  que  se  nieguO'el  testimonio  si  se  solicita  después  de  trascurrido  el  t^mi- 
no,  y  que  se  tenga  por  firme  la  resnludón  apelada.  También  lo  ordena  así  el 
art.  408  respecto  de  los  términos  señalados  para  preparar  cualquier  recurso,  en 
enyo  caso  sa  halla  el  antedicho. 

Presentado  en  tiempo  el  escrito,  debe  mandar  el  juez  íque  sin  dilación  se  libre 
por  el  actuario  y  se  entregue  al  apelante  el  testimonio  solidtado,  con  inserción 

•  de  todos  los  particulares  designados  por  el  mismo,  y  á  su  costa,  y  que  se  entre- 
ffue  la  copia  del  escrito  á  la  parte  contraria.  Gomo  pudiera  suceder  que  el  ape- 
lante haya  omitido  la  designación  de  particnlaree  que  le  perjudiquen  y  que  sir- 
vieron de  fundamento  á  la  resolución'apelada,  concede  la  ley  al  litigante  eontra- 
rio  la  facultad  de  pedir  que  se  ádf^nen  los'qne  estime  procedentes,  pero  sin 
fijarle  término  para  ello,  de  lo  etíaX  se  deduce  que  debe  hacerlo  sin  dilación,  si 

4o  cree  necesario,  luego  que  se  le  entregne  U  eopia  M  escrito.  Estaba  a^oiitklo 
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en  la  práctica  dar  YÍsta  al  apelado  por  un  breve  término  de  la  designación  de 
particulares  hecha  por  el  apelante  para  que  pidiera  las  adiciones  que  estimase 
procedentes:  creemos  qae  hoy  no  puede  seguirse  esta  práctica,  por  no  airtorizarla 
la  ley  y  ser  contraria  a  su  e^íritu.  La  copia  del  escrito  hace  innecesaria  la  tís* 
ta  6  traslado  que  antes  se  concedía:  por  ella  ha  de  hacer  uso  el  apelado  de  su  de- 
recho (art.  520);  yerá  si  conyiene  aaicionar  algunos  particulares,  y  debe  pedir- 
lo sin  dilación:  si  lo  pide  antes  de  que  se  entregue  el  teAtimonio  al  apelante,  y 
el  juez  lo  estima  procedente,  se  hará  la  adición,  y -en  otro  caso  se  entederá  que 
ha  renunciado  ese  derecho  ó  que  no  tiene  nada  que  pedir. 

Es  de  notar  que  el  testimonio,  como  se  libra  á  costa  del  apelante,  ha  de  com- 
prender todos  los  particulares  que  éste  designe,  además  de  la  resolución  apelada 
y  de  la  proyidenoia  admitiendo  la  apelación,  de  que  no  se  puede  prescindir;  pe- 
ro 4e  los  que  designe  el  apelado,  sólo  se  insertarán  los  que  el  jues  estime  nece- 
sarios. Así  lo  ordena  el  párrafo  3.  ^  del  art.  391,  para  eyitar  el  abuso  que  pu- 
diera cometer  el  apelado  pidiendo  sin  neioesidad  la  adición  del  testimonio  que  ha 
de  pagar  el  contrario:  por  eso  los  jueces  deben  examinar  con  atención  esas  pre- 
tensiones, á  fin  de  no  admitir  otras  adiciones  man  que  las  que  estimen  necesa- 
rias para  la  resolución  de  la  apelación,  como  manda  la  ley. 

Librado  el  testimonio,  debe  el  actuario  hacer  á  continuación  del  mismo,  y  no 
en  los  autos,  la  citación  y^  emplazamiento  á  los  procuradores  de  las  partes  para 
BU  comparecencia  en  el  tribunal  superior  dentro  de  guiñee  días.  £ste  emplaza- 
miento ha  de  hacerse^  en  todo  caso,  como  ya  se  ha  dicho,  por  medio  de  cédula  y 
con  las  deinás  formalidades  que  previenen  los  artículos  270,  271  y  274.  Y  en  se^ 
guida  hará  la  entrega  del  testimonio  al  procurador  del  apelante,  ó  á  la  misma 
parte  si  no  interviene  procurador,  acreditándolo  también  á  continuación  de  los 
emplazamientos.  Lo  previene  así  el  art.  382.  porque,  como  han  de  surtir  s^ 
efectos  esas  diligencias  en  el  tribunal  superior,  es  necesario  consignarlas  en  el 
testimonio  que  ante  él  ha  de  presentarse.  £n  los  autos  principales  sólo  se  hará 
constar  haberse  librado  el  testimonio  y  su  entrega. 

Ordena,  por  último,  el  art.  303,  refiriéndose  como  el  anterior  á  las  apelacio- 
nes de  autos  y  providencijts  admitidos  en  un  efecto,  que  '"dentro  de  los  quince 
días  siguientes  al  de  la  entrega  del  testimonio,  deberá  el  apelante  hacer  uso  de 
él,  mejorando  la  apelación  en  el  tribunal  superior."  Este  término  es  también 
improrogoble,  y  trascurrido  sin  haberlo  utilizado,  queda  de  derecho  firme  la  re* 
solución  apelada  sin  necesidad  de  declaración  expresa  sobre  ello,  como  previene 
el  art.  408.  El  72  de  la  ley  de  1855  lo  fijó  en  veinte  días,  y  se  ha  reducido  á  Quin- 
ce, en  consideración  á  que,  con  los  cinco  que  además  se  conceden  para  pedir  el 
testimonio,  y  los  que  se  invertirán  en  librarlo,  media  tiempo  más  que  suficiente 
para  preparar  la  defensa  en  el  tribunal  superior.  Como  en  las  otras  apelaciones 
no  median  estas  dilaciones,  se  ha  conservado  para  ellas  el  plazo  de  veinte  días 
que  venía  establecido. 

Para  mejorar  la  apelación  debe  el  a(>elante  personarse  en  el  tribunal  superior 
por  medio  lie  procuradojry  con  dirección  de  letrado  dentro  de  los  quince  díasv 
Téngase  presente  que  en  la  segunda  instancia  no  se  permite  alegar  por  escrito, 
■ino  de  palabra  en  el  acto  de  la  vista,  j^  sería  un  abuso,  qae  no  puede  tolerarse, 
el  convertir  en  una  alegación  de  agravios  el  escrito  de  mejora.  Eate  escrito  de- 
be limitarse,  como  se  ha  limitado  siempre»  á  presentar  el  testimonio  y  solicitar 
del  tribunal  que  habiéndolo  por  presentado  y  por  mejorada  en  tiempo  la  apela* 
ción.  se  sirva  dar  al  recurso  la  sustanciación  establecida  en  los  artículos  889  y 
aiffuientes.  Si  se  alegara  en  ese  escrito  sobre  el  derecho  del  apelante,  el  tribunal 
ddi>erá  corregir  tal  abuso,  en  cumplimiento  de  lo  que  previene  el  art.  337. 

Y  han  de  presentarse  con  dirección  ó  firma  de  letrado  hábil,  no  sólo  los  es-? 
eritos  de  apelación  y  de  mejora,  como  hemos  dicho,  sino,  también  el  en  que  se 
pida  el  testimonio  para  recurrir  ante  la  Audiencia  á  mejoiar  la  apelación  admir 
tida  en  un  efecto,  porque  no  son  de  mera  tramitación  y  no  están,  por  tantos 
comprendidos  en  las  excepciones  del  art.  10.  En  el  comentario  de  dicho  artículo 
(pág»  35  del  tomo  I)  hemos  ¡expuesto  sobre  este  punto  que,  cuando  se  presente 
mtguno  de  esos  escritos  sin  firma  de  letrado,  el  juez  no  puede  dictar  etra.proyir 
denda  que  la  de  "pidiendo  con  dirección  de  letrado,  se  proveerá/'  pero  <iüe  Bub- 
aanada  esta  falta,  aunque  lo  haya  sido  después  de  trascurrido  el  término  para 
•pelar,  el  juez  debe  admitir  la  apelación,  según  la  jurisprudencia  establefsida 
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por  el  Tribunal  Supremo.  Ahoca  debemos  añadir  que  dicho  Tribunal  ha  hecho 
extensiva  la  misma  jurisprudencia  al  caso  en  que  se  pida  en  tiempo  sia  firma  de 
letrado  el  testimonio  para  mejorarla  apelación  (1) 

Indicaremos,  por  último,  que  se  ha  fijado  en  cinco  días  el  término,  que  antes 
era  indefinido,  para  pedir  el  testimonio  con  la  desigrnación  de  los  particulares 
que  deba  contener,  y  en  quince  días,  aue  antes  era  de  veinte,  el  plazo  para  .com- 
parecer ante  la  Audiencia  á  mejorar  la  apelación,  dándoles  el  carácter  de  im- 
prorogables  para  el  efecto  dé  que,  trascurridos  sin  utilizarlos,  se  tenga?  por 
abandonado  el  recurso  y  por  firme  de  derecho  la  resolución  apelada,  en  cumpli- 
miento de  lo  prevenido  en  la  bate  3.  ^  de  las  aprobadas  para  la  reforma  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil.  En  dicha  base  se  mandó  establecer  en  la  nueva  ley, 
para  corregir  los  abnnos  antes  cometidos,  que  "cuando  la  apelación  se  admita 
en  un  solé  efecto,  debo  señalarse  un  breve  plazo  para  "obcener"  el  testimoBio  y 
"utilizarle;"  y  si  trascurriese,  se  entenderá  abandonado  el  recurbo  y  la  senten- 
cia firme." 

Artículo  394. 

Cuando  haya  sido  admitida  en  un  efecto  cualquiera  apelación, 
podrá  el  apelante  solicitar  de  la  Audiencia  que  la  declare  admi- 
tida en  ambos  efectos,  citando  la  disposición  legal  en  que  se  funde. 

Deberá  deducir  esta  pretensión  en  el  término  del  emplazamien- 
to si  la  apelación  fuere  de  sentencia  deñnitiTa,  j  en  los  demás 
C2l^o^  al  presentar  el  testimonio  para  mejorar  la  apelación. 

Artículo  395. 

Si  al  deducir  el  apelante  dicha  pretensión  se*¡hubiere  persona- 
do en  el  Tribunal  superior  la  parte  apelada^  se  le  entregará  la 
x^opia  del  escrito  para  que  pueda  impugnarla,  si  le  couTÍene, 
<ientro  de  los  tres  días  siguientes,  trascurridos  los  cuales  diotará 
la  Audiencia,  sin  más  trámites  y  sin  ulterior  recurso,  la  resolu- 
ción que  estime  arreglada  á  derecho. 

(1)  ''Sentencia  de  26  de  Diciembre  de  1883." — Admitida  una  apelación  en  un 
«feeto,  el  procurador  solicitó  el  testimonio  dentro  del  término  legal  designando 
loe  particulares  que  debía  eontener,  pero  sin  firma  de  letrado,  cuya  falta  sesub- 
«anó  reproduciendo  U  pretensión  después  de  los  cin^  días:  el  jues,  fundándose 
en  que  había  trasoi&rriao  el  término,  negó  el  testimonie  y  declaró  firme  el  auto 
apelado,  cuya  resolución  fué  confirmada  por  la  Audiencia:  centra  este  auto  se 
interpuso  recurso  de  casación,  y  el  Tribunal  Supremo  ha  declarado  en  dieha 
sentencia  haber  lugar  al  recurso  por  los  fundamentos  siguientes: 
'  "Considerando  que  cualquiera  que  sea  el  verdadero  carácter  del  escrito  en  que 
se  señalan  los  particulares  que  ha  de  comprender  el  testimonio  á  que  se  refiere 
•el  art.  391  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  |>ara  reputarle  ó  no  opmo  de  mera 
Bustaneiación  á  los' efectos  del  art.  10  de  la  misma  ley,  la  cuestión  del  presente 
recurso  se  resuelve  |^r  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal,  según  la  cual,  cuan- 
do se  interpone  en  tiempo  ana  apelación  sin  firma  de  letrado,  si  bien  no  puede 
proveerse  a  ella  mientras  no  se  subsane  la  faka,  queda  interrunipido  el  lapuso  d^ 
término,  y  subsanada  aquella,  debe  admitirse  dicho  recurso,  cuya  doctrina  ea 
aplicable  al  caso  de  autos,  en  que  se  trata  de  un  punto  menee  importante  que  el 
de  la  apelación,  cnal  es  el  señalamiento  de  loa  particulares  que  lia  de  contener 
un  testimonio,  lo  que  hiso  en  tiempo  hábil  el  procurador  del  recurrente  y  repro- 
4i|jo  después  con  dirección  j;  firma  de  letrado.— Considorando  que  al  no  estinutr- 
loasí  ei  auto  recurrido  infringe  la  expresada  doctrÍBa  legal,  de  que  se  hace  mé- 
rít  en  el  segundo  motivo." 
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Articulo  396. 

Si  la  Audi«ncia  desestimase  la  pretensión  antedicha,  condena- 
rá al  apelante  en  las  costas  de  este  incidente,  j  dará  á  la  apela- 
ción la  sustanciación  que  corresponda. 

Si  declara  admitida  la  apeleción  en  ambos  efectos,  se  librará 
orden  al  Juez  de  primera  instancia  para  que  suspenda  la  ejecu- 
ción de  la  sentencia  ó  remita  sin  dilación  los  autos  originales^ 
según  los  casos,  notificándolo  á  las  partes. 

Artículo  397. 

También  podrá  la  parte  apelada  solicitar  ante  la  Audiencia^ 
dentro  del  término  del  emplazamiento,  que  se  declare  admitida 
en  un  solo  efecto  la  apelación  que  el  Juez  hubiere  admitido  en^ 
ambos,  citando  la  disposición  legal  en  que  se  funde. 

Se  sustanciará  esta  pretensión  por  los  trámites  establecidos  en 
el  art.  395.  Si  accediere  á  ella  el  Tribunal  superior,  se  librará 
orden  al  Juez  de  primera  instancia,  con  certificación  de  la  sen- 
tencia apelada,  para  que  la  lleve  á  efecto. 

Si  por  tratarse  de  un  auto  ó  providencia  fueren  necesarios  los 
autos  en  el  Juzgado  inferior  para  continuarlos,  se  le  devolverán, 
quedando  certificación  de  lo  necesario  para  sustanciar  la  apela- 
ción. 

Lo8  jueces  inferiores  pueden  causar  perjuicio  á  las  partes  restringiendo  6  am- 

5 liando  los  efectos  de  las  apelaciones.  Si  procediendo  en  ambos,  al  tenor  de  lo • 
Ispuesto  en  la  ley,  las  admiten  en  uno  solo,  el  apelante  siente  un  rerdadera  • 
^ayámen,  toda  yes  que  debiendo  ejecutarse  la  proyidencia,^  podrían  ser  irrepa- 
rables muchos  de  los  dofios  que  con  este  motiyo  se  le  ocasionaren.  Cuando  se 
admite  en  ambos  efectos  procediendo  en  uno  solo,  la  parte  apelada  sufre  el  per- 
juicio consiguiente  á  la  dilación  que  experimenta  el  cumplimiento  de  la  senten- 
cia, haciéndose  quizás  diifcil  conseguir  después  por  completo  el  reintegro  desús 
derechos.  Estas  consideraciones  demuestran  la  necesidad  de  otorgar  un  recurso  • 
para  estos  casos.  Las  leyes  antiguas  guardaron  silencio  sobre  este  punto,  poro- 
la  práctica  se  encargó  de  suplir  este  yació,  si  bien  la  falta  de  reglas  fijas  niso 
que  no  fuera  uniforme  en  todos  los  tribunales.  La  más  comunmente  obseryada 
era  alzarse  de  U  proyidencia  en  que  se  otorgaba  la  apelación  en  uno  ó  en  amboa^ 
efectos,  ^los  tribunales  superiores,  atendiendoá  la  urgencia  de  decidir  esta  cues- 
tión incidental,  solían  reselyer  de  plano  lo  que  creían  procedente. 

La  ley  anterior  de  1855  estableció  dicho  recurso,  determinando  el  procedi- 
miento en  sus  artículos  78  y  74;  pero  solo  para  el  caso  en  que  hubiere  sSdo  ad- 
mitida en  mi  efecto  la  apelación  procedente  en  ambos,  de  suerte  que  el  apelante 
podía  solicitar  del  tribunal  superior  que  la  declarase  admitida  en  ambos  efisetos, 
por  el  mismo  procedimiento  brere  y  sencillo  que  ahora  se  establece.  No  se  con- 
cedió Ugnsíl  recurso  al  apelado  para  cuando  se  admitiese  en  ambos  efectos  la 
apelación  procedente  en  uno  solo,  y  en  la  práctica  se  suplía  esta  omisión  utili- 
sando  contra  tal  proyidencia  el  recurso  de  fepoaición,  y  el  de  apelación  si  el  jues 
ne  accedía  á  reponerla.  Por  este  medio  el  tribunal  superior  resolyía  esa  enes* 
tión  préyia^  pero  por  los  trámites  de  las  apelaeionee  y  con  las  dilaciones  y  gas»  . 
tos  consiguieiHes. 

lia  nueya  ley  ha  igualado»  como  era  justo,  la  condición  de  loa  litigantes,  coa» 
-eediéndo  á  una  y  otta  ]>arte  d  mismo  reeorso,  con  igual  proeedimiento,  para  re-  . 
clamar  ante  la  Audiencia  la  reparación  del  agrayio  que  pueda  haberles  caasad»^ 
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el  jad  inferior  al  admitir  la  apelación.  Para  preparar  este  recurso  no  hay  ne- 
cesidad en  ningún  caso  de  pedir  al  juez  inferior  reposición  de  su  providencia: 
esto  daría  lugar  á  una  dilación  innecesaria,  puesto  que  de  todos  modos  el  cono- 
cimiento de  la  apelación  ha  de  ir  al  tribunal  superior,  el  cual  decidirá  si  estuvo 
bien  ó  mal  admitida,  por  los  trámites  breves  y  sencillos  que  se  establecen  para 
el  apelante  en  los  art&otos  394,  395  y  396  y  para  el  apelado  en  e)  397.  Por  consi- 
guieate,  ante  el  juez  que  admitió  la  apelación  no  se  debe  ni  se  puede  deducir  recla- 
mación alguna  sobre  ello»  porque  la  ley  no  lo^  autoriza  ni  es  neoeeaiio:  el  recur- 
so ha  de  presentarse  directamente  en  la  Audiencia  dentro  del  térmiuo  del.  em- 
plazan) ¡unto,  y  en  su  caso  al  mejorar  la  apelación,  sin  que  pueda  utilizarse  ni 
admitirse  trascurrido  dicho  término. 

En  los  cuatro  artículos  citados,  ^jue  van  al  frente  de  este  comentario,  se  de- 
termina con  tanta  precisión  y  claridad  lo  que  ha  de  hacerse  en  cada  uno  de  los 
casos  c[ue  pueden  ocurrir,  que  creemos  inátil  toda  explicación:  para  proceder 
con  acierto  bastará  su  lectura,  y  atenerlRno  que  en  ellos  se  ordena  sin  buscar 
interpretaciones  que  no  necesitan,  ni  darles  otro  sentido  que  el  que  literalmente 
expresan  sus  palabras.  Por  esto  nos  limitaremos  á  llamar  la  atención  sobre  las 
novedades  que  se  introducen  en  el  procedimiento  de  la  ley  anterior. 

Ya  hemos  dicho  que  el  recurso  ha  de  presentarse  en  la  Audiencia,  sin  prepa- 
ración alguna  en  d  juzgado,  dentro  del  término  del  emplazamiento  ó  al  presen- 
tar, en  su  caso,  el  testimonio  para  mejorar  la  apelación:  como  estos  términos 
son  improrogables,  se  tendrá  por  perdido  el  derecho  si  se  dejan  trascurrir  sin 
utilizarlo,  y  deberá  el  tribunal  rechazar  de  plano  el  recurso- 

Ea  también  requisito  indispensable,  j^or  exigirlo  la  ley,  para  que  pueda  pros- 
perar el  recurso,  que  se  cite  en  el  escrito  la  disposición  le^al  en  que  se  funde, 
esto  es,  el  artículo  de  la  ley  en  el  cual  se  prevenga  que  se  admita  en  ambos  etec- 
toB  la  apelación  que  lo  hubiere  sido  en  uno  solo,  ó  al  contrario,  y  cuya  diposi- 
ción habrá  sido  infringida  por  el  juez.  Esto  será  bien  fácil  de  cumplir,  cuando 
sea  justa  la  pretensión,  porque  raro  será  el  caso  en  que  no  se  encuentre  disposi- 
ción expresa  de  la  lev  que  determine  si  la  apelación  de  que  se  trate  es  procMen- 
te  en  ambos  efectos  ó  en  uno  solo,  y  á  falta  de  disposición  expresa  para  el  caso 
concreto  está  la  regla  general  del  art.  383  con  las  excepciones  del  384. 

Del  escrito  formulando  el  recurso  debe  acompañase  copia  para  entregarla  á  la 
(¡arte  contraria,  si  se  hubiere  personado  en  los  autos,  y  si  no  cuando  se  presente, 
siempre  que  sea  antes  del  fallo  del  recurso.  Dentro  de  los  tres  días  siguientes  al 
de  la  entrega  de  la  copia,  puede  dicha  parte  impugnar  la  pretensión  del  recu- 
rrente, y  trascurrido  dicho  término,  se  haya  presentado  ó  no  escrito  Je  impug- 
nación, ó  dentro  de  él  si  no  se  hubiese  personado  el  apelado,  la  Sala  sin  más 
trámites,  y  por  consiguiente  sin  vista  pública  ni  citación  de  las  partes,  dictará 

Sor  medio  de  auto  y  sin  ulterior  recurso  la  resolución  que  estime  arreglada  á 
erecho.  Siempre  que  desestime  la  pretensión  del  recurrente,  ha  de  condenarle 
en  las  costas  del  incidente  y  mandar  que  se  dé  á  la  apelación  la  sustanciación 
c]^ae  corresponda.  Bn  otro  caso,  no  hahrá  condena  de  costas,  y  declarada  admi- 
tida la  apelación  en  el  efecto  que  proceda,  se  practicará  lo  que  para  cada  caso  se 
ordena  en  los  artículos  que  estamos  comentando. 

^  Y  cuando  el  apelado  pretenda  que  se  declare  admitida  en  un  efecto  la  apela- 
ción que  lo  hubiere  sido  en  ambos,  que  es  el  caso  del  art.  397,  deberá  esperar  á 
que  se  persone  eA  apelante,  puesto  que.  si  no  lo  verifica  en  tiempo,  se  tendrá  por 
abandonada  la  apelación  y  por  firme  la  sentencia,  auto  ó  providencia  apelada, 
y  en  este  caso  nada  hay  que  resolver  sobre  los  efectos  de  la  apelación  y  sería 
mótil  é  innecesario  aquel  recurso.  Y  si  por  temor  á  que  trascurra  el  termino, 
lo  ]>reeenta8e  antes  de  personarse  el  apelante,  deberá  expresar  en  la  súplica,  que 
teniéndolo  l»Sala  por  presentado  en  tiempo,  se  suspenda  su  sustanciación  y  re- 
solución hasta  9ue  se  persone  el  apelante.  Esto  es  lo  que  aconseja  el  buen  sen- 
tido y  lo  que  exige  el  objeto  de  ese  recurso»  aunque  la  ley  no  haya  descendido  á 
e9tofl  pormenozM,  dejándolos  al  buen  criterio  del  letrado,  n 


Articulo  398. 
Contra  los  autos  ó  providencias  de  los  Jueces  de  primera  ins- 
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tancia  denegando  la  admisión  de  apelación,  podrá  el  que  la  haya 
interpuesto  recurrir  en  queja  á  la  Audiencia  respectiva. 

Deberá  prepararse  este  recurso  pidiendo,  dentro  de  quinto  día^ 
j'eposición  del  auto  ó  providencia,  y  para  el  caso  de  no  estimar- 
la, testimonio  de  ambas  resoluciones. 

Si  el  Juez  no  diere  lugar  á  la  reposición,  mandará  á  la  vez  q[ue, 
dentro  de  los  seis  días  siguientes,  se  ñicilite  dicho  testimonio  á 
la  parte  interesada,  acreditando  eL  actuario,  á  continuación  del 
.mismo,  la  fecha  de  la  entrega. 

Artículo  399. 

Dentro  de  los  quince  días  siguientes  al  de  la  entrega  del  tes- 
timonio, deberá  la  parte  que  lo  hubiere  solicitado  hacer  uso  de 
él,  presentando  ante  la  Audiencia  el  recurso  de  queja. 

Artículo  400. 

Presentado  en  tiempo  el  recurso  con  el  testimonio,  acordará  la 
audiencia  que  se  libre  orden  al  Juez  de  primera  instancia  para 
que  informe  con  justificación,  y  recibido  este  informe,  resolverá 
ain  más  trámites  lo  que  crea  justo. 

Si  estima  bien  denegada  la  apelación^  mandará  ponerlo  en  co- 
nocimiento del  Juez  por  medio  de  carta-órden  para  que  conste 
en  los  autos. 

Y  si  estimare  que  ha  debido  otorgarse,  lo  declarará  así,  con 
expresión  de  si  ha  de  entenderse  admitida  en  un  solo  efecto  ó  en 
ambos,  ordenando  al  Juez,  según  los  casos,  que  remita  los  autos 
originales,  según  se  previene  en  el  art.  387,  ó  que  se  facilite  al 
apelante  el  testimonio  de  que  hablan  los  arts.  391,  392  y  393, 
£n  la  forma  y  para  los  efectos  en  ellos  prevenidos. 

^  VDel  recurso  de  (|ueja  por  la  no  admisión  del  de  apelación"  tratan  estos  ar- 
tículos. Concuerdan  con  el  75  de  la  ley  de  1855,  y  consenran  sustancialmente  el 
procedimiento  en  éste  establecido,  pero  completándolo  y  supliendo  las  omisiones 
que  en  él  se  notaban  y  que  daban  lugar  á  dilaciones  y  abusos.  Por  esto,  y  para 
corregirlos,  se  mandó  en  la  base  3  ^  de  las  aprobadas  para  la  reforma  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  ciyil,  "fijar  un  término  perentorio  y  trámites  breves  para 
interponer  y  sustaneiaí*  los  recursos  de  (^ueja  por  la  no  admisión  de  las  ai)ela- 
cienes.''  Así  se  ha  hecho  como  se  verá  fijándose  en  las  novedades  introducidas 
por'  estos  artículos. 

Sería  ilusorio  el  importante  recurso  de  apelación,  si  fuera  arbitro  el  juoE  in- 
ferior para  admitirlo  ó  denegarlo:  por  esto  la  ley  ha  fijado  las  reglf^s  que  han 
de  observarse.  Pero  podrá  suceder  que,  interpretándolas  el  juei  erróneamente, 
6  acaso  por  malicia,  no  admita  una  apelación  que  sea  {irocedente  con  arreglo  á 
la  ley,  y  para  que  en  esto  caso  pueda  reparar  el  agravio  el  tribunal  supwiorj 
concedió  la  jurisprudencia  antigua  y  ha  sancionado  la  moderna  el  recurso  de 
queja  de  que  tratamos.  Este  recurso,  aunque  análogo,  es  diferente  del  estable- 
cido anteriormente  para  el  caso  en  que,  procSedieddo  una  apelación  en  ambos 
efectos,  se  admita  en  uno  sólo,  porque  siendo  distinta  la  condición  en  que  se  ce- 
loca  al  litiganto  en  ano  y  otro  caso,  no  pueden  sujetarse  á  ua  mismo  procedi- 
miento. 
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.La  loy  de  1855  se  limitó  á decir  en  su  art.  75,  que  denegada  cualquiera  apela- 
ción, podría  el  interesado  recurrir  en  queja  á  la  Audiencia  respectWa,  la  cual, 
prório  informe  del  juez  y  oyendo  sobre  él  al  apelante,  determinaría  lo  que  cre- 
yese juato.  Como  se  yé,  é  hicimos  notar  al  examinar  dicho  artículo  en  nuestros 
comentarios  á  la  ley  anterior,  nada  se  determinó  sobre  el  modo  de  justificar  la 
queja;  se  permitía  ésta,  sin  pedirle  al  juez  la  reposición  de  su  proyidencia  para 
qúe,^  adyertido  de  su  error,  pudiera  enmendarlo  por  ese  medio  ínás  breye  y  ex^ 
pedito;  y  sobre  todo,  no  se  fijó  término  para  entablar  el  recurso,  dando  lugar  á 
qiie.promoyiéndolo  mucho  tiempo  después,  se  causara  una  lamentable  pertur- 
bación en  los  procedimientos  de  primera  instancia,  cuando  ya  habían  recaído  y 
«e  habían  ejecutado  resoluciones  trascendentales.  A  todo  esto  se  ha  puesto  re- 
medio por  los  artículos  que  son  objeto  de  este  comentario. 

En  el  art.  398  se  conserya  el  principio  de  que  "contra  los  autos  ó  proyidencias 
•  de  los  jueces  de  primera  instancia  denegando  la  admisión  de  apelación,  podrá  el 
queia  haya  interpuesto  recurrir  en  queja  á  la  Audiencia  respectiya,"^  que  será 
la  del  territorio  ó  distrito  á  que  pertenezca  el  juzgado.  Y  se  añade,  primera  no- 
yedad  que  se  introduce:  "Deoerá  prepararse  este  recurso  pidiendo,  dentro  de 
quinto  día,  reposición  d^l  auto  ó  proyidencia,  y  para  el  caso  de  no  estimarla, 
testimonio  de  ambas  resoluciones.  De  suerte  que  el  escrito  ha  de  contener  la 
pretensión  alternatiya  de  la  "reposición,"  y  no  estimándola,  la  del  "testimonio," 
el  cual  solo  ha  de  contener  el  auto  denegatorio  de  la  admisión  de  la  ajpelación, 
y  el  que  no  dé  lugar  á  la  reposición:  coi^  esto  basta,  como  luego  indicaremos, 
y  por  eso  lo  determina  la  ley  taxativamente,  sin  que  pineda  ampliarse  por  tanto 
¿  otros  particulares. 

Este  recurso  de  reposición,  con  que  ha  de  prepararse  el  de  queja,  es  el  mismo 
que  se  establece  en  ei  artículo  377  contra  los  autos  y  las  proyidencias  que  no 
sean  de  mera  tramitación,  á  cuya  clase  pertenece  la  de  que  se  trata:  por  esto  y 
para  evitar  dudas,  se  expresa  que  es  de  cinco  días  el  término  para  interponerlo, 
sin  indicar  el  procedimiento  porque  ya  se  halla  determinado  en  los  artículos 
378  y  379.^  Por  consiguiente,  del  escrito  pidiendo  la  reposición  deberá  acompa- 
ñarse copia  para  entregarla  á  la  parte  contraria,  la  cual  podrá  inipugnar  la  pre- 
tensión dentro  de  los  tres '  días  siguientes,  y  trascurridos,  con  inpugnación  6 
sin  ella,  el  juez  resolverá  dentro  de  otros  tres  días,  sin  más  trámites,  lo  que 
estime  justo. 

Como  el  escrito  de  reposición  ha  de  ser  razonado,  citando  principalmente  el 
artículo  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  que  se  funde  y  que  habrá  sido  in- 
fringido al  no  admitir  la  apelación,  es  de  esperar  que  el  juez,  reconociendo 
con  nobleza  su  equivocación,  reforme  si;  providencia  y  admita  la  apelación  en 
•el  efecto  que  proceda.  Si  así  lo  hace,  se  evitarán  las  mayores  dilaciones  y  gastos 
del  recurso  de  queja;  y  si  insiste  en  su  acuerdo,  ya  queda  ventilada  la  cuestión 
'de  derecho  que  ha  de  resolverse  por  medio  de  dicno  recurso.  Por  esto  se  ha  creída 
conveniente  prepararlo  del  modo  antedicho. ' 

Añade  el  mismo  art.  398»  que  ''si  el  juez  no  diere  lugar  á  la  reposición,  man- 
dará á  la  vez  que,  dentro  de  los  seis  días  siguientes,  se  facilite  dicho  testimonio 
á  la  parte  interesada,  acreditando  el  acturio  á  continuación  del  mismo  la  fecha 
de  la  entrega.**  Esto  tiene  p«r  objeto  el  que  pueda  ver  el  tribunal  superior,  cuan- 
do se  presente  la  queja,  si  está  dentro  de  los  quin<;9  días. siguientes  al  de  la  en- 
trega del  testimonio,  que  fija  el  art.  399  para  interponer  élrecurso,  pues  si  hu- 
hieren  trascurrido,  no  podría  ser  admitido,  por  ser  improrogable  este  término, 
lo  mismo  que  el  de  cinco  días  para  preparar  e!  recurso  pidiendo  la  reposición, 
y  quedaría  firme  la  resolución  del  juez  de  primera  instancia,  conforme  á  lo  pre- 
venido en  el  art.  408,  ^si  se  dejase  trascurrir,  qin  atili«arlo,  cualquiera  de  estos 
términos. 

Se^ún  el  art.  380,  contra  el  auto  resolutorio  del  recurso  de  reposición  de 
providencias  y  autos  como  el  de  que  se  trata,  podrá  apelarse  (lentro  de  terce- 
ro día.  -lia  ley  nieig&  este  recureio  en  el  presente  caso  al  que'  sbliéitó  aquella, 
puesto  que  previene  que  ^si  el  juez  no  acc^iese  á  la  reposidén,  se  le  facilite 
testimonio  de  ambas  resolucio'nes  pañi  interponer  el  recurso  de  queja,  per  cu- 
yo medio  el  tribunal  superior  decidirá  si  estuve 'bien  6  mal  denegada  la  apela- 
ción.  ¿Y  si  se  accede  á  la  reposición?    En  este  caso  la  parte  i»>ntvaria  será  Is 
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agraTÍada,  y  con  un  agrario  irreparable,  puesto  que  se  le  obliga  á  seguir  una 
segunda  instancia  y  estar  á  sus  resultas,  cuando  se  creía  libre  de  ella  por  no 
haber  sido  admitida  la  apelación.  T  como  la  ley  no  establece  nada  para  este 
caso  en  los  artículos  que  estamos  comentando,  creemos  que  no  puede  priyarse 
á  dicha  parto  del  derecho  de  apelación  que  por  reffla  general  concede  el  380 
antes  citado,  de  todo  auto  resolutorio  del  recurso  de  reposición,  y  que  podrá 
apelar  en  ambos  efectos  por  la  razón  indicada  de  ser  el  auto  de  grayámen  irre- 
parable en  definitiya  (caso  3.  ^  del  art.  374). 

En  el  art.  400  se  ordena  el  procedimiento  que  ha  de  seguirse  en  el  tribunal 
superior  para  resolver  el  recurso  de  queja.  I^resentado  éste  en  tiempo,  ó  sea 
dentro  de  los  quince  días  útiles  siguientes  al  de  la  entrega  del  testimonio,  ^ue  ' 
deberá  acompañarse,  y  no  copia  del  escrito,  porgue  no  hay  parte  contraria  á 
quien  entregarla,  acordará  la  Audiencia  que  se  libre  orden  al  juez  de  primera 
instancia  para  que  informe  "con  justificación,"  circunstancia  gue  no  se  preye- 
nía  en  la  ley  anterior.  A  la  orden  será  preciso  acompafiar  copia  certificada  del 
recurso,  como  se  practica  en  tales  casos,  pues  de  otro' modo  no  podría  el  juez 
impugnar  las  razones  que,  para  demostrar  la  injusticia  de  la  providencia,  ale- 
gue el  recurrente,  y  quedaría  incompleta  la  discusión.  La  justificación  que  á 
su  informe  debe  acompañar  el  juez,  será  un  testimonio  de  los  escritos  y  actua- 
ciones que  estime  conducentes  para  resolver  la  cuestión.  Con  estos  datos  y  los 
fundamentos  de  los  autos  contenidos  en  el  testimonio  presentado  por  el  recu- 
rrente, habrá  la  instrucción  suficiente  para  que  la  Audiencia  pueda  resolver 
con  acierto;  y  si  ésta  estimase  que  falta  alguno  de  importancia,  podrá  recla- 
marlo para  mejor  proveer. 

£n  el  art.  75  de  la  lev  anterior  se  prevenía  ^ue  sobre  el  informe  del  juez  se 
oyese  al  apelante.  En  la  nueva  ley  se  ha  suprimido  este  trámite  por  ser  inne- 
cesario: el  apelante  habrá  expuesto  en  su  recurso  cuanto  estime  conducente: 
en  el  informe  del  juez  estará  la  contestación;  y  esto  basta  para  cerrar  el  deba- 
te. Tampoco  dobe  oirse  á  la  parte  contraria,  porque  la  ley  no  lo  autoriza,  sin 
duda  en  consideración  á  que  la  cuestión  se  empeña  entre  el  apelante  y  el  juez: 
así  es  que  no  se  le  cita  para  este  recurso,  y  no  podrá  tenérsele  por  parte  aun- 
que se  persone  y  lo  solicite. 

Y  concluye  el  art.  400,  último  de  este  comentario,  ordenando  que  recibido- 
el  informe  del  juez,  la  Audiencia  resolverá  "sin  más  trámites"  lo  que  crea  jus- 
to. Si  estima  bien  denegada  la  apelación,  declarará  no  baber  lugar  al  recurso 
de  queja,  condenando  en  las  costas  al  recurrente,  y  mandando  ponerlo  en  co- 
nocimiento del  juez  por  medio  de  carta-órden  para  que  conste  en  los  autos.  Y 
si  estima  lo  contiario,  declarará  haber  lugar  al  recurso  y  que  debió  otorgarse 
la  apelación,  mandando  que  se  tenga  por  admitida  en  ambos' efectos  ó  en  uno 
solo,  según  proceda;  añadiendo  en  el  primer  caso,  q^e  se  libre  orden  al  juez 
para  que  remita  los  autos  originales  en  el  término  y  con  los  emplazamientos- 
que  previene  el  art.  387,  y  en  el  segundo  para  que  se  facilite  el  testimonio  al 
apelante,  ó  se  haga  lo  que  proceda  de  lo  prevenido  en  los  artículos  391,  392 
y  393. 


SECCIÓN  SEGUNDA. 

BBCUBSOS  CONTBA  LAS  BB80LUCI0BES  DB  LAS  AUDIENCIAS. 

Articulo  401. 

Contra  la»  providencias  de  mera  tramitación  que  dicten  las 
Audiencias,  no  se  da  recurso  alguno^  salvo  el  de  responsabilidad. 

Fof  este  artteolo  se  restablece  nuestra  antigua  jurisprudencia,  modificando» 
6  m^or  dicho,  aclarando  el  66  de  la  ley  de  1855,  que  al  conceder  el  recurso  d^ 
súplica  contra  las  proyidenoias  interlocutorias,  sin  distinción,  qu«  dictaren  Ios- 
tribunales  superiores,  daba  lugar  á  que,  contra  su  intenclán  acaso,  pudiera- 
enti^erse  que  era  aplicable  á  toda  clase  de  providencias..   Ahora  se  manda* 
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clara  y  ezplíeitamente^  que  no  cabe  reeurso  algnno  contra  las  de  "mera  trami-  - 
tación"  que  dicten  las  Audiencias,  saWo  el  de  responsabilidad.  Cuáles  sean  di- 
chas providencias  ya  está  explicado  en  las  páginas  124  y  158  y  siguientes  de  es- 
te tomo  (1).  T  respecto  de  las  que  no  sean  de  mera  tramitación,  por  el  artículo 
siguiente  se  conserya  el  recurso  de  súplica»  como  réremos  al  comentarlo.^ 

Contra  las  prorideneias  de  mera  tramitación  que  dicten  los  jueces  de  prime- 
ra instancia,  el  artículo  376  concede  el  recurso  de  reposición,  y  contra  las  que 
dictan  las  Audiencias  no  se  da  dicho  recurso  ni  otro  alguno.  ¿Por  qué  esta  di- 
ferencia tan  radical?  Fácil  es  de  comprender  la  racón  en  que  se  funda;  Como  en 
la  primera  instancia  se  plantean  y  debaten  por  escrito  las  cuestiones  del  pleito 
7  se  hacen  las  pruebas,  el  procedimiento  es  más  extenso  y  complicado  que  en  la 
segunda;  tiene  ^ue  dirigirlo  el  juez  ''único/'  y  si  se  equiroca,  como  es  fácil,  al 
dictar  una  i)royidencia  de  mera  tramitación,  es  conyeniente  que  la  parte  le  lla- 
me la  atención,  citándole  el  artículo  de  la  ley  que  haya  infringido,  para  que  re- 
forme su  providencia  y  no  se  perturbe  la  marcha  del  procedimiento.  En  la  se- 
gunda instancia  los  trámites  son  más  sencilles;  por  regla  general  están  limita- 
dos á  la  formación  del  apuntamiento,  instrucción  de  las  partes  y  del  ponente  y 
citación  i>ara  la  vista:  por  esta  misma  sencillez,  que  excluye  las  complicaciones 
y  pretensiones  á  que  se  presta  la  primera  instancia,  y  porque  han  de  concurrir 
tres  magistrados  por  lo  menos  á  dictar  esas  providencias,  la  ley  supone  que  no 
puede  haber  equivocación,  y  que  si  la  hubiere,  no  puede  ser  de  trascendencia 

fara  la  defensa  de  los  litigantes:  cuando  la  tiene,  ya  cencede  otros  recursos. 
*or  esto,  y  para  cerrar  la  puerta  á  los  abusos  de  los  litigantes  de  mala  fé,  no  se 
da  recurso  alguno,  como  no  se  había  dado  en  la  práctica  antigua,  centra  ciichas 
providencia?;  |)ero  se  deja  á  salvo  el  de  responsabilidad,  como  garantía  suficiente 
para  oue  los  tribunales  superiores  no  procedan  con  negligencia  ni  con  arbitra- 
riedad, puos  si  faltaren  á  la  ley,  tendrían  que  indemniza)  los  perjuicios  ocasio- 
nados á  los  litigantes,  y  acaso  sufrir  la  penk  de  suspensión  que  determina  el  ar- 
tículo 367  del  Código  penal. 


(1)  ^  Allí  hemos  consignado  que,  para  determinar  si  es  ó  no  de  "mera  tra- 
mitación" una  providencia,  debe  atenderse  á  su  objeto,  alcance  y  trascenden- 
cia, y  así  se  deduce  también  de  la  doctrina  establecida  por  el  Tribunal  Supre- 
mo ^1  un  recurso  de  casación  en  que  se  citó  como  infringido  el  art*  401,  objeto 
de  este  comentario.  £1  caso  fué  el  sig[niente:y-Interpuesta  y  admitida  en  am- 
bos efectos  la  apelación  de  la  sentencia  definitiva  recaida  en  un  juicio  ordina- 
rio, el  apelante  se  personó  en  la  Audiencia  después  del  término  del  emplaza- 
miento, no  obstante  lo  cnal  la  Sala  acordó  que  se  pasaran  los  autos  al  relator 
para  la  formación  del  apuntamiento.  El  apelado  suplicó  de  esta  providencia, 
folicitando  se  declare  desierta  la  apelación,  y  firmo  de  derecho  la  sentencia 
apelada,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  840  de  la  l^y  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, por  no  haberse  personado  en  tiempo  el  apelante,  y  en  su  virtud  la  Sala 
suplió  y  enmendó  su  citada  providencia  y  declaró  desierta  la  apelación.  Con- 
tra este  auto  interpuso  el  apelante  recurso  de  casación,  funaándolo  en  que, 
siendo  de  mera  tramitación  la  providencia  mandando  formar  el  apuntamiento. 
no  se  daba  contra  ella  recurso  alguno,  más  que  el  de  responsabilidad,  sejgfún  el  - 
art.  401,  el  cual  había  sido  infringido  al  admitir  y  estimar  el  de  súplica,  en 
eayjA  virtud  se  dejaba  sin  efecto  dicha  providencia;  pero  el  Tribunal  Supremo, 
estimando  que,  en  dicho  caso,  no  podía  ser  considerada  tal  providencia  como 
de  mera  tramitación,  declaró  no  haber  lu^ar  al  recurso  por  "sentencia  de  19  " 
de  Mayo  de  1883,''  estableciendo  la  doctrina  que  sigue: 

"Considerando  que  el  auto  recurrido  no  intringe  el  art.  401  de  la  ley  do  En-^ 
juiciamiento  civil,  único  fundamento  del  recurso,  porque  en  10  de  Octubre  de 
1882  (fecha  de  la  providencia  mandando  formar  el  apuntamiento)  la  sentencia 
de  primera  instancia,  apelada  por  los  recurrentes,  era  firme  de  dereche,  y  por 
consiguiente  la  providencia  de  aquella  fecha,  acordada  p<Mr  la  Audiencia  abrien- 
do una  segunda  instancia  improcedent-e,  no  era  de  mera  tramitación,  ni  por  eV 
estado  que  tenía  el  pleito  cuando  fué  dictada»  ni  por  lo  que,  una  vez  consenti-^  - 
da,  podía  afectar  á  lo  juzgado  definitiva  é  irrevo¿U>lemente." 


Digitized  by  VjOOQ IC 


138  aüUL  PBioneA  de  dbbscho 

Articulo  402. 

Contra  las  sentencias  ó  autos  resolutorios  de  incidentes  que  se 
promuevan  durante  la  segunda  instancia,  se  dará  ,el  recurso  de 
súplica  para  ante  la  misma  Sala,  dentro  de  cinco  dias« 

Este  recurso  se  sustanciará  en  la  forma  establecida  para  el  de 
reposición  en  los  artículos  378  j  379,  dictándose  la  resolución, 
previo  informe  del  Magistrado  Ponente. 

Concuerda  este  artículo  con  el  Qñ  de  la  ley  de  1855,  pero  modificando  el  pro- 
cedimiento que  en  él  se  estableció,  como  luego  yeremos.  £s  de  notar  que  habla 
sólo  de  las  sentencias  ó  autos  resolutorios  de  incidentes  que  se  promueyan  en  U 
segunda  instancia,  para  ordenar  que  contra  ellos  se  dará  el  recurso  de  súplica 
para  ante  la  misma  Sala.  No  se  entienda  por  esto  limitado  su  precepto  á  los  in- 
cidentes  aue  deban  sustanciarse  y  decidirse  por  los  trámites  establecidos  en  el 
título  3.  ^  del  libro  2.  ® :  sino  á  todos  los  que  puedan  ocurrir  en  la  segunda  ins» 
tancia,  aunque  no  se  sustancien  ni  deban  sustanciarse  en  dicha  forma.  Está 
ordenada  de  tal  modo  la  tramitación  de  dicha  instancia,  que  todo  lo  que  de  su 
curso  ordinario  se  separe,  no  puede  menos  de  considerarse  como  un  incidente, 
tomada  esta  palabra  en  sentido  lato,  y  cualquiera  que  sea  la  forma  de  las  reso- 
lución que  en  estos  casos  se  dicte,  será  suplicable  para  ante  la  misma  Sala.  La 
ley  sólo  excluye  de  este  recurso  las  proyidéncias  demora  tramitación  (art.  401); 
luego  deben  ser  y  son  suplicables  todas  las  demás  que  dicten  las  Audiencias  en 
el  curso  de  la  segunda  instancia,  así  como,  según  el  artículo  377,  puede  pedirse 
reposición  de  las  de  igual  clase  que  .dictan  los  jueces  durante  la  primera  ins- 
tancia. 

Esto  es  lo  que  está  en  armonía  con|la¡antigua  jurisprudencia,  que  se  ha  querida 
restablecer  en  toda  su  pureza,|para  corregir  los  abusos  á  que  se  prestaba  la  gene- 
ralidad con  que  el  art.  06  de  la  ley  anterior  concedía  el  recurso  de  súplica  con- 
tra toda  proyidencia  interlocutoria.  Así  se  deduce  también  de  otras  disposicio- 
nes déla  presente  ley:  el  art.  416,  por  ejemplo,  concede  el  recurso  de  súplica  con* 
tra  el  auto  de  la  Audiencia  declarando  abandonada  la  apelación,  y  el  867  lo 
concede  igualmente  contra  el  que  deniegue  cualquiera  diligencia  de  prueba;  reso- 
luciones que  se  dictan  sin  sustanciación  alguna.  Y  esa  es  también  la  jurispru- 
dencia constante:  contra  las  proyidéncias  ó  autos  declarando  desiértala  apMa- 
ción  por  no  haberse  personado  el  apelante  dentro  del  término  del  emplazamien- 
to, y  contra  cualquiera  otra  que  ponga  término  al  pleito,  se  dá  el  recurso  de 
casación,  según  el  artículo  1,690;  pero  el  Tribunal  Supremo  tiene  declarado 
constantemente,  que  no  puede  admitirse  este  recurso,  si  no  se  ha  utilizado  an- 
tes el  ordinario  de  súplica.  Por  consiguiente,  procede  este  recurso  contra  todas 
las  resoluciones,  que  no  sean  de  mera  tramitación  (1),  dictadas  por  las  Audien- 
cias, durante  el  curso  de  la  segunda  instancia,  sobre  puntos,  cuestiones  é  inci- 
dentes que  ante  ella  se  promueyan;  no  de  ios  promoyidos  ante  el  juez  inferior, 
que  sean  objeto  de  la  apelación,  pues  estas  se  rigen  por  el  artí.  siguiente  408. 

El  recurso  de  súplica,  según  el  artículo  que  estamos  comentando,  ha  de  inter- 
ponerse dentro  del  término  improrogablc  de  cinco  días  (anteü  era  de  tres),  con- 
tados desde  el  siguiente  al  de  la  notificación  del  auto  ó  providencia  á  que  se  re- 
fiera, y  ante  la  misma  Saia  que  lo  hubiese  dictado.  Como  tiene  el  mismo  objeto 
que  el  de  reposición,  lia  de  sustanciarse  y  decidirse  en  la  forma  queestá  estable- 
cida en  los  artículos  378  y  379.  y  que  hemos  explicado  al  comentarlos,  sin  otra 
diferencia  que*  la  de  pasar  los  autos  al  magistrado  ponente,  luego  que  trascu- 
rrah  los  tres  días  que  se  conceden  para  impugnar  el  recurso,  á  fin  de  que  seins- 


(1)  Véase  en  la  nota  del  comentario  anterior  la  sentencia  del  Tribunal  Sa- 

5 remo  de  19  de  Mayo  de  1683,  por  la  cual  se  declara  que  ia  proridencia  man- 
ando formar  el  apuntamiento,  que  en  el  órd-'n  del  procedimienlo  es  de  mera 
tramitación,  piei de  este  carácter,  y  procede  contra  el ta  el  recurso  de  súplica, 
cuando  se  dicta  indebidamente,  después  de  haber  quedado  firm*«  de  dereeno  U 
sentencia  apelada  por  no  haberse  personado  en  tiempo  el  apelante. 


Digitized  by  V3OOQ IC 


LBY  DB  BürJUICIAMIBKTO  CIVIL  189 

truya  de  eUoi  para  informar  yerbalmente  á  la  Sala  «ie  lo  que  resulte  y  dar  su 
roto  sobre  la  cuestión  que  haya  de  resolr^rse.  £1  ponente  deberá  hacer  dentro 
tro  de  tres  días  el  estudio  de  los  autof«,  pues  nunca  le  concede  la  ley  mayor  tér- 
mino que  á  las  partes,  y  en  los  tres  días  sigfuientes  ha  de  dictar  la  Sala  su  reso- 
lución, si  no  pudiera  hacerlo  en  el  acto  de  devolrer  los  autos  y  dar  cuenta  el 
ponente,  por  querer  examinarlos  algún  otro  ntagistrado.  Bsta  resolución  lia  de 
dictarse  sin  yista  pública  ni  citación  de  las  partes;  jr^ie  cabe  contra  ella  niipun 
recurso,  como  no  sea  el  de  casación  cuando  ponga  termino  al  juicio,  según  vere- 
mos en  el  comentario  siguiente. 

Indicacpmos,  por  último,  que  se  llama  de  "súplica"  este  recurso,  como  así  se 
le  ha  llamado  siempre,  sin  duda  por  consideración  y  respeto  á  los  tribunales 
superiores  y  al  Supremo.  Aunque  esta  denominación  trae  su  origen  de  los  tiem- 
pos en  que  el  Bev  administraba  la  justicia  por  sí,  ó  por  delegación  en  su  Conse- 
jo, no  se  ha  creíao  conveniente  variarla  por(^ue,  además  de  no  ser  impropia,  es 
técnica  en  el  foro,  y  con  ella  se  distingue  de  igual  recurso,  cuando  se  interpone 
contra  resoluciones  de  jueces  inferiores:  este  se  llama  de  "reposición,"  y  aquel 
de  súplica.''  También  se  conserva  en  la  práctica  la  fórmula  de  pedir  en  aquel 
al  juez  que  reponga  su  providencia  por  contrario  imperio,  y  en  este  á  la  Sala,  ya 
sea  de  Audiencia  ó  del  Tribunal  Supremo,  que  la  "supla  ó  enmiende;"  pero  am- 
bos tienen  por  objeto  la  reforma  de  la  resolución  judicial  en  el  sentido  que  in- 
teresa á  la  parte  que  la  solicita. 


Artículo  403. 

Contra  las  sentencias  deñnitiyas  y  los  autos  que  pongan  tér- 
mino al  juicio,  dictados  por  las  Audiencias  en  segunda  instancia, 
no  se  dará  otro  recurso  que  el  de  casación,  dentro  de  los  térmi- 
nos, en  los  casos  y  en  la  forma  que  se  determinan  en  el  tít.  XXI 
del  libro  segundo  de  esta  ley. 

Contra  las  demás  resoluciones  que  dicten  en  apelación,  no  se 
dará  recurso  alguno,  salyo  el  de  responsabilidad. 

Articulo  404. 

También  procederá  el  recurso  de  casación  contra  las  sentencias 
^leñnitiras  que  dicten  las  Audiencias  en  los  asuntos  sometidos  á 
su  jurisdicción  en  primera  y  única  instancia,  y  contra  los  autos 
que  resuelvan  los  recursos  de  súplica  establecidos  en  el  art.  402, 
cuando  tengan  el  carácter  de  sentencias  definitivas. 

'Contra  las  sentencias  definitivas  de  las  Audiencias  no  se  dará  otro  recurso 
que  el  de  casación,"  se  limitó  á  decir  la  ley  de  1855  en  su  art.  76;  disposición 
entonces  de  grave  trascendencia»  porque  contenía  la  reforma  más  radi<»l  é  im«> 
portante  que  se  hizo  por  aquella  ley,  cual  fué  la  detuprimir  la  tercera  instancia 
ó  recurso  de  "súplica,"  (][ue  por  las  leyes  del  título  21,  libro  11  de  laNoy.  Becop., 
titulado  "de  las  suplicaciones."  y  por  los  artículos  66  y  67  del  Reglamento  pro- 
TÍsional  de  1835,  se  concedía  contra  las  senleneias  de  vista  de  las  Audiencias 
para  ante  otra  Sala  del  mismo  tribunal,  aunque  no  en  todos  los  pleitos,  sino  en 
los  plenarios  de  posesión,  cuya  cuantía  excediera  de  500  duros  y  en  los  de  pro* 
piedad  que  excediera  de  260  en  la  Península  y  doble  en  Ultramar,  cuando  ne 
Man  conformes  las  sentencias  de  primera  y  segunda  instancia,  ó  se  presentaban 
nuevos  documentos*  Y  todavía  en  determhislaos  casos  se  concedía  contra  las  - 
sentencias  de  revista  lo»  recurseade  ''segunda  suplieaciós"  y  de  "injusticia  bo^ 
toria."  Todos  estos  recursos  quedaron  supiimidoa  al  establecer  el  de  casaoii^i. 

Ko  han  faltado  ni  faltan  defensores  de  la  tercera  instancia,  considerándola 
de  resultados  más  ventajéeos  para  la  recta  administración  de  justicia  que  elre^ 
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<  corso  de  casación,  sobre  todo  si  se  la  porgara  de  los  defeetos  qoe  inflo;«roii  en 
su  supresión,  Ueyándola  al  Tribunal  Supremo  con  las  restricciones  establecidas 
para  dicho  recurso,  de  modo  que  este  se  conrirtiera  en  una  torcera  instancia. 
Ko  entramos  en  esta  importante  cuestión,  porque  no  conduce  al  objeto  práctico 
de  nuestra  obra,  j  limitándonos  á  exponer  lo  que  se  halla  establecido,  indica- 
remos que,  al  determinarse  en  los  dos  artículos  que  son  objeto  de  este  comenta- 
rio, que  contra  las  sentencias  definitiyas  y  los  autos  que  pongan  término  al 
juicio,  dictados  por  las  Audiencias  en  segunda  instancia,  no  se  dará  otro  recnrso 
que  el  de  casación,  se  resuelve  ó  aprueba  implícitamente  la  supresión  de  la  ter- 
cera instancia  y  de  los  demás  recursos  del  procedimiento  antiguo,  ant^s  indica- 
dos. Y  no  podía  ser  de  otro  modo,  poroue  en  la  ley  de  bases  no  se  autorizó  al 
Gobierno  para  hacer  reforma  alguna  sobre  este  punto. 

Sobre  el  término,  casos  y  forma  en  que  ha  de  preparase  é  interponerse  dicho 
recurso,  estos  artículos  se  refieren  al  tít.  21,  libro  II  de  la  presente  ley,  que 
trata  "de  los  recursos  de  casación:''  TÓase,  por  tanto,  lo  que  se  dispone  en  dicho 
título,  teniendo  presente  que  es  de  diez,  días  improro^ables  el  termino,  tanto 
para  interponer  ante  la  Audiencia  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma,  como  para  preparar  el  de  infracción  de  ley  p'diendo  la  certificación  de 
la  sentencia  ^ra  interponerlo  ante  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo.  Estos 
mismos  términos  rigen,  según  los  artículos  1569  y  1587^  para  los  recursos  de 
igual  ¡clase,  que  pu^en  interponerse  |contra  la  sentencias  que  dicten  los  jue- 
ces de  primera  instancia  en  apelación  de  los  juicios  de  desahucio  que  son  de  la 

^  competencia  de  los  jueces  municipales. 

Respecto  de  las  resoluciones  aue  dicten  las  Audiencias  en  sesuda  instancia 
sobre  incidentes  promoyidos  ei^  la  primera,  que  no  sean  susceptibles  del  recurso 
de  casación  por  no  poner  término  al  pleito,  al  prevenir  el  art.  403  que  no  se  dará 
contra  ellas  recurso  alguno,  añade  ''salvo  el  de  responsabilidad."  Es  decir,  que 
'  la  resolución  es  firme  y  ha  de  llevarse  á  efecto  desde  luego;  pero  si  por  ignoran- 
cia ó  negligencia  inexcusables,  ó  con  malicia,  se  hubiere  dictado  con  innracción 
manifiesta  ae  ley,  queda  á  salvo  á  la  parte  perjudicada  el  recurso  de  responsa- 
biliddad,  ciyil  ó  criminal,  contra  la  Sala  sentenciadora  para  que  le  indemnice 
los  daños  y  perjuicios  aue  le  hubiere  ocasionado.  Lo  mismo  ha  de  entenderse^ 
iflfual  caso  respecto  de  los  autos  que  resuelvan  los  recursos  de  súplica  en  inci- 
£ntes  promovidos  ante  la  misma  Audiencia,  á  que  se  refiere  el  art.  4o4. 

Y  al  ordenar  este  artículo  que  procede  el  recurso  de  casación  "contra  los  autos 

Sie  resuelvan  los  recursos  de  súplica  establecidos  en  el  art.  402,  cuando  tengan 
caiácter  de  sentencias  definitivas,"  excluyendo  por  consiguiente  las  resolu- 
ciones suplicadas  ó  suplicables,  sanciona  implícitamente  la  doctrina  estableci- 
da por  el  Tribunal  Supremo,  de  que  no  procede  el  recurso  extraordinario  de 
casación  cuando  no  se  ha  utilizado  previamente  el  ordinario  de  súplica,  en  lor 
casos  en  que  la  le;^  concede  este  recurso. 

lios  fallos  definitivos  de  las  audiencias  pueden  recaer:  1.^ ,  en  segunda  ina* 
tancia  sobre  la  cuestión  principal  del  pleito;  2.  ® ,  también  en  segunda  instancia 
sobre  cualquier  incidente  promovido  en  la  primera,  de  ^ue  se  hubiere  interpues- 
to apelación;  3.  ® ,  en  los  asuntos  sometidos  á  su  jurisdicción  en  primera  y  única 
instancia,  y  4.  ^ ,  sobre  el  recurso  de  súplica  en  los  incidentes  que  se  promuevan  * 
-  ante  las  mismas  Audiencias**  durante  el  curso  de  la  segunda  instancia  de  cual* 
quier  pleito,  ó  de  la  primera  en  los  asuntos  á  que  se  refiere  el  núm.  3.  ^  De  todas 
estas  resoluciones  se  hacen  cargo  los  dos  artículos  que  estamos  comentando 
para  determinar  el  recurso  que  procede  contra  cada  una  de  ellas. 

Bespecto  de  las  seténelas  definitivas  del  pleito  á  que  se  refieren  los  núme- 
ros 1;  ®  y  S.  ^  no  puede  haber  duda;  contra  todas  ellas  se  da  el  recurso  de  casa^ 
ción,  ya  se  dicten  en  sefi[unda  instancia  en  virtud  de  apelación,  ya  en  los  asuntos 
eometidos  á  las  Audiencias  en  primera  y  única  instancia,  cuales  son  losrecurses 
de  responsabilidad  civil  contra  jueces,  de  que  trata  el  art.  912,  Ne  así  en  las  re- 
flolociones  definitivas  de  ios  incidentes  á  que  se  rieren  los  números  2.  ^  y  4.^ 
del  párrafo  anterior,  aunque  se  dicten  per  medio  de  sentencia:  unas  ponen  tér- 
mino al  pleito,  porque  hacen  imposible  su  continuación,  de  soerte  que  tienen  el 
carácter  de  definitivas;  j  otras  no  tienen  este  carácter,  porque  no  producen  aquel 
efecto:  contra  aquellas  se  da  también  el  recurso  de  casación,  y  contra  éstas  no 
«e  concede  ningún  recuno,  ya  se  hayan  dictado  en  apelación,  ya  por  el  reenno 
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de  súplica.  Bastan  estas  indicaciones  para  el  objeto  del  presente  eomentaríd, 
sin  perjuicio  de  ampliarlas  al  eemeidtar  el  art.  1690,  en  el  que  se  determinan 
taxativamente  las  resoluciones  judiciales  que  tienen  el  concepto  de  definitivas 
para  los  efectos  del  recurso  de  casación. 

Nótese,  por  último,  en  los  artículos  que  son  objeto  de  este  comentario,  la  de- 
^claración  expresa  y  terminante  que  hacen  de  que  contra  las  sentencias  definiti- 
vas  y  autos  que  pongan  término  al  juicio,  dictados  por  las  Adiendias,  "no  se 
da  otro  recurso  que  el  de  casación;  al  paso  que  contra  las  demás  resoluciones, 
que  no  tengan  ese  carácter,  y^  respecto  de  las  cuales  no  se  da  recurso  alguno,  se 
deja  á  "salvo  el  de  responsabilidad."  Esta  distinción  demuestra  claramente,  que 
por  las  sentencias  y  autos  que  pongan  término  al  juicio,  aunque  se  dicten  con 
infracción  de  ley,  no  cabe  el  recurso  de  responsabilidad,  como  no  sea  por  causa 
de  delito;  de  otro  modo  se  hubiera  hecho  en  la  ley  la  misma  salvedad  que  para 
laa  otras  resoluciones. 


SECCIÓN  TERCERA. 

RECURSOS  CONTRA  LAS  RESOLUCIONES  DEL  TRIBUNAL  SUPREMO. 

Articulo  405. 

Las  disposiciones  de  los  ariiculos  401  y  402  serán  aplicables 
.á  las  resoluciones  de  igual  clase  que  dicte  el  Tribunal  Supremo. 

Artículo  406. 

Contra  las  sentencias  en  que  se  declare  haber  ó  no  lugar  al 
recurso  de  casación,  ó  á  la  admisión  del  mismo,  no  se  dará  re- 
curso alguno: 

Foco  tenemos  que  decir  para  la  recta  inteligencia  de  estos  dos  artículos.  El 
primero  se  refiere  al  401  y  al  402,  que  tratan  de  los  recursos  contra  las  resolu- 
ciones de  las  Audiencias  que  no  sean  definitivas  del  pleito  ó  de  incidentes  que  ha 
gai^  imposible  su  continuación,  para  declarar  que  lo  que  en  ellos  se  dispone  es 
aplicable  á  las  resoluciones  de  igual  clase,  que  dicte  el  Tribunal  Supremo.!  Por 
consiguiente,  contra  las  previdencias  de  mera  tramitación  no  se  da  recurso  al- 
guno, salro  el  de  responsabilidad;  y  contra  las  demás  prondencias,  au'-os  y  sen- 
tencias, que  resuelvan  incidentes  promovidos  en  el  mismo  Tribunal  Supremo 
durante  el  curso  de  los  asuntos  y  recursos  que  son  de  su  competencia,  se  da  el 
de  súplica  para  ante  la  misma  Sala,  dentro  de  cinco  días,  el  cual  se  sustanciará 
en  la  forma  que  determinan  los  artículos  378  y  379,  y  se  resolverá  previo  infor- 
forme  del  magistrado  ponente.  (Yéanse  loscuati^o  artículos  citados  v  sus 
comentarios.)^  A  esto  hay  que  añadir  que  contra  los  autos  resolutorios  oel  re- 
curso de  súplica  antes  indicado,  no  se  concede  recurso  alguno,  salvo  también 
el  de  responsabilidad,  como  se  previene  en  el  párrafo  último  del  art-  403,  res- 

Secto  de  las  resoluciones  de  las  Audiencias  que  no  son  susceptibles  del  recurso 
e  casación. 

Sobre  este  punto,  la  ley  de  1855  no  dijo  más  en  su  art.  66,  que  de  las  provi- 
-denoíasinteríccntoriAS  del  Tribnnul  Supremo  p^^dría  suplicarse  dentro  de  ter- 
cero  día,  y  la  Sala  que  las  hubiese  dictado,  previa  audiencia  de  la  otra  parte, 
si  lo  estimase  necesario,  determinaría  sobre  la  súplica  lo  que  creyera  justo  y 

Srocedente.  Este  procedimiento  ha  sido  sustituido  por  el  que  antes  hemos  in- 
ioado. 

Y  por  el  segundo,  ó  sea  el  406,  se  establece  que  "contra  las  sentencias  en  que 
se  declare  haber  ó  no  lugar  al  recurso  de  casación,  ó  á  la  admisión  del  mismo, 
no  se  dará  recurso  alguno."  También  había  dicho  el  art.-  1065  de  la  1<^  ante- 
rior: '^ohayttlteriór  recurso  contra  ninguna  délas  sentencias  definitivas 
-  «[ue  el  TribunalJSupremo  dicte  sobre  los  de  easación,"  Pero  no  son  las  senten- 
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eias  que  reciten  en  los  recursos  de  oas^ión  las  únicas  contra  las  ouales  no  se 
da  ulterior  recurso,  sino  todas  las  dennitivas  que  dicta  el  Tribunal  SupremOr- 
como  lo  declara  el  art.  106  respecto  de  las  que  deciden  cuestiones  de  competen- 
cia, el  913  Y  ^1  ^1^  ^n  cuanto  a  las  ^ue  recaen  sobre  las  demandas  de  responsa- 
bilidad civil  de  que  debo  coaocer  dicho  Tribunal  en  primera  y  única  instancia, 
y  el  1810  de  las  que  se  dictan  en  los  recursos  de  revisión.  Y  no  puede  ser  4® 
otro  modo/puesto  que  no  existo  otro  tribunal  superior  en  grado  que  pueda  re- 
visar lo8  faños  del  Supremo. 

¿Procederá  el  recurso  do  responsab^idad  contra  las  sentencias  del  Tribunal 
Supremo?  Examinaremos  esta  importante  cuestión  más  adelante  en  el  ''Apé^-^ 
dice"  del  presente  título. 

SECCIÓN  CUARTA. 

DISPOSICIONES  COMUNES  A  LOS  JUZGADOS  Y  TRIBUNALES. 

Téngase  presente  que  las  disposiciones  de  esta  sección  son  aplicables  á  todos- 
Ios  tribunales  y  juzgados,  como  se  expresa  en  su  epígrafe,  y  por  consiftuiente 
también  á  los  municipales,  según  ya  se  ha  indicado  en  la  introducción  del  pre- 
sente título  (pág.  151). 

Artículo  407. 

En  los  casos  en  que  se  pida  aclaración  de  una  sentencia  con- 
forme á  lo  prevenido  en  el  art.  363 ^  el  término  para  interponer 
ni  recurso  que  proceda  contra  la  misma  sentencia  se  contará  4es- 
de  la  notificación  del  auto  en  que  se. haga  ó  deniegue  la  aclara- 
ción. 

Cuando  se  pida  aclaración  6  adición  de  una  sentencia,  conforme  al  art.  Z^, 
de  lo  que  se  resuelva  sobre  este  punto  dependerá  acaso  el  ^ue  las  partes  se 
conformen  ó  no  con  aquella.  Por  esto  y  porque  dicha  resolución  es  el  comple- 
mentó  de  la  sentencia,  se  ordena  en  este  artículo,  para  evitar  las  dudas  á  que 
daba  ocasión  la  ley  anterior  por  no  haber  declarado  cosa  alguna  sobre  ello, 
que  en  tales  casos,  el  término  para  interponer  el  recurso  que  proceda  contra^ 
la  misma  sentencia,  ya  sea  el  ae  apelación,  ya  el  de  casación,  se  contará  desde 
el  día  siguiente  al  de  la  notificación  del  auto  en  que  se  haga  ó  deniegue  U  acia- 
ración  ó  adición  solicitada.  Cuando  esta  se  haga  de  oficio,  como  el  auto  acla- 
ratorio ó  adicional  ha  de  dictarse  en  tal  caso  dentro  del  día  hábil  siguiente  al 
de  la  publicación  de  la  sentencia  según  el  artículo  antes  citado,  rara  vez  ocu- 
rrirá que  no  se  notifiquen  armismo  tiempo  la  senteucia  y  d^auto  aclaratorio  de 
la  misma,  pero  si  aquella  se  hubiese  notificado  antes  de  dictarse  el  auto,  desde 
la  notificación  de  éste  harbá  de  contarse  también  el  término  para  interponer 
el  recurso  que  proceda.  *'übi  eadem  est  ratio,  eadem  debet  esse  juris  disposi- 
tion." 


Artículo  408. 

Trascurridos  los  términos  señalados  para  preparar,  interpo- 
ner ó  mejorar  cualquier  recurso  sin  haberlo  utilizado,  quedará 
de  derecho  consentida  y  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  la- 
resolución  jadicial  á  que  se  refiera,  sin  necesidad  de  declaración^ 
expresa  sobre  ello. 

Bate  artículo  eoncuerda  con  «1 68  y  párrafo  2.  ®  del  12  de  ía  ley  de  1665,  yes  > 
«na  consecuencia  del  principio  consignado  en  el  212  de  In  presente,  «<»bre  los  * 
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efectos  de  los'términos  improrogables.  Segftin  se  decjíara  en  el  310,  pertenecen  á. 
esta  clase  los  términos  señalados  en  las  tres  secciones  que  preceden  para  pre])a- 
rar,  interponer  6  mejorar  cualquiera  de  los  recursos  contra  las  resoluciones  jn- 
diciales  á.que  los  mismos  se  refieren,  y  en  tal  concepto,  luego  que  trascurra  el 
término  respectiro  sin  haberlo  utilizado,  queda  de  derecho  consentida  y  pasada 
en  autoridad  de  cosa  juzgada  la  sentencia,  auto  6  providencia  de  que  se  trate,. 
sin  necesidad  de  declaración  expresa  sobre  ejlo.  De  consiguiente,  por  el  mero 
trascurso  del  término  sin  haber  preparado  6  interpuesto  el  recurso  que  proceda» 
gneda  firme  la  resolución  judicial  por  ministerio  de  la  lejr,  y  la  parte  á  quien 
interese  debe  limitarse  á  pedir  lo  que  sea  necesario  para  la  ejecución  de  la  sen» 
tencia,  sin  que  pueda  tolerarse  la  ]:>ráctica  antigua  de  pedir  previamente  la  de- 
claración de  haber  pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  puesto  que  la  ley  pre- 
viene que  no  se  haga  esta  declaración  por  ser  inoecesaria. 


Artículo  409. 

El  litigante  que  hubiere  interpuesto  una  apelación  ó  cualquie- 
ra otro  recurso,  podrá  desistir  de  él  ante  el  mismo  Juez  ó  Tribu- 
nal que  hubiere  dictado  la  resolución  reclamada,  si  lo  verifica 
antes  de  haberse  remitido  los  autos  al  Tribunal  superior,  ó  de 
que  se  le  haya  entregado  la  certificación  ó  testimonio  para  inter- 
poner ó  mejorar  el  recurso. 

También  podrá  verificarlo  después  de  haber  recibido  este  do- 
cumento, si  lo  devuelve  original  en  prueba  de  no  haber  hecha 
uso  de  él  ante  el  Tribunal  superior. 

£n  los  demás  casos  tendrá  que  hacerse  el  desistimiento  ante  el 
Tribunal  que  deba  conocer  del  recurso, 

Artículo  410. 

Para  tener  por  desistido  al  recurrente,  será  necesario  que  su 
procurador  tenga  ó  presente  poder  especial,  ó  que  el  mismo  in- 
teresado se  ratifique  en  el  escrito. 

Al  tenerle  por  desistido,  se  le  condenará  en  las  costas  ocasio- 
nadas con  la  interposición  del  securijo. 

Estos  artículos  no  tienen  concordantes  en  la  ley  anterior.  Aplicando  con  ri- 
gor el  principio  de  que  la  apelación  suspende  la  jurisdicción  del  juez  que  la  ad- 
mite, creían  con  razón  unos  jueces  que  el  desistimiento  de  la  apelación  sólo  po- 
día hacerse  ante  el  tribunal  de  alzada,  al  paso  que  otros  no  tenían  inconvenien- 
te en  admitirlo  considerando  que  la  renuncia  del  afielante  á  llevar  adelante  el 
recurso  les  devolvía  la  jurisdicción  para  seguir  conociendo.  T  lo  mismo  sucedía 
en  los  tribunales  superiores  respecto  del  recurso  de  casación.  Para  uniformar  la 
jurisprudencia,  se  dan  reglas  precisas  en  el  art.  409  sobre  lo  que  ha  de  hacerse 
en  tales  casos,  conciliando  aquel  principio  con  la  brevedad  y  economía,  tan  re- 
comendadas en  la  ley  de  bases  para  la  reJbrma  del  Enjuiciamiento  civil. 

Nótese  que  a(}uí  se  trata  del  desistimiento  del  recurrente  antes  de  haberse  per- 
sonado en  el  tribunal  superior^  ó  en  el  Supremo  para  mejorar  ó  sustanciar  la 
antelación,  ó  el  recurso  de  casación  ó  de  queja,  y  cuando  se  haga  dentro  del  tér- 
mino del  emplazamiento  ó  del  señalado  por  la^  ley  para  comparecer  en  el  tribu- 
nal de  alzada,  Si  se  deja  pasar  este  término  sin  utilizarlo,  ya  es  inútil  é  impro- 
cedente el  desistimiento,  porque  de  derecho  ha  quedado  consentida  y  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada  la  resolución  judicial  á  que  se  refiera  el  recurso,  como 
8e  ordena  en  el  artículo  anterior  408.  Y  si  se  h&ce  después  de  haberse  personado 
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«1  recnri'ente  en  el  tribunal  de  alzada,  se  rejirá  el  caío  por  los  artículos  846  i 
849,  cuando  se  trate  de  una  apelación,  y  por  el  1789  en  los  recursos  de  cisación. 

Cuando  á  la  parte  conyenga  desistir  del  recurso  interpuesto  y  admitido,  ó  pre- 
parado solainente,  antes  de  que  comience  la  sustanciación  del  mismo,  podrá  hA- 
^^rlo  exprcfla  ó  tácitamente.  Se  ent<>nderá  tácito  el  desistimiento  por  eí  hecho 
de  no  personarse  en  el  tribunal  á  quien  corresponda  conocer  del  recurso,  en  cu- 
yo caso  procede  declararlo  desierto  y  firme  la  resolución  reclamada,  como  antea 
se  ha  indicado.  Pero  si  á  la  parte  interesa  librarse  de  los  gastos  y  dilaciones 
<que  á  ese  medio  son  consiguientes,  debe  hacerlo  expresamente,  y  para  este  caso 
determina  el  artículo  que  estamos  comentando  el  tribunal  competente  para  ha- 
cer la  declaración  de  tener  por  desistido  al  recurrente  y  por  firme  la  resoluciÓA 
judicial  reclamada. 

La  regla  que  en  dicho  artículo  409  se  establece,  fundada  en  las  consideracid- 
nes  antes  indicadas,  es  la  siguiente:  cuando  el  tribunal  superior  ó  el  Supremo, 
á  quien  corresjionda  conocer  del  recurso,  haya  tomado  conocimiento  del  nego- 
cio, ante  él  debe>-á  hacerse  el  desistimiento;  y  en  otro  caso,  ante  el  mismo  juei 
ó  tribunal  que  hubiere  dictado  la  resolución  reclamada.  Se  entenderá  lo  prime- 
ro siempre  que  hayan  sido  remitidos  los  autos  al  tribunal  supeHor,  coiAo  debe 
hacerse  por  regla  general  en  las  apelaciones  admitidas  en  ambos  efectos  y  en  loe 
recursos  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  ó  que  se  haya  hecho  uso 
ante  el  mismo  de  la  certificación  ó  testimonio  entregado  á  la  parte,  ya  sea  para 
mejorar  la  apelación  admitida  en  un  efecto,  ó  ya  para  interponer  el  recurso  de 
aueja,  ó  el  de  casación  por  infracción  de  ley.  Por  esto  se  ordeqa,  que  se  haga  el 
desistimiento  ante  el  mismo  juez  ó  tribunal  que  hubiere  dictado  la  resolución 
reclamada,  cuando  se  rerifique  antes  de  la  remisión  de  los  autos,  ó  de  habet  en-^ 
tregado  al  recurrente  la  certificación  ó  testimonio  para  interponer  ó  meijorar  el 
recurso,  y  también  cuando,  después  de  entregado  este  documento,  se  devuelra 
original  en  prueba  de  no  haber  hecho  uso  de  él  ante  el  tribunal  superior.  En 
este  último  caso,  si  se  hubiere  remitido  el  apuntamiento  al  Tribunal^  Supremo 
«n  jumplimienro  de  lo  prevenido  en  el  ai't.  1706,  deberá  la  Audiencia  poner  el 
desistimiento  en  conocimiento  del  mismo  para  que  mande  devolverle  dicho  do- 
cumento.^ Cuando,  por  ser  pobre  el  recurrente,  se  hubiere  remitido  de  oficio  la 
certificación  de  la  sentencia  conforme  al  artículo  1709,  sóle  ante  el  Tribunal 
Supremo  podrá  hacerse  el  desistimiento. 

El  art.  410,  último  de  este  comentario,  sancionando  lo  que  estaba  admitido 
en  la  práctica,  exige,  para  que  sea  yálido  y  eficaz  el  desistimiento  hecho  po^  el 
procurador,  que  tenga  poder  especial  para  ello  de  la  parte  interesada,  y  no  te- 
niéndolo, que  esta  se  ratifique  en  el  escrito*  No  es  necesario  que  el  poder  sea  es- 
pecial para  desistir  del  recurso  de  que  se  trate:  bastará  que  faculte  expresamen- 
te al  procurador  para  desistir  de  los  recursos  de  apelación,  de  casación  ó  de  que*>^ 
ja  que  puedan  interponerse  y  admitirse  durante  el  pleito.  De  las  palabras  "qno 
flu  procurador  "t*  nga  ó  presente^'  poder  especial,'*  se  deduce  que,  si  el  poder  en 
cuya  Tirtud  se  personó  en  los  autos,  contiene  esta  cláusula  ó  facultad,  será  bas- 
tante para  ello;  pero  si  no  la  contiene,  habrá  de  presentar  otro  especial,  á  no 
eer  que  por  hallarse  su  representado  en  el  lugar  del  juicio  ó  por  cualquier  otro 
motivo  sea  más  breve  y  económico,  ó  se  crea  más  conveniente  que  éste  se  rati- 
£que  en  el  escrito.  La  ratificación  será  válida,  siempre  que  se  haga  á  la  presen- 
cia judicial,  aunoue  no  se  preste  juramento,  puesto  que  la  ley  no  exige  este  re- 
quisito de  la  prSttica  antigua,  y  hoy  sólo  es  indispensable  cuando  lo  ordeña 
¡a  ley. 

Previene,  por  último,  dicho  artículo,  que  al  tener  por  desistido  al  recurrente, 
«e  le  condenará  en  las  costas  ocasionadas  con  la  interposición  del  recurso.  Kstas 
costas  han  de  comprender  desde  el  escrito  interponiendo  el  recurso  hasta  que 
«uede  cumplida  la  providencia  teniendo  por  desistido  al  recurrente,  inclusa  la 
devoltición  de  los  autos  al  juzgado  ó  tribunal  de  donde  procedan,  si  fuere  dicta- 
da por  el  superior  ó  el  Supremo.  Si  antes  de  acordarse  él  desistimiento,  se  hu- 
biere personado  en  los  autos  el  procurador  de  la  parte  contraria,  también  debe- 
rá ptigar  estas  costas  el  recurrente;  pero  no  las  que  aquel  ocasione  p^sohándosé 
después,  porque  no  tiene  necesidad  de  hacerlo,  ni  debe  tenérsele  por  parte  eh  uíi 
juicio  6  recurso  que  ^a  no  existe.  Los  tribunaleis  resolverán  con  su  prudente  cri- 
terio lo  qae  ci^an  justo  en  tales  c&sos,  que  no  dejan  de  ser  frecuentes,  no  tole- 
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^ranJo  que  al  recurrente,  ^ne  desiste,  se  le  grare  eon  costas  causadas  voluntaria- 
'mente  y  sin  necesidad  por  su  contrario. 

¿Podrá  oponerse  la  parte  contraria  á  que  se  tenga  por  desistido  al  recurrente? 
Creemos  que  sólo  podrá  hacerlo  en  el  caso  de  ser  insuficiente  el  poder  que  ha^a 
^presentado  6  presente  el  procurador  y  no  haberse  ratificado  en  el  escrito  el  mis- 
mo interesado,  esto  es,  per  no  haberse  llenado  los  requisitos  que  la  ley  exú[6 
para  tener  por  desistido  al  recurrente.  Podrá  ocurrir  que  la  'sentencia  peiju£- 
que  también  al  apelado,  y  que  éste  no  haya  interpuesto  apelación  confiado  en  el 
derecho  que  le  da  la  ley  para  adherirse  á  la  interpuesta  por  su  contrario,  de  cu- 
yo derecho  se  yerá  privado  si  se  tiene  por  desistido  al  apelante.  Por  si  se  hace 
esta  objeción  debemos  indicar  que  ese  derecho  nace  con  la  secunda  instancia,  y 
la  ley  lo  respeta  en  el  art.  849  para  el  caso  en  que  durante  ella  se  separe  de  la 
apelación  el  apelante;  j>ero  cuando  éste  desiste  del  i  ocurso  antes  de  principiar 
la  sustanciacion  del  mismo,  es  como  si  no  se  hubiera  interpuesto,  y  así  como 
una  parte  no  puede  obligar  á  la  otra  á  que  ap^f ,  tampoco  tiene  derecho  i>ara 
oponerse  al  desistimiento  de  que  se  trata.  Por  ésto,  el  litigante  que  no  áuiera 
conformarse  con  la  parte  de  la  sentencia  que  pueda  perjudicarle,  debe  apelar  de 
ella  si  no  quiere  exponerse  á  que,  desistiendo  de  la  apelación  su  contrario,  que- 
vde  aquella  firme  en  todi^s  9tifi  extremos,  como  ««cederá  también  cuando  se  de- 
clare desÍMi;o  el  recurso  por  no  haberse  personado  el  apelante  en  el  tribunal  su- 
perior dentro  del  término  del  emplazamiento. 
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APÉNDICE  AL  TITULO  IX. 


i: 


SOBRE  EL  RECURSO  DE  RESPONSABILIDAD. 
I. 

RAZÓN   DE    MÉTODO. 

Aunque  el  título  IX  trata  de  los  recursos  contra  las  resoluciones  judiciales' 
r  en  los  artículos  381,  401  y  403  se  hace  mención  expresa  del  de  responsabili- 
dad, no  se  ha  dictado  en  él  regla,  alguna  con  relación  á  este  recurso,  en  consi- 
deración á  que  no  se  dá  contra  las  refüoluciones  judiciales,  sino  contra  los  jue- 
ces 6  magistrados  que  las  hubiesen  dictado,  para  exigirles  la  responsabilidad 
en  que  hayan  incurrido,  si  hubieren  infringido  la  ley.  Además,  este  recurso  en 
nada  afecta  á  la  sustanciación  y  terminación  del  juicio,  ni  á  dichas  resoluciones, 
las  cuales  quedan  firmes  para  los  litigantes  aunque  aquel  prospere,  y  por  esto 
también  nada  se  dispono  acerca  dv  él  en  dicho  título,  limitándose  la  ley  á  indi- 
car algunos  de  los  casos  en  que  podrá  utilizarse;  indicación  que  se  hace  en  loa 
tres  artículos  antes  citados,  expresando  quo  contra  las  resoluciones  á  que  se 
refieren  no  se  dá  recurso  alguno,  '*salvo  el  dexesponsabilidad." 

Pocos  son  los  litigantes  vencidos,  que  aun  después  de  pronunciar  la  última 
palabra  el  Tribunal  Supremo,  se  persuadan  de  que  no  estaba  la  justicia  de  su 

rirte,  V  obcecados  algunos  por  la  pasión  ó  el  interés,  atribuyen  su  derrota,  no 
la  falta  de  razón  con  <jue  litigaron,  sino  á  la  parcialidad  del  tribunal,  ó  por 
lo  menos  á  su  ignorancia,  suponiendo  que  no  ha  sabido  comprender  la  cuestión 
ni  aplicar  rectamente  la  ley.  En  tal  caso,  si  ese  litigante  es  tenaz  en  sus  pro- 

{►ósitos,  y  encuentra  un  letrado  que  patrocine  sus  pretensiones,  no  pudiendo  ya 
uchar  con  el  litigante  contrario,  cree  sin  duda  fácil  y  expedito  el  recurso  de 
responsabilidad  contra  el  tribunal  sentenciador,  y  en  su  despecho  puede  em- 
prender irreflexivamente  ese  nuevo  camino,  sin  fijarse  en  laá  dificultades  que 
ofrece,  pues  la  ley  no  lo  permite  sino  en  casos  determinados,  ni  podía  dejarlo 
al  capricho  de  los  litigantes  ofendidos:  y  sin  tener  en  cuenta  sus  fatales  conse- 
cuencias,  para  el  mismo  litigante  por  los  gastos  y  disgustos  que  le  ocasiona; 
para  los  magistrados  acusados,  porque  los  rebaja,  acaso  injustamente,  ante  la 
opinión  pública,  y  para  la  sociedad  en  general,  por  los  males  consiguientes  al 
desprestigio  de  la  administración  de  justicia. 

Por  estas  conbideraciones  creemos  conveniente  tratar  aquí  de  dichos  recursos, 
como  "Apéndice"  al  tít.  IX,  por  la  relación  que  tienen  con  los  que  pueden  utili- 
zarse contra  las  resoluciones  judiciales.  No  vamos  á  exponer  el  procedimiento, 
porque  éstese  ordena  en  el  tlt.  7P  del  lib.  II  de  la  presente  ley  para  los  recur- 
sos ae  responsabilidad^  civil,  y  para  los  de  responsabilidad  criminal  en  el  tít.  2P 
lib.  IV  de  la  do  Enjuiciamiento  criminal.  Nos  limitaremos,  dentro  del  objeto  de 
esta  obra,  á  las  observaciones  más  precisas  para  poder  determinar  los  casos  y 
Jas  resoluciones  judiciales,  que  pueden  dar  lugar  al  recurso  de  que  se  trata; 
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jovtentión  de  gravedad  é  importancia,  y  acerca  de  la  cual  no  estando  acuerdo  to- 
4as-las  opiniones.  Nuestros  lectores  con  su  mayor  ilustración  apreciarán  en  lo 
que  valgan  las  razones  que  vames  á  exponer,  y  aceitándolas  6  combatiéndolas, 
les  servirán  al  menos  de  base  para  formar  su  criterio  y  proceder  con  acierto, 
cuando  se  vean  en  el  caso,  siempre  grave  y  trascendental,  de  tener  que  enta- 
blar 6  resolver  un  recurso  de  responsabilidad  contra  jueces  ó  magistrados. 

11. 

CONSIDERACIONES  GENERALES. 

Ko  se  concibe  ni  i>uede  establecerse  la  inamovilidad  .judicial,  tan  necesaria 
para  la  independenciaude  los  tribunales,  sin  que  vaya  acompañada  de  la  respon- 
flabüidad.  La  una  y  la  otra  so  han  consignado  en  principio,  en  todas  nuestras 
Constituciones  pontícas;  mas,  por  falta  de  reglas  eíicaoespara  exigir  la  respon- 
sabilidad, se  consideró  inaplicable  el  principio  de  la  inamovilidad,  hasta  que 
en  la  ley  orgánica  dpi  Poder  judicial  de  1870  se  dictaron  esas  reglas.  Sin  em-r 
bar^o,  por  ser  deficientes  y  por  otras  causas,  todavía  no  ha  llegado  á  lo  que 
bebiera  ser  la  inamovolidad  judicial. 
^  Pero  la  responsabilidad  piiede  existir  sin  la  inamoviIi4ad,  como  ha  existido 
siembre.  £1  principio  de  que  "los  jueces  /^on  responsables  personalmente  de 
toda  infracción  de  ley  que  cometan,"  está  consignado  en  el  art.  81  de  la  Cons- 
•titución  vigente  de  18716,  como  lo  estuvo  con  las  mismas  palabras  en  todas  las 
anteriores,  y  sirvió  va  de  base  á  varias  disposiciones  de  nuestros  más  antiguos 
códigos,  relativas  á  la  responsabilidad  civil  y  penal  de  los  jueces  prevaricado- 
res y  aun  también  de  los  ignorantes  y  negligentes:  véanse,  si  no,  las  leyes  19  y 
otras  del  tít.  IP,  lib.  2P  del  Fuero  Juzgo;  24  y  sigs.  del  tít.  22,  Partida  3.*; 
11,  tít.  1.*=»,  Partida  7.*,  y  2.«»,  tít.  2.*=>,  lib.  2?  del  Fuero  Real.  Y  bastase  les 
apercibe  con  esa  responsabilidad  en  el  acto  de  tomar  posesión  de  su  cargo,  para 
el  caso  de  que  falten  al  juramento  que  prestan  de  administrar  recta,  cumplida 
é  imparcial  justicia. 

La  responsabilidad  de  los  jueces  y  magistrados  puede  ser  criminal  ó  civil. 
Será  ''criminal,"  siempre  que  el  hecho  que  la  determine  constituya  alguno  de 
Jos  delitos  de  orevaricación  ó  de  cohecho,  definidos  en  el  código  penal;  y  será 
"civil,"  en  toaos  los  demás  casos,  esto  es,  cuando  la  infracción  de  ley  cometida 
.por  aquellos  no  pueda  elevarse  á  la  categoría  de  delito.  Bsta  tiene  por  objeto, 
único  y  exclusivo,  la  indemnización  de  los  perjuicios  que  con  la  inñracción  de 
la  ley  se  hayan  ocasionado  á  cualquiera  de  los  litigantes;  y  acuella,  la  imposi- 
ción de  la  pena  correspondiente  al  delito,  en  primer  termino,  y,  como  con- 
secuencia de  la  misma  la  indemnización  de  perjuicios,  si  no  los  renuncia  el  per- 
judicado, por  el  principio  consignado  en  el  artículo  18  del  Código  penal,  deque 
"toda  persona  responsable  criminalmente  de  un  delito  ó  falta  lo  es  también  ci- 
.vilmente." 

Para  que  pueda  exigirse  la  responsabilidad  criminal,  no  b^sta  que  los  jueces 
'ó  tribunales  hs^an  infringido  la  ley  en  el  ejercicio  de  sus  funciones;  es  indis- 
pensable ademas  que  la  infracción  constituya  delito,  y  solo  puede  constituirlo 
«n  los  casos  expresamente  previstos  en  el  Código  penal  ó  en  otras  leyes  especia- 
les, como  dice  el  art.  245  de  la  orgánica  del  Poder  judicial.  En  tales  casos,  de- 
i;erminado8  en  los  artículos  361  al  368  en  cuanto  al  delito  de  prevaricación,  y 
respecto  del  cohecho  en  el  396  al  401  del  Código  penal  de  1870,  hoy  vigente,  no 
puede  haber  dificultad  sobre  la  procedencia  del  recurso,  ni  sobre  el  tiempo  y 
Jorma  en, que  podrá  promover  la  parte  agrav^iida  el  antejuicio  necesario  j^ra 
jexigir  dicha  responsabilidad;  todo  está  previsto  en  los  artículos  757  y  siguien- 
tes de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal:  la  dificultad  estará  en  poder  justificar 
los  hechos  constitutivos  del  delitp,  esto  es,  que  la  sentencia  injusta  se  ha  dicta- 
4o;  "á  sabiendas,'-'  ó  por  dádiva  ó  promesa,  V  como  para  los  delitos  no  puede 
jbaber  excepción,  i>oará  exigirse  la. responsabilidad  criminal  á  todo  juez  o  ma- 
gistrado' Que  Individual  ó  colectivamente  hubiere  cometido  el  delito  que  la  de- 
termino,  desde  el  juez  municipal  hasta  el  Presidente  del  Tribunal  Supremo. 

No  parece  tan  fácil  determinar  los  casos  en  que,  no  constituyendo  delito  la 
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infrftcción  de  ley,  podrá  exisinie  la  responsabilidad  eÍTÍl,  y  poi?  esto  y  por  \p>  re* 
Iaci6n  que  tiene  ooniel  objeto  de  esta  obra  ramos  á  tratar  oe^llo  con  U  exten- 
sión necesaria. 

Ilf. 

CASOS  EN  QUE  PBOCSBB  EL  BECURSO  BE  RESPONSABILIDAD. 

'  En  los  casos  de  prevaricación  y  de  cohecho,  la  parte  ag^rariada  puede  hacer 
nso  de  la  acción  penal,  y  también  de  la  ciril  que  nace  de  todo  delito  para  la  re- 
paración del  daño  y  la  indemnización  dé  perjuicios  causados  por  el  hecho  pa- 
sible. Si  se  hubiere  promorido  juicio  criminal  en  ayeri^ausion  del  delito,  de- 
berá ejercitarse  en  él  la  acción  ciril,  á  no  ser  que  el  perjudicado  la  rmuiieie,  6 
ia  reserve  expresamente  para  ejercitarla  después  do  terminado  aquel  juicio,  ai 
á  ello  hubiere  lugar;  poro  cuando  no  so  ha  incoado  procedimiento  criminal, 
puede  la  parte  skffraviada  prescindir  de  la  acción  penal  y  entablar  sólo  «1  recur- 
so de  responsabilidad  civil.  Esta  doctrina  es  conforme  á  lo  aue  se  establece  en 
el  tít.  4  5  del  libro  1.^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  para  el  ejercacio 
de  las  acciones  que  nacen  de  los  delitos,  y  por  e-o  también  se  previene  en  el 
artículo  918  do  fa  presento  que  *'cuando  se  declare  babor  lugar  á  la  responsa- 
ib^lidad  civil,  luego  que  sea  firme  la  sentencia  se  comunicarán  los  autos  al  fiscal 
á  fin  de  que,  si  resultaran  méritos  para  exigir  la  responsabilidad  criminal,  ins- 
te y  proponga  lo  que  estimo  procedente." 

Ademas  de  los  easos  antes  indioados,  en  que  la  respuonsabilidad  civil  nace  ó 
ee  deriva  de  la  criminal,  los  jueces  y  tribunales  incurrirán  tam-bkn  en  aquella» 
aunque  la  infracción  de  ley  no  constituya  delito,  siempre  que  en  el  desempeñe 
de  sus  funciones  judiciales  hayan  infringido  ia  ley  por  ignorancia  ó  negligen- 
cia inexcusables.  Así  lo  estableció  el  art.  26(0  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judi- 
cial, para  dar  cumplimiento  al  precepto  constitucional  antes  indicado  de  que 
los  jueces  son  responsables  personalmente  de  las  infracciones  de  ley  que  come- 
tan, y  se  reproduce  en  ol  903  de  la  del  Enjuiciamiento  civil. 

Se  previene  que  la  infracción  de  ley  sea  por  ignorancia  ó  negligencia  inexcu- 
flables,  porque  si  fuero  *'á  sabiendas,  constitujrf  a  el  delito  de  prevaricación,  y 
entonces  na<K3rfa  de  él  la  responsabilidad  civil;  y  si  por  deficiencia  á  oscundad  ae 
la  ley  ó  por  otras  causas  fuese  excusable  la  ignorancia  ó  la  negligencia,  no  se*- 
ría  justo  exigir  responsabilidad  de  ninguna  clase.  Para  evitar  dudas  sobre 
punto  tan  inaportante,  se  declara  en  el  art.  2G2  de  la  ley  orgánica  antes  citada 
que  '*se  tendrán  por  inexcusables  la  negligencia  ó  la  ignorancia  cuando,  aun- 
que sin  intención,  se  hubiere  dictado  providencia* 'manifiestamente" contraria 
á  la  ley,  ó  se  hubiere  faltado  á  algún  trámite  ó  solemnidad,  mandado  observar 
por  la  misma,^  bajo  pena  de  nulidad." 

Esta  disposición  legal  nos  da  la  regla  para  determinar  los  casos-en  que  podré 
exigirse  la  responsabilidad  cítíI,  cuando  no  nazca  de  delito.  Nótese  que  habla 
solamente  de  "providencias"  manifiestamente  contrarias  á  la  ley  ó  que  violen 
las  formas  esenciales  del  juicio;  y  conjo  segün  el  art.  668  de  la  misma  ley,  se 
llaman  providencias  las  resoluciones  .de  mera  tramitación,  j  en  los  ajatos  se 
comprenden  las  que  se  refieren  á  las  forma»  esenciales  dtel  juicio,  es  olkro  que 
en  ese  precepto  no  están  comprendidas  las  sentencias  defitaitivas  y  autos  que 
pongan  término  al  pleito. 

Así  lo  confirman  otras  disposiciones  de  la  ley  que  estamos  comentando.  Se- 
gún los  artículos  876  y  381,  contra  l^s  ''jprotidenciasde  mera  tramitación" ioue 
dicten  los  jueces  de  primera  in^tailCla no  sOdaotro recurso queei de rojM^sieio^, 
Btei>do  firme  el  apto  resolutorio  que  en  él  rediga,  **s|^lyo  el  de  responsabili- 
dad'* contra  el  juez  que  lo  hubiese  «llct^o.  Esta  m^ma  saitredad  se  haO^édE- 
Sreé^mente  en  el  art.  ^1,  y  en,  el  4Ú6  que  á  él  se  refiere,  re^ecto  do  las  prori- 
encia»  de  dicha  clase  que  dicten  las  Audiencias  y  eí  Tribui^al  Supremo,  y  e^ 
el  párrafo  último  del  ^3  en  cuanto  á  las  resoluciones  ^ue  dicten  las  Audiencias 
en  segunda  instancia,  cuando  no  sean  sentencias  definitítas  del  pleito  4  autos 
qué  pongan  término  al  juicio-  Pero  en  ningú;i  caso  se  hace  en  m  ley  l^áeclíi^ 
ración  pe  quedar  á  stflvo  el  recurso  de  reíBponsabi>idad,  c^ftñdó  soda  el  de^^- 
laoión  é  el  de  casación,  como  ya  se  ha  indicado  en  la  pá^.  190. 
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Dedícese  de  lo  expuieeto,  y  al  afirmarlo  creemos  sostener  la  b^ena  doctrina, 
1»  tinica  realizable  conforme  á  la  ley,  qye,  fuera  de  los  casos  antes  indicados  d» 
prevaricación  ó  de  cohecho,  no  cabe  el  recurso  de  responsabilidad  civil  por  las 
infraccionCíS  de  ley  que  por  ignorancia  ó  negligencia,  aunque  sean  inexcusables, 

Íued<in  cometerse  en  las  sentencias  definitivas  6  autos  que  pongan  término  4 
)8  pleitos.  Si  no  se  entablan  los  recursos  de  apelación  y  de  casación,  la  ley  no^ 
permite  el  de  responsabilidad  civil;  y  si  se  entablan,  la  sentencia  que  en  su  ca- 
so c.au8arí,a  el  agravio  sería  la  del  Tribunal  Supremo,  y  como  no  es  posible  le- 
falmen^e  el  recurso  de  responsabilidad  civil  contra  los  magistrados  de^  dicho 
'ribunal  por  las  sentencias  resolutorias  de  los  recursos  de  casación,  según  lue- 
go demostráronlos,  el  resultado  práctico  será  el  que  antes  hemos  indicado,  esta 
eSj  que  no  puede  utilizarse  el  recurso  de  responsabilidad  civil  por  las  infraccio- 
nes de  ley  que  se  cometan  en  las  sentencias  definitivas  del  pkáto,  á  no  ser  qi^e 
86  hubieren  dictado  con  prevaricación  ó  por  cohecho. 

Por  si  parece  exagerada  esta  afirmación,  citaremos  algunos  textos  legales  que 
la  confirman.  En  elart.  254  de  la  Constitución  do  1812  se  dijo:  *'Toda  falta  de 
observancia  de  las  leyes  que  arreglan  el  proceso  en  lo  civil  y  en  lo  criminal, 
hace  responsables  personalmente  á  los  jueces  que  las  cometieren."  "De  las  le- 
yes que  arreglan  el  proceso,"  dice;  no  de  las  que  se  refieren  al  fondo  de  la  cues- 
tión^ que  han  de  aplicarse  en  el  fallo  ó  sentencia  que  la  decida.  Y  á  renglón 
seguido,  en  el  art.  255  se  previene,  que  "el  soborno,  el  cohecho  y  la  prevari- 
cación (le  los  magistrados  y  jueces  producen  acción  popular  contra  los  que  los 
cometan,"  A  pesar  de  ser  tan  reglamentaria  aquella  Constitución,  ni  una  sola 
disposición  contiene  en  que  se  hable  de  responsabilidad  por  infracción  de  ley 
en  las  sentencias,  de  lo  cual  y  de  los  d.os  artículos  antes  citados  se  deduce,  á 
nuestro  juicio,  que  aquellos  sabios  legisladores  entendieron  también  que  na 
puede  exigirse  responsabilidad  por  tales  infracciones  sino  mediante  soborno, 
cohecho  ó  prevaricación,  al  paso  que  los  jueces  y  magistrados  son  responsables 
civilmente  por  la  infracción  ó  inobservancia  de  las  leyes  que  arreglaai  el  pro- 
cedimiento, aunque  el  hecho  no  constituya  delito. 

En  los  mismos  principios  parece  inspirado  el  primitivo  Código  penal  de  1848, 
presto  que  solo  castigaba  como  prevaricador  al  juez  que  á  sabiendas  dictare 
sentencia  definitiva"  manifiestamente  injusta  (art.  269),  sin  extender  su  san- 
ción penal  á  las  demás  resoluciones  judiciales,  quedando  subsistente  respecto  de 
ellas  el  art.  254  de  la  Constitución  de  1812,  antes  citado.  Y  aunque  por  el  367 
del  Código  penal  reformado  en  1870  se  hizo  extensivo  el  delit«  de  prevaricación 
á  las  providencias  interlocutor  i  as,  de  otras  disposiciones  de  aquella  época  se 
deduce  que  no  se  trató  de  modificar  la  doctrina  antes  expuesta. 

Con  efecto,  en  el  mismo  año  y  con  pocos  días  de  diferenciia  so  publicó  la  ley 
orgánica  del  Poder  judicial:  "Pe  la  responsabilidad  judicial"  trata  en  su  título- 
V,  y  á  la  vez  que  comprenUe  en  la  criminal  todos  los  casos  de  prevaricación  y 
cohecho  expresamente  previstos  en  el  Código  penal,  limita  la  civil  (artículos 
260  y  262)  como  ya  hemos  indicado,  á  los  en  que  se  hubiere  dictadlo  "providen- 
cia" (no  sentencia)  "manifiestamente  contraria  á  la  ley,  ó  se  hubiere  faltado  á 
algún  trámite  ó  solemnidad,  mandado  observar  por  la  misma,  bajo  pena  do  nu- 
lidad. Como  en  dicha  ley  se  hizo  la  clasificación  de  las  resoluciones  judiciales 
en  providencias,  autos  y  sentencias,  determinando  el  objeto  y  hasta  la  fórmula 
,de  cada  una  de  ellas,  no  putde  suponerse  que,  olvidándose  aquí  del  tecnicismo 
por  la  misma  establecido,  usara  la  palabra  "providencia"  en  sentiflo  lato,  refi- 
riéndola á  toda  clase  de  resoluciones.  Que  no  fué  esle  su  propósito  lo  evidencia 
el  art.  265  de  la  misma  ley,  al  ordenar  que  la  "demanda  de  responsabilidad  civil 
no  podrá  interponerse  hasta  que  sea  firme  la  sentencia  que  hubiere  recaido  en 
la  causa  ó  pleito  en  que  se  suponga  causado  el  agravio;"  y^  lo  con<firroa  el  2^, 
según  el  cual  "no  podrá  entablar  el  juicio  de  responsabilidad  ciril  el  que  na 
haya  reclami^do  oportunamente  durante  el  juicio  pudiendo  hacerlo."  Si,  pues, 
ha  de  haberse  reclamado  "durante  el  juicio  la  subsanación  de  la  falta,  y  si  na 
puede  interponerse  la  demanda  "hasta  que  sea  firme  la  s^tencia  que  hubiere 
recaido  en  el  pleito."  claro  está  que  se  refiere  á  las  resoluciones  dictadfis  duran- 
te el  .inicio,  y  no  á  la  sentencia  definitiva. 

L^s  disposicipnes  antes  citadas  de  la  lev  orgánica  se  han  r^-'producido  en  I04 
artícíilos  903,  904  y  906  de  la  presente  de  Enjuiciamiento  civil,  cojq  ligeras  roflr 
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diíicacionea  que  no  afectan  al  fondo,  de  suerte-  que  no  ha  sido  alterada  la  doc- 
trina antes  expuesta.  Y  aunque  en  el  último  de  dichos  artículos  se  habla  de 
sentencias  y  autos  que  pueden  dar  lugar  al  recurso  de  que  tratamos,  se  refiere  á  las 
resoluciones  de  esta  clase  que  recaen  en  incidentes,  y  no  á  las  definitivas  6  au- 
tos que  pongan  término  al  pleito,  como  lo  demuestra  claramente  el  art.  907  al 
ordenar  que  "á  toda  demanda  de  responsabilidad  civil  deberá  acompañarse 
certificación  ó  testimonio  que  contenga:  1.®  la  sentencia  auto  6  providencia  eü 

que  se  suponga  causado  el  agravio ;  3?  la  sentencia,  6  auto  firme  que  hay»  ' 

puesto  término  al  pleito."  Como  se  vé,  la  ley  da  aquí  por  supuesto  que  el  agra- 
vio ha  de  haber  sido  causado  en  aquellas,  y  no  en  ésta,  y  por  consiguiente  las 
infracciones  de  ley  que  se  cometan  en  la  sustanciación  del  juicio,  y  no  en  la 
sentencia  definitiva  del  pleito,  son  las  que  dan  lugar  al  recurso  de  responsabili- 
dad civil,  cuando  esta  no  nace  de  la  criminal. 

Esta  doctrina,  además  de  tener  su  fundamenta  en  la  recta  inteligencia  de  las 
disposiciones  legales  antes  citadas,  la  vemos  confirmada  indirectamente  por  un 
hecho  que  ocurre  constantemente  en  la  práctica.  Son  frecuentes  los  casos  en 
que  el  Tribunal  Supremo  casa  las  sentencias  por  haberse  infringido  en  ellas  la 
ley,  y  sin  embargo  ni  una  sola  vez,  de  que  tengamos  noticia,  se  ha  intentado  el 
recurso  de  responsabilidad  civil  contra  la  Sala  sentenciadora  de  la  Audiencia 
fundándolo  en  esa  declaración  del  Supremo.  ¿Por  qué?  Porque  nadie  duda  de 
que  la  ley  ha  establecido  los  recursos  do  apelación  y  de  casación  para  corregir 
los  errores  que  puedan  cometerse  en  las  sentencias;  que  estos  errores  no  pueden 
ser  punibles,  sino  cuando  dependen  de  la  voluntad  del  juzgador,  y  que,  caso  de 
existir,  no  probándose  la  prevaricación  ó  el  cohecho,  hay  que  atribuirlos  á  lo 
limitado  del  entendí  miente  humano.  Dada  la  complicación  de  las  cuestiones 
juríJicas'^que  S3  debaten  en  los  pleitos  y  de  los  hechos  en  que  se  fundan,  ¿no  se- 
ría injusto  y  hasta  absurdo  exigir  responsabilidad  al  juez  ó  tribunal  inferior 
porque  las  entienda  y  resuelva  con  diferente  criterio  que  su  superior  jerár- 
quico? ¿No  se  prestan  á  ese  diferente  criterio  la  contienda  y  contradicción  de 
las  partes  litigantes? 

No  sucede  lo  mismo  en  cuanto  á  la  infracción  de  las  leyes  del  procedimiento. 
Estas  han  fijado  con  claridad  y  precisión  los  trámites  y  solemnidades  de^  los 
juicios:  al  litigante,  que  pida  reposición  de  una  providencia  de  tramitación, 
se  le  obliga  á  citar  la  disposición  legal  que  haya  sido  infringida:  si  á  pesar  de 
esto  el  juez  ó  tribunal  insiste  en  su  primera  providencia,  manifiestamente  con- 
traria á  la  ley,  su  ignorancia  es  inexcusable,  y  su  responsabilidad  ineludible 
por  tanto.  Por  esto,  y  porque  la  observancia  de  dichas  leyes  sirve  de  garantía 
al  derecho  do  los  litigantes,  debe  ser  y  es  más  rígida  la  ley  con  los  jueces  y  ma- 
gistrados que  quebrantan  las  formas  y  solemnidades  del  juicio,  que  con  los  que 
dictan  un  fallo  definitivo  contrario  á  derecho.  Queda,  pues,  justificado  lo  qué 
venimos  sosteniendo,  esto  es,  que  contra  aquellos  se  da  el  recurso  de  responsa- 
bilidad civil,  aunque  no  hayan  procedido  con  malicia,  sino  por  ignorancia  ó  ne- 
gligencia; y  contra  estos,  solo  cuando  nazca  de  la  criminal,  por  haber  infrin- 
gido la  ley  á  sabiendas,  ó  por  dádiva  ó  promesa* 

En  resumen,  y  para  concluir  este  punto,  concretaremos  la  doctrina  expuesta 
«n  las  reglas  siguientes: 

1.  *  Procede  el  recurso  de  responsabilidad  criminal  contra  los  jueces  y^  ma- 
gistrados por  las  infracciones  de  ley  que  cometan  en  sus  resoluciones  judiciales, 
siempre  que  lo  hayan  á  sabiendas  ó  por  dádiva  ó  promesa,  estoes,  siempre  que 
incurran  en  los  delitos  de  prevaricación  ó  de  cohecho. 

2.  ^  Puede  entablarse  el  recurso  de  responsabilidad  civil  en  todos  los  casos 
en  que  esta  nace  de  la  criminal,  ejercitando  conjunta  ó  separadamente  la  ac- 
ción penal  y  la  civil. 

3.  **  No  procede  el  recurso  de  responsabilidad  civil,  cuando  no  nace  de  la 
criminal,  por  las  infracciones  de  ley  que  los  jueces  y  magistrados  cometan  en 
las  sentencias  definitivas  v  en  los  autos  resolutorios  de  incidentes  que  no  se  re- 
fieran á  la  sustanciación  del  juicio. 

4.  *  Procede  el  recuiso  de  responsabilidad  civil ,  aunque  no  exista  la  criminal 
contra  los  jueces  6  magistrados  que  por  negligencia  ó  ignorancia  inexcusables 
dicten  una  providencia  de  tramitación,  ó  cualquiera  otra  resolución  que  no  sea 
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la  definitiva  del  pleito,  manifiestamente  contraria  á  la  ley,  6  falten  á  alguna  de 
las  solemnidades  del  juicio,  cuya  omisión  sea  motiyo  de  nulidad. 

Tal  es  nuestra  opinidn,  fundada  en  las  disposiciones  legales  antes  citadas. 

Réstanos  indicar  los  demás  requisitos  necesarios  para  quesean  admisibles  es- 
tos recursos'  Elde  responsabilidad  criminal  puede  entablarse  lueg:o  que  sea  co- 
nocido el  delito  queá  él  diere  lugar,  á  no  ser  que  éste  sea  el  de  preyarioación,  ea 
cuyo  caso  debe  esperarse  á  que  quede  terminado  por  sentencia  firme  el  pleito  6 
eausa  en  que  se  hubiere  cometido,  pues  de  otro  modo  no  podría  apreciarse  uno 
de  los  hechos  constitutiros  del  delito,  cual  es  el  que  sea  injusta  la  sentencia. 
Así  lo  disponen  los  artículos  758,  759  y  760  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal, siendo  necesario  para  la  admisión  de  la  querella,  cuando  se  procede  á  ins- 
tancia de  parte,  que  preoeda  el  antejuicio,  cuyo  procedimiento  se  determina  en 
la  misma  ley;  antejuicio  establecido  para  ampamr  á  los  jueces  y  magistrados  de 
querellas  inmotivadas,  y  que  no  es  necesario  cuando  se  procede  de  oficio,  como 
debe  procederse,  si  de  los  autos  resultan  méritos  para  ello,  conforme  á  lo  preve- 
nido en  los  artículos  246,  247  y  248  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial.  Se  tra- 
ta de  un  delito,  y  está  sujeto  por  tanto  á  las  condiciones  del  procedimiento  cri- 
minal. , 

El  recurso  de  responsabilidad  civil  se  rige  por  otras  condiciones,  adecuadas  á 
su  naturaleza.  Como  en  él  se  ejercita  una  acción  civil,  sólo  puede  entablarse  á 
instancia  de  la  parte  agraviada,  y  ha  de  sustanciarse  por  los  trámites  del  juicio 
ordinario;  peroes  necesario  esperar,  para  promoverlo,  á  que  quede  terminado  i>or 
sentencia  ó  auto  firme  el  pleito  ó  causa  en  que  se  suponga  causado  el  agravio, 
porque  en  ella  pudiera  quedar  reparado;  presentar  la  demanda  dentro  de  ios  seis 
meses  siguientes  á  1{^  terminación  del  pleito  ó  causa,  y  preparar  el  recurso  utili- 
zando á  su  tiempo  todos  las  que  procedan  contra  la  providencia,  auto  ó  senten- 
cia en  que  se  hubieren  infringido  las  reglas  del  procedimiento,  y  reclamando 
oportunamente  la  subsaaación  de  la  falta,  lo  miamo  que  para  preparar  el  recurso 
de  casación  por  quebramiento  de  forma  (artículos  904,  905  y  906  de  iey  de  En^ 
juiciamieato  civil.)  Por  consiguiente,  no  podrá  entablar  el  juicio  de  responsa- 
bilidad civil  el  litigante  que  hubiere  consentido  la  providencia  en  que  se  haya 
infringido  la  ley;  justa  pena  de  su  negligencia  ó  acaso  de  su  mala  fé. 

Si  por  medio  de  la  apelación,  el  tribunal  superior  revoca  la  providencia  resta- 
bleciendo el  imperio  de  la  ley  y  la  marcha  ordenada  del  juicio,  quedará  reparado 
el  agravio,  {)ero  no  indemnizados  los  perjuicios  que  con  las  dilaciones  y  gastos 
de  la  apelación,  ó  del  recurso  de  casación  en  su  caso,  se  hayan  ocasionado  á  la 
parte  agraviada.  Para  obtener  esta  indemnización,  se  concede  á  dicha  parte  el 
recurso  de  responsabilidad  civil  contra  el  juez  ó  magistrados  que  hubiesen  dic- 
tado la  resolución  contraria  á  la  ley,  debiendo  pedir  en  su  demanda  se  les  con- 
dene á  que  le  indemnicen  de  las  costas  y  gastos  de  la  apelación  ó  del  recurso 
seguido  para  obtener  la  revocación  de  la  providencia^  y  de  los  demás  perjuicios 
que  se  le  hayan  causado,  y  que  puedan  ser  apreciados  en  metálico  al  prudente 
arbitrio  de  los  tribunales,  como  se  previene  en  el  art.  261  de  la  ley  orgánica.  El 
juez  ó  tribunal,  que  por  negligencia  ó  ignorancia  inexcusables  hubiere  infrin- 
gido la  ley  en  la  sustanciación  del  juicio,  deberá  sufrir  esas  consecuencias,  aun- 
que con  la  revocación  de  su  providencia  haya  sido  reparado  el  agravio  ó  enmen- 
dado el  error.  Y  si  el  tribunal  superior  confirma  la  providencia  asume  la 
responsabilidad  del  inferior,  y  en  tal  caso  contra  aquel,  y  no  contra  este  deberá 
entablarse  dicho  recurso. 

IV. 

¿PROCEDE  EL  RECURSO  DB  RESPONSABILIDAl)  CONTRA  LOS 
MAGISTRADOS  DEL  TRIBUNAL  SUPREHO? 

Aunque  implícitamente  qtíeák  resuelta  esta  cuestión  en  el  párrafo  anterior,  se 
importancia  en  el  orden  jurídico  y  én  el  social  exige  un  examen  especial  y  con- 
creto. Y  la  consideramos  con  esa  importancia,  ¿o  porgue^  creamoB  dudosa  su 
resolución  aplicaiidoén  su  recto  sentido  ef  derecho  constituido,  siiiopor  losgra^ 
res  perjuicios  que  ocuiona'la  eka^eración  del  ptíncipio  de  la  responaabilidacl 
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jn^ial»  como  ya  lo  fa^mos  indicado  antenioimenteen  el  párrafo  I  de  este  "Apear  ■ 
dioe." 

La  irresponsabilidad  es  hermana  gemela;  de  la  arbitjtariedad,  y  ambas  enemi- 
gas capitales  de  la  justicia;  jtero  también  se  atenta  contra  ésta,  cuan4o  se  ataca 
injustamente  y  se  desprestigia  á  los  que  tienen  la  alta  misión  de.administra]da. 
La  ley  ha  salvado  estos  dos  escollos  colocándose  en  un  justo  medio:  ala  yea^iie 
establece  la  responsabilidad  judicial,  y  concede  allitiganteagraTÚul»  el  recursa 
para  exigir  la,  no  lo  permite  sino  en  los  casos  de  vedadera  responsabilidad,  ampa^ 
rando  el  prestigio  y  oonsideración  de  los  tribunales  contra  las  iras  del  amor  pro* 
pió  ofendido,  ó  del  enojo  del  litigante  que  ha  perdido  el  pleito,  porone,  comé.dice 
al  ley  11,  tít.  1.  ®  ,  Part.  7."  ,  "maguer  &can  derecho,  non  puede  ser  que  non 

f Imanen  malquerientes;  é  por  ende,  si  los  pudiessen  acusar,  envileoerseyaporyel' 
ngar  que  tienen,  é  tantos  serian  los  acusadores,  que  non  podrian  cumplir  ea  su 
oficio  lo  que  eran  tenudos  de  facer/' 

Loa  magistrados  del  Tribunal  ¡Supremo  no  están  exentos  de  reponsabilidad, 
y  lo  mismo  que  los  demás  jueces  son  responsables  personalmente  de  toda  infrao« 
ción  do  le^  que  cometan.  Que  están  sujetos  á  este  principio  consignado  en  la 
Constitución  del  Estado,  es  de  todo  punto  incuestionable:  la  dificultad  estará  en 
determinar  si  han  incurrido  en  el  delito  ó  en  la  infracción  de  ley  que  dé  lugar 
á  la  responsabilidad  criminal  ó  civil,  y  á  fijar  esto  punto  se  dirigen  nuestras  ob- 
servaciones. 

Ya  hemos  dicho  que  la  responsabilidad  criminal  alcanza  á  todos  los  jueces  y 
magistrados,  cualquiera  que  sea  su  categoría:  nadie  está  exento  de  ella,  desde  el 
juez  municipal  hasta  el  rresidente  del  Tribunal  Supremo.  Si  por  desgracia  la 
^pravación  de  nuestras  costumbres  llegara  hasta  el  extremo  inverosímil  de  que 
^03  siete  magistrados,  que  son  necesarios  por  regla  general  en  el  Tribunal  Su- 
jremo  para  ver  y  fallar  los  asuntos  de  su  competencia,  ó  la  mayoría  de  ellos,  se 
>. asieran  de  acuerdo  para  dictar  "á  sabiendas'^  una  sentencia  injusta,  6  p%ra  ha- 
cerlo por  dádiva  ó  promesa,  ¿cómo  no  habían  de  Incurrir  en  re^onsabilidad  cri- 
minal, y^  en  la  civil  que  de  ella  nace? 

También  procede  contra  dichos  magistrados  el  recurso  de  responsabilidad  citil, 
aunque  no  haya  jugar  á  la  criminal,  cuando  infrinjan  la  ley  !ael  procedimiento. 
Contra  las  providencias  de  mera  tramitación  ^ue  dicte  el  Tribunal  Supremo,  no 
se  da  recurso  alguno,  "salvo  el  de  responsabilidad,^'  y  contra  las  resoluciones  ije 
incidentes  que  ante  el  mismo  se  promuevan  se  da  el  recurso  deeóplica  para  anie 
la  misma  Sala,  pero  sin  otro  ulterior,  salvo  también  el  de  responsabilidad.  Asf 
lo  dispone  expresamente  el  art.  405  de  la  presente  ley  de  Enjuiciamiento  ciril, 
al  oraenar  que  "las  disposiciones  de  los  artículos  401  y  402  serán  aplicables  á  laa 
resoluciones  de  igual  clase  que  dicte  el  Tribunal  Supremo;"  y  por  identidad  de 
razón. se  halla  en  el  mismo  caso  el  párrafo  último  del  403.  Por  consiguiente, 
siempre  que  los  ma|^istrados  de  dicho  Tribunal,  por  ignorancia  ó  nep:ligencia, 
que  en  ellos  serían  inexcusables  en  todo  caso,  dicten  alguna  providencia,  6  cual^ 
quiera  otra  resolución  que  se  refiera  á  la  sustanciación  del  juicio,  manifíestar 
mente  contraria  á  la  ley,  serán  responsables  personalmente,  y  procederá  contra 
ellos  el  recurso  de  responsabilidad  civil;  y  también  el  de  la  criminal,  si  lo  hubie^ 
ren  hecho  á  sabiendas,  ó  por  dádiva  ó  promesa. 

¿Procederán  estos  recursos  por  las  sentencias  que  sedictenen  los  de  casación? 
£1  de  responsabilidad  criminal  sí,  siempre  que  dichos  magistrados  incurran  en 
delito  que  la  determine,  como  ya  se  ha  dicho:  el  de  la  civil,  cuando  no  nace  de 
delito,  no,  en  ningún  caso.  Así  lo  ordena  clara  y  explícitamente  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  al  establecer  en  su  art.  406,  <^ue  "contra  las  sentencias  en  que 
se  declare  haber  ó  no  lugar  al  recurao  de  casación,  ó  á  la  admisión  del  mismo, 
"no  se  dará  recurso  alguno."  Y  no  sodiga  que  esto  serefireá  los  recursos  dentro 
del  procedimiento,  para  darlo  por  terminado  definitivamente:  lo  ordena  la  ley 
á  renglón  seguido  oa  habev  declarado  en  el  artículo  amtefior  que  queda  á  salvo 
el  de  responsabilidad  respecto  de  las  demás  resoluciones  del  Tribunal  Supremo, 
c^ntrat  la^  cuales  no  se  da  ^^terior  recurso  dentro,  del  prociedimienitf^,  locunvl/de- 
ipueatra  ctHe  se  ^izo  intencionada  y  deliberadaniente  la  declaración  qel  Ott,  406^ 
jcómp  es  lo  ci^rto,  jpara  e^ccl wr  el  de  respensjabilidad  civil  pipr  las  sentencias  qi^ 
1^  dicten,  Civ  casación.  TamJbién  la  ley  die  enjuiciamiento  crif^nal  en  siisarfcíCDr 
|oa  092  y  ^  declara  qi^e  conira  dichaa  sente^ciai»  no  &^d«a  recuriBOi  alQ|^l0. 
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y  so  pmede  ser  de  otro  s^do  ain  <to0BAtiiráUuar  laJA^ole  y  objeto  éel  9f(nn«0" 
de  Q^isaci^ji,  y  s^n  privar  ftl  Tribtmal  Supremo  de  1»  máe  ÜBpostante  dela8«trtbu<p 
clones,  q^e  le  eo^cede  la  ley»  En  todo  litigio  o»da.  pacte  aostáttae  el  dereoko  de 
qpui  se  eree  asistida,  in Tocando  la  ley  4  dietítmna  leg^  que  le  ¿RTorece^  y  no  son 
raros  los  casos  en  qne  amba»  partes  se  fundan,  en  una  aiisinfk  ley,  intex^retán- 
jdola  ca4|t  cual  se^^n  le  connrien?.  M  jue^  deiprimera  infancia,  aprecianda  les 
lieches  y  aplicando  el  devecho,  dMÍde  ía.oojstieada  en  primertécmino;  y  como 
pudiera  eauÍTocarse,  concede  1»  ley  ^  recurso  oidiDario  de  ajfielaciiÓA  para  que 
el  tribunal  superior,  con  mayores  ^^antiaa^de  aciertP»  la  decida  en  secada  y 
¿Itima  instancia,  dictando  la  senttmm  ejecutoria.  Con  esta  senteicia  queda 
tttrm^nado  el  pleito;  pero,  como  pucto^a  euceder  que  so  hubkre  üdtadollas  for- 
mas esenciales  del  juicio,  6  que  el  fallo  ceotenga  infracción  de  lay^  de  doctrina 
l^al,  todavía  se  coneede  al  ütigüMite,  que.se  enea  agr«TÍado,  el  jrecursoextraor* 
dinario  de  casaci<^i&,  para  que  anulándose  la  ejecutoria,  si  contiene  algndo  de 
los  yicios  determinados  tax^tii^amente  en  los  artículos  1692  y  1693,  se  restan 
bleeca  el  ip9perio  de  la  ley. 

Este  es  el  objeto  del  recurso  de  casación:  en  él.noae  ventilan  los  hechos  nt  el 
derecho  de  las  partes,  porque  entonce»  se  convertir/a  en  una  tercera  instancia: 
Versa  exclusivamente  el  debate  acerca  de  si  la  ejecutoria  contiene  violación,  in-*- 
terpretación  errónea  ó  aplicación  indebida  de  ley  ó  de  doctrina  lega),  y  en  sa 
caso,  sobre  si  se  han  quebrantado  las  formas  esenciales' del  juicio;  ó  por  el  con- 
trario, si  en  su  fondo  y  en  su  forma  está,  ajustada  á  la  ley  y  á  las  pretensiones 
deducida  8  <pe>r  los  litigantes.  Aunque  á  éstos  afecta  directamente  el  resultado 
del  recurso,  se  ha  establecido  ese  remedio  extraordinario  como  de  interés  gene- 
ral y.  de  orden  público,  para  procurar  la  eo&lriota  observancia  de  la  ley,  y  por 
esto  se  dice,  parodiando  la  frase  de  un  ilustre  magistrado  francés,  que  el  recur- 
so de  casación  es  un  litigio  en^tre  la  (ejecutoria  y  la  ley,  cuya  decisión  está  some^ 
tida  ünic^  y  exclusiva nsen  re  al  Tribunal  Supremo  en  sus  Salas  de  justicia.  El 
tribunal  deflación  no  juzga  el  pleito,  sino  la  sentencia  ejecutoria,  como  ha 
dicho  otro  jurisconsulto  francés. 

Conforme,  pues,  á  la  naturaleza  y  objeto  del  recurso  de  casación^  el  Tribunal 
Snpremo  es  el  único  que  tiene  la  alta  misión  de  interpretar  el  verdadero  senti- 
do áe  las  leyes  y  de  establecer  j,uriaprudencia.  Eoi  virtud  detesta  facuItaJ,  deci? 
de  el  litigio  antes  indicado  entre  la  ejecutoria  y  la  loy,  ó  sea  el  conflicto  y  conrr 
tradicción  que,  ajuicio  del  recurrente,  resulta  entre  acmella  y  ésta.  Para  ello 
tiene  que  aceptar  los  hechos  tales  como  han  sido  apreciados  por  el  tribunal  sen- 
tenciador, á  menos  que  se  alegue  y  resulte  que  esta  apreciación  ha  sido  hecha 
con  error  do  hecho  Ó  de  dereoio,  y  dados  aquello»  hechos  deñney  declara  si  hi^ 
sido  bien  aplicado  el  derecho.  Cuando  es  dudosa  la  ley,  la  interpreta  fijando  ^ 
recto  sentido;  si  es  deficiente,  la  suple  con  la  doctrina  le^al;  si  aparece  anti^ 
nomia  ó  contradicción  entre  dos  legres  que  puedan  s?r  aplicables  tA  ca^o,  deter- 
mina el  sentido  en  que  han  de  entjendprse  para  conciliarias,  ó  declara,  que  Ija 
posterior  es  derogatoria  de  la  anterior;  y  cuando  la  duda  ó  el  error  nacodeljih 
calificación  jurídica  de  loa  hechos,  que  en  la  ejecutoria  se  estiman  probados, 
como  por  ejemplo,  si  el  cqntf^aito  es  de  n^^sta^mo^ó  de  depósito,  defi^ne  su  natuv^ 
leza  legal^para  determíi^  la  ley  por  la  cvial^ips^  de  decidirse  la  contienda.  Ei^ 
h,  resolución  de  estos  proUemias  jurídicos  y  ae, cuantos  casos  dap  lugar  al  re- 
curso de  casación,  por  reg^'^  g^iueral.  difíciles  ó  dudosos,  como  lo  demuestra  ej^ 
mismo  debate  judicial,  ¿cabe  por  ventura  la  infracción. "manifiesta,"  de  ley,  qu« 
es  ii^dispensable  para  incurrir  en  responsabilidad  civil?  ¿Y  cóm^  ha  de  supon 
nerse  que  quien  tiene  la. facultad  de  interpretar  la,  ley  y  de  ftjar  el  sentado  e^' 
<me  ha  de  entenderse  y  aplicarse,  f>,ueda  Í^írÍAgir4^.  al  h^ej;  usí>  á&J^9^  i^mk- 
tad?  ... 

Pero  aiipoQgfimos  quo  se  ha  eometide  infnacoiók  de  1^  .en  un  iadio  de  cosa- 
4sión:  ¿quien  ha  de  declararlo?  ¿El' mismo  Tribunal.  Suppemo  eá  pleno?  Ni  la 
ley  le  dá  tal  /acuitad,  ni  p^día  dársela  sin  anular  laa  atribuciones  que  ooofievo 
¿soa  Salas  do  justicia.  ¿Otro  tribunal  creado  "ad  he^"  Entonces  éste  sería  el 
supremo.  ¿Y  no  podría  á  su  r^z  e;te  tribuna  ineurair  en  jesponsabilidad?'  Pne» 
para  ser  co«8i?ou«b^  con  ei  principio^  habría  t|uo  orear  oAro  tribual^ para  e^- 
g^«?la;  y  do  esiie  modo  se  proeedería.hasta  lo  infinito^  y  por  oonsicwiante  ad' 
«tolMio;   £sito  no  puede  ser:  todaí  laseoeas  tienen  kr&miteénlo hiMmano,>y^ 
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pjkra  la  decisión  de  las  contiendas  judieíales  la  lé^  lo  ka  fijado  en  las  Salas  dff 
justicia  del  Tribunal  Supremo.  Estas  son  infalibles,  legalmente  hablando,  cuan- 
do lailán  en  casación,  y  contra  estos  fallos  no  cabe  recurso  de  ningruna  clase. 

Por  si  se  objeta  contra  la  afirmación  anterior,  que  la  ley  concede  esa  facul- 
tad al  Tribunal  Supremo  en  pleno,  constituido  en  oala  de  judticia,  haremos  no- 
tar, que  el  art.  284,  ntímero  5.  ®  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  la  conce- 
de, en  efecto,  para  conocer  de  las  Causas  contra  los  magfistrados  de  una  Sala  del 
inismo  por  ios  delitos  que  cometan  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  ó  sea  par» 
exigirles  la  responsabilidad  criminal,  de  la  que  no  están  exentos,  según  ya  se 
ha  dicho;  y  el  art.  915  de  la  de  Enjuiciamiento  civil  le  otorga  también  la  fa- 
cultad de  conocer  de  las  demandas  de  responsabilidad  ciril,  á  que  la  misma  k^ 
se  refiere,  que  son  las  que  se  fundan  en  la  infracción  de  los  trámites  ó  solemni- 
dades del  juicio;  pero  ninguna  de  estas  leyes  concede  al  Tribunal  pleno  la  fa- 
cultad de  apreciar  y  juzgar  si  se  ha  infringido  la  ley  en  los  fallos  de  casación, 
antes  bien-  declara  que  contra  estos  fallos  no  se  dá  recurso  alguno. 

Y  la  razón  es  bien  obyia:  en  aquellos  casos,  esto  es,  cuando  la  responsabilidad 
nace  de  delito  ó  de  la  infracción  de  las  reglas  del  procedimiento,  el  Tribu- 
nal pleno  aprecia  un  hecho,  que  no  afecta  al  fondo  del  negocio,  tanto  que,  aun 
cuando  se  declare  haber  lugar  á  la  responsabilidad,  esto  no  altera  la  sentencia 
firme  que  haya  recaído  en  el  pleito  ó  causa  en  que  se  hubiere  ocasionado  el  agra- 
vio, como  lo  declara  el  artículo  917;  al  paso  que,  si  se  diera  el  recurso  de  res- 
ponsabilidad ciril  contra  los  fallos  de  casación,  tendría  el  Tribunal  pleno  gne 
entrar  en  el  fondo  del  pleito  ó  de  la  causa  para  apreciar  si  se  había  infringido 
la  ley  aplicable  al  caso.  ¿Y  cómo  hacerlo  sin  mengua  ni  desprestigio  de  lá  cosa 
juzgada,  y  sin  usurpar  las  atribuciones  de  interpretar  las  leyes  sustantiyas  y  de 
formar  jurisprudencia,  que  la  ley  concede  exclusiramente  á^  las  Salas  de  casa- 
ción? Semejante  recurso  implicaría  necesariamente  la  ''rerisión"  de  ia  senten- 
cia; y  ¿dónde  está  la  ley  que  la  autoriza?  Autoriza,  sí,  la  reyisión  cuando  se 
hubiere  ganado  injustamente  la  sentencia  firme  por  cohecho,  violencia  ó  preva- 
ricación, como  puede  verse  en  el  art.  1796;  pero  no  por  una  supuesta  infracdón 
de  ley  en  el  fallo,  cuando  no  dá  lugar  á  responsabilidad  criminal. 

Kesulta,  pues,  que  no  sólo  es  conforme  al  derecho  constituido  la  doctrina  qne 
venimos  sosteniendo,  sino  también  á  la  recta  razón  y  á  la  necesidad  de  fijar  un 
límite  á  las  contiendas  judiciales.    El  Tribunal  Supremo  tiene  la  facultad  de 

f pronunciar  en  ellas  la  ultima  palabra,  y  lo  que  él  declara  es  la  verdad  legal:  la 
ey  ha  de  entenderse  como  él  la  define  y  explica,  formando  jurisprudencia  sus 
declaraciones  en  casación;  jurisprudencia  tan  respetable  y  obligatoria  como  la 
propia  ley,  sin  que  nadie  tenga  autoridad  para  variarla  ó  modificarla  sino  el 
mismo  Tribunal,  ó  el  Poder  legislativo.  ¿Y  cómo  puede  suponerse  que  infringe 
la  ley  el  que  tiene  la  potestad  de  interpretarla,  explicarla  y  definir  su  recto  sen- 
tido? Podrá  ser  esto  una  ficción  legal,  pero  ficción  como  otras  muchas  que  esta- 
blece el  derecho  por  exigirlas  las  conveniencias  del  orden  social,  ó  la  fuerza 
misma  de  las  cosas. 

Queda  demostrado  que,  conforme  á  la  legislación  vigente,  no  procede  el  re- 
curso de  responsabilidad  civil,  á  no  ser  que  nazca  de  delito,  contra  los  magis- 
trados del  Tribunal  Supremo  por  las  sentencias  que  pronuncien  en  los  recursps 
de  casación.  Lo  mismo  se  halla  establecido  en  Francia,  en  Italia  y  en  las  de- 
más naciones  donde  están  admitidos  estos  recursos.  Esa  uniformidad  de  le^^is- 
laciones  revela  que  la  nuestra  está  fundada  en  los  buenos  principios  de  la  cien- 
cia jurídica,  consignados  en  las  consideraciones  expuestas.  Todo  esto  se  tuvo 
presente,  como  también  el  art.  81  de  la  Constitución,  al  redactar  con  detenido 
estudio  los  artículos  405  y  406  de  la  nueva  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  dejando 
á  salvo  por  el  primero  el  recurso  do  responsabilidad  civil  por  las  infracciones  de 
ley  que  se  cometan  en  el  procedimiento,  y  declarando  por  el  segundo  que  contra 
\t¿»  sentencias  de  casación  no  se  dá  recurso  alguno.  Y  no  permitiendo  la  ley  re- 
curso de  ninguna  clase,  es  evidente  que  no  puede  admitirse  y  debe  ser  rechaza- 
da de  plano  la  demanda  dé  responsabilidad  civil,  cuando  se  funde  en  supuesta 
iafrancción  de  ley  en  un  fallo  de  casación. 

Concluiremos  recordando  «una  resolución  del  Tribunal  Supremo,  que  confir- 
ma esta  doctrina.  En  Junioxle  186S  se  presentó,  por  primera  vez,  una  demank 
da  de  responaahilidad  civil  contra  los  magistrados  de  la  Sala  primera  de  diebfl» 
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Tribunal»  pidiendo  se  les  condenase  al  abono  de  los  perjuicios  causados  al  re- 
currente, por  haber  declarado  en  sentencia  de  15  de  Diciembre  anterior  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  que  éste  había  interpues- 
to en  pleito  sobre  reivindicación  de  bienes,  fundando  dicha  demanda  en  que  en 
«sta  sentencia,  al  desestimar  el  recurso,  se  habían  infringido  los  mismos  artícu- 
los de  la  ley  Hipotecaria,  que  en  él  se  habían  citado  como  motivos  de  casación» 
Y  dada  cuenta  á  los  demás  magistrados  del  Tribunal,  constituidos  en  Sala  de 
justicia,  conforme  al  artículo  915  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  auto  de 
25  del  citado  mes  de  Junio,  "considerando  que  demostrado  que  el  recurso  de  res- 

Í»onsabilidad  civil  no  procede  contra  sentencias  de  la  índole  de  la  reclamada,  es 
brzoso  rechazar  do  plano  el  deducido  con  notoria  improcedencia,"  se  declaró  n» 
haber  lugar  á  la  admisión  de  la  demanda  de  responsabilidad  civil  antes  indica- 
da. Las  razones  consignadas  en  los  varios  considerandos  de  dicho  auto  para  de- 
mostrar que  la  definición  que  se  hace  del  derecho  en  los  fallos  de  casación,  para 
los  fines  de  este  recurso,  no  puede  ser  materia  de  responsabilidad  civil,  están 
comprendidas  en  las  que  hemos  expuesto  sobre  este  punto,  ]ior  lo  cual  no  creemos 
necesario  reproducirlas. 

La  doctrina  expuesta  es  también  aplicable  á  las  sentencias  en  que  se  decidan 
cuestiones  de  competencia,  puesto  que,  segt^n  el  artículo  106,  contra  las  que  dio- 
tan las  Audiencias  ''sólo  se  dá"  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma,  y  contra  las  del  Tribunal  Supremo  no  se  dá  ulterior  recurso,  sin  dejar  á^ 
sálro  eíl  do  i-cáíponsabilidad. 


Digitized  by  VjOOQ IC 


'206  anA  fbactioa  di  dusobo 


TITULO  DÉCIMO 


DE  LA  CADUCIDAD  DE  LA  INSTANCIA. 

La  palabra  "caducidad,"  derivada  del  verbo  ''caducar,"  significa  en  la  acq^ 
«i6n  común  el  hecho  de  acabarse  ó  extinguirse  alguna  cosa.  ^  En  este  mismo 
concepto  se  aplica  en  el  foro  á  las  acciones,  derechos  y  obligaciones,  para  expre- 
sar (^ue  han  perdido  su  existencia  legal,  ó  que  no  pueden  ejercitarse  aquellos  ni 
exigirse  éstas  por  haber  quedado  sin  valor  ni  efecto  en  virtud  del  abandono  cu- 
^a  consecuencia  es  la  prescripción.  Y  en  el  mismo  sentido  se  aplica  ahora  á  las 
instancias  de  los  juicios  para  significar  que  quedan  acabadas  6  extinguidas  de 
derecho,  si  se  abandonan  ó  no  se  insta  su  curso  por  el  tiempo  que  para  cada  una 
de  ellas  se  fija  en  el  artículo  411.  * 

Las  reglas,  nuevas  en  nuestro  procedimiento,  que  á  este  fin  se  establecen  en 
el  presente  título,  vie I  K'u  á  derogar  la  antigua  jurisprudencia,  según  la  cual 
nunca  caducaban  las  instancias,  y  un  pleito  abandona>ao  por  muchos  años  podía 
continuarse  en  el  estado  que  tenía  cuando  quedó  paralizado,  cualquiera  que  fuese 
el  tiempo  que  hubiere  trascurrido.  Constituyen,  pues,  una  reforma  importante, 
llevada  á  efecto  en  virtud  de  la  autorización  concedida  al  Gobierno,  en  la  base  19 
de  las  aprobadas  por  la  ley  de  21  de  Junio  de  1880,  para  introducir  en  la  de  En- 
juiciamiento civil  cuantas  reformas  y  modificaciones  aconsejasen  como  conve- 
nientes la  ciencia  y  la  experiencia. 

T  que  la  ciencia  y  la  experiencia  aconsejaban  la  reforma  de  que  tratamos, 
nos  parece  incuestionable.  Según  nuestro  derecho,  las  acciones  personales  y  hoy 
también  las  hipotecarias  se  prescriben  por  20  afios  y  las  reales  por  90,  bastando 
para  ello  el  simjale  trascurso  del  tiempo,  sin  necesidad  de  justo  título  ni  de  buena 
fé;  jpero  queda  interrumpida  la  prescripción  luego  que  se  ejercita  la  acción  en 
juicio  y  se  emplaza  al  demandado.  De  aquí  deducían  nuestros  prácticos,  y  llegó 
á  ser  regla  de  jurisprudencia,  como  se  ha  dicho,  que  nunca  prescribía  la  acción 
ejercitada  en  juicio,  quedando  subordinada  á  lo  que  se  resolviese  en  la  sentencia 
ejecutoria  del  pleito,  aun  cuando  ^ste  hubiere  estado  sin  curso  por  más  tiempo 
del  necesario  paia  prescribir  la  acción.    En  virtud  de  esta  jurisprudencia,  que 

Su^naba  con  el  derecho  escrito  sobre  prescripción  de  las  acciones,  y  coh  la  razón 
e  interés  general  y  de  orden  público  aue  hace  necesario  ese  medio  de  extinguir 
las  obligaciones  y  derechos,  se  han  dado  muchos  casos  de  promoverse  el  curso 
de  pleitos,  que  estaban  abandonados  y  archivados,  no  sólo  por  20  ó  por  30  ailos, 
sinohasta  per  más  de  100,  viéndose  obligados  los  sucesores  del  demandado  á 
continuar  una  contienda,  de  cuya  existencia  y  antecedentes  no  tenían  noticia 
al^na,  ó  á  prestarse  á  una  transación  buscada  por  ese  medio,  y  las  más  reoea 
bajo  el  amparo  de  la  defensa  por  pobre. 

Preciso  era  poner  remedio,  como  se  había  hecho  en  Italia,  en  Bélgica  y  en 
alguna  otra  nación,  á  ese  estado  de  cosas,  cuyos  inconvenientes,  en  lo  legal  y 
en  lo  moral,  no  se  ocultarán  á  la  ilustración  de  nuestros  lectores.  El  Código  de 
'Comercio  de  1829  dio  el  primer  paso  estableciendo  en  su  art.  582,  que  cuando  la 
prescripción  de  las  acciones  qne  nacen  de  los  contratos  mercantiles  se  inte- 
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rfuttpft  pof  Ift  ddttt^nda  ú  otro  cimlquiér  gféirero  de  interpelaci^Sli  judidál  h^h» 
Mi  déttdor,  "¡^toOientntá  A  contarse  Bü^yamente  él  térHtiiio  de  la  prescripeióh  des^ 
de  Gjue  se  hizo  la  última  gestión  en  juieio  á  instancia  de  cualiquiera  de  las  par»* 
tes  litigantes/'  Esto  es  lo  justo  y  conrenieote,  y^  i^o.^  interrupción  indefinida 
de  la  prescripción  de  las  acciones  ejercitadas  en  juicio,  dejando  en  incierto  por 
un  tiempo  indeterminado  los  derechos  de  los  interesados. 

No  podía  establecerse  una  disposición  análoga  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  por 
ser  notoriamente  de  la  com^^etencia  del  código  cítíI;  pero  ee  ha  hecho  en  ella 
cuánto  podía  hfujerse  dentro  de  la  eefera  del  procedimiento,  para  obtener  el  mis- 
mo resultado.  A  este  fin  se  ordena  en  el  artículo  411,  que  se  tendrán  por  aban- 
donadas las  instancias  "en  toda  clase  de  juicios/'  y  caducarán  "de  derecho''  si 
fió  'se  insta  su  curso,  dentro  de  cuatro  años,  cuando  el  pleito  se  hallare  en  prime- 
ra instancia;  de  dos,  si  estuviere  en  la  segunda,  y  de  uno,  en  recurso  decasacióny 
contados  estos  términos  desde  la  última  notificación  que  se  hubiere  hecho  á  las 

Ees,  á  no  ser  que  los  auto^i  hubieren  quedado  sin  cur&o  por  alguna  causa  in- 
ndiente  de  la  roluntud  de  lato  mismas,  en  cu^ro  dido  se  contarán'  desde  que 
eren  podido  promorerlois  por  haber  desaparecido  la  («usa  que  lo  iáíipedía  (ar- 
tículo 412).  Y  determinando  los  electos  de  esta  disposición,  se  declara  en  los  ar- 
tículos 414  T  419,  que  si  los  autos  se  hallaren  en  primera  instancia,  luego  que 
trascurran  los  cuatro  afios  sin  que  ninguna  de  las  partes  haya  instado  su  curso, 
se  tendrá  por  abandonada  la  acció^n,  esto  es,  )a^  instancia  ó  el^  juicio  en  que  la 
aceión  se  ha  ejercitado,  y  el  juez  mandará  archivar  los  autos  sin  ulterior  progre^ 
so;  pero  sin  que  por  esto  se  entienda  extinguida  la  acción,  la  cual  podrá  ejerci- 
tarse dé  nuevo  en  el  juicio  correspondiente,  entahlando  nueva  demanda,  si  no 
«hubiere  preécri^  con  arreglo  á  derecho. 

En  virtud  de  estas  disposiciones,  ^  no  queda  interrumpía  indifinidamente 
la  prescripción  de  las  acciones  ejercitadas  en  juicio.  Si,  trascurridos  los  cuatro 
años  sin  que  ninguna  de  las  partes  haya  instado  el  curso  del  pleito  en  la  prime- 
ra iiistoncia,  ha  de  tenerse  esta  por  abandonada,  caducando  de  derecho  y  archi- 
vándose los  autos  sin  ulterior  progreso,  claro  es  que  por  ministerio  de  la  ley  de- 
saparece la  causa  que  tenia  interrumpida  la  prescripción,  y  por  consiguiente 
volvía  á  correr  el  término  legal,  consiguiéndose  por  este  medio  la  extinción  de 
la  acción,  si  no  se  entabla  nueva  demanda  antes  de  que  prescriba  con  arreglo  i 
derecho. 

En  tales  clisos,  ¿desde  cuándo  comelixará  á  contarse  nuevamente  el  término 
de  la  prescripción?  ¿desde  que  por  ministerio  de  la  ley  quedó  caducada  la  ins- 
tancia; ó  desde  que  se  dictó  la  providencia  declarándola  caducada;  ó  desde  laúl- 
ma  notificación  que  se  hubiere  hecho  á  las  partes,  esto  es,  desde  que  éstas  deja- 
ron de  instar  el  curso  del  pleito?  Nada  se  dispone  sobre  este  punt<»  en  la  {presente 
ley 'por  no  ser  de  su  competencia,  y  coifto  para  los  asuntos  comunes  no  existe  dis- 

r»sición  le^al  que  lo  determine,  tendrán  que  resolverlo  les^ tribunales  conforme 
los  principios  del  derecho  mientras  no  se  publique  el  código  chil.  En  nuestr» 
epinion,  deberá  aplicarse  por  analogía,  y  por  ser  de  equidad  y  de  justicia,  la  re- 
gla establecida  en  el  artículo  582  antes  citado  del  Códi^fo  de  Comercio:  "comen- 
zará á  contarse  nuevamente  el  término  de  la  prescripción  desde  que  se  hizo  la 
última  gestión  en  juicio  á  instancia  de  cualquiera  de  las  partes  litigantes,"  6 
sea  descfó  que  comenzaron  á  correr  los  cuatro  afios  para  la  qaducidad  de  la  pri- 
mera instancia. 

Esta  duda  no  puede  ocurrir  cuando  It»  caducidad  tenga  lugar  en  la  segunda 
instancia  ó  en  el  recurso  de  casación.  Entonoaa,,  como  ya  ha  recaído  en  los  an- 
tes una  sentencia  que  resuelve  las  cuestiones  litigiosas,  la  caducidad  produce  el 
efecto  de  tenerse  por  abandonade  el  recurso,  y  por  firme  la  sentencia  apelada  6 
recurrida,  como  se  declara  en  el  art.  415;  lo  mismo  que  cuando  el  recurrente  ele- 
je  trascurrir  el  término  del  emplazattiiento  sin  personarse  en  la  Audiencia  ¿sos- 
tener ó  mejorar  la  apelación,  ó  en  el  Tribunal  Supremo  á  interponer  ^  recurso 
áe  casación  preparado  opoii;unamente.  En  todos,  estos  casos  se  entiende  qué 
abaiidona  el  recurso  la  parte  que  lo  interpuso,  c^iformándose  oon  la  sentencia 
recaída,  la  cual  por  tanto  causa  ejecutoria  y  produce  les  efectos  de  la  cosa  jua- 
gada. 

Para  demostrar  la  importancia  y  objeto  de  la  tnateria  á  que  el  presente  títol* 
40  refiere,  hemos  anticipado  estas  otxservadones,  que  se  tendrán  como  expliea» 
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cien  y  comentario  de  los  artículos  que  en  ellas  üe  citan.  T  téngase  presente  ^ue 
ía  caducidaá  de  la  instancia  puede  tener  lugrar  "en  toda  clase  de  juicios/*  como 
8e  declara  en  el  art.  411,  sin  excepción  alg:una. 

Artículo  411. 

Se  tendrán  por  abandonadas  las  instancias  en  toda  clase  de  jui- 
cios, j  caducarán  de  derecho,  aun  respecto  de  los  menores  ó  in» 
capacitados,  si  no  se  insta  su  curso: 

Dentro  de  cuatro  años,  cuando  el  pleito  se  hallare  en  primera 
instancia. 

De  dos,  si  estuviere  en  segunda  instancia, 

De  uno,  si  estuviere  pendiente  de  recurso  de  casación. 

Estos  términos  se  contarán  desde  la  última  notificación  que  se- 
hubiere  hecho  á  las  partes. 

Artículo  412. 

No  procederá  la  caducidad  de  la  instancia  por  el  trascurso  de 
los  términos  señalados  en  el  artículo  anterior,  cuando  el  pleito 
hubiere  quedado  sin  curso  por  fuerza  mayor  ó  por  cualquier  otra 
causa  independiente  de  la  voluntad  de  los  litigantes. 

En  estos  casos  se  contarán  dichos  términos  desde  que  los  liti- 
gantes hubieren  podido  instar  el  curso  de  los  autos. 

En  la  introducción  que  precede  hemos  indicado  la  razón  y  objeto  de  estas  dis- 
I>08Íciones*.  Nótese  que  las  instancias  caducan  "de  derecho,"  Ó  sea  por  ministe- 
rio do  la  ley,  cuando  se  abandonan,  y  queda  sin  curso  el  pleito  por  voluntad  de 
las  partes  durante  el  tiempo  que  para  cada  caso  se  determina  en  el  primero  de 
estos  artículos;  Los  términos  en  el  señalados  han  de  contarse  por  años  natura- 
les, conforme  al  art.  305;  tienen  el  carácter  de  improrogables,  como  compren- 
didos en  el  núm.  10  del  art.  310,  y  en  tal  concepto  se  determinan  los  efectos  de 
la  caducidad  de  la  instancia  de  acuerdo  con  la  doctrina  establecida  en  los  ar- 
tículos 311  y  312  y  que  hemos  expuesto  al  comentarlos. 

Por  regla  general  han  de  contarse  dichos  términos  desde  la  última  notifica- 
ción que  se  hubiere  hecho  á  las  partes;  pero  si  el  pleito  hubiere  quedado  sin-cur- 
80  por  fuerza  mayor  ó  por  cualquiera  otra  causa  independiente  de  la  voluntad 
de  los  litigantes,  se  contarán-desde  que  éstos  hubieren  podido  instar  el  curso  de 
los  autos.  Al  establecerlo  asi  ^l  art.  412,  parte  del  supuesto  de  que  la  fuerza  ma- 
yor, ;^no  la  voluntad  de  los  interesados,  ha  sido  la  causa  del  alraindono  ó  suspn- 
8tón  del  curso  del  pleito,  como,  por  ejemplo,  si  una  guerra  ú  otra  calamidad 
pública  les  obligara  á  ausentarse  indefinidamente  del  lugar  del  juicio.  ¿Y  qué 
80  hará  si  la  fuerza  mayor  sobreviene  después  de  haber  quedado  paralizado  el 
pleito  por  voluntad  de  las  partes?  En  tal  caso  creemos  que,  de  acuerdo  con  lo 
que  ordena  el  prt.  311,  qneaará  en  suspenso  el  término  mientras  dure  la  fuerza 
mayor  y  volverá  á  correr  luego  que  ésta  desaparezca. 

S(Bffún*el  art.  311  ya  citado,  los  términos  improrogables  no  pueden  suspender- 
se, m  abrirse  después  de  cumplidos,  "por  vía  ae  restitución"  ni  por  otro  motivo 
alguno,  y  conforme  al  312  caduca  de  derecho  el  trámite  ó  recurso  que  hubiere 
dejado  de  utilizarse»  De  acuerdo  con  estas  dísposteiones,  se  declara  ahora  en  el 
411,  que  por  el  trascurso  de  km  términos  en  él  señalados  se  tendrán  por  aban- 
donaaas  las  instancias  y  caducarán  de  derecho,  ''aun  respecto  de  los  menores  ó 
incapacitados;'^  de  suerte  que  éstos  no  pueden  utilizar  el  beneficio  de  restíta« 
«ion  "in  integrum"  centra  el  lapso  de  dichos  términos:  \ó  mismo  que  se  había 
^tedarado  ya  en  dicho  art.  311  de  la  presente  ley»  y  en  el  31  de  la  de  1855,  sin^ 
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«pasar  con  elloe  los  límites  de  su  oompetencia,  porque  se  trata  de  términos 
.  (iíciales  y  de  los  efefetps  que  produce  el  trascurso  de  ios  mismos  dentro  del  pro- 
cedimiento. • 

Es  un  error  jurídico  suponer  que  estas  disposiciones  están  en  contradicción 
eon  las  de  las  le^es  civiles  que  conceden  á  los  menores  é  incapacitados  el  bene- 
ficio de  restitución  ''in  inteCTum/'  Para  persuadirse  de  ello  basta^  considerar 
que,  ség^ún  el  art.  419,  la  caducidad  de  la  primera  instancia  no  extingue  la  ac- 
ción, la  c^al  podrá,  ejercitarse  de  nuero  en  el  juicio  correspondiente,  si  no  hu- 
•fiÍOTQ  prescrito:  luego  el  menor  conserra  íntegros  todos  sus  derechos  y  pririle- 
gies,  inclñso  el^de  restitución  contra  la  prescripción,  y  el  de  reclamar  los  daños 
7  |)er juicios  que  pueda  haberle  causado  su  curador  abandonando  la  instancia. 
I  si  el  abaiioono  i\ie89  de  la  segunda  instancia  ó  del  recurso  de  casación,  como 
produce  el  mismo  efecto  que  la  renuncia  de  estos  recursos,  la  cual  es  permitida 
ala  representación  de  los  menores,  no  puede  suponerse  que  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  les  haya  privado,  sin  competencia  para^  ello,  de  derephos  que  les 
otorgaban  las  leyes  civiles.  Les  priva,  sí,  del  beneficio  do  restitución  "in  inte- 
grum"  contra  el  lapso  de  los  términos  judiciales  improrogables,  como  ae  halla 
establecido  en  todos  los  eódieos  de  procedimientos.  Concretamente  al  punto  dJs 
qué  tratamos,  en  el  art.  398  del  de  Bélgica,  se  dice:  *'La  prescripcáón  efe  la  ins- 
tancia correrá  contra  el  Estado,  los  establecimientos  públicos^  y^  todas  las  per- 
sonas,  inclusos  los  menores,  salvo  sus  recursos  contra  los  administradores  y  tu- 
tores.'' 


Artículo  413. 

Será  obligación  del  secretario  ó  actuario,  en  cuyo  oficio  radi- 
quen los  autos,, dar  cuenta  al  Juez  ó  Tribunal  re^f^eetivo,  luego 
que  trascurran  los  términos  señalados  en  eja  art.  411,  para  que  se 
dicte  de  oficio  la  providencia  correspondiente. 

La  disposición  de  este  artículo  se  funda  en  la  misma  razón  que  ha  tenido  la 
ley  para  declarar  caducadas  'Me  derecho''  las  instancias  e^  los  casos  que  se  de- 
terminan en  el  411,  «al  que  sirve  de  complemento.  Esta  ¿aclaración  na  de  ha- 
cerse "de  oficio,"  y  por  consiguiente  sin  necesidad  de  gestión  da  la  parte  inte- 
resada. A  este  fin  se  imjpone  al  secretario  ó  actuario,  en  cuyo  oficio  radiquen 
los  autos,  la  obligación  ae  -dar  cuenta  al  juez  ó  tribunal  luego  que  trascurra  el 
plazo  respectivo.  Y  parra  facilitar  el  cumplimiento  de  la  ley  en  este  punto,  el  ar- 
tículo 248  autoriza  para  extender  todas  estas  actuaciones  en  papel  del  sello  de 
oficios  sin  perjuicio  de  su*reintegro. 

Caaucand<t  las  instancias  de  derecho  ó  por  ministerio,  de  la  ley,  bien  pudiera 
excusarse  la  declaración  de  caducidad:  sin  embargo,  la  ley  exige  aue  se  dicte  de 
oficio  la  providencia  correspondiente  con  dos  objetos:  1.  *^,  para  aeterminar  en 
ella  los  efectos  de  esta  declaración,  conforme  á  lo  prevenido  para  sus  casos  res- 
pectivos en  los  artículos  414^  415;  y  2,^,  para  que  la  pArte  interesada,  si  creé 
improcedente  la  caducidad,  pueda  hacer  la  reclamación,  que  permite  el  art.  416. 
De  este  modo  se  pone  término  al.pleito  con  conocimien|;ó  y  asentimiento  de  las 
partes.  Sólo  en  el  caso  de  que  los  autos  estuviesen  archivados  con  anterioridad 
á  la  promulgación  de  la  presente  ley,  no  es  necesaria  la.  declaración  especial  de 
caducidad,  como  se  preViene  en  el  art.  420,  por  suponerse  la  conformidad  de  las 
partes  en  dar  por  terminado  el  pleito,  y  para  evitar  gastos^ 

El  secretario  ó  actuario,  que  no  cumpla  la  obliga5Í5n  que  les  impono  el  ar- 
tículo que  estamos  comentando,  incurrirá  en  la  respoqsapilidad  que  determina 
el  301.  Para  poder  llenar  con  puntualidad  dicha  obligaciiSn,  sera  conveniente 
llevar  un  registro  de  los  pleitos  y  expedientes  que  queden  sin  curso,  con  expre- 
sión del  día  en  que  se  hizo  la  última  notificación  ó  diligencia.  Luego  que  tras- 
curra el  término  señalado  |)ara  la  caducidad,  el  actuario  lo  acreditará  por  dili- 
gencia y  dará  cuenta  al  juez  ó  tribunal  para  que  dicte  dé  oficio  la  providencia 
correspondiente.  Si  los  autos  hubieren  quedado  sin  curso  en  poder  de  alguna 
de  las  partes,  se  mandará  recogerlos  empleando  el  procedimiento  establecido- 
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-en  el  art.  308,  como  para  caso  análogo  se  ordena  en  el  pforafo  último  del  313;  • 
y  luego  Gue  so  recojan,  6  qu^  dé  cuenta  el  actuario  si  obran. en  su  poder,  ae 
dictará  el  auto  declarando  la  caducidad,  en  los  términos  c^uq  para  cada  caso  se 
determinan  en  los  artículos  414  y  415.  Todas  estas  actuaciones  han  de  practi- 
carse de  oficio,  sin  audiencia  de  la  partes,  aunque  notificándoles  las  resolucio- 
nes que  se  dicten,  para  que  en  su  caso  puedan  nacer  uso  de  los  recursos  que  per- 
mite el  art.  416. 

¿Deberá  darse  curso  á  los  autos  á  instancia  de  cualquiera'de  los  litigantes,  si 
se  solicita  después  de  trascurrido  el  término  para  la  caducidad,'  pero  antes  4^ 
que  se  dicte  el  auto  teñiiendo  por  abandonada  la  instancia?  Si  ambas  partes  es- 
tuvieren conformes,  no  yemos  inconveniente,  pues  siendo  dueñas  del  pleito 
pueden  rehabilitar  las  actuaciones  caducadas.  No  así  cu&iído  de  común  acuer- 
do no  manifiesten  su  conformidad,  en  razón  á  que,  realizílndose  poF  ministerio 
de  la  ley  la  caducidad  de  la  instancia,  la  ne^ligeucia  del  juez  6  tribunal  en  ha- 
cer esta  declaración  no  puede  privar  ae  ese  derecho  á  la  parte  á  quien  favores- 
ca.  For  esto  creemos  que  si  una  de  las  partes  insta  el  curso  de  los  autos  después 
de  trascurrido  el  término,  no  debe  el  juez  acceder  á  eljo  en  consideración  a  ha- 
ber caducado  "de  derecho**  la  instancia;  y  si  accede,  y  lá  parte  contri^ria  pide 
reposición,  deberá  drjar  sin  efecto  la  providencia,  y  hacer  la  declaración  de 
caducidad,  mandando  archivar  los  autos  y  lo  demás  que  corresponda»  El  actua- 
rio sería  responsable  en  tal  caso  de  las  costas  y  perjuicios  conforme  al  artículo 
301,  por  no  haber  cumplido  oportunamente  la  obligación  que  le  impone  el  413 
para  que  se  dictase  de  oficio  la  declaración  de  caducidad. 


Artículo  414. 

Si  los  autos  se  hallaren  en  primera  instancia  7  resultare  de 
ellos  que  han  trascurrido  los  cuatro  años  sin  que  ninguna  de  las 
partos  haya  instado  su  curso,  pudiendo  .hacerlo,  se  tendrá  por 
abandonada  la  acción,  7  el  Juez  mandará  archivarlos  sin  ulterior 
progreso. 

En  este  caso  serán  de  cuenta  de  cada  parte  laa  costas  causadas 
á  su  instancia. 

Artículo  415.      *      ,; 

Cuando  los  autos  se  hallaren  en  segunda  instancii^  ó^en  recurso 
de  casación,  luego  que  trascurran  los  términos  respectivos,  se 
tendrá  por  abandonado  el  recurso,  7  por  firme  la  sentencia  ape- 
lada ó  recurrida,  mandando  devolver  los  autos  al  Tribunal  ó  Juez 
inferior,  con  certificación  del  auto  en  que  se  hubiere  dicta4o  esta 
resolución,  para  los  efectos  consiguientes. 

En  estos  ca^os,  las  costas  de  la  instancia  caducada  serán  de 
cuenta  del  apelante  é  recurrente. 

Al  ordenar  estos  artículos  la  resolución  que  ha  de  dictarse  en  cada  caso,  se- 
gún el  estado  que  tenían  los  autos  cuando  se  dejaron  abandonados,  determi- 
nan los  efectos  de  la  cadacidad  de  la  instancia,  como  hemos  explicado  en  !a 
introducción  de  este  título.  Si  los  autos  se  hallaren  en  primera  instancia,  Itte^ 
go  que  trascurran  cuatro  afios  sin  que  ninguna  de  las  partes  haya  instado  99. 
curso,  el  juez  dictará  de  oficio  el  auto  teniendo  por  abandonado  el  pleito  y  man- 
dando archivar  los  autos  sin  ulterior  progreso,  siendo  de  cuenta  ae  cada  parte 
las  costas  causadas  á  su  instancia  y  las  comunes  pos  mitad,  -en  razón  á  que  las 
dos  son  responsables  de  tal  abandono.  Y  si  se  hallaren  en  segunda  instancia  6 
en  recurso  de  casación,  como  ya  existe  una  sentencia  que  ha  puesto  término  al 
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jaici*  en  Ift  instancia  anterior,  y  cuya  impuflrnación  sólo  interesa  al  recurrente, 
si  éste  no  insta  el  curse  de  lo?  autos,  trascurridos  dos  aftos  en  las  apelaciones,  y 
uno  en  los  recursos  de  casación,  al  tener  por  abandonado  el  recurso,  ha  de  de- 
clararse firme  la  sentencia  apelada  6  recubrida,  condenando  al  recurrente  en 
las  costas  de  la  instancia  caducada,  y  mandando  devolyer  lo9  auton  al  tribunal 
6  juzgado  inferior  para  los  efectos  consiguientes,  esto  es,  para  la  ejecución  de  la 
sentencia. 

£stas  resoluciones  fian  de  dictrrseen  forma  de  auto,  conforme  á  lo  prerenido 
en  el  art.  369,  por  ser  de  perjuicio  irreparable,  y  como  se  dá  por  supuesto  en  loa 
arts.  415  y  416.  Téngase  también  presente,  que  según  el  419,  la  caducidad  de  la 

Srimera  instancia  no  extingue  la  acción,  de  suerte  que  ésta  se  tiene  por  aban- 
onada  para  los  efectos  del  procedimiento,  pero  no  por  extinguida,  pudiendo 
utilizarse  entablando  nuera  demanda,  como  lo  declara  dicho  artículo:  réase  su 
comentario. 


Artículo  416. 

De  los  autos  á  que  se  refieren  los  dos  artículos  anteriores,  po- 
drá el  demandante,  apelante  ó  recurrente,  pedir  reposición  ó  su- 
plicar dentro  de  cinco  días,  si  creyere  que  se  ha  procedido  con 
equivocación  al  declarar  trascurrido  el  término  legal  en  cuya 
virtud  se  hubiere  tenido  por  caducada  la  instancia,  ó  se  hallare 
<en  el  caso  del  art.  412. 

No  podrá  fundarse  la  pretensión  en  ningún  otro  motivo. 

Artículo  417. 

Este  recurso  se  sustanciará  conforme  á  lo  prevenido  en  los  ar- 
tículos 378  y  379,  admitiéndose  al  que  pida  la  reposición  la  jus- 
tificación que  ofrezca  sobre  el  hecho  en  que  la  funde,  concedién- 
dose á  este  fin  un  plazo  que  no  podrá  exceder  de  diez  días. 

Como  el  auto  declaranvo  la  caducidad  de  la  instancia  es  de  gravamen  irrepa- 
rable por  los  efectos  que  produce,  so  autoriza  el  recurso  de  reposición  contra  el 
que  hubiese  recaído  en  primera  instancia,  y  el  de  súplica  cuando  se  dicte  en  se- 
cunda instancia  ó  en  recurso  de  casación.  Aunque  estos  casos  están  compren- 
didos en  los  arts.  877,  402  y  405,  se  repiten  aquí  para  declarar  que  sólo  podrán 
utilizarse  dichos  recursos  cuando  se  haya  procedido  con  equivocación-  al  decla- 
rar trascurrido  el  término  legal  en  cuya  virtud  se  hubiere  tenido  por  caducada 
la  instancia,  equivocación  que  resultará  de  haber  hecho  mal  el  'cómputo  ó  íi- 
quidación  de  dicho  término  á  contar  desde  la  última  notificación;  ó  cuando  no 
se  haya  tenido  presente  que  el  pleito  quedó  sin  curso  por  fuerza  mayor  ó  por 
cualquier  otra  causa  independiente  de  ia  voluntad  de  los  litigantes,  sin  que  hu- 
biera trascurrido  el  término  á  contar  desde  que  estos,  en  íh.  primera  instancia, 
el  apelante  en  la  segunda,  y  el  recurrente  en  casación,  pudieron  instar  el  curso 
de  los  autos,  que  es  el  caso  del  art.  412.  En  ningún  otro  motivo  puede  fundarse 
la  reposición  ó  la  súplica,  y  si  se  alegare  alguna  otra  causa  deberá  declararle 
de  plano,  y  sin  ulterior  recurso,  no  haber  lugar  á  proveer,  como  para  cato  aná- 
logo se  ordena  en  el  párrafo  último  del  art.  376. 

listos  recursos  han  de  interponerse  dentro  de  cinco  días,  á  contar  desde  el  gi« 
imiente  al  de  la  notificación  del  auto  declarando  la  caducidad  de  la  instaneia. 
Se  sustanciarán  conforme  á  lo  prevenido  para  el  de  reposición  en  los  artículo* 
378  y  379;  pero  recibiéndose  á  prueba,  silo  solicita  el  gue  pida  la  reposición, 
sólo  para  justificar  el  hecho  en  que  la  funde,  cuyo  término  no  puede  exceder  de 
'diez  días:  así  lo  dispone  el  art.  417. 

Contra  el  auto  resolutorio  del  recurso  de  reposición  antea  indiedde,  diCtad# 
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por  el  jues  de  primera  instancia,  podrá  apelarse  dentro  de  tercero  día,  conforme 
al  art.  380.  Contra.  los  que  dicten  las  Auaiencias,  ya  en  apelaá^n,  yá  resolTien- 
do  el  recurso  de  súplica,  podrá  utiUsarse  el  de  casación,  cnanao  declaren  la  ca- 
ducidad de  la  instancia,  porque  tienen  el  carácter  de  sentencias  definit^yas  en 
ratón  á  que  pon«i  término  al  pleito  haciendo  imposible  su  continuación:  no  asi 
cuando  declaren  no  haber  luffar  á  la  caducidad,  en  cuyo  caso  no  se  da  ulterior 
recurso,  salvo  el  de  responsabilidad,  y  también  el  de  casación  después  de  termi- 
nadle el  pleito;  todo  eerún  los  artículos  40S  y  40^  Tampoco  se  da  recurso  al^- 
Bo  contra  el  auto  del  Tribunal  Supremo,  resolutorio  del  de  súplica  ante  él  in- 
terpuesto. 

Artículo  418. 

Las  disposiciones  de  los  artículos  que  preceden  no  serán  apli- 
cables á  las  actuaciones  para  la  ejecución  de  las  sentencias  firmes. 
Estas  actuaciones  podrán  promoverse  hasta  conseguir  el  cumpli- 
miento de  la  ejecutoria,  aunque  hayan  quedado  sin  curso  durante 
los  plazos  señalados  en  el  art.  411. 

JPara  eritar  dudas,  aunque  sólo  podrían  suscitarse  por  litiirantes  de  mala  fé. 
Be  hace  en  este  artículo  la  declaración  de  que  las  disposiciones  anteriores,  relati- 
ras  á  la  caducidad  de  las  instancias,  no  son  aplicables  á  las  actuaciones  para  la 
ejecución  de  las  sentencias  firmes.  En  este  caso,  no  queda  sin  curso  el  pleito, 
que  ya  está  terminado,  sino  la  realización  del  derecho  declarado  por  la  ejecuto- 
ria, siendo  de  suponer  que  no  se  habrán  continuado  las  actuaciones  necesarias 
para  su  ejecución  por  carecer  de  bienes  el  deudor  ó  por  otra  causa  que  la  haga 
imposible.  Por  esto,  el  que  ha^  obtenido  á  su  favor  ejecutoria,  lo  mismo  en  jui- 
cio ordinario,  que  en  el  ejecutiro  ó  en  cualquiera  otro,  puede  instar  lo  condu- 
cente á  su  ejecución  y  cumplimiento  cuando  lo  crea  oportuno,  cual<^uiera  que 
sea  el  tiempo  por  d  que  hayan  quedado  sin  curso  las. actuaciones,  nuentras  la 
cosa  juze:acla  no  pierda  eu  eficacia  ó  fuerza  ejecutira  conforme  á  lasprescripcio- 
nes  del  derecho  civil.  La  ley  19.  título  22  de  la  Partida  8.*  ,  concedía  para  ello 
el  término  de  SO  años;  pero  en  la  63  de  Toro,  qué  es  la  5.*  ,  tít.  8.®  ,  libro  11 
de  la  Novísima  Recopilación,  se  declaró  que  la  acción  personal  y  la  ejecutoria 
dada  sobre  ella  se  prescribe  por  20  años,  y  por  30  la  real  ó  la  mixta. 

Artículo  419. 

La  caducidad  de  la  primera  instancia  no  extingue  la  acción^ 
la  cual  podrá  ejercitarse  de  nuevo  en  el  juicio  correspondiente, 
y  entablando  nueva  demanda,  si  no  hubiere  prescrito  con  arreglo 
á  derecho. 

Este  artículo  es  el  complemento  y  aclaración  del  414.  Sobre  la  importante  de- 
claración c^ue  en  él  se  hace  y  sus  electos,  hemos  dicho  ya  lo  conveniente  para  su 
recta  intelig^icia  en  la  introducción  de  este  título  (pág.  207]^ 

A  lo  allí  expuesto  sólo  tenemos  que  añadir  que  la  d^laración  de  ^ue  la  cadu- 
cidad de  la  primera  instancia  no  extinsfue  la  acción,  la  cual  podrá  ^'ercitarse  de 
nuevo  en  el  juicio  correspondiente,  entablando  nueva  demanda,  si  no  hubiese 
prescrito  con  arreglo  á  derecho,  está. en  armonía  con  lo  que  dispuso  la  ley  9."* , 
tít.  22  de  la  Partida  S.  *  Según  esta  ley^  cuando  el  actor,  después  dé  comenaa- 
do  el  jJeite  por  demanda  é  por  respuesta,  lo  abaldonaba  por  pereza  ó  malicio- 
samente, si  instaba  su  curso  el  demandado,  debía  el  juez  emplazar  al  actor  para 
que  viniese  á  continuarlo  yá  oír  la  sentencia.  Si  no  comparecía,  debía  ser  ab- 
BueJto  el  demandadoj  siempre  que  aquél  no  hubiere  probado  su  acción  pudiendo 
hacerlo;  pero  si  no  pudo,  o  el  juez  dudase  para  dar  su  fallo,  "entpnces,  dice  la 
ley,  puede  quitar  al  demandado  que  non  sea  tonudo  de  responder  al  djemandador. 
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tn^Tñzán  de  aqaellofi  actos  que  pasaron  por  este  plefto;  mas  non  le  debe  dar  por 
quito  de  aquetla  cosa  quel  demandaba/'^  T  aftaae  que,  en  tal  caso,  podría  des- 
pués el  actor  entablar  de  nuevo  sU  demanda  ejercitando  la  misma  acoidn,  pero 
. 'sii^  poderse  ayudar  de  niogiina  cosa  que  Aiese  escrita  en  los  actos  del  pleito 
primero,  porque  el  demandado  fué  dado  en  jnycio  por  quito  dellos." 

Bn  estos  principios  de  eduidad  y  de  justicia  se  funda  ia  disposición  que  esta- 
mos comentaiido,  para  declarar  que  la  caducidad  de  la  primera  instancia,  aun- 
que pone  término  al  procedimiento,  no  extingue  la  acción^  la  cual  prodrá  ejer- 
citarse de  nuero  en  el  ''juicio  correspondiente/'  Si  el  pruner  juicio  fiié«l  ole- 
eutiyo,  y  hubiere  presento  la  acción  ejeontira  cuando  se  «ntable  la  nuera  de- 
manda, procederá  sustanciarla  por  los  trámites  del  ordinario.  Y  como  á  la 
Tez  ordena  la  ley  que  estose  ha«ra  • 'entablando  nueva  demanda^"  claro  es 
que  el  actor  *'no  podrá  ayudarse  de  ning^una  cosa  que  fuere  escrita  ea  los 
actos  del  pleito  primero,"  como  previene  la  ley  de  Partida,  lo  cual  no  se 
opone  á  tí ue  pida  el  desgrlos?  y  entreg^a  de  los  documentofs  que  en  él  hubiere 
presentado  v  necesite  para  fundar  la  nueva  demanda.  En  él  código  de  procedi- 
miento civil  do  Bélgica,  según  el  cual  toda  instancia  prescribe  ó  caduca  por  la 
paralización  de  las  actuaciones  durante  tres  años,  se  sanciona  la  misma  doctri- 
na en  los  términos  siguientes:  ''La  prescripción  de  la  instancia  no  extingo  la 
acción,  sino  únicamente  el  procedimiento,  sin  que  pueda  oponerse  en  ningún 
caso,  ni  prevalerse  las  partes  de  acto  alguno  del  procedimiento  que  ha  pres- 
crito." 

Es  de  notar  que  la  ley  de  Partida  antes  citada  se  refiere  al  caso  en  que, 
abandonado  el  pleito  por  el  actor,  inste  su  curso  el  demandado.  Al  mismo  caso 
se  refiere  la  ley  6.^,  tít,  4.^,  libro  II  de  la  Nov.  Ree.,  y  ambas  ordenanSque  sea 
condenado  el  demandante  en  las  costas  y  peijuicios  causados  á  su  contnurlo, 
como  es  justo,  por  ser  aquél,  y  no  este,  quien  abandona  el  pleito  promovido 
por  el  mismo.  No  es  este  el  caso  ei^  que  la  nueva  ley  declara  «Mineada  de  dere- 
cho la  primera  instancia,  sino  cuando  ambas  partes  abandonan  el  curso  del 
pleitosinpraeticar  en  él  gestión  alguna  durante  cuatro  años,  y  como  las  dos 
son  culpables  de  este  abandono,  por  esto  ordena  el  art.  414,  que  en  tal  caso  se- 
rán de  cuenta  de  cada  parte  las  costas  causadas  á  su  instancia.  No  asi  cuando 
la  caducidad  tiene  lugar  en  segunda  instancia  ó  en  recuMo  de  casación,  sobre 
lo  cual  véase  el  art.  415  y  su  comentario. 


Articulo  420. 

'  En  los  pleitos  que  á  la  promulgación  de  esta  ley  se  hallen  pa- 
ralizados en  cualquiera  de  las  instancias,  se  contarán  los  térmi- 
nos señalados  en  el  art.  411  desde  el  dia  en  que,  después  de  su 
publicación,  empiece  á  regir. 

Si  estuvieren  archivados,  se  tendrá  por  caducada  de  derecho 
la  instancia  pendiente,  sin  necesidad  de  declaración  especial,  á  no 
ser  que  se  promoviere  su  curso  dentro  de  los  plazos  antedichos. 

Es  tan  evidente  el  objeto  de  este  artículo,  como  justa  la  razón  en  que  se  fun- 
da. Los  plazos  designados  en  el  art.  411  para  la  caducidad  de  la  ^  instancia  no 
podían  contarse  en  los  pleitos  que  se  nallaban  paralizados  al  publicarse  la  nue- 
va ley  de  Enjuiciamiento  civil  sino  desde  la  fecha  en  que  ésta  empezó  á  regir, 
porque  antes  no  existía  tal  caducidad.  Según  el  art.  2.^  del  Beal  decreto  Se  3 
de  Febrero  de  1881.  esa  fecha  fué  la  de  IP  de  Abril  de  aquel  afio,  y  por  consi- 
guiente en  igual  día  de  1885  concIu:^eron  los  cuatro  afios  que  el  artículo  citado 
establece  para  la  caducidad  de  la  primera  instancia.  T  como  este  es^  el  término 
más  largo,  ya  no  puede  promoverse  el  curso  de  ninguno  de  les  pleitos  que  se 
hallaban  paralizados  cuando  se  publicó  la  nueva  ley. 

A  fin  de  evitar  gastos,  se  ordena  en  este  mismo  artículo,  que  en  los  pleitos 
que  estaban  ya  paralizados  cuando  se  publicó  la  le]r»  si  se  haUaban  archivados 
y  no  se  promovió  su  corso  dentro  del  plaza  respectivo,  luego  que  éste  trascurra 
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se  tendrá  por  cadueada  "de  derecho"  la  iostancia  pendiente,  ''sm  necesidad  dé 
declaración  especial."  De  eete  modo  se  dan  por  terminados  para  los  efectos  ^& 
se  establecen  en  los  artículos  414  y  415,  sin  necesidad  de  sacarlos  del  archivo 
ni  de  dictar  en  ellos  providencia  alguna.  No  así  respecto  de  los  que  se  cpnser- 
Taran  en  las  escribanías  ó^  en  poder  de  las  partes,  en  los  cuales  es  necesario  dic- 
tar la  resolución  que  previenen  dichos  artículos,  á  cuyo  6n  el  actuario  deberá 
eumplir  la  obligación  que  le  impone  el  art.  413,  en  la  ferma  que  hemos  expues- 
to al  comentarlo. 

Que  la  declaración  de  caducidad  debe  hacerse  por  el  juez  ó  tribunal  que  co- 
nozca de  la  instancia  caducada  es  un  punto  indiscutible:  pero  se  nos  ha  consul- 
tado un  caso  de  duda,  y  como  pueden  ocurrir  otros  análosros,  diremos  nuestra 
opinión,  fil  caso  es  el  silente: — Admitida  en  ambos  electos  la  aipelación  de 
una  sentencia,  no  se  remitieron  los  autos  al  tribunal  superior  por  dificultades , 
aue  no  allanó  el  apelante,  para  hacer  la  notificación  y  emplazamiento  de  una 
ae  las  partes,  y  quedaron  los  autos  sin  curso  en  el  juzgado  de  primera  instan- 
cia. ¿Quién  debe  hacer  en  este  caso  dicha  declaración?  En  rigor,  no^  i>uede  ha- 
cerla el  juez  jorque  quedó  en  suspenso  su  jurisdicción  desde  que  admitió  la  ape- 
lación en  ambos  efectos,  y  tampoco  la  Audiencia  por  no  haber  tomado  conoci- 
miento de  los  autos.  Veamos  el  medio  de  salir  del  conflicto  con  sujeción  á  lo 
que  la  misma  ley  ordena. 

^  Si  se  archivaron  los  autos,  como  debe  hacerse  luego  que  trascurran  tres  años 
sin  que  les  promuevan  las  partes,  y  es  de  práctica  fundada  en  el  art.  144  de  las 
ordenanzas  de  las  Audiencias,  el  párrafo  2P  del  art.  420  aue  estamos  comen- 
tando resuelve  la  dificultad:  ae  derecho,  y  sin  necesidad  de  declaración  especial, 
89  tendrá  por  ca^upada  la  instancia  pendiente;  pero  si  no  estaban  archivados, 
correepoiáerá  al  juez  de  primera  instancia  hacer  dicha  declaración  luego  que 
trascurran  los  cuatro  años.  Kos  fundamos  para  esto  en  que  el  abandono  del 
apelante  supone  el  desistimiento  tácito  de  la  apelación,  y  el  art.  400  autoriz» 
al  juez  para  admitirlo,  siempre  que  se  verifique  antes  de  remitirse  los  autos  aI 
tribunal  superior.  En  el  caso  supuesto,  los  autos  se  hallaban  en  el  juzgado  de 
primera  instancia,  y  solo  en  ól  puede  hacerse  la  declaración  de  caducidad,  pa- 
ra lo  cual  en  virtud  del  abandono  de  la  apelación  recolara  la  jurisdicción  que 
tenía  en  suspenso.  En  tales  casos,  la  caducidad  producirá  el  efecto  que  se  de- 
termina en  el  art.  415:  se  tendrá  por  firme  la  sentencia  apelada  reléete  de  los^ 
litigantes  á  quienes  se  notificó  oportunamente;  y  como  no  jpuede  causar  perjui- 
cio á  la  parte  á  quien  no  hubiese  sido  notificada,  será  preciso  hacerle  en  forma, 
la  notificación  y  concederle  los  recursos  que  permite  la  ley. 
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TITULO  UNDÉCIMO. 


DE  LA  TASACIÓN  DE  COSTAS. 
I. 

"Consideraciones  generales," — Por  refala  general  no  debe  practicarse  tasación 
de  costas  sino  después  de  haber  recaido  un  auto  ó  sentencia  firme  condenando 
al  pago  de  las  mismas  á  cualquiera  de  los  litigantes,  como  se^  deduce  del  artícu- 
lo 421.  Y  decimos  "por  regla  general,"  porque  puede  ocurrir  que,  sin  mediar 
dicha  condena,  por  aadas  o  cuesciones  sobre  la  importancia  de  las  costas,  cuyo 
poso  sea  de  cuenta  de  una  de  l.^s  partes,  pida  ^sta  que  se  tasen  y  regulen  judi- 
cialmente á  su  costa,  6  lo  pida  quien  tenga  derecho  á  exigirlas,  en  cuyos  casos 
no  puede  haber  inconyeniente  en  accedar  á  esta  pretensión,  en  razón  á  que  no 
lo  prohibe  la  ley,  é  interesa  á  la  justicia  que  no  se  cometan  abusos  en  la  exac- 
ción de  colstfks,  j  que  se  paguen  á  quien  se  deban.  Fuera  de  estos  casos,  el  orden 
natural  de  los  procedimientos  exige  que  recaiga  primero  una  ejecutoria  ó  reso- 
lución firme  condenando  á  una  de  las  partes  arpago  de  las  costas  causadas  á  la 
cobtraria,  y  qu^  so  proceda  después  á  la  tasación  como  medio  de  ejecutar  el  fa- 
llo, para  fijar  la  cuantía  que  haya  de  exigirse  por  tal  concepto;  de  suerte  que  á 
la  tasación  ha  de  preceder  la  condena. 

En  el  presente  título  sólo  se  trata  de  la  tasación  de  costas,  refundiéndose  en  los 
nueve  artículos  que  comprende,  con  las  modificaciones  que  haremos  notar  al  co- 
mentarlps,  los  cuatro  de  la  ley  de  1855,  del  78  al  81,  dedicados  á  esta  materia. 
También  se  daba  por  supuesto  en  aquella  ley  que  á  la  tasación  debía  preceder  la 
condena,  pero  no  se  dictó  regla  alguna  de  aplicación  general  para  determinar  los 
casos  en  que  debía  retíaer  dicha  condena,  acaso  por  considerarlo  de  la  competen- 
cia del  código  civil,  al  cuat  corresponde  definir  los  derechos  y  obligaciones ;  y  se 
limitó  á  designar  los  c&sos  particulares  en  que  han  de  imponerse  las  epatas  á 
una  de  las  partes,  ya  en  pena  de  su  temeridad,  va  por  yía  de  indemnización  á  la 
contraria.  Lo  misólo  se  na  hecho  en  Ja  nueya  ley,  en  razón  á  que  en  la  de  ba- 
ses para  la  reforma  no  se  autorizó  al  Gobierno  para  hacer  sobre  este  punto  mo- 
dificación al^na,  y^  bastaban  las  reglas  de  jurisprudencia  adoptadas  conforme 
"á  la  legislación  antigua. 

Por  la  relación  que  tiene  coii  la  materia  de  que  se  trata  en  el  presente  título, 

Ír  como  comi>lemento  de  la  mi»ma,  creemos  conyeniente  exponer  en  este  lu^ar 
o  ^ue  se  entiende  por  costas,  ó  cuáles  sean  los  gastos  del  juicio  que  han  de  in- 
cluirse en  Ja  tasacióiji,  y  las  reglas  generales  á  que  ha  de  sujetarse  la  condena^ 
de  bostas  en  loi  casos  no  oeterminados  expresamente  en  la  ley. 

11. 

"Definición  de  fats  costas.''-^— Se  comprenden  bajo  el  nombre  dé  "eostas^*  todo» 
Io0  gastos  que  se  ocasionan  en  la  snstaticiación  de  un  pleito  ó  de  cualquier  asnn» 
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to  judicial,  de  saerte  qae  se  incluyen  en  ellas  no  sólo  los  derechos  que  dereí». 
^n  los  funcionarios  que  los  tienen  determinados  en  los  aranceles  judiciales, 
•como  son  los  auxiliares  j  subalternos  de  los  jnigados  y  tribunales,  sino  también 
los  honorarios  de  los  abogados  y  de  los  peritos  que  no  están«njetos  ¿  arancel,  el 
importe  del  papel  sellado  y  los  demás  gastos  ¿  que  da  ocasión  el  negocio  dentro 
de  los  mismos  autos. 

Así,  pues,  cuando  un  litigante  es  condenado  en  las  costas,  se  entiende  que  lo 
ha  sido  en  todos  los  gastos  ocasionados  á  la  parte  contraria  en  las  düerentee  ac- 
tuaciones practicadas  por  toda  clase  de  funcionarios  que  hayan  interrenido  en 
el  pleito:  mas  no  van  comprendidos  en  ellas  la  indemnización  de  peijuiciosy  el 
pago  de  frutos  6  intereses,  porque  esto  reouiere  una  determinaaón  especial,  con- 
forme al  artículo  860,  y  su  regulación  se  hace  de  modo  diferente  al  establecido 
para  las  costas. 

Por  regla  general,  todas  las  costas  que  se  ocasionen  en  cualqufer  diligencia 
que  se  ejecute  en  juicio,  son  de  cuenta  de  la  parte  aue  la  pida  mientras  no  se  de- 
termine en  la  sentencia  defínitiya  cuál  es  la  que  deba  pagarlas.  Este  era  el  prin- 
cipio que  reconocía  la  antigua  jurispruaencia,  co*i8Ígnado  también  en  el  nume- 


i  pagar  las  causadas  á  su  instancia,  y  las  comunes  por  i _ 

Sroporción  que  corresponda,  si  son  más  de  dos  las  partes  litigantes.  'Y  como  Cw 
a  parte  esta  obligada  á  pagar  sus  costas,  por  esto  la  condena  se  entiende  de  laa 
^causadas  á  la  contraria. 

III. 

"Be||[la8  para  la  condena  de  costas.''— Cuando  la  ley  ordena  expresamente 
que  se  impongan  las  costas  al  litigante  rencido,  como  sucede  en  los  casos  de  ios- 
artículos  31,  211,  916. 1,474, 1,657, 1,748  y  otros,  es  ineludible  la  condena,  pues 
los  tribunales  no  pueden  prescindir,  bajo  su  responsabilidad,  de  dar  cumpli- 
miento á  lo  que  manda  la  ley.  Pero  en  los  juicios  dedaratíros  y  en  ^los  demáier 
casos^  para  los  cuales  nada  se  ha  establecido  ezpresamei^te  en  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento ciril,  la  condena  de  costas  se  rige,  en  la  primera  instancia  jpor  la  ley 
S.  ^,  tít.  22  de  ia  Part.  3.  <",  y  en  la  segunda,  por  las  leyes  27,  título  23 de  dich|i 
Partida  y  2.  ^  ^  3.  ^,  tít.  19,  lib.  11  de  la  Ñor.  B'ecop.,  según  repetidas  decla- 
raciones del  Tribunal  Supremo  (1).  Yeamos  lo  aue  disponen  dichas  lejres  y  la 
jurisprudencia  establecida  de  conformidad  con  ellas,  lo  cual  nos  conducirá  á  fí-* 
jar  las  reglas  para  la  condenación  de  costas,  así  en  la  primera  como  en  la  se- 
gunda instancia,  en  los  casos  no  determinados  expresamente  por  la  ley. 

"Costas  de  primera  instancia."— Ley  8.  *,  tít.  22  de  la  Partida  3.  ^,  única 
«plicable  á  las  costas  de  primera  instancia  en  les  juicios  declaratiros,  come  he- 
mos dicho,  después  de  exponer,  en  justificación  de  su  parte  dispositita,  que  me- 
recen pena  los  que  promueren  pleitos  maliciosamente  y  sin  derecho,  porque  mo- 
lestan sin  razón  á  sus  contrarios,  ocasionándoles  grandes  costas  y  gastos,  afiade: 
"£  por  ende  decimos,  que  los  que  en  esta  manera  facen.deniandas,  ó  se  defienden 
contra  otro,  non  habiendo  derecha  razón  por  que  lo  deban  facer,  que  noii  tan 
solamente  debe  el  juzgador  dar  por  rencido  en  su  pleito,  en  el  juicio  de  la  de- 
manda, al  que  lo  fíciere,  más  aun  lo  debe  dondenar  en  las  costas  que  fizo  la  otra 
parte  por  razón  del  pleito.  Empero,  si  el  Juetf  entendiere  que  el  rencido  se  mo^ 
riera  por  alguna  derecha  razón  para  demandar  ó  defender  su  pleite„  non  ha  por  * 
qué  le  mantuir  qué  peche  las  costas."  Consecuencias  deducidas  de  ecÁa  ley  por  el 
Tribunal  Supremo,  que  constituyen  laé  r^lkts  dé  jurisprudencia  i  qjue  ha  desa-^ 
^bordinarse  esta  materia: 

1.  **  Que  dicha  ley  exige  para  la  condenación  de  Costas  etf  la.pMÉiera  instan^ 
•cia  que  sea  malich>sa  la  demanda,  ó  que  el  litiginte,  ya'  sea  ader  ó  demandado, 
carezca  de  razón  derecha  ó  proceda  con  temeridad;  y  que  cenesponde  al  Tribu-, 
nal  sentenciador  apreciar  y  calificar  estát  circunstancias  poft^  «eenltade  dolo& 

(1)  Pueden,  rerse  las  sentencia  d«  16  y  27  de  Junio  de  M6¡^r3ft  de  DtdMubio- 
de  1669.18  de  Abril  de  187¿,  13  de  Mayo  de  1373. 10  de  Aira»  de.l88l«  1&  do^ 
Junio  de  1883,  y  otras  muchas  en  que  se  haoé  dicha  der|MwMtfm> 
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4iutos,  como  cuestión  de  hecho  para  aquel  efecto  (1).  De  lo  cual  se  deduce,  7  lo 
demuestran  las  resoluciones  del  mismo  Tribunal  Supremo,  que  no  puede  prospe- 
rar el  recurso  de  casación  contra  dicha  condena  de  costas  cuando  se  impugna  la 
apreciación  de  la  Sala  sentenciadora  sobre  la  temeridad  ó  mala  fé  del  litigante, 
á  no  ser  que  se  funde  en  que  ha  sido  hecha  con  error  de  derecho,  citando  la  ley- 
infringida,  ó  con  error  de  hecho  que  resulte  de  documentos  ó  actos  auténticos 
que  demuestren  la  equivocación  eyidente  del  juzgador,  como  respecto  de  la  apre- 
ciación de  las  pruebas  se  previene  en  el  núm.  7  del  art.  1692, 

2.  ^  Que  sólo  el  que  es  yencido  «n  el  juicio  puede  ser  condenado  en  las  costas 
de  la  primera  instancia,  no  el  rencedor,  aunque  únicamente  lo  sea  en  parte  de 
«US  pretensiones,  pues  el  que  se  halla  en  este  caso  ha  tenido  razón  derecha  para 
litigfir:  podrá  serlo,  conforme  á  la  ley  43,  tít.  2.  ^  de  la  Partida  3.  ^,  en  las  cos- 
tas que  hubiere  causado  á  su  contrario  con  motivo  de  la  plu9-|)etición,  ó  *'por 
razón  de  aquello  que  le  demandaron  demás,''  como  dice  dicha  ley;  pero  no  en 
todas  las  del  pleito  (2). 

"Costas  de  segunda  instancia."— La  lev  27,  tít.  23  de  la  Partida  3.  *,  después 
de  ordenar  lo  q¡VLe  ha  de  hacer  el  Mayoral  ó  tribunal  de  alzada  para  sustanciar 
la  apelación,  dice:  *'E  si  faltarequerel  juicio  fué  dado  derechamente,  develo  con- 
firmar, é  condenar  á  la  parte  que  se  alzó,  en  las  costas  que  su  contendor  fizo,  se- 
^n  es  costumbre  de  nuestra  dórte ;  pero quando  el  primero  juicio  se  re- 
voca, non  debe  pechar  Costas  ninguna  de  las  nartes."  £1  mismo  precepto  con- 
tiene la  ley  2.  ^,  tít.  19,  libro  11  de  la  Noy.  fiécop.,  tomada  del  Fuero  Beal,  y 
«e  confirma  en  la  3.  *  del  propio  título  mandando  <^ue  'Uas  Justicias  hagan  en 
apelación  condenación  de  costas,  salvo  si  las  sentencias  se  dieren  con  aditamen- 
to y  moderación."  Estas  son  las  leyes  que  hoy  rigen  para  la  condenación  de 
costas  en  la  segunda  instancia,  ñiera  de  los  casos  expresaméiite  determinados 
«Da  la  de  Enjuiciamiento  civil,  y  de  acuerdo  con  ellas  la  jurisprudencia  constan- 
te del  Tribunal  Supremb  ha  establecido  las  regidas  siguientes: 

1.  *  Siempre  que  tíe  confirme  en  todas  sus  partes  la  sentencia  apelada,  debe 
«er  condenado  el  apelaiitb  en  las  costas  de  la  séguúda  instancia:  de  oti'ó  modo  íse 
infringen  dichus  leyes  y  procede  la  casación  de  la  sentencia  en  ese  ektremo  (3). 

2.  <"  Caando  él  filio  de  Segunda  instanéia  sek  revoéatoriodel  de  primera,  nin- 
|funa  de  las  partes  debe  d^r  costas  á  la  contraria,  ni,  ser  condenada  {>or  tanto  en 
ha  de  la  apetttcüón.  Procedería  la  casáéión  de  la  sentencia,  por  ihfracción  de  las 
leyes  antes  citadas,  si  revocáúdoÉie  la  de 'primera  instancia  bn  todo  ó  en  parte, 
üUnque  sólo  ^sea  en  cuanto  á  lab  obstas,  Ée  imptisieriBiii  las  de  la  segunda  instan- 
tía  a  uno  de  los  litigantes  (4). 

8.  <^  £1  apelátiile  tfo  detté  ser  «Dudenado  en  l&scóisitás  de  la  Segunda  instancis, 
cuando  se  haga  l^n  )a- sentencia  algúii  '*áditaiHeiito  ó  moder&ción"  que  le  sea  fa- 
vorable, aunque  en  lo  demás  se  confirtáe  la  apelá^t  nb  así  cuando  él  '*adita^ 
mente"  le  peijudique  V  agrave  su  situación,  aumentando  su  responsabilidad, 


(1)  S^tencias  del  Tribunal  Supremo  de  27  de  JE^ebnero  de  1861, 9  de  Eneco  de 
JS2, 4  de  Enero  de  1866,  4  de  Octubre  de  1869, 11  de  Febtero  de  1874^  K)  de 
1  arzo  de  1881, 1$  de  Diciembre  de  1883,  y  otras  muchas. 

(2)  Sentencias  del  Tribunal  Buj^reno  de  4  de  Abril  de  |1874, 18  d^  Abril  de 
1881  y  otras,  fin  el  último  cottiiderimdo  de  la  segunda  le  eetabléee,  "Iqüe  si  bien 
es  de  la  competencia  úb  los  jueceb  apreciar,  lüara  fa  impbsieión  de  costas  en  la 
primera  instancia,  la  buena  ó  mala  fé  de  tb«  litigai^s,  esta  apreciación  tiene 
^e  limitar^  con  mrreglo  á  la  ley  8.  *  tít.  ¿2,  Partida  3. ' ,  ni  vencido  en  jui- 
eio;  y  por  ello,  al  condenar  á  los  demandantes  (se  accedió  en, parte  á  su  deman- 
da) en  "todas",  las  costa»  de  prímeiíi  in6ta¿cia,  r^por  éofiéigtuente  también  en 
fam  de  la  c^rté  del  pleito' en  boeé  hén  sido  vettoédores,  infrhfgé  la  sentencia  la  tí- 
tiida%r*" 

(8)  Sentenciiks  del  Tribunal  Suprema  de  22  de  Enero  de.  1$^.  S / 
-'-  -  ^     -ñero,  28  de  ^anoflíi'WkMfle  irfri.  1.^  T 


aé, I$67,  27  ■&  Enero,  _     ..  ,   _ 

1872, 10  de  Máifzo  de  I8I81  y  (^rás  hiuchas.  , 

'  (41  g^ntencias.de  2bde  Hayoie  1864*^0  áe£iíérÓ74^j^  líoviembi»  de  l^S^ 
11  de  Mayo  y  28  dé  Joñib  de  Í871, 13  3e  Julio  y  6  de  Diciembre  de  1880  y  otras. 
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porque  en  ette  caso  resulta  que  se  wltó  sin  razón  derecha/ 7  debe  ser  condenado 
en  las  costas  (1). 

4,  ^  El  apelado  no  debe  ser  condenado  en  ningún  caso  en  las  costas  de  la  se- 
cunda instancia,  conforme  á  la  inteligencia  dada  por  el  Tribunal  Supremo  á  las 
leyes  antes  citadas,  aunque  se  adhiera  en  ella  á  la  apelación,  en  razón  á  que  e« 
Horado  á  dicha  instancia  contra  su  Toluntad  para  sostener  la  decisión  favorable 
^ue  había  obtenido  en  la  primera,  y  no  puede  ser  calificado  de  litigante  temera- 
rio; y  por  el  hecho  de  adnerirse  á  la  apelación  no  adquiere  el  carácter  de  ape- 
lante para  los  efectos  legales  acerca  de  la  condenación  de  costas  de  la  segunda 
instancia,  las  que  debe  pagar  el  que  interpuso  la  apelación  y  dio  lugar  á  todos 
estos  procedimientos,  si  no  consigue  la  rerócación  de  la  sentencia  apelada,  ni 
aditamento  que  le  sea  farorable.  Podrá  la  Sala  sentenciadora  imponer  al  apela- 
do todas  las  costas  de  la  primera  instancia,  si  estima  que  procedió  con  temeri- 
dad ó  mala  fé,  y  fuó  ese  punto  objeto  de  la  apelación;  oero,  aunque  sea  yencido 
en  la  segunda,  no  puede  imponerle  las  costas  de  la  misma,  y  si  se  le  imponen, 
procede  la  casación  de  la  sentencia  por  infracción  de  las  leyes  antes  citadas  (2). 

5.  *  Cuando  son  a])elante8  ambas  partes,  cada  una  de  ellas  debe  satisfacer  las 
costas  de  la  segunda  instancia  á  que  haya  dado  lugar  y  le  correspondan  confor- 
me á  las  reglas  anteriores;  v  si  en  til  caso  es  condenada  una  sola  de  las  partee 
en  *'todas"  las  costas,  se  infringen  las  leyes  antes  citadas  y  procede  la  casación 
de  la  sentencia  en  ese  extremo  (3}. 

Las  reglas  expuestas  para  la  condena  de  costas  son  aplicables  á  toda  clase  de 
litigantes,  sean  indiríduos  ó  entidades  jurídicas,  incluso  el  £ttado.  Los  aue  go- 
zan del  beneficio  de  la  defensa  por  pobre  no  están  exentos  de  la  condena  de  cos- 
tas, cuando  proceda,  como  se  deduce  del  art.  36.  £1  Tribunal  Supremo  tiene 
hecha  una  importante  declaración  sobre  este  punto.  Seguido  pleito  ordinario 
por  el  Ministerio  fiscal  á  nombre  del  Estado  sobr^  pago  de  réditos  de  un  censo, 
fué  absuelto  el  demandado,  cuya  sentencia  fué  confirmada  por  la  Audiencia  con 
las  costas  al  apelante,  que  lo  había  sido  dicho  Ministerio.  Este  interpuso  re- 
curso de  casación,  entre  otros  motiyos,  porque  habiendo  apelado  en  cumpli- 
miento del  deber  que  le  impone  el  nüm.  5  del  art.  842  de  la  ley  orgánica  del  ro« 
der  judicial,  no  podía  suponerse  la  mala  íé,  que  es  el  fundamento  cardinal  de  la 
condena  de  cortas,  ^  cito  como  infringidas,  al  condenarle  en  las  de  la  segunda 
instancia,  la  disposición  antes  citada,  la  ley  8.  ^,  tít.  ^,  Part.  3.  *  y  la  2.  ^ 
tít.  19,  lib.  11  de  la  Ñor.  Bec.  Y  el  Tribunal  Supremo,  en  sentencia  de  26  de 
Hayo  de  1880,  declaró  no  haber  lugar  al  recurso,  fundándose,  para  desestimar 
dicho  motiro,  en  que,  "como  tiene  declarado  el  mismo  Tribunal,  las  leyes  que 
tratan  de  la  condena  de  costas  son  de  carácter  general,  y  contienen  preceptofl 
absolutos,  por  lo  que  no  pueden  establecerse  excepciones  en  favor  de  la  persona- 
lidad jurídica  del  Estado,  representado  por  el  Ministerio  fiscal,"  y  por  consi- 
guiente tampoco  en  favor  de  otra  alguna. 

iv; 

"Becursos  contra  ln  condena  de  costas."— Como  esta  condena  es  fdempre  ac- 
cesoria de  la  cuestión  ventilada  en  el  pleito  ó  incidente  á  que  se  refiera,  proce- 
derán contra  ella  los  recursos  ordinarios  que  permite  la  ley  contra  las  resolu- 
ciones judiciales,  segón  su  naturaleza,  aun  en  el  caso  d^  que.  conformándose  la 
pajrte  con  los  demás  extremos  de  la  resolución,  la  condenación  de  costas  sea  el 
objeto  único  del  recurso.  Así  es,  que  podrán  utilizarse  los  de  reposición  y  apela- 
ción, ó  el  de  apelación  solamente,  segfun  los  casos,  conforme  á  los  artículos  377, 
S80  y  882,  si  se  hubieren  impuesto  las  costas  en  una  proridencia,  auto  ó  senten* 

<1)  Sentencias  de  12  de  Mayo  de  1800,  9  de  Noviembre  de  1861, 12  de  Diciem- 
bre de  1864, 19  de  Enero,  12  de  Octubre  7  5  de  IMciembre  de  1866,  22  de  M}»rie 
de  1870, 13  de  Febrero  de  1871, 18  de  Marzo  y  27  de  Mayo  de  1672, 9  de  Diciem- 
bre de  1873  y  otras. 

(2)  Sentencias  de  15  de  Diciembre  de  1860, 28  de  Enero  de  186^,  6  de  Junio  de 
1868.  16  de  Junio  de  1865, 12  de  Abril  de  1866, 14  de  Mareo  de  1870, 4  de  Jillio 
4e  1874, 11  de  Migro  de  1880. 11  de  Febrero  de  1882  7  otras. 

<»)  Béntenme  de  11  de  Febrero  de  1882, 6  de  mrero  7  13  de  Abril  de  1883. 
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CÍA  del  juez  de  primera  insUneia»  7  el  de  súplica  que  eoDceden  loa  artíeoloa  402: 
y  405,  cuando  se  imponffan  en  la  resolución  de  un  incidente  promoride  ante  la 
Audiencia  6  el  TribunaTSupremo. 

"¿Procederá  el  recurso  de  casación  contra  la  condena  de  costas"  impuesta  por 
la  Audiencia  en  sentencia  definitiva,  6  en  otra  resolución  que  teng^a  ese  concepto? 
Desde  que  por  la  ley  prorisional  sobre  reforma  de  la  casación  ciril,  de  18  de 
Junio  de  1870,  se  confirió  á  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  la  facultad^ 
de  admitir  los  recursos  por  infracción  de  ley  que  antes  tenían  las  Audiencias, 
se  estableció  la  jurisprudencia  de  **ser  improcedente  el  recurso  de  casación, 
cuando  se  interpone  únicamente  sobre  la  condenación  de  contas."  Así  lo  consig- 
nó dicha  Sala  en  c^  último  considerando  de  su  auto  de  13  de  Febrero  de  1871  y 
repitió  la  misma  doctrina  en  los  de  4  de  Octubre  de  dicho  año, .18  de  Abril,  2  de 
Octubre,  2  y  24  de  Diciembre  de  1872  y  en  otros  posteriores,  para  declarar  i^or 
ese  motivo  no  haber  lug^ar  á  la  admisión  del  recurso.  Y  aunque  se  dijo  también 
en  dichos  autos,  y  se  consignó  en  la  sentencia  de  31  de  Diciembre  de  1870,  resol- 
riendo  una  apelación,  que  esa  era  la  jurisprudencia  constante  del  Tribunal  Su- 
premo, es  lo  cierto  que  con  anterioridad  se  habían  resuelto  recursos  dirigidos 
solamente  contra  la  condena  de  costas,  uno  de  ellos  el  de  la  sentencia  de  la  mis- 
ma Sala  de  4  de  Octubre  de  1869. 

De  la  doctrina  con8Í|:nada  en  las  sentencias  anteriores  á  la  reforma  de  1870- 
se  deduce,  á  nuestro  juicio,  que  la  jurisprudencia  establecida  hasta  entonces  por 
el  Tribunal  Supremo  fué  la  de  ser  improcedente  por  rcffla  general,  y  salvo  el 
caso  (le  infracción  de  ley.  el  recurso  cíe  casación  contra  la  condenación  de  *'cos- 
tas  de  la  primera  instancia,"  en  razón  á  que,  estando  subordinada  esta  condena^ 
á  la  apreciación  sobre  la  temeridad  y  maja  fé  del  litigante  vencido,  y  siendo  es- 
ta apreciación  de  la  exclusiva  competencia  del  tribunal  sentenciador  como  cues- 
tión de  hecho,  á  ella  tenía  que  sujetarse  el  Supremo,  y  no  pedía  por  consiguiente 
prosperar  el  recurso:  no  así  respecto  de  las  **costas  de  la  segunda  instancia/' 
por  determinar  la  ley  los  casos  en  que  han  de  imponerse.  Esta  distinción  puede 
verse  en  multitud  de  sentencias,  algunas  de  las  cuales  hemos  citado  anterior- 
mente, y  esa  fué  la  jurisprudencia  constante  del  Tribunal  Supremo;  jurispru- 
dencia que  aun  está  vigente,  aunque  con  la  modificación  que  luego  indicaremos. 
FijBro  no  se  estableció  en  absoluto  la  de  ser  improcedente  el  recurso  contra  la 
condenación  de  costas,  si  á  la  vez  no  se  interpone  sobre  el  fondo  del  ];)leito:  es- 
ta jurisprudencia  nació  con  la  reforma  citada  de  1870,  como  hemos  indicado. 

De  todos  modos,  tal  jurisprudencia  ha  dejado  de  existir  por  ser  incompatible 
con  las  disposiciones  de  la  nueva  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  En  su  art.  1729^ 
ae  determinan  taxativamente  los  casos  en  que  lia  de  declararse  no  haber  lugar 
á  la  admisión  del  recurso,  y  como  entre  ellos  no  se  menciona,  pi  está  compren- 
dido implícitamente  el  que  se  había  introducido  por  dicha  jurisprudencia,  ha 
quedado  ésta  sin  efecto,  y  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  no  puede  pres- 
cindir de  admitir  el  recurso  que  se  interponga  solamente  sobre  la  condenación 
de  costas,  siempre  que  concurran  los  demás  requisitos  legales;  y  admitido,  tiene 
también  la  Sala  primera  el  deber  de  decidirlo,  como  ha  ocurrido  ya  y  puede  verse 
en  las  sent^cias  de  15  de  Diciembre  de  1883  y  26  de  Abril  de  1884.  'Los  recur^ 
sos  resueltos  por  estas  sentencias  se  interpusieron  únicamente  sobre  la  conde- 
jiación  de  costas. 

Queda,  pues,  demostrado  que  procede  el  recurso  de  casación  contra  la  conde- 
na de  costas»  aunque  se  limite  á  éstas  y  no  se  interponga  sobre  el  fondo  del 
pleito,  siempre  que  la  resolución  en  que  se  imponpran  sea  susceptible  de  dicho 
zecuiso.  Si  ésta  ne  tiene  el  concepto  de  definitiva,  ó  ha  recaído  en  alguno  de 
lea  juicio»  ó  incidentes  en  que  43onforme  á  loe  artículos  11194  y  1695  no  se  áfí  te- 
«arso  do  catación  por  infracción  de  le;r<  claro  es  que  tampoco  puede  admitirse 
letpecto  de  las  costas,  porque  la  prohibicióii  es  absoluta,  y  na  había  de  ser  de 
«Muer  condición  lo  accesorio  que  lo  principal.  Pero  si  la  resolución  es  suscep- 
tíhle  del  recurso,  no  hay  razón  para  rechazarlo  porque  se  refiera  sólo  á  las  cos- 
tea, puesto  que  la  ley  y  la  jurlaprudencia,  de  acuerdo  oon  di  sentido  común,  per- 
miten oonformarpe eoB la  sentencia  en  lamparte  q«e  favoreaca  ó «e  considere 
jnata  y  reclamar  contra  lo  que  perjudique  y  se  crea  contrario  á  la  loy.  ^0  son* 
raros  los  casos  en  que  las  oostas  son  de  tanta  ó  más  importancia  que  la  cuestión* 
principa^  y  aeaao  se  haya  tenido  esto  presente  y  el  gravamen  que  llevan  conal-- 
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^o  para  permitir  el  recargo  sih  la  limitacién  antes  indicada,  eomo  se  ha  permi- 
tido siempre  respecto  de  loé  intereses,  fmt«s  y  peijuicios,  aue  por  reiría  general 
son  nn  accesorio  6  consecuencia  de  la  cuestión  ptíflcipál  del  pleito,  como  lo  son 
laaooataa. 

Bn  cuanto  á  la  distinción  de  la  antigua  lunspmdeheia  entre  costas  de  pri- 
mera 7  de  segunda  instanoiaj  ya  hemos  dicho  ciue  la  creemos  subsistente  con 
uba  modificación.  Esta  consiste  en  la  aplicación  que  debe  hacerse  del  número 
9.  ^  del  artículo  1829  antes  citado,  cuando  el  recurso  se  dirija  contra  la  apre- 
áación  de  la  buena  ó  mala  fé  del  litigante  rencido,  hecha  por  el  tribunal  sen- 
tenciadorpara  el  efecto  de  la  condena  de  costas  de  la  primera  instancia:  como  en 
esto  caso  se  refiere  á  la  apreciación  de  las  pruebas,  no  podrá  admitirse  el  recur- 
so, á  no  ser  qt^e  esté  comprendido  en  el  número  7.  ^  del  art.  1692,  esto  es,  que 
se  funde,  como  ya  hemos  dicho,  en  que  tal  apreciación  ha  sido  hecha  con  error 
de  derecho,  citando  la  ley  ó  doctrina  legal  que  se  crea  infringida,  ó  con  error 
de  hecho  que  resulte  de  documentos  ó  actos  auténticos  obrantes  en  los  autos, 
oon  los  cuales  se  demuestre  la  equirocación  eridente  del  juigador.  De  este  mo- 
do ÍMNlrá  ser. admitido  y  prosperar  el  recurso,  que  antes  era  rechazado  en  abso- 
luto por  considerar  de  la  competencia  exclusiya  del  tribunal  sentenciador  la 
apreciación  de  la  buena  ó  mala  fé  del  litigante;  apreciación  que  hoy  puede  ser 
impugnada  en  la  forma  expuesta. 

Pasemos  ya  al  examen  de  los  artículos,  en  los  cuales,  supuesta  la  condena, 
se  determina  ol  procedimiento  para  la  tasación  y  regulación  de  las  costas,  y 
aprobación  de  estas  operaciones,  aue  ha  de  prec^er  i  su  exacción  por  la  ría  de 
apremio.  Y  como  lo  que  en  ellos  se  dispone  se  aplica  diariamente  sin  difi- 
cultades en  la  práctica,  nos  limitaremos  á  llamar  la  atención  sobre  las  modifi- 
caciones que  se  han  hecho  en  la  legislación  anterior,  para  que  puedan  ser  eje- 
cutadas conforme  á  la  letra  y  espíritu  de  la  ley. 

Artículo  421. 

Cuando  hubiere  condena  de  costas,  luego  que  sea  ejecutoria)  se 
procederá  á  la  exacción  de  las  mismas  por  la  vía  de  apremio, 
préyia  su  tasación,  si  la  parte  condenada  no  las  hubiere  satisfe- 
cho antes  de  que  la  contraria  solicite  dicha  tasación. 

La  novedad  que  este  artículo  introduce,  consiste  en  prohibir  la  tasaciófi  de 
costas  cuando  la  parte  condenada  á  su  pago  la  satisfagas  antes  de  que  la  contra- 
ria solicite  dicha  tasación.  Tiene  por  objeto  evitar  las  actuaciones  y  gastos  in- 
necesarios á  que  se  prestaba  el  art.  78  de  la  lejr  de  1855,  por  haber  ordenado  'en 
absoluto  que  se  tasaran  las  costas  cuando  hubiese  condena.  Sí  el  condenado  en 
ellas  las  satisface  Tolúntariamente  desde  luego',  pagando  á  cada  intoiesado  lo 
<]^ue  le  corresponda,  ó  consignándola^  en  la  escribanía,  no  hay  ra2Ón  para  jaráe- 
ticar  la  tasación.  Y  en  el  caso  de  llorarla  á  efecto,  porque  lo  haya  solicitado  la 
parte  contraria  antes  de  rerificarse  el  pago,  ó  porque  sea  necesaria  pata  fijar  la 
cuantífi  de  las  costas,  si  aquel  las  satisface  luego  que  conoce  su  imbb^te,' deben 
difcrite  por  terminados  ios  procedimientos  en  el  estado  en  que  se  hmilen  al  réali- 
^sir  el  pago,  porque^ya  no  tienen  objete:  así  se  deduce  también  de  la  letra  y  es- 
píritu de  este  artículo. 

Lo  demás  que  en  él  se  ordena  está  conforme  con  la  práctica  antigua.  La  ^ 
sación  de  costas  tiene  por  objeto  fijar  su  cuantía  para  exigirlas  de  la  piarteeon- 
déiiáda  á  su  pago:  si  no  hay  condena  que  sea  firme,  ralt»4a  base  dé  esas  opera- 
ciones, ^  no  Jl^ueden  llerarse  á  eíbcto.  Por  esto  ee  preriene  que  luego  <|tte  sea 
ejecutoria  ó  nrme  ta  condena  de  costas,  se  préeeda  á  la  eiaocion  de  las  miftsas 
'^para  la  t^  de  apremio,  previa  su  tasación,  cuando  lo  solicite  Iv^rte  intereia- 
^,  TSó  puede  (precederse  de  oficio,  como  se  ordena  en  el  art. >  919  para  la  ciísdh- 
cnóii  de  sctartencias,  (jue  eü  de  lo  que  se  trata,  y  por  lo  mismo  sdíi  tamicen  lipli- 
cables  los  artículos  921  y  922. 
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Articulo  422. 

La  tasación  de  costas  se  practicará  en  los  Juzgados  y  Tribu- 
nales por  el  secretario  ó  escribano  que  haya  actuado  en  el  pleito, 
incluyendo  en  ella  todas  las  que  comprenda  la  condena  y  resulte 
que  han  sido  devengadas  hasta  la  fecha  de  la  tasación. 

Se  encarga  la  tasación  de  costas  al  secretario  6  escribano  ane  haya  actuado 
en  el  pleito,  como  lo  hizo  ya  el  art;  78  de  la  lev  de  1855,  ^neaando  sunrimidOB: 
desde  entonces  los  '^tasadores"  que  habia  en  fas  Audiencias* y  en  el  Tribunal 
Supremo-  Y  para  evitar  abusos  se  declara  que  solóse  han  de  incluir  en  la  tasa<- 
ción  las  costas  que  comprenda  la  condena,  y  resulte  de  los  autos'  que  han  sido 
devengados  hasta  la  fecha  de  aquella:  si  la  condena  se  limita  á  las  de  un  inci- 
dente 6  de  actuaciones  determinadas,  no  han  de  incluirse  las  demás  del  pleito, 
ni  las  que  se  designan  en  el  art.  424,  y  como  siempre  se  refiere  á  las  costaa  oca- 
sionadas á  la  parte  Contraria,  tampoco  han  de  incluirse  las  catfsadas  á  instancia 
de  la  condenada  al  pago,  porque  no  están  comprendidas  en  la  condena. 


Articulo  423. 

Se  regularán,  con  sujeción  á  los  aranceles,  los  derechos  que 
correspondan  á  los  funcionarios  que  á  ellos  están  sujetos. 

Los  honorarios  de  los  letrados,  peritos  y  demás  funcionarios 
que  no  estén  sujetos  á  arancel,  se  regularán  por  los  mismos  in- 
teresadps  en  minuta  detallada  y  firmada,  que  presentarán  ^en  la 
escribanía  por  si  mismos,  sin  necesidad  de  escrito,  ó  por  medio 
del  procurador  de  la  parte  á  quien  hayan  defendido,  luego  que 
sea  firme  la  sentencia  ó  auto  en  que  se  liubiese  impuesto  la  con- 
dena. £1  actuario  incluirá  en  la  tasación  la  cantidad  que  resulte 
de  la  minuta. 

Artículo  424. 

No  se  comprenderán  en  la  tasación  los  derechos  correspondien- 
tes á  escritos,  diligencias  y  demás  actuaciones  que  sean  inútiles, 
supérfluas  ó  no  autorizadas  por  la  ley,  ni  las  partidas  de  las  mi- 
nutas que  no  se  expresen  detalladamente  ó  que  se  refieran  á  ho- 
norarios que  no  se  hayan  devengado  en  el  pleito. 
!  Tampoco  se  comprenderán  las  costas  de  actuaciones  ó  inciden- 
tes en  que  hubiere  sido  condenada  expresamente  la  parte  qué  ob- 
tuvo la  ejecutoria,  cuyo  pago  será  siempre  de  cuenta  de  la  misma. 

Artículo  4ÍJ5. 

Hecha  y  presentada  por  el  actuario  la  tasación  de  costas,  no  se 
admitirá  la  inclusión  ó  adisión  de  partida  alguna,  reservando  al 
interesado  su  derecho  para  reclamarla,  si  le  conviniere,  de  quien 
y  como  corresponda. 

£1  primero  de  estos  artículos  concuerda  con  el  78  de  la  ley  de  1855,  afinqnj^ 
con  algunas  modificaciones:  los  otros  dos  se  hnn  introducido  en  la  actuáldando^ 
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•cumplimieuto  á  la  ley  de  bases  para  la  reforma,  por  la  cual  se  mandó  que  se 
establezcan  realas  fijas  y  preceptos  rigurosos  para  que  no  se  consientan  escritos 
-ni  diligencias  inátiíes;  y  lo  ^ue  en  elfos  se  oroena  constituye  partea  de  la  sanción, 
penal  de  esas  reglas  establecidas  en  otros  artículos. 

I. 

"Beglas  para  la  regulación  de  las  costas/'— -De  los  funcionarios  que  intenríe** 
•nen  en  los  juicios,  y  cuya  retribución  constituve  laparte  principal  de  las  costas, 
unas  están  sujetos  á  arancel,  y  otros  no  lo  están.  El  secretario  ó  escribano  ^ue 
•lia^a  la  tasación  de  costas,  ha  de  regular  los  derechos  de  aquéllos  con  sv^'eción 
á  los  aranceles  vigentes  al  tiempo  de  practicarse  la  diligencia.  Los  judiciales, 
^ue  hopr  rigen  para  los  negocios  cirUes,  son  los  aprobados  por  £eal  decreto  de 
4  de  Diciembre  de  1883,  para  que  empezaran  á  regir  desde  1.  ^  de  Enero  siguien- 
te. Aunque,  conforme  á  lo  prerenido  en  el  art.  358  de  los  mismos,  dichos  fun* 
cionarips  sujetos  á  arancel  deben  anotar  en  guarismo  al  pié  de  su  firma  los  de- 
rechos correspondientes  á  cada  diligencia,  el  que  haga  la  tasación  no  debe 
sujetarse  á  lo  que  hayan  anotado  los  interesados,  sino  á  lo  que  deba  ser  conforme 
á  los  araaceles,  puesto  que  manda  la  ley  que  en  la  tasación  se  regulen  los  dere- 
chos de  tales  funcionarios  "con  sujeción  a  los  aranceles:"  de  otro  modo  incurri- 
rá el  tasador  en  la  responsabilidací  consiguiente  y  á  su  costa  tendrá  que  refor- 
marse la  tasación. 

En  los  mismos  ara,nceles  judiciales  se  designan  dichos  funcionarios:  están 
comprendidos  en  ellos  todos  les  auxiliares  y  subalternos  de  los  tribunales  y 

Í'uzgados,  los  procuradores  y  los  perito*s  revisores  de  letras  y  tasadores  de  mue- 
)les.  Respecto  de  los  médicos,  farmacéuticos,  arquitectos,  peritos  agrónomos  y 
tasadores  de  joyas,  se  ordena  en  el  art.  341  de  dichos  aranceles,  que  devengarán 
los  derechos  que  les  estén  asignados  por  la^  Academias,  Escuelas  especiales  ó 
aranceles;  y  en  cuanto  á  los  peritos  de  labranza  y  artesanos,  previene  el  342  que 
percibirán  por  cada  día  un  jornal  doble  del  que  por  regia  general  llevan  los  de 
su  clase.  Aunque  se  dan  ost*s  reglas,  come  en  los  aranceles  judiciales  no  se  fijan 
los  honorarios  que  han  de  percibir  dichos  peritos,  en  la  práctica  so  les  considera 
comprendidos  entre  los  que  no  están  sujetos  á  arancel  para  los  efectos  de  la  ta- 
sación, si  bien  se  reducen  sus  honorarios  conforme  á  dichas  reglas  en  el  caso  de 
haberlos  regulado  en  sus  minutas  con  exceso. 

Por  consiguiente,  los  honorarios  de  dichos  peritos,  asf  como  los  de  los  letra- 
dos y  demás  funcionarios^  que  no  están  sujetos  á  arancel,  se  recularán  por  los 
mismos  interesados  en  minuta  detallada  y  firmada,  y  el  actuario  debe  incluir 
en  la  tasación  la  cantidad  que  resulte  de  la  minuta.  Así  se  previene  en  el  pá- 
rrafo 2,^  del  art.  423,  de  conformidad  con  el  78  de  la  ley  antigua,  pero  aña- 
diéndose que  la  minuta  sea  "detallada,"  lo  cual  tiene  por  objeto  el  que  se  pueda 
apreciar  con  más  acierto  si  son  ó  no  excesivos  loa  honorarios.  T  da  la  ley  tanta 
importancia  á  ese  requisito,  que  ordena  en  el  art.  424  que  no  se  comprendan  en 
la  tasación  las  partidas  de  las  minutas  que  no  se  expresen  detalladamente.  Serán, 
por  tanto,  inútiles  las  minutas  en  que  se  reblen  los  honorarios  en  globo:  es 
preciso  detallarlos,  consignando  las  partidas  individualmente  por  su  orden  cro- 
nológico, con  expresión  de  la  fecha  y  el  objeto  del  escrito  ó  de  la  operación  á 
-que  se  refiera.  Si  reúnen  estos  requisitos  j  se  refieren  á  honorarios  devengadeg 
ei^  el  pleito,  el  tasador  no  puede  prescindir  de  incluir  su  importe  en  la  tasación. 
No  se  hace  mención  del  papel  sellado,  por  no  ser  necesaria  regla  alguna  para 
su  regulación,  qne  es  el  objeto  de  estos  artículos:  se  incluirá  en  la  tasación  el 
importe  del  que  se  haya  invertido  en  las  actuaciones  á  que  se  refiera  la  «ondena 
de  costas. 

II. 

"Presentación  de  minutas/'— Otra  novedad  se  ha  introducido  para  eorr^^ir 
nn  abuso  bastante  generalizado.  Por  descuido  y  alpfuna  vez  con  malicia,  soluim 
los  procuradores  no  presentar  oportunamente  la  minuta  de  honorarias  del  letra- 
do ae  su  parte,  ó  las  cuentas  de  gastos  de  cumplimiento  de  exhortes  y  de  otras 
•diligencias,  y  lo  verificaban  después  de  hecha  la  taiaeión,  y  aun  también  dei- 
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pues  de  aprobada,  pidiendo  que  se  adicionasen  á  la  misma  aquellas  partidas. 
Como  no  puedo  priyar^e  á  la  parte  condenada  al  pa/;o  de  su  derecho  de  impug- 
narlas, era  preciso  darle  nueva  vista,  j  de  este  modo  se.duplicaban  y  aun  tripG- 
•caban  unas  mismas  actuaciones,  con  el  aumento  de  glastos  y  las  dilaciones  con- 
siguientes. Para  có/regir  este  abuso  se  mand^hora  en  el  art.  425,  (^ue  ''hecha 
y  presentada  por  el  actuario  la  tasación  de  costas,  no  se  admitirá  la  inclusión  6 
adición  de  partida  alguna."  T  á  fin  de  alejar  todo  motivo  de  excusa,  se  facilita 
el  medio  de  presentar  tales  minutas,  previniéndose  en  el  art.  423,  que  "se  pre- 
sentarán en  la  escribanía  por  fos  x^ ismos  interesados,  sin  necesidad  de  escrito, 
ó  por  medio  del  procurador  de  la  parte  á  quien  hayan  defendido,  luego  que  sea 
firme  la  sentencia  ó  auto  en  que  se  hubiese  impuesto  la  condena." 

£xige  pues  la  ley,  y  es  inejudible  su  cumplimiento,  que  antea  de  hacerse  la 
-tasación  se  presenten  todas  las  minutas  y  cuentas  que  en  ella  hayan  de  incluir- 
le; y  como  no  puede  practicarse  dicha  operación  sino  á  instancia  de  la  parte 
interesada,  al  pedir  el  procurador,  que  se  naga  la  tasación,  deberá  presentar  las 
minutas  y  justificantes  de  las  partidas,  cuyo  pago  sea  de  cuenta  de  la  contraria 
j  no  resulten  de  los  autos,  á  los  que  debe  atenerse  el  actuario.  SI  los  abogados 
y  peritos  hubiesen  anotado  sus  honorarios  al  pié  de  la  firma,  no  habrá  necesidad 
de  la  minuta,  porque  ya  resultan  de  los  autos. 

"Hecha  y  presentada"  por  el  actuario  la  tasación  de  costas,  "no  se  admitirá 
la  inclusión  ó  adición  departida  alguna,"  dice  la  ley,  y  como  este  precepto  es 
prohibitivo,  el  juez  ó  tribunal  debe  rechazar  las  minutas  y  cuentas  que  después 
«e  presenten,  si  bien  "reservando  al  interesado  su  derecho  para  reclamar] as»  si 
le  conviniere,  de  quien  y  como  corresponda,"  como  previene  el  mismo  art.  425 
en  consideración  á  que  puede  no  ser  culpable  el  interesado  de  la  omisión  come- 
tida. Téngase  presente  que  las  partidas,  cuya  adición  prohibe  la  ley,  son  las 
referentes  á  las  minutas  j  cuentas  presentadas  después  de  hecha  la  tasación,  no 
á  las  que  el  tasador 'hubiere  omitido  debiendo  incluirlas,  pues  la  rectificación 
de  las  equivocaciones  de  esta  clase,  si  las  hubiere,  es  uno  de  los  objetos  eon  que 
<de  la  tasación  se  da  vista  á  las  partes. 

III. 

"Sobre  el  pago  de  las  costas  no  incluidas  en  lá  tasación."— De  la  disposición 
del  art.  425  se  deduce  que  el  condenado  al  pago  de  costas  sólo  está  obligado  á 
satisfacer  las  que  resulten  de  la  tasación,  la  cual  constituye  la  liquidación  de  la 
cantidad  ilíquida  á  que  fué  condenado.  Confirma  este  propósito  de  la  le;^  la 
reserva  de  derechos  que  se  hace  á  favor  del  interesado,  cuya  minuta  se  hubiese 

{>re8entado  fuera  de  tieoipo,  no  para  que  los  reclame  del  condenado  al  pago  de 
as  costas,  como  se  habría  dicho  si  «no  so  quisiera  eximirle  del  pago;  sino  "de 
-quien  y  como  corresponda."  En  su  consecuencia,  el  letrado,  cuya  minuta  ne 
haya  sido  incluida  en  la  tasación,  podrá  reclamar  sus  honorarios  del  procura- 
dor de  la  parte  á  quien  haya  defendido,  si  no  hubiese  prescrito  la  acción,  6  de 
la  misma  parte  en  su  caso,  empleándose  el  procedimiento  que  para  ello  se  de- 
termina en  el  art.  12  de  esta  ley.  Los  peritos  que  se  hallen  en  el  mismo  caso 
también  podrán  reclamar  sus  honorarios  de  la  parte  á  quien  prestaron  el  servi- 
cio, ó  del  procurador  que  la  represente,  en  virtud  de  la  obligación  que  á  éste  le 
impone  el  número  5.  ^  del  art.  5.  ^  ,  pero  por  la  vía  ordinaria,  en  razón  á  que 
el  procedimiento  de  apremio  sólo  puede  emplearse,  según  dicho  artículo  12  y  el 
359  de  los  aranceles  judiciales,  para  el  pago  de  los  honorarios  de  los  abogados 
y  de  los  suplementos  hechos  y  derechos  devengados  con  arreglo  á  dichos  aran- 
celes, esto  es,  por  los  funcionarios  que  á  ellos  están  sujetos. 

¿Podrá  el  procurador  reclamar  de  su  poderdante  las  minutas  y  cuentas  ene 
hubiese  satisfecho,  no  incluidas  en  la  tasación  por  no  haber  sido  presentadas 
eportunamente?  Si  presenta  la  cuenta  jurada  en  la  forma  que  ordena  el  art.  8.  ^ 
de  esta  ley,  expresando  el  artículo  del  arancel  aplicable  á  cada  nna  de  las  par- 
tidas, y  la  fecha  de  las  diligencias  6  actuaciones  que  comprenda,  requisitos  in- 
dispensables para  que  pueda  accederse  á  la  solicitud  de  apremio  según  los  arte. 
358  y  359  de  fos  aranc^les^'udieiales  vigentes,  el  jues  6  tribunal  no  podrá  negar- 
se á  mandar  al  poderdante  que  pague  c^  las  costas,  bajo  apercibimiento  de 
apremio,  conforme  á  lo  prerenide  en  el  art.  8.  *  antes  citado.  Pero  si  se  opo^< 
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110  el  poderdante  fandándose  en  que  el  pago  de  aquellas  partidas  correspondía, 
á  la  parte  contraria  en  virtud  de  la  condena  de  costas,  y  que  el  procurador  er- 
responsable  de  que  no  se  incluyeran  en  la  tasación  por  sil  negligencia  en  pre- 
sentar oportunamente  las  cuentas  ó  minutas,  habrá  razones  de  justicia  jpara  eu- 
mir  á  aquél  del  pa^o  y  declararlo  de  cuenta  del  procurador,  «i  resulta  justifíca<» 
da  su  culpa  6  negligencia,  6  para  condenar  á  éste  á  la  indemnización  de  los  per- 
juicios causados  á  su  poderdante. 

IV. 

• 

"Exclusiones  de  la  tasación  de  costas/'— *Firme  la  ley  en  su  propósito  de  que 
no  se  consientan  escritos  ni  (^iligencias  inútiles,  que  siepdp  innecesarios  para  la 
sustanciación  del  juicio,  sólo  conducen  á  aumentar  los  gastos  con  desprestigio 
de  la  administración  de  justicia,  establece  en  el  artículo  424  la  sanción  penal 
más  adecuada  á  la  índole  de  la  falta.  Con  aquel  objeto  se  dictaron  también  las 
disposiciones  de  los  artículos  319  y  337,  cuyos  conientarids  podrán  consultarse, 
y  se  obliga  por  el  372  á  consignar  en  la  sentencia  las  faltas  qué  se  hubiesen  co- 
metido en  la  sustanciación  del  juicio,  y  á  imponerles  la  corrección  discipli- 
naria que  merezcan.  T  como  la  codicia  suele  ser  el  móril  de  esas  prácticas  abn- 
sÍTas,  se  le  pone  coto  previniendo  en  el  artículo  que  estamos  cementando,  que 
no  se  comprenderán  en  la  tasación  de  costas  los  derechos  correspondientes  á  e^ 
critos,  diligencias  y  demás  actuaciones  que  sean  inútiles,  supérauas  ó  no  auto- 
rizadas por  la  ley. 

El  tasador  de  costas  encontrará  en  la  misma  ley  de  Enjuiciamiento  las  regla» 
á  que  ha  de  sujetarse  para  dar  cumplimiento  á  dicha  disposÍci6n.  En  el!a  se  de- 
tallan las  actuaciones  y  diligencias  de  cada  juicio  y  hasta  la  forma  en  que  han 
de  practicase:  los  escritos  ^  diligencias,  que  no  estén  autorizados  por  la  ley,  no 
del^n  incluirse  en  la  tasación,  y  pierde  esos  derechos  el  funcionario  que  las  ha- 
ya puesto.  El  artículo  250,  por  ejemplo,  prohibe  la  nota  de  presentación  de  es- 
critos, fuera  del  caso  que  en  él  se  determina:  pues  á  pesar  tie  esto  y  de  las  reite- 
radas prerenciones  del  Tribunal  Supremo  j  de  algunas  Audiencias  para  coire- 
gir  el  abuso,  se  re  con  frecuencia,  que  al  pié  de  un  escrito  que  no  es  de  término 
perentorio,  se  pone  "diligencia"  de  presentación,  otra  de  dar  cuenta,  y  á  veces 
otra  de  dejar  los  autos  en  la  mesa  del  juzgado  y  otra  de  recojerloe  con  providen- 
cia: todas  esas  diligan cias  son  superfinas  y  contrarias  á  la  lev,  y  no  deben  in- 
cluirse en  la  tasación  los  derechos  que  á  ellas  correspondan.  Y  lo  mismo  de  otras, 
muchas  diligencias  y  de  escritos  de  procuradores  que  pudiéramos  citar. 

Tampoco  deben  comprenderse  en  la  tasación  las  minutas  de  honorarios  que 
no  estén  detalladas,  esto  es,  si  no  se  consigna  partida  por  partida,  con  expre- 
sión de  la  fecha  y  objeto  del  escrito  ó  de  la  diligencia  a  que  se  refiera.  De  este 
modo  podrá  comproSar  el  tasador  si  los  honorarios  han  sido  devengados  en  el 

ftleito,  únicos  que  ha  de  incluir  en  la  tasación,  pues  conforme  al  mismo  artícu- 
o  424,  no  deben  comprenderse  en  ella  los  honorarios  que  no  se  hayan  deven- 
gado en  el  pleito,  aunque  con  él  tengan  relación.  Por  lafi  conferencias  para 
preparar,  sostener  ó  transigir  el  pkito,  ó  por  las  consultas  evacuadas  con  el 
mismo  objeto,  podrá  el  letrado  exigir  de  su  cliente  el  pago  de  Jos  honorarios 
que  correspondan;  pero  no  debe  incluirlos  en  su  minuta  para  qiio  los  pagfue  la 
parte  contraria  condenada  en  las  costas,  porque  no  han  sido  devengados  den- 
tro del  pleito,  y  si  los  incluye,  no  deben  comprenderse  en  la  tasación. 

Suele  ocurrir  que  la  parte  que  gana  el  pleito  con  expresa  condena  de  costas  á. 
la  contraria,  haya  sido  á  su  vez  condenada  en  las  de  algún  incidente  promovi- 
do V  resuelto  durante  el  curso  del  pleito,  ó  en  las  de  los  apremios  á  que  hubiere 
dado  lugar,  que  han  de  ser  "en  todo  caso''  de  cuenta  del  apremiado^  según  se 
declara  en  el  art.  309-  En  tales  casos,  si  la  condena  impuesta  en  la  sentencia, 
definitiva  era  de  todas  las  costas  del  pleito,  se  sostenía  por  algunos  que  ^c^m-. 

E rendía  también  las  de  dichos  incidentes,  por  no  exceptuarlas  la  sentencia,  en 
i  cual  se  resolvían  definitivamente  todas  las  cuestiones  del^  pleito,  y  porque 
era^usto  indemnizar  al  litigftnte  vencedor  de  todos  los  ]^eijuicios  que  le  habí», 
ocasionado  el  vencido,  sosteniendo  el  pleito  con  temeridad  y  mala  fé.  E^  1», 
nueva  1<^  se  ha  resuelto  esta  cuestión  en  el  sentido  que  creemos  más  conformei 
á  la  justicia  y  al  respeto  que  se  merecen  la  ley  y  la  cosa  jusgada,  mandand  . 
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que  "no  86  comprendan  en  la  tasación  las  costastde actuaciones  6 incidentes  en» 
aue  Hubiere  sido  condenada  expresamente  la  parte  que  obturo  la  ejecutoria/' y 
declarando  que  estas  costas  serán  siempre  de  cuenta  de  la  parte  condenada  a  su 
paffo.  Así  lo  dispone  el  mismo  art.  424  en  su  último  párrafo. 

Indicaremos,  por  último,  que  el  tasador  de  costas  debe  sujetarse  á  las  reglas 
que  quedan  expuestas,  haciendo  la  tasación  en  el  término  más  breve  posible, 
puesto  que  no  lo  fija  la  ley.  Si  se  equiy ocaso,  incluyendo  ó  excluyendo  indebi- 
damente alfcunas  partidas,  pueden  las  partes  pedir  que  se  repare  el  ajorarlo  en 
la  forma  y  por  los  trámites  que  se  determinan  en  los  artículos  siguientes.  Y 
como,  si  se  reforma  por  su  culpa  ó  neglifirencia,  deberá  ser  á  su  costa,  conven- 
drá que  al  final  de  la  diligencia  exprese  Tas  partidas  que  haya  excluido  de  las 
que  resulten  de  tintos  ó  de  las  minutas,  consignando  la  razón  que  haya  tenido 
para  ello,  á  fin  de  que  conste  que  lo  hizo  en  cumplimiento  de  su  deber. 


Artículo  426. 

De  la  tasación  de  costas  se  dará  vista  á  las  partes,  por  término 
de  tres  días  á  cada  una,  principiando  por  la  condenada  al  pago. 

Artículo  427. 

Si  los  honorarios  de  los  letrados  fueren  impugnados  por  exce- 
sivos, se  oirá  por  el  término  de  dos  días  al  letrado  contra  quien 
se  dirija  la  queja,  7  después  se  j>asarán  los  autos  al  Colegio  de 
abc^ados,  7  donde  no  lo  hubiese,  á  dos  letrados  designados  por 
el  Juez  6  la  Sala,  para  que  den  su  dictamen.  Si  no  los  liubiere 
en  el  lugar  del  juicio,  ó  estuvieran  todos  interesados  en  el  asun- 
to, se  pasarán  los  antecedentes  al  Colegio  de  abogados  más  próxi- 
nao,  por  medio  del  Juez  de  primera  instancia  respectivo. 

Lo  mismo  se  practicará  cuando  sean  impugnados  por  excesivos 
los  honorarios  de  los  peritos  ó  de  cualesquiera  otros  funcionarios 
no  sujetos  á  arancel,  o7éndose  en  este  caso  el  dictamen  de  la 
Academia,  Colegio  ó  gremio  á  que  pertenezcan,  7  en  su  defecto 
el  de  dos  individuos  de  su  clase.  No  habiéndolos  en  el  lugar  del 
juicio,  podrá  recurrirse  á  los  de  los  inmediatos. 

Artículo  428. 

La  Sala,  ó  en  su  caso  el  Juez,  con  presencia  de  lo  que  las  par- 
tes ó  los  interesados  hubieren  expuesto,  7  de  los  informes  recibi- 
dos sobre  los  honorarios,  aprobará  la  tasación  ó  mandará  hacer 
en  ella  las  alteraciones  que  estime  justas,  7  á  costa  de  quien  pro- 
ceda, sin  ulterior  recurso. 

Articulo  429. 

Cuandp  sea  impugnada  la  tasación  por  haberse  incluido  en  ella 
partidas  de  derechos  ú  honorarios  CU70  pago  no  corresponda  al 
•ondenado  en  las  costas,  se  sustanciará  7  decidirá  esta  reclama- 
ción por  los  trámites  7  con  los  recursos  establecidos  para  los  in<» 
•identes. 

Tomo  II.— 15 
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El  procedimiento  establecido  en  los  artículos  79,  80  y  81  do  la  ley  de  ÍS5S 
^para  aprobar  la  tasación  de  costíis,  se  repródiice  en  los  tres  primeros  de  este 
comentario,  si  bien  con  algunas  adiciones  que,  sin  alterar  la  forma,  acláraá 
algunos  conceptos  y  dudas  en  el  sentido  en  que  los  había  resuelto  la  prácticiu 
T  se  ha  incluido  como  nuevo  el  último  de  estos  artículos  para  determinar  ^ 
procedimiento  en  un  caso  no  preyisto  en  la  ley  anterior.  ^  Indicáreknós  él  qito 
na  de  seguirse  en  cada  uno  de  los  casos  quo  pueden  ocurrir. 

Practicaiia  la  tasación  de  costas,  luego  que  él  actuario  la  presente  ál  juez'^ 
tribunal,  debe  dictarse  providencia  en  todo  caso  mandando  dar  vista  de  eHhí 
>or  término  de  tres  días  á  cada  una  de  las  partes,  en  vez  de  los  dos  que  conce- 
-ía  la  ley  anterior.  Según  la  adición  que  contiene  el  art-  42Q,  este  trámite  hjb 
de  principiar  por  la  parte  condenada  al  pago,  como  ya  se  practicaba  por  ser  él 
orden  natural,  siguiendo  después  á  la  contraria,  y  si  fueren  dos  ó  más,  por  el 
^rden  en  que  hayan  litigado.  Esa  vista  ó  traslado  tiene  por  objeto  el  de  que 
manifiesten  los  interesados  su  conformidad  ó  impugnen  la  tasación;  y  como  pa- 
ra poder  apreciar  si  está  bien  hecha  es  necesario  examinar  los  autos,  deberán 
•comunicarse  á  las  partes.  Así  se  deduce  del  precepto  de  la  ley  que  manda  se  dé 
vista  por  tres  días  *^á  cada  una  de  las  partes,''  no  &  todas  juntas,  y  es  por  tan- 
to abusiva  la  práctica  de  alganos  juzgados  de  poner  de  manifiesto  ios  autos  eti 
la  escribanía  a  dicho  fin,  lo  cual  es  molesto  y  embarazoso  para  la  defensa  y 
ihumenta  los  gastos. 

Evacuada  la  vista,  si  todos  los  interesados  manifiestan  su  conformidad  con 
ia  tasación  6  no  la  inpu^nan,  sin  más  tráihitesdietará  oí  juez  pmvidenYtí a  apro- 
bándola por  conformidad  de  las  partes,  y  mandando  proceder  á  la  exacción  de 
las  costas  por  la  vía  de  apremio.  Lo  mismo  se  practicará  cuando  tod  u  ó  algu- 
na de  las  partes  deje  pasar  los  tres  días  sin  tomar  los  autos,  ó  los  ddAilelva  sin 
escrito,  como  suele  hacerlo  la  condenada  al  pago,  para  evitarse  gasto «,  cuancb» 
nada  tiene  que  objetar.  En  tales  casos,  como  el  término  es  de  los  prorogttbles 
y  la  ley  no  autoriza  el  procedimiento  do  oficio,  si  los  autos  están  en  la  escriba- 
nía, á  petición  de  la  parte  á  quien  interese  se  les  dará  el  curso  que  correspOiídá; 
y  si  los  hubiere  tomado  alguna  de  ellas,  se  recogerán  luego  que  apremíela  oOA- 
traria,  todo  conforme  á  lo  provenido  en  el  art.  308,  y  se  dictará  en  su  caso  j-é 
su  tiempo  la  providencia  antes  indicada. 

Si  hubiore  impugnación,  es  preciso  fijarse  en  el  objeto  de  la  misma  para  de- 
terminar el  procedimiento.  Puede  aquélla  referirse  álos  derechos  de  Ids  funcio- 
narios quo  están  si^'etos  á  arancel,  por  considerarlos  excesivos  ó  dimiputos;  6 
Á  los  honorarios  de  los  que  no  están  sujetos  á  arancel,  por  creerlos  excesivos; 
y  puede  fundarse  también  en  haberse  incluido  en  la  tasación  partidas  de  dere- 
chos ú  honorarios,  cuyo  pago  no  corresponda  al  condenado  en  las  costas. 

En  el  primero  de  estos  casos,  como  la  cuestión  es  de  hecho  y  resulta  laplrue- 
ba  de  los  autos,  y  además  ha  de  resolverse  por  los  mismos  aranceles  judiciales, 
puesto  que  en  su  art.  356  se  previene  que  no  devengarán  derechos  más  actos 
que  los  que  directa  y  claramente  se  expresan  en  ellos  y  por  la  cantidad  que  se 
«esigna  para  cada  dili^^ncia,  luego  que  las  partes  evacúen  la  vista,  y  sin  más 
trámites,  resolverá  el  luez  á  la  Sala  por  medio  de  auto  lo  que  estimé  proceden- 
te, tomando  en  consideración  lo  expuesto  por  las  partes  y  lo  que  resulte  de  los 
autos  para  hacer  ai)licaciÓn  de  la  única  ley  del  caso,  que  son  los  aranceles^  oi 
estima  que  la  tasación  está  ajustada  á  los  tuismos,  la  aprobará  mandando  de 
proceda  á  la  exacción  de  las  costas  por  la  vía  de  apremio,  y  en  otro  caso  man- 
dará hacor  en  ella  las  alteraciones  que  crea  justas  y  á  costa  de  quien  proceda, 
como  ordena  el  art.  428  de  la  presente  ley,  que  en  este  tíaso  por  regla  genera!  lo 
será  el  actuario,  por  no  haberse  ajustado  á  los  aranceles.  Contra  este  auto  ne 
se  da  ulterior  recurso,  y  por  consiguiente  es  ejecutorio  y  se  llevará á  efecto  des- 
de luego  á  instancia  de  parte. 

En  el  segundo  caso,  esto  es,  cuándo  se  impugnan  por  oxéesiv^s  los  Ivón'ora- 
^rios  de  letra  los,  peritos  ó  cualesquiera  otros  funcionarios  no  sujetos  á  arancel, 
luego  qu3  las  partes  evacúan  la  vista,  ha  de  oirse  per  dos  días  a!  letrado  ó  i)e- 
rito  contta  quien  so  dirija  la  que^a;  nuevo  trámite  establecido  con  notoria  coii- 
veniencia  en  el  art.  427.  Si  el  interesado  sostiene  gu  minuta,' sepaeátalds'Aütos 
al  colegio  de  Abosrados,  ó  ala  academia,  colegio  ó  gremio  á  que  pertenezca  el 
perito,  para  que  de  sú  dictamen;  y  si  no  hubiere  colegio  ó  academia  en  éllngar 
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del  juicio,  se  practicará  lo  que  para  este  caso  ordena  el  citado  art.  427.  Con  vis- 
ta de  dicho  informe,  y  apreciando  la  importancia  del  trabajo  por  lo  que  resulto 
de  autos,  el  juez  ó  la  Sala  resuelve  lo  que  estima  procedente,  sin  necesidad  de 
sujetarse  al  dictamen  del  colegio  6  de  quien  hubiere  informado  sobre  los  hono- 
rarios: si  según  su  criterio  los  considera  excesivos,  los  reduce  ala  cantidad  q«e 
estima  justa,  y  en  otro  caso  declara  no  haber  lusar  á  la  impugnación  y  aprue- 
ba la  tasación  de  costas,  mandandado  se  proceda  á  su  exacción  por  la  vía  de 
apremio.  Tampoco  se  da  recurso  alguno  contra  esté  auto,  cualquiera  que  sea 
la  resolución  que  contenga. 

Podrá  suceder  que  el  letrado  ó  perito,  contra  quien  se  dirija  la  queja,  al  ha- 
cerse cargo  de  los  motives  de  la  impugnación  en  virtud  de  la  audiencia  que  se 
le  concede,  los  considere  fundados  y  reforme  la  minuta  reduciendo  sus  honora- 
rios. La  lev  no  da  reglas  para  este  caso,  sin  duda  porque  rara  vez  ocurrirá  y 
Sorquo  es  de  sentido^común  el  procedimiento  que  ha  de  seguirse.  La  reforma 
e  la  minuta  introduce  ima -novedad,  sirbire  la  cnajídebe^oirse  á  la  parte  que  la 
hubiere  impugnado:  si  esta  se  cdni^rma  con  la  rebaja  de  honorarios  hecha  por 
el  interesado,  no  hay  razón  para  oír  el  dictamen  del  colegio,  y  sin  más  trámites 
deberá  ser  aprobada  la  tasación  con  dicha  rebaja. 

Réstanos  examinar  el  caso, en  que  sea  io^ugúada  |a  tas^^ción  ppr  haberse  in- 
cluidoen  ella  partidas  de'derechos  A  honorarios  cnyo^agó  no  corresponda  al  con- 
denado en  las  costas.  Esta  es  una  cuestión  de  derecho,  que  no  debo  resolverse 
por  los  trámites. breves  y  soncillos  de  los  otros  dos  casos  >  n  que,  reconocido  el 
"derecho,  se  discute  s.olamento  sobre  el  hecho  de  si  está  ajustada  á  los  aranceles 
la  cantidad  de  algunas  partidas,  si  otras  son  ó  no  de  abono,  ó  si  son  ó  no  exce- 
sivos los  honorarios  á  que  se  tiene  derecho.  Eii  el  caso  actual  se  niega  el  dere- 
cho á  los  honorarios  i  mpu£:nados,  ola  obligación  de  pagarlos,  ose  pretende 
haberse  dado  á  la  oendena  de  costas  mayor  extensión  de  la  que  le  da  la  ejecu- 
toria, ó  que  se  han  incluido  en  U  tasación  costas  cuyo  pago  corresponde  á  la 
contraria  en  virtud  de, otra  ejecutoría  anterior;  todas  cuestiones  de  derecho, 
que  exigen  un  debate  más  amplio,  igual  al  establecido pvr-ít  oít-^n-  nTiiiloT  f*.  Por 
esto  se  ordena  en  el  art.  429,  que  **se  sustanciará  y  dt  ei<lii  A  etta  i  nciamacíán 
por  los  trámites  y  con  los  recursos  establecidos  para  lúa  iurid<:'nte3," 

En  cumplimiento,  .pues,  de  esta  disposición,  cuando  el  cotidonítdoea  ¡ascoH- 
tas  in^pugnela  tasiicioii  por  el  motivo  antes  Indicado.  Uabríl  da  íormaníe  pieza 
separada  sdbre  este  incidente  conforme  el  art.  746,  siétiiprL^  que  haya  di:  conti- 
nuarse la  principal  respecto  de  las  partidas  no  impuj^nadaá.  Prümávido  el  in- 
cidente, acompañándose  tantas  copias  del  escrito.cuáistassGün  las  otras  pnrtes, 
'y  formada  en  su  caso  lá  pieza  separada,  se  dará  traslado  por  ati^  días  ú  la  üon- 
traria  y  ee  sustanciará  ^or  los  trámites  establecidos  en  los  artículos  749  y  si- 
.guientes  hasta  qne  recaiga  sentencia  con  citación  de  laa  partes,  Coptni  esta 
'  sentencia  procederá  el  recurso  rfe  apelación,  si  fuere,  del  jul-z  do  primera  instan- 
cia, y  el  de  súplica,  si  se  hubiere  promovido  cí  incident.^  ante  la  Audi'íücia  6  &i 
íribBHal  Supreino;  ^procederá  también  el  de  casación  contra  la  definitiva  q^u,o 
dicte  la  Audiencia,  si  se  resuelven  puntos  sustancíalea  no  tiuntravortldoa  en  el 

Ííleito  principal  ni  decididos  en  la  sentencia,  ó  se  provee  en  contradicción  coa 
o  ejecutoriado,  conforme  á  lo  provenido  en  el  art.  1695. 

Indicaremos,  poi:  último,  que  cuando  se  impugne  la  tasación  por  los  dos  pri- 
meros motivos  á  la  vez,  esto  es,  por  haber  exceso  en  los  derechos  de  arancel  y 
en  los  honorarias,  deben  sustanciarse  y  decidirse  juntanáénte,  como  se  deduce 
del  artículo  428.  Ño  así  en  el  otro  caso  en  que  se  impugne  jiór  haberse  com- 

S rendido  en  ella  derechos  ú  honofarios,  cuyo  pago  no  corresponda  al  condena- 
o  en  las  costas,  yí  la  vez  se  alegue  cualquiera  de  los  otros  motivos,  porque 
siendo  diferentes  los.pr.ocedimientos,  será  necesario  forniar  la  pieza  separada 
, respecto  de  aquel  Incidente,  puesto'que  no  pone  obstáculo  al  següiniiento  de^la 

Srincipal,  para  resolver  en  ésta  sobre  los  otros  motivos,  por  los  trráhiitea  más 
revés, que  establecp  laléy. 
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DEL  EEPARTIMIENTO  DE  NEGOCIOS. 

Desde  aue  se  organizaron  los  tribunales  con  dos  6  más  auxiliares  para  el  des* 
pacho  de  los  negocias  nació  la  necesidad  del  repartimiento,  á  fin  de  igualarlos^ 
no  sólo  en  el  trabajo,  sino  principalmente  en  los  emolnmentos,  que  constituían 
j  constituyen  su  única  ó  principal  retribución.  Prueba  de  ello,  las  leyes  del  tí- 
tulo  29,  libro  5.  ^  de  la  Noy.  Bec.,  dictada  la  primera  en  el  afio  de  1554,  man- 
dando se  nombrase  un  repartidor  de  negocios  en  cada  Audiencia,  y  adoptando 
otras  medidas  para  "evitar  los  fraudes^  que  ^a  entonces  se  cometían  en  tales 
repartimientos,  T  siguiendo  la  práctica  anteriormente  establecida,  en  el  regla- 
mento del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  y  en  las  ordenanzas  de  las  Audiencias 
de  1835,  se  estableció  el  leparto  riguroso  de  todos  los  negocios  entre  los  ;*elato- 
res  y  escribanos  de  Cámara,  encargándolo  á  un  funcionario  nombrado  por  cada 
tribunal,  designado  con  el  nombre  de  "tasadoi^repartidor,"  por  tener  ambos 
«argos,  y  aunque  hoy  está  suprimido  el  de  tasador,  como  hemos  dicho  en  el  tí- 
tulo anterior,  sigue  con  el  de  repartidor  desempeliondo  ordenadamente  sus  fun- 
ciones, de  suerte  que  en  les  tribunales  supriores  y  en  el  Supremo  no  ha  ofreci- 
do ni  ofrece  dificultad  alguna  el  repartimiento  de  negocios,  razón  por  la  cual  na 
se  legisla  para  ellos  en  el  presente  título.  • 

^  No  ha  sucedido  lo  mismo  én  los  juzgados  de  primera  instancia.  Desde  su  crear- 
ción  en  1834  con  dos  ó  más  escribanos  para  cada  uno,  se  repartieron  entre  éstos 
los  negocios  criminales  y  los  ciyiles  de  pobres,  como  era  de  necesidad  para  ijue 
lerantaran  por  iffual  esta  carga;  pero  respecto  de  los  que  eran  de  parte  rica,' ca- 
da interesado  solía  llevar  su  negocio  á  la  escribanía  del  amigo,  ó  del  que  gozaba 
de  más  prestie^io  ó  demeior  reputación,  resultando  la  desproporción  consiguien^ 
te  en  les  emolumentos  de  diches  auxiliares,  algunos  de  los  cuales  no  obtenían 
los  indispensables  para  las  primeras  necesidades  de  la  yida.  En  el  reglamento 
de  dichos  juzgados  de  I.  ^  díe  Mayo  de  1844,  se  quiso  poner  remedio  á  ese  mal, 
ordenándose  en  su  art.  16,  que  en  los  partidos  donde  hubiere  dos  Ó  más  jueces, 
se  repartieran  entre  ellos  los  negocios  círiles,  conociendo  cada  uno  de  los  cri-^ 
mínales  que  ocurrieran  en  su  demarcación,  y  en  el  45  se  estableció  el  turno  6 
repartimiento  de  todos  los  negocios,  sin  excepción,  entre  los  escribanos  de  cada 
juzgado. 

A  pesar  de  que  por  Real  orden  de  4  de  Noyiembre  del  mismo  afio  1844,  se  en- 
cargo el  puntual  cumplimiento  de  dichas  disposiciones,  en  muchos  juzgados  no 
se  observaban  con  rigor,  y  como  no  había  sanción  penal  para  corregir  bU  inob— 
■ervancia,  por  tolerancia  de  los  jueces  y  hasta  de  los  mismos  escril^nos  entre 
af,  cada  uno  de  éstos  solía  hacerse  cargo  de  los  negocios  que  los  interesados  lle> 
Taban  á  su  escribanía,  sin  sujetarlos  á  repartimiento.  Publicada  en  1855  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  los  impuffnmderet^l  repartimiento  se  fundaron  en 
ella  para  sostener  que  las  citadas  aispeaieionos  del  reglamento  habían  sido  de- 
rogadas, al  menos  en  cuanto  al  turno  de  juzgados,  por  los  artículos  2.  ^,  3.  ^  y 
4.^  de  dicha  ley,  que  dejaban  en  libertad  á  los  litiga 
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i>r<liasrio  que  tmTieran  por  coDToniente,  7  fué  neoesari<>  dictar  la  Beal  órdea 
de  21  de  Kaero.de  1860  pata  declarar  ^ue  no  existía  tal  deroeación,  y  que  con- 
jbinuara  el  reparto  por  turno  e^itre  los  juagados  dé  una  localidad,  establecido  em 
el  citado  reglamento. 

.  Por  otra  Eeal  orden  dje  18  de  Mayo  de  1863,  para  corregir  las  irregrularida- 
4es  que  seguían  cometiéndose  en  el  repartimiento/ se  creó  una  plaza  de  repar- 
tidor de  los  n^Q^ios  civiles  de  primera  instancia  en  oada  una  de  las  poblacio- 
nes donde  hubiere  por  lo  menos  cuatro  juzgados,  cuyo  funcionario,  que  debería 
«er  letrado  de  conocida  probidad,  nombrado  de  Real  orden,  había  de  rerificar 
.el  repartimiento  de  todos  los  negocios  entro  los  escribanos  ao  los  rarios  juzga- 
dos de  la  localidad,  previniéndose  que  lo  hiciera  dentro  de  24  horas,  y  conior- 
me  á  las  reglas  adoptadas  por  las  Audiencias  para  la  más  equitativa  distribu- 
ción. Sólo  se  exceptuaron  de  dicho  requisito  los  nogocios  que  ahora  se  designan 
en  el  art.  432. 

Continuaron,  sin  embarco,  las  irregularidades  y  las  quejas,  tanto  que  el  Go- 
bierno se  vio  en  la  necesidad  de  adoptar  nuevas  medidas,  y  por  otra  Real  orden 
4e  12  de  Junio  ,de  1868  se  dictaron  reglas  más  circunstanciadas  y  concretas,  á 
las  cuales  había  de  sujetarse  en  lo  sucesivo  el  reparto  de  los  negocios  civiles  en 

{>rimera  instancia.  Sé  mandó  que  dicho  repartimiento  se  hiciera  entre  todos 
os  escribanos  de  cada  localidad,  cualquiera  que  ^ese  el  número  de  ios  juzgados, 
por  el  repartidor  nombrado  por  el  G-obiernq,  y  donde  no  lo  hubiese  por  el  se. 
cretario  del  juzgado,  ó  el  del  decano  si  hubiere  más  de  uno,  y  con  asistencia 
precisa  de  uno  de  los  jueces  y  de  un  escribano,  ó  de  dos  si  hubiere  más  de  un 
juzgado,  pudiendo  concurrir  tMdbién  los  interesados  ó  sus  procuradores;  y  que 
había  de  practicarse  precisamente  en  el  día  hábil  siguiente  al  de  la  presenta- 
4!Íón  del  negocio,  meoia  hora  antes  4e  empezar  el  .despacho,  cuidando  de' ello 
los  jueces^  Se  declararon  sujetos  á  repartimiento  los  negocios  civiles,  siempre 
que  hubiese  más  de  un  escribano;  pero  á  las  excepciones  anteriormente  esta- 
t>lecidas,  que  fueron  confirmadas,  se. aumentaron  la  del  cumplimiento  de  exhor- 
tes y  la  de  todos  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  mientras  no  llegasen  á 
ser  contenciosos;  triunfo  importante  obtenido  por  los  adversarios  del  repaiti- 
miento,  que  habían  limitado  sus  exigencias  á  esos  extremos,  convencidos  de 
ser  imposible  la  libertad  absoluta  encesta. táafieria.  T  se  dictaron  otras  realas 
para  determinar  los  tumos  por  clases  de  nep^ocios  y  la  forma  del  repartimien- 
.to,  encargando  á  las  Audiencias  que  corrigieran  las  faltas^  á  cuyo  .fin  debían 
los  relatares  anotar  al  final  del  apuntamiento  si  había  tenido  lugar  dicho  re- 
quisito en  la  forma  conveniente.^ 

Trascendentales  abusos  se  corrigieron  .con  esta*  Beal  orden;  pero  las  ezoepeio- 
nes  establecidas  dieron  el  resultado  que  era  de,  esperar  en  la  despropordón  d« 
emolumentos.  Por  esto  vatios  escribanos  de  los  juzgados  de  Madrid  acudieron 
de  nuevo  ál  Gobierno  en  1879,  solicitando  se  sujetaran  al  repartimiento  todos 
lo». negocios  civiles,  inclusos  los  de  jurisdicción  voluntaria,  no  sólo  por  estiba- 
nías,  como  se  practicaba,  sino  t^ambién  por  juzgados.  ,Otros  imi)ugnaron  esta 
pretensión,  alegando  <|ue  las  excepciones  establecidas  lo  habían  sido  en  benefi- 
cio é  interés  de  los  litigantes  de  buena  fé.  También  acudieron  ios  procuradores 
^e  Madrid  en  este  último  sentido  y  pretendiendo  se  extendieran  las  e^epeiones 
á  las  diligencias  para  preparar ia  ejecüplón  y  á  la  declaración  de  herederos  ab- 
intestatb.  Se  instruyo  sobre  ello  el  oportuno  expediente  eoñ  los  iniPbrmes  que 
estimó  el  Gobierno,  y  como  coincidió  con  la  reforma  deífa-ky  de  Enjuiciamien- 
to civil,  era  natural  que  estudiase  ese  punto  la  Comisión  encargada  de  llevar  & 
-  <efiM^  dicha  reforma.  '*  .  ít  ,      .»/.;; 

Fué  obifeto  de  disdvstén  si  precedía  tratar  4«  esta  materia,  en  la  ley,  4  «t  em 
propia  de  los  reglañientos,  7  se  decidió  por  éHiao«vde  aoiierdo  ctíA  el  GolMemo, 
qne  es  consignara  en  la  ley  el  principie  del  «(ipnrtimienfeó,  son  lüs  >exeepciones 
-qne  seeonsideraaen  neeesarias  y  la  sanetón;|penal'  ceissspondinnte,  como  se  li» 


•hecho;  reservandeínara  los  rei^ameiitos  lo  relativo  ¡al  timii|^,ino4e  y  ürmm  de 
rá^tiearto.  Adenis  de  ser  este  conforme  alol^fto.  de  la  raorasa,  j  le  poreee- 
«dente  también  teniendo  en  enente  la  félaeión  <|ne{|ieiia  elMeyarfttsuante  e<^  Ja 
•impotencia  ^del  joev,  el  >  ¡Minisére»  ^e^  Otaei»  y^im&tííAk .  le  er^Ó  4^  jieostedadl 
para  poner  térsuno  á  la  empeiadasaestión M'Tepactiniiehtoten  ^yrimera  iais- 
!«aneia;'  répFodneidft  tantntf  ymum^  no  tanto  en .  imanes  del  Biijer  servido,  itom* 
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por  Ib  que  afisctaba  á  161  itféfesf»  particulátM  db  éscrfbáiiot  y  Ktfgatite^  y  «s* 
mt  lá  puerti  con  1á  IW  á  tóá^  r^amaoi^  ttltftHor  en  la  Vía  fiibiniatiya. 

Estoi  son  lo«  anteoéoentíéfl,  y  «^  el  objeto  dé  las  dfaposicfoiie»  del  preaente'tf^ 
tolo,  qae  Tamos  á  examinar.  Ténflrase  presente,  conio.9[a  se  ha  dÍ^o,  qne  b0  lt« 
mitán  al  repartlrriiento  de  ne|toc!os  en  primera  histaiti^ia,  q«ediifitlo-ett  sti  f  ir- 
tnd  derogadas  láé  realas  de  lá  tHtima  Iteal  ótden.  de  12'de  Junio  de  28^,  qu6 
4i6f^miAaron  los  negocios  snjetos  k  repártiiniento  y  sus  »c^|>eioines,  y  lá  co^ 
rreeeidff  de  bis  faltas  que'  se  eometiérán  en  esté  aerriciiO,  y  subsistentes,  en  cuan- 
á' ellas  no  se  opongan,  láa  demás  <]Ug  son  reglamentarías  sobre  lá  forma  en  que 
Ita  de  llerarse  á  efectb  el  repartimiento  ^  funcionarios  que  en  él  hayan  de  in^ 
terrenir,  como  lo  están  también  las  que  Tienen  obserrándose  para  el  de  loe  n6^ 
gobios  que  ingresan  en  las  Audiencias  y  eu  el  Tribunal  Supremo. 

Articula  430. 

Todos  los  negocioff  chriles,  así  d6  la:  jurisdicción  contenciosa 
como  de  la  yoluntaria,  serán  repartidos  entre  los  Juzgados  de 
primera  instancia,  cuando  baya  más  de  uno  en  la  población^  j  exí 
todo  casó  entre  las.  divei-sas  escribaníajs  de  cada  Juzgado. 

Articulo  431. 

LbdJtieces  dé  primea  instancia  no  permitirtín  que  se  curse 
ningún  negocio,  sí  no  constare  en  él  la  diligencia  de  repartimlentp. 

£n  el  caso-  de  que  bo<  conste  dicha  dili^ncia^  no  podprá  díetar 
otra*  protl(tetíeia  que*  la  dfe  que  pase  al  repartimiento. 

ArÜci^o  432i 

No  obstante  lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores,  las  pri- 
meras diligencias  en  los  embargos  prevctntivos^  retractos,  inte^- 
dictes  de'  obra  iiueT»  y  d»  obra  ruinosa,  depósito  de  perstmat,  y 
cualesquieríc  otras  que,  á  juicio  del  Juez,  fueretí  de  índole  tah 
perejutoria  jr  urgi^tei  que  su  dilación  dé  motÍTo  fundado  pam 
temer  que  se  irrogwm  irr^>arables  perjutcáos  á  les  interesadoé, 
jpodrá^  acoi'darse  7  Uéfar^  á  efecto  poi*  cualquiera  de  los  Jueces 
j  escríbanla  wte  quienes  se  solicite.    . 

fin  esto»  casos,  luego  q«e  se  pnietique  1»  diligmicia  urgente, 
S0  pas^r^  el  negücio  al  repartimiento,  sin  que  ésto  pueda  dila- 
tflBsa  p<Hrm46  <&  lies  diaa. 

Las  disposiciones  de  estos  artículos  son  bien  claras  y  tenmniMrtee.  Portad,  pñ- 
mete  te  ■uJeUn.alampártínieBtDf  en  la  priaera  snstaaéíaiteibs  los'iiesoúios  «i- 
TÜer,  así  ttals  jninadieíófi  caaÉeneiosa,  cemodela  Tohmtona;  y  s»  bien  dileMB- 
10^  ó  M»el  482  peemite  qnei  poeéaÉ  aeeioiarae  y  Uerane  á-eíeeto  pertuelaupe- 
taíde  lea  juewa  ^>'  eáüibaaíáj^isa^ty  gusanee  ee  seHoiteii,  laedtlilreiiesae^ueen 
él^  SB'Mei|oiéiiaai.«eí'C«tsiiler«0ióe-  ó  en  ilsdolaperentória»  talbién  prarieUe  ^ne 
hiego'^esafvaetífQflaldiHgpiieUi  «««Bti»  ee^Baseel  Éie#aoie  ál  lepartíwkni- 
tOfút^qtiajH/tafmidñ  dtUtane  pevmie  dá  test  diaa^  Dasncrte  qii«es*jibaQlufta, 
3l^eÍH'«acipci¿a,lm  tépiftgeiiebaldelreparlimieato^éloVAetocioé^ifileitde^odas 
eUuAs,  «aye  eoo^aáieirt^eviTaií^oada  á>ies  jaeee»de  ptiineni^inst«MMw  y  io 
«ealB»  lailB|i»coi»i|Nntb>»i9oe'^,M|^  el  •it^eulv/4ai;»v  éiteá«o;|Meden^  paraái- 
iir  á  enrso  de  ningún  asunto,  ni  dietar  en  él  otra  proTÍdenoia  que  la  de  pase  al 
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TCjiaxtii^ií^jt^^  C^f^p^  00  S|^.l^ul}ierj^Ueq^do  este  reqiuAÍto,  incurrieodo  en  otro 
casoeii  larespóDsabiIiaad  que  se  determina  en  el  43S.  Para  que  pnedan  enterarse- 
de  ello  con  más  facilidad,  se  previene  en  la  regla  5.  '^  de  la  Reáf  orden  de  13  dé 
Jnnio  de  1868,  vigente  en  esta  parte,  que  el  repartidor  estampe  el  sello  especial 
de  repartimiento  en  la  carpeta  y  en  la, primera  hoja  útil  de  cada  negocio  rep%r-^ 
tido. 

SU  ñfi  hac^js^.UQ  reparto  entre  los  juzgares,  cuando  haya  máp  de  uno  en.la 
pchIaeiÓn,  y  otro  en  todo  casó  entre  las  diversas  escribanías  de  cada  .fuzgado. 
Así  lo  ordftna  el  articule  43Q,.re8tableeiendo  lo  ^ue  se  mand^  en  los  artícnloa  1^ 
yi^  d^l,  reglameuto  de  l^^^uzgados  d^  primera  instancia,  y  derogando  en  esta 
part«  la  Real  ¿rden  antes  citada,  que  previno  se  hiciera  sólo^  por  escribanías. 
Deben  llevarse  tantos  turnos  cuantas  sean  las  clases  de  negocios,  para  procurar 
la  más  equitativa  distribución  en  cuanto  á  trabajo  y  emolumentos,  conforme  á 
la  clasificación  hecha  en  cada  jujeado  con  api^bación  de  la  Sala  de  Gobierno 
de  la  Audiv.neia  del  territorio,  según  se  previno  en  la  citada  Keal  orden. 

fi¡j(i.  las  p(ü)lapione^  donde  haya  dosó  más  jueces  de  primera  ins|;ancia,  todo» 
tienen  igual  competencia  y  las  mismas  atribuciones,  como  si  no  hubiera  máa 
qne^  uno,  segúli  se  dijo  en  la  Beal  orden  de  21  de  Enero  de  1860*  y  por  esto  el. 
veplürtimientodelerniiDa.  la  competencia  relativa  entre  ello&i  como  se  declara 
en  el  art.  59.  De  lo  cual  se  deduée  que,  cuaiido  uno  de  les  ji^eces,  de  dichas  por 
blaciones  conoce  de  un  negocio  que  no  ha  sido  repartido  á  su  juzgado,  no  pro- 
cede con  incompetencia  ó  falta  de  jurisdicción,  sino  con  abuso  de  ella,  por  cuyo 
abuso  debe  ser  corregido  discipUtiariamente,  come  se  previene  en  el  art.  433,  y 
podrá  también  la  parta  agravida  entablar  el  recurso  de  responsabilidad,  civil  6 
crimloftcl»  según,  las  circvnatancias  del  caso.  ^  Pero  no  puede  deducirle  que  sean 
ñi|las  íaa  actuaciones  practicadas  con  ese  vicio,  porque  no  es  absoluta  la  incom- 
petencia, ni  se  hace  en  la  ley  tal  declaración:  lejos  de  ello,  se  declara  en  el  ar- 
tículo 115,  aplicable  al  caso  por  analogía,  que  cuando  se  promueve  cuestión  de, 
competencia,  son  válidas  las  actuaciones  que  se  hayan  practicado  en  el  juagado 
ÍQppipf|etente,  8Íi|,necesida4  de  que  se  ratiJSquen  ante  el  juez  declarado  compe- 
tente. X  de  acuerdo  con  esta  doctrina,  tiene  declarado  el  Tribunal  Suprenio.  en 
sentencia  de  3Q  4e  Junio  de  1875,  que  cada  cual  de  los  jueces  de  primera  ins- 
t^jkcia,  de  Ii^  f>oblacione8ien  que  hay  más  de  uno,  es  competente  para  conocer  de 
los  nej^ocios  civiles  atribuidos  por  la  le^  á  la  autoridad  que  ejercen,  sin  que 
cualquiera  fiüta  ocorrida.en  el  repartimiento  pueda  producir  la  incompetencia 
4e  jurisflipción,  ni  ser  por  tanjt^o  base  del  recurso  de  casación  por  quebranta^ 
miento  de  forma. 

En  cuanto  á  las  diligencias  urgentes,  que  podrán  practicarse  ante^  del  repar- 
timiento, el  art.  432  designa  las  de  einbai^gos  "preventivos,"  retractos,  inter- 
dictes "de  pbrainuevaí*  y  "de  obra  rujnosa."  (no  losdemásintei'dict os)  y  depósito 
de  personan;  perq  afíade:  "y.  cualesquiera  Qtras  que,  á  juicio  del  juez,  fueren  de 
índole  tan  perentoria  y  urgente,  que  su  dilación  dé  motivo  fundado  para  temer, 
que  se  irroguen  irreparables  perjuicios  á  los  interesados."  £n  los  casos,  pues, 
expresamente  determinados  en  la,  ley,  ésta  da  por  supuesta  la  urgencia,  y  el  juez 
no  debe  negarse  á  practicar  las  diligencias  solicitadas  siempre  que  sean  proce- 
dentes; pero  en  los  demás  casos,  es  de  la  exclusiva  competencia  del  juez  apreciar 
la,urjgencía  y  si  de  la  dilación  pueden  seguirse  prjuicios  irreparables,  y  por 
con8iguient\  cualquiera  que  sea  su  resolución,  habrá  de  llevarse  á  efecto  sin 
ulterior  recurso,  ciue  á  nada  conduciría,  porque  mientras  se  sustanciaba,  habiía 
pasado  la  urgencia,  si  la  había  realmente. 

l<»,eiocpMit)anQÍa  deluo. poder  dilatansepor  más  de  tar^^  días  el:  repartimiento 
4el  ne^^ea  el  e««o.de  <¿ie  se  trata,  da  iese  término  el  caráote^  de  improro- 
gable:  ae  suerte  que,  hayanse  practicado  ó  no  todas  las  dilijtriencias,  pollcitadas 
en  concepto  de  urgentes,  en  el  estado  en  que  se  hallen  al  tercero  día  después  de 
U  presentación  dá-escrito,  debepasareeel  negocio  á  repartiml^to.  3e  ha  fija* 
do  ese  término  perentorio  para  evitar  el  abuso,  que  antes  se  cometía,  de  retener 
yi4eiÍAÍdamente  los  autps.  Raro  será  el  caso  en  que  dent^r^  de  los  tj^s  días  no 
ppedan  practicarse  las  dil!^ncia».que  sean  Í9  verdadera  urgencia;  pero  si  ocilr 
i^iefs^,;  como  iKKiría  supedw  en  un  embargo  preveíativo  de  mucha  importancia, 
^  iDtérés.de  la  parte  está  e)  limitarse  á  solicitar  las  diligencias  qupi  puedi^ji, 
i^a^tiearfe  en  m  tros  día/s»  conducentes  á  poner  loa  biencia  en  segnridad  para 
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232  GUIA  PRACTICA  BE  BEESCH» 

«ritar  fraacfes,  bíq  peijaleio  de  instar  su  terminaeióii  en  el  jncsfaáo  eorrei^oB- 
diente  j  por  la  escribanía  á  quien  se  pase  el  negocio. 

Articulo  433. 

Fuera  de  los  casos  expresados  en  el  articulo  anterior,  los  Jue- 
<;es  que  dicten  proTidencia  en  un  negocio  que  no  estuviere  repar* 
tido,  serán  corregidos  disciplinariamente,  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  titulo  siguiente. 

Articulo  434. 

El  repartidor  ó  secretario  del  Juzgado  que  turnare  un  negocio 
á  distinto  Juzgado  ó  escribania  de  la  que  corresponda,  incurrirá 
^n  una  multa  de  25  á  150  pesetas,  sin  perjuicio  de  la  responsabi- 
lidad criminal  que  pueda  caberle. 

Articulo  435. 

El  escribano  que  actúe  en  un  negocio  sujeto  á  repartimiento, 
sin  que  le  hubiere  sido  turnado,  incurrirá  en  la  multa  del  duplo 
de  los  derechos  que  haya  derengado. 

Para  <_ 

lerancia  (^ .    _ 

imponerse,  tanto  á  los  repartidores  como  á  los  jueces  y  escribanos,  por  los  abu- 
aos  que  puedan  cometer  con  relación  al  repartimiento  de  negocios.  La  claridad 
•con  que  están  redactados  dickos  artículos  nos  excusa  de  explicarlos.  Sólo  indi- 
caremos que  las  penas  en  ellos  determinadas  han  de  imponerse  por  ría  de  co- 
rrecci  >n  disciplinaria,  en  la  forma  y  con  los  recursos  que  se  establecen  en  el 
título  siguiente,  sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  criminal  ó  ciril  en  que  pue- 
dan  incurrir,  si  hubiere  méritos  para  exigirla.  Si  por  dádiva  ó  promesa  un 
repartidor  turnare  un  negocio  á  distinte  juzgado  ó  escribanía  de  la  que  corres* 
ponda,  además  de  la  multa,  qae  como  corrección  disciplinaria  ha  de  imponer- 
•ele  conformé  al  art.  434,  incurrirá  en  responsabilidad  criminal  por  el  delito  de 
cohecho;  y  así  en  los  demás  casos. 

Articulo  436. 

No  estarán  sujetos  á  repartimiento  los  juicios  verbales,  los  de 
•desahucio,  ni  los  demás  negocios  que  sean  de  la  competencia  de 
los  Jueces  municipales. 

Donde  haya  dos  ó  más,  cada  uno  conocerá  de  los  que  corres- 
pondan á  su  distrito,  conforme  á  las  reglas  establecidas  en  lof 
articules  62  y  63,  con  apelación  al  Juzgado  de  primera  instancia 
del  mismo  distrito,  en  el  que  se  repartirán  entre  sus  escribanias» 

La  real  orden  de  13  de  Junio  de  XS9S  exceptuó  también  del  repartimiento  leC 
juicios  verbales  y  diligencias  He  que  conocen  en  primera  instancia  los  jueces  mu- 
nicipales, cuya  disposición  dio  por  resultado  que.  en  las  poblaciones  donde  hay 
dos  o  mas  jueces  de  dicha  clase,  cada  uno  de  ellos  conocía  de  cuantos  juicios 
verbales  y  actos  de  eonciliación  se  entablaban  en  su  juzgado,  considenndoat 


ra  que  se  cumpla  puntualmente  la  f^  y  no  se  incurra  en  el  abandono  ó  to- 
cia que  antes  había,  se  determinan  en  estos  artículos  las  penas  que  han  de 
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oompetentos  por  U  sumisión  de  las  partes.  Esto  se  prestaba  i  graves  abusos  é 
incojiyeiiiencias  que  no  es  del  caso  referir,  como  las  tenía  también,  aunque  d« 
otro  orden,  el  que  las  apelaciones  de  dichos  jueces  se  repartieran  entre  los  es* 
críbanos  de  los  dirersos  juzg^ados  de  primera  instancia,  por  no  haber  sido  ex- 
ceptuadas de  este  requisito  y  estar  comprendidas  en  la  resala  general. 

£1  presente  artículo  se  dirige  á  remediar  los  males  indicados.  Declara  que  no 
estarán  sigetos  á  repartimiento  los  negocios  que  son  de  la  competencia  de  Itm 
jaeces  municipales  en  primera  instancia,  pero  ordena  que  en  las  poblaciones 
donde  haya  dos  6  mas  de  dichos  jueces,  cada  uno  conocerá  de  los  negocios  que  co- 
rrespondan á  su  distrito,  sujetándose  á  las  reglas  de  competencia  establecidas  ea 
los  artículos  62  y  63,  con  apelación  al  juxgado  de  primera  instancia  del  mism* 
distrito,  en  el  quejse  repartirán  entre  sus  escribanías.  De  la  referencia  que  ha- 
ce.la  ley  á  dichos  dos  artículos  para  determinar  la  competencia,  se  deduoe  cla- 
ramente que  no  son  aplicables  las  reglas  establecidas  en  los  anteriores,  y  por 
consiguiente  que  no  cabe  la  sumisión  expresa  ó  tácita  de  las  partes  á  un  jues 
municipal  determinado,  en  las  poblaciones  donde  haya  dos  ó  más:  ha  de  conocer 
precisamente  el  del  distrito  á  que  corresponda  el  negocio,  conforme  á  las  re- 

fias  de  dichos  artículos  62  y  63.  Donde  sólo  haya  un  juez  natunicipal,  nadie  sino 
1  puede  conocer  de  los  negocios  correspondientes  á  su  jurisdicción,  y  como  en 
dichos  juzgados  sólo  hay  un  secretario,  también  en  este  concepto  es  innecesario 
el  repartimiento. 

En  periódicos  políticos  y  profesionales  se  ha  denunciado  un  abuso  que  rore- 
la  la  infracción  manifiesta  de  la  ley  en  el  punto  de  que  tratamos.  Se  dice,  y  pa- 
rece exacto  según  nuestras  noticias,  ^ue  los  juzgados  municipales  de  Madrid 
Tienen  conociendo  de  todos  los  negocios  cÍTÍles  de  su  competencia,  sin  otra  re- 
fina para  determinar  la  preferencia  entre  ellos,  que  la  libérrima  voluntad  de  los 
litigantes,  á  quienes  se  cree  arbitros  do  elegir  y  someterse  al  juzgado  que  mejor 
les  plazca:  que  esta  práctica  alrasira  dá  por  resultado  una  desigualdad  tan  no- 
toria, que  mientras  en  unos  juzgados  aparecen  sustanciados  centenares  de  jui- 
•cios  yerbales  y  de  desahucio,  obteniendo  el  juez  y  secretario  pingües  emolu- 
mentos, en  otros  no  llegan  á  la  décima  parte  de  aquellos:  que  esa  predilección 
I>or  determinados  juzgados  puede  dar  ocasión  á  que  en  ellos  se  reúnan  los  jui- 
cios yerbales  en  que  la  u|ura  ahoga  al  necesitado  Ó  al  vicioso,  y  á  veces  simu- 
lando con  amafies  la  capacidad  legal  del  que  no  la  tiene  para  obligarse;  y  com» 
remedio  á  estos  abusos,  se  propone  el  repartimiento  de  negocios  entre  ÍOs  jua- 
gados municipales  en  las  poblaciones  donde  haya  dos  ó  más,  como  se  ha  esta- 
blecido para  los  de  primera  instancia. 

Es  de  lamentar  que  sigan  los  mismos  abusos  que  la  nueva  ley  se  propuso  cor 
rregir,  y  que  esto  suceda  porque  no  se  cumplen  sus  disposiciones.  Ño  puede  es- 
tablecerse el  repartimiento,  porque  lo  prohibe  el  artículo  5|ue  estamos  comen- 
tando, por  el  cual  se  desechó  en  inter&  público  y  de  los  particulares  después 
de  maduro  examen,  del  ^ue  resultó  el  convencimiento  de  que  en  los  juzgados 
municipales  ofrece  más  inconvenientes  que  ventajas.  Cúmplase  la  ley,  como 
debe  cumplirse  conforme  á  su  letra  y  á  su  espíritu,  y  desaparecerán  los  abusos 
indicados  sin  necesidad  del  repartimiento  de  negocios. 

Es  verdad  que  el  art.  56  dá  competencia  preferente  al  juez  á  quienes  los^  liti- 
nantes  se  humeren  sometido  expresa  ó  tácitamente;  ))ero  en  las  poblaciones 
donde  haya  dos  ó  más  jueces,  no  puede  hacerse  esa  sumisión  á  uno  ae  ellos  con 
exclusión  de  los  otros,  como  se  previene  en  ol  59,  porque  siendo  todos  iguales* 
la  sumisión  á  uno  determinado  no  significaría  la  conveniencia  de  las  partes  en 
'que  se  siga  el  juicio  en  aquella  localidad,  sino  que  respondería  á  otros  fines  6 
motivos  personales  que  rechazan  la  moral  y  la  justicia.  Por  estas  oonsideracib- 
nes  prohibe  la  ley  la  sumisión  á  un  juez  determinado  en  aquellas  poblaciones 
donde  existen  dos  ó  más  juzgados  de  la  misma  clase,  y  proceden  notoriamente 
«ontra  ella  loe  jueces  municipales  (no  son  todos)  que  se  creen  obligados  á  co- 
nocer de  los  juicios  verbales  y  de  desahucio  que  sometan  á  su  jurisdicción  de- 
mandantes y  demandados. 

En  dichas  poblaciones,  el  repartimiento  de  los  negocios  determina  la  com- 
petencia relativa  entre  los  jueces  de  primera  instancia,  como  se  previene  en  el 
Art.  59  antes  citado,  y  en  los  juzgados  municipales  la  determina  U  demarcación 
«del  distrito  en  ^ue  ejercen  su  jnrisdicáón,  como  se  ordena  en  el  presente  ar» 
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t(cu)ÍQ,4ai5  j  en  el  463.pmr»i  los  acto»  de  conciüt^ián,  ¡No .  cabe,  puen,  en  esto» 
c^os  la  sumisión  de.  las  partes  á  ün  jaez  determinado,  ni  son  aplicables  las  dis- 
p«8Ícíojies  que  4  jella  se  refieren  contenidas  en  el  art,  59  y  si j^ientes,  como  ló 
dá  á  entender  con  toda  claridad  el  463«  seirun  ya  se  ha  diclio,  «1.  ordenar  ^ue 
dende  haya  dos  ó  más  jvieces  municipales,  cadi^  uno  conocerá  de  los  negocios 
que  correspondan  á  su  distrito,  conforme,  á  las  reglas  establecidas  en  los  artícu- 
los 62 y  63,  y  no  en  los  anteriores. 

Por  consiguiente,  conforme  al  art.  69,  en  Madrid  y  en  las  demás  ppb^acione» 
donde  hay  dos  6  más  jueces  municipales,  cuando  sei^  personal  la  accién  que  se 
ejercite  en  juicio  yerba),  únicamente  puede  conocer  ae  ella  el  juez  del  distrito 
dónde  tenga  su  domicilio  d  demandado,  6  donde  resida  si  no  esturiere  doni* 
ciHado.  Si  la  demanda  es  ñor  acción  real  sobre  bienes  muebles  ó  somorientcs. 
será  juez  conn)etente  el  del  distrito  donde  se  halle  la  cosa  6  e]»del  domicilio  del 
demandado,  á  elección  del  demandante;  y  si  es  sobre  bienes  inmuebles,  el  del 
distrito  en  que  esté  sita  la  cosa  litigiosa.  De  las  demandadas  de  desahució  sélo^ 
pnede  conocer  el  juez  municipal  del  distrito  donde  esté  sita  la  finca,  conforme 
ala  regla  13  del  artículo  68,  y  como  se  preriene  en  el  1562.  T  asimismo  se  ob* 
serradln  las  demás  reglas  de  dicho  artículo  63,  en  cuanto  sean  aplicables- á  Ios- 
negocios  de  que  puedwi  conocer  los  juece-»  municipales. 

Estas  son  fas  reglas  de  competencia  á  que  deben  ajustarse  los  jueees  munici- 
pales de  Madrid  y  de  las  demás  poblaciones  en  que  liaya  dos  ó  más.  Sujetando- 
se  á  ellas,  no  habrá  ocasión  á  los  abusos  antes  indicados,  ni  resultará  desigual- 
dad extraordinaria  en  el  trabajo  y  emolumentos.  Los  que  acepéen  el'  conocí- 
miento  de  un  negocio  sin  otra  razón  de  competencia,  oue  la  sumisión  de  la«w 
partea^  faltan  abiertamente  á  la  ley  que  no  permite  dicna  sumisián  á  un.  jues 
determinado  en  las  poblaciones  donde  hay  d^  ó  más,  y  que pretiene  conozcan- 
de  los  auo  correspondan  á  su  distrito.  Y  así.  como  los  iueoes  de  primera  imt^tn- 
cia  de  dichas  poblaciones  no  pueden  dictar,  otra  prr videncia  que  la  de  paseé  re- 
partimiento cuando  se  les  dé  cuenta  de  un  negocio  que  no  estuTÍere  repartido, 
por  igual  razón  los  municipales  no  deben  dictar  otra  que  la  de  pase  al  juzgac^ 
del  distrito  correspondiente,  y  no  haciéndolo  así  deberán  sec  corregidos  discin^ 
pUnarianMnte,  como  lo  previene  para  aquellos  el  art.  433,  y  por  estar  tanUiinii 
eonprendidos  en  el  núm.  2.<^  del  487  y  en  el  447  de  la  pareaeote  ley.  Esto<  sin 
perjuicio  de  la  responsabilidad  civil,  v  en  algún- caso  también  criminal,  en  quQ 
incurren  por  infringir  notoriamente  la  ley,  y  por  proceder  sin  jurisdicción,  jrá^s 
no  la  tienen  sobre  eoia»  que  no  se  hallen  dentro  ae  su  disirito,  cuando  ñee^>» 
cite  la  acción  real  ó  de  desahueio^  ni  s*bre  personas,  demandadas  por  acción 
personal  que  no  tengan  en  él  su  residencm,  y  no  puede  estimarse  prnrogada^ 
por  la  sumisión  de  las  partes,  prohibida  para  estos >casos,  como  se  ha  dicho. 
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DE  LAS  CORRECCIONES  DISCIPLINARIAS. 

La  jurisdicción  díscipHnari*  es  indiimensableen  todas  las.  institqcionfis  so* 
cíales  y  muy  especialmente  en  la  del  óroen  judicial,  como  medio  deiíaoerse  rea^ 
jpfitMs  y  obedecer,  de  con^errar  1^  subordinación  y  disciplina  y  de  que  cada  cual ' 
llene  cumplidamente,  «us  respectiyos  deberes.   En  todos  tiempos -y- en  todos  los. 
mises  se  han  dictado, ,  ó  puesto  en  nréctica  á  falta  de  ley  escrita,  disposiciones 
dürJsridas  á  dicho  fin,  v  prescindienao  de  nu<^Rtra  legislación  antjgua.  las  yernos:, 
consignadas  en  el  reglamento  del  Tribunal. Supremo  de  Justicia  y  ordenanzas, 
de  las  Audiencias  de  183&.  en  el  reglamento  de  los  juzgados  de  primera,  inetan- 
em  de  lfi44^en  la  ley  do  JSn^iciamiento  cítíI  de  ISSto,  artículos  42  al  47,  y  en  , 
l%,orgánioa.del.Po9er  judicial,  artículos  661  al  665y  tít.  XIX,  que  trata  "de 
1»  jurisdicoión  disciplinaria.'^   Las  disposiciones  de  estas  dos  leyes,  en  cuanto  - 
se  relación oi^icon  la.materia  que  es.  objeto  de  la  presente,  se  han  refundido  en 
la»  del  título^-que  vamos  i  comentar,  dando  así  cumplimiento,  á  lo  mandado  en 
la  ley  de  bases  paraba  reforma  del  enjuiciamiento  cÍ¥Íli 

¿Hasi4o>correcto^efte,  procedimiento?  Ko.  falta  quien,  opina  que  con  hab^ 
trascrito  á  la^ley  actual  las  disposiciones  de  Ja  orgánica  del  Poder  iudieial»  re^. 
lativa»  á  esta  materia,^  "se  ha  cometidl^una  ingerencia  injustificable,  y  q^  re- 
Ta}a,la  falta  de  criterio  eminentemenjte  científico  y. de.  bujeción  á  los  buenos 
p^ncipioa,  coa  que  se  redactan  por.regla^A^nerA^l  nuestras  leyes."  £1  erudito 
autor  de  tan  severa  censura,  qne  trata  de  ese  modo  á  los  legisladores  de  su  patria, 
no  ha  tenido  en  cuent|i,  seigün  se  deducerdéJo,.q>}e  ha  escrito  sobre  esta  mate- 
ria» que  son  de  dos  dme^  con  distinta  compe^ivcia.  y  4if<srentes  procedimientos, 
las  correcciones  disciplii)Ai^a3  qna,  pueden  amponor  ios  jueces  y  tribunales;  una^, 
de  carácter  ''judicial,"  y. otras  de^caracter  '^gubernativo;"  y, que  en  la  presente 
ley  sólo  se  trata  de  laá  primeras,,  por  la-  relación  qne  tienen  con  la  sustanciá- 
eión  de  los  juicios,  en  cuyo  procedimiento  ha  de  haberse  coi;netido  la  falta  áque 
pueden  aplicarse,  como  se  hizo  también  en  la.jey  -anterior  de  1855,  sin  que  se 
comprendan  en  ella  las'  de  caH^er  ^bernativo,.  de  que  trata  1^  ley  or^nioa> 
del  Poder  judicial,  la  cual  áe  haUa  vigente  en  estaparip-  Y  por  haber  coi^fuU)^ 
dido  aquél. estas ifkps  espacies,  suponiendo  que  una^  y  otra?  correcciones  han  de- 
sujetarse  hoy  á  lo  que  sé  ordena  en  ía  presente  ley,  lo  cual  es.  un  error  jurídico, 
waa  vamos  á  demostrar,  atribuye  sin  fundamento  á  los  autores  de  esta  ley  la 
falta  de  criterio  científico  y  de  sujeción  á  los  buenos  principios,  que  pudiera  aplir 
•arse  á  si  mismo.  . 

^Para^u^  no  se  incnr^aenla  confusión  antea  indicada,  y  se  comprepda  la 
dilarencia  capital  qujS  e^te  entro,  unas  y  otras^^rrecciones,  basta  considerar:. 

1.  ®  Que  la  jurif  djccióc  4Á^íp.l^Daria  de  '^carácter  judicial"  se  ejerce  por  los, 
jueces  municipales  y  de  primera  instancia  y  por  las  Salas  "de  justicia"  de  las 
A«d{Mi(CÍafl y  del  TribunalSuprenuo <art,  4^7  de  esta Jepr)*  <Ma uno reqpec^e  de 
laa/Utas  que  se  cometan  en  los  juicios  jr  demás  n^ooios  de  bu  competencia  júr 
dieial;  y  la  de  "carácter  gubernativo"  sé  ejerce  por  dichos  jueces  y  por  las  Sár- 
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Us  "de  gobierno"  de  Us  Audiencias  7  del  Tribunal  Supremo  (artículos  732,  750 
y  751  de  la  lej  orgánica),  cada  uno  respecto  de  los  funcionarios  que  le  estén  su- 
bordinados y  en  rirtud  de  expediente  gubernatiro. 

2.®  ^  Que  te^j^n  el  artículo  antes  citado  de  la  presente  ley,  están  sujetos  á  la 
jurisdicción  disciplinaria  judicial  los  particulares,  cuando  falten  al  orden  y  res« 
peto  debidos  en  los  actos  judiciales,  no  fuera  de  ellos;  y-  los  funcionarios  que 
interrienen  en  los  juicios  por  las  faltas  que  en  ellos  cometan,  y  no  por  las  que 
puedan  cometer  fuera  de  los  actos  y  procedimientos  judiciales.  Por  estas  faltas 
están  sujetos  á  la  jurisdicción  disciplinaria  gubernatiya,  pero  sólo  loa  jueces  y 
magistrados  y  los  auxiliares  de  los  juzgados  y  tribunales  (art.  731  'de  la  ley  or* 
^nica);  nunca  los  particulares. 

Y  3.  ®  Que  las  faltas  y  omisiones  que  pueden  corregirse  judicialmente  han  de 
.haberse  cometido  dentro  de  los  juicios  ó  en  los  actos  y  procedimientos  judicia- 
les, como  se  ha  dicho,  no  fuera  de  ellos  ni  aun  con  ocasión  de  los  mismos;  al 
paso  que  las  taitas  que  han  de  corregirse  gub^natiramente  se  refieren  á  la  su- 
bordinación y  disciplina,  y  al  decoro  y  prestigio  de  la  clase  y  de  la  administra- 
ción de  justicia  en  general,  nunca  á  un  negocio  determinado  en  particular.  Para 
evitar  intrusiones  y  dudas,  convendrá  tener  presentes  las  "faltas  de  carácter  |:n- 
bernativo,"  determinadas  taxactivamente  en  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial. 
Son  las  sifiruientes: 

Segúntel  art.  734  de  dicha  ley,  "los  jueces  y  magistrados  serán  conegidos  dio» 
ciplinariamente:  1.  ^  Cuando  faltaren  de  palabra,  por  escrito  ó  por  obra  á  sus 
•superiores  en  el  orden  jerárquico. — 2.  ®  Cuando  faltaren  gravemente  á  las  con- 
sideraciones debidas  á  sus  iguales. — 3.  ^  Cuando  traspasaren  les  límites  rató- 
nales de  su  autoridad  respecto  á  los  auxiliares  y  mibalternos  de  los  juzgados  y 
tribunales,  ó  á  los  que  acudan  á  ellos  en  asuntos  de  justicia,  ó  á  los  que  asistan 
á  los  estrados,  cualquiera  que  sea  el  objeto  con  que  lo  hagan.--4.  ®  Cuando  fue- 
ren negligentes  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes. — 5.  ^  Cuando  por  la  irregu- 
laridad de  su  conducta  moral,  ó  por  victos  que  les  hicieren  desmerecer  en  el 
«concepto  público,  comprometieren  el  decoro  de  su  ministerio. — 6.  ®  Cuando  por 
gastos  superiores  á  su  fortuna,  contrajeren  deudas  que  dieren  higar  á  que  se  en- 
tablen contra  ellos  demandas  ejecutivas. — 7.  ^  Cuando  recomendasen  á  jueces  6 
tribunales  n^ocios  pendientes  en  juicio  contradictorio  ó  causas  criminales. — 
8.  ^  Cuando  infringieren  las  prohibiciones  contenidas  en  los  números  8,  ^,4,»% 
5»  J  y  6.  ®  del  art.  7.  ®  de  esta  ley  (la  orgánica,  y  se  refieren  á  las  de  dirijgir  fe- 
licitaciones ó  censuras  al  Gobierno  y  funcionarios  públicos;  tomar  parte  en 
elecciones,  reuniones  y  otros  actos  dé  carácter  político,  y  concurrir  de  oficio  6 
en  traje  de  ceremonia  á  fiestas  ó  actos  públicos  no  exceptuados). — ^9.  ^  Cuando 
^n  autorización  del  Ministerio  de  Gracia  v  Justicia  publicaren  escritos  en  de- 
fensa de  su  conducta  oficial,  ó  atacando  la  de  otros  jueces  ó  magistrados.*'  T  en 
cuanto  á  los  auxiliares  de  los  tribunales,  previene  el  art.  750  de  la  misma  ley 
que  podrán  ser  corregidos  disciplinariamente,  "cuando  se  hallaren  en  uno  de  lo« 
casos  expresados  en  los  números  1.  ®,  2.  ®,  4.  ® ,  5.  **  y  6.  ^  del  art.  743,  con- 
signados anteriormente;  cuando  no  guardaren  la  debida  consideración  á  los  que 
acudan  á  ellos  en  cosas  relativas  á  sus  funciones,  ó  no  se  mostraren  imparciale* 
en  el  desempeño  de  las  mismas,  y  cuando  tuvieren  vicios  t(ae  los  hagan  desme- 
recer en  el  concepto  público.**  .  ^  ^ 

Compárense  todas  estas  faftas  y  cada  una  de  ellas  con  las  de  carácter  judicial 
determinadas  eñ  la  presente  lev  de  Enjuiciamiento  civil,  y  se  verá  oue  no  pue- 
den confundirse  1m  unas  con  las  otras.  Las  uñas  se  refieren  &  la  disciplina  f 
decoro  de  loa  funcionarios  y  al  buen  gobierno  de  la  corporacióa  llamada  tribu- 
nal, sin  relación  directa  ó  inmediata  con  el  procedimiento,  y  por  cbosiguiente 
ocupan  su  lugar  oportuno  en  la  ley  de  organización  de  los  tribiínales.'  Las  otrav 
se  refieren  directa  ó  inmediatamente  al  procedimiento;  tanto  quéhan  de  con- 
sistir en  la  infracción  de  alffún  precepto  de  la  ley  procesal:  y  ¿cómo  no  ha  de.ter 
correcto  y  procedente  que  la  misma  ley  disponga  el  modo  V  forma  de  correr 
las  infracciones  de  sus  preceptos^  Así  se  ftizo  también  eta  la  de  1895,  y  el  Ge^ 
^bierno  no  estaba  autorizado  para  suprimir,  sino  para  reformará  modificar  aq«e- 
»llas  disposiciones.  "''... 

'fiólo  desconociendo  la  diversa  índole  dé  unas  y  otras  faltas  y^  la  exlensión^* 
lis  facultades  judiciales  y  de  las  gnbérüativaf  conferidas  i  Ibsjueeet  y  trf  boiui-» 
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^,  podrán  ocurrir  dudas  sobre  la  competencia  y  procedimiento  en  esta  mate- 
ria. Se  cita  como  caso  de  duda  el  de  la  negligencia  de  un  jues  de  primera  ins- 
tancia en  el  cumplimiento  de  sus  deberes,  ¿fijs  general  esa  negligencia  para  to- 
dos los  negocios,  de  suerte  que  tiene  abandonado  6  descuidado  el  despacho  del 
juzgado?  Pues  deberá  ser  corregido  gubernativamento  por  la  Sala  de  gobierno 
de  la  Audiencia,  conferme  á  la  ley  orgánica.  ¿Ha  sido  neg^iST^Dte  en  el  despa- 
jo de  algún  negocio,  no  cuidando  de  que  se  sustancie  conforme  á  la  I^y.  6  dic- 
tando sus  proT^denciasy  sentencia  fuera  del  término  legal?  Pues  la  Salado 
justicia  que  conosca  de  u>s  autos  corregirá  disciplinariamente  esas  faltas  por  lo 
que  de  los  mismos  autos  resulte  y  conrorme  á  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil:  y 
8i  en  dos  6  más  negocios  hubiere  cometido  la  misma  falta,  en  cada  uno  de  ellos 
le  impondrá  la  corrección  correspondiente.  Y  con  igual  criterio  se  resolverán 
«in  dificultad  cuantos  casos  de  duda  puedan  imaginarse,  teniendo  presente  que 
siempre  que  se  cometa  la  falta  en  actuaciones  judiciales  y  así  resulte  de  los  au- 
tos, debe  ser  corregido  judicialmente:  y  si  para  justificarla  es  necesario  formar 
«1  expediente  instructivo  que  previene  la  ley  orgánica,  deberá  ser  corregida  gu- 
bernativamente. 

Aunque  son  unos  mismos  los  jueces  y  tribunales  que  han  de  corregir  unas  y 
otras  faltas,  cuando  no  lleguen  á  constituir  delito,  en  las  unas  proceden  guber- 
nativamente, siendo^de  la  competencia  de  las  Salas  de  gobierno,  y  en  las  otras 
judicialmente  ó  en  virtud  de  sus  funciones  judiciales,  correspondiendo  su  cono- 
cimiento á  las  Salas  de  justicia.  Por  esto,  y  jorque  además  están  sujetas  á  dife- 
rente procedimiento  y  á  distintas  penas,  conviene  tener  presente  el  deslinde  que 
acabamos  de  hacer,  como  asimismo  que  las  correcciones  disciplinarias  de  carác- 
ter gubernativo  se  rigen  per  los  art.  731  al  755  de  la  ley  orgánica  del  Poder  ju- 
dicial, C|ue  eiffuen  en  toda  su  fuerza  y  vigor^  y  las  de  carácter  judicial  por  las 
disposiciones  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  contenidas  en  el  presente  título. 

Indicaremos,  por  último,  que  estas^  disposiciones  "son  también  aplicables  á 
cuantas  personas,  sean  6  no  funcionarios,  asistan  6  de  cualquier  modo  interven" 
gan  en  los  juicios  criminales,  siendo  los  jueces  municipales,  los  de  instrucción, 
los  tribunales  de  lo  criminal  y  el  Supremo,  (quienes,  respectivamente  en  su  caso^ 
podrán  imponer  las  correcciones  disciplinarias  correspondientes."  Así  se  ordena 
en  el  art.  258  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  de  suerte  que  los  distinguí- 
'  dos  jurisconsultos  ^ue  redactaron  esta  ley  y  el  Ministro  que  la  aprobó,  distintos 
de  los  que  intervinieron  en  la  de  Enjuiciamiento  civil,  encontraron  tan  confor- 
me á  los  buenos  principios  el  título  XIII,  objeto  de  este  comentario,  que  lo  acep- 
taron por  completo,^  acordando  que  sin  la  menor  alteración  se  apliquen  sus  dis- 
posiciones en  los  juicios  criminales.  ^  T  cuando  así  han  opinado  hombres  emi- 
nentes de  diferentes  escuelas,  será  lícito  deducir  que  se  ha  procedido  con  ligereza 
~or  lo  menos  al  calificar  ese  hecho  de  ingerencia  injustificable,  que  revela  falta 
le  criterio  científico  y  de  sujeción  á  los  buenos  principios. 

Artículo  437. 


s: 


Los  Jueces  municipales  j  de  primera  instancia  j  las  Salas  de 
Justicia  de  las  Audiencias  j  del  Tribunal  Supremo  podrán  co- 
rregir disciplinariamente: 

I^  A  los  particulares  que  falten  al  orden  y  respeto  debido  en 
los  actos  judiciales. 

2?  A  los  funcionarios  que  intervienen  en  los  juicios,  por  las 
faltas  que  en  ellos  cometan. 

En  este  artículo  se  determinan  las  autoridades  que  pueden  eieroer  la  juris-^ 
dicción  disciplinaria  de  carácter  judicial  y  las  personas  que  á  ellas  están  suie-r 
tas.  De  acuerdo  con  el  principio  consignado  en  los  artículos  42  y  43  de  la  ley 
de  1855,  se  atribuye  dicna  jurisdicción  á  los  mismos  jueces  y  3alas  de- justicia 
ose  conozcan  del  pleito  ó  negocio  en  que  se  cometa  la  falta ^  y  están  sujetos,  á 
•lia,  tanto  los  particulares  que  falten  al  orden  y  respeto  debidos  en  los  actos  ju- 
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dieUlM,  eoma  los  funoioiisrios  i^ue  intorrienen  aa  l«sja¡do9,-4»ec,  las  faites  f  me 
-en  olios  ítsometatt,  y  no  porias  quo^^neden  Oomeier  tnocm  de  lo»  joletoii*  1^- 
que  é$tm  non  de  oaráeter^gnboriMtiyo  y^kan  de€Ofr«ffirae  oo«fov«i6  áriadieiy  or- 
¿ánieadei  Poder  jadicial,  segúaitomoéexiiliéado  en  la  intredaooi^n  de  este 4(- 

•Como  ka  faltaa  en  que  pueden  iaourriT  los  patticaiarofl  no  son  iguales  á  las 
..  que  en  A  ejenxeio  de  en  oargro  pueden  cometer  los.  funcionarios  que  intecrieien 
•n  los  juicios,  se  trata  detonas  y  oirás  con  la  conveniente  septtraoión  en  ioa  ar- 
tículos que  siguen. 

Artíeulo438. 

Los  que  interrumpieren  la  vi«ta  de  algún  pleito  ú  otro  acto 
solemne  judicial,  dando  séllales  ostensibles  de  desaprobación  óúe 
aprobación,  faltandaál  respeto  y  ocmsidar'ación  debidos  á  ios  Juz- 
gados y  Tribunales,  ó  perturbando  de  cualquier  modo  elórdett, 
sin  que  el  hecho  llegue  á  constituir  delito,  serán  amonestados  en 
el  acto  por  el  Presidente  y  expulsados  del  Tribunal,  si  no  obe- 
decieren á  la  primera  intimación. 

Artículo  4?9. 

Los  que  se  resistieren  á  cumplir  la  orden  de  expulsión  serán 
arrestados  y  corregidos,  sin  ulterior  recurso,  con  una  multa  que 
no  e3ccederá  de  20  pesetas  en  los  Juzgados  municipales,  de  40  en 
los  de  primera  instancia,  de  60  en  las  Audiencias  y  de  80  en  él 
Tribunal  Supremo,  y  no  saldrán  del  arresto  hasta  q  ue  hayan  sa- 
tisfecho la  multa,  ó  en  sustitución  hayan  estado  arrestados  tan- 
tos días  como  sean  necesarios  para  extinguir  la  corrección  á  ra- 
zón de  5  pesetas  cada  uno. 

Artículo  440.  _ 

En  los  términos  expresados  en  el  artículo  anterior,  serán  co' 
rregidos  los  testigos,  peritos  ó  cualesquiera  otros  que,  como. par" 
tes,  ó  representándolas,  faltaren  en  las  vistas  y  actos  solenmes 
judiciales,  de  palabra,  de  obra  ó  por  escrito,  á  la  consideración, 
respeto  y  obediencia  debidos  á  los  Tribunales,  cuando  los  hechos 
'Ho  constituyan  delito. 

No  están  comprendidos  en  esta  disposición  los  abogados  y' pro- 
curadores dé  las  partes,  respecto  ae  los  cuales  se  observará  lo 
dispuesto  en  los  artículos  4^43  y  siguientes. 

Artículo  441. 

Guando  los  hechos  de  que  tratan  los  dosartic^los  que  antooe- 
den,  llegaren  á  constituir  delito  ó  falta,  serán  detenidos  sus  au- 
tores, instruténdcee  la  sumaria' correspondiente,  y  pofiiendq  álos 
detenidos  áxlisposiciÓQ  del  Jf^zgado  que  deba  conocer  de  la  causa. 

De  las  corrección  dispiplinárias  que  pueden  imponerse  "á  los  particulares/' 
esto,  es,  á  las  personas  que  sin  carácter  oficial  ^.de  funcionarios^  páblioos  eúii- 
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«uti^n  á  los  aetofl  judiciales,  ya  como  simples  espectadores,  ya  como  interesk- 
•dos,  peritos  ó  testigos,  cuando  faitea  en  ellos 'ál  Orden  y  respeto  debidos,  y  feo* 
bfe  la  fofma  en  que  ha<le  procoderse,  se  trata  en  estos  artículos.  En  eW2  de  la 
ley  de  18S5  se  trató  también  de  esta  materia;  pero  considerándolo  deficiente,  be 
ampliaron  sus  disposiciones  en  la  ley  orgánica  de  1870,  como  por  i^ual  m^tivo^ 
6  para' modifícarlas,  se  hizo  respecto  de  otras  varias  de  la  de  Enjuiciamiento  ci- 
yil,  qUe  han  vuelto  á  incluirse  en  la  presente,  cumpliendo  con  lo  malidado  en  la 
^e  bases  para  la  reforma;  y  de  los  artículos  '661  ál  665  de  dicha  ley  ói'ganica,  ea- 
tán  tomados  Casi  literalmente  los  cuatro  que  son  objeto  de  este  comentario.^ 

Lo  augusto  del  local  donde  se  administra  la  justicia,  respetado  «n  todo  tiem- 
pos y  en  todos  los  países,  tanto  que  en  la  antig'uüedad  se  consideró  como  sagra- 
do; el  respeto  y  consideración  que  se  merecdn  ios  encargados  de  administrarla, 
y  la  seriedad  j  solemnidad  de  los  actos  públicos  de  la  misma  que  preside  la  au- 
toridad judicial,  exigen  que  los  concurrentes  á  tales  actos  estén  descubiertos  y 
guarden  silencio  y  compostura,  como  se  preriene  en  el  artículo  660  déla  ley  or~ 
gánica,  sin  permitirse  oemostraciones  de  aplauso  ó  desaprobación,  ni  dé  otra 
«lase  que  ni  aun  momentáneamete  pueden  interrumpir  el  acto,  ni  alterar  el 
buen  orden,  templanza,  imparcialidad  y  comedimiento  que|deben  reinar  en  el  tem- 
j)lo  de  ^justicia.  Esta  ha  sido  siempre  la  práctica  de  nuestros  tribunales,  que 
por  forflna  se  conserva  incómule,  sién'do  muy  raros  los  cas^s  en  que  los  jueces 
y  presidentes  de  Sala  se  hayan  visto  en  la  necesidad  de  hacer  uso  de  las  facul- 
tades, que  siempre  les  han  concedido  las  leyes  y  reglamentos, para  mantener  ésr 
4lichos  actos  el  buen  orden  y  hacar  que  so  guarden  el  respeto  y  consideración 
debidos  á  los  tribunales. 

Prescindiendo  de  nuestra  legislación  antigua,  en  el  artículo  3.  ®  del  regla- 
mento del  Tribunal  Supremo  de  18o5  y  en  el  23  de  las  ordenanzas  de  las  Audien- 
cias del  mismo  ano  se  encargó  á  los  presidentes  de  Sala  que  hicieran  guardaren 
ella  el  orden  debido,  encargo  repetido  en  el  artículo  592  de  la  ley  orgánica  de 
1870;  y  en  el  92  del  reglamento  de  los  juzgados  de  1844  se  impuso  á  los  jueces  la 
misma  obligación  de  hacer  guardar  el  orden  en  las  audiencias  y  demás  actos  ju- 
diciales á  que  concurran,  autorizándolos  para  corregir  con  multa,  ó  arresto  en 
«aso  de  insolvencia,  á  los  que  lo  turben,  los  desobedezcan  ó  de  «tro  modo  les  fal- 
ten al  respeto,  debiendo  proceder  á  la  formación  de  causa  si  la  gravedad  del  caso 
lo  exigiese.  Y  por  haberse  permitido  ciertas  demostraciones  en  la  vista  de  una 
'Causa  de  conspiración,  fué  destituido  el  fiegente  de  la  Audiencia  de  Madrid,  que 
presidió  la  Sala  de  justicia,  y  se  mandó  por  Keal  orden  de  7  de  Octubre  de  1845 
'^hacer  un  seveio  cargo  á  los  regentes  y  presidentes  de  Sala  de  las  Audiencias, 
y  á  los  jueces  de  primera  instancia  en  su  respectivo  caso,  para  que  no  toleren 
5^e  los  defensores  se  excedan  en  sus  informes  ó  discursos,^  sustentando  doetri- 
nas  subversivas  ó  reprobadas  por  las  leyes,  ni  que  el  público  que  concurra  á  los 
graves  actos  judiciales  falte  al  respeto  con  demostraciones  de  aplauso  ó  desa- 
probación, debiendo  cuidar  de  que  se  contengan  todos  los  con^mrrentes  en  los 
justos  limites  propios  del  augusto  lugar  donde  se  administra  la  justicia;  y  te- 
niendo entendido,  tanto  los  magistrados  cómelo^  jueoes  fue  presidan  los  actos 
públicos,  que  Incurrirán  on  el  Real  desagrado,  y  quedarán  sujetas  á  severas  de- 
mostraciones, si  no  reprimen  cualquier  exceso  ó  demasía  de  esta  clase  por  los 
medios  concedidos  á  su  autoridad  en  las  ordenanzas  y  reglamentos." 

Estos  medios  se  determinan  en  los  cuatro  artículos  de  este  comentario  más 
circunstanciadamente  ^ue  lo  estaba  «n  las  disposiciones  «apites  citadas,  si  bien 
conservanéo  el  principio  en  ellas  establecido.  En  el  333  de  laipresento  ley  se  or- 
denó ya,  aunque  con  relación  á  las  viitas  de  los  pleitos,  que  el  que  presida  el 
acto,  auxiliado  en  su  caso  por  la  Sala,  tiene  el  deber  de  mantener  el  míen  orden 
y  de  exigir  que  se  guarden  el  respeto  y  consideración  debidos  á  los  tribunales, 
corrigiendo  en  el  acto  las  faltas  que  se  cometieren  del  modo  que  se  dispone  en  el 
presente  título;  pi'eseripción  que  deberá  observarse  también:  eii  los  demás  actos 
•solemnes  de  los  juicios,  como  en.  las  comparecencias  y  juicios  verbales,  recono- 
cimientos judiciales  y  demás  diligencias  de  prueba,  siempre  que  los  presida4a 
autoridad  judicial,  requisito  indispenaabie  para  que  puedan  ^at  aplicables  estos 
artíoulos,  como  de  ellos  so  deduce. 

'Ctiando  el  actb  ó  diligencia  judicTal  se  practique  |K)reí  esjcribano,  ó'por  otro 
auxiliara  tfubaltei^o;  ya:pdr  ser  de  su  hMmmbescia,  ya  pot  c<^mlstóii  4el  j«8S  é 
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tribanal,  pero  sin  que  éste  se  halle  presente»  si  sl^án  particular  faltare  á  la  coa> 
sideración  y  respeto  debidos  al  funcionario  6  agente  ae  la  autoridad  que  ejecute 
Ia*dil¡gencia,  desobedeciéndole,  maltratándole  de  obra  6  de  palabra,  o  haciendo 
resistencia,  será  castijrado  conforme  al  Código  penal,  siempre  one  el  caso  no  es- 
té preristo  en  la  presente  ley,  como  por  ejemplo  el  del  párrafo  ultimo  del  artícu- 
lo 263.  Tales  hecnos  opdrán  constituir  alguno  de  los  delitos  previstos  y  penado» 
en  los  artículos  263  número  2.  ®  ,  265  y  270  del  Código  penal  yiffente,  hoy  6  Ta 
falta  del  número  6.  ®  del  artículo  589  del  mismo  Código.  El  actuario  con- 
signará fielmente  de  lo  ocurrido,  con  indicación  de  las  personas  que  lo  hubieren' 
juresenciado,  en  diligencia,  acta  ó  testimonio,  y  dará  cuenta  al  juez  ó  tribunal 
para  que  acuerde  lo  que  estime  procedente,  que  según  la  gravedad  del  caso  será 
la  formación  de  causa  ó  el  juicio  de  faltas;  pero  no  la  corrección  disciplinaria 
de  <ya.e  tratamos,  por  no  estar  comprendido  el  caso  entre  aquellos  a  que  puede- 
«phcarse,  según  se  ha  dicho. 

Las  faltas  ^ue  cometan  los  concurrentes  á  los  actos  solemnes  presididos  por 
la  autoridad  judicial  sólo  pueden  ser  corregidas  disciplinariamente  cuando  na 
lleguen  á  constituir  algún  delito  ó  falta,  de  los  definidos  en  el  Código  penal. 
VLos  que  causaren  tumulto  ó  turbaren  gravemente  el  orden  en  la  audiencia  de 
nn  tribunal  ó  juzgado'^  cometen  el  delito  previsto  en  el  art.  271  de  dicho  Códt^ 
go:  el  mismo  hecho,  cuando  sea  leve  la  turbación  del  orden,  constitnjll  la  falta 
definida  en  el  número  1.  ®  del  art.  588;  y  también  cometerían  aquellos  el  delito* 
de  desacato  ó  el  de  atentado,  si  insultaren  ó  injuriasen  de  hecho  ó  de  palabra  al 
jues^  ó  tribunal,  ó  á  cualquiera  de  los  magistrados  que  formen  Sala,  ó  les  acó-- 
metiesen,  intimidaren  ó  desobedecieren  gravemente,  ó  hicieren  resistencia  á 
los  mismos  ó  á  sus  agentes.  En  todos  estos  casos  la  gravedad  de  la  falta  exige 
corrección  más  pevera  que  la  disciplinaria,  y  por  eso  se  ordena  en  el  art.  441  de 
la  presente  ley,  que  sean  detenidos  en  el  acto  los  cnlpables,  poniéndolos  á  dis- 
posición del  juzgado  oue  deba  conocer  del  delito  ó  de  la  falta,  y  que  se  instruya 
la  sumaria  correspondiente.  Como  base  de  esta,  el  secretario,  que  autorice  el 
acto  en  ^ue  se  cause  el  desorden,  deberá  poner  certificación  ó  testimonio^  de  lo 

aue  hubiere  ocurrido;  y  si  pasare  el  acto  ante  el  juez  de  primera  instancia  que 
eba  conocer  de  la  causa,  "procederá  en  seguida  á  la  instrucción  de  la  misma. 
En  el  art.  438  se  indican  los  hechos  que  pueden  corregirse  disciplinariamen- 
te, ün  aplauso  ó  murmullo,  ó  cualquiera  otra  sefial  ostensible  de  aprobación  ó 
desaprobación;  no  guardar  silencio  y  compostura;  interrumpir  al  que  esté  ha- 
blando, ó  hacer  uso  do  la  palabra  sin  permiso  del  presidente;  cualquiera  otro 
liecho  que  sea  impropio  del  augusto  lugar  donde  se  administra  la  justicia,  y  que 

Eueda  significar  falta  de  respeto  ó  de  consideración  al  tribunal:  tales  son  los 
echos  que  caen  bajo  la  jurisdicción  disciplinaria  del  que  presida  la  vista  6  el 
acto  solemne  judicial  en  oue  tengan  lugar,  y  que  deben  corregirse  del  modo  que 
se  ordena  en  dicho  artículo  y  en  el  siguiente  439,  siempre  que  no  constituyan 
delito  ni  falta.  T  se  concede  esa  jurisdicción  al  juez,  y  en  su  caso  al  que  presida 
la  Sala  de  justicia,  porque  á  ellos  im;>one  la  ley  la  obligación  de  mantener  el 
buen  orden  en  tales  actos,  y  de  exigir  ique  se  guarden  el  respeto  y  considera- 
ción debidos  á  los  tribunales.  El  presidente  podra  reclamar  el  auxilio  de  la  Sa- 
la, cuando  lo  crea  conveniente,  y  nasta  podrá  someter  á  su  deliberación  si  el 
liecho  constituye  delito  ó  falta,  ó  si  debe  ser  corregido  disciplinariamente;  pero 
en  todo  caso  es  de  la  competencia  del  presidente  imponer  esta  corrección. 

En  el  art.  42  de  la  ley  de  1855  se  ordenó  que  tales  faltas  se  corrigieran  en  el 
acto  con  multa.  En  los  artículos  438  y  4^  que  estamos  comentando,  de  acuerdo 
con  la  ley  orgánica  de  1870,  se  establece  otro  sistema  más  racional  y  adecuado 
á  la  índole  de  la  falta,  que  acaso  se  haya  cometido  sin  intención  ó  creyendo  qne 
es  permitido  en  los  tribunales  lo  que  se  tolera  en  otras  reuniones  y  actos  públi- 
cos solemnes.  Se  previene  en  ellos  oue  el  presidente,  refiriéndose  al  que  presida 
el  acto,  sea  jues  ó  magistrado,  en  el  momento  en  que  se  cometa  la  falta,  amo- 
neste al  autor  6  autores  de  ella  para  que  farden  el  orden  debido  y  se  abstengan 
de  aquellas  demostraciones:  si  no  obedecieren  á  la  primera  intimación ,  6  repi- 
tieren el  hecho,  mandará  aquél  que  sean  expulsadoéi  del  tribunal,  ó  del  local 
donde  se  celebre  el  acto,  cuva  orden  harán  cumplir  los  alguaciles  ó  porteros  que 
larden  Sala:  si  el  particular  obedece  y  abandona  el  local,  cesa  la  causa  de  1» 
imlOTmpciÓD,  y  se  continuará  la  vista  o  el  acto  sin  más  incidentes;  pero  si  se 
leiáste  á  cumplir  la  orden  de  expulsión  (resistencia  que  ha  de  ser  pasiva»  porque 
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ti  íbere  TiolenU  empleftnclo  fucrsa  6  tntimidaeión,  6  causando  tumitlto  j  deaór» 
den  ffrare,  constituiría  delito,  y  kabria  de  precederse  conforme  al  art.  441),  el 
presidente  mandará  que  sea  arrestada  aquella  persona,  para  que  apoderándose 
de  ella  la  fuerza  pública  se  cumpla  la  orden  de  expulsión,  y  al  mismo  tiempo  lo 
impondrá  la  multa  que  determina  el  art.  489,  la  cual  no  podrá  exceder  de  20  pe- 
aetas  en  ios  juzgados  municipales,  de  40  en  los  de  primera  instancia,  de  60  en 
laa  Audiencias,  y  de  80  en  el  Tribunal  Supremo^ 

Contra  esta  corrección  de  arresto  y  multa  no  se  dá  ulterior  recurso,  BCgún. 
prerienjB  dicho  artículo,  de  suerte  que  no  cabe  la  audiencia  en  justicia  que  con- 
cede el  452,  respecto  de  las  que  se  impongan  álos  funcionarios  que  intervienen 
en  los  juicios,  cuya  diaposición  v  la  del  art.  451  no  son  aplicables  á^  las  faltas 
que  cometan  los  particulares:  estas  han  de  concgirse  en  el  acto  y  sin  ulterioi 
recurso,  como  su  índole  lo  exige^  y  lo  ordena  la  ley.  Én  una  concurrencia  nu- 
merosa podrá  suceder  que  se  atribuya  á  uno  por  equivocación  la  falta  que  otrb 
hubiere  cometido,  y  en  tal  concepto  parece  sería  justo  dar  audiencia  al  corregi- 
do para  que  no  sufra  la  pena  el  inocente;  pero  no  puede  suceder  esta,  equiroca- 
eión  en  el  caso  de  que  tratamos.  La  falta  se  ha  cometido  en  público  y  á  presencia 
idel  tribunal,  y  por  consi&ruiente  no  puede  dudarse -de  su  existencia:  á  la  correc- 
■elón  de  áxresto  y  multa  ha  de  preceder  la  amonestación  y  la  expulsión  del  looab 
si  se  trata  de  expulsar  á  quien  no  haya  cometido  la  falta,  buen  cuidado  tendrá 
de  exponer  su  inocencia,  y  el  presidente  deberá  oírle,  porque  es  de  equidad  y  no 
lo  prohibe  la  ley,  para  que  recaiga  la  pena  en  qviien  realmente  hubiere  cometido 
la  lalta;  pero  determinada  ya  la  persona  que  ha  de  ser  expulsada,  si  se  resiste  á 
eumplir  la  orden,  no  puede  haber  la  menor  duda  en  que  sobre  ella  debe  recaer 
el  arresto  y  la  multa  en  pena  de  su  desobediencia,  y  debe  llevarse  á  efecto  en  el  ac- 
to, sin  permitirle  excusa  ni  recurso  al^no,  á  íin  de  que,^  restablecido  el  orden 
perturbado,  pueda  continuar  el  acto  judicial  hasta  suterminación.  Esto  no  obsta 
para  que  se  haga  constar  todo  lo  ocurrido  por  certificación  ó  testimonio  del  acr 
tuario,  no  para  imponer  la  corrección,  sino  para  que  conste  qno  ha  sido  impues- 
ta á  los  efectos  consiguientes. 

Previene  el  mismo  artículo  439,  que  el  corregido  no  saldrá  del  arresto  hasta 
que  haya  satisfecho  la  multa,  ó  en  sustitución  haya  estado  arrestado  tantos  días 
como  sean  necesarios  para  extinguir  la  corrección  á  razón  de  un  día  por  cada  5 
pesetas.  Este  precepto  de  la  ley  e-A  bien  claro  y  terminante,  y  no  se  presta  á  la 
duda  de  si  se  librará  del  arresto  el  que  pague  en  el  acto  la  multa.  La  corrección 
consta  de  d  s  penas,  y  claro  está  que  las  dos  han  de  cumplirse.  El  arresto  tiene 

Sor  objeto  sacar  del  local  por  la  fuerza  pública  al  perturbador  que,  expulsado 
e  él,  se  ha  resistido  á  cumolir  esta  orden,  y  po  puetje  tolerarse,  por  ser  contra* 
rio  al  decoro  y  prestigio  de  ios  tribunales  y  al  sentido  común,  que  pagando  la 
multa  en  el  acto  de  imponerle  la  corrección,  se  le  deje  en  libertad  para  que  pue- 
da seguir  en  el  mismo  local  perturbando  la  administración  de  jiAticia,  con  el 
escándalo  consiguiente.  Esto  no  puede  ser:  "los  que  se  resistieren  á  cumplir  la 
orden  de  expulsión,  "serán  arrestados  y  corregidos  con  multa,''  dice  la  ley:  con 
arreglo  á  ella  ha  impuesto  estas  dos  pemis  el  presidente,  y  no  quedaría  eumpli- 
da  la  de  arresto  si  no  ingresara  el  corregido  á  la  casa  pública  destinada  á  este 
fin.  Ejecutado  el  arresto,  se  le  pondrá  en  libertad  así  que  satisfaga  la  multa  con 
•1.  papel  correspondiente  del  timbre  do  pagos  al  Estado;  y  si  no  la  satisface  sc^ 
güira  arrestado  por  tantos  días  cuantos  sean  necesarios  para  extinguir  la  co«> 
rrección  á  razón  de  5  pesetas  por  día,  sin  que  pueda  emplearse  procedimiento 
alguno  para  la  exacción  de  la  multa,  porque  queda  á  elección  del  interesado  el 
pagarla  ó  sufrir  el  arresto,  sea  ó  no  insolvente.  Est«>  es  lo  que  manda  la  ley 
en  términos  claros  y  precisos,  y  así  debe  cumplirse  sin  sutilezas  ni  distingos. 
Para  evitar  dudas  se  declara  en  el  art.  440  que  están  también  svjetos  á.la  co- 
rrección disciplinaria,  establecida  fmrñ,  los  particulares  en  los  dos  artículos  an- 
teriores, lo8>testigos,  peritos,  las  mismas  partes  y  sus  apoderados  y  hombres^ 
buenos,  por  las  faltas  de  respeto,  consideración  y  obediencia  á  los  tribunales, 
que  cometan  en  las  vistas  y  actos  solemnes  judiciales  á  que  ooncurran  en  tal 
conpopto,. cuando  los  hechos  no  constituyan  delito  ó  falta;  de  suerte  que  han  de 
ser  corregidos  la  mismo  que  los  particulares.  Se  exceptúan  de  esta  disposiiéión 
los  nbogMos  y  procuradores  de  las  partes,  porque  interviniendo  en  los  jutdo» 
con  el  carácter  a^  aoxiUi^rev  de  U  «dministracion  de  justicia,  sus  faltas  son  de^ 


Tomo  II.— 16 

Digitized  by  V3OOQ IC 


242  CKJU  PEAOTICA  DB  &BRKCH0 

«tra  índole  y  merecen  ser  oorregtdM  como  ka  do  funciotí arios  públicos,  Wb 
arreglo  á  lo  que  se  dispone  en  los  artíoulos  446  j  sigruientes. 

Artículo  442. 

Serán  nulos  todos  los  actos  judiciales  practicados  bajo  la  in- 
timidación ó  la  fuerza. 

Lo9  Jueces  y  Salas  que  hubiesen  cedido  á  la  intimidación  ó  ú 
fuerza,  tan  luego  como  se  vean  libres  de  ellá,|declararan  nulo 
todo  lo  practicado  7  promoverán  al  mismo  tiempo  la  for.mació|i 
4e  causa  contra  los  culpables^ 

£stá  tomado  cani  literalmente  del  art.  666  de  de  la  ley  orgánica:  te  funda  em 
fin  principio  inconcuso  dé  derecho  v  de  justicia,  y  como  es  clara  su  redaccién, 
peemos  excusado  el  comentario.  Solo  indicaremos  que  la  declaración  de  nulidad 
y  formación  de  causa  que  se  ordenan  en  este  artículo,  han  de  acordarse  de  ofí- 
-cio,  6  sin  necesidad  de  que  lo  solicite  la  parte  interesada. 


Artículo  443. 

Los  abogados  j  procuradores  serán  corrregidos  disciplinaria- 
«lente: 

IV  Guando  faltaren  notoriamente  á  las  prescripciones  de  epXSL 
ley  en  sus  escritos  y  peticiones. 

2?  Cuando  en  el  ejercicio  de  su  profesión  faltaren  oralmente, 
por  escrito  ó  de  obra  al  respeto  debido  á  los  Juagados  y  Tribu- 
nales. 

3?  Cuando  ei)  la  defensa  de  sus  clientes  se  descompusieren  con^ 
tra  sus  cologas  le  una  manera  grave  é  innecesaria  para  aquella. 

4^  Cuando  llamados  al  orden  en  las  alegaciones  orales,  no  obe- 
decieren al  que  presida  el  Tribunal. 

,  Artículo  444.  '- 

\  No  obstará  lo  ordenado  en  el  articulo  anterior  á  que,  llamados 
«1  orden  y  pidiendo  y  obteniendo  la  venia  del  Juez  ó  del  que  pre- 
sida el  actoy  puedan  explicar  las  palabras  que  hubieran  pronun- 
ciado y  manifestar  el  sentido  ó  intención  que  les  hubieren  que* 
rido  dar,  ó  satisfacer  cumplidamente  al  Juzgado  ó  TVibunal. 

Artículo  445.  i 

También  serán  corregidos  disciplinariamente  los  auxiliares 
úe  los  Tribunales  y  Juzgados  por  las  faltas  que  .jpometan  y  omi- 
siones en  que  incurran  con  relación  á  las  actuaciones  judicíalei 
que  sean  de  su  respectiva  incumbencia. 

liO  n)ismo  se  entenderá  respecto  de  los, subalternos  de  lotTri^ 
l^unales  y  Juzgados  por  las  faltas  que  cometan  en  «1  cumpIindJ^i' 
té  die  los  mandamientos  judiciales  que  deban  ejecutar. 
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Articulo  446. 

Las  corrspeiones  de  los  abogados,  procuradores,  auxiliares  j 
•flul^alternos  por  las  faltas  antes  indicadas,  se  impondrán  siempre 
f>or  éi  Juzgado  ó  Sala  de  justicia  donde  se  sigan  los  autos  que 
dieren  lugar  á  ellas,  <5  en  los  que  los  primeros  se  hubieren  pro- 
pasado en  la  defensa  oral. 

Si  cometieran  otras  faltas  que  merezcan  corrección,  será  ésta 
impuesta  gubernativamente  conforme  á  lo  dispuesto  en  las  leyes, 
•ordenanzas  ó  reglamentos. 

I. 

"Precedentes  legislatÍFus."— DesenvoWiendo  en  estos  artículos  la  regrla  jiene- 
ral  establecida  en  el  núm.  2.  ^^  del  437,  según  el  cual  podían  ser  corregidos  dis- 
eiplinariamente  los  funcionarios  que  intervienen  en  los  juicios  ''por  las  faltos 
'Que  en  ellos  cometan,"  se  determinan  cuáles  son  estas  faltas  y  la  autoridad  que 
Ha  de  corregirlas,  cen  relación  á  los  abogados  y  procuradores,  y  á  los  auxiliares 

L subalternos  de  los  tribunales  y  juzgados.  Segán  el  art*  472  de  la  ley  orgánica, 
ijo  la  denominación  de  "auxilianes''  se  comprenden  los  secretarios  judiciales, 
Í'  por  consiguiente  también  los  relatores  sr  escribanos  de  Cámara  y  de  juzgado, 
08  oficiales  de  Sala  y  los  archiveros  judiciales,  y  según  el  565  de  la  misma  ley, 
«bajo  la  de  "subalternos''  los  porteros,  alguaciles,  mosos  de  estrados  y  mozos  de 
oficio. 

Siempre  se  ha  reconocido  en  los  tribunales  y  Juzgados  la  facultad  de  corregir 
disciplinariamente  á  dichos  funcionarios  por  fas  faltas  que  cometan  en  los  asun- 
tos judiciales  de  que  aquellos  conozcan,  por  ser  indispensable  para  que  haya  la 
-subordinación  debida  y  que  nadie  falte  al  cumplimiento  de  sus  deberes.  Además 
de  otras  leyes  antiguas,  puede  verse  la  célebre  instrucción  de  corre|fidores  de  15 
de  Mi^yo  de  1788.  fin  tonas  las  disposiciones  modernas  se  ha  sonido,  como  no 

Kodía  menos  de  seguirse,  tan  saludable  principio.  Per  los  artículos  226  y  227  de 
MI  ordenanzas  de  las  Audiencias  de  1835  se  previno  que  las  Audiencias  en  cuer- 
po y  cada  una  de  las  Salas  cuidasen  de  que  todos  los  subalternos  y  curíales  cum- 
pliesen bien  sus  obligaciones  respectivas,  y  que  á  este  nn  podían  y  debían  corre- 
gir de  plano  con  reprensión,  apercibimiento,  multa  ó  suspensión  temporal  de 
^cio,  a  cualquiera  de  sus  subalternos  óá  cualquier  abogado  ó  procarador  que  vo- 
luntariamente faltere  al  cumplimiento  de  sus  deberes.  También  el  art.  110  del 
reglamento  de  los  juzgados  de  primera  instancia  de  1.  ®  de  Mayo  de  1844  facul- 
tó á  los  jueces  para  corregir  de  plano,  con  reprensiones,  apercibimientos  y  mal- 
tas hasta  200  rs.,  las  infracciones  que  observaren  en  cnalq^uiera  de  las  personit, 
4le  que  habla  dicho  .reglamento,  que  son  los  abogados,  eacnhanos,  procuradoress 
alcaides  y  alguaoile*.  Y  la  confusión,  propia  de  a9uellos  tiempos,  en  las  anti- 
guas di^>osiciones  entre  lo  judicial  y  lo  gubernativo»  no  existe  hoy  por  estor 
perfectamente  deslindado  este  punto,  como  hemos  expuesto  en  la  introducción 
de  este  titula. 

£n  cuanto  á  las  correcciones  de  carácter  judicial,  qae  son  las  únican  de  que 
a^uí  se  trata,  en  el  art.  43  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855,  se  dijo  tam- 
mén  que  "el  Tribunal  Supremo^  las  .^idiencias  y  jueces  podrán  imponer  correc- 
ciones disciplinarias  á  los  abogados,  relatores,  esoríbanos,  procuradores  y  de- 
pendientes de  los  tribunales  y  justados,  por  las  faltas  que  cometan  en  el  desem- 
pelo de  sus  funciones  respeetitas.^  En  la  ley  orgánica  de  1870  no  encontramos 
disposición  concreto  sobre  este  punto  respecto  de  los  auxiliares  y  subalternos, 
pues  los  caeos  de  corrección  disoipUnaria  designados  en  su  artículo  750  se  refie- 
i'en  á  la  de  carácter  gubernativo;  ñero  como  se  determinan  en  ella  oircunstan- 
«iadamente  las  obligaciones  que  aehesí  cumplir  diohps  ifonpionarios  en  los  asun- 
tos judiciales,  siji^nieron  los  *TÍbunaIe8  corrigiendo  disciplinariamente  conforme 
á  la  ley  de  Enjuiciamiento  las  faltas  que  en  tal  ooneepto  cometían.  Y  en  cuanto 
A  Jos  abogados  y  proeoradores,  en  los  artículos  756  al  762  4e  dioha  ley  se  deter- 
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ninaron  los  cmos  en  qae  debían  ser  eorregidoe  ditoipIinAmmente  j  el  proeedi- 
miento  qae  había  de  emplearse,  dando  á  estas  eorreociones  el  caráeter  judicial, 
puesto  qae  la  facultad  de  imponerlas  se  confirió  á  las  Salas  "de  justicia''  en  loe 
asuntos  de  que  conoscan,  7  a  las  mismas  Salas  había  que  acudir  en  apelados 
de  las  impuestas  por  los  jueces. 

Tedas  las  disposiciones  anterieres  sobre  esta  materia  han  sido  refundidas  ea 
la  presente  1^,  sujetando  á  unas  mismas  reglas  la  im^ii;i6n  de  correocionM 
á  los  diferentes  funcionarios  que  intenrienen  en  los  juicios,  si  bien  determinan-* 
do  las  faltas  en  qu9  pueden  incurrir  los  de  cada  clase  y  la  autoridad  que  ha  de 
«orregirlas.  Así  se  hace  en  los  cuatro  artículos  de  este  oementario  respecto  de 
los  abogados,  procuradores,  auxiliares  7  subalternos,  como  hemos  dicho  al  prin- 
cipio, j  en  el  siguiente  se  trata  de  las  que  pueden  imponerse  4  los  jueces  y  Salas 
de  justicia  por  sus  superiores  jerárquicos. 

II. 

"Abogados  y  procuradores." — En  todos  tiempos  nuestras  le^es,  si  bien  hsn 

Írocurado  que  los  tribunales  y  jueces  guarden  á  la  noble  y  distinguida  clase  de 
I  abogacía  las  consideraciones  debidas  á  la  importancia  de  su  ministerio,  per- 
mitiéndole la  mayor  latitud  en  el  ejercicio  del  sagrado  derecho  de  la  defensa, 
también  han  adoptado  medidas  eficaces  para  contener  dentro  del  círcolo  de  sos 
deberes  á  los  letrados  que  falten  á  ellos  en  sus  escritos  é  informes,  castigando 
sus  extralimitaciones  y  abusos  con  reprensiones,  apercibimientos,  multas,  reti- 
rarles la  palabra,  y  hasta  con  la  suspensión,  como  ahora  lo  hace  también  la 
nuera  ley.  Son  dignas  de  consultarse  sobre  esta  materia,  y  admiran  las  sabias 
máximas  y  saludables  principios  que  algunas  contienen,  iss  leyes  5.  ^ ,  tít.  9.  ^, 
libro  1.  ®  del  F.  B.;  8.  «,  tít.  4.  «>,  y  7.  *,  tít.  6.  ®,  Fart.  8.  *;  4.  *,  16  y  30, 
tít.  22,  lib.  6.  <»,  y  10,  tíí.  !.<=>,  lib.  11  de  la  Noy.  Kec;  los  arts.  19  del  regla, 
mentó  prorisional  para  la  administración  de  justicia;  83  del-  reglamento'  del 
Tribunal  Supremo;  18  y  196  de  las  ordenanzas  de  las  Audiencias;  58  del  i^l<^- 
mento  de  los  juzgados  de  primera  instancia;  244  de  la  Real  cédula  de  30  de  Ene- 
TO  de  1855^  para  Ultramar,  y  la  Keal  orden  ya  citada  de  7  de  Octubre  de  1845. 
En  estas  disposiciones  yerán  loe  abogados  trazada  la  conducta  que  deben  obser- 
Tar  en  el  ejercicio  de  su  noble  profesión,  y  los  jueces  y  tribunales  \m  considera- 
ciones que  deben  guardarles.  Véase  también  10  que  hemos  expuesto  sobre  este 
punto  en  la  páff.  9Í8  del  presente  tomo  al  comentar  el  art.  382. 

En  algunas  de  las  disposiciones  antes  citadas  fueron  considerados  los  procura- 
dores como  ^^subalternos"  de  los  tribunales,  y  entre  los  funcionarios  de  esta  da- 
se los  colocó  la  Beal  orden  de  17  de  Diciembre  de  1848,  al  designar  los  aue  de- 
6ían  concurrir  á  la  apertura  de  los  tribunales  y  el  lugar  en  que  habían  cíe  coló- 
earse.  Pero  aunque  realmente  no  tengan  ese  carácter,  por  razón  de  su  oficio  de- 
ben estar  subordinados  al  juzgado  ó  tribunal  donde  prestan  sus  senricios  á  los 
litigantes,  y  sujetos  por  tanto  á  la  jurisdicción  disciplinaria  del  mismo  tribu- 
nal. Si  Jo  están  los  anegados,  no  obstante  la  distinguida  clase  á  que  pertenecen, 
con  mayor  motiyo  deben  estarlo  los  procuradores:  unos  y  otros  son  funcionarios 

2ue  intenrienen  en  los  juicios  para  la  representación  y  defensa  de  los  litigantes, 
qikienes  se  obliga  á  yalerse  de  ellos  en  la  mayor  parte  de  los  casos;  ^  teniendo 
deberes  que  cumplir  en  tal  concepto,  es  indispensable  que  haya  medioe  coerci- 
iiyos  para  obligarles  á  su  cumplimiento,  y  que  estén  sujetos  á  la  jurisdicción 
disciplinaria  de  carácter  judicial  para  corregir  las  faltas  que  en  los  juicios  pue- 
dan cometer,  sin  peijuicio  de  la  de  carácter  |rubematiyo  por  las  faltas  en  qne- 
incurran  por  razón  de  su  cargo  fuera  de  los  juicios. 

Cuatro  son  los  casos,  determinados  taxatiyamente  en  el  artículo  448,  en  que 
deben  ser  corregidos  disciplinariamente  dentro  de  los  juicios  los  abogad  os  ^  pro* 
«oradores:  los  tres  últimos  et>tán  copiados  del  artículo  756  de  la  lejr  orgánica,  y 
ha  sido  adicionado  el  prfmero  para  procurar  la  puntual  obsenrancia  de  la  pre- 
sente. Dichos  casos  son: 

-     1.  ®  "Cuando  faltaren  notoriamente  á  las  prescripciones  de  esta  ley  en  su» 
«■critos  y  peticiones."  El  adyerbio  "notoriamente"  da  á  entender  que  no  deben 

'  estimarse  como  faltas  comprendidas  en  esta  disposición  sino  aquellas  en  que  s 
falte  claramente  á  prescripciones  terminantes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento.  Ee 
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ta  hft  fijado  los  requisitos  y  extremos  que  deben  comprender  eiertos  eserítof, 
«orno,  por  ejemplo,  el  "de  condasión:''  si  en  tqz  de  sujetarse  en  la  redacción  de 
«ste  escrito  á  lo  que  ordena  el  srt.  670,  se  formula  t  presenta  un  extenso  ale- 
gato conforme  á  la  práctica  antigua,  el  letrado  que  lo  suscriba  deberá  ser  eo- 
rregido  disciplinariamente  por  no  haberse  sujetado  á  ¡o  que  esta  ley  prescribe 
para  tales  escritos;  y  lo  mismo  si  autoriza  con  su  firma  un  escrito  que  no  debe 
ileyarla,  ó  formula  una  pretensión  contraria  á  prescripción  terminante  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil.  En  igual  caso  se  encontrará  el  procurador  que  presen- 
te escritos  innecesarios,  ó  sin  la  firma  de^  letrado  debiendo  llevarla,  ó  que  de- 
duzca preteQSÍt»nes  natoriamente  contrarias  á  esta  ley.  Estas  faltas  están  com- 
prendidas entre  las  que  debe  anotar  el  oelator  al  final  del  apuntamiento,  y  lla- 
mar el  ponente  la  atención  de  la  Sala,  conforme  á  los  artículos  319  y  337,  para 
procurar  la  puntual  obserfancia  de  la  presente  ley  en  su  letra  y  en  su  espíritu. 
Para  que  se  comprenda  mejor  la  extensión  ó  inteligencia  que  debe  darse  á  la 
disposición  de  que  se  trata,  citaremos  un  caso  de  correcciones  impuestas  por  el 
Tribunal  Supremo,  en  cumplimiento  de  la  misma.  En  el  juicio  verbal  de  un  in- 
terdicto de  recobrar,  el  juez  permitió  extensas  alegaciones  y  pruebas  sobre  la 
propiedad  del  terreno  en  cuestión  y  sobre  otros  puútos  que  no  pueden  ventilarse 
en  esa  clase  de  juicios,  hasta  el  extremo  de  haberse  invertido  nueve  eesiones  de 
dos  á  cuatro  horas  cada  una  y  escrito  93  folios  para  consignar  la  demanda,  con- 
•testación,  réplica  y  duplica,  y  26  sesiones  más  para  practicar  las  pruebas,  ad- 
mitióndose  multitud  de  documentos  ágenos  á  la  cuestión  del  interaicto,  y  dan- 
do lugar  con  este  procedimiento  y  otros  incidentes  á  que  se  dictara  la  sentencia 
de  primera  instancia  á  los  trece  meses  de  interpuesta  la  demanda.  Subieron 
estos  autos  al  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  quebran- 
tamiento de  forma,  y  teniendo  en  consideración  que,  conforme  á  la  índole  y  na- 
turaleza del  interdicto  de  recobrar  y  á  lo  que  para  su  tramitación  y  fallo  orde- 
nan los  artículos  1651  al  1657  de  la  W  de  Enjuiciamiento  civil,  las  alegaciones 
y  las  pruebas  han  de  concretarse  en  dicho  juicio  á  los  dos  hechos  de  la  posesión 
e  tenencia  de  la  cosa  y  del  despojo,  precediéndose  breve  y  sumariamente  á  fin 
de  que  en  su  caso  el  despojado  sea  reintegrado  sin  dilación,  como  cuestión  de 
orden  público;  y  que  con  él  procedimiento  antes  indicado  se  había  faltado  á  es- 
tas prescripciones  legales,  tanto  pHDr  el  juez,  como  por  los  abogados  y  procura- 
dores que  intervinieron  en  el  juicio,  el  Tribunal  Supremo  corrigió  á  todos^  dis- 
«iplinariamente,  privando  á  los  abogados  y  procuradores  de  los  honorarios  y 
derechos  que  les  correspondieran  por  su  asistencia  á  33  de  las  35  sesiones  inver- 
tidas en  el  juicio  verbal,  puesto  que  debieron  bastar  dos  sesiones  ó  audieneias 
para  llenar  el  objeto  de  la  ley. 

2.  ^  "Cuando  en  el  ejercicio  de  su  profesión  faltasen  oralmente,  por  escrita 
6  de  obra  al  respeto  debido  á  los  juzgados  y  tribunales."  No  puede  tolerarse 
•que  en  ningún  caso  ni  por  motivo  alguno  los  abofiptdos  y  procuradores  falten  á 
la  consideración  y  respeto  debidos  al  juzgado  ó  tru>unal  ante  quien  ejercen  sus 
funciones.  Si  ésto  se  hubiere  excedido  denegando  una  pretensión  justa  ó  fal- 
tando á  la  ley  de  otro  modo,  medios  y  recursos  concede  la  misma  ley  para  pe- 
dir y  obtener  la  reparación  del  agravio;  i^ro  haciéndolo  en  términos  decorosos 
y  dignos,  sin  denostrar  al  juez  ni  al  escribano,  eomo  se  ha  dicho  en  la  págin» 
170  de  este  tomo,  porque  de  otro  modo  se  incurriría  en  la  falta  de  respeto  al 
vjuzgado  ó  tribunal,  que  debe  ser  corregida  disciplinariamente,  según  previene 
la  lejt  ya  se  cometa  "oralmente"  en  los  informes  ó  comparecencias  del  aboga- 
do ó  procurador,  ya  "por  escrito"  presentado  en  los  autos;  ya  de  "obra."  como 
abandonando  su  puesto  sin  permiso  del  ^ue  presida  el  acto,  ó  ejecutando  cual- 
qniera  otra  acción  que  demuestre  notoriamente  falta  de  respeto  al  juagado  é 
rtribnnal* 

3.  ^  "Cuando  en  la  defensa  de  sus  clientes  se  descompusieren  contra  sus  co- 
legas de  una  manera  grave  é  innecesaria  para  aquella."  Esta  falta  lo  mismo 
puede  cometerse  en  los  informes  orales  que  por  escrito.  A  veces  el  abobado  de- 
.ronsor  de  una  parte  se  vé  en  la  necesidad  de  rechazar  con  energía  apreciaciones 
^6  conceptos  de  la  contraria,  que  menoscaban  la  honra  y  reputación  de  su  dien- 
te, ó  la  suya:  si  al  hacerlo  traspasa  los  límites  de  la  prudencia,  y  acometiendo 
á  su  colega  ó  defensor  de  la  contraria,  se  descompone  contra  él,  ajuicio  deltn- 
bunal,  de  una  manera  grave  é  innecesaria  para  la  defensa,  debe  ler  corregid» 
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fKseiplinariamentc;  y  lo  mismb  el  procurador  que  incurra  en  icrual  falta. 
Cuando  ésta  se  cometa  en  las  alegaciones  orales  deberá  ser  llamado  al  orden  por 
el  que  presida  el  acto,  y  podrá  el  ofensor  explicar  sus  palabras,  como  en  el  caso* 
siguiente,  á  fin  de  excusar  6  atenuar  su  resjponsabilidad. 

l^dtese  que  este  número  3.  ®  se  refiere  al  caso  en  que  el  abogado  6  procura- 
dor so  descompongan  "'contra  sus  colegas,"  esto  es,  contra  el  abocado  6  procu*- 
dor  de  la  parte  contraria,  faltando  á  las  consideraciones  debidas  al  compt^eris- 
mo,  y  no  cuando  ataquen  al  liti^nte  contrario.  Si  este  se  creo  injuriado  6  ca- 
lumniado, podrá  entablar  la  acción  criminal  correspondiente,  con  la  licencia 
necesaria  del  juzgado  6  tribunal;  pero  la  ley  no^  comprende  ese  hecho  entre  los 
que  deben  ser  correaridos  disciplinariamente.  Sin  embargo,  cuando  los  ataques 
al  litigante  contrario  tengan  lugar  en  un  informe  oral  y  sean  graves  é  innece- 
sarios á  U  defensa,  el  presidente  del  tribunal  puede  y  debe  llamar  al  orden  ¡al' 
letrado  para  que  so  modere  en  su  lenguaje,  y  si  no  obedece,  podrá  la  Sala  6  el 
jues  corregirlo  disciplinariamente  por  la  desobediencia,  que  es  el  caso  del  núme- 
ro 4,^. {sin  perjuicio  del  derecho  de  la  parte  ofendida  para  deducir  la  acción  cri- 
minal por  injuria  ó  calumnia,  si  hubiese  méritos  para  ello. 

4.  ®  "Cuando  llamados  al  orden  en  las  alegaciones  orales,  no  obedecieren  al 
aue  presida  el  tribunal."  Debemos  recordar  que  según  el  art.  332,  en  las  vista»^ 
de  los  pleitos  é  incidentes,  el  presidente  debe  * 'llamar  á  la  cuestión''  al  letrado^- 
0118  notoriamente  se  separe  de  ella  en  su  informe,  ó  que  pierda  el  tiempo  con 
oiragaciones  impertinentes  é  innecesarias,  y  si  persistiere  después  de  adverti- 
do dos  reces,  podrá  retirarle  la  palabra.  Esta  es  la  corrección  para  ese  caso  espe- 
cial; pero  si  el  letrado  insiste  en  hablar  después  de  haberle  retirado  la  palabra, 
incurrirá  en  la  nuera  falta  á  <^ue  se  refiere  el  caso  que  estamos  examinando,  y  de- 
berá ser  corregido  disciplinariamente  confornie  al  art.  449.  Además  del  caso  an- 
tedicho de  hablar  fuera  de  la  cuestión,  también  el  que  presida  el  acto  tiene  el  de- 
ber de  llamar  al  érden  al  abogado  6  procurador  que  en  sus  alegaciones  orales  se  des-- 
componga  contra  sus  colegas,  ó  falte  al  decoro  y  solemnidad  del  acto  empleando 
expresiones  bajas  y  ridiculas,  ó  faltando  de  otro  modo  al  respeto  debido  al  tri- 
bunal, y  le  prerendrá  que  se  abstenga  de  aquellas  expresiones  impropias  del  acto 
é  innecesaria?  para  la  defensa.  En  este  caso,  no  es  necesaria  la  segunda  amones-^ 
taoión  ó  adrerteneia;  si  no  obedece  á  la  primera,  incurrirá  el  culpable  en  una  de 
las  correcciones  determinadas  en  el  artículo  449,  según  la  graredad  del  caso,  síif 
peijuicio  de  retirarle  el  presidente  la  palabra,  si  lo  estima  necesario  para  eritar 
el  eseáudalo,  v  en  uso  de  sus  facultada  para  mantener  el  buen  orden  y  el  res* 
peto  debido  al  tribunal. 

Quedan  expuestos  los  cuatro  casos  en  que  según  el  artículo  443,  deben  ser  co- 
rregidos disciplinariamente  los  abogados  y  procuradores  por  las  &ltas  que  co-- 
metan  en  los  juicios  en  que  intervengan  por  razón  de  su  cargo.  En  todos  ellos,- 
euando  la  falta  se  cometa  de  palabra,  ó  en  las  alegaciones  orales,  debe  permitir- 
se al  autor  de  ella,  si  al  ser  llamado  al  orden  pide  con  ese  objeto  la  rénia  del 
^e  presida  el  acto,  que  explique  las  palabras  que  hubiere  pronunciaidoy  mani- 
iieste  el  sentido  ó  iatención  qtfe  les  hubiere  querido  dar.  Así  lo  ord<^a  el  ar- 
ticulo 444,  de  lo  cual  se  deduce,  que  el  jues,  y  en  su  caso  la  Sala,  apreciará  esa» 
explicaciones  .para  atenuar  la  corrección  6  eximir  de  ella,  según  estime  justo. 

En  los  juicios  y  demás  actuaeiones  judiciales  á  que  se  refiere  el  art.  4.  ®  de 
esta  ley,  si  las  partes  <me  comparescan  por  sí  mismas  sin  ralerse  de  procurador ^ 
incurren  en  alguna  délas  faltas  determinadas  en  el  443,  tenemos  por  indudable 
que  deberán  ser  corregidas  oonfórme  á  dicho  artículo  y  á  los  siguientes:  oc«« 

San  el  lugar  de  los  procmradores,  y  deben  estar  sujetas  á  la  misma  jurisdioeión 
isciptinaria  por  iguales  motiros,  y  con  el  mismo  procedimiento.  No  debe  ceti- 
fundirse  este  caso  con  el  del  art.  440,  que  se  refiere  á  las  faltas  que  cometan  Iosf 
litigantes,  cuando  estando  representados  en  el  juicio  por  sus  procuradores,  con- 
curran á  las  ristas  y  demás  actos  solemnes  judiciales  como  espectadores,  6  para 
prestar  alguna  declaración:  entonces,  si  interrumpen  la  rista,  ó  do  otro  modo^ 
faltan  al  respeto  v  consideración  debidos  á  los  tribunales,  han  de  ser  corregido» 
en  el  acto  y  sin  ulterior  recurso,  conforme  á  lo  prerenido  en  los  artículos  438  y 
439;  pero  cuando  interren(|[kn  en  el  juicio  por  sí  mismos  ó  hagan  uso  de  la  pa^ 
labra  con  la  rénia  del  presidente  en  el  caso  del  art.  331,  si  cometen  alguna  de 
las  faltas  determinadas  en  el  443,  la  eorreeción  tiene  que  ser  adecuada  á  la  M^ 
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t».  y  (HMT  eonitiguieiite  vmm  de  laH  establemiUs'eii  el  ftrt.  449»  y  con  e\  procedí- 
nueuto  del  4$1  y  siguientes. 

lU. 

"Auxiliares  y  subalternos." — Es  tan  necesaria  la  interyención  «le  los  auxilia- 
r^s  en  las  actustcionoB  judiciales,  que  son  nulas  las  que  no  hayan  sido  autoriza" 
das  por  el  funcionario  de  está  clase  á  quien  corresponda  dar  fé  ó  certificar  del 
acto,  según  se  previene  en  el  art.  249.  Ya  se  llamen  secretarios  judiciales  y 
oáoiales  de  Sala  conforme  á  la  ley  orgánica,  ya  relatores  y  escribanos  de  cama- 
ra,  6  escribanos  de  actuaciones,  segúu  la  organización  anticua  que  r'isíG  todavía 
en  la  mayor  parte  de  los  tribunales  y  en  los  juzgados  de  primera  instancia,  ya 
seotretaríos  oe  los  juzgados  municipales,  todos  tienen  determinadas  en  la  pre- 
sente ley  sus  obligaciones  y  facultades  con  relación  á  las  actuaciones  judiciales 
que  son  de  su  respectiva  incumbencia,  y  en  muchos  casos  hasta  la  form'a  y  tér- 
mino eti  que  han  de  practicarse.  La  lev  exige  con  tanto  risror  la  observancia  de 
estas  disposiciones,  que  no  consiente  el  menor  exceso  ni  defecto  ú  omisión,  tan- 
to en  el  rondo  como  en  la  forma  y  términos  de  las  actuaciones,  y  encargra  á  los 
jueces  y  tribunales  que,  bajo  su  responsabilidad,  corrijan  de  oficio  disciplina- 
riamente las  faltas  de  esta  clase  que  cometan  sus  auxiliares  y  subalternos,  re- 
servando además  á  la  parte  que  so  crea  perjudicada,  bien  por  la  dilación,  6  por- 
que la  falta  dé  ocasión  á  la  nulidad  de  las  actuaciones,  el  derecho  de  reclamar 
la  indemnización  do  perjuicios  y  demás  responsabilidades  que  procedan  contra 
el  fukiciohario^ue  la  hubiere  cometido»  como  puede  verse  en  los  artículos  280, 
301  y  otros. 

^  Además  de  hab^  ordenado  lo  conveniente  para  que  se  exija  dicha  responsa- 
biUdad  en  varios  casos  partleulares,  establece  en  el  art.  445*  (lue  estamos  co- 
mentando, la  regla  general  de  que  ''serán  corregidos  disciplinariamente  los 
Mixiliares  de  los  tribunales  y  i'u^dos  "por  las  faltas"  que  cometan  y  "omisio- 
nes'' en  que  incurran  '^con  relación"  á  las  actuaciones  judiciales  que  sean  de  su 
reispectiva  incumbencia."  De  suerte  que  no  sólo  han  de  ser  corregidos  dicho» 
funcionarios  en  los  caaos  determinados  expresamente  en  la  ley  y  que  pueden 
veiíseen  sus  artículos  lespectivos,  sino  también  por  todas  las  demás  faltas  y 
omisiones  que  cometan,  ya  poniendo  diligencias  y  actuadones  innece  arias,  ya 
prescindiendo»  en  otras  de  les  términos  legales  ó  de  las  formalidades  y  requisi- 
tos que  la  ley  exige:  no  de  otro  modo  podrá  conseguirse  la  puntual  observancia 
de  la  ley,  ni  eritarse  las  corruptelas  y  prácticas  abusivas  de  otros  tiempos,  ^ue 
han  querid»  coreglrse  por  el  desprestigió  que  ocasionaban  á  la  administración 
de  justicia. 

La  extensión  que  ha  de  darse  á  la  disposición  de  que  tratamos  está  indicada 
en  ei  art.  ^K19,  al  ¡uif^on^  á  los  reUteres^  b(sjo  su  responsabilidad.^  la  obligación 
de  anotar  al  ñvki  del  ai^untamiento  "sten  la  instancia  6  instancias  anteriore/» 
se  híERi  observado  las  preseripcíonefl  de  est*  ley  sohfe  términos  y  sus  prórogas,r 
sqnreBÜx»  y  recogidas  de  áutjos  ^  demás  que  se  refieran  al  orden  y  forma  de  los 
pt^otoedin^ientos;  ast  como  tanlbién  si  se  han  practicado  actuaciones  innecesarias 
a  tfo  áitiftorieada^  por  la  ley,  anotando  tos  defectos  ú  omisiones  que  resulten."  á 
ñn  de  qué  sea  corregido  todo  «hnse^  como  se  pretiene  en  tos  artículo  337  y  3Í2, 
y  •■m  Tiene  pnustícsKndo  en  el  Trihnnal  Supremo  y  ^n  láts  Audiencias,  cuando  el 
IKmeñlie  hena  la  obllgftción  que  le  impone  diehó  art.  337.  Por  ejemplo:  en  el 
nñ:  250  se  doterminan  Ibs  óásos  len  qne  ha  de  ponerse  "nota  de  presentación"  de 
)08  esei'Bbos;  p^s  lo  mismo  debe  ler  ^  es  oorregido  disciplinariamente  el  actua- 
m  qu^  omite  dicha  nota  éik  ios  escritos  de  término  perentorio,  como  el  que  1» 
pone  eh  tódóa  Um  escHioa  aunque  no  sean  de  esa  clase;  y  lo  mismo  por  las  dili- 
geoéiaáde  dw  cuenta  ál  jues,  de  dejar  los  autos  en  hi-mesa  del  juzgado  y  de 
nee^Ferh>s  non  pi^videncia;^  lodats  abusivas  |H>r  no  auloriinrias  la  ley,  é  innece- 
ssriasi  pg^to  ^c  el  actmirio  bo  hace  nías  ^«9  ccmaignar  hecjhes  ineludibles,  y 
éá  ]m  fecha  de  la  misma  provicfeñcis  jresuliará  si  se  ha  dictado  dentro  de)  térmi- 
no 1^1,  y  caso  de  dilacidn  sevá  respensatílé  el  juez,  por  ^  haber  corregido  al 
ae1»iario.  si  éste  hubiere  sido  e(  culpable. 

También  los.algúacilelB  y  los  porteros  de  los  tribunales  en  algón  paso  suelen 
inlerTeiiir  én  las  actuaciones  judiciales,  como  en  las  eitaotones  á  que  se  re$ev^ 
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-el  »rt.  273,  reqnerimientof  de  pftflro  y  embargof  de  bienei  conformé  i  losmrtíeu- 
Io8  1404  y  1442,  goardms  de  Tinta,  lanEamiento  de  inqníUtios  y  colonos  en  los 
desahacios,  y  alsrunas  otras  diligencias^  pero  siempre  proceden  en  virtud  de 
mandamiento  6  comisión  del  juzg^ado  ó  tribunal  ¿que  pertenecen.  En  tales  casos 
tlichos  subalternos  deben  ser  corre^tidos  disciplinariamente  por  las  faltas  que 
cometan  en  el  cumplimiento  de  los  mandamientos  judiciales  que  deban  ejecutar, 
seffiin  se  ordena  también  en  el  mismo  art.  445. 

Becordaremos,  por  último,  que  según  el  art.  288,  ha  de  emplearse  la  forma 
-de  mandamiento  para  ordenar  el  libramiento  de  certificaciones  ó  testimonios  j 
la  práctica  de  cualquier  diligencia  judicial,  cuya  ejecución  corresponda,  no  sólo 
á  los  auxiliares  ó  subalternos  del  juzgado  ó  tribunal,  sino  también  á  los  regis- 
tradores de  la  propiedad  y  notarios.  En  tales  casos  estos  funcionarios  son  con- 
sideradob  como  auxiliares  de  la  administración  de  justicia  en  cuanto  á  la  prác- 
'tica  de  las  diligencias  judiciales  que  es  preciso  encomendarles  por  razón  de  su 
cargo,  y  por  consiguiente  están  sujetos  á  la  jurisdicción  disciplinaria  de  que  tra- 
tamos por  las  faltas  que  cometan  en  el  cumplimiento  da  los  mandamientos  ju- 
diciales que  deban  ejecutar.  Y  lo  mi&mo  se  entiende  respecto  de  los  archiveros 
judiciales,  cancilleres-registradores  y  repartidores  de  negocios,  los  cuales  están 
comprendidos  en  la  denominación  genérica  de  auxiliares  de  los  tribunales. 

IV. 


"Jurisdicción  disciplinaria  sóbrelos  funcionarios  expresados." — En  el  artícu- 
lo 446,  último  de  este  comentario,  se  ordena  que  *Ías  correcciones  de  los  abo- 
gados, procuradores,  auxiliares  y  subalternos  por  las  faltas  antes  indicadas,"  esto 
es,  por  las  determinadas  en  los  artículos  443  y  445,  de  ^ue  hemos  hablado  en  los 
dos  párrafos  anteriores,  "se  impondrán  siempre  por  el  juzgado  ó  Sala  de  justicia 
donde  se  sigan  los  autos  que  dieren  lugar  á  ollas,  ó  en  los  que  los  primeros  se 
hubieren  propasado  en  la  defensa  oral."  El  adverbio  * 'siempre"  da  á  enterder 
que  "en  todo  caso"  han  de  ser  corregidas  dichas  faltas,  como  de  carácter  judi- 
cial, por  el  juez  ó  sala  de  justicia  que  conozca  de  los  autos  en  que  se  hubieren 
cometido,  con  el  procedimiento  y  recursos  que  f)ara  las  de  esta  clase  se  estable- 
cen en  los  artículos  451  al  456;  nunca  gubernativamente,  cualquiera  quesea  la 
trascendencia  que  pueda  tener  la  falta  v  su  corrección  para  el  decoro  y  reputa- 
ción de  la  persona  que  hubiere  incurrido  en  ella,  con  relación  á  la  corporación 
ó  ciase  á  que  pertenezca. 

Así  se  ha  procurado  evitar  todo  conflicto  de  atribuciones.  Las  juntas  de  go- 
bierno de  los  colegios  de  abogados  están  autorizadas  por  los  artículos  10  y  15 
de  sus  estatutos  de  1838.  y  11  y  12  del  Real  decreto  de  5  de  Junio  de  1844  para 
velar  sobre  la  conducta  de  los  abogados  incorporados  al  colegio  en  el  desempe- 
fio  de  su  noble  profesión  y  en  sus  costumbres  ó  conducta  moral,  y  para  amo- 
nestarlos y  reprenderlos,  y  hasta  para  suspenderles  temporalmente  en  el  ejer- 
cicio de  la  abogacía  por  un  término  que  no  exceda  de  seis  meses.  Análogas 
atribuciones  tienen  las  de  los  colegios  de  procuradores,  como  es  indispensable 
para  conservar  el  decoro  de  la  dase.  Y  los  jueces  y  Salas  "de  gobierno"  de  los 
tribunales  están  también  autorizados  para  corre^js^r  gubernativamente  las  faltas 
de  subordinación,  moralidad  y  decoro  en  que  incurran  los  abogados  y  proon* 
radort^s,  donde  no  hay  colegio  (artículo  762  de  la  \9j  orgánica),  y  sus  auxiliares 

?^  subalternos,  como  hemos  expuesto  en  la  introducción  de  este  título,  indicando 
as  faltas  de  esta  clase  y  la  forma  en  que  han  de  corregirse.  Según  allí  hemos 
4licho,  la  presente  ley  no  invade  ninguna  de  esas  atribuciones  gubernativas:  si 
los  abogados,  procuradores,  auxiliares  y  subalternos,  afiadeel  art.  446,  "come* 
t'ieren  otras  faltas  que  merezcan  corrección,  sorá  ésta  impuesta  gulMBrnatiTS- 
mente  conforme  á  lo  dispuesto  en  las  lejes,  ordenanzas  ó  reglamentos;"  pero. 
las  de  carácter  judicial,  que  son  las  indicadas  en  los  artículos  443  j  445,  seim- 

{>ondrán  siempre,  "en  todo  caso,"  por  el  jues  ó  Sala  de  justicia  que  conoscado 
os  autos  en  que  se  hubieren  cometido,  sin  que  las  juntas  de  gobierno  de  los  eo^^ 
l^ios  puedan  disputar  esta  jurisdicción  ni  mezclarse  en  esos  asuntos,  aunque 
podrán  fundarse  en  esas  mismas  correcciones  judiciales,  de  que  se  les  ha  de 
2ar  conocimiento  conforme  al  art.  458,  para  apreciar  la  condaota  del  colegiada 
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en  el  desempeño  de  su  prefesión  y  acordar  lo  que  eétimen  procedente  dentifo 
del  cfrcalo  ae  sus  atribuciones  gfubernatiyas. 

T  de  las  palabras  del  mismo  art.  446,  sec^ún  las  cuales  dichas  correccionei!^ 
''se  impondrán  por  el  juzgado  6  Sala  do  justicia  donde  se  sigan  los  autos  que 
dieren  lugar  á  ellas/'  no  se  deduce  ni  puede  deducirse,  porque  estaría  en  con- 
tradicción con  otras  disposiciones  de  la  misma  1^  r  con  los  buenos  principio», 
quo  esa  competencia  sea  exclusira  del  juzgado  6  oala  de  justicia  ante  quien  se 
hubiere  cometido  la  falta.  Éstos  tienen  en  primer  término  el  deber  de  corre- 
girla; pero  si  por  negligencia,  falta  de  celo  6  por  otro  motiro  no  la  corrigen, 
puede  y  debe  nacerlo  el  tribunal  superior  6  el  Supremo,  cuando  legálmente 
tenga  conocimiento  de  los  autos,  6  se  sigan  éstos  ante  él,  en  virtud  ae  apela* 
cien  ó  de  recurso  de  casación  ó  para  la  decisión  de  competencia.  Y  no  sólo  ha 
de  corregir  la  falta  el  tribunal  superior  en  vista  de  la  que  sobre  ella  resulte  de 
los  autos  como  previene  el  art.  451,  sino  que  ha  de  corregir  también  al  inferior 
que  sin  motivo  justificado  hubiere  faltado  al  cumplimiento  de  ese  deber.  Est» 
facultad  de  los  tribunales  superiores  y  Supremo  está  reconocida  también  en  los 
artículos  319,  837  y  372,  de  cuyas  dispostbiones,  encaminadas  á  que  se  corrijan 
las  faltas  de  que  se  trata,  que  se  habieron  cometido  en  la  instancia  ó  instancias 
anteriores,  ya  nos  hemos  hecho  cargo,  y'además  por  la  jurisprudencia  de  la  Sala 
tercera  ddí  Supremo,  ónica  á  la  que  llegan  originales  los  autos  civiles  para  la 
decisión  de  competencias  ó  de  recursos  por  quebrantamiento  de  forma. 


Artículo  447. 

Las  Salas  de  Justicia  del  Tribunal  Supremo  podrán  corregir 
disciplinariamente  á  las  de  las  Audiencias  y  á  los  Jueces  inferio- 
res, por  las  faltas  que  hubieren  cometido  en  los  autos  de  que 
aquellas  conozcan^  en  virtud  de  recursos  de  casación  ó  de  queja 
ó  para  decidir  competencias. 

La  misma  facultad  tendrán  las  Salas  de  lo  civil  de  las  Au- 
diencias respecto  de  los  Jueces  de  primera  instancia,  y  éstos  res- 
pecto de  los  municipales  que  les  estén  subordinados,  cuando  en 
virtud  de  apelación  ó  de  otro  recurso  conozcan  de  los  autos  en 
que  39  hubiese  cometido  la  falta. 

Con  toda  claridad  se  determina  en  este  artículo  el  superior  i  quien  corres- 
ponde ejercer  la  jurisdicción  disciplinaria  de  carácter  judicial,  que  han  te- 
nido siempre  los  tribunales  deju«ticia  sobre  los  inferiores  en  el  orden  jerárquico, 
^ue  los  estén  subordinados.  Ninguna  disposición  concreta  sobre  este  punto  con- 
tiene la  ley  orgánica  de  1870,  aunque  fué  minuciosa  en  determinar  loa  caaos, 
Í'urisdicción  y  procedimiento  de  carácter  gubernativo,  como  se  ha  expuesto  en 
a  introducción  de  este  título.  Y  aunaue  tampoco  se  dictó  en  la  ley  anterior  de 
1855  disposición  concordante  con  la  del  presente  artículo,  6n  el  332  de  la  misma 
se  encargó  á  las  Audiencias  que  corrigieran  disciplinariamente  á  los  jueces  que 
incurrieran  en  la  falta  de  no  dictar  sentencia  dentro  del  térmido  señalado  al 
efecto,  lo  cual  era  reconocer  la  existencia  de  dicha  jurisdicción  disciplinaria, 
establecida  expresamente,  de  acuerdo  con  nuestro  derecho  antiguo,  en  el  art.  59' 
del  reglamento  provisional  de  1835. 

Siguiendo  la  jurisprudencia  constantemente  observada,  se  declara  en  el  pre- 
sente artículo,  <iue  á  las  Salas  de  justicia  del  Tribunal  Sunremo  corresponde 
«orre^ir  disciplinariumento  á  las  de  las  Audiencias  ó  sea  á  los  magistrados  de 
las  mismas»  v  á  los  jueces  de  primera  instancia  y  municipales  de  todo  el  tem- 
torio  español,  porque  todos  están  subordinados  al  Tribunal  Supremo,  por  la« 
faltas  quo  cometan  de  carácter  judicial;  y  que  por  idéntica  raión  tienen  la  mis- 
ma facultad  las  Salas  de  lo  civil  ó  de  justicia  dé  las  Audiencias  con  relamen  i 
los  iueoes.de  ju-imera  instancia  y  municipales  de  su  respe^ÍTO  territorio,  y  1q«> 
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jueces  de  primer»  instantia  en  cuanto  i  los  municipales  de  los  pueUos  de  ava 
respectivo  distrito  6  partido  judicial  que  son  los  que  les  están  subordinados. 

£¡sta  jurisdicción  aisciplinaria  está  limitada  á  las  faltas  que  se  cometan  en  la 
Mustanctación  de  los  juicios»  por  infraecidn  de  alguna  de  las  dispobieiones  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento,  y  por  consiguiente  con  relación  al  procedimiento,  y  ao 
al  fondo  del  negocio.  £¡1  jueE,por  ejemplo,  que  dicte  sentencia  foera  del  téi> 
mino  legal,  ó  que  no  la  redacte  ó  formulo  con  sujeción  á  las  regías  delart.  372« 
podrá  y  deberá  ser  corregido  disciplinariamente  por  la  Sala  ele  justioia  del  trii^- 
Dunal  «uperior;  pero  no  podrá  serlo  por  haber  estado  desacertado  en  los  funda-» 
mentos  legales  y  parte  dispositiya  de  esa  misma  sentencia^  aunque  sea  notoria 
su  injusticia:  esto  podrá  dar  lu^ar  á  recursos  y  responsabilidades  de  otro  orden , 
pero  no  á  la  corrección  disciplinaria  de  que  tratamos,  como  ya  se  ha  indicado 
al  comentar  el  art.  373  (pág.  148  de  este  tomo). 

T  téngase  también  presente  que  no  puede  ejercerse  esta  jurisdicción  disci- 
plinaria sino  en  el  caso  de  aue  el  tribunal  superior  ó  el  Supremo  conoscalegaU 
mente  de  los  autos  en  que  el  tribunal  ó  juez  inferior  hubiere  cometido  la  falta; 
conocimiento  que  sólo  puede  teñen  en  Yirtud  de  los  recursos  de  apelación,  ca- 
sación y  demás  que  la  ley  establece,  ó  para  decidir  competencias,  como  lo  de* 
clara  el  artículo  que  estamos  examinando.  Mas,  esto  ha  de  entenderse  para 
imponer  "de  oficio"  tales  correcciones,  sin  que  obste  á  la  facultad  que  tienen 
también  lo^  tribunales  superiores  y  Supremo  para  ejercer  dicha  jurisdicción 
disciplinaria  sobre  los  jueces  y  tribunales  que  inmediatamente  les  estén  subor- 
dinados, "en  virtud  d^  qu?ja  justificada  de  cualquiera  de  los  litigantes,"  según 
se  ordena  expresamente  en  el  art.  302,  cuyo  comentario  (pág.  56  de  este  tomo)  * 
podrá  consultarse  como  complemento  del  presente. 

Concluiremos  este  punto  recordando  á  los  tribunales  el  elevado,  justo  y  con- 
veniente principio,  á  la  vez  que  consejo  prudente,  consi^ado  en  el  art.  20  del 
Reglamento  provisional  para  la  administración  de  justicia  de  1835:  "Los  tribu- 
nales, dice,  se  abstendrán  de  molestar  ó  desautorizará  los  juesces  inferiores 
con  apercibimientos,  reprensiones  ú  otras  condenas  por  leves  y  excusables  fal- 
tas, ó  por  errores  de  opinión  en  casos  dudosos,  y  sin  perjuicio  de  censurarlos  y 
corregirlos  cuando  efectivamente  lo  merezcan,  no  dejaran  nunca  de  tratarlos- 
con  aquel  decoro  y  consideración  que  se  debe  á  su  ministerio.'" 

Artículo  448. 

Ni  los  Jueces  ni  las  Salas  de  Justicia  podrán  corregir  disci- 
plinariamente á  los  funcionarios  del  Ministerio  fiscal  por  las  fal- 
tas que  cometan  en  los  asuntos  judiciales  en  que  deban  intervenir. 

En  estos  casos  so  limitarán  á  poner  la  falta  en  conocimiento 
del  superior  jerárquico  del  que  la  hubiere  cometido,  para  que  la 
corrija  como  estime  procedente. 

Desde  que  se  organizó  el  ministerio  fiscal  con  independencia  de  los  tríbuna- 
les  j  juzgados  en  que  ejercen  sus  funciones,  se  privó  i  éstos  de  la  jurisdicción 
disciplinaria  que  antes  tenían  sobre  los  funcionarios  de  dicho  mlsísterío,  confl-^ 
riénaola  á  sus  superiores  jerárquicos,  bajo  la  sola  dep<mdencia  del  Ministerio  á&- 
Ghraeia  y  Justicia,  coiúo  puede  verse  en  los  arts.  17,  número  10,  y  20  d«^l  Real 
decreto  de  9  de  Abril  de  1858,  y  852, 853  y  854  de  la  ley  orgánica  de  1870>  To^' 
dabí»se  dudaba,  ai  ouaildo  el  ministerio  fiscal  es  parte  en  los  asuntos  jtídieiales' 
civiles,  por  las  faltas  que  en  ellos  cometa  estaba  Bujeta  á  la  jurisdicción  diseipli* 
ñafia  delesjudeea  y  Balas  de  jnstda,  lo  cual  daba  lugar  á  confíictod,  y  para 
evitarlos  se  resnebre  la  duda  en  ^tído  negativo  por  el  presente  artícd'fo,  de 
acuerdo  <fOn  la  juñsprudeattia  que  había  prevalecido,  respetando  la  independen^- 
cia  del  ministerio  fiáeal  y  para  que  bi^o  ningiÍA  concepto  aparezca  cohibida  sti 
libertad  de  ao«i6n. 

Corresponde  al  ministeno  fieeal  la  representación  y  defensa  del  Estado,  de  1» 
Adwliiistración  y  da  los  ettabiecimientos  póblices  de  iastriMción  ▼  benéficetictA, 
em  la«  cnwtioae*  jttdi^a!et  en  que  sean  parte  «orno  demandantes  6  d^toandáde»:- 
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también  le  corresponde  eA  ügunos  caaes  ht  de  les  menores,  incaMCÍt«dOb  y  au* 
wnteS)  y  debe  interyenir  de  oficio  en  otros  asantes  judiciales.  En  taleéi  casos 
dicho  ministerio  está  sujeto  para  el  procedimiento,  desde  que  se  !e  tiene  por  par- 
te en  el  juicio,  á  las  condiciones  de  los  demás  litigantes,  y  puede  ser  apremiado 
7  hasta  condenado  en  las  costas;  pero  no  corregido  disciplinariamente  por  las 
faltas  que  cometa  en  el  mismo  procedimiento.  Si  en  virtud  del  apremio  se  ne- 
gnre  á  devolver  los  autos  y  á  entreirarlos  al  actuario,  no  podrá  imponérsele  la 
multa  que  determina  el  art.  308,  norque  tiene  el  carácter  de  corrección  discipli- 
naria» y  tendrá  que  limitarse  el  jues  ó  la  Sala  á  poner  el  hecho  en  conocimienta 
del  superior  jerárquico  del  que  hubiese  cometido  la  falta,  para  que  la  corrijn 
como  estime  procedente;  y  lo  mismo  cuando  la  falta  sea  algruna  de  laÉ  determi- 
nadas en  el  art.  443,  ó  cualquiera  otra  que  se  i-etíera  á  las  actuaciones  judiciales. 

Artículo  449. 

Las  correcciones  disciplinarias  que  podrán  imponerse  á  los 
funcionarios  comprendidos  en  los  artículos  443  y  siguientes, 
serán: 

1?  Advertencia. 

2"  Apercibimiento  ó  prevención. 

3?  Keprensión. 

4"  Multa  que  no  podrá  exceder  de  100  pésetes,  cuando  se  im- 
ponga por  los  Jueces  municipales,  de  200  por  los  de  primera 
instancia,  de  300  por  las  Audiencias,  y  de  500  por  el  Tribunal 
Supremo. 

5"  Privación  total  ó  parcial  de  honorarios,  ó  do  los  derechos 
correspondientes  á  los  escritos  ó  actuaciones  en  que  se  hubiere 
cometido  la  falta. 

6"  Suspensión  del  ejercicio  de  la  profesión  ó  del  empleo  con 
privación  de  sueldo  ó  de  emolumentos,  que  no  podrá  exceder  de  - 
tres  meses,  pudiendo  extenderla  hasta  seis  en  caso  de  reinciden- 
cia. Durante  la  suspensión,  el  sueldo  j  emolumentos  del  que  la 
sufra  serán  para  el  que  desempeñe  el  cargo. 

Articuló  450. 

También  será  considerada  como  corrección  disciplinaria  la 
imposición  de  costs»  á  los  funcionarios  antes  expresados,  en  los 
casos  en  que  lo  autoriza  la  ley. 

£n  estos  dos  artículos  se  determinan  taxactivamc^nte  l&a  correci^ioneB  discL 
plinarias  aue  pueden  imponerse  á  los  funcionarios  qne  ínterTieaea  en  lois  juicios,  . 
por  las  faltas  que  en  ellos  cometan  (núm.  2.  ®  del  art.  4^7);  no  á  los  particula- 
rM  que  falten  al  orden  y  respeto  debidosen  los  actos  judióla Ifes  (núm.  1.  ^  de  di- 
cho artículo),  poique  ¡éstos  han  de  ser  corregidos  en  el  acto  y  airx  uUeTÍor  recur* 
ao,  del  mode  y  con  las  penas  que  se  establecen  en  loa  a,ts.  43d  y  439,  y  hemos 
expuesto  en  su  comentario.  Para  marcar  bien  la  diferencia  de  caaos ,  á  ñn  de 
que  no  se  confundan  unas  correcciones  con  otras,  se  dic^  ahora  en  el  art.  446, 
qoib  las  queen^él  se  determinan  son  las  que  podrán  ímpoourg^  "á  lim  fujieiona- 
nos  comprendidos  en  los  arts.  443  y  siguientes/'  que  son  los  abogados  y  procu- 
radores, los  auxiliares  ^  subalternos  de  les  tribunales  y  juzgados,  y  los  magis- 
timdosde  las  Salas  de  justicia  de  las  Audiencias,  jueces  de  primera  instancí»  y 
municipales,  por  las  faltas  que  cometan  en  los  juicios  en  que  interrengan,  y  so-- 
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por  Im  que  puedan  cometer  fuera  de  ellos,  pues  éstas  han  de  ser  corregidas  gu- 
4>ernatÍTamen'te. 

Las  correcciones  que  en  estos  artículos  se  establecen,  son  en  el  fondo  las  mis- 
mas que  se  determinaron  en  el  44  de  la  lej  de  1855,  pues  aunque  no  se  oompren*- 
'dieron  en  él  la  "advertencia/'  sin  duda  por  no  considerarla  como  Terdadera  oo- 
rreccién,  ni  la  "príyación  de  honorarios  6  derechos/'  en  la  práctica  se  hacia 
también  aplicación  de  estos  medios  de  corrección.  T  si  se  las  compara  con  los 
•establecidos  en  los  arts.  740, 741  y  752  de  la  ley  crónica  para  las  faltas  que  ham 
de  corregirse  gubernatiramente,  se  yerá  que  no  han  sido  aceptadas  algunas  de 
'éstas,  como  la  de  postergación  para  ascensos,  priracién  desueldo  por  sí  sola,  y  re-, 
srensión  calificada,  ó  sea  con  pérdida  de  sueldo  de  uno  &  tres  meses,  por  consi- 
derar que  no  son  adecuadas  á  la  índole  y  objeto  de  las  correcciones  de  carácter 
judicial.  Las  de  esta  clase,  que  pueden  imponerse  por  los  tribunales  de  justicia 
á  los  funcionarios  antes  expresaoos,  son  las  siguientes: 

1.  *  "Advertencia."— fin  rigor  no  se  considera  corrección,  ni  causa  peijuiclo 
al  amonestado,  y  por  esto  en  el  art.  458  se  la  exime  de  las  medidas  que  en  él  se 
■adoptan  para  que  consten  las  correcciones  en  la  hoja  de  servicios  del  interna- 
do. £s  el  medio  más  suave  que  emplean  los  tribunales  para  llamar  la  atención 
de  sus  subordinados  sobre  alguna  falta  excusable,  ó  sobre  la  inteligencia  que 
deba  darse  á  alguna  disposición  de  la  ley  procesal  en  casos  dudosos,  á  fin  de  co- 
rregir errores  de  opinen  y  uniformar  la  practica.  "Dígase  al  Juez  de ó 

se  advierte  al  Juez  de "  {ó  al  actuario,  ó  á  quien  sea)  es  la  fórmula  que 

se  emplea  i)ara  el  acuerdo  en  que  se  hace  alguna  advertencia  con  cualquiera  de 
los  objetos  indicados. 

2.  •*  "Apercibimiento  ó  prevención."— Aunque  en  rigor  tecnológico  no  son 
sinónimas  estas  palabras,  ambas  sirven  y  se  emplean  para  hacer  comprender  al 
funcionario,  á  quien  se  dirigen,  que  ha  faltado  al  cumplimiento  de^  su  deber,  y 
amonestarle  para  que  no  vuelva  á  incurrir  en  semejante  falta,  y  sin  duda  por 
esto  y  porque  en  el  orden  correccional  producen  igual  efecto,  las  ha  colocado  la 
ley  en  el  mismo  lugar,  pudiendo  emplearere  la  que  se  crea  más  adecuada  al  caso. 
En  esta  clase  de  amonestaciones  caben  diferentes  grados  de  severidad,  según  las 
palabras  que  se  empleen  para  censurar  la  conducta  del  funcionario,  de  suerte 
que  una  "prevención"  peora  ser  más  dura  que  un  "apercibimiento,''  aunque  por 
Tegla  general  se  la  tonga  por  menos  severa;  y  cuando  por  la  gravedad  de  la  tai- 
lia  se  estima  justo  corregirla  con  mayor  severidad,  pero  sin  llegar  á  la  repren- 
sión, está  admitido  en  la  práctica  emplear  conjuntamente  las  dos  fórmulas,  esto 
es,  "se  previene"  al  funcionario  que  en  lo  sucesivo  se  abstenga  de  cometer  la 
falta  de  que  se  trata,  "bajo  apercibimiento"  de  lo  que  haya  lugir,  ó  de  ser  co- 
rregido con  más  rigor,  si  vuelve  á  incuriir  en  ella. 

3.  *  "Reprensión."— Tomada  esta  palabra  en  sentido  lato,  se  comprenden  en 
ella  todas  las  demostraciones  que  acabamos  de  expresar,  porque^  todas  son  re- 

Srensienes  que  se  hacen  al  funcionario  que  ha  faltado  al  cumplimiento  desús 
eberes;  mas  la  ley  no  puede  menos  de  usarla  aquí  en  un  sentido  estricto,  con- 
siderándola, Beeún  el  lugrar  en  que  la  coloca,  como  corrección  más  severa  que  la 
prevención  y  efapercibimiento:  y  lo  es  indudablemente,  porque  con  ella  ya  no 
ee  concreta  el  juez  ó  tribunal  á  prevenir  ó  advertir  al  funcionario  que  se  absten- 
ga de  incurrir  en  lo  sucesivo  en  otra  falta  igual,  sino  que  de  hecho  se  le  repren- 
de por  la  falta  cometida,  considerando  que  por  su  gravedad  ó  reincidencia  no 
bastará  para  la  enmienda  futura  una  simple  advertencia  ó  amonestación.  Rara 
vez  se  emplea  este  medio  de  corrección  como  no  sea  para  los  auxiliares  y  subal- 
ternos, respecto  de  los  cuales  habrá  de  llevarse  á  efecto  á  puerta  cerrada  por  el 
juez,  y  en  su  caso  por  el  presidente  de  la  Sala  en  que  ejerza  su  cargo  el  corregi- 
do, ya  particularmente  ó  bien  ante  la  misma  Sala,  según  se  acuerde,  como  par» 
las  correcciones  ^bemativas  se  previene  en  el  art  752  de  la  ley  orgránica,  y  ser 
el  medio  más  racional  y  adecuado.  Y  respecto  de  los  demás  funcionarios,  s«  lea 
comunicará  ó  hará  sabier  estti  corrección  en  la  misma  forma  que  luego  diremos 
V  se  halla  admitida  elk  la  p<*áctica  para  toda  clase  de  correcciones.  Ya  hemos 
'indicado  que  en  la  presente  ley  no  está  admitida  la  reprensión  "calificada"  del 
art.  743  de  la  orgánica,  que  lleva  consig-o  la  pérdida  de  sueldo  de  uno  á  tres  me- 
ses, y  tampoco  la  "pública"  del  art.  117  del  Código  penal;  se  limita  á  la  repren- 
sión '^simple,"  en  la  forma  que  acuerde  el  tribunal  que  la  imponga,  según  U 
;  gravedad  del  caso. 
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4. '  "Multa/' — Siempre  ha  sido  la  eorreccióñ  más  usada,  por  considerar!» 
aaáfl  eficaz  y  la  que  mejor  se  adapta  á  la  índole  de  cualquier  falta.  En  el  art.  44 
de  la  ley  de  1855  se  le  puso  la  limitación  de  1,000  reales,  sin  distinción  de  tri- 
Iranales  y  juzgados:  antes  no  la  había  tenido  para  las  Audiencias,  según  el  art. 
227  de  sus  ordenanzas,  y  los  iueces  de  primera  instancia  no  i>odían  pasar  de  20O 
realeB/ eonforme  al  art.  110  de  su  reglamento.  La  ley  orgánica  de  1870,  aunque 
flólo  con  aplicación  á  Ihb  correcciones  gubematiyas  como  ya  se  ha  dicho,  no  au-2* 
torizó  la  multa  para  corregir  á  los  jueces  de  primera  instancia  y  magistrados,. 
pero  sí  á  los  jueces  municipales  y  á  los  auxiliares  de  los  juzgados  y  tribunales, 
en  una  escala  gradual,  mas  eleyada  que  la  establecida  ahora  para  lo  judicial,, 
como  puede  yerse  en  sus  artículos  740,  741  y  752.  Y  aceptada  en  la  nueya  ley, 
como  10  había  estado  siempre,  para  las  correcciones  de  carácter  judicial,  que 
pueden  imponerse  á  cuantos  funcionarios  interyienen  en  los  juicios,  ya  sean  jue- 
ces ó  magistrados,  ya  auxiliares  ó  subafternos,  ya  abogados  ó  procuradores,  se 
establece  una  escala  gradual  con  relación  á  la  categoría  de  la  autoridad  que  im-- 

Songa  la  multa:  los  jueces  municipales  no  pueden  imponerla  en  cantidad  mayor 
e  loo  pesetas;  los  de  primera  instancia  de  200;  de  300  las  Audiencias,  y  de  SOO 
el  Tribunal  Supremo.  Esta  es  la  regla  general  que,  como  se  previene  en  el^  art. 
459»  ha  de  entenderse  sin  perjuicio  de  lo  establecido  en  al  280  y  en  otras  dispo- 
siciones de  esta  ley  para  los  casos  especiales  á  que  se  refieren.  La  multa  ha  de 
pagarse  en  papel  sellado  de  pagos  al  Estado,  y  caso  de  insolvencia  se  sufrirá  un 
día  de  arresto  par  cada  cinco  pesetas. 

"5.  *  Privación  total  ó  parcial  de  honorarios,  ó  de  los  derechos  correspon^- 
dientes  á  los  escritos  ó  actuaciones  en  que  se  hubiere  cometido  la  falta." — Ya 
hemos  indicado  que  este  medio  de  corrección  no  estaba  consignado  en  disposi- 
cienes  anteriores,  pero  sí  admitido  en  la  práctica  como  el  más  adecuado  para 
corregir  aquellos  abusos,  que  notoriamente  tienen  por  objeto  un  lucro  indebi- 
do. Silo  puede  aplicarse  á  los  funcionarios  que  perciben  honorarios  ó  derecho^, 
y  nada  mas  justo  que  privarles  de  los  que  correspondan  á  los  escritos  ó  actua- 
ciones en  que  se  hubiere  cometido  la  falta;  "totalmente,"  cuando  óstaasean 
inútiles,  supórfiuas  ó  no  autorizadas  por  la  ley,  como  se  dice  en  el  art.  424,  ó  ha- 
yan sido  anuladas  por  culpa  del  funcionario  corregido;  y  * 'parcialmente,"  cuan- 
do á  los  escritos  ó  actuaciones  permitidos  por  la  ley  se  les  dé  ma^or  extensión  de 
la  que  deban  tener,  con  el  resultado  consiguiente  de  aumentar  sin  necesidad  lo» 
honorarios  ó  derechos:  sirva  de  ejemplo  la  corrección  impuesta  por  el  Tribuna) 
Supremo,  de  que  se  ha  hecho  relación  al  comentar  el  núm.  1.  ^  del  art.  443. 
Desde  luego  se  comprende  que  los  honorarios  ó  derechos^  que  en  virtud  de  esta 
corrección  deje  de  percibir  el  letrado,  procurador  ó  auxiliar  que  los  hubiere  de- 
vengado, quedan  á  beneficio  del  litigante  que  en  otro  case  habría  tenido  que 
pagarlos;  y  si  ya  los  hubiese  satisfecho,  podrá  reclamar  su  devolución. 

"6.  *  Suspensión  del  ejercicio  de  la  profesión  ó  del  empleo  con  privación  de 
sueldo  ó  de  emolumentos." — Esta  corrección  es  la  más  grave  y  trascendental  de 
las  que  pueden  imponerse  á  loa  funcionarios  antes  expresados,  y  por  eso  está 
colocada  en  el  último  lugar,  y  no  se  hace  uso  de  ella  sino  en  casos  muy  extre* 
mos.  Puede  ser  la  falta  de  tanta  gravedad,  ó  tan  reiteradas  las  cometidas  por 
un  mismo  funcionario  sin  que  le  hayan  servido  de  enmienda  correcciones  ante- 
riores, que  haya  necesidad  de  imponerle  la  suspensión.  Esta  será  del  ejercicio  de 
la  profesión,  si  se  impone  á  un  abogado  Ó  procurador,  y  en  su  virtud  no  podrán 
ejercerla  en  ningún  tribunal  ó  juzgado,  durante  el  tiempo  de  la  corrección;  y 
ciel  empleo  con  privación  del  sueldo  ó  emolumentos,  cuando  se  imponga  á  ma- 

Sistraoos,  jueces,  auxiliares  ó  subalternos.  No  puede  imponerse  la  suspensión 
el  empleo  sin  la  privación  del  sueldo  ó  de  los  emolumentos  ó  derechos  que  le 
eorrespendan,  cuyo  sueldo  ó  derechos  serán  para  el  que  desempefie  el  cargo  en 
snstitución  del  corregido,  y  como  justa  retribución  de  su  trabajo. 

Las  Audiencias  estaban  también  autorizadas  por  el  art.  227  de  sns  ordenan» 
zas  para  corregir  con  suspensión  temporal  del  oficio,  por  el  tiempo  que  estima- 
•eB  preoedente  sin  limitación,  á  sus  subalternos  y  á  los  abogados  y  proenradores 
qve  actuasen  ante  ellas,  siempre  que  Toluntariamente  faltasen  á  alguno  de  sus 
deberes.  Igual  facultad  se  concedió  á  todos  los  tribunales  por  el  art.  44  de  la 
.  }fiy  áe  1855,  pero  limitando  á  un  mes  el  tiempo  de  la  suspensión;  y  aunque  nada 
se  dijo  sobre  la  privación  de  emolumentos,  se  daba  por  supuesta,  porque  de  oire 
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modo  habrí»  «ido  ineficaz  la  corrección,  conrirtiéadose  en  un  bf  tieiieio  pap»  el 

-correiirido.  Ahora  se  establece  con  la  declaración  expresa  de  dicba  priraelte, 
haciéndola  extensira  á  jueces  y,  magistrados,  y  ordenándose  oueno  podrá  eze6- 
der  de  tres  meses,  á  no  ser  en  el  caso  de  reincidencia,  que  poctrá  ectenderse  hM- 
ta  seis  meses,  fista  reincidencia  ha  de  ser  en  actos  ó  faltas  de  la  misma  eUse  ó 
naturalesa,  por  las  cuales  hubiese  sido  corregido  anteriormente  el  mismo  uia- 

.  cionario  con  la  |>ena  de  suspensión,  y  no  en  otras  faltas  que  no  hubieren  mere- 
cido una  corrección  tan  severa.  Esto  es  lo  racional  y  lo  que  para  las  correodo- 
nes  gubernatiras  se  halla  establecido  expresamente  en  los  artículos  746  y  7^ 
de  la  ley  orgánica,  segón  los  cuales  esta  corrección  no  puede  bajar  de  tres  me- 
ses, y  se  extenderá  hasta  un  año  en  los  casos  de  reincioeneia. 

'7.  **  Imposición  de  costas.*'— En  los  casos  de  los  artículos  108, 1474, 147$  y 
algunos  otros,  autorisa  la  ley  para  imponer  Ua  costas  al  jues  ó  tribunal  y  á  otros 
funcionarios  de  los  que  interrienen  en  los  juicios,  y  á  fiu  de  que  no  se  dude  so- 
bre el  carácter  de  estas  correcciones,  se  declara  en  el  450,  segundo  de  esto  co- 
mentario, Que  tal  imposición  de  costas  será  considerada  como  corrección  disei- 
S linaria.  El  objeto  principal  de  esta  declaración  ha  sido  poner  término  á  las 
udas  que  antes  ocurrían  sobre  los  recursos  y  procedimientos  ^ue  debían  em- 
picarse  para  reclamar  contra  esa  condena  de  costas  el  fundionanoá  quien  había 
sido  impuesta,  habiéndose  dado  casos  He  llegar  estas  cuestiones  hasta  el  Tribu- 
nal Supremo  por  recurso  de  casación,  después  de  sustanciadas  y  falladas,  unas 
veces  por  los  trámites  del  juicio  ordinario  y  otras  por  los  de  los  incidentes. 
Ahora  ya  no  cabe  esa  duda:  considerada  dicha  imposición  de  costas  como  co- 
rrección disciplinaria,  claro  es  que  procede  la  audiencia  en  justicia  por  los  trá- 
mites y  con  los  recursos  que  se  determinan  en  los  artículos  452  al  456. 

Aunque  la  ley  establece  el  orden  ó  graduación  que  acabamos  do  examinar 
respecto  de  las  correcciones  disciplinarias  de  carácter  judicial,  que  los  jueces  y 
Salas  de  justicia  pueden  imponer  á  los  funcionarios  que  interrienen  en  los  jui- 
cios por  las  faltas  que  en  elfos  cometan,  no  ha  de  entenderse  por  eso  que  preci- 
samente se  ha  de  correr  esa  escala  con  tal  rigor  que  no  pueda  aplicarse  la  pena 
del  número  2.  ®  sin  que  el  interesado  haya  sufrido  antes  la  del  1.  ® ,  y  así  de  los 
demás.  Bl  castigo  debe  ser  proporcionado  á  la  falta,  y  según  sea  la  gravedad 
de  ésta  así  será  la  corrección  que  los  tribunales  apliquen  de  las  determinadas 
por  la  ley.  La  reincidencia  deberá  considerarse  como  circunstancia  agravante, 
más  no  para  aplicar  precisamente  la  corrección  que  siga  en  orden  á  la  que  antes 
hubiese  sufrido  el  interesado,  sino  la  que  en  su  prudente  criterio  estime  el  tri- 
bunal más  adecuada,  según  las  circunstancias  del  caso. 

Téngase  presente,  por  último,  que  según  el  artículo  25  del  Código  penal,  no  se 
reputan  penas  las  multas  y  demás  correcciones  que  en  uso  de  las  atribuciones 
gubernativas  ó  disciplinarias  impongan  los  superiores  á  sus  subordinados  ó  ad- 
ministrados. Pero  aunque  no  se  reputen  como  penas  para  los  efectos  del  Código, 

4ifectan  á  la  reputación  del  que  las  sufre  y  han  de  producir  los  efectos  á  que  se 
refiere  el  art.  458,  y  de  aquí  el  comedimento  con  que  los  tribunales  deben  pro- 

-oeder  y  proceden  en  esta  materia,  sin  olvidarse  del  consejo  del  reglamento  pro- 
visional para  la  administración  ae  justicia  que  hemos  copiado  al  final  del  co- 
mentario al  art.  447. 

Sobre  si  pueden  corregirse  disciplinariamente  los  hechos  que  lleguen  á  cons- 
tituir delito  ó  falta,  véase  el  comentario  del  art.  459. 

Artículo  451. 

Las  correcciones  disciplinarias  se  impondrán  de  plano,  en  vis- 
ta de  lo  que  resulte  de  los  autos  sobre  la  falta  cometida,  j  en  su 
caso  de  lo  consignado  en  los  escritos  6  en  la  certificación  que  en 
el  acto  de  cometerla  hubiere  extendido  el  actuario  de  orden  del 
Presidente,  tanto  de  lo  qua  se  considere  digno  de  corrección,  eo- 
mo  de  las  explicaciones  dadas  por  el  interesado. 

Bsteartíeulo  se  refiere,  lo  mismo  que  l(»r anteriores,  y  los  cinco  gue  le  subsi- 
4[nen,  á  las  correcciones  disciplinarias  que  pueden  iinponerse  á  los  runcionarioe 
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•cottpFendidos  en  los  i^rHeulos  443  j  siguientes,  esto  es,  á  los  ^ne  intenrien«»i  en 
ios  iuicios  por  las  faltM  qae  en  ellos  cometan»  y*  no  á^bos  particulares  qne. faitea 
•411  orden  j  respeto  «lebidos  en  los  setos  judiciales  pues  como  ya  se  hajáieho, 
-éstos  han  de  ser  corregidos  en  el  acto  por  el  que  presida  j  sin  ulterior'  rfturso> 
-al  paso  que  aquellos  han  de  serlo  por  el  juez  o  Sala  de  justicia,  después  y  no  en 
-el  mismo  acto  de  cometer  la  falta,  y  en  la  forma  que  se  determina  en  el  presente 
-artículo.  Nada  se  dispuso  sobre  este  punto  en  la  ley  de  1855,  jib^aunquecn  el  ar- 
tíoulo  7^9  de  la  Orginica  de'1870  se  consignó  una  disposición  análoga,  estaba 
limitada  á  las  correcciones  de  carácter  jumcial  que  «e  impimeran  á  los  aboga- 
dos y|proouradore8,|haciéndose  ahora  extensira,  con  la  modificación  necesaria  en 
-su  redacción,  á  las  que  puedan  imponerse  también  á  los  auxiliares  y  subalter- 
nos, jueces  Y  magistrados. 

1^  Sin  embargo,  nada  se  establece  que  no  estuviese  admitido  en  la  práctica.  Se- 
gún el  presente  artículo,  todas  estas  correcciones  han  de  imponerse  "de  plano," 
é  sea  sin  necesidad  Je  que  nadie  lo  pida,  y  por  consiguiente  de  oficio  por  ser  de 
interés  público,  y  en  rista  solamente  de  lo  que  resulte  de  los  autos  sobre  la  fal- 
ta cometida,  porque  de  los  autos  ha  de  resultar  necesariamente  el  abuso,  falta  ú 
omisión  que  se  hubiere  cometido  en  el  procedimiento,  tanto  por  los  auxiliares 
-y  subalterhos  que  en  ellos  intervengan,  como  por  el  juez  y  Sala  de  justicia  que 
hajran  conocido  del  negocio.  También  han  de  obrar  en  los  autos  los  escritos  y 
TOticionea  en  que  loa  abogados  y  procuradores  puedan  haber  cometido  la  falta. 
Y  si  la  hubieren  cometido  en  sus  informes,  comparecencias  ó  juicios  verbales,  O 

el  presidente  de  la  Sala  ó  el  juez  debe  mandar  al  actuario  que  extienda  en  el 
mismo  acto  certificación  ó  testimonio,  tanto  de  16  que  se  considere^  digno  de 
eorrección,  como  de  las  explicaciones  que  en  su  caso  hubiere  dado  el  interesado 
conforme  al  artículo  444;  de  suerte,  que  también  resultarán  do  los  autos  los 
antecedentes  necesarios  para  imponer  la  corrección  en  este  caso. 

Al  ordenar  la  ley  que  estas  correcciones  se  impongan  de  plano,  da  á  enten- 
der que  esto  puede  hacerse. luego  qu^  se  cometa  ó  se  note  la  falta;  pero  de  la 
S revención  que  contiene  el  artículo  453  relativa  á  que^  para  sustanciar  la  au- 
iencia  en  justicia  se  forme  pieza  separada  si  no  estuvieren^  terminados  los  au- 
tos, se  deduce  que  también  pueden  imponerse  en  la  sentencia  definitiva;  y  así 
es  en  efecto,  y  no  puede  ser  de  otro  modo.  Como  la  corrección  no  sólo  tiene  por 
~  objeto  castigar,  sino  también  prevenir,  luego  que  se  cometa  una  falta  y  tenga  co- 
nocimiento de  ella  el  juez  ó  ía  Sjila,.debe  corregirla  de  plano,  cualquiera  quesea 
«1  estado  de  los  autos,  á  fin  de  subsanar  la  falta  si  es  subsanable,  y  de  amonestar 
al  funcionario  que  la  hubiere  cometido  para  que  no  vuelva  á  incurrir  en  ella  por 
error,  ignorancia  ó  negligencia.  Pero  si  el  tribunal  no  notare  la  falta  hasta 
que  haga  el  examen  y  estudio  de  los  autos  para  resolver  un  incidente  ó  dictar 
la  sentencia  definitiva,  entonces  en  la  misma  sentencia  impondrá  la  corrección 

Í[ue  estime  procedente.  Mas,  esta  distinción  sólo  podrá  tener  lugar  respf^cto  á  las 
altas  en  que  incurran  los  auxiliares  v  subalternos  y  también  los  abogados  y 
Srocuradores,  que  han  de  ser  corregidas  por  el  mismo  juez  ó  Sala  ante  quien  se 
ubieren  cometido.  En  cuanto  á  las  de  jueces  y  magistrados,  como  han  de  ser 
corregidas  por  el  tribunal  superior  ó  el  Supremo,  cuando  conozca  de  los  autos  en 
virtud  de  apelación  ó  de  otro  recurso,  al  resolver  éste  será  cuando  tendrá  cono- 
cimiento de  tales  faltas  por  la  nota  que  ha  de  poner  el  relator  al  final  del  apun- 
tamiento y  por  la  obligación  que  tiene  el  ponente  de  llamar  sobre  ellas  la  aten- 
OLÓa  de  la  Sala,  y  entonces  podrá  y  deberá  corregirlas,  y  lo  mismo  las  cbmáa 
que  se  hubiesen  cometido  por  los  otros,  funcionarios  en  la  instancia  ó  instancias 
anteriores  y  hubieren  pasado  sin  la  debida  corrección.  S^lo  cuando  el  juez  ó  tri- 
bunal inferior  cometa  la  falta  ú  omisión  en  el  cumplimiento  de  una  carta-órden 
ó  despacho  del  superior,  al  mandar  este  la  subsanación  de  la  falta,  si  fuere  ne- 

•  cesarlo  para  legalizar  el  procedimiento»  podrá  imponer  la  corrección  oportuna, 

•  ó  acordar  que  se  tenga  presente  en  definitiva. 

Cuando  la  corrección  se  imponga  de  plano  durante  el  curso  de  loa  autos,  debe- 
rá haceráe  por  medio  de  una  providencia  en  U  cual  se  consignará  la  falta  co- 
metida y  el  fundamento  legal  de  la  correeoión  que  aa  imponga.  Beta  provi- 
deaqia  se  notificará  an  la  forma  ordinaria  al  corregido  para  que  pueda  redamar^ 
contra  ella,  si  le  conviene,  del  modo  que  explicaremos  en  el  comentario  siguieñ-» 
-^e.  Si  el  corregido  fuere  el  mismo  actuario,  se  dará  por  enterado  acreditándoK^ 
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en  lof  Mitof  |K>r  medio  de  diligencia.  Y  cuando  le  imponga  en  la  sentencia  defi- 
nitÍTadel  pleito  &áe  an  incidente,  en  el  último  remiltando  se  consignará  la  falta  ú 
omisión  cometida,  apreciándola  en  el  últimoconsiderando,  con  exposición,  en  sn 
caso,  de  U  doctrina  que  condusca  á  la  recta  inteligencia  y  aplicación  de  la  ley 
del  procedimiento,  como  se  {ireyiene  en  el  artículo  372,  y  nemes  expuesto  en  su 
comentario  (pág.  147  y  siguientes  de  este  tomo). 

Según  se  preuene  al  final  de  dicho  art.  372,  las  correcciones  disciplinarias 
pueden  imponerse  en  acuerdo  reservado  cuanao  así  se  estime  conveniento.  Por 
el  667  de, la  ley  orgánica  se  dá  el  nombre  de  "acuerdos''  á  estas  resoluciones 
judiciales,  cuando  no  se  expresa  en  los  autos  la  taita,  corrección  y  nombre  de 
la  nersona  á  que  se  refieran,  y  sólo  se  hace  la  indicación  con  la  frase  ''á  lo  acor- 
dado." Para  evitar  repeticiones  véase  lo  que  hemos  expuesto  sobre  este  punto 
al  comentar  aquel  artículo  en  la  página  152  de  este  tomo.  Y  como  la  corrección 
ha  de  hacerse  saber  eu  todo  caso  al  interesado  para  que  produzca  sus  efectos  y 
pueda  utilizar  los  recursos  legales,  cuando  se  impunga  en  acuerdo^  reservado, 
después  de  consignado  éste  en  el  libro  correspondiente,  por  el  magistrado  más 
moderno  de  la  SSLla  se  comunica  al  corregido,  directamente  si  es  un  juez  de  pri- 
mera instancia  ó  municipal;  por  conducto  del  presidente  de  la  Audieocia  res- 
pectiva, cuando  lo  sean  los  magistrados  de  una  Sala,  y  por  el  mismo  conducto 
ó  del  juez  cuando  se  refiera  á  auxiliares  que  de  ellos  dependan.  Por  el  mismo 
conducto  se  pone  en  conocimiento  del  tribunal  que  impuso  la  corrección  haber 
quedado  enterados  los  corregidos.  Y  cuando  la  corrección  se  imponga  en  la 
misma  sentencia,  ne  notificará  ésta  al  corregido  para  los  efectos  antes  indica- 
dos, á  no  ser  que  fuese  magistrado  ó  juez,  en  cuyo  caso  se  le  dá  conocimiento 
por  medio  de  la  certificación  de  la  sentencia  que  se  le  comunica  para  su  cum- 
plimiento. 

Si  fuese  de  primera  instancia  la  sentencia  en  que  se  imponga  la  corrección, 
y  apela  de  ella  alguno  de  los  litigantes,  ¿se  entenderá  apnelada  también  respec- 
to do  la  corrección?  Tenemos  por  indudable  la  contestación  negativa,  como  re- 
gala general.  La  corrección  sólo  afecta  al  funcionario  corregido,  el  cual  ino  ha 
sido  parte  en  el  pleito:  si  la  consiente  no  solicitando  la  audiencia  en  justicia 
dentro  del  término  legal,  único  recurso  que  la  ley  lo  concede,  (]^uedará  firme  la 
sentencia  en  ese  extremo,  aunque  apele  de  ella  alguno  de  los  litigantes,  porque 
esta  apelación  solo  puede  referirse  a  las  cuestiones  planteadas  y  debatidas  entre 
las  partes  y  resueltas  en  la  sentencia.  Y  lo  mismo  si  estaos  de  segunda  instan- 
cia y  se  interpone  contra  ella  recurso  de  casación:  el  Tribunal  Supremo  no  pue- 
de admitir  ni  admite  los  motivos  ó  infracciones  que  se  refieran  á  la  corrección 
disciplinaria,  porque  no  ha  sido  la  cuestión  del  pleito.  Solo  en  el  caso  de  qne 
uno  de  los  litigantes  hubiera  solicitado  que  se  impusiera  lá  corrección,  y  por 
•posición  de  la  contraria  se  hubiera  debatido  esta  cuestión  en  el  pleito,  reser- 
vándose su  fallo  para  definitiva,  podría  ser  objeto  de  la  apelación,  interpuesta 
por  el  litigante  vencido.  Esto  es  lo  que  creemos  conforme  á  los  buenos  princi- 
pios y  á  la  jurisprudencia  establecida. 


Articulo  452. 

Contra  la  providencia  en  que  se  interponga  cualquiera  de  las 
correcciones  antedichas,  se  oirá  en  justicia  al  interesado,  si  lo- 
solicitare  dentro  de  los  cinco  días  siguientes  al  en  que  se  le  hu- 
biere notificado  ó  tenido  noticia  oficial  de  aquella. 

Articulo  453. 

La  audiencia  en  justicia  tendrá  lugar  en  la  Sala  ó  Juzgado* 

Iue  liubiere  impuesto  la  correccidn^  por  loi  trámites  estableció 
08  para  los  incidedtes,  y  sin  necesidad  de  valerse  de  procurador 
ni  de  abogado. 
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Fara  sustanciarla,  si  no  estuvieran  terminados  los  autos  en 
que  se  haya  impuesto  la  corrección,  se  formará  pieza  separada 
con  testimonio  de  lo  que  el  Juez  ó  la  Sala  estime  conducente. 

En  los  Juzgados  municipales  se  sustanciará  y  decidirá  en  jui- 
cio verbal. 

Artículo  454. 

Estos  incidentes  se  ventilarán  con  el  Ministerio  ñscal,  y  sólo 
en  el  caso  de  que  la  corrección  consista  en  la  imposición  de  cos- 
tas, serán  parte  los  litigantes  interesados  en  ellas,  si  lo  solicitaren. 

Articulo  455. 

En  la  resolución  de  estos  incidentes  se  podrá  confirmar,  agra- 
var, atenuar  ó  dejar  sin  efecto  la  corrección.  » 

Artículo  456. 

Contra  las  sentencias  que  dicten  los  Jueces  municipales,  sólo 
se  dará  el  recurso  de  apelación  para  ante  el  Juzgado  de  primera 
instancia  del  partido. 

Contra  la  que  éstos  dicten  en  primera  instancia,  sólo  habrá  él 
de  apelación  para  ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  res- 
pectiva. 

Contra  las  que  dicten  las  Salas  de  justicia  de  las  Audiencias 
ó  del  Tribunal  Supremo,  no  habrá  ulterior  recurso. 

Contra  las  correcciones  disciplinarias  impuestas  á  los  funcionarios  que  inter- 
vienen en  los  juicios  por  las  faltas  que  en  ellos  cometan,  se  admitía  en  la  anti- 
gua jurisprudencia  el  mismo  recuaso  de  ''audiencia  en  justicia,"  que  ahora  se 
concede,  como  puede  verse  en  los  artículos  59  del  reglamento  provisional  de 
1835,  227  de  las  ordenanzas  de  las  Audiencias  del  mismo  año,  110  del  reglamen- 
to de  los  juzgados  de  1844,  y  45  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855.  En 
ninguna  de  estas  disposiciones  se  ordenó  el  procedimiento,  previniéndose  sola- 
mente en  los  artículos  46  y  47  de  dicha  ley,  que  la  audiencia  en  justicia  tendría 
lugar  en  la  Sala  6  juzgado  que  hubiere  impuesto  la  corrección,  y  que  las  pro- 
riaencias  de  los  jueces  serían  apelables  para  ante  la  Audiencia,  y  las  do  ésta 
suplicables  para  ante  otra  Sala  del  mismo  tribunal.  Y  la  ley  orgánica  de  1870 
que,  como  ya  se  ha  dicho,  solo  trató,  respecto  de  correcciones  de  carácter  ju- 
aicial.  de  las  que  pueden  imponerse  á  los  abogados  y  procuradores,  en  vez]  de 
la  audiencia  en  justicia,  concedió  por  su  artículo  760  el  recurso  de  apelación 
contra  las  impuestas  por  los  jueces,  yr  el  de  súplica  para  ante  la  misma  Sala 
contra  los  que  impusieren  las  Audiencias  y  el  Tribunal  Supremo.  Todas  estas 
disposiciones  han  quedado  derogadas  por  ios  artículos  que  son  objeto  de  este 
comentario,  en  los  cuales  se  conserva  el  justo  principio  de  la  audiencia  en  jus- 
ticia, y  se  ordena  además  el  procedimiento  que  ha  do  seguirse  y  los  recursos 
que  podrán  utilizarse,  estableciéndose  unas  mismas  reglas  para  todas  las  correc- 
ciones de  que  tratamos. 

Recuérdese  que,  según  el  art.  451,  estas  correcciones  han  de  imponerse  de 

§lano,  con  vista  solamente  de  lo  que  resulte  de  los  autos  sobre  la  falta  cometi- 
a,  y  por  tanto,  sin  oir  previamente  al  interesado.    Por  esto,  como  la  defensa 
€8  de  derecho  natura,  si  el  corregido  no  se  conforma  con  la  corrección,  es  de 

Tomo  II.— 17 
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extricta  justicia  que  se  la  permita  defenderse,  exponiendo  al  tribunal  las  excu- 
sas ó  razones  que  justifiquen  su  conducta,  á  fin  de  que  éste  pueda  modificar  su 
apreciación  y  resolver  con  conocimiento  de  causa  lo  que  sea  justo.  Bsto  es  el 
objeto  de  la  audiencia  en  justicia  que  el  art.  452  concede  contra  las  providen- 
cias en  que  se  imponga  cualquiera  de  las  correcciones  antcdicbas,  y  á  ese  mis- 
mo fin  conduce  el  procedimiento  qué  ahora  se  establece,  supliendo  la  omisión 
de  las  disposiciones  anteriores  sobre  este  punto. 

Conyieue  fijarse  en  las  palabras  de  dicho  art.  452,  para  su  recta  inteligencia 
y  aplicación.  "Contra  la  providencia,  dice,  en  que  so  imponga  cualquiera  de 
las  correcciones  antedichas,  "se  oirá  en  justicia  al  interesado,  si  lo  solicitare 
dentro  de  los  cinco  días"  siguientes  al  on  que  se  le  hubiere  notificado  ó  tenido 
noticia  oficial  de  aquella."  Las  palabras  subrayadas  expresan  con  claridad  que 
ha  de  concederse  la  audiencia  en  justicia  siempre  que  se  solicite  dentro  del  tér- 
mino legal,  y  que  después  de  solicitada  y  concedida,  se  oirá  al  interesado,  el 
cual  en  otro  escrito  expondrá  las  razones  y  medios  de  defensa  que  tenga  para 
solicitar  que  se  alce  ó  deje  sin  efecto  la  corrección,  si  no  lo  hubiere  hecho  en 
el  primero.  Y  no  puede  ser  de  otro  modo,  teniendo  en  cuenta  que  muchas  veces 
el  corregido  tendrá  necesidad  de  examinar  los  autos,  que  no  estarán  á  su  dispo- 
sición y  acaso  se  hallen  en  el  tribunal  superior,  para  poder  recordar  los  hechos 
en  que  ha  de  fundar  su  defensa,  y  sería  esta  imposible  si  en  todo  caso  hubiera 
de  hacerla  dentro  de  dichos  cineo  días.  Por  eso  la  ley  fija  este  término  para  so- 
licitar la  audiencia  en  justicia,  y  solicitada  en  tiempo  se  procederá  como  luego 
indicaremos,  dando  facilidad  y  un  nuevo  término  al  interesado  para  Formalizar 
•ó  mejorar  el  recurso  y  hacer  en  él  su  de^sa.  Dichos  cinco  días  son  improro- 
gables,  como  todos  los  términos  de  su  clase,  j  teniendo  en  consideración  que  las 
correcciones  se  hacen  saber  á  unos  funcionarios  por  notificación  en  la  forma  or- 
dinaria y  á  otros  pjr  medio  de  comunicación  oficial,  según  se  ha  expuesto  en  el 
comentario  anterior,  se  hace  cargo  la  ley  de  ambos  casos,  disponiendo  que  dicho 
término  para  solicitar  la  audiencia  en  justicia  se  contará  desde  el  día  siguiente 
al  de  la  notificación,  ó  al  de  aquel  en  que  el  interesado  hubiere  tenido  noticia 
eficial  de  la  corrección. 

Según  el  art.  453,  corresponde  á  la  misma  Sala  ó  juzgado  que  hubiere  impues"' 
to  la  corrección,  cciocer  de  la  audiencia  en  justicia.  P^ste  recurso  se  sustancia- 
rá y  decidirá  en  ju  cío  verbal,  como  se  ordeua  en  el  último  párrafo  de  dicho  ar- 
tículo, y  de  •onsiguiente  por  los  trámites  y  en  la  forma  establecida  para  esta 
elase  de  juicios,  cuando  se  interponga  ante  el  juez  municipal  por  el  secretario  6 
alguacil  del  niismo,  únicos  funcionarios  á  quienes  podrá  imponer  dicho  juez  al- 
lana de  las  correci  iones  de  que  se  trata.  La  comparecencia  verbal  del  coriegido 
solicitando  la  audiencia  en  justicia  podrá  servir  de  papeleta  de  demanda,  y  se 
celebrará  el  juicio  con  citación  é  intervención  solamente  del  fiscal  municipal» 
en  pieza  separada  si  no  estuviere  terminado  el  juicio  principal  en  que  se  hapi 
•cometido  la  falta,  y  con  apelación  al  juez  de  primera  instancia  del  partido  ó  dis- 
trito, como  se  previne  en  los  artículos  454  y  456. 

Cuando  corresponda  el  conocimiento  del  recurso  de  audiencia  en  justicia  á  nn 
juzgado  de  primeru  instancia,  6  á  una  Sala  de  Audiencia  ó  del  Tribunal  Supre- 
mo, se  sustanciará  y  fallará  por  los  trámites  establecidos  para  los  incidentes  en 
los  artículos  749  y  signiientes;  pero  sin  necesidad  de  valei-se  el  recurrente  de  pro- 
curador ni  de  abogado,  en  consideración  sin  duda  á  la  clase  á  que  pertenecen 
los  funcionarios,  k  quienes  pueden  imponerse  las  correcciones  de  que  se  trata. 
Sin  embargo,  cuando  les  corregidos  sean  un  juez  de  primera  instancia  ó  los  ma- 
gistrados de  una  Sala  de  Ajtidiencia,  como  no  podrán  comparecer  personalmente 
en  la  Audiencia^  ó  en  el  Tribunal  Supremo  para  seguir  el  recurso,  á  no  ser  que 
obtengan  licencia  ó  abandonen  su  destino,  tendrán  necesidad  de  valerse  de  pro- 
curador que  los  represente. 

Kara  vez  sucederá  que  cuando  se  solicite  la  audiencia  en  justiciase  hall^i 
tcm^inados  los  autos  en  que  se  cometió  la  falta  é  impuso  la  corrección,  de  suer^ 
te  que  nada  tengan  que  gestionar  en  ellos  los  litigantes;  pero  si  ocurriese,  se 
sustanciará  dicho  recnESo  «n  los  mismos  autos.  En  otro  caso,  se  formará  pieza 
separada  con  testimonio  ó  certificación  Aq  lo  que  el  juez  ó  la  Saia  estime  eoA- 
dneente,  ^ue  será  tode  le  que  se  refiera  á  la  comprobación  de  la  falta  corregid» 
jr  la  proTMiencia  ó  acuerdo  en  que  se  hvbiene  impuoete  la  corrección,  con  la  n»- 
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tificación  ó  diligencia  de  que  resulte  el  día  en  que  turo  la  noticia  ofíeial  él  inte- 
resadb,  uniéndose  original  él  eécrito  fu  que  afá  solicite  la  audiencia  en  justicié. 
Es  de  suponer  que  el  tribunal,  al  designar  ios  particulares  que  ha  de  contener 
el  testimonio  para  la  pieza  separada,  no  omitirá  nada  de  lo  que  sea  necesario 
paíá  apreciar  la  cuestión,  y  por  esto  no  se  permite  á  los  interesados  que  propon- 
gan adiciones;  pero  si  estiman  que  se  ha  Omitido  alguna  dilis^encia,  actuaxiión 
6  escrito,  <}ue  pueda  ser  conducente  á  excusar  6  atenuar  la  falta,  podrán  pedir 
que  se  reciba  á  prueba  el  incidente  para  justificar  lo  que  conyenga  á  su  defensa. 

"Estos  incidentes  se  ventilarán  con  el  ministerio  fiscal,''  dice  el  art.  454,  en 
consideración  á  que  es  de  orden  público  la  corrección  de  las  faltas  que  cometan 
los  funcionarios  en  tí.  ejercicio  de  su  cargo,  y  cualquiera  que  sea  lá  resolución 
que  recaiga  no  afecta  al  derecho  de  los  litigantes.  Sólo  en  el  caso  de  que  la  co- 
rrección consista  en  la  imposición  de  costas,  podrán  éstos  tener  interés  en  que 
se  confirtae,  y  por  eno  en  él  mismo  artículo  se  exceptúa  este  caso  de  dicha  regla 
general,  permitiéndoles  que  sean  parte,  si  lo  solicitaren,  no  todos  los  liti^fantes, 
sino  aquel  ó  aquéllos  á  quien  interese  que  se  confirme  la  corrección,  por  librarse 
eti  su  virtud  del  pago  de  las  costas  á  que  se  refiera.  Si  él  litigante  interesado  üo 
solicita  ser  parte  en  el  incidente,  se  ventilará  éste- tan  sólo  con  el  ministerio  fis- 
cal, sin  que  deba  citarse  á  dicho  litigante. 

Sustanciado  el  recurso  por  todos  los  trámites  establecidos  pata  los  incidentes, 
Ée  dictará  sentencia  con  citación  de  las  partes  que  en  él  hayan  intervenido.  En 
esta  sentencia,  no  sólo  se  podrá  confirmar,  atenuar  ó  dejar  sin  efecto  la  correc- 
ción, según  sea  el  resultado  dé  los  autos,  sino  también  agravarla  cuando  apar^- 
ca,  á  juicio  del  tribunal,  que  la  falta  fué  más  grave  y  trascendental  de  lo  que  se 
creyó  al  corregirla  de  plano.  Contra  estas  sentencias,  cuando  sean  dictadas  por 
el  juez  de  primera  instancia  que  impuso  la  corrección  reclamada,  se  da  el  recur- 
so de  apelación  dentro  de  cinco  días  para  ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia del  ^«rritorio:  contra  las  que  dicten  las  Salas  de  justicia  de  las  Audiencias, 
tanto  en  primera  instancia  como  en  apelación,  no  se  da  ulterior  recurso  y  por 
consiguiente  tampoco  el  da  súplica  ni  el  de  casación ;  y  lo  mismo  contra  las  que 
dicté  el  Tribunal  Supremo.  Esto  es  lo  que  ordenan  los  artículos  456  y  456,  últi- 
mos de  este  comentario;  y  hemos  dicho  que  es  de  ''cinco  días"  el  término  para 
apelar,  porque  es  el  que  señala  el  art,  382  para  las  sentencias  resolutorias  de 
"incidentes, '  á  cuya  sustanciación  ordena  la  ley  que  se  sujete  el  recurso  especial 
dé  audiencia  en  justicia,  y  no  á  la  establecida  para  los  de  reposición  y  de  súpli- 
ca, más  breve  que  aquélla,  cual  lo  exigen  la  naturaleza  y  oojeto  de  uno  y  otro 
.  recurso. 


Artículo  457. 

£1  Mimsterio  fiscal  deberá  velar  por  la  puntual  observancia 
de  esta  ley,  á  cuyo  fin,  en  los  pleitos  y  demás  asuntos  judiciales 
en  que  intervenga,  si  notare  alguna  falta  que  merezca  correc- 
ción, propondrá  al  Juez  ó  Tribunal  lo  que  estime  procedente. 

En  su  primer  extremo  concuerda  este  artículo  con  el  763  de  la  ley  orgánica. 
Su  precepto  está  en  armonía  con  las  atribuciones  y  deberes  del  ministerio  fis- 
cal, y  basta  su  léctur»  para  du  retita  inteligeiicia. 

Artículo  458. 

Deí  cualquiera  corrección  disciplinaria,  excepto  la  áél  número 

primero  del  art.  449,  que  se  imponga  á  funcionarlos  del  éráen 

jttdkdal,  luego  que  sea  firmee  la  resoltiMdén,  m  áAtá  conocimiento 

al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  acompañando  testimonio  de  la 

ouisma  en  papel  del  sello  de  oficio. 
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Las  que  se  impongan  á  los  auxiliares  de  los  Tribunales  y  Ju2;- 
gados,  se  anotarán  en  un  registro  que  se  llevará  en  la  secretaría 
de  los  mismos. 

Las  que  se  impongan  á  abogados  ó  procuradores,  se  comunica- 
rán al  Decano  del  Colegio  á  que  pertenezcan,  para  la  anotación 
correspondiente  7  lo  demás  que  proceda.  Donde  no  existan  estas 
corporaciones,  se  anotarán  en  el  registro  del  Tribunal  ó  Juzgado. 

También  es  claro  el  texto  de  este  artículo  y  evidente  su  objeto,  sin  que  pue- 
da ofrecer  dudas  ni  dificultades  en  su  ejecución.  Aunque  las  correcciones  dis- 
ciplinarias  no  se  reputan  penas  para  los  efectos  del  Código  penal,  como  ya  se 
ha  dicbe,  amenguan  la  reputación  y  pestigie  del  funcionario  á  quien  se  impo- 
nen, puesto  que  revelan  falta  de  celo  ó  do  inteligencia  y  abandono  en  el  cum- 
plimiento de  sus  deberes,  y  siempre  se  han  tomado  en  consideración  para 
apreciar  en  la  vía  gubernativa  la  conducta  del  funcionario  y  para  los  efectos  de 
BU  carrera.  A  este  fin,  por  Eeal  decreto  de  26  de  Enero  de  1844  se  mandó  abrir 
en  los  tribunales  superiores  y  en  el  Supremo  un  libro  titulado  **Registro  de  in- 
formes," en  el  que  debía  tomarse  razón  de  dichas  correcciones;  y  por  Real  or- 
den de  13  de  Enero  de  1853  se  mandó  gue  todos  los  años  se  remitiese  al 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  nota  certificada  de  las  impuestas  á  cada  fun- 
cionario dependiente  del  mismo,  para  unirlas  al  expediente  respectivo*  Al 
mismo  objeto  se  dirige  lo  que  se  manda  en  el  presente  artículo;  pero  téngase 
presente  que  no  ha  de  llevarse  á  efecto  hasta  que  sea  firme  la  resolución. 

Artículo  459. 

Lo  dispuesto  en  este  titulo  se  entenderá  sin  perjuicio  de  lo  or- 
denado en  otras  disposiciones  de  esta  ley  para  los  casos  especia- 
les á  que  se  refieren. 

En  el  art.  280,  en  el  434  y  en  ortas  disposiciones  de  la^ey  se  determínala  co- 
rrección que  ha  de  imponerse  por  las  faltas  á  que  se  refieren:  en  estos  casos  no 
Sodrá  imponerse  otra  pena  que  la  determinada  especialmenle  para  cada  uno 
e  ellos,  de  suerte  que  las  correciones  establecidas  en  el  presente  título  han  de 
considerarse  como  la  regla  general  aplicable  á  todos  los  casos  en  que'^a  ley  no 
disponga  la  corrección  que  haya  de  imponerse.  Esto  es  lo  que  se  declara  para 
evitar  dudas  en  el  presente  artículo,  que  es  el  último  del  libro  primero  de 
Ja  ley. 

Y  también  ha  de  entenderse  lo  diapuesto  en  este  título  sin  perjuicio  de  lo  que 

Í»roceda  cuando  el  hecho  constituya  delito.  En  este  caso,  ¿hay  que  corregir  la 
alta  y  el  delito,  ó  el  delito  solamente?  Respecto  de  las  faltas  que  cometan  los 
"particulares"  en  los  actos  solemnes  judiciales,  no  puede  haber  duda:  según  se 
deduce  claramente  de  los  artículos  438,  440  y  441.  sólo  pueden  ser  corregidas 
disciplinariamente  cuando  los  hechos  no  constituyan  delito  ó  falta,  según  se 
ha  expuesto  en  el  comentario  de  dichos  artículos.  No  se  ha  hecho  igual  decla- 
ación  en  cuanto  á  las  faltas  ú  omisiones  de  los  ^'funcionarios"  que  intervienen 
'«  los  juicios,  en  consideración  sin  duda  á  que,  por  regla  ffeneral,  cuando  me- 
ediadeiito,  nolo  constituyen  los  hechos  en  que  consiste  la  falta,  sino  otros  de  di- 
ferenteíndole,  ejecutados  con  independencia  de  aquella,  aunque  se  dirijan  á  con- 
segfuir  la  realización  del  abuso  en  el  procedimienlo  judicial,  como  sucedería  si 
mediara  cohecho.  Cuando  esto  suceda,  deberá  corregirse  disciplinariamente  la 
falta  en  los  autos  en  que  se  haya  cometido,  sin  perjuicio  de  la  formación  de 
cau^a  para  castigar  también  el  delito  con  la  pena  correspondiente.  Que  adema» 
de  la  corrección  disciplinaria,  y  sin  perjuicio  de  ella,  puede  exigirse  la  respon- 
sabilidad civil  ó  criminal,  lo  dicen  expresamente  los  artículos  280,  301  y  434 
para  los  casos  á  que  se  refieren. 
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APÉNDICE  AL  AETICULO  436. 


Después  de  impreso  el  pliego  en  que  so  inserta  j  comenta  el  art.  436,  por  el 
cual  se  ordena  que  no  estarán  sujetos  á  repartimiento  los  negocios  que  son  de 
la  competencia  do  los  jueces  municipales,  y  que  en  las  poblaciones  donde  haya 
dos  ó  más  cada  uno  conocerá  de  los  que  correspondan  á  su  distrito,  se  ha  pu- 
blicado por  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  una  Real  orden  encargando  su 
extricta  observancia  en  el  mismo  sentido  qu9  hemos  expuesto  al  comentarlo 
(pág.  332  y  siguientes).  Por  su  importancia,  y  porque  aclara  y  explica  el  texto 
legal  con  la  autoridad  de  que  nuestro  comentario  carece,  creemos  conveniente 
insertarla  en  este  lugar,  ya  que  no  ha  sido  posible  hacerlo  á  continuación  del 
mismo  art.  436 

Con  este  motivo  debemos  corregir  una  errata  de  imprenta  que  ahora  hemos 
notado  en  el  comentario  de  dicho  artículo.  La  referencia  que  en  la  línea  3  *  de 
la  pág  334  se  hace  al  "artículo  59  y  siguientes,"  debe  ser  al  **art.  56  y  siguien- 
tes." 

Dicha  Real  orden  dice  así: 

•^Ministerio  de  Gracia  y  Justicia." — limo.  Sr.:  Al  exceptuar  la  vigente  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  de  la  formalidad  del  cepartimiento  los  juicios  verbales, 
los  de  desahucio  y  los  demás  negocios  que  sean  de  la  competencia  de  los  jueces 
municipales,  dispone  en  el  párrafo  2.  ®  de  su  art.  436  que,  donde  haya  dos  6 
más  de  estos  ñincionarios,  cada  uno  conozca  de  los  asuntos  que  correspondan 
á  su  distrito,  conforme  á  las  reglas  establecidas  en  los  artículos  62  y  63.  £ste 
precepto  de  la  ley,  á  pesar  de  ser  tan  claro  y  terminante,  ha  quedado  sin  cum- 
plimiento, y  en  la  actualidad  cada  juez  municipal  conoce  de  cuantos  negocios 
se  le  someten,  produciéndole  con  esto  desigualdades,  quejas  y  entorpecimien- 
tos que  la  ley  quiso  evitar  sin  duda  y  que  cede  en  menoscado  de  sus  disposi- 
ciones. 

La  sumisi  1n  de  las  partes  como  motivo  de  competencia,  prohibida  para  la 
primera  instancia  por  el  art.  59  en  las  poblaciones  donde  ba^a  dos  6  más  juz- 
gados, es  igualmente  imposible  por  lo  que  á  los  jueces  municipales  se  refiere;  y 
como  el  repartimiento  de  los  negocios,  sobre  ser  contrario  á  la  disposición  ter- 
minante del  art.  436,  traería  gravísimos  inconvenientes  atendida  la  naturaleza 
y  carácter  de  los  asuntos  de  que  los  jueces  muliicipales  conocen,  forzoso  es  para 
remediar  los  males  que  la  experiencia  ha  señalado  en  la  actual  abusiva  práctica, 
poner  en  vigor  el  precepto  de  la  ley  y  recordar  su  estricta  observancia,  llevando 
al  conocimiento  oe  cada  juez  municipal  aquellos  asuntos  de  que  la  misma  ley 
quiere  ^ue  entienda  y  no  otros. 

En  vista  de  las  precedentes  consideraciones,  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  ha  teni- 
do á  bien  disponer  lo  siguiente: 

1.  ^  Los  jueces  municipales  de  poblaciones  en  que  haya  más  de  uno,  enten- 
derán tan  sólo  en  los  negocios  que  correspondan  k  sus  respectivos  distritos,  con 
sujeción  á  las  reglas  establecidas  en  los  artículos  62,  63  y  1562  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  y  en  cumplimiento  de  lo  prevenido  en  el  art.  436  de  la  mis- 
ma, sin  que  puedan  las  partes  someterse  expresa  ni  tácitamente  para  modificar 
la  competencia  preceptuada  por  la  ley. 
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Los  exh ortos  se  cumplimentarán  por  los  juzgados  en  cuyos  distritos  hayan  de^ 
practicarse  las  diligencias  á  que  la  comisión  se  refiera. 

2.  ®  Los  jueces  municipales  no  darán  curso  á  ningún  asunto  gue,^  conforme 
á  lo  prevenido  en  la  disposición  precedente,  corresponda  á  otro  distrito,  ni  dic- 
tarán en  él  otra  proyidencia  que  la  de  que  se  remitan  las  papeletas  ó  solicitu- 
des al  juzgado  competente. 

3.  ^  La  ihfracción  de  estos  preceptos  se  corregirá  por  los  jueces  de  primera 
instancia  al  conocer  de  las  apelaciones,  ó  por  las  Salas  de  justicia  al  resolTcr 
las  conopetencias,  imponiendfo  las  correcciones  disciplinarias  autorizadas  por  la 
ley  de  JSnjuiciamiento  civil,  ó  las  costas  al  secretario  del  juzgado  municipal 
cuando  hubiese  dejado  de  consignar  en  diligencia  las  circunstancias  que  deter- 
minen la  competencia  del  juagado,  ó  al  juez  cuando,  estando  consignadas,  no 
las  hubiese  estimado  debidamente, 

De  Eeal  orden  lo  digo  á  Y.  I.  j)ara  su  conocimiento,  el  de  las  Salas  de  justi- 
cia de  ese  Tribunal,  jueces  de  pnmera  instancia  y  muncipales  del  territorio  y 
efectos  consiguientes.  Dios  flnaarde  á  Y.  I.  muchos  años.  Madrid,  22  de  Sep- 
tiembre de  1885. — Silvela.--Sefior  Presidente  de  la  Audiencia  territorial  de..." 
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FORMULARIOS 

ARREGLADOS  A  LA  LEGISLACIÓN  MEXICANA 
CORRESPONDIENTES  A  LOS  ARTÍCULOS  COMENTADOS 
*  EN  EL  TOMO  II. 


ACTUACIONES  EN  GENERAL. 
L 

Papel  Timbrado. 

Ifin  la  República  Mexicana,  la  ley  que  determina  la  dase  y  valor  de  lasestam 

IúVÍMa  de  la  Renta  del  Timbre,  que  deben  emplearse  en  las  actuaciones  judicia' 
es  del  orden  civil,  es  la  de  31  de  Marzo  de  1887,  cuyo  artículo  transitorio  decla- 
ró derogadas  á  partir  desde  el  1.  ^  de  Julio  del  expresado  año,  las  demás  dispo- 
siciones que  s»bre  la  materia  estuvieron  vigentes  anteriormente. 

Para  cualquiera  duda,  nos  remitimos,  pues,  á  la  citada  ley,  especialmente  á  la 
fracción  10  de  su  artículo  6.  ^,  la  cual  publicamos  ya  como  APÉNDICE  al  CÓ- 
DIGO DE  COMERCIO  COMPARADO  y  en  el  PRIMER  SUPLEMENTO  al 
mismo. 

II. 

Nota  de  presentación  de  un  escrito. 

A  diferencia  de  la  ley  de  Eiguioiamiento  española,  conforme  á  cuyo  articula 
290,  la  nota  de  presentación  de  un  escrito,  constituye  una  excepción  limitadla  á 
los  casos  en  que  para  verificar  esa  presentación  hava  un  término  perentorio,  6 
en  que  el  interesado  reclame  recibo  del  escrito  y  de  los  documentos  con  que  lo 
acompase,  el  art.  56  del  Código  de  Procedimientos  civiles  de  15  de  Mayo  de  1884, 
concordante  con  el  artículo  95  del  Código  de  1880  y  con  el  113  del  de  1872,  re- 

Sroduciendo  sustancialmente  lo  dispuesto  por  el  artículo  36  de  la  ley  de  4  de 
[ayo  de  1857,  impone  á  ios  Secretarios  la  obligación  de  hacer  constar  el  día  y 
la  hora  en  que  se  presente  todo  escrito,  baje  la  pena  de  diez  pesos  de  multa,  sin 
perjuicio  de  las  demás  que  merezcan  conlbrme  á  las  leyes.^ 

La  forma  de  la  nota  es,  como  ya  hemos  indicado  repetidas  veces  en  los  for- 
mularios del  tomo  primero  de  esta  obra,  la  siguiente: 
Presentado  en  su  fecha  (ó  en  la  que  sea)  á  tal  kora.  Conste, 

Media  firma  del  Secretario  ó  del  Oficial  Mayor. 

IIÍ. 

Firmas. 

La  claridad  y  precisión  con  que  están  redactados  los  artículos  66  al  68  dd  Có- 
diga  de  Procedimientos  civiles  viséente  cierran  la  puerta  á  todajduda,  y  hacen 


Digitized  by  VjOOQ IC 


264  aUIA  PRACTICA  DE  DERECHO 

por  lo  tanto  supérfluas  todas  las  indicaciones  que  pudieran  hacerse  sobre  las 
proYÍdencias  que  deben  ir  autorizadas  con  firma  entera  ó  media  firma  de  loa 
mftgristrados,  jueces  y  secretarios. 


HABILITACIÓN  DE  DÍAS  Y  HORAS  INHÁBILES 

Escrito  para  pedir  la  habilitación  de  días  y  horas  inhábiles. 

.  Señor  Juez  primero  de  lo  ciyil. 

Cirilo  Kenterfa,  en  los  autos  do  la  proridencia  precautoria  que  teneo  soUci« 
tada  contra  Don  Pomposo  Izquierdo,  ante  usted,  como  mejor  proceda  respe- 
tuosamente digo  que: 

Mandado  asegurar  por  auto  de  ayer  el  rancho  del  Sabino,  única^ropiedad 
conocida  al  Señor  Izquierdo,  importa  que  la  diligencia  se  practique  á  más 
tardar  hoy  mismo,  á  fin  da  que  no  quede  frustrado  el  objeto  de  ella;  pero 
como  el  aseguramiento  ha  de  comprender,  á  más]  de  la  finca,  los  semovientes, 
semillas  y  muebles  que  conten&'a,  es  de  todo  punto  imposible  dejarlo  terminado 
en  las  pocas  horas  hábiles  dj  la  tarde.  Interesa,  pues,  para  que  la  diligencia 
no  sufra  sino  las  interrupciones  muy  precisas,  que  pueda  continuarse  después 
de  la  puesta  del  sol  y  aun  en  todo  el  día  de  mañana.  Esta  imperiosa  necesi- 
dad me  pone  en  el  caso  de  suplicar,  como 

.  A  usted.  Señor  Juez,  suplico  que,  en  atención  á  la  notoria  urgencia  del  asegu- 
ramiento solicitado,  se  sirva,  usando  de  la  facultad  que  le  concede  el  artículo  , 
cincuenta  y  tres  del  Código  de  Procedimientos  ciriles,  declarar  hábiles  para  la 
diligencia  expresada  las  horai  qre  se  ocupen  hoy  después  de  la  puesta  del  sol  y 
todo  el  día  de  mañana,  no  obstante  ser  día  festivo  conforme  á  la  ley. 

Es  justicia  que  protesto  con  lo  necesario. 

México,  Mayo  cuatro  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Cirilo  Rentería. 

RAZÓN.— Presentado  en  »u  fecha  á  las  nueve  do  la  mañana.  Conste. 
Media  firma  del  Secretario  ó  del  Oficial  Mayor. 

DECRETO. — México,  Mayo  cuatro.de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 
Agregúese  á  sus  autos  el  anterior  escrito,  y  en  atención  á  ser  notoria  la  ur- 
gencia del  aseguramiento  solicitado,  se  declaran  hábiles  para  llevarlo  á  efecto 
las  horas  que  sea  necesario  ocupar  en  la  diligencia  hoy  después  de  la  puesta  del 
sel  y  todo  el  día  de  mañana.  Lo  decretó  y  firmó  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 
Media  firma  del  Juez. 

Media  firma  del  Secretario. 

NOTIFICACIONES.--(En  los  términos  de  estilo,  como  'puede  verse  en  el 
tomo  I.) 

Si  la  habilitación  hubiere  de  solicitarse  ante  jueces  menores,  se  hará  por  me- 
-dio  de  comparecencia  en  quo  se  expondrán  las  razones  en  que  se  funde  la  soli- 
citud. 


NOTIFICACIONES. 

Han  de  hacerse  las  notificaciones  por  el  Escribano  de  diligencias  que  inter- 
venga en  el  negocio,  ó  por  el  Comisario,  cuando  se  trate  de  inicios  verbales  de 
la  competencia  de  los  jueces  menores,  verificándose  á  más  tardar  al  día  siguiente 
al  en  que  se  dicten  las  resoluciones,  siempre  que  en  éstas  no  se  dispusiere  otra 
cosa.    A  los  infractores  di  esca  prjvención  lenfal  so  aplicará  una  multa  cuye 
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monto  podrá  llegar  hasta  veinte  pesos.  (Código  de  Procedimientos  civiles,  ar- 
tículos 70  y  73.) 

Si  el  Escribano,  Comisario  6  Secretario  en  su  caso,  faltare  á  alguna  de  las 
formalidades  prescritas  para  las  notificaciones,  incurrirá  en  una  multa  de  diez 
á  treinta  pesos,  además  de  responder  de  los  jjerjuicios  v  gastos  que  se  originen 
por  su  culpa,  y  de  ser  nulo  el  acto.  (Código  citado,  artículo  97). 

Interesa,  pues,  ajustarse  estrictamente  á  las  formalidades  legales.  Por  núes- 
traparte,  procuraremos  hacerlo  así  al  bosquejar  los  formularios  respectivos. 
.  El  decreto  en  que  se  mande  hacer  una  notificación,  expresará  la  materia  ti 
objeto  de  la  diligencia  j  los  nombres  de  las  personas  con  quien  ésta  deba  prac- 
ticarse. Toda  notificación  debe  ser  firmada  por  la  persona  que  la  hace  y  por 
aquella  á  quien  se  hace.  Si  ésta  no  supiere  ó  no  quisiere  firmar,  lo  hará  el  Es- 
cribano, Secretario  ó  Comisario,  haciendo  constar  aquella  circunstancia.  A 
cualquiera  persona  se  le  dará  copia  simple  de  la  resolución  que  se  le  notifique» 
si  la  pidiere,  (Código  aludido,  artículos  71  y  82). 

Supuestas  las  prevenciones  generales  que  anteceden,  indicaremos  la  forma 
que  las  notificaciones  pueden  revestir,  según  los  diversos  casos  que  en  la  prácti- 
ca se  presentan  con  más  frecuencia. 

I. 

Notificación  en  el  mismo  Tribunal  6  Juzgado. 

La  persona  que  ha  de  ser  notificada  puede  ocurrir  espontáneamente  al  Tribu- 
nal ó  Juzgado,  y  entonces  la  notificación  podrá  hacerse  en  estos  términos: 

En  la  misma  fecha  (ó  en  la  que  sea)  presente  en  el  Juzgado  el  Señor  Don 
Pomposo  Izquierdo,  le  notifiqué  el  decreto,  auto  ó  fallo  anterior,  é  impuesto  de 
su  contenido,  dijo:  que  lo  oye  y  firmó.  Doy  fé. 

Pomposo  Izquierdo. 

Media  firma  del  actuario. 

lí. 

Notificación  en  el  mismo  Juzgado  ó  Tribunal  dándose  copia 
de  la  resolución  notificada. 

Si  la  persona  que  oye  la  notificación  pide  copia  de  la  resolución  notificada,  se 
Mentará  razón  de  esta  circunstancia  en  la  srguiente  ó  parecida  forma: 

En  la  misma  fecha  (ó  en  la  que  sea)  presente  en  el  Juzgado  el  Señor  Don 
Pomposo  Izquierdo,  le  notifiqué  el  decreto,  auto  ó  fallo  anterior,  é  impuesto  de 
BU  contenido,  pidió  de  dicho  decreto,  auto  ó  fallo,  copia  simple  que  le  extendí 
en  el  acto,  y  firmó.   Doy  fé. 


Pomposo  Izquierdo. 


Media  firma  del  actuario. 


III. 


Notificación  en  el  Tribunal  6  Juzgado  d  persona  que  no  sabe^ 
no  puede  ó  no  quiere  firmar. 

Cuando  la  persona  notificada  no  supiere,  no  pudiere  ó  no  quisiere  firmar,  la 
notificación  se  redactará  de  la  manera  siguiente: 

En  la  misma  fecha,  (ó  en  la  que  sea)  presente  en  el  Juzgado  el  Señor  Dos 
Pomposo  Izquierdo,  le  notifiqué  el  decreto,  auto  ó  fallo  anterior,  y  no  firmó 
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por  expresar  no  saber,  ó  no  poder  hacerlo,  á  ooQseeaenci»  de  tener  fra^sradf 
el  brazo  derecho,  6  bien  se  retiró  sin  firmar.    Doy  fé. 


Media  firnia  del  actuario. 


IV. 


notificación  personal  en  el  domicilio  de  la  persona  notificada. 

Si  la  persona  que  debe  ser  notificada  no  ocarriere  al  Jnzfi^do  ó  Tribunal,  lia* 
htá  que  buscársele  en  su  domioiUo,  y  siendo  habida,  se  le  hará  la  notificaci6a 
en  los  términos  que  ya  quedan  indicados  para  cada  caso,  y  en  esta  ó  paueoid» 
forma: 

Kn  tal  fecha  el  suscrito  actuario  se  constituyó  en  la  casa  núniero  quince  de^ 
laoUle  de  Jesús  María,  y  siendo  en  ella  presente  el  ScAor  Don  Pomposo  Is« 
oinardo,  le  notifiqué  el  decreto,  auto  ó  fallo  anterior,  é  impuesto  de  su  contení* 
do,  dijo:  que  lo  oye  y  firmó.    Doy  fé. 

Pomposo  Izquierdo. 

Media  firma  del  actuario. 

V. 

Notificación  por  medio  de  instructivo  en  el  domicilio  de  la 
persona  notificada. 

Cuando  á  la  primera  busca  no  fuere  encontrada  la  persona  que  ha  de  ser  no* 
tificada,  se  le  dejará  citatorio  para  que  espere  á  hora  fija  dentro  de  las  yemti- 
cuatro  siguientes.  El  citatorio  puede  redactarse  así: 

CITATORIO.— Señor  Don  Pomposo  Izquierdo: 

Para  la  pr&cúesiAe  una  diligencia  judicial,  decretada  por  el  Juzgado  primero  de 
lociyil  (ó  tal  Sala  del  Tribunal  Superior,  esperará  usted  en  esta  su  casa  al  suscri- 
to actuario  el  día  de  mañana,  de  tres  á  cuatro  de  la  tarde,  apercibido  de  que  si 
no  espera,  se  practicará  la  diligencia  con  arreglo  á  la  ley. 

Lugar  y  feelia. 

Media  firma  del  actuario. 

Si  en  virtud  del  citatorio  esperase  la  persona  buscada,  se  le  hará  la  notifica- 
eién  en  los  térasinos  que  expresan  los  párrafos  anteriores,  s^gún  sea  el  emú; 
pero  si  á  pesar  del  citatorio  no  fuese  encontrada»  se  le  notificará  por  medio  d» 
insiruetiTO.  Este  puede  redactarse  insertándose  en  él  copia  literal  de  la  resolu- 
ción, ó  bien  solamente  un  extracto  de  la  misma. 

Guando  la  resolución  no  sea  muy  extensa  será  preferible  insertarla  Uteralu- 
mente  en  esta  forma: 

INSTRUCTIVO  CON  COPIA  DE  LA  RESOLUCIÓN  NOTIFICADA.— 
Señor  Don  Pompeólo  Izquierdo: 

En  el  juicio  ordinario  ^ue,  sobre  reiyindicación  de  la  casa  número  quince  de 
la  calle  de  Jesús  María,  sigue  contra  usted  Don  Cirilo  Rentería,  el  Señor  Juck 
primero  de  lo  civil,  Licenciado  Juan  de  la  Rosa,  ha  proveído  con  fecha  de  ayer 
un  decreto,  que  á  la  letra  dice: 

"México,  Julio  veinte  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno.;— Sin  penuic^o  M 
estado  de  los  autos,  con  fundamento  del  artículo  ciento  veinticinco  del  Código  de 
Procedimientos  civiles,  cítese  personalmente  á  los  interesados  á  unajunta,  para 
la  que  señala  la  mañana  del  día  veintiocho  del  corriente,  á  las  once.gLo  decretó- 
y  mm6  el  Sejlor  Juez.  Doy  fé."— De  la  Rosa.— Tapia,  Secretario." 

Lo  que  notifico  á  usted  por  el  presente  que  le  dejo  en  su  domicilio. 

México,  Julio  veintiuno  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Media  firma  del  actuario. 
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Bn  caso  do  que  la  resolución  sea  muy  extensa,  el  instructivo  contendrá  sola- 
mente un  extracto  de  ella,  así: 

INSTRUCTIVO  CON  EXTRACTO  DE  LA  RESOLUCIÓN  NOTIFICADA» 
•—Señor  Don  Pomposo  Izquierdo: 

E/a  él  juicio  ordinario  que,  sobre  reivindicación  de  la  easa  número  quinoe  de 
la  calle  de  Jesús  María,  sigiie  contra  usted  Don  Cirilo  Rentería,  el  Sefior  Juez 
primero  de  lo  cíyU,  Licenciado  Juan  de  la  Rosa,  con  fecha  de  ayer  ha  proveído 
un  decreto  mandando  que  sin  perjuicio  del  estaao  de  los  autos,  se  cite  i  loe  in- 
teresados á  una  junta  que  se  verincará  el  día  veintiocho  del  corriente  á  las  once 
de  la  mafiana. 

Lo  que  notifico  á  usted  por  el  presente. 

Héxico,  Julio  veintiuno  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Media  firma  del  actuario. 

En  uno  ^  otro  caso,  so  asentará  en  el  expediente  razón  de  la  notificación  en 
estos  términos: 

RAZÓN. — En  veintiuno  del  mismo  Julio,  el  suscrito  actuario  notificó  á  Don 
Pomposo  Izquierdo  el  decreto,  auto  ó  fallo  anterior,  por  medio  de  instructivo 
que  recibió  su  dependiente  Ruperto  González,  en  la  casa  número  quince  de  la 
calle  de  Jesús  María,  en  donde  se  le  dejó  citatorio  con  el  mismo  dependiente  el 
día  de  ayer  para  que  esperase  hoy  de  tres  á  cuatro  de  la  tarde. 

Media  firma  del  actuario. 

VI. 

Notificación  por  la  prensa. 

Cuando  se  ignore  la  habitación  ó  lugar  de  residencia  de  la  persona  que  deba 
ser  notificada,  la  primera  notificación  se  hará  publicando  la  determinación  res- 
jKBctiva  por  quince  veces  consecutivas  en  el  "Boletín  Judicial"  y  otros  tres  pe- 
riódicos de  los  de  mayor  circulación,  á  juicio  del  juez.  En  tal  caso,  la  cédula 
cíe  notificación  puede  redactarse  así: 

Señor  Don  Cirilo  Rentería: 

Ante  este  Juzgado  se  ha  presentado^  Don  Pomposo  Izquierdo  haciendo  con- 
signación á  favor  de  usted,  de  la  cantidad  do  cincuenta  pesos,  importe  de  una 
mensualidad  de  renta  de  la  casa  número  quince  de  la  calle  de  Jesús  María,  de 
ooe  es  inqoilino  el  mismo  Señor  Izquierdo,  quien  hace  la  consignación  por  ne 
laberse  usted  presentado  á  cobrar  dicha  renta  é ¡ignorarse  su  domicilio;  por  lo 
que  el  Señor  Juez  ha  señalado  para  la  Junta  respectiva  la  mafiana  del  primero 
4el  entrante  Agosto  á  las  once. 

Lo  que,  con  arreglo  al  artículo  setenta  y  cii^co  del  Código  de  Procedimientos 
civiles,  notifico  á  usted  por  medio  aer  presente  que  se  manda  publicar  en  IO0 
periódicos  "Boletín  Judipial,"  "El  JjliQOftpr  Republicano,''  "El  Universal"  y 
'•El  Nacional." 

México,  Julio  cuatro  4^  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Media  firma  del  actuario. 

VII. 

Notificación  por  el  ^^Boletin  Judicial^'' 

La  MSrunda  y  ulteriores  notificaciones  m  har^n  personalmente  á  los  interesa- 
dos ó  á  sus  procuradores  cuando  ocurran  al  tribunal  ó  juzeado  respectivo,  en  #1 ' 
mismo  día  en  que  se  dicten  las  resoliiciones  que  hayan  de  notificarse,  de  las 
diez  de  la  mañana  á  la  una  de  la  tarde;  ^  día  siguiente,  de  las  pcho  de  la  na» 
k  á  la  una  de  la  tarde;  ó  al  torcer  día  antes  de  las  doce  de  la  mañana.   Pero 
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SI  ni  los  interesados  ni  sus  procuradores  ocurrieren  al  tribunal  6  juzg&io,  la  no- 
tificación se  dará  por  hecha  y  surtirá  sus  efectos  á  las  doce  del  último  día  indi- 
cado, asentándose  en  los  autos  la  correspondiente  razón.  A  este  fin,  los  oficiales 
mayores  de  las  salas  del  tribunal  y  juzgados,  todos  los  días,  concluido  el  acuer^ 
do,  fijarán  en  lugar  visible  de  su  oficina  una  lista  de  los  negocios  que  se  hayan 
acordado,  expresando  los  escribanos  encargados  de  notificar  las  resoluciones 
respectivas,  y  remitirán  otra  lista,  expresando  solamente  los  nombres  y  apelli- 
dos de  los  interesados,  sin  designar  cual  de  ellos  sea  el  actor,  para  que  al  día 
siguiente  sea  publicada  en  el  "Boletín  Judicial."  Los  mismos  oficiales  mayores, 
bajo  su  más  estrecha  resoonsabilidad  harán  constar  en  los  autos  respectivos  el 
numero  y  fecha  del  * 'Boletín"  en  que  se  haya  hecho  la  publicación  relativa, 
sopeña  de  veinticinco  pesos  de  multa  por  la  primera  falta,  de  cincuenta,  por  la 
se^nda,  y  de  suspensión  de  empleo  hasta  por  tres  meses,  por  la  tercera,  sin  per- 
juicio de  indemnizar  debidamente  á  la  persona  que  resulte  perjudicada  por  la 
omisión  (Código  de  Procedimientos  civiles,  artículos  81,  83,  84  y  86). 

Cuando  en  el  lugar  del  juicio,  no  hubiere  "Boletín  Judicial,"  las  publicacio- 
nes se  harán  en  el  periódico  oficial  diario;  y  si  no  existiere,  las  notificaciones  se 
harán  por  el  escribano  ó  comisario,  en  su  caso.  (Código  citado,  articulo  90.) 

La  razón  de  la  publicación  tiene  esta  forma. 

RAZÓN. — En  el  número  doscientos  once  del  "Boletín  Judicial,"  correspon- 
diente al  quince  de  Julio,  se  hizo  la  publicación  de  ley.  Conste. 

Media  firma  del  Oficial  Mayor. 

La  constancia  do  haber  surtido  sus  efectos  la  notificación  hecha  por  el  "Bo- 
letín Judicial"  se  pone  á  continuación  de  la  razón  anterior,  de  la  manera  si- 
guiente: 

RAZÓN. — A  las  doce  del  día  diez  y  siete  del  mismo  Julio,  se  dio  por  notifi- 
cadas á  las  partes  (ó  á  Don  Fulano  de  tal)  en  virtud  de  no  haberse  presentado 
al  Juzgado. 

Media  firma  del  Oficial  Mayor. 


VIII. 

Notificación  á  personas  que  residen  fuera  del  lugar  del  juicio  y 
pero  dentro  del  Distrito  Federal  6  del  mismo  Estado. 

•  Cuando  la  persena  ^ue  baya  de  notificarse  resida  fuera  4el  lugar  del  juicio, 
pero  dentro  ael  Distrito  Federal  ó  del  mismo  Estado,  la  notificación  se  hará  por 
eonducto  del  juez  de  la  residencia,  á  quien  se  dirigirá  al  efecto  un  oficio  conce- 
bido en  estos  ó  parecidos  términos: 

OFICIO. — En  el  juicio  *que  sobre  pago)  de  ochocientos  pesos  sigue  ante  el 
Juzgado  de  mi  cargo  Don  Cirilo  Rentería  contra  Don*  Pomposo  Izquierdo  i-esi* 
dente  en  el  pueblo  de  Tizapán,  he  señalado  la  mañana  del  veinte  del  corriente 
á  la  once,  para  que  dicho  Señor  Izquierdo  comparezca  á  reconocer  la  firma  que 
cubre  el  pagaré  exhibido  por  el  actor. 

T  tengo  el  honor  de  dirigir  á  vd.  el  presente,  á  efecto  de  que  se  sirva  mandar 
se  haga  al  mencionado  Señor  Izquierdo  la  notificación  respectiva. 

Lil^ftad  y  Constitución.  México,  Julio  15  de  1891. 

Firma  del  Juez. 
Al  Juez  menor  de 

San  Ángel. 

Recibido  el  oficio  en  el  lugar  de  su  dirección,  se  pondrá  al  margen  el  prorei* 
do  siguiente: 
San  Anprel,  Julio  diez  y  seis  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 
Obsequióse,  librándose  al  efecto  oficio  al  Juez  de  Paz  de  Tizapán. 

Media  firma  del  Jutz. 
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El  oficio  al  Juez  de  Paz,  puede  redactarse  de  esta  manera: 
OFICIO. — Con  fecha  15  del  corriente  el  Juzgado  primero  de  lo  ciril  de  la  ca- 
pital dice  á  este  Juzgado  lo  que  sigue: 
(Aquí  se  insertará  el  oficio). 

Lo  que  tengo  el  honor  de  trascribir  á  yd.  para  los  fines  que  se  expresan. 
Libertad  y  Constitución.  San  Ángel,  Julio  17  de  1891. 

Firma  del  Juez, 
Al  Jnez  de  Paz  de 

Tlzapan. 

Llegado  el  ¡nuevo  oficio  al  Juzgado  de  Paz,  se  proveerá  al  margen  lo  que 
sigue: 

Tizapán,  Julio  diez  y  siete  do  mil  ochocientos  noventa  y  ano. 

Cúmplase  con  lo  mandado  en  el  presente  oficio,^  haciéndose  al  Señor  Izquier- 
do la  notificación  correspondiente  por  el  comisario  del  Juzgado. 

Media  firma  del  Juez. 

Hecha  la  notificación  personalmente  ó  por  medio  de  instructivo,  el  Comisario 
pondrá  la  razón  corre^ipond tente,  en  vista  de  la  cual  el  Juez  proveerá: 

Tizarán,  Julio  diez  y  nueve  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

En  vista  de  la  razón  que  antecede,  comuniqúese  por  medio  de  atento  oficio  al 
Juzgado  Menor  de  San  Ángel  haber  sido  hecha  la  notificación  que  se  sirvió  or- 
denar. 

Media  firma  del  Juez. 

El  oficio  relativo  será  en  su  forma  semejante  á  éste: 

En  debida  contestación  al  oficio  de  vd.  fechado  el  17  del  actual,  tengo  el  ho- 
nor de  manifestarle  que  hoy  á  las  nueve  de  la  maSana  quedó  notificado  el  Señor 
Don  Pomposo  Izquierdo  del  decreto  en  que  el  señor  Juez  primero  de  lo  civil  de 
la  capital  manda  citarlo  para  que  comparezca  el  día  veinte  á  las  once  de  la  ma- 
Hana  á  reconocer  la  firma  c}ue  cubro  el  pagaré  exhibido  en  el  juicio  que  sobre 
pago  de  pesos  sigue  Don  Cirilo  Rentería  contra  el  expresado  Señor  Izquierdo. 

Libertad  y  Constitución.  Tizapán,  Julio  19  de  1891. 

f^rma  del  Juez. 
Al  Juez  Menor  de 

San  Ángel. 

El  Juzgado  Menor  trascribirá  el  oficio  del  Juez  de  Paz  al  Juzgado  que  haya 
ordenado  la  citación,  y  recibido  en  este  último,  se  mandará  agregar  á  sus  autos. 

IX. 

Notificación  d  persona  residente  fuera  del  lugar  del  juicio. 

Cuando  haya  de  notificarse  á  una  persona  residente  fuera  del  lugar  del  juicio, 
se  hará  dirigiendo  para  ello  exhorto  al  juez  del  domicilio  en  la  forma  que  se  in- 
dicará en  BU  oportunidad. 


CITACIONES. 
I. 

Citación  de  las  personas  que  sean  parte  en  el  juieio. 

La  citación  de  las  personas  que  sean  parte  en  el  juicio,  debe  hacerse  por  el 
Escribano  de  diligencias  ó  Comisario,  en  su  caso,  en  la  misma  forma  que  lai^ 
notificaciones. 
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II. 

Citación  de  personas  extrañas  al  juicio. 

Los  testigos,  peritos  y  demás  personas  extraSas  al  juicio,  cuando  á  instaneia 
•  de  parte  interesada  deban  ser  citados/por  neg^arse  á  comparecer  voluntariamen- 
te, lo  serán  también  por  el  Escribano  ó  Comisario,  ya  personalmeinte,  ya  por 
medio  de  instructiro,  según  que  sean  6  no  encontrados. 

La  forma  del  instructiro  para  este  caso  no  ofrece  ninguna  particularidad  que 
la  distinga  de  los  demás.  Así  es  que  sólo  para  hacer  ver  la  falta  de  difereneia 
pondremos  el  ejemplo  que  sigue: 
Señor  Don  Telésforo  Peña: 

En  el  juicio  se^ido  por  Don  Cirilo  Kestería  contra  Don  Pomposo  Izquierdo 
sobre  reivindicación  de  la  casa  número  quince  de  la  calle  de  Jesús  María,  el 
Señor  Juez  primero  de  lo  civil,  Licenciado  Juan  de  la  Rosa,  por  decreto  ée  ayer 
ba  mandado  se  cite  á  Usted  para  que  comparezca  á  declarar  como  testigo  en  di- 
cho juicio  (ó  á  emitir  su  dictamen  como  perito  calígrafo)  el  día  veinte  del  co- 
rriente á  las  once  de  la  mañana. 

Lo  que  notifico  á  Ud.  por  el  presente,  citándolo. 

México,  Julio  quince  ae  mil  ochocientos  noventa  y  uno- 
Media  firma' del  actuario. 


III. 


Citación  por  conducto  del  Jefe  ó  del  Superior, 

Cuando  la  persona  que  haya  de  ser  citada  estuviere  encargada  de  un  servicio 
público,  del  que  no  pueda  separarse  sin  autorización  de  su  jefe  ó  superior,  la  ci- 
tación se  hara  i)or  conducto  del  mismo  jefe  ó  superior,  á  quien  se  dirigirá  nn 
oficio  como  el  siguiente: 

'  Bn  el  juicio  ordinario  que  ante  el  Juzgado  de  mi  cargo  signe  Don  Cirilo  Kén- 
tería  contra  Don  Pomposo  Izquierdo  sobre  reivindicación  de  la  casa  núm.  15  de 
la  calle  de  Jesús  María,  he  mandado  por  decreto  de  ayer  se  cite  personalmente 
á  Don  Telésforo  Solís  j  Don  Lázaro  Bubio  para  que  se  presenten  á  declarar  co- 
mo testigos  en  dicho  juicio  el  día  veinte  del  corriente  á  las  once  de  la  mañana. 

Y  en  virtud  de  joertenecer  ambos  testigos  á  la  Gendarmería  Municipal,  he  de 
estimar  á  vd,  se  sirva  librar  sus  respetables  órdenes,  á  fin  de  que  las  personas 
aludidas  comparezcan  el  día  y  hora  señalados  para  la  diligencia. 

Libertad  y  Constitución.  México»  Julio  15  ae  1891. 

f'irma  del  Jues. 

Al  Inspector  General  de  Policía, 

Presente. 

Iitútil  creemos  dar  feratalsrios  de  escritos  para  pedir  la  citación  de  aSgnna 
persona,  porque  tales  escritos  no  ofrecen,  en  nuestro  concepto,  dificultad  alguna* 


EMPLAZAMIENTOS. 

^  Los  emplazamientos  han  de  hacerse  igník\tíLettte  por  el  Escribano  de  diligen- 
cias ó  por  el  Comisario,  personalmente  é  por  medio  de  instructivo,  según  que  se 
trate  de  juicio  escrito  ó  verbal,  y  que  se  encuentre  ó  no  á  la  persona  que  haya  de 
«mplazaree. 

Én  todo  case  conviene  tener  presente  que,  conforme  á  la  parte  final  del  ar- 
1;feulo  75  del  Código  de  Procedimientos  civiles,  el  emplazamiento  para  eompf^- 
reoer  en  juicio  no  |>odrá  hacerse  sino  en  la  Íotvoéí,  prevenida  j^r  el  attfcalo' iSi 
esto  es^  i^rsona&nente,  y  sólo  cuando  á  pesar  dé  habérsele  dejado  citatotio,  no 
fuese  encontrada  á  la  segunda  busca  la  persona  con  quien  haya  de  entenderse  la 
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diligencia,  se  verificará  el  emplazamiento  por  medio  de  instructiyo  en  que  se 
hará  constar  el  nombre  y  apellido  del  promovente,  el  juez  ó  tribunal  que  manda 
practicar  la  diligencia,  la  relación  suscinta  de  la  determinación  que  se  manda 
notificar,  la  teclia  y  hora  en  que  so  deja  y  el  nombre  y  apellido  de  la  persona  á 
ciuien  se  entrega.  El  instructivo  se  entregará  á  los  parientes  6  domésticos  del 
interesado,  ó  á  cualquiera  otra  persona  que  viva  en  Ja  casa,  después  de  que  el 
Escribano  ó  Comisario,  se  haya  cerciorado  de  que  vive  allí  la  persona  que  4eba 
ser  citada;  de  todo  lo  cual  se  asentará  razón  en  las  diligencias  (artículos  73  y  74). 
Con  sujeción,  ^ues,  á  las  prevenciones  apuntadas,  vamos  á  indicar  la  forma 
de  los  emplazamientos  en  los  juicios  escritos  y  en  los  verbales. 

I. 

Emplazamiento  del  demandado  en  los  juicios  escritos. 

Debe  hacerse  enteramente  en  la  misma  forma  que  las  notificaciones  con  la 
sola  circunstancia  de  asentar  que  el  emplazado  recibió  la  copia  que  el  actor  de- 
be acompañar  á  su  demanda*  Puede  por  lo  mismo  redactarse. en  estos  términos: 

En  tal  fecha,  presente  el  Se&or  Don  Pomposo  Izquierdo  en  el  Juzgado  é  en  su 
casa,  número  quince  de  la  calle  de  Jesús  María,  le  notifiqué  el  decreto  anterior, 
é  impuesto  de  su  contenido,  dijo:  que  lo  oye,  recibe  la  copia,  y  firmó.   Doy  fé. 

Pomposo  Izquierdo. 

Media  firma  del  actuario. 

Si  no  fuese  habida  la  persona  que  ha  de  emplazarse,  se  le  dejará  citatorio  pa- 
ra que  espere  á  hora  fija  dentro  de  las  veinticuatro  siguientes,  y  no  verificándo- 
lo, se  hará  el  emplazamiento  por  medio  de  instructivo  en  esta  forma. 
Señor  Don  Pomposo  Izquierdo: 
^  En  la  demanda  promovida  contra  usted  por  Don  Cirilo  Kentería  sobre  reivin- 
dicscióA  de  la  casa  número  quince  de  la  calle  de  Jesús  María,  el  Señor  Juez 
primero  de  lo  civil.  Licenciado  Juan  de  la  Rosa,  ha  mandado  por  decreto  de 
ayer  se  corra  á  usted  traslado  de  dicha  demanda  por  el  término  le^al. 

Lo  que  notifico  á  vd.  por  el  presente  c[ue  juntamente  con  la  copia  respectiva 
se  entrega  en  esta  su  casa  á  su  dependiente  Don  Kuperto  González  hoy  á  las 
.ocho  déla  mañana. 

México,  Julio  quince  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Media  firma  del  actuario. 

En  los  autos  se  asentará  la  razón  correspondiente  de  esta  manera: 
En  quince  del  mismo  Julio,  á  las  ocho  de  ]a¡mañana,  el  suscrito  actuario  pasó 
.  á  la  casa  número  quince  de  la  calle  de  Jesús  María,  en  busca  del  Señor  Don 
Pomposo  Izquierdo,  y  no  habiéndolo  encontrado,  á  pesar  del  citatorio  que  ayer 
se  le  dejó,  le  notifiqi¿$  el  deereto  anterior  por  niedio  de  instmotivoqne  entregué 
juntamente  con  la  copia  respectiva  á  un  dependiente  suyo  que  dijo  llamarse  Ru- 
perto Genzáldz.  Doy  fé. 

Media  firma  del  actuario. 

11. 

Emplazamiento  del  demandado  en  juicios  verbales 
de  mayor  cuantía. 

£n  juicios  verbales  cuyo  interés  exceda  de  cien  pesos,  el  emplazamiento  debe 
.hacerse  por  el  Escribano  de  diligencias  ó  por  el  Comisario,  en  la  misma  forma 
•enteramente  que  en  los  juicios  escritos. 
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III. 

Emplazamiento  del  demandado  en  juicios  verbales 
de  menor  cuantia. 

En  juicios  verbales  cuyo  interés  sea  de  cien  pesos  6  do  menor  cantidad,  el 
emplazamiento  tiene  que  hacerse  i^or  medio  de  cédula  6  cita  firmada  por  el 
Juez  y  concebida  en  los  términos  sigruientes: 

Juzgado  tantos  Menor  ó  de  Paz. — Don  Cándido  Bobles  comparecerá  en  este 
Juzgado  el  día  yeinte  delfactual  á  la^  diez  y  media  de  la  mañana  para  contestar 
la  demanda  que  sobre  pago  de  reinticinco  pesos,  valor  de  un  toro,  le  promueve 
Don  Silvestre  Campos,  apercibido  de  que  si  no  concurre,  se  dará  por  contesta- 
da negativamente  la  demanda. 
Lugar  y  fecha. 

Media  firma  del  Juez. 

La  cédula  que  antecede  se  entregará  personalmente  al  demandado  por  el  Co- 
misario, V  sólo  en  caso  de  no  ser  habido  á  la  segunda  busca  se  dejará  á  los  parien- 
tes, domésticos  ó  cualquiera  otra  persona  que  viva  en  la  casa,  asentándose  razón 
de  esta  circunstancia  en  el  expediente,  de  esta  manera: 

En  tal  fecha,  el  suscrito  Comisario  pasó  d  la  casa  número  quince  de  la  calle 
de  Jesús  María,  y  no  habiendo  encontrado  al  Don  Silvestre  Campos  á  pesar  del 
citatorio  que  se  le  defó  el  día  de  ayer,  le  notificó  el  anterior  decreto  por  medio 
de  cédula^ue  recibid  una  Señora  que  dijo  ser  su  esposa  y  llamarse  Soledad  Es- 
pinosa,— Doy  íé. 

Media  firma  del  Comisario. 

En  algunos  juzgados  se  acostumbraba  hacer  la  primera  notificación .  por  me- 
dio  de  instructivo  firmado  por  el  Comisario,  en  la  misma  forma  que  en  los  jui- 
cios escritos  y  en  los  verbales  de  mavor  cuantía;  pero,  á  nuestro  modo  de  ver: 
esta  práctica  está  en  abierta  oi)osicion  con  lo  dispuesto  por  el  artículo  1080  del 
Código  de  Procedimientos  civiles,  según  el  cu;.l,  el  juez  á  petición  del  'actor^ 
debe  librar  orden  para  que  el  demandado  comparezca  dentro  de  tres  días  á  con- 
testar la  demanda,  apercibido  de  darse  ésta  por  contestada  negativamente,  de- 
jándose copia  de  dicha  orden  en  un  libro  especial  que  se  llevará  al  efecto. 

En  consecuencia,  por  más  que  este  procedimiento  parezca  estar  hasta  cierto 
punto  en  oposición  con  lo  prescrito  para  los  juicios  verbales  de  mayor  cuantía, 
en  qne  no, se  exige  que  el  primer  instructivo  vava  firmado  por  el  juez,  debe  ob- 
servarse, por  ser  el  único  que  guarda  conformidad  con  las  prevenciones  legales 
vigentes  sobre  la  materia. 

IV. 
Emplazamiento  para  presentarse  ante  el  Tribunal  Superior. 

é 

El  emplazamiento  para  comparecer  ante  el  Tribunal  Superior  dentro  de  pla- 
zo determinado,  en  los  casos  ae  apelación  y^  casación,  deoe  hacerse  'absoluta- 
mente de  la  misma  manera  que  las  demás  notificaciones,  por  lo  que  creemos  inú- 
til indicar  la  forma  en  que  ha  de  verificarse. 


OFICIOS  Y  EXHORTOS. 

Previenen  los  artículos  122  y  124  del  Código  de  Procedimientos  civiles  que  las 
diligencias  que  no^  puedan  practicarse  en  el  partido  en  que  se  siga  el  litigio,  ae 
encomienden  precisamente  al  juez  de  aquel  en  que  han  de  ejecutarse;  y  como 
este  juez  puede  estar  sujeto  al  mismo  Tribunal  Superior  ó  á  otro  diverso,  había 
necesidad  de  simple  oficio  ó  de  exhorto  en  forma.  Trataremos,  pues,  de  los  dos 
casos  separadamente. 
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Oficio  d  otro  juez  sujeto  al  mismo  Tribunal  Superior. 

En  este  caso  el  oficio  variará  en  su  forma  y  extensión,  según  la  importancia 
de  la  diligencia  á  que  se.  refiera.  Cuando  se  trate  de  una  diligencia  sencilla  bas- 
tará un  oficio  como  el  que  hemos  indicado  en  el  párrafo  Vil  I»  de  Ia3  Notifica- 
eiones.  Pero  cuando  la  diligencia  cuya  ejecución  se  encomiende  tuviere  cierto 
carácter  de  gravedad,  será  conveniente  qne  contenga  como  los  exhortos  las  in- 
serciones necesarias.   Por  vía  de  ejemplo,  pondremos  el  siguiente: 

JUZGADO  PRIMERO  DE  LO  CIVIL.  MÉXICO.— Ifin  los  autos  del 
juicio  que  ante  el  Juzgaflo  de  mi  cargo  sigue  Don  Cándido  Robles  contra  Don 
Silvestre  Campos  sobre  reivindicación  de  un  terreno,  obra  un  ascrito  que  con  el 
proveído  lelativo  dice  así:— "Señor  Juez  primero  de  lo  civil:  Cándido  Robles, 
en  el  cuaderno  principal  de  los  autos  del  juicio  que  sigo  contra  Don  Silvestre 
Campos,  ante  usted,  como  mejor  proceda  respetuosamente  digo  que:  la  senten- 
cia pronunciada  en  tres  del  corriente  por  la  cual  se  me  declaró  dueño  del  terre- 
no denominado  "La  Cañada,"  há  causado  ejecutoria.  Por  lo  tanto,  á  usted  su- 
plico se  sirva  mandar  que  n:e  dé  posesión  judicial  de  dicho  terreno,  librándose 
al  efecto  atento  oficio  al  Señor  Juez  Menor  deXechimilco,  por  hallarse  ubicado 
el  inmueble  de  que  se  trata  en  jurisdicción  de  aquel  Distrito.'^Es  justicia  que 
protesto  con  lo  necesario.-^México,  Julio  doce  de  mil  ochécientes  noventa  y 
nno.  (Aquí  la  fecha  del  escrito  y  la  firma  del  interesado. — México,  etc. — Hága- 
se como  se  pide  en  el  anterior  escrito.  Lo  proveyó  y  firmó  el  Señor  Juez.  Doy 
íó.  De  la  Rosa,  rúbrica. — Tapia,  Secretario,  rúbrica." 

Y  tengo  el  honor  de  dirigir  á  usted  el  presente,  á  fin  de  qne  se  sirva  ordenar 
86  dé  la  posesión  solicitada. 

Libertad  y  Constitución.  México,  Julio  catorce  de  mil  ochocientos  noventa 
y  nno. 

Juan  de  la  Rosa. 
Al  Juez  Menor  de 

Xochimilco. 


^  Recibido  el  oficio  en  el  Juzgado  de  su  destino,  se  proveerá: 

ehimilco,  Julio  diez  y  s< 
ícretó  y  firmó  el  Señor  * 

Media  firma  del  Juez. 


Xechimilco,  Julio  diez  y  seis  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno.    Cúmplase 
Lo  decretó  y  firmó  el  Señor  Juez.   Doy  fé. 


Media  firma  del  Secretario. 

Si  la  diligencia  hubiere  de  practicarse  en  jurisdicción  de  a]guno  de  los  Juz- 
gados de  Paz,  siiu'etos  al  Menor,  el  proveído  podrá  ser  el  siguiente: 

Xochimilco,  Julio  diez  y  seis  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Cúmplase;  remitiéndose  al  efecto  original  el  presente  oficio  al  Juez  Menor  de 
Milpa  Alta,  á  quien  se  prevendrá  que  diligenciado  lo  devuelva.  Lo  decretó  y 
£nnó  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 

Media  firma  del  Juez. 

Media  firma  del  Secretai  io. 


II. 


Eívhortos  de  los  Jueces  del  Distrito  Federal  o  de  la  Baja 
California  á  los  de  los  Estados  de  la  Federación. 

Vqydo  quedó  indicado  al  principio,  siempre  que  el  juez  á  quien  se  encomien- 
de la  ejecución  de  la  diligencia  4ué  haya  de  practicarse  fuera  del  lugar  del  liti. 

Tomo  JI.— 18 
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gio,  esté  sujeto  á  Tribunal  Superior  distinto,  babrá  necesidad  de  librar  á  dicho 
juez  exhorto  en  forma,  que  se  eiitreg-ará  á  la  parte  á  cuya  instancia  se  expida, 
para  que  se  encargue  de  deyolverlo  diligenciado.  Per^  es  requisito  indis^nsable 
que  las  fírmas  que  autoricen  el  exhorto  vayan  legaliradas  por  el  Gobernador 
del  Distrito  ó  por  el  Jefe  político  del  Territorio,  á  quien  incumbe  la  obli- 
gación de  librar  oficio  á  la  autoridad  política  superior  del  Estado  adonde-se  di- 
rija el  despacho,  para  que  lo  haga  llegar  al  juez  6  tribunal  requerido.  {06áig9 
de  Procedimientos  civiles,  artículos  77,  78  y  92§). 

Las  inserciones  que  la  requisitoria  debe  contener  varían  naturalmente  con  d 
objeto  que  en  cada  caso  tiene  la  diligencia  que  ha  do  practíearse,  el  cttal  pueda 
ser  cl  emplazamiento  del  demandado,  la  declaración  oe  testigos,  la  absoluci^B 
de  posiciones»  el  embargo  de  bienes,  etc.  Poro  convienen  los  tiatadistas  en  qu& 
cuando  el  objeto  ie  la  diligencia  sea  el  emplazamiento  del  demandado,  el  ex- 
horto ha  de  contener  el  poder,  en  caso  de  que  lo  haya,  la  demanda  y  los  docu- 
mentos justificativos  que  le  sirvan  do  fundamento.  Convienen  igualmente  los 
autores  en  que  la  requisitoria  ha, de  contener  integra  la  sentencia,  cuando  se 
trate  de  la  ejecución  de  ésta. 
La  fórmula  generalmente  usada  en  los  exhortos,  es  la  sigiuiente: 
Sello  del  Juzsfado  ó  tribunal. — Juan  de  la  Kosa,  Juez  primero  de  lo  cItII  de 
la  capital,  á  usted,  el  de  primera  instancia  de  Tenango  del  Valle,  hago  saber; 
i)ue  en  el  juicio  ordinario  seguido  ante  el  Juzgado  de  mi  cargo  por  Don  Cirilo 
Kenterí a  contra  Don  Pom,po80  IzauierJo,  sobre  reivindicación  ae  la  casa  nú- 
mero quince  de  la  calle  de  Jesús  María  de  esta  ciudad,  el  actor  (ó  el  deniáads- 
do)  ha  presentado  un  escrito  quecon  el  proveído  que  en  él  ha.  recaído  cUce  así: 
(Aquí  80  insertarán  el  escrito  y  el  proveído).  • 

Y  á  efecto  de  que  lo  por  mí  hiandado  tenga  su  efioar  cumplimiento,  eB-moBi- 
bre  de  la  Nación  requiero  á  vd.,  y  de  mi  parte  lo  Bupli.co,  que-lue^o  qne  tecih»  la 
presente  requisitoria,  se  sirva  mandar  obsequiarla  y  devolvérmela  diligeaciai^it? 
pues  en  hacerlo  así,  administrará  justicia,  seguro  de  que  httré  fo  otro  teUto 
cuando  por  usted  fuere  requerido. 
Lugar  y  fecha. 

Firma  del  Juez. 

Firma  del  Secretario 

Aceptando  el  estilo  enfático  comunmente  usado  en  las  actuaciones  añtigoav, 
puede  también  terminarse,  como  indica  el  Señor  Manresa,  de  esta  manera: 
Dado  en  tal  lugar  á  tantos  de  tal  mes. 

Devuelto  el  exhorto  ya  diligenciado,  se  proveerá: 

Lugar  y  fecha. — Agregúese  á  sus  autos.    Lo  decretó  y  firmó  el  Señor  Juez. 
Doy  fé. 

Media  firma  del  Jaez. 


Media  firma  del  Secretario. 


III. 


Exhortas  de  los  Jueces  de  los  Estados  d  los  del  Distrito 
Federal  ó  de  la  Baja  California. 

Los  exhortes  dirigidos  de  los  Estados  al  Distrito  Federal  ó  á  la  Baja  Califor- 
nia, tienen  que  ser  legalizados  por  los  Gobernadores  respectivos  de  los  mismot 
Estados.  (Có4ig:o  de  Procedimientos,  artículoi»  452  y  454). 

Llenando  él  requisito  anterior  y  conteniendo  laíj  inserciones  necesaria»,  «e 
proveerán  dentro  de  las  cuarenta  y  ocho  herás  aigutentes  á  euv.  recepción  y  se 
despacharán  dentro  de  seis  días,  á  no  ser  que  las  diligencias  que  hayan  de  prac- 
ticarse exijan  necesariai^eate  mayor  tie«npo>  y  con  tal  de  que  lo  qjie  haya  do 
ejecutarse  no  sea  contrario  a  las  leyes  del  Distrito  Feaéiral  ó  de  la  BáJá  CalfiGír* 
nia  (Código  pitado,  artículos  118  y  169)» 
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E¡n  la  capital,  en  donde  hay  rario9  jaeces  de  lo  civil  y  varios  jaeces  menores 
.<>on  igual  jurisdicidn,  el  Gobierno  del  Distrito  remite  al  Juzgado  primero  délo 
cíyíI  todos  }o8  exhortos  dirigidos  á  los  jueces  de  primera  instancia,  y  al  Juzgado 
primero  menor  todos  los  que  vienen  para  los  jueces  menores.  En  dichos  juzga-* 
oes  se  lleva  un  libro  especial,  en  el  que,  después  de  tomar  razón  de  cada  exhor- 
to, se  asienta  el  juzgado  á  quien  corresponde  diligenciarlo,  según  turno  rigoro* 
80.  Así  es  que,  llegado  el  exhorto  al  Juzgado  primero  de  lo  civil  6  menor,  se 
provee; 

Lugar  y  fecha. — Al  Juzgado  tantos  de  lo  civil  ó  menor,  á  qiúen  corresponde 
por  tumo.  Lo  proveyó  y  firmó  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 

Media  firma  del  Juez. 

Media  firma  del  Secretario. 

Recibido  el  exhorto  en  el  juzgado  correspondiente,  éste,  dentro  de  las  cuaren- 
ta y  ocho  horas  siguientes,  como  antes  heáios  dicho,  mandará  cumplirlo;  sin 
exigir  poder  á  quien  lo  presente  (Código  citado,  artículo  930),  por  medio  de  un 
decreto  como  el  que  sigue: 

Lugar  y  fecha. — Obsequíese  y  devuélvase  cumplido  que  sea.  Lo  decretó  y  fir- 
mó el  Señor  Juez.  Doy  fe. 

Media  firma  del  Juez. 

Media  firma  del  Secretario. 

Cuando  en  virtud  del  exhorto,  haya  de  practicarse  alguna  diligencia  fuera  del 
lugar  en  que  reside  el  juez  exhortado,  pero  dentro  del  partido  en  que  ejerce  ju- 
risdicción, podrá  á  su  vez  encomendar  la  práctica  de  la  diligencia  al  juez  menor 
6  de  paz  respectivo,  por  medio  de  un  decreto  como  éste: 

Tialpam,  Julio  quince  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 
Obsequíese;  remitiéndose  al  efecto  original  el  exhorto  al  Juez  de  Paz  de  CSo- 
yoacán  para  que  haga  la  notificación  respectiva,  y  hecha  que'  sea,  devuélvase  el 
.  despacho  al  Juzgado  de  su  origen. 

Lo  decretó  y  firmó  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 

Medía  firma  del  Juez. 

Media  firma  del  Secretario. 

Diligenciado  el  exhorto,  el  actuario  pondrá  en  el  mismo  exhorto  razón  de  que 
.:  por  estar  cumplido  se  devuelve  al  Juzgado  de  lu  origen,  en  tantas  fojas,  de  est» 
maneta: 

En  tal  feclia,  estando  cumplimentado  el  presente  exhorto,  se  devuelve  en  tan- 
tas fojas  útiles  al  Juzgado  de  su  origen. 

Media  firma  del  actuario. 

iv" 

Exhortos  dirigidos  del  Distrito  Federal  á  la  Baja  CalifornÍ€U 

ó  de  ésta  al  Distrito, 

Los  exhortes  dirigidos  del  Distrito  Federal  á  la  Baja  California,  ó  de  ésta  al 
Distrito,  están  sujetos  enteramente  á  la  tramitación  indicada  en  los  dos  párra- 
:  fos  anteriores.  (Código  de  Procedimientos,  artículos  78;  118  y  452.) 

y  " 

Emhortos  para  el  extranjero. 

Cuando  la  diligencia  hubiere  de  practicarse  en  país  extranjero,  se  dirigirá  A 
*  exhorto  por  conducto  de  la  Secretaría  de  Justieb,  1»  que,  l^galii aade  las  firmí^ 
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de  los  magistrados,  jueces  y  Secretarios  que  autoricen  el  despacho,  lo  remitirá 
á  la  Secretai  ía  de  Relaciones,  quien,  legalisando  á  su  yez  la  £rma  del  Secretario' 
de  Justicia,  enviará  el  exhorto  á  la  lecración  ó  consulado  que  la  nación  turiere 
en  el  país  á  que  se  dirija  dicho  exhorto;  y  en  caso  de  que  la  nación  no  tureire 
lesfación  ni  consulado,  la  remisión  se  haré  por  conducto  del  ministro  ó  cónsuF 
de  alguna  de  las  naciones  que  tengan  relaciones  con  la  República,  salvas  siem^ 
pre  lais  reglas  establecidas  por  los  tratados  y  por  el  derecho  internacional.  (Có- 
digo de  Procedimientos,  artículos  79  y  80.)  oín  embarco,  para  que  la  Secreta- 
ría de  Relaciones  dé  curso  al  exhorto,  es  preciso  que  el  interesado  garantice  á 
satisfacción  de  la  misma  Secretaría  el  pago  de  los  gastos  que  ha^an  de  origi- 
narse en  la  diligenciación  del  propio  exhorto.  (Circular  dé  la  Secretaría  de  Jus-- 
ticia,  de  30  de  Junio  de  1889.) 

La  fórmula  acostumbrada  en  esta  clase  de  documentos,  es,  poco  más  6  menos, 
]a  siguiente: 

Juan  de  la  Rosa,  jues  primero  de  lo  civil  de  la  capital  de  la  República  Mexi- 


Al  Tribunal  ó  Autoridad  judicial  á  quien  corresponda  en  España  en  el  pueblo  do 
Tigo,  de  la  provincia  de  Santander,  con  la  debida  atención  hago  presente:  que 
ante  el  Juzgado  de  mi  cargo  ha  presentado  Don  Cirilo  Rentería  un  escrito  que 
con  los  documentos  anexos  y  proveído  que  en  él  ha  recaído  dice  así: 

(Aquí  se  insertarán  el  escrito,  los  documentos  y  el  proveído.) 

y  para  que  lo  por  mí  mandado  en  el  decreto  preinserto  pueda  tener  su  eiicas 
eumplimiento,  me  veo  en  la  necesidad  de  reclamar  la  cooperación  del  Tribunal 
ó  Autoridad,  á  quien  tengo  el  honor  de  dirigir  la  presente  atenta  requisitoria, 
por  la  cual,  en  nombre  de  la  República  Mexicana,  de  quien  tenso  el  poder  de 
administrar  justicia  en  esta  capital,  exhorto  á  ese  mismo  Tribunal  ó  Autoridad» 
7  de  mi  parte  le  suplico  que  luego  que  reciba  la  presente  por  el  conducto  corres- 
pondiente, tenga  á  bien  acordar  su  cumplimiento,  y  disponer  en  consecuenciaí' 
qaeen  debida  forma  y  por  quien  corresponda  se  entreguen  á  Don  Pomposo  Iz- 
quierdo, ciudadano  mexicano  residente  en  esa  población,  las  copias  adjuntas, 
emplazándolo  para  que  dentro  del  término  improrrogable  de  sesenta  días,  seña- 
lado, comparezca  en  esto  Juzgado  por  sí  ó  por  medio  de  apoderado,  á  contestar 
1»  demanda  promovida  en  su  contra. 

Espero  de  la  rectitud  de  ese  Tribunal  ó  Autoridad  que  se  servirá  acordarlo  así 
en  cumplimiento  de  lo  pactado  en  el  tratado  de  tal  fecha  (si  lo  hubiere)  y  devol- 
Terme  la  presente  por  el  mismo  conducto  que  la  reciba  con  las  diligencias  que 
en  su  cumplimiento  practicare;  pues  con  ello  prestará  á  la  administración  de 
justicia  de  este  país  el  servicio  y  auxilio  consiguientea  á  la  buena  armonía  que 
inedia  entre  los  Gobiernos  de  ambas  naciones  y  á  la  justa  reciprocidad  estable- 
<áda  para  tales  casos,  ofreciendo  por  mi  parte  hacer  otro  tanto  siempre  que  por 
ese  Tribunal  ó  Autoridad  fuere  requerido. 

hagar  y  fecha. 

Firma  del  Juez. 

Firma  del  Secretario. 

La  misma  forma  podrá  emplearse  para  los  demás  exhortes  que  con  cualquier 
motivo  sea  necesario  dirigir  al  extranjero,  sin  más  que  variar  la  relación  y  las 
inserciones. 

Atento  el  sistema  de  gobierno  que  rige  en  la  República  Mexicana,  entende- 
mos que  cuando  el  exhorto  que  haya  dv  dirigirse  al  extranjero,  proceda  de  algu^ 
no  de  los  Estados  de  la  Federación,  habrá  necesidad  de  que  lad  nrmas  dé  los  ma«>- 

S'strados,  jueces  y  secretarios  que  autoricen  el  exhortó,  sean  legalizadas  por  el 
obernador  del  Estado,  cuya  firma  será  á  su  vez  legalizada  por  el  Secretario  de 
Gobernación,  que  será  quien  remita  el  despacho  á  la  de  Relaciones;  pues,  con- 
forme al  artículo  77  del  decreto  de  23  de  Noviembre  de  1855,  no  tiene  vif^or  al- 
2^no  el  decreto  de  28  de  Octubre  de  1853,  según  cuyo  artículo  4-  ®  y  circular 
Aclaratoria  de  16  de  Marzo  de  1854,  las  firmas  de  los  Gobernadores .  de  los  De— 
liArtamentos  yfDistrito  Federal  debían  ser  legalizadas.directamente  por  el  Ofi- 
«ial  Mayor  de  la  Secretaría  de  Relaciones. 

Digitized  by  VjOOQ IC 


LEY  DE  ENJUICIAMIESTO  CIVIL  ,277 

VI. 

Exhortas  procedentes  de  Tribunales  extranjeros. 

Para  quo  en  el  Distrito  Federal  y  en  la  Baja  California  puedan  aer  atendidos 
/lo?»  exhortes  procedentes  de  tribunales  extranjeros,  necesitan  venir  legalizados 
por  el  Ministro  ó  Cónsul  de  la  Kepública  residentes  en  el  país  del  otorgamiento; 
y  si  no  los  hubiese,  por  el  Ministro  ó  Cónsul  de  la  nación  gue  tensa  tratado  de 
amistad  con  la  Kepública.  En  el  primer  caso,  la  legalización  de  las  firmas  del 
Ministro  ó  Cónsul  se  hará  por  el  Subsecretario  de  delaciones  de  la  Kepública; 
y  en  el  segundo  caso,  la  legalización  de  las  firmas  del  Ministro  ó  Cónsul  de  la 
nación  amiga,  se  hará  por  el  Ministro  ó  Cónsul  respectivo,  residente  en  la  Be- 

f pública,  cuya  firma  deberá  ser  á  su  turno  legalizada  por  el  Subsecretario  de  Be- 
aciones.  (Código  de  Procedimientos,  artículos  455  á  457.) 

Legalizados  de  la  manera  expresada  los  exliortos,  se  remitirán  por  la  Secreta- 
tía  de  Relaciones  á  la  de  Justicia,  para  qu3  ésta  los  haga  llegar  al  tribunal  6 
juzgado  á  (jue  vengan. dirigidos,  el  cuál,  después  de  exieír  que  se  presenten  «m 
la  traducción  Mrrespondiente,  dará  á  las  sentencias  y  demás  resoluciones  judi- 
ciales dictadas  en  países  extranjeros  la  fuerza  que  establezcan  los  tratados  res- 
pectivos. En  caso  de  que  no  hubiese  tratados  con  la  nación  en  que  se  hayan 
pronunciado,  tendrán  la  misma  fuerza  que  en  ella  se  diere  por  las  leyes  á  las 
ejecutorias  y  resoluciones  dictadas  en  la  Kepública.  Por  consiguiente,  si  la  eje- 
cutoria ó  resolución  procediere  de  una  nación,  en  la  que,  conforme  á  su  jurí»-' 
prudencia,  no  se  dé  cumplimiento  á  las  dictadas  por  los  tribunales  mexicanos, 
no  tendrá  fuerza  alguna  en  la  República.  Pero  aun  habiendo  perfecta  recipro- 
cidad entre  ambos^  países,  us  indispensable  para  que  las  sentencias  extranjeras 
puedm  ser  obsequiados  en  el  Distrito  Federal  y  en  la  Baja  California,  que  reú- 
nan las  condiciones  siguientes:  1.  ® ,  que  hayan  sido  dictadas  á  consecuencia  del 
^'ercicio  de  una  acción  personal;  2.  ^ ,  que  no  se  hayan  pronunciado  en  rebeldía 
«el  demandado;  3.  *^,  que  la  obligación  cuyo  cumplimiento  haya  sido  objeto  del 
j'uicio,  sea  lícita  en  la  Kepública;  4.  ®  ,^  que,  conforme  á  las  leyes  del  país  en  que 
se  hayan  pronunciado,  sean  ejecutorias;  y  5.  ^ ,  quo,  conforme  al  Código  de 
Procedimientos  civiles,  tengan  todos  los  requisitos  necesarios  para  ser  consi- 
deradas como  auténticas.  (Código  de  P/ooedimientos  civiles,  artículos  458  j 
780  á  785.) 

Presentada  la  ejecutoria  extranjera  al  tribunal  ó  juez  competente,  que  par» 
este  caso  es  el  que  lo  sería  para  seguir  el  juicio  eji^^ue  se  dictó,  se  correrá  tras- 
lado por  nueve  días  á  la  parte  contra  quien  se  dirija,  y  evacuado  el  traslado  6 
trascurridos  los  nnevedías,  se  pasará  al  Kepresentante  oel  Ministerio  Públicopor 
igual  término.  En  vista  do  lo  que  este  funcionario  exponga,  se  dictará  auto 
declarando  si  ha  de  darse  ó  no  cumplimiento  á  la  ejecutoria.  La  declaración  es 
apelable  en  ambos  efectos  y  en  segunda  instancia  debe  oirse  al  Ministerio  Pú- 
blico. (Código  citado^  artículos  7b6  á  791.) 

Sin  embargo,  ni  el  juez  inferior  ni  el  tribunal  podrán  hacer  apreciaciones  sobro 
la  justicia  ó  injusticia  del  fallo,  ni  sobre  los  fundamentos  de  hecho  ó  de  derecho 
•  en  que  se  apoye;  sino  oue  se  It  mi  taran  á  examinar  su  autenticidad  y  si  coniorme 
á  las  leyes  nacionales  debe^  ó  no  q'ecutarse.  (Artículo  792.) 

Si  se  denegare  el  cumplimiento,  se  devolverá  el  exhorto  ala  narte  que  lo  haya 
presentado,  y  si  se  otorgare,  se  procederá  á  su  ejecución.  XArtículos  793  y  794.) 

Entendemos  que  cuando  los  exhortes  extranjeros  vengan  dirigidos  á  tribuna^ 
les  ó  jueces  de  los  Estados,  la  Secretaría  de  Kelacsones  debe  hacerlos  llegar  á 
'SU  destino  por  conducto  de  la  de  Gobernación.  * 

Aunque^Ia  mayor  parte  de  los  Estado»  tienen  ya  fijados  en  sus  códigos  respec- 

^tivos  reglas  claras  y  precisas  para  la  ejeeución  de  las  resoluciones  y  sentenciae 

extranjeras,  no  creemos  enteramente  inútil  recordar  aquí  que,  conforme  al  de- 

.  creto  de  20  de  Enero  de  1854,  declarado  vigente  por  circular  de  14  de  Febrero 

,  de  185d,  para  gue  los  exhortes  de  les  tribusales  extranjeros  poedan  ser  obse- 
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qniados  en  la  Ke{)úb]ica,  deben  yenir  por  conducto  de  la  Secretaría  de  Relacio-- 
nes,  contener  las  inserciones  exigidas  por  la  legislación  mexicana  j  la  protesta*' 
de  reciprocidad.  Pero  no  se  cumplirán  cuamlo  el  objeto  á  que^  se  refieran  ó  se 
trate  de  probar,  esté  expresamente  prohibido  oor  las  leyes  nacionales.  Tampo- 
co podrán  cumplirse  los  exhortes  relativos  á  ejecucUn  de  sentencias,  embargo  6 
aseguramiento  de  bienes  en  materia  civil  ordinaria  6  comercial,  sino  cuando  * 
conforme  á  las  leyes  del  país  en  que  se  haya  seguido  el  juicio,  la  sentencia  cause- 
ejecutoria,  ó  la  providcntia  tenga  estado  para  ser  ejecutada,  y  siempre  que  ni 
una  ni  otra  sean  contrarias  á  las  leyes  prohibitivas  de  México. 

Los  tribunales,  para  la  ejecución  y  cumplimiento  de  los  exhortes  extranjeros» 
«e  sujetarán  á  los  procedimientos  prescritos  por  las  leyes  nacionales. 

PRORROGA  DE  TÉRMINOS. 

Siendo  prorrogables  los  términos  cuya  proréga  no  está  expresamente  prohibi- 
da, el  juez  puede  acordar  esa  prroróga  á  petició^il«  cualqQÍera  deHas  partes,  con 
audiencia  de  la  otra,  por  un  plazo  que  no  exceda  del  término  primitivamente 
señalado,  siempre  aue  se  pida  antes  de  que  éste  concluya^y  una  vez  concedida 
aquella,  es  común  a  ambas  partes.  (Código  de  Procedimientos  Civiles,  artículos 
105  á  109.) 

Como  el  caso  más  frecuente  es  la  proróga  del  tévahM>>probatorio,  estenos  ser- 
rirá  de  ejemplo  para  el  formulario  respectivo. 

Escrito  para  pedir  prorroga  dt  termine^ 

^  Señor  Juez  primero  de  lo  civil: 

Cirilo  Rentería,  en  el  cuaderno  principal  de  los  autos  del  juicio  ordinario  ^ue 
sobre  reivindicación  de  la  casa  número  quince  de  la  calle  de  Jesús  María,  sigo  ^ 
contra  D.  Pomposo  Izquierdo,  ante  usted  i^jiipetuosftniente  digo  que: 

Por  decreto  ae  seis  del  actual,  el  Juzgado  tuvo  á  bien  mandar  se  recibiese  á 
prueba  el  juicio  por  veinte  días;  más  como  á  pesar  de  los  esfberzosxiue  he  hecho, 
no  he  podido  obtener  que  algunas  oficinas  públicas  mo  espidan  los  testimonios^ 
que  necesito  para  justificar  mi  acción,  me  veo  en  la  imperiosa  necesidad  de  so- 
licitar que  el  término  probatorio  se  prorrogue  por  todo  el  tiempo  que  señala  la  < 
ley,  á  fin  de  poder  recabar  y  presentar  los  documentos  justifieatiros  á  que  antes 
me  he  referido.  Por  lo  tanto,  * 

A  usted.  Señor  Juez,  suplico  que,  previos  los  trámites  legales,  se  sirva  aear-  - 
dar  de  ooníormidad  con  mi  solicitud,  por  ser  así  de  justicia,  que  protesto  con  • 
lo  necesario. 

México,  Julio  veinticinco  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Cirilo  Rentería. 

BAZON.— Presentado  en  su  fecha  á  las  nueve  de  la  mañana.  Conste. 
Media  firma  del  Secretario  ó  del  Oficial  Mayor. 

DECRETO.— Julio  veinticinco  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 
Se  señala  para  la  audiencia  de  ley  las  once  de  la  mañana  del  día  treinta  del  ^ 
actual.  Lo  decretó  y  firmó  el  Señor  Juez,  Doy  fé. 

Media  fitina  del  Juez. 

Media  firma  del  Secretario. 

KOTIPICACIONES,— (En  los  términos  de  estilo.) 

ACTA  DE  LA  AUDIENCIA.~En  treinta  de  Julio  de  mil  ochocientos  b<K- 
Tenta  y  uno  á  la  hora  señalada  comparecieron  los  Señores  Don  Cirilo  Rentería 
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y  Bjon  Poliposo  Izquierdo,  y  habíi&ndo  el  primero  reproducido  la  solicitud  con- 
tenida en  fu  escrito  del  día  veinticinco,  el  -Señor  Izquierdo  manifeatíi  que  se 
opone  á  la  prórroga  solicitada,  en  virtud  de  gue  con  ella  el  Señor  Rentería  no 
ae  propone  otro^  objeto  que  prolongar  el  juicio  temerario  que  ha  promovido, 
piloto  que  nadie  ni  nada  le  impidió  ante.s  de  entablar  su  demanda  proveerse  do 
todos  los  documentos  ji^stifícativoB  que  ahora  dice  necesitar:  que,  por  Jo  mismo, 
suplioa  al  Sei^or  Juez  se  sirva  desechar  por  maliciosa  la  pretensión  indicada. 
JSl  'SeOor  Hentería  insistió  en  su  solicitad,  alegando  que  la  oposición  de  la  par- 
te contraria  carece  de  razón,  tanto  más  cuanto  que  la  mala  fé  con  que  desde  un 
principio  se  ha  condueido,  es  precisamente  la  que  hace  m cosaria  lapiescntación 
de  doeumoDtoslde  que  en  otras  circunstancias  habría  podido. prescindirse^in 
inconyeniéote  alguno.  En  vista'de  las  razones  expuestas  por  ambas  partes,,  el 
Señor  Juez,  determinó  dar  por  concluida  la  audiencia,  citando  para  resolución, 
de  lo  cual  quedaron  enterados  los  comparentes  y  firmaron  en  unión  del  Señor 
Juez.  Doy  fé.  \ ,  ♦ 

Media  firma  del  Juez. 

Cirilo  Rentería. '  Pomposo  Izquierdo. 

Media  firma  del  Secretario. 

AUTO.-^Móxico,  Julio  treinta  y  nno  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Visto  el  escrito  de  Don  Cirilo  Rentería  en  que  solicita  se  prorrogue  el  térmi- 
no probatorio  por  todo  el  que  señala  la  ley,  en  virtud  do  haberle  sido  imposible 
obtener  do  algunas  oficina?  públicas  lo»  documentos  justificativos  que  necesita; 
y  considerando,  por  una  parto,  .que  el  escrito  ha  sido  prceontado  antes  de  que 
concluyese  el  término  primitivamente  señalado,  y  por  otra,  que  la  solicitud  en 
nada  se  opone  á  las  disposiciones  legales  relativas  a  la  materia,  el  suscrito  juez 
debía  de  resolver  y  resuelve,  con  fundamento  del  artículo  ciento  seis  del  Códi- 
go de  Procedimientos  civiles:  Es  de  prorrogarse  y  se  prorroga  por  todo  el  tér- 
mino que  marca  la  ley,  el  término  probatorio  señalado  en  el  presente  juicio. 
Así  lo  proveyó  y  firmó  el  Señor  Juez.  Doy  fó. 

Media  firma  del  Juez, 

Firma  entera  del  Secretario. 

■NOTIFICACIONES.— En  los  términos  ordinarios. 

Contra  la  resolución  judicial  en  que  se  concede  ó  niega  la^rórroga  de  un  tér* 
mino,  proceden  los  mismos  recursos  quocaben  contra  la  concesión  6  denegación 
del  término  primitivo.  (Código  de  Procedimientos,  artículo  107). 

En  los  juicios  verbales  la  prórroga  se  pedirá  por  medio  de  comparecencia. 


APRFMIOS. 

Aunque  atento  el  artículo  59  del  Código  de  Procedimientes  civiles,  los  autos 
«61o  han  de  entregarse  á  las  partes  p^ra  formar  y  glosar  cuentas,  ó  cuando  de 
común  acuerdo  los  pidan,  no  son  esos  Ids  únicos  casos  en  que  los  autos  pueden 
salir  del  tribunal  ó  Juzgadoj  pues  salen  también  siempre  que  los  interesados 
8C  valen  de  un  actuario  particular  pAra  las  notificaciones  y  demás  diligencias 
del  juicio,  ó  cuando  los  peritos  solicitan  que  les  sean  entregados  por  cieito  tér- 
mino para  mejor  fundar  su  dictamen  ó  desempeñar  su  encargo. 

En  todos  estos  casos,  la  persona  que  haya  firmado  un  oonooimi^n/^.do  autos 
V  no  los  devuelva,  pasado  el  término  concedido,  será  apremiada  <i^  «l^una  do 
Im  maneras  qno  determina  el  Código,  poi  el  juez  que  conozca  delnegocio  hast$t 
que aqaeli«8  sean  devueltos.  •>] 

El  escrito  de  apreflüo  puede  formalarse  de  esta  manera: 

Sefior  Juez  primero  de  lo  civil: 

Pomposo  Izquierdo  en  el  juicio  que,  sobre  desocupación  de  la  casa  número 
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quince  de  la  calle  de  Jesús  María,  sigue  en  mi  contra  Don  Cirilo  Kentería,  ante 
usted  como  mejor  proceda  respetuosamente  digo  que: 

El  día  cinco  del  actual  se  llevó  6  efecto  el  requerimiento  ordenado  pOr  el  Jua- 
gado, y  por  consiguiente  desde  el  día  seis  corren  los  ocho  días  que  la  ley  me 
concede  para  justificar  mis  excepciones;  más  como  para  ello  necesito  tener  á  la 
TÍsta  los  autos  y  estos  no  han  sido  devueltos  por  el  Escribano  Don  Ignacio 
Oienfuegos,  á  pesar  de  haber  trascurrido  va  cuatro  días  después  de  queseprac- 
tico  la  diligencia,  procede  que  se  ordene  la  inmediata  devolución  de  aquellos. 
Por  lo  tanto, 

A  usted,  SeSor  Juez,  suplico  que,  usando  de  alguno  de  los  medios  de  apre- 
mio autorizados  por  el  artículo  ciento  cuarenta  del  Código  do  Proccd  i  mienten 
civiles,  se  sirva  mandar  prevenir  al  mencionado  Escribano  Señor  Cienfneg^os, 
devuelva  dentro  de  veinticuatro  horas  los  referido^  autos,  bajo  el  apercibiouea- 
que  el  Juzgado  tenga  á  bien  decretar. 

Es  justicia  que  protesto  con  lo  necesario. 

México,  Julio  diez  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Pomposo  Izquierdo. 

RAZÓN — Presentado  en  su  fecha  á  las  nueve  de  la  mañana.  Conste. 
Media  firma  del  Secretario  ó  del  Oficial  Mayor. 

DECRETO. — México,  Julio  diez  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Con  fundamento  de  los  artículos  sesenta  y  ciento  cuarenta  del  Código  de  Pro- 
cedimientos civiles,  prevéngase  al  Escribano  Don^Ignacio  Cienfueeos  devuelva 
los  autos  dentro  de  veinticuatro  horas,  apercibido  de  diez  pesos  de  multa  por 
cada  día  que  pase  sin  efectuar  la  devolución.  Lo  decretó  y  firmó  el  Señor  Juex. 
Doy  fé. 

Media  firma  del  Juez. 

Media  firma  del  Secretario. 

NOTIFICACIÓN  AL  PROMOVENTE.-En  los  términos  comunes. 

NOTIFICACIÓN  AL:ESCRIB  ANO.— En  la  misma  fecha  áJas  tres  do  la  tarde^ 
me  constituí  en  el  despacho  del  Escribano  Don  Ignacio  Cienfuegos,  y  estando 

ftresente,  le  notifiqué  el  decreto  anterior,  é  impuesto  de  su  contenido,  dijo:  que 
o  oye,  cumplirá  y*firmó.  Doy  fé. 

Firma  del  notificado. 

Media  firma  del  actuario. 

Si  no  se  verificare  la  devolución,  el  interesado  podrá  presentar  nuevo  escrito 
pidiendo  que  se  haga  efectivo  el  apercibimiento  y  se  recojan  desde  luego  los 
autos. 

En  los  juicios  verbales  la  promoción  se  hará  en  comparecencia. 


rebeldías. 

Comunmente  se  entiende  por  rebeldía  la  falta  de- contestación  á  la  demanda 
por  parte  del  demandado  que  ha  sido  emplazado  en  forma.  Este  es  el  sentido 
en  que  está  usada  la  palabra  en  les  artículos  933  y  942  del  Código  do  Prooodi- 
mientos  civiles.  Pero  en  un  sentido  más  lato  se  da  también  el  nomlire  da^reM^ 
día  á  toda  falta  de  acatamiento  á  Una  determinación  judieiai  6  del  ejercicio  do 
un  derecho  dentro  del  termino  señalado. 

Así,  pues»  en  caalquier  caso  en  que  ocurra  esa  omisión  podrá  acüsarao  re* 
iieldía.  í  :    . 
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Dejando  para  el  lugir  oportuno  indicar  la  forma  e)i  qtie  ha  de  acusarse  re- 
beldía al  demandado  por  falta  do  contestación  á  la  demanda,  pondremos  un 
ejemplo  que  se  refiera  á  caso  diverso. 

ISeñor  Juez  primero  de  lo  ciril: 

Cirilo  Rentería,  en  los  medios  preparatorios  del  juicio  que  tenffo  promoyidos 
oontra  Don  Pomposo  Izquierdo,  ante  usted  como  mejor  proceda  respetuosamen- 
te digo  que: 

En  escrito  de  quince  del  actual  solicitó  que,  préria  información  testimonial 
para  aet*editar  mi  carácter  de  legatario,  «o  previniese  al  Señor  izquierdo  exhi- 
biese el  téstapáiento  ^ue  obra  en  su  poder  de  la  finada  Señora  Doña  Soiedad 
Quintana,  De  mi  solicitud'  bé  corrió  traslado  al  mencionado  Señor  Izquierdo 
por  el  término  de  tres  días;  y  como  ese  término  haya  pasado  sin  que  dicho  Se- 
ñor haya  contestado  nada,  proeedc  que  mi  promoción  siga  la  tramitación  mar- 
cada por  la  ley.  En  tal  virtud, 

A  usted  Señor  Juez,  suplico  que,  teniendo  por  actisada  la  rebeldía  en  qne  ha 
incurrido  el  repetido  Señor  Izquierdo,  se  sirva,  con  fundamento  de  lo  dispuesto 
por  el  artículo  trescientos  diez  y  siete  del  Código  de  Procídimientos  civiles, 
proveer  desconformidad  oon  mi  petición,  por  ser  así  de  justicia,  que  protesto 
con  lo  necesario. 

México,  Julio  veinte  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Cirilo  Rentería. 


En  los  Estados  en  que  rija  todavía  el  Código  de  Procedimientos  de  1872,  ha- 
brá que  tener  pref;ente^ambién  los  casos  de  rebeldía  especificados  en  el  artículo 
1,380  de  dicho  Código  y  la  tramitación  especial  que  para  ellos  señalan  los  ar- 
tículos 1,381  á  1,405, 

En  estos  últimos  casos  la  forma  del  escrito  en  que  se  acuse  rebeldía  variará 
según  que  el  objeto  de  la  demanda  sea  una  cosa  cierta,  una  cantidad  líquida  6 
una  obligación  de  hacer  resoluble  en  pago  de  daños  y  peijuicios.  Pondremos» 
sin  embargo,  un  ejemplo  referente  al  postrer  supuesto. 

Señor  Juez  de  primera  instancia: 
Cirilo  Rentería,  en  los  autos  del  juicio  ordinario  que  sobre  cumplimiento  d^ 
'  un  contrato  de  aparcería  rural  tengo  promovido  contra  Don  Pomposo  Izquicr- 
'do,  ante  usted  como  mejor  proceda  respetuosamente  digo  que: 

Por  decreto  de  seis  del  actual  se  mandó  correr  traslado  de  mi  demanda  al 
Señor  Izquierdo  por  el  término  do  nueve  días.   Pasado  éste,  sin  que  se  hubiese 
presentado  contestación  alguna,  pedí  <\vlq^  se  le  ¿Itase  de  nuevo^  como  so  hizo, 
según  consta  en  autos¡  bajo  el  apercibimiento  de  darse  por  contestada  la  de- 
manda y^  seguirse  el  juicio  en  rebeldía.   Ala  segunda  citación  ha  sepfuido  el 
mismo  silencio  que  á  la  primera.  Estoy  por  lo  mismo  en  el  caso  de  pedir,  como 
A  usted,  Señor  Juez,  pido  que,  haciendo  efectivo  el  apercibimiento,  se  sirva 
Primero:  declarar  rebelde  á  Don  Pomposo  Izquierdo  y  mandar  en  consecuen- 
cia que  se  le  hagan  las  ulteriores  notificaciones. en  los  términos  prescritos  por 
^los  artículos  miltrescientos  ochenta  y  cuatro  y  mil  trescientos  ochenta  y  cinco 
del  Códi^  de  Procedimientos  civiles; 
Segundo:  dar  por  contestada  ní^gativamente  la  demanda;  y 
Tercero:  ordenar  que  el  demandado  deposite  la  cantidad  ae  tros  mil  pesos  ea 
«que  fijo  el  monto  de  los  daños  y  perjuicios  que  me  ha  ocasionado,  á  reserva  de 
<  estimarlos  por  peritos,^  y  en  caso  de  no  verificarse  el  depósito,  se.  embarguen 
» bienes  bastantes  á  cubrir  el  importe  de  la  demanda  y  de  las  costas. 
Así  procede  en  justicia  que  protesto  con  lo  necesario. 
Lugar  y  fecha. 

Cirilo  Rentería. 
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RECURSOS  CONTRA  LAS  RESOLUCIONES 
PRONUNCIADAS  EN  PRIMERA   INSTANCIA. 

I.  . 

Recurso  de  revocación, 

Se cencede  este  recurso  contra  lo6  autos  que  no  son «poiables  yoontra Ios>dd- 
eretos  que  no  8011  ¡rrevoeables  por  determinación  de  la  ley.  Deb^, interponerse 
en  el  acto  de  la  notificación  ó  dentro  de  las  veinticuatro  horas  sif^ientes,  ha- 
ciéndose en  este  último  caso  la  promoción  por  medio  de  comparecencia  ó  por  es- 
crito, según  iüere  la  naturaleza  del  juicio.  £l  juez  oirá  en  audiencia  verbal  alas 
dos  partes  dentro  de  los  tres  días  que  sigan  á  la  interposición  del  recurso,  si  no 
se  hubiere  óñ'écido  prueba:  en  caso  oontrario,  si  ao  estimare  conducente  la  prue- 
ba se  señalará  para  su  recepción  un  término  que  no  exceda  de  cinco  días,  y  -en 
el  mismo  decreto  se  citará  para  la  audiencia  dentro  de  los  tres  días  que  sigan  á 
la  conclusión  del  término  probatorio.  (Código  de  Procedimientos  civiles,  artí- 
culos 641  á  644.) 

£1  escrito  para  pedir  la  revooación  puede  iornularse  en  estos  términos: 

Sefior  JueB  primero  de  lo  civil: 
"  Cirilo  Rentería,  en  los  autos  del  juicio  de  consignación  que  tengo  promovido 
contra  D-  Pomposo  Izquierdo,  ante  usted,  como  mejor  proceda,  respetuosamen- 
te digo  que:^ 

A  mi  escrito  de  quince  del  actual,  en  ^ue  solicité  se  emplazase  á  D.  Pomposo - 
Iiquierdo  para  que  se  presentase  á  recibir  la  cantidad  consignada»  ó  en  vista  do 
su  negativa  se  formalizase  el  depósito  de  dicha  cantidad,  ha  recaído  decreto  por 
el  cual  se  manda  correr  traslado  á  la  parte  demandada  por  el  término  de  nueve 
días.  No  obstante  el  respeto  que  por  todos  conceptos  me  merece  el  Juzgado, 
creo  que  el  trámite  á  que  aludo  es  evidentemente  irregular,  supuesto  que  no  se 
trata  de  un  juicio  ordinario,  sino  de  un  juicio  sumario,  según  )as  prescripciones 
expresas  contenidas  en  los  artículos  1562  del  Código  civil  y  949,  fracción  VIII 
del  de  Procedimientos  civiles.  Para  subsanar  el  error  indudablemente  involun- 
tario á  que  me  refiero  y  regularizar  á  la  vez  el  procedimiento,  me  es  forzoso  re- 
currir á  la  reconocida  integridad  del  mismo  Juzgado  y  pedir,  como 

A  usted,  Señor  Juez,  pido  que,  previa  la  audiencia  de  ley,  se  sirva  revocar  el 
mencionado  decreto,  por  proceder  así  en  términos  de  estricta  justicia  que  protes-- 
to  con  lo  necesario.^ 

México,  Julio  quince  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Cirilo  Rentería. 

BA20N.— Presentado  en  su  fecha  á  las  diez  de  la  mañana.  Conste. 

Media  firma  del  Secretario  ó  del  Oficial  Mayor. 

DECRETO.— México,  Julio  diez  y  seis  de  mi  ochocientos  noventa  y  uno. 
Se  señala  para  la  audiencia  de  ley  las  once  de  la  mañana  del  día  veinte  del 
Actual.  Lo  deoretó  y  firmó 'Cl  Señor  Juez.  Doy  fé. 

De  la  Rosa.  • 

Tapia,  Secretarío. 

NOTIFICACIONES.— En  los  términos  ordinarios. 

AUDIEN^CIA.— En  veinte  del  mismo  Julio,  á  la  hora  señalada  comparecieron 
los  Señores  Don  Cirilo  Rentería  y  Don  Pomposo  Izquierdo,  y  el  primero,  re- 
produciendo su  escrito  del  día  quince  pidió  que  se  revocase  el  decreto  á  que  haoe- 
referencia  el  mismo  escrito,  en  virtud  de  ser  un  hecho  innegable  que,  conforme 
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alas  prescripciones  expresas  de  los  artículos  rail  quinientos  sesenta  y  ^os  del  C6-- 
digro  civil  y  noyecientos  cuarenta  y  nueve,  fracción  octav*  del  de  ProcedhnientOB" 
civiles,  debe  ser  sumaria  y  no  ordinaria  la  vía  que  corresponde  al  presante  jui- 
cio. El  Señor  Izquierdo,  por  su  parte,  pidió  que  no  se  accediese  á  la  revocación, 
|>or  ser  improcedente,  pues  que  en  todo  ca»o  el  decreto  sería  apelable,  j)ero  no 
revocable  por  la  misma  autoridad  que  lo  dicto,  y  que  no  habiéndose  interpuesto 
el  recurso  que  le^almente  correspondía,  era  indudable  que  dicho  decreto  había 
causado  ejecutoria.  El  Señor  Juez,  atento  lo  alegado  pOr  las  partes, 'dio  porfer- 
minada  la  audiencia,  citando  para  resolución,  de  lo  que  quedaron  impuestos  ios 
interesados  y  firmaron  con  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 

Dd  la.  Kosa. 

Cirilo  Rentería,  Pomposo  Izquierdo. 

Tapia,  Secretario. 

AUTO. — México,  Julio  veintiuno  de  mil, ochocientos  noventa  y  uno. 

Yietos  estos  autos  en  el  punto  de  revocación;  y  considerando  que  es  un  hecho 
plenamente  comprobado  por  las  mismas  actuaciones,  que  el  presente  juicio  tiene 
por  objeto  una  consignación  propiamente  dicha,  esto  es,  la  que  se  promueve  des- 
pués^ de  ha(»erse  intentado  el  ofrecimiento  del  pago,  y  con  el  nn  de  que  si  el  acree- 
dor insiste  en  su  negativa,  se  formalice  con  su  conocimiento  el  depósito  de  la 
cantidad  consignada;  que  es,  por  lo  tanto,  indudable  que  debe  ser  snmaria  y  ne 
ordinaria  la  tramitación  áque  ha  de  ajustarse,  supuesta  la  prevención  expresa 
de  los  artículos  mil  quinientos  sesenta  y  dos  del  Código  civil  y  novecientos  cua- 
renta y  nueve,  fracción  octava  del  de  Procedimientos  civiles,  la  que  sólo  dejó  de 
obsequiarte  por  distracción  involuntaria  del  Juzgado.  Perlas  razones  expues- 
tas y  con  fundamento  de  las  disposiciones  legales  citadas,  debía  declararse  y  se 
declara:  Es  de  r3vocarae  y  se  revoca  el  decreto  de  seis  del  corriente. 

Así  lo  proveyó  y  firmó  el  Señor  Juez.  Doy  fé. 

De  la  Rosa. 

Antonio  Tapia,  Secretario, 

NOTIFICACIONES.— En  los  términos  de  costumbre. 

^  £1  auto  en  que  se  deniegue  la  revocación  tendrá  la  misma  forma  que  el  ante- 
rior sin  otra  diferencia  que  la  de  los  fundamentos. 


II. 

Recurso  de  apelación. 

El  recurso  de  apelación  procede  por  regla  general  contra  las  sentencias  defi- 
nitivas.^ Contra  las  interculotorias  ó  autos  sólo  procede  cuando  tienen  fuerza  • 
de  definitivas,  esto  es,  cuando  causan  gravamen  que  no  puedo  repararse  en  la 
sentencia,  ó  cuando  la  ley  lo  dispone;  pero  en  este  caso  es  condición  precisa  que 
sea  apelable  la  sentencia  del  juicio  en  que  se  dicta  el  auto.  (Código  de  Proce- 
dimientos civiles  artículos  657  á  659). 

Debe  interponerse  en  el  acto  de  la  notificación  ó  dentro  de  tres  días  impro- 
rrogables si  la  sentencia  apelada  fuere  interlocutoria,  y  dentrode  cinco  si  fuere 
definitiva.  En  ambo^  casos  el  apelante  hará  uso  de  términos  moderados  abste- 
niéndose de  denostar  al  iuez  (artículos  662  y  663). 

Una  vez  interpuesta  la  apelación  den^ro^  de  término,  lo  cual  certificará  la 
Secretaría,  la  admitirá  sin  sustanciación  alguna,  si  procediere  legalmente. 
En  caso  de  duda,  correrá  traslado  de  la  petición  á  la  parte  contraria  (artículos 
«64  y  666). 

Si  la  apelación  fuere  admitida  én  los  efectos  suspénsiiro  y  devolutivo,  el  jnez 
remitirá  los  autos  al  Tribunal  Superior  dentro  de  cuarenta  y  ocho  horas-  Silo  - 
üiere  solamente  en  el  efecto  devolutivo,  el  juez  remitirá  solamente  testimonio 
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de  las  constancias  qua  señalaren  las  partos,  á  fin  de  qae  no  se  supenda  la  eje- 
nación  de  la  resolución  apelada.  Sin  embarco,  tratándose  de  sentencia  defini- 
tiva, se  procederá  de  una  manera  inrersa,  remitiéndose  los  autos  al^  Tribunal 
Superior  y  dejándose  en  el  Juzgado  copia  certificada  de  la  sentencia  y  de  las 
constancias  que  se  estimen  necesarias,  con  el  objeto  qu9  pueda  ejecutarse  dicha 
sentencia,  previa  fianza  que  se  exigirá  á  la  parto  ínter  tisada.  (Artículos  668,  667» 
655  y  656). 

£n  uno  ú  otro  caso,  al  admitirse  la  apelación,  »o  emplazará  alas  partes,  se- 
.fialando  al  apelante  el  término^  de  cinco  días  para  presentarse  á  continuar  el 
recurso  ante  el  Tribunal  Superior,  cuando  éste  resida  en  la  ¡misma  localidad. 
Si  residiere  en  punto  distinto,  á  los  cinco  días  se  agregará  un  día  más  porcada 
veinte  kilómetros  de  distancia,  ó  fracción  que  exceda  de  diez.  (Artículos  666  á 


A- 

Apelación  de  sentencias  definitivas 

El  escrito  para  apelar  de  sentencias  definitivas  puede  formularse  de  la  ma- 
niera siguiente: 

ESCKITO  DE  APELACIÓN,— Señor  Juez  primero  de  lo  civil: 

Pomposo  Izquierdo,  en  los  autos  del  juicio  ordinario  que  sobre  reirindica- 
'  ción  de  la  casa  número  quince  de  la  calle  de  Jesús  María,  sigue  contra  mí  Don 
Cirilo  Rentería,  ante  usted  como  mejor  proceda  respatuosamente  digo  (]ue: 

Con  fecha  primero  del  actual  se  ha  servido  usted  pronunciar  sentencia,  defi- 
nitiva condenándome  á  la  devolución  de  la  casa  expresada,  de  sus  productos  du* 
jrante  cuatro  años  y  al  pago  de  costas  y  gastos  del  juicio. 

Profundo  es  el  respeto  que  me  merece  la  decisión  del  juzgado;  pero  como  á- 
pesar  de  este  respeto  profundo,  tengo  la  persuasión  de  que  dicha  decisión  me 
irroga  agravios  palmarios,  me  veo  en  la  necesidad  de  apelar  de  ella.  Por  lo 
tanto, 

^  A  usted,  Señor  Juez,  supUco  ^ue,  teniendo  por  intei;pue8ta  la  apelación  en 
tiempo  y  forma,  se  sirva  admitirla  en  ambos  efectos  y  mandar  que  se  remitan 
los  autos  al  Tribunal  Superior,  por  proceder  así  en  justicia  que  protesto  con  lo 
necesario. 

México,  Agosto  tres  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Pomposo  Izquierdo. 

Cuando  la  apelación  se  interponga  en  el  acto  mismo  déla  notificación,  podrá 
hacerse  en  esta  forma: 

APELACIÓN  EN  EL  ACTO  DE  LA  NOTIFICACIÓN.— En  tres  del  mismo 
Agosto,  presente  en  el  Juzgado  el  Señor  Don  Pomposo  Izquierdo,  le  notifiqué 
la  sentencia  anterior,  é  impuesto  de  ella,  dijo:  que  la  oye  y  hablando  con  el 
respeto  debido  apela  de  ella,  y  firmK$.  Doy  fe. 

Pomposo  Izquierdo. 

Media  firma  del  actuario. 

La  Secretaría,  según  antes  se  ha  indicado,  tiene  el  deher  de  certificar  si  d 
-recurso  ha  sido  ó  no  interpuesto  en  tiempo  hábil  y  i>ara  cumplir  sin  dificultad 
con  esta  obligación,  cuidará  de  hacer  constar  á  continuación  de  las  notificacto- 
-nes  el  día  en  que  comienza  y  aquel  en  que  concluye  el  término  señalado  para  fa 
interposición  del  recurso  de  que  se  trata. 

Esta  razón  y  la  certificación  correlactiva  se  ponen  generalmente  en  estos  t^- 
minos: 

RAZÓN.— El  término  de  cinco  días  para  interponer  el  recurso  de  apelaoi6a 
v^ comenzó  á  correr  en  tal  fecha  y  concluirá  en  tal  otra.  Conste. 

Media  firma  del  Secretario. 
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CERTIFICACIÓN.— El  suscrito  Secretario  certifica:  que  ol  recurso  de  apela- 
ción  á  que  se  refiere  la  anterior  comparecencia  ó  el  escrito  respectivo  do  tal  fe- 
cha, ha  sido  interpuesto  denti'o  del  término  legal. 

Lugar  y  fecha. 

Firma  del  Secretario. 

En  vista  de  la  certificación  de  la  Secretaría  y  de  la  contestación  de  la  parte 
eontruria,  en  caso  de  que  se  le  hubiese  corrido  traslado,  el  juez  proveerá  admi- 
tiendo 6  denegando  el  recurso.  £1  proveído  en  el  primer  sentido  podrá  ser  en  ia^ 
forma  siguiente: 

AUTO  ADMITIENDO  EN  AMBOS  EFECTOS  LA  APELACIÓN  DE 
SENTENCIA  DEFINITIVA.— México,  Agosto  cuatro  de  mil  ochocientos  no- 
Teota  y  uno. 

Estando  interpuesto  el  recurso  de  apelación  en  tiempo  y  forma,  se  declara  con 
fundamento  del  artículo  657  del  Código  de  Procedimientos  civiles,  que  es  de  ad- 
mitirse y  se  admite  en  ambos  efectos,  señalándose  al  apelante  el  término  de  cin- 
co dias  para  presentarse  á  continuarlo  ante  el  Tribunal  Superior,  á  quien  se  re- 
mitirán los  autos  dentro  del  tiempo  marcado  por  la  ley.  Lo  proveyó  y  firmó  el; 
Señor  Juez.  Doy  fé.  • 

Media  firma  del  juez. 

Firma  entera  del  Secretario. 

Después  de  las  notificaciones  de  estilo,  «e  remitirán  los  autos  del  Tribunal 
Superior  con  un  oficio  parecido  á  éste: 

OFICIODE  REMISIÓN.— En  virtud  de  la  apelación  interpuesta  por  Don 
Fompoflo  Izquierdo  contra  la  sentencia  pronunciada  en  el  juicio  ordinario  que 
es  BU  contra  ha  siguido  Don  Cirilo  Rentería,  tengo  el  honor  de  remitir  á  vd.  en 
cuarenta  y  seis  fojas  útiles  los  autos  relativos,  á  fin  de  que  se  sirva  darles  el 
earso  que  corresponde. 

Libertad  y  Constitución.  México,  Agosto  7  de  1891. 

Firma  del  juez. 
Al  Secretario  de  acuerdos  del  Tribunal  Superior. 

Presente. 

Cuando  se  admita  Ja  apelación  en  un  sólo  efecto,  habrá  que  prevenir  que  se 
<!eje  en  el  Juzgado  testimonio  de  la  sentencia  y  de  las  demás  constancias  que 
Bean  necesarias  para  sü  ejecución,  en  caso  de  que,   previa  fianza,  se  solicite. 

Así,  pues,  la  forma  del  auto  será  poco  más  á  menos  la  que  sigue. 

AUTO  ADMITIENDO  EN  UN  SOLO  EFECTO  LA  APELACIÓN  DE 
SENTENCIA  DEFINÍ  riVA.— México,  Agosto  cuatro  de  mil  ochocientos  no- 
venta  y  uno. 

Estando  interpuesto  el  recurso  de  i^pelación  en  tiempo  y  fprma  con  fundamen- 
to del  artículo  tantos  del  Código  de  Procedimientos  civiles,  se  declara  que  es  de 
admitirse  y  se  admite  en  el  efecto  devolutivo,  señalándose  b,\  apelante  el  término 
de  cinco  días  para  presentarse  á  continuarlo  ante  el  Tribunal  Superior,  á  quien 
se  remitirán  los  autos,  dejándose  en  el  Juzgado  testimonio  de  la  sentencia  y  de 
tales  y  cuales  constancias  para  su  ejecución.  Lo  proveyó  y  firmó  el  Señor  Juez. 
Doy  fé. 

Media  firma  del  Juez. 

Firma  del  Secretario. 

Las  notificaciones,  y  el  oficio  de  remisión  se  redactarán  en  los  términos  an- 
tos  indicados. 
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B. 

Apelación  de  sentencias  interlocutorias. 

La  apelación  de  sentencias  interlocutorias  debe  interponerse  en  los  mismos 
términos  que  la  de  sentencias  definitivas  con  solo  las  modificaciones  consiguien- 
tes á  hi  diversidad  de  las  resoluciones  apeladas.  Haremos,  por  lo  tanto,  punto 
omiso  de  los  formularios  correspondientes  á  la  apelación  en  ambos  efectos  de 
las  sentencias  expresadas,  y  concretaremos  nuestros  ejemplos  al  caso  en  que 
las  mismas  sentencias  sean  apelables  solamente  en  el  efecto  devolutivo,  por  ser 
el  que  ofrece  diferencias  más  perceptibles  respecto  de  la  forma  ya  indicada. 

ESCEITO  PARA  APELAR  DE  SENTENCIA  ÍNTERLOCÜTORIA,— Se- 
ñor Juez  primero  de  lo  civil: 

Pomposo  Izquierdo,  en  los  autos  del  juicio  que  sobre  rescisión  de  contrato  de 
arrendamiento  me  tiene  promovido  Don  Cirilo  Rentería,  ante  usted  como  me- 
jor proceda  respetuosamente  digro  que: 

Por  auto  de  ayer  se  ha  servido  usted  declarar  improcedente  la  prórroga  del 
término  probatorio  que  solicité  én  mi  último  escrito;  y  como  á  pesar  del  respe- 
to sincero  que  la  resolución  me  merece,  tengo  la  creencia  deque  me  causa  agrá- 
tíos  de  trascendencia,*estimo  un  deber  ineludible  apelar  de  ella.  Así,  pues, 

A  usted  suplico  que  teniendo  por  interpuesto  el  recurso  en  tiempo  y  fotma,  se 
sirva  admitirlo  en  ambos  efectos  y  mandar  remitir  los  autos  al  Tribunal  Sn-> 
perior.  ^      ^ 

Es  juiticia  que  protesto  con  lo  necesario. 

México,  Agosto  tres  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Pomposo  Izquierdo. 

Presentado  el  escrito  anterior,  la  Siecretaría  certificará  si  el  recurso  ha  8Íd<r 
interpuesto  en  término,  y  en  caso  afirmativo,  el  juea  proveerá,  por  ejemplo*. 

AUTO  ADMITIENDO  LA  APELACIÓN  SOLO  EN  EL  EFECTO  DEVO-. 
LÜTIVO. — México,  Agosto  cuatro  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

En  atención  á  que  el  auto  recurrido  recayó  en  la  tramitación  de  un  juicio 
sumario,  con  fundamento  del  artículo  seiscientos  cincuenta  y  liueve  del  Código 
de  Procedí m i antos  civiles,  se  admite  la  apelación  solamente  en  el  efecto  devo- 
lutivo.^  En  consecuencia,  expídase  al  apelante  testimonio  de  las  constancias  que 
pidiere,  señalándosele  el  término  de  cinco  días  para  presentarse  ante  el  Tribu- 
nal Superior  á  continuar  el  recurso.  As^  lo  proveyó  y  firmó  el  Señer  Jues 
Doy  fé. 

De  la  Rosa.  Antonio  Tapia,  Secretario. 

El  apelante  al  tiempo  de  ser  notificado,  podrá  señalar  las  conatancias  que  jus^ 
.gue  necesarias,  en  estos  ó  parecidos  términos: 

En  la  misma  fecha,  presente  en  el  Juzgado  el  Señor  Don  Pomposo  Izquier- 
do, le  notifiqué  el  auto  anterior  é  impuesto  de  su  contenido,  dijo:  quo  lo  oye  y 
pide  se  le  expida  testimonio  del  auto  que  se  le  notifica»  del  escrito  de  demanda 
y  4e  la  cpn testación;  y  firmó.  Doy  fé. 

Pomposo  Izquierdo.!  Media  firma  del  actuario. 

Dada  cuenta  con  la  anterior  comparecencia,  se  proveerá: 
Lugar  y  fecha.— Como  lo  pide. 

Medias  firmas  del  Juez  y  del  Secretario. 

Cuando  en  el  acto  de  la  notificación  no  se  señalaren  las  constancias  cuya  co» 
pifk  se  estime  necesaria  para  mejorar  el  recurso,  habrá  que  hacerlo  por  medio 
<ie  otro  escrito. 
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£1  testimonio  tiene  Ia>  forma  de  un  cerii&e&é'i  com4n  y  oorrieate^  mí: 

Antonio  Tapia,  Secretario  delJuzgado  primero  de  lo  dril, 

Certitico  que  en  los  autos  del  jutcm  sumario  que  Bobre  rescisión  de  oontrato 
'de  arrendamiento  tieno  promovido  Don  Cirilo  Rentería  contra  Don  Pomposo 
Izquierdo,  obran  las  constancias  siguientes:  , 

(Aquí  se  insertarán  las  constancia s«) 

X  en  cumplimiento  de  lo  mandado  por  el  Señor  Juee  en  auto  de  tal  fecliA, 
expido  el  presente  en  M<éxieo,  á  tantos  de  tal  mea  y  año. 

Antonio  T?apia,  Secretario. 


RECURSO  DE  DENEGADA  APELACIÓN. 


CJontra  ■  eí- auto  en  que  eljüeií  de  primera  instancia  déniegrue  la  admisión  de 
una  apelación,  procede  el  fecursó  de  denegada  apelación,  que  se  interpandrá 
verbuímente ^n  el  acto  de  la  notificación,  ó  por  iebcrito  dentro  de  tres  días,  con- 
tados desde  la  fecha  de  la  misma  notificación'.  El  juez,  sin^  sust-anciaoión-  algtt* 
na,  y  sin  suspender  los  procedimientos,  mandará  expedir  en  el  tórniino  d^  cinco 
días  un  certificado  firmado  por  él  y  por  el  Secretario,  en  el  que  despué?  de  dar- 
se una  id^6a  brcre  yx;lara  dé  la  materia  sobro  que  verse  el  juicio,  de  su  natura- 
leza y  estado,  y  del  punto  sobre  el  cual  haya  recaído  el  auto  apelado,  se  inser- 
tarán éste^  el  que  lo  haya  declarado  inapel,ible,  y  las  constancias  que  las,  partes 
designen  en  el  acto  de  Tiacérselos  la  notificación  ó  dentro  de  las  veinticuatro 
horas  siguientes,  expensando  cada  parte  las  estampillas  necesarias  para  expe- 
dir las  constancias  que  designe.  Cuando  el  juez  y  el  Tribunal  Superior  residan 
en  el  mismo  lugar,  el  interesado  se  presentará  á  éste  dentro  del  improrrogable 
término  de  tres  días,  contados  desde  la  fecha  en  que  el  juez  haya  firmado  el 
certificado.  Si  el  tribunal  residiese  -en  lugar  distinto,  á  los  tres  días  señalados 
se  a|fregaráuno  por  cada  veinte  kilómetros  de  distancia,  ó  fracción  que  exceda 
de  diez.   (Código  de  P^ooedimientos  civiles,  artículos  .689  á  692.) 

Teniendo  presentes  estas  reglas,  el  recurso  puede  ajustarse  al  formulario  si- 
.guíente: 

ESCRITO  PARA  INTERPONER  EL  RECURSO  DB  DENEGADA  APE- 
LACIÓN.— Señor  Juez  primero  de  lo  civjl: 

Pomposo  Izquierdo,  en  los  autos  del  .juicio  ordinario  que  sobre  reivindicaciiSii 
do  la  casa  número  quince  de  la  calle  de  Jesús  María  me  ha  promovido  Don  CS- 
rilo  Rentería,  ante  usted  como  mejor  proceda  respetuosamente  digo  que: 

Por  auto  de  primero  del  actual  se  ha  servido  usted  declarar  improcedente  I» 
apelación  interpuesta  contra  el  diverso  auto  en  ^ue  se  decidió  no  haber  lugar  á 
denunciar  el  pleito  á  Don  Cipriano  Solís,  de  quien  hube  la  finca  que  se  mere- 
cíanla. Tal  resolución,  salvo  el  respeto  debido  al  Juzgado,  me  ocasiona  agra- 
vios que  importa  á  mis  intereses  no  dejar  pasar  sin  hacer  uso  de  los  recursos 
que  para  la  reparación  de  aquellos  conceden  las  leyes.  En  esta  virtud,  inter^ 
^pongo  contra  dicho  auto  el  recurso  de  denegada  apelación,  y 

A  usted  suplico  que,  teniéndolo  por  interpuesto  en  tiempo  y  forma,  se  sirva 
mandar  expedii-me  el  certificado  correspondiente,  por  proceder  así  en  térnunos 
-de  justicia  que  protesto  con  lo  necesario. 

México,  Agosto  cuatro  de  mil  ocliocientos  noventa  y  uno. 

Pomposo  Isquierdo. 

DECRETO, — México,  Agosto  cinco  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Estando  interpuesto  el  r^urso  dentro  del  término  legal,  expídase  al  recu- 
rrente el  certificado  que  solicita  con  las  inserciones  que  señalare,  emplazándolo 
para  que  se  presente  al  Tribunal  Superior  á  continuar  el  recurso  dentro  de  tres 
días,  coHtadM  desde  lafeeña/en  que  se  lé  entregue  el  oartificada»  Aai  lo  deoretó 
y  firmó  el  Seáor  Juez.  Doy  fé. 

De  la  ftosa. 

Tapia^  Sacretario. 
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Notificado  el  decreto  anterior  y  señaladas  las  coBStancias  que  se  ettimen  ne 
cesarías,  se  expedirá  al  interesado  el  certificado  de  ley  en  estos  términos: 

CERTIFICADO.— Juan  de  la  Rosa,  Juez  primero  de  lo  civil  de  la  capital, 
Certifico  que  en  el  juicio  ordinario  ipromovido  por  Don  Cirilo  Rentería  con- 
tra Don  Pomposo  Izquierdo,  sobre  reiyindicacién  de  la  casa  ndmero  quince  de 
]a  calle  de  Jesús  María,  se  pronunció  con  fecha  veintiocho  de  Julio  próximo 
pasado  el  siguiente  auto:— ''Con  fundamento  del  artículo  ciento  veintiocho  del 
Código  de  rrocedimientoa  civiles,  no  ha  lugar  &  susnender  el  curso  del  juicio- 
entre  tanto  se  denuncia  el  pleito  á  Don  Cipriano  Solís,  como  se  solicita  en  el 
anterior  escrito/*— De  este  auto  apeló  el  demando,  y  sustanciado  el  recurso  con 
mudiencia  de  la  parte  contraria,  se  declaró  por  auto  do  primero  del  actual  lo 
que  sigue:  **No  importando  el  autd  apelado  perjuicio  alguno  irreparable,  no 
es  do  admitirse  y  no  se  admite  la  apelación'  interpuesta." — Contra  esta  última 
resolución  ha  interpuesto  el  mismo  denmndado  el  recurso  de  denegada  apela- 
ción, admitido  el  cual,  se  ha  mandado  expedirle.^el  presente  certificado  para 
que  pueda  continuar  dicho  recurso  ante  la  superioridad. 

Y  para  los  efectos  legales,  extiendo  el  presente  en  México  á  siete  de  Agosta 
de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Juan  de  la  Rosa. 

Antonio  Tapia,  Societario. 

NOTA.— Se  hace  constar  que  el  presente  certificado  se  entrega  hoy  á  las  doce- 
y  inedia  del  día  á  Don  Pomi>oso  Izquierdo. 
México,  Agosto  siete  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Antonio  Tapia,  Secretario. 


ACLARACIÓN  DE  SENTENCIA. 


r<  La  aclaración  de  sentencia  es  otro  de  los  recursos  concedidos  por  el  Código 
de  Procedimientos  civiles  del  Distrito  Federal  contra  toda  clase  de  sentencia» 
definitivas,  y  por  consiguiente,  contra  las  de  primera  instancia.  Debe  interpo- 
nerse ante  el  mismo  juez  que  haya  pronunciado  la  sentencia,  dentro  del  termi- 
no improrrogable  de  tres  días,  contados  desde  la  notificación  del  falle  al  que 
Sida  la  aclaración,  y  por  escrito  ó  en  comparecencia,  según  fuere  la  naturaleza 
el  juicio,  señalándose  de  una  manera  precisa  la  contradicción,  ambigüedad  ú 
oscuridad  de  las  cláusulas  ó  palab<-as  cuya  aclaración  se  solicite,  ó  el  hecho  que 
se  haya  omitido  y  cuya  falta  se  reclame.  Cuando  la  sentencia  haya  condenado 
al  pago  de  frutos,  intereses  ó  daños  y  perjuicios,  sin  fijar  cantidad  líquida  ni  ba- 
ses para  hacer  la  liquidación,  el  recurrente  expondrá  las  que  en  su  concepto  ha- 
yan de  adoptarse,  acompañando  los  datos  conducentes.  Del  escrito  ó  compare-^ 
cencia  en  que  se  pida  la  aclaración  se  dará  traslado  por  tres  días  á  la  parte  con- 
traria, y  el  juez,  en  vista  de  lo  expuesto  por  las  partes  y  sin  otro  trámite,  den- 
tro de  tres  días  de  presentado  el  último  escrito  ó  contestación,  aclarará  la  sen- 
tencia, decidirá  no  haber  lugar  á  ella  ó  resolverá  lo  que  proceda  acerca  del  pun- 
to omitido,  pero  sin  que  pueda  en  ningún  caso  variar  la  parte  sustancial 
de  la  sentencia.  (Código  de  Procedimientos  civiles,  artículo  629  á  636.) 

Hé  aquí  los  términos  en  que  puede  interponerse  el  recurso  y  la  tramitación 
consiguiente: 

B^gCRITO  PARA  PEDIR  ACLARACIÓN  DE  SENTENCIA.— Seüor  Jne^ 
primero  de  lo  civil: 

Cirilo  Rentería,  en  el  enademo  principal  de  los  antea  del  juicio  ordinario  ^oe- 
Bobre  reivindicación  de  la  casa  número  quince  de  la  ealle  de  Jetúfl  María- si^o 
contra  Don  Pomposo  Izquierdo,  ante  usted  como  mejor  proceda  respetuosamen- 
te digo  gue:  ,  .  .    ,      .  . 

En  primero  del  coiriente  se  ha  servido  usted  pronunciar  sentencia  definitiya,,. 
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condenando  al  demandado  á  la  devolución  de  la  fínca  reclamada,  de  bus  produc- 
tos durante  cuatro  años  y  al  pago  de  grastos  y  costas  del  juicio.  Esta  sentencia» 
si  bien  me  otorgfa  la  justicia  que  reclamo  y  que  en  derecho  me  corresponde, 
contiene  una  omisión  de  alguna  gravedad,  que  puede  originar  serias  difículta- 
des  al  tiempo  de  la  ejecución,  pues  no  expresa  la  cantidad  líquida  que  c^l  Sr.  Iz- 
quierdo  debe  devolver  por  productos  de  la  casa  referida.  Para  subsanar  la  erni. 
8Íón  indicada  y  evitar  dificultades  posteriores,  me  veo  en  el  caso  de  pedir, 
como 

A  usted  pido,  que  se  sirva  aclarar  dicha  sentencia,  fijando  la  cantidad  que  por 
importe  de  productos  debo  devolver  el  SeSoí  Izquierdo,  tomando,  ei  á  bien  lo 
tiene,  como  base  para  la  regulación,  la  suma  de  cincuenta  y  ocho'pesos  que  rinde 
cada  mes  la  repetida  finca,  según  lo^  documentos  que  acompaño.  Asi  procede 
en  justicia,  que  protesto  con  lo  necesario, 

México,  Agosto  cuatro  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Cirilo  Rentería. 

BAZON  de  la  presentación  en  los  términos  comunes. 

DECRETO. — México,  Agosto  cuatro  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 
Traslado  por  tres  días  á  la  parte  contraria.  Lo  decretó  y  firmó  el  Señor  Juez. 
Doy  fé. 

De  la  Rosa. 

Tapia,  Secretario, 

NOTIFICACIONES  en  la  forma  de  estilo. 

CONTESTACIÓN  DE  LA  PARTE  CONTRARIA.-Scñor  Juez  primero  de 
lo  civil: 

Pomposo  Izc^uierdo,  en  el  cuaderno  principal  de  los  autos  del  juicio  ordinaria 
^ue  sobre  reivindicación  de  la  casa  número  quince  de  la  calle  de  Jesús  María 
sigue  contra  mí  Don  Cirilo  Rentería,  ante  usted,  como  mejor  proceda,  respetuo^ 
sámente  digo  que: 

Se  me  ha  corrido  traslado  del  escrito  en  que  Don  Cirilo  Rentería  solicita  se 
aclare  la  sentencia  de  primero  del  actual,  fijándose  la  cantidad  que  debo  satis- 
facer por  importe  de  los  productos  de  la  casa  exp»resada  durante  cuatro  años, 
teniéndose  al  efecto  como  base  la  cantidad  de  cincuenta  y  ocho  pesos  que,  se- 
^n  el  Señor  Rentería,  rinde  cada  mes  la  finca  de  que  se  trata. 

Por  mi  parte,  no  estoy  ni  puedo  estar  conforme  con  la  base  propuesta;  por- 
que, si  bien  es  cierto  que  conforme  á  los  contratos  y  recibos  exhibidos  por  el 
Señor  Rentería,  aparece  la  casa  con  un  producto  de  cincuenta  y  ocho  pesns  cada 
mes,  debe  tenerse  en  cuenta  que  esa  cantidad  no  es  el  producto  líquido,  supues- 
to que  de  ella  había  que  pagar  las  contribuciones  causadas  y  las  composturas 
pocas  ó  muchas  quo  demanda  la  conservación  de  toda  finca.  Además,  hay  tam- 
bién que  tener  presente  que  por  el  estado  de  deterioro  en  que  se  encuentra  la 
casa  á  causa  de  su  antigüedad,  no  puede  en  la  actualidad  rendir  los  mismos  pro- 
ductos quo  hace  ocho  años  que  se  otorgaron  los  contratos  y  recibos  exhibidos. 
Así,  pues,  por  las  razones  apuntad  « ,     ^  ^ 

A  usted  suplico  que  se  sirva  declarar  inadmisibles  las  bases  propuestas  per  la^ 
parte  actora. 

Es  justicia  que  protesto  con  lo  necesario. 

México,  Agosto  seis  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 


Pomposo  Izquierdo. 


BAZON  do  la  presentación  del  anterior  escrito. 


DSCEETO.^Agréguese  á  sus  antos  el  anterior  escrito,  teniéndose  por  eva^ 

Tomo  11.-19 
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cuado  el  traslado  y  cítese  para  resolución.   Lo  decretó  y  firmó  el  Señor  Juca. 
Doy  fó. 

De  la  Rosa. 

Tapia,  Secretario. 

NOTIFICACIONES  en  la  formí  ordinaria. 

AUrO  ACLARATORIO  DE  LA  SENTENCIA.— México,  Agosto  ocho  de 
mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

V'Í8C03  estos  autos  en  el  punto  de  aclaración  de  sentencia;  y 

Considerando  primero:  que  en  el  fallo  del  día¡primero  diií  actual,  al  conde- 
narse á  la  parte  demandada  á  la  devolución  de  los  productos  de  la  finca  recla- 
mada percibidos  durante  cuatro  afios,  se  omitió  efectivamente  fijar  la  cantidad 
líquida  que  por  esos  productos  debe  satisfacerse,  y  que  por  lo  mismo  procede 
evidentemente  la  aclaración  solicitada.  -  . 

Considerando  eegfundo:  que  de  los  contratos  y  recibos  exhibidos  por  la  par- 
te actora  aparece  plenamente  demostrado  que  la  finca  reclamada  rinde  cincuen- 
ta y  ocho  pesos  c^da  raes,  sin  que  haya  prueba  en  contrario  que  desvirtúe  es» 
demostración  v  sin  qne  sea  obstáculo  para  admitir  como  base  para  la  liquida*- 
ción  esa  cantidad,  la  circunstancia  de  expresar  el  producto  hruto  de  la  expresa- 
da finca,  puesto  que  de  ella  pueden  hacerse  perfectamente  las  deducciones  que 
se  justifiquen  debidamente. 

Voy  las  razones  expuestas  y  con  fundamento  de  les  artículos  seiscientos  ocho» 
seiacientos  nuove,  seiscientos  veintinueve  y  seisciontos  treinta  y  cinco  del  Có- 
diofo  de  Procedimientos  civiles,  se  resuelve  que  es  de  aclararse  y  se  aclara  Is 
segunda  de  las  resoluciones  con  que  termina  la  sentencia  de  primero  del  actual, 
en  los  términos  siguientes: 

Se  le  condena  al  Sr.  D.  Pomposo  Izquierdo  á  la  devolución  de  los'productos 
de  la  misma  finca  percibidos  durante  cuatro  años,  á  razón  de  cincuenta  y  óého 
pesos  cada  mes,  con  deducción  del  importe  do  las  contribuciones  y  demás  gaa- 
tos  que  se  justificaren  debidamente. 
.     Así  lo  proveyó  y  firmó  el  Séüor  Juez.  Doy  fé. 

De  la  Rosa. 

Antonio  Tapia,  Secretario. 

NOTIFICACIONES  en  los  términos  ordinarios. 


Recurso  de  casación. 

Conforme  al  Código  de  Procodimientos  civiles  del  Distrito  Federal,  procede 
el  recurso  de  casación  contra  las  sentencias  definitivas  pronunciadas  por  los 
jueces  menores  en  negocios  cuyo  interés  exceda  de  cien,  pero  no  de  quinientos 
pesos,  y  que  importen  la  violación  de  las  leyes  aplicables  á  los  derechos  centro^ 
vertidos  6  4  las  que  arreglan  el  procedimiento.  (Ccdigo  de  Procedimientos,  ar- 
tículos 1047,  fracción  2.  •«  y  699.) 

El  recurso  debe  interponerse  dentro  del  término  improrrogable  de  cuatro  d fus 
por  escrito,  si  se  tratare  de  juicio  mercantil,  y  por  comparecencia  en  los  demás 
casos,  citándose  la  ley  infringida  y  precisándose  el  hecho  en  que  consiste  la  in- 
fracción. (Código  de  Procedimientos  civiles,  artículos  7*8,  719,  720  y  1,129;  y 
Código  de  Comercio,  artículo  1,065.) 

Respecto  á  la  manera  de  iuterponerlot  puede  servir  dj  guía  la  siguiente  com* 
parecencia,  tomada  de  un  caso  práctico. 

En  diez  del  mismo  Agosto  á  las  once  y  media  compareció  el  Licenciado  L.  K. 
y  dijo:  que  interpone  respetuosamente  contra  el  fallo  pronunciado  en  este  jai- 
eio  el  recurso  de  casación  en  cuanto  al  fondo  del  negocio  y  en  cuanto  al  proce- 
dimiento; por  ser  opuesto  al  artículo  mil  setecientos  cuatro  del  Código  civil  que 
por  regla  general  prohiba  á  la  mujer  ser  fiadora  y  por  haberse  en  él  TÍoUUb  el 
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artículo  trescientos  veinticinco  del  Código  de  Procadi  míen  tos  civiles  con  cl  he- 
cho de  haberse  dado  por  reconocida  la  firma  que  cubre  un  documento  que  no  es 
mercantil;  que  en  consecuencia,  estando  el  recurso  arreglado  á  las  prescripcio- 
nes establecidas  por  los  artículos  seiscientos  noveuta  y  nueve  y  setecientos  once, 
fracción  primea,  pide  al  señor  Juez  se  sirva  tener  dicho  recurso  por  formal- 
mente interpuesto  y  proceder  á  lo  que  corresponda  en  derecho,  y  £rmó.  0oy  fé» 

L.  E. 

Media  firma  del  Oficial  mayor. 


^' 


Recurso  de  denegada  casación. 


Guando  se  deniegfuo  el  recurso  de  casación,  podrá  interponerse  contra  el  auto 
relativo,  el  de  deneg^ada  casación,  cuya  systanciación  se  sujetar^  A  las  regflas  y 
forma  establecidas  para  la  denegada  apelación.  (Códi;go  de  Procedimientos,  ar- 
tículo 707.) 


RECÜRSOíS  CONTRA  LAS  SENTENCIAS  DE  SEGUNDA 
INSTANCIA. 

El  Có  Jijjo  do  Procedimientos  civiles  de  1884  sólo  ha  dejado  «lubsistentes  con- 
tra las  sentencias  d:*  se^junda  instancia  los  recursos  de  reposición,  aclaración 
de  sentencí;*  y  casación,  de  los  cuales  hay  muy  peco  que  decir,  supuesto  lo  que 
dejamos  consignado  en  páginas  anteriorus. 

I. 

Recurso  de  reposición. 

Procede  de  Us  decretos  y  autos  dei  Tribunal  Superior,  aun  de  aquellos  que 
dictados  en  primera  instancia  serían  apelables,  y  so  sustanciará  en  los  mismos 
términos  que  el  recurso  de  revocación.  (Código  de  Procedimientos,  artículos 
,646  y  647.)   Para  los  formularios  véase  la  página  282. 

II. 

Recurso  de  aclaración  de  sentencia. 

La  aclaración  de  sent:ncia  definitiva  de  segunda  instancia  se  8u|etará  alas 
mismas  reglas  establecidas  para  el  recurso  de  aclaración  de  sentencias  defíniti- 
Tas  de  primera  instancia.  (Página  288.) 

III. 

Recurso  de  casación. 

Destinado  este  recurso,  como  hemos  dieh^  poco  antes,  á  renarar  Ipf  agr&yios 
..originados  por  la  violación  de  las  leyes  aplicables  á  loa  derecl^os  controvertido» 
ó  de  las  que  establecen  el  procedimiento,  tiene  una  importancia  verdaderamen- 
te extraordinaria  en  nuestro  sistema  de  enjniciamielito  actual. 

Esta  circunstancia  hace,  pues,  que  en  ves  de  dar  nn  extracto  imperfecto  de 
.las  disposiciones  relativas,  nos  remltftmos  por  completo  á  las  reglas  miüuciosas 
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One  sobre  la  materia  contiene  el  Códig^o  de  Procedimientos,  limitándonos  aquí 
a  indicar  por  toda  ampliación  la  manera  con  que  el  recurso  debe  interponerse 
IK>r  escrito. 

ESCRITO  PARA  INTERPONER  EL  RECURSO  DE  CASACION.-Seño- 
^«8  Magistrados  de  la  tercera  Saia  del  Tribunal  Superior: 

^  Pomposo  Izquierdo,  en  el  cuaderno  principal  del  juicio  que  sobre  reivindica- 
ción de  la  casa  número  quince  de  la  calle  de  Jesús  María  ha  seguido  contra  mí 
Don  Cirilo  Rentería,  ante  ustedes,  como  mejor  proceda,  respetuosamente  di- 
go que: 

Se  me  ha  notificado  el  fallo  definitivo  pronunciado  en  dichd  juicio,  con  fecl% 
primero  del  actual;  y  como  ese  fallo  entraña,  en  mi  concepto,  patentes  violacio- 
nes de  las  leyes  apíicablas  á  los  derechos  en  él  decididos,  interpongo  contra  el 
expresado  fallo  el  recurso  de  casación,  en  cuanto  al  fondo  del  negocio,  con  arre- 
glo á  la  fracción  primera  del  artículo  seiscientos  noventa  y  nueve,  y  por  la  cau- 
sa que  expresa  la  fracción  primera  del  artículo  setecientos  once  del  Código  de 
Procedimientos  civiles,  esto  es,  porque  las  decisiones  de  ese  fallo  son  contraria» 
á  la  letra  é  interpretación  natural  de  las  leyes  aplicables  al  caso,  según  pHSO  á 
demostrarlo. 

El  fallo  ha  violado  el  artículo  cuatrocientos  diez  y  ocho  del  Código  Je  Proce- 
dimientos civiles,  porque  ha  concedido  el  valoi  de  prueba  plena  á  las  posiciones 
que  se  dieron  por  absneltasen  sentido  Afirmativo,  sin  que  se  me  hubiera  citado 
por  cédula,  como  previene  el  citado  artículo. 

Por  el  mismo  hecho  ha  violado  el  artículo  cuatrocientos  treinta  y  dos  del 
propio  Código. 

Ha  violado  igualmente  el  artículo  quinientos  cincuenta  y  uno,  supuesto  que 
no  ha  tomado  en  consideración  la  copia  de  actuaciones  judiciales  que  como  par- 
te de  mi  prueba  exhibí  en  tienapo  oportuno  y  que  hace. prueba  plena. 

Las  violaciones  indicadas  me  autorizan  para  interponer  como  interpongo  el 
recurso  de  caFación,  y  pedir,  como 

A^  la  Sala  pido  quc,^teniendo  por  interpuesto  dicho  recurso  en  tiempo  y  forma 
se  sirva  admitirlo  y  remitir  los  autos  á  la  primera  Sala  del  Tribunal  Superior. 

México,  Agosto  cinco  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Pon  poso  Izquierdo, 

IV. 

Recurso  de  denegada  casación. 

Debiendo^  ajustarse  este  recurso  á  los  trámites  establecidos  para  el  de  dene- 
gada apelación,  nos  remitimos  al  formularia  consignado  en  la  página  287. 

V, 
Recurso  de  súplica. 

En  Ips  Estados  en  oue  rija  todavía  el  Código  de  Pr  icedimientos  deÍS72,  ha- 
brá que  incluir  entre  los  recursos  procedentes  contra  las  sentencias  de  segunda  . 
instancia,  el  de  súplica  á  que  se  refieren  los  artículos  1580  á  1589  Je  dicho  Có- 
digo. 

La  interposición  del  recurso  se  hace  generalmente  en  los  siguientes  términos: 

ESCRITO  PARA  INTERPONER  EL  RECURSO  DE  SUPLICA.— Señores 

Magistrados  dé  la  tercera  Sala  del  Tribunal  Superior: 

Pomposo  Izquierdo,  ei;  el  juicio  qu  >  sobre  reivindicación  del  terreno  deno» 
minado  **La  Cañada,"  ha  seguido  contra  nií  DonCirilp  Rentciíi,  ante  ustedes, 
como  mejor  proceda,  tespetuosa mente  digo  que: 

Se  me  ha  notificado  la  sentencia  quo  esa  Sala  ha  pronunciado  en  grado  de 
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apelación  con  fecha  primero  del  actual,  condenándome  á  la  devolución  del  te^ 
rreno  expresado  y  al  pago  de  las  costas  y  gastos  dol  juicio. 

Tal  sentencia,  salvo  el  respeto  debido  á  la  Sala,  causa  notorio  agrravío  á  mis 
derechos,  y  como,  por  otra  parte,  está  comprendida  en  la  fracción  cuarta  dol  ar- 
tículo mil  quinientos  ochenta  del  Código  de  Procedimientos  civiles,  supuesto 
que  no  gaarda  entera  conformidad  con  el  fallo  de  primera  instancia,  procede 
oontrar  ella  el  recurso  de  súplica,  que  interpongo  formalmente.  Por  lo  tanto, 

A  la  Sala  suplico  que,  teniend  o  por  interpuesto  dicho  recurso  en  tiempo  y 
forma,  se  sirva  admitirlo  en  ambos  efectos;  pues  así  debe  liacerso  en  términos 
de  justicia,  que  protesto  con  lo  necesario. 

Áló.^ico,  Agosto  cuatro  do  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Pomposo  Izquierdo. 

VI. 

Recurso  de  denegada  súplica. 

Para  los  formularios  relativos  ¿  la  interposici  >n  y  sustanciación  de  este  re- 
■curso,  nos  remitimos  de  nuevo  á  los  que  hemos  dado  para  la  denegada  apela- 
ción, supuí^sto  que  los  trámites  légalos  son  los  mismos.  (Código  de  Procedí» 
mientos  civiles  de  1872,  artículos  1590  á  1592). 


DESERCIÓN  DE  LOS  RECURSOS. 


Cuando  interpuesto  un  recurso  y  emplazado  el  recurrente  para  que  comparez- 
ca ante  la  superioridad  á  continuarlo  dentro  del  término  legal,  no  lo  verificase, 
podrá  la  otra  parte  pedir  que  sí  declare  desierto  dicho  recurso,  en  éstos  ó  pare- 
cidos términos: 

ESCRITO  PARA  PEDIR  LA  DESRRCIONDE  LA  APELACIÓN.— Sefio- 
•res  Magistrados  de  la  tercera  Sala  del  Tribunal  Superior: 

Cirilo  Rentería,  en  el  toe»  á  lo=)  autos  del  juicio  (juo  sobro  reivindicación  de 
la  casa  número  quince  de  la  calle  de  Jesús  María,  sigo  contra  D.  Pomposo  Iz- 
.quierdo,  ante  usted*s,  coma  mejor  proceda,  respetuosamente  digo  que:  ^ 

El  Señor  Izquierdo  interpuso  contra  la  sentencia  dejprimera  instancia  el  re- 
curso de  apelación,  que  le  í'aó  admitido  en  ambos  efectos,  señalándosele  el  tér- 
mino de  cinco  días  para  quo  s^  presentase  á  continuarlo  ante  esta  superioridad; 
mas  como  el  termino  ha  íenecMo,  sin  que  el  recurrente  haya  cumplido  con  el 
emplazamiento,  procede  que  se  aplique  la  sanción  que  para  el  caso  tiene  estable- 
cida la  ley.  Por  lo  tanto 

A  la  Salfl  suplico,  con  fundamento  del  artículo  seiscientos  ochenta  ▼  seis  del 
Código  de  Procedimientos  civiles,  se  sirva  dar  á  dicho  Señor  Izauierdopor  de- 
sistido del  recurso  y  mandar  que  se  devuelvan  los  autos  al  Juzgado  de  su  origen. 

Es  justicia  que  protesto  con  lo  necesario. 

México,  Agosto  ocho  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Cirilo  Rentería. 

Con  ligeras  modiñc.icienes  el  anterior  escrito  podrá  adaptarse  á  los  demás  ca- 
sos en  que  sea  necesario  pedir  la  deserción  de  otros  recursos. 


REGULACIÓN  DE  COSTAS. 


El  procedimiento  para  la  regulación  de  costas  está  perfectamente  determina- 
do por  los  artículos  144  á  149  del  Código  vigente,  por  lo  que  no  ofrecen  dificul- 
tad alguna  ios  formularios.  Así  es  que  solo  por  el  d^eeo  de  ser  minuciosos,  in- 
-üicaremos  la  tramitación  respectiva. 
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ESCRITO  parí  presentar  LA  REGULACIÓN  DE  COSTAS.-Señor 
Juez  primero  do  lo  civil: 

Cirilo  Rentería,  en  él  juicio  qae  sobre  reivindicación  de  laca^^a  número  quin- 
oede  la  calle  de  Je^ús  Alaría  B\go  contra  Don  Pomposo  Izquierdo,  ante  usted, 
como  mejor  proceda,  respetuosamente  digo  que: 

La  sentencia  definitiva  pronunciada  en  este  juicio  condenó  al  Señor  Izquier- 
do al  pago  de  las  costas  y  gastos  que,  en  el  mismo  se  hubieren  erogado;  y  como 
dicha  sentencia  ha  causado  ejecutoria,  procede  que  se  hag:a  efectivo  el  pago  de 
unas  y  de  otros.  Al  efecto  presento  U  planilla  respectiva  que  arroja  la '  suma 
de  doscientos  cuarenta  peso^,  pidiendo  como 

A  usted  pido,  que  una  vez  aprobada,  se  sirva  mandar  que  sea  satisfecha. 

Es  justicia  qu*  protc^sto  con  lo  necesario. 

México,  Agosto  doce  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Cirilo  Rentería. 
RaZON  de' la  presont.ición  del  escrito. 

DECRETO.— México,  Agosto  doco  de  mil  ochocientos  novonta  uno. 
Trasl.ido  por  tres  días  á  la  parte  contraria.   Lo  dacretó  y  firmó  el  Señor  Juez. 
Doy  íé. 

De  la  Rosa, 

Tapia,  Secretario. 

NOTIFICACIONES  en  los  términos  ordinarios. 

ESCRITO  DE  CONTESTACIÓN.— Señor  Juez  primero  de  lo  civil: 

Pomposo  Izquierdo,  en  lo»  autos  del  juicio  que  sobie  r€*ivindicación  delacasa 
número  quince  de  la  calle  de  Jesá^  María,  s  gue  contra  mí  Don  Cirilo  Rentería, 
ante  usted,  como  mejor  proceda  respetuosamente,  digo  que: 

So  me  ha  corrido  traslado  de  ia  regulación  de  costas  presentada  por  el  actor, 
y  en  uso  del  derecho  que  la  ley  me  concede,  manifiesto  qu»  no  estoy  conforme 
con  dicha  reculación,  por  ser  en  extremo  exageradas  todas  las  partidas  que  con- 
tiene. Prescindo  de  impugnar  una  á  una  las  expresadas  partida^,  porque,  repi- 
to, todas  son  en  extremo  exageradas  y  confío  en  que  el  Juzgado  con  su  buen  cri- 
terio no  dt'jará  menos  de  reconocerlo  así.   Por  lo  mismo, 

A  usted  pido  so  sirva  tenerme  por  inconfjrme  con  la  re^fulación  referida. 

México,  Agosto  quince  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 

Pomposo  Izquierdo. 

BAZON. — Dé  la  presentación  del  escrito. 

DECRETO.— México,  Agosto  quince  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 
Dése  vista  de  la  contestación  anterior  á  la  parte  actora.  Lo  decretó  y  firm6 
el  Señor  Juez.  Doy  fé. 

De  la  Rosa. 

Tapia,  Secretario. 

NOTIFICACIÓN. — En  diez  y  siete  del  mismo,  presente  en  el  Juzgado  el  Se- 
ñor Rentería,  le  notifiqué  el  anterior  decreto,  é  impuesto  de  su  contenido,  dijo 
que  lo  oye,  se  remite  á  la  justificación  del  Juzgado  y  firmó.  Doy  fé. 

Cirilo  Rentería. 

Media  firma  del  actuario. 

AUTO. — Vistos  eatos  autos  en  el  punto  de  regulación  de  coatas;  y  consideran- 
do que  la  parta  demadada  Se  ha  limitado  á  manifestar  su  inconformidad  €ob  1» 
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reíTuIacii'ín  presentada,  por  ser  en  extremo  exageradas  las  partidaH  qu*?  cntr- 
tiene,  sin  precisar  en  que  consiste  la  exaí;:eración;  y  por  otra  íjutíi?,  tjtio  t-xarnU 
nadas  las  partidas  separadamente,  se  encuentran  enteramente  arrtfrUdfi*  íil  Ai  im- 
cel,  por  lo  que  djebe  estimarse  justa  la  regulación  de  qui^'  hü  trata.  Toro^tiia  con- 
Bideraeiones  el  suscrito  juez  debía  de  resolver  y  resuelí*?: 

Primero.  Ks  drt  aprobarse  y  se  aprueba  la  regulación  dv.  cosías  y  gastos  pru- 
sentada  por  Don  Cirilo  Rentería. 

Segundo.  Se  condena  al  demandado  al  pago  de  la  cantíilad  de  doHci  en  tos  cua- 
renta pesos,  importe  de  dichas  costas  y  gnstos,  que  satiafürá  dentro  de  oebudU^, 
apercibido  de  ejecución  á  su  copta,  ei  no  lo  verifica. 

Así  lo  proveyó  y  tirmó  el  Señor  Juez.  Doy  í'é. 

De  la  Rosa. 

Antonio  Tapia,  Secretario. 

NOTIFICACIONES.— En  la  forma  de  costumbre.  ^ 


NOTA  IMPORTANTE. 

Por  sentencia  de  casación  de  9  de  Marzo  de  1888,  prarunciada  en  el  juicio 
seguido  por  H,  Duverdun  contra  Eugenio  Chavero,  está  íleclurado  f^iit»  fim  nu- 
las las  notifioacioncs  hechas  por  medio  do  instructivo  rtuníiac*n  hi  ray/in  n'S- 
pectiva  no  se  expresa  el  nombre  y  apellido  de  la  persona  n  quien  pü  íh^¡i  t'l  ins- 
tructivo ó  el  citatorio.  Entiéndase,  pu«^s,  corregido  en  epte  fí-ntido  ti  iVirrfniln- 
rio  relativo  marcado  con  el  número  III  que  se  encuentra  en  la  página  372- 


OTRA  NOTA  IMPORTANTE, 

En  los  Territorios  de  Tepic  y  Baja  California  las  notificarioní^B  tiue  cíinfoirae 
al  Código  de  Procedimientos  civiles  deben  hacerse  por  el  ^'KíilEtin  jndttíali,"  ás 
harán  por  medio  de  cédula  que  se  fijará  en  la  puerta  ilu  « letrada  del  Tribural  6 
Juzgado    (Decreto  de  16  de  Diciembre  de  1889). 
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